
        
            
                
            
        

    A mis hijos, que han sido el nuevo amanecer de mi vida; a mis padres, mujer, familia y amigos que han posibilitado hacerme crecer y tener la firme voluntad de seguir haciéndolo.
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Breve introducción
 
Muy osado tiene que ser uno para atreverse a hablar de un periodo tan convulso y polémico como el de la II República española, yo no lo soy o, al menos, creo no serlo, pero siempre me ha vencido la curiosidad de que pudo ser lo que realmente ocurrió para que, al cabo de poco más de cinco años, de un estado de ilusión y esperanza se pasase a un cruento y trágico enfrentamiento civil entre españoles. Hay muchas formas de llegar a establecer conclusiones acerca de este periodo, yo he elegido no sé si el camino más tortuoso y difícil pero, sin duda, el que más creo me puede ayudar a conocerlo (no estoy tan seguro de llegar a entenderlo), la lectura detallada de las casi 30.000 páginas del diario de las sesiones republicanas comprendidas en los cinco años y un día de tiempo real de las mismas. Es verdad que acudir a una fuente histórica como esta no exime de que pueda ofrecer algunas lagunas y, esta de las actas del diario de sesiones, lógicamente, las tiene; y es que en ellas no se incluyen todas aquellas palabras e impresiones que fueron deliberadamente omitidas por las distintas Presidencias de la Cámara, si bien, no dejan de ser una mínima parte que, aun pudiendo ser relevante como fuente histórica, no desvirtúan para nada la magnitud y la inigualable "fotografía" que nos ofrece la lectura y el análisis de estas actas del diario de sesiones en su conjunto.
Hablar de un periodo como la II República es prácticamente imposible si antes no se hace referencia alguna a los antecedentes históricos de la misma, a la ineludible conexión con otra serie de acontecimientos pasados que, de una manera clara e incuestionable, sugestionaron y moldearon en buen grado las mentes pensantes de aquellos que fueron los actores y protagonistas de las sesiones parlamentarias del régimen republicano en el Congreso de los Diputados. Existen y son muchas las teorías acerca de la verdadera génesis de la división irreconciliable entre españoles, de aquello que se ha llegado a llamar como las dos Españas, algunos son capaces de llevarlas hasta los tiempos de los Reyes Católicos, otros, no ahondan más allá de los primeros años del siglo XX, todas ellas, encaminadas a demostrar la visión distinta que, de una misma nación, cada español había ido forjando a lo largo del tiempo, creando una línea divisoria política, social y, por encima de todo sentimental, respecto a lo que para cada uno de ellos significaba el término España. No será este libro el que analice la veracidad o acierto de cada una de ellas y, menos, tratará de establecer una nueva para, sobre ella, fundamentar la racionalización del conflicto entre los ciudadanos de una misma Patria, bastará con hacer un breve apunte de la sugestión que, al respecto, ha fundamentado la línea argumental del mismo y con el único propósito de establecer un inicio o periodo histórico sobre el que fijar un punto de partida que nos permita explicar y analizar los antecedentes de los penosos y trágicos años que al conjunto de los españoles les tocaría vivir a partir del año 1931.
Entonces, bastará decir del modo más sintético posible y, tan solo a modo de breve apunte, que la línea roja que marca el proceso de fragmentación de España como Nación se encuentra, precisamente, justo poco tiempo después de su propio nacimiento como Estado moderno, en las Cortes de Cádiz de 1.812; su triste protagonista fue aquel que estaba destinado a ser el precursor, el mentor y patrocinador de un nuevo e ilusionante  porvenir para España; tenía todo a su favor para dirigirla hacia la senda de la Ilustración y modernidad europea, un camino que décadas pasadas ya habían emprendido las naciones protagonistas de la revolución industrial, lo que las posibilitó emerger como potencias dominantes del escenario europeo del cual España se había descolgado; sí, aquel fue Don Fernando VII: en efecto, tuvo en su mano y, en aquel crucial momento, el poder dirigir a España hacia la senda de la contemporaneidad, hacia los más altos valores de la Ilustración europea, hacia las más altas corrientes políticas liberales portadoras de un nuevo resurgir político y social, cambios que, adaptados a la riquísima y vibrante tradición cultural española, bien hubieran podido hacer de España pionera y fuente creadora de nuevas corrientes culturales, económicas, sociales o políticas que, tal vez, la hubiesen aupado a un lugar prominente en el siempre cambiante escenario europeo. A cambio, su obstinación, su más que evidente falta de valía, su absoluta carencia de aptitudes morales, personales, culturales e intelectuales, hicieron que la Nación española cogiera el camino diametralmente opuesto al de los otros grandes estados europeos, un perjuicio que, hoy, poco más de doscientos años después, aún estamos pagando. En efecto, esa obstinación sumada a su rotunda ineptitud en el ejercicio de un cargo para el que no estaba facultado y, en uno de los momentos más cruciales de la Historia Moderna de España (más si cabe con su recién estrenada condición de Estado liberal europeo), imposibilitaron por completo el que nuestra Patria pudiera aprovechar esa oportunidad que se le brindaba para liderar un resurgimiento nacional superador de la tendencia barroca y decadente de tiempos pasados. Mientras gran parte del territorio europeo decidía  subirse a la locomotora de la luz y del progreso, España, a consecuencia del nefasto legado de Fernando VII y, merced a su decidido empeño en cercenar el camino de corte liberal que la Nación libremente había elegido (sustituído por un agrio y retrógrado absolutismo regalista de viejo cuño), se enmarañaba y entretenía en múltiples conflictos políticos y sociales; guerras civiles, intentonas golpistas, revoluciones fallidas, frecuentes y reiteradas sucesiones de Gobiernos, cambios dinásticos, de Estado y un largo etc., un cúmulo interminable de despropósitos producto de lo cual se perderían las últimas colonias y, lo que es aún peor, haría germinar, lenta pero irremediablemente, un espíritu antinacional cuando no antipatriota que asemejaba la idea de España, de lo español, a un símbolo de decrepitud, de decadencia, de lo retrógrado, de una España que, durante siglos, fue la portadora, la bandera de las más altas cotas culturales, sociales y políticas de las que el mundo tuvo conocimiento.
Reflejo de todo ello sería el nacimiento de un movimiento interno disgregador del sentimiento patrio germen, sin duda, de los nacionalismos catalán y vasco, un movimiento centrífugo que asociaba la idea de España a un espíritu decadente del que había ahora que huir para emprender nuevos horizontes e ideales abanderados por unos regionalismos que, hasta la fecha, se habían desarrollado y crecido bajo el paraguas de la grandeza del legendario y fabuloso Imperio español, actor protagonista, durante muchos de los siglos y décadas pasadas, de la contemporaneidad europea y mundial. Ahora, esta Nación golpeada y zaherida durante años por sus más altos magistrados, con la piel rasgada y hecha jirones, era incapaz de encontrar el sosiego siquiera para detenerse en la caída y desde la cual meditar, recobrar el aliento, un suspiro para al menos reparar en la multitud de errores pasados. Este penoso legado como ya he referido, cabe a mi juicio imputárselo a la triste figura de Don Fernando VII; no es sin duda novedosa esta teoría, no significa novedosa aportación histórica alguna, solo sirve, si acaso, para establecer un punto de partida en esa línea divisoria de lo que todos conocemos como las dos Españas. Cualquier Estado que recobra su independencia como fue el caso español y, toda vez conseguido la expulsión del enemigo invasor, fortalece su conciencia y alma nacionales, se une, se fortalece, busca y anhela un ideal común; con Fernando VII España sufre, se descompone, se desune, se paraliza, se fragmenta y se empieza a hacer tristemente “odiosa” para muchos de sus compatriotas.
Y si, parece que hay momentos en aquellas primeras décadas del siglo XX que España pareciera querer detenerse y recobrar el aliento para otear el horizonte y cambiar el rumbo, quizás, su fatal destino, pero las heridas son ya tan grandes que parece que cualquier esfuerzo fuera baladí; y se detiene con el intento reformador de D. Antonio Maura, pero llega 1.909, la semana trágica de Barcelona, las revueltas anarquistas, el imparable desorden público, la anarquía y el aire insuflado se pierde repentinamente para así volver a caer; y se detiene cuando el mundo también lo hace para autodestruirse en la Primera Gran Guerra Mundial, conflicto al que España parece mirar de reojo en un discreto rincón del convulso espacio europeo y desde el que pareciera querer emprender la marcha entre los llameantes escombros de la lucha fratricida, pero llega 1917 y movimientos revolucionarios atraídos por el influjo de la revolución rusa acaban de nuevo pinchando el globo, los apetitos revolucionarios de unos pocos (PSOE) daban sus primeros pasos dirigidos a tumbar al mismo Estado; y también se detiene de nuevo fruto de una maniobra sumamente comprometedora de la Monarquía que, para salvar su infortunio cuando no su propio descrédito, se alía con sectores del Ejército para implantar la Dictadura de Primo de Rivera; y sí, a pesar del brusco giro del Estado, se detiene y durante varios años se recobra un tibio aliento bajo un régimen que no es el propio ni menos aún representaba su añeja e histórica identidad (nacido fruto de un consenso y beneplácito casi nacional, con el apoyo y refrendo de una gran parte de las fuerzas políticas y sociales del momento); y así lo hizo, al albur de un régimen de tintes dictatoriales, parapetado tras una engañosa apariencia de normalidad desde la que España parecía recobrar de nuevo el aliento y la paz social y espiritual, un régimen que muchos después detestaron pero que, sin duda, apetecieron y ayudaron a su advenimiento. Sin embargo, la arriesgada aventura no duró mucho; dentro de él convivieron y más tarde se desarrollaron algunos descontentos a los que se sumaron, incluso, los de viejos monárquicos que, por aquel entonces, creyeron que la Monarquía había agotado todo su crédito. Así, el idilio con el nuevo régimen dura poco y lo que parecía un simple y pasajero acomodo destinado a proyectar metas más altas de la historia patria, se fue deshaciendo a la vez que tejía diásporas disgregadoras de las identidades regionales que, sumadas a las provocadas por la ausencia general de libertades, hicieron avivar nueva e intensamente la llama del espíritu liberal de los círculos republicanos, de por sí ya contestatarios, unos círculos en torno a los que se aglutinarán las nuevas corrientes políticas y sociales protagonistas futuras de un régimen republicano que, ya por entonces, se empezaba a dibujar en un horizonte no muy lejano. Así, agotadas todas las opciones posibles, llegaba la II República, esta llegaba sin que el país hubiera tenido tiempo real para tomar y recobrar ese añorado y deseado aliento, esa pausa necesaria para redirigir el destino perdido que, tal vez, hubiese permitido enderezar un camino que cada vez se dibujaba más tortuoso y “fernandino”.
Los argumentos y desarrollos políticos en este transcurrir de poco más de un siglo, siendo en sí vitales y esenciales para entender la historia contemporánea de España, no van a ser aquí analizados, esta breve y particular síntesis nos debe dar, simplemente, una vaga  idea para comprender que a la II República se llega con el alma nacional cansada, encogida, profundamente desesperanzada y desconfiada de todo, de tal forma que se aferraba a la República como aquel que se agarra a un clavo ardiendo porque otra sujeción, otra esperanza ya no le queda, fueron muchos los que se aferraron a ese clavo, pero no, se equivocaban, si estaba ardiendo era por algo……
No sería justo si antes de empezar el análisis de la historia de la II República no desnudamos previamente el alma de aquel que lo va a intentar hacer. Así, puedo y me atrevo a decir que más que historiador al uso tengo alma de historiador, me gusta beberme la historia a sorbos pequeños y pausados; todo es historia y todos somos historia y la historia es la suma de errores, de aciertos, de riesgos, de tragedias, de alegrías, de emociones, de intrigas, de pasiones; la historia se explica en el presente con los ojos del pasado y la mirada en el futuro y, por ello, debe ser didáctica, amplia, detallada, profundamente analítica; pero también subjetiva, si, subjetiva, porque la cuento a través de mis ojos, de mi mente, de mi experiencia, de mi conciencia, y mi conciencia es subjetiva, está inducida por mi pensamiento, por mis recuerdos, por mis vivencias, por mis errores, por mis aciertos. Y ese alma subjetiva está impregnada de tibios matices conservadores, tanto en lo político como en lo social y, siendo así, debo decir, sincerándome con el avezado y curioso lector que inicia esta aventura, que yo en la II República me hubiera sentado en su advenimiento en la bancada de los conservadores y, más concretamente, en la bancada de la llamada minoría Agraria, aquella pequeña minoría que, sin renunciar a sus ideales, se sentó en la Cámara republicana haciendo suya la nueva legalidad que se había instaurado en España, aquella que sin renunciar ni un ápice a su ideario y compromiso con sus electores, incluso con su monarquismo, combatió dura y tenazmente una Constitución en la que nunca creyeron y en la que vieron y advirtieron los muchos peligros que su aprobación podría conllevar; la división provocada por el déspota y felón monarca Don Fernando, pareciera tener en esta Carta Magna el epitafio y triste final de esa anunciada división de las dos Españas, ya por entonces, profunda y tristemente casi irreconciliables. Pero mi condición de ilusionado historiador me obliga a dejar "mi asiento" en esa bancada agraria para situarme en la Tribuna del Congreso, el lugar del ciudadano anónimo, del oyente, del curioso, donde se contempla y escucha pasivamente a los oradores de la Cámara; desde allí miro, escucho, observo, anoto, filtro todo aquello que me va a servir como base para desarrollar mi arduo trabajo; de este modo, únicamente la palabra del orador, de derechas o de izquierdas, monárquico o republicano, federal o nacionalista, es y será mi primera y fundamental fuente histórica.
De esta forma, desnudando mi alma "política", creo que estoy en condiciones de sincerarme con todos aquellos que vayan a ocupar una parte de su tiempo leyendo estos trazos de una de las etapas más tristes y trágicas de nuestra querida España, en un intento de analizar sañuda y profusamente todo lo ocurrido en aquellos cinco años y un día de sesiones parlamentarias de las Cortes republicanas; todo mi trabajo se fundamenta en un riguroso y detenido análisis histórico del que tomo como principal fuente la literalidad de las palabras y manifestaciones allí formuladas por los distintos oradores del parlamento republicano, y a ellas me obligo, me exijo y me ciño. Me contentare si con este trabajo consigo una sola cosa, aprender juntos de los errores pasados que durante tantos años nos han imposibilitado crecer como Nación, con su defectos, con sus errores, con sus aciertos, con sus virtudes, con sus diferencias; todos podemos y tenemos algo que aportar, la dilatada historia de España merece que juntos podamos orientarla de nuevo hacia a aquella senda de la que el rey felón, el arrogante y testarudo Don Fernando, nos desvió para dirigirla a un precipicio al que parece que, hoy en día, todavía no hemos caído; la II República no fue más que el precipicio al que caímos tras décadas de infortunios y un largo serial de errores pasados. La discusión sobre el modelo ideal de Estado, Monarquía o República, no es asunto que vaya a ser analizado y, menos aún, cuestionado en estas páginas; la primera cometió algunos errores mayúsculos (el ejemplo de Fernando VII es determinante); la República exactamente lo mismo, de hecho, la II República fue en sí misma un tremendo error que culminaría la nefasta obra del monarca iniciada más de cien años atrás; bien, aprendamos de ellos, por encima de todo está la Patria; hagamos Patria, aparquemos ideologías y dejemos a un lado las ideologías disgregadoras, creemos un espacio común donde todos contemos y sumemos por encima de intereses partidistas y particularistas; hagamos España, porque Patria somos todos y si a ella la va bien, a nosotros, muy probablemente, nos irá mejor.
EL CAMINO HACIA LA REVOLUCIÓN

Casi siete años duró la Dictadura, no es el momento de hablar extensamente de ella, el libro sería demasiado denso, pero si decir que esta nos ofreció algunos trazos de lo que luego sería la II República. La Dictadura de Primo de Rivera no fue un régimen de libertades y, pese a que en ella la Nación encontró largos momentos de paz y hasta algo parecido a serenidad y progreso, la ausencia de derechos y libertades bajo el auspicio de la propia Monarquía, provocaría pronto el rechazo de ciertos sectores que habían sido alejados de los espacios de Poder y de cualquier tipo de relevancia cultural, social o política dentro del régimen. Los movimientos disgregadores y centrífugos de las primeras décadas, habían sido de repente constreñidos por signos antagónicos, por un centralismo al más puro estilo del regalismo absolutista; se frenaba la pujanza de esos movimientos periféricos y regionales que, de momento, se contentaban con aparentar desear sumarse a un nuevo modelo y proyecto de nación, algunos, incluso, los desbordaban y ya ofrecían señales evidentes de querer ir más allá, avivando la llama de la fragmentación de una Nación de la que parecían haberse divorciado sin posibilidad alguna de reconciliación. Todos ellos encontraron en el pujante republicanismo su nueva pareja de baile y, juntos, en los últimos años de la Dictadura, encontraron la sintonía perfecta para crear las notas de la que iba a ser su melodía revolucionaria, los acordes de esas primeras notas las plasmaron en lo que llamarían el Pacto de San Sebastián (Agosto 1930).
A este Pacto se unieron posteriormente los socialistas, los únicos que, llegados a esos últimos años de la Dictadura, tenían un tejido asociativo capaz de aglutinar en torno a él a nutridas masas; en la Dictadura los socialistas vivieron acomodados, establecieron una relación de intereses con los dirigentes de la misma; la UGT fue el único sindicato al que se le otorgó las facultades para subsistir legalizado; a través de ella, los socialistas pudieron gozar de cierta notoriedad en el régimen y una fluida relación con las masas obreras. Al régimen le interesaba tener la cuestión social apaciguada y bajo control, su pacto de no agresión con el socialismo le permitió tener una paz social casi garantizada, las masas obreristas ugetistas y, por ende, socialistas, sobrevivieron legalmente y al amparo de una libertad de la que carecieron sus adversarios, por lo que no fueron combativas con el régimen. Esa relación de interés tenía su más fiel y viva imagen en la presencia de Largo Caballero en el Consejo de Estado (fecha de su nombramiento: 25 de Octubre de 1924), un cargo para el que fue designado por prerrogativa real (no sería el único socialista que ocuparía cargos de esta índole en el régimen dictatorial), de modo que, pese a las muchas y gravosas denuncias en años posteriores contra el régimen dictatorial de Primo de Rivera, los socialistas fueron, sin duda, unos de los pilares sobre los que el régimen se asentó y apoyó para asegurar su supervivencia; recordar que, su líder, Pablo Iglesias, fue el principal promotor de ese apoyo al régimen (fruto de esa relación y colaboración fue el sentido homenaje que rindió el propio Primo de Rivera a la muerte de Pablo Iglesias). A través de esta fluida y fructífera colaboración, la UGT pudo dominar, y por medio de los Comités paritarios, la vasta política social y laboral de la época, controló a unas masas que no mostraron un especial rechazo al régimen dado que, en él, encontraron una prevalencia y condescendencia de la que, incluso, habían carecido en años anteriores; se mantuvo así, con la indudable permisividad del régimen, una especie de "socialismo en frío" (término acuñado por la Alemania Nazi), en un decidido intento de atemperar y contemporizar con las teorías marxistas y revolucionarias tan del gusto de los socialistas españoles de la época. Así, el régimen no era en modo alguno antipático para los socialistas, gracias a él, también ganaron la partida sindicalista y obrera a los anarquistas, relegados a una clandestinidad impensable unos años antes; tampoco lo era para muchos otros sectores del Ejército y de la sociedad civil que, expectantes ante el nuevo orden y, toda vez que parecía haberse recobrado la paz y prosperidad perdidas, observaban esperanzados como la Nación volvía a coger un pequeño impulso superador de las crisis y los habituales desencuentros acumulados durante las décadas pasadas.
Producto de esas relaciones de interés mutuas surgieron los referidos Comités Paritarios,  precursores de los Jurados Mixtos republicanos; un organismo donde se dirimían los conflictos laborales entre patronos y obreros, un órgano colegiado que trataba de reglar las bases y los contratos de trabajo entre la patronal y el sindicato con el propósito de no trasladar el conflicto laboral a la calle; el régimen cedía una parte del terreno a las exigencias obreristas y sindicalistas con el objetivo de que, una vez silenciadas y apaciguadas, este pudiera prolongar sus expectativas de vida; y lo consiguió gracias a estas connivencias con los socialistas y al silenciar, a su vez, a la siempre combativa e incontrolable CNT, lo que le permitiría disfrutar de unos años de indudable e inhabitual paz social. En estas condiciones, al llegar la II República, el socialista, sin lugar a dudas, era el partido que mejor y más capacitado estaba para afrontar unas futuras elecciones, pues era el único que había sobrevivido estructuralmente al régimen dictatorial gracias a esas relaciones de interés que ambos habían establecido.
Así que estos eran las principales parejas de baile del Pacto de San Sebastián; nacionalistas catalanes, socialistas y colectivos republicanos principalmente, y en él se establecieron dos claros y principales objetivos; derrocar a la monarquía y resolver la cuestión catalana, es decir, recoger las distintas reivindicaciones catalanas dando cabida todas ellas en un Estatuto que debía ser traído y debatido previamente en las Cortes. A tal fin, se creó un Comité revolucionario que, haciéndose solidario de esos objetivos, se encargaría de llevar a cabo las distintas acciones dirigidas a desencadenar la revolución para, a través de ella, implantar el régimen republicano. El Pacto se selló en Agosto de 1930 y en él se fijaba un plazo de cuatro meses para desencadenar el proceso revolucionario, Diciembre del mismo año, mes donde se desencadenaría una Huelga general previa a la insurrección militar, prevista para el 15 de Diciembre.
Nueve meses fueron los necesarios para llevar adelante los planes contemplados en aquel Pacto de San Sebastián, y es que los primeros contactos tienen lugar en el mes de Marzo de 1930, fecha en la que tuvieron lugar algunas citas bilaterales entre fuerzas republicanas y representantes de minorías catalanas y que, como he referido, culminarían en el mes de Diciembre del mismo año. Cabe destacar que los socialistas fueron los últimos en incorporarse a este movimiento inserruccional; eran un partido de clase, de inequívoco cariz obrero y, ese obrerismo, no veía con buenos ojos alinearse con fuerzas y agrupaciones burguesas por muy republicanas que estas fueran; sus objetivos eran otros, la República la entendían solo como un puente para alcanzar cotas mayores; en el Este europeo estaba su modelo y ese era el de la República socialista del proletariado, así, la República era solo un camino previo para alcanzarlo. El socialismo español desde su creación nunca había abandonado las teorías marxistas, no ocultaron su marxismo en ningún momento, trabajaron durante décadas para alcanzar sus fines y objetivos revolucionarios sin renunciar nunca a la vía inserruccional, ya lo demostraron en la crisis de 1917 y no iban a descansar hasta conseguir sus propósitos, de esta forma, veían en esta República la mejor de las opciones para alcanzar sus ensoñaciones revolucionarias. Las masas obreras, cobijadas bajo este paraguas socialista, fueron uno de los sectores más proclives a sufrir las consecuencias de la gran depresión económica mundial del 29 y ello no hizo sino aumentar su recelo respecto de las clases burguesas, la crisis del 29 agudizó ese sentimiento de rechazo hacia una burguesía a la que culpaban de sus penurias y miserias, una circunstancia que provocaría que, una buena parte del partido socialista, desdeñara aquella alianza con los elementos burgueses republicanos; Julián Besteiro sería una de esas voces más reacias a ese entendimiento, la supuesta ala moderada del partido socialista.
A este incipiente movimiento revolucionario se sumarían distintas fuerzas y corrientes políticas; los Radicales Socialistas con los señores Botella Asensi, Marcelino Domingo, Álvaro de Albornoz, Ortega y Gasset E. (hermano de Don José) y Galarza al frente; junto a ellos se unirían las minorías catalanas de Companys o Carrasco Formiguera y los distintos grupos y minorías del republicanismo español; los radicales de Lerroux y Martínez Barrio, la ORGA de Casares Quiroga, la Alianza Republicana de Azaña y Sánchez Albornoz, las fuerzas conservadoras republicanas de los señores Miguel Maura y Alcalá Zamora; todas ellas conformaban el cuerpo principal de este movimiento insurgente. El espíritu “revolucionario” se dio forma en un Comité revolucionario encargado de designar un Gobierno Provisional y en el que sería elegido Presidente el conservador Alcalá Zamora, sin duda, un golpe de efecto contra los sectores monárquicos que querían presentar este movimiento como revolucionario que, además, estaba dirigido por disidentes monárquicos sin prestigio alguno; este inesperado giro "liberal" era toda una invitación para que se pudieran sumar algunos de esos sectores conservadores que permanecían hasta el momento sumamente recelosos del cariz supuestamente extremista del mismo. Sin embargo, desde un primer momento, se intuyeron ciertas desavenencias dentro del Comité, diferencias que se harían visibles durante el propio régimen republicano; el Sr. Lerrroux, padre espiritual del republicanismo español, fue pronto apartado de la dirección de Poder de este Comité revolucionario, Azaña (un recién llegado a la política) y los socialistas se cuidaron mucho de mantenerle siempre en un injusto y gravoso segundo plano. El objetivo y las intenciones eran claras, el republicanismo doctrinario lerruxista trataba de ser sustituido por un republicanismo de corte eminentemente social y popular, en cierto modo, alejado de los verdaderos intereses nacionales, del alma popular y tradicional de la sociedad española; el cambio que se pretendía llevar a cabo no se quedaba solo en el advenimiento de un nuevo modelo de Estado, se quería ir mucho más allá y, en esos planes, el republicanismo de marcado carácter nacional del Sr. Lerroux no entraba, más bien al contrario, resultaba profundamente molesto.
Así se llegaba al mes de Diciembre, todo estaba listo para la revolución, para el golpe de estado contra la maltratada y cuestionada legalidad monárquica, combatida ahora desde diversos ámbitos, tanto políticos como sociales; la Prensa fue especialmente incisiva en esos meses en su combate contra el régimen monárquico y, especialmente, contra la figura de Don Alfonso; su caprichosa unión con ciertos sectores del Ejército para subvertir el orden establecido y la legalidad amparada por la Carta magna de 1876 en Septiembre de 1923, provocó el rechazo, incluso, de numerosos monárquicos que, sin perder la condición de tales, se consideraron desde entonces monárquicos sin Rey (como acuñó en su momento el notable y reconocido jurista Osorio y Gallardo); Don Alfonso XIII, sin prentederlo, agrietó (fue casi empujado a hacerlo) en este corto espacio de tiempo, el prestigio de la principal institución sobre la cual surgió y se fundamentó la Nación española, la Monarquía, sin la cual, difícilmente se puede entender lo que es y ha sido España.
En lo referente a la formación y los propósitos de este Comité Revolucionario, decir que si la legalidad de la Monarquía estaba presunta y efectivamente cuestionada por el hecho de pactar la solución estatal a espaldas de la soberanía popular con un sector del Ejército, en este caso, representado por la cara amable del Sr. Primo de Rivera (además de con una parte precisamente no pequeña de la sociedad civil del momento), la legalidad de una intentona golpista, en mayor medida, era aún más que discutible porque, o concedemos razones y argumentos "revolucionarios" a todos o se no se las damos a ninguno; no se puede otorgar el carnet de revolucionario a unos sí y a otros no por el solo hecho de su condición ideológica, conllevaría una aceptación de los principios totalitarios que tienden a establecer diferentes categorías y niveles de ciudadanos en función de su pensamiento y conciencia; para evitarlo, no puede haber causas revolucionarias de distinto orden, nivel o legitimidad, todas ellas deben ser canalizadas a través de los principios universales de la soberanía popular representada y amparada por las libertades y derechos que rigen en un Estado de derecho; los valores democráticos que tanto decían defender no son productos en venta de un mercado persa ni símbolos de banderas revolucionarias de unos románticos que se creen con autoridad para hablar en nombre de todos cuando solo lo hacen en el de unos pocos.
No se puede ocultar tampoco que había no pocos argumentos que posibilitaban y que, incluso, invitaban a la reformulación de la dirección y el modelo de Estado, a tal fin, se disponía de mecanismos perfectamente legales y jurídicos dentro del armazón constitucional para fundamentar un nuevo régimen desde el que encauzar y redirigir los graves problemas que padecía una buena parte de la sociedad española. También, hay que decir que previamente y, como ya antes he referido, muchos de los que ahora se abrazaban a la causa republicana o mostraban un público y profundo desafecto por la Monarquía, fueron los impulsores y promotores en hacer que Don Alfonso aceptara una solución de fuerza dirigida a solventar y acometer los graves problemas que asolaban al país una década antes y es que, como es sabido, tras el desastre de Annual, sufría una crisis política, social, territorial, cultural y, sobre todo, espiritual sin precedentes. Así, era un hecho que la Dictadura, en aquellos primeros años de la década de los 20, se contemplaba como una solución mucho mejor vista de lo que ahora sus más acérrimos críticos y enemigos querían hacernos ver; sin embargo, transcurridos siete años, la tentación de ver en esa inusitada debilidad al régimen monárquico era tan sumamente atractiva (un momento apetecido por muchos de los enemigos del régimen deseosos de imponer, más que un cambio de estado, una nueva sociedad y moralidad sobre el conjunto de la sociedad española), que entre escoger el arduo y largo camino de la vía legal o el más abrupto y rápido de la insurrección, se decidió por este segundo. En efecto, se eligió el tortuoso y discutible camino del enfrentamiento algo que, difícilmente, puede ser justificable salvo que el conflicto previo que se quisiera resolver ya hubiese degenerado, de por sí, en la siempre execrable violencia, circunstancia que, hasta la fecha, en modo alguno había sucedido. La legitimidad del nuevo régimen republicano, en mi opinión, debió haber sido fundamentada por otros cauces y, dada la situación de aquellos momentos, estos eran todavía posibles y factibles; se podía y se debió haber esperado a que el pueblo, democrática y libremente, hubiese tenido la oportunidad de decidir sobre su destino mediante una oportuna convocatoria a Cortes Constituyentes encargadas de dar paso a la formulación de una nueva Constitución, restituyendo así la Carta de 1.876 que, durante los últimos siete años, no fue soberana ni respetada en su letra por D. Alfonso XIII; unas Cortes en las que se hubiera podido reformular absolutamente todo, incluido, evidentemente, el debate sobre un nuevo modelo de estado y, por supuesto, con el refrendo plebiscitario último de la voluntad y soberanía populares (algo que no se hizo con la Constitución republicana…). Sería una cuestión de meses, tal vez años, pero en eso consiste el juego democrático y los altos valores que supuestamente le inspiran, lo demás es anteponer intereses de grupos, de corporaciones o de partidos, es decir, el de unos pocos a los intereses colectivos y nacionales; y es aquí donde nace mi primera objeción y denuncia dirigida contra los precursores del régimen republicano; la revolución o es de todos y para todos o no es de nadie; la democracia consiste en el juego de las mayorías y esas mayorías no traman ni defienden revoluciones que para nada garantizan ni respetan los verdaderos intereses comunes y generales, sino más bien al contrario. El Comité revolucionario, más que amparar una revolución, un golpe de Estado, debió preparar y promover, en consonancia con la suma de otras fuerzas nacionales, unas elecciones a Cortes Constituyentes donde se hubiera podido debatir, a ojos de todo el conjunto de la ciudadanía, el modelo de Estado y de Gobierno más adecuados y apetecidos para el porvenir de la Nación española.
Como ya he dicho, aquí nace mi primera gran discrepancia con los promotores del régimen republicano, con la II República que no con la República como modelo; este libro no va a trazar superioridad moral alguna y, menos aún ética, ni del republicanismo ni del monarquismo, eso pertenece a la libre conciencia de cada uno; la mía, no la tengo por qué ocultar, se posiciona del lado de la Monarquía, con sus defectos y sus virtudes pero, ello no quiere decir, evidentemente, que sea esta ni de mejor ni de peor condición que un régimen republicano; la legitimidad de ambos modelos de estado es irrefutable e incuestionable y cada cual es libre de elegir el modelo que mejor le parezca o le apetezca para su país. Lo que es incuestionable es que, a ese modelo de estado apetecido, se debe llegar siempre por los cauces legales y establecidos al efecto; los impulsos revolucionarios no siempre representan a todos, más bien al contrario, la Ley es el principio y final sobre el que los ciudadanos tienen la garantía de que los derechos y las libertades se cumplen, salvaguardan a todos, sin embargo, las revoluciones rebasan siempre esas garantías de todos para hacerlas generalmente de unos pocos y es que, difícilmente, se puede ser un nostálgico soñador revolucionario y a su vez un decidido garante de las esencias democráticas. En definitiva, no es entendible ni democráticamente comprensible dar carpetazo a un régimen casi milenario, como era el que representaba Monarquía española, en unas elecciones de corte municipal, de carácter puramente administrativo, el precio a pagar por este ejercicio de “impetuosidad” e irresponsabilidad sería a la larga muy caro, como así fue.
Elegido el camino de la insurrección y toda vez fracasada la Huelga General que los socialistas trataron de extender y propagar por el conjunto del territorio español en los inicios del mes de Diciembre, el 12 del mismo mes (tres días antes de lo previsto por el Comité revolucionario), los Capitanes Fermín Galán y García Hernández  protagonizan la intentona golpista de Jaca, movimiento que, dada su descoordinación y escaso impacto, es abortado sin grandes eventualidades por el entonces Presidente, el General Berenguer; los protagonistas de la fracasada intentona y, en posterior juicio sumarísimo, serían ejecutados. Así, la II República encontró en este suceso dos inesperados mártires para "ennoblecer" su causa revolucionaria, un Golpe que de haber tenido éxito, muy posiblemente, hubiese teñido de rojo una buena parte del territorio nacional anticipando, seis años antes, el gran conflicto armado entre españoles, y es que difícilmente hubiera rendido la monarquía sus fuerzas ante un movimiento insurreccional que se había alzado para derrocarla y con el propósito de subvertir una legalidad de varios siglos de vigencia (Al respecto, decir que Galán se alzó con el propósito de imponer el comunismo libertario al más puro estilo soviético que, en el fondo, era lo que no pocos miembros de este Gobierno provisional deseaban y que ahora, de momento, parecían disimular).
Fracasó la precipitada y mal ejecutada intentona golpista y con ello se evitó el derramamiento de sangre inocente; de haberla llevado a cabo el día 15 como estaba inicialmente previsto (fecha en la que habrían contado con el apoyo de todos los elementos del puzzle "revolucionario"), otro hubiese sido el escenario final de la trama; reitero que, muy probablemente, hubiese degenerado en un duro y trágico conflicto armado al recibir los insurrectos el apoyo de no pocos sectores del Ejército (Queipo de Llano, López Ochoa, Ramón Franco, Álvarez Buylla, entre otros); un Ejército en cuyas filas existía un descontento evidente, no tanto con la monarquía y si con el propio monarca, Don Alfonso. Ese día 15, un avión sobrevoló durante un buen rato el espacio aéreo del Palacio Real de Madrid; el Comandante Franco Bahamonde (significado republicano y hermano del General Francisco Franco) acudió allí con el propósito de lanzar bombas sobre el Palacio en un momento en el que allí se encontraban los reyes y sus hijos los Infantes de España, si finalmente no lo hizo, fue debido a la muchedumbre que merodeaba sus alrededores en ese instante; este hecho da una idea de los verdaderos propósitos que escondían los promotores de la “revolución” en favor de la causa republicana. Y así, con los principales protagonistas y actores del proceso "revolucionario" en el presidio o en el exilio tras los acontecimientos de aquel agitado Diciembre del 30, se llegaba a los primeros días del mes de Febrero del 31, fecha en la que la Monarquía y, en un último y desesperado intento de restablecer un orden y una estabilidad que parecían cada vez más perdidos, respondía elevando al frente del Gobierno al Almirante Aznar; pocas posibilidades más la quedaban ante el paso atrás que dieron un buen número de monárquicos deseosos de no querer figurar junto a aquel monarca que había desvirtuado, en su letra y forma, la legalidad constitucional vigente (como ya he referido, la mayor parte de ellos fueron cómplices de la solución dictatorial que se dio como buena en aquel Septiembre de 1923). Se presentaba un nuevo Gabinete cuya principal y casi única finalidad era la convocatoria electoral a Cortes Constituyentes pero, antes, se decidió dar paso a una convocatoria de carácter municipal, prevista para el día 12 de Abril. Las consecuencias de tan desafortunada y precipitada decisión no se harían esperar.
PROCLAMACIÓN DE LA REPÚBLICA

Día 12 de Abril de 1931; los españoles se levantan para ejercer su derecho al voto con el propósito de elegir alcaldes para las más de 8.000 ciudades y pequeñas localidades del conjunto del territorio español; el ambiente no es como el de otras ocasiones, no se trata de unas elecciones municipales normales, la Monarquía es duramente cuestionada y los republicanos han desarrollado su propaganda electoral dentro de un clima intencionadamente plebiscitario contra la misma, desarrollan así una propaganda sin cuartel en la que contaron con el incondicional apoyo de todos los medios de Prensa afines con el único propósito de hacer caer al histórico símbolo patrio; lo hacían, sin apenas desarrollar ni publicitar un programa político orientado y encajado dentro del marco y la esfera municipales. La propaganda era manejada y diseñada desde las rejas de la Cárcel Modelo de Madrid, lugar donde las principales figuras del autoproclamado Gobierno revolucionario tejían impunemente y con el difícilmente comprensible beneplácito de las autoridades monárquicas, las principales líneas de la campaña electoral; por su parte, las derechas, más ajenas a estos intereses de descrédito y de ataque a la monarquía, trataron de enfocarlo dentro de la estricta legalidad desarrollando su campaña en un marco puramente municipalista conscientes, sin duda, de que la Monarquía no pasaba por uno de sus mejores momentos. Este era el ambiente al que se llegaba a la convocatoria electoral y, así, una semana antes del fatídico día 12, el 5 de Abril, tenía lugar la primera vuelta de las elecciones y en la que los monárquicos obtuvieron un respaldo arrollador respecto a las candidaturas republicanas, un recuento que, por cierto, si se pudo completar antes de la proclamación de la República (no sucedería así con la decisiva segunda vuelta, y es que la proclamación de la República se haría sin esperar a conocer la verdadera voluntad popular, los resultados totales no se conocieron hasta mediados del año 32, además, no fue el Ministerio de Gobernación quien los dio a conocer como era preceptivo…). Los resultados de esa primera vuelta ofrecieron los siguientes resultados: monárquicos 14.018 concejales, republicanos 1.832 concejales, es decir, un porcentaje de más de 7 a 1. Estos resultados se producían en aquellas localidades en las que solo se había presentado una única candidatura (generalmente monárquica, los republicanos tenían su centro de actuación y respaldo principal en los grandes núcleos urbanos, su presencia en el mundo rural era todavía muy escasa), a pesar de ello, reflejaban una evidente tendencia que, muy difícilmente, tan solo una semana después, pudiera hacer pensar que esta tuviera opción alguna de cambiar (justo es reconocer que, el ambiente rural español, estaba muy condicionado por el ambiente caciquil de cada comarca). Es por ello que se debe cuestionar y analizar que sucedió una semana después para que, con estos mimbres y, pese a los condicionantes ya referidos, los republicanos se adueñaran de las instituciones, toda vez que, en la segunda vuelta, también perdieron las elecciones de forma clara.
Los resultados del día 12 de Abril daban en principio la victoria de los republicanos en las principales ciudades y a los monárquicos en el conjunto de la ruralidad española, 41 de las principales ciudades españolas otorgaban su voto de favor a la conjunción republicana; sin embargo, los resultados finales (no se conocieron antes de la proclamación de la República, como ya he referido), demostrarían que las elecciones municipales fueron indiscutiblemente ganadas por las candidaturas monárquicas; muchos estudios se han hecho al respecto y todos, sin  excepción alguna, confirmarían la victoria en el cómputo general de los monárquicos, siendo así, no procede dar nuevas interpretaciones y estimaciones sobre los mismos dado que es unánime el criterio, la propia magnitud y rotundidad de la victoria no invita a añadir más al respecto (y, todo ello, pese a la demostración de manifiestas irregularidades en el ejercicio del voto; recordar que el concejal socialista de Madrid, Sr. Saborit, pudo computar para la causa republicana el voto de millares de difuntos). Lo que sí se puede asegurar es que a las 20:00 horas del 14 de Abril, los datos parciales (no totales) que se conocían serían: 22.150 concejales monárquicos electos frente a 5.775 republicanos, es decir, suponía un nuevo triunfo aplastante de las candidaturas monárquicas; sumados estos datos a los del 5 de Abril, el cómputo total de los resultados, con fecha día 14 de Abril y, según los datos que en aquel momento estarían ya constatados, sería: 36.168 concejales y alcaldes monárquicos por 7.707 republicanos. Los resultados en su globalidad eran claros, de una rotundidad aplastante, por cada concejal republicano habían sido elegidos cinco monárquicos.
Entonces, con estos mimbres, ¿por qué llegó la República? Con el triunfo de las ciudades no bastaba para cambiar un régimen, todo un modelo de Estado, el cómputo total de los votos, además, demostraban lo contrario, no sustentaban razón alguna para un cambio como el que finalmente se produjo. Mi segunda teoría de deslegitimación de esta II República nace aquí (previamente, ya me he referido a esta anormal circunstancia); no puede haber legitimidad y, menos aún, legalidad para llevar a cabo un cambio de régimen cuando su fundamento, su génesis, es una simple convocatoria de corte municipalista, es decir, fundamentalmente administrativa, ni siquiera política pese a que se la hubiera querido disfrazar de política de forma interesada; ese fundamento es de barro, no se sostiene; por esa misma razón, en un futuro, podría venir otra corriente política de signo contrario que tratase de adueñarse del Poder aceptando como válida esta misma desvirtuada e ilegítima legalidad, de modo que, "legitimaríamos" el utilizar estas elecciones municipales y, siempre a conveniencia de unos pocos, como un instrumento plebiscitario válido a través del cual cambiar todo un modelo de Estado haciendo descarrilar la legalidad jurídico administrativa para las que están reguladas y facultadas. El término legalidad, el concepto de ley es otro, es el amparo de la inviolabilidad, de la garantía de la cosa cumplida; la ley no es ni puede ser arbitrio, incertidumbre, la legalidad se respeta y si no se debe hacer respetar. De unas elecciones municipales no puede haber ni existe cláusula legal alguna que sostenga como legítimo un cambio de régimen, ni en ellas tiene cabida siquiera un debate sobre un modelo de Estado; la ciudadanía española acudió a las urnas a elegir a sus alcaldes y concejales, no a los representantes de un Parlamento republicano ni a un presidente y Gobierno republicanos. Pero la República no llegó solo por el decidido empuje de las fuerzas representadas por el Comité republicano, suceden durante las siguientes 48 horas una serie de hechos que hacen creíble y posible que, aquello que era en principio una quimera, pocos días después se hiciera realidad. No tratará este libro de ahondar con profundidad y extensión en los sucesos de estas 48 horas, sobre ello hay ya mucha literatura, pero es evidente que hubo ciertas señales y consignas enviadas desde sectores monárquicos, o afines a él, que parecieron apetecer el dar por concluido el régimen monárquico; así, solo se podría entender el que, por medio de diversas cesiones gubernamentales y tras la celebración de unas meras elecciones municipales, se produjera todo un cambio de régimen en España. Sin esta complacencia o condescendencia monárquica respecto a los sucesos ocurridos en aquellas 48 horas es imposible entenderlo, el término Golpe de Estado que, a mi entender, desde el punto de vista puramente legal y jurídico se produjo, pudiera quedar atenuado y maquillado por esa permisibilidad y condescendencia con la que actuaron y obraron diferentes autoridades monárquicas.
No pocos sectores del Ejército estarían ya del lado republicano en aquellos momentos, incluso, dispuestos a empuñar el arma por la causa si hiciera falta; también, hay que decir que, un buen número de ellos, combatirían cinco años después junto a los sublevados durante la guerra civil, quizás, el caso más llamativo es el del General Queipo de Llano, seguramente, principal figura militar del republicanismo español de aquel momento (hasta un 50% de la oficialidad que se alzó para derrocar a la Monarquía en Diciembre de 1930, lo haría de nuevo el 18 de Julio de 1936…). De igual modo, no eran pocos los sectores políticos que estaban casi en desbandada en las filas monárquicas; en torno al Rey figuraban ya pocas figuras políticas de renombre, de reconocido prestigio, y que parecieron no querer exponerse a males mayores asociando su porvenir al del monarca. Una de ellas era el Conde de Romanones, su proceder difícilmente se podría explicar toda vez que fue él quien solicitó al Rey su marccha sin ni siquiera antes sopesar o analizar las distintas posibilidades reales encaminadas a reconducir la situación a su debida y justa medida (un día antes de las elecciones municipales, él mismo las otorgó ese más que cuestionable carácter plebiscitario), renunciando y claudicando así ante la legalidad vigente representada por la Constitución de 1.876 y, por la simple circunstancia, de que en algunas de las ciudades más populosas habían triunfado las candidaturas municipalistas republicanas; bien es verdad, que el Rey ahora ya no encontraba suficientes argumentos para defender una Constitución que durante siete años había desvirtuado, ni uno ni otro tenían ni disponían de fuerza moral alguna para imponer una legalidad que, en cierto modo, habían mancillado. El mismo Presidente, el Almirante Aznar, pronunció unas palabras en el mediodía del día 13 que, desde tan alta magistratura, difícil explicación podían tener si no era por esa decidida postura de cesión y dejación de poderes por parte de las autoridades monárquicas, "España se ha acostado monárquica y se ha levantado republicana". Estas palabras propiciaron un repentino e inusitado desbordamiento popular en las masas republicanas, como en cierto modo era lógico, unas palabras que parecieran querer dar visos de legalidad y fiabilidad a un más que hipotético triunfo de la causa republicana en las elecciones municipales. Esa tibieza y desconcierto sería aprovechado, sin duda, por los republicanos que se movilizarían con rapidez y presteza en su decidido asalto a las instituciones ante la enorme confusión del momento, el sacar a sus masas a la calle era una cuestión de horas, tal vez minutos; ¿Cómo? hubo algunos condicionantes que facilitaron lo que, tan solo unas horas antes, parecía del todo punto imposible.
En todo ello se debe destacar también el papel que desempeñó en esos tumultuosos días el Cuerpo de Telégrafos y Correos, en aquellos años, el principal Órgano de las Telecomunicaciones en España, un Cuerpo del que se habían apropiado (desde hacía ya años) elementos socialistas y republicanos. En los últimos años de la dictadura de Primo de Rivera, los empleados de Correos y Telégrafos empezaron a mostrar su profundo desafecto por el estancamiento de sus condiciones laborales, así, promovieron distintas acciones reivindicativas, reivindicaciones que estuvieron canalizadas a través de la acción y la ejecutoria de diversas organizaciones sindicales. Revistas profesionales como la revista postal Claridad, de tendencia socialista, aglutinaban a su alrededor pequeños grupos sindicales que difundían la cultura obrera entre los trabajadores de Correos y Telégrafos. En estos primeros años treinta, se produce una incipiente politización de ambos Cuerpos, con la extensión y proliferación de distintos comités pro-republicanos que alcanzarían gran protagonismo en las semanas y días precedentes a la proclamación de la Segunda República. Los funcionarios de Correos y Telégrafos mostraban su pleno convencimiento de que sería la República la que por fin atendería sus distintas reclamaciones corporativas y laborales, no en vano, y producto de ellas, sería la creación del Ministerio de Comunicaciones. Gracias a todo ello y a la infiltración de estos elementos sindicales dentro del Cuerpo, los miembros del Comité revolucionario republicano pudieron manejar a su antojo información de primera mano que afectaría al devenir de los acontecimientos, siendo el más vivo ejemplo de ello el que, desde un primer momento, conocieron que la Guardia Civil renunciaba a cualquier iniciativa o acción de represión contra las masas que habían salido jubilosas a las calles españolas, una decisión que sería clave para entender los sucesos posteriores. De esta forma, ejercieron como voceros de una propaganda republicana que daba por válidos unos resultados que, en el fondo, no les resultaban favorables en su conjunto pero que, sin duda, les facilitó decisivamente el que pudieran manejar la propaganda y la información a su libre albedrío, antes, durante y después de las elecciones municipales, dirigieron y canalizaron a su antojo la información que era propicia a sus intereses, que no eran otros que los de la causa republicana.
Así, las masas republicanas fueron concentrándose en distintas plazas de pueblos y ciudades, el republicanismo salía a la calle autoconvencido que era vencedor de las elecciones, o al menos, eso le habían hecho creer; las posturas claudicantes vendrían después en cadena por todas y cada una de las instituciones, delegaciones y órganos monárquicos desbordados por maniobras encubiertas que, ni supieron y, seguramente, ni quisieron detener en el mayor número de los casos. Como ya he referido, la misma Guardia civil y en la propia autoridad del General Sanjurjo, renunció a tomar cualquier iniciativa que hiciera despertar a las masas de su júbilo y así reconducir el estado de cosas a su justo y debido cauce, decía no poder asegurar el restablecimiento del orden ni estar en condiciones de hacerlo; nadie quería ni deseaba un derramamiento de sangre y, menos aún, que todo ello desembocase en un conflicto armado; el General Sanjurjo era conocedor que amplios sectores del Ejército legitimaban el cambio de régimen y, ante una Monarquía desdibujada y claudicante, no iba a ser él el promotor de una represión que pudiera desembocar en males aún mayores. Todos se dejaron llevar por el caudal de los acontecimientos y esto fue aprovechado por el Comité revolucionario ya, por entonces, convertido en Gobierno Provisional que, a primeras horas del día 14, se personaba en el Ministerio de la Gobernación con el firme propósito de llevar a cabo un cambio de poderes, algo en lo que, ni ellos mismos imaginaban, apenas unas horas antes. Durante aquella noche corrió a voces que el Rey había abdicado (no lo haría en momento alguno), que se había ido, falsos rumores intencionados que avivaron más el desconcierto y la incertidumbre y que, además, hicieron posible que en las primeras horas de la mañana del 14 de Abril, una ciudad como Eibar fuera la primera en dar el paso de proclamar la República. Pocas horas después se proclamaría la República de Cataluña y, así, seguiría una cadena imparable de acontecimientos que precipitarían la repentina y precipitada salida del Rey hacia el puerto de Cartagena en la tarde de ese mismo día, ciudad desde la que abandonaría definitivamente territorio español. El cambio de régimen se había producido, casi se podría decir que había sido entregado en bandeja de plata; nacía producto de una dudosa legalidad, regateando y cercenando la legalidad vigente, la que amparaba y representaba la Constitución de 1.876; los ciudadanos se levantaron para elegir a sus alcaldes y se acostaron con un Presidente y Gobierno republicanos que no habían elegido y, casi, aún menos conocían, además de la vigencia de un nuevo código, el Estatuto Jurídico, que también les fue impuesto y del que tampoco tenían conocimiento alguno; el hecho es que la monarquía no supo o no quiso imponer la autoridad ni los medios para hacer cumplir la legalidad. Producto de todo ello, la República nacía para un buen número de españoles y, pese al júbilo de otros muchos, falta de grandes dosis de credibilidad, de autenticidad, bajo la sombra de la duda y la sospecha (los resultados totales de las elecciones aún no eran conocidos), aun así, no se alzaron voces altisonantes contra ella como podía haberse esperado en un principio, se prefirió adoptar una actitud vigilante, expectante y reflexiva a la espera del devenir de los acontecimientos futuros.
Se llega así a la mañana del día 15 de Abril y en la Gaceta de Madrid (lo que sería el BOE en la actualidad) se publicaba la primera de las disposiciones republicanas, el Estatuto Jurídico; hasta la aprobación de la Constitución republicana en Diciembre del 31, este sería el Código sobre el que se fundamentara la acción política, jurídica y legislativa del régimen republicano. Entre los principales fundamentos del mismo estarían: Delegación a las Cortes Constituyentes de una Carta constitucional; respeto a la conciencia individual mediante a la libertad de cultos y creencias; reconocimiento de la propiedad la cual no podrá ser expropiada sino por utilidad pública y previa indemnización; el derecho agrario debe responder a la función social de la tierra. Tras su publicación se daba el pistoletazo de salida al nuevo régimen, un régimen que en estas primeras semanas es acogido con entusiasmo por grandes sectores de la sociedad y con expectativa e incertidumbre por el resto que, además, nacía sin ser plebiscitado por una ciudadanía que simplemente había acudido a las urnas a elegir a los concejales y alcaldes de sus respectivas localidades, no se esperó a refrendarlo siquiera en un referéndum en el que ese pueblo, al que tanto decían representar, se hubiera expresado en verdad y libremente respecto a sus deseos de cambiar o no todo un modelo de Estado, y es que sus verdaderas necesidades y demandas estaban, seguramente, muy por encima del tipo o modelo de Estado de turno. Una vez consumado todo, el primer gran reto que debía afrontar tenía carácter inmediato, hacer claudicar de sus intenciones al Sr. Maciá que, unilateralmente, había declarado la República catalana incumpliendo lo acordado en el Pacto de San Sebastián y haciendo convulsionar al régimen republicano desde el mismo instante de su nacimiento. Así las cosas, tres ministros del nuevo Gobierno Provisional se vieron obligados a desplazarse apresuradamente a Barcelona para tratar de convencer al Sr Maciá que desistiera de su intentona separatista, producto de todo ello, sería el nacimiento de la Generalidad de Cataluña que sería la encargada de plebiscitar el Estatuto catalán, tal y como se había acordado en el Pacto de San Sebastián en Agosto del pasado año.
EL IDILIO SE ROMPE: LA QUEMA DE CONVENTOS

De esta forma y con la alegría desbordada de no pocos sectores de la sociedad (defraudados y desesperanzados de la tendencia decadente de tantos años) transcurrieron los siguientes 26 días; sí, solo refiero 26 días, días en los que predominaron una calma e incertidumbre que, a partes iguales, dibujaban un escenario de cambios que, en muchos de los casos y desde hacía décadas, estaba demandando el conjunto de la sociedad española. Esos 26 días fueron los únicos en los que el régimen republicano, en sus cinco años, tres meses y cuatro días de vigencia, se puede afirmar y asegurar que vivió en relativa paz y armonía, expectante y con la esperanza puesta en un futuro mejor; el optimismo parecía invadir lentamente el conjunto de las conciencias ciudadanas y a pesar de la tensa incertidumbre que, en aquellos días, se vivía en razón del abrupto e inesperado cambio que apenas tres semanas antes se había producido.
Y en efecto, sin llegar apenas al mes de vida, un domingo del 10 de Mayo, esa tranquilidad y esperanza quedaban rotas abruptamente por los sucesos acaecidos en el Circulo Monárquico de la calle Alcalá en Madrid. Me extenderé un poco en los detalles dada la enorme trascendencia que estos sucesos tuvieron en su momento y, sobre todo, en el propio transcurrir del régimen republicano dado que, tras ellos, nada volvería ser igual en la recién nacida República, esta parecía resquebrajarse sin que las puertas del Parlamento siquiera se hubieran abierto. En ese día 10, a media mañana, se habían reunido los socios del Círculo (eran ya por aquel entonces veinte mil los inscritos como tales) con el propósito de designar una Junta Directiva que estuviera facultada para encarrilar y promover una corriente política monárquica con vistas a la esencial convocatoria electoral del mes de Junio, un Comité entre cuyos integrantes estaría el director del diario ABC, Sr. José Ignacio Luca de Tena; clave para el éxito de esta iniciativa sería la entrevista que éste realizó a Don Alfonso XIII en París y que fue publicada en el Diario ABC pocos días antes, el 5 de Mayo. En la misma, Luca de Tena solicitaba al monarca su autorización para liderar este proyecto destinado a la creación de un partido político monárquico ante la inmediatez de las elecciones; de esta forma, nacía el Círculo Monárquico Independiente, su sesión inaugural se fijó para ese día, Domingo 10 de Mayo de 1931 a las 11 horas en un edificio de la Calle Alcalá, a la altura del nº67. Añadir también que, esta Asamblea monárquica, había sido autorizada previamente por el director de la Dirección General de Seguridad Sr. Pérez Blanco y, del que hay que decir, no dio cuenta de la misma al por entonces Ministro de la Gobernación, Sr. Maura.
Los gravísimos incidentes parece que tuvieron su germen cuando uno de los hermanos Miralles (muy conocidos a raíz de este incidente), decidió hacer sonar la Marcha Real en un gramófono coincidente con uno de los momentos álgidos de la reunión. El que hasta hace unos pocos días era el himno oficial de la Nación, pudo escucharse, junto a diversos vítores a España y al Rey, por algunos transeúntes en la calle que, en su mayor parte, parecían venir de vuelta tras asistir a un concierto de la Banda Municipal en el cercano Parque del Retiro. Los acordes de la música y los posteriores vítores fueron interpretados como una ofensa inaceptable por algunos de los transeúntes que, a pie de calle, poco a poco empezaron a rodear los accesos al edificio donde aún permanecían los socios del Círculo Monárquico. El tumulto crecía como la espuma, el número de los allí reunidos aumentaba casi en la misma forma que los ya excitados ánimos, se emitían todo tipo de exabruptos contra los monárquicos y, así las cosas, todo se agravaría sobremanera cuando y, según los relatos más fiables referentes a esta cadena de sucesos, tenía lugar la llegada de un taxi. De él bajaban dos ocupantes que, al escuchar los vivas al monarca que se proferían desde el Círculo, respondieron con sendos vivas a la Monarquía y al Rey Don Alfonso. Estos vítores provocarían, a su vez, el enfado del chófer del taxi, un tal Francisco Hurtado Vivancos que, sin dudarlo, respondía emitiendo efusivos vivas a la República, vítores que son los que dan el pistoletazo de salida a los posteriores y más graves incidentes, provocados al parecer cuando, uno de los dos ocupantes del taxi, golpeaba al chófer por la espalda. Acto seguido, algunos de los cada vez más excitados transeúntes, se suman al alboroto posicionándose en su mayoría a favor del taxista, el desbordamiento de las pasiones a partir de este instante sería ya irrefrenable; las amenazas y protestas contra los miembros del Círculo Monárquico, emitidas por aquellos que se consideraban provocados y ofendidos, no dejaban de subir de tono. La Fuerza Pública, ante el cariz que tomaban los sucesos, se ve obligada a personarse. Su llegada parecía ser tardía dado que el alboroto y la violencia eran ya generalizados, así, un pequeño incidente que pudo ser resuelto con presteza y sin que hubiese derivado en males mayores, se convertiría en un reguero de gravísimos sucesos que iban a marcar y lastrar para siempre al recién estrenado régimen republicano; el empecinamiento del nuevo Gobierno republicano en no utilizar la Fuerza Pública contra el pueblo (y más teniendo en cuenta la cercanía de la trascendental convocatoria electoral de Junio) provocaría que, finalmente, tuviera lugar todo lo contrario de lo que se pretendía detener o imposibilitar. De este modo, la llegada de la Fuerza Pública no impide que se incendien (por parte de lo que era ya una auténtica muchedumbre) algunos de los vehículos de los socios que aún permanecían en el edificio; solo se pudo calmar un poco los encendidos ánimos gracias a las voces de la Policía que, emitidas desde uno de los balcones del edificio, anunciaban que todos los protagonistas del acto serían puestos a disposición policial; (recordemos que el acto había sido previamente autorizado por las autoridades gubernativas y que los provocadores e incitadores de los incidentes permanecían en la calle con la firme intención de tomar represalias por lo que entendían era una provocación…).
Sin embargo, este intento de apaciguar los ánimos solo sería un espejismo, la exaltación iría a más, y es que se sabe que entre los grupos que seguían provocando incidentes en la calle, se encontraban ya, no pocos simpatizantes del partido comunista que no quería dejar pasar la oportunidad sin hacerse notar (su afiliación era todavía muy escasa…); así, el Ministro de la Gobernación Sr. Maura, se ve obligado a personarse en el edificio y, desde uno de sus balcones, se dirige a los ciudadanos que en la calle seguían aguardando a la salida de los socios del Círculo. Tal era la situación que se tuvo que recurrir a la Guardia Civil y a la caballería para pertrechar un cordón hasta los coches de los socios que aún permanecían en el interior, temerosos de ser golpeados por la multitud en la calle. Ye, en efecto, al salir muchos de ellos fueron increpados e incluso golpeados; entre los agredidos se encontraría el anterior Ministro de la Gobernación en el Gobierno del Almirante Aznar, el Sr. Matos, apaleado al ser reconocido por la exaltada multitud que pareciera estar dispuesta a lincharle.
Tras estos incidentes, la mayor parte de los transeúntes (ya convertidos en agitadores puesto que, pese a todo lo referido, no se habían dado aún por satisfechos), se trasladó a la calle Serrano junto al edificio de ABC, circunstancia que hizo reclamar de nuevo la presencia de la Guardia civil que, de nuevo, se personaba a destiempo, pues los incidentes a su llegada estaban ya en una fase álgida. Lanzamiento de piedras e incluso disparos de los allí manifestados, dirigidos hacia el interior del edificio, obligaron a la Guardia civil a intervenir y a introducirse en el mismo, su acceso coincide con el inicio de otros tiroteos en la calle Serrano que son los causantes de un número indeterminado de heridos de diversa consideración y hasta de algún fallecido, el caos se generalizaba; es el momento en que algunos individuos tratan de quemar el edificio de ABC mientras, al mismo tiempo, no dejaban de acudir al lugar de los hechos más números de las fuerzas de Seguridad. En este punto, el director del Diario, Sr Luca de Tena y, según sus propias manifestaciones, diría: “Surgieron dos nuevas patrañas: una, que los autores de las muertes habían sido los hermanos Miralles, disparando sus pistolas detrás de los árboles; otra, la de las flechas envenenadas que, según dijeron al día siguiente los periódicos del corro, se habían arrojado desde las ventanas contra el pueblo indefenso”. Es decir, los bulos malintencionados no solo ayudaron a difundir el caos sino que, incluso, centraron todas las acusaciones sobre los que estaban siendo asaltados, los socios del Círculo Monárquico.
Los manifestantes, ante la cantidad de Fuerza Pública desplegada, deciden retirarse lentamente profiriendo gritos y mueras contra el director de ABC, Luca de Tena, contra el General Berenguer y otras destacadas figuras de la Monarquía. Aún no satisfechos, deciden dirigirse a la Puerta del Sol a la que llegan en torno a las 18:00 horas, allí cortan el tranvía y se producen nuevos y graves incidentes. El Ministro de la Gobernación, Sr. Maura, se ve obligado nuevamente a salir al balcón, en este caso, del Ministerio de la Gobernación, desde ese lugar trata de calmar los excitados ánimos; no lo consigue, una hora más tarde se quemaba el quiosco del diario derechista El Debate, los disturbios se prolongarían durante varias horas más (referir que la presencia de simpatizantes de movimientos extremistas era ya notoria y evidente). A media noche, una representación de los manifestantes accedía al Ministerio de la Gobernación con el propósito de hablar con el Ministro y al que, además, exigen explicaciones por las supuestas "extralimitaciones" de la Fuerza Pública, éste las niega afirmando que se había actuado con prudencia y ecuanimidad, así, les pide calma y confianza en las actuaciones del nuevo Gobierno, asegurando, además, que aplicaría sobre los causantes de estos sucesos la más implacable justicia (parecía “desconocer” que muchos de los promotores de los sucesos se encontraban reunidos en ese preciso momento con él...).
Pero aún había más; ya en la madrugada del Lunes 11 de Mayo, la multitud seguía llenando la Puerta del Sol en espera de noticias salidas del Ministerio de la Gobernación; poco tiempo después, de uno de sus balcones saldría un joven que, en nombre del Ateneo de Madrid (una representación del mismo también acudió a parlamentar con el Ministro), y, dirigiéndose a los presentes, anuncia los distintos acuerdos que el Ateneo de Madrid había propuesto al Ministro a causa de los disturbios: "Desarme de la Guardia Civil; Dimisión de Don Miguel Maura, Ministro de la Gobernación; Anulación de las publicaciones que van contra la vida de la naciente República; Expulsión de las Órdenes religiosas"; el joven asegura que todas estas peticiones habían sido acogidas con aplausos entusiastas y signos de aprobación; anunció también a la muchedumbre que había sido destituido esa misma noche el Teniente Coronel encargado de mandar las Fuerzas de la Guardia Civil a reprimir los sucesos, por lo que se le hacía responsable de los presuntos disparos de esta contra el pueblo congregado frente a la casa de ABC (a estas alturas, se rumoreaba que, estos jóvenes del Ateneo, ya tenían previsto quemar Iglesias y Conventos en la ciudad de Madrid a la mañana siguiente, unos jóvenes que, poco tiempo atrás, tuvieron como su Presidente al reconocido anticlerical Manuel Azaña; ¿casualidad lo que estaba por venir?......). El “incisivo joven” que aquella trágica noche se dirigió a los exaltados, parecer ser que era Juan Antonio Balbontín, un conocido revolucionario y que se dará a conocer en las sesiones parlamentarias republicanas por su exaltación y furibunda defensa de la causa revolucionaria e, incluso, guerracivilista. Serán sus propias palabras en las sesiones las que le definan como tal, me ahorraré calificativos…
Durante la madrugada se procede a efectuar el registro del edificio de ABC tras haber sido denunciado por los supuestos disparos salidos desde su interior; en el mismo y, según fuentes del Ministerio de la Gobernación, se encontraron diferentes tipos de armas. A este respecto, decir que, siendo domingo, la redacción estaba cerrada, el propio diario, en las investigaciones posteriores, aseguró que en todo el edificio se podían encontrar, a lo sumo, 7 u 8 trabajadores, ninguna protagonista de disparo alguno; nunca, de hecho, se pudo posteriormente probar que del edificio saliese un solo disparo. Pese a todo ello, el director de la Fiscalía General, el Radical Socialista Ángel Galarza, dispuso durante la madrugada la clausura de la redacción y el periódico ABC y detener al director del mismo, el Sr. Luca de Tena que, por estos sucesos, pasó más de un mes en detención gubernativa y de la que solo pudo salir previo pago de una cuantiosa fianza. No serían los únicos detenidos, desde la propia Fiscalía se dictaminó una auténtica “cacería de brujas”, una busca y captura de monárquicos; entre los numerosos detenidos con esa condición y puestos a disposición judicial se encontraban los tres hermanos Miralles, Carlos, Luis y Manuel, socios del Círculo y protagonistas de que la Marcha Real fuese escuchada desde la calle; entre las distintas acusaciones, se encontraba la de homicidio, presuntamente por disparar contra el pueblo. Pasarían más de dos largos años en prisión preventiva en la Cárcel Modelo de Madrid por estas acusaciones de las que, finalmente, serían absueltos… Más adelante, cuando se analicen las actas del Diario de Sesiones, se recogerán algunas de las intervenciones del Sr Galarza en sede parlamentaria como representante del partido Radical Socialista, intervenciones que permitirán “comprender” mejor algunas de estas polémicas y arbitrarias decisiones al frente de tan alta magistratura, sin duda, uno de los políticos más sectarios y vulgares de la historia parlamentaria española (suya es la autoría de la amenaza de muerte a Calvo Sotelo en la sesión del 1 de Julio de 1936).
Pocas horas más tarde, cercanas ya las 10 de la mañana y, pese a todas estas medidas ya acordadas y dirigidas contra los protagonistas del acto en el Círculo Monárquico (recordemos que contaba con el refrendo y beneplácito gubernativo), un numeroso grupo de personas se empezaba a apostar frente al Convento de los Padres Jesuitas de la Calle Gran Vía de Madrid; era el primero de los muchos incendios que sufrirían, horas más tarde (en la mañana del día 11) distintas Iglesias y Conventos de la ciudad de Madrid; con ello, la calma y la paz republicana terminaban para siempre, apenas un mes después de su proclamación, ya no habría marcha atrás; el enfrentamiento, la violencia, el desorden, el caos fueron el día a día casi cotidiano de los poco más de cinco años que aún restaban al régimen republicano.
Y en efecto, como era de prever, tras estos sucesos nada volvería a ser igual, el régimen vivió a partir de entonces sumido en un diario y casi permanente desorden público; desde luego, en nada ayudarían las resoluciones del Gobierno Provisional adoptadas tras estos sucesos del 10 de Mayo, unas resoluciones que harían ver palmariamente cual iba a ser su posicionamiento político y social y en las que dejaba entrever que este distaba mucho de querer encaminar la orientación del régimen para el disfrute y acomodo del conjunto de los españoles, más bien todo lo contrario; pareciera que sus dignatarios hubieran guardado sañudamente un agrio resentimiento producto de haberse sentido desplazados de las altas esferas del Poder y de la escena política durante los años finales de la Monarquía y, especialmente, de la Dictadura y, ahora, con el Poder en sus manos, ya ni siquiera disimulaban sus apetitos de hacer pagar por ello a todo aquel o aquello que oliera a monarquismo o que, incluso, osase llevar por bandera la causa del liberalismo (“olvidando” que ellos sí pudieron defender durante la Monarquía sus postulados e ideales republicanos y tener representatividad en el Parlamento, una representatividad que, ahora, negaban por completo a los que ellos consideraban ya más enemigos que adversarios, los monárquicos). De esta forma, parecían dirigir toda su ira e inquina contra aquellos organismos e instituciones que, de algún modo, secundaron o respaldaron en su largo peregrinar a la Monarquía, entre ellas la Iglesia y, como muestra sumamente ilustrativa, los acontecimientos posteriores al 10 de Mayo. Estos incidentes eran determinantes para hacer ver que el cambio de régimen no traía la tan ansiada y anhelada paz social, las peleas y cruce de disparos en las calles entre monárquicos y republicanos durante las horas posteriores y con la excusa de una simple reunión de algunos socios monárquicos, demostraba que la alegría de muchos por el cambio estatal no era compartida por otros tantos que parecían ahora alzar el grito contra la dudosa credibilidad de un régimen respecto al que no tuvieron, ni siquiera, la más mínima oportunidad de posicionarse para refrendarlo o rechazarlo, les había sido impuesto y, además, les negaba su derecho a manifestar libremente su pensamiento y conciencia políticas. Sin duda, no deja de sorprender esta inquina contra un sector de la población cuando aún no se había llegado al mes de vigencia; al respecto y, como antes ya he apuntado brevemente, señalar que los republicanos pudieron cohabitar con los monárquicos durante el periplo monárquico, las reticencias habidas en los primeros tiempos de la Restauración fueron en su momento superadas y, ahora, con el beneplácito de Don Alfonso XIII, España fue la primera monarquía que en Europa otorgó plena legitimidad a los defensores de la causa republicana, sin embargo, estos, instaurada la República, respondían a esta benevolencia con una persecución obstinada y una arbitrariedad difícilmente explicables y es que, desde un primer momento, se fomentó el rechazo y la más ruda visceralidad contra todo tipo de simbología o manifestación monárquica y estos sucesos serían un perfecto reflejo de ello.
En efecto, tras los sucesos de la quema de Conventos la deriva social y política del régimen sería imparable y, todo ello, sin que las puertas del Congreso se hubiesen aún abierto para estrenar la andadura republicana. Durante la noche del 10 al 11 de Mayo, el Ministro de la Gobernación, Sr. Maura, trató de sacar a la calle más Fuerza Pública con el propósito de garantizar el orden público, pero esta postura no era muy del gusto de muchos de los miembros del Gobierno Provisional que no eran partidarios de la represión pública recordando lo que, a su entender, era un proceder habitual del anterior régimen monárquico. Estimaban que el régimen recién establecido no podía ofrecer una imagen ni solución de fuerza dirigida contra el pueblo al considerar que podría ser perjudicial para sus propios intereses (las elecciones a Cortes Constituyentes estaban a la vuelta de la esquina). Así las cosas, al llegar la mañana del día 11 de Mayo y tras producirse las primeras concentraciones en Iglesias y Conventos en Madrid, la Fuerza pública era escasa y estaba “sorprendentemente” desprevenida; son significativas, al respecto, las palabras del Sr. Azaña, Ministro de Guerra, en esa mañana del 11 de Mayo: "Todos los conventos de España no valen la vida de un republicano", emitidas, al parecer, a consecuencia de la insistencia del Sr. Maura de sacar a la calle a la Guardia Civil y ante el inminente desencadenamiento de sucesos violentos; un Sr. Maura que llegó a advertir que había recibido noticias del Ateneo de Madrid de que, durante el transcurso de la mañana, elementos insurgentes procederían a quemar diversos Conventos de la ciudad. Sus advertencias y peticiones fueron rechazadas por la casi totalidad de los miembros del Gobierno, así, los fatales augurios finalmente se cumplieron ante la difícilmente explicable condescendencia de las nuevas autoridades republicanas.
Los sucesos más graves tendrían lugar a partir de media mañana cuando diversos grupos se fueron concentrando a las puertas de los Conventos e Iglesias de Madrid; el primero en arder sería el ya mencionado Convento de los Jesuitas de la Gran Vía, este sería el primero de los muchos que en ese día arderían en la ciudad, solo aquí se perdería, entre otras muchas obras del Patrimonio artístico y cultural nacional, una biblioteca de más de 80.000 volúmenes, lo que da una idea del desastre de los sucesos de aquellos días, días en los que ardieron más de 100 conventos e Iglesias de toda España (se calcula que fueron 107). La gravedad de los sucesos no se correspondía con las distintas actuaciones que se destinaron para reprimirlos, una indecorosa complacencia e hiriente pasividad gubernamental que seguía en su empeño de no querer emplear fuerza alguna contra los insurgentes, contra un "pueblo" que, en un buen número, lamentablemente, jaleaba los incendios y que, incluso, llegaba a silbar a los bomberos cuando estos acudían a apagar los incendios. (El republicanismo español durante décadas fomentó un anticlericalismo que ahora parecía recoger el fruto de sus fobias pasadas). Así, los sucesos de Madrid se extendieron en días posteriores a otras ciudades españolas; Málaga, principalmente, Albacete, Alicante, etc. La II República, sin saberlo, crearía tras estos sucesos un foso insalvable entre ella y muchos españoles, aumentando y agravando las ya de por sí enconadas diferencias y disputas del pasado. Las distintas resoluciones gubernativas de los siguientes días en nada iban a mejorar las cosas, más bien, todo lo contrario como ya he referido.
Recelo, ese sería el término que definiría las relaciones entre Iglesia y Estado republicano tras la proclamación de la II República el 14 de Abril. La Iglesia era conocedora del laicismo institucional y esperaba cautelosa las medidas del Gobierno respecto al vigente Concordato con la Santa Sede, encargado de definir las relaciones entre Iglesia y Estado; entre tanto, se produjeron diversas llamadas al acatamiento de los miembros de la Iglesia católica al nuevo régimen republicano. Así, el día 24 de Abril, el Nuncio apostólico español, Sr. Federico Tedeschini, enviaba en una nota a todos los miembros de la Iglesia, prelados, sacerdotes, fieles, etc., pidiendo el acatamiento a los poderes constituidos para el preceptivo mantenimiento del orden y del bien común; en las pastorales del 31 de Abril se insiste en ese acatamiento al nuevo régimen republicano y a sus respectivas autoridades. Todo ello pese a que, en esas escasas dos semanas, las autoridades gubernamentales republicanas ya habían adoptado algunas disposiciones que disgustaban sobremanera a la Iglesia, medidas fundamentadas en el laicismo estatal del nuevo régimen, disposiciones que afectaban en mayor o menor grado a los postulados eclesiásticos, tales como la supresión de las órdenes militares, la prohibición de la participación Oficial en los actos religiosos, la conclusión de las exenciones tributarias de la Iglesia, etc. Aún así, una parte no pequeña del Clero y que había tenido viejas rencillas con la Monarquía, seguía apostando y dando su beneplácito al régimen republicano; las distintas pastorales de aquellas dos semanas demostraban que, en su generalidad, el Clero aceptaba y se sometía a la legitimidad del nuevo régimen.
Las relaciones se empiezan a torcer cuando el día 1 de Mayo el Cardenal de Toledo, Ángel Segura, lanza una pastoral: "Deberes de la hora actual", en la que trataba de advertir de la grave situación del momento; mostraba en ella su preocupación por el advenimiento del nuevo régimen republicano y, sobre todo, declaraba su decidida defensa de la Monarquía y, en especial, de la figura del Rey Alfonso XIII; esta última declaración de expresa adhesión a la figura del Rey le iba a enemistar con las instituciones y autoridades republicanas. La reacción del Gobierno no se hizo esperar, era a continuación "invitado" a dejar el Arzobispado de Toledo y, más tarde, se le confería a que abandonase España. Pese a ello, el 9 de Mayo, un día antes de los sucesos relacionados con la quema de Conventos e Iglesias, el Cardenal realizaba en Toledo otra declaración en la que llamaba a la unidad de los católicos para que, en las próximas elecciones a Cortes Constituyentes del mes de Junio, fuesen consecuentes con su voto y facilitasen la entrada de candidatos que defendiesen los intereses católicos en la Cámara (sin duda, estas declaraciones no ayudaron en nada a lo que a partir del día 10 de Mayo habría de ocurrir). Los acontecimientos se suceden y, ante el rechazo que todo ello provocaba en las autoridades republicanas, el Cardenal es llamado a consultas a Roma el día 13 de Mayo, fecha en la que finalmente sale de España. No lo hará solo, ese mismo mes, otros obispos son también "invitados" a hacerlo; el de Vitoria y el de Málaga seguirían el mismo destino.
Los sucesos del 10 al 13 de Mayo, lejos de contener las medidas represivas y lesivas contra la Iglesia, las aceleran; se sucedieron disposiciones gubernativas que situaban el foco de la actuación represiva gubernamental en una línea contraria a lo que por aquel entonces se pudiera esperar; disposiciones como la detención de políticos y dirigentes de la Dictadura y de la monarquía (Berenguer, Galo Ponte, el doctor Albiñana, el conde de Elda, etc.), suspensiones de periódicos de tendencia monárquica como El Debate; todo ello encaminado, supuestamente, a apaciguar los ya muy agitados encendidos espíritus, es decir, el Gobierno Provisional en lugar de hacer frente y enjuiciar a los causantes y protagonistas de todos aquellos destrozos, asaltos, incendios, tiroteos y que tuvieron como resultado final tres fallecidos, se dedicó a detener a personas ajenas a los mismos con la única intención de tranquilizar a las masas, dando así gusto a la conciencia política y social de las mismas. En aquellos días, incluso un miembro del Gabinete, el decidido anticlerical socialista Sr. Fernando de los Ríos, planteó en un Consejo de Ministros la expulsión de los Jesuitas con el propósito de calmar los ánimos y contentar a unas masas izquierdistas que ya habían mostrado públicamente sus apetencias al respecto. Las distintas medidas gubernamentales y la reacción reflejada en distintos rotativos de Prensa tras los sucesos no hicieron sino avivar la convulsión social y evidenciar el rechazo con que un amplio sector de la sociedad acogía, casi desde su inicio, al régimen republicano. En algunos rotativos se llegó a acusar a la Iglesia de los incendios, así El Socialista el día 17 de Mayo en su artículo: "Se va viendo claro", acusaba a los frailes de haber promovido incendios como el del convento de las Maravillas y con el firme propósito de echar encima de la República a las masas católicas; el diario La Voz hablaba de una conspiración monárquica en sus páginas tras el supuesto hallazgo de un alijo de armas en el diario ABC el referido 10 de Mayo (nunca probado); otros rotativos censuraban, en cambio, a los dos extremismos contrarios a la revolución republicana, poniendo así en el mismo nivel a los que habían sido protagonistas y promotores de los disturbios de aquellos días con los que habían sufrido sus consecuencias y perturbaciones.
El Gobierno adoptó una inexplicable postura contemplativa como si con él no fueran las cosas, es más, incluso aprovecho los sucesos para acelerar su programa de laicismo estatal y ello, pese a que la Iglesia, en aquellos siguientes días y semanas, no hizo declaración expresa de culpabilidad o de señalamiento hacia autoridad republicana alguna por los inmensos desastres y destrozos humanos y materiales sufridos; de ello son prueba algunos testimonios de obispos en aquellos días, como el del Sr. Vidal y Barraquer, que pedía una postura de comprensión para con el nuevo Gobierno, o el Obispo de Tortosa, que se situaba en una línea parecida, o el de Barcelona, Sr. Manuel Irurita, que calificando a los sucesos como "horribles y sacrílegos", mostraba su "extraordinaria compresión política". Sin embargo, los pareceres de algunos prelados parecieron cambiar cuando el Gobierno Provisional hacía efectiva, días después, la supresión de la celebración del Corpus de ese año, así, el Obispo de Madrid solicitó plegarias ante "el amoroso desagravio de los sacrilegios que tanto y tan amargamente han contristado los corazones de los cristianos"; por su parte, el Obispo de Tarazona, lamentaba tanto los incendios como la legislación que estaba llevando a golpe de Decreto el nuevo Gobierno republicano. Unas críticas a las que se suma el Cardenal de Toledo, Sr. Segura, que enviaba desde Roma una Exposición al Presidente del Gobierno Provisional, Alcalá Zamora, en el que, además de formular su enérgica protesta por la multitud de incendios, enumeraba una lista de agravios sufridos por la Iglesia en el poco más de un mes desde la instauración del nuevo régimen; "suspensión de la obligatoriedad de la misa en el Ejército, secularización de cementerios y separación de Iglesia y Estado, prohibición a los gobernadores civiles de tomar parte en actos religiosos, supresión de honores militares al santísimo a su paso por las calles, supresión de la obligatoriedad de la enseñanza religiosa, libertad de cultos, etc.".
Todo este cúmulo de desencuentros entre Iglesia y Estado tendría su punto culminante cuando el Cardenal Segura es definitivamente expulsado de España el día 15 de Junio de 1931, es decir, exactamente solamente dos meses después de la implantación del régimen republicano. La Prensa de aquellos días recoge y nos ofrece una idea del sentir de una gran parte de la sociedad española respecto a estos complicados asuntos; así el rotativo Siglo Futuro decía: "Se abren de par en par las puertas de las fronteras a elementos extranjeros que vienen a atizar el incendio revolucionario en nombre de la libertad; se deja a comunistas y anarquistas preparar los más horrendos atentados contra todo derecho natural y de gentes, en nombre de la libertad. Pero en nombre de que se detiene, se conduce entre parejas de la Guardia Civil, se incomunica y se expulsa de España sin explicación ninguna, al venerable, al piadosísimo, al dignísimo sucesor de Cisneros y los Mendoza en la gloriosa silla primada, Cardenal Segura". Por su parte, en los rotativos de izquierdas como el Liberal, acusaban al Cardenal Segura de ser el exponente de la reacción contra la República y ponía como ejemplo, la concentración de católicos integristas y sacerdotes en Pamplona en esos días pasados, concentración respaldada por el propio Primado español lo que le situaba como un provocador e incitador de disturbios y, por tanto, peligroso para la estabilidad del régimen.
La movilización católica de aquellos días era la más viva imagen de la diáspora social que se empezaba a producir y a la que los dirigentes de la República no parecieran querer atender; los católicos se movilizan y recogían firmas y manifiestos por todos los lugares de España; todo ello sería recogido por el diario ABC el día 17 de Junio que publica los textos de las numerosas protestas. En ellas se recogen múltiples denuncias por la legislación del Gobierno en contra de los intereses de la Iglesia; la libertad de cultos, la retirada del crucifijo de las escuelas, el anuncio de la expulsión de las órdenes religiosas, etc., medidas que demostrarían que se trababa de vulnerar y, seguramente, intencionadamente, los acuerdos suscritos en el Concordato de la Santa Sede, aún vigente. El ambiente de la Prensa de izquierda como de derecha de aquellos días reflejaba, sin duda, la tensión provocada por la cuestión religiosa, un hecho que ya era voz populi cuando apenas habían transcurrido dos meses de la instauración de la República. Así, el 4 de Junio, día del Corpus, los católicos quisieron expresar su protesta engalanando como nunca antes las fachadas y los balcones de sus casas; mostraban así la defensa pública de una religión que sentían estaba siendo atacada por las autoridades republicanas. En aquellos días, muchos miembros del Gobierno Provisional, lejos de construir puentes de diálogo y concordia, destruyeron los que a duras penas por aquel entonces aún se sostenían; el Sr. Azaña se jactaba de decir: "Mi Dios es la Ley", por su parte, el socialista Fernando de los Ríos, prosiguió con su particular cruzada para disolver la Orden de los Jesuitas y, otros reconocidos anticlericales cuando no antirreligiosos, como el Radical Socialista Sr. Álvaro Albornoz a la cabeza, se empeñaron en acaudillar una obra de reconstrucción, más de carácter moral que social, dirigida contra la conciencia religiosa; todo ello, mientras una buena parte de la población apenas tenía recursos para vivir con una mínima dignidad. De esta forma, dirigieron todas sus políticas y propósitos hacia un ideario programático de marcado carácter ético y moral encaminado a separar y dividir, aún más, a una sociedad de por sí ya frágil y, por tanto, voluble; los distintos Decretos de aquellos meses así lo confirman, y es que poco o nada se hizo en aquellos momentos por el sufrido obrero o campesino al que aseguraban y prometían que la República sería la solución definitiva a todos sus añejos problemas y demandas. El Gobierno provisional republicano no solo no los atendió sino que, incluso, los dirigió para llevar adelante sus propósitos dirigidos a moldear una nueva moral colectiva al servicio de los intereses de las más altas esferas de poder republicanas; de esta forma, no se preocupó en solventar y reparar la profunda herida de la cuestión religiosa, al revés, la avivó y dejó crecer, dio alas a los revoltosos y a los incendiarios a los que se negó a perseguir y menos aún a enjuiciar, porque de ellos se nutriría para combatir a aquellos a los que no tardaron en calificar como "reaccionarios", aquellos a los que iban a situar al margen de la legalidad y, por tanto, del régimen, propiciando una división irreparable de la sociedad española. Una división encaminada a facilitar las ensoñaciones doctrinarias tan del gusto de la época, por medio de la utilización de una sociedad sumisa y dirigida hacia una empresa y un ideario por el que durante una gran parte de sus vidas habían luchado, la lucha de clases, anteponían así su particular y partidista ideario, al verdadero interés común y colectivo, es decir, nacional. Este era el ambiente nacional en el que se iba a desarrollar la propaganda electoral de las elecciones a Cortes Constituyentes del 28 de Junio, no es difícil imaginar que los acólitos de la “revolución” dejasen escapar una oportunidad como la que se les presentaba y, en efecto, no la desaprovecharían.




ELECCIONES DE JUNIO O EL FIN DE LA REPÚBLICA LIBERAL

Se llegaba así, con una sociedad visiblemente dividida y fragmentada, tanto moral como ideológicamente, a la campaña electoral de Junio destinada a elegir a los representantes del Parlamento republicano, unas Cortes Constituyentes encargadas de elaborar una Carta Magna, una juridicidad que moldeara y diera forma al nuevo Estado. A esta cita electoral, los distintos partidos republicanos además del socialista, llegan con una disciplina de partido, ideario y programa muy definidos; disponían y defendían una línea programática que, desde hacía unos años, en lo sustancial, poco había cambiado y que consistía, principalmente, en su frontal oposición a la Monarquía; también, contaban a su favor con un factor no menos importante y decisivo, su masa social, mucho más estimulada y movilizada que la de los partidos monárquicos y de derechas que, apenas dos meses después, aún no se habían recuperado del golpe que había supuesto la caída del régimen monárquico. Igualmente decisivo, sería la promulgación por Decreto de una nueva Ley electoral que sustituía la de 1907, Ley en la que se primaba a las mayorías en detrimento de las minorías; por este sistema, las izquierdas, en aquellas circunscripciones en las que las desunidas derechas (cuando no perseguidas por su afinidades con el monarquismo...) pudieran tener alguna posibilidad de éxito, decidían coaligarse para, por la fuerza de la mayoría, impedir que estas tuvieran cualquier mínima opción de lograrlo, así, la mayoría parlamentaria, merced a este Decreto, les quedaba casi garantizada antes incluso de celebrarse tan fundamental plebiscito. Pero más relevante todavía fueron las cortapisas y las trabas que se diseñaron desde el Poder, desde el Gobierno Provisional, a la creación y sustento de cualquier tipo de asociación, partido u organismo de carácter monárquico; el ejemplo más ilustrativo de todo ello lo encontramos en los sucesos del pasado 10 de Mayo en el Círculo Monárquico, la Junta Monárquica que se pretendía crear para tratar de diseñar y afrontar la convocatoria electoral no se pudo llevar a efecto (el partido que trató de crearse nunca llegaría a ver la luz), además, hay que sumar que el monarquismo sufrió la censura cuando no la dura represión gubernamental pese a ser quien soportó la agresión e intimidación de ciertos sectores y masas republicanas en los días y semanas posteriores. El Gobierno Provisional se puso indisimuladamente del lado de los agitadores, de los protagonistas y actores de los distintos y graves altercados, así, los monárquicos habían quedado marcados desde un primer momento como los enemigos del régimen, no había espacio alguno para ellos dentro de él (un Decreto del pasado día 19 de Abril publicado en La Gaceta impedía y prohibía cualquier tipo de simbología o manifestación monárquica), de este modo, si querían tener algún tipo de aspiración o ilusión política, se veían casi en la obligación de camuflar o disfrazar su ideario y principios doctrinarios. Y así, arrinconada y perseguida cualquier corriente solidaria con la Monarquía, las derechas se vieron incapaces de encontrar en tan corto espacio de tiempo, un lugar, un espacio en el nuevo orden que ahora se presentaba; sus masas estaban desmovilizadas, sin un partido de referencia, quizás más pendientes y a la expectativa de la conflictividad social y, en especial, de la religiosa que en esos momentos se estaba agitando interesadamente por una parte del republicanismo. El orientar en estas condiciones el voto hacia algún partido que recogiese sus demandas fue misión harto difícil; una buena parte de los líderes derechistas estaban encausados, encarcelados o inmersos en arbitrarios procesos judiciales, lo hacía posible una legislación republicana que, en tan solo dos meses, y a base de distintos Decretos desactivó casi por completo la notoriedad pública de los principales líderes monárquicos y de la derecha no afecta al nuevo régimen; así, en estas difíciles y extremas condiciones, solo dos partidos pudieron hacerse algo de eco en la opinión pública española, la minoría Agraria y Acción Popular; su dirigente más destacado era Gil Robles, un joven político que aún era un gran desconocido para una buena parte de la opinión; sin embargo, su margen de maniobra fue siempre un camino angosto y difícil por lo que no es de extrañar que llegasen tarde y mal organizados a la cita electoral. Los resultados de las elecciones dejaban claro estos negros augurios.
El resultado de los mismos otorgaron la victoria al partido socialista, sin duda, junto al partido republicano Radical, las minorías que presentaban en aquellos momentos una estructura más sólida y fiable, con un ideario de sobra conocido por el conjunto de la opinión y una base social y estructural incomparable respecto a la amalgama de nuevos partidos que se dieron cita en la contienda electoral y que, además, contaban con el inequívoco e indisimulado apoyo del armazón institucional gubernamental. Los socialistas consiguieron 116 escaños, los Radicales republicanos 90, los Radicales socialistas 53, el partido de Azaña (Alianza Republicana) 26 escaños, la derecha republicana de los señores Maura y Alcalá Zamora 22; por su parte, las derechas católicas y monárquicas, muy a duras penas, se acercaban a los 50 escaños. La Monarquía pareciera haber desaparecido del escenario político de un plumazo (solo quedó como representante el Conde de Romanones); también, era ilustrativo el batacazo que sufrió la recién creada derecha republicana, solo 22 escaños; sin duda, fue esta una de las claves del radical giro hacia posturas no liberales del futuro parlamento republicano, y es que el contrapeso ideológico a la izquierda prácticamente había desaparecido. Las derechas republicanas de los señores Maura y Alcalá Zamora se dejaron llevar a la cita electoral, no movilizaron y, menos aún, concienciaron a sus masas de lo mucho que estaba en juego, prefirieron dedicar y gastar su tiempo en los despachos, imbuidos e inmersos en el colosal trabajo burocrático de aquellas complicadas primeras semanas; decretos, revueltas sociales, incesante labor legislativa, atender todo tipo de conflictos desde los dos ministerios más intensos del Gobierno les hizo permanecer casi de perfil ante la vital contienda electoral y lo pagarían muy caro. Señalar igualmente que, la pulcritud legal, más que de las elecciones en sí (que también), del desarrollo de la convocatoria electoral, fue más que cuestionable, bien podríamos afirmar que el antaño y tan denunciado caciquismo monárquico había sido sustituido por otro de nueva cuña republicana; si las elecciones de Abril fueron, en general, un ejemplo cívico de la ciudadanía (con las limitaciones ya conocidas, recordemos de nuevo el caso del socialista Saborit, que logró computar miles de votos de difuntos por la ciudad de Madrid, de la que era Concejal….) y pese a que su carácter municipal y administrativo había sido intencionada e irregularmente rebasado por otro de carácter plebiscitario, estas del mes de Junio, sin duda, tuvieron un proceso muchísimo más cuestionable. Pese a que no hay una excelsa bibliografía sobre las mismas, más bien lo contrario, hay suficientes datos que corroborarían la manipulación y las conductas caciquiles (tan denostadas por los republicanos y socialistas durante la Monarquía) en el desarrollo de la convocatoria electoral, sobre todo, a cargo de socialistas y radicales socialistas que en aquellos momentos controlaban ya una buena parte de los Ayuntamientos de la España rural; al respecto, apuntar un par de datos que dejarían, cuando menos, lugar a la duda y más aún a la reflexión. En efecto, el mismo Sr. Ortega y Gasset denunció lo que calificó por aquel entonces como "vergüenza electoral"; así, hay que rememorar que, en el mes de Mayo, se publicaron dos Decretos que anulaban en casi más de 3.000 localidades rurales españolas los resultados de las elecciones municipales del mes de Abril, localidades en las que se había presentado una sola candidatura electoral, resultado de lo cual, fueron elegidas y sin apenas oposición, candidaturas generalmente monárquicas dada la casi inexistencia del republicanismo en estas zonas rurales (es justo decir que en ellas residía la cuna del caciquismo). La conjunción republicano-socialista fijó enseguida sus miras en esta circunstancia y, así, la sola denuncia de un Concejal posibilitaba la anulación y, gracias a la vigencia de estos Decretos, de la validez de las elecciones de su respectiva localidad; de esta forma, se repitieron elecciones y se nombraron Comisiones Gestoras en la totalidad de estas localidades, recayendo casi todas ellas en manos socialistas que, ahora ya desde las propias alcaldías y, actuando en clara connivencia con las Casas del Pueblo, fomentaban la aparición de un nuevo poder rural socialista (antesala de los numerosos conflictos en el campo en años posteriores), un poder que sustituía al poder omnímodo caciquil presente hasta entonces en la gran masa rural española. A consecuencia de todo ello y, gracias a la atropellada legislación republicana de estos meses, el acomodaticio caciquismo rural era sustituido abruptamente por el nuevo caciquismo socialista de corte revolucionario que se hacía dueño y señor del control político y social de todas estas localidades, de una buena parte de la España rural; esta circunstancia seria clave en la posterior lectura del inesperado y rotundo triunfo de los socialistas en las elecciones del mes de Junio, los excesos y las presiones de estas nuevas “autoridades” republicanas deslegitimaron, cuando menos, la certidumbre de la garantía del proceso electoral en la mayoría, por no decir que en la totalidad de esas localidades. Al respecto, recordar otro dato bastante determinante; los socialistas, antes de estas elecciones de Junio, la máxima representación parlamentaria de la que habían disfrutado en su historia, era únicamente de 6 actas de diputado, en esta ocasión, llegarían casi a los 180 diputados (suma de las actas de socialistas y radicales socialistas); ¿respondían estos resultados al verdadero sentir de la opinión pública española?; ¿los españoles, habiendo otorgado una proporción de 5 votos a 1 en las elecciones de Abril en favor de los monárquicos, transcurridos solo 2 meses y, tras sucesos de la notoriedad y gravedad de la quema de conventos, invertían radicalmente sus deseos e ideario políticos en favor de causas inequívocamente revolucionarias? Yo afirmo rotundo que no era posible en tan corto espacio de tiempo un cambio tan radical y, menos aún, había en aquel instante un sustento social real que pudiera tener como reflejo los resultados de aquella convocatoria electoral y, más, si contamos que por medio tuvieron lugar los impactantes y llamativos sucesos de la quema de Conventos e Iglesias que significaron un punto de inflexión para el propio régimen republicano. Los socialistas en estas semanas de frenesí y convulsión y, ahora, con los resortes del Poder en sus manos, no dudaron en tejer toda una propaganda y una sólida estructura caciquil que anulaba casi por completo la verdadera voluntad de la opinión pública en una buena parte del territorio español. A ello hay que sumar las deficiencias de un sistema electoral basado en la circunscripción de la provincia y en el que se primaba sobremanera a las mayorías en detrimento de las minorías, motivo que llevó a republicanos y socialistas a acudir en coalición a tan decisiva convocatoria electoral, una coalición que les permitió obtener sólidas mayorías en las provincias donde más se primaba a la candidatura mayoritaria; un ejemplo era la provincia de Barcelona, la candidatura ganadora obtenía el copo de la mayoría, 16 escaños, la siguiente candidatura se quedaba con lo que se otorgaba a la minoría, 3 escaños, todo, independientemente del número de votos por el que se hubiera obtenido el triunfo electoral, si era por un solo voto, el reparto era el mismo que si el triunfo lo hubiese sido por 5.000. Así, las izquierdas republicanas coaligadas en grandes bloques, impusieron su fuerza arrolladora ante unas derechas mal organizadas, generalmente desunidas y, cuando no, coaccionadas por las nuevas magistraturas republicanas. Resultado de todo ello fue que, aquella República liberal del 14 de Abril, había sido suprimida de golpe y porrazo por una República de corte socialista y de marcado acento antiliberal; en estas condiciones, se llegaba al estreno del parlamento republicano, era el 14 de Julio de 1931.
Aquí empieza el fundamento principal de este libro, el análisis detenido y pormenorizado de los cinco años y un día de duración de las sesiones del Congreso durante la II República, un análisis basado en la literalidad de las palabras y la oratoria de todo lo que en esos años se dijo dentro de esas cuatro paredes, por unos y por otros, casi 30.000 páginas que son la mejor fotografía de todo lo que allí ocurrió; por sus palabras serán recordados, admirados o "juzgados"; en ellas se dibujan nítidamente sus intenciones, sus ideas, sus rencores, sus fobias, sus virtudes, sus dotes oratorias, sus chanzas de mal gusto, su conciencia religiosa, su patriotismo, su monarquismo, su republicanismo, sus voluntades, sus mentiras, sus vicios, y sí, incluso su violencia. Todo ello se irá desgranando para que el lector saque sus propias conclusiones; a una guerra civil, a un conflicto armado no se llega por casualidad, como todo en la vida, antes se siembra, se riega y se recoge y, en este caso, se sembraron odios, se regaron rencores y se recogieron miserias. Tuvieron en su mano hacer una España mejor, pudieron hacerlo mucho mejor, el país les invitó a que, al menos, pusieran su empeño en ello, pero no solo no lo hicieron si no que condujeron al país y al conjunto de los españoles a un colapso y un sufrimiento al que nadie les había invitado. Yo no soy juez, soy un simple apasionado y curioso de la historia, he dedicado más de cuatros años de mi vida a intentar conocer que es lo que llevó a esta situación, quien fue el que puso piedras en el camino y quien intentó retirarlas, quien tendió la mano y quien la apartó, quien antepuso los intereses colectivos y nacionales a los particulares y de partido; y en estos cinco años, hubo muchos que, en efecto, sembraron en el recinto de la palabra y el diálogo viejos rencores que hicieron enfermar a una sociedad que, de por sí, ya estaba herida por el cúmulo de errores e infortunios pasados.
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1931

El año 31 iba a ser el año del intento de consolidación del régimen republicano, a tal fin, se le dotaría del armazón jurídico destinado a conseguir la ansiada estabilidad y perdurabilidad del régimen; con ese objetivo se pusieron a trabajar pronto unas Cortes que, al poco de echar a rodar, durante el mes de Agosto, desarrollarían los trabajos del dictamen del Proyecto de la Constitución, un Proyecto que sería discutido durante más de tres largos meses (a partir del mes de Septiembre). La obra de las Cortes se dedicó casi en exclusiva a los trabajos de redacción de la Constitución republicana, unas sesiones (una buena parte de ellas interminables, finalizadas cuando aparecían los primeros trazos del nuevo día) en las que se ponía ya de manifiesto la profunda división político-social que, desde las últimas décadas, el conjunto de la Nación venía padeciendo. Así, lejos de aprovechar los sabores del triunfo del nuevo régimen, las mayorías parlamentarias y, con la fuerza que les otorgaba su mayor número, se dedicaron a ejercer e imponer su victoria aplastante sobre unas minorías que, pese a su escaso número, no dejaban de representar a un sector de una sociedad mucho más amplio y que, por las circunstancias anteriormente referidas, se había quedado casi sin voz en el Parlamento. El encono de estas diferencias y el agravio pertinaz a estas minorías, fue lamentablemente trasladado al conjunto de la sociedad provocando un deterioro progresivo de la convivencia social que haría profundamente estéril toda obra legislativa emanada de las Cortes. Las duras sesiones de los debates del Proyecto de Constitución fijarían, aún más si cabe, las diferencias entre las distintas minorías agudizando los ya notorios desencuentros entre ellas.
JULIO 1931
 
En este primer mes de sesiones y con motivo de los desórdenes sociales que empiezan a extenderse por no pocas zonas del país, se hace ya visible que, una buena parte de la Cámara, siente inequívocas simpatías por un proceso revolucionario que creen inacabado; sus apetitos no parecían haberse saciado con la llegada de la República, se pretendía ir más allá; el cambio de Estado debía ir acompañado de una profunda reestructuración del armazón social (sobre todo) cultural y económico de España que, además, debía ser ejecutado a la mayor celeridad posible sin reparar en el daño o los efectos colaterales que todo ello pudiera suponer. La cuestión de los graves desórdenes sociales en la ciudad de Sevilla sacará a relucir estas diferencias entre las izquierdas y las escasas derechas parlamentarias, unas derechas que, desde estas primeras sesiones, serían etiquetadas de reaccionarias y monárquicas y a las que se pretendía hacer cómplices de unos desórdenes en los que, era más que evidente, su nula complicidad y participación. La grieta político social no dejaría de crecer ante el encono y visceralidad de unas mayorías que parecían desear deslegitimar la presencia, casi anecdótica, de estas derechas en la Cámara republicana.
El estreno del Parlamento republicano tenía lugar el 14 de Julio el Presidente, Alcalá Zamora, inaugura las sesiones republicanas protagonizando un sentido discurso de agradecimiento y en el que recuerda emocionadamente la figura de los capitanes sublevados Galán y Hernández, por aquel entonces, ya convertidos en mártires. A este respecto, me gustaría relatar lo difícil que es para un convencido demócrata el ver como, en nombre de una democracia que se autodefinía liberal, se elevaba a la categoría de mito a aquellos que, con su insensatez e irresponsabilidad, pudieron provocar un derramamiento de sangre inútil y solo por un más que cuestionable convencimiento de la defensa de un ideal que no era, ni mucho menos, el de todos; aquí nacía, a mi juicio, el primer gran debe del régimen republicano y que, seguramente, le iba a lastrar hasta el fin de su breve andadura. El 15 de Diciembre, como ya he referido en la previa del libro, se planeaba todo un golpe de Estado y si no se hizo efectivo fue por la imprudencia y precipitación de dos hombres, oficiales del Ejército que, producto de su incontinencia, “evitaron” un más que posible conflicto armado global que hubiera costado la sangre de muchos miles de inocentes españoles. En España estaba vigente un régimen democrático, seguramente frágil y con muchas costuras por unir, pero un régimen legítimo, un régimen, sin duda, con muchos detractores que sintieron un mayor y compresible agravio tras haber padecido una larga ausencia de derechos y libertades a consecuencia de los casi siete años de Dictadura. Sin embargo, esta, pese a ese rechazo que ahora parecía generalizado, y como ya referí también en su momento, se hizo posible gracias al consenso casi unánime de una gran parte de las principales fuerzas políticas y sociales del momento, deseosas, muchas de ellas, de una solución de fuerza ante la evidente incapacidad general de encontrar fórmulas que frenasen la decadencia, casi sistémica, a la que se veía abocada el conjunto de la sociedad española; tan es así que, el mismo partido socialista, no vio con malos ojos esta opción, de hecho, hasta su fundador, Pablo Iglesias, se mostró ciertamente condescendiente con el nuevo régimen. No se produjo, ya no un enfrentamiento civil, ni siquiera un malestar social dado que la mayoría de los poderes fácticos y los distintos actores políticos del país asumieron como propia y legítima esta manifiesta irregularidad constitucional que nacía con la Dictadura de Primo de Rivera. Por el contrario, en el caso de la República, las irregularidades venían desde diversos ámbitos y que a lo largo del libro serán analizados; sin duda, el más evidente se certifica tras la creación de un Comité revolucionario "facultado" para, por medio de un proceso “revolucionario”, implantar un nuevo régimen, un proceso que no era más que el desarrollo y ejecución de un Golpe de Estado (previsto para Diciembre) cuyas consecuencias últimas eran del todo punto imprevisibles; es decir, al no contar con el refrendo de un consenso generalizado, había que recurrir al uso de la fuerza para implantar un nuevo modelo de Estado y en el que, la voluntad popular, estuvo muy lejos de poder refrendar con su opinión cualquier tipo de iniciativa jurídica (incluida el refrendo de su propia Constitución). De este modo, ¿con qué legitimidad estos autoproclamados "revolucionarios" podían siquiera censurar o denunciar, cinco años después, a los alzados de Julio del 36?, y es que, acaso, ¿los propósitos de unos y otros no eran los mismos?, ¿no combatían lo que ellos entendían era un régimen deslegitimado?; cabe preguntarse entonces y, en base a esos idealismos y romanticismos “revolucionarios”, si el Sr. Francisco Franco podía ser considerado también un “revolucionario”, un soñador, un idealista solo que de signo contrario….. No es, desde luego, el debate en este momento, todo a su tiempo, pero lo que no procedía, a mi parecer, era elevar a la categoría de mito, en un Parlamento que se dice democrático, a dos hombres que pudieron provocar un imprevisible conflicto armado entre españoles lanzándose a una aventura en la que anteponían, a cualquier precio, sus intereses particulares a los generales; si legitimamos una "revolución", ¿con que autoridad en un futuro podemos deslegitimar otras “revoluciones"?; un Parlamento que se precie de ser democrático y representativo de la voluntad popular no puede hacerse fiduciario y divulgador de ninguna revolución que banaliza y legitima el uso de la fuerza y la violencia, sea ésta del signo que fuere.
Las sesiones del Congreso se inician, lo hacen bajo el influjo de este ambiente festivo y ceremonioso, una circunstancia que sería fugaz y es que, muy pronto, el ambiente de la jubilosa Cámara se iba a enrarecer: la situación del país ya no era aquella de Abril de expectante calma y alegría contenida, a partir del mes de Mayo la conflictividad social marcaría un punto de inflexión y, tristemente, sin retorno; ni la celebración de las elecciones ni el triunfo posterior de las confluencias republicano socialistas lograron apaciguar los ánimos, al revés; el régimen republicano parecía estar condenado a no poder saborear las mieles de un ambiente sosegado y sereno dentro ni fuera de su Parlamento. De esta forma, una semana tan solo después de su apertura, se iniciaban los tensos debates de la cuestión social de Sevilla, ciudad que vivía una serie interrumpida de disturbios que alcanzarían su cénit en la madrugada del 23 de Julio con los sucesos del Parque de María Luisa, allí tenía lugar la muerte de varios obreros a causa de los disparos de la Fuerza Pública. Así, diputados de la minoría Radical Socialista, los señores Pérez Madrigal y Baeza Medina, alzan su voz ante la magnitud y eco de los hechos solicitando leyes excepcionales para defender a la República que creen está siendo atacada por elementos monárquicos, a los que acusaban, sin prueba documental alguna, de tan trágicos sucesos.
En este orden de cosas, llegaba la primera sesión donde se desataban, de forma visible, las pasiones de partido, afloraban pronto las enconadas diferencias entre las izquierdas y las escasas derechas de la Cámara, estas últimas, semiocultas, hasta entonces, tras los fastos y júbilo del sector republicano de la misma; y es que, maniatado este por su sector más radical e izquierdista, el difícil equilibrio que hasta la fecha se había mantenido, se quebraba para ya no volver y, todo ello, sin que apenas hubiera echaba a rodar la legislatura. Tan solo 10 días después de su apertura, el 24 de Julio, se trae el debate sobre las actas de Salamanca, una de las pocas provincias donde las derechas habían obtenido un claro triunfo; los socialistas y radicales socialistas cuestionan la validez de las mismas. Es aquí donde aparece la figura del Sr. Ángel Galarza, diputado Radical socialista (Fiscal de la República en los primeros meses de la misma), su sombra en estas Cortes será alargada, sin duda, uno de los que más contribuyeron a crear un clima casi bélico dentro de la Cámara republicana; será recordado por anunciar, 12 días antes de su muerte, el asesinato de Calvo Sotelo, pero todo a su tiempo. En esta sesión del día 24, lanzaba la sombra de la sospecha sobre la minoría de Acción Popular del Sr. Gil Robles, y lo hacía por supuestas maniobras caciquiles destinadas a asegurar la victoria en la provincia y en las que incluía compra de voluntades a los campesinos y diversas y las más variopintas acusaciones por su condición de monárquicos. Tras estas denuncias, el Sr. Gil Robles, asegura con rotundidad la legitimidad de los resultados, censura que no haya presentado prueba documental alguna de sus denuncias y, como dato revelador, le recuerda que los interventores del recuento electoral eran miembros de su propio partido, el Radical Socialista. Así mismo, como nota destacada, el Sr. Gil Robles y, en esta su primera intervención en la Cámara, deja claro su inequívoco acatamiento al nuevo régimen; “en cuanto a lo de Monarquía o República yo tendré un convencimiento íntimo, en el cual no permito que nadie penetre, pero como ciudadano he demostrado en todo momento, un acatamiento total al Poder establecido”;
es decir, acataba el régimen desde su primera intervención parlamentaria, lo hacia sin renegar de su condición de monárquico. Por su parte, el Sr. Unamuno, en su también estreno parlamentario, sugiere la improcedencia de las denuncias de las actas de la provincia salmantina; “He vivido 40 años en Salamanca y no he conocido un verdadero cacique y en último caso, si salen los caciques por que los caciquistas los votan pues que le vamos hacer”.
El 28 de Julio, en el debate de confianza al Gobierno, el Presidente Sr. Alcalá Zamora, habla de los logros conseguidos hasta ahora y, en cierta medida, trata de justificar los diversos desórdenes públicos producidos hasta la fecha; “son
la continuación fatal de aquellas violencias inevitables en todas las revoluciones, incluso en la más pacífica como la española”.
En esta sesión se presenta también a la Cámara el Sr. Fanjul y, lo hace, en su condición de representante de la minoría Agraria, un simple gesto que es reprobado por diversos sectores de la izquierda de la Cámara; al igual que el Sr. Gil Robles hace unos días, ofrece su acatamiento al nuevo régimen establecido sin renunciar a su condición de monárquico; “lo que quiero es que se consolide la República, y, para consolidar esta República, he de poner mi mayor esfuerzo”.
A destacar también en esta sesión, la primera intervención en la que era protagonista un discurso de signos ciertamente incendiarios (bien podría definirlo como extremista dado que su autor se autocalificaba como tal) tan del gusto de muchos de los sectores de la Cámara y que se irán haciendo habituales con el transcurrir de las sesiones, en esta ocasión, protagonizado por el diputado Federal Sr. Barriobero, un diputado que se dará a conocer por su oratoria profundamente anticlerical, de un laicismo llevado hasta un encono ideológico extremo y, en la mayor parte de las ocasiones, discutiblemente oportuno. En el día de hoy se presenta como un militante “de extrema izquierda”,
critica la moderación del Gobierno y pide un Gobierno más revolucionario y de izquierdas que sea consecuente “con la revolución que pide la opinión pública”.
Vierte durísimos ataques a la Guardia Civil, a la Iglesia, a los Obispos, unas instituciones que serán la diana constante de sus denuncias. Esta oratoria agresiva y de evidentes trazas revolucionarias, hará que los diputados seguidores de esta conducta sean calificados como “Jabalíes” por el Sr. Ortega y Gasset en una de las próximas sesiones.
En la sesión del día siguiente, 29 de Julio, tienen lugar las primeras críticas de sectores de la derecha parlamentaria contra la política religiosa del Gobierno; el protagonista será el Sr. Estévanez que, en la que era su primera intervención en la Cámara, se postula como una de las dianas favoritas de los diputados más extremistas de la izquierda, burlas y chanzas continuas será el sonido habitual que acompañarán cada una de sus intervenciones en la misma. Es el primer diputado que, abiertamente, muestra su contrariedad y critica al nuevo régimen al que tilda de revolucionario; denuncia la política gubernamental por lo que cree que es una decidida persecución a los sentimientos religiosos. En una línea similar, se sitúa el diputado de la minoría Vasconavarra Sr. Beunza, el primero que se levanta a hacer alusión a la quema de Conventos e Iglesias del pasado mes de Mayo, también denuncia la continuidad de las Comisiones Gestoras creadas por el Gobierno Provisional, las cuáles, sustituyeron a los alcaldes y concejales electos de casi el 15% de los pueblos de España, en aquellas localidades donde, en las pasadas elecciones del mes de Abril, no se pudo configurar nada más que una única candidatura, lo que otorgó un resultado muy favorable a las candidaturas monárquicas (sobre el número de localidades al que afectó la aplicación este Decreto, el criterio nunca fue unánime). Para asegurar la implantación de la República en dichas localidades, el Gobierno republicanosocialista creó estas Comisiones Gestoras destinadas a situar a elementos afines a la causa republicana sin que estos hubieran pasado por el filtro de la voluntad popular. El Sr. Beunza cree que, tras las elecciones generales de Junio, ya es hora de que estas Comisiones Gestoras concluyan su "misión republicanozadora" y se de paso a la representación popular de acuerdo a los resultados de estas últimas elecciones. También, critica el desorden público generalizado que sufre el país, por lo que llega a decir que espera que no se llegue al extremo de que un extranjero que venga a España salga de ella,
“con la impresión del miedo, acaso con la de terror”. (Aplausos); las palabras del Sr. Beunza dibujan, tan solo tres meses después de implantada la República, una calle y una ciudadanía sumamente agitadas.
Los discursos revolucionarios tienen su continuidad en la sesión de hoy con el diputado Sr. Jiménez y Jiménez, un diputado anarquista afín a la CNT que se autodefine como “extremista y rebelde”; culpa de los pasados sucesos de Sevilla a los miembros del Gobierno, “los responsables de esos hechos se sientan en el banco azul y no han pasado todavía desde ese banco al banquillo de los acusados”. (Rumores).
En la penúltima sesión del mes de Julio, los diputados de la minoría Vasconavarra son duramente atacados por algunas de las mayorías parlamentarias, son calificados de
“reaccionarios, retrógrados, clericales”,
les reprochan que en su tierra
vasca utilicen un lenguaje de combate contra el régimen republicano. El Sr. Beunza se defiende de todas esas críticas, sin renegar de su monarquismo, asegura su fidelidad al nuevo régimen, además, vuelve a reiterar lo que dijo en la sesión anterior acerca de la dudosa legitimidad de las Comisiones Gestoras. Por su parte, el diputado de la minoría Agraria, Sr. Dimas Madariaga, sin duda, uno de las voces más combativas y comprometidas en estos años en las filas de las derechas, ofrece su confianza al Gobierno por su leal y personal compromiso con el deber público pese a estar en profundo desacuerdo con las medidas destinadas a paliar la situación de desorden público en la Nación y a pesar, incluso, de que su minoría era ya, por aquel entonces, dura e implacablemente cuestionada por su supuesta condición monárquica. A continuación, tiene lugar la primera intervención del Sr. Ortega y Gasset en la Cámara, y lo hacía como principal figura del grupo de intelectuales que forman la Agrupación al Servicio de la República; en esta su primera intervención advierte de algunas cosas que, ya a su entender, deben ser corregidas en este recién estrenado Parlamento, un Parlamento en el que cree que no se debe hacer “ni el payaso, ni el tenor, ni el jabalí”. (Grandes aplausos); considera que esta no es la forma de hacer democracia ni República. Refiere que, aun así, apoya al nuevo Gobierno pero que lo hace sin entusiasmo, esperando que con el tiempo modifique su forma de hacer política. Solo 15 días de sesiones y uno de los diputados más ilustres del Parlamento republicano ya advertía de la forma en que se estaba encaminando y dirigiendo el rumbo de la República.
AGOSTO 1931
 
En este mes estival se terminará de configurar las Comisiones de los distintos Ministerios y prosiguen los homenajes y alusiones a los capitanes Galán y Hernández (a tal efecto, se colocará una placa en la Cámara en su memoria). Además, destacar que se trae a finales de mes la discusión del Proyecto de Constitución; las tensiones y las pasiones políticas, a partir de ese momento, serán la “música” casi diaria y rutinaria que acompañara a las sesiones de la Cámara republicana.
La minoría Vasconavarra por boca del Sr. Oreja Elosegui, el día 7 , vuelve a solicitar que se suspendan las Comisiones Gestoras en los Ayuntamientos; es contestado por el diputado socialista Sr. Prieto que, desde esta su primera intervención parlamentaria, muestra, a parte de sus grandes dotes oratorias (barrocas y excesivas pero no por ello dotadas de una gran variedad de recursos) unas formas y conductas impropias de un parlamentario; arrogancia, malos modos y una verbalidad generalmente imprudente y ofensiva contra sus oponentes harán que, en estos años, muchas de sus intervenciones acaben en serias e indecorosas disputas con una buena parte de sus interlocutores. Hoy es un ejemplo de este proceder y lo hacía ante una propuesta más que razonable del Sr. Oreja relativa a la dudosa legitimidad de esas Comisiones Gestoras que, tras más de cuatro meses del cambio de régimen, seguían en poder de administradores afines a la causa republicana y seleccionados ad hoc por las autoridades gubernativas en un claro afán de acabar con cualquier rescoldo monárquico en las instituciones; el Sr. Prieto se levanta visiblemente airado atacando al conjunto de los miembros de la minoría Vasconavarra; “lo que representan SS.SS. no es más que una rebañadura de enemigos de la República”, “no hemos hecho la Revolución en beneficio de SS.SS”.
En estas palabras ya se empieza a vislumbrar lo que ya por aquel tiempo era un hecho ya casi constatado, la República no se había proclamado ni había venido para el disfrute de todos.
En la sesión del 11 de Agosto el diputado republicano independiente Sr. Ossorio y Gallardo sugiere que, hasta que se apruebe la Constitución, el régimen republicano esté salvaguardado y amparado jurídicamente por la Constitución de 1.876 con el fin de garantizar los derechos y libertades individuales de los españoles; aprovecha la ocasión para proclamar su reciente republicanismo y explicar cómo fue su paso del campo del monarquismo al republicanismo; un señor que será recordado por su autodefinición de: "un monárquico sin Rey", por sus desavenencias con el Rey Alfonso XIII. Muestra su disconformidad con todo aquello que representó la Dictadura, si bien, lo hace pese a que fue uno de tantos que, en aquel Septiembre de 1923, auparon y animaron a que esta adviniera por entender que era la única solución posible y razonable en aquellos difíciles momentos para la Nación española, por otro lado, un diputado del que cabe destacar ser poseedor de una de las mejores oratorias del parlamento republicano. Esta intervención saca a relucir los modos del diputado Radical Socialista Sr. Galarza, muy propenso a utilizar recursos siempre de un más que dudoso gusto, más proclive al descrédito personal que al intercambio de pareceres e ideas; en esta ocasión, pese a las nobles intenciones del Sr. Ossorio y Gallardo reconociendo, incluso, su pasado monárquico, se levantaba para afearle que haya tardado “solo” cuatro meses en darse cuenta de la falta de juricidad de la República cuando en la Dictadura estuvo años sin advertir de esa misma circunstancia. Defiende las distintas actuaciones del actual régimen, cree que la juricidad está garantizada y, para demostrarlo, él mismo se pone como ejemplo toda vez que, nada más ser proclamada esta, fue nombrado Fiscal General de la República (sin duda actor protagonista, desde esa alta Magistratura, de las detenciones masivas de monárquicos tras los sucesos de la quema de Conventos…); en la actualidad, desempeñaba el cargo de Director General de Seguridad, cargo desde el que asegura que se están cumpliendo exquisitamente los preceptos legales amparados por el Estatuto jurídico del 15 de Abril. Rechaza las distintas imputaciones que se le han hecho respecto a que las detenciones gubernativas no cumplen con esos preceptos legales, asegura que no hay en estas detenciones ningún espíritu de venganza o de apasionamiento como quería dar a entender el Sr. Ossorio y Gallardo, una de ellas, la del Sr. Fuentes Pila, diputado Asambleísta de la Dictadura y que fue decretada por él mismo; asegura que hay indicios que “estaba conspirando contra la República”.
Ocupando un puesto de tan alta notoriedad como el de la Dirección General de Seguridad (no digamos ya del anterior, Fiscal de la República), se atreve a cuestionar la independencia de los jueces, cree que muchos son serviles todavía al régimen dictatorial; relata públicamente que ahora, él mismo, supervisa los atestados como una forma de garantizar la rigurosidad y la veracidad de todos ellos dado que, a su entender, tiempo atrás eran falsos y carentes de toda legitimidad. Una muestra ilustrativa que nos da una ligera idea de la manera que entendía este señor lo que significaban la juridicidad y la separación de poderes con el agravante, que lo decía, tan alta autoridad republicana, supuestamente, garante de la pulcritud jurídica y espíritu democráticos.
Durante el transcurso del mes se producen distintas intervenciones de diputados denunciando el clima de desorden social, ya generalizado, y la cada vez más lamentable y paupérrima situación económica del país, circunstancia que es la mejor fotografía de lo que eran, ya por entonces, los graves problemas que tuvo que afrontar el régimen republicano desde su misma constitución; sin embargo, ante todos estos conflictos, siempre encontrarían como modus operandi de todos ellos, las conspiraciones monárquicas con las que obsesivamente replicaban sus oponentes políticos. Los recelos y denuncias de conspiraciones monárquicas serán casi una constante desde los primeros andares de la República, todos los males y achaques que sufría el régimen parecía que se quisieran exculpar inculpando a unos monárquicos que habían dejado de pertenecer, casi por completo, a las altas esferas del poder y de la vida política y social del país. En la sesión del 13 de Agosto, el diputado de la minoría Radical Socialista, Sr. Eduardo Ortega y Gasset, hermano de Don José (sin duda, muy lejos de su altura intelectual y política, circunstancia que se irá viendo durante el transcurrir de las sesiones parlamentarias), denuncia movimientos monárquicos en la ciudad de Madrid ante la inminente visita de unos diputados catalanes a la ciudad; denuncia que aprovecha el diputado de la Izquierda Catalana (ERC), Sr. Companys, para criticar a los Borbones y por lo que sugería fortalecer a la República, “para defenderla de los monárquicos”; “Todo esto es un montón infame de basura, que la República barrera con la ayuda de todos nosotros”.
Las conspiraciones de católicos y de religiosos es otro de los mantras empleados durante este tiempo, denuncias que se aprovechaban para sacar a relucir un laicismo cuando no un anticlericalismo casi obsesivo de muchos de los miembros de la Cámara; el diputado federal Sr. De la Villa, en esta misma sesión, es el protagonista de una de estas denuncias, una concentración religiosa en el País Vasco donde cree que se está conspirando contra la República. El Ministro de la Gobernación Sr. Miguel Maura, sale al paso lamentando estas manifestaciones, se muestra enojado por su condición de católico y asegura que en un régimen que se autodefine liberal no se puede impedir este tipo de manifestaciones. Decir que, en esta misma sesión, se presenta a la Cámara la Comisión de Responsabilidades para dirimir las responsabilidades políticas y administrativas de los dirigentes de la Dictadura.
Al día siguiente, en la sesión del día 14, algunos diputados se levantan para pedir cautela en las resoluciones que se puedan tomar por parte de la referida Comisión de Responsabilidades. El Sr. Rico, de la minoría de Alianza Republicana (minoría del Sr. Azaña), pide ser cautos y saber administrar el éxito de la victoria republicana para no convertir al Parlamento en una Convención, señala que el camino es siempre el de la Justicia, único Poder facultado para ello y que “puede decidir en concreto de los delitos, es el único que en concreto puede aplicar las penas”; “no abráis a la revolución el portillo gravísimo de convertir a la Cámara en instructora del sumario, en fiscalizadora y en Tribunal juzgador”. Estas palabras no convencen al Sr. Galarza que apuesta por el compromiso "revolucionario" de la Cámara, rechaza que se quiera otorgar esta plena confianza y autoridad a los Tribunales de Justicia; sin duda, toda una declaración de intenciones; he aquí algunas de sus palabras por si hubiera dudas respecto de ellas;
“unos tribunales que no han nacido en nuestro régimen, ni en nuestro régimen han sido organizados; que han nacido en el régimen de la Restauración, que han vivido en el Régimen de la Restauración, siendo precisamente esta Cámara la protesta contra la Restauración, contra toda la política de la Restauración. Porque esta Cámara no es solo la protesta contra un Borbón; es la protesta contra el modo de funcionar de todas las instituciones que existían en el régimen monárquico, y una de las instituciones que existían en ese régimen monárquico eran los Tribunales de Justicia”, y añade; “la Cámara no debe perder su sentido revolucionario, y por ello cree que tiene capacidad para juzgar cualquier delito político”, y aún más, dice que, “sin haber sido delitos políticos los actos realizados por los hombres del pasado, de la Historia de España, la Cámara tiene soberanía plena, incluso para condenar con nuevas penas”. (Rumores). El sentir democrático de algunos diputados de la Cámara, transcurrido solo un mes de la apertura de las sesiones plenarias, era cuando menos discutible y las afirmaciones del Sr. Galarza no son sino un vivo ejemplo de ello.
Durante este mes se discute también con relativa frecuencia el conflicto de la huelga de Telefónica, una huelga que tiene como principales actores a los sindicatos UGT y CNT, protagonizando la primera de sus muchas luchas habidas durante la República. La CNT siempre mostró su recelo a esta República por la preponderancia en las esferas del Poder de la organización rival, la UGT (recordar que en el Gobierno estaba al frente de la cartera de Trabajo el líder de la misma, el Sr. Largo Caballero); la CNT, como fiel representante del anarquismo, era partidaria de la acción directa, es decir, no necesitaba ni deseaba la mediación de ningún interlocutor gubernamental, ni político ni administrativo, en sus conflictos con la patronal; producto de esta acción directa era el recurso a la coacción cuando no la decidida violencia contra el patrono. La UGT encarnaba más el espíritu de clase del socialismo, representado por el nuevo organismo creado por el Ministerio del Sr. Largo Caballero, el Jurado Mixto, un órgano colegiado donde se dirimían las bases y contratos del trabajo entre patronos y obreros, el cual, fue aprobado por Decreto antes de la constitución del Parlamento y, por tanto, sin poder ser debatido o enmendado por las distintas minorías en sede parlamentaria. Fue una apuesta personal del Sr. Largo Caballero que trataba de imponer a las relaciones empresa-obrero un espíritu de clase sobre el que resolver los conflictos; en caso de desacuerdo o conflicto, la última palabra pasaba al Delegado gubernativo correspondiente y dependiente, en última instancia, del Ministro, el Sr. Largo Caballero. La socialización de los mecanismos de producción estaba así en su fase inicial a través de estos Jurados Mixtos, un órgano que sería origen de multitud de conflictos como más adelante se va a poder comprobar, agravando, notablemente, la conflictividad laboral y la ya muy deteriorada situación social del país.
En este conflicto de la huelga de Telefónica se deja entrever ya estas profundas diferencias entre ambos sindicatos; los anarquistas piden directamente la readmisión de los obreros despedidos mientras que, los diputados ugetistas y socialistas, piden resolverlo a través de las resoluciones de los Jurados Mixtos. Las presiones de los diputados anarquistas, representados por diputados como los señores Jiménez y Jiménez, Sediles y algunos otros, serán constantes, trasladando al Parlamento el clima de desorden social que, en muchas ocasiones, ellos mismos estaban propiciando fuera de él; en esta sesión, el Sr. Sediles, advierte que las medidas “represivas” del Gobierno están convirtiendo en "odiosa" a esta República. Se debate también la cuestión de los sucesos de Sevilla del pasado mes de Julio; diputados de las minorías de izquierda censuran que, camufladamente, se haya aplicado la Ley de Fugas contra los obreros muertos por armas de fuego en el Parque de María Luisa, piden la formación de una Comisión parlamentaria para aclarar los sucesos. Acusan de abuso a las autoridades policiales y de estar implicadas, incluso, en una trama de carácter monárquico.
El día 25 de Agosto se desarrolla una de las cada vez más frecuentes vivas y muy tensas sesiones del Congreso, día en que las derechas censuran la arbitraria suspensión de periódicos por parte del Gobierno. En las últimas semanas se habían suspendido 13 periódicos, todos ellos de adscripción a los sectores políticos de la derecha, la excusa para hacerlo eran las sospechas que estaban conspirando y levantando campañas difamatorias contra el régimen republicano en el Norte de España. La minoría Vasconavarra y, en especial, el líder de Acción Popular Sr. Gil Robles, denuncian el deliberado sectarismo del Gobierno; para constatar sus argumentos, lee algunos artículos publicados en El Socialista, un diario que no ha sufrido suspensión o multa alguna gubernamental, desde el que se vierten ataques contra sectores de la derecha social y se llama abiertamente a la revolución cuando no, a la misma violencia: “ha llegado la hora de echar abajo el duunvirato formado por A. Zamora y Maura, 2 centauros locos, pura sangre Borbónica. (Risas). ¡Abajo los enemigos y los asesinos de la Revolución!”; “Andalucía debe alzarse en plan de guerra, franca y abiertamente. La Dictadura republicana unitaria obstaculizará con todos los medios crueles que estén a su alcance esta justa aspiración del pueblo”.
Fragmentos de este tipo, asegura el Sr. Gil Robles, hay muchos, por lo que a su entender y, según el criterio gubernamental empleado con otro tipo de periódicos, en los que no haciéndose declaraciones expresas a la violencia han sido suspendidos, más razones habría para aplicar estas suspensiones cuando las llamadas a la violencia son tan ilustrativas y evidentes. Los razonamientos expuestos por el Sr. Gil Robles no convencen al Sr. Maura, Ministro de la Gobernación; se escuda en que los rotativos del Norte están haciendo claramente una campaña en pro de la cuestión clerical con el único fin de atacar y dañar al nuevo régimen establecido motivo, a su juicio, suficiente para que sean sancionados.
En esta sesión se aprueba el Proyecto de Ley de las Responsabilidades, se creaba una Comisión de 21 diputados para exigir “las altas responsabilidades políticas o de gestión ministerial que hayan causado grave daño material o moral a la Nación, concretadas en las cinco categorías siguientes: Alta responsabilidad en Marruecos, Política Social de Cataluña, Golpe de Estado de Septiembre de 1923, Gestión de Responsabilidades políticas de las dictaduras y Proceso de Jaca”. Curioso es que se califique como golpe de Estado el advenimiento al Poder en Septiembre del 23 del Sr. Primo de Rivera (una proclamación que secundaron y auparon muchos de los que hoy se autoafirman en su doctrina e ideario republicanos) y que, a su vez, se pretenda abrir un proceso de investigación por los sucesos del 12 de Diciembre de Jaca jactándose de su carácter “revolucionario”. La deslegitimación del régimen republicano quedaba patente con el uso de argumentos peregrinos como este, queriendo hacer creer que pudiera haber golpes de estado buenos y legítimos y otros que no lo eran; insisto, el uso de la fuerza, un golpe de estado, en cualquier lugar y ante cualquier conciencia impregnada de un mínimo espíritu democrático, es un golpe a la legalidad y a la representatividad de la soberanía popular; si amparamos unos al camuflarlos con la etiqueta de "revolucionarios", nos resta toda autoridad para deslegitimar la autoría de otros cuando no convergen con nuestros intereses, por muy "revolucionarios" que estos fueren.
La sesión del día 27 de Agosto marca una fecha determinante en las sesiones de Congreso republicanas; el diputado socialista, Sr. Jiménez de Asúa, presenta a la Cámara el Proyecto de la Constitución elaborado durante el mes de Agosto por una Comisión Asesora Jurídica (apenas en un mes se elaboró todo este laborioso entramado jurídico...). En su presentación, deja muy clara cuál es la línea doctrinaria de esta Constitución; “es una Constitución de izquierdas”, “hacemos una Constitución de izquierdas y esta Constitución va directa al alma popular”; “es una Constitución de izquierda. Esta Constitución quiere ser así para que no nos digan que hemos defraudado las ansias del pueblo”. Creo que estas palabras son lo suficientemente explicativas y reveladoras como para no ahondar mucho más en ellas; la Constitución que se pretende implantar es de izquierdas, simple y llanamente de izquierdas; reconocen, desde antes de su aprobación, que no es una Constitución para todos, esta dirigida para aquellos que profesen una determinada ideología, fuera de ese ideario, no quedaba otra alternativa que “aceptar” los hechos consumados de su articulado. No es deseable ni justificable el que un legislador reconozca, abierta y públicamente, que legisla al gusto de unos pocos, un legislador que, como tal, percibe su salario del erario público y, por tanto, del dinero de todos, sin embargo, en este caso, con grandes dosis de soberbia ideológica, reconoce que se legisla para una parte de la sociedad, para los que piensan como él, el resto, legal y constitucionalmente hablando, pasan a ser ciudadanos de segunda categoría por el simple hecho de pensar diferente. En estas condiciones se pretende instalar la "legalidad" republicana, dejando, desde su mismo inicio, fuera de esa legalidad, de esa "revolución", cuando menos, a la mitad de españoles que dejaban de estar representados por la principal juricidad republicana. Una Constitución no se cambia de la noche a la mañana, se elabora para perdurar en el tiempo, con el propósito de dar estabilidad y garantía jurídica al conjunto de ciudadanos de una nación, no al revés, como parecía que se pretendía con esta, y es que, a largo plazo, son muchos los problemas que una ley tan arbitraria podría ocasionar; no es difícil imaginar que, a la cúspide del Poder, se asomen Gobiernos de distinta significación ideológica, Gobiernos que, debido a esta circunstancia, no contarán con el amparo y asenso de la principal juricidad del régimen, Gobiernos que se verán en serias y enormes dificultades para desarrollar su programa e ideario cuando, desde esa "legalidad" a la que están sometidos, se ven seriamente condicionados para hacerlo. Este será la raíz del gran problema que se encontrara la CEDA de Gil Robles en su triunfo en las elecciones allá por el mes de Noviembre de 1933.
El primero que levanta su voz ante este injustificable intento de ideologizar la Carta Magna de todos los españoles es el diputado de la minoría Agraria Sr. Molina Nieto; advierte que no se ha tenido en cuenta en su elaboración el verdadero sentir popular ni la del resto de minorías de la Comisión, una Comisión donde no se han armonizado los distintos criterios y sensibilidades que en ella había por lo que, a posteriori, cree factible que se produzcan arduos y enconados debates que exciten los ánimos y las pasiones durante su discusión, una situación nada conveniente dado los complicados momentos de desorden que atraviesa el conjunto del país; “las discusiones que se avecinan han de ser tempestuosas, y en ellas todo y todos podremos peligrar”. Señala también que, en todo ello, hay un propósito
“de descristianizar también a España”, con un profundo sesgo laico, ateo e irreligioso, hasta un punto en que ninguna de las otras Constituciones, hasta el momento, había llegado a excepción, quizás, de la mexicana. Para demostrar este sectarismo, cita algunos artículos del Proyecto, como el 46, donde el Estado “quiere apoderarse de la Escuela para, por medio de la escuela, apoderarse del alma del niño”,
llevando a la práctica la proclama del político francés Dantón: “Los niños son de la Patria” y, negando con ello, “los fueros más sagrados de la paternidad”. Recuerda que la mayoría de España es católica, por ello, reclama una Constitución para todos, asegura que el Proyecto de la Constitución, tal y como está concebido y de llevarse a la práctica, “es ya un reto a la conciencia católica del país, es un desafío, es lanzarlo a la guerra”.
En la sesión del día siguiente, el 28, el diputado agrario Sr. Lamamie de Clairac, lamenta de nuevo la arbitrariedad de la suspensión de los periódicos y aprovecha para criticar la política laicista y, a su juicio, antirreligiosa del Gobierno; recuerda algunas medidas contrarias a los intereses de los católicos, criticando con dureza los acontecimientos ocurridos en la quema de Conventos del mes de Mayo; “la República tiene sobre sí ese borrón, siempre que no ponga, como todavía no ha puesto, los medios de descubrir y castigar a los culpables, a los autores materiales y asimismo a los autores morales”.
Las autoridades republicanas nunca llegaron a decir públicamente quienes fueron los autores materiales de los mismos, menos aún a juzgarlos, unos sucesos que, incluso, aceleraron la ejecución de ese ideario anticlerical y marcadamente laicista.
Seguidamente, tomaba la palabra el siempre sosegado y sereno Ministro de Estado Sr. Zulueta, de los pocos diputados de las mayorías (acaso junto a los señores Maura y Alcalá Zamora) que se atreve a levantar su voz para advertir sobre los peligros de los sectarismos religiosos que pudieran ser incluidos en la Constitución; cree que, para la paz social de la República, sería bueno ponderar y modular ese sesgo dirigido contra la actividad de la Iglesia dado que, para con las demás instituciones, parecía no actuarse con la misma intensidad y celo. Considera que medidas como la extinción de todas las Órdenes religiosas van a producir un estado máximo de agitación, “Por de pronto, cientos de miles de niños de escuelas catequistas, de escuelas confesionales, en medio de la calle; abandono de hospitales, de asilos, de hospicios, de orfelinatos”, algo que, a su juicio, puede provocar un estado de excitación ciudadana innecesario y nada conveniente para el recién nacido régimen.
SEPTIEMBRE 1931
 
En este mes se discute, acalorada y extensamente, el Proyecto constitucional redactado por la Comisión dictaminadora. Las líneas doctrinarias e idearios de los distintos partidos van a ir posicionándose y fijándose durante estos intensos debates. La deriva antiliberal de la Cámara se va a poner de manifiesto en el curso de estos debates y es que, las ensoñaciones de una República socialista, eran ya visibles en muchos de los componentes de la Cámara, las apetencias de imponer una Constitución de marcado signo izquierdista al conjunto de los españoles, eran decididamente apoyadas por una gran parte de los representantes de la misma.
El 1 de Septiembre tiene lugar el primer debate en relación al derecho de voto de la mujer; participa en el mismo el diputado de la minoría Radical, Sr. Álvarez Buylla (militar protagonista en los sucesos revolucionarios de Jaca), que, en su primera intervención en la Cámara, se levanta para decir que saluda a toda la Cámara excepto a los curas; “los curas no merecen mi saludo”.
Tras esta insólita carta de presentación, advierte a los representantes de la Cámara de los peligros que supone conceder el voto a la mujer;
“es un elemento peligrosísimo para la República, que la mujer española merece toda clase de respetos dentro de aquel hogar español que cantó Gabriel y Galán como ama de la casa; que la mujer española, como educadora de sus hijos, merece también las alabanzas de los poetas; pero que la mujer española como política, es retardaría, es retrógrada; todavía no se ha separado de la sacristía y del confesionario, y al dar el voto a las mujeres se pone en sus manos un arma política que acabaría con la República y extendería el ejemplo de esos bancos a toda la Cámara”.
Admite a continuación que, siendo ahora una República burguesa, con el tiempo se transformará en una República socialista; “Ya vendrán vuestras actuaciones y esta República evolucionará hacia una República socialista; pero por el momento es una República burguesa”. Es decir, declaraba su postura de favor a una democracia republicana de carácter socialista en lugar de la actual burguesa y en la que la mujer, por un prejuicio de su propia condición, tuviera un rango menor respecto del hombre. A continuación de estas, sin duda, reveladoras confesiones, toma la palabra la primera mujer que hacia uso de ella en un Parlamento español, la también diputada Radical, Sra. Clara  Campoamor; muestra su sorpresa a la vez que su enojo por las hirientes y ofensivas palabras que acaba de pronunciar su correligionario, visiblemente enojada, defiende con vehemencia y vibrante energía la concesión del derecho del voto a la mujer.
Tras este debate, tiene lugar la intervención del diputado republicano independiente Sr. Tapia, protagonista también de un hiriente y ofensivo discurso, en este caso, contra los sentimientos religiosos y en el que se burla, incluso, de la quema de conventos del pasado mes de Mayo, hecho que no defiende pero que en modo alguno condena; “tampoco voy a condenarla; pero sí voy a deciros que, si en un país es vergonzoso que se quemen 6 conventos, es mucho más vergonzoso que en ese país, solo en el territorio de la ciudad de Madrid, existan 270”.
Afirma que es mucho más grave, “la existencia de tal número de conventos que la quema de unos cuantos, realizada después de todo, con tanta espectacularidad y tan gran orden (Risas) que incitaba a haber colocado, para presenciar el espectáculo de la quema, tribunas públicas, donde se hubiera obtenido una gran recaudación”; en su opinión, todo el asunto de lo religioso se resuelve con una sola palabra, “cultura”.
Sugiere que la Iglesia se debe mantener con la aportación de sus feligreses;
“yo creo que la obligada satisfacción de las necesidades de la Iglesia por sus mismos adictos, acabará al fin con ella”, dado que, si el católico tiene que pagar de su bolsillo “el culto de la Iglesia”, irá mucho menos a la Iglesia “y acabará por no ir nunca”. (Rumores y protestas). Sus palabras son acogidas entre risas de diversos sectores de la Cámara lo que da una idea del ambiente de la misma respecto a una cuestión religiosa, que ya se oteaba en el horizonte, y el futuro que auguraba a la gran masa católica en relación a su plena integración dentro del régimen republicano.
En la sesión del 2 de Septiembre es protagonista, por primera vez en la legislatura, la maniobra calificada como "Guillotina" parlamentaria, en esta ocasión, cuando se estaba tratando el debate de la suspensión de periódicos por parte del Gobierno; una Proposición defendida por el partido socialista plantea que dicho asunto ha sido ya suficientemente debatido en la Cámara por lo que solicita que se dé por concluido, esto provoca el rechazo enérgico del Sr. Gil Robles que denuncia este proceder y asegura; “nunca se ha aplicado la guillotina a una interpelación”. Un día después, el 3 de Septiembre y continuando con el debate del Proyecto de Constitución, el Ministro de Instrucción Pública, Sr. Fernando de los Ríos y, en la misma línea que su correligionario Sr. Jiménez de Asúa, otorga su beneplácito al Proyecto constitucional por ser línea continuadora de lo que llama el proceso
“revolucionario”,
de la cual dice;
“no es hija de las fuerzas que aquí nos concentramos, sino hija de los sectores republicanos y socialistas que aquí nos reunimos”. En la siguiente sesión del día 4 de Septiembre, se continua con el debate del Proyecto constitucional, en esta ocasión con el espinoso asunto de la cuestión religiosa, nuevas voces critican el sesgo ideológico del mismo en la referida cuestión. El agrario Sr. Gómez Rojí (sacerdote y, sin duda, uno de los elegidos de los diputados de la mayoría para ser el blanco perfecto de sus mofas e hirientes interrupciones, muchas de ellas, de indudable carácter difamatorio y burlesco), denuncia el cariz antirreligioso y socialista del Proyecto, incluso, advierte que el segundo anteproyecto de la Constitución, el presentado por el diputado socialista Jiménez de Asúa (uno de sus más firmes valedores), ha empeorado el ya de por sí malo primer anteproyecto cuya cabeza visible era el político más centrado y liberal, Ossorio y Gallardo; “lo ha empeorado por ese matiz socialista que, en lo político, suprimiendo el Senado, y lo económico, abriendo las puertas para un exagerado socialismo, se revela el proyecto que examinamos. Lo ha empeorado, principalmente, dándole un matiz anticatólico y antimoral en muchos de sus puntos”.
En una línea no muy distinta, si bien, con recursos narrativos completamente distintos (con un menor acerbo moral y religioso), se sitúa el Sr. Ortega y Gasset, que sigue insistiendo que, aun declarándose un convencido autonomista, el Proyecto contempla una España centrífuga enfrentada a otra centrípeta; advierte de estos peligros y excesos tanto en la cuestión territorial como en la religiosa, y lo hace empleando el calificativo de
“cartuchos detonantes”,
los cuáles, a su juicio, podrían ser una dificultad añadida a la ya de por sí muy complicada situación social del país.
En la siguiente sesión del día 5 y al tomar la palabra el diputado agrario Sr. Sainz Rodríguez, una buena parte de los diputados presentes se marcha de la Cámara como acto de repulsa a su condición de representante de la anterior Cámara Asambleísta de la Dictadura (de la que, recordemos, Largo Caballero fue Consejero de Estado), otra evidencia más del sesgo político y la ideologización extrema de una nutrida parte de las Cortes republicanas. En su intervención, el Sr. Sainz Rodríguez denuncia y, en la misma línea que sus correligionarios agrarios en sesiones anteriores, la arbitraria Constitución que se pretende aprobar y a la que califica de sectaria, jacobina y antirreligiosa; considera que una Constitución debe ser “el estatuto de la legalidad española, que en ella encuentren acogida y defensa los distintos sectores de la sociedad”, advierte que de no hacerlo así,
“será la Constitución combatida y no habrá paz ni tranquilidad en la vida del Estado”.
El día 9 de Septiembre tiene lugar uno de los grandes discursos oratorios y de elevada significación política emitidos durante el transcurso de los cinco años de duración de las Cortes republicanas, en este caso, a cargo del diputado del partido Liberal Demócrata Republicano, Sr. Melquíades Álvarez, uno de los ilustres padres del republicanismo español histórico y que, tristemente, pasó casi sin pena ni gloria en la trayectoria parlamentaria de la II República. En cualquier nación, su mera presencia hubiera sido un activo y un referente para la consolidación de un régimen como el republicano, aquí, debido a su condición moderadora y su línea política apaciguadora de los espíritus (muy alejada de sus inicios políticos), se le alineó pronto en los sectores no deseables por parte de los promotores y divulgadores de la "revolución" republicana, siendo incluso repudiado al final de la misma por distintos círculos republicanos, con especial crudeza, durante los Gobiernos del Frente Popular a partir de Febrero de 1936 (recordemos que sería brutalmente asesinado por frentepopulistas en Agosto de 1936 en la Cárcel Modelo de Madrid).
Ahora, alza su voz para pedir moderación y una Constitución liberal y democrática para todos; considera que ha de estar compenetrada “con el sentimiento nacional”. En la cuestión religiosa, se muestra defensor de un Estado sin religión; “un Estado que tenga religión es un instrumento opresor de la conciencia del ciudadano”; sin embargo, cree que es un tema arduo este de la cuestión de las órdenes religiosas y la confiscación de sus bienes;
“en España es legión y legión numerosísima la de creyentes católicos, (Rumores), que no hay que creer que al realizar esta labor política vamos a secularizar toda la sociedad, no, hay que decírselo a estos representantes del fanatismo religioso; yo, que no puedo inspirar sospechas a nadie en esto de convicciones religiosas, tengo que deciros que hay que guardar un profundo respeto en la Constitución a estas creencias seculares que viven todavía en el fondo de muchas familias y que la religión es, creáis lo o no, un freno para sostener los extravíos de las pasiones (Rumores) y un estímulo para practicar las virtudes”. (Protestas y rumores). En lo concerniente a la territorialidad, habla
de la necesidad de hacer referencia en el Proyecto a la nacionalidad española, una realidad que se asienta en muchos siglos atrás, de este modo, desde esa férrea defensa de la unidad nacional, se erige en defensor del proyecto y del modelo de autonomías; afirma que esa región “que tenga vida”,
tendrá que ser reconocida
“por la autoridad soberana del Estado español; pero no permitáis, no debéis permitir que sea la región autónoma quien fije las atribuciones del Estado nacional”. Así mismo, se posiciona en contra del apartado concerniente a la socialización de la propiedad que contiene el Proyecto constitucional, no está de acuerdo en suprimir “la propiedad como derecho”, afirma que ninguna Constitución lo hace y que lo que tiene que desaparecer es el abuso.
Los días transcurren y las críticas desde los sectores de la derecha  progiguen contra ese carácter sectario, socializante y antirreligioso del Proyecto constitucional; mientras los socialistas defienden teorías como la expropiación sin derecho a indemnización, otros, como el diputado y sacerdote de la minoría Radical, Sr. Basilio Álvarez, denuncia que pareciera quererse dar a los ciudadanos católicos una condición inferior a la del resto de ciudadanos
pese a que la inmensa mayoría del país se declara católico; sobre la circunstancia de que sean los católicos los que mantengan el coste del culto por ser “un contrasentido y una injusticia que se contribuyera por los no católicos o anticatólicos a sufragar los gastos de una religión que ellos no profesan”, sugiere que, en virtud de este argumento, “¿por qué se exige que los padres católicos paguen  una enseñanza laica si no están conformes  con ella?; ¿Por qué tienen van a pagar una enseñanza anticatólica nacional cuando son contrarios a esa enseñanza anticatólica?”.
Día 16, se aprueba por la Cámara que la República se signifique como una República de Trabajadores; durante la misma, se empieza a debatir apasionadamente el asunto de la cuestión federal de la Constitución a través de una iniciativa de la minoría Federal. El diputado Federal Sr. Arauz, recuerda que en el Pacto de San Sebastián (en el que estuvo presente), uno de sus principales puntos era la cuestión Federal de la Nación. El diputado Radical Sr. Alba, por su parte,
advierte de la trascendencia de lo que se está debatiendo en estos momentos; “¿creéis que una materia de esta trascendencia puede resolverse en esta forma, al fin de una sesión y por medio de una iniciativa particular de unos señores diputados?”. Considera que un problema tan grave como este debe seguir su tramitación reglamentaria dado que, en su opinión, no se puede sorprender a una Cámara, a un país, diciéndole a las 9 de la noche,
“que España se va a transformar en una República Federal". (Grandes rumores y protestas).
La tensión parlamentaria de la Cámara aumenta en la sesión del día 17 y continuando con el debate de esta cuestión federal, en ella interviene el mismo Presidente Sr. Alcalá Zamora; habla de algunas de las finalidades del Pacto de San Sebastián, entre las que se incluían el firme propósito de derribar a la Monarquía y dirigir a la Cámara la cuestión federal y catalana, recogiendo sus reivindicaciones de tantos años pasados. Opina que la cuestión federal no es preciso traerla a debate pues, a su juicio, la Constitución, implícitamente, ya lo recoge; detalla cómo fue la negociación con las minorías catalanas desde el interior de la cárcel en la que se encontraban tras los sucesos de Jaca de Diciembre de 1930;
“acudieron participando de nuestra confianza, a las rejas de la cárcel y, con unos barrotes de por medio discutimos, con elevación de doctrina y pactamos con efusión de alma, la reconciliación definitiva de Cataluña con España”. (Grandes y prolongados aplausos). De esta sesión, es destacable también la intervención de un diputado de la minoría socialista, el Sr. Ovejero; defiende vigorosamente que se sustituya el vocablo castellano por el de español, pone el ejemplo de Italia, donde se habla italiano
"y se omite el toscano para designarlo como lengua italiana  tras la unificación de 1.870”,
hace una encendida defensa de la lengua española;
“desde estos bancos socialistas, afirmamos plenamente nuestro amor a España, nuestro amor al idioma español y nuestra defensa de la unidad espiritual, de la que con el nombre de España se conoce en la Historia de la civilización”. (Aplausos). Considera que el mapa lingüístico español debe incluir “no una, sino varias Lenguas españolas. Lengua española es el catalán en todas sus manifestaciones, desde la idiomática de Cataluña hasta las dialectales de Valencia y Baleares; Lengua española es la Lengua Galaico portuguesa”, a su entender, de entre todas esas lenguas españolas, la Oficial debe ser “la Lengua mayor entre todas las Lenguas peninsulares”,
en este caso la Lengua castellana. En una línea muy similar enfocará su discurso el Sr. Unamuno en la sesión del día siguiente, día 18,; defiende la cooficialidad en las regiones que vayan a disfrutar de la autonomía, como el caso de la catalana; “en cada región se podrá declarar cooficial la Lengua de la mayoría de sus habitantes, a nadie se podrá imponer, sin embargo, el uso de ninguna Lengua regional”.
Estas palabras producen un enojo importante dentro de las filas nacionalistas catalanas que, en días posteriores, se hará aún más notorio.
El día 23 el Sr. Alcalá Zamora se levanta de nuevo para fijar más su posición al respecto de la cuestión federal, dado las posiciones tan enconadas que sobre el mismo están mostrando las distintas minorías de la Cámara; defiende así la obra estatutaria en una enmienda muy en la línea de la que defiende la minoría de la izquierda catalana. Cree que no se puede separar la suerte de los Estatutos del propio rumbo de la Constitución, recuerda las numerosas veces que ha luchado junto a los catalanes en sus demandas históricas, unas luchas que dice siempre acabaron con un apretón de manos; “hoy creo que podemos darnos los brazos”. (Grandes y prolongados aplausos). Estas palabras son recogidas con agrado por parte de las referidas minorías catalanas que ponen el acento en las desatenciones sufridas durante las pasadas décadas a cargo del Estado español, agradecen este decidido apoyo del Sr. Alcalá Zamora. Por su parte, el diputado agrario Sr. Royo Villanova, firme defensor del Estado frente a la descentralización de este (razón por la cual será etiquetado como el abanderado del anticatalanismo de la época), habla de lo que en muchas ocasiones parecía ser un tema tabú en la Cámara republicana, el Pacto de San Sebastián; asegura que este traía de forma implícita la cuestión catalana al Parlamento, un Pacto que dice no está escrito en ninguna parte pero que lo recogió en un folleto el diputado de uno de los miembros de la minoría catalana, el Sr. Carrasco y Formiguera, folleto en el que se puede leer;
“La República de España reconocerá el hecho vivo de Cataluña, el problema de Cataluña, y se comprometerá a recoger las aspiraciones de Cataluña concretadas en un Estatuto aprobado por Cataluña, a llevar ese Estatuto a la Cámara y someterlo a la soberanía del Parlamento”; por ello, afirma que dicho Pacto no obliga a nada al Gobierno ya que, en el referido folleto, también se decía: “Podrá la Cámara regatear las atribuciones del Estado, y las atribuciones de un poder autónomo, lo que no puede hacer la Cámara es suprimir el hecho vivo del problema catalán porque eso agravaría el problema”. Muestra su enojo, tras este relato, acerca del acto unilateral del Sr. Maciá cuando proclamó la República catalana, considera que el problema catalán estaba ya pactado pese a que, previamente, debía ser llevado y tratado en el Parlamento según recoge ese mismo Pacto de San Sebastián. Este mismo diputado, en la sesión del día siguiente, día 24, defenderá al respecto el mantenimiento de la Universidad española en territorio catalán; “y si la demanda es tan grande, y se estima oportuna, se debe facilitar que la Generalidad fomente la creación de otra Universidad en catalán”.
Reclama, así mismo, la supremacía del Estado sobre la región por lo que, en caso de ser cedidas algunas facultades y atribuciones a esta, se debe hacer siempre con el visto bueno del Parlamento.
En esta misma sesión tiene lugar una intervención muy significativa a la par que elocuente y que tiene como protagonista al diputado de la minoría Radical, Sr. Iglesias Ambrosio, una intervención de un marcado acento patriótico y de una sentida defensa de la Nación española. Cree que la Nación española está en entredicho a consecuencia del contenido de un Estatuto catalán que los propios catalanes ya han plebiscitado sin que el conjunto de los españoles sepa apenas nada de su contenido. Habla largo y tendido del Pacto de San Sebastián del que considera necesario que los españoles tengan conocimiento; acusa de deslealtad a los catalanes que, a su entender, no respetan ni los tiempos ni los acuerdos del mismo, incluso, denuncia que el Comité revolucionario estuvo a punto de quebrarse al no admitir como pensamiento lógico y asumible el grito de:
“Viva España”, “y hubo que buscar un expediente para evitar que en ese momento quedara rota por gritar ¡Viva España! la conjunción de las fuerzas revolucionarias”,
lo que demostraría las cesiones que, desde un primer momento, se han venido haciendo a las exigencias catalanas; unas deslealtades que tendrían el ejemplo más ilustrativo en la proclamación unilateral de la república catalana por parte del Sr. Maciá, el cual, ya advertía de sus intenciones el pasado 22 de Marzo, casi un mes antes de las elecciones de Abril y a través de un Manifiesto en el que se fundamenta el Estat Catalá, contraviniendo todo lo acordado previamente en el Pacto de San Sebastián. Lamenta como se ha traído el Estatuto a la Cámara, un Estatuto del que cuestiona la forma en como fue plebiscitado; “el gran pucherazo que habéis dado para obtener el instrumento doctrinal de la voluntad y del querer catalán, como si la voluntad y el querer catalán fueran cosas independientes y extrañas a la voluntad y al interés de la nacionalidad española”.
Afirma que ante todos estos peligros;
“Nosotros, señores Diputados, tenemos que afirmar este imperativo: españolicemos a España”. (Aplausos).
Denuncia así que este compromiso que han adquirido las autoridades republicanas con el nacionalismo catalán se ha hecho a espaldas por completo del resto de los españoles, desconocedores de todo lo debatido y acordado en el proceso, un Estatuto que, además, tiene un sentido contrario a lo que figura en el Proyecto constitucional; mientras que este se posiciona a favor de un Estado integral, el Estatuto lo hace en un sentido claramente federalista. Del mismo modo, censura la forma como fue votado en Cataluña asegurando que sus resultados fueron decididamente amañados y falseados, un Estatuto que fue redactado únicamente por las minorías ERC y la Unión Socialista de Cataluña y al que, posteriormente, se adhirieron el resto de fuerzas catalanas, si bien, algunas de ellas pusieron serías objeciones (los Tradicionalistas criticaron las orientaciones religiosas, económicas y las relativas a la enseñanza dado que se establecía como única lengua obligatoria el catalán). Los resultados del referéndum (celebrado el pasado día 2 de Agosto en Cataluña) recuerda que fueron avasalladoramente favorables a la vez que avasalladoramente sospechosos; dieron un resultado de más del 99% de apoyo al mismo; 593.335 votos a favor y solo 3.286 en contra, unos resultados que ahora pone cuestión y ante los que se muestra profundamente incrédulo. Cabe destacar que, al respecto, la minoría Agrupación de Servicio a la República del Sr. Ortega y Gasset, formuló una protesta, ya no por la escasa, sino por la nula presencia de interventores en las mesas durante la celebración del referido Referéndum.
El día 25 tiene lugar una tensa y larga sesión con la cuestión del federalismo y la Lengua como protagonistas; un debate en el que el Sr. Unamuno califica de “cambalache” lo referido y acordado en el Pacto de San Sebastián y, sobre todo, en lo relativo a la cuestión catalana. Seguidamente y respecto a la cuestión de la soberanía nacional, uno de los firmantes de dicho Pacto, el catalanista Sr. Carrasco Hormiguera, hace mención a los diversos pueblos Ibéricos que componen una Federación Ibérica y en la que también se encontraría Portugal; refiere que en el Pacto de San Sebastián se incluía
“el reconocimiento del principio de autodeterminación como base para la fórmula jurídica de la resolución de este problema: es de la voluntad de Cataluña, como voluntad de un pueblo que tiene fisonomía propia, de donde parte la base, el fundamento, para que hayamos venido aquí a decir que es lo que quiere Cataluña; y es el reconocimiento de la soberanía plena”;
unas palabras que dejarían muy claro lo que estas minorías catalanas entendían en lo referente a la cuestión territorial de la Nación española. A consecuencia de la deriva federal que está tomando el Proyecto constitucional,
el diputado agrario Sr. Royo Villanova advierte;
“Haciendo una Constitución que no pueda molestar a un sector de la Cámara, se corre el riesgo de que esa Constitución moleste a todos los elementos de la Cámara que no pertenecen a ese sector”.
Pese a todas estas cesiones ya incluidas en la enmienda del mismo Presidente Alcalá Zamora, las minorías de la izquierda catalana seguían aumentando el nivel de su protesta al entender que todo lo conseguido no les parecía suficiente, siendo así, reclaman más atribuciones y cesiones estatales para Cataluña. Esta actitud exaspera, incluso, al socialista Sr. Prieto que critica la deslealtad de estas minorías parlamentarias y a las que achaca que no estén cumpliendo lo que previamente se había pactado en el Pacto de San Sebastián. Una muestra de esa intransigencia la protagoniza el diputado de la izquierda catalana, Sr. Lluhí, que se muestra profundamente molesto por una enmienda del Sr. Largo Caballero aceptada por la Comisión y en la que se niega la posibilidad de ceder atribuciones en materia de legislación social a Cataluña, atribuciones que a su entender si estaban contempladas en el Estatuto; por ello, advierte que traen a este Parlamento “un mandato imperativo; podrá ser una equivocación, pero es un hecho que el Estatuto de Cataluña está plebiscitado”. El Sr. Companys, por su parte, se sitúa en la misma línea; “la representación de Cataluña debe decir muy dolorosamente, que se siente conducida un día y otro día por el camino inconsciente del engaño”. (Fuertes protestas). Estas quejas provocan que el Sr Prieto se levante airado de su escaño; “en los 32 años de vida política que llevo no he conocido un caso de deslealtad más característico que el realizado por los republicanos catalanes con relación a lo que en el Pacto de San Sebastián se convino", un Pacto en el que se dice “se convino que nadie por si realizase nada de su ideario, sino que todo el mundo estuviera pendiente, como era natural y lógico, del voto de estas Cortes Constituyentes”. El Sr. Lluhí, por su parte, se muestra muy molesto por las palabras del Sr. Prieto, asegura que en el Pacto de San Sebastián se reconocía la personalidad de Cataluña, señala que una vez proclamada la República,
“cedimos en muchas ilusiones para no perjudicar la concordia”, “siempre mantuvimos un tono moderado, incluso en nuestro Estatuto”;
sugiere que lo acordado en el Pacto de San Sebastián está más en consonancia con el dictamen de la sesión de ayer leído por la Comisión; “todos haríamos más bien a la República, si hubiésemos votado el dictamen de ayer y no quedando nosotros en esta situación terrible, ya que fue por la voluntad de este Gobierno que nos lo pidió”.
Considera que, viendo que los derechos catalanes emanados de esta personalidad, no perjudican al interés general,
“la más elemental lealtad obliga a que el Estatuto de Cataluña no se prejuzgue ahora, para que, en el día de mañana, si no afecta al interés de todos, sea por la concordia votado por todo el Parlamento”. (Aplausos); el incidente se cierra con unas palabras llamando a la concordia por parte del Presidente, Alcalá Zamora. La larga sesión concluye durante la madrugada con una seria advertencia del diputado de la minoría de AGR, Sr. Ortega y Gasset; “el pueblo español hoy se ha dormido esta noche dueño de una soberanía unida, sabe, sospecha, que, al despertarse, va encontrarse su soberanía dispersada. No; eso no”. La Comisión, tras estas palabras, acepta una parte de su voto suprimiendo en el articulado el término “tendencia federativa”,
quedando finalmente redactado así: “La República española constituye un Estado integral, que hace posible la autonomía de municipios y regiones”.
La cuestión "federable" pareciera quedar sutilmente tamizada tras esta intervención del Sr. Ortega.
En la sesión del día 29 de Septiembre se produce un hecho llamativo que da una idea del perfil político de una parte de la Cámara, en este caso, protagonizado por el diputado Federal Sr. Barriobero que, en su recurrente línea anticlerical, se levanta para defender un voto en el que pide que los frailes no tengan derecho a la ciudadanía, una Proposición que en votación nominal es rechazada por escaso margen por la Cámara…..; al respecto, el diputado socialista Sr. Álvarez Angulo llega a afirmar: “En una República de trabajadores no tienen derecho a vivir los que no trabajan”. Esto era una muestra más del nivel de sectarismo presente respecto a la cuestión religiosa en la Cámara republicana.
En la última sesión del mes se discute el derecho del voto de la mujer dentro del Proyecto constitucional, un asunto que saca a relucir de nuevo las enconadas diferencias y las pasiones de la Cámara; así, algunos diputados muestran su frontal rechazo al Proyecto, uno de ellos el diputado Federal Sr. Ayuso, que es favorable a que la mujer no tenga el mismo derecho que el hombre de votar a los 23 años, considera que hasta los 45 no está capacitada para ejercer el voto. El también Federal Sr. Juarros, al respecto dice:
“Hay un pequeño error en esta enmienda. A los 45 años, la edad crítica hace que la mujer comience a perder serenidad y dominio de sí misma, es la época de los trastornos de involución y, por tanto, dariase el caso anómalo de que se concediera el voto precisamente al empezar la fase en que su equilibrio mental corre mayor peligro”. (Risas). Las palabras del diputado Radical Sr. Guerra del Río no ayudan a elevar el nivel del debate; afirma que considera peligroso conceder ese derecho de voto a la mujer, cree que votarán a las derechas poniendo en peligro al régimen; llama así la atención a los socialistas; “que con nosotros han conquistado la República, para que, juntos también, evitemos este peligro”, y añade; “llamo la atención a los republicanos de lo que esto significa, y yo les digo, negar el voto a la mujer, no, pero que se reserve la República el derecho para concederlo a una ley Electoral, para negarle al día siguiente si la mujer vota con los curas y la reacción”. (Aplausos y protestas); “lo que tememos es que esas mujeres que no están manejadas precisamente por las organizaciones obreras, sino por los curas, por los frailes (Fuertes rumores). Y si os queda alguna duda, ahí tenéis el barómetro (señalando a la minoría vasconavarra), que indica el tiempo”. (Risas y rumores).
Entre los partidarios de esta postura en la votación, están los señores Galarza, Ortega y Gasset, E, Lara, Fatrás, Sánchez Albornoz, Giral, Bello, Martínez Barrio, Franco, Pérez Madrigal, Marraco, es decir, componentes de las minorías Radical socialista, Acción Republicana y Radicales fundamentalmente; unas minorías que preferían no conceder el derecho de voto a la mujer con tal de que la derecha política pudiera obtener de ello rédito político alguno. A ese nivel llegaba la arbitrariedad más sectaria y vulgar de algunos sectores de la Cámara que anteponían, sin duda, sus intereses ideológicos y de partido a los intereses colectivos y nacionales.
Tras estas intervenciones, la diputada Radical, Sra. Campoamor, lamenta el tono y el nivel del debate, cree que se está vulnerando el principio democrático de la República. Por su parte, el diputado de Alianza Republicana (AR), Sr. Rico, es de la opinión que negar el voto a la mujer sería un lunar negro para la República, sin embargo, afirma a continuación; “lo único que pedimos es que se regule la forma de ejecutar este derecho con arreglo a las posibilidades históricas y políticas del momento en que nos hallamos”. (Muy bien, Muy bien); de esta forma,
se posiciona a favor la enmienda de la minoría Radical defendida por el Sr. Guerra del Río porque, a su juicio,
“representa el reconocimiento de un derecho que está en la voluntad de todos conceder, pero poniendo un valladar al peligro que la igualdad absoluta podría traer”. (Aplausos). A continuación, volvía a tomar la palabra la Sra. Campoamor, reitera su disconformidad con el conjunto de los argumentos expuestos, cree que es una enormidad conceder el voto para luego, en caso de que sea conveniente, derogarlo, un hecho que entiende es engañar a la propia Cámara,
“porque no se podrá nunca despojar del derecho electoral a un ciudadano”; por todo ello se pregunta; “¿Dónde empieza la igualdad entonces, señores Diputados? ¿Cuándo a SS.SS. les plazca?”. De esta forma, denunciaba amargamente que el conjunto de los intereses sectoriales políticos e ideológicos republicanos se trataban de imponer, sorprendentemente, a derechos tan legítimos y de evidente y urgente necesidad como era la concesión del voto a la mujer.
OCTUBRE 1931
 
Destaca, de entre las distintas sesiones de este mes, el conjunto de debates que, en la segunda semana del mismo, tendrían lugar respecto a la difícil y tan polémica cuestión religiosa. La tensión y las disputas de aquellas sesiones provocarán enormes movimientos tanto políticos como sociales que ahondarán, aún más y, seguramente, de forma definitiva, la brecha que se empezaba ya a vislumbrar como insalvable entre la derecha y la izquierda parlamentarias, un tsunami político y social que hará de la labor parlamentaria una obra tristemente estéril y que, sin remedio ni freno alguno, se irá agravando a medida que la legislatura fuese avanzando. La histórica sesión del día 13 será un reflejo más que ilustrativo de todo ello.
Se inicia el mes con un nuevo e intenso debate con el derecho del voto femenino como protagonista; el mismo día 1 de Octubre, se levanta una mujer para mostrar su contrariedad a la concesión del referido derecho, en concreto, la Radical socialista Sra. Kent;
“en este momento vamos a negar el voto a más de la mitad de los individuos españoles,  y es preciso que las personas que sienten el fervor republicano (muy bien), el fervor democrático y liberal republicano, nos levantemos aquí para decir, es necesario aplazar el voto femenino”.
De esta forma, pone en cuestión la defensa y apoyo de la mujer al nuevo régimen republicano, sin el cual, sin esa explícita adhesión, cree que es un error otorgar el derecho al voto, lo hace anteponiendo su republicanismo o, dicho de otra manera, anteponiendo la condición y conciencia política de la mujer al otorgamiento de un derecho que trataba de poner en igualdad de condiciones a la mujer con el hombre respecto a su libre participación en las cuestiones y decisiones políticas y sociales de la Nación. Estas palabras provocan el lógico enfado de la diputada Radical Sra. Campoamor;
“¿cómo puede decirse que cuando las mujeres den señales de vida por la República se les concederá el derecho a votar?, ¿es que no han luchado las mujeres por la República?”, y
asegura; “nadie como yo, sirve en estos momentos a la República española”. (Muy bien. - Aplausos).
Posteriormente, el socialista Sr. Ovejero, defenderá en un voto particular que se acepte el derecho de la mujer al sufragio con la condición de que sean mujeres españolas, “y al mismo tiempo que españolas, trabajadoras”, palabras que son recogidas entre los aplausos jubilosos de diversos sectores de la Cámara; añadía también que es partidario de conceder el voto “a las mujeres que hayan emancipado su conciencia del confesionario, que es el enemigo del espíritu democrático”,
condicionando, en esta ocasión, el derecho de la mujer a su sentimiento y conciencia religiosa.
Finalmente, en votación nominal, es concedido el derecho de voto a la mujer por 161 votos a favor y 121 en contra, un escaso margen de 40 votos.
Algunos datos relevantes sobre esta votación; el 75% de la minoría socialista votó a favor del Proyecto, el resto, un 25% se ausento en el momento de la votación (el sector Prietista, muy reacio siempre a la concesión del derecho), además, en esa misma mañana, se celebró una Asamblea de la ejecutiva del PSOE para asegurar el éxito del Proyecto constitucional dado que, a esas horas, estaba muy condicionado por las muchas dudas existentes en no pocos de sus miembros, el más reticente a ese apoyo se encontraba en el sector Prietista, como anteriormente he referido. El margen del éxito de la empresa era muy estrecho, la incertidumbre de que saliera adelante era manifiesta y es que, en aquellos momentos, se ponderaba más el rédito electoral que todo ello pudiera suponer que la urgente necesidad de dotar a la mujer de un derecho tan legítimo y demandado tanto tiempo atrás. Por otro lado, a la votación apenas asistieron el 50% de los diputados de la Cámara, es decir, el otro restante, de inequívoca significación izquierdista en la mayor parte de los casos, dejaba muy claro con su “silencio” su particular postura sobre tan trascendental debate. Entre los votos en contra del Proyecto se encontraban los de la mayoría de los diputados Radicales socialistas, la minoría Radical (a excepción de la Sra Campoamor) y la minoría del Sr. Azaña, Alianza Republicana; Martínez Barrios, Gordón Ordás, Kent, E. Ortega y Gasset, Galarza, Fatrás, José Salmerón, Franco, Cordero Bell, Menéndez, Pérez Madrigal, Feced, Sánchez Albornoz, Samper, Marraco, Guerra del Río, Alba, Gomáriz, Layret, López Goicoechea, Giral, Salazar Alonso, Bello y tantos otros ilustres diputados, fueron contrarios a su concesión; mientras, por las derechas, destacaban los señores Royo Villanova, Velayos, Cid, Lamamie de Clairac y Juan March, como elementos más significativos; es decir, en contra del mismo estuvieron la minoría Radical, los Radicales socialistas y casi toda Acción Republicana y, en menor medida y menor porcentaje, las llamadas "reaccionarias" derechas que en estos debates se postularon, generalmente, más decididamente favorables a otorgar el derecho del voto a la mujer (solo el 15% de los diputados de las derechas se mostraron contrarios al sufragio femenino, en las izquierdas ese porcentaje se elevó al 50%). Algunos diputados tras la votación explican su voto, como el Radical Álvarez Buylla que, al respecto, advierte de los peligros que ello supone;
“se ha inferido una puñalada trapera a la República”, “y vosotros habréis de tener en cuenta con la votación de hoy, habéis puesto el fuego en la mecha”.
Concluido el debate y, en los prolegómenos de la cuestión religiosa del Proyecto constitucional, el diputado Radical socialista, Sr. Galarza advierte a la Cámara (antes incluso de iniciarse el debate), que su minoría se ausentará de los debates de la cuestión religiosa porque apoyan el dictamen tal y como viene;
“defendemos el dictamen tal y como está, sin permitir que se le cambie ni una sola tilde”; palabras que dejan muy claro la postura de intransigencia de esta minoría que no admitía, ni tan siquiera, que el dictamen fuese discutido entre las distintas minorías, una circunstancia que, en sí misma, es la que legitima la propia función y labor de toda obra parlamentaria. Pero antes de la referida cuestión religiosa se trae a debate otro de los asuntos más polémicos del Proyecto constitucional, la cuestión de la propiedad y en la que se va a fijar la línea respecto a su carácter más o menos socializante. El Presidente de la Cámara, el socialista Sr. Besteiro y, en la defensa de un voto particular de su minoría, defiende postulados de siguiente tipo; “el Estado procederá a la socialización de la propiedad privada de manera gradual”, “El estado tendrá derecho en todo tiempo de imponer a la propiedad privada las transformaciones que convengan al interés público”, “en los casos en que la necesidad social así lo exigiera, el Parlamento podrá acordar la procedencia de una expropiación sin indemnización”, “los servicios públicos y las explotaciones que afectan al interés nacional, deberán ser nacionalizadas en el más breve plazo posible”; cree que es necesario hacer, a parte de la revolución política, una revolución social, una revolución “que puede ser o no sangrienta, según la posición en la que se encuentren nuestros adversarios”. (Grandes aplausos); y advierte, ciertamente desafiante; “si a nosotros nos cerráis las puertas (Rumores encontrados), entonces tendremos que decirles que la República no es realmente nuestra República, y que no podrá ser su República sino por medio de la insurrección”; incluso, hace ver que, si se les impide, llegarán a la movilización de todo el proletariado; “las insurrecciones irreflexivas, sin plan, sin método, como no sea un plan oculto e inconfesable que todos estamos padeciendo, nos parecerán un juego de chiquillos al lado de la movilización del proletariado que nosotros tendremos que hacer para abrir ese camino que nos cerráis”.
(Muy bien).
Estas palabras, en un tono extraña e inadecuadamente desafiante del Presidente de la Cámara, son proferidas y defendidas por la supuesta ala moderada de la minoría socialista, liderada por el propio Sr. Besteiro, en ellas, dejaba claro la postura socialista respecto al camino a seguir en el régimen republicano, el cual, parecían tomarlo como un pequeño paréntesis hacia otro tipo de posturas de marcado acento revolucionario y de profundo sesgo socializante en todos los órganos de la sociedad.
Por su parte, el diputado Radical Socialista Sr. Botella, desea situar el debate entre el posicionamiento de los socialistas, partidarios de una progresiva socialización, y el voto particular del diputado Radical Sr. Samper, más partidario de ir adaptándolo a las propias circunstancias del momento; a diferencia del voto de este último que sugiere el derecho de la indemnización por la expropiación, su minoría Radical Socialista admite
“la indemnización, pero establecemos también que en casos de necesidad social, podrá acordarse al expropiación sin indemnización”.
Tras una intervención del Presidente Sr. Alcalá Zamora y en la que se posiciona por una solución de consenso inclinándose por la expropiación de carácter social, el Sr. Botella toma la palabra para quejarse por este habitual proceder del Sr. Presidente de intervenir durante las discusiones de las enmiendas, le afea que sus palabras puedan influir en el voto final de las mismas, a su entender, la Comisión queda en una situación de desventaja. Esta intervención provoca unos momentos de enorme tensión que dan lugar a diversos incidentes en la Cámara; el presidente de la Comisión, el socialista Sr. Jiménez de Asúa, considera que el Sr. Botella ha hablado en nombre de la Comisión lo que provoca el consiguiente enfado del Presidente, Alcalá Zamora que, acto seguido pide la palabra y, al hacerlo, esta vez, tomaba posesión de su escaño en la bancada del partido Progresista; desde ese lugar critica con dureza a la Comisión y, en especial, al socialista Sr. Jiménez de Asúa, lamenta que no se haya entendido su difícil posición de tratar de ponderar los excesos o defectos que pueda haber en el articulado. Desde diversos escaños se pide la dimisión del Sr. Jiménez de Asúa a voces, lo que provoca que este abandone el salón y, visiblemente enojado, presenta su dimisión como Presidente de la Comisión; también, el Sr. Alcalá Zamora, igualmente enojado, amenaza con no volver a proceder en su doble función de Presidente y diputado. Tras muchos minutos de una gran tensión y confusión, se logra reconducir el debate y, finalmente, el Sr. Jiménez de Asúa decide rectificar en su actitud para volver a su puesto como miembro de la Comisión. Esta tensión se rebaja en la sesión del día siguiente, el 2, día en el que se aprueba el artículo 42 referente a la Propiedad, un artículo en el que se deja la posibilidad de que cualquier bien pueda ser expropiado sin indemnización por causa de utilidad social, teoría defendida por los socialistas de la Cámara. Sin duda, un pequeño paso más hacia la progresiva socialización de la propiedad.
El día 8 de Octubre se inicia, por fin, los arduos y enconados debates referidos a la cuestión religiosa; si ya antes las pasiones entre las distintas minorías parlamentarias eran evidentes, una vez acabado el debate de este articulado, estas diferencias serán del todo punto insalvables; así, la brecha política que ahora se abría en canal para ya no cerrarse, iba a tener también su triste reflejo en la sociedad española propiciando que, el conflicto social, se convirtiera desde entonces en una refriega casi continua tanto en el Parlamento como en muchas de las calles españolas.
Los socialistas se muestran favorables al Proyecto, defienden el laicismo, la separación de Iglesia y Estado, la disolución de las Órdenes religiosas, la enseñanza laica, etc., el Sr Fernando de los Ríos se dirige a los católicos afirmando; “venimos aquí con una flecha clavada en el fondo del alma, y esa flecha es el rencor que ha suscitado la Iglesia, por haber vivido durante siglos, confundida con la Monarquía, y haciéndonos constantemente objeto de las más hondas vejaciones”. (Grandes y prolongados aplausos de la Cámara).
Por su parte, la minoría Agraria y las derechas en su conjunto, muestran su profundo rechazo al Proyecto, piden enconadamente una Constitución para todos; el Sr. Gil Robles y, en relación a la disolución e incautación de los bienes de las Órdenes religiosas, asegura;
“atenta contra la libertad individual, contra el derecho de asociación, contra el principio de igualdad, tres artículos recogidos ya en la misma Constitución"; “entendemos que el proyecto constitucional es un proyecto de persecución religiosa, por lo que no podemos aceptarlo”,
y lo hace como representante de los millones de católicos del país. El líder de la minoría Agraria, Sr. Martínez de Velasco, no entiende en nombre de qué derecho se prohíben las Órdenes religiosas y se incautan sus bienes,
“si a todos los hombres se les permite asociarse para fines honestos y negáis a los católicos para poder realizarlo, en definitiva, lo que decís es que este fin no es lícito y que, por lo tanto, el ejercicio de esta religión en España es, con arreglo a la Constitución, prácticamente impracticable”. La nota más conciliadora la ponía esta vez la minoría Radical que, a partir de este bronco y polémico debate y, ante la deriva socializante e izquierdista de una buena parte de las minorías pertenecientes a la conjunción republicano socialista, iniciaba su acercamiento a posiciones más moderadas del espacio político con el propósito de tamizar ese carácter inequívocamente izquierdista de la Constitución que estaba produciendo una más que evidente perturbación en el conjunto de la sociedad española. Así, el Sr. Guerra del Río, aun defendiendo el laicismo de Estado, se muestra contrario al radicalismo de este artículo 24; como liberales que son, defiende la libertad de cultos, sugiere que es un error prohibir las manifestaciones religiosas en la calle, a su juicio, algo contradictorio con el derecho a la Manifestación, con el propio sentimiento liberal de su minoría; no entiende que ahora se cercene un derecho cuando sería el momento de dar libertad a todos los cultos y confesiones gracias a ese sentimiento decididamente liberal del Proyecto,
“sin más límites que los naturales que impone el orden Público”.
El día 9 sigue aumentando la intensidad del debate; el diputado de la minoría Agraria, Sr. Molina Nieto, advierte de la trascendencia del momento y en donde el mundo entero dice que está pendiente de si España deja, no ya de ser católica, sino incluso de ser religiosa; denuncia que no se está construyendo una democracia para todos los españoles, “podréis hacer un España republicana, pero os estrellaréis si pretendéis hacer una España anticatólica"; el pueblo se ha desbordado, no ya en el bolchevismo, sino en la anarquía desbordada que todos contemplamos con terror”. La nota anticlerical la ponen los señores Tapia y el propio Ministro Radical Socialista, Sr. Albornoz, manifestaciones que son recogidas entre el aplauso cuando no el alborozo de muchos sectores de la Cámara; el Sr. Tapia afirma;
“no creo que  la Iglesia sea una Asociación como todas las demás, sino que es peor que todas las demás”;
el Ministro de Justicia Sr. Albornoz, por su parte, lanza duros ataques contra la Iglesia y contra las Órdenes religiosas; defiende que la Constitución no llegue a ser una transacción, recuerda que otras Constituciones anteriores no lo fueron; así, se manifiesta partidario de que en la actual Constitución estén impregnados todos los dogmas e ideales de la Revolución del 12 de Abril;
“no más transacciones con el enemigo irreconciliable de nuestros sentimientos y de nuestras ideas”; “no os dejéis impresionar por ese fantasma absurdo de la guerra civil ni por el fantasma de la contrarrevolución, el peligro es otro”, ”El supremo peligro está en defraudar, en decepcionar a la Revolución (del 14 de Abril )”. (Grandes aplausos prolongados).
En la sesión del día siguiente, el 10 y, ante el cariz que está tomando el debate, interviene el Presidente Sr. Alcalá Zamora; lo hacía intentando poner una nota de cordialidad y de acercamiento entre los diferentes postulados y planteamientos hasta ahora formulados. Pide una Constitución para todos y un trato igual para la Iglesia como para las demás instituciones; “vengo a defender aquí, la conveniencia y la paz de todos los españoles, a cumplir el deber de todos los republicanos, y amparar el derecho de todos los católicos”.
Trata de sacar y, debido a su condición de católico, una lanza a favor del sentimiento de los católicos españoles, cree que después de haber proclamado la igualdad entre todos ellos, “el derecho de los católicos sufre en el proyecto de la Constitución, estas limitaciones: una merma evidente del derecho de elegir profesión, esclavizar en diversas aplicaciones el derecho de reunión, una restricción de la garantía de la propiedad, más o menos afirmada para todos, otra mutilación del derecho de enseñar, una merma del derecho de asociación, y en definitiva, un desconocimiento relativo de la propia practica de Culto y de la religión como pleno,  porque se trata de una Iglesia que afirma a los fieles que pudiendo ser laicos o Clero, pueden los unos y los otros pertenecer a otros grupos que la Constitución no puede omitir”. Concluye reafirmando su postura de concordia; “En bien de la República, en el bien de la Patria, yo os pido una fórmula de paz”. Estas palabras conciliadoras caían en saco roto nada más sentarse en su escaño pues, en la siguiente intervención, toma la palabra el socialista catalán Sr. Samblacat, otro de tantos diputados de clara tendencia anticlerical que, en esta ocasión, se marca un discurso de un carácter profundamente antirreligioso e irreverente con el que parecía desear molestar, cuando no ofender a los sentimientos religiosos; “Nosotros somos partidarios de cultivar y de depurar ese sentimiento religioso, de humanizar la religión, de humanizar incluso a Dios, haciendo bajar al tirano del Cielo a la Tierra”; "somos partidarios de humanizar al sacerdote, casándole, para que sepa lo que es bueno (Risas en la cámara). Somos capaces de humanizar al sacerdote, elevándole a la categoría de ciudadano y de trabajador, poniéndole en la mano una azada, un pico, un martillo o una pluma, y es esta forma, consideramos resuelto el problema religioso desde el punto de vista del sentimiento”.
Con este estado de pasión y de profundos y enconados desencuentros, se llega a una de las sesiones más históricas de la breve historia parlamentaria republicana, es el 13 de Octubre de 1931, una larguísima sesión que concluye con los primeros rayos de luz de la mañana del día 14; desde esta fecha, queda definitivamente patente la división irreconciliable entre lo que se ha venido en denominar las 2 Españas. Las derechas, firmes defensoras de los intereses de los católicos, piden no ser discriminadas por el nuevo régimen, sus argumentos e invitaciones a posturas de acercamiento no solo no son atendidas sino que, ni siquiera, son escuchadas con el debido decoro y atención por la mayoría izquierdista de la Cámara, un conjunto de izquierdas que sacan a relucir una férrea posición de marcado acento anticlerical anteponiéndolo a fórmulas de consenso y entendimiento. Inicia el debate el diputado agrario Sr. Guallar, denuncia la persecución a los sentimientos religiosos; “se dará en este caso, que el pueblo más católico del mundo, que es España, este regido por la Constitución más laica y antirreligiosa de todas, excepto las de México y Rusia, se dará este contrasentido, un Estado laico en una Nación católica”.
Cree que la Constitución esta movida por concepciones subjetivas de los miembros de la Comisión y no se apoya sobre las distintas realidades de la nación;
“La Constitución debe amoldarse al ritmo de la vida nacional, para conservar la convivencia y la concordia social”.
Tras su intervención se levanta el Sr. Azaña que pronuncia, en uno de sus habituales largos e interminables discursos, una de las frases más icónicas emitidas en el parlamento republicano; “España ha dejado de ser católica”. Su intervención marca un antes y después en la discusión del ya de por sí polémico artículo, y es que desea introducir en el mismo la disolución de la orden de los jesuitas, algo que no estaba incluido en el dictamen de la Comisión, un añadido que lejos de acercar posturas, va a enquistar más las diferencias entre izquierdas y derechas.
Muestra su postura favorable a la separación de Iglesia y Estado, la enseñanza laica o la nacionalización de los bienes de la Iglesia, expresa su tácito rechazo a las Órdenes religiosas, se ensaña especial y gravosamente con la de los jesuitas. Tras su intervención, la orientación del dictamen cambia, se incluye en él su propuesta de la disolución de la Compañía de Jesús y, a consecuencia de esta defensa explícita que hacía el Sr. Azaña de la disolución de las Órdenes religiosas, se orientaba a que, por encima de todo, tengan en su poder la herramienta de la Enseñanza;
“Eso jamás. Yo lo siento mucho, pero esta es la verdadera defensa de la República”. Reitera que España “ha dejado de ser católica a pesar de que existen muchos millones de católicos”, cree que desde el pasado siglo, “el Catolicismo ha dejado de ser la expresión y el guía del pensamiento español”; considera que el número de creyentes no justifica la religiosidad de un país, "no es la suma numérica de creencias o de creyentes, sino el esfuerzo creador de su mente, el rumbo que sigue su cultura”; y por ello, cree que es deber del Estado atender a este nuevo rumbo que demanda la sociedad española. Respecto a lo que piense la Iglesia dice y, sacando a relucir su proverbial arrogancia, que a él le resulta indiferente; “¿Le conviene?, ¿no le conviene? Yo lo ignoro; además no me interesa; a mí lo que me interesa es el Estado soberano y legislador”.
El Sr. Azaña era conocido por su condición manifiestamente anticlerical y estas palabras eran solo un botón de muestra de esa convicción personal; en su argumentación se produce una evidente contradicción, señala que España había dejado de ser católica sin tener en cuenta, no ya que una gran número de españoles eran católicos, sino que la mayoría de los españoles tenían esa condición e, independientemente, de su filiación y conciencia política; sin embargo, a la hora de condicionar la orientación doctrinal de la Constitución, en su opinión, esta tenía que tener un componente ideológico de izquierdas dado que la mayoría de la Cámara tenía esa condición izquierdista y republicana, es decir, que para ello si era condición imprescindible el número y la cuantía de una mayoría sobre las minorías, para ello si era entonces condición innegociable el fijar una ideología y un ideario partidista e incluirlo en una Constitución que, con rigor ético y jurídico, debería ser justamente lo contrario, ser confeccionada para todos. Su argumentación cae por su propio peso, y es que su pensamiento no deja de reflejar un vulgar sectarismo impropio de un alto magistrado de la Nación española en un momento de tan indudable trascendentalidad y más, cuando se está debatiendo y legislando sobre una materia que rebasaba sobremanera las sensibilidades del conjunto de la sociedad española. En estas condiciones, debiera ser menester y casi exigible, un posicionamiento político de alto vuelo, alejado de cualquier postulado arbitrario y sectario, tan perjudicial y gravoso en una materia donde las pasiones habían llegado a separar a la sociedad en frentes casi irreductibles. Lamentablemente, el Sr. Azaña y muchos de sus correligionarios, adoptaron una posición diametralmente opuesta y que, a la postre, resultaría fatal para los intereses generales de la Nación, tanto de los católicos como de los no católicos; un enfrentamiento que bien pudiera haberse evitado si los altos dignatarios republicanos hubiesen tenido una postura de transigencia y una altura de miras más favorable al entendimiento, superando intereses partidistas y sectarios que nada favorecían a un régimen que todavía estaba muy lejos de ser consolidado y asentado; un régimen que está en vías de consolidarse no puede, en modo alguno, fomentar políticas tendentes a la división y la inestabilidad social, al revés. Se imponía así un criterio de clase; la mayoría parlamentaria, representada por el conjunto de la elite política republicana, parecía ser de mejor condición que la mayoría social, la del pueblo; la Constitución iba a ser formulada ante la intransigencia de unas elites políticas que no parecían tener en cuenta la opinión de una ciudadanía a la que supuestamente decían representar (de hecho, recordemos que no sería refrendada por el pueblo).
Finalizada la intervención del Sr. Azaña y tras un largo receso de más de tres horas (destinado a que la Comisión tomase una determinación al respecto del nuevo enfoque que se quería dar al dictamen), se presenta uno nuevo en el que se incluye una de las peticiones del Sr. Azaña, la disolución de la Compañía de Jesús. Desde la intervención del Sr. Azaña, el debate se vuelve muy bronco, con duros enfrentamientos entre la gran mayoría de izquierdas y las escasas minorías Agraria y Vasconavarra, con frecuentes y recurrentes excesos verbales cuando no amenazas directas y duras acusaciones entre los miembros de las distintas minorías, muy especialmente, provenientes de la bancada de la minoría Radical Socialista que saca a relucir un meditado y profundo anticlericalismo.
Los agrarios, ante la deriva que va tomando el Proyecto, pasan al ataque; el Sr. Lamamie de Clairac advierte;
“nosotros no tenemos más remedio que ir contra esta Constitución, que en modo alguno podemos acatar"; "nosotros dentro de la República, si la República es comprensiva, pero si la República es sectaria y nos persigue, no tendremos más remedio que ir también contra la República”. (Fuertes rumores). El Sr. Guallar, por su parte, con una Cámara muy hostil hacia su persona (es sacerdote), defiende diversas enmiendas solicitando que se mantenga el Presupuesto del Culto y Clero y que no se nacionalicen las Órdenes religiosas ni se confisquen sus bienes; se hace así benefactor de la postura que defiende el conjunto de los católicos; “Tengo un Ejército, pagadlo; tengo una Magistratura, pagadla; tengo una religión, que podrá no ser la vuestra, pero es la mía, pagadla también”,
se pregunta; “¿cómo se va a acometer la injusticia manifiesta de privar a los hombres que entraron en la carrera sacerdotal de unos emolumentos que el Estado se comprometió a pagarles y que le son necesarios para vivir?”. El ambiente de la Cámara se va haciendo sumamente tenso, las minorías Vasconavarra y Agraria vuelven a elevar sus protestas por el cada vez más insoportable ambiente de la Cámara, sumamente hostil a sus intervenciones, minorías que sufren innumerables interrupciones durante sus intervenciones y en las defensas de sus enmiendas; en este punto, censuran la nueva redacción del dictamen a cuya reunión, aseguran, no han sido siquiera convocados sus dos representantes (miembros de la Comisión dictaminadora…), piden las oportunas explicaciones de todo ello. Seguidamente, es el propio Sr. Gil Robles el que denuncia como se ha enterado de la modificación del dictamen, refiere que ha sido producto de la casualidad; por su parte, el vasconavarro Sr. Leizaola, se sitúa en la misma línea, censura que en la nueva redacción del Proyecto aparezca de repente la petición expresa de la expulsión de la Compañía de Jesús, algo que se ha producido tras la intervención del Sr. Azaña hace unas pocas horas, algo que sucede con la prohibición a las Órdenes de ejercer la docencia, dos nuevas cuestiones que dice no estaban planteadas en el anterior dictamen, lo que empeorarían la redacción del mismo. Tras su intervención, el diputado vasconavarro Sr. Pildaín, estima que es impropio de un Parlamento debatir la trascendencia de un debate como este a altas horas de la madrugada, no sabe si con el fin de evitar alteraciones y desórdenes en la calle. Visiblemente enojado y, sorprendentemente (por su condición de sacerdote), manifiesta de forma poco afortunada, que la doctrina católica puede amparar tres tipos de posicionamientos ante una Ley tan injusta:
“la de la resistencia pasiva; segunda, la de la resistencia; y tercera, la de la resistencia activa a mano armada”. (Grandes protestas. Muchos señores Diputados increpan al orador).
Sus duras e inadecuadas palabras, ante la excitación producida en la Cámara, las trata de excusar advirtiendo de la gravedad de otras manifestaciones en sesiones pasadas del Sr. Besteiro, que llegó a amenazar con la insurrección si no eran atendidas las demandas socialistas en relación a la socialización de la propiedad y sin que por ello se levantase una sola voz en la Cámara.
Tras esta intervención, el Sr. Gil Robles, cree que se está ejerciendo “un ataque directo que se formula a la libertad de enseñanza”;
considera que ese monopolio del Estado sobre la enseñanza es peligroso dado que, el Estado, en un futuro, puede estar representado por un régimen comunista o similar;
“mañana puede ser comunista; otro día puede ser imperialista”; así, ante estos peligros, cree que los padres deben ser libres para elegir el tipo de educación que quieren para sus hijos. En su opinión, este nuevo dictamen es tan persecutorio como el anterior; “quizás lo sea más, porque incluye elementos que más pérfidamente pueden ir a la consecución del objeto que os proponéis”,
y añade; “hemos de lanzarnos a la conciencia católica del país a decirla, el dictamen que se ha aprobado con el voto de unos y la complicidad de otros, es un principio netamente persecutorio que los católicos no podemos aceptar, y desde este mismo momento, nosotros ante la opinión española, declaramos abierto el nuevo periodo constituyente, porque de hoy en adelante los católicos no tendremos más bandera de combate que la derogación de la Constitución que aprobéis”; “Señores, de hoy en adelante no podemos continuar”; “Hoy, frente a la Constitución, se coloca la España católica, hoy al margen de vuestras actividades se coloca un núcleo de diputados que quiso venir en plan de paz, vosotros les declaráis la guerra, vosotros seréis los responsables de la guerra espiritual que se va a desencadenar en España”;
concluye advirtiendo que, a partir de este momento, duda seriamente de la presencia de su minoría en la Cámara; “perdonar que haya sido demasiado extenso, yo no lo quería, pero tal vez sea el último discurso que pueda pronunciar en esta Cámara”. (Aplausos en las minorías vasconavarra y agraria). Tras él, el Sr. Alcalá Zamora lamenta el estado de pasión a la que ha llegado la Cámara, desea justificar su voto respecto al dictamen; “en nombre de una convicción liberal, que no reniega ni temo, mi parecer es contrario al dictamen tal y como queda redactado”.
Refiere que el primitivo dictamen sin duda lo hubiese suscrito pero, debido a las sucesivas transformaciones que ha ido sufriendo durante la larga sesión, ha cambiado la orientación de su voto. Las diferencias de criterio en el seno del Gobierno respecto al mismo y, tras estas manifestaciones del Sr. Alcalá Zamora, quedaban públicamente de manifiesto. A continuación, la minoría Radical socialista en la voz del Sr. Galarza, tilda a las derechas de
“enemigas de la República”, asegurando además que, “para salvar la República y para no olvidar la Revolución que hemos hecho, es preciso que se disuelvan todas las Órdenes religiosas”. No parecían muy dispuestos a trabajar sobre los senderos del entendimiento y el diálogo sino más bien todo lo contrario, la revolución, “su revolución” era la excusa esgrimida para llevarse por delante todo lo que fuera menester. Así, finalmente se aprueba el tan discutido artículo por 178 votos a favor y 59 en contra. Tras su aprobación, se producen grandes aplausos y se emiten varios vivas a la República a la vez que, los miembros de la minoría Vasconavarra, profieren gritos de viva la libertad, se producen momentos de gran confusión; un grupo numeroso de diputados se acerca a la minoría Vasconavarra y tiene lugar una agresión al Sr. Leizaola a cargo del diputado socialista Sr. Cáceres; en este ambiente, más parecido al de un cabaret nocturno que a un Parlamento, concluye la sesión a las 7 y 35 de la mañana. La diáspora social y política en España había conocido hoy su punto de no retorno, esta tensión, casi insoportable en el Parlamento, desde entonces iba a ser trasladada a las calles españolas con consecuencias fatales para todos.
Unas horas más tarde, ya día 14, se abría la sesión con la noticia de la dimisión del Sr. Alcalá Zamora, sus últimas manifestaciones en la sesión de ayer, dejaban un significativo parecer contrario a la nueva postura oficial gubernamental. Su dimisión no era la única, el Ministro de la Gobernación, Sr. Maura, presentaba la suya, su condición de católico había podido a su condición de nuevo republicano. La crisis se intenta finiquitar nombrando durante la misma sesión al Sr. Azaña como nuevo Presidente del Consejo de Ministros, un movimiento dirigido a dar un tono aún más izquierdista al Gobierno Provisional de la República; de esta forma, enmendar el Proyecto de la Constitución hacia postulados más moderados y con una menor carga ideológica para así hacerlo más cercano a un mayor número de españoles, pareciera convertirse desde entonces en una mera ilusión; así, el régimen levantaba un nuevo muro en su ya de por sí difícil y espinoso proceso de consolidación. Y, en efecto, las palabras del Sr. Azaña en su presentación como Presidente lo dejaban meridianamente claro, no parecían dejar lugar a la duda: “Nosotros haremos respetar a la República, tiene derecho a ser respetada por ser fruto de la voluntad nacional, por tener un Ministerio que sale de la voluntad de las Cortes, tiene derecho a ser respetada, repito, y si no fuese respetada, el Gobierno la hará temer”. (Aplausos); “La República es de todos los españoles, gobernada, regida y dirigida por republicanos, y ¡ay del que intente alzar la mano contra ella!”.
El día 15 se abre la sesión con la noticia de que la minoría Agraria ha decidido ausentarse del resto de deliberaciones del Proyecto de la Constitución ante la intransigencia de las mayorías y el cariz que ha ido tomando los debates sobre el mismo. Así, en ausencia casi total de la oposición, se aprueba sin apenas debate el polémico artículo que proclama que el culto religioso debe tener carácter privado; cualquier manifestación religiosa, incluidas las procesiones, deberían ser autorizadas previamente por el Gobierno, una condición que no era exigida para ninguna otra confesión, asociación, partido o sindicato.
En la sesión del día 20 tiene lugar la discusión sobre la cuestión de la enseñanza; se aprueba el artículo 46 en el que se reconoce la enseñanza laica, la escuela única estatal, la gratuidad de la enseñanza primaria y la libertad de cátedra.
En esta sesión se aprueba una de las leyes más discutidas de los cinco años de parlamento republicano, el Proyecto de Ley de la Defensa de la República, Ley que faculta con poderes excepcionales al Gobierno, en especial, al Ministro de la Gobernación y con el objeto de prevenir agresiones contra el régimen republicano, una Ley que, en ausencia de la oposición, se aprueba con solo cinco votos en contra. Entre las prerrogativas que se conceden al Ministro se incluye la prohibición
“de la difusión de noticias que puedan quebrantar el crédito o perturbar la paz o el orden público”; “Toda acción o expresión que redunde en menosprecio de las instituciones u organismos del Estado”; “la apología del régimen monárquico o de las personas en que se pretenda vincular su representación, y el uso de emblemas, insignias o distintivos alusivos a uno o a otras”; “la falta de celo y la negligencia de los funcionarios públicos en el desempeño de sus servicios”. Así mismo, el Ministro de la Gobernación, "podrá suspender las reuniones o manifestaciones públicas de carácter político, religioso o social cuando por las circunstancias de su convocatoria sea presumible que su celebración pueda perturbar la paz pública”; “Para clausurar los Centros o Asociaciones que se considere incite a la realización de actos comprendidos en el artículo 1 de esta ley”, etc.
El Radical Sr. Alba, critica duramente esta Ley de excepción, una Ley que se ha traído sin la posibilidad de siquiera ser debatida, al respecto de las arbitrariedades de la Ley, afirma;
“Creo señores diputados, que la República no corre ningún riesgo, que el peligro comunista, al que parece aludirse más que nada en las conversaciones de los pasillos, tiene su tratamiento posible y eficaz con otros medios. Sin embargo, cree que tal y como está redactado, parece la mira dirigirse hacia otros objetivos”.
Por su parte, el diputado Independiente Sr. Ossorio y Gallardo, también advierte de las arbitrariedades de la Ley, se muestra precavido con artículos como el que hace referencia a la apología del régimen monárquico;
“porque en un sistema liberal cabe hacer, dentro del respeto de las leyes, la apología de sistemas al que prevalece, y si no admitimos esto, no queda ni recuerdo de la libertad”.
Cree que lo más grave es que todos los mecanismos de la Ley quedan bajo la custodia y fiscalización exclusiva del Ministro de la Gobernación, en este caso, el Sr. Casares Quiroga, que estaba facultado para "interpretar" que era o podía suponer una agresión a la República, todo ello, sin la necesidad de un juicio o pasar por el filtro de la Justicia.
El ahora nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Azaña, afirma respecto al polémico Proyecto de Ley que este debe dotar a la República de los mejores mecanismos para su autoprotección y que, tras siete meses de experiencia de Gobierno y, dado el gran volumen de asuntos internos a resolver, era conveniente dotarla de garantías legales desde las Cortes para protegerla de sus enemigos, asegura que no son medidas para la protección del Gobierno sino para la propia institución de la República. Y así, sin que falte su ya conocida dosis de arrogancia, deja una clara exposición de sus intenciones futuras, en concreto, respecto a la función de la Prensa dentro del régimen republicano;
“¿Quién tiene que temer de su aplicación?, de ninguna manera la verdadera Prensa, la Prensa que vive a la luz del día, dentro de las leyes, y que respeta su decoro y el ajeno, pero a las hojas facciosas y a las pequeñas bellacadas clandestinas que andan circulando por toda España, llevando a todas partes el descrédito de la institución republicana y de sus hombres, y del Parlamento, y de los diputados, y de su obra legislativa, ¿a eso vamos a llamar Prensa, a esos reptiles que circulan por la sombra, que van de mano en mano, corriendo por los rincones de la península y sembrando el descrédito o la burla o las malas pasiones? Eso no es Prensa Sr. Royo Villanova, eso no es Prensa y contra eso vamos”.
La Ley se aprueba sin apenas discusión, sin apenas debate alguno y en ausencia de oposición parlamentaria debido a que las minorías Agraria y Vasconavarra permanecen ausentes de los debates parlamentarios desde el pasado 13 de Octubre; una Ley de excepción que, sin duda, socavaba y cercenaba, bajo una aparente cortina de normalidad y legalidad, muchas de las libertades que la República decía amparar al albur de su supuesta condición democrática y liberal; a tal efecto, recordemos que la Constitución recogía en su articulado, entre otras cosas, acerca del libre ejercicio de la libertad de expresión: "Toda persona tiene derecho a emitir libremente sus ideas y opiniones, valiéndose de cualquier medio de difusión y sin sujetarse a la censura previa". Debido a la promulgación de esta Ley, muchos sectores de la sociedad vivieron fiscalizados, demonizados, en muchos de los casos, por su mera condición de monarquismo o catolicismo, condición bajo la cual no pudieron disfrutar de las mismas garantías, libertades y derechos de las que si disfrutaban el resto de ciudadanos. Las suspensiones de periódicos a raíz de la publicación de esta Ley se multiplicaron, fueron innumerables y reiteradas; cualquier opinión que tendiese a menoscabar el crédito de la acción gubernamental, era puesta bajo sospecha y se pasaba por el filtro de la censura y con la amenaza de la multa correspondiente; fueron muchos los diarios, rotativos y publicaciones que fueron suspendidas y que encontraron todo tipo de impedimentos y dificultades para salir a la calle, las multas, coacciones y suspensiones estuvieron a la orden del día tras la publicación de esta Ley que cercenaba, sin duda, las garantías y el derecho a la libertad de expresión y de Prensa. El régimen de la presunta total garantía de derechos y libertades universales, con este Proyecto, quedaba definidamente dilapidado.
En las siguientes sesiones del mes de Octubre se debate el tema de la Lengua; el Sr. Unamuno advierte de los peligros de dejar la enseñanza primaria en manos de los regionalistas catalanes, defiende que la enseñanza oficial de Estado sea el castellano en todas las regiones;
“Las regiones autónomas podrán, sin embargo, organizar enseñanzas en sus respectivas lenguas; naturalmente, los comunistas podrán hacerlo en esperanto o ruso”. Sin embargo, para el Presidente del Consejo, Sr. Azaña, estas peticiones son claramente
“españolistas”,
cree que para que triunfe la República y su revolución es necesario resolver de una vez por todas el problema de Cataluña y hacerlo sin enarbolar la bandera del españolismo; afirma que a las minorías catalanas no las pueden ahora defraudar “presentándonos como enemigos de las reivindicaciones de Cataluña”. (Grandes aplausos).
Así, tras estas palabras, quedaba rechazada la enmienda del Sr. Unamuno.
Finalizando ya el mes, se debate sobre el asunto de la bicameralidad. Los socialistas, desde un primer momento muestran su firme rechazo a la segunda Cámara, al Senado; el Sr. Prieto aprovecha para criticar la deriva centrista del partido Radical intentando ocupar la posición de los ausentes agrarios mientras que, el Radical Socialista, Sr. Galarza, ataca con dureza a las derechas parlamentarias afirmando;
“pues que no se quejen ahora las derechas españolas inexistentes porque esta Cámara izquierdista haga una Constitución izquierdista, porque en la Constitución tenemos que volcar el espíritu revolucionario”; “a España no podemos darle más que una Constitución que represente ese espíritu, porque si no hacemos esto, ellos nos amenazan con una Guerra Civil que saben que no pueden hacer”.
Los socialistas tratan de asociar al Senado con una Cámara solidaria con el régimen monárquico y favorecedora de los intereses de clase de la burguesía y, por tanto, de las derechas parlamentarias.
Las mayorías, finalmente y, solidarias de esta política de clase, impondrán el criterio de una sola Cámara en el Proyecto constitucional.
El día 29 se aprueba que la elección del Presidente de la República será decidida por las Cortes y por un número de compromisarios igual que al de Diputados, medida defendida, especialmente, por la minoría socialista y en contra de las tesis de los radicales que se posicionan más a favor del sufragio puro universal y de la voluntad del pueblo. Resulta curioso ver que los socialistas fueran los firmes defensores de todos aquellos postulados en los que el pueblo es el máximo garante y fiscalizador de la soberanía popular mientras que ahora, sin embargo, no fiaban en él la elección de la más alta magistratura republicana, sin duda, una prueba más de su decidido propósito de controlar todas los resortes institucionales de la República para sus fines partidistas pasando por encima del auténtico interés común y general; una idea de la que nunca se separaron, y es que vincularon siempre el régimen republicano a sus exclusivos intereses de partido y de clase, sin los cuáles, la República no era suficiente ni aún menos les resultaba válida y factible. Por último, señalar que, tras dos semanas de ausencia, los diputados de la minoría Agraria volvían a ocupar sus escaños en la Cámara republicana.
NOVIEMBRE 1931
 
Con las minorías de la derecha asistiendo casi como meros espectadores (ante la escasa repercusión y notoriedad de sus propuestas) a los debates de la Constitución, los debates sobre esta bajan en intensidad permitiendo acelerar la discusión y posterior aprobación de su articulado. Circunstancia que aprovecha el Ministro de Trabajo, Sr. Largo Caballero que, en estas más sosegadas sesiones parlamentarias (a las que siempre mostró un gran desafecto), irá fijando y diseñando, con el apoyo de numerosos Decretos extraparlamentarios, la obra social y laboral de un marcado e inequívoco sesgo socialista y que tanta conflictividad social generará en los próximos años. De este modo, las leyes referentes a los Jurados mixtos, al marco de los acuerdos entre obreros y patronos, irán tomando forma sin pasar por el filtro parlamentario, dirigiendo así la lucha de clases socialista al difícil y complicado terreno laboral y social.
El día 3 hacía acto de presencia en la Cámara el Sr. Balbontín, un diputado que, durante el transcurso de la legislatura, se arrogará para sí la representación de los comunistas en España, diputado que hizo suya la amenaza, el insulto y la provocación dentro de la Cámara. Ya desde su primera intervención en esta, dejará muy claras sus intenciones y propósitos; palabras incendiarias, llamadas a la violencia, insultos, etc., todo un nutrido y variopinto repertorio que hizo incrementar, sin duda, la ya de por sí deteriorada convivencia parlamentaria y la erosión de un clima que, por momentos, se hacía irrespirable; con su palabra y su proverbial insensatez sería, sin duda, uno de los mayores responsables de lo que años después estaría por venir. Y sí, en él se puede emplear, sin temor alguno a equivocarme, el término y el calificativo de irresponsable, incluso "culpable", y es que sus frecuentes intervenciones, nunca dejaron lugar a la duda de sus execrables y violentos propósitos. He aquí un breve extracto de su primera intervención en la Cámara:
“Todo hace prever de un momento a otro va estallar en España, estallará tarde o temprano, depende del arte del Gobierno, una lucha violenta entre las fuerzas reaccionarias y las fuerzas de la Revolución”; “hay en este momento unos cuantos hombres de buena fe, que estamos dispuestos a morir en la calle antes que tolerar la indignidad de una dictadura republicana”. Esta era su carta de presentación a la Cámara y ante los sufridos españoles, similares a esta, vendrán muchas más.
Al día siguiente, el 4, se debate el artículo 80 sobre las facultades del Presidente de la República, un Presidente que podrá disolver las Cortes hasta un máximo de dos ocasiones. El Sr. Alcalá Zamora defiende un voto contrario a limitar estas facultades presidenciales y en contra de las tesis y argumentos de socialistas y radicales socialistas, tendentes a limitarlas; se impondrán los deseos de estos últimos. En este mes se irían aprobando, con un grado de crispación muchísimo menor, distintos artículos del Proyecto constitucional; las minorías de la derecha, ante la dificultad y la nula repercusión que encuentran sus propuestas, dejaban pasar los días simplemente dando acto de fe, con su mera presencia, de todo lo que allí ocurría; por su parte, las mayorías parlamentarias, aprovechan la oportunidad para confeccionar y aprobar más apresuradamente el articulado del Proyecto sin por ello rebajar un ápice su sentido izquierdista (como ya advirtiera el pasado mes de Agosto el socialista Jiménez de Asúa) y, por tanto, el tan meditado tono arbitrario del mismo. Se discuten sin la menor dilación, artículos concernientes a la Justicia, Hacienda, funciones presidenciales, Tribunal de Garantías constitucionales, etc. Destacar, si acaso, la sesión del día 17, cuando entre la abultada y, por momentos, atropellada labor legislativa del Parlamento, se trae a debate una enmienda del partido Federal que, en la voz del Sr Hilario Ayuso, solicita se acabe con lo que empezaba a ser ya una mala praxis gubernamental y en lo referente a aprobar por Decreto diferentes Proyectos de Ley, una maniobra que pretendía eludir su debate en sede parlamentaria. En este caso, se hacía referencia a un artículo de uno de los muchos Proyectos que el Ministro de Trabajo, Sr Largo Caballero, promulgaría, el referido a la creación de las Delegaciones Provinciales del Trabajo, un Proyecto presentado el pasado 2 de Octubre y que aún estaba pendiente de ser dictaminado por su respectiva Comisión parlamentaria. Así, sin pasar por el debido filtro reglamentario, su discusión en la sede de la soberanía nacional, el Parlamento, aparecía ahora repentinamente publicado como Decreto en La Gaceta (excepto algunos de sus Capítulos, el VI y el VIII); al respecto, el Sr Ayuso afirma; “Ni nos molesta, en cierto modo, el fondo de la cuestión; lo que hacemos es defender el fuero del Parlamento, porque no es ya el primer caso en que, estando reunidas las Cortes Constituyentes, se legisla por Decreto, y esto, sencillamente, es intolerable (Rumores.- Un Sr Diputado: Exacto)”, y añadía: “No es legítimo ni lícito legislar por Decreto mientras el Parlamento esté funcionando”, estima que de seguirse con este procedimiento “en ese caso,  sobramos como parte integrante del Poder legislativo, como legisladores legítimamente elegidos por el pueblo, o estamos a dos pasos de la dictadura, y para eso sobre el Parlamento”. En efecto, no sería esta ni la primera ni la última vez que se postularía por este dudoso arbitrio "democrático", y es que, quizás, tras ello, no solo trataba de ocultar su poco gusto a expresar y explicar sus Proyectos e ideario en sede parlamentaria (parecía preferir hacerlo en  los foros mitineros y plazas públicas con público fiel y sumiso), también su firme y decidida apuesta por socializar todo lo concerniente a las relaciones laborales entre patronos y obreros; y es que la lucha de clases iba a tener en su Ministerio de Trabajo la mejor de las propagandas y el mejor laboratorio desde el cual hacerla extensiva, como una mancha de aceite, por todo el conjunto del territorio español. Fueron contadas las ocasiones en las que se levantó de su escaño para defender obra legislativa alguna o contestar y replicar a dudas o cuestiones planteadas sobre su labor y ejecutoria al frente del mismo; serán muchos los diputados que censuren durante la legislatura estos silencios del titular de la cartera de Trabajo. Finalmente, la propuesta del partido Federal sería rechazada por amplia mayoría; al respecto, decir que estos Delegados Provinciales de Trabajo, serán muy discutidos por las oposiciones parlamentarias al entender que eran los ejecutores de las políticas sectarias del Ministerio de Trabajo, consideraban que actuaban en favor de los obreros y, en especial, de aquellos afines al sindicato UGT, una ejecutoria en la que tenía todas las de perder la clase patronal. Con la presencia de estos Delegados Provinciales, la cuestión social y laboral, lejos de encauzarse, iniciaría desde ese mismo instante una deriva de agitación e inestabilidad constante que acompañaría al régimen republicano hasta el fin de sus días; ningún Gobierno lograría dar estabilidad ni dar con la solución a las siempre complicadas relaciones entre obreros y patronal.
DICIEMBRE 1931
 
Son pocas las sesiones que tiene lugar en este mes. Destacar que Diciembre iba a ser el mes en el que se aprueba finalmente la Constitución republicana y en el que sería nombrado Presidente de la República, el Sr. Alcalá Zamora. Decir también que, en el curso del mismo, tiene lugar la primera gran crisis de Gobierno; del Gabinete confeccionado por el Sr. Azaña saldrían los radicales, la conjunción republicano socialista perdía la principal seña de identidad del republicanismo español representada por esta minoría Radical, una minoría que, ya por entonces y recién aprobada la Constitución, mostraba su profundo desafecto por la continuidad y el protagonismo que dentro del Gobierno se estaba otorgando a los socialistas y a los que culpaban de ser los protagonistas y el principal factor de la división política y social que, ya por entonces, padecía una buena parte de la sociedad española. El Sr. Azaña fue, sin duda, el principal artífice y valedor de esta salida de la minoría Radical, no mostró el más mínimo reparo en seguir contando con la colaboración preferente de los socialistas marcando así un rumbo claramente socializante e izquierdista a la obra gubernamental, una postura que obligaría a los radicales a dar un giro a su política para ocupar, desde entonces, el espacio del centro político y social español; en ese arriesgado viraje lo apostaban todo (pese a su inequívoco ideario de izquierdas al que nunca renunciaron) a incrementar la base social republicana desde posiciones con una indudable menor carga y pesos ideológicos.
Destacar la sesión del día 1, sesión en la que el diputado azañista de la minoría de Alianza Republicana (AR), Sr. Peñalba, defiende que se posponga ahora la concesión del voto de la mujer hasta después de las elecciones municipales, todo ello, pese a estar ya incluido en el Proyecto constitucional. La Proposición es defendida por radicales y federales; al respecto, el diputado Federal Sr. Barriobero, afirma;
“la mujer casada no debe tener voto, debe gozar de este voto la mujer soltera, mayor de edad, la viuda y la divorciada”; “pero también con condiciones, porque vamos a tener en la calle, hoy o mañana, a 33.000 monjas y a estas no se las puede conceder el derecho a votar”. El Radical Sr. Guerra del Río, por su parte, anuncia igualmente; “Pues nosotros en este caso, al votar la enmienda votamos con los republicanos, con Victoria Kent, con Margarita Nelken, y en contra de la extrema derecha”. La enmienda es solo rechazada por 4 votos, 131 contra 127, es decir, por muy estrecho margen, el derecho del voto de la mujer estuvo a punto de ser suspendido, una Proposición que fue defendida por la casi totalidad de la minoría Radical, Federales, azañistas de AR, Radicales socialistas, y algún socialista como el Sr Esplá (como ya hicieran en el articulado de la Constitución, el sector Prietista se ausentó de participar de nuevo en la votación….). Una nueva y evidente muestra de cómo anteponían los intereses de partido a los intereses comunes y nacionales, supeditados, en no pocas ocasiones, a una condición de rango menor. (Solo un cambio de signo de dos votos, en una Cámara de casi un 80% de actas de izquierdas, hubiese dado al traste con el sufragio femenino....)
En la sesión del día siguiente, día 2, se aprueba un importante Proyecto referido al Ejército; el Sr. Azaña al frente del Ministerio de la de Guerra, ponía en marcha la Reforma Militar, él mismo explica sus pormenores y en la que destaca una reducción de la oficialidad, que pasaba de 21.000 a 8.000 oficiales; habla del retiro voluntario, del salario a percibir; un Proyecto que, finalmente, es aprobado por una amplia mayoría de la Cámara.
Con esta Reforma, el Sr. Azaña "invitaba" a los militares desafectos con el régimen republicano a que pasaran a la reserva y, lo hacía, ofreciéndoles e incluso respetándoles las retribuciones salariales que hasta ese momento percibían, una retribución que a partir de ahora iría a parar a cargo de las clases pasivas del Estado; el resultante de todo ello será un enorme agujero en las ya deterioradas arcas públicas pues, más de 10.000 militares, pasaban al referido retiro y gracias al cual percibirían la retribución íntegra de sus salarios. Una vez más, se privilegiaba una medida de índole inequívocamente ideológica y partidista a costa de los intereses generales de los ciudadanos que, en una inmensa mayoría, venía padeciendo, desde hacía mucho tiempo, los efectos de la terrible crisis económica; pese a ello, se elegía la opción de mantener alejados y, sobre todo, debidamente compensados a unos presuntos enemigos del régimen en lugar de destinar todos esos recursos a paliar los efectos de la enorme crisis que la gran masa de obreros y campesinos, por aquellos momentos, padecía.
El día 8 se concede un indulto general gracias al cual se conmutan a la mitad las penas de los presos comunes y a la cuarta parte la de los reincidentes; así mismo, se reafirma la vigencia por la Cámara de la Ley de la defensa de la República dado que, una vez aprobada la Constitución, quedaba invalidada. Es el Sr. Azaña quien propone su vigencia, así, solicita que se vote como un texto adicional transitorio de la Constitución; sin embargo, el Sr. Ossorio y Gallardo critica enérgicamente la renovación de la citada Ley;
“que se aparta de la Constitución, que se pone sobre el Código penal”, estima que esta solo debería tener valor con carácter provisional hasta la aprobación de la Constitución; “Decir que ponemos otra vez nuestra confianza en una ley excepcional de esos mismos derechos (garantizados en la Constitución), me parece paradoja de tal gravedad que nadie podrá aceptarla sin vacilaciones”. Así mismo, censura que, tras la aprobación del indulto general,
“mientras salen de la cárcel hombres que robaron, que incendiaron, que mataron, que violaron, quedan camino de Fernando Poo (de la Cárcel), unos adversarios de la República”.
Las argumentaciones del Sr. Ossorio y Gallardo no convencen al Sr. Azaña, cree que las comparaciones con el indulto general no son admisibles ya que, a su juicio, no se puede comparar los hechos de delincuentes ordinarios con los que han pretendido atentar contra la República;
“Precisamente porque esos delincuentes ordinarios no han atentado contra la República, Sr. Ossorio, es por lo que se puede ser clemente con ellos”.
Condicionaba así la legalidad vigente establecida en el Código Penal para hacer de peor condición a los autores de delitos por la sola circunstancia de no ser fieles acólitos al régimen republicano.
Finalmente, en la sesión del día 9 de Diciembre, se aprueba la Constitución republicana por una inmensa mayoría de la Cámara, 368 de los 466 votos totales (la mayoría de los casi 100 diputados que no la refrendan, se ausentan durante la votación). Ello, en sí mismo, suponía otro gran vicio del régimen republicano; la Constitución fue proyectada, discutida y aprobada por intereses políticos y de partido exclusivamente, ajena por completo a la voluntad popular; los dirigentes republicanos no accedieron a que esta fuera plebiscitada y refrendada por la soberanía popular, por el pueblo al que tanto decían defender y representar; de nuevo, otra manifiesta carencia de auténtica esencia democrática del régimen republicano; la elite política se imponía al libre y tan necesario ejercicio de la soberanía popular de la que tan a menudo se declaraban sus más fieles y firmes valedores.
Al día siguiente, día 10, era nombrado el Sr. Alcalá Zamora Presidente de la República y, solo siete días más tarde, el 17, el Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Azaña, presenta el nuevo Gabinete; anuncia la continuidad de la conjunción republicano-socialista toda vez que, previamente, había desechado una concentración de fuerzas exclusivamente republicanas entre las que se incluiría el partido Radical, reafirma y fortalece así su compromiso con el partido socialista como socio preferente; “venimos pues, señores diputados, a gobernar si tenemos una mayoría, eso vosotros nos lo habréis de decir. Y yo gobernaré con esa mayoría siempre que sea una mayoría republicana y socialista, no con cualquier mayoría, es decir, yo no podría aceptar que un día el Gobierno fuese sostenido por una coalición de extrema izquierda o de extrema derecha”.
Explica porque y como se deja fuera del Gobierno al partido Radical, y lo hace alegando que el Sr. Lerroux rechazaba la propuesta gubernamental por la inclusión de demasiados elementos socialistas en el mismo. Este hecho constituye un paso decisivo para el futuro del régimen republicano, el partido Radical acelerará el proceso de búsqueda del espacio del centro político (sin renunciar, por ello, a su innegable ideario izquierdista) con el propósito de traer a su causa a parte de las masas conservadoras y, así, atraerlas a la causa de la República; esa decidida apuesta por incrementar la base popular republicana le llevará a tener duros y enconados enfrentamientos con el partido socialista (dentro de su propio partido también los habrá), una minoría socialista que buscará, desde entonces, marcar las mayores distancias posibles con la minoría Radical; toda su artillería política se centrará en torpedear sin disimulo y sin descanso la iniciativa política de los radicales, fijando su diana en la figura de su líder, el Sr. Lerroux. Para los socialistas, el que la principal minoría republicana del parlamento tratara de buscar ahora ampliar el espectro popular republicano significaba dar un aire más conservador a lo que ellos entendían debía ser la "revolución" o proceso revolucionario, algo que no estaban dispuestos a consentir. De este modo, el partido Radical se convertiría en el blanco perfecto de sus más desaforadas críticas, lo habían apostado todo a salvaguardar el "espíritu revolucionario" y, a tal fin, lo iban a empeñar todo, no ocultarían sus deseos y apetencias de alcanzar una República socialista y de corte proletario, postura a la que cada vez más sectores del partido socialista se sumarían. Por último, señalar que el Sr. Azaña, en esta sesión, dejaba entrever cuáles serán los principales propósitos de su nuevo Gobierno, consistentes en desarrollar iniciativas como la Reforma Agraria, el Estatuto catalán, la nivelación presupuestaria, el Matrimonio civil o la Ley del divorcio; una intensa y laboriosa obra legislativa encaminada a diseñar y dibujar un nuevo horizonte social que pretendía proyectar sobre el conjunto de la sociedad española, la cual, por aquel Diciembre del 31, mostraba evidentes signos de estar para pocos ensayos y si deseosa de que se diesen soluciones a su angustiosa y cada vez más deteriorada situación económica y laboral, situación que pareciera deteriorarse sin freno alguno con el transcurrir de los meses, promesas con las que advino el régimen republicano y que, lejos de hacerse realidad, parecían estar más mucho lejos que antaño.




1932

El año 1932 perfectamente se podría dividir en dos periodos, hasta el mes de Agosto y a partir de él. Hasta el referido mes, se va a desarrollar una intensa obra legislativa con una destacada actividad en la discusión y promulgación de todo tipo de iniciativas y leyes, sobre todo, de marcado acento social, en un ritmo frenético sin tiempo para que muchas de ellas pudieran ser mínimamente aplicadas y menos aún desarrolladas. Se dará prioridad a dos de los proyectos estrella del programa de la conjunción republicano socialista; la Reforma Agraria y el Estatuto de Cataluña, proyectos que, como veremos, no enmendarán ni la aguda crisis social ni la económica que padecía el conjunto de la Nación, al revés, una circunstancia que haría viable lo que, hace unos meses, pareciera una quimera, un cambio de signo político que ya se vislumbraba cuando el año llegaba a su fin. El día 10 de Agosto será la fecha a partir de la cual se da un nuevo giro de tuerca al inestable régimen republicano, día en el que se produce lo que se ha pasado en calificar como la Sanjurjada, la intentona golpista fallida liderada por aquel que fuera uno de las figuras más representativas y relevantes del advenimiento del régimen republicano, el General Sanjurjo. Una intentona de poca monta, mal preparada y peor ejecutada y que evidenciaba como ciertos sectores del país, que posibilitaron la venida serena y pacífica del régimen republicano, se habían pasado y, en cuestión de pocos meses, al bando de los desafectos del mismo; la deriva económica, social y política de España les sirvió de perfecta excusa para hacerlo; todo ello iba a afectar y a golpear a la misma solidez de un Gobierno que, ante el progresivo e imparable aumento de la problemática social, se verá incapaz de asentar tan basto plan de reformas, obra que, con el transcurrir de los meses, será cada vez más duramente discutida en sede parlamentaria. La paz social, lejos de alcanzarse y tras la Sanjurjada, iba a deteriorarse aún más; las medidas excepcionales dictaminadas por el Gobierno a raíz de aquel suceso (obsesionado por encontrar enemigos de la República hasta de debajo de las piedras), provocaría que muchas capas de la sociedad empezasen a mostrar su frontal rechazo, no ya tanto al régimen republicano, que también, sino a la propia obra de un Gobierno que pareciera establecer distintos niveles y categorías de ciudadanos en función de su afección o no al régimen republicano. La aplicación de leyes de excepción como la tan denostada Ley de la Defensa de la República se convertiría en una constante desde aquel mes de Agosto de 1932.
ENERO 1932
 
El inicio del año está marcado por los sucesos de Castilblanco ocurridos en los últimos instantes del año de 1931; en la sesión del día 5, la minoría socialista encuentra la explicación de los mismos en los excesos del régimen anterior, centrando sus reproches y ataques en su tan denostada Monarquía. El Radical Socialista, Sr. E. Ortega y Gasset, además de acusar a la Monarquía, incluye en sus desafueros a la propia Guardia civil (cuatro de cuyos miembros fallecen durante los sucesos). Los ataques a la Guardia civil, desde un amplio sector de la Cámara y, en el transcurrir de las sesiones, se van a ir vigorizando y convirtiéndose en un recurso casi cotidiano en los debates Parlamentarios. Socialistas y una buena parte de las izquierdas parlamentarias centrarán muchos de sus ataques y reproches sobre un Cuerpo benemérito que era el único que, en aquellos momentos, tenía la fuerza y solvencia necesarias para garantizar el orden como respuesta a los cada vez más frecuentes y gravosos desórdenes sociales. Esto no pareciera ser muy del gusto de ciertos sectores políticos más interesados, seguramente, en mantener viva la llama de la agitación y de la lucha de clases y es que, ante una más que previsible y pronta encolerización de los conflictos sociales, les resultaba más atractivo afrontarlo desde un papel victimista, como agentes damnificados de la represión de la Fuerza Pública, campo este del victimismo propicio para desde el que seguir desarrollando su lucha contra las derechas burguesas de las que, a su entender, la denostada Guardia civil, era uno de sus principales estiletes. Solo así se puede comprender la sañuda y tenaz crítica a la que se sometió al Cuerpo benemérito durante aquellos años por ciertas izquierdas parlamentarias, especialmente, desde la bancada socialista.
Pero el estudio detallado de los trágicos sucesos es lo suficientemente ilustrativo para afirmar que la Guardia civil estuvo muy lejos de cometer cualquier tipo de excesos o tropelías contra los ciudadanos de Castilblanco, como quisieron hacer ver muchas minorías del arco parlamentario, más bien, sucedió todo lo contrario. Al respecto de los mismos y dada su relevancia posterior, decir que, desde la proclamación de la República y hasta el mes de diciembre de 1931, en Castilblanco se asentaba de una manera muy notoria el sindicato FNTT (Federación Nacional de los Trabajadores de la Tierra), brazo sindical-agrícola de la UGT. La afiliación a partidos de izquierdas era entonces muy nutrida en los campos extremeños, su reflejo son las numerosas casas del Pueblo que en esos años proliferan por lo que, en algunos ámbitos, se calificaba a Extremadura como la "Siberia roja". Los días 30 y 31 diciembre de 1931 la región extremeña se había visto envuelta en una huelga general convocada por la UGT promovida por la insoportable situación del campo; así, el 30 de Diciembre por la tarde, se formaba una comisión organizadora y salían desde la Casa del Pueblo unos 300 afiliados con el propósito de manifestarse pacíficamente; a la mañana siguiente, los lugareños de Castilblanco participarán en otra manifestación, en esta ocasión, son más de quinientas personas las que marchan hacia al Ayuntamiento desde la Casa del Pueblo. Señalar, por otro lado que, el alcalde del pueblo, estaba afiliado al Partido Radical, había sido designado por el artículo 29 de la Ley de Maura de 1907 que proclamaba automáticamente electo al candidato que no tenía oposición; esta norma se aplicó en las elecciones municipales del pasado 12 de abril de 1931, un Decreto que indignaba sobremanera a los socialistas deseosos de que todos estos Ayuntamientos estuviesen en manos de Comisiones Gestoras afines a la causa republicano-socialista.
La concentración la encabezaban los dirigentes socialistas locales, dirigían sus gritos de frustración contra la Guardia Civil y el Gobernador Civil de la provincia, Manuel Álvarez Ugena al que exigían responsabilidades por su inoperancia en el desarrollo de la reforma agraria (que no acababa de llegar) y la destitución del Teniente Coronel jefe de la Comandancia de la Guardia Civil de Badajoz. Sobre las 11 de mañana en la calle del Calvario, las masas toman la ofensiva; por orden del alcalde, los tres números y el Cabo de la Benemérita salen de la Casa Cuartel de Castilblanco y se dirigen a la cabeza de la manifestación con el propósito de disolverla, les conmina que se disuelvan inmediatamente pues esta concentración no había sido autorizada (decir que este requerimiento se encontró posteriormente en uno de los bolsillos del Cabo...). Lejos de disolverse, la muchedumbre empezó a abuchear a los miembros de la Benemérita con vítores a la UGT y un ¡Muera la Guardia Civil!, incluso se lanzan algunas piedras; según el informe del fiscal: “En ese instante, de un grupo de mujeres que venían tras los guardias, se destacó una, llamada Cristina Luengo, alias “la Machota”, que en actitud enardecida y excitante pretendió pasar; en busca de su marido. La requirió el Guardia de Segunda Agripino para que no lo hiciera, adelantó su fusil para impedirle el paso”. A la vista de todo esto, el presidente de la Casa del Pueblo agarró de los hombros al Cabo al tiempo que otros intentaban desarmarle, los manifestantes realizaron un movimiento envolvente, un vecino llamado Pedro Álvarez, forcejeó con el Guardia Civil Agripino, pese a lo cual, los Guardias lanzan disparos al aire; seguidamente, suena otro disparo que hiere en la pierna a un Cabo benemérito; en un determinado momento, el grupo rodea al cabo y a los tres números que le acompañan, seguidamente, Hilario Bermejo Corral, alias «el Retuerto», con un puñal y por detrás, aprovecha la ocasión y le asesta al Cabo José Blanco Fernández una puñalada que entrando por la nuca le perfora la totalidad del cuello saliendo la punta por debajo de la barba; tambaleándose y desangrándose, este pudo llegar a una pared próxima, queriendo en un último esfuerzo apoyarse en ella para disparar su fusil contra los atacantes; tras este suceso, un grupo de manifestantes se le abalanzaron y, quitándole el arma, es el mismo "Retuerto" quien le disparó al pecho cuando, ya desplomado y apoyado en la pared, se debatía entre la vida y la muerte. Como reacción al hecho, el Guardia Civil, Agripino Simón Martín y, tratando de defender a su superior, dispara, producto de lo cual muere un vecino y es herido otro.
Esta es la relación de hechos que posteriormente provoca que la muchedumbre se abalanzara sobre los cuatro Guardias Civiles, allí mismo los linchan y asesinan a base de machetazos; hoces, palos y cantazos, sus cuerpos son horriblemente lacerados, se oye también el disparo de una pistola; a continuación, destrozan los mosquetones de los Guardias rompiendo las culatas y quitándoles el cerrojo, llevándose incluso los machetes de los Guardias. Según palabras del fiscal: “La acción tan bárbara propia de un pueblo en estado salvaje, todavía hay un procesado que tira piedras contra aquellos cadáveres, que los apuñala porque en la lucha no pudo hacerlo y no quería ser menos que los demás. Según dicen viendo que uno de los Guardias se movía, le da con un fusil un golpe suave en los riñones y las mujeres danzan alrededor de aquellos inanimados y algunas los pisotean…”. Las mutilaciones son horribles según constan en los informes periciales posteriores. Pasaron más de siete horas hasta que el telegrafista del pueblo comunicó al Gobierno Civil lo que había ocurrido en los siguientes términos: “han sido muertos cuatro Guardias Civiles que había en el puesto de dicho pueblo por elementos huelguistas”. Posteriormente, tres vecinos trasladan a la casa de la vecina Juliana Ayuso el cuerpo inerte del vecino muerto por el disparo del Guardia Agripino Simón. Inmediatamente después, se reúnen a las afueras del pueblo los autores del crimen en un corral del padre del presidente de la Casa del Pueblo y, allí, acuerdan decir que, cuando la justicia les pregunte sobre quién mato a los Guardias Civiles, dirán a una sola voz: “El pueblo los mató”. El mismo día 1 de enero de 1932 saltaba la noticia a todos los rotativos regionales y nacionales, los diarios de las izquierdas recalcan en sus diarios que toda la culpa es de la Guardia Civil, que ha incitado y provocado a los huelguistas; así mismo, el Comité del Partido Comunista, solicitaba el 2 de Enero la inmediata disolución de la Guardia Civil al grito de: “¡Salvad a los campesinos de Castilblanco! ¡Haced retroceder a esos verdugos mercenarios!”, mientras que el rotativo Mundo Obrero, correa de transmisión del Partido Comunista, sostenía ese mismo día y sin reparo alguno que las culpas había que achacárselas al colaboracionismo socialista. Se llegó el punto de crear una oficina de información para dar fe de los hechos con la clara intención de tergiversar lo sucedido, informando que todo lo ocurrido se debía “a la mala organización de la Guardia Civil”;
oficina que estaba dirigida por la diputada socialista por la provincia de Badajoz, la Sra. Nelken. Por su parte, los diarios afines a las derechas, sostenían que han sido los manifestantes quienes han provocado este trágico suceso; “Los cuatro cadáveres de los guardias del puesto de Castilblanco, son cuatro nombres más a añadir a la larga lista de los mártires del orden. Cayeron víctimas de su deber, intentando hasta el último instante de su vida mantener el orden y la paz. El benemérito cuerpo de la Guardia Civil es blanco estos últimos tiempos de una campaña desenfrenada y odiosa de insultos y vejaciones. La ha sufrido con el silencioso heroísmo peculiar de tan gloriosa Institución”.
Particularmente crítico es el periódico La Voz Extremeña que hace directamente responsables de los trágicos sucesos a los diputados por la provincia de Badajoz Margarita Nelken y Manuel Muiño, a los que acusa de haber soliviantado los ánimos de los campesinos con sus anteriores mítines enfervorizados; el Sr Muiño llegó a expresar en uno de ellos: “en Castilblanco no hubiese pasado nada si no hubiera habido Guardia Civil”. El secretario de la agrupación socialista, Sr Nicolás de Pablos, era todavía más expresivo: “Si un puesto tiene cuatro guardias y ochocientos militantes y no podéis acabar con ellos sois unos cobardes; echad cuenta y veréis que cada uno toca a 285 gramos de Guardia Civil”. Por su parte, el Heraldo de Madrid recoge unas declaraciones de la Sra. Nelken en las que excusa al pueblo: “los hechos fueron el desahogo obligado del espíritu oprimido”. Así mismo y, en este contexto, se atribuyen al Teniente General Sr. Sanjurjo unas declaraciones en las que responsabiliza a la Sra. Margarita Nelken de estos hechos por ser la protagonista de una serie de previos discursos incendiarios en los que animaba e invitaba a la exaltación. El propio General Sanjurjo es el encargado de encabezar la comitiva que en la tarde del sábado 3 de enero de 1932 salió de Madrid, llegando a Castilblanco con sus ayudantes sobre las siete de la tarde. Él mismo relata su llegada al pueblo y, ante los periodistas, describe lo que allí se encontró: “Ni el Monte Arruit en la época del derrumbamiento de la Comandancia de Melilla, los cadáveres de los cristianos fueron mutilados con un salvajismo semejante. Hubo mujeres que bailaron ante los restos de las víctimas”. Otras autoridades, como el diputado Sr. Gregorio Marañón, trata de ofrecer una interpretación más racional de los sucesos: “Si de este crimen sale solo un castigo y no una experiencia provechosa, entonces habrá fracasado el sentido de esta generosa revolución y eso no será”. La repercusión mediática del suceso sería tremenda en la época, una ola de indignación sacudió el país. En Madrid cientos de personas mostraron su apoyo a los familiares concentrándose a las puertas de la Dirección General de la Guardia Civil, dando donativos y firmando en los pliegos colocados al efecto en su puerta; desde todos los puntos de España se recibieron manifestaciones de adhesión en la Dirección General de la Benemérita. Examinados los hechos, no hay duda que estos indujeron a cambios significativos en la conciencia del General Sanjurjo respecto al régimen republicano, la crueldad con la que fueron asesinados los cuatro Guardias civiles y el ver como en los días siguientes ciertas minorías colaboradoras con el Gobierno, no solo no los condenaban sino que llegaban a acusar a la propia Guardia Civil de lo ocurrido, no haría sino aumentar sus recelos respecto a un régimen al que facilitó, como pocos lo hubiesen podido hacer, su implantación en España solo unos meses antes; su posterior e inmediata destitución al frente del Cuerpo tras los sucesos sería la gota que colmaría el vaso.
Estos fueron los hechos pese a que los distintos sectores socialistas y algunos de la izquierda de la Cámara los tratasen de maquillar de otra manera, unos incidentes que, sin duda, elevaron la tensión de los debates en los días siguientes. Ese día, 5 de enero de 1932, se producía un enfrentamiento dialéctico entre los diputados del partido Radical y minoría Vasconavarra, señores Diego Hidalgo y Beunza de un lado y los socialistas Nelken y Eduardo Ortega y Gasset por otro; el fundamento de la discusión versaba sobre la idoneidad o no de la misma existencia de la Guardia Civil; a la férrea defensa del Cuerpo por parte del sector más conservador de la Cámara se respondía con feroces críticas del sector progresista. El tema queda zanjado con la intervención del Presidente del Consejo, Sr. Azaña, sus palabras dejan muy claro lo ocurrido, sobre quienes fueron las víctimas y quienes los verdugos; “Permitidme que exprese mi asombro, porque con motivo de un suceso en que nadie podrá decir que ha habido un abuso por parte de la Guardia Civil, se haya puesto en litigio o se haya querido poner en litigio el prestigio mismo del Instituto; no en las Cortes, ciertamente sino fuera de aquí. Cualquiera diría que en Castilblanco ha sido la Guardia Civil quien se ha excedido en el cumplimiento del deber, y no deja de pasmarme que cuando cuatro infelices guardias han perecido en el cumplimiento de su obligación se ponga precisamente a discusión el prestigio del Instituto como si hubieran sido estos guardias no los muertos sino los matadores”.
A estas palabras de reconocimiento al Cuerpo de la Guardia civil, vienen unas posteriores en las que afirmaba; “me hace pensar que quizá ande por ahí sueltas algunas pasiones torcidas que aprovechan cualquier momento y pretexto para buscar una situación difícil, no solo a la Guardia Civil, sino al Gobierno, es decir, no solo al Gobierno, sino a la República”. Este era un proceder muy habitual suyo, vinculaba la crítica de los sangrientos sucesos a la crítica que se hacía a la obra gubernamental, como queriendo dar a entender que con ello se quiere deslegitimar al mismo régimen republicano. Una línea argumental muy del gusto del Sr. Azaña que asociaba la idea de República a la de su Gobierno como si fuesen dos realidades de un mismo conjunto; parecía querer poner en el mismo plano la crítica que se hacía al Gobierno con la que se hacía a la República, a su entender, todo lo que estuviera fuera de esa realidad oficial estaba fuera de la esfera de lo republicano, y, por tanto, esa significación, bastaba para ser señalado como un posible enemigo de la República; se trataba así de consolidar la idea de que la República no era de todos sino de aquellos que defendían unos parámetros que estaban en consonancia con su ideario y pensamiento políticos. Decir finalmente que, de los 22 presos iniciales, con seis penas de muerte incluidas, pudieron conmutarse las seis penas de muerte por otras a prisión a perpetuidad; se recurrió la sentencia al Tribunal supremo que rebajó las penas, siendo condenados, única y finalmente, seis personas. Nunca se pudo identificar judicialmente a los verdaderos responsables de aquellos bárbaros asesinatos, de hecho, la Sra Cristina Luengo, vecina de la localidad que, según el fiscal, fue la inductora de los luctuosos sucesos, quedaría finalmente absuelta.
Con este estado de desorden y de cuyo más fiel reflejo eran estos sucesos de Castilblanco, empieza el año 1932, un desorden que tenía su prolongación con los sucesos en la localidad riojana de Arnedo, estos, tenían lugar cuando en el Congreso eran todavía debatidos los de Castilblanco. De nuevo se culpa de forma muy dura y por parte de sectores socialistas y otros de la izquierda parlamentaria a la Guardia Civil; unos sucesos que tienen su origen, nuevamente, en una huelga promovida por masas socialistas de la ciudad y con la excusa de los despidos de un patrono de la misma; a consecuencia de los efectos de la citada huelga, se producía el fallecimiento de cinco de sus vecinos. Los socialistas, en la boca del Sr. Sabrás y los comunistas en la del Sr. Balbontín (autoproclamado como tal), dirigen durísimos ataques al Cuerpo benemérito, criticas que aumentan en su intensidad tras la intensa sesión de ayer relativa a los sucesos de Castilblanco; se pide la reforma del Cuerpo cuando no su desaparición, el Sr. Balbontín llegar a afirmar; “suprimiría la Guardia Civil como instrumento inútil”, ”ya que solo existe para luchar, batallar y matar a los campesinos allí donde la gran propiedad está concentrada",
señala que el Sr. Sanjurjo "a estas horas, en vez de amenazar a la República, debería estar encarcelado”; “pese a todas las alharacas de Sanjurjo y de la Guardia Civil, la Guardia Civil será disuelta por el pueblo revolucionario, con daño para todos”.
Se atreve a hacer alusiones a la vida privada del Sr. Sanjurjo asegurando que, frecuentemente, se le ve en cabarets y que allí alardea de su antipatía hacia la República.
Estos sucesos tienen como resultado una circunstancia que será, sin duda, fundamental en el devenir del transcurso del año; los continuos ataques que desde el Congreso y por cierta Prensa se llevaban a cabo sin pausa alguna contra la Guardia Civil, iban a provocar que su Director, el General Sanjurjo, saliese en defensa del Cuerpo; lo hacía señalando directamente a los socialistas por haber propagado un discurso revolucionario previo en la región extremeña, excitando a las masas a cometer actos contra los patronos y los agentes de seguridad;  fijaría sus ataques en la diputada socialista Sra. Nelken como propagadora del principal foco de la propaganda revolucionaria. Las manifestaciones del General provocan un amago de crisis gubernamental al solicitar los socialistas su destitución al frente del Cuerpo; ante estas presiones de sus más firmes colaboradores, el Sr. Azaña tira por el camino más fácil, decide finalmente el día 8 de Enero destituir al General Sanjurjo de la Dirección de la Guardia Civil. Daba gusto así a aquellos que habían sido los principales actores y promotores de las campañas revolucionarias, aquellos que habían cargado sus críticas en el Cuerpo benemérito por no haber sabido atajar y contener un fuego que, sin duda, había sido avivado desde el mismo Gobierno, en este caso, por parte de su ala revolucionaria, la socialista (Nelken como elemento más destacado). Producto de todo ello, apenas un mes más tarde y, por Decreto, se creaba el Cuerpo de Guardias de Asalto destinado a sustituir a la Guardia Civil en este tipo de conflictos y de desórdenes públicos, en especial, los acaecidos en ciudades y localidades de cierto peso demográfico, se dejaba a la Guardia Civil para aquellos que tuvieran lugar en las zonas rurales del país; con esta decisión, se saciaba los apetitos y deseos socialistas de contener las actuaciones de la Guardia Civil. Desde este momento, la desafección del General Sanjurjo por el régimen republicano, al que tan fielmente había servido, iba a ir en aumento; la deriva anticlerical del mismo, los continuos y cada vez más gravosos desórdenes públicos y las reformas del Sr. Azaña en el Ejército, provocarán que, desde ese momento, mantenga una serie de contactos con distintos elementos militares (sobre todo, con elementos afines al Carlismo en la provincia de Navarra), contactos destinados a dar un golpe de efecto, más que contra el propio régimen republicano, contra el Gobierno por ser el actor y factor principal de esta cada vez más cuestionada política y al que se irán sumando distintos elementos del Ejército en el transcurrir de los siguientes meses.
El día 12 tiene lugar una agitada sesión donde se vuelven a debatir los trágicos sucesos; se repiten las agrias y, en la mayor de las veces, sobreactuadas cuando no desproporcionadas acusaciones contra la Guardia Civil, centrando ahora los desaforados ataques en la figura del Sr. Sanjurjo. Así, el socialista Sr. García Prieto, lanza durísimas acusaciones contra él y contra el Cuerpo; “llevamos un número considerable de muertos, víctimas de esa odiosa institución, que es republicana a la fuerza, pero que, en el fondo, es tan reaccionaria como esa minoría cavernaria que se sienta en esos escaños”.
Prosigue su enfervorizado discurso señalando que, en su opinión, tenía que haber sido transformada dicha Institución al inicio de la República
porque, “tengo la seguridad absoluta de que el pueblo, la clase trabajadora en general, que se ha visto vejada y atropellada en su dignidad de españoles, se tomará la justicia por su mano, y tendremos que sufrir en lo sucesivo graves conflictos”.
El día siguiente, 13 de Enero, empieza la discusión del Proyecto de la Secularización de los cementerios; de nuevo afloran en la Cámara los tan habituales apasionamientos y enconos relacionados con la religión, discursos como los de los señores Samblacat y Barriobero muestran un intencionado agravio dirigido contra los sentimientos religiosos; “la Iglesia que se ha pasado 5 siglos quemando vivos, se asombra ahora de que quememos los cadáveres”. (Risas y aplausos).
A estas palabras contesta el diputado agrario Sr. Guallar, censura duramente el Proyecto con unas afirmaciones que, entiendo, son poco acertadas y en las que manifestaba su derecho de ser enterrado en tierra sagrada; “libre de ajenos contactos con aquellos que no han sentido mi fe”. La intransigencia de unos y otros respecto a los sentimientos religiosos cobrará toda su vigencia en la discusión de este Proyecto de Ley. En las sesiones posteriores se debatirá el articulado del Proyecto y en el que quedarán, aún más patentes, las diferencias entre unos y otros.
Llegado el día 20, se habla de los sucesos ocurridos en Bilbao tras la celebración de un mitin de la minoría Vasconavarra en esta localidad. Estas últimas sesiones del mes de Enero van a ser especialmente agitadas por una serie de sucesos que demuestran el estado de desorden, ya casi generalizado, y que amenazaba con extenderse a toda la Nación. Uno de ellos es este de Bilbao, lugar donde tras la celebración de un mitin Tradicionalista, se producían una serie de incidentes con el resultado de varios fallecidos. Las derechas acusan de previas provocaciones a unos manifestantes que, durante varias horas, recorrieron las calles bilbaínas cantando la Internacional y siendo portadores de banderas rojas, manifestantes que concluirían su marcha a las puertas de la salida del pabellón Euskalduna, lugar donde se celebraba el mitin. A la salida del mitin, como cabía esperar, se producen diversos enfrentamientos; se acusa a uno de los Tradicionalistas que, tras lanzarse diversas acusaciones entre unos y otros, efectuó algunos disparos dirigidos a varios de los manifestantes que hasta allí habían acudido. El socialista Sr. Fatrás denuncia las manifestaciones que se emitieron dentro del Pabellón, entiende que no se puede volver a permitir; “En Vizcaya se contrarrestan los actos de propaganda de las derechas con otros de las izquierdas, y en nombre de los socialistas y republicanos de Vizcaya, digo que allí, sino se contrarresta esa política del Gobierno, nosotros no necesitamos ni Policía, ni Gobernador, porque nos bastamos nosotros mismos”. Por su parte, el diputado de la minoría Vasconavarra Sr. Oreja Elosegui, censura que el Sr. Fatrás no se haya referido a todas las violencias, recordándole que, desde el pasado 21 de Abril,
“han sido 14 personas del campo de la derecha que han caído víctima de esta descomposición social”. El Sr. Fatrás le replica diciendo; “En lucha, pero no traidoramente”. (Protestas airadas en los bancos de la derecha), sin embargo, el Sr. Oreja, lamenta que el Sr. Fatrás haya omitido intencionadamente diversos sucesos provocados por estos manifestantes en las horas posteriores por toda la ciudad. Tras ellos, interviene el diputado Radical, Sr. Álvarez Buylla, considera que este tipo de mítines no deben autorizarse, pide al Gobierno que se aplique la Ley de la Defensa de la República sin temor a que se les llame dictadores por ello;
“y evite que seamos nosotros los que la defendamos con las armas, como estamos dispuestos a hacerlo si llega el caso”. La tensión de la sesión intenta ser rebajada por el diputado conservador Sr. Gil y Gil, cree que se ha llegado a un límite difícilmente soportable (no se llegaba a 9 meses de República), considera que así no se puede seguir y califica los actuales momentos como de “barbarie”; estas llamadas a la concordia y a la rectificación no son recogidas con agrado por ciertos sectores de la Cámara, es más, incluso provocan grandes rumores en la misma; un diputado dice: “la barbarie es la de los elementos clericales”. Pese a ello, insiste pidiendo humanidad y la tolerancia de todos, tras lo cual, otro diputado dice: “la falta de tolerancia es la de esos señores clericales, como ocurre siempre”. Así, el Sr Gil y Gil termina diciendo; “yo pido pues que pongamos un dique a esta ola de violencia e intolerancia”. (Nuevas protestas y rumores). Algunos elementos de la izquierda parlamentaria no parecían muy decididos a recoger la invitación…
La sesión del día siguiente, día 21 de Enero, no iba a ser menos agitada, en esta ocasión salía a escena los sucesos ocurridos en la Cuenca del LLobregat, un movimiento revolucionario orquestado y preparado desde hacía semanas con la intención de extender el movimiento del comunismo libertario por diversas zonas de España. El Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Azaña, se levanta enérgicamente para protestar por este movimiento revolucionario pero, lo hacía, condicionando su protesta para englobarlo dentro de un ataque generalizado contra la República, así, incluía dentro del mismo a las que califica como extremas derechas (el propósito era incluirlas dentro de ese proceso revolucionario), unas derechas, sin duda, ajenas por completo a este tipo de complots de evidente significación y expresión anarquista y filocomunista. Por ello y, con la excusa de estos sucesos, aprovecha para sacar a escena de nuevo la Ley de la Defensa de la República, en esta ocasión con la intención de aplicarla solamente en el País Vasco, un territorio ajeno por completo a estos movimientos y complots de tipo revolucionario; parecía estar claro cuál era el enemigo a combatir para los dirigentes gubernamentales republicanos. De hecho, el Sr. Casares Quiroga, Ministro de la Gobernación, minutos después daba por válidas las denuncias y el relato del diputado socialista Sr. Fatrás respecto a los sucesos del pasado día 17 en Bilbao, afirma que impondrá la Ley de la Defensa de la República para detener a los causantes de estos hechos. Así mismo, anuncia que clausurará el convento incendiado, el de las Reparadoras, por entender que desde dentro se produjeron diversos disparos. La agitada sesión terminaría con una Proposición en la que se solicita a la Cámara la confianza al Gobierno que, finalmente, es aprobada por todas las minorías de la misma (con el apoyo de fuerzas de las derecha) y en la que se autoriza al Gobierno las medidas pertinentes dirigidas a restablecer el desorden generalizado; una Proposición que es incluso votada por los miembros de la minoría Vasconavarra, pese a sus anteriores denuncias sobre la autoría de los sucesos. Diversos diputados de los sectores más izquierdistas de la Cámara, como son los señores Jiménez y Jiménez y Balbontín, no satisfechos con la resolución acordada, aprovechan la ocasión para dirigir duros ataques sobre las derechas a las que acusaban de ser las causantes de todos los desórdenes del país; el Sr. Jiménez y Jiménez afirma y, en relación al General Sanjurjo;
“sabe que ha de llegar el día que le arrastren por las calles de Madrid”, y advierte;
“yo voy contra ese movimiento de la derecha y no tengo inconveniente en dar mi vida luchando en la calle contra ese movimiento reaccionario”.
Esas amenazas tienen su continuación en el diputado Sr. Balbontín, que critica a la Guardia civil y llega al extremo de solicitar el encarcelamiento del General Sr. Sanjurjo.
Día 22, las extremas izquierdas de la Cámara siguen acusando a las derechas de los distintos disturbios acaecidos en los pasados días (en las que, principalmente, habían sido protagonistas elementos anarcosindicalistas), reclaman medidas ejemplares del Gobierno contra ellas con el fin de dar seguridad a las instituciones republicanas; el Sr. Balbontín pide que no sean deportados a Fernando Poo los obreros de los sucesos de Manresa por no tener estos un carácter revolucionario contra la República, lo define como
“una locura esporádica, de un delito inspirado y provocado por múltiples concausas”; sugiere que lo que se debe combatir es a la extrema derecha y, para ello, llama a la unidad a todas las fuerzas sociales de la izquierda con el propósito de defender a la República. Para un sector de la Cámara había delitos que si eran justificables y otros que no, su única vara de medir era el color político con el que el delito fuera mirado; así, la afirmación expresa de fidelidad y simpatía al régimen republicano se convertía en el salvoconducto más seguro para que la “justicia republicana" no reparase en esa supuesta falta de afección hacia el régimen que podía ser, en sí misma, una causa de delito.
En las últimas sesiones del mes de Enero el debate principal será la cuestión de la disolución de la Compañía de Jesús; el día 27 el diputado Radical socialista Sr. Botella, pide que se aceleren los Proyectos sobre la disolución de las Órdenes religiosas, la confiscación de los bienes de la Compañía de Jesús y la supresión del Presupuesto de Culto y el Clero, cree que ello es oportuno dada la mayoría izquierdista de la Cámara, de este modo, se pregunta;
“¿Se va a seguir pagando ese presupuesto del Clero después de haber visto  que los católicos están armándose y reclutando para conspirar contra la República?”. El grado de sumo desprecio al adversario político tiene un claro ejemplo en la sesión del último día de este mes cuando el sacerdote de la minoría Agraria, Sr. Gómez Rojí, ve como, nada más hacer uso de la palabra, muchos de los diputados presentes abandonan sus escaños para salir fuera del recinto, no siendo la primera vez que un hecho de este tipo tenía lugar en el recinto parlamentario.
FEBRERO 1932
 
En este mes prosigue la frenética obra legislativa y reformista del Gobierno republicano; pese al progresivo y grave deterioro social y económico del conjunto del país, el Parlamento sigue enrocado en asuntos destinados a acelerar la obra de "ingeniería social" proyectada para hacer encajar los cambios político-sociales a los nuevos parámetros "republicanos" abanderados por los miembros de la conjunción republicano-socialista. De este modo, se siguen anteponiendo los intereses ideológicos y de partido a los intereses reales de la sociedad, de un bien general que era sistemáticamente aparcado ante la sañuda obstinación de concluir un proceso “revolucionario” que estaba muy alejado del verdadero sentir y las necesidades del conjunto de la ciudadanía. Con este propósito y, sobre todo, en este ambiente, se iban a traer a debate proyectos como la polémica disolución de la Compañía de Jesús o la Ley del Divorcio.
Se estrena el mes con la sesión del día 2, día en el que se trata el Proyecto de la disolución de la Compañía de Jesús; la minoría Agraria por boca de su Presidente, Martínez de Velasco, critica que esta disolución vaya a salir adelante por un Decreto y no por Disposición legislativa discutida en sede parlamentaria; habla de la inconstitucionalidad de la medida adoptada y en la que, además, se van a incumplir preceptos constitucionales como es la confiscación de bienes, no contemplada en la Carta Magna; pide al Gobierno que no siga hiriendo repetitivamente los sentimientos de una gran mayoría de los españoles. Le releva en la palabra el Sr. Beunza, de la minoría Vasconavarra, ataca con firmeza la medida, incluso, cree que detrás de ella se ocultan consignas de la masonería pues, a su entender, gran parte de la Cámara tiene representantes de la misma, unas denuncias que hacen subir la temperatura de la Cámara. Dadas las continuas interrupciones a las que se ve sometido, afirma;
“en cuando nos levantamos desde estos bancos, no hemos conseguido todavía hablar sin que haya constantes interrupciones, como si para nosotros no hubiera derechos y para los demás sí”.
Concluye denunciando la arbitrariedad y sectarismo de la medida; “Aquí se pueden asociar los comunistas, los del Sindicato Único, que están perturbando constantemente la paz pública, pero la Compañía de Jesús esa no puede asociarse y tiene que salir del territorio español”. 
Dos días después y, tras la oportuna crítica del diputado de la minoría Vasconavarra, Sr. Pildaín al Proyecto de disolución de la Orden de los Jesuitas (en lo referente a la confiscación de bienes y el agravio que supone para los sentimientos católicos hacerlo, además, por Decreto), el Ministro de Justicia, Sr. Albornoz, lo defiende apelando a una oratoria laicista y con un sesgo anticlerical muy del gusto del Ministro; asegura que el Decreto no es irreligioso, sostiene que el catolicismo ha sido siempre muy hostil a la propia Compañía de Jesús, para demostrarlo, cita textos de Santa Teresa o de San Juan de la Cruz en los que se probaría esa hostilidad y, así, afirma;
“¡para que más citas! He querido hacer las necesarias para demostrar no gritando, ni gesticulando, como frecuentemente hacéis vosotros, arrastrados de vuestra pasión, sino razonando serenamente”; unas palabras que provocan la enérgica reacción del Sr. Pildaín:
“¡Si no nos dejáis hablar!”. Sobre el artículo 26 de la Constitución dice que no hay ninguna duda a que se refiere a dicha Compañía y que hace referencia expresa a ese cuarto voto por el cual debe disolverse, entiende que la existencia de ese cuarto voto es indiscutible (el Sr. Pildaín vuelve a recordar que no es impuesto). Se muestra también firme partidario de la confiscación de los bienes de la Compañía; “Promulgada y aprobada la Constitución, la Compañía de Jesús ha dejado de tener existencia y ha dejado de tener derecho de propiedad”;
“no expropiamos puesto que no tenemos nada que expropiar”.
El debate va adquiriendo una gran dosis de apasionamiento, determinante son estas palabras;
“a mi muchas veces, cuando habláis de religión, me parece la palabra religión en vuestros labios una invocación sacrílega”. (Aplausos en la izquierda protestas en la derecha). Concluye su intervención entre múltiples reproches de las derechas parlamentarias que enturbian, aún más, el ya de por sí convulso ambiente de la Cámara, siendo esta, una de las pocas intervenciones, hasta la fecha, en la que un Ministro o diputado representante de las mayorías, sufre en sus carnes las tan habituales interrupciones a las que se ven sometidos los diputados de la derecha. Tras su intervención, se producen largos minutos con prolongados reproches y donde afloran expresiones como la del Sr. Tapia;
“¡Viva España laica!”.
Concluye la tensa sesión con la aprobación de una Proposición defendida por los grupos de la mayoría parlamentaria que da por concluido el debate sobre el referido Decreto del pasado 23 de Enero, se otorgaba así plena vigencia a la disolución de la Compañía de Jesús. La escasa oposición se queja amargamente de la aplicación de
“la guillotina”
parlamentaria, un proceder que no era nuevo en estas Cortes republicanas.
El día 9 el diputado Radical socialista, Sr. Gomáriz, pide benevolencia gubernamental con los detenidos y acusados por los desórdenes de la cuenca del Llobregat y que han sido alojados en el buque Buenos Aires merced a la aplicación de la Ley de la Defensa de la República; defiende que se de ese trato de benevolencia solo con aquellos que  puedan acreditar su republicanismo respecto a aquellos que no lo son. Además, se aprueba una Proposición incidental del diputado Federal Sr. Barriobero en la que solicita que se haga un registro de todos los religiosos que viven en territorio español; “se haga en sustancia un fichero de los religiosos profesos en España, para saber los que se van y los que se quedan, y saber también donde se quedan, la profesión que tienen, si suplantan o no otras profesiones y que rumbo toman después de haber colgado la cogulla o hacer como que la colgaban”; “lo que creo que urge es el fichero, que sepamos donde están esos que se han marchado, o aparentado marcharse, de los conventos, y se han distribuido por los domicilios particulares, porque en los conventos teníamos al enemigo perfectamente a la vista, pero ahora lo tenemos oculto”.
La Proposición es aceptada por la Cámara por amplia mayoría. Medidas como esta parecen confirmar que, para ciertas mayorías de la Cámara, había españoles de segunda y de primera categoría.
En los sucesivos días se discute y posteriormente se aprueba la Ley del Divorcio por amplio consenso parlamentario. Además, en alguna otra sesión se vuelve a traer a debate los sucesos revolucionarios de la huelga de Suria y Figols, protagonizados por elementos comunistas y anarquistas con el propósito de extender la revolución y el comunismo libertario a diversos puntos de la geografía española. Los sectores socialistas e izquierdistas de la Cámara, pese a la evidencia de la génesis de la misma, insisten en acusar a los monárquicos y a las derechas de alimentar estos actos y actividades incluidas dentro de sus campañas y propagandas contra el régimen. El diputado Federal, Sr. Barriobero, dice que estos hechos no son de carácter revolucionario, a su particular entender, son hechos
“de verdadera inconsciencia”, unas
palabras que trataban de tamizar unos sucesos inequívocamente violentos por su única y mera afinidad a sus postulados políticos, qué duda cabe que, si estos hubiesen sido protagonizados por otros móviles y distintas sensibilidades sociales, hubiese alzado su voz y más viva protesta solicitando al Gobierno medidas firmes y enérgicas tendentes a garantizar los resortes del régimen republicano. El día 19
tiene lugar un debate en el que la minoría Agraria ataca la arbitrariedad de la Ley de la Defensa de la República; los agrarios, señores Royo Villanova y Gil Robles, critican las medidas represivas contra la Prensa y la aplicación de la citada Ley que no dudan en calificar como ley de excepción y de carácter profundamente sectario; el Sr. Gil Robles critica la censura que se hace al rotativo de las derechas el Debate, algo que no ocurre con otros rotativos de izquierda, asegura que la suspensión y censura solo la sufren los afines a las derechas a los que se les estaría aplicando un régimen excepcional;
“suspensiones de periódicos, prohibiciones de mítines; a mí se me han prohibido 34 en los últimos meses”.
MARZO 1932
 
Se traen a escena los PGE, además, se presenta la tan polémica Ley de la supresión del Presupuesto del Culto y el Clero, una medida que de nuevo trata de socavar los intereses y la cobertura social estatal a los miembros de la Iglesia. En el curso de este debate se verá ya y, en toda su dimensión, el cambio de orientación política del partido Radical, un cambio anunciado en el pasado mes de Diciembre y que provocará su paulatino acercamiento al espacio del centro político de la Cámara, lugar desde el que ejercerá un papel de firme oposición al Gobierno azañista.
Se inician las sesiones plenarias el mismo día 1, lo hace con una Proposición incidental defendida por la minoría Agraria en la que se trata de demostrar la inconstitucionalidad de uno de los Proyectos del Sr. Azaña, un Proyecto dirigido a reformar el estamento militar, en este caso, acerca de la Ley del retiro y el paso a la reserva de los Oficiales del Ejército.
Las derechas critican la Ley por considerarla anticonstitucional y por desamparar de nuevo a un colectivo de ciudadanos, en este caso los militares. Defienden el criterio de que los militares retirados no pertenecen al Ministerio de Guerra tras haberse incorporado a la vida civil y, por tanto, están fuera del Fuero militar, de este modo, el Ministro de Guerra no puede legislar sobre proyectos en los que sean protagonistas este grupo de ciudadanos ni es lógico tampoco que formule Proyectos de Ley que pudieran ser competencia de otro Ministerio.
El diputado agrario, Sr. Royo Villanova se muestra visiblemente enojado por lo que ahora se trata de hacer, califica este Proyecto de Ley como una ley de excepción tan del gusto del actual Gobierno; “al que no quiere caldo, ¡taza y media! Encima de la Ley de la Defensa de la República, ahí va otra ley de excepción. Y viva la Constitución y viva la Libertad, y viva el Gobierno despótico y arbitrario”; “Pero, ¿hay una cosa más fascista que la ley de la Defensa de la República? ¡Sí, esta es una República fascista!¡No es una República democrática!”. Considera que quitar al militar el sueldo es quitarle su misma propiedad, solicita que sea sometido a votación para que, en todo caso, sea aprobado por la mayoría de la Cámara. Respecto al artículo referente a la Prensa y en el que se suprime la Prensa de carácter militar, afirma; “¿qué necesidad de suprimir periódicos para defender la República y para que el ministro de la Guerra mantenga la disciplina en aquellos militares que, siéndolo, pueden quebrantar esta subordinación si escriben contra el Gobierno? ¿No pasaba esto en los tiempos de la Monarquía cuando gobernaban los militares?”.
Concluye de forma vehemente y enérgica; “vosotros tenéis la mayoría, vosotros tenéis la fuerza, vosotros tenéis el poder, yo tengo la razón”.
El Sr. Azaña defiende su Proyecto; en su línea habitual, no cede un milímetro en sus argumentos, asegura que la libertad de Prensa está garantizada ya en la Constitución, eso sí, solo
“la legítima” ya que, en su opinión, la militar ha sido siempre muy dañina para la estabilidad democrática, estima que debe ser apartada de la legalidad para de este modo conseguir ceñir al Ejército a sus funciones estrictamente militares. Quedaba meridianamente claro que, para el Gobierno republicano-socialista, había una Prensa legítima y otra que no lo era, la censura y la suspensión de periódicos no podían ser una simple casualidad en estas circunstancias.
Entre medias de los inhabituales y sosegados debates con los PGE de fondo, se cuelan sesiones como la del día 9 de Marzo, fecha en la que se debate una Proposición de ley del Sr. Gil Robles y en la que censura los ataques gubernamentales a la libertad de Prensa; critica la postura del Gobierno de suspender a los periódicos sin una sentencia judicial previa. Al respecto, se pregunta; “¿por qué en unos casos tanta benignidad y por qué, en otros, tanto rigor? Si es una ley de defensa y una ley de sanción, ¿Por qué no se aplica a todos por igual?, ¿o es que el Gobierno tiene una medida para los amigos políticos y otra distinta para los enemigos políticos?”; el Sr. Azaña contesta: “¡Claro!”. (Grandes risas). Ante esta sorprendente afirmación, muy del gusto del a menudo arrogante Sr. Azaña, Gil Robles afirma;
“Yo celebro señores diputados, que mi ingenuidad política que es mucha, haya promovido una expresión tan clara del Sr. Presidente del Consejo de Ministros. Yo entendía que en una República democrática había una igualdad absoluta de ciudadanos ante la ley”. Según avanzaba en el tiempo el régimen republicano, se hace más evidente que para los representantes gubernamentales de la conjunción republicano-socialista, una gran parte de españoles parecieran estar al margen de la legalidad republicana y, por tanto, directamente serán etiquetados como enemigos del régimen, su asimilación no iba con ellos, había que ser combativos con aquellos que no fueran solidarios de los parámetros doctrinales republicanos; pese a autoproclamarse como un régimen democrático de derechos y libertades, para no pocos españoles, estas les eran sistemáticamente conculcadas o disminuidas en el mejor de los casos. Las siguientes afirmaciones del Sr. Azaña no dejaban lugar a la duda; defiende la aplicación de la Ley de la Defensa de la República contra aquellos que combaten a la República y afirma; “si alguna vez yo tuviera la desgracia de que una medida del Gobierno, adoptada por este Ministerio y apoyada por la mayoría, pudiese merecer el aplauso de los que no son republicanos, se me caería la cara de vergüenza”; como se ve, siempre la misma disyuntiva, republicanos buenos y otros ilegítimos, incluso, enemigos a los que hay que repeler desde las propias instituciones republicanas. Se reafirma así en su propósito de seguir aplicando la arbitraria Ley de la Defensa de la República cuando así lo estime oportuno.
En el breve debate del día 21 de Marzo se produce una interpelación cuando menos curiosa y suficientemente reveladora; el socialista Sr. García Prieto pide la expulsión del país del dramaturgo Sr. Pedro Muñoz Seca por su obra La Oca, lo hace por considerarla hostil al régimen republicano y, en especial, contra el partido socialista que representa; “debía estar expulsado de España por indeseable y por estar demostrando ser un reaccionario en toda la extensión de la palabra, obra en la que se hace mofa del partido socialista y de los obreros sin trabajo principalmente”. También la cultura debía ser fiel al ideario y pensamiento republicano oficial, fuera de él, se llegaba al extremo de  solicitar la expulsión de España; así, en estas condiciones, la Justicia para ciertos ciudadanos españoles empezaba a convertirse en una idea utópica y, ciertamente, de muy lejano alcance.
El día 25 de Marzo, en el curso de la discusión del Presupuesto de Hacienda y durante la interpelación del diputado agrario Sr. Calderón, el diputado de la izquierda catalana Sr. Lluhí, se queja de la falta de inversiones en Cataluña por lo que el Sr. Calderón formula su protesta; asegura que
“durante la época Monárquica es cuando la región catalana ha obtenido el poderío y la riqueza esplendorosa que hoy tiene”;
si bien, se reafirma en su criterio de que el objetivo de la República debe ser ese, seguir ayudando a esta región, felicitándose incluso por ello. No satisfecho con las palabras del Sr. Calderón, el Sr. Lluhí afirma; “Cataluña se ayuda sola”; a lo que replica el Sr. Calderón;
“No se ayuda sola, porque entonces no pediría tanta ayuda a los demás”; “aunque dicen que se ayudan solos, quieren que el Estado español les de 200 millones de pesetas, mientras que otras regiones españolas, que son pobres, no tienen lo necesario para que en su pueblo existan escuelas”. (Fuertes protestas de la minoría de izquierda catalana). Las reivindicaciones catalanas no parecían saciarse ni con la promesa del Estatuto ni con las nutridas y generosas aportaciones estatales, algunas de ellas, en detrimento de otras regiones; la ceguera tan habitual del nacionalismo pareciera no permitirle ver el inequívoco mejor nivel de vida que, con diferencia, disfrutaba la región catalana en relación a las demás regiones que componían el territorio nacional.
Se cierra el mes con el debate más tenso y abrupto habido en él, el día 30; otra cuestión de índole religioso volvía a desatar las pasiones de los parlamentarios republicanos, en este caso respecto a la supresión del Presupuesto del Culto y el Clero. Como nota reseñable decir que, es la primera vez en esta legislatura que, las derechas, encuentran algunos apoyos parlamentarios en sus denuncias por las políticas anticlericales y de ensañamiento contra la Iglesia a cargo de los miembros de la mayoría parlamentaria, en esta ocasión, cuentan con el apoyo de los diputados de la minoría Radical, minoría cada vez más distanciada de las políticas de las izquierdas republicanas y socialistas; siguen así los radicales en su propósito de alcanzar el centro político con la idea de atraer a un mayor número de votantes conservadores a la causa republicana y ante la progresiva e imparable deriva izquierdista y anticlerical del régimen republicano. Las derechas acusan al Gobierno por su política sectaria en contra de la Iglesia y de los sentimientos religiosos, defienden que no se suspenda dicho Presupuesto hasta que no se traiga a debate la Ley Especial que, al respecto, se incluye en el artículo 26 de la Constitución. El Independiente Republicano, Sr. García Gallego, afirma; “si queréis pues que la República sea de todos, ¿por qué legisláis en un sentido jacobino, persecutorio, unilateral y exclusivista?, ¿si hacéis una República de izquierdas, como queréis que las derechas os sigan por esos senderos de perdición y de muerte?”.
Señala que en otros países donde se ha impuesto el laicismo no se ha suprimido este Presupuesto como se hacía ahora en España y gracias, en gran parte, a la decidida apuesta del Ministro de Justicia Sr. Albornoz, el cual, desde este momento, es señalado por las derechas como el principal promotor de las políticas antirreligiosas en España. En esta sesión, defiende que el mantenimiento de la Iglesia se debe hacer por la sola contribución y colaboración de sus feligreses. En la votación de la Proposición del agrario Sr. Calderón, por primera vez y, como antes he reseñado, otras minorías como la Radical, votan conjuntamente con las exiguas minorías de la derecha; pese a ello, es rechazado por la mayoría.
A continuación, el diputado Radical socialista Sr. Botella, defiende una Proposición en la que pide la supresión completa e inmediata del referido Presupuesto para destinarlo a la creación de escuelas Nacionales de la República. Defiende un encendido alegato de marcado acento anticlerical, con una serie de argumentos en los que declara abiertamente enemigos de la República a los miembros de la Iglesia; “porque la República no puede permitirse el lujo de  pagar a sus enemigos”; “y por si fuera poco, coronando toda expresión de vida clerical, ahí tenéis en lo alto del Cerro de Los Ángeles, esa imagen gigantesca del Corazón de Jesús”,
que
entiende es el símbolo del Cristo arrogante de los jesuitas;
“que levanta las manos, no se sabe si en forma de adoración o en forma de dominio, para decirle al mundo: yo reinaré”. Tras estas palabras, se produce la protesta del Sr. García Gallego; “protesto enérgicamente de esas palabras como católico”.
La idea de atraer nuevos afectos al régimen republicano cada vez contaba con menos apoyos dentro del propio Parlamento, poco a poco calaría el discurso de buenos y malos y en el que hasta se daba por válida esta división social dirigida a construir una República de un ideario muy distinto de aquel con el que llegó el 14 de Abril del 31 y, fruto del cual, fue celebrada por un buen número de españoles; su espíritu liberal estaba siendo constreñido por otro de corte  inequívocamente socialista y del que no participaba una buena parte de la ciudadanía. En esta ocasión, la Proposición es finalmente rechazada por la Cámara; una buena parte de los representantes republicanos burgueses de la misma, a cuyo frente estaban los radicales, no compraron esta vez el discurso de la división y del enfrentamiento que de nuevo la minoría Radical Socialista trataba de imponer.
ABRIL 1932
 
Pocas son las sesiones habidas en este mes; en los primeros días del mismo se trae a escena uno de los proyectos estrella del Ministerio de Trabajo, el polémico Proyecto de Ley de los Delegados Provinciales del Trabajo, casi el único que traería a debate a las Cortes el Sr. Largo Caballero, muy proclive a legislar a golpe de Decretos circunstacia que le permitía no tener que rendir cuentas al Parlamento y, por ende, al conjunto de la Nación española.
En efecto, el día 6 de Abril se presentaba al Parlamento el Proyecto de los Delegados Provinciales de Trabajo, según el criterio del Sr. Largo Caballero,
los gobernadores civiles no son capaces por sí solos de controlar los problemas de índole social por lo que cree necesario la creación de estos Delegados provinciales dependientes de su Ministerio y, por tanto, de su persona; se muestra igualmente favorable al intervencionismo del Estado en esta materia al considerar que la clase obrera está en clara desventaja respecto a otras clases sociales, en este caso, la patronal,
“y el Estado tiene la obligación de legislar a favor de esta clase y buscar los medios para que se le ponga un poco al nivel de la clase patronal, sino económicamente, por lo menos jurídicamente”. El día 9 prosigue su discusión, las diferencias de criterio de socialistas y radicales se agudizan en el transcurso del mismo;
los radicales consideran que este Proyecto se utiliza para dotar de más poder al socialismo, más concretamente al ugetismo dentro de la Administración republicana y del que es su más fiel representante el propio Ministro, Sr. Largo Caballero; el Radical Sr. Rey Mora, afirma que para esta función social ya están los Jurados Mixtos y las Comisiones Arbitrales, así, lo único que se consigue es aumentar inútilmente la burocracia además del gasto público. Dice que no se puede explicar que se vaya a crear un Cuerpo de funcionarios con unos salarios que van a rondar las 10.000 pesetas por lo que, incluso, van a ser bastante mejor retribuidos que los jueces; “cuando a otros funcionarios se les negó anteriormente la anhelada subida salarial aduciendo las dificultades y los ajustes presupuestarios”. En esta sesión, por primera vez, el Sr. Largo Caballero muestra y, en uno de sus contados discursos parlamentarios, unas sucintas pinceladas de lo que es su ideario político y social; habla de acabar con el capitalismo y de las aspiraciones del socialismo y del obrerismo dentro del régimen republicano, cree fundamental aprobar el Proyecto para garantizar la solvencia de las leyes sociales de la República; “la clase obrera no se conforma con la separación de la Iglesia y el Estado, con la supresión del presupuesto del Clero, la expulsión de los jesuitas y todas las satisfacciones espirituales que queráis”,
sugiere también sus deseos de una verdadera legislación social que garantice sus intereses. Recuerda que la actual República no es todavía aquella que demanda y quiere la masa obrera; “es una República de transición, naturalmente, porque esta República ha de perfeccionarse aún más”,
y advierte; “puede que llegue algún día en que los republicanos tengáis que llamar a los socialistas para el sostenimiento de la República”. En
estas palabras, vemos como la obra social republicana, dirigida hábilmente por los socialistas con la complacencia de la izquierda burguesa de la Cámara, pretende ir más allá, este solo era un periodo de transición hacia postulados más socializantes y, para ello, hacía falta establecer una serie de puentes; uno de ellos es la creación de estos Delegados del Trabajo dependientes de la figura última del Ministro del Trabajo, el cual, no esconde su posicionamiento en favor de la masa obrera en detrimento de la patronal, un ideario identificado con los principios de la lucha de clases donde el obrerismo pretende imponer sus criterios y principios a la clase burguesa representada por los patronos. La creación de estos Delegados del Trabajo no iba a solucionar para nada lo conflictos entre patronos y obreros, más bien al contrario, los enconos entre unos y otros iban a ir en aumento agudizando un conflicto social que se iba a ir extendiendo como una mancha de aceite por el conjunto del territorio nacional.
El día 26 de Abril se desarrolla una agria y tensa sesión en la que es protagonista el
debate suscitado en torno a la decisión del Ministro de la Gobernación, Sr. Casares Quiroga, por la suspensión de un juez al que se le ha aplicado la Ley de la Defensa de la República, una medida que se le aplicaba por la discutibilidad de algunas de sus decisiones y en la que también se le juzgaba en base a su función y posicionamiento dentro del régimen republicano. Se producen duras críticas al Gobierno y, en especial, dirigidas a los Ministros de la Gobernación y de Justicia, señores Casares Quiroga y Albornoz, criticas abanderadas por las derechas que, ahora, en compañía de los radicales, empezaban a hacer frente común a la obra gubernamental. Las derechas critican la aplicación de esta Ley de excepción de la Defensa de la República y cuestionan la independencia del Poder Judicial dentro del régimen republicano; así, el Agrario Sr. Royo Villanova, denuncia como el Ministro de Gobernación sanciona arbitrariamente y, por medio de una Ley de excepción, a un juez que había dejado en libertad a un ciudadano entregado por la policía por ser poseedor de armas sin licencia para ello. Muestra su enojo y contrariedad que esta Ley sea un servicio de arbitrariedad en manos del Gobierno, cree así injustificado sancionar de negligencia al referido funcionario; “el Gobierno solo por órgano del Fiscal, puede intervenir en la Justicia”. Por todo ello, afirma rotundo y enérgico;
“la cuestión es mandar en los jueces, mandar en los periódicos y mandar en todo, y no manda en los catedráticos porque los catedráticos no nos dejamos mandar por la Dictadura y no nos dejaríamos mandar en la República”.
Se dirige a los letrados de la Cámara (Maura, Melquíades Álvarez, Salazar Alonso, Franchy); “que digan si eso es compatible con un régimen democrático y si se puede llamar República un régimen donde los jueces están sometidos al Ministro de Gobernación”.
Por su parte, el Ministro de la Gobernación, Sr. Casares Quiroga, se escuda en el art 11 de la Ley de la Defensa de la República; “se pena la falta de celo y la negligencia de los funcionarios públicos en el desempeño de sus servicios”;
así, estima que el Juez no actuó en función de la nueva Ley especial penal del 9 de Enero, no tuvo en cuenta los antecedentes del individuo ni realizó las oportunas diligencias. Critica que este Juez, conociendo los antecedentes del detenido, actuase de la forma que lo hizo; “no siente la República, ni está a su lado, ni defiende el régimen”; advierte incluso que, si la Cámara aprueba este proceder,
“no será tan solo este juez el que sufra la sanción de la ley de la Defensa de la República”. De entre todas estas críticas, destaca el elocuente discurso del diputado del partido Liberal Demócrata republicano, Sr. Melquíades Álvarez; censura la descarada intromisión política dentro del Poder Judicial, criterio que parece no compartir ciertos sectores de la izquierda, uno de ellos el Federal Sr. Barriobero que afirma; “al advenir la República, se debió relevar de sus cargos a todo el Poder Judicial en masa”.
Prosigue el Sr. Melquíades mostrando su indignación con el discurso del Ministro de la Gobernación y en el que daba a entender que la Institución judicial hay que amoldarla a las necesidades y a la imagen y semejanza del régimen republicano; “me parece grave lo que se ha dicho aquí esta tarde, pero me parece más grave aún que las palabras del Ministro de la Gobernación se hayan alentado por los aplausos casi unánimes de la Cámara Constituyente”.
Cree que si se aplica esta Ley de la Defensa de la República sobre los funcionarios del Poder Judicial, la independencia de la Justicia quedaría claramente en entredicho. Así mismo, no entiende el uso de la Ley de la Defensa de la República contra estos funcionarios “cuando tenéis un Fiscal que representa al Gobierno, que interviene en los sumarios, que vela por que se cumplan las leyes, que puede ejercitar todos los recursos contra las resoluciones de los tribunales”. La independencia judicial quedaba cuestionada tras las afirmaciones del Sr. Casares Quiroga; por medio de la Ley de la Defensa de la República, un juez, una decisión judicial podía verse revocada por la arbitraria decisión del Poder Ejecutivo al creer este que la legalidad republicana (la idea de legalidad republicana del Ejecutivo), pudiera verse afectada o alterada. Así, la Justicia quedaba al arbitrio del Poder Ejecutivo que podía disponer de un “poder” fiscalizador sobre ella, la separación de Poderes parecía ser ya más ficticia que real, una separación que es la única garantía fiable y solvente de la que puede disponer un estado y un régimen que se precie de ser democrático.
Los últimos días de Abril se aborda de nuevo el Proyecto de los Delegados Provinciales del Trabajo; el día 27 algunos diputados se quejan de las reiteradas ausencias del titular del Proyecto, el Ministro de Trabajo Sr. Largo Caballero, el diputado agrario Sr. Calderón afirma;
“¿es aceptable, en derecho parlamentario, que se discuta un proyecto de ley de un Ministerio sin que el titular de la cartera esté en el banco azul?; ¿es que puede la Comisión cargar sobre sí la responsabilidad de aceptar enmiendas que pudieran incluso modificar el espíritu del proyecto en contra del criterio del Ministro del Trabajo?”.
Su minoría no aprueba el Proyecto, cree que tras ello hay un fin político dirigido a subvertir la autoridad del Gobernador civil de la provincia por la del Delegado provincial del Trabajo cuya figura va a depender directamente del Sr. Largo Caballero; un intervencionismo estatal que creen que en nada va a favorecer en los complicados litigios entre patronos y obreros. A estas críticas se suma la minoría Radical que sigue marcando territorio y espacio en su decidida oposición a las políticas gubernamentales de la conjunción republicano socialista.
MAYO 1932
 
Se inicia un mes clave en la legislatura del Gobierno republicano-socialista, salen a escena dos de sus proyectos estrella, el Estatuto de Cataluña y la Reforma Agraria; dos proyectos que se van a discutir durante largos meses y en los que van a seguir aflorando las enormes y cada vez más hondas diferencias entre los sectores de las izquierdas y las derechas de la Cámara, diferencias que seguirán calando y haciendo mella en la gran masa social del país. Esta circunstancia provocará que la proporción e intensidad de los conflictos sociales, lejos de detenerse, vayan agravándose y cada vez a mayor velocidad por la casi totalidad del territorio nacional.
Las sesiones del mes se abren con la continuación de la discusión del Proyecto del Ministerio de Trabajo respecto a los Delegados Provinciales del Trabajo y que es finalmente aprobado el día 6; tras su aprobación, se abría la puerta a la discusión de los dos grandes proyectos de la legislatura antes referidos. El mismo día, tenía lugar la presentación en la Cámara del Estatuto de Cataluña y, cuatro más tarde, lo haría el debate de la Reforma Agraria, un más que polémico y discutido Proyecto que, por encima de todo, trataba de redistribuir la tierra repartiéndola, sin apenas seguridad jurídica alguna, entre aquellos campesinos que no tenían acceso a la propiedad. Solo se pudo hacer extensible a una muy pequeña parte del territorio nacional condicionado, sin duda, a que estaba sustentado con una dotación presupuestaria claramente insuficiente, casi irrisoria, apenas 50 millones de pesetas, lo que condenaba el Proyecto a una eficiencia real muy marginal; tenía así mucho más de carácter propagandístico de cara al humilde y sufrido campesinado que otra cosa, las tierras se daban en una especie de régimen de colonato donde el campesino se presentaba como un mero contratista dependiente siempre del Estado, no se le aseguraba en modo alguno la propiedad, se quedaba en un régimen jurídico presidido por la incertidumbre y siempre muy dependiente de las condiciones que marcaba el Estado. Ese carácter socializante, de intervencionismo estatal, provocará el rechazo de las derechas y de una gran parte de los propietarios que veían como muchas de sus propiedades les eran casi literalmente sustraídas sin indemnización alguna, propiedades que, muy a duras penas, podían mantener dada la inseguridad jurídica a las que se les sometía, víctimas de una política de clase auspiciada por el propio partido socialista desde el Poder. Y es que se entregaban, en la mayoría de las ocasiones, tierras estériles, de secano, improductivas, sin dotación de maquinaria, por tanto, sin posibilidad de rendimiento alguno, provocando, a su vez, una mayor descapitalización del campo y agravando con ello su crisis; sumado todo ello, se empeoraba sobremanera la ya de por sí difícil situación social del campesinado español hasta límites difícilmente soportables. En este primer debate, el socialista Sr. Martínez Gil, cree que es lógico que la República española intente arrancar “la tierra de todos aquellos que la tienen, no como instrumento de trabajo, sino como instrumento exclusivamente de renta, para vivir de ella”,
por lo que defiende que esta debe ir para quienes exclusivamente la cultivan. Afirma que hay que combatir a los señoríos; “la República ha de crear, frente al poder dictatorial del señorío, el poder democrático que emane del pueblo”. La política de clase era ya evidente, todos los señoríos de España, independientemente de su función social, rendimiento o productividad, quedaban señalados bajo la égida del socialismo de Estado.
El día 12, el debate del Estatuto de Cataluña va cogiendo forma; diputados como el republicano independiente Sr. Sánchez Román, advierten de los excesos del mismo y de los peligros que conlleva para la integridad territorial. La minoría Agraria, en nombre del Sr. Alonso de Armiño, critica con dureza el Proyecto, así, aprovecha para denunciar  el Pacto de San Sebastián y lo allí acordado; “Los conspiradores de ayer son el Gobierno de hoy, y vosotros acudís, apenas constituida la República española, a este Gobierno y le presentáis la letra que en días de angustia hubo de aceptar y le exigís su pago”,  “No venís solo a pactar de igual a igual, sino que venís como si fuéramos un pueblo vencido, a dictar las condiciones que queréis que aceptemos sin discusión”; “vosotros pensasteis en catalán y no en español, vosotros buscasteis, no el bien para la nación entera, sino que buscasteis antes que nada, la solución de vuestro problema regional e impusisteis unas condiciones para prestar vuestro apoyo”.
Cree que lo que pase y se vaya a decidir para Cataluña debe ser decidido por todo el conjunto de la Nación y no solo por los catalanes, muestra su rechazo más profundo por su carácter unilateral y la imposición que se quiere hacer al conjunto de españoles. Un día más tarde, el 13, el Sr. Ortega y Gasset, en uno de sus escasos pero elocuentes y distinguidos discursos, sigue esta línea de precaución sobre los defectos y abusos que este Estatuto presenta, y lo hacía a pesar de su decidida apuesta personal por la vía autonomista;
así mismo, trata de explicar entre líneas sobre el cómo se llega a esta situación de protesta casi subversiva en que se encuentra en la actualidad gran parte de la sociedad catalana, una ciudadanía que no pareciera contentarse con nada;
“el problema catalán es un problema que no se puede resolver, que solo se puede conllevar”, “llevamos muchos siglos juntos los unos con los otros, dolidamente, no lo discuto, pero eso, el llevarnos dolidamente, es nuestro común destino”. Lamenta la dejación del Estado español en ciertos territorios como el catalán donde la enseñanza nacional ha estado abandonada a su suerte, afirma que Barcelona, “estaba gobernada exactamente por las mismas instituciones que Soria y Zamora, pequeñas villas rurales, ¡y luego extrañará que en Barcelona hubiese una rara inspiración subversiva!”.
Pone como ejemplo ilustrativo de todo ello la confluencia en la ciudad de Barcelona y, dado el tejido industrial de Cataluña, de una gran cantidad de obreros venidos de las partes generalmente más pobres y necesitadas de España, los cuáles, una vez llegaban allí, sin apenas presencia de Instituciones y de Poder Público, sentían tentaciones de olvidarse del Poder y de la autoridad para alinearse con la subversión, razón por la que, desde hace muchos años, las principales revueltas sociales tenían lugar allí;
“¡si el aire era subversivo porque no se les había enseñado a ser otra cosa!”. Esta era una muestra y un reflejo de la imperiosa necesidad de acometer reformas de verdad en una Nación que tenía un atraso estructural de décadas, para esto, principalmente, se supone que vino la República, sin embargo, estuvo muy lejos de hacer realidad aquellas promesas reparadoras y sanadoras que sus más dignos representantes prometían hace apenas un año.
En la sesión del día 18 el diputado de la minoría Alianza Republicana (AR), Sr. Sánchez Albornoz y, sobre el Proyecto de la Reforma Agraria, trata de deslegitimar el concepto de propiedad, cree que es un derecho anacrónico que en un futuro no lejano será un recuerdo; aplaude, igualmente, que todos los señoríos se expropien sin excepción alguna asumiendo gran parte del ideario socializante del Proyecto. El diputado agrario Sr. Casanueva, por el contrario, critica el sectarismo y la imposibilidad real de aplicar el Proyecto, critica la retroactividad de la Ley, la expropiación sin indemnización, etc. Afirma que nadie que no sea socialista puede estar conforme con esta Ley; “con la manera en que se va a dar la tierra al campesino”, “queríamos liberar al campesino de la esclavitud del propietario de la tierra y le vamos a someter a la esclavitud del patrono-Estado, que como todas las colectividades, es más duro que el individual”. Lamenta este intervencionismo estatal tan del gusto socialista, entiende que para crear apego y productividad del campesino el régimen normal es el de propiedad, el campesino debe sentir la tierra que trabaja como algo propio, de modo que, si se aprueba el Proyecto tal y como viene, cree que se habrá consumado la ruina de España.
El día 19, debatiéndose la cuestión del Estatuto catalán, las minorías de la izquierda catalana levantan su voz para hacer exaltación de la historia catalana y de un renovado nacionalismo catalán; el Sr. Xirau habla de sus conquistas sobre otros territorios, de su supremacía marítima en el Mediterráneo, “en el dominio del mar estuvo muchos años a la cabeza europea, si cuando se unió a Castilla ningún otro pueblo de Europa la superaba en categoría política ni en estirpe patricia, ni en influencia internacional”, versa casi todo su discurso en acusar a los Borbones como los responsables y causantes de todos los males históricos de Cataluña. A continuación, el diputado Radical, Sr. Basilio Álvarez, denuncia las excesivas atribuciones y concesiones que se contemplan en el Estatuto en detrimento del Estado, algo que ni países tan descentralizados como Alemania o Austria siquiera contemplan. Advierte que lo que se está preparando con este Proyecto, “para un porvenir más o menos próximo o lejano, es una separación completa, total”.
De la sesión del día 20 se pueden destacar dos hechos; en primer lugar, la intervención del sacerdote agrario Sr. Gómez Rojí que, de nuevo, es aprovechada por algunos sectores de las mayorías parlamentarias para sacar a relucir todo tipo de chanzas e interrupciones de dudoso gusto y, cuando menos, de evidente menosprecio para aquel que piensa y muestra un parecer diferente, un nuevo ejemplo de cómo se tenían que desenvolver, casi a diario, muchos de los miembros de las derechas parlamentarias en su intento de exponer cualquier propuesta o sugerencia ante el resto de la Cámara; por esta razón y, durante su relato referente a los hijos habidos fuera del matrimonio, se queja amargamente de las constantes interrupciones a las que se ven sometidos todos los diputados de las derechas, viéndose casi en la obligación de pedir reiteradamente el amparo de la Presidencia; “quede claro ante esta locura de hombres que no quieren escuchar, (nuevamente es interrumpido), además de estas interrupciones, protesto contra esta manera de discusión. Ya le dije al Sr. Presidente Besteiro, hace tiempo que en este Congreso no hay seguridad personal”, “A vosotros, cuando habéis disparatado grandemente, os hemos oído, y alguna vez hemos interrumpido, pero no de esta manera”, “esto no es respetar el derecho de un ciudadano que tiene una investidura con tanto derecho como la tenéis vosotros”. Los apenas 50 diputados de las derechas se veían, en muchas de las ocasiones, imposibilitados para poder llevar a cabo y, con unas mínimas garantías, el ejercicio de sus labores parlamentarias para las cuáles sus electores les habían facultado. En esta misma sesión, destacar también que toma la palabra el Sr. Lerroux, en la que sería su primera gran intervención en las Cortes Constituyentes republicanas; recuerda los acuerdos del Pacto de San Sebastián, como se contemplaron dentro de él las demandas y las distintas reivindicaciones catalanas; así mismo, pese su condición favorable al autonomismo, desea advertir también de los peligros y excesos del Estatuto catalán.
El día 24 interviene el diputado Radical Sr. Samper
sobre el Proyecto de Reforma Agraria, lo califica de mero ensayo de colonización; critica duramente la retroactividad de la ley, las expropiaciones sin indemnización y, sobre todo, su tendencia socializante. Lamenta la parquedad del presupuesto del que se dispone para llevarlo a cabo, 50 millones de pesetas, todo para conseguir a lo sumo el asentamiento de apenas unos 5 a 10 mil asentados campesinos,
“a cambio de todos estos trastornos”. A su entender, el intervencionismo del Estado es perturbador, cree que bastaría con poner en contacto al propietario con el colono que la va a cultivar,
“y establecer entre ellos, un contrato de arrendamiento, con un canon justo y moderado”.
La minoría Radical, desde un primer momento, intentará y, generalmente en vano, modular las aspiraciones colectivistas y socializantes del Proyecto.
Las siguientes sesiones de los últimos días del mes de Mayo tendrían como protagonista al Estatuto de Catalán, unas discusiones que se van haciendo más agrias a medida que el debate del mismo avanza. El día 26, el líder del partido agrario Sr. Martínez de Velasco, advierte de los peligros en lo concerniente a la unidad territorial por las diversas cesiones contempladas en el Estatuto. Cree injusto que se aplique una rebaja fiscal en algunos impuestos en Cataluña mientras el resto de españoles no puedan verse compensados en similares circunstancias, considera que es un motivo de flagrante agravio; “la riqueza media del pueblo catalán es superior a la riqueza media del resto de españoles”, por lo que entiende que “deberían tener una participación mayor en el acervo común”. Cree que el Estatuto catalán va a ahondar aún más en esos desequilibrios territoriales, sociales y económicos rompiendo el principio de igualdad contemplado en la propia Constitución republicana. La tensión del debate sigue in crescendo y tiene su reflejo en la sesión del día siguiente, 27 de Mayo, en la que el diputado agrario Sr. Royo Villanova,
dirige duras críticas al mismo y, en especial, en el apartado de la cesión de la enseñanza; “es francamente intolerable que se enseña a los niños que España no existe y que lo que existe es una Federación de pueblos ibéricos”;
afirma que lo que nunca hará “es ayudar a la independencia, subvencionar la independencia con mis medios, mis recursos y mis servicios públicos”.
El Sr. Royo Villanova, sin duda, uno de los más brillantes y elocuentes parlamentarios del régimen republicano, será conocido por su lucha y su constancia contra las cesiones de la soberanía del Estado, considerado por muchos, como un empedernido anticatalanista por su denodada defensa de la unidad territorial y del modelo de Estado unitario como garante de la soberanía nacional. Pese a ello, no renunciará nunca a los derechos de las regiones para conseguir su régimen de autonomía, su argumentación versaba en que alcanzado ese propósito, el Estado y, por tanto, sus ciudadanos, no sufrieran menoscabo alguno en sus derechos y libertades constitucionales. Por su parte, el diputado Independiente Sr. Sánchez Román, reitera la inconstitucionalidad de ciertos aspectos del mismo, a su vez, cree un gran error establecer como representante legal del Estado español al Presidente de la Generalidad que, es a la vez, el representante de Cataluña ante el Estado español, lo que hace incompatible su funcionalidad. Tras estas palabras, interviene el Presidente Sr. Azaña; censura duramente a la Monarquía a la que hace responsable de todos los resentimientos nacionalistas, cree que solo la República puede garantizar los intereses y los derechos de todos, la única vía posible y real para resolver el conflicto territorial español. Dedica casi la integridad de su largo discurso a lanzar duros ataques a la Monarquía histórica y centenaria; la corona, dice, se mostró contraria siempre a ese resurgir del sentimiento local;
“la Corona jamás vio bien a los regionalistas”,
identificando ese sentimiento unitario y centralista con la corona y los sentimientos “patrioteros”. Así, asegura que la República va ser quien lleve la obra definitiva de la “unidad española, la unión de los españoles bajo un Estado común”.
La última sesión del mes tiene como principal punto del debate el Proyecto de Reforma Agraria;
el diputado comunista Sr. Balbontin (como ya he referido en distintas ocasiones, él mismo se autocalificaba comunista), en otra más de sus disparatadas intervenciones, dice que no se puede llevar a cabo la misma sin violencia;
“para esto no hay más que un camino, hacer una revolución agraria profunda que nos prepare para más altos fines, sin demasiada violencia, ya que no puede ser sin violencia alguna”. Por su parte, el diputado republicano independiente Sr. García Gallego, critica el carácter socializante del Proyecto, denuncia el claro y evidente intervencionismo estatal sobre este; señala que el Proyecto es “abiertamente socializador, de carácter eminentemente colectivista”, puesto que en dicha Reforma, “el Estado aparece con los más rotundos y acentuados caracteres de dueño y señor absoluto de todas las tierras de la nación”,
“toma las que quiere, las destina a lo que quiere, paga a los que quiere, lo que quiere, cuando quiere y como quiere”.
JUNIO 1932
 
El centro del debate parlamentario sigue siendo los dos Proyectos estrella del Gobierno, la Reforma Agraria y el Estatuto de Cataluña. La minoría Agraria redobla y, pese al escaso número de sus miembros, la oposición a la misma por su marcado sesgo socializante, una socialización que cree perjudica por igual tanto a los patronos y propietarios como a unos campesinos que van a poseerlas en un pseudo régimen de colonato dependiente del Estado. La oposición al Estatuto va también creciendo a medida que avanza en su debate; a las críticas se van sumando elementos de la minoría Radical deseosos de reforzar los resortes del Estado ante las excesivas atribuciones delegadas del mismo en el Estatuto. También resaltar que, por aquellos momentos, algunas de las principales figuras intelectuales republicanas y que más ayudaron a promover el advenimiento de la República, como los señores Ortega y Gasset y Unamuno, van dejando entrever en sus palabras el desánimo cuando no el desencanto por el rumbo que el régimen estaba tomando. Agotarán en estas semanas, inútilmente, sus últimos cartuchos oratorios tendentes casi siempre a tratar de enderezar el rumbo de un régimen cada vez más partidista y particularista que no era dirigido para todos y generalmente formulado al margen de los intereses comunes y nacionales.
En efecto, el día 2 de Junio,
el Sr. Ortega y Gasset, al igual que hiciera hace algunos días el Sr. Unamuno, muestra su disconformidad y desafecto por el devenir que está tomando el régimen y las diferentes políticas republicanas;
“la política republicana cometió un tremendo error, que es este, hay una enorme masa de españoles que votaron la República sin condiciones, porque en el camino de su experiencia de la vida pública habían llegado al punto de pensar que solo un cambio de régimen podría mejorar la existencia nacional.”;
denuncia que hasta la fecha se ha hecho una gobernación particularista,
“para grupos particularistas territoriales o de otro género, no se ha hecho todavía a fondo, y puede y debe hacerse desde ahora, una gran política republicana nacional”.
A continuación, el
diputado del partido Liberal Demócrata republicano, Sr. Melquíades Álvarez, defiende la existencia de una única nacionalidad en España;
“una existencia consagrada por la Historia”, y, a tal fin, hace referencia a la España de los cinco reinos, a las Crónicas de Alfonso X el Sabio con el propósito de recordar los ancestros históricos de la Nación española. Advierte también de algunos problemas que puede plantear el Estatuto, para lo cual, hace hincapié en la enseñanza, cree que en unos años y una vez cedida esta;
“se formarán en Cataluña generaciones que sintieran ardoroso amor a su pequeña patria, a una patria que era la única, pero serían generaciones divorciadas por el pensamiento de esta Patria española que les había concedido la autonomía”.
(No parecía muy desencaminado en sus advertencias……..). Les invita a los defensores del Estatuto a que creen sus escuelas, sus institutos e incluso su propia Universidad, pero es de la opinión de que no se debe hacer a costa de los recursos y subsidios del Estado español, Cataluña debe ser la que costee las gestiones creadas por su propia autonomía. Cita también el art 8 del Estatuto; “Los derechos individuales de los ciudadanos catalanes, serán como mínimo, los fijados por la Constitución de la República española”, para demostrar que, con ello, puede haber en Cataluña ciudadanos que gocen de derechos individuales mayores que para el resto de españoles, algo que quedaría evidenciado al hacer referencia al vocablo
“como mínimo” en el referido artículo.
En la sesión del 10 de Junio las derechas tratan de salvaguardar en sus enmiendas la soberanía del Estado en la región catalana, el diputado agrario Sr. Royo Villanova, afirma;
“el problema catalán que tenemos que resolver es el de Cataluña, y allí no hay quien les saque de la cabeza que Cataluña es una nación distinta de España, que España es una expresión geográfica, y de ahí que quieran la Confederación de los países ibéricos y que esto sea lo que se enseña allí a los niños en las escuelas”.
Sus enmiendas son sistemáticamente rechazadas por la Cámara. El también agrario Sr. Fanjul, cree que la desigualdad y la desatención la sufren las regiones interiores y no Cataluña, denuncia el exceso de protección a la industria catalana, considera que por carecer de esa protección, “los pueblos castellanos se ven imposibilitados de engrandecerse en la medida que habéis progresado vosotros”, incluso, asegura que en la Dictadura se impidió por el Comité regulador de la industria
“que se mantuviera la industria textil en Santander para proteger la vuestra”. Las reivindicaciones catalanas estatutarias agudizaban, sin duda, las diferencias y desequilibrios económicos y sociales respecto a otras regiones, unas regiones que veían como las ayudas y favores estatales iban a parar a otras que estaban mucho menos necesitadas que ellas agravando el ya de por sí deteriorado desequilibrio tejido social dentro del territorio nacional. La cuestión de Estado y de Gabinete que se hizo de la cuestión catalana no iba sino a aumentar los recelos de las regiones interiores con las periféricas y, en especial, con la referida región catalana.
Señalar que, durante el mes, se trataría en algunas de las sesiones la conflictividad social de la ciudad de Sevilla, algo que se arrastraba desde hacía casi un año antes. Una buena parte de las izquierdas siguen centrando sus críticas y acusaciones en los monárquicos, en los patronos y en la burguesía a pesar de ser un movimiento indiscutiblemente protagonizado por elementos anarcosindicalistas (los diputados de la extrema izquierda Balbontin y Franco no eran muy ajenos a los mismos). La implantación y proliferación de los Jurados Mixtos y las actuaciones y resoluciones de los Delegados del Trabajo, lejos de rebajar las tensiones entre patronos y obreros, las aumentaban en su magnitud; reflejo de todo ello eran los distintos desórdenes sociales que sufría sin solución de continuidad la ciudad de Sevilla.
El día 23 el diputado Federal, Sr. Valle, pregunta al Sr. Azaña sobre los rumores de descontento dentro del Ejército en relación con el régimen republicano y con supuestas intentonas golpistas incluidas, un contexto que es negado en rotundo por el Sr. Azaña. (Ocurría mes y medio antes de la intentona golpista del General Sanjurjo, una circunstancia de la que, por aquel entonces, el Sr. Azaña, con absoluta seguridad, ya era conocedor, como posteriormente reconocería en sede parlamentaria). En relación al Estatuto de Cataluña, el entonces diputado socialista Sr. Algora, se desmarca del ideario y postulado de su partido; denuncia los excesos y peligros del Estatuto, afirma que en la región aragonesa, “hay una corriente y de conciencia contra el Estatuto de Cataluña y es natural y es lógico, que este ambiente pasional debamos recogerlo los diputados que representamos aquellas provincias”; sostiene rotundo su defensa de la unidad territorial de España; “mientras continúe sentado en estos escaños, votaré siempre conforme a mi conciencia en todo lo que se refiere al Estatuto de Cataluña, siempre que crea que perjudica a la Unidad Nacional y a los intereses de España”.
Posteriormente, el Sr. Unamuno, denuncia la imposición de la Lengua catalana, afirma; “como funcionario de la República, del Estado entonces, yo no admito que se me dirijan en catalán”, cree que es una imposición inadmisible ya que, a su juicio, los ciudadanos tienen derecho a elegir el idioma que prefieran en sus relaciones con los funcionarios de la República.
Un día más tarde, en la sesión del día  24, los señores Royo Villanova y Unamuno se quejan del modo en cómo se está discutiendo el Estatuto, con largas sesiones nocturnas y con sesiones poco sosegadas y de un encendido debate; como ya he referido anteriormente, en el Sr. Unamuno se empezaba a ver la clara y notoria desafección que ya sentía por el camino que había emprendido el régimen republicano, así, afirma; “habrá sesiones nocturnas y, francamente, yo no puedo acudir a ellas, pasando de las diez de la noche yo no soy dueño de mí, y creo que la mayor parte de los diputados, pasando las once o las doce de la noche, no se enteran de lo que se discute. Estas son condiciones verdaderamente anormales, es algo de lo que ocurrió cuando se discutió la Constitución, todos recordaréis en qué circunstancias se aprobó, apelando incluso a sesiones permanentes”.
Termina el mes con la sesión del día 30 y en la que se discute el Proyecto de Reforma agraria; el diputado agrario Sr. Guallar afirma; “si los asentamientos se van hacer en una parte de España, Andalucía y Extremadura principalmente, que se haga lo mismo con los señoríos y no como dice la Reforma, que se harán asentamientos en todos los señoríos de la nación”.
Cree que es una arbitrariedad manifiesta que los señoríos sean tratados de forma discriminatoria respecto al resto de propiedades, unos señoríos que habían sido señalados desde un primer instante por el propio Ministro de Agricultura, Sr. Marcelino Domingo, firme defensor de la expropiación sin indemnización, que trataba de imponer así un espíritu de clase a un Proyecto que debería tener, por encima de todo, un componente económico dirigido a mejorar la paupérrima condición de la mayor parte de los campesinos de España.
Posteriormente y en relación al Estatuto de Cataluña, el diputado de la ERC Sr. Torres Campaña, ofrece algunas pinceladas de su argumentario para defender el Proyecto estatutario; cree que, como ya dijera el Sr. Sánchez Albornoz;
“los Reyes Católicos pudieron haber unido coronas, pero jamás llegaron a unir pueblos”.
Habla también del derecho de los pueblos y, así, recoge una cita recogida en el programa del partido socialista;
“en el programa de sus reivindicaciones políticas, dice textualmente que propugna por la confederación de todas las nacionalidades ibéricas”. Palabras que dejaban patente y al descubierto el ideario socialista en cuanto a la cuestión territorial, un ideario que parecía ir más allá de un simple proyecto de federación.
JULIO 1932
 
Oposiciones y Gobierno siguen enrocados en sus criterios agudizando sus diferencias según avanzan las discusiones de los Proyectos de Reforma agraria y Estatuto catalán y es que, las mayorías parlamentarias, muestran su inflexibilidad a la hora de cualquier intento de suavizar o modificar el contenido y espíritu de estos. En este mes se producirán las últimas intervenciones parlamentarias de dos de sus diputados más ilustres, los señores Unamuno y Ortega y Gasset, profundamente desencantados con la línea seguida por el régimen republicano y, más concretamente, con la ejecutoria de su Gobierno, más proclive a la división y confrontación política que a la labor de recabar nuevos aliados que facilitasen consolidar un régimen que, apenas, con una vigencia de un año, empezaba a agrietarse por el cada vez mayor número de sus desafectos, número que no dejaba de crecer.
En la sesión que abría el mes, el Radical socialista Sr. Varela y, en la discusión del Estatuto, cree que todo radica en un problema de conciencia. Considera que se debe dar plenitud total a la lengua catalana, con funcionarios que deben conocerla y hablarla independientemente de su procedencia; cree que siendo un problema de conciencia no debe haber soberanías de ningún tipo dado que,
“toda la soberanía del Estado no tiene poder ninguno sobre la conciencia”. En la sesión del día 5, el agrario Sr. Royo Villanova eleva la temperatura e intensidad de su crítica al Estatuto;
“tienen que inventar un enemigo, un opresor”, “tienen que inventar siempre una agresión, por eso, si les damos esta autonomía, tendrán que inventar otra persecución y nunca se verán satisfechos”, “y sin autonomía, aspirarán a la independencia, y si tuvieran la independencia fracasarían en ella”,
y añade;
“conviene que se digan estas cosas, porque yo me habré muerto cuando pasen, si el Estatuto se aprueba, sino se rectifica la política española y se sigue dando gusto a los catalanistas, van a pasar en la Historia cosas que tienen que anunciarse”. Advierte que, pese a las cesiones que se vayan a hacer, las exigencias nacionalistas nunca se van a detener, nunca va a ser suficiente y las demandas continuarán hasta conseguir una soberanía plena sobre su territorio. (No sé si, transcurridos más de 80 años, esto nos suena de algo…..). En esta misma sesión y respecto a la situación social de Sevilla, el diputado de la ERC, Sr. Franco Bahamonde, cree que la situación actual de la ciudad se debe a que el pueblo está demandando una política más de izquierdas; “el pueblo quiere una República de izquierdas y esta es una República burguesa y esencialmente burguesa”.
El día 6, la persistencia en la defensa de sus enmiendas del Sr. Royo Villanova, hace crispar los ánimos de ciertos sectores de las mayorías parlamentarias que, directamente, recurren al menosprecio personal y al insulto; durante su intervención, el socialista Sr. Álvarez Angulo le llama “cavernícola”;
por su parte,
el diputado de Ezquerra, Sr. Puig Ferrater, le llega a calificar de
“burro”, un diputado que, seguidamente, afirma que pesa sobre todos ellos la responsabilidad
“de
no cortar de raíz esa obstrucción, no porque sea el Sr. Royo Villanova, sea quien sea, porque esa no es una manera de obstruir vana, inútil, ineficaz, y quiero decir malévola, no ya contra Cataluña sino tal vez contra la República”,
sin duda, palabras de un cuestionable gusto democrático y que, además, son recogidas con vivos aplausos por una buena parte de la Cámara. Por esta razón, el jefe de la minoría Agraria, Martínez de Velasco, y, tras haberse visto obligado su correligionario Sr. Fanjul a detener abruptamente su intervención a consecuencia de las continuas interrupciones de la Cámara, hacer ver su enojo y protesta por estas reiterativas censuras y reproches que sufre su minoría en su libre ejercicio de oposición al Proyecto, circunstancia que se produce desde el mismo inicio de la legislatura republicana. Un día más tarde, en la sesión del 7 de Julio, continúa el agrio debate parlamentario; el Sr. Royo Villanova, en esta ocasión, critica duramente a los socialistas por su posición ante el Estatuto, ante el cual dejan indefenso a un Estado al que tanto dicen proteger;
“la gente se preguntará: pero ¿qué socialismo es el español que no defiende al Estado?, porque si el socialismo no defiende al Estado, ¿quién lo va a defender? Es como si los curas no defendieran al Papa”;
critica también la bilateralidad que se pretende dar a las relaciones entre Gobierno y Generalidad. Tras estas palabras, nuevamente es recriminado por algunos sectores de la Cámara, incluso, en la propia contestación del miembro de la Comisión, Sr. Pascua, que dice que la Comisión no está dispuesta
“a contribuir al juego abusivo y verdaderamente dañino para el Parlamento que el Sr. Royo Villanova desarrolla con sus discursos llenos de incoherencias”. (Muy bien en la Cámara y desaprobación en la minoría agraria). El Sr. Royo Villanova lamenta el ambiente hostil de la Cámara y, más, tras su previa experiencia en otros parlamentos durante la monarquía,
“donde había minorías republicanas, socialistas y carlistas, y aquellas minorías fueron tratadas con mucha más consideración y tolerancia que se tienen con la minoría a la que yo pertenezco”. Sus diferentes enmiendas serán nuevamente rechazadas por la Comisión de la que recibe hasta los desaires de algunos de sus miembros; así y, de nuevo el Sr. Pascua, afirma airadamente que la Comisión no está dispuesta “a contribuir al juego abusivo y verdaderamente dañino para el Parlamento que el Sr. Royo Villanova desarrolla con sus discursos llenos de incoherencias”. (Muy bien en la Cámara y desaprobación en la minoría agraria); dice que mientras no cambie esa actitud, por su parte, no obtendrá respuesta más adecuada ni razonada.
En la sesión del día 13 de Julio, el Sr. Gil Robles acusa al Gobierno de ejercer poderes dictatoriales con la utilización de la Ley de la defensa de la República, denuncia los atropellos que constantemente sufre su minoría. Se muestra especialmente crítico con la suspensión de periódicos de derecha; “tengo que protestar de que aquí, en este momento, en una cámara que se llama democrática, se está dando el visto bueno no solo a la suspensión de periódicos, sino a la incautación de imprentas, con un abuso que no se conoce en ningún pueblo civilizado, pues en todos hay un régimen jurídico que vosotros rechazáis, porque estáis al lado de las facultades dictatoriales del Gobierno”. Durante su discurso se produce un incidente con el socialista Sr. Menéndez, el cual, llega a la descalificación y agravio personal:
“imperfecto imbécil”. No ya las continuas y casi diarias interrupciones, sino los insultos y descalificaciones empezaban a convertirse en sonido y moneda de cambio habitual a las distintas intervenciones de los escasos diputados de las derechas por parte de las izquierdas parlamentarias y, muy especialmente, salidos desde la bancada socialista.
El Proyecto de Reforma agraria iba perdiendo intensidad a medida que avanzaban las sesiones, lo que se intentó vender como el principal Proyecto a desarrollar y a ejecutar en el régimen republicano, pasaba ahora casi inadvertido, con poco debate y sesiones parlamentarias con escasa presencia de diputados. Los más interesados en su discusión eran precisamente las denostadas derechas parlamentarias muy deseosas de rectificar alguno de los puntos que creían más perjudiciales, en especial, aquellos que eran más gravosos a unos propietarios que, a su juicio, podrían quedar jurídicamente en una condición inferior respecto a los propios colonos. Así, el día 15, la minoría Agraria criticaba el sectarismo y los abusos de la Reforma contra los señoríos sin conseguir obtener apoyo alguno por parte de la Comisión ni de la mayoría de la Cámara; el Sr. Casanueva, para detallar el perjuicio que se va a hacer, ofrece el siguiente ejemplo;
“puede ocurrir que una finca de señorío esté perfectamente cultivada, que cumpla admirablemente su fin social, y al lado haya otra finca que no sea de señorío, que no cumpla su fin social. En el primer caso se le quita al propietario, sin abonarle nada, en el segundo, se le paga hasta la última peseta o no se le expropia”.
Cree que en el Proyecto se ataca directamente a una clase social sin justificación alguna imponiendo así un espíritu de clase defendido por los sectores socialistas, principalmente.
Los ataques a los señoríos, a las familias nobiliarias y a los Grandes de España prosiguen en la sesión del día 19 de Julio, en este caso, por parte del diputado de AR Sr. Sánchez Albornoz; sugiere que se debe “acabar con aquella aristocracia territorial, de raigambre monárquica, que puede constituir una dificultad para la República, o que por lo menos, jamás se incorporará a la causa de la República, digámoslo claro, y expropiemos entonces los bienes, no de la aristocracia del año 1.811, expropiemos los bienes de todas las familias aristócratas, de aristocracia posterior a 1.811, que tampoco figurarán en las filas de la República”. En esta misma sesión, el líder de los radicales Sr. Lerroux,
critica duramente un Manifiesto socialista en el que se ataca el orden constitucional y se dirigen ofensas a su minoría Radical, manifiesto socialista donde
“se hacen conminaciones, amenazas, coacciones al más alto Poder del Estado”; se recogen también alusiones del Sr. Largo Caballero
“contra un Gobierno presidido por mí, ¡hasta la Guerra civil!”. (Recogiendo las palabras de Largo Caballero); igualmente;
“se veta al partido Radical y al que lo preside”,
y en el que, además, se trazan líneas de conducta para el resto de los partidos republicanos, conminando, incluso, al jefe de la República al que se advierte
“que no podrá, sin infracción de la Constitución, darme a mí el Poder”. Tras estas denuncias, el Sr. Azaña dirige duros reproches al Sr. Lerroux, le recuerda sus desavenencias del pasado Diciembre del 31, momento en el que los radicales dejaban de formar parte de la mayoría gubernamental; relata diversos acontecimientos de aquellos días, como el Pacto del Lardhy, escenario donde se trató como asunto principal la continuación o no de esta cooperación republicano-socialista; al respecto, censura la postura del grupo Radical y del Sr. Lerruox de rechazar la presencia de los socialistas en el Poder, también, el intento del Sr. Lerruox de atraer y colaborar con otras minorías, entre ellas las monárquicas y con la intención de agrandar las bases del régimen republicano, a tal efecto, asegura que tras el discurso del Sr. Lerroux en los pasados días en Zaragoza, se ha puesto en entredicho la posibilidad real de un Gobierno de esta naturaleza en un futuro,
“porque el Sr. Lerroux ha dicho cosas graves en Zaragoza, que rompen la continuidad de la política republicana”.
En el referido discurso, el Sr. Lerroux criticaba la pertinaz colaboración de los republicanos con los socialistas en el Poder entendiendo que esta unión era perjudicial para los intereses reales de la República dada la intención de los socialistas de conducir a la República más allá, a una República del proletariado de la que el conjunto de la sociedad española no era partidaria ni solidaria. Solo por reafirmar estas críticas a la actual alianza gubernamental, el Sr. Lerroux y su minoría Radical y, pese a su indiscutible e incuestionable condición y esencia republicana, iban a quedar marginados de los beneplácitos del régimen convirtiéndose en el blanco perfecto de las minorías socialistas y azañistas, principalmente; serán así colocados en un nivel no muy distinto del que hasta entonces habían venido ocupando los monárquicos y las distintas derechas parlamentarias, pasando así a engrosar la cada vez más nutrida lista de enemigos del régimen republicano. De esta forma, el carnet de "buen republicano" quedaba restringido y, según transcurrían los días, a un cada vez menor número de españoles.
Las desavenencias entre radicales y socialistas se hacían ya más que visibles y patentes en la sesión del día siguiente, día 20, sesión en la que interviene el líder socialista Sr. Prieto; suscribe y hace suyo todo lo que se dice en el Manifiesto socialista, afirma que los temores a una hipotética dictadura justificaban esta posición de fuerza del PSOE y de la UGT, le tranquiliza además que esto lo suscriba y lo apoye el mismo Presidente del Consejo, Sr. Azaña. Defiende sin rubor la revolución y su fundamento,
“entendemos que la Revolución esta nada más que puesta en marcha”,
y así, lanza duros ataques a los monárquicos;
“no hay posibilidad de una restauración monárquica”, “el monarquismo de hoy es un snobismo ridículo de niños de cabaret”. Acusa al Sr. Lerroux de acercarse a los enemigos de la República y señala; “hechos como el de Zaragoza deben animar a los luchadores a continuar por el mismo camino. No es poco lo que se ha logrado en estos quince meses, los atropellos y los desdenes del Gobierno, no deben producir desaliento a nadie”.
En la réplica del líder del partido Radical, Sr. Lerroux, le dice que no se debe gobernar contra nadie y así apuesta por un Gobierno de tolerancia, palabras que son contestadas por el Sr. Prieto;
“hay que gobernar contra muchos” (Por si aún había dudas respecto de sus intenciones).
Prosigue el Sr Lerruox afirmando que, en la conciencia del Gobierno, “como en la nuestra y en la del país, está que la República no ha ganado, sino que ha perdido simpatías”; cree que al pasar a la oposición, su minoría ha hecho un bien para la República puesto que se puede realizar una mejor fiscalización a la labor gubernativa con una oposición más firme y más numerosa que con la escasa derecha dividida. Por su parte, el líder del Partido Conservador Republicano, Sr. Maura, advierte que se corre el peligro de dividir ahora al republicanismo en dos bandos por lo que sugiere al Gobierno que rectifique su actual política. Seguidamente, les replica el Sr. Azaña y lo hace censurando la política obstruccionista y de choque que se está realizando contra el Gobierno, con el agravante de hacerlo durante el debate de los dos Proyectos más importantes de la legislatura, la Reforma Agraria y el Estatuto de Cataluña. Apuesta por continuar la labor emprendida por el Gobierno sin mostrar intención alguna de hacer cualquier mínima rectificación de la misma; parecía obviar el Sr. Azaña que, esta política de incesante labor legislativa y de reformas, generalmente, inacabadas, no estaba acometiendo ni solucionando, ni de lejos, los verdaderos problemas que la sociedad española demandaba, algo que tenía su foto más ilustrativa en el cada vez más evidente y progresivo deterioro de la convivencia y del orden público en el conjunto del territorio español.
En las últimas sesiones del mes, días 27 y 28, se retoma el enconado debate del Estatuto de Cataluña. El día 27 se produce la última intervención del Sr. Ortega y Gasset en las Cortes republicanas, un momento en el que es ya más que visible su profunda desafección por el rumbo que parecía haber tomado el régimen republicano. Reitera su defensa sobre la convivencia y desarrollo de las dos Universidades, critica la Universidad bilingüe por entender que se va a dar prioridad en ella a la lengua catalana por encima de la oficial castellana. Afirma que el Estado tiene el deber de “no abandonar en ninguna región el idioma español”,
aunque permita el uso de otras. Tras su intervención, la minoría de la izquierda catalana rechaza con dureza las palabras del Sr. Ortega y Gasset, así mismo, critica la aceptación por la Comisión de una enmienda del socialista Sr. Barnés referente a la Hacienda catalana; el Sr. Lluhí, muestra su frontal rechazo a que sea la Hacienda de la Generalidad la que tenga que asumir los gastos derivados del mantenimiento de dichos servicios en materia de enseñanza ya que, esta, se tendrá que realizar aumentando la presión fiscal sobre los catalanes;
“por lo cual la autonomía será cara”. Es decir, de manera muy explícita, el Sr. Lluhí estaba solicitando que las prebendas y beneficios recogidos en el Estatuto catalán, dirigidos para el disfrute solo de los catalanes, tenían que ser costeados y sufragados por el conjunto de los españoles. El día 28, las minorías Radical y Agraria hacer ver su negativa a que se faciliten partidas de la Hacienda española para el mantenimiento de servicios cedidos a Cataluña; el Sr. Royo Villanova defiende una enmienda en la que solicita que no se destinen ayudas “a las instituciones docentes en que se den enseñanzas contrarias a la unidad nacional”; no entiende igualmente que, si no se otorgan fondos públicos a ninguna religión ni culto atendiendo al laicismo estatal, si se concedan por el contrario para financiar una enseñanza nacionalista, “y por nacionalista antiespañola, que es contraria a todos estos artículos que nada menos que 9 veces proclaman y reconocen la unidad nacional en la Constitución de la República";
"si en Cataluña no ha de enseñarse ni el amor a Dios ni el amor a la Patria española, decidme;¿de qué resorte moral vais a llenar el corazón de esos niños catalanes españoles que han de ser los ciudadanos del mañana?”.
AGOSTO 1932
 
Llega una de los momentos más decisivos del periodo republicano y es que, tras lo ocurrido el día 10 de Agosto, nada volverá a ser igual que antes en la II República; la intentona golpista del General Sanjurjo marcará un antes y un después del régimen, las leyes de excepción y el giro a políticas más hacia la izquierda fijarán, sin solución de continuidad, el ideario y el signo de los Gobiernos del bienio; todo ello, a consecuencia de un intento de golpe, no tanto contra el régimen republicano como sí contra las políticas del Gobierno republicano socialista al que querían sustituir; la deriva izquierdista del mismo, el arrinconamiento político y social progresivo de corrientes del centro político y hasta del centro izquierda republicano (los radicales), iban a provocar que sectores que no solo residían en las derechas monárquicas, sino, incluso, en otros del más puro y genuino republicanismo español, muestren un rechazo cada vez más generalizado contra la continuidad de esas políticas tan identificadas con el socialismo más antiburgués y antiliberal. El General Sanjurjo, uno de los principales estiletes y promotores del advenimiento del régimen republicano, canalizará desde el Ejército ese sentimiento de rechazo a estas políticas que parecían estar dirigidas solo a ciertos sectores de la población española y no al conjunto de ella; la deriva socializante de la Reforma agraria, con políticas confiscatorias dirigidas contra los grandes terratenientes y familias nobiliarias; el Estatuto catalán, con cesiones y atribuciones (en especial, en lo concerniente a la enseñanza) que cuestionaban la soberanía estatal sobre dicho territorio y que eran facultadas en delegados gubernamentales de dudosa lealtad a la unidad y a la soberanía nacionales; las reformas militares sin consenso alguno e impuestas por Decreto bajo la responsabilidad única del Sr. Azaña como Ministro de Guerra y en las que se nombraban y se separaban del cargo a los altos mandos bajo el arbitrio exclusivo de su persona, además de otras disposiciones de similar sentido, iban a desencadenar un profundo malestar en amplios sectores del Ejército. Tras la Sanjurjada (esta, carente de ese “glamour revolucionario”, si ha sido catalogada como un golpe de Estado por la historiografía y no como un movimiento “revolucionario”), el régimen republicano iba a encontrar la excusa perfecta para profundizar y acelerar esa cirugía social que más bien parecía ir encaminada a dictar y dirimir quién era un leal y fiel republicano y quien no; aquellos que quedasen bajo la sombra de la sospecha respecto a su participación en la intentona fracasada o la pura y simple sospecha de su supuesta cercanía o afinidad con la causa (algo que ya no solo afectaría a monárquicos y a sectores de la derecha política), iban a sufrir el rugido de una obra ministerial bajo el rigor de la promulgación de diversas medidas de excepcionalidad; leyes y decretos con claros fines persecutorios y confiscatorios que agravarían, aún más si cabe, la división político social que ya por aquel entonces padecía el conjunto de la nación española; las políticas autoritarias y partidistas del Gobierno suponían una contradicción dado el progresivo e imparable aumento de un descontento social que estaba calando en una buena parte de la sociedad española.
Se inicia el mes con la sesión del 2 de Agosto, fecha en la que se discute la polémica Ley de los Reclutamientos y Ascensos del Ejército del Sr. Azaña; la minoría Agraria por boca del Sr. Fanjul, reprocha al Sr. Azaña el sectarismo y arbitrariedad de la ley. Se muestra muy crítico con la postura gubernamental de dotar los más altos mandos de la milicia al personal reintegrado al Ejército tras haber sido expulsado durante la época de la Dictadura y solo “por estimar que aquellos que habían sido lesionados por la Dictadura, que aquellos que habían ayudado al Comité revolucionario en su obra de traer el régimen republicano, al frente de los distintos mandos, habían de ofrecer una mayor garantía para el Gobierno que el resto del personal en filas”. Critica las inoportunas y sectarias medidas del Proyecto incluidas en este retiro voluntario para los Generales del Ejército que tenía el firme propósito de hacer ganar peso dentro del mismo a aquellos oficiales más adeptos al régimen republicano. Lamenta que, ante todo ello, no se haya previamente diseñado un plan a diseñado por técnicos del Ejército y, en su lugar, se haya orientado más a una obra puramente arbitraria y personalista. Cree un error que el Sr. Azaña lleve de forma tan personal los asuntos del Ejército, en modo dictatorial, como lo han hecho anteriormente en años anteriores otros ministros del ramo, un Ministro de Guerra que ahora contaba con unas atribuciones respecto al estamento militar nunca antes vista y que además, en su opinión, no existe en ningún otro país de Europa.
Posteriormente, se discute de nuevo el Estatuto de Cataluña en un tenso y largo debate, esta sería la última ocasión en la que interviene en el Parlamento republicano el Sr. Unamuno, al igual que hiciera pocos días atrás el Sr. Ortega y Gasset; así, algunos de los intelectuales que dieron su más ferviente apoyo al régimen republicano, iban claudicando de él paulatinamente ante la deriva sectaria y inequívocamente particularista que este había adoptado en las manos del Gobierno de la conjunción republicano-socialista presidido por el Sr. Azaña. De esta forma, critica el autoritarismo del Gobierno para hacer y deshacer a su antojo en lo concerniente al Estatuto, a tal efecto, recuerda una cita del Sr. Azaña cuando afirmaba que era deber gubernamental dejarle vía libre, sin cortapisas, viniera como viniera, atendiendo a la buena fe del pueblo catalán y de sus representantes; considera que ese papel pertenece en exclusiva a las Cortes encargadas de discutirlo y de rediseñarlo en caso de creerlo conveniente. Dirige duras palabras al Gobierno que reflejan claramente su estado de ánimo;
“estoy ya harto de que cuando se adopta una posición que está en contra de la directiva del Gobierno o de la mayoría, se diga que se va en contra de la República”; “se está abusando de eso de la República como se está abusando de esa tontería de los cavernícolas”.
Por su parte, el líder de ERC Sr. Companys, deja caer que la paciencia de los catalanes se va acabando, critica con dureza lo que entiende es una obstrucción parlamentaria a la aprobación del Estatuto; aprovecha así la ocasión para arremeter también contra la Monarquía, casi una constante en su escasa y parca oratoria parlamentaria;
“lo primero que debe hacerse para que Cataluña entre en la posibilidad de que le sea reconocida su propia personalidad, es destruir la monarquía y con ella los viejos tópicos, un patrioterismo decadente y el afán imperialista traído a España por dinastías forasteras”.
Tras estas palabras, el Sr. Gil Robles defiende el derecho de su minoría a hacer oposición al Proyecto, defiende la libertad de enseñanza libremente elegida por los padres, por los tutores de los menores, considera que se debe garantizar a los padres
“el derecho de buscar para sus hijos aquellas enseñanzas, aquellas escuelas, aquellos profesores que sean la continuación de la enseñanza del hogar”.
Pide también que se le permita a Cataluña crear los centros docentes que estime oportunos pero, de igual modo,
solicita
“que el Estado mantenga sus órganos propios con objeto de garantizar la cultura española y los derechos de los españoles, no catalanes, que residan en Cataluña y que aspiren a una enseñanza superior”.
El diputado Radical Sr. Alba se suma a estas críticas, protagoniza un duro discurso advirtiendo del peligro que supone lo que hoy se va a aprobar; “vamos, en sustancia, a entregar a esos señores la Universidad de Barcelona, y yo os digo señores Ministros de España, ¡de España!”. (Fuertes rumores y protestas). En la sesión del día siguiente, día 3,
el Sr. Royo Villanova advierte de nuevo de los peligros de ceder, en esta ocasión, el Orden Público a Cataluña. Durante su intervención critica con dureza lo ocurrido en 1907 en la llamada Semana Trágica de Barcelona, una crítica que contrasta con la opinión que de ella tiene el Radical Sr. Guerra del Río a que la califica como:
“Semana Gloriosa”;
calificativo que es recogido por otros diputados que gritan fervorosamente al unísono;
“Semana Gloriosa, Semana Gloriosa”. Herir innecesariamente sentimientos pertenecientes a la conciencia individual, en este caso la religiosa, era muy del gusto de ciertos sectores de la Cámara, incluso, dentro del seno del partido Radical, minoría de marcado acento anticlerical y cuyos miembros debían hacer presuntamente de puente con los sectores conservadores de la misma. Y es que por mucho que diga la historiografía tradicional, el partido Radical no dejaba de ser, doctrinariamente hablando, un partido de claro corte de izquierdas, la mayoría de sus diputados no dejaron de pertenecer a esta corriente ideológica y, el Sr Guerra del Río, era su más vivo referente.
En esta tesitura, en plena efervescencia de los debates sobre la Reforma agraria, del Estatuto de Cataluña (donde el pasado día 4 de Agosto se había aprobado
uno de los artículos más polémicos referente a la cuestión del Orden Público,
con la oposición de radicales y la minoría Agraria) y las Reformas en el Ejército diseñadas por el Sr. Azaña, llegaba la madrugada del día 10 de Agosto, fecha en la que se produce la ya mencionada intentona golpista del General Sanjurjo, la Sanjurjada. Un golpe atropellado y de poca monta dirigido contra el Gobierno republicano socialista; Sanjurjo, aquel que ofreció casi la vara de mando a las autoridades republicanas para posibilitar y aupar un histórico cambio de régimen en España, apenas 16 meses después, se convertía en su más acérrimo enemigo.
Tenía así lugar un intenso y largo debate sobre los sucesos del mismo en el que el Sr. Azaña es protagonista de un largo relato y donde ofrece detalles de cómo han sido los preparativos del Golpe y cómo este ha transcurrido, sus protagonistas, alcance, etc. Afirma que, desde hace tres o cuatro meses, el Gobierno estaba al tanto de los movimientos golpistas (pese a conocerlo prefirió que este se desencadenase, maniobra sin duda política con el propósito de victimizar a un republicanismo ante un fiero y peligroso monarquismo al que, a partir de ahora y con más motivos habría que combatir); así, afirma;
“resaltar que se trata de un movimiento golpista monárquico a pesar de que en el Manifiesto del Sr. Sanjurjo, se diga que se lucha contra el Gobierno y en servicio de la  República”,
y advierte;
“y si hasta ahora el Gobierno y el ambiente de las  Cortes han sido de aquella benignidad de que yo hablaba, no podrán seguir siendo así”. (Gran ovación, el Sr. Villa dice “¡a pegar y duro!”). El jefe de la minoría Agraria, Sr. Martínez de Velasco declara, a continuación, la lealtad de su minoría al régimen republicano y se sitúa firme y decidido al lado del Gobierno para apoyar las medidas tendentes a restablecer la normalidad institucional en el país. Al día siguiente, 11 de Agosto, el Sr. Azaña da por acabado y vencido el intento de Golpe de Estado, ofrece algunos nuevos datos actualizados con detalles de algunos rescoldos de desórdenes en Sevilla que, una vez vencidos, permiten asegurar y garantizar la normalidad institucional y la legalidad vigente republicana. Superada la intentona golpista, las Cortes retoman su actividad en lo relativo a la discusión de la Reforma Agraria y el Estatuto de Cataluña.
Unos días más tarde, el 18, tiene lugar otro tenso y largo debate donde salen a relucir las primeras y graves diferencias entre oposición y Gobierno por las medidas adoptadas por este último tras la intentona golpista del 10 de Agosto. La minoría Agraria, en la voz del Sr. Casanueva, critica con dureza estas medidas del Gobierno que se posicionan a favor de la expropiación de fincas rústicas y derechos reales sin indemnización y por causa de utilidad social de todas las personas que participaron en el complot del pasado día 10,
“aunque no sean condenadas, aunque sean absueltas, siempre que haya algún indicio de culpabilidad”. El solo "indicio" o sospecha de culpabilidad lo iba a fiscalizar ya no la Justicia sino las propias autoridades gubernamentales republicanas, así, bajo la égida de la sospecha, vivirán desde entonces muchos ciudadanos españoles, un buen número de ellos, sin tener siquiera afinidad ni pertenencia a movimiento político monárquico alguno. Las diferencias parlamentarias por la aplicación de estas arbitrarias medidas iban a tener reflejo en esta misma sesión;
el diputado de la Izquierda Radical Socialista, Sr. Ortega y Gasset E, muestra su satisfacción una vez vencida la intentona, entiende que, al fin, “se ha encendido el ímpetu revolucionario en el Gobierno de la República”;
pide actuar contra los monárquicos en la Administración, en el Ejército, etc.
El Federal Sr. Franchy Roca se muestra mucho más cauto, critica la medida que la califica de anticonstitucional y antijurídica; “se trata de imponer una pena de confiscación”; “es una pena que se va a imponer a los que resulten autores de un delito, en virtud de una ley dictada con posteridad a la perpetración de ese delito”; lo
cree así pese a su afinidad con el Gobierno y su distancia política con la minoría Agraria. El discurso del Sr. Azaña es diametralmente distinto, defiende fervientemente las medidas adoptadas, cree que hay que atar en corto a los monárquicos a los que cataloga como enemigos del régimen republicano; “porque no nos engañemos, o nosotros, los republicanos, tomamos todas aquellas medidas que conduzcan al desarme de las cabilas monárquicas que se alzan contra nosotros o son las cabilas monárquicas las que con nosotros acaban” (Grandes aplausos); ”o acabamos nosotros con ellos o ellos acaban con nosotros, Esta es la situación que hay planteada en España y desconocerla es ganas de perder el tiempo y dejar que la República se nos vaya de las manos”. (Grandes y prolongados aplausos). Así, advierte;
“estamos en pie de guerra”. (Los diputados puestos en pie dan una clamorosa y prolongada ovación con vivas a la República. El Sr. Álvarez Angulo grita: ¡Abajo la juridicidad!”. Los jerarcas republicanos declaraban enemigos a una buena cantidad de españoles que, desde este mismo momento, dejaban de tener cualquier respaldo, aliento o concomitancia con las instituciones Republicanas. Tras ello, se aprueba el Proyecto de Ley que acuerda la expropiación sin indemnización y, en beneficio del Estado, de todas las fincas rústicas y Derechos reales cuáles quiera que sea su extensión y cultivo,
“que sean propiedad de cuantos ostentaron títulos nobiliarios hasta el advenimiento de la República”.
Al día siguiente, en la sesión del día 19,
la minoría Agraria y, en la defensa de sus enmiendas del Proyecto estatutario, sufre de nuevo los ataques cada vez más virulentos y frecuentes por parte de los diputados de la mayoría gubernamental (haber declarado lealtad al régimen y Gobierno republicano en la convulsa sesión del 10 de Agosto pareciera haber servido de bien poco), en este caso, son protagonistas de esos desafueros los señores Royo Villanova y Gómez Rojí; al primero le piden que se calle por las molestias que causa a la Cámara;
“¿qué Parlamento hubiera consentido los 300 discursos de su señoría?”; al segundo, le dirigen todo tipo de burlas y expresiones de mal gusto, de marcado acento personal contra su persona y lo que representa (recordemos que es sacerdote), por lo que se ve literalmente imposibilitado de defender una segunda enmienda;
“siento verdaderamente dar gusto a los que me han interrumpido toda la tarde durante mi justa y mesurada intervención, pero me ruegan mis compañeros que esta tarde no defienda más enmiendas, dado el estado de la Cámara”. Días más tarde, en la sesión del día 30 y en relación a la Hacienda catalana, el diputado Radical, Sr. Marraco, refiere de los peligros de ceder ahora la Hacienda, cree que no se debe romper la unidad tributaria del Estado español en un momento tan crítico como el presente. Justifica su postura por la ayuda histórica financiera y económica estatal que ha recibido Cataluña en detrimento de otras regiones, asegura que desde hace más de un siglo, “viene favoreciéndose de una protección arancelaria con vistas a la preponderancia de la industria y a un desarrollo de sus interese peculiares”; cree que todo ello la ha favorecido para
“acaparar el 75% de la industria nacional y causando un desnivel tal en la distribución de la riqueza y del trabajo en toda la Península que evidentemente desconecta y descoyunta la economía nacional”. No es la primera vez que se levantaba una voz en la Cámara republicana para advertir de estos desequilibrios territoriales amparados por el mismo Estatuto que ahora se pretende aprobar, tampoco sería el último.
Día 31; el Radical Sr. Alba critica nuevas cesiones y ayudas a Cataluña cuando es esta la región que más ayudas ha recibido históricamente del Estado, incluso ve la génesis de la emancipación de Cuba en esta relación de beneficio para con Cataluña, asegura que los cubanos no podían tener ni tejidos ni harina barata,
“porque había que enviárselos desde Cataluña en lugar de recibirlos de los Estados Unidos”.
Critica que, hasta la fecha, la República haya ocupado gran parte de su tiempo y obra, precisamente, en las dos regiones más favorecidas de España, Cataluña y el País Vasco,
“esas grandes regiones plutocráticas, poderosas, como Cataluña y Vizcaya, favorecidas desde los tiempos de Cánovas por un Arancel de favor que soportamos los españoles todos” y,
todo ello, mientras la mitad de España pasa hambre.
SEPTIEMBRE 1932
 
Muy pocas sesiones las habidas en este mes; se aprueban tras largos meses de discusión los Proyectos de la Reforma Agraria y el Estatuto de Cataluña y se sigue aumentando la presión legislativa y gubernamental contra todos aquellos a los que el Gobierno y los socios de este han etiquetado y declarado como enemigos de la República.
Se inicia el mes con la sesión del día 1, diversos diputados de las izquierdas parlamentarias defienden en una Proposición incidental una amnistía con vigencia desde el mismo día de la proclamación de la República, el 14 de Abril de 1931, reseñando que es una amnistía
“para los que la merecen, para los hombres de izquierda, para los que han podido incurrir en sanciones por un generoso ideal revolucionario”
y no para los enemigos de la República. No podía ser más reveladora una iniciativa como esta para demostrar que la República había sido hecha y traída para el beneficio de unos pocos y no para el conjunto de los españoles, o se tenía el carnet de “revolucionario” o se era excluido de los parabienes y beneficios del régimen. El día 6 de Septiembre se aprueba en una sola sesión y, sin apenas debate, la reforma del Código Penal de 1.870, Código que es tildado de monárquico; se pide la formulación de uno nuevo y en el que se atenúan delitos sobre las falsedades, unos delitos que eran castigados muy duramente en el anterior Código; así mismo, delitos contra la religión, contra el aborto, adulterio, etc. En esta psicosis colectiva en contra de todo aquello que simbolizase a la Monarquía, alza su voz el diputado de la minoría Radical Socialista, Sr. Ortega y Gasset E., y lo hace para denunciar a
los funcionarios de la embajada de París por su supuesta condición de monárquicos. El embajador de París, Sr. Madariaga, con firmeza le acusa de intencionada falsedad en sus manifestaciones; el propio Ministro de Estado, Sr. Zulueta, defiende la actuación del embajador y de sus funcionarios sin dudar en ningún momento de su firme adhesión al régimen.
En la sesión del día 7 se discute el Proyecto de Ley referente a la fijación de los bienes de la Compañía de Jesús. La minoría Agraria califica el proyecto de anticonstitucional, creen que se trata de una confiscación arbitraria y sectaria contra los jesuitas, un Proyecto del que es su abanderado el socialista Sr. Prieto. El Sr. Ossorio y Gallardo advierte de que este Proyecto si puede herir la sensibilidad de los católicos, con un Estado que se va a incautar una serie de edificios “para que no los utilicen los católicos en sus enseñanzas y puedan, en cambio, aprovechar los gobernantes para establecer una enseñanza laica”; de esta forma, incautarían una serie de edificios propiedad de los jesuitas junto a otro conjunto de ellos que, sin ser de los jesuitas, lo serán igualmente por su sola condición de ser propiedad de personalidades católicas,
“que se proponían seguramente, utilizar el inmueble para la enseñanza católica”. El Sr. Azaña defiende la medida dado que, al Estado, “le urge tener colegios donde educar a la juventud que no va ir a Congregaciones religiosas a estudiar”;
y así, preparar el camino “para que desaparezca en España la educación e instrucción por cuenta y riesgo de las Asociaciones religiosas”.
Reconoce que solo puede sentirse alarmado el propietario que se vea “despojado de su propiedad con la indemnización correspondiente”.
El día 8 tiene lugar una extensa y dura sesión en la que se discute un Decreto sobre la expropiación de los bienes a los grandes de España, una nueva medida de excepción tras el fallido golpe del pasado día 10 de Agosto. En dicho Proyecto, se pide que se lleve a cabo esta expropiación contra aquella nobleza que se haya demostrado su vinculación, adhesión o afección con el régimen monárquico, por lo que afectaría exclusivamente a todos aquellos nobles y aristócratas por su sola condición monárquica o su presunta oposición a la República.
La oposición parlamentaria cree que se trata de un ataque sectario contra la aristocracia de España; el agrario Martínez de Velasco, considera que ninguna clase social debe ser perseguida;
“dejo consignada la repulsa más eficaz contra esta resolución”; por su parte, el Independiente republicano, Sr. Ossorio Gallardo llega a decir que esta medida puede crear un precedente en el devenir de la República, critica
las palabras de los miembros de la Comisión cuando ésta defendía que se expropiase también a la aristocracia ausente
“porque por marcharse de España han negado su concurso a la República”; lamenta la persecución arbitraria que se hace contra una clase social. Por su parte, el Radical Socialista Sr. Botella, defiende el Proyecto y lo engloba dentro del proceso revolucionario traído por la República, cree que tras ese nuevo orden económico se debe establecer un nuevo orden jurídico;
“el orden jurídico de la revolución”; “no hay nada más fecundo para los pueblos que los movimientos revolucionarios”,
los cuáles, a su juicio, se realizan ajenos incluso a la voluntad de los hombres y se producen cuando llega el momento crítico de la historia de un pueblo; “el pueblo que tiene energía para comprender la revolución y afrontarla, se salva, el pueblo que carece de energía para ello y se entrega, se pierde”;
“la Revolución es dolorosa pero es necesaria”, y añade; “solamente el hecho de la existencia de la aristocracia territorial es una conspiración constante contra los intereses de la economía agraria y contra los intereses del pueblo campesino”.
El Sr. Azaña se sitúa cerca de las tesis revolucionarias defendidas por el Sr. Botella, reconoce que lo que se va a aprobar es una medida “de carácter excepcional, grave y audaz”,
una circunstancia que demostraría que la República avanza por el camino “de la revolución que ha dado a luz”;
realiza unas manifestaciones en las que deja, de forma significativa, toda una declaración de intenciones futuras;
“digamos las cosas como son, para hacer la revolución, que nosotros estamos en trance de realizar, es indispensable que alguien padezca, no por el gusto sádico de hacerles padecer, sino porque la consecuencia fatal de medidas justas, políticamente, es la de causar daño y perjuicio a las personas que nosotros no tenemos en contemplación ni a la vista cuando tomamos estas medidas, es la consecuencia fatal de esas medidas mismas”;
afirma que desde un punto de vista justiciero de la República,
“es mucho menos de consideración el haber territorial de un grande de España que la última fibra de un ciudadano español vejado y maltratado por los regímenes anteriores que esos señores han contribuido a defender y sostener”.
Define claramente cuáles son sus intenciones al respecto;
“Nosotros no tenemos la intención de ser agradables a todo el mundo”, “que alguien padece en la contienda, ¡yo que le voy hacer señor!, También hemos padecido nosotros”. (Grandes aplausos y vítores a la República). El Sr Azaña parecía situarse junto a las tesis revolucionarias de los sectores más izquierdistas y socialistas de la Cámara, dejaba nuevamente claro que, un buen número de españoles, quedaban al margen de la legalidad republicana y, así, las libertades, de conciencia o de pensamiento se veían maniatadas y cercenadas por un espíritu sectario y partidista donde solo se podía ser republicano siendo dócil y fiel a los preceptos revolucionarios emanados y difundidos por los ideólogos del Gobierno republicano-socialista, y es que no solo bastaba la simple condición de republicano sino que, además, había que garantizar y acreditar la afinidad al ideario político de la coalición gobernante.
Termina el periodo de sesiones el día 9 del mes, día en los que se aprueban finalmente los Proyectos de la Reforma Agraria y del Estatuto Catalán por aplastante mayoría parlamentaria. Estos debates demostraron que, en la República, la ideología estaba muy por encima de las verdaderas urgencias y necesidades de los ciudadanos; el debate del Estatuto de Cataluña acaparó más horas, más sesiones y más atenciones del conjunto de los diputados de la Cámara.
OCTUBRE 1932
 
La purga del enemigo continua, del monárquico o de aquel que fuere sospechoso de serlo y, así, se trae a escena el Proyecto de Ley de la Cesación en sus cargos de los concejales nombrados por el artículo 29 de la Ley electoral; el Gobierno entiende que en la Administración y en los Ayuntamientos se debe depurar toda presencia de elementos monárquicos empezando por aquellos Ayuntamientos en los que, por haber habido una única candidatura en las últimas elecciones municipales del mes de Abril, se dotaron de cargos electos afines a los sectores monárquicos (las candidaturas solían tener este perfil dado el poco arraigo del republicanismo en las zonas rurales). El propósito que se buscaba era sustituir esos Ayuntamientos por Comisiones Gestoras integradas por elementos probada e inequívocamente republicanos; es decir, se trataba de alterar y modificar unilateralmente los resultados de unas elecciones desarrolladas legal y jurídicamente acorde a la Ley Electoral vigente (Ley electoral de 1907), adulterando el ejercicio soberano de la voluntad popular y, con el agravante de hacerlo, sin que esta Ley hubiese sido previamente modificada, por Decreto y sin el refrendo de la soberanía popular.
Así, en la sesión del día 6 de Octubre y en la presentación del referido Proyecto, este es rechazado amargamente por la oposición que solicita la convocatoria al menos de unas elecciones municipales para cambiar, por mecanismos democráticos, la composición de estos Ayuntamientos. El Sr. Ossorio Gallardo advierte que esto supone el primer gran resbalón de la República; “con esto degradáis a la República, se desautoriza al Gobierno, se merma el prestigio de la mayoría”; cree
que supone un grave desprestigio para la misma de cara a la opinión pública ya que serán aprobados en lugar de por la Real Orden, “por
la Real gana".
Por su parte, los radicales en la voz del Sr. Guerra del Río, sostienen que todo ello se debe hacer de acuerdo a la ley, sin ningún miedo y con firmeza, por medio de elecciones y sufragio universal, así cree que lo que dice el dictamen es muy parecido a lo que se hacía durante la Dictadura,
“solo que Primo de Rivera no tenía detrás una Cámara”. (Grandes rumores) y, todo ello, teniendo en cuenta la existencia de una Constitución “que no reconoce otro origen a las representaciones populares que el sufragio universal”. En relación a los peligros que dice ver el Ministro Sr. Casares Quiroga en las actuaciones de estos supuestos monárquicos y en los referidos Ayuntamientos en contra de la República,
cree que se está abusando de acudir siempre al peligro de la República, una República que recuerda que nació
“de una elección de ayuntamientos”. Finalmente, las argumentaciones de la oposición son rechazadas por las mayorías parlamentarias que, en votación y por amplia mayoría, rechazan la posibilidad de esa convocatoria. Tras ello, el Sr. Ossorio Gallardo reitera que esto supone el primer gran resbalón de la República; “con esto degradáis a la República, se desautoriza al Gobierno, se merma el prestigio de la mayoría”,
estima que el Gobierno quedará muy erosionado de cara a la opinión pública. Critica, por último, la actitud de los socialistas
recordándoles las veces que han alzado su protesta por las maniobras gubernativas que les impedían acceder a los Ayuntamientos, mientras que, ahora, se apremian a cambiar a 6 mil concejales
“a gusto de un Ministro”.
En la siguiente sesión del día 7 se sigue con el debate del Proyecto;
la minoría Radical reitera de nuevo la petición de convocar elecciones en esas localidades; el Sr. Guerra del Río estima que la única solución es la convocatoria urgente de estas elecciones y no cree conveniente que se deje todo al arbitrio del Ministro de Gobernación cuando, además, ya han pasado muchos Ayuntamientos el filtro republicano toda vez que se repitieron elecciones en muchos de ellos y, ahora, con un Gobierno
“más de izquierda que aquel, ahora que tanto se habla de izquierdas, ¿va a ser el primero que en la República meta la mano en la organización municipal cerrando las urnas y nombrando concejales en los despachos de los Gobernadores civiles?”. (Aplausos en las minorías radical y federales).
El diputado Radical Socialista, Sr. Galarza, refiere que, para que se llegue a ese momento de las elecciones, tiene que haber llegado primero la República a todos los pueblos, incluso, va unos pasos más allá y afirma que estos Ayuntamientos deberían haber desaparecido
“al día siguiente de proclamada la República”. (La forma en la que entendía la democracia y sus mecanismos el Sr Galarza era, cuando menos, llamativa).
Días más tarde, el diputado, ya exsocialista, Sr. Algora, señala que es el Proyecto más vergonzoso que ha venido a la Cámara hasta la fecha, denuncia las sectarias intenciones de la medida y, así, cree que no se trata de republicanizar sino de
“azañizar los pueblos, a hacer los pueblos del partido del Sr. Azaña”.
Señala que esas Comisiones Gestoras serán nombradas por Gobernadores civiles,
“y ya se sabe de quién son la mayor parte de los Gobernadores, de Acción Republicana”. Tras estas denuncias y, ante el insistente rechazo de ciertos sectores de la Cámara, en la sesión del día 14,
es aprobado el Proyecto de la Ley de la Cesación de Concejales del art. 29 de la Ley Electoral con un dictamen que ha sido modificado y que dejaba, finalmente, abierta la puerta a unas elecciones en el plazo de 3 meses para, mientras tanto, dotar provisionalmente a los Ayuntamientos de unas vacantes seleccionadas por los Gobernadores civiles de cada provincia. El nuevo Proyecto es solo rechazado, en esta ocasión, por la minoría Agraria que muestra su desacuerdo con esta intervención directa de los Gobernadores (dependientes del Ministro de la Gobernación) en la designación de esas vacantes.
El día 18 de Octubre
destaca una intervención del Sr. Gil Robles y en la que desea hacer referencia a diversas cuestiones; pregunta por la situación del doctor Sr. Albiñana que se encuentra confinado desde hace cinco meses en las Hurdes sin que se hayan aclarado aún los motivos de su confinamiento. Denuncia que desde los sucesos del 10 de Agosto,
“no podemos pasar en silencio al régimen arbitrario y vergonzoso con que en estos momentos la está aplicando en España”; “esta ahogada la libertad de pensamiento de los españoles”, a su juicio, por medio “de una dictadura parlamentaria que está destruyendo España”. Así mismo, denuncia la situación del Ministerio de Trabajo en el que asegura que todas las denuncias entre patronal y obreros
“están resueltas a favor de las peticiones de los obreros”,
considera que el Sr. Largo Caballero no es el Ministro de Trabajo
“para todos los españoles, sino para la UGT”.
Habla también de la tan cuestionada Ley de los Términos Municipales, Ley que prohíbe trabajar a los obreros fuera de los términos de los municipios en los que residen, particular medida que provoca un gran paro obrero, “siendo una causa de constantes discordias y de disminución de la economía de la provincia de Salamanca”.
Igualmente, desea llamar la atención sobre el más que posible aumento de la conflictividad para cuando tenga verdadera efectividad la Reforma agraria ya que, dados los abusivos jornales que se están ahora pagando,
“sin medida alguna de rendimiento”,
los campesinos
"no querrán de ninguna manera la tierra que en proporciones exiguas les queréis dar”, “una tierra que tantos sudores les va a costar”. Concluye haciendo referencia a lo que califica como la
“la más espantosa anarquía”, sobre todo en las regiones de Extremadura y Andalucía donde las masas de obreros, “asaltan las fincas, matan el ganado sin aprovechamiento para nadie, hacen huir a las familias”.
El día 20 se discuten las Bases del Trabajo y la política social del campo; los socialistas en la voz de la Sra. Nelken, ven entendible y, hasta justificable, los robos en las fincas de propietarios por parte de los campesinos más necesitados, solicita que para solucionar los problemas de la provincia de Badajoz, se aplique “con la más viva energía” la Ley de la Defensa de la República
“a aquellos propietarios, que habiendo firmado un pacto, descaradamente no le cumplen”
(refiriéndose a los pactos propuestos y autorizados por el Gobernador de la provincia). El diputado comunista, Sr. Balbontín, aumenta el tono de las denuncias y dirige veladas amenazas a los propietarios y terratenientes;
“aquí no hay más sino unir a los pequeños campesinos, a los braceros del campo y a todos los hombres honrados de España y decirles, ¡a conquistar nuestras tierras, las tierras que nos han robado!, ¡Arrebatádselas a esos señores por la violencia o como sea necesario y a salvar la economía del  país, a salvar a España, y esa casta de grandes terratenientes que se hunda, que se muera, no nos sirve para nada!”. Esta discusión sobre las Bases del Trabajo continua en la sesión del día siguiente, las izquierdas acusan a las derechas y a los terratenientes de la situación del campo, del paro, del incumplimiento de las Bases; así, el Ministro de Agricultura Sr. Marcelino Domingo, advierte;
“si no se siembra, se expropiará”. Por su parte, las derechas en los labios del Sr. Gil Robles, denuncian el excesivo aumento de unos salarios incompatibles con la productividad, asegura que el salario medio en la provincia de Badajoz no es de 3 pesetas sino de 8,89, muy similar al que se percibe en un país de la riqueza y el nivel de vida de los Estados Unidos.
Concluyen las sesiones del mes de Octubre el día 28, donde el ex socialista Sr. Algora (había abandonado el partido hace algunas semanas) denuncia la inoperatividad de la Cámara en las últimas sesiones, con unos ruegos y preguntas y otros asuntos que no tratan de los verdaderos problemas del país, censura que todo el gran trabajo legislativo de la Cámara se ha desarrollado y ejecutado en la discusión y aprobación del Estatuto de Cataluña,
“cuando se trabajó de recio y sin descanso, señores diputados, fue cuando teníais que sacar el Estatuto catalán. Entonces estuvimos aquí mañana, tarde y noche, y no faltaban a las sesiones los 40 representantes catalanes, ahora solo asisten, miradlos, 3 o 4 catalanes, seguramente para hacernos compañía, y no para intervenir en nuestras deliberaciones, que ya no les interesan”. De esta forma, aquel Proyecto que se vendió como el gran y más necesario de todos cuantos debían de venir, el de la Reforma agraria, había quedaba relegado a un segundo plano a la sombra de las discusiones del Estatuto; la ideología primaba sobre la política social en esta República de trabajadores.
NOVIEMBRE 1932
 
En este mes se aprueban los PGE con escaso rechazo por parte de las minorías de la oposición de la Cámara, (radicales y agrarios principalmente), unas sesiones que se desarrollan de forma más pausada y mucho más serena de lo que suele ser habitual; en este inusual ambiente, se van aprobando los Presupuestos de los distintos Ministerios; de los pocos meses de la legislatura donde la calma y el debate sereno de ideas estaban muy por encima del habitual espíritu apasionado y tan proclive al enfrentamiento de las Cortes republicanas.
Entre los distintos debates sobre los PGE se entremezclan algunos de índole diversa, como el del día 9, donde el
Sr. Gil Robles denuncia de nuevo la inutilidad de las sesiones de ruegos y preguntas, así mismo, critica duramente la arbitrariedad y sectarismo gubernamental con las aplicaciones de leyes excepcionales, en concreto la tan denostada Ley de la Defensa de la República responsable de más de 5.000 detenciones gubernativas desde los sucesos del 10 de Agosto y sobre las que, en la mayoría de ellas, “no ha habido un pronunciamiento del Tribunal de Justicia, ni una sanción de tipo gubernativo”.
Denuncia las presiones y coacciones del Gobierno a los jueces y el quebrantamiento cada vez más habitual de la independencia del Poder Judicial. Las medidas gubernativas contra los supuestos enemigos de la República seguían su cauce y, lejos de disminuir, se extendían a más sectores de la ciudadanía, en este caso, el señalamiento lo sufría el propio estamento judicial. Prueba de ello es lo que acontecía en la sesión del día siguiente, día 10 y en la que se discute el Proyecto de Ley para la Jubilación forzosa de los jueces y fiscales; otra intensa sesión donde las minorías Agraria y Radical muestran su frontal rechazo al Proyecto de Ley del Ministro de Justicia, Sr. Albornoz. El Ministro la defiende
“por la incompatibilidad de esos funcionarios, a juicio del Gobierno, con una magistratura republicana”; la minoría Agraria, por su parte, muestra su indignación por entender que, previamente, se debe instruir y estudiar cada expediente, cada caso por separado, denuncian que en el periodo de la Dictadura tan solo fueron depurados 5 magistrados, mientras que ahora, el Ministro, “sin tener para nada en cuenta las garantías mínimas, sin formar un expediente, sin haber oído siquiera a los interesados, sin señalar ni una sola causa, por pequeña que fuere, en justificación de esa sanción judicial, da a la luz pública la primera lista de magistrados del Tribunal Supremo y de la Audiencia de Madrid jubilados, en número de 15”. Días más tarde, en la sesión del día 16,
el Sr. Gil Robles critica la situación de desorden social de las provincias extremeñas, Sevilla y Jaén, denuncia las presiones de los obreros a los patronos, los excesivos jornales que se están pagando a cambio de una mínima productividad, incluso, cita el caso de algunos pueblos donde se ha llegado a asesinar a patronos, en uno de los cuáles, asegura, se llegaron a sortear en la Casa del Pueblo el asesinato de uno de ellos.
El día 23 la minoría Agraria presenta una Proposición incidental solicitando que venga a la Cámara el Proyecto del Tribunal de Garantías Constitucionales, cree urgente que empiece a funcionar dicho Tribunal dado que, a día de hoy,
“contra la inconstitucionalidad de las leyes, y contra el arbitrio del Poder, no existe ningún otro arbitrio que ejercitar”;
aprovechan la oportunidad para lanzar de nuevo duras críticas a la Ley de la Defensa de la República. El Sr. Azaña se reafirma en la defensa de la citada Ley y, advierte, no sin cierta dosis de arrogancia;
“yo ya sé que estas cosas no le gustan a todo el mundo, pero no tengo interés en que le gusten a todo el mundo, con que les gusten a los republicanos me basta”. Además, pone en cuestión la independencia del Poder Judicial; “ni el Poder Judicial, ni el Poder Legislativo, ni el Poder Ejecutivo pueden ser independientes del espíritu público nacional”,
afirma que es misión del Gobierno vigilar con celo las actuaciones de sus funcionarios para salvaguardar ese espíritu; “por eso, el Gobierno ha solicitado de las Cortes la facultad de eliminar a los funcionarios que, a su juicio, no estén en las condiciones debidas”. El intervencionismo estatal no dejaba imberbe a ningún Cuerpo o Magistratura estatal, el ideario del “republicanismo” gubernamental lo impregnaba todo, la excusa de los sucesos del pasado día 10 daba alas a unos ideólogos que creían tener ahora plena potestad y facultad para dar rienda suelta a sus apetitos “revolucionarios”.
DICIEMBRE 1932
 
Son también pocas las sesiones desarrolladas en este mes, prosiguen los debates del resto de Presupuestos de los distintos Ministerios, de nuevo, en una línea y tónica de inusual serenidad, no muy distinta a la del pasado mes de Noviembre.
Destacar la sesión del día 7 donde se lee la sentencia del Tribunal de Responsabilidades, nombrado directamente por las Cortes (Tribunal político tan del gusto del nuevo régimen), para depurar las causas del Golpe de estado de Septiembre de 1923; se declaran culpables al General Primo de Rivera, al General Martínez Anido y a otras personalidades de la Dictadura, entre las que se incluían distintos ministros de sus Gobiernos, como el Sr. Calvo Sotelo, castigado a 12 años de confinamiento en Santa Cruz de Tenerife. (Estos, sin el cartel de “revolucionarios” o republicanos, no recibían la indulgencia de aquellos que sí lo eran o así se declaraban). Al día siguiente, el 8, en la discusión de los Presupuestos del Ministerio de Trabajo,
la minoría Agraria denuncia el sectarismo e inutilidad de los Jurados mixtos, germen de múltiples conflictos entre patronos y obreros. El agrario Sr. Guallar, considera que estos desempeñan una función estéril dada la gran masa de obreros que se decantan por la acción directa,
con una CNT que ya dijo que no reconocería a ninguna autoridad ni mediación del Gobierno haciendo inútil la acción legislativa del Gobierno y, por consiguiente, inútiles sus intentos para resolver los conflictos de trabajo. Por su parte, la diputada Radical Sra. Campoamor, denuncia el marcado acerbo socialista de dicho Ministerio con el Sr. Largo Caballero al frente del mismo. Días más tarde, en la sesión del día 16, se produce un incidente entre el Radical Sr. Hidalgo y el socialista Sr. Prieto, un suceso que ilustraba las cada vez mayores diferencias entre ambas formaciones políticas;
el Radical Sr. Hidalgo defendía una Proposición incidental referente al sector ferroviario, una Proposición que el Ministro de Obras Públicas, Sr. Prieto, no se toma de muy buen grado, a su entender, cree que se trata de una maniobra política por lo que lanza duros agravios y descalificaciones al Sr. Hidalgo;
“no me atrevo a exaltar todo lo que merece el talento de S.S. porque cuanto más exalte el talento de S.S. descubro más la torpeza en que ha incurrido S.S.”,
palabras que producen duras descalificaciones entre miembros de ambas minorías.
De las últimas sesiones del mes destaca la sesión del día 22, se discute una Proposición referente a la anarquía generalizada en toda España; se quiere poner de relieve que la Guardia Civil se ve incapacitada para detener los conflictos entre patronos y campesinos, con desórdenes en los que se producen destrozos de fincas, quema de bosques; el Radical Socialista, Sr. Pérez Madrigal, sin embargo, defiende los asaltos de fincas, afirma que en esa batalla entre burgueses y trabajadores, estos
“tienen perfecto derecho a inmolarse en el asalto y en el crimen”, otra intervención en la que se defendía el delito frente a la justicia.
La tensión vuelve a la Cámara en la sesión del día 23 con el debate de la Ley de Presupuestos; se aprueban todos los artículos sin apenas discusión excepto el 44, referente a la supresión del Presupuesto del Culto y el Clero que recibe las críticas de la minoría Agraria. El Ministro de Justicia, Sr. Albornoz, deja claro en su intervención que no se va a cambiar nada al respecto, lanza duros ataques a la Iglesia y se ciñe a la Constitución para advertir que, transcurridos los dos años que refiere la Ley especial, la Iglesia dejará de percibir cualquier tipo de ayuda estatal. Las derechas critican el hecho de que, 24 horas antes, se hubiese aceptado un voto particular del Sr. Fanjul, voto que, tras una serie de presiones ejercidas sobre la Comisión por parte de los señores Azaña y Albornoz, era rechazado por ésta que ahora se negaba a cualquier tipo de transacción o entendimiento.
El diputado agrario, Sr. Molina Nieto, expresa, en un emotivo y sentimental discurso, su repulsa por el sectarismo gubernamental contra la Iglesia, criticando, especialmente, la actitud anticlerical del Sr. Albornoz; así, defiende un voto particular solicitando que los miembros del Clero disfruten en igual de condiciones las ayudas que los demás funcionarios que han sido cesados en sus carreras por disposiciones gubernamentales. Hace referencia a la Constitución que dice la han hecho y confeccionado “entre unos cuantos y para unos cuantos, la Constitución que habéis hecho a espaldas del país y contra la voluntad del país”; así mismo, asegura que en los hechos pasados de Agosto no se ha podido comprobar la participación de ningún miembro del Clero, por lo cual, no hay pretexto alguno para lanzar esta campaña contra los sacerdotes; “al pueblo le habíais prometido que los bienes de la Monarquía, los del Ejército, los de las jesuitas y los del Clero sería para mejorar su situación, y lo cierto es que desde que se hicieron al pueblo esas promesas hoy está muchísimo peor”. Su voto finalmente es rechazado.




1933

El año está marcado por los sucesos de Casas Viejas ocurridos al poco de iniciarse el mismo, la posterior y nefasta gestión gubernamental de estos, produce algo que, unos pocos meses antes, hubiera sido difícilmente imaginable, el sorprendente y progresivo distanciamiento de algunas de las minorías colaboracionistas, hasta entonces, con la coalición republicano-socialista; el Gobierno Azaña no se recuperaría en todo el transcurso del año de su mala praxis en la explicación y gestión de aquellos trágicos sucesos, circunstancia que iba a propiciar un giro de política radicalmente distinta a partir de las elecciones a celebrar en el mes de Noviembre; las ahora escasas derechas, inesperada y sorprendentemente, iban a ocupar una gran parte de los escaños de la Cámara ofreciéndoseles la inesperada oportunidad de promover políticas de un signo radicalmente distinto al de las Constituyentes. Otro tipo de República parecía ser posible, una República que había sido construida para el exclusivo disfrute de las izquierdas (como así reconocieron los propios ponentes constitucionales), se abría paso a otras corrientes ideológicas, una circunstancia que, al inicio del año y como ya he referido, parecía absolutamente impensable. Así, una buena parte de la Cámara, pasaba a ser oposición de su propia obra.
FEBRERO 1933
 
El año 1933 se inicia con un hecho que va a cambiar por completo el rumbo de la legislatura de las Cortes Constituyentes, casi, hasta el destino de la propia República, los sucesos de Casas Viejas. La durísima represión y la más que confusa explicación de la misma por parte gubernamental, especialmente, a cargo de su Presidente Sr. Azaña, posibilitarán que otras minorías se vayan a ir sumando a la corriente de oposición parlamentaria. Lo que parecía del todo punto imposible hace unos meses, ahora, tras la pésima gestión de estos trágicos sucesos, cobraba visos de hacerse realidad; la credibilidad gubernamental y su base parlamentaria para su sustento estaban por primera vez y, tras casi dos años, en entredicho. Desde este mismo mes de Febrero y hasta el mes de Septiembre, fecha de su caída, el Gobierno iniciaba una huida hacia adelante ajena al malestar y desafección que sentía una buena parte de la opinión pública por la ejecutoria de su obra, las voces parlamentarias contrarias y disonantes a la misma serían, desde entonces, un sonido y una rutina habitual; a este descrédito político se sumaba también el agravamiento de los desórdenes sociales ya generalizados por el conjunto del país, por primera vez, el suelo que pisaba el Gobierno de la conjunción republicano-socialista dejaba de ser firme y su caída sería un hecho casi anunciado desde estos primeros meses del año 1933.
Las sesiones del año se abren así el día 1 de Febrero, se traen a escena los Sucesos de Casas Viejas acaecidos en los primeros días de Enero, tiene lugar un intenso y largo debate; diversas minorías lanzan acusaciones respecto a la pésima gestión de los sucesos por parte del Gobierno, censuran la represión ejercida por las Fuerzas de la autoridad, en especial, la Guardia de Asalto que se convertirá en el principal foco de las críticas. Los Radical Socialistas (ahora ya Izquierda Radical Socialista, formación con la que se inauguraba la escisión del partido Radical Socialista), dirigen duros ataques al Gobierno, el Sr Ortega y Gasset E. dice; “es esencial para la República el que rompa ésta toda solidaridad con el Gobierno que ha consentido tales actos y que ha llegado, según tengo entendido, a más, a felicitar a las fuerzas que intervinieron por haber reducido a aquellos campesinos de la manera sangrienta y cruel como se los ha reducido”. La minoría Radical, en la voz del Sr. Guerra del Río, no baja la intensidad de las acusaciones; “lo ocurrido en el último mes, mientras han estado cerradas estas Cortes, es algo de tal gravedad que ha de cambiar por completo, en absoluto, la posición táctica nuestra, de los republicanos no ministeriales frente al Gobierno”;
“nosotros acusamos de crueldad posterior y de imprevisión anterior al Gobierno, exclusivamente al Gobierno”; acusa al Gobierno de manifiesta imprevisión como ya sucediera en los hechos del 10 de Agosto dado que, conociendo la sublevación que se iba a producir,
“esperó que se produjera para reprimirla”. Deja entrever la sospecha de que, ante unos sucesos con el resultado de más de 20 fallecidos y ningún herido, estas acciones hubiesen podido ser derivadas de alguna orden gubernamental, señalando directamente al Sr. Azaña; “la acusación es gravísima y para nosotros muy dolorosa, pero así lo creemos, y así lo creemos porque tenemos indicios y datos que nos hacen creer así”.
Apunta también al Gobierno civil de Sevilla y en el que el Comisario de Policía y, delante de testigos de las fuerzas a sus órdenes, señaló lo siguiente:
“las instrucciones eran que no hubiera prisioneros ni detenidos”.
Cita también al diputado Radical, Rey Mora que, el pasado día 8 de Enero, se encontraba en uno de los focos de la revolución, Huelva, lugar desde el que llamó al Ministro de la Gobernación para advertirle de lo que allí estaba ocurriendo y mostrarle, a su vez, el apoyo incondicional a la República, refiere que el Ministro, Sr Casares Quiroga, le respondió en actitud nerviosa;
“no se hagan ustedes ilusiones, señores radicales, por ahora no hay revolución”; el Sr. Rey Mora, presente en este momento, lo corrobora; “exacto, esa es la colaboración ministerial y ese es el espíritu del Gobierno”. El Gobierno, por el contrario, solo habla a través de un Delegado del mismo, el inexperto y joven diputado socialista Sr. Esplá que, en lugar de convencer y disipar dudas, crea aún mayores discrepancias e incertidumbre por sus incongruentes y confusas explicaciones, entre otras cosas, sugiere que se traigan pruebas y no criticas sin sentido contra la acción gubernamental.
En la sesión del día siguiente, día 2, la tensión de la Cámara va en aumento ante las evasivas gubernamentales para aclarar los dramáticos sucesos; el Sr. Azaña se ve obligado a intervenir para dar a conocer la versión gubernamental, en esta ocasión, su discurso es muy escueto, muy lejos de sus habituales intervenciones cercanas o de más de dos horas de duración. Básicamente, afirma que los hechos están “suficientemente aclarados y ventilados”, dando así por válidas las palabras y las explicaciones de ayer del Sr. Esplá.
Tras esta intervención, el diputado de la minoría conservadora republicana, Sr. Maura, considera inadmisible que el Gobierno se remita a las palabras del inexperto Delegado gubernativo Sr. Esplá para definir su posición al respecto, un discurso que califica de lamentable. La minoría Radical, por su parte, defiende una Proposición incidental en la que invita al Gobierno a que ofrezca las oportunas explicaciones por considerar que hay evidentes indicios de graves imputaciones a la acción gubernamental en los sucesos. Esta Proposición obliga a levantarse de nuevo al Sr. Azaña que, en esta ocasión, ofrece al menos un discurso más detallado al respecto y en el que deja claro que el Gobierno para nada va a rectificar su posición; reitera que, en el asunto de Casas Viejas,
“por mucho que se hurgue no se encontrará un atisbo de responsabilidad para el Gobierno”;
"en Casas Viejas no ha ocurrido sino lo que tenía que ocurrir”. (Fuertes protestas); sus palabras dan a entender que había sido un acto producto de la rebeldía general contra la sociedad y contra el Estado por lo que era algo inevitable; además, asegura que los sucesos de Casas Viejas han sido vistos “con júbilo por todos los que tenían interés en el hundimiento de la República”. Vuelve así a la posición victimista de asociar cualquier desorden político o social con una maniobra de aquellos que pretender menoscabar el prestigio a las instituciones republicanas, como si la República tuviera su exclusivo dueño y patrimonio en los miembros y socios políticos del actual Gobierno, una argumentación que, lejos de atenuar, irá fortaleciéndola con reiteradas referencias a que, fuera de ese escenario, la condición de republicano es dudosa o artificiosa y, más aún, cuestionable.
Pese a los esfuerzos del Sr. Azaña, los sucesos trágicos de Casas Viejas derivan en una crisis política que cobra toda su crudeza en la sesión del día 3, fecha en la que tiene lugar una valiente y vibrante intervención a cargo del líder del partido Radical Sr. Lerroux; es hoy protagonista de su primer gran discurso de oposición en la legislatura republicana.
Critica duramente que el Gobierno no fomente la consolidación del régimen, una errática dinámica que se ha venido ejerciendo desde los inicios del mismo, así, recuerda el momento de la quema de conventos;
“y quiero llamar a vuestra memoria sobre el hecho, que probablemente nunca en ninguna parte, la Iglesia aceptó más resignadamente ni con mayor sumisión un estado de cosas tan contrario a sus intereses espirituales”.
Vehemente, afirma que el Gobierno de la conjunción republicano-socialista, “ha fracasado total y rotundamente”; igualmente, rechaza el sentido de la excelsa legislación social llevada a cabo por el Gobierno;
“ha legislado como si España, en su mundo proletario, se compusiera exclusivamente de obreros socialistas”;
“la falta de equidad y de justicia en la legislación, han hecho posibles los sucesos de Castilblanco como los sucesos de Casas Viejas, la falta de tacto y de cordialidad ha producido un estado lamentable de antagonismo entre las facciones y partidos puramente republicanos”,
y, fundamentalmente, al propio partido Radical, por todo ello, cree que la única solución es la dimisión en bloque del Gobierno. Estas manifestaciones son recogidas por el Sr. Azaña que se reafirma en su apoyo a la coalición republicano-socialista, cree que no hay alternativa válida a ella;
“si hay que formar un Gobierno de concentración republicana, no soy la persona indicada para ello”; reitera su posición de que el régimen se debe consolidar con un Gobierno como el actual, con una integración de
“elementos burgueses y proletarios”.
Sobre las palabras del Sr. Lerroux, llega a decir que no es de ningún modo admisible la amenaza del Sr. Lerroux en lo que era su apuesta de poner trabas, a partir de este momento, a la labor ministerial y desde la oposición; “yo creo que esto es salirse del juego parlamentario y tomar una actitud netamente revolucionaria”.
Por su parte, el socialista Sr. Prieto, elige su forma más contestataria y abrupta para resumir las argumentaciones del Sr. Lerroux, califica su discurso de lamentable e irreverente; “no pronunciaremos jamás las palabras de tono irreverente que su S.S. ha pronunciado aquí esta tarde”, “su señoría no sabe lo que ha dicho esta noche al incurrir en semejante irreverencia”, palabras que provocan grandes protestas de la bancada Radical. A continuación, los señores Lerroux y Maura censuran duramente la virulencia y los excesos verbales del Sr. Prieto; el Sr. Maura considera que las afirmaciones del Sr. Prieto son de tal gravedad que el debate debe proseguir
“porque a partir del día de hoy, no habrá en los partidos de oposición quien pueda culpar a nadie, ni al partido socialista, ni al Jefe del Gobierno, porque este Gobierno continúe formado como esta”; cree que el Gobierno está absolutamente incapacitado para seguir gobernando. El Sr. Azaña, sin embargo, defiende y se hace solidario de las afirmaciones del Sr. Prieto, a su juicio, motivadas por los injustificados ataques a los que habitualmente están sometidos los socialistas, incluso, dice tener síntomas de hartazgo; “harto de que sobre sus cabezas caigan todo género de dicterios y de acusaciones improcedentes e injustificables”. Así, lejos de atenuar su obra y conducta política y parlamentaria, el Gobierno aprovecha la coyuntura para adoptar una posición victimista, echándose en brazos de uno de los elementos más extremos de la Cámara republicana, los socialistas, que prosiguen con sus derroteros de llevar a la República hacia un mayor grado de radicalización y en favor de una política de clase que estaba agravando sobremanera la división social y en la que la refriega política parecía que era su principal seña de identidad; para muestra, las palabras en la sesión de hoy de su jefe de filas, Sr. Prieto, descalificando al Sr. Lerroux por el simple hecho de levantarse con el propósito de liderar a la oposición parlamentaria y solicitar al Gobierno una aclaración de lo ocurrido en el pasado mes de Enero en la localidad de Casas Viejas. Simplemente el hecho de desempeñar la legítima oposición al Gobierno, le situaba en el lugar de la sospecha por su presunta cierta solidaridad con los enemigos al régimen; para los socios de la conjunción republicano-socialista, el Gobierno y la República eran la misma cosa, así, atacar al Gobierno era atacar a la República, no podía haber más representatividad y legitimidad para ella que la encarnada por los elementos del actual Gabinete.
Señalar también por último que, desde esta fecha, la actitud en la Cámara del Sr. Prieto sufrirá un significativo cambio que hará de sus largas y frecuentes intervenciones, una suma continua de desafueros y refriegas personales dirigidas contra algunos de los diputados de la misma, serán frecuentes sus ataques y reproches de carácter personal a aquel que tuviera la osadía de levantarse a hacer crítica u objeción alguna a su minoría socialista o al mismo Gobierno; discursos agrios, abruptos, repletos de todo tipo de descalificaciones personales iban a crear un ambiente poco propicio para la serenidad y el entendimiento, herramientas esenciales para dar solución a los graves problemas que por aquel entonces sufría el conjunto de la sociedad española. Un ejemplo de ello se verá en la sesión siguiente, el día 7 de Febrero, sesión en la que el diputado de la Izquierda Radical Socialista, Sr. Ortega y Gasset E., lanza diversas acusaciones al Sr. Prieto por algunas de sus
actuaciones al frente del Ministerio de Obras Públicas, un debate marcado de nuevo por las diferencias personales entre ambos diputados; el Sr. Ortega dice; “el Sr. Prieto ha instalado en el banco azul un tenderete de matonismo parlamentario”,
incluso, advierte que, “el Sr. Prieto ya ha anunciado que me va a dar un revolcón”. El debate prosigue el día 8, día en el que Sr. Ortega se dirige de nuevo al socialista en estos términos;
“yo le digo a S.S. a pesar de ese aire de dictador con el que habla, que no sé de donde lo ha sacado, porque S.S. no es más que un diputado como otro, y se ha llegado, a creer que tiene una superioridad máxima, que yo no le reconozco, ni en el orden social ni en el intelectual, porque es de una ignorancia supina”. Las malas maneras del Sr. Prieto le iban a granjear a partir de entonces una innumerable lista de refriegas parlamentarias con no pocos diputados de la más diversa significación política.
El día 9, lejos de rebajarse la tensión parlamentaria, esta aumenta al salir a escena la tan polémica y discutida Ley de las Congregaciones religiosas; en uno de los peores momentos posibles, con la Cámara sumida en disputas aún no resueltas por los sucesos de Casas Viejas, el Gobierno decide traer a debate de nuevo el siempre espinoso y complicado asunto religioso.
La minoría Agraria critica con dureza el Proyecto; el Sr. Cid afirma que atendiendo a lo que establece la Constitución,
“el derecho de los católicos sufre en el Proyecto de Constitución las siguientes limitaciones: una merma evidente del derecho de elegir profesión, una minucia opuesta para esclavizar en determinadas aplicaciones el derecho de reunión, una restricción de la garantía de propiedad más o menos afirmada para todos, otra mutilación del derecho de enseñar, una merma del derecho de asociación”.
Considera que las creencias religiosas
“lejos de ser un motivo de privilegio, van a ser motivo de persecución”;
y así, enumera todos los artículos constitucionales que se vulneran con este proyecto de Ley, denunciando, especialmente, la confiscación de bienes que sufre la Iglesia. Denuncia, además, el hecho de que muchos niños se vean ahora a mitad de curso en la calle por haber sido suprimido el derecho de enseñanza a las Órdenes religiosas. El Sr. Gil Robles, seguidamente, también censura el que se trate de aprobar a toda prisa este Proyecto sin traer previamente el Proyecto de Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales, un Tribunal ante el que sea posible apelar la inconstitucionalidad de Proyectos como el que actualmente se debate. Critica el sobrecoste que va a significar para el Estado esta medida, dañando la ya maltrecha Hacienda;
“cuando habláis de cordialidad con los elementos de derecha, olvidáis que esta nueva agresión, totalmente injustificada, parte exclusivamente de vosotros, que sois los que desencadenáis una guerra espiritual entre españoles”.
Sus manifestaciones son claras y no exentas de polémica, llama a los católicos españoles a desobedecer esta Ley en caso de ser aprobada en los términos en los que actualmente viene dictaminada.
En la sesión del día 10
la minoría Agraria prosigue con sus duros ataques al Proyecto, esta vez por boca de los señores Molina Nieto y Guallar; este último, critica con dureza el sectarismo y la arbitrariedad de una Ley que ataca los intereses de la Iglesia;
“la Iglesia española, desde el advenimiento de la República, recorre un largo y doloroso calvario” y, a tal fin, cita algunos ejemplos de ello, como la secularización de los cementerios, de la beneficencia, la prohibición de la enseñanza religiosa, la oración y el crucifijo, la supresión del presupuesto del Culto y el Clero, la disolución de los Jesuitas, la secularización del Estado y, todo esto, sin contar “con
el incendio de iglesias y conventos, de imágenes y símbolos religiosos, la profanación y atropello violento y muchas veces sangriento de actos de Culto, perpetrado sino con el complicidad, con el consentimiento tácito, al menos, de autoridades y gobernantes”, pese a todo ello, resalta que sigue siendo una Iglesia complaciente y disciplinada con la República y con sus instituciones;
“la Iglesia, desde el advenimiento del nuevo régimen, ha prestado acatamiento al Poder constituido, ha predicado y ha recomendado a sus fieles la obediencia a ese Poder”.
Critica al Proyecto por ir contra los intereses de la Iglesia católica mientras que, a su vez, se deja a las demás confesiones libres de medidas tan arbitrarias como las referidas en esta Ley. Unos días más tarde, el 14, el Radical Sr. García Bravo Ferrer, lamenta que se traiga ahora a debatir este Proyecto sin que la cuestión religiosa aún se haya calmado; recuerda que por el año 30, los defensores de la revolución y encarnados por los miembros del Gobierno Provisional, en ningún momento hicieron reseña alguna a que se iba a despojar a la Iglesia de sus bienes, cree que, de haberlo hecho,
“la Revolución hubiera perdido su caudillo y, por lo menos, la asistencia abnegada y generosa de millares de católicos que a la Revolución colaboramos”. Por su parte, las mayorías de la izquierda se ciñen al cumplimiento del artículo 26 de la Constitución, entienden que para nada se hace afrenta alguna a la Iglesia con este Proyecto que, de ningún modo, parecen estar dispuestos a modificar.
El día 22 prosigue el tenso debate sobre el Proyecto de Ley de las Congregaciones religiosas; la minoría Vasconavarra censura que los padres no puedan ofrecer el tipo de enseñanza que quieren para sus hijos; el Sr. Oreja Elosegui afirma que la Ley, más que establecer una serie de parámetros entre Iglesia y Estado, ejerce un control casi policial para con la Iglesia tratándola como si fuera “la gran perturbadora de los intereses del Estado”. Por su parte, el diputado de la Izquierda Radical socialista, Sr. Botella, critica que, habiendo un Gobierno con la presencia de tres Ministros socialistas, se hagan leyes tan conservadoras como esta;
“este equívoco de que gobiernan las izquierdas con un programa de derechas es un motivo de confusión para la opinión pública”; y, así, advierte que si sale promulgada esta ley tal y como viene, “a cada artículo que se aprobara inspirado en el espíritu de este proyecto, ardería un convento en la calle, porque el país está resuelto (Rumores), está decidido de una vez de dar solución al problema religioso, y si no la dais aquí en la Cámara, la dará en la calle”. Cree que todo el Proyecto,
“se inspira en el propósito de proteger a la Iglesia y a las Congregaciones religiosas”,
dice que no puede ser que se gobierne de esta forma y que encima las derechas se quejen por ello llamando incluso a desobedecer la Ley; “¿creéis vosotros que si realmente este Gobierno tuviera espíritu revolucionario, habría ningún elemento de derechas que se atreviera a decir eso en pleno Parlamento?”.
Los días siguientes se retoman los tan incómodos debates para el Gobierno sobre los sucesos de Casas Viejas; en la sesión del día 23
la oposición pide aclaraciones al Gobierno tras haberse conocido nuevos datos. El Sr. Azaña, de nuevo y, en una escueta intervención en la que apenas aporta datos relevantes, reitera que en todos estos sucesos no hay ni puede haber ninguna responsabilidad política del Gobierno. Tras su intervención, minorías como la Radical ofrecen nuevos datos sobre los sucesos y basados en testimonios de víctimas, vecinos del pueblo y otras serie de datos; coinciden en la extralimitación de la represión, en particular de la Guardia de Asalto, se señala a su Capitán, el Sr. Rojas, encargado de organizar una Razzia intencionada y con la supuesta benevolencia gubernamental para ejecutarla; muestran su deseo de conocer las órdenes dadas por el Gobierno para reprimir los sucesos; el ex socialista Sr. Algora llega a decir; “para mí un pequeño espacio del banco azul está teñido de sangre y esa sangre debe limpiarse por decoro de la República y de todos”. Por su parte, el socialista Sr. Alonso González, cree que estos sucesos emanan de la política caciquil de la derecha que explota a pueblos como este y a otra infinidad de ellos “que han estado y están todavía sometidos a la sacristía de la Iglesia, a la imposición del sacerdocio, a la imposición de los caciques, a la imposición de los jerarcas, de los propietarios, de los señores”.
Incluso, se atreve a atacar al partido Radical como inductor de los mismos, “moralmente, sois los responsables de todos estos hechos”.
A continuación, los señores Fanjul y Maura piden la dimisión del Gobierno, este último considera inadmisible que después de 40 días de los sucesos, cuando toda España ya conoce lo ocurrido, el Gobierno permanezca impasible. El Sr. Azaña de nuevo y, escuetamente, echa balones fuera, afirma que la acción gubernativa terminó el día 12 de Enero por la mañana,
“cuando allí se restableció la tranquilidad material”. Al día siguiente, en la sesión del día 24, prosiguen los tensos debates sobre los sucesos; el Federal Sr. Soriano, compara este suceso con el caso Ferrer, donde los socialistas con el Sr. Pablo Iglesias al frente, pidieron la dimisión del Gobierno de Maura y, siendo un caso análogo al de Casas Viejas, aunque de menor entidad, el Gobierno dimitió; lamenta que ahora los socialistas hayan cambiado radicalmente de conducta. Pese a las críticas y la incisiva labor opositora de no pocas minorías de la Cámara, algunos diputados de la mayoría defienden una Proposición incidental dirigida a apoyar la labor gubernamental y su firme decisión de esclarecer los hechos. A continuación, se lee otra Proposición incidental de las oposiciones, en ella solicitan las oportunas aclaraciones al Gobierno respecto de todo lo ocurrido. Al escuchar esta última Proposición, el Sr. Azaña solicita que se vote esta misma tarde dada su relevancia y que interpreta como una moción de censura contra el Gobierno. Finalmente, tras algunas duras palabras cruzadas, es aprobada la primera de las mociones, la que otorgaba la confianza al Gobierno con el fin de que se esclarezcan los hechos, para lo cual, este se ponía en manos de lo que la Justicia dictase. Trataba así de sacar de la esfera del Parlamento este doloso y tortuoso debate político que tanto estaba minando su credibilidad y dejar a los Tribunales (ahora sí) la labor de dictar sentencia sobre los sucesos del pasado mes de Enero.
Termina el tumultuoso mes con la sesión del día 28 donde se debate el Proyecto de Ley de las Congregaciones religiosas; el Sr. Abadal de la LLiga Regionalista, critica que con este Proyecto se trate de expoliar a la Iglesia, además, censura que sea una ley que solo menciona a la religión católica dejando al margen a las otras confesiones por lo que cree que, no todas las religiones, están en las mismas condiciones de igualdad y, más, cuando el Estado dice que no tiene religión oficial; “el pueblo no podrá comprender por qué razón los templos del culto católico tienen que ser absorbidos por el Estado y no tienen que serlo los de la religión protestante”.
La diputada socialista Sra. Nelken, aviva la polémica con una larga y controvertida intervención, entre otras cosas, critica a las religiosas que dan asistencia en los Hospitales y su labor de asistencia a los enfermos que van a morir y a los que implantan símbolos religiosos y asistencia moral religiosa en esos difíciles momentos, considera que para los no creyentes todo eso e impuesto por la fuerza,
“representa la angustia de la opresión que le ha perseguido durante toda la vida”;
relata diversas amenazas de las religiosas a los enfermos citando, como ejemplo de ello, el castigo que reciben de no ofrecerles el desayuno si previamente no rezan. Se reafirma en unas anteriores afirmaciones respecto a que “las Congregaciones religiosas que se dedican a la Industria tienen una gran responsabilidad en el fomento de la prostitución en España”.
Concluye justificando también las acciones violentas, incluso, la quema de conventos; “en otras naciones la muchedumbre, en momentos de conmoción nacional, asalta Bancos y Palacios, aquí quema conventos”, ”aquí van donde saben que se encuentran quienes los han oprimido durante siglos y siglos”, ”no nos obliguéis a contestar con las mismas armas, porque no queremos hacerlo”, y añade;
“en cualquier país del mundo puede que tuviera la Iglesia, puede que tuvieran las Órdenes religiosas derecho a hablar y a ser escuchadas con respeto, menos en España”. Manifestaciones que reflejan, una vez más, un anticlericalismo casi enfermizo en ciertos sectores de la izquierda parlamentaria, especialmente, ofensivo y reiterativo dentro de las filas socialistas de la Cámara que no dudaban en seguir hurgando en una cuestión que tanto dolor y desbordada tensión estaba provocando en el conjunto de la sociedad española.
MARZO 1933
 
Este mes fija el centro del debate parlamentario en el Proyecto de Ley de las Congregaciones Religiosas; la cuestión religiosa entraba con todo ímpetu de nuevo en la Cámara que sería protagonista y objeto de todo tipo de pasiones y desencuentros a causa de la misma; el Gobierno pareciera querer desviar la atención de los graves sucesos de Casas Viejas trayendo a escena un debate que iba a tener, sin duda, entretenida a una buena parte de la opinión pública española. Sin embargo, no lo va a conseguir, distintas minorías parlamentarias redoblarán su empeño y su presión en un frenético intento de que el Gobierno diera algún tipo de explicación mínimamente razonable a todo lo ocurrido en la pequeña localidad gaditana de Casas Viejas.
La tensión se palpa desde el primer día de las sesiones del mes, día 1 de Marzo, una  sesión de la que es protagonista el Ministro de Justicia, Sr. Albornoz, que califica de elementos de extrema derecha a los que hacen oposición al Proyecto de Ley, el cual, a su entender, cumple fielmente lo referido en el artículo 26 de la Constitución por lo que, a su entender, no se puede considerar en modo alguno una expoliación a la Iglesia; defiende que la Iglesia es un servicio público, por tanto, públicos deben ser sus bienes y, siendo así, nunca han podido pertenecer a la Iglesia (atendiendo a esa condición de públicos). Hace una férrea defensa del laicismo estatal; “el Estado moderno es el Estado laico”, “no puede haber libertad de enseñanza confesional contra el Estado laico”. Avala también las actuales tesis anticlericalistas; “cuando la Iglesia en España deje de ser una Iglesia de opresión y humillación, para convertirse en una gran fuerza espiritual al servicio de la cultura y de la libertad, ah, Sr. Pildaín, entonces no habrá anticlericalismo”. Concluye el debate con la intervención del diputado vasconavarro Sr. Pildaín, reprocha al Ministro el sectarismo de su Proyecto y la caprichosa persecución a la que está sometiendo a la Iglesia.
Tras este debate y, cinco días después de su puesta en escena, en la sesión del día 2 de Marzo, se vuelve a traer a discusión la Proposición del Sr. Botella sobre la cuestión de confianza al Gobierno; critica con dureza la inacción gubernamental durante muchas semanas tras los sucesos de Casas Viejas por lo que reitera su petición de dimisión.
Asegura que la crisis está a punto de llegar;
“todos saben ya que el Gobierno está virtualmente dividido”, un Gobierno
que se ve
muy afectado por los sucesos de Casas Viejas, por lo que “convendría que la dimisión fuera ahora, que la crisis fuera ahora, porque esto sentaría un hecho saludable para la República”. Las palabras del Sr. Botella no hacen cambiar un ápice en su parecer al Sr. Azaña; “el Sr. Botella no abandona sus posiciones, el Gobierno tampoco puede abandonar las suyas”; añade que, gracias a la previsión gubernamental, los hechos revolucionarios del día 8 de Enero, se quedaron en una mínima expresión de lo que podían haber sido, con una Fuerza Pública que cumplió a la perfección su cometido siendo la razón por la que no se la puede acusar ahora ni de crueldad ni, siquiera, de dureza. La Proposición es rechazada finalmente por amplia mayoría.
En la sesión del día siguiente, día 3, se trae de nuevo a debate el Proyecto de Ley de las Congregaciones religiosas; la minoría Agraria por boca del Sr. Royo Villanova critica duramente el Proyecto de Ley, las prisas en traerlo, su sectarismo, la división que está generando;
“¿tenéis todavía prisa para cerrar las escuelas, dejando a los alumnos en la calle?", sin embargo, lamenta que no se hayan dado tanta prisa en eliminar las Comisiones Gestoras de la Dictadura que antaño tanto criticaban. Censura, igualmente, el que no se quiera ampliar el espectro social de la República, algo que, con esta Ley, incluso se va a agravar, así,
afirma;
“a vosotros os conviene que la República sea para todos”; él mismo, dice que está haciendo denodados esfuerzos para atraer a sectores de la derecha (incluyendo a los miembros de su minoría) a la causa republicana, “para reconciliarlos con la República, para que olviden los agravios que hayan podido recibir en esos primeros momentos de choque inevitables en la instauración de todo nuevo régimen”.
El diputado agrario Sr. Guallar denuncia, igualmente, el sectarismo de la Ley y lo hace comparándolo con el caso francés, el país laico por excelencia;
“con unas leyes que se han dictado a los pocos meses de venir la República mientras que en Francia se tardaron más de 30 años en dictarlas”.
Terminado este debate se retoma el concerniente a los asuntos de Casas Viejas; la minoría Radical defiende una Proposición incidental para aclarar las órdenes emanadas del Gobierno en relación a la actuación de la Guardia de Asalto en los sucesos; ante la sorpresa generalizada, el Sr. Azaña se levanta para afirmar que la Proposición es insólita y que no puede ser tomada en serio. Tras escucharolo, el diputado Radical Sr. Guerra del Río dice que, dada la actitud del Sr. Azaña, las Cortes cada vez empiezan a parecerse más a las antiguas cortes monárquicas; hace referencia también a algunas órdenes emanadas del Gobierno y dirigidas a capitanes de la Guardia de Asalto para reprimir aquel movimiento,
así, se refiere a un documento que ha visto y que conoce todo Madrid menos el propio Parlamento, documento en el que cinco capitanes de otras tantas compañías de Guardias de Asalto de Madrid, (compañeros del Capitán Rojas), aseguran que habían recibido de sus autoridades superiores la orden de reprimir aquel movimiento, “sin hacer ni heridos ni prisioneros entre los que se encontrarán con armas haciendo uso o con señales de haber hecho uso de las mismas”. Unos días más tarde, en la sesión del día 7,
el Sr. Azaña aporta algunos datos referidos en el sumario del caso y en el que se pide la detención del Capitán de la Guardia de Asalto, Sr Rojas. El diputado de la Izquierda Radical Socialista, Sr. Ortega y Gasset E., vuelve a criticar la actuación gubernamental en los sucesos, hace mención de nuevo a las órdenes gubernamentales de no dejar heridos ni prisioneros, de los fusilamientos intencionados de los campesinos, etc.; una serie de hechos reconocidos por el propio Capitán Rojas en el citado sumario. En esta misma sesión, el diputado agrario, Sr. Royo Villanova, advierte de la polarización cada vez más evidente de la sociedad española por lo que desea llamar la atención de los graves momentos actuales por los que atraviesa la política española, sugiere que esta cambie urgentemente de rumbo, algo que cree solo es factible con la salida de los socialistas del Poder, un lugar que, a su juicio, deben ocupar los elementos de orden a los que es preciso atraer; “que vosotros llamáis de la derecha y que son gentes liberales y demócratas”. Advierte que, si no se consigue, triunfarán los extremismos;
“la gente de orden, monárquicos y republicanos, al ver vejada su libertad, sus sentimientos en todos los aspectos, se irá al fascismo, y los proletarios irán al comunismo”.
Se suceden las sesiones del mes siguiendo con los tensos y agitados debates sobre la Ley de Congregaciones y los sucesos de Casas Viejas; el día 8 el diputado de la minoría Agraria, Sr. Guallar,
pide que se permitan las manifestaciones y procesiones públicas del culto religioso, posición que es compartida por su correligionario Royo Villanova que, a su vez, sugiere que se sacudan los representantes de la coalición gubernamental y, por el bien de todos,
“de ese espíritu sectario, bolchevique, fascista, antiliberal y antidemocrático”, estima que no se puede perseguir ni azuzar al espíritu religioso por lo que resulta imprescindible una libertad que en esta Ley no está garantizada; la enmienda de los agrarios es desechada finalmente por la Comisión. Dos días más tarde, el 10, se retoman los duros debates respecto a los sucesos de Casas Viejas; a tal efecto, se lee el dictamen completo de la Comisión Parlamentaria, un informe detallado y en el que se demostraría los excesos de la represión llevada a cabo por el Capitán Rojas, un Capitán que recibió órdenes tanto del Ministerio de la Gobernación como de la Dirección General de Seguridad y dirigidas a actuar con una firmeza extralimitada. Se declara en dicho informe que parecen ser ciertas las declaraciones del Capitán Rojas a su llegada a Casas Viejas y en las que decía traer órdenes severísimas de llevar a cabo un escarmiento e, incluso, la aplicación de la Ley de Fugas, “a todo el que allí cogiese". Una situación que se agravaba de madrugada cuando a las 3 horas se recibía un telegrama del Ministerio de la Gobernación que decía:
“es orden terminante del Ministro de Gobernación se arrase donde se han hecho fuertes los revoltosos”, orden que se unía a la que traía el Capitán Rojas de incendiar la casa. En la sesión del día 15 se aportan
nuevos datos de la Comisión Parlamentaria; tiene lugar un largo y agitado debate en el que el diputado socialista, Sr. Vidarte, en nombre de la Comisión y en una breve exposición de datos, concluye que a tenor de todos estos, sigue sin haber indicios de que se dieran órdenes represivas o de similar carácter por parte de ningún miembro del Gobierno; por su parte, la minoría Radical en la voz del Sr. Lara, refiere de órdenes emanadas de la Dirección General de Seguridad dictadas al Capitán Rojas y en las que se recogen citas como:
“Si para ello es necesario, para vencer la resistencia de esa casa del Seisdedos, quemarla, la quemas, y contra todos los que hagan fuego sobre la Fuerza Pública, sin piedad haces fuego”. Lamenta que, una vez acabados los hechos, con el resultado final de 24 muertos, nada hace acreditar que ni el Gobierno ni sus Delegados “sintieran la menor alarma por este hecho”. Se oyen tras estas afirmaciones voces de las distintas minorías criticando la labor gubernamental, su cadena de fallos, los ocultamientos intencionados de información, etc.; el diputado agrario, Sr. Royo Villanova, critica la falta de libertades y las formas dictatoriales del actual régimen; “¿o es que vais a comparar la libertad que había en aquellos tiempos con esta?”;
“¿pero cuando mandó Sagasta a nadie a Villa Cisneros? ¿Cuándo suspendió un periódico durante un mes?, ¿Cuándo mató a 18 ciudadanos?, ¿pero dónde se ha visto lo de Casas Viejas más que en una República fascista como esta?”.
Al día siguiente, el 16, se recrudece aún más el debate sobre los sucesos de Enero; la minoría Radical en la representación de su diputado, Sr. Samper, se ensaña con la nefasta gestión de los mismos por parte del Gobierno del Sr. Azaña, un Gobierno que asegura era conocedor desde Diciembre pasado que se preparaba para el día de 8 de Enero un proceso revolucionario generalizado, anunciado además en aquellos días en el Congreso por un diputado de su minoría, el Sr. Álvarez de Mendizábal. Critica con dureza la actitud de desdén y de hacer oídos sordos por parte del Gobierno y, en especial, la del Sr. Azaña. A continuación, la minoría Agraria denuncia el caso del alcalde socialista de Casas Viejas, al que señalan como uno de los inductores del asalto a la Casa Cuartel de la Guardia civil, un alcalde que ha estado ejerciendo su cargo hasta hace pocos días pese a las denuncias de la minoría Agraria que había solicitado su cese por su participación en los sucesos revolucionarios, (animó a los revoltosos a asaltar la Casa cuartel de la Guardia Civil), lo que demostraría de nuevo esta inacción gubernamental. Ante el aumento de la presión parlamentaria, el Sr. Azaña y, tras casi dos meses de evasivas y de inhibición de responsabilidades, se levanta por fin a ofrecer una detallada y larga exposición sobre los sucesos, por primera vez, también reconoce tímidamente algunos errores, entre ellos, los excesos del Capitán Rojas; dice que está preparado para lo que tenga que venir pero que, en modo alguno, está dispuesto a renunciar a sus funciones y propósitos para con el régimen republicano; incluso, llega a decir que tras esta crisis sale fortalecido el Gobierno y, por tanto, la República. Concluye la sesión con la aprobación de una Proposición incidental defendida por socialistas y radicales socialistas en la que dan su apoyo al Gobierno esperando que la Justicia se pronuncie y en la que, además, exculpaban de cualquier tipo de responsabilidad al Gobierno por entender que ha obrado con rigor en la gestión de los sucesos, la Proposición es apoyada por la inmensa mayoría de la Cámara. Se cerraba así el debate político sobre los trágicos sucesos de Casas Viejas; el Gobierno adoptaba una huida hacia adelante sin haber asumido en ningún momento responsabilidad alguna en la gestión de los mismos, cuando los hechos demostraban y, a través de los testimonios del Capitán de la Guardia de Asalto, Sr. Rojas, que las órdenes emanadas del Ministerio de la Gobernación eran favorables a una represión indiscriminada para acabar con los sucesos, quizás, con la intención de hacer una demostración de fuerza tendente a finiquitar cualquier intento revolucionario que parecía estaba previsto extenderse a otras zonas de la comarca. La extralimitación gubernamental en dicha represión parecía evidente, como he referido, las consecuencias políticas de todo ello no serían sin embargo inmediatas, si bien, no cabe duda que la división de la Cámara a raíz de estos sucesos se haría cada vez más patente en el transcurrir de las siguientes sesiones parlamentarias, el precio político y el desprestigio de la figura del Sr. Azaña, a partir de este instante, serían una losa que el Gobierno difícilmente iba a poder superar.
El resto de las sesiones del mes se dedican fundamentalmente a la discusión del polémico Proyecto de la Ley de las Congregaciones religiosas; en la del día 22 el diputado de la Izquierda Radical Socialista, Sr. Botella, sorprendentemente, critica que el Estado llegue a entrometerse en los distintos nombramientos eclesiásticos, considera que dicho texto, “implica una excepción en contra de la personalidad y del derecho de la Iglesia”; cree que la Iglesia tiene todo el derecho a nombrar libremente a sus Ministros; su enmienda es también rechazada por la Cámara. Por su parte, el diputado agrario Sr. Lamamie de Clairac, muestra su desacuerdo por esta intromisión estatal dentro de la institución de la Iglesia cuando años atrás, durante la Dictadura, criticaron con saña a la institución eclesiástica por su intromisión en la dirección de muchas entidades e instituciones del régimen dictatorial. Anuncia que su minoría, como ya dijera días atrás el Sr. Gil Robles, desobedecerán lo emanado de esta sectaria Ley y que, pese a ello, asumirán las consecuencias que esta arriesgada decisión pudiera acarrear. Sin duda, este criterio adoptado por algunas derechas no ayudaría a apaciguar los ánimos de una opinión pública ya de por si encendidos desde hacía muchos meses.
Un día después, el 23, la minoría Agraria advierte que su grupo en cuanto tenga la oportunidad derogarán la Ley, así, el Sr. Casanueva pregunta al Ministro de Justicia, Sr. Albornoz, si a otras instituciones como pudiera ser Telefónica y, por su condición de públicas, el Estado les va a incautar sus bienes; pide que se apruebe una Ley que se ajuste al criterio de la mayoría del país;
“porque de otra manera, por el rumbo que vamos, no podemos más que desembocar más que en la guerra civil”.
A continuación, en el debate sobre la política del Gobierno en el Ministerio de Agricultura, la minoría Radical y por boca del Sr. Álvarez Mendizábal, recuerda que en Diciembre pasado ya advirtió de los problemas del campo, de la conflictividad generada por la incompleta Reforma Agraria, incluso, de la inminente preparación de un movimiento revolucionario para el mes de Enero que, fatalmente, desencadenaría en sucesos como los de Casas Viejas. Denuncia el aumento de los asaltos de fincas y la parquedad en la funcionalidad y operatividad de los mecanismos y resortes de la Reforma Agraria. Por su parte, el también Radical Sr. Hidalgo, ofrece algunos datos acerca de las más de 100.000 hectáreas invadidas por todo el país en este tiempo.
Finalizando el mes, el día 29 de Marzo, el Sr. Gil Robles propone la supresión de la Ley de la Defensa de la República durante el periodo electoral de cara a las elecciones que se van a celebrar a finales del mes de Abril (para cubrir las vacantes de concejales proclamados con arreglo al art 29 de la Ley electoral, Proyecto discutido el pasado mes de Noviembre). El Sr. Azaña rechaza de plano la petición, considera que es un tema que se ha tratado ya muchas veces y que, por unas elecciones municipales, no va a variar la determinación y criterios del Gobierno en este sentido. Finalizan las sesiones el día 30, fecha en la que es protagonista el Sr. Balbontín, advierte a los miembros de la Cámara que, desde hace algunas sesiones, habla en nombre del partido comunista; rechaza las medidas poco revolucionarias de la Reforma Agraria, pone como ejemplo a desarrollar lo que se hizo durante la Revolución francesa,
“y al aristócrata que protestaba, se le llevaba a la guillotina, y en paz”; se pregunta porque la burguesía liberal española no hace algo parecido. Poco que añadir al respecto…
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Durante este mes sigue creciendo en polémica e intensidad el debate sobre el Proyecto de Ley de las Congregaciones religiosas; el inmovilismo gubernamental es cada vez más patente, no parece tener intención alguna de modificar el Proyecto ante la insistencia de otras minorías en su afán de atenuarlo y moderarlo, en especial, la Agraria. Así mismo, se produce un hecho relevante que va a marcar el devenir del paulatino desgaste del Gobierno republicano-socialista, la derrota electoral de las minorías gubernamentales en las elecciones municipales, unas elecciones celebradas en las localidades que, hasta la fecha, habían sido administradas por Comisiones Gestoras afines a los elementos de la conjunción gubernamental. La suma de concejales elegidos representantes de las minorías de derechas y republicanas opositoras al Gobierno era mayor que el de las minorías representativas del Gobierno; algo se estaba empezando a mover también en el conjunto de la opinión pública que parecía mostrar así un mayor y firme rechazo a las políticas del bienio azañista. La idea de un cambio político se consolidaba, sorprendentemente, ante la lenta y progresiva pérdida de apoyos de la coalición gubernamental.
El día 4, el agrario Sr. Guallar, critica enérgicamente la Ley de las Congregaciones por su deliberada arbitrariedad dirigida contra la Iglesia y por intentar limitar su derecho a la enseñanza, la propiedad, manifestación, o reunión, algo que no se hace con otras entidades o instituciones del Estado, de manera que quedan todos sus movimientos bajo la fiscalización de un Estado del que se “separó” el pasado Diciembre del 31, fecha de la promulgación del texto constitucional. Tras él, toma la palabra el diputado de las derechas Sr. Estévanez que, al levantarse, ve como inesperada y sorprendentemente, varios diputados Radicales socialistas se levantan para tomar asiento en las cercanías de su escaño, circunstancia que le hace dirigirse al Presidente de la Cámara; “habrá advertido la Cámara que inmediatamente que se me concedió la palabra, como por ensalmo, he sido bloqueado por la izquierda”; ante esta desafiante actitud, pide el debido respeto a los diputados Radicales socialistas como asegura que él lo tiene cuando ellos hacen uso de la palabra; critica, entre los habituales rumores y protestas contra su persona (muy habituales en sus contadas intervenciones parlamentarias), los términos de la Ley que se está debatiendo, además, advierte de las funestas propagandas que se alimentan desde ciertos sectores, refiriéndose, con ello, a las recientes palabras que emitió en un mitin en la ciudad de Jaén un político socialista y en las que se decía: “hay que cumplir el programa matando a curas y frailes como gusanos, no dejar vivo a burgués alguno, apalear a los señoritos hasta que tomen la frontera, quemar todos los templos, y hacer que los obreros recojan las cosechas por ser suyas”.
A continuación, en el debate sobre la política del Gobierno en el Ministerio de Agricultura, el diputado socialista, Sr. Cabrera, asegura que en la provincia de Ciudad Real es falso que las masas obreras y campesinas sean las que asalten fincas, culpabiliza de estas de lo que califica como“leyendas” a la Prensa de derechas. Sin embargo, en su exposición y relato de distintos casos relativos a la citada provincia reconoce que, en uno de ellos y a causa de la miseria y el hambre, se asaltó una finca y sus asaltantes se comieron 100 ovejas, un hecho que además defiende apelando
“al estado de necesidad y la legítima defensa”;
afirma también que debe ser una causa atenuante el que “a mi juicio, no existe delito cuando se destruye un valor social inferior para salvar un valor social superior”.
Sesión del día 5,
el diputado agrario Sr. Cid denuncia el sectarismo de las medidas contra la Iglesia, en especial, en lo concerniente a la materia de la enseñanza que queda ahora exclusivamente reducida a la formación de sus Ministros; critica además que la medida haya sido de nuevo introducida durante el transcurso del debate por la Comisión (sin haber sido previamente dictaminada), por esta razón, requiere de la misma el que diga y esclarezca si todo este laicismo estatal afecta también a la enseñanza privada. Ante las dudas y falta de consistencia en la respuesta por parte de la Comisión, se ve obligado a intervenir el Ministro de Justicia, Sr. Albornoz que, escuetamente, dice;
“la función docente, lo mismo sea pública o privada, la instrucción pública, la educación nacional no puede ser, con arreglo a la Constitución sino laica”; unas palabras que provocan fuertes protestas dentro de la minoría Agraria. Ésta, cree que de nuevo se vulnera la Constitución dado que en ningún artículo se prohíbe a la Iglesia (como se pretendía hacer ahora con las Congregaciones religiosas), el que pueda ejercer la función docente; el Sr. Madariaga, muestra su profundo rechazo a lo manifestado por el Ministro respecto a la prohibición de impartir religión en los colegios privados, una circunstancia que incumple el precepto constitucional en su art 43 y en relación al derecho de los padres “a educar a sus hijos con arreglo a sus convicciones y sus ideologías”. A continuación,
toma la palabra el líder de los agrarios Sr. Martínez de Velasco, defiende una Proposición incidental en la que solicita que se garantice por parte del Gobierno el ejercicio de la propaganda electoral ante las próximas elecciones.
Es replicado por el Ministro de la Gobernación, Sr Casares Quiroga, que hace referencia a los recientes sucesos de Reinosa; reconoce que la pasión política del momento “está llevando, en España, a determinados grupos a entablar la lucha política en una forma violenta que ni este Gobierno, ni ninguno ni puede autorizar ni permitir en modo alguno”.
En su relato de estos sucesos de Reinosa critica su violencia pero, al mismo tiempo, casi la justifica al hacer recaer la autoría y culpa de los mismos sobre los miembros de la minoría Agraria, y lo hace fundamentándose en unos antecedentes previos motivados por la celebración de un acto de la minoría en un Hotel de la ciudad y en el que intervinieron algunos de sus elementos;
“acto que aquellos republicanos, aquellos socialistas y aquellas gentes de Reinosa, consideran que puede ser un acto más de propaganda de tipo electoral, un acto de preparación de algo contra la República”, y añade; “no se puede exacerbar las pasiones , ir contra la República y luego protestar de que la fuerza pública no lo evite”.
Seguidamente, el diputado agrario, Sr. Sainz Rodríguez, toma la palabra y lo hace como testigo de los sucesos, afirma que en aquel edificio había unas 40 personas sin más armas que unas manzanas y unos cuchillos de postre; “instrumentos muy poco adecuados para repeler una agresión como la que sufrimos”,
mientras que los asaltantes, asegura, si venían armados; refiere, para concluir, que la actitud gubernamental destinada a restablecer el Orden Público hará surgir “la guerra civil organizada por las deficiencias de la Autoridad”.
Por su parte, el socialista Sr Bruno González, ataca directamente a la minoría Agraria por lo que considera ataques a la República, incluso, llega a la amenaza directa al afirmar que esta minoría política hace apología contra la República y contra los socialistas creando verdaderos odios y rencores en el pueblo por lo que, de continuar así,
“habrá que lamentar lo que todos queremos impedir”; advierte que ellos también están hartos de escuchar las infamias y los insultos que se vierten continuamente contra ellos; “creo que hacemos demasiadas concesiones a estos señores cuando ellos no saben respetar nada, ni siquiera nuestra honradez, que es nuestra única riqueza, y nuestro derecho, que ellos detestan, pero que habremos de defender, si se empeñan, con la fuerza de que disponemos”. (Aplausos en la mayoría).
En la sesión siguiente del día 6 el diputado agrario, Sr. Molina Nieto, protagoniza un emotivo y sentido discurso a causa de la actitud de las mayorías y de la propia Comisión en el debate de este Proyecto de Ley de las Congregaciones Religiosas, algo de lo que fue ilustrativo la sesión de ayer tras la respuesta ofrecida por los señores Sapiña y Gomáriz que, en nombre de la Comisión,
“revelan bien claramente ese espíritu sectario irreductible, cerrado a todo influjo de verdad y de razón, y propicio, en cambio, a todas las expansiones del odio contra el principio católico y contra la libertad religiosa”.
Por este motivo, asegura que su minoría hasta aquí ha podido llegar, anuncia que seguirán presentando enmiendas pero no para discutirlas ni examinarlas, sino para que consten en el diario de sesiones los diferentes puntos de vista que su grupo defiende. Advierte que, como ciudadanos, desean la caída de este Gobierno y la desean por el bien de España, “a la que fatalmente, de seguir vosotros, lleváis a la anarquía o la guerra civil”. Las menciones y alusiones a la guerra civil empiezan a ser desde este momento, no una constante, pero si un recurso cada vez más común entre algunos de los miembros de las distintas minorías del Parlamento; sin lugar a dudas, no eran sino un reflejo de la división y el fraccionamiento social y político que padecía el conjunto de la sociedad española en aquel instante. Por su parte, la minoría Vasconavarra, apoya la conducta de los agrarios de apartarse de esta discusión, consideran que el dictamen inicial del Proyecto de Ley se ha ido agravando a medida que se iban solicitando las distintas modificaciones, empeorando así el propio Proyecto del Gobierno. Ante las enquistadas posiciones y la dificultad parlamentaria que se estaba viviendo, el diputado de la Lliga, Sr. Esterlich, pronuncia un largo e intenso discurso con el propósito de llegar a una solución de concordia entre las partes; “vais a votar una ley con el carácter de un acto de guerra, queréis acabar con las órdenes religiosas”.
Afirma que como liberal, le hubiera gustado en esta ocasión que todos hubieran superado “la lamentable y trágica historia de España”, que hubiera habido en la Comisión
“un espíritu fraternal, generoso y nuevo”,
sin embargo, en lugar de ello, se había encontrado con
“una pasión vieja, anacrónica, del más trasnochado anticlericalismo”, con una afán de desquite, de venganza por circunstancias ya pasadas;
“os habéis erigido en son de guerra, para vengar agravios y persecuciones de otros tiempos, haciendo caso omiso de lo positivo y grande, de lo constructivo y perenne que ha dado la Patria y al mundo los que hoy consideráis  todavía como enemigos acérrimos”.
Defiende que se amplíen los espectros de la República que entiende debe ser para todos;
“la inmensa mayoría de los católicos y todos los liberales del país quieren adherirse, asimilarse, trabajar dentro de la República”.
Critica el conjunto del actual Proyecto de Ley;
“queréis regular las relaciones con la Iglesia como una potencia que ha vencido a la otra y que la ha rendido sin condiciones"; “habéis sentado una causa peligrosa  de desunión espiritual y política entre españoles”,
una ley que dice ataca y vulnera muchos preceptos constitucionales además de conculcar derechos y libertades de la Iglesia ya recogidos en la propia Constitución para las demás instituciones y asociaciones de la Nación española. La Comisión, a través del diputado Radical Socialista, Sr. Gomáriz, lejos de abrazar soluciones de concordia, se sitúa en la crítica más inoportuna y contumaz, incluso, hace alusiones personales contra el Sr. Esterlich calificándolo de
“revisionista”, refiriendo, además, que tiene pocos adeptos en Cataluña. La intransigencia de las mayorías era cada vez más evidente, y es que ni las llamadas a la concordia posibilitaban siquiera una mínima posibilidad de acercamiento o entendimiento. Concluido el debate y en la misma sesión, el agrario Sr. Martín y Martín formula un ruego al Ministro de la Gobernación sobre los recientes sucesos de Valladolid en los que denuncia que la Casa Católica de la ciudad fue asaltada y el Sagrado Corazón destrozado arrastrado en la calle por la muchedumbre. El diputado socialista, Sr. Garrote, no solo no censura los hechos, los justifica y para ello recurre de nuevo a ciertos antecedentes previos, además, asegura que la ciudad de Valladolid ha sido siempre republicana y socialista. Hace también mención a unas supuestas agresiones que, según su versión, fueron en aumento al confundir aquellas derechas que la respuesta de cordura y prudencia por parte socialista
“era cobardía”,
por lo que los sucesos “tenían que llegar y llegaron”. Concluye su intervención subiendo el tono de las amenazas y, así, se dirige al Ministro de la Gobernación para que tenga en cuenta que Valladolid “es republicana y socialista”; advierte que si estos sucesos se repiten,
“lo que ha sucedido ese día en Valladolid es muy poco, es el principio de lo que puede ocurrir, y que no sean nuestras masas de izquierda las que, como siempre, tengan que sufrir y aguantar los rigores de la autoridad, porque nosotros nos sobramos y bastamos para meter en su casa a todos los de las derechas de la provincia de Valladolid”. Como he referido, las cada vez más habituales amenazas salían de la bancada socialista sin que la Presidencia, representada por el socialista Sr. Besterio, tomase una decidida intervención a acabar con ellas, este lamentable proceder será tristemente también habitual durante los tres años restantes de magistratura republicana (ni mucho menos sería imputable solo al Sr Besteiro en la citada Presidencia), y es que la vulgar amenaza no encontró la respuesta firme y debida desde la Presidencia. Para culminar el despropósito, la sesión concluye con otra de las habituales excéntricas salidas de tono del ahora ya “oficialmente” diputado comunista Sr. Balbontín que, llega a pedir al Gobierno, que tome medidas contra Hitler por entender que está sometiendo a presiones al embajador socialista español en Berlín….
Las últimas sesiones del mes, tras el periodo vacacional, se reabren con el trasfondo político de la derrota gubernamental en las elecciones municipales de Abril, aproximadamente, en unas 2.500 localidades del territorio nacional (en el periplo republicano nunca hubo elecciones municipales en la totalidad del territorio). Así, en la sesión del día 25
el diputado de la Izquierda Radical socialista, Sr. Botella, reitera el nulo crédito gubernamental tras los resultados de las pasadas elecciones, un Gobierno alejado del verdadero sentir de la opinión pública, por ello, anuncia el inicio de una obstrucción parlamentaria a toda su obra; considera que desde Casas Viejas el Gobierno está dimitido de facto. El Sr. Azaña, pese a la derrota gubernamental en las elecciones municipales destinadas a sustituir a las Comisiones Gestoras, sorprendentemente y, con su habitual retórica proclive a la arrogancia, dice que estas han servido para consolidar el régimen republicano en todo el territorio. Sus palabras no son interpretadas de igual forma por una buena parte de la Cámara, las distintas minorías piden la dimisión del Gobierno ante los malos resultados obtenidos. El líder del partido republicano conservador, Sr. Maura, cree que el actual Gobierno ya no representa a la mayoría de la opinión pública, un Gobierno que a su entender no puede mantenerse; “una coalición absolutamente heterogénea y absurda que está sentada en ese banco”,
afirma que esa heterogeneidad impide llevar a cabo cualquier política razonable para el país, con pugnas entre ministros socialistas y burgueses, incompatibles entre sí,
“la mezcla es detonante pero destructiva”.
En la sesión del día 26 y sobre el Proyecto de Ley de las Congregaciones Religiosas, el agrario Sr. Fanjul, confirma la actitud de su minoría de hacer obstrucción a esta Ley, algo que asegura es compartido por los católicos del país, como dice que se ha podido comprobar con el resultado de las pasadas elecciones. Ruega al Gobierno que,
“por la paz de España, por la paz de todos los espíritus, retire este Proyecto de Ley, que lo repudia una gran parte de la opinión”. (Risas y rumores).
Acto seguido, tiene lugar un acalorado debate sobre la política general del Gobierno en el que el Sr. Gil Robles afirma que estas pasadas elecciones reflejan el verdadero sentir general de la Nación, no como así ocurriera en las anteriores de Junio del 31 a las que las derechas acudieron desunidas cuando no desorientadas y profundamente desorganizadas. Rechaza el ambiente parlamentario que se vive en la Cámara, donde cualquier iniciativa surgida de su minoría se responde “con una política más acentuadamente persecutoria, persecutoria en el orden religioso, contraria a nuestra idea de familia, hostil a nuestro concepto de patria, a todo lo que significaba nuestra política social"; al Sr. Azaña le pide que acabe con todas las Comisiones Gestoras del país y se vayan a unas elecciones municipales libres; y, así, señala;
“vamos contra la política del Gobierno, vamos contra la política socializante, vamos contra esa política que está destrozando la Nación”.
El Sr. Azaña no recoge el guante de las minorías de oposición y afirma que seguirá trabajando desde el Gobierno para la ejecutar la obra pendiente que en su momento se comprometieron a desarrollar; “con mayoría o sin mayoría, con Gobierno o sin Gobierno, habrá Ley de Congregaciones religiosas”. Terminaría el mes con la sesión del día 28, sesión en la que prosigue el debate sobre la Política general del Gobierno; el diputado del centro Progresista, Sr. Juan Castrillo, censura el cambio de ideario del Sr. Azaña, un ideario ahora claramente socializante cuando fue un abanderado en su tiempo de las causas liberales, motivos por los que el propio Sr. Castrillo fue un fiel seguidor de su obra literaria, ahora, sin embargo, criticaba duramente la obra del actual Gobierno. Tras él, el Sr. Díaz del Moral, se presenta a la Cámara en nombre de la minoría Republicana Independiente, heredera de la Agrupación al Servicio de la República de los señores Ortega y Gasset y Marañón entre otros. Critica con suma dureza (como lo hacían otros tantos diputados), la alianza de los republicanos con los socialistas, cree que la combinación del elemento republicano burgués con el socialismo no puede funcionar y para reforzarlo recuerda que en Europa tampoco ha funcionado. Denuncia la deriva gubernamental y el aumento ya desenfrenado del desorden público, hechos que le llevan a ejercer esta posición de obstrucción parlamentaria que, en su opinión, solo puede estar justificada en un caso como el actual,
“cuando peligra gravemente la vida del Estado, como ahora sucede, cuando se avecinan peligros gravísimos”.
A continuación, el Sr. Sánchez Román y por primera vez en esta legislatura, protagoniza una intervención claramente opositora a la obra del Gobierno, considera que el actual Parlamento va a la deriva y desea recalcar, desde su independencia política, que
“ha desoído con frecuencia observaciones sumamente razonables de las oposiciones”. Concluido este mes es ya muy visible la erosión que sufren los distintos apoyos del Gobierno republicano-socialista y que no le impide mantener sus lazos con los elementos socialistas del mismo, unos lazos de los que es su más firme valedor su representante burgués por excelencia, el Sr. Azaña y su minoría.
MAYO 1933
 
Poco varían las cosas en este mes de Mayo, prosiguen los duros y enconados debates sobre el Proyecto de Ley de las Congregaciones Religiosas, además, se discuten y analizan los rescoldos y las consecuencias políticas del fracaso gubernamental en las pasadas elecciones del mes de Abril; las críticas a la permanencia en la coalición gubernamental de los socialistas se hacen cada vez más vivas e intensas, y ya se extienden a distintos sectores de la Cámara. Se trae también por fin a debate el Proyecto de Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales, uno de los últimos y principales armazones jurídicos y constitucionales que deberían dar por finiquitado el periodo Constituyente; la legislatura, en condiciones normales, debía tener así un recorrido de muy corto alcance pese al pertinaz intento del Sr. Azaña de perpetuar la obra Constituyente ajeno, por completo, a la grave inestabilidad política y social por la que estaba atravesando España.
Las sesiones se abren el mismo día 2 con un nuevo debate del Proyecto de Ley de las Congregaciones Religiosas; el diputado de la minoría Vasconavarra, Sr. Arranz, muestra su pesar por las formas de la Comisión a la hora de contestar las enmiendas planteadas sobre el Proyecto, en concreto, muestra su discrepancia con la actitud del socialista Sr. Sapiña. Posteriormente, en el debate sobre política del Gobierno, el Sr. Azaña hace mención de nuevo a su alianza con los socialistas, a la imposibilidad de ampliar el espectro gubernamental hacia la derecha, de su combate ideológico con los enemigos; “la pausa y la cautela para vigilar los movimientos de los enemigos encubiertos, ha sido una de las obras más fundamentales que ha tenido que realizar este Gobierno"; todo ello dice,
"se tenía que ver plasmado en las leyes de la República”.
Sostiene su firme intención de continuar al frente del Gobierno y critica la obstrucción parlamentaria actual, por esta razón, se aviene a pedir una tregua por un breve periodo de tiempo para así terminar de debatir una serie de proyectos legislativos que dice están aún por venir, como la Ley de Vagos y Maleantes o la del Orden Público. Las distintas minorías parlamentarias de la oposición y por boca del Radical, Sr. Martínez Barrio, le dicen que ya no pueden aceptar la tregua, piden al Gobierno que se marche al no contar con el apoyo ni refrendo de una mayoría social ni parlamentaria. Las palabras del Sr. Azaña demostraban que se legislaba desde el Gobierno en contra de los intereses de los que él calificaba como enemigos del régimen republicano; “¿qué es mayor, señores Diputados, si el desconsuelo y la amargura en los corazones republicanos o la alegría y el supuesto triunfo en los corazones de los monárquicos?”; en sus propias manifestaciones evidenciaba que, en estos dos años pasados, nunca se legisló para el conjunto de los españoles, se marginó y se dejó fuera de la legalidad y del amparo constitucional a una gran parte de españoles solo por el hecho de no estar en consonancia política con la obra e ideario gubernamental, la condición de buen o mal republicano era determinante para ser subsidiario del beneplácito del nuevo régimen, de lo contrario, se era señalado cuando no marginado en su condición y derechos de ciudadano. En estas circunstancias, el cariz del debate del Proyecto de la Ley de Congregaciones se hacia cada vez más agrio, la propia Comisión pareciera incluso no muy decidida a llevar adelante sus obligaciones para con la Cámara, así, en la sesión del día 3, un miembro de esta,
el socialista Gomáriz y tras escuchar una enmienda del agrario Sr. Casanueva, dice que se niega a partir de ahora a contestar las enmiendas de la minoría Agraria; esta actitud irrespetuosa cuando no significativamente antirreglamentaria se convertirá en una constante de la Comisión hasta la aprobación final del Proyecto. Concluye la sesión con la intervención del diputado vasconavarro, Sr. Pildaín, critica con dureza la falta de libertades y derechos que se conculcan con el actual Proyecto de Ley, asegura que desde otros países de Europa llegan a España protestas, telegramas desde los países más cultos criticando y protestando contra
“las leyes y contra los Proyectos de Ley de que vosotros sois autores”. Advierte que esas corrientes persecutorias de religiosos que empezaron en Alemania y que continuaron en Francia ahora han llegado a España.
En la sesión del día 10 el diputado agrario Sr. Guallar, vuelve a criticar que en el Proyecto de las Congregaciones Religiosas no se permita la enseñanza a las Órdenes; defiende el derecho de los padres a dar la educación que quieren a sus hijos, igualmente, denuncia el coste económico que va a suponer al Estado esta medida, el número enorme de escuelas que se van a tener que cerrar y la cantidad enorme de alumnos que se quedarán sin escuela; “un día señores, las futuras generaciones se preguntarán con asombro y con indignación, como en un país que se dice libre, como en un régimen que se llama democrático han podido dictarse estas leyes y disposiciones que son un atentado, una violación directa de la libertad de asociación, de la libertad de enseñanza y de la igualdad civil”.
La sesión finaliza con una Proposición de la minoría Radical Socialista, el Sr Baeza Medina solicita juntar los artículos que faltan de este Proyecto de Ley para acortar su discusión, todo ello, entre fuertes protestas de las minorías agrarias y vasconavarra que dicen estar en su derecho de defender distintas enmiendas por separado con el propósito de mejorar el Proyecto; pese a las protestas, la propuesta es aceptada por la Comisión y la Cámara. Al día siguiente, día 12, el Sr. Casanueva de la minoría Agraria. critica que se hayan juntado estos artículos y se haya procedido a ejecutar una nueva
“Guillotina” parlamentaria por parte de la propia Comisión. A continuación, la minoría Radical, en la voz del Sr. Salazar Alonso, defiende una enmienda solicitando que el Ministro de Instrucción Pública aclare los plazos respecto a cuándo finalizarán las Órdenes de estar facultadas para la enseñanza, tanto primaria como secundaria. Es contestado por el miembro de la minoría socialista, Sr. Fernández de los Ríos, afirma que el Estado necesitará para tal fin construir más de 7.000 escuelas de aquí hasta el 31 de Diciembre. Por su parte, la minoría Vasconavarra reclama el derecho de los padres por encima del que se pretende otorgar al Estado para decidir qué clase de enseñanza elegir; el Sr Pildaín se muestra contrario a que sea el Estado quien paternalice la educación del niño como pretenden los socialistas o como dice que lo hacen Hitler y Mussolini,
“partidarios de la educación estatal”.
En la sesión del día 16 tiene lugar una curiosa y significativa intervención del Radical Socialista, Sr. Pérez Madrigal, y a raíz de una serie de sucesos ocurridos en la localidad de La Solana en la provincia de la que es diputado, Ciudad Real; iniciaba en el día de hoy un cambio doctrinal y personal que le situará en una línea crítica con el actual Gobierno por su decidido e incondicional apoyo a los socialistas, un recorrido político que le hará pasar de las opciones políticas más extremistas de la izquierda a, paulatinamente, ocupar opciones, incluso, dentro de la derecha parlamentaria. Su desafección con su minoría Radical Socialista se inicia por el referido apoyo de esta a los socialistas, denuncia la apropiación que del régimen republicano estos habían ejercido y, lo hace, desde el profundo conocimiento personal y en base a las muchas relaciones que en los pasados años ha mantenido con las opciones y sectores más prorrevolucionarios del partido socialista y Radical socialista. Interesante testimonio por la crudeza y la intensidad de sus críticas dirigidas contra las maniobras socialistas en su firme propósito de hacer que el régimen republicano se fuese enmascarando de un revestimiento inequívocamente socializante del que, fuera de él, todos parecieran ser enemigos del mismo. Así, denuncia los excesos y tropelías de las Casas del Pueblo y, por ende, del socialismo español; “vivimos en absoluta dependencia, en íntima servidumbre del partido socialista y de las Casas del Pueblo (Rumores), y como los partidos políticos republicanos no tiene fuerza por sí, sus elementos directivos y sus Diputados viven en servidumbre de la iniciativa y de la gestión de los Diputados socialistas, y los gobernadores civiles, que no son republicanos, no lo son, son gobernadores al servicio de los socialistas". (Rumores en la Cámara, los señores Templado y Marraco asienten afirmativamente); y añade;
"la táctica es terrorista, de revancha, irreflexiva, es de acosamiento a los ricos, a los patronos. Y naturalmente, en los pueblos, donde no había republicanos, se ha organizado esta fuerza anárquica y la República no gana adeptos, los que se nutren son estos (señalando a la minoría agraria), son las Casas del Pueblo, la UGT, esa organización multicéfala e irresponsable que tiene aquí definidores violentos, como el Sr. Menéndez”.
Cree que el trabajo de los Gobernadores, en unas provincias donde no hay verdaderos republicanos, es muy complicado;
“estos gobernadores, vacilan, tiemblan, temen telefonear al Ministro de la Gobernación diciéndole que en tal pueblo hay un conflicto, en tal otro un asalto, en tal otro una huelga, y se entregan en cuerpo y alma a los dirigentes de las Casas del Pueblo”.
Por todos estos motivos, dice que reniega de esta República de los socialistas;
“que arremeten por su órgano más autorizado contra los partidos republicanos, que se están desgastando en su servicio, no es la nuestra”. Otro diputado republicano más que se sumaba al carro de la protesta y la lucha contra la apropiación y casi el secuestro que los socialistas habían hecho del régimen republicano.
La sesión del día siguiente, el 17, es de una gran convulsión parlamentaria; se aprueba definitivamente, tras largos e intensos meses, el Proyecto de la Ley de las Congregaciones Religiosas y se hace de una forma dudosamente doctrinaria, (parlamentariamente hablando), por medio de lo que se conoce como la "guillotina parlamentaria"; las izquierdas gubernamentales deciden acabar abruptamente con estas discusiones e imponer de esta forma el criterio único de la mayoría.
El agrario Sr. Molina Nieto, denuncia las cargas que van a tener que soportar los ciudadanos ya que son los que, finalmente, tendrán que asumir el coste de esta política de sustitución de la enseñanza de las Órdenes religiosas, con unos millones que se van a destinar para paliar la muy complicada situación en la que quedan miles de alumnos; cree que estos millones se podían destinar para las muchas necesidades urgentes que tiene el país. así, dice; “por igual atropelláis la conciencia y el bolsillo del ciudadano”.
Denuncia el atropello que supone que los padres no puedan elegir la educación para sus hijos por lo que se dirige a la gran masa católica española
a la que solicita
que muestre su más enérgica repulsa;
“que exprese su irritación contra este atropello, y llamo a toda España para que se levante, airada, contra toda injusticia a rechazar este atentado a los derechos más fundamentales de los ciudadanos”.
Acto seguido, el Radical socialista, Sr. Gomáriz, miembro de la Comisión, propone votar ya el artículo 32 del Proyecto de Ley por entender que está suficientemente debatido. El Sr. Gil Robles, por su parte, denuncia las tropelías parlamentarias que se están cometiendo con la ejecución de nuevo de esta
“Guillotina”
parlamentaria abanderada, en esta ocasión, incluso por todo un miembro de la Comisión, afirma enojado; “tenéis el Poder, no tenéis el derecho".
Finalmente, es votada y aceptada la iniciativa del socialista Gomáriz por amplia mayoría; el Sr. Aizpun de la minoría Vasconavarra, dice;
“a nosotros nos habéis causado un dolor profundísimo. Yo, por mi parte, lo he sentido muy grande, como cristiano, como católico y como padre de familia católico, he sentido el trallazo de esta Ley y tengo que protestar respetuosamente”.
De este modo era aprobada la Ley de las Congregaciones Religiosas por 278 votos a favor y 50 en contra.
Pocos días más tarde, el día 19, el socialista Sr. López Goicoechea denuncia que en las puertas de algunas Iglesias de Madrid se está vendiendo el diario La Monarquía, pide por ello una enérgica respuesta al Ministerio de la Gobernación, “ya que resulta lamentable que este periódico circule libremente por la capital de la República española”; la aplicación de la tan denostada Ley de la Defensa de la República era muy habitual para casos como el que denunciaba el Sr. López Goicoechea.
Posteriormente, en relación a los Sucesos de La Solana, el diputado socialista Sr. Cabrera, replica con dureza y, cierta violencia verbal, la relación y exposición de hechos previos del Sr. Pérez Madrigal, lanza duras críticas a la Iglesia (entre otras cosas, califica al Arzobispo de Valladolid de "ladrón, bandolero"), a la Guardia Civil y vierte agrias acusaciones contra el propio Sr. Pérez Madrigal; “cómo ha variado S.S. desde que escribe en el Imparcial, reniega de sus amigos y hasta de sus protectores, habla en los Círculos católicos, defiende a curas que no lo son y calla las hazañas de bandoleros que han llegado a Arzobispos”. Seguidamente, el diputado de las derechas Sr. Estévanez, le reprocha la violencia de sus palabras y sus furibundos ataques contra los sentimientos religiosos, señala que, durante esta tarde,
“he sufrido lo indecible en esta Cámara por esos motivos, porque habéis ofendido mis sentimientos y al de los católicos españoles”.
Sesión del día 23,
el líder de la CEDA Sr. Gil Robles, interpela al Ministro de la Gobernación sobre unos incidentes ocurridos en Valladolid donde se ha tenido que suprimir un mitin de la minoría Agraria ante las amenazas de la UGT que, llegó a advertir, de la convocatoria de una huelga General si se celebraba el acto; “acordó oponerse coactivamente a la celebración del acto, para lo cual anunció una Huelga General”,
lanzando un manifiesto con “claras excitaciones a la violencia y preparaba disturbios para el día de mañana”; cuestiona y, dirigiéndose al Ministro Sr. Casares Quiroga, si se puede seguir siendo complacientes con esa política de coacción de la UGT. A continuación, toma la palabra el diputado agrario Sr. Royo Villanova, reitera sus críticas por la presencia de los socialistas en el Gobierno, dice que los que han suspendido el mitin de Valladolid han sido los socialistas de la ciudad y, por tanto, hace responsable de ello a los tres Ministros socialistas del Gobierno;
“¿es que se puede vivir así?, ¿es que voy yo a necesitar el permiso de los 3 Ministros socialistas cuando tengo el del Ministro de la Gobernación?”;
aprovecha esta circunstancia para volver a mostrar su contrariedad por la presencia socialista en la ejecutiva y acción gubernamental;
“no puede haber en España libertad ni dignidad en el Poder Público mientras los socialistas ocupen el banco azul”. Resaltar por último que, en el resto de las sesiones del mes, se presenta y se discute el Proyecto de Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales con el destacado protagonismo en su discusión y debate del diputado Radical, Sr. Elola. El día 31, el diputado agrario Sr. Royo Villanova, defiende una enmienda al citado Proyecto solicitando que cualquier ciudadano pueda tener el derecho de emprender una vía de anticonstitucionalidad ante dicho Tribunal, muestra su contrariedad por la postura gubernamental y de los socialistas que tratan de impedir a los ciudadanos el ejercicio de  este derecho;
“hay acción pública para los Municipios, hay acción pública en el Derecho municipal, y se suprime la acción pública en cosa tan grave como la Constitución, es decir, el Parlamento no tiene quien le frene  cuando falle abiertamente a la Constitución”;
enmienda que es rechazada por la Comisión.
JUNIO 1933
 
En este mes dos cuestiones destacan sobre el resto en la siempre intensa y agitada obra legislativa de la Cámara; los debates sobre el Proyecto de Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales y la crisis ministerial que, a mediados de mes, se hace efectiva con la formación de un nuevo gabinete, sustentado, desde ahora, por el apoyo casi exclusivo de los socialistas y Radicales socialistas, principalmente, es decir, no mostraba propósito alguno de rectificación en el ideario ni en la línea doctrinaria y política del mismo. Así, pese al aumento de la intensidad de las denuncias de cada vez mayores sectores de la Cámara y de la opinión pública respecto al concurso de los socialistas en el Gobierno, estos veían reforzada su presencia mediante esta firme y reforzada alianza con los Radicales socialistas; el carácter socializante del Gabinete no se atenuaba si no que se agudizaba, las críticas y las divisiones producidas por la presencia de los elementos socialistas en el mismo no habían hecho cambiar en nada el parecer del Presidente del Consejo de Ministros Sr. Azaña; en estas circunstancias, la inestabilidad política y parlamentaria iban a sufrir mayores dosis de descrédito y desaprobación generalizada.
En la primera sesión del mes, el día 1, se discute el Proyecto de Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales; la minoría Agraria pide suprimir la Disposición final de la Ley en la que se dice que se excluyen del recurso de inconstitucionalidad las leyes aprobadas por las actuales Cortes con anterioridad a la presente, cree injusta esta medida de excepción cuando dicho Tribunal debiera haber sido confeccionado justo una vez aprobada la Constitución; el Sr Cid entiende que el Gobierno “trata de aprovechar este precepto para substraer a la discusión del Tribunal los actos de este Gobierno”.
La Comisión, en la voz del Radical Socialista, Sr. Gomáriz, rechaza la propuesta de los agrarios;
“creemos que en estos 2 años de República hemos hecho leyes justas, constitucionales, no persecutorias, y además, queremos y deseamos rodearles del prestigio de que no sean revisables constitucionalmente”.
Así, se cerraba toda posibilidad de recurso alguno a la obra legislativa Constituyente de los últimos dos años, unas leyes ante las que el mismo Tribunal de Garantías Constitucionales no podía entender ni ser competente contraviniendo la génesis doctrinal y jurídica del mismo, es decir, la fiscalización de la constitucionalidad o anticonstitucionalidad de toda la obra previa legislativa de la Cámara.
En esta sesión siguen los acalorados debates sobre los Sucesos de La Solana, el Sr. Pérez Madrigal vuelve a denunciar los abusos cometidos desde la Casa del Pueblo de la localidad manchega, rechaza de nuevo el que los socialistas se quieran apropiar de la República;
“queréis la República sin republicanos, sin sindicalistas, sin comunistas, sin nadie, la República para vosotros”.
Dice seguir siendo fiel a su ideario de izquierdas y republicano, sin embargo, lamenta profundamente la deriva socialista y el papel de estos dentro de la República. Reiterando que no ha renegado de ningún ideal, entiende que en la República los republicanos no pueden ser, de ningún modo, pupilos de nadie, de este modo, no quiere
“ser pupilo de los socialistas en la República”
dado que, a su entender, esta debe ser dirigida por los rectores republicanos. Al día siguiente, en la sesión del día 2, el agrario Sr. Royo Villanova critica que no se legitime al Tribunal de Garantías Constitucionales para que pueda atender respecto a la inconstitucionalidad de las leyes promovidas por el Gobierno anteriores a la presente, por ello, denuncia la deriva dictatorial del Gobierno;
“tenéis miedo de lo que habéis hecho en las Cortes, porque si creyerais que habéis obrado con arreglo a la Constitución, nada debía importaros un Tribunal que va a ser hechura vuestra”. Critica airadamente la circunstancia de que, ahora,
“decís que se puede supervisar todo menos lo que hemos hecho nosotros”.
El día 14 se cierra la crisis ministerial con la presentación del nuevo Gobierno, el Presidente, Sr. Azaña, es el encargado de presentarlo a la Cámara; explica cómo se desarrolló la crisis ministerial y anuncia que es un Gobierno que presenta pocas novedades, que va a seguir una línea continuista del anterior, o lo que es lo mismo, el desarrollo de la Ley de Congregaciones Religiosas, la Reforma Agraria, el Estatuto de Cataluña, etc. Relata como el Jefe del Estado, Sr. Alcalá Zamora, propuso formar Gobierno a los líderes de las fuerzas más numerosas del Gobierno, los señores Prieto y Marcelino Domingo y que, fracasadas estas tentativas, recurrió a él como jefe de la tercera fuerza gubernamental. Esta circunstancia demostraría que el Sr. Alcalá Zamora no acudió a la disolución de las Cortes cohibido ante las presiones de socialistas y de ciertas izquierdas republicanas que exigían agotar todas las vías posibles dispuestos a continuar con las mismas políticas de izquierdas y así garantizar la continuidad de la obra republicano-socialista, todo ello, pese a la evidencia de que, amplios sectores de la opinión, parecían ya claramente divorciadas de estas políticas. Seguidamente, el líder Radical Sr. Lerroux y en una extensa intervención, rechaza la continuidad en el Gobierno de los socialistas; habla detenidamente de los duros desencuentros iniciados en el ya lejano Diciembre del 31; dirige duras críticas a los socialistas por su actitud;
“vuestros actos públicos están constantemente matizados por amenazas de toda clase, vuestros artículos en el órgano de publicidad, que representa la doctrina del partido, hacen lo propio”; unas reivindicaciones y luchas sociales que, recuerda, los socialistas no las llevaron a cabo ni las ejercitaron durante la Dictadura de Primo de Rivera.
Por estas razones, no ofrece, el voto de confianza de su minoría al nuevo Gobierno. Por su parte, el Sr. Gil Robles, rechaza también la nueva oferta gubernamental que a su juicio supone más de lo mismo. Califica la crisis ministerial como la crisis de los 5 días, unos días donde se ofreció la cabeza del gabinete al socialista Sr. Prieto en primer lugar y, en el que este, asegura, urdió diversos planes para menoscabar la acción parlamentaria, refiere de ciertas sospechas en las que,
incluso,
“se permitió reunir a los grupos y ante ellos pronunciar frases de tal atrevimiento que, incluso llegó a ir contra el propio Parlamento al decir que era necesario llegar a una Convención”.
Critica así, con duros adjetivos, la acción del nuevo Gobierno; “tenemos que acusaros a vosotros, no marchándonos de nuestros escaños, de algo que tiene que saber la opinión española; de una detentación constante de la soberanía nacional, de una dictadura apoyada en una mayoría que no representa al país, de una mediatización de las facultades del Jefe del Estado, de una violación de la Constitución, de una destrucción del equilibrio parlamentario, en una palabra, de todos los vicios que hacen de vosotros un Gobierno faccioso que tiene muy poco derecho a la obediencia del país”.
El socialista, Sr. Prieto, lamenta que todas esas divergencias y ataques obstruccionistas contra su partido hayan imposibilitado su decidida apuesta y voluntad para formar Gobierno, pese a ello, pide aunar esfuerzos y encontrar un espíritu de concordia desde el que poder hacer frente “al enemigo común”. El diferente, la diferencia, la disidencia social o política, era en boca de los socialistas y, en especial del Sr. Prieto, el enemigo al que había que combatir y eliminar. Todo ello, me hace pensar, y más conociendo la impetuosidad y visceralidad personal del Sr. Prieto, que un suceso como este (que supondría su fracasada tentativa de acceso al frente del ejecutivo), tuviera mucho que ver en su posterior apuesta por buscar y jugar con otras fórmulas destinadas a alcanzar los resortes del Poder; la negativa de una buena parte de la Cámara (republicana y de izquierdas en su mayor parte), bien pudo hacer mella en su díscola y arrogante personalidad para adoptar su firme decisión de convertir a su minoría socialista en la única fuerza garantista capaz de representar a la izquierda y a lo que ellos entendían que debían ser los valores y postulados republicanos, una actitud que le llevaría a marginar definitivamente a muchos de los partidos republicanos tradicionales; desde aquel momento, la alianza sellada con los republicanos de las formaciones azañistas y burguesas de la izquierda republicana, les convertirán en  sus principales valedores y casi únicos fiadores de unas políticas partidistas e inequívocamente particularistas destinadas a hacerse únicos propietarios de los designios de la República; y es que se mostraría inflexible a ver en el pedestal del Poder a otras fuerzas que no fueran las suyas o las de sus socios de la izquierda republicana.
Los debates sobre el cambio ministerial siguen en las siguientes sesiones; el día 15, el diputado de la Izquierda Radical Socialista, Sr. Ortega y Gasset E., se muestra muy crítico dado que su composición tiene casi idénticos protagonistas que el anterior y, todo ello, gracias a la anuencia de los que eran sus antiguos correligionarios, los Radicales socialistas. Denuncia que se hayan ejercido distintas presiones durante el proceso de formación de este Gabinete a cargo del mismo Jefe del Estado, igualmente, censura la campaña desarrollada en el diario El Socialista contra las instituciones republicanas y en la que se llegaba a cuestionar al mismo régimen; “¿es qué llega el momento de que digamos adiós a la República?”. (Era uno de sus titulares...).
Critica a los socialistas por estas coacciones al Jefe del Estado algo a lo que no se atrevieron durante la Dictadura de la que tanto ahora reniegan; “es menester que no tengáis en secuestro a la República, que se entere España que la República es para ella y no para vosotros personalmente", "el pueblo debe reivindicarla y librarla del secuestro en que vosotros la tenéis”.
Unas opiniones que son coincidentes con las de otras minorías parlamentarias que denuncian, igualmente, el abuso y la paternidad que los socialistas quieren dar al régimen republicano; un ejemplo de ello son las palabras del Sr. García Valdecasas que lamenta la labor del socialismo no haya sabido hacerse nacional;
“no representa más que intereses de clase”. Esta teoría de una República socialista o proletaria ganaba también más adeptos dentro de la Cámara y ello se refleja en la sesión del día 16, sesión en la que el socialista catalán Sr. Campalans,
ofrece su apoyo al Gobierno, si bien, pide que se siga avanzando en estas medidas socializantes; “no nos satisface por completo la actual República democrática española, que tenemos aspiraciones más altas”, “la República que nosotros propugnamos tiene muy poco, o casi nada, que ver con la actual República vuestra”. Incluso, apoya como un modelo a imitar el de la Revolución rusa de 1917;
“nosotros tenemos la fuerza del número, y la fuerza avasalladora de la fuerza moral de nuestros principios, que nos dan la absoluta seguridad en el triunfo, para que queramos malograrlo con precipitaciones temerarias”; “nuestros compañeros de Rusia, pretenden que nosotros hagamos ahora, en las actuales condiciones de nuestros actuales países, lo que ellos pudieron hacer en el año 1917”; se congratula especialmente de la entrada en el Gabinete del Sr. Companys. A continuación, el Sr. Pérez Madrigal, vuelve a reiterar los motivos de sus desavenencias con la minoría Radical socialista, minoría en la que se ha impuesto ahora la línea defendida por el Sr. Gordón Ordás de apoyar al nuevo ejecutivo en colaboración con los elementos socialistas, línea contraria a su pensamiento; así, se despide públicamente de los compañeros de su minoría, un paso previo a su posterior entrada en la minoría Radical. Tras esta intervención, el Sr. Largo Caballero y, por segunda vez en esta legislatura, ofrece algunas pinceladas de lo que son sus postulados e idearios políticos defendiendo, de nuevo, la causa obrera y en contra de la clase patronal, se muestra partidario también de la acción directa (defendida por la CNT) por parte de los obreros para resolver sus conflictos con los patronos; “aunque parezca paradójico, el obrero organizado, para defender sus intereses, para trabajar, tiene que negarse a trabajar”
y tiene que hacerlo para trabajar en las condiciones debidas, “y de ahí las huelgas”. Este debate político sobre la formación del nuevo Gobierno concluye en la sesión del día 20;
el Sr. Ortega y Gasset E., vuelve hacer referencia a las presiones socialistas para la formación del Gobierno, incluso, con presiones desde el órgano del partido y en el que se amenazaba “con dar el adiós a la República, en un artículo que está estampado, que no se puede borrar”.
Por su parte, el diputado Radical Socialista, Sr. Baeza Medina, defiende una Proposición incidental para otorgar la confianza al Gobierno y seguir con el programa continuista del mismo;
“de manera muy especial las leyes de Reforma agraria y de Asociaciones y Congregaciones religiosas, leyes ambas, una en sentido económico, otra en lo que representa la afirmación del sentido laico del Estado, fundamentales para los diputados que constituyen la mayoría”; señala que el Gobierno actual es para ellos
“la garantía, la confianza de que la política de izquierda, única para nosotros en la República actualmente, ha de tener en el Gobierno unos leales ejecutores”.
Por contra, el agrario Sr. Royo Villanova, critica al respecto el que sigan al frente del Gobierno los separatistas y los socialistas, reniega “que estén gobernando en España los que no creen en ella, porque el socialismo y el separatismo son la negación de la patria española”.
De las últimas sesiones del mes destaca en el día 23 la intervención del Federal Sr. De la Villa,
hace una interpelación criticando y, tras la celebración del Corpus Christi, las manifestaciones de culto católico que, a su entender, “son una provocación”;
señala que esta tarde han pasado cosas muy desagradables, como las colgaduras en los balcones con representaciones monárquicas incluidas, por lo que solicita al Ministro de la Gobernación que se tomen las medidas oportunas al respecto. El laicismo estatal volvía a hacer gala de unas connotaciones sectarias impropias de un régimen que se autoproclamaba democrático y en el que se recogían, supuestamente, libertades y derechos para todos. Cuatro días más tarde, el 27, tenía lugar un corto debate sobre el inminente Proyecto de Ley que el Gobierno traería en breve a la Cámara, el Orden Público; el Sr. Royo Villanova critica los excesos autoritarios que impone el Gobierno en la Ley con multas de hasta 100.000 pesetas, así, dice que, comparándola con el régimen anterior, “las cosas que se pueden hacer por virtud de esta ley no se permitió hacerlas a Primo de Rivera”. Los días 28 y 29 tienen como punto álgido del debate los sucesos acaecidos días pasados en Zaragoza; en la sesión del 28, el Tradicionalista Sr. Lamamie de Clairac, denuncia los hechos ocurridos en el mitin de su minoría en la citada localidad; las agresiones que sufrieron muchos de los asistentes a las afueras del recinto, a su juicio, fueron en cierta manera posibilitadas por lo que considera una anómala actuación de la Guardia de Asalto que, en lugar de reprender a los violentos, favoreció sus acciones al dispersar por parejas a los asistentes al acto; denuncia la participación de la FAI e incluso de algunos diputados de izquierdas aragoneses en los mismos. Por su parte, el socialista Sr. Sarriá y, para referirse a estos sucesos, cree conveniente primero hablar de antecedentes a los mismos; los trata de justificar asegurando que, dentro del Frontón, los dirigentes Tradicionalistas dirigieron duras manifestaciones contra el Gobierno y lanzaron, además, distintas provocaciones contra los representantes de las instituciones republicanas, entre las que figuraría la protagonizada por el diputado Sr. Lamamie de Clairac, que afirmaba que iban a echar al Gobierno a zapatazos; por esta razón, califica de “héroes” a aquellos individuos que se levantaron dentro del Frontón para protestar por lo que allí se estaba diciendo. El día 29, el diputado socialista Sr. Banzo, denuncia que los asaltantes eran sobre todo miembros de la FAI que estaban dirigidos por un diputado de las Cortes, el ínclito diputado comunista Sr. Balbontín. También refiere que los ataques fueron consecuencia de las provocaciones que se oyeron dentro del Frontón, como ejemplo ilustrativo, presenta las invitaciones al acto y en las que se podía ver un sello con el anagrama:
“Dios, Patria y Rey, y la flor de lis consabida”.
Pide para evitar estos incidentes gobernar en republicano, cree que el Gobierno no debe dar tanta libertad a los enemigos del régimen y, para lograrlo, sugiere que todos los republicanos se verán en la obligación de poner de su parte. El agrario Sr. Guallar se levanta indignado por las argumentaciones de los diputados señores Sarriá y Banzo, asegura que más aún le indigna el silencio de los republicanos y los socialistas,
“que no solo no hayan condenado esos sucesos, sino que, en cierta manera, los han aprobado, los han aplaudido y se han hecho solidarios de ellos”.
También, muestra su profundo rechazo a las palabras del socialista Sr. Algar, cuando decía que, como antecedentes de estos sucesos había que considerar distintas provocaciones previas, refiriéndose a que Zaragoza estaba excitada “por las colgaduras puestas en la fiesta del Sagrado Corazón de Jesús”.
Rechaza las imputaciones respecto a que se hubiesen proferido provocaciones desde el interior del Frontón y, así, cree censurable el hecho de que unos pocos individuos se hubiesen levantado a interrumpir un discurso
“donde saben que hay una multitud con ideas contrarias a las suyas, con ánimo de interrumpir y de perturbar”. Igualmente, critica visiblemente enojado, la falta de libertad con la que cuentan las derechas para poder llevar a cabo sus actos y mítines, afirma que cuando intentan hacerlo, como en su localidad de Mallén, surge la airada protesta de los socialistas,
“que creen tener el monopolio de la verdad y de la propaganda”,
unos socialistas que se atrevieron a decir al Gobernador de la provincia que
“habría un día de luto en Mallén si el diputado Guallar iba  a tomar parte en el mitin y si ese mitin se celebraba”. En esta sesión se habla también del Proyecto de Ley del Orden Público, el diputado comunista, Sr. Balbontín, se muestra abiertamente partidario del recurso a la violencia como legítima, cree que esta Ley no va conseguir desarmar a las milicias fascistas lo que convierte en legítimo que los obreros se armen para defender sus intereses; “y yo desde ahora, les aplaudo”. Una vez más, las justificaciones a la violencia, cuando no las apelaciones a la misma venían desde ciertos sectores de la izquierda de la Cámara que, ahora, iban a contar con el inestimable concurso y apoyo del diputado comunista, el Sr. Balbontín.
La última sesión del mes tiene lugar el día 30, se debate sobre la exclusión de determinados delitos de las competencias de los Tribunales del Jurado; el diputado de la Izquierda Radical Socialista, Sr. Ortega y Gasset E., hace suyas las palabras de la sesión de ayer del Sr. Albornoz en la que el Ministro hacia
un alegato y firme defensa de la fuerza del Estado que es el que, a su juicio, debe patrimonializar todo, derechos, justicia, etc.; criticaba también el liberalismo y todos los principios propios de los liberales (poniendo especial  énfasis de su crítica en la Restauración española del S.XIX); por ello, dice que, igualmente, desaprueba por completo la obra de la Restauración, haciéndose así valedor de la labor democrática de este Jurado al que se debe defender frente a los reaccionarios y los ideales más conservadores. El Sr. Ossorio y Gallardo, a continuación, muestra el asombro que le ha causado ver como las izquierdas en los días precedentes atacaban sin piedad a esta Ley del Jurado, por lo que dice;
“¡Como cambian los tiempos!”.
Defiende la humanización de la Justicia y, así, le parece muy doloroso que sea una Cámara republicana la que ponga trabas a esta Ley del Jurado. Recuerda a los socialistas que son precisamente los principios liberales los que les han facilitado el acceso a la legalidad y a las instituciones democráticas;
“¿no habéis necesitado primero la libertad de asociación, libertad de reunión, la libertad de expresión del pensamiento, todas las libertades individuales y políticas consagradas desde la Revolución para acá?”.
El Ministro de Justicia, Sr. Albornoz, en su réplica, afirma que hay dos pueblos europeos en los que alberga un porvenir inmenso,
“el pueblo ruso y el pueblo español”.
JULIO 1933
 
El mes de Julio está protagonizado por el debate del nuevo Proyecto de Ley referente al Orden Público y, de forma más tangencial, por la importante reforma de la Ley electoral. El Proyecto de Orden Público está marcado desde su inicio por la deliberada obstrucción de dos de los políticos más obstruccionistas y negacionistas de la Cámara, el diputado de Izquierda Radical Socialista Sr. Ortega y Gasset E. (me reafirmo en su escaso parecido con su hermano Don José en cuanto a sus capacidades oratorias, políticas e intelectuales), diputado que había encontrado como compañero de viaje en esta particular y, no menos, disparatada aventura, al ya por entonces autoproclamado comunista, Sr. Balbontín. El ambiente de derrotismo, de desgana, pareciera haberse adueñado de la Cámara, unas sesiones marcadas por la escasa presencia de diputados, producto de lo cual, la mayor parte de las veces ni siquiera se podía solicitar votación nominal a los votos particulares y las enmiendas por no estar presentes los 100 diputados exigidos para la causa. En todo ello no ayudaría, sin duda, la obstinada posición obstruccionista no ya de una minoría, si no de exclusivamente dos diputados, más ocupados en posiciones particularistas que en las demandas del interés general del ciudadano de turno. El reciente cambio ministerial, en estas condiciones, no parecía destinado a enmendar ni a enderezar una legislatura que desde hacía muchos meses parecía haber perdido claramente el rumbo y el apoyo de amplios sectores de la opinión.
Las sesiones empiezan el día 4 con la discusión de la Reforma de la Ley Electoral, el Sr. Gil Robles la considera necesaria dado que la actual Ley favorece claramente a las mayorías (se primaba en exceso a estas) en detrimento de las minorías, solicita también la suspensión de la segunda vuelta pues, a su entender, favorece el alargar innecesariamente las pasiones políticas; “es una excitación a la violencia, porque conocido el resultado de la primera, todos los partidos agudizan toda clase de armas, para corregir en una segunda vuelta, los posibles descalabros que hayan tenido en la primera”; se levanta advirtiendo que es conocedor de la ineficacia de los argumentos que va exponer dado los precedentes de estos años pasados, lo único que pretende es dar fe de su testimonio y su visión acerca de este delicado asunto y en el que desea que la Ley ampare por igual a todos los partidos. Dos días después, el día 6, los señores Castrillo y Botella defienden también la supresión de la segunda vuelta y el sistema de proporcionalidad; el Sr. Azaña rechaza de plano las propuestas,
“yo siempre votaré contra el sistema proporcional”. Señala que esta Ley no es para reformar el sistema Electoral sino para mejorarlo, en especial, cree que se debe tratar de evitar un peligro; “que es la posible dispersión de las candidaturas republicanas y socialistas, faltas de coalición, y su derrota por una candidatura antirrepublicana y antisocialista”,
y añade; “este peligro, señores diputados, es mucho más real, mucho más presente y mucho más próximo que el peligro del aplastamiento de las minorías”; “sería altamente extraño que por no prever este caso, minorías monárquicas o antirrepublicanas, trajeran a la Cámara una representación que no les correspondiera”. De nuevo dejaba claro que, por encima del interés común, de una obra común para todos, le movía un fin exclusivamente político dirigido contra distintos sectores de la sociedad que no estaban en consonancia con lo que, a su juicio, debía ser el patrón del ideario republicano. Apostando por el sistema de mayorías (solo se proclamaba candidato a aquel que alcanzase un 40% de los votos en primera vuelta), se dejaba en clara desventaja a partidos intermedios y menores, la dificultad añadida de alcanzar ese 40% implicaba la celebración, en muchas de las ocasiones, de una segunda vuelta que agudizaba las diferencias y las pasiones políticas y alargaba dos semanas más los duros y broncos debates políticos, circunstancia que enconaba, aún más, las ya de por sí irreconciliables diferencias. Los grandes beneficiados de este sistema eran los partidos republicanos burgueses y, sobre todo, los socialistas que atesoraban una mejor y más solidad estructura que les facilitaba el marcar un territorio casi insalvable respecto a otras minorías inmersas, todavía, en un proceso de consolidación y de desarrollo estructural, cuando no de encaje, dentro del régimen republicano. Este criterio de mayorías sería impuesto por los socios de Gobierno, impidiendo cualquier tipo de modificación o rectificación por parte de las minorías y de las oposiciones; el criterio partidista y arbitrario de nuevo se imponía sobre los intereses comunes y generales.
El día 7 de Julio se debate el Proyecto de Ley del aumento de 28 millones de pesetas del Ministerio de Instrucción Pública para satisfacer los gastos que se originen por la sustitución de la enseñanza de las Órdenes y las Congregaciones religiosas. El Ministro de Instrucción Pública., Sr. Barnés, habla de los plazos previstos para ello; 1 de Octubre para la Segunda Enseñanza y 1 de Enero para la Primera Enseñanza, hace referencia a la creación de 7.000 escuelas, las mejoras previstas, etc. Los agrarios, señores Gómez Rojí y Madariaga, critican el sobrecoste que va a significar para los contribuyentes; el  segundo de ellos denuncia que siempre a los problemas y emergencias de los españoles se responde diciendo que no hay dinero,
“que el presupuesto del Estado está agotado, pero ¡ah!, tratándose de curas y de frailes, pronto se busca y se encuentra el dinero”, siendo un claro ejemplo esta Ley en la que se piden 28 millones para
“dar una enseñanza que antes no costaba un céntimo al país”. Cuatro días después, el día 11, tiene lugar una interesante sesión donde el ex diputado socialista, Sr. Algora, protagoniza un vibrante discurso en el que trata de demostrar y hacer público el profundo sectarismo de la conjunción republicano-socialista. Solicita una amnistía donde se acoja a todos aquellos que estén inmersos en procesos políticos y sociales, los prófugos, desertores y los procesados por sedición o rebelión; recuerda que el socialista Sr. Prieto, allá por el año 1918, con muchos socialistas inmersos en procesos judiciales y penales, si solicitó una amplia, global y generosa amnistía, cosa que, sin embargo, ahora negaba. Demanda por ello una amplia amnistía en la que se incluya por igual a los monárquicos, a los enemigos del régimen y a los sindicalistas, entiende que la Ley debe ser igual para todos;
“si los monárquicos delinquieron, también nosotros delinquimos en tiempo de la monarquía y se nos amnistió”.
El Sr. Azaña rechaza también el ofrecimiento de la generosa amnistía, afirma que ambos momentos no se pueden comparar, aquella amnistía dice que no fue un acto de generosidad de la monarquía, “sino una lógica de su falta de autoridad moral lo que le llevó a abrir las cárceles”,
incluso, se arrepiente ahora de la concesión de Amnistía del año 31; “en el ánimo y en el conocimiento de todos está las consecuencias que trajo para el orden público en España haber puesto de pronto en libertad a millares de penados que, lejos de agradecer la generosidad del Gobierno y de la República, han contribuido enormemente a intranquilizar el país”.
El Sr. Algora lamenta esta respuesta, cree que solo cuando se vayan del Gobierno la paz podrá restablecerse en España, le recuerda, para concluir, que los sublevados del 10 de Agosto de 1932 se sublevaron contra su Gobierno no contra el régimen republicano;
“todos, empezando por el General Sanjurjo, se levantaron y rebelaron contra el Gobierno, que no es la República, y contra este Gobierno también yo me rebelo”.
La llamada a la concordia era una interesada impostura, las palabras del Sr. Azaña, una vez más, reflejaban como la pasión política y sectaria impedían hacer realidad acuerdos de Estado y políticas de consenso.
Terminado este debate se produce la Presentación del Proyecto de Ley del Orden Público a cargo del Sr. Casares Quiroga, Ministro de la Gobernación; destaca el carácter preventivo de la Ley en el que el gobernante y la autoridad están facultados para tomar las medidas necesarias antes de que el hecho o el suceso se hayan producido. En su discusión, se inicia la pertinaz y casi obscena obstrucción de los señores Balbontín y Ortega y Gasset E.
El día 13 es nombrado Presidente del Tribunal de Garantías Constitucionales el que fuera Ministro de Justicia. Álvaro de Albornoz, sin duda, toda una declaración de intenciones dado que, se situaba al frente del mismo, al ala más izquierdista de la conjunción republicano-socialista. El plan y la consigna eran también muy claras en el ámbito de la Justicia, la tan cuestionada imparcialidad de la Justicia en estos años del bienio no pareciera afectar ni condicionar, en lo más mínimo, en la toma de decisiones de los gobernantes republicanos empeñados en controlar para su causa absolutamente todos los resortes del Estado. Al día siguiente, el 14, el diputado de la LLiga Sr. Ayats defiende una interpelación sobre los Jurados Mixtos; habla de las disputas en los mismos entre las organizaciones de la UGT y la CNT, con un Gobierno que se pone siempre del lado de las organizaciones sindicales dejando al margen a la clase patronal; denuncia la parcialidad también de los Delegados del Gobierno, siempre favorables a las causas obreristas. Cree que, ante ello, solo la intervención moderadora del Gobierno pudiera dar salida a este problema, sin embargo, reitera la tibieza en estos asuntos del Ministerio de Trabajo,  representada por el Sr. Largo Caballero, además de la intromisión de los propios Gobernadores civiles que, para evitar conflictos, presionan a la patronal forzándoles a pactar directamente con la organización extremista, la CNT, saltándose así las resoluciones de los Jurados Mixtos temerosos de que el problema no desemboque en conflictos sociales que les pudieran afectar, una situación de evidente desamparo para la clase patronal. Tras su intervención, se produce la del diputado Radical Socialista, Sr. Gomáriz,
denuncia la agresión de un grupo que califica de “un grupo de más o menos fascistas”
a los miembros de los amigos de la Casa de Rusia; advierte que, si no actúa el Gobierno,
“nos vamos a ver en la necesidad de defendernos por nuestra propia cuenta”.
El diputado comunista, Sr. Balbontín, aprovecha para pedir que se arme al pueblo para que este se pueda defender de estos ataques fascistas. Las amenazas salidas desde los sectores más izquierdistas de la Cámara eran yan por aquel momento y, como ya he referido en otras ocasiones, una serenata cada vez más recurrente que, tristemente, se van a convertir casi en una conducta habitual en las sesiones plenarias de la Cámara, acentuadas con la sola posibilidad de un giro radical de políticas que parecían avistarse en un horizonte cada vez más cercano.
En la segunda quincena de mes las sesiones transcurren con los debates sobre el Proyecto de Ley del Orden Público y en el que los señores Balbontín y Ortega y Gasset E. prosiguen con su obstrucción,  centrando ahora sus ataques en la represión ejercida por la Guardia Civil; el Sr. Balbontín aprovecha sus intervenciones para leer fragmentos de discursos de Lenin, del manifiesto Comunista, dedica sus intervenciones a dar alabanzas al régimen ruso, un improcedente y vulgar proceder que provoca el que la asistencia a las sesiones a Cortes sea cada vez menor. El protagonismo interesado e inoportuno de ambos diputados en estas sesiones resta notoriedad a la obra parlamentaria de aquellos días, tal vez, se pudiera salvar de aquella infructuosa rutina la sesión del día 25, sesión en la que prosigue la ya referida e interminable retahíla de enmiendas por parte de los señores Balbontín y Ortega y Gasset E.; el primero, critica el régimen sancionador de la misma y, así, en una de sus numerosas intervenciones, recoge unas palabras de días pasados del Sr. Largo Caballero y en las que decía que si el partido socialista no pudiera conseguir el Poder por los medios legales o constitucionales porque alguien o algo obstruyera esos caminos legales:
“el partido socialista conquistaría el Poder como fuera, es decir, empleando la fuerza revolucionaria si ésta se hiciera indispensable”; por ello, el Sr. Balbontín advierte de los peligros de aprobar esta Ley para el propio partido socialista. Ante la pérdida de popularidad del Gobierno republicano-socialista y la sensación en el ambiente de un próximo y no muy lejano finiquito de las Cortes Constituyentes, los socialistas iban a ir dejando una serie de señales muy reveladoras de su impronta "revolucionaria" y en las que ya advertían de su poca o nula disposición a someterse a los cambios que la soberanía popular pudiera determinar en una próxima convocatoria electoral. En efecto, estaban muy lejos de renunciar a unos ideales revolucionares de los que era su más firme fiduciario el Sr. Largo Caballero, ausente casi permanente de las sesiones parlamentarias pero muy activo en todo tipo de mítines callejeros; así, nos dejaría para la hemeroteca, todo tipo de manifestaciones alusivas a la defensa de la revolución proletaria, a la conquista incluso por la violencia de las instituciones republicanas y con el firme propósito de allanar el camino hacia una dictadura del proletariado al más puro modelo soviético. Las palabras del Sr. Balbontín en esta sesión dejaban claro el sentir del socialismo en estos momentos de incertidumbre política; en estas fechas, un Octubre del 34 que, bien pareciera una quimera y un augurio sin duda exagerado, empezaba, tímidamente a ser formulado y dibujado pese a que los socialistas aún eran titulares de algunas de las más altas magistraturas republicanas.
En la sesión del día 27 se inicia el debate del Proyecto de Ley de Arrendamiento de fincas rústicas. Dado su importancia para la minoría Agraria y, por entender que debe servir para corregir algunos de los muchos defectos que tiene la Ley de la Reforma Agraria, anuncian que, siendo contrarios al dictamen, ejercerán la obstrucción parlamentaria con la presentación de una gran cantidad de enmiendas para su debate, en concreto más de 200. La minoría Agraria era consciente de los momentos de debilidad en los que se encontraba la acción gubernamental, esta contaba cada vez con menos apoyos parlamentarios y con una opinión que se estaba moviendo a una velocidad inesperada hasta hace unos meses. Incapacitar más aún la obra política y legislativa de la Cámara la creían ahora un arma defendible para precipitar unos acontecimientos en los que, ni ellos mismos, poco tiempo antes, hubieran creído ni siquiera imaginado. En esta sesión se aprueba el Proyecto de la Ley Electoral; republicanos y socialistas imponen sus tesis de dar la prima del voto a las mayorías en detrimento de las minorías, unas minorías que han visto como ninguna de sus propuestas y modificaciones a la citada Ley han sido atendidas; si en los momentos de fuerza y solidez gubernamental esta posibilidad de cambio era remota, ahora, con una opinión pública poco favorable a sus intereses, más aún lo era.
AGOSTO 1933
 
En este estado de cosas se llega al mes de Agosto, la fotografía del momento es una Cámara semivacía y una obra legislativa casi paralizada. De este mes solo es destacable las discusiones del Proyecto de Ley de los Arrendamientos de fincas rústicas, un Proyecto protagonizado por la sistemática obstrucción parlamentaria de los escasos miembros de la minoría Agraria que tratarán de ahondar, aún más, en la parálisis legisladora de la agonizante legislatura. El rechazo al carácter socializante de la Reforma agraria los llevará ahora a una encendida defensa de los intereses de los propietarios y patronos que han visto como, en este último año, sus intereses y propiedades han sido violentamente expoliadas sin que las autoridades y Gobierno hayan atendido ninguna de sus denuncias y reclamaciones. Los asaltos a fincas se habían convertido casi en una rutina, muchas de las veces, propiciadas y fomentadas desde las Casas del Pueblo socialistas, un conflicto social que se agravaba a medida que también empeoraban las condiciones de vida de los campesinos que seguían esperando, dos años después, las mejoras prometidas al advenimiento del régimen republicano.
Así, la pertinaz defensa de enmiendas de los agrarios al referido Proyecto de Ley, encuentra en los socialistas la más firme oposición, coincide además todo ello con una circunstancia que lo dificultaba en extremo, el Presidente de la Comisión era, en este caso, el bronco y poco conciliador diputado socialista, Sr. Martínez Gil que, desde la misma, dirige la más férrea defensa y la mayor de las intransigencias contra cualquier atisbo de cambio del dictamen de la Comisión. Ya en la sesión del día 3 avisa; “aunque presenten 200, 250, 300 enmiendas, nuestro ánimo no va a cambiar”, “en mí no influye ese sistema violento a que sus señorías han recurrido”. La tensión entre agrarios y socialistas, representados por el referido Martínez Gil, se agrava en la sesión del día 9 de Agosto, sesión en la que se debate el artículo 7 del Proyecto de Ley de Arrendamiento; el Sr. Martínez Gil dice que la Comisión no acepta el voto particular del socialista Sr. Feced, este, miembro también de la Comisión, afirma que queda retirado. Las minorías, Agraria y Radical rechazan lo que califican como
“cubileteo”
de la Comisión que, de esta forma, retira un voto particular sin ni siquiera ofrecer la oportuna explicación a la Cámara. El socialista Sr. Martínez Gil, con su habitual ruda forma de manifestarse, dice que la Comisión no había tomado ese acuerdo, “pero aquí, en este momento, sí”. (Grandes rumores y protestas en las oposiciones).
Tras las intensas quejas de las minorías, afirma; “ha habido alguien que me ha indicado que diga, en nombre de la Comisión, que no se acepta el voto de la Comisión”.
La minoría Agraria, en representación del Sr. Casanueva, lamenta el proceder de la Comisión, censura la presión que ejerce una minoría como es la socialista sobre el resto de minorías, cita como ejemplo de todo ello lo que ha ocurrido con el debate de este artículo, un artículo sobre el que tenían un previo acuerdo pactado por cuatro de sus cinco miembros, imponiéndose, finalmente, el criterio de uno solo, el del Sr. Martínez Gil. Denuncia que ha sido protagonista de un engaño por el cual había comprometido el voto de su minoría dispuesta a abandonar la obstrucción parlamentaria, por lo que dice;
“de aquí en adelante, no obstruiremos solo el proyecto de Ley de Arrendamientos, sino absolutamente todos los que se presenten a la Cámara, sean los que fueren”.
Asegura que se siente estafado, que habiendo renunciado a la irretroactividad de la Ley y a la obstrucción parlamentaria,
“no he recibido más que un mal pago”, “el engaño cuando iba de buena fe a negociar con sus señorías”.
El Sr. Martínez Gil niega lo dicho por el Sr. Casanueva afirmando que todo ha sido una mala interpretación suya y, además, le advierte que el país se echará en su contra por la labor obstruccionista de su minoría en el Parlamento. Tras este intercambio de opiniones, el propio diputado socialista, Sr. Feced, finalmente, reconoce que su decisión de retirar el voto responde a una decisión de su minoría socialista, una sinceridad que agradece el Sr. Casanueva en nombre de la minoría Agraria.
En la sesión del día 17, las dificultades para la mayoría gubernamental republicano-socialista se ven agravadas ante el anuncio de la minoría Radical que, en la voz del Sr. Martínez Barrio, advierte que su grupo, a partir de ahora, votará en contra de cualquier iniciativa gubernamental al entender que el Gobierno ha perdido la confianza del conjunto de las minorías de la Cámara, el cerco se seguía estrechando. En la sesión del día siguiente, día 18, la minoría Agraria y, tras un entendimiento con el miembro de la Comisión, el socialista de corte sosegado y sereno, Sr. Feced, anunciaba la interrupción de su obstrucción al Proyecto, un hecho que no iba a evitar el rumbo a la deriva de la obra política y legislativa del Gobierno. Faltaba solo un golpe de gracia para acabar con el bienio azañista-socialista y ese golpe llegaría en los primeros días de Septiembre con las elecciones de los vocales miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales.
Uno pocos días más tarde, en la sesión del día 22, el agrario Sr. Royo Villanova, denuncia que con esta Ley los arriendos rústicos serán de peor condición que los urbanos, se pregunta irónicamente;
“¿el propietario de una finca rústica es más antipático que el casero?”; afirma que para él pocas personas hay más antipáticas que el casero y, sin embargo,
“al casero le admitís el derecho de ocupar la finca para él o para sus familiares”, cosa que niegan al arrendador de fincas. Señala que, a estos propietarios, “les recargáis con impuestos, les ponéis Jurados Mixtos, les sometéis a inspecciones, les armáis huelgas y les dejáis indefensos frente a todos los peligros”.
Critica el Proyecto por su carácter socializante y, al respecto, señala que la familia es y ha sido el origen de la propiedad, por eso,
“el derecho de recobrar la tierra el propietario se extiende a los padres, a los hijos y al Cónyuge”; no comprende que los socialistas quieran ahora acabar con este germen de propiedad familiar cuando, por el contrario, son muy celosos de cuidar otro tipo de propiedades colectivas, la gremial, la comunal o la propiedad estatal. Denuncia así esta política sectaria y de clase que ahonda, aún más si cabe, en los ya graves problemas sociales y económicos del país.
Las sesiones de los días 24 y 25 se dedican casi en su integridad a los sucesos ocurridos en la localidad aragonesa de Barbastro; el día 24 el diputado agrario Sr. Guallar, pregunta al Ministro de la Gobernación por los sucesos ocurridos en el monasterio, denuncia como los Radicales socialistas se han apoderado del edificio con violencia y con la connivencia del alcalde de la localidad, en un asalto donde se han cometido profanaciones y todo tipo de vejaciones en el interior del edificio. Al día siguiente,
el Sr. Franco Bahamonde y el socialista Sr. Sarriá, califican de mentiras las manifestaciones realizadas por el Sr. Guallar en la sesión de ayer; el Sr. Sarriá dice que está deseando que venga la interpelación del Sr. Guallar para ver “si podemos cambiar esta República de tiquis miquis”.
El Sr. Guallar le replica afirmando que deben actuar los Tribunales para aclarar los sucesos, a lo que el Sr. Sarriá contesta; “deje S.S. a los Tribunales. Por encima de la Constitución y de la voluntad unánime de un pueblo no hay ningún otro Tribunal”. En esta misma sesión, el Radical Sr. Guerra del Río, protagoniza una intervención en la que denuncia la persistente escasez de diputados en las sesiones lo que, a su entender, es un símbolo de la descomposición de las propias Cortes Constituyentes; es contestado por el Sr. Azaña, que achaca todo ello a la obstrucción que está ejerciendo la minoría Agraria al actual Proyecto de Ley de los Arrendamientos. La minoría Agraria, por su parte, denuncia la actitud de la Comisión, afirma el Sr. Casanueva que ellos han acudido a todas las reuniones para tratar de llegar a acuerdos y que las propuestas de la mayoría se ven interceptadas sistemáticamente por un miembro de la Comisión, el Sr. Martínez Gil que, a su entender, es el único verdadero obstáculo para la aprobación de la Ley; así, pone en boca de dicho diputado las siguientes palabras:
“por aquí no pasa la mayoría, basta que lo diga yo. Y aunque lo diga San Fulano Bendito no pasaré por ello”. Pocos días más tarde, en la sesión del día 30,
la minoría Radical socialista pide que sea la Diputación Permanente el lugar donde se acabe la discusión de este largo Proyecto de Ley, no sin dejar de pasar la oportunidad para criticar duramente la posición obstruccionista de la minoría Agraria. Seguidamente, el Sr. Azaña censura agriamente la actitud de los agrarios advirtiendo que ante la discusión del polémico artículo 17 del Proyecto, “yo digo que la Ley la harán los grupos republicanos y socialistas de la Cámara, pero esos señores no”. (Muy bien, aplausos en la mayoría). El agrario Sr. Casanueva, lamenta el discurso y el tono del Sr. Azaña, le recuerda la posición obstruccionista del socialista Sr. Martínez Gil a cualquier posibilidad de acuerdo, acuerdos a los que si llegaron incluso con miembros de su minoría de Acción Republicana, como el que se acordó en su momento con el Sr. Peñalba; denuncia la obcecación gubernamental de mantener a toda costa el dictamen sin modificar una coma. Así y, pese a todos estos pormenores, como muestra de su buena fe y para desechar todas las imputaciones que se le han hecho, retira todas las enmiendas al artículo 16 que tenía previstas. Las afirmaciones del Sr. Casanueva son posteriormente corroboradas por miembros de otras minorías, como los señores Cornide y Guerra del Río.
SEPTIEMBRE 1933
 
Los acontecimientos se precipitan, la caída del Gobierno tiene lugar el día 12 de Septiembre tras conocerse, días antes, los resultados de las elecciones de los vocales del Tribunal de Garantías Constitucionales, en este caso, favorables a los miembros conservadores, unos resultados negativos que se sumaban a la anterior derrota gubernamental en las elecciones del pasado mes de Abril. La credibilidad del Gobierno era cuestionada por cada vez mayores y más numerosos sectores políticos y sociales del país. En este orden de cosas y, pese a los obstinados y sañudos esfuerzos de socialistas y azañistas por no abandonar los resortes del Poder, el día 13 se presentaba, finalmente, un nuevo Gabinete presidido por el líder de los radicales republicanos, el Sr. Lerroux.
Cuatro únicas sesiones se desarrollan en este mes; el día 5, tras una pregunta de la minoría Radical sobre el plazo de ejecución del Proyecto de la Segunda Enseñanza, el Ministro de Instrucción Pública Sr. Barnes, no garantiza que el traspaso de esta enseñanza se haga en unas condiciones excepcionales. Habla de la magnitud de la obra que se tiene que acometer y aprovecha la ocasión para censurar a la minoría Agraria por su obstrucción parlamentaria acusándola de ser la causante de que este Proyecto no haya sido traído al Parlamento. Reconoce que en Madrid se han encontrado algunas dificultades por parte del Ayuntamiento, por lo que cree que los edificios destinados a esta enseñanza serán modestos, al respecto apunta; “edificio de barro hoy, de mármol mañana”. Al día siguiente, día 6,
se
desarrolla un debate político planteado por el Jefe de la minoría Radical, Sr. Lerroux, a consecuencia del resultado de las elecciones de los vocales del Tribunal de Garantías Constitucionales y en las que el Gobierno ha salido nuevamente derrotado; recuerda que es la tercera vez que en menos de un año es derrotado en algún tipo de convocatoria electoral; cuestiona que el Gobierno tenga el apoyo suficiente para seguir gobernando y que, siendo así, solo un cambio de éste garantizará que el país “entre en unas condiciones de normalidad espiritual que vosotros no podéis hacer”.
El Sr. Azaña, por su parte, no se muestra partidario de ampliar la esfera ideológica republicana a otros sectores de la opinión, sigue inflexible y no comparte que haya que cambiar la política
“para que unos grupos de españoles que han demostrado su número y su fuerza en las elecciones del Domingo, acepten la República en la cual hasta ahora no han entrado”, cree que esto “sería demasiado”. (Rumores en los radicales),
y añade; “el que no acepta la Constitución es que es monárquico, esto es evidente”. (Rumores).
El Sr. Azaña no parecía muy dispuesto a dar su brazo a torcer pese a la evidencia de unos datos que reflejaban ya la poca credibilidad que en grandes masas sociales despertaba su Gobierno en coalición con los socialistas.
A continuación, se votaba una Proposición a propuesta de la minoría Radical socialista para otorgar la confianza al Gobierno, Proposición que es aceptada por 146 votos a favor y 3 en contra. (Las minorías de oposición se ausentaron de la misma). La última sesión con el Sr. Azaña como Presidente del Consejo de Ministros tendrá lugar el día 7, sesión en la que el
ex diputado socialista Sr. Algora, uno de los diputados más combativos ahora de la oposición, afirma que hay un clamor nacional para que el Gobierno se vaya, cree que
“sino se le echa violentamente, no se marchará de ninguna forma”.
Denuncia el que un Gobierno, en estas condiciones de fragilidad, aproveche estos momentos de suma incertidumbre para gestionar las cesiones y traspasos de servicios a la Generalidad sin que el conjunto de la nación se esté enterando. Cinco días después se llevaba a efecto la dimisión del ejecutivo, agonizante y claudicante ante el deterioro progresivo de todos los resortes sociales y políticos del país; al día siguiente, el 13, se presentaba el nuevo Gabinete presidido por el Sr. Lerroux. Este se presentaría ante el conjunto de la Nación el día 2 de Octubre.
OCTUBRE 1933
 
Dos únicas sesiones tienen lugar en este mes, los días 2 y 3 de Octubre. El día 2 tiene lugar el debate de investidura del Sr. Lerroux que presenta ante la Cámara y, por tanto, ante la Nación, al nuevo Gobierno. Con lo que no cuenta el Sr. Lerroux es que, una vez presentadas las líneas generales de su Gabinete y, nada más concluir su intervención, se iba a levantar el líder socialista Sr. Prieto para pedir, en una Proposición incidental, no otorgar la confianza al Gobierno sin ni siquiera esperar a que, previamente, como es preceptivo, el Gobierno plantee la cuestión de confianza a la Cámara, un hecho insólito en la historia política y parlamentaria española, un ejercicio de censura en toda regla. Esta postura de intransigencia socialista absoluta, de obstrucción sistemática a cualquier posibilidad o resquicio de cambio de rumbo político en el régimen republicano, llevará a la dimisión en bloque del Gobierno en la siguiente sesión del día 3 y, por tanto, al camino de la convocatoria electoral fijada para el mes de Noviembre donde un escenario político totalmente distinto, provocará un giro inesperado y decisivo en el devenir de la República.
En la agitada sesión del día 2 y, como ya he referido, se presenta el nuevo Gobierno con el discurso del nuevo Presidente del Consejo de Ministros Sr. Lerroux, Gobierno que ejerce como tal desde el pasado 13 de Septiembre y que ahora, tres semanas después, se presentaba ante el conjunto de la Cámara. El Sr. Lerroux pide ampliar la base de la República, hacerla para todos ampliándola a otros sectores de la sociedad marginados durante más de dos años por la conjunción republicano-socialista, y lo hacía, pese a no contar todavía en el Gabinete con ningún representante del centro derecha; destacaba la presencia de hombres de evidentes tendencias izquierdistas;
“el país reclamaba y reclama una política de izquierdas”. Señala como ejes de su Gobierno
“autonomía, laicismo, reforma agraria y reforma social”;  “el restablecer la disciplina social, nosotros venimos a restablecer el prestigio de la ley, nosotros venimos, aunque sea a costa de nuestro propio sacrificio, a procurar la paz moral, la paz social en nuestro país”; se muestra favorable también a la concesión de una amplia amnistía. Tras el discurso de presentación programática del nuevo Gabinete, el líder socialista Sr. Prieto, se levanta para defender una Proposición donde plantea el no otorgar la confianza al nuevo Gobierno sin que este todavía hubiera siquiera pedido la confianza a la Cámara, es decir, planteaba un voto de desconfianza en toda regla. Califica a este Gobierno de Lerrouxista, diseñado con la única finalidad de expulsar a los socialistas del Poder, cree que no cumple con la base de concordia solicitada por el Jefe del Estado Sr. Alcalá Zamora y, así, afirma; “declaro en nombre del partido socialista obrero español, que la colaboración del partido socialista en Gobiernos republicanos, cualesquiera que sean sus características, su matiz y su tendencia, ha concluido definitivamente”. (Prolongados aplausos en la minoría socialista). A su juicio, el Sr. Lerroux debió disolver las Cortes dada su opinión de que las actuales Cortes estaban desprestigiadas; “la obligación moral de S.S. era no aceptar el encargo para gobernar, ni dilatada ni precariamente”,
cree que debió aceptar disolverlas
“si ese es su criterio”.
Estaba claro que los socialistas, una vez que se vieron fuera del Gobierno, solo contemplaban como única opción posible y viable la disolución de la Cámara.
Por su parte, el Sr. Azaña, defiende a ultranza la obra de su Gobierno y su compromiso con la revolución así como su alianza y política de pactos con los socialistas. Hace suyas las palabras y argumentos del Sr. Prieto; para sorpresa y yo diría que incredulidad de todos, ahora sí y, desde la oposición, tiene el descaro de afirmar que apoya que el Gobierno sea un Gobierno para todos, cree que es lícito pedir que el Gobierno que este  al frente de la República,
“sea común para todos, amparo para todos y seguridad y sello de imparcialidad para todos”. (Recordemos que cuando el Sr. Lerroux pedía ampliar las bases republicanas desde la oposición lanzaba sus más feroces e hirientes críticas afirmando que eso no era en modo alguno posible, cerrando la puerta a cualquier opción de consenso). Censura algunas de las disposiciones ministeriales de rectificación de la obra de su Gobierno, así afirma;
“si por hacer una política de atracción vais hacer una política de repulsión de otros elementos que también son republicanos, o que ya lo eran, o que han servido a la República, yo me pregunto si en la cuenta de pérdidas y ganancias tendréis que apuntaros un tanto desfavorable y a la postre ruinoso para la República”. La intransigencia de los socios del Gobierno del bienio era evidente, no estaban dispuestos a dejar los resortes del Poder en otras manos que no fueran las suyas o que no fueran solidarias de su causa "republicana".
Los acontecimientos se iban a desbordar en la sesión del día siguiente, día 3 de Octubre;
la minoría Radical socialista en boca de su líder Sr. Gordón Ordás, explica como su minoría ha tenido que apoyar el Gobierno de concentración del Sr. Lerroux ante la falta notoria de apoyos a este, todo ello, impulsado por la clara desafección del electorado con las políticas del anterior Gobierno. No quiere criticar abiertamente a la minoría socialista pero deja entrever que la actitud de esta estaba poniendo en un duro trance al mismo régimen republicano. Censura agriamente que, desde el periódico y “órgano del partido, y por boca de alguno de sus hombres más ilustres”,
desde hace ya tiempo
“se ha venido manifestando que en la República española se ha planteado el problema de elegir entre marxismo y fascismo”, afirma que eso como demócratas “no podemos aceptarlo". (Aplausos en el grupo radical); critica las aspiraciones socialistas de avanzar hacia la Dictadura del proletariado, en clara alusión a citas recientes del Sr. Largo Caballero. Por ello, considera indispensable la unión de los republicanos de izquierda, con un programa claro, “para luchar contra la avalancha creciente de las fuerzas de la derecha”. A continuación, se levanta de su escaño el Sr. Lerroux, sus primeras palabras son: “Señores diputados, los que van a morir os saludan”.
Lanza duros ataques personales contra la figura del Sr. Azaña del que dice que ha sido
“un triste descubrimiento”.
Habla de sus disputas y diferencias personales en estos más de dos años, de las ansias de Poder del Sr. Azaña;
“Ah, pero S.S. que tiene amor a las cumbres (Rumores), a ellas no llega nunca sin presa en las garras” (Aplausos en los radicales, grandes rumores y protestas); incluso, le llega a decir que su personalidad política y humana esta falta de corazón;
“para la obra de aglomerar en una disciplina lo que se llama un partido político, se necesita una efusión y una cordialidad, es decir, un corazón que no tiene S.S.”. (Aplausos en la minoría radical).
Critica el proceder del Sr. Azaña y su deslealtad, un Sr. Azaña que calificaba como "naufrago" al propio miembro de su minoría, el Sr. Santaló, que había sido incluido en este Gabinete fallido del Sr. Lerroux. Por todo ello, afirma que tras la actitud demostrada en el día de hoy por el Sr. Azaña no puede continuar en este puesto; aprovecha para dirigirse al Presidente de la Cámara e informarle que el Gobierno está en crisis “y va a presentar su dimisión al Sr. Presidente de la República”. (Los radicales puestos en pie, aplauden largamente al Sr. Lerroux, otros diputados aplauden al Sr. Azaña. El Gobierno en pleno permanece en pie). Tras esta intervención,
el socialista Sr. Prieto y, ante esta diatriba, pide al Sr. Lerroux que al menos se someta a la confianza de la Cámara; el Sr. Lerroux considera que ya es demasiado el que haya venido hasta aquí “en condiciones que estaban previstas”, “¿no es bastante que yo supiera que ya S.S. tenía redactado el voto de censura cuando ayer invitaba a presentar el de confianza para someterme a la crítica consiguiente?”. El Sr. Prieto le replica diciendo que no ha presentado una Proposición que implique un voto de censura,
“sino una Proposición que niega la confianza al Gobierno”, a lo que el Sr. Lerroux le contesta;
“¡Pero si no se había presentado el voto de confianza!”.
Por su parte, el Sr. Azaña lamenta los agravios del Sr. Lerroux hacia su persona, habla de su pasado político, de sus inicios en política, de su antimonarquismo, de los entresijos del Gobierno Provisional y en los que da a entender que algunos de sus componentes nunca vieron con buenos ojos la presencia del Sr. Lerroux; “¿pero es que ha olvidado su señoría la hostilidad que despertaba?”;
así, dedica la casi totalidad de su intervención a rebatir con su suma dureza los reproches recibidos con anterioridad por parte del Sr. Lerroux, dice lamentar el espectáculo ofrecido en este debate de marcado índole personal. Finalmente, la confianza al Gobierno sería rechazada por 187 votos a 91; pese a incluir en el Gabinete a un miembro del partido azañista (AR) Sr. Santaló y, siendo un Gobierno de clara tendencia izquierdista, ni azañistas ni socialistas darían su brazo a torcer y negaban la confianza al nuevo Gabinete, el traspaso de Poder solo era viable si este se orientaba a formaciones y Gobiernos de orientación inequívocamente republicana, tal y como ellos la entendían, claro… Tras la votación, el ya diputado Radical, Sr. Pérez Madrigal, protesta enérgicamente contra el Presidente de la Cámara Sr. Besteiro por haber permitido la votación de una Proposición incidental como la del Sr. Prieto, cree que es extemporánea y fuera de lugar; “la que califica a S.S. más que como Presidente de la Cámara, como Presidente de la UGT”. (Aplausos en la minoría radical y rumores en la socialista).
Así, se llegaba a la conclusión de la legislatura de las tan polémicas y tortuosas Cortes Constituyentes; se daba paso a un Gobierno interino liderado por el Radical Sr. Martínez Barrio encargado de preparar la convocatoria electoral del mes de Noviembre, un Gobierno que será sometido a ingentes presiones desde sectores azañistas y socialistas en su decidido empeño de dar continuidad a las políticas del bienio, ejerciendo todo tipo de presiones con el deseo de incorporar al mismo a los sectores más izquierdistas del republicanismo y de la Cámara ante el temor de un cambio de tendencia en unas próximas elecciones. Finalmente, estas tienen lugar el día 19 de Noviembre y, en efecto, el tan temido giro por ciertos sectores republicanos y socialistas se produce; las derechas obtienen un triunfo sin paliativos, histórico, posiblemente, en las elecciones más limpias y translúcidas habidas hasta la fecha en la historia política española, en las que la mujer, por primera vez, ejercía su derecho al sufragio; en todo ello tendrá mucho que ver el denodado esfuerzo y voluntariosa labor del Independiente republicano Sr. Rico Avelló al frente del Ministerio de la Gobernación. La victoria de las derechas, con una CEDA del Sr. Gil Robles que se convierte en la minoría parlamentaria con más votos y representación, 115 diputados, no es aceptada en ningún momento por las izquierdas, especialmente, por los socialistas que, desde el primer instante, llaman a desencadenar la "revolución" con el fin de subvertir lo que las urnas y la soberanía nacional, el pueblo español, habían decidido legal, legítima y democráticamente. El mismo día de apertura de las sesiones se verá, nítida y fehacientemente, esta postura de total y frontal obstrucción a cualquier obra e iniciativa legislativa por parte de los socialistas, convirtiéndose el Sr. Prieto en el ariete y principal estandarte de toda esta deriva revolucionaria y violenta que ya no parará hasta  la cruenta guerra civil; la excusa era peregrina, en ella se escondía una falta absoluta, una ausencia total de ética y de respeto hacia unos principios y postulados democráticos de los que los socialistas se jactaban de ser sus más firmes valedores; pues bien, nada más lejos de la realidad.
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Pocas pero intensas y, muy reveladoras, son las sesiones habidas en este mes de Diciembre. Nada más presentarse el nuevo Gobierno ante la Cámara, el líder socialista Sr. Prieto se levantaba para rechazar la legitimidad del mismo acusándolo de antirrepublicano, de haber elaborado y perpetrado todo tipo de trampas durante el proceso electoral y lo hacía con el único propósito de desvestirlo de cualquier autoridad y legitimidad para ejercer el cargo para el que los españoles les habían designado. Sus primeras palabras e intervenciones en la legislatura que ahora empezaba nos darán una idea muy clara de su firme apuesta por las teorías revolucionarias y de inequívoca incitación a la violencia, nada hará frenar su dialéctica guerracivilista que, finalmente, desencadenará en el mal llamado Octubre "revolucionario" del 34, una "revolución" que, se trataba a todas luces, de toda una intentona golpista destinada a acabar con la legalidad republicana y con el fin de posibilitar el camino hacia una República de corte socialista cuando no de una dictadura del proletariado, tan proclamada durante los pasados meses por el también socialista Sr. Largo Caballero en sus distintas y frecuentes intervenciones por algunas de las localidades de la geografía española (nunca lo haría en el Parlamento….). Las intenciones revolucionarias eran claras y ya, en los primeros días del mes de Diciembre, se desencadena una revolución anarcosindicalista por amplias zonas del territorio español que tenía el firme propósito de impedir lo que el sufragio semanas antes había dictaminado. El preclima de guerra civil ante la postura de combate a la legalidad de anarquistas, socialistas y nacionalistas, principalmente, empezaba a tomar forma.
El mismo día que se inicia el periodo de sesiones de la legislatura, 8 de Diciembre, durante la composición de la mesa del Congreso y la presentación del nuevo Presidente de la Cámara Sr. Alba, el diputado socialista, Sr. Jiménez de Asúa, anuncia su renuncia a la Vicepresidencia de la Cámara dado que la composición de la misma no es de su gusto, era, sin duda, un aviso de lo que estaba por venir. Unos días después y en la primera sesión ordinaria de la legislatura, (previa a la sesión del voto de confianza al Gobierno Lerroux), día 12 de Diciembre, las posturas de unos y otros dejan claro el panorama parlamentario sombrío que espera a estas Cortes recién elegidas. En la misma y, en su primera intervención en la Cámara, el socialista Sr. Prieto, vierte distintas amenazas que se convertirán en un proceder habitual en sus distintas intervenciones de esta legislatura.
En esta sesión, se declaraba el Estado de alarma a consecuencia de la referida revolución anarcosindicalista promovida desde ciertos sectores de la izquierda y con el único fin de impedir y de condicionar en todo lo que fuera posible la formación de un Gobierno que no creían en modo alguno legítimo; el Sr. Prieto se levanta airado para pedir una explicación de los sucesos revolucionarios (como si fuera completamente ajeno a los mismos) al Presidente del Consejo de Ministros, por aquel momento, el Sr. Martínez Barrio, el cual culpabiliza de los sucesos a las organizaciones de la CNT y de la FAI. El diputado de Renovación Española, Sr. Goicoechea, critica que el Sr. Prieto no haya condenado los hechos pidiendo, sin embargo, responsabilidades de los mismos al Gobierno;
“es de esos bancos y de sus dirigentes donde salen las constantes excitaciones al saqueo, a la depredación (Fuertes protestas en la minoría socialista, aprobación en la derecha, el Sr. Albiñana dice ahora lo veremos, ahora), a la revolución social”. Por su parte, el Sr. Gil Robles, responsabiliza de la situación actual a los Gobiernos anteriores que han permitido que la CNT se mueva fuera del margen legal; acusa directamente a los socialistas, “porque para vosotros era una táctica muy llena de habilidad, la de permitir que la Confederación viviera fuera del ámbito legal, para aprovecharos vosotros del monopolio de la representación obrera en los organismos paritarios del trabajo” (Muy bien en la derecha, protestas en los socialistas).
Censura la campaña de agitación socialista en las semanas precedentes y, así, recoge algunas citas, como aquella de uno de sus más ilustres representantes (no dice el nombre aunque, presumiblemente, del propio Prieto) que, en los días precedentes, había manifestado;
“el día 3 a las urnas y el día 10 a la calle”;
un diputado le replica:
“y os quedasteis en casa",
a lo que contesta el Sr. Gil Robles:
“lo que sucedió es que el día 10 no os atrevisteis a salir a la calle esperando que salieran los otros”.
(Aplausos).
Finaliza su intervención solicitando al Gobierno que aplique la ley a todos por igual. Acto seguido, se levanta el Sr. Prieto, no denuncia los graves sucesos y, más aún, los trata de justificar por las previas campañas de supuestas difamaciones lanzadas por las derechas en un claro intento de disminuir la fuerza política de los socialistas. Las anteriores declaraciones del Sr. Gil Robles le sirve de excusa para lanzar significativos mensajes ciertamente amenazantes;
“si la invitación imprudente de ahí (señalando los bancos de la derecha) sale imputándonos la falta de arrogancia o de valor para arrostrar plenamente las consecuencias de nuestra responsabilidad, el decir que de aquí a la puerta de la calle hay más que un paso”. (Aplausos en los socialistas, protestas en las derechas).
Continua elevando aún más el tono de su amenaza;
“si estos señores o excelentísimos señores (Risas y rumores) reiteran, en ese tono de desafío petulante que han tenido las palabras del Sr. Gil Robles, su reto, que no nos incita por amor propio a demostrar valentía o negar cobardía, pero que puede excitar a nuestras masas, que empujan de manera enorme, con una intensidad de la cual no sabéis vosotros porque no estáis sufriendo de contención, que podéis hacer imposible por parte nuestra, y nos invitáis a la contienda sangrienta, que al cerrar todas las salidas esa es la única, la trágica, ah, luego la Historia imputará a cada cual la responsabilidad, que habrá de ser distinta, naturalmente, porque la Historia es parcial, siempre generosa y dadivosa con el triunfante, y dura y cruel con el vencido”. Acto seguido, y, tras unas afirmaciones del Sr. Prieto en las que señalaba que el actual Gobierno ya llevaba sangre y lodo sobre sus espaldas, el diputado Radical Sr. Rey Mora le dice; “Las cosas que dice S.S. son muy serias como para tomarlas a chanza, como cuando invita a la violencia en determinados sitios”.
Una vez el Parlamento había sido testigo de las manifestaciones ciertamente desafiantes del líder socialista, tomaba la palabra el Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Martínez Barrio que, lejos de censurar las más que discutibles e improcedentes amenazas, las trata de justificar, califica sus palabras de “impetuosas”,
típicas de su fuerte temperamento y producto, a su entender, de lo manifestado anteriormente por el Sr. Goicoechea, señala que está convencido que no reflejan la verdadera voluntad del Sr. Prieto. En esta sesión se produce la primera intervención de un diputado comunista (elegido por sufragio y representando al PCE) en la historia parlamentaria española, a cargo del Sr. Cayetano Bolívar que, desde un primer momento y pareciendo querer hacer “bueno” al Sr. Balbontín, muestra su postura a favor de la resolución de los conflictos políticos y sociales desde la violencia; dirige así una invitación al proletariado español,
“a fin de que constituya al frente único y que luche, no utilizando el arma de terror individual, sino el de la huelga general de masas, con objeto de acabar con la política de represión que se está llevando a cabo y con el Gobierno que ocupa el banco azul”. (Rumores).
Habla de fraude electoral, llama a la lucha a los trabajadores, pide la liberación de todos los presos revolucionarios, etc. La sesión de hoy, sin duda, no invitaba al optimismo de cara a una obra legislativa eficiente y provechosa encaminada a resolver los graves y acuciantes problemas de la Nación, la división y la discordia se apoderaban de todo el ambiente político de la Cámara; la oposición agresiva, casi violenta de los socialistas, no era más que la nota triste y amarga de un Parlamento estéril, incapaz de llegar siquiera a unos acuerdos de mínimos dirigidos a limar tan gravosas diferencias políticas. En efecto, la postura de ciertas izquierdas parlamentarias, lideradas por el partido socialista y empeñadas en no reconocer la legítima victoria democrática de las derechas en las urnas, imposibilitaba albergar cualquier mínima esperanza de una obra fructífera parlamentaria, un Parlamento que, desde entonces, se convertía en una trinchera de las ideas y que iba a tener, lamentablemente, su continuidad en las calles españolas.
En las siguientes sesiones se discuten algunas de las actas a diputado, así, el día 14,
el diputado de la CEDA Sr. García Guijarro denuncia como se llevaron a cabo las elecciones en la provincia de Valencia; con violencias por parte de las izquierdas y con roturas de urnas incluido en el mismo día de las elecciones. Igualmente, denuncia el sabotaje a un ferrocarril en la localidad de Puzol donde fallecieron más de 20 personas a causa de una bomba colocada por los anarcosindicalistas durante los sucesos revolucionarios (9 Diciembre pasado). Al día siguiente, día 15, se discuten las actas de Granada;
el socialista Sr. Lamoneda censura lo que llama “argucias” de la coalición de las derechas con los radicales (habían ido en coalición en distintos puntos de la geografía española para ejercer de contrapeso a la alianza entre socialistas y republicanos, de no haber formalizado esta alianza, difícilmente hubiesen conseguido resultados tan óptimos); igualmente, se dirige contra el Gobernador civil de la provincia que cree que iba de la mano de los radicales; habla, en definitiva, de un supuesto pucherazo electoral por el cuál estima oportuno repetir las elecciones en las que el partido socialista había sido claramente derrotado.
Durante su intervención, tiene lugar algunas de las ya conocidas y frecuentes interrupciones del ahora diputado Radical, Sr. Pérez Madrigal, por lo que el líder socialista, Sr. Prieto, enfurecido, le dirige expresiones de febril menosprecio; “mamarracho”, “dadle un mendrugo para que se calle”.
Tras estas afirmaciones, el Sr. Pérez Madrigal aprovecha la ocasión para emitir duras críticas a la bancada socialista, hace referencia a la propaganda de estos en su provincia de Ciudad Real y en las que se decían cosas como estas (en este caso, mostrando su rechazo al sufragio femenino): “Se juega la vida de la República y de la Revolución, con el voto de la mujer se va a desnaturalizar la República, nos van a aniquilar nuestras conquistas, hay que vencer cueste lo que cueste y pase lo que pase, hay que impedir que vote la mujer, echaos a la calle, desnudadlas, atropellarlas, no permitáis que ejerzan el derecho de ciudadanía”; un Diputado dice:
“exacto”.
El Gobierno contesta en la voz del  Ministro de la Gobernación, Sr. Rico Avelló, da por buenos los resultados electorales y las diversas actuaciones llevadas a cabo en la provincia de Granada por parte de la Fuerza Pública, habla de unas elecciones limpias como antes no había tenido lugar en España y critica la distorsión intencionada de la realidad de la que hacía gala el socialista Sr. Lamoneda, afirma que le asombra “que haya un hombre capaz de deformar la realidad en los términos en los que acaba de hacerlo el Sr. Lamoneda”.
La sesión del día 19 es, sin duda, una más de esas sesiones históricas de la historia parlamentaria española; ante la presentación del nuevo Gabinete presidido por el líder de los radicales Sr. Lerroux, la respuesta que obtiene por parte de las ahora menguadas oposiciones de las izquierdas parlamentarias es el rechazo más absoluto cuando no una invitación directa a la confrontación (especialmente y, como ya he referido, desde la bancada socialista), declaran desde este mismo día su indisimulado posicionamiento en favor de la agitación y la revolución. Su ideario y posicionamiento político se fundamentará en un reclamo a la revolución, a la violencia, a la lucha entre españoles y, todo, por no aceptar en modo alguno el cambio político decidido, legítima y democráticamente, por la ciudadanía en las pasadas elecciones de Noviembre, posiblemente, las más limpias y democráticas de la historia política española hasta la fecha y en las que, debemos recordar una vez más, la mujer española ejercía por primera vez su derecho al voto. Desde el primer instante, en estas llamadas a la violencia y a la revolución, el socialista Sr. Prieto se alzará como el alma máter de esta deriva guerracivilista que, del Parlamento, lamentablemente, se trasladará al conjunto de la sociedad española.
Este era el ambiente
en el día de la presentación del nuevo Gobierno de la República presidido por el Sr. Lerroux, el cual, hace una breve declaración ministerial anunciando el programa y la obra que va a marcar la legislatura que ahora comenzaba, obra a cargo de un Gabinete que, recordemos, no cuenta con ningún miembro de la minoría vencedora en las pasadas elecciones, la CEDA, pero que, a cambio, cuenta con su decidido apoyo destinado a enmendar el rumbo de las Constituyentes y conseguir dar cabida dentro del régimen a sectores políticos e ideológicos que durante estas habían sido sistemáticamente excluidos. Habla de sus propósitos, del servicio al pueblo, de reconciliar la República para todos los españoles, de consolidarla sin reconocer otra autoridad que las Cortes, de sus deseos de restaurar la paz social, la disciplina moral y el prestigio de la ley; también de la amnistía, de respetar todas las conciencias de los ciudadanos, de realizar una obra de carácter nacional, etc. Seguidamente, su ahora socio gubernamental, el Sr. Gil Robles, toma la palabra por primera vez como el Jefe de la minoría más numerosa de la Cámara, la CEDA. Hace mención a su deber y compromiso con el régimen republicano, régimen al que dice acatar, (no es desde luego la primera vez que lo hacía); al respecto, de nuevo, sus palabras son claras; “acatamiento leal al Poder Público” y
tratar de colaborar con lo que fuera menester
“para procurar la consecución del bien común”.
Recuerda algunas pinceladas de lo que fueron los dos años y medio de las Constituyentes; “pronto nos desengañamos, pues hubimos de ver que no se quería hacer una Patria para todos, se buscaba, si era posible, el aplastamiento de las fuerzas de la derecha, colocarnos fuera del ámbito legal, perseguirnos constantemente”.
Se pregunta si el pueblo ha votado contra el régimen o contra su política;
“hoy por hoy, el pueblo español ha votado contra la política de las Constituyentes”,
y al respecto, advierte a los socialistas;
“si os empeñáis en identificar como hasta ahora la política seguida y el régimen, si vosotros queréis seguir hacer ver al pueblo español que socialismo, sectarismo y República son cosas consubstanciales, ¡ah!, entonces, tened la seguridad de que el pueblo español votará contra la política y contra el régimen, y que en esa hipótesis no seremos nosotros los que nos opongamos al avance avasallador de la opinión española”.
Afirma que a consecuencia de la tensión que se vivió durante la segunda vuelta de las elecciones ya advirtió que, para calmar las almas legítimamente impacientes de las masas de derechas,
“yo me apresuré a decir que este no era el momento de una política de derechas”. Cree que su espíritu no está preparado aún para llegar a las alturas del Poder debido a que sigue muy fresca“la persecución, están todavía muy frescas las heridas que hemos sufrido en la lucha, y para mí el peligro mayor está en que las derechas llegarán al Poder sin que se hubiera serenado la tempestad de nuestras almas”, “cualquier deseo de revancha o de venganza”; considera que en el momento actual lo que deben hacer es dar un paso al lado y facilitar la obra del nuevo Gobierno a fin de dar a la Nación la estabilidad que necesita y en espera de que les llegue el momento más adecuado para hacerlo. Cita algunas de las bases esenciales de su programa; la concesión de una amplia y generosa Amnistía, la derogación de la Ley de Términos Municipales, la rectificación de la legislación sectaria “que ha lastimado tan profundamente nuestras creencias”, modificación de la Reforma agraria, modificación de la política de los Jurados Mixtos o acabar con el Paro forzoso. Señala que, llegado el momento, cuando alcancen el Poder, será la ocasión de llevar adelante su programa completo y en el que estaría incluida la reforma de la Constitución, en la parte dogmática y en la parte orgánica, una Constitución que tal y como está diseñada, en su opinión, estaba encaminada a acabar en una dictadura de izquierdas o una dictadura de derechas. Concluye afirmando que entiende que llegará el momento en que puedan y deban gobernar y que, sin duda, estarán plenamente legitimados para hacerlo pero que, si en ese tránsito se les cerrará los caminos del Poder,
“entonces tendríamos que decir al pueblo que nos habíamos equivocado, que era preciso seguir otro camino para conseguir el triunfo de nuestras legítimas aspiraciones”. A continuación y, tras la primera intervención del Sr. Primo de Rivera en el Parlamento republicano, el diputado del Partido Nacionalista Español, Sr. Albiñana, lanza duros ataques al Sr. Azaña; asegura que el sitio que le corresponde al Sr. Azaña no es el Parlamento,
“sino el banquillo de los acusados, para que responda de todos los crímenes cometidos desde el Poder” (Rumores).
Alardea sin tapujo alguno de su antirrepublicanismo; bien se podría decir que es el caso más significativo y, casi único, en hacerlo tan notoria y públicamente en el Parlamento republicano (a pesar de que buena parte de las izquierdas vieran antirrepublicanos y enemigos de la República en todos aquellos bancos que no fueran los suyos);
“me he presentado ante el pueblo como antirrepublicano, y vengo aquí como antirrepublicano”. (Una confesión de este tipo, ni siquiera similar, se hizo en el Parlamento republicano por ningún otro diputado de forma tan explícita).
Denuncia que durante los Gobiernos azañistas se han cometido en España 126.609 crímenes, por lo que dice que, en vez de una República de trabajadores, “ha hecho con su gestión una República de criminales”. El Sr. Albiñana representará el ala más extremista de las derechas parlamentarias durante la República, serán muy pocos los diputados que, desde los sectores derechistas, adopten posturas, ya no extremas, sino tan combativas como las que representaba el Sr. Albiñana contra el régimen establecido pese a las constantes denuncias desde la izquierda respecto al peligro potencial que representaban estas derechas como supuestas enemigas del régimen republicano, unas denuncias que difícilmente soportaban lo que era la auténtica realidad parlamentaria del día a día. (Cabe recordar que apenas llegaban a 40 diputados los miembros de los sectores de las derechas parlamentarias no afectas o solidarias con la República, abiertamente antirrepublicanas, apenas un 10% del total de los escaños).
Tras esta intervención llega la del Sr. Prieto, una intervención que marcará, sin duda, el devenir de muchos de los acontecimientos posteriores de esta legislatura, y es que si ya no reconoció la legalidad de los resultados de las elecciones del pasado mes de Noviembre donde su minoría había sufrido una dura y contundente derrota, menos lo iba hacer ahora con un Gobierno al que negaba cualquier tipo de legitimidad y al que anunciaba que combatiría desde su primera puesta en escena en el Parlamento republicano,; así, censura la insensibilidad de la Cámara
“ante la enunciación de atropellos e irregularidades electorales”.
Insinúa, sin prueba documental alguna, que la presión de la Fuerza Pública y la coacción gubernamental,
“ha podido decidir a favor de determinados candidatos el triunfo y ha podido imponer a otros la derrota”.
Refiere que las fuerzas socialistas se han visto disminuidas en el Parlamento,
“no como consecuencia directa de la expresión de la voluntad del Cuerpo electoral, sino sencillamente por las maniobras concertadas con enemigos del régimen por elementos republicanos en los cuáles debíamos tener nosotros cierta fe”, en clara alusión al partido Radical (Al parecer y, pese a su condición de demócrata de la que tanto alardeaba, la alianza electoral de radicales y cedistas era a su juicio un ejercicio antidemocrático y antirrepublicano, una maniobra “caciquil”, sin la cual, hubiera sido imposible dar un giro a las políticas del bienio que él representaba...). Afirma que durante su campaña electoral advirtió del riesgo que suponía para la República la victoria
“de las derechas enemigas de ella” pero, lo que no se imaginaba, era que el Sr. Lerroux se prestase como un colaborador tan decisivo. Considera también una amenaza ese acatamiento legal al régimen republicano explicitado en su discurso por el Sr. Gil Robles, “la alarma y el temor nuestro suben considerablemente, llegan a graduaciones altísimas” (haber declarado lealtad al régimen republicano también era visto por los socialistas como una amenaza para el mismo, es decir, acatase o no la República, nadie le iba a quitar el calificativo y la etiqueta de enemigo y, seguramente, su condición de “fascista”……); a tal efecto, hace referencia a una de las citas del Sr. Gil Robles en la pasada campaña electoral;
“La democracia no es, en nosotros, un fin, sino un medio para ir a la conquista de un Estado nuevo. Llegado el momento, el Parlamento, o se somete, o le haremos desaparecer”.
Aprovecha estas manifestaciones para pedir en reiteradas ocasiones explicaciones al Sr. Lerroux por esta deriva del régimen con un Gobierno que se acerca a formaciones que, a su entender, reniegan de él (insiste en sus teorías conspirativas pese al acatamiento explícito a la legalidad del Sr. Gil Robles en su anterior intervención, palabras que también había censurado); denuncia, así, los peligros que se ciernen sobre el régimen; “hay unas muchedumbres proletarias, en pugna con otras organizaciones que creen ver la única solución siguiendo el camino de la violencia”, cree que encauzarlas dentro del régimen ahora es casi imposible cuando la República, “no está siquiera en manos de republicanos, está en esas” (Señalando a las derechas); como ejemplo de esos peligros hace referencia a la presencia de un Ministro de tendencia derechista dentro del nuevo Gabinete, el Sr. Cid. (Un diputado de clara tendencia moderada y centrista que acató el régimen republicano desde su mismo advenimiento y del que siempre se hizo solidario). Finaliza con nuevas advertencias y amenazas afirmando que en el caso de que finalmente se concedan a estos grupos más espacios de Poder, no dudarán en tomar el camino de la violencia; “Hablo con entera lealtad: enemigos, que no nos encontraremos jamás en el camino de nuestra vida, de los hombres en cuya representación ha hablado el Sr. Gil Robles, cuando llegue, -si llega, porque para oponernos a ello habremos de apelar nosotros a todo lo que sea menester-, la hora de la catástrofe (aplausos en la minoría socialista), cuando llegue esa hora, si llega, si hemos de señalar una traición, nuestra nobleza nos obligará a no imputarla a vosotros (dirigiéndose a las derechas), sino a adjudicarla a vosotros” (Señalando a la minoría radical, aplausos en los socialistas).

El líder de la ahora escasa y dividida minoría Radical Socialista, Sr. Gordón Ordás, advierte también de los actuales peligros para el régimen republicano al coaligarse el partido Radical con elementos de la derecha; centra sus reproches, especialmente, en la designación como Ministro de Justicia del representante del partido Liberal republicano, el carismático e histórico republicano Sr. Melquíades Álvarez, un hombre que, durante las Cortes Constituyentes, cree que ha sido el que ha combatido con mayor dureza
“y ha pedido con más insistencia, la revisión y la anulación de toda la obra del Ministerio de Justicia”.
Así mismo, dirige sus críticas a la designación como Ministro del Sr. Cid, al que también pone en cuestión su condición de republicanismo (reitero, el Sr. Cid nunca hizo objeción alguna a un régimen al que acató desde la misma toma de posesión del acta); como previamente el Sr. Prieto, hace alusiones contra las derechas en repetidas ocasiones por su posicionamiento a favor de los postulados monárquicos. De esta manera, socialistas y Radicales socialistas no solo afeaban al nuevo Gobierno el que tratase de ampliar la base política y social de la República con el fin de atraerla a unos sectores a los que ni siquiera se la habían ofrecido, no, colocaban el cartel de enemigos, no ya a estas derechas, sino incluso a los republicanos más históricos y tradicionales como eran los radicales de Lerroux o los liberales republicanos del también ilustre Melquíades Álvarez (minorías que, como ya he mencionado, habían adoptado un papel centrista y moderado tratando, precisamente, de atraer a la causa republicana a las masas conservadoras e incluso monárquicas que, en buen número, todavía  mostraban sus prejuicios y reticencias al régimen republicano). Así, los padres del republicanismo español más ancestral e histórico, sorprendente y repentinamente, eran ahora enemigos de la República, la patrimonialización que de ella habían hecho los socialistas, restringía a solo unos cuantos republicanos de izquierda el ser los poseedores del derecho a participar de la beneficencia de la misma, el resto, eran adversarios y enemigos contra los que había que dirigir a las masas para alejarlos de las instituciones y de lo que era “su legalidad” republicana. Señalar, también, que tomar como un ariete "revolucionario" e incendiario unas palabras emitidas por el Sr. Gil Robles en el fragor de una apasionada y agitada campaña electoral (respecto a su propósito de creación de un nuevo Estado), no estaba justificado en modo alguno, toda vez que, el mismo Sr. Gil Robles, había señalado, en no pocas ocasiones, su acatamiento como deber y por sentido de Estado al régimen establecido. El Sr. Gil Robles no renegaba del régimen republicano sin sentirse, en verdad, afecto a él, por esta razón barajaba como vía de un posible acercamiento (más formal que sentimental), una reforma constitucional que permitiera ampliar la base social de un régimen que, hasta la fecha, solo había acogido y abrazado a aquellos que respaldaban y apoyaban idearios inequívocamente izquierdistas y pseudorevolucionarios cuando no, abiertamente revolucionarios y con el agravante que, a la propia Constitución, se le había dado ese tono sectario y profundamente arbitrario que marginaba y excluía, aún más, a amplios sectores conservadores como los que representaban los electores de su formación política. La CEDA era el partido que había vencido en las elecciones hacía escasamente un mes y, por tanto, estaba plenamente facultado para que, en el ejercicio de su derecho y de la legalidad constitucional, pudiera plantear, cuando menos, el debate de esa reforma constitucional como medio de adaptar la Constitución al conjunto o al mayor número de españoles posible. Pero todo esto parecía ahora ilusorio, las amenazas socialistas hicieron retroceder en su empeño al líder de la CEDA que, de momento y, con un gran sentido de Estado, daba un paso al lado y dejaba que fuera un histórico republicano, Lerroux, quien dirigiera los designios del régimen. El derecho que le correspondía y al que le habían facultado los españoles se veía casi secuestrado por la constante amenaza que, de ahora en adelante, se iba a convertir en la seña de la identidad “política” y la bandera del socialismo y de una buena parte de las izquierdas republicanas españolas.
Este ambiente que, ya bien pudiéramos definir como prebélico, y dada la referida actitud inequívocamente desafiante de los socialistas, tiene su más fiel y lamentable fotografía en la sesión del siguiente día, 20 de Diciembre, otra histórica sesión donde las palabras y amenazas del Sr. Prieto subían de tono y se hacían mucho más explicitas y concluyentes. En esta agitada sesión, el jefe de la minoría Agraria, Sr. Martínez de Velasco, se refiere al rechazo de su minoría a la Constitución, afirma no haber conocido ningún país con una Constitución
“donde se hayan consagrado de una manera más minuciosa, aquellos derechos individuales que son patrimonio de la persona humana”;
critica como la mayoría parlamentaria ha ido aprobando casi con violencia las diferentes leyes complementarias de la Constitución. Menciona las distintas vulneraciones constitucionales, como la tan manida y denunciada expropiación sin indemnización; al efecto, refiere de muchos preceptos incluidos dentro de una Reforma Agraria que cree que es necesario reformar por ser la causante de muchos de los conflictos sociales actuales; rechaza también la
“economía semidirigida”
impuesta por la coalición republicano-socialista. Durante su intervención, sufre una de las habituales interrupciones del, a menudo, impertinente miembro de la minoría socialista, Sr. Álvarez Angulo, que le cuestiona su identificación con el régimen republicano, a lo que el Sr. Martínez de Velasco le contesta;
“también tendría yo que preguntar si son republicanos los socialistas”; “que por encima de la República ponen sus intereses". A continuación, interviene el diputado comunista Sr. Cayetano Bolívar, vuelve a hablar de pucherazo electoral, critica el carácter monárquico de las Cortes e invita directamente a los socialistas a lanzarse a la acción  violenta y a los que les recuerda sus palabras cuando aún estaban en el Poder; “amenazasteis con lanzaros a la calle, con hacer la revolución social si se encargaba el poder al Sr. Lerroux”; les pregunta si no ha llegado ya la hora de que cumplan sus amenazas para imponer la revolución social y la dictadura del proletariado; “¿no están en el banco azul los agrarios señores socialistas?”. Tras estas nuevas sugestiones a la violencia interviene el Jefe de la minoría de Renovación Española, Sr. Goicoechea, minoría que no otorga su apoyo al Gobierno del Sr. Lerroux debido a su intención de mantener en vigor las leyes laicas (una de las principales premisas del programa del Partido Radical), circunstancia que dice parece dirigida
“a conmover la frialdad marmórea y cadavérica de Sr. Azaña”; a parte, muestra su total rechazo al mantenimiento de la legislación social de las Constituyentes. Sugiere como una prioridad, la concesión de una amplia y generosa Ley de Amnistía.
Por su parte, el nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Lerroux, defiende la Constitución con el fin de corregir errores pasados; se opone así “al anticlericalismo burdo y grosero”,
igualmente, no asegura el cumplimiento de la sustitución de la enseñanza de las Congregaciones religiosas cuando los Gobiernos anteriores “no pudieron preparar los medios suficientes de su realización”. Sobre la Amnistía, no muestra una postura clara, prefiere que sea el Parlamento el que decida al respecto. Formula su deseo de que otras formaciones políticas se suban al carro del republicanismo para ampliar la base del mismo, así, se pregunta qué pecado supone que haya una formación que se encuentra en camino de evolución hacia la República, que ha prestado juramento a la legalidad vigente y que diga; “si se nos cierran las puertas de la legalidad, ah, tendremos que acudir a otro procedimiento”, “¿pues qué otra cosa hicimos nosotros frente a la Monarquía?”. Tras el Sr. Lerroux, interviene el líder socialista, Sr. Prieto, su intervención, sin duda, marcará definitivamente un nuevo rumbo en el curso posterior del régimen republicano; con la excusa de ciertas afirmaciones que dice ha escuchado en los pasados días provenientes de las derechas, cree que está sobradamente justificado advertir e, incluso, amenazar con el inicio de un proceso revolucionario abanderado por el socialismo (todo ello, a ojos y oídos del conjunto de la opinión pública y de la Nación española), un proceso revolucionario que tendrá su punto culminante en el mes de Octubre del 34, diez meses después de ser protagonista de estas explícitas y absolutamente censurables e injustificables incendiarias amenazas. Considera que las palabras del Sr. Gil Robles no significan su adhesión al régimen republicano (como ya he referido, hiciese o no declaraciones explícitas de lealtad al régimen siempre fue catalogado como un enemigo por una buena parte de las izquierdas parlamentarias), así, quiere advertir de las horas alarmantes que se están viviendo para el régimen republicano, con unas derechas que suponen una amenaza dictatorial; por esta razón, ante todas estas sospechas y, entendiendo que
“cooperar con ellos es una traición”,
viendo además con dolor que a esta obra se suman elementos republicanos;
“nosotros sentimos que se ha roto fundamentalmente el compromiso revolucionario que adquirimos con vosotros el año 1930”. (Grandes rumores).
Y aún más, asegura que estas declaraciones
“han abierto un periodo revolucionario”, “decimos que sentimos la obligación de defender, por todos los medios, los compromisos que dejamos incrustados, como postulados esenciales de la República, en la Constitución, y decimos que frente al golpe de Estado  se hallará la Revolución (Grandes protestas en las derechas, aplausos en los socialistas), decimos Sr Lerroux y señores diputados, desde aquí, que públicamente contrae el socialismo el compromiso de desencadenar, en este caso, la revolución” (Gran tumulto con fuertes rumores en las derechas que impiden terminar la frase del Sr Prieto, correspondidos con aplausos en los socialistas). A continuación, el Sr Gil Robles, afirma que las amenazas del líder socialista no pueden quedar sin respuesta; “No tiene derecho a emplear determinados calificativos sin demostrar acto continuo los motivos en los que se funda”, pide que los demuestre; “porque sino su S.S. es un falsario que no tiene derecho al respeto de la Cámara”. Concluyendo esta intensísima e histórica sesión, se otorga la confianza de la Cámara al Gobierno por 265 votos a favor y 53 en contra. El camino hacia la revolución, la violencia y, trágicamente, la guerra civil se empezaba a dibujar desde entonces con trazos y brocha gorda, las palabras y las intervenciones de unos y otros dejaban muy claro quienes iniciaban esta peligrosa deriva. Los socialistas, en el estreno plenario del nuevo Gabinete, mostraban su postura y camino a seguir ante el conjunto de la opinión pública española, producto de su total y más firme rechazo a unos resultados electorales inequívocamente democráticos que, en el pasado mes de Noviembre, otorgaron una victoria clara y rotunda a las derechas parlamentarias; nunca aceptaron su resultado y, para revertirlo, decidieron jugarlo todo a la revolución y a la violencia en lugar de a la palabra.
Tras estas tumultuosas sesiones, termina el mes con escasa actividad parlamentaria reseñable; el día 27 se aprueba el acta del Radical Sr. Emiliano Iglesias con el enérgico rechazo de los socialistas y la defensa a ultranza del que ahora era su nuevo correligionario, el Sr. Pérez Madrigal, que aprovecha para denunciar las artimañas de los socialistas, muchas de ellas vividas en primera persona, así, dirigiéndose al Sr. Bruno González dice;
“¿no ve S.S. que yo me movía entre bastidores de aquella farsa?”, “¿no ve S.S. que como yo asistí a la forja de los trucos, la desilusión, el dolor de mi República y de mi país me separo de vosotros?”. El día 30 se trae a debate la prórroga de los Presupuestos; el Sr. Prieto asegura que su minoría no va ser un obstáculo, sin embargo, advierte que esto no quiere decir que vaya a ver algún tipo de  colaboración de su minoría; “absolutamente la menor concordia con el Gobierno, concordia que no queremos tener por todo lo que ese Gobierno significa, por todo lo que ha hecho y por todo lo que está haciendo en su labor de persecución contra las organizaciones y contra los órganos de publicidad del partido socialista”, y concluye;
“por eso decimos que en los proyectos que sean atentatorios a las esencias de la República, apelaremos a todos los recursos que estén en nuestra mano para dificultarlos”.
Así concluía este agitado año 1933, año decisivo y  trascendental para entender los posteriores acontecimientos que estaban por venir; la República iniciaba  un camino  abrupto y de muy difícil solución ante el callejón sin salida al que le llevaba un socialismo que amenazaba con romper las reglas de juego al no aceptar lo que la voluntad popular había decidido, líbreme y mayoritariamente, apenas un mes antes.




1934

La nueva legislatura está marcada desde su mismo inicio por la sistemática oposición y la batalla, más que parlamentaria (que también), ideológica y doctrinaria del partido socialista, una iniciativa a la que se sumarán nacionalistas y distintos elementos de la izquierda republicana. Los preparativos revolucionarios son anunciados desde el pasado mes de Diciembre casi, a plazo fijo, movimientos revolucionarios que se anuncian a viento y marea y de los que toda la opinión pública irá conociendo al detalle y es que, ni siquiera mostraron el más mínimo celo para esconderlos o camuflarlos. El proceso culminará en el mes de Octubre con la tentativa golpista proyectada para acabar con las instituciones republicanas, unas instituciones que habían sido plenamente legitimadas tras la aplastante mayoría popular que, en el pasado mes de Noviembre, dio la espalda a los socialistas y, por ende, al conjunto de políticas desarrolladas en el bienio de las Constituyentes. Pese a su clara victoria en las referidas elecciones, la CEDA del Sr. Gil Robles, renunció a solicitar más cotas de Poder, unas cotas, a las que los resultados de las elecciones le habían facultado, prefirió mantenerse en un segundo plano desde el que favorecer un lento y sereno proceso de cambio hacia políticas más centristas y conservadoras, políticas que, sin lugar a dudas, fueron las elegidas por la voluntad popular en las referidas elecciones; este resultado tenía su reflejo en la composición de la Cámara, las derechas y sus socios radicales estaban ahora representadas por las 3/4 partes de la misma. Pese a esta postura de no interferir directamente en las políticas gubernamentales, echándose a un lado y dejando plena libertad de acción a gobiernos de claro corte republicano, (en los que los radicales acaparaban la práctica totalidad de los cargos y ministerios), los socialistas no cejaron en su empeño de rechazar frontalmente cualquier tipo de iniciativa legislativa u obra gubernamental arrogándose para sí la facultad exclusiva de la dirección de los resortes del Poder de la República, y es que no reconocieron los resultados legítimos de las elecciones y nunca lo harían. Y, si todavía hubiera alguna duda, en este mes era sustituido de la dirección de la UGT su ala más moderada, la liderada por Besteiro y lo hacia por su rechazo al camino revolucionario emprendido por su partido, no quería ser cómplice ante los españoles de un proceso violento y de resultados imprevisibles; así, un hombre con indudable sentido de Estado, contrario al desarrollo y el fomento de procesos revolucionarios, sería sustituido por Largo Caballero, sin duda, toda una declaración de intenciones futuras; el camino hacia un conflicto armado parecía tomar un tren de alta velocidad.
ENERO 1934
 
Empezaba el año con tibios intentos ministeriales de reconducir y rectificar la más que discutida política del bienio Constituyente, se traerán a escena diversos proyectos destinados a desagraviar a aquellos sectores que habían sido notoria y objetivamente perjudicados por las políticas desarrolladas en el curso de los dos años precedentes; así, se iniciaba el camino de reposición en sus cargos de muchos funcionarios, purgados a consecuencia de las sectarias políticas y de la promulgación de distintas y frecuentes leyes de excepción de los Gobiernos azañistas; igualmente, se traía al Parlamento el cada vez más gravoso problema del campo, la conflictividad social parecía extenderse como una mancha de aceite por el conjunto del agro español; con ese propósito, en los últimos días del mes, entraría en la escena parlamentaria la tan discutida Ley de los Términos Municipales, una Ley que la coalición radical-cedista se había propuesto derogar.
El día 9 se discuten las actas de Valencia; la derecha regional valenciana denuncia irregularidades de los cargos electos del partido de Azaña, irregularidades también de las que era protagonista el propio Gobernador civil de la provincia; la minoría Tradicionalista va más allá y uno de sus diputados, el Sr. Lamamie de Clairac pide la repetición de las elecciones. El Sr. Rico Avelló, Ministro de la Gobernación, justifica la acción de la autoridad y, por tanto, legitima los resultados; cree que las violencias vinieron de los dos lados, tanto de izquierdas como de derechas. Por su parte, el Sr. Gil Robles afirma que las derechas no han cometido ningún acto de violencia y asegura, además, que estaba convencido que en aquella provincia iban a cometerse actos de violencia y, para demostrarlo, cita unas palabras que sostuvo con el socialista Sr. Carreres meses antes y en las que este afirmaba: “si ustedes en Valencia piden algo más que la minoría, no obtendrán ningún puesto, porque a tiros, a palos, con la violencia, arrebataremos los puestos”. Denuncia que lamentablemente así ha ocurrido, unos sucesos que han tenido el resultado de 3 fallecidos, todos pertenecientes a miembros de la Derecha regional valenciana. Finalmente, las actas son aprobadas por escaso margen, 150 a 115. En la siguiente sesión del día 10, el diputado de la CEDA Sr. Azpeita, formula un ruego para que sean reintegrados a sus cargos
“todos los funcionarios del Ministerio de Justicia que fueron arbitrariamente jubilados como consecuencia de la Ley de 8 de Septiembre de 1932”,
una medida contra la que dice se alzó todo el país
“porque veía en ellas una agresión a la independencia de los Tribunales”.
Cree que además es una Ley inconstitucional ya que el proceso de jubilación se hizo
“sin causa justa, sin formación de expediente, castigando la mera ideología política", una Ley que dice
“fue ejecutada por 3 Magistrados designados por el Ministro de Justicia de entonces, Sr. Albornoz”,
encargados de llevar a cabo una verdadera misión casi policíaca destinada “a informar al Ministro de las condiciones de las personas a las que había que jubilar”,
todo ello,
tras los sucesos del 10 de Agosto de 1932, lo que supuso que, aproximadamente, un centenar de magistrados fuesen jubilados,
“cuyos derechos pasivos cuestan al Estado actualmente la enorme cifra de unos 2 millones de pesetas actuales”,
jubilados únicamente por razones políticas, por haber desarrollado su función durante la Dictadura o
porque simplemente “se habían hecho incompatibles con el régimen”.
Denuncia que las jubilaciones fueron llevadas a cabo por un juez como fue el Sr. Carazony, “que en la época de la Dictadura fue juez de instrucción de Calatayud, que perteneció a la Unión Patriótica”,
por lo que entiende que es una incongruencia que se haya jubilado a estas personas por su pertenencia y desempeño durante el régimen dictatorial cuando el ejecutor de la medida fue actor protagonista de aquel régimen; por esta razón, pide la reincorporación de todos ellos. El diputado de la CEDA, Sr. Taboada, habla como protagonista de este suceso pues fue uno de los jubilados afectados por la Ley, Denuncia la inconstitucionalidad de la misma y, a modo de ejemplo, cita algunos casos de estas jubilaciones; algunos por ser miembros de la nobleza, uno de ellos por ser contrario a la Ley del Divorcio, otro caso por ser el amigo del lugarteniente del Sr. Primo de Rivera; asegura que, todos ellos, están debidamente documentados en la nota del Sr. Albornoz del 27 de Diciembre de 1932. El también cedista, Sr. Rodríguez Jurado, denuncia que en aquel Decreto el Gobierno se arrogó funciones ilimitadas para nombrar a su antojo y voluntad puestos claves en la administración judicial, en el Tribunal Supremo y otros organismos; censura que, a raíz de todo aquello, en la actualidad hay 43 magistrados en el Supremo, “21 de ellos extraños a la función judicial, que no saben siquiera lo que es un escalafón judicial",
cuando el 14 de Abril de 1931, "había 36 y de ellos solo cinco ajenos a la función judicial”. Solicitan que se derogue esta Ley por su arbitrariedad y manifiesta anticonstitucionalidad. La institución judicial no quedaba al margen de los apetitos sectarios de los legisladores del bienio, la etiqueta de enemigo del régimen afectaba también a aquellos que eran los encargados de impartir Justicia, se benefició así, arbitrariamente, a los jueces más afectos a la causa, a la causa republicano-socialista.
En la sesión del día 11, la minoría Agraria en la voz del Sr. Madariaga, denuncia la dramática situación del campo, en concreto, dirige sus críticas a la Ley de Intensificación del cultivo, Ley que se hizo a través de la sociedad obrera;
“todo aquel que no pertenezca a la Sociedad obrera socialista, ese no tendrá ninguna parcela en el cultivo intensivo”, empezándose así la explotación en régimen de cultivo colectivo. Pide una Ley para todos, acabar por fin con la patrimonialización de los socialistas en todo lo referente a las labores del campo, unos socialistas que habían sustituido el viejo y caduco caciquismo rural por un caciquismo de corte revolucionario dirigido ahora desde las Casas del Pueblo y por no pocos de los alcaldes socialistas de la ruralidad española. Un día después, el 12, la minoría de Renovación Española defiende un voto particular respecto a los sucesos de Jaca de Diciembre de 1930; el Sr Suárez Tangil denuncia que, sobre ellos, trate una Comisión de Responsabilidades compuesta por diputados de las Constituyentes cuando muchos de ellos han perdido ya su acta de diputado, cree que extinguidas las Constituyentes estos diputados no pueden seguir ejerciendo estas competencias, sugiere que esta función sea ejercida por los Tribunales de Justicia. Finalmente, se aprueba que el nuevo Parlamento designe a los componentes de esta Comisión de Responsabilidades, una propuesta dirigida a despolitizar causas que son más propias de las instituciones judiciales. Tras esta intervención, el comunista Sr. Bolívar, pide acabar con el estado de excepción que vive el país (instaurado en los primeros días de Diciembre por la revolución anarcosindicalista), vuelve directamente a llamar a la revolución y a la violencia de las izquierdas;
“no podemos aceptar que la revolución retroceda y ni siquiera se estacione, como creen precisamente los republicanos de izquierda. Es inútil que se le oponga el embuste de las urnas en unas elecciones insinceras, ni la tela de araña de la ilegalidad”; “Esas leyes que no les sirven a los republicanos, amamantan y vigorizan a los monárquicos, a los fascistas y a la Iglesia. En ellas cobran vigor y acometividad. La revolución tendrá que rebasar la urna y la ley para arrollarlos y aniquilarlos”. Unos días más tarde, en la sesión del día 16, se producen diversas denuncias de diputados socialistas respecto a ciertos sucesos ocurridos en algunas localidades del país, en todas ellas,  reprochan la labor de las autoridades y de la Guardia civil por su represión; como ejemplo demostrativo de estas denuncias se produce la intervención del socialista Sr. Bruno González y en relación a los sucesos de Zaragoza, afirma que pese a sus diferencias con los anarcosindicalistas,
“digo que estoy cien veces más cerca de esos elementos, hoy, que de ninguno de vosotros”. Acusa de malos tratos en las cárceles a los detenidos, algo que dice haber presenciado tras sus visitas a los centros penitenciarios. Los socialistas, para marcar aún más territorio y diferencias con las derechas parlamentarias se hacían, cada vez de forma más evidente, solidarios de las violencias de los anarcosindicalistas fijando la diana de sus ataques y denuncias en el Cuerpo Benemérito, institución encargada de combatir ese ambiente de guerrilla callejera.
En la sesión del día 17 se trata los sucesos revolucionarios de Diciembre; el entonces Ministro de la Gobernación, Sr. Rico Avelló, aplaude la gestión de los mismos y se congratula por las distintas actuaciones de las Fuerzas del Orden, gracias a las que se pudieron desarrollar libre y pacíficamente las elecciones generales del pasado mes de Noviembre; recuerda que nada más tomar posesión ya advirtió que sobre España había una doble amenaza, una encaminada a producir
“toda suerte de dificultades y desórdenes encaminados, por móviles estrictamente políticos, a impedir la celebración de las elecciones”
y, la otra, un movimiento de tipo revolucionario “y preparado para desencadenar sobre nuestro país toda suerte  de violencias y de crímenes”. Relata la serie de sucesos que tenían programados los revolucionarios para llevar a cabo sus planes; voladuras de trenes, asaltos a bancos, asesinatos, etc. Así mismo, lamenta el que durante esos dos años se hayan producido robos de dinamita en los polvorines de todas las minas, canteras y fábricas de España,
“sin que por parte de las autoridades se hubieran tomado las precauciones debidas para que se estableciera aquella vigilancia que la más elemental prudencia aconsejaba”. Contesta, posteriormente, a todas las interpelaciones sobre distintos sucesos denunciadas en la sesión de ayer por parte de diputados socialistas, en todos y cada uno de ellos, defiende la actuación policial y judicial, así, les acusa de haber traído datos interesadamente contrarios a la realidad oficial de los mismos; como ejemplo, rechaza de plano las argumentaciones del Sr. Hernández Zancajo sobre los sucesos de la Glorieta de Cuatro Caminos, asegura que el individuo que cayó muerto en la zona,
“según los antecedentes policíacos, estaba al servicio remunerado de las bandas de pistoleros de Madrid para un servicio especial, lanzar botellas de líquido inflamable contra los tranvías o contra los edificios que le fuesen designados”, igualmente, asegura que cuando estalló el artefacto en la Glorieta,
“estaba entre los que tiroteaban a la fuerza pública que acudió en aquellos momentos”.
Los sucesos revolucionarios del mes de Diciembre se siguen debatiendo en la agitada sesión del día 18; el socialista Sr. Prieto y, en consonancia con la línea argumental de su partido, denuncia la represión gubernamental con el único fin de justificar el malestar social de las masas, critica las alianzas electorales de los radicales con las derechas a las que vuelve a tildar de enemigas del régimen republicano, por ello, se dirige al Radical Sr. Martínez Barrio culpando a su minoría de la composición de la actual Cámara;
“la consecuencia de esa lucha electoral por aquellas coaliciones que el partido a que pertenece S.S. ha realizado con los enemigos declarados del régimen, dando por resultado la composición de esta Cámara”, un Gobierno del que dice que no gobierna en republicano,
“que tenga poco menos que secuestrada su iniciativa y no pueda gobernar en republicano, porque esa imposibilidad es notoria ante lo nutrido de esas falanges” (Señalando a las minorías de derecha).
A continuación, añade algo que es muy significativo y revelador respecto a las verdaderas y futuras intenciones del socialismo;
“si esas falanges hubieran venido aquí exclusivamente por su propio impulso, sin apoyo, sin sostén y sin auxilio en vosotros (Rumores prolongados en las derechas), nosotros no tendríamos nada que decir, porque nos bastaría, acaso menos que una palabra, un gesto dirigido al republicanismo de S.S. para verle con nosotros conspirando en pro de un movimiento revolucionario que imposibilitara la resurrección de la monarquía”. (Aplausos en la minoría socialista, rumores en las derechas). Tras estas advertencias sobre sus innegables e inequívocos propósitos golpistas y revolucionarios, prosigue afirmando que el resultado de esas elecciones, fue debido, en parte
“a simplemente, un repudio a la conducta a quienes gobernamos antes que su señoría”,
sin embargo,
“en el fondo, es una repudiación, no a una conducta de Gobierno, sino una repudiación al régimen republicano, (Rumores) y una añoranza por la restauración de la Monarquía”,
lo que dice
es aún
“más peligroso”.
Mostraba así, una vez más, su nula aceptación de los últimos resultados electorales del mes de Noviembre; advertía, además, de los peligros de esta alianza con los enemigos del régimen dado que, con ello, se pone en cuestión al propio régimen republicano. Por su parte, el ahora Ministro de la Guerra, Sr. Martínez Barrio, rechaza las imputaciones del Sr. Prieto;
“yo auguro mal de la República si se brindara al país, eminentemente republicano, como única solución para el futuro volver a los modos, entendedlo bien, a los modos de Gobierno pasados”, cree que hay que escuchar ahora a una opinión pública que, con su voto, ha sancionado la obra de división de los Gobiernos anteriores. Las palabras de llamadas a la concordia y el respeto no parecen atemperar el siempre agitado y virulento espíritu del Sr. Prieto que, sobre las fuerzas de la derecha, afirma;
“esas fuerzas representan aquí la negación fundamental de la casi totalidad de la obra legislativa realizada por la República, (Afirmaciones en la minoría de la derecha)”, “ellos representan la oposición recia e indubitable a las leyes laicas votadas por la República” (Nuevas afirmaciones en las minorías de la derecha); reitera que todo ello representa un peligro para la República por lo que supone un grave error dar apoyo a los que quieren “aniquilar las leyes laicas”,
un hecho que, incluso, califica de alarmante; “dando aquí entrada, facilitándola con su auxilio, a quienes quieren destruir todo lo que pueda ser garantía de libertad de conciencia”, “si S.S. no se alarma, nosotros decimos que estamos profundamente alarmados, temerosos, viendo que por todos lados nos circunda, de un peligro que habéis creado preferentemente vosotros con una conducta torpe y suicida”. (Aplausos en la minoría socialista).
La sesión del día 19 nos deja ver otra nítida fotografía de cómo, tan solo dos meses después de celebradas las elecciones y en las que los socialistas habían obtenido unos más que discutibles resultados, estos no solo no aceptaban su resultado sino que, incluso, creían ya ver las condiciones para que el Gobierno convocase nuevas elecciones al entender que la mayoría parlamentaria, legítimamente elegida por el sufragio universal, no representaba a la opinión pública ni era reflejo de los deseos de la sociedad española.
Así, el socialista Sr. Saborit y, en mitad de una interpelación al Sr. Lerroux en la que pide información sobre cuando se tenía previsto traer un Proyecto de Ley para la Administración Local, aprovecha la ocasión para exigir que se celebren unas nuevas elecciones generales dado los resultados favorables a las izquierdas en las pasadas elecciones municipales celebradas en Cataluña en este mes de Enero;
“estamos convencidos de que el país es republicano y socialista, no monárquico, ni agrario, ni de acción popular”; dice que espera que esa convocatoria se haga pronto, “con deseo de que se ponga a prueba que la Cámara tiene una Constitución que no responde a la voluntad del país, (Protestas en las derechas), que el país es republicano y socialista, que el país no lo representan estos señores (Señalando a los bancos de la derecha), que esta Cámara está artificialmente constituida”. (Grandes protestas en las derechas). Unos días más tarde, el 24, se trae a escena la crisis del campo; el diputado de la CEDA Sr. Alcalá Espinosa, denuncia los efectos en el campo de la Reforma Agraria, una Ley que trataba de redistribuir el suelo para crear nuevos propietarios, con un único propósito, que quedaba recogido en unas pasadas manifestaciones del Sr. Azaña;
“como los propietarios actuales del suelo eran enemigos de la República, había que crear nuevos propietarios”.
Critica especialmente el reparto de tierras que se ha hecho en Extremadura, concretamente en Cáceres, donde el Ministro de Agricultura, Sr. Marcelino Domingo, rebasó sus propias competencias ministeriales apropiándose del suelo con verdadera arbitrariedad y con el apoyo del Gobernador general de Extremadura, el  siempre polémico y discutido Sr. Peña Novo, “sin formación de expediente, sin oír a los interesados, con órdenes verbales”, “se entregó a la provincia de Cáceres a un laboreo intensivo”, un hecho
que ha propiciado la ruina económica de la provincia. A causa de todo ello, asegura que ha aumentado el paro forzoso y, más, con motivo de la aplicación de la tan denostada Ley de Términos Municipales. La minoría Agraria denuncia también la violencia en el campo extremeño, con asaltos de fincas, delitos contra la propiedad, etc.; el Sr Díaz Ambrona acusa a los alcaldes socialistas;
“la Constitución está muerta en manos de esos alcaldes socialistas”, muchos de ellos colocados arbitrariamente por los Decretos de Mayo del 31 por medio de Comisiones Gestoras afines a la causa "republicana". Tras estas afirmaciones, interviene la socialista Sra. Nelken, arrogándose el papel de víctima y olvidando, quizás, que habían permanecido más de dos años en las labores de gestión y de Gobierno sin que nada hubieran resuelto, más bien al revés; critica que en Extremadura haya más de 45.000 parados campesinos, “todos sin excepción, pertenecen a nuestras organizaciones”; denuncia que no se están cumpliendo las Bases del Trabajo y que los patronos no dan trabajo a los obreros afines al socialismo; habla y, en la tónica habitual del socialismo, de apaleamientos a obreros por parte de la Guardia Civil, de violencias contra las masas obreras; como justificación de todo ello, acude a la habitual amenaza salida de la bancada socialista parlamentaria, tan tristemente, proclive a la oratoria guerracivilista; “si algún día, tal vez no lejano, tenéis que enfrentaros con ellos en una lucha que quiero esperar leal, no os extrañe que aquellos hombres a quienes obligáis a vivir como fieras, a buscar el alimento de sus hijos como lo puedan hacer las fieras, disputándolo a los animales, arriesgando con ello su vida como lo arriesgan las fieras, no os extrañe digo, si a esos hombres no les queda para luchar ningún sentimiento humano”. (Grandes aplausos en la minoría socialista).
En la siguiente sesión del día 25 se trata el asunto del acta del diputado Sr. Calvo Sotelo; el Jefe de Renovación Española, Sr. Goicoechea, defiende una Proposición para que se conceda el acta al Sr. Calvo Sotelo, un acta de diputado que ha obtenido el mayor apoyo de las actuales Cortes con 350.000 apoyos en diferentes distritos; por esta razón, sugiere que las Cortes concedan una amplia Amnistía como ya se hiciera en otros casos y, así, se refiere a la Amnistía de 1918, la cual posibilitó que significados socialistas protagonistas del proceso revolucionario de 1917, consiguieran su acta de diputado, entre ellos, los señores Largo Caballero, Besteiro, Prieto o Saborit. Desea recordar que el Sr. Calvo Sotelo “fue condenado por un Tribunal Político”, al que califica de anticonstitucional, movido en un terreno extralegal y que, por su composición,
“no ofrecía las suficientes garantías de justificación y de imparcialidad”. Por su parte,
el Sr. Gil Robles, cree que la verdadera amnistía ya ha sido dictada por el Cuerpo electoral el pasado Noviembre; “el Tribunal nación de la Cámara, pero la Cámara nace del pueblo, y el pueblo ha dicho de una manera reiterada que el Sr. Calvo Sotelo debe venir a sentarse a estos escaños”;
además, señala que el Cuerpo electoral “ha rechazado a la mayoría de sus jueces, que no han podido venir al Parlamento”,
en referencia a todos los diputados no electos en las actuales Cortes que formaron parte de dicho Tribunal político. Seguidamente, el agrario Sr. Royo Villanova y, en referencia a las quejas de los socialistas por la concesión del acta, muestra su sorpresa porque ahora se quejen de que les vayan a colocar un
“embuchado”
en el Parlamento, por lo que afirma;
“pues no me colocasteis pocos embuchados en las Constituyentes”; “os colocan un embuchado, aguantaos”. Tras una breve intervención del Sr. Prieto,
el Sr. Goicoechea critica los argumentos del socialista y dice;
“cuando el Sr. Prieto dice que el voto favorable al Sr. Calvo Sotelo sería una apología de la Dictadura, incurre en una temeridad de pensamiento tan grande como si yo le dijera que cuando yo voté la concesión de amnistía a 4 diputados socialistas, lo que votaba era una aprobación a la huelga revolucionaria de 1917”. La Proposición de la minoría Renovación Española es finalmente rechazada, sin embargo, en una enmienda del cedista Sr. Blanc y en términos similares a la del Sr. Goicoechea pero, sin el apremio que esta tenía, las Cortes votan a favor de someter a su juicio la concesión del acta al Sr. Calvo Sotelo.
El día 26 se trae a debate la derogación de la tan criticada Ley de los Términos Municipales; el socialista, Sr. De Gracia, critica su derogación por entender que la supuesta libertad que había antes para contratar favorece ahora a los patronos, por ello, defiende los avances en legislación social realizados en las anteriores Cortes que colocaban en igualdad de condiciones a patronos y obreros a la hora de establecer “las condiciones de trabajo en todos los oficios”;
advierte que esta medida va a lanzar a la clase trabajadora “a un estado de pugna, a una especie de guerra civil”;
asegura que no se conseguirá nada “si
se va a trabajar por los que en el lenguaje vulgar se llaman forasteros, en igualdad de condiciones que lo hacen los de la localidad”. La minoría Agraria en la voz del Sr. Madariaga, critica enérgicamente la Ley, una Ley que cree debió derogar el propio Sr. Largo Caballero dado que, en su preámbulo, se decía que se mantendría en vigor hasta que fuera establecido una Ley de Colocación obrera, Ley que fue aprobada por el Parlamento en Noviembre de 1932; ofrece algunas argumentaciones para su derogación, así, lee una cita del delegado del Gobernador civil de la provincia de Toledo en el periódico El Castellano:
“Nosotros hemos impuesto cosas contra esa Ley sabiendo que no eran legales, pero que estimábamos justas, la interpretación de la Ley la dábamos nosotros a nuestro capricho”. (Rumores). Cree injustificada la potestad y los privilegios de los Censos de Colocación en favor de los obreros socialistas, pese a lo cual, pide que esta derogación no implique un afán de revanchismo por parte de la clase patronal y no sea un repetir
“los atropellos que las clases obreras organizadas en socialista han cometido durante 2 años y medio”.
En la réplica, el Sr. De Gracia critica las palabras del Sr. Madariaga que califica
de
“inflamadas”
y de
“agresivo”, entiende que son ataques dirigidos a los socialistas y, en especial, a la figura del Sr. Largo Caballero; sorprendentemente, afirma que es una violencia que nunca ha defendido su minoría,
“¿dónde nosotros hemos proclamado una actitud violenta?”. (Rumores y protestas). Interviene después el también socialista Sr. Martínez Gil, denuncia el funcionamiento de las oficinas de Colocación, censura con dureza a los patronos por la situación social generada en el campo y a los diputados de la derecha por sus denuncias a la “rebusca”
de la aceituna, algo que, a su juicio, no es robar;
“es que vosotros siempre, a la rebusca de la aceituna, que es costumbre de toda la vida, lo llamáis robo, como todo lo que no os parece bien”. Con estas afirmaciones, los socialistas daban su visto bueno y verosimilitud a la referida "rebusca", una rebusca que no era otra cosa que la permisibilidad y la aceptación de los asaltos a las fincas; se daba carácter legítimo al asalto y a la violencia para apropiarse de la propiedad ajena (en este caso la aceituna), un nuevo intento de deslegitimar y banalizar el concepto de la propiedad que contaba, además, con el agravante de amparar, institucionalmente, el estado de desorden y violencia en el campo por una mera cuestión de clase inequívocamente partidista y sectaria.
El debate sobre este Proyecto de derogación de la Ley de Términos Municipales continua en la agitada y tensa sesión del día 30 de Enero;
la minoría Agraria en la voz del Sr. Maroto hace una exposición de motivos para derogar la Ley, una Ley que, teniendo en cuenta que eran muchos los pueblos con muchos habitantes y poca extensión de Término Municipal y, otros, opuestos, con pocos habitantes y mucha extensión Municipal, provocaba enormes desajustes e irregularidades en su aplicación;
“pone en situación tan desventajosa, tan desigual, al obrero de una y otra vecindad”.
Califica la Ley de absurda, patrocinada por unos socialistas que pusieron con ella y, en su propio país,
“fronteras microscópicas, risibles e ilusorias, haciendo a los vecinos de unos y otros pueblos extranjeros entre sí”. Denuncia el funcionamiento de las Bolsas de Trabajo, siempre en manos del poder omnívoro socialista;
“unos organismos, como sabéis todos, dirigidos única y exclusivamente por elementos socialistas, y en los que la clase patronal estaba cohibida a causa de la violencia de los obreros, excitados por los cabecillas y amparados por las autoridades. En esas Bolsas de Trabajo se ponía como obreros de primera y de segunda necesidad y en el lugar que parecía oportuno a los que creían conveniente esos elementos, siempre los primeros eran los socialistas, y sin el carnet de esa organización no se podía trabajar”. Los patronos, asegura, firmaban los contratos coaccionados tanto por los obreros como por los mismos Delegados del Trabajo enviados por el Sr. Largo Caballero, dice que, en muchos casos, los patronos se vieron en la imposibilidad de ejecutar lo pactado y, así, tras la llegada de la dramática crisis agraria, los patronos se negaron, no por desobediencia,
“sino por imposibilidad material a pagar esos jornales. Y se implantó el turno forzoso de trabajadores”, en el cual solo trabajaban
“los obreros que estaban afiliados al partido socialista, esto lo sabemos todos”.
Denuncia también los robos y asaltos de fincas, algo que sindicalistas y socialistas no consideran delito y que, incluso, amparan con la excusa de la crisis y del hambre. En la réplica del socialista Sr. Martínez Hervás, culpa de todo este conflicto social en el campo a los patronos por no dar trabajo a los obreros y, más concretamente, a los obreros afines al socialismo, califica la actitud de los patronos de
“tiranía”,
cree que esta actitud es una incitación “a que los campesinos se salgan de la legalidad”,
y advierte de las consecuencias que todo esto pueda conllevar; “no contentos con sitiárseles de hambre, no se les perdona, y este Proyecto de Ley es la mejor prueba, el haber votado, como lo han hecho, contra las coacciones de la derecha, contra las coacciones de la inmensa mayoría de los partidos de esta Cámara, los cuáles ostentan en el Parlamento una desproporcionada representación, pero sabido es que frente a ellos, fuera de aquí, hay 2 millones de hombres  que han sabido resistir toda clase de persecuciones y que acaso, sean capaces de resistir todavía la nueva persecución que este Proyecto de Ley supone”.
La Comisión le contesta diciendo que el caciquismo de los terratenientes que tan tenazmente denuncia ha sido ahora sustituido por el caciquismo socialista; “el caciquismo de las Casas del Pueblo”,
señala que, habiéndose suprimido ya la citada Ley en algunas provincias, en las 38 restantes en las que se ha mantenido vigente, “los señores socialistas no han traído representación por 29 de esas provincias”, lo que demostraría que no tiene connotación electoral alguna su derogación o mantenimiento. Las denuncias socialistas de la arbitrariedad de los patronos a la hora de contratar pudieran tener un cierto fundamento y una base sólida, pero la realidad era tozuda, desde su llegada al Poder, en Abril del 31, estos impusieron sus políticas y sus doctrinas de clase en el campo, quisieron sustituir de forma abrupta el antiguo y trasnochado caciquismo de la burguesía rural por un caciquismo revolucionario socialista que imponía los criterios laborales y sociales a su antojo, subvirtiendo el libre ejercicio de la contratación del patrono por una imposición en la contratación de aquellos elementos que pertenecían a las Casas del Pueblo y a sus organizaciones, contra ello, muchos patronos se revelaban; así, esa actitud que, en cierto modo, pudiera ser discutible de los patronos, bien podría encontrar justificación por la previa conducta impositiva y arbitraria de los socialistas en ese proceso de contratación. Los patronos ahora se revelaban contra esa política de clase impuesta por los socialistas, los cuáles, no desearon ni apetecieron nunca acabar con el caciquismo rural que tanto denunciaban, simplemente reformularlo como un camino para sustentar sus políticas de clase dirigidas al sostén de un sector del electorado siempre cercano y afín a su causa "revolucionaria".
El Sr. García Bravo Ferrer, de la minoría republicano conservadora del Sr. Maura, señala que la Ley tenía la finalidad de evitar la depreciación de los salarios producido por la excedencia de brazos de jornaleros para trabajar provenientes de otros términos municipales, circunstancia que aprovechaban algunos patronos para rebajar los jornales a percibir; sin embargo, denuncia que la realidad ha sido bien distinta y por una indebida aplicación,
“que en manos de muchos líderes socialistas sufrió esta Ley”, los cuáles, en lugar de utilizarla como un instrumento de gran valor social,
“la consideraron como una arma política para perseguir y atropellar a los patronos”,
cayendo sobre el campo “una plaga de obreros indeseables”,
 que no eran ni siquiera obreros agrícolas
“ni conocían las labores del campo”.
Critica el que se ofrecieran grandes jornales a obreros que no tenían vinculación alguna con el campo, solo su afinidad política con el socialismo y, así, en manos el campo de obreros sin especialización alguna, sufrió la pérdida de rendimiento, de producción, cerrando, además, todo estímulo al trabajador honrado, “que veía que su compañero ganaba el mismo jornal que él sin tener el oficio ni dar el rendimiento adecuado”.
Pide la derogación de la Ley sin que por ello los jornales se vean afectados. Para acabar, el Ministro del Trabajo, Sr. Estadella y, en su réplica a cada una de las interpelaciones, afirma que esta Ley debió ser derogada una vez que se aprobó el Decreto de la Colocación obrera que obligaba a la creación de las Bolsas de Trabajo para paliar el paro obrero campesino, una Ley que asegura fomentaba el que acudieran “los holgazanes, los ineptos”
a solicitar trabajo en ciertas épocas del año, justo cuando los jornales eran más elevados “y las labores más fáciles por el auxilio de la maquinaria agrícola”, además de fomentar la creación de fronteras entre pueblos y otras muchas circunstancias que se tuvieron que corregir a base de innumerables disposiciones y decretos. Denuncia también el funcionamiento de las oficinas de Colocación obrera, donde el intrusismo socialista impedía una libertad real a la hora de la contratación de obreros por parte de los patronos.
Terminan las sesiones plenarias del mes de Enero el día 31, sesión en la que se trata la Ley de la Intensificación del Cultivos de Extremadura;
el diputado de la CEDA, Sr. Azpeitia, expone algunos argumentos para así ofrecer su visión crítica de los efectos de esta Ley, que permite la concesión de fincas por actos supuestamente voluntarios de los propietarios pero que, a su vez, esconde un procedimiento extrarreglamentario,
“notoriamente delictivo, de las invasiones de fincas, a veces, en forma tumultuaria, realizando actos que encajan por completo, dentro de la órbita del Derecho Penal y de los cuáles son responsables los Gobiernos que los han tolerado por su indiferencia o por su negligencia”.
Cree que ese intento de intensificación del cultivo no fue tal y, además, ha provocado una roturación irreflexiva y arbitraria,
“destructora para las grandes riquezas de nuestro país, que son la ganadería y el arbolado”,
en especial en la provincia de Cáceres. Afirma también que hay que tener en cuenta que se entrega coactivamente “contra la voluntad de los propietarios y para fomentar la socialización de la tierra y de su explotación”, dadas las tendencias socializantes con las que se elaboró la Reforma agraria.
Denuncia, como ya previamente hicieron otros, la obra del Gobernador civil de Extremadura Sr. Peña Novo en esta ejecución arbitraria de la Ley de Intensificación de cultivos en la provincia, un Gobernador que dice se extralimitó en sus funciones, que se inventó un nuevo Decreto posterior al del 1 de Noviembre de 1932 por parecerle que este “creaba demasiados obstáculos para realizar rápidamente el asentamiento de campesinos”,
de modo que se otorgó poderes legislativos y ejecutivos para llevar su decretazo “a 74 pueblos de Extremadura, a 796 fincas, a 31.000 hectáreas y a 6.200 yunteros o campesinos asentados”; Decretos que imponían esos asentamientos en las fincas en formas como la siguiente:
“considerando que es conveniente tal o cual finca para remediar el paro obrero, se decreta la ocupación de la misma, aunque no se hayan cumplido los trámites legales que se cumplirán después”. Solicita al nuevo Gobierno que, en todo ello, trate de buscar soluciones de concordia suspendiendo las medidas arbitrarias adoptadas hasta entonces. Seguidamente, tiene lugar la réplica del socialista Sr. Martínez Hervás, censura que la derecha intente ahora socavar toda la obra agrario social de las Cortes Constituyentes, califica esta política de revanchista, “que quiere, antes de que se haya aplicado esta legislación, modificarla”,
lo que puede provocar y soliviantar los ánimos de las masas campesinas. Así mismo, califica el dinero (16 millones de pesetas) aportado por el Gobierno del Sr. Azaña para esta Ley de intensificación de cultivo como
“una modalidad de crédito agrícola revolucionario”. (Exclamaciones), cree que todos deberían de aplaudirlo fuere cual fuere su ideología política,
“ya que por primera vez concedieron dinero a los agricultores sin más garantías que estas: que tuvieran trabajo acumulado en el suelo”.
FEBRERO 1934
 
Siguen en este mes los debates sobre la angustiosa situación del campo, se pone así en cuestión una buena parte de la legislación anterior de las Constituyentes, un bienio proclive a la proliferación de leyes arbitrarias y de muy escasa eficacia, como eran estas de la Intensificación de Cultivos y la de los Términos Municipales. La incesante e intensa, cuando no atropellada obra legislativa de las Constituyentes, en nada había resuelto los problemas acuciantes del campo, más bien, los había agravado introduciendo una injusta y sectaria política de clase con claros y evidentes síntomas partidistas, se intentó socializar la propiedad, el trabajo del campo; una estatificación del rendimiento agrícola que produjo resultados económicos nefastos y una división social sin parangón en la historia agraria española. Lejos de asumir culpas o de intentar rectificar una obra tan perjudicial para el conjunto de la ruralidad española, los socialistas prefirieron asumir un papel victimista en el que el frentismo y la lucha de clases se iban a convertir en su modus operandi más característicos, se arrogaron para sí la causa de la defensa de unos obreros a los que, en los dos años anteriores, habían llevado casi a una miseria colectiva, a una especie de “socialización” de la pobreza y la ruina; la histórica sesión del día 7 dejará muy claro que ya nada ni nadie les haría retroceder en su empeño de llegar, incluso hasta la violencia, para resolver y dirimir este tipo de conflictos y otros que estuvieran por venir.
En la primera sesión del mes, día 1 de Febrero, se discute acerca de los sucesos escolares y universitarios; el socialista Hernández Zancajo se solidariza con las violencias de los miembros de la FUE (Federación Universitaria de Estudiantes) con la excusa de los ataques previos a sus locales de
“esas hordas fascistas” (en relación a los seguidores del Sr. Primo de Rivera);
así, también denuncia que, previamente, unos estudiantes católicos, “se permitieron el lujo de hacer un mitin fascista en el propio vestíbulo, sin que por nadie se les llamase la atención”,
por lo que, a su entender, estos movimientos que califica en todo momento de fascistas, tienen el refrendo gubernamental. Tras estas afirmaciones, pasa directamente a la amenaza; “nosotros manifestamos que no estamos dispuestos dejarnos asesinar por estas hordas” (Rumores), “aunque cuenten con el asenso del Gobierno”, “y procurando actuar, no con un espíritu quijotesco, sino que, por cada trabajador que caiga, harán que caigan diez fascistas”. (Protestas). Por su parte, el diputado de la Falange
Sr. Primo de Rivera, critica el carácter político de la FUE, como muestra enseña lo firmado en la Asamblea del último 10 de Abril del 33 en el que se acordó establecer su carácter antifascista, dándose la circunstancia de que, públicamente, antes de esa fecha, aún no se hubiera manifestado ningún movimiento de corte fascista en España. Asegura que estos sucesos escolares se han producido por violencias primeramente de la FUE, atacando a supuestos elementos fascistas en la Universidad de Zaragoza y luego en la de Sevilla, unos sucesos que son los que provocan los acaecidos el pasado 25 de Enero en la Facultad de Medicina de Madrid, todo, generado por el estado de exasperación en el resto de estudiantes;
“desafectos del monopolio escolar de la FUE”.
Lamenta la actitud gubernamental contra su grupo de la Falange, repudia que una revista de solo 12 páginas sea considerada toda ella delictiva. Así mismo, cree también injustificados los calificativos y las imputaciones respecto a que son “una
Asociación violenta, porque aquí, frente a esas imputaciones de violencia vagas, de hordas fascistas y de nuestros asesinatos y de nuestros pistoleros, yo invito al Sr. Hernández Zancajo a que cuente un caso solo, con sus nombres y apellidos; mientras yo, en cambio, le digo a la Cámara que a nosotros nos han asesinado un hombre en Daimiel, otro en Zalamea, otro en Villanueva de la Reina y otro en Madrid”, todos ellos a manos de pistoleros
“que pertenecían a la Juventud Socialista, o recibían muy de cerca sus inspiraciones”. Concluido este debate se inicia el de la Ley de Intensificación de cultivos en Extremadura; el cedista, Sr. Alcalá Espinosa, censura la actitud de las Casas del Pueblo por su implicación en los asaltos a fincas;
“decían a los campesinos que se adelantaran a tomar tierras, porque la República les haría propietarios de ellas",
con la falsa promesa además de que
"los campesinos tuvieran derecho a unos créditos, que les concedía el Gobierno en forma completamente ilegal”,
lo que produjo que los campesinos
“se apoderarán de las fincas violentamente”. El también cedista Sr. Rodríguez Jurado, muestra su rechazo al Proyecto, un Proyecto que recuerda viene precedido de un Decreto de Noviembre de 1932 que pretendía acabar con el paro obrero. Denuncia a las Casas del Pueblo y, especialmente, al Sr. Peña Novo, Gobernador de Extremadura; afirma que este régimen de Intensificación de cultivos no se ha aplicado por la iniciativa de los miembros y técnicos del Instituto Agrario, sino “obedeciendo los técnicos las órdenes del Gobernador, apremiado este a su vez, por las exigencias tumultuosa y revolucionaria de las Casas del Pueblo, y así se han invadido fincas”, un acoso que incitaba a los propios gobernadores a dar órdenes a la Guardia Civil y dirigidas a que
“no impidieran esas invasiones”,
todo ello, en un ambiente claramente revolucionario que ha tenido en la provincia de Badajoz su máximo exponente, así, asegura;
“estos técnicos se han limitado a servir las exigencias de las Casas del Pueblo”.
Censura también que el Gobernador ha permitido que unos Yunteros, sin dedicación en el oficio, hayan entrado en las fincas dejando estas prácticamente inservibles. Otro diputado cedista,
el Sr. Giménez Fernández, hace duras imputaciones al Proyecto dirigiendo el centro de las mismas al Gobernador, Sr. Peña Novo por haber fomentado, a su entender, las invasiones de fincas en la región con la connivencia de la mayoría de los alcaldes socialistas de la misma; así,
“se hablaba de la necesidad de darles medio de vida”, razón por la que el Gobernador pedía a los propietarios que cediesen algunas parcelas para que los obreros las pudieran labrar; “los propietarios accedían, como ya no tenían dinero para pagar alojamientos daban aquello de que disponían, los arrendatarios accedían, y unos y otros cedían parcelas a estos obreros en paro en los pueblos de que se tratase”,
unos obreros que ocupaban las parcelas mediante contrato firmado ante el mismo Gobernador. Afirma que estos propietarios,
“hicieron sus cesiones por un año, y cuando al cabo del año han querido recobrar sus tierras, no ha faltado autoridad que les ha dicho que hay una legislación que prorroga indefinidamente los contratos”,
por lo que se les deja ahora indefensos y con los compromisos incumplidos con individuos “en las dehesas a los que no pueden expulsar”. Por su parte, el socialista Sr. Blázquez, defiende la legalidad y la viabilidad del Proyecto, alaba sus resultados y aplaude la gestión del polémico Gobernador de Extremadura. Cree que no se está atentando contra la propiedad y, así, justifica incluso el robo de la aceituna; “porque podrá ser para vosotros un enorme delito el atentar contra la propiedad llevándose unas aceitunas o unas bellotas para poder seguir viviendo un día más”. Se posiciona, por último, a favor sistema del colectivismo en lugar del que propugna la derecha, “de parcelación de la tierra”.
El día 2 continúa el debate sobre la Ley de Intensificación de Cultivos; el diputado cedista Sr. Daza y, en la misma línea de las sesiones anteriores, denuncia airadamente al tan cuestionado Sr. Peña Novo, ex Gobernador de la región extremeña;
“dispuso de la propiedad de aquellos campos de forma tal que, estoy seguro que no habría dispuesto de ella si hubiera sido suya”, cree que todas estas entregas de tierras “son
delictivas, se entraba de lleno por el Gobernador general de Extremadura en la órbita del Derecho penal”.
De similar opinión es la del diputado de Renovación Española Sr. Serrano Jover, sugiere actuar judicialmente contra el Sr. Peña Novo y reconducir a través de una nueva legislación la desastrosa situación en que se encuentra el campo extremeño; idea que también comparte el cedista Sr. Alcalá Espinosa, dirige también sus críticas a la labor del citado ex Gobernador Civil por incitar a las invasiones de fincas; “dando el estímulo y el celo a los pobres campesinos de que así habrían de obtener dinero”.
Afirma que conviene que sepa el conjunto del país que, sobre todo ello, no existe expediente alguno;
“la mayoría de las órdenes son verbales, sin ninguna formalidad, que no hay actas de ocupación, que los propios ingenieros encargados de ejecutar las órdenes atropelladas del Gobernador general de Extremadura, estaban espantados de su propia obra”,
cree que todos estos sucesos deben ser tratados como delitos;
“no hay que confundir el credo de un partido con la acción delictiva de los miembros que a él pertenecen”, y pone el ejemplo de la rebusca de la aceituna, sobre la que dice habrá que hablar detenidamente en su día en el Parlamento.
Días más tarde, el 6, se traen a debate las huelgas en la provincia de Toledo; el socialista Sr. Blázquez pide al Ministro de Trabajo y, mediante la defensa de una Proposición de Ley, que termine con esta situación de protesta obrera, con unos obreros que llevan en huelga ocho días denunciando que no se han cumplido las Bases del Trabajo. El Ministro de Trabajo, Sr. Estadella, recuerda a los socialistas que las condiciones de estas Bases tenían una duración de un año y que estas habían espirado el pasado 7 de Enero, pese a ello, les ofrece in situ una propuesta;
“un salario de 6,50 pesetas a los obreros dedicados a la recolección de la aceituna”,
propuesta que hace retirar la Proposición al Sr. Blázquez. Por su parte, el diputado de la minoría Agraria, Sr. Madariaga, denuncia que Toledo lleva en esta situación más de dos años y que es ahora, sin embargo, cuando los diputados socialistas
“perdida la huelga, se acogen a las palabras magnánimas del Sr. Ministro”.
Visiblemente irritado, dice que debe conocer todo el mundo
“y que lo sepa Toledo y especialmente los trabajadores”,
que la solución que hoy ha propuesto el Ministro “se pudo haber dado hace 20 días, y que los obreros, han sido víctimas, esta es la desgracia, de vuestras maniobras”
(en referencia a los socialistas), pues esta solución ya se propuso a los agricultores hace 20 días en el mismo Ministerio de Trabajo sin que hubiese sido atendida en aquel momento por la UGT. Tras este debate, el Radical Sr. Salazar Alonso, se suma a las denuncias de la situación de anarquía que vive el campo extremeño, ataca también con dureza al ex gobernador de la misma, Sr. Peña Novo. Sobre la provincia de Badajoz, dice que ha estado en absoluta insumisión;
“porque todos sus resortes, excepto ahora el del Gobernador Civil, continúan en manos de los socialistas, porque la mayoría de los alcaldes socialistas, de cuyos antecedentes voy a hablar, continúan en una actitud hostil al Gobierno de la República y en una desobediencia absoluta, hasta el punto de que el Sr. Gobernador no puede dirigirse a los agentes de la autoridad por mediación de los alcaldes y tiene que hacerlo directamente”.
Habla de coacciones y amenazas de estos alcaldes socialistas;
“para ellos no hay autoridad alguna que respetar, para ellos, los Ayuntamientos tienen que recibir órdenes directas de las propias Casas del Pueblo”,
añade que en la provincia de Badajoz para recibir trabajo, “hace falta inscribirse en las Casas del Pueblo”; el agrario Sr. Molina Nieto le interrumpe para decir que eso pasa en toda España, otro diputado afirma:
“cada vez pasará menos”,
a lo que replica la socialista Sra. Nelken: “Indiscutiblemente pasará más”; de este modo, reconocía  implícitamente que es una situación que, efectivamente, se está produciendo en la provincia. Prosigue el Sr. Salazar Alonso denunciando que, mientras estuvieron en el Gobierno los tres Ministros socialistas, la actitud del Estado “era cuando no de inhibición, de aliento para que continuara ese sistema en todos los pueblos de la provincia de Badajoz”,
motivo por el cual,
“la tan combatida por la Sra. Nelken Guardia Civil”, “cumplía con su deber, pero tenía algo más que exceso de prudencia, porque sabía que desde las alturas del Poder, no recibía el aliento que los agentes de autoridad tienen que tener para cumplir con su obligación”; un Poder que dice hacía una campaña “contra la Guardia Civil en todos los pueblos y no había discurso de propaganda en que a la Guardia Civil no se la menoscabara y no se la atacara con violencia”,
tras lo cual, la Sra. Nelken afirma: “A mucha honra, y por una compañera de S.S.”. El Sr. Salazar Alonso señala y al respecto de esta interrupción, que ya se ve que la propia
“Sra. Nelken subraya que esa propaganda la hace, y a mucha honra”.
En relación a las bombas encontradas en la localidad de Siruela, dice que son el exponente máximo “de un grave complot que va a tener como marco la provincia de Badajoz” y cuyos responsables están encarcelados, sin embargo, estos han recibido la visita en la cárcel “de un diputado socialista”
y, además, “la voz encendida de estos representantes del partido viene a la Cámara a defender a estos delincuentes. ¡Esto sí que es grave!”. Muestra su contrariedad por la pasión desbordada en la masa obrera y campesina favorecida en muchas ocasiones por la propaganda incendiaria de la minoría socialista, pone como ejemplo al Sr. Largo Caballero que, en un reciente discurso en la localidad de Don Benito, hacía ostensibles incitaciones a la violencia;
“con la responsabilidad de los altos cargos que ha ocupado, amenazando, invocando, alentando a la revolución social” (Rumores),
el diputado socialista Sr. Acuña le dice: “a mucha honra”.
Prosigue citando las palabras del Sr. Largo Caballero, el cual afirmaba que
“había que ir a las torres de los edificios para quitar la bandera tricolor y hacer que ondeara la bandera roja”;
opina que es incompresible que se hagan ensayos revolucionarios de este tipo en una provincia como la de Badajoz. Finaliza su intervención denunciando el que se haya puesto en marcha en la provincia, no ya un intento de sedición, “sino la puesta en marcha de un régimen soviético”. El escenario prerrevolucionario ideado y promovido por los socialistas seguía su curso, la lucha por un régimen republicano de corte socialista y proletario era un empeño y un deseo que no iban a ocultar ante la pasividad, cuando no complacencia, de las autoridades republicanas que parecían mantenerse expectantes ante la llegada de la tan anunciada revolución.
El ambiente prebélico tiene nuevamente en la histórica sesión del día 7 de Febrero un ejemplo más que significativo e ilustrativo; la intervención desmedida, desproporcionada, casi asilvestrada y, porque no decirlo, violenta del Sr. Prieto, despejaba cualquier tipo de duda respecto del verdadero sentir del socialismo por aquellos momentos.
Un largo e intensísimo debate político en la que, sin duda, es y será una de las sesiones más agitadas de la legislatura, sesión en la que parecía dejarse muy claro el abismo al que desde el Parlamento se quería llevar al conjunto de la sociedad española, con un papel protagonista en todo este movimiento subversivo a cargo de la bancada socialista y, en especial, de su líder, el Sr. Prieto. Tomaba primeramente la palabra el Sr. Gil Robles, y lo hacía con el propósito de traer a escena el debate de la actual situación política y su relación con el problema del Orden Público en el conjunto de la Nación. Asegura que el Ministro de la Gobernación, Sr. Martínez Barrio, es conocedor de lo que se está urdiendo; “de lo que en España en estos momentos se prepara, que existe un partido político con fuerza considerable, nacida de unas organizaciones societarias,  que diariamente está proclamando sus propósitos subversivos, de ponerse fuera de la Ley, de declararse en rebelión abierta contra el régimen y contra la sociedad, que está anunciando subversiones a plazo fijo, que por boca de sus hombres más representativos está anunciando sus planes de revolución social, que esos planes y esos propósitos, anunciados todos los días, coinciden con una serie de atentados, con un recrudecimiento de toda clase de criminalidad que está colocando el orden público en una situación como quizá no ha habido en España desde el advenimiento de la República”,
por lo que desea conocer la opinión del Gobierno al respecto. El Sr. Martínez Barrio le contesta brevemente, denuncia, sorprendentemente, que todas las minorías parlamentarias salvo la Agraria del Sr. Martínez de Velasco hacen en los últimos tiempos soflamas y propagandas callejeras que invitan a la violencia, unas palabras que situaban al conjunto de las minorías parlamentarias en el mismo nivel que a los socialistas. A continuación, el Sr. Lerroux afirma que su Gobierno está preparado para cualquier tipo de eventualidad, así, dice estar asombrado con haberse encontrado
“con partidos que ayer gobernaron, compartiendo la responsabilidad de dirigir al país, sin un motivo suficiente, sin alegación de causas, si es que para nosotros fuesen desconocidas, por boca  de sus representaciones las más ilustres, las más autorizadas y hasta alguna de ellas la más ponderada y la más acreditada en funciones de Gobierno, amenazan en términos tales que, si tales amenazas hubieran de ser repetidas, el no atajarlas, el no someterlas a la Ley, el no llevarlas a los Tribunales, significaría de nuestra parte una abdicación y una cobardía”. (Grandes y prolongados aplausos en diversos sectores de la Cámara).
Igualmente, muestra su asombro porque
“el partido más importante que gobernó en colaboración durante las etapas anteriores de la República va a la oposición no a corregir sus yerros, sino a aumentarlos”.
No se arrepiente de haber pactado con minorías de la derecha ya que su deber como gobernante es ampliar la base social y política de la República pero, advierte;
“todo esto no me ha de detener”, “si me alcanza la desgracia de que, cumpliéndose ciertos augurios, la subversión, desbordando todas las previsiones del Gobierno, que habrían de llegar al máximo límite, sale a la calle”,
si llegase este caso, actuara con todas las garantías y firmeza para restablecer el orden. Asegura que no se puede seguir dando el espectáculo “de que nadie pueda salir a la calle seguro de ha de volver íntegramente a su hogar”,
con el miedo de no tener garantizados ni la propiedad, ni la familia, ni la seguridad personal “por una entidad que se llama Gobierno”,
por ello dice;
“yo ruego a todas las divinidades en quienes creáis, y también en las que no creáis, que no se ponga a este Gobierno en la necesidad de apelar a esa violencia”.
Acto seguido viene la interpelación del socialista Sr. Prieto; lamenta que el Sr. Lerroux solo haya condenado las violencias de los socialistas; “S.S. está dispuesto a aliarse con unos elementos amenazantes del régimen con tal de aplastar a otros elementos que constituyen también, a su juicio, otra amenaza”.
Critica estos apoyos y alianzas que califica como peligrosas para el régimen, utiliza como excusa de sus argumentos revolucionarios unas palabras del Sr. Gil Robles en las que afirmaba que si se les cerraba los caminos del Poder y como principal minoría del Parlamento,
“sería peligroso escamotearlo, porque cerrarnos la legalidad sería enseñarnos otro camino y ponernos en el trance de tomarlo por la fuerza”;
unas
palabras que recuerda en diversas ocasiones con la intención de dar más fuerza y notoriedad a su relato revolucionario y asumiendo su habitual papel de paternalismo exclusivista del republicanismo. Critica también el supuesto incumplimiento y la inconstitucionalidad de ciertas leyes, como el referido al Proyecto de Ley en el que se señalan los haberes del Clero, lo que considera una manifiesta infracción del art 26 de la Constitución, por estos motivos, vuelve a mostrar su solidaridad con la Revolución;
“ese pacto, que solemnizáis todavía más con las palabras de hoy, nosotros nos comprometemos a desencadenar la revolución porque no tenemos otras armas”. (Aplausos en la minoría socialista, rumores).
En su larga disertación, donde mezcla sin orden alguno distintos frentes y asuntos, llega a reconocer que han cometido errores;
“que a efectos de la polémica, incluso reconozco su existencia en la medida que S.S. los denuncia”;
así, incluso, reconoce algunos excesos de su representación política en ciertas ramas de la administración ocupados por hombres sin preparación previa, sin embargo, a su vez, censura a las derechas que, en lugar de tratar de corregirlos,
“vosotros ibais a aplastar nuestras fuerzas y por eso creasteis el frente antimarxista”,
una coalición que de ninguna manera acepta ni siquiera cree legítima. Su obstinación contra esa alianza entre radicales y cedistas es tal que, incluso, recuerda algunas de las citas más polémicas emitidas en décadas pasadas por el Sr. Lerroux tratando de actualizar y traer a escena su agitado pasado revolucionario; “violentas y magníficas, desde el punto de vista literario, excitaciones en el orden religioso, como aquella de destapar el velo de las novicias y convertirlas en madres”. (Fuertes y prolongados rumores). Así, advierte que, ante las amenazas de la derecha, “tan constantes como las nuestras o más” y, en el fragor de un apasionado alegato que deriva en invitaciones a la violencia y en amenazas al orden establecido, afirma que toda vez fracasada la revolución de Abril del 31 y, habiendo sido suprimidos los elementos representativos de la izquierda republicana; “viendo aplastado y desecho el republicanismo”
y enfrente,
“amenazador, ese sector derechista con una pujanza a cuya insolencia yo no pondré reproches", "viendo que, tras las amenazas de las derechas, se levanta esta tarde S.S. a ensanchar a su favor el portillo de la fortaleza y a decir, que basta con que esos señores se pongan un apelativo de republicanos para que tengan perfecto derecho a gobernar el país” (Rumores), “viendo todo esto, y que en la izquierda, somos la única fuerza combatiente posible con eficacia”,
y
sin desdeñar otras alianzas y asistencias que se les puedan unir, “nosotros advertimos, si el golpe de mano, el golpe audaz, el asalto al Poder, la vulneración de la Constitución, la destrucción de las esencias constitucionales por las cuáles hemos peleado, nos ponen en pie, nos lanzan a la lucha, ¡ah!, entonces……….”. Seguidamente,
recuerda algunos de los logros pasados en material social; la secularización de los cementerios y otras reformas que califica de
“vitales en nuestro programa”,
y prosigue; “ahora, al levantarse el proletariado, exigiremos como premio la victoria, no en la plenitud de sus ideales, sin renunciar a ellos, sino en tal medida que el mínimo de justicia social pendiente de los enunciados de la Constitución sea una realidad inconmovible, y como base de esa realidad dejar extirpada para siempre la raíz del caciquismo bárbaro que se extendió por los campos de Castilla, por las planicies extremeñas y por las vegas andaluzas (Rumores)”, una tiranía que a su juicio sumió a los obreros
“en una vida verdaderamente miserable”; “Nosotros queremos hacer imposible la resurrección de eso, suprimiendo la propiedad de la tierra, entregando la tierra al Estado, estructurando su explotación en forma que sea dueño la tierra quien la labra”. (Rumores y protestas). En un interminable alegato de advertencias y amenazas varias, prosigue recogiendo esas protestas de un proletariado del que se hacen exclusivos representantes y benefactores; “dijimos que frente a la dominación de los enemigos del régimen, al golpe de Estado, a la vulneración de la Constitución, a la destrucción de aquello que para nosotros es un mínimo, y que aspiramos a ampliar, contra ese movimiento se encontrará la revolución”;
advierte que cuando se rebasen esos límites constitucionales,
“el deber, sean cualesquiera los peligros con los que S.S. amenace”; “frente al ímpetu y a la traición que destruyan y aniquilen las esencias constitucionales y cierren al proletariado el camino de su rendición, nuestro deber, repito, es la revolución, con todos los sacrificios, con toda la tristeza y amargura de los castigos con que S.S. nos conmina”. (Aplausos). Creo que sobra dar más explicaciones a estas manifestaciones, las palabras hablan por sí solas, o conmigo o contra mí, no había más en el ideario socialista, el camino hacia el enfrentamiento tenía su génesis en la propia irresponsabilidad socialista de no admitir que, en una democracia, en un régimen de libertades, el pueblo al que dicen siempre representar, elige libremente el camino que quiere recorrer y, para ello, en esta ocasión, no habían elegido a los socialistas, simple y llanamente.
Se lee a continuación por parte del Radical Sr. Salazar Alonso, una Proposición solicitando un voto de confianza al Gobierno para que adopte las medidas oportunas encaminadas a restablecer el Orden Público en la Nación. Tras esta intervención, tiene lugar el primer discurso parlamentario del diputado de la Lliga, Sr. Ventosa Calvell, sin duda, uno de los más excelsos diputados de la Cámara republicana; realiza un pausado pero vibrante discurso llamando a todos a la serenidad, una línea que seguirá durante toda su trayectoria parlamentaria proclamando siempre la cordialidad y la pacificación de los exaltados espíritus. Lamenta las palabras del Sr. Prieto, sobre las que dice que no existe justificación alguna y al que pide que respete el resultado de las elecciones de Noviembre; a tal efecto, recuerda las anteriores elecciones de Junio del 31;
“si pudo ser legítimo para el cambio de régimen, bien puede ser para el cambio de orientación que se ha marcado en estas Cortes”. (Muy bien - Aplausos).
De este modo, y en relación con las referidas últimas elecciones de Noviembre, recuerda que se celebraron de acuerdo a una Ley electoral aprobada por el anterior Gobierno, una Ley que ha permitido un legítimo cambio en la composición de la Cámara y, resultando de ella, una nueva política y una tendencia mayoritaria;
“¿es que vamos a proclamar y llegar a la conclusión absurda de que estas Cortes no tienen para variar las leyes, con excepción de la Constitución, que tiene para su revisión sus trámites marcados, la misma soberanía que pudieron tener las Cortes Constituyentes?”. (Aplausos).
Señala que no se puede abogar por la intangibilidad de la legislación aprobada por las Cortes Constituyentes ya que no sería democrático ni propio de un régimen parlamentario; se pregunta por el motivo por el que no se puede cambiar o modificar la legislación de las Constituyentes;
“¿es que no podemos hacerlo?; ¿por qué razón?, ¿es que con ello se atenta a lo que se ha llamado el espíritu de la República?, pero ¿Qué es el espíritu de la República?”.
Dice que no es posible
“considerar que es un atentado al régimen el hecho de que estos partidos puedan participar en el Poder, ni es tampoco que se considere como una subversión de principios que justifican una revolución el hecho de los que no estemos conformes con determinadas leyes dictadas por las Cortes Constituyentes, procuremos por los cauces legales y amparados en nuestra calidad de representantes de la opinión, variarlas en aquello que estimemos conveniente”. (Muy bien), y puntualiza;
“¿a qué esas amenazas de revolución?”. Censura amargamente también el que se intente imponer por la violencia y la fuerza lo que no se ha conseguido por el cauce legal;
“todos nos creemos en posesión de la verdad, pero, naturalmente, no tenemos el derecho de imponerla a los demás por la violencia o por la fuerza”. Así, afirma que el Sr. Prieto, “en tono menor, ha reproducido aquí las amenazas revolucionas de fuera”,
pero que, aún con ese tono menor, “son destructoras”, “y yo pediría a los señores que piensen acudir a la violencia que si han de hacerlo que lo hagan cuanto antes (Muy bien, aplausos), para que podamos salir de esta situación presente”.
Más claro, más ilustrativo y con más sencillez era realmente difícil describir el panorama político español del momento.
El Sr. Prieto, en su réplica, lejos de intentar aplacar su postura y tratar de rebajar el estado emocional de la Cámara y, ante estas comedidas y oportunas denuncias del Sr. Ventosa, se reafirma en sus postulados e, incluso, infiere palabras de dudoso gusto contra el propio Sr. Ventosa al que califica de “republicano neófito”, “ex Ministro de la Monarquía”.
Y aún más,
no satisfecho
dirige nuevos ataques contra el Sr. Lerroux, al que critica que, ante la multitud de violencias, se haya fijado exclusivamente en las amenazas revolucionarias de su minoría, nunca antes dice un Gobierno republicano se había mostrado tan severo “como las que, ante la posibilidad de una actividad revolucionaria nuestra, ha pronunciado hoy el Sr. Presidente del Consejo de Ministros”. (Grandes rumores
– El Sr. Lerroux dice: “¿sabe S.S. que, enfrente de los Gobiernos que han precedido a este, dentro del régimen, se levantará algún partido, que tuviera aquí representación, a predicar la revolución?”. (Muy bien. Aplausos). Es decir, recriminaba a una de las más altas magistraturas republicanas el haberse mostrado severo para con aquellos que, desde hacía ya casi dos meses, anunciaban un movimiento revolucionario dirigido a destruir el orden establecido; creo que no es necesario añadir nada más al respecto.
En el turno de réplica del Sr. Gil Robles, afirma que ya están acostumbrados a “las maniobras del Sr. Prieto”;
“nosotros jamás, ni antes, ni ahora, ni después, nos hemos colocado ni nos hemos de colocar en ningún terreno de violencia”, una violencia que denuncia si han sufrido las derechas en los dos años de las Constituyentes;
“todos los días las ofensas a la conciencia católica del país venían a aumentar el disgusto, la desazón, el espíritu de rebeldía que comenzaba a germinar en nosotros”,
señala que a pesar de todo ello,
“condenamos constantemente la violencia, antes de que se intentara, en el momento que se intentó y aún después de que se llevó a efecto, porque entendíamos que el terreno de la violencia no podía ser jamás el de nuestras reivindicaciones, ni como católico ni como ciudadanos”.
Se reafirma en que están trabajando dentro de la legalidad del régimen y, así, reprocha la actitud de violencia en la que se sitúan los socialistas; “y los que se ponen el calificativo y se sientan en aquellos bancos (los socialistas), hablan de la República para ellos, para sus apetitos, para sus violencias, y cuando la República no les sirve, dicen que se ponen en frente de ella y van por el camino de la violencia y atacan al mismo Jefe del Estado. Siguen llamándose republicanos y son enemigos de la República y son enemigos de España”. (Muy bien – Aplausos).
Advierte que si llegado el instante adecuado, “a las fuerzas de la derecha se les niega el acceso a la gobernación del Estado, habiendo afirmado con plena lealtad que están dispuestas a actuar dentro del régimen y servirle para servir a España, y si es preciso defenderlo para defender a España, si entonces nos elimináis habréis de decir que no cabemos aquí por ser hombres de derecha”, “que no cabemos porque no caben en el régimen ideologías distintas de las vuestras”, afirma que la responsabilidad habrá que imputarla a ciertos sectores y minorías del Parlamento. Reprocha al Sr. Prieto que trate de justificar su afán revolucionario por supuestas actuaciones en contra del proletariado; “si fuéramos nosotros a traer aquí la lista de agravios, ¡qué fácilmente podríamos presentar centenares y miles de casos que desde el punto de vista nuestro hubieran justificado una posición subversiva!”. Finalmente, es aprobada la Proposición por 235 votos a favor contra 54. Reitero, sobran las palabras, unos y otros habían fijado en el transcurso de esta agitada sesión su criterio y su posición respecto a la legalidad vigente, unos se enmarcaban dentro de la misma y otros claramente fuera amenazando incluso acabar con ella. El socialismo español se había retratado, una vez más, así mismo y ante el conjunto de la opinión pública española.
El día 20 se retoman los debates sobre los sucesos escolares y universitarios; el diputado Tradicionalista, Sr. Comín, pide suspender la representación escolar para pacificar los espíritus universitarios; por su parte, el diputado de Renovación Española, Sr. Sainz Rodríguez, dice estar más preocupado por la pasión política de los que tienen que resolver los problemas de la vida estudiantil que en la pasión política de los propios estudiantes. Los diputados representantes de las minorías de izquierdas, señores González López y Marco Miranda, se muestran partidarios de las actividades de la FUE, el primero de ellos, afirma que se trata de “escaramuzas fascistas”
los sucesos ocurridos en Zaragoza y en la Facultad de Medicina de Madrid y destinados a legitimar la suspensión de la FUE;
“hoy los estudiantes católicos, abatidos por la FUE, son los que nuevamente se alzan y tratan de deshacerla”. Tres días más tarde, el 23, se traen a debate los sucesos acaecidos en la ciudad de Castellón; el diputado de la CEDA, Sr. Martí Olucha, critica las violencias desatadas por los socialistas del pasado 28 de Enero en Castellón tras la celebración de la Asamblea anual de la Federación de Obreros Católicos. Relata que las masas socialistas fueron a esperar a los que salían del mitin para propinarles palizas y golpes de todo tipo, con una Fuerza Pública que no actuaba “porque tenía órdenes de no actuar”. Desea hacer hincapié en su condición alejada del fascismo que no le eximió de recibir agresiones por parte de los socialistas “que actuaban como tales en aquellos momentos”. Terminaban las sesiones del mes con diversos debates sobre el Proyecto del Estatuto vasco.
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Se inicia el mes con una nueva crisis ministerial, el Gobierno es remozado, se refuerza la presencia de radicales en el mismo y en el que destaca la entrada del Sr. Marraco en Hacienda y, sobre todo, la del Sr. Salazar Alonso en Gobernación. Se intenta retomar una actividad legislativa eficiente ante unas Cortes que, precisamente, no habían brillado ni destacado por su labor y desempeño legislativo, una parálisis muy influenciada por la conducta de los socialistas y a su sistemática y frontal obstrucción parlamentaria, amenazantes siempre, a desencadenar una "revolución" frente a todo aquello que pudiera suponer un desvío de lo que ellos entendían debía ser la obra y la Cámara republicanas. Se inicia también en este mes el polémico Proyecto de Ley de los Haberes del Clero, una Ley destinada a dotar al Clero de una cantidad de 16 millones de pesetas para el mantenimiento a cargo del Estado de un estamento que había dejado de percibir dotación alguna del mismo. La sola discusión de este Proyecto de Ley provocará el más enconado de los rechazos en los sectores socialistas y más izquierdistas de la Cámara.
El día 6 de Marzo echaría a andar el nuevo Gabinete, día en el que el diputado de Renovación Española, Sr. Pemán, desea conocer las directrices principales del nuevo ejecutivo; califica al anterior Gobierno de estéril,
“no por haber hecho nada muy malo, sino por no haber hecho nada malo ni bueno, se marcha, un Gobierno que se había atascado, que no marchaba, que se retira al taller a reparar a que ahora vuelve a presentarse aquí con 3 neumáticos cambiados”. (Risas).
Así, desea un cambio “radical de conducta” del nuevo Gobierno, espera que traiga la Ley de Amnistía, la reintegración a sus puestos de los funcionarios separados, etc. Tras su intervención, el Sr. Prieto, afirma que los socialistas siguen contrariados por la incapacidad manifiesta de estos gabinetes, critica su nula obra legislativa y reitera su profundo rechazo a la conformación del nuevo Gobierno, un Gobierno sobre el que dice no tienen ilusión ni esperanza pese a los cambios introducidos;
“le creemos incapaz de gobernar”. En la siguiente y agitada sesión del día 7, se discute el Proyecto de Ley para la ampliación de los Cuerpos de Seguridad y de la Guardia Civil. Los socialistas lo rechazan de plano, entre otros motivos, por entender que va a producir perturbaciones en la convivencia diaria en la sociedad española. El socialista Sr. Andrés y Manso, aprovecha su intervención para hacer referencia a los resultados de las pasadas elecciones de Noviembre, a su particular modo de ver, el resultado de las mismas no dejaba tan claro el que se desarrollen ahora este tipo de políticas destinadas a aumentar las Fuerzas de Seguridad; afirma que, numéricamente, estas habían dado un resultado similar a las de Abril del 31, a su juicio, esto es así puesto que socialistas y republicanos siguen teniendo gran peso en los grandes núcleos urbanos (a lo mejor entendían y, en su condición de “socialistas”, que el voto emitido en una gran ciudad tiene más peso que el emitido en la zona rural….); “deben estimar asimismo en estos momentos, que aquella masa de opinión de las grandes poblaciones, que el 19 de Noviembre ha dado también el triunfo a los partidos republicanos y socialistas”; “pues en los grandes centros de población, donde a pesar de todos los esfuerzos de la monarquía por mantener la ignorancia (Exclamaciones) se podía adquirir alguna cultura y se podían percatar los ciudadanos de lo que significaban las elecciones del 19 de Noviembre, allí triunfó el partido socialista, cuando no triunfaron los partidos republicanos”. (Fuertes y prolongados rumores).
Por ello, pregunta si esos votos obtenidos en las grandes ciudades, en los grandes centros industriales, “¿representan efectivamente la conciencia y el espíritu nacionales, o, por el contrario, representan genuinamente el espíritu nacional los votos campesinos que han traído a esos bancos a todos esos señores diputados que los ocupan?”.
Tras estas palabras, algunos diputados le recuerdan que fue el partido socialista quien creó el Cuerpo de los Guardias de Asalto y que, incluso, aumentaron su contingente. Prosigue afirmando que un Proyecto así debe venir soportado por una mayoría amplia que represente al país y que ahora
“no cuenta con esa mayoría”. (Parecía haber olvidado con estas afirmaciones que, tan solo tres meses antes, los españoles habían otorgado a las fuerzas conservadoras y del centro republicano aproximadamente el 75% de los votos de la Cámara). A continuación, toma la palabra el Radical Sr. Pérez Madrigal, acusa al partido socialista de no ser republicano pues no acepta la democracia;
“antes al contrario, aspira a pasar sobre ella para implantar un régimen con el antecedente anterior de la disolución de la sociedad”;
alaba a la Guardia Civil por su compromiso con el régimen republicano, se pregunta sobre que hubiera sido de todos aquellos revolucionarios del 14 de Abril “si  salir a la calle nos hubiéramos encontrado con la fuerza pública y con la Guardia Civil oponiéndose a nuestra marcha triunfante”; desea a su vez hacer constar, “que el Lenin español, el 13 de Abril de 1931 negoció con el general Sanjurjo y con la Guardia Civil la posibilidad de encaramarse al Gobierno democrático de la República”.
Continua su intervención lanzando durísimas críticas al posicionamiento de los socialistas;
“¿con qué derecho os oponéis a que el Estado se prevenga contra vuestros asaltos, invocando el amor a la República?, ¿es qué sois republicanos?, ¿es qué no fue vuestro líder magnífico y heroico, el Sr. Largo Caballero, cuando dejó el Poder, a exaltar a las masas rurales de España para que izasen la bandera roja, antidemocrática y antirrepublicana, frente a nuestras conquistas y a la Constitución que vosotros votasteis?, ¿es qué sois republicanos vosotros?, ¡Decidlo!, ¿sois demócratas?”; “¿podemos olvidar ni un solo momento que si hay alguna fuerza política y social en España que conspire contra la seguridad de la sociedad española, esa fuerza tiene albergue ahí?”.
Censura que no se haya levantado nadie a protestar por lo ocurrido al Sr. Albiñana en Cataluña, que ha sido atropellado y luego detenido mientras que, por el contrario, “nada se intente contra el Sr. Largo Caballero que ha ido a Cataluña a conspirar contra el Poder Público”. (Aplausos en el centro y protestas e interrupciones en la minoría socialista).
Se pregunta también si es republicano el Sr. Largo Caballero y, así, asegura; “no, no es republicano, es un elemento disolvente de la sociedad y de la democracia, contra el que hay que ir”. (Aplausos en las derechas y protestas en las izquierdas). Las palabras y denuncias del Sr. Pérez Madrigal, como siempre, no dejaban indiferente a nadie; haber pertenecido durante toda su juventud a circunscripciones socialistas daba, sin duda, un valor añadido a sus denuncias destripando actuaciones y vivencias políticas que, en boca de representantes de otras minorías, no parecieran tener la misma fuerza y resonancia política. Por su parte, la diputada socialista Sra. Lejárraga, lanzaba tras su intervención duras acusaciones a la Guardia Civil; asegura que todos los que han vivido en los pueblos;
“sabemos que el fantasma de la pareja que aparece al anochecer es el fantasma del terror para todos”. (Exclamaciones y murmullos); “la Guardia Civil recibe todas las primicias de todos los propietarios, el aceite, los primeros productos de la matanza, los primeros frutos de los huertos son para la Guardia Civil”.
Seguidamente, el Ministro de la Gobernación, Sr. Salazar Alonso, contesta escuetamente a estas duras y, en la mayor parte de las ocasiones, injustas y desproporcionadas críticas a la Guardia Civil; alaba fervientemente la lealtad de dicho Cuerpo y su profesionalidad;
“conviene que el pueblo español sepa que hay un Gobierno decidido a defender al Estado y a España frente a cuantos quieran ir contra ellos” (Grandes aplausos). Estas palabras de firmeza no rebajan el grado de las críticas socialistas, incluso, uno de ellos, el Sr. Álvarez Angulo, trata de censurar los métodos poco democráticos del nuevo Ministro; “ahora parece que está de moda el tono dictatorial y que S.S. quiere marcar ese tono”.
Por su parte, el Sr. Rubio Heredia y, en su primera aparición parlamentaria llega a decir; “no creí jamás que tendría que hablar en el Parlamento, por la sencilla razón de que creo poco en la democracia y en el Parlamento” (Rumores);
y, dada la actitud de la mayoría de este Parlamento;
“hemos de tener muy poca fe en el parlamentarismo y en la democracia”. (Fuertes rumores). Curioso es que cuestionase los valores democráticos de todo un Parlamento aquel que formaba parte de una minoría que hacía bandera pública de un ideario revolucionario cuando no ya inequívocamente guerracivilista.
El día 8 tenía lugar una nueva polémica con otro diputado de la bancada socialista, en este caso, el Sr. Aguillaume, que defiende una Proposición para criticar la actitud que califica de dictatorial del Sr. Cid al frente del Ministerio de Comunicaciones; considera que ha vulnerado la Ley de Bases del Cuerpo de Correos y Telégrafos, Ley que fue aprobada durante el periodo de las Constituyentes. Sus denuncias versan respecto a los distintos nombramientos del Ministro que, en su opinión, han recaído en elementos monárquicos e, incluso, le acusa de haber encarcelado a dos de sus funcionarios. Reprocha también que el Sr. Cid diga que está al servicio de la República cuando los hechos reflejan lo contrario; “y mete en la cárcel a los republicanos auténticos”. No quedan ahí sus denuncias, a continuación, recuerda al Sr Cid que asistió a la manifestación contra su persona y en la que lamentó que esta fuese tan callada, “tan seria, tan disciplinada, porque S.S. no lo merece”,
cree que el personal de Correos no se va a conformar con esa manifestación tan seria; tras estas palabras un diputado le dice,
“es de mal gusto la amenaza”. Acto seguido, el diputado comunista Sr. Bolívar y en su habitual proceder, llama a la violencia para tomar el Poder profiriendo todo tipo de descalificaciones a los miembros del Gobierno al que califica de “fascista”. Por su parte, el diputado Radical, Sr. Iglesias Ambrosio, denuncia la presencia dentro del Cuerpo de Correos y Telégrafos de una Federación de Sindicatos “que se han declarado partidarios de la lucha de clases”,
por lo que defiende la postura del Sr. Cid de suspenderla, cree que no se puede permitir
“que haya en España gentes privilegiadas que estando  enfrente del Estado y contra el Estado, merecen encima la protección del Estado”, con un Sindicato que, dentro del propio Estado, defienda la lucha de clases. Tras esta serie de intervenciones, toma la palabra el propio Ministro
de Comunicaciones
Sr. Cid; denuncia la manifiesta ilegalidad que atesora el Sr. Aguillaume, el cual, desde hace tres meses es poseedor del acta de diputado y del que no ha podido conseguir que, pese a ello, cese en sus funciones dentro de la Administración en el Cuerpo de Correos, con el agravante de que, “servía como foco de conspiración o de actos que no debían realizarse” (Rumores); un señor que, incluso,  ha promovido una manifestación “contra su persona llevando tras de sí a honorables funcionarios del Cuerpo”; le recuerda que ahora estos funcionarios están sufriendo la causa de un expediente mientras que el propio Sr. Aguillaume está ahí tranquilamente sentado disfrutando
“de
su inmunidad parlamentaria”. A continuación, el Sr. Gil Robles, defiende una Proposición de Ley para defender la obra y la honorabilidad del Sr. Cid y en la que desea resaltar, “la vergüenza que significa que haya ciudadanos que están constantemente manteniéndose al margen de la ley y actuando desde los organismos del Estado para ir contra el Estado mismo, que les da sueldo, honores, prerrogativas y una posición que no merecen siquiera como ciudadanos”. (Muy bien, muy bien – Grandes aplausos). Critica duramente la actitud de los socialistas; “nosotros no estamos aquí como vosotros, impidiendo y obstruyendo toda labor parlamentaria para mantener la agitación en el país”;
pide finalmente a sus correligionarios que no hagan el juego a los socialistas,
“a quienes están provocando incidentes constantemente para entorpecer la labor del Parlamento”.
Por su parte, la llamada ala moderada de los socialistas, encabezada por el Sr. Besteiro, no apoya la Proposición, califica de “reaccionarios”
a los que apoyan al Gobierno; para justificar el obstruccionismo de su minoría recuerda que, en las Constituyentes, otras minorías llevaron a cabo también esa misma obstrucción; muestra también sus dudas acerca del republicanismo del Sr. Gil Robles;
“demagogos si sois, no demócratas, aspiráis a imponer al país un régimen corporativo que ahogue la lucha de clases de patronos y obreros”.
El Sr. Prieto, por su parte, cree ver en esta Proposición un nuevo ataque al partido socialista, aprovecha la ocasión para proclamar, una vez más, sus intenciones y soflamas revolucionarias;
“pero cuando vemos en riesgo, por quienes con nosotros se comprometieron, una obra que ahora queremos conservar para ampliarla mañana, es cuando decimos que nos levantamos revolucionariamente porque esa obra de conservación, a la cuál nosotros nos comprometimos, la encontramos plena, absoluta y totalmente traicionada por quienes para realizarla se alinearon con nosotros” (Aplausos). Hay que recordar que los socialistas cuando fueron dueños del Poder, pudieron mover a su libre albedrío tanto a Generales del Ejército, jueces, magistrados, docentes y funcionarios de todo tipo, ahora, a las derechas, acreedoras de una cómoda y holgada mayoría parlamentaria, no se las permitía el más mínimo resquicio legislativo para variar o modificar organismo público o resorte institucional alguno y, ante la sola posibilidad o anuncio de ello, incluso se llegaba a la más censurable de las amenazas, unas amenazas camufladas con falsos aires “revolucionarios” que se hacian en el nombre de una democracia que ni respetaban y de la que eran abierta y públicamente claudicantes.
En la sesión del día 9 tiene lugar la primera intervención en el Parlamento del diputado Radical, Sr. Izquierdo Jiménez, un diputado de pocos pero elocuentes y muy fotográficos discursos de lo que era el panorama político y social del republicanismo español; desea advertir de la crítica situación del momento que se está viviendo, de la crisis social y económica del país, así, afirma; “si todas las fuerzas del amor a España se traducen en estos debates políticos apasionados, en que no se oye más que la voz de la pasión, os diría que ya empezaba a pesarme el acta de diputado”; pide enérgicamente acabar con los estados de llamamiento a la revolución para recobrar la paz y la unidad por el interés común. Días más tarde, el día 13, se trae a debate los sucesos de la huelga del diario ABC;
el diputado de Renovación Española, Sr. Honorio Maura, denuncia la huelga ilegal planteada en el diario donde él mismo trabaja y las imposiciones
“intolerables de las Casas del Pueblo”.
El Ministro de la Gobernación Sr. Salazar Alonso, señala que la huelga se inicia por la incorporación a su puesto de trabajo de un obrero no asociado a la Casa del Pueblo, cuyos obreros, si asociados a la misma, pedían a la dirección que dicho trabajador no ejerciera en los talleres del ABC. Recuerda las llamadas a la concordia pregonadas por el director del diario, el Sr. Luca de Tena, las cuáles consistían en “que los obreros de sus talleres estuvieran, entre asociados o no asociados, en la misma proporción que el día en que estallara el conflicto, pero que se reservaba el derecho, dentro de aquella proporcionalidad, a ser él quien determinara las personas que habían de volver”.
Así, reconoce como ilegal la huelga planteada por los trabajadores del diario ABC por lo que, con la garantía de la firmeza gubernamental,
“el que quiera trabajar, trabajará, el que quiera y pueda publicar el periódico, lo publicará”. (Muy bien, grandes aplausos).
En la bancada socialista, el Sr. Lamoneda, critica con dureza al diario ABC por no respetar nunca los Comités Paritarios ni las bases del trabajo planteadas, censura la actitud de represalia hacia los obreros por parte de su director; el Sr. Honorio Maura le replica diciendo que los trabajadores del periódico “jamás han mostrado una sola queja dentro del periódico hasta que han llegado los de las Casas del Pueblo”. A continuación, toma la palabra el diputado comunista Sr. Bolívar, que sigue a lo suyo, con su habitual retahíla de amenazas, lamenta que la revolución prometida por el Sr. Largo Caballero antes de las elecciones no se haya llevado a cabo, pese a ello, habla de aliarse con los socialistas y a los anarquistas a los que ruega “se apresuren inmediatamente a la lucha para acabar con todos vosotros”; “si vosotros no tuvierais guardadas las espaldas por tanta Guardia civil y tantos Guardias de Asalto, veríamos a ver si os atrevíais a dar voces aquí en el Salón”.
En la sesión del día 14
se aprueba por amplia mayoría el Proyecto de ley de ampliación de los Cuerpos de la Guardia civil y de Asalto; se aprueba, igualmente, el Proyecto del traspaso de las competencias de Sanidad y Beneficencia al Ministerio de Trabajo. A continuación, se inicia el debate del polémico Proyecto de Ley de los Haberes del Clero; el diputado socialista, Sr. Prat, defiende un voto particular en el que denuncia la inconstitucionalidad del mismo, señala que el artículo 26 de la Constitución impide cualquier tipo de auxilio a la Iglesia, artículo en el que se establece que, en un plazo máximo de 2 años y
“por una ley especial se extinguirán los haberes y el Presupuesto de Culto y Clero”,
una Ley especial que afirma todavía no se ha dictado. Entiende que han trascurrido esos dos años desde que fue aprobada la Constitución, por lo que ha quedado extinguido toda consignación para el Culto y Clero; así mismo, se posiciona a favor de que la Iglesia se financie con las aportaciones de sus fieles. La Comisión, por boca del Radical Sr. Martínez Moya, defiende la constitucionalidad del Proyecto, cree que no se puede dejar sin auxiliar a un colectivo de ciudadanos por su profesión o ideología y pone como ejemplo a los miembros del Ejército licenciados de supuesta condición monárquica que, pese a ello, cobran del Estado republicano los sueldos que les corresponden. Asegura que la intención del Gobierno es precisamente cumplir con la Constitución llevando a cabo esa Ley especial que señala el artículo 26; así mismo, recuerda que para debatir sobre la Constitucionalidad de las leyes está el Tribunal de Garantías Constitucionales. En líneas similares se sitúa el Ministro de Justicia Sr. Álvarez Valdés, defiende que los miembros del Clero son funcionarios públicos y, como tales, tienen derecho a esas asignaciones.
Las últimas sesiones del mes son dedicadas a los agitados debates del Proyecto de Ley de los Haberes del Clero a los que se añaden ahora la discusiones de los PGE; así, el día 20, el diputado Independiente Sr. Chapaprieta, denuncia los continuos aumentos del déficit año tras año, afirma que habrá que llegar a hacer una política tributaria, “sin llegar a las exageraciones de la extrema izquierda, de las cuáles yo no participo”, pero si con una implementación de la tributación que permita hacer creíble la tan deseada nivelación presupuestaria. El Sr. Amado, de la minoría de Renovación Española, critica los PGE, censura que en los tres años de República se han incrementado al año una media de casi 70 millones de pesetas los ingresos del Estado y, en ese mismo espacio de tiempo, se han aumentado los gastos “cerca de 800 millones de pesetas”.
Pone como ejemplo de equilibrio, de gestión económica y financiera la labor del Sr. Calvo Sotelo durante la Dictadura lo que permitió tener, a su juicio, una Hacienda saneada. Dos días más tarde, el 22,
el diputado Radical Sr. Arrazola, defiende un voto en el que solicita aumentar la dotación de Haberes al Clero de 14 millones de pesetas a 16 millones; se posiciona a favor de la condición de funcionarios públicos de los miembros del Clero, a su juicio, el Gobierno no puede dejar en una situación angustiosa a más de 35.000 personas; afirma que todas las naciones que anteriormente había decretado la separación de Iglesia y Estado, “habían reconocido a los ministros del Culto que desempeñaron funciones hasta la fecha de la separación la percepción de unos derechos en calidad de haberes pasivos”, una de ellas la misma Francia, país laico por excelencia, que en el año 1.902 asignó la cantidad de 42 millones de francos en el Presupuesto para atender esta necesidad. La Comisión, aun estando de acuerdo en muchos de los conceptos esgrimidos, rechaza el voto particular, cree que se trata de plantear un nuevo dictamen. A continuación, interviene el Ministro de Justicia, Sr. Álvarez Valdés, y lo hace postulándose a favor del voto particular del Sr. Arrazola; por su parte, el Sr. Prieto, advierte que es la primera vez que un Ministro deja en clara evidencia a la misma Comisión, palabras que recoge el Ministro recordándole que circunstancias así ya se produjeron en las Constituyentes, por ejemplo, con la Ley de Intensificación de Cultivos. Posteriormente, se entabla un largo debate respecto a si los miembros del Clero tienen el carácter y la condición de funcionarios; el diputado Tradicionalista, Sr. Bilbao Eguía, señala que no es culpa del actual Gobierno que este asunto haya tardado más de dos años de los contemplados para que la Ley especial del articulo 26 viniera al Parlamento. El Sr. Gil Robles, por su parte, se levanta para defender el voto particular del Sr. Arrazola, advierte que para nada colman sus aspiraciones; “no nos conformamos ni con los fundamentos ni con la cuantía”,
sin embargo, cree que es mejor esto que quedarse sin nada. Finalmente, el voto del Radical Sr. Arrazola es aprobado por amplia mayoría. Se dotaba con ello una asignación mínima de 16 millones de pesetas a un colectivo formado por unas 35.000 personas que habían quedado, absoluta y arbitrariamente desamparadas, del disfrute de cualquier tipo de protección y cobertura social del Estado, un colectivo que, prácticamente, quedaba abandonado a su suerte. La aprobación de esta propuesta sería vista en lo sucesivo, por socialistas y otras minorías de la izquierda parlamentaria, como una acción lesiva y contraria a la Constitución, y es que en ellos parecía prevalecer el poco rédito electoral que de un colectivo como éste pudieran obtener que el daño inferido a causa de tan controvertida decisión, una posición ciertamente contradictoria dado el trato de favor, del que se jactaban y alardeaban, y del que si disfrutaban otros colectivos más afines a su ideología e intereses partidistas. Así, ese carácter "social" del que se hacían sus más firmes valedores, parecía que se perdía cuando el rédito político a sacar era escaso.
Continua este mismo debate en la acalorada sesión del día 24;
el Radical Socialista, Sr. Gordón Ordás, califica de inconstitucional el Proyecto y lo argumenta leyendo el art 24 de la Constitución; “Todas las confesiones religiosas serán consideradas como Asociaciones sometidas a las leyes generales del país. El Estado no podrá en ningún caso sostener, favorecer ni auxiliar económicamente a las iglesias, Asociaciones e instituciones religiosas. El Estado disolverá todas las Órdenes religiosas y nacionalizará sus bienes”. En lo relativo al citado artículo, dice que se promulgó la ya conocida Ley Especial que otorgaba un plazo de dos años para la extinción total del Presupuesto del Culto y el Clero por lo que la única solución para resolverlo es, en su opinión, modificando la propia Constitución; cree además que el Parlamento es el órgano adecuado para desestimar o no la constitucionalidad de una Ley;
“con tantos abogados que hay en la Cámara, nadie me discutirá que la autoridad suprema, para interpretar el significado de un artículo de la Constitución, es la Cámara Constituyente”. (Rumores y protestas). Tras estas palabras, el diputado de Renovación Española, Sr. Suárez de Tangil, le recuerda que para ello está el Tribunal de Garantías Constitucionales, a lo que el Sr. Gordón Ordás replica afirmando que el problema de la inconstitucionalidad de este proyecto de ley
“se solucionó por la votación de la Cámara Constituyente”,
y añade, no sin desprecio, que no le importa demasiado lo que piense esta Cámara al respecto,
“no es la opinión de las derechas la que me interesa en este instante”. El diputado agrario Sr. Rodríguez de Viguri, le reprocha al Sr. Gordón Ordás que en el actual presupuesto “no hay una sola consignación para nadie que pertenezca como Ministro a la religión católica”, sin embargo, si consta una asignación
“para cinco sacerdotes imanes, como se llama a las personas encargadas de ejercer el culto musulmán”,
por lo que afirma,
“a mí me parece que no se compaginaba bien todo esto con el respeto al carácter laico de la Constitución que S.S. pregonaba”. A continuación,
la diputada socialista Sra. De La Torre, critica la actitud del nuevo Gobierno que, a su juicio, trata de acabar con toda la legislación anterior de las Constituyentes; en la línea de los miembros de su partido, vuelve a poner en cuestión la legitimidad de las elecciones del pasado mes de Noviembre celebradas hace casi ya seis meses y en las que se produjo un cambio político
“en la forma en que advino este, en el que hubo toda suerte de lances, algunos inconfesables, toda suerte de pasiones, toda suerte de intereses”.
Aprovecha la discusión de este Proyecto de Ley para sacar a relucir todo el ideario anticlerical socialista; “pocos diputados hay en esta Cámara, sobre todo en ese sector (señalando el de las derechas), que no hayan sido proclamados desde los púlpitos, pocos que no hayan sido preconizados por los sacerdotes”;
incluso, aprovecha la oportunidad para criticar la promulgación de la concesión del voto a la mujer (significar que casi todas las diputadas socialistas, de una forma u otra, mostraron abiertamente su contrariedad a este derecho en el Parlamento republicano), tras estas palabras, se produce una interrupción del Sr. López Varela que afirma;
“Primero desde ahí, por el voto a la mujer”; la Sra. De La Torre lejos de censurarle dice;
“probablemente, es un argumento más a favor de mi tesis”.
Sin solución de continuidad, el día siguiente, día 26, continua el debate del Proyecto;
el diputado de la minoría Agraria, Sr. Calderón, recuerda que ya en Marzo del año 32 presentó a la Cámara un voto particular sobre las obligaciones a extinguir y en el que pedía ante la extinción del Presupuesto del Clero; “una auxilio anual de subsistencia equivalente a los dos tercios de sus haberes”,
un voto que tuvo el apoyo de 58 diputados,
“35 republicanos y 23 de las derechas”,
entre ellos, votos tan significativos como los señores Martínez Barrio, Marraco, Elola, Abad Conde o Lerroux por lo que apunta que 35 republicanos de aquel entonces, “votaron que era perfectamente constitucional”.
Cree que, de haber alguna infracción constitucional, sería por parte de las mismas Cortes Constituyentes,
“por no haber aprobado esa Ley Especial antes de ir a la extinción del Presupuesto de Culto y Clero”.
Lamenta que detrás de todo ello haya estado siempre presente la figura y el espíritu sectario del anterior Ministro de Justicia, Sr. Albornoz. A continuación, el diputado socialista Sr. Andrés y Manso, cree que no es de recibo atender al colectivo del Clero y no hacerlo con los obreros parados, un colectivo aún más necesitado, por esta razón, se reafirma en la obstrucción parlamentaria de su minoría; asegura que, si en un futuro llegan al Poder de esa Ley, “no quedará rastro, porque nos encargaremos de hacer que la Justicia resplandezca” (Protestas). Considera que esta carga impositiva no la deben soportar los no creyentes sino los creyentes, a lo que el diputado Tradicionalista Sr. Toledo, replica;
“Ni los católicos la enseñanza laica Sr. Manso”. Su voto es rechazado por la Comisión.
ABRIL 1934
 
Los tensos y apasionados debates sobre el Proyecto de Ley de los Haberes del Clero son sustituidos por la discusión del aún más polémico debate del Proyecto de Amnistía. Su aprobación traerá a escena una nueva crisis ministerial ante la intransigencia absoluta y tenaz de unos socialistas contrarios a cualquier iniciativa legislativa que tuviera el membrete de la coalición radical-cedista.
Durante el transcurrir de las sesiones la bancada socialista sigue sin mostrar intención alguna de llegar a algún tipo de transacción o de acuerdo con las minorías de Gobierno y de la derecha, su obstinada obstrucción dificultaba ya, en extremo y por aquel entonces, la obra legislativa de la Cámara; así, en la sesión del día 4, el Radical Sr. Pérez De Rozas y ante esta enconada obstrucción, pide ejecutar el art 23 del Reglamento para acabar con este bloqueo parlamentario aplicando así la llamada "Guillotina parlamentaria" como ya se hiciera en otras ocasiones en distintos proyectos de las Constituyentes y de cuyo ejemplo más ilustrativo fue la aprobación de la Ley de las Congregaciones Religiosas; cree que son tantos los problemas acumulados del país que el Parlamento no puede estar parado en estas circunstancias. Por su parte, las minorías socialista y de la izquierda parlamentaria montan en cólera por la medida, el diputado comunista Sr. Cayetano Bolívar proclama abiertamente actuar con violencia contra las derechas; “Creo que ha llegado la hora de que todos los obreros y campesinos españoles se lancen a la calle a exteriorizar su protesta y prescindan del Parlamento, porque aquí es imposible luchar contra vosotros. Donde únicamente se puede luchar es en la calle. En ella solamente el pueblo trabajador puede imponerse y conseguir su total emancipación”. (Fuertes rumores). Posteriormente, es aprobado el Proyecto de Ley de los Haberes del culto y el clero por amplia mayoría, tras lo cual, el líder socialista Sr. Prieto, con su habitual virulencia y desenfreno verbal, dice que esta maniobra representa una verdadera traición (olvidaba quizás las numerosas ocasiones que su grupo la llevo a cabo durante las Constituyentes); “esos (señalando a los radicales) son unos traidores”, (Aplausos en la minoría socialista y protestas en los radicales); “deploramos que la historia de unos hombres titulados republicanos se haya manchado de esta manera”. (Aplausos en los socialistas y protestas en los radicales).
El día 10 se inicia el polémico Proyecto de Ley de la Amnistía; el socialista Sr. Jiménez de Asúa rechaza de plano el que ahora se discuta este dictamen, solicita que se haga en un momento de menor tensión y desorden social (recordemos como debatió en su momento la coalición republicanosocialista la Ley de Congregaciones Religiosas, a la par que el debate sobre los sucesos de Casas Viejas…). Critica la totalidad del Proyecto, la fecha que marca como tope del 3 de Diciembre de 1933, (pocos días antes del inicio de los sucesos revolucionarios anarcosindicalistas), fecha a partir de la cual no se podría amnistiar, quedando así a resguardo de ella los protagonistas de los sucesos del 10 de Agosto de 1932 y fuera los protagonistas del movimiento revolucionario de Diciembre pasado;
“esto no es pacificar, sino al contrario, irritar los espíritus”, por estos motivos, cree que no es una amnistía general sino parcial y sectaria. Afirma que con la imposición de la fecha del 3 de Diciembre; “arrojáis a la guerra, a la desesperación precisamente a los hombres que han traído la República”; “la repudiamos y levantará la más espantosa guerra en el país en vez de pacificarlo”. (Aplausos en las izquierdas).
El Ministro de Justicia Sr. Álvarez Valdés, asegura que se propuso la fecha del 3 de Diciembre sin tener en cuenta que días después se desencadenaría un movimiento revolucionario, un nuevo escenario que no estaba contemplado en el Proyecto. Un día más tarde, el 11, el socialista Sr. Prieto critica con dureza la totalidad del dictamen; lamenta el sectarismo de la medida por tratar de amparar los delitos de los protagonistas de los sucesos del 10 de Agosto del 32 y no así los protagonizados por otros sectores de la izquierda, como el ya referido de los encausados en los sucesos revolucionarios del mes de Diciembre del pasado año. Critica que se mantenga esa fecha tope del 3 de Diciembre de 1933;
“abrid de par en par la puerta de la prisión para quienes combatieron al régimen desde la derecha o desde la izquierda”. Es contestado por el Ministro de Justicia Sr. Álvarez Valdés, afirma que no se trata de un indulto general dado que sería una maniobra inconstitucional; le pregunta al Sr. Prieto si está seguro de que todos los protagonistas de los sucesos de Agosto del 32 eran enemigos de la República; “la inmensa mayoría del país ha visto en ese movimiento una protesta contra un Gobierno que, a juicio de la mayor parte de la opinión pública no representaba” (Grandes aplausos impiden oír el final del párrafo). Cree que la insurrección del 10 de Agosto del 32 “habría sido un movimiento contra un Gobierno, por creer que este Gobierno no representaba la opinión del país, a juicio de los insurgentes, y la insurrección, el levantamiento del 10 de Diciembre de 1933, fue contra la opinión pública representada en el resultado de las elecciones” (Aplausos).
El Sr. Prieto muestra su sorpresa por las palabras del Ministro al considerar que no atentaban contra la República y si contra el Gobierno;
“que un Ministro de la República se haya levantado desde el banco azul, no a legitimar, pero sí a disculpar un movimiento insurgente con las armas en la mano contra el Gobierno legalmente constituido, es una cosa que no había visto, es la sorpresa más grande que me podía deparar la política”. (Fuertes Rumores). En la siguiente réplica del Ministro señala que está en contra de cualquier movimiento insurreccional, se declara enemigo de toda violencia,
“como para mí me pareció todo vituperio el movimiento insurreccional del 15 de Diciembre de 1930, y la prueba de la falta de necesidad está en lo que ocurrió en los comicios del 12 de Abril de 1931. Ese es el camino”.
Estas manifestaciones, de un explícito rechazo a todo tipo de violencia, le condenarán para su futura permanencia en el Gobierno; los socialistas no perderán la oportunidad para sacar rédito político de ellas al dar a entender que se estaba postulando en contra del proceso "revolucionario" que posibilitó el advenimiento de la República; desde este mismo momento y en el trascurso de las próximas sesiones, centrarán todos sus ataques más pétreos e inflexibles contra la figura del Ministro que, en pocos días, ante la insoportable presión a la que se verá sometido, no podrá evitar la dimisión de su cargo pese a que, el único delito que le había sido imputado, era haber mostrado su explícito rechazo al uso de cualquier tipo de violencia. Así, inmediatamente después de estas manifestaciones, el Sr. Prieto iniciaba este movimiento de acoso y derribo dirigido contra la figura del Sr. Álvarez Valdés; afirma que el Ministro
“condena también el movimiento revolucionario a virtud del cual nació la República”. (Grandes rumores y protestas, el Sr. Ministro de Justicia hace signos negativos);
y añade;
“no hay confusión, señores diputados republicanos, el Sr. Ministro de Justicia condena el movimiento revolucionario por el cual nació la República”. (Rumores y protestas, el Sr. Ministro de Justicia dice: “no es verdad”).
Las explicaciones posteriores del Ministro no parecen convencer al Sr. Prieto que, visiblemente exaltado, se levanta a proferir diversos gritos en favor de la República: “¡Viva la Revolución del 15 de Diciembre!”. Así y, según las palabras del Sr. Prieto, los actos del 10 de Agosto constituían un golpe de estado del todo punto reprobable y censurable al formar parte de un movimiento contra la legalidad vigente y, sin embargo, en su particular manera de entender las cosas y más aún las "revoluciones", es lógico y normal proferir gritos de exaltación y júbilo para con los protagonistas de otra tentativa golpista, aquella de Diciembre del 30, a la que ni siquiera califica como tal, un golpe que, a su juicio, si tenía ese carácter "romántico" que le convertía en un noble y altruista proceso revolucionario. Edulcoraba así, arbitrariamente, un golpe de estado contra una centenaria legalidad, encarnada por la Monarquía, y solo por sus apetencias de partido y de clase sin tener en cuenta el sentir del conjunto de la ciudadanía española ni, menos aún, el interés general; todo ello, con el agravante que suponía el que, al mismo tiempo que lo hacía y, a la vez que censuraba al Ministro Álvarez Valdés por sus palabras, preparaba a ojos de todos los españoles y, desde hacía meses, una nueva intentona golpista, de nuevo, teñida y edulcorada como otro proceso “revolucionario” del que solo se hacían solidarios sus acólitos y aquellos nacionalismos ajenos al verdadero interés nacional. Tras estas manifestaciones, el Ministro de Obras Públicas, Sr. Guerra del Río, censura las formas y las palabras del Sr. Prieto, reprocha sus ataques al Ministro y a su minoría Radical y, así, le recuerda; “yo le digo que el 15 de Diciembre de 1930 los radicales estábamos en nuestros sitios. Los socialistas en Madrid….” (Grandes aplausos con diputados puestos en pie que impiden oír el final de la frase).
A continuación, el Sr. Besteiro se levanta para decir;
“conozco las intimidades de aquel movimiento”;
afirma que se había convenido desencadenar
“una huelga general que daría ambiente civil a un movimiento militar que no se realizó”; señala que esta huelga se llevó a cabo en toda España menos en Madrid y que el fracaso de esta huelga en Madrid solo cabe imputársela a él en exclusiva como presidente de la UGT en aquellos decisivos momentos. Es decir, incluso el ala "moderada" del partido socialista reconocía públicamente los distintos preparativos para llevar a cabo aquel Diciembre de 1930 un golpe de estado, vendido y camuflado, como un épico y romántico movimiento revolucionario, el cual, en el caso de haber triunfado, se hubiera llevado la vida por delante, seguramente, de muchos miles de españoles inocentes. Estas afirmaciones salidas del ala moderada y más respetable del partido socialista me reafirman en que el fracaso de la República venía de lejos; el éxito de su triunfo en Abril del 31 con el inicial propósito de cambiar y hacer evolucionar al país se quedó en eso, en un simple intento y, más que eso, en una promesa vacía; muy pronto, las promesas de una República de corte liberal de la que pudieran ser participes el conjunto de los españoles cayeron en saco roto. La formación de arbitrarias y partidistas Comisiones Gestoras en manos de socialistas, la socialización de la Justicia, (especialmente la municipal), el control casi absoluto de la administración por asociaciones afines al socialismo (como la UGT y las Casas del Pueblo), la arbitrariedad y las irregularidades cometidas en el desarrollo de las elecciones de Junio del 31 dando lugar a una Cámara de amplísima mayoría republicano socialista, (cuando dos meses antes las elecciones habían sido holgadamente ganadas por los monárquicos), todo ese conjunto de hechos, provocó que el régimen derivase y, en escasos dos meses, hacia una República de corte socialista bajo la atenta mirada y la condescendencia de algunos sectores republicanos, como los azañistas, miembros de una burguesía que permanecía impávida ante esta deriva socializante del régimen y de la que, sin embargo, intentaron pronto marcar distancias los genuinos republicanos históricos, aquellos que llevaron sobre sus espaldas la patente de corso republicana (radicales, federales o reformistas), unas agrupaciones que, durante décadas, fueron los que realmente lucharon por el advenimiento de la República en España. La República, desde aquellas fatídicas elecciones de Junio del 31, nacía bajo el paraguas del socialismo y este, en España, era de corte marxista y de clase, así, desde la misma apertura de las Cortes, el alineamiento de los socialistas con las tesis de la III Internacional supondrían de facto un enorme lastre en los debates y las discusiones parlamentarias entre derechas e izquierdas; atenuar ese socialismo que se creía la base y sostén únicos del régimen republicano fue, desde entonces, una lucha inútil y estéril que llevaría a la división de la sociedad española en dos bloques absolutamente antagónicos e irreconciliables.
La polémica por las manifestaciones del Ministro Sr. Álvarez Valdés seguiría en las siguientes sesiones; en la sesión del día siguiente, el 12, de nuevo el Sr. Prieto
aprovecha la defensa de una Proposición para criticar con dureza al Ministro de Justicia por sus palabras referentes a la mal llamada revolución de Jaca de Diciembre de 1930; inesperadamente, el Jefe del partido Conservador republicano, Sr. Maura, se suma a estas furibundas críticas; no entiende las palabras de condena por parte de un Ministro que se dice republicano para algo que constituye la mayor gloria del sentimiento republicano, califica aquella sublevación de Jaca como “una deuda de honor” para todos los republicanos. Cree que ante ello debe responder el mismo Sr. Lerroux, así, pide suspender el debate hasta que el Presidente se encuentre en su escaño. Esta solicitud hace levantarse al Sr. Prieto que, visiblemente enojado, reclama la presencia del Sr. Lerroux;
“esto no puede seguir así. No sabemos si hay Gobierno”, asegura que se ha requerido al Sr. Lerroux que, pese a encontrarse en el edificio del Parlamento, “resulta que, cobardemente, se marcha”. (Grandes protestas - Aplausos en los socialistas); le pide encarecidamente que venga y responda si se solidariza con las palabras de ayer del Ministro de Justicia. Por su parte, el Ministro de Marina Sr. Rocha, censura las palabras del Sr. Prieto que las califica como
“maniobra política”;
asegura que el Sr. Lerroux está fuera atendiendo otros asuntos que le han urgido. A continuación, el diputado Radical Sr. Pérez Madrigal, critica las maniobras socialistas de tratar de menospreciar a su minoría; pide a los partidos republicanos de izquierda que no se dejen vencer por las sugestiones socialistas;
“que estas fuerzas no son republicanas”, “que son fuerzas que quieren captar los instrumentos del Poder público en la República para inutilizarlos y asentar entre ellas los suyos”.
Tras ello, el siempre combativo y polémico diputado de ERC Sr. Trabal y, en la que era su primera intervención en la Cámara, ataca sin piedad al Ministro de Justicia; “tan muertos como Galán y García Hernández lo está, políticamente, en el banco azul el Sr. Ministro de Justicia”. (Aplausos).
Días más tarde, en la sesión del día 17, los diputados del ala izquierda parlamentaria, prosiguen con su ensañamiento político contra la figura del Ministro de Justicia; en este caso, el protagonista es el Sr. Trabal que defiende una Proposición en la que pide que, mientras dure el debate del Proyecto de Amnistía,
“sean enlutadas las lápidas que ostentan los nombres de Galán y Hernández”; lo hace pese a que se ha conocido durante la jornada de hoy que el Ministro de Justicia ha presentado la dimisión a consecuencia de la durísima presión a la que se ha visto sometido, circunstancia que hace que el Sr Trabal retire la Proposición, no sin antes dejar algunas consideraciones personales y en las que defiende la causa y motivación de aquella sublevación. Tras esta intervención y, consumada la dimisión del Ministro, se discute de nuevo el Proyecto de Ley de Amnistía; el diputado socialista Sr. Álvarez Vayo, lanza duras críticas al partido Radical por sus alianzas con la derecha; así, advierte y, en la tónica habitual de las ya reiterativas amenazas socialistas, que en el futuro no será necesario venir con proyectos de amnistía como este, “habrá una justicia revolucionaria que se hará por sí sola y en la cual no será olvidada la conducta presente del partido radical”. (Fuertes protestas). El ensañamiento contra los diputados radicales se convertiría en una maniobra cada vez más recurrente por parte de los socialistas, los republicanos más puros y doctrinarios del arco parlamentario serían casi diariamente atacados desde distintos sectores de la izquierda con el único propósito de dirigir el régimen republicano a sus apetencias e idearios revolucionarios y de clase, demostrando con ello, que la República solo podía serlo si esta era socialista. Y sabían que, para lograrlo, era preciso dejar fuera de la misma a aquellos que más cejaron y pelearon por su advenimiento.
El debate del Proyecto de Amnistía continuaba en la sesión del día 18; el diputado socialista Sr. Andrés y Manso defiende una enmienda en la que solicita la amnistía para los delitos relacionados con el Culto;
“delitos con los que pueden haber sido cometidos con motivo de interrupción de manifestaciones de Culto”;
e, igualmente, queden amnistiadas
“aquellas violencias de palabra, aquellas violencias que hayan podido, en un momento determinado, llevar a una persona realizar actos contrarios a sus creencias religiosas o al Culto que profesara”. Concluye su intervención con una nueva advertencia, afirmando que esta es la Ley más injusta desde el advenimiento de la República por lo que solicita a la Comisión que lo medite y estudie serenamente; afirma que su partido ya ha cumplido su deber en la Cámara y, siendo así, hace una llamada para resolverlo en la calle;
“no dejaremos de cumplir también con él en la calle”. (Rumores).
Tras una breve intervención del diputado Sr Barcia de la minoría de IR (Izquierda Republicana, minoría nacida de entre escindidos de los Radicales socialistas y los azañistas) y en la que pedía una mayor comprensión y flexibilidad a la Comisión, el nuevo Ministro de Justicia, Sr. Madariaga, afirma que el Gobierno está dispuesto a ir
“todo lo lejos que pueda ir en el camino de la ampliación de la amnistía”,
para hacerla lo más generosa que se pueda.
En la sesión del día 19 el diputado comunista Sr. Cayetano Bolívar, defiende una Proposición sobre la política
“imperialista del Estado español” y sobre la ocupación del IFNI; lanza sus ya conocidas soflamas contra el Gobierno, pide incluso la liberación del Ifni, así, afirma;
“el enemigo se encuentra en vuestro propio país”,
tras lo cual, el líder de Renovación Española, Sr. Goicoechea, se levanta visiblemente indignado;
“pero, ¿se puede tolerar esta excitación a la desobediencia en un asunto de esta importancia?”. Las distintas minorías, en cambio, ofrecen su total apoyo al Gobierno, le felicitan por su labor en territorio del IFNI español, en concreto, por la recuperación del territorio de Santa Cruz de Mar Pequeña, apoyos y agradecimientos que son recogidos por el Sr. Lerroux que da muestras de su más sincero agradecimiento. Tras los agradecimientos del Sr. Lerroux, se produce la réplica del Sr. Cayetano Bolívar que se reitera en sus incitaciones a la violencia; asegura que cuando se consolide el frente único,
“los obreros y campesinos deben construir, harán que termine vuestra risa y empezaremos a reír nosotros”. (Exclamaciones). A continuación, se retoma el Proyecto de Amnistía;
el diputado socialista Sr. Sabrás, se levanta para hablar en nombre de los anarcosindicalistas, defiende una enmienda en la que pide que se incluyan los delitos
“que originen desperfectos de las vías de comunicación, alambres de teléfonos o telégrafos”; en una línea argumental en la que casi parece justificar los sucesos revolucionarios del pasado mes de Diciembre, critica el proyecto de Amnistía
“que persigue a las organizaciones obreras”, “no dejando una Casa del Pueblo tranquila, haciéndose continuas investigaciones sobre la tenencia de armas”; reitera, una vez más, que la actual Cámara no representa al estado de opinión del conjunto del país. El Sr. Arrazola, de la Comisión, le contesta afirmando que con verdadero asombro y
“estupefacción oía yo al Sr. Sabrás decir que los individuos autores de estos delitos los habían cometido con la vista puesta en la Patria”. Seguidamente, la minoría socialista continúa su labor obstruccionista planteando multitud de enmiendas al Proyecto, una de ellas a cargo del Sr. Álvarez Angulo, que solicita se incluyan los delitos de incendios; la Comisión entiende que no hay ningún fin político o social que justifique la quema de un teatro, de un tren de viajeros, etc. Tras una serie casi interminable de enmiendas, se llega a una defendida por el socialista Sr. Luna, la Comisión acepta que solo haya un tope de fecha y, a tal efecto, se incluye en el párrafo tercero del Proyecto: “para todos los demás delitos, no hay tope alguno”; igualmente, propone posponer y, en todo caso, esta fecha al 23 de Marzo del presente año, momento en el que se trae el Proyecto a las Cortes. Pese a esta flexibilización que se daba al Proyecto de Ley, la minoría socialista vuelve a mostrar su contrariedad; ahora es la Sra. De la Torre quien pide que la fecha sea coincidente con la fecha de la promulgación de la Ley, hace referencia a los atentados y delitos en las vías de comunicación y solicita que estos se incluyan en la Amnistía pues, a su entender, se trata de una lucha social y política por lo que no pueden ser considerados con el carácter de delito común y, así, incluso los justifica;
“puesto que es ya un táctica clásica en toda guerra, desde que el hombre lucha contra el hombre, una táctica primordial, el atacar los medios de comunicación e interrumpir las comunicaciones, y en todas las guerras del mundo se han realizado”. Tras una nueva protesta por la nueva fecha del diputado socialista Sr. Andrés y Manso, la Comisión propone otra nueva, en este caso el 14 de Abril, por el simbolismo del aniversario de la República, propuesta con la que, en principio, parece que la minoría socialista da por satisfechas sus ambiciones. A continuación, el Presidente de la Cámara, Sr. Alba, da por discutido y terminado el Proyecto de Amnistía y, por la manera en que ha terminado su discusión, dice:
“la Presidencia siente un íntimo regocijo ante el ejemplo que da la Cámara y espera que este debate contribuya a la pacificación de España”. (Muy bien). Una ilusión, un espejismo, la siguiente sesión demostraría la poca fiabilidad de la conducta socialista, empecinados en llevar hasta el límite cualquier iniciativa o mínima posibilidad de acuerdo que saliera de las Cortes.
En efecto, el aparente acuerdo era un simple e ilusorio espejismo, en la siguiente sesión del día 20 y tras la lectura completa del Proyecto, la minoría socialista por boca del Sr. Jiménez de Asúa vuelve a mostrar su enérgica oposición al mismo; critica su parcialidad al no haber incluido en el mismo “los delitos contra la libertad de cultos”. Denuncia que se intenta derogar camufladamente una Ley;
“quedan nulas y sin efecto las expropiaciones de indemnización de fincas rústicas y derechos reales constituidos sobre ellas, que se hayan llevado efecto por aplicación de lo dispuesto en la ley del 24 de Agosto de 1932, restituyéndose los bienes objeto de las mismas expropiados”; cree que para hacerlo el Gobierno debe traer un Proyecto derogatorio de la propia Ley. La minoría de Renovación Española, a cargo del Sr. Pemán y, en su segunda y última intervención en el Parlamento, afirma que votarán a favor del Proyecto pero con ciertas reservas; a su juicio, esta amnistía debería ser “la liquidación de un periodo de arbitrariedad”; por muy generosa que esta fuere ni siquiera podría damnificar las arbitrariedades y las injusticias de las Constituyentes. Así, critica que a los militares amnistiados se les siga manteniendo alejados del servicio, unos militares que participaron en los sucesos del 10 de Agosto de 1932 y que se levantaron contra un régimen que no era “de libre discusión regularmente constituido”,
“era de arbitrariedad continua, aquel de la suspensión de periódicos, aquel en el que la crueldad gubernativa recorrió toda la escala social de arriba abajo”; “contra esa situación se levantó el General Sanjurjo el 10 de Agosto, contra eso se votó el 19 de Noviembre y contra eso nacisteis vosotros”. (Dirigiéndose a la mayoría gubernamental). Afirma que el General  Sanjurjo era el representante de la masa media que se desencantó con la evolución del régimen republicano, un General “españolísimo, popularísimo, arraigado completamente en ese sentido medio de esa masa media”; asegura que por esta razón sería explicable que Sanjurjo “el 14 de Abril no se opuso, sino, al contrario, al advenimiento de la República que traía esa masa media, por eso el 10 de Agosto, se rebeló contra el falseamiento de lo que el 14 de Abril había querido por República esa masa media, y por eso después esa masa media, el 19 de Noviembre, votó en las urnas, no ya su amnistía, sino su completa, clara, total y absoluta justificación. Esta es la pura verdad”. Tras estas palabras, el Sr. Prieto vuelve a ser protagonista de un agresivo y bronco discurso en contra del Proyecto de Amnistía en el que dice que se concede tan amplio perdón y la amnistía “a elementos enemigos del régimen que con las armas en la mano se sublevaron contra la República el 10 de Agosto”.
Critica duramente el hecho de que concediendo la gracia “se separe la gracia en dos fechas y que la mayor parte de los delitos amnistiados sean objeto de completa dispensa hasta el 14 de Abril y que otros delitos, queden exentos de la liberalidad de la fecha del 14 de Abril y se detenga para ellos la gracia el 3 de Diciembre”.
Igualmente, denuncia que se trate de derogar una Ley y que no se incluyan en el Proyecto los delitos de carácter religioso;
“¿hay algo más característicamente político que los delitos contra el ejercicio del Culto?”;
así, cree que es de extrema gravedad el que se trate de derogar la Ley del 24 de Agosto de 1932, “referente a la expropiación sin indemnización de las fincas rústicas propiedad de los comprometidos en el complot”.
Del mismo modo, considera que es más grave aún el que en la sesión de ayer se dejara sin efecto la Ley del 9 de Marzo de 1932 que establece que los generales “que
sin detrimento de su honorabilidad, pero por exceso de adhesión monárquica, constituían y siguen constituyendo un peligro para la República, quedan reintegrados a sus puestos”;
entiende que de nuevo se deroga una ley orgánica que votaron las Cortes Constituyentes lo que permitirá devolver a sus puestos activos “a los generales Millán Astray, Saliquet, Mola, Losada, Berenguer y algunos más que la República separó de los cuadros activos del Estado Mayor del Ejército por estimarlos peligrosos para el régimen”.
Tras una serie de rumores durante su intervención y, en su habitual proceder, amenaza a un sector de la Cámara;
“si queréis escándalo, escándalo; si queréis tumulto, tumulto; me es indiferente. Ahora bien, si aquí se levantan voces destempladas constantemente, con el propósito de ahogar la mía, yo os digo que de eso no sois capaces ni como diputados ni como hombres”. (Aplausos en los socialistas. Grandes protestas en otros sectores de la Cámara, que se convierten en gran tumulto que, después de largo rato, logra dominar la Presidencia).
Concluye su discurso con unas palabras casi de confraternización y dirigidas a los insurrectos anarcosindicalistas del pasado mes de Diciembre; “desde este escaño, olvidando agravios e injurias, a través de los barrotes de la prisión, les tendemos nuestra mano y estrechamos la suya, diciéndoles: Amigos, habéis sido víctimas de una tremenda injusticia contra la cuál protestamos con todo el ardimiento de nuestra alma proletaria”. (Aplausos). Tras la intervención del miembro de la Comisión Sr. Serrano Jover, que asegura que las izquierdas no pueden quejarse del Proyecto; “vosotros obtenéis inmensos beneficios del proyecto, que el dictamen de la Comisión, todo lo que se diferencia del proyecto del Gobierno es en virtud de las peticiones de las izquierdas”,
el Proyecto de Ley de Amnistía es finalmente aprobado. Pese a las cesiones de la Comisión a las distintas reivindicaciones de los socialistas, el Proyecto final no satisfacía a estos; se cometió, a mi juicio, un defecto de forma, si habían sido incluidos los delitos cometidos por los participantes de la tentativa golpista de Agosto del 32, también se deberían haber incluido los delitos de la revolución anarcosindicalista de Diciembre del 33, pese a que, sin duda, fue en sí misma un acto ciertamente vituperable debido al resultado final de decenas de muertos; con ello, se hubiera puesto en igualdad de condiciones ambos movimientos subversivos, no en vano, los dos tenían un trasfondo político pese a que las formas, de uno y otro, fueran completamente distintas. Sin embargo y, aún llegando a una conciliación y equiparación de ambos movimientos subversivos, qué duda cabe que los socialistas no hubieran cejado en su empeño de seguir cercenando la legitimidad de la actual Cámara a la que en ningún momento hubieran reconocido (ni deseaban reconocer), y es que ante cualquier disposición o iniciativa de esta, su actitud revolucionaria y guerracivilista no iba a bajar en intensidad, el plan “revolucionario” no iba a ser descarrilado por nada ni por nadie, por lo que, al menos, aprobándose finalmente el Proyecto en la forma en que se hizo, un buen número de potenciales pistoleros camuflados y etiquetados como "revolucionarios" no andarían sueltos por las calles y dispuestos a sumarse a la nueva revolución que, ya en aquellos momentos, se estaba preparando en una fase ciertamente avanzada.
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La convulsa Ley de Amnistía sigue dando lugar a múltiples desencuentros entre socialistas, derechas y radicales; un supuesto intento de corrección del Presidente de la República a la misma (unas intromisiones presidenciales muy habituales y muy del gusto del Sr. Alcalá Zamora) propicia la caída del Gobierno Lerroux, Gobierno que sería sustituido por su correligionario Sr. Samper. El Gobierno deberá acometer, sin pausa alguna, nuevos problemas e ingentes desafíos que comprometerán en extremo su obra legislativa, en esta ocasión, con el Proyecto de Ley destinado a derogar la tan polémica y discutida Ley de los Términos Municipales, un Proyecto que será combatido también sin descanso por la minoría socialista. Destacar que, en el curso del mes, tomará posesión de su acta el diputado de Renovación Española, Sr. Calvo Sotelo que, con el tiempo, se convertirá, sin duda alguna, en la figura parlamentaria más sobresaliente y destacada de las oposiciones de la Cámara.
Se abren las sesiones del mes el día 2 de Mayo, una convulsa sesión ya con un Gobierno presidido por el Sr. Samper y en el que se incluían tres nuevos Ministros; Ministro de Justicia Sr. Vicente Cantos Figuerola, Ministro Instrucción Pública Sr. Filiberto Villalobos, Ministro de Industria y Comercio Sr. Vicente Iranzo. Abría la sesión el Sr. Lerroux que se autoinculpa por el desarrollo y desenvolvimiento de la crisis que ha precipitado la caída de su Gabinete y que lo relaciona con la tramitación del Le Proyecto de Ley de Amnistía. Señala así que, tras la publicación de dicha Ley en la Gaceta, surgieron dudas en la persona del Presidente de la República acerca de las posibilidades reales de la misma; “surgieron en el espíritu del señor Presidente de la República dudas harto respetables”, por lo que, desde aquel momento, se había roto la confianza entre el Gobierno y
“el dispensador de la confianza al Gobierno”.
Señala que, pese a todo, se convino que se promulgase la Ley devolviéndose al Sr. Alcalá Zamora
“el depósito de confianza que nos había hecho el honor de concedernos”.
Pese a todas estas dificultades, se congratula por haber conseguido ampliar la base de la República y prueba de ello es que la minoría Agraria
“hizo concretas y terminantes declaraciones republicanas”
el día de la aprobación de la Ley de Amnistía. Por su parte, la minoría de Renovación Española y por medio del Sr. Goicoechea, apoya al nuevo Gobierno no sin dejar de censurar la gestión de la crisis; critica la inapropiada ejecución de la prerrogativa presidencial a cargo del Sr. Alcalá Zamora, con ese añadido de una apostilla personal que acompañaba a la promulgación de la Ley de Amnistía y en la que dejaba entrever ciertas diferencias de criterio personales respecto a la misma. Considera el Sr. Goicoechea que una Ley de Amnistía, una vez aprobada por el Parlamento,
“su propia naturaleza las hace imposibles de rectificación”, por lo que cree que es irreformable; “tienen toda la santidad y toda la permanencia de la cosa juzgada”. Piensa que este acto busca acabar con la carrera política del Sr. Lerroux al que agradece su trabajo al frente del ejecutivo.
Tras esta intervención, el Sr. Prieto afirma que el artículo 83 de la Constitución permite al Presidente de la República reprobar una ley y devolverla al Parlamento para que sea nuevamente discutida, por lo que entiende que el acto del Sr. Alcalá Zamora es legítimo, un acto que trataría de corregir
“la anomalía atropelladora con que el último día se llevó la discusión de este importante dictamen, con ausencia de Gobierno”,
y
en donde se admitieron sin debate por la Comisión
“unas enmiendas y unos votos particulares”.
Pregunta al nuevo Presidente Sr. Samper si su Gabinete “al aceptar la responsabilidad de ese documento, acepta también los fundamentos de esos reparos de orden jurídico opuestos por el Sr. Presidente de la República al texto de una ley”.
El ahora Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Samper, cree que el derecho de veto Presidencial solo trata de corregir ciertos aspectos de una ley pero no trata de cambiar el espíritu de la misma, por lo que no es necesario en este caso, “la sumisión del Presidente o la sumisión de la Cámara”
ni la sustitución de uno de los dos órganos, como sería preciso si el veto hubiera puesto en cuestión el espíritu de dicha Ley; reconoce que la crisis vino por las diferencias de criterios, especialmente, en la cuestión de los militares protagonistas del golpe de Agosto del 32 entre el Presidente de la República y el Gobierno, unas interpretaciones distintas que conllevaron la crisis y que provocaron que el Gobierno plantease la cuestión de confianza al Presidente de la República produciéndose, a continuación, la dimisión del Gobierno. Lamenta que este tipo de imprevistos sean motivados por la ausencia de un Senado, el cual fue defendido por el propio Sr. Alcalá Zamora durante los debates de la Constitución. Por su parte, la minoría Tradicionalista y en la voz del Sr. Domínguez Arévalo, considera incompresible que, habiéndose mejorado el Proyecto inicial de Amnistía y para dar satisfacción a sectores contrarios a ella (por la minoría socialista), haya podido derivar al final en una crisis gubernamental, un hecho que reforzaría su teoría de la crisis del sistema parlamentario contra el que vuelve a emitir duras críticas. Advierte que ahora las derechas y una vez transcurridos seis meses de legislatura,
“hemos tenido una parsimonia, forzados por altas consideraciones, que en muchos casos ha hecho que tengamos que refrenar naturales impulsos”,
por lo que a partir de ahora estarán vigilantes de que el nuevo Gobierno cumpla los objetivos del programa común que fue presentado en el mes de Diciembre pasado, así, reitera su exigencia de reparar
“toda la obra rectificadora que se impone del bienio de 1931 – 1933, de aquella gran arbitrariedad que fue repudiada en Noviembre y que a medida que el tiempo pasa crece esa repulsa”.
En la réplica, el Sr. Prieto muestra el frontal rechazo de la minoría socialista al nuevo Gabinete, critica al Sr. Lerroux respecto a su intención de volver “a tender su mirada suplicante a las derechas”
con el propósito de agrandar la base de la República, dice que es un gran error y un desconocimiento del panorama político español, lo que les obliga “a acentuar nuestro divorcio con el régimen republicano actual por los derroteros que lleva”, con unas Cortes que califica como
“antirrepublicanas”.
Concluye con su ya rutinaria retahíla de amenazas en las que parece casi legitimar un enfrentamiento armado entre las dos Españas como él mismo apunta;
“estamos dispuestos con nuestras fuerzas, con los arrestos de que dispongamos, a impedir esa maniobra para acabar con el régimen, en la que vosotros sois, quizá inconscientemente, cómplices vergonzantes; habrá una lucha entre dos Españas que pugnan y pelean, en un drama angustioso, por preponderar; ”el partido socialista jura aquí poner el máximo empeño, en el terreno que sea, para evitar que la reacción se apodere de nuevo de los destinos de España y destruya lo que tiene de honrado, de esencial y legítimo la República española”. (Aplausos en la minoría socialista). Tras estas afirmaciones, el Sr. Gil Robles se levanta para realizar uno de sus mejores y más elocuentes y recordados discursos en estos años parlamentarios de la República, en el que reafirma, una vez más, su condición de lealtad plena al régimen republicano pese a las reiteradas denuncias y temores de los socialistas que proclaman, a los cuatro vientos, ensoñaciones revolucionarias por entender que con el apoyo gubernamental de minorías como la CEDA (recordemos, minoría más votada por los españoles en las últimas elecciones), la República está en peligro; dice que no quiere entrar a debatir a fondo el asunto de las atribuciones Presidenciales ya que el Jefe del Estado, “es la personificación de la Nación, y todo lo que sea traerle a debate a una Cámara es mermar su autoridad”,
sin embargo, añade;
“el Presidente de la República no ha llegado a conflicto con el Parlamento, por la sencilla razón de que no ha habido la devolución de la ley”; recuerda que
la Ley esta promulgada y publicada en La Gaceta dispuesta para entrar en vigor y que es razonable y natural que el Presidente de la República haya acompañado ese acto de promulgación
“con unas cuartillas que expresan un criterio personal, extraordinariamente respetable”.
Se pregunta si vale la pena traer a debatir en forma de una gran crisis estos sucesos cuando lo que en fondo subyace
“no es la conducta del Presidente de la República, sino la actitud de determinados grupos de la República que quieren llevar a esta fuera del camino legal”. (Muy bien, muy bien); y así, quiere advertir de lo que, a su juicio, son las verdaderas intenciones de los socialistas;
“porque lo que ha ocurrido, señores diputados, es lo que se aparecía extraordinariamente claro en las últimas palabras pronunciadas por el Sr. Prieto, como entrada o pórtico a la arenga revolucionaria con que acostumbra, entre golpes de pecho fulminantes, hacer una invocación a la revolución social”. (Risas y rumores);
“En el fondo de esta crisis late una clarísima maniobra política en la cual no tenía intervención ninguna el Jefe del Estado, sino que tenían intervención aquellos grupos derrotados en las elecciones, algunos de ellos barridos por completo, que al amparo de un estado de ánimo, perfectamente explicable, del Presidente de la República, quisieron iniciar una maniobra de gran estilo contra las fuerzas parlamentarias que estaban sirviendo de sostén a una política de centro que anhelaba la Nación española”. (Muy bien, Grandes aplausos).
Incluso, llega a dar a entender que, en los pasillos de la Cámara, esas minorías piden la dimisión del Presidente de la República (destacar que, durante su larga intervención, el Sr. Azaña pide la palabra por primera vez en la presente legislatura). Prosigue criticando la actitud de los socialistas por ser los protagonistas de durísimas críticas contra el Jefe del Estado en “su Prensa revolucionaria”, “lo que ibais buscando vosotros que habláis de la defensa del Presidente de la República no era otra cosa que llevarle a una disolución de las Cortes”, y añade; “lo que ibais buscando era que en las próximas Cortes, tuvieran que discutir la conducta del Presidente de la República, y entretanto, en unas elecciones, que serían iguales a una guerra civil, lo que buscabais era que la bandera de esa guerra civil fuera el propio Presidente de la República, cuya conducta tendría que ser juzgada por los unos y por los otros, para que dierais satisfacción a vuestro deseo de acabar con la política que se desarrolla”. (Aplausos);
“No os importaba el Presidente de la República, lo que queríais era apoderaros del Gobierno y con ello del Ministerio de la Gobernación para ver si los resortes del Poder os permitían traer una Cámara izquierdista, que de hecho sería una Convención”.
Critica que estos grupos enarbolen la bandera del republicanismo auténtico y exclama; “¡Republicanismo neto a los que estáis a todas horas diciendo que la República para vosotros no es más que un medio para llegar a la revolución social!”. En un firme y enérgico alegato respecto de la fidelidad de su minoría al régimen republicano, afirma que lo que de verdad duele a los socialistas es que las fuerzas de la derecha,
“cumpliendo un deber patriótico, en plena realización de sus deberes ciudadanos, se levanten aquí día tras día, no con palabras, sino con hechos, a proclamar que esa fórmula abstracta y teórica que nosotros ponemos en nuestro programa, de acatamiento al Poder constituido, es de hecho por nosotros un acatamiento a ese Poder en la forma del régimen que el pueblo ha establecido, y nosotros hemos proclamado con hechos que estamos sirviendo y que estamos defendiendo a la República para por medio de ella, salvar a España sobre todo”. (Prolongados aplausos y aclamaciones);
el Sr. Pérez Madrigal dice:
“Sr. Gil Robles, ¡Viva la República!”; y prosigue;
“Lo que vosotros no podéis admitir es que nosotros nos conduzcamos con la lealtad con que nos estamos conduciendo constantemente”, unas fuerzas de derecha que son conscientes del deber que tienen que cumplir
“y que acuden a la batalla ciudadana en el mismo terreno en que vosotros les planteasteis la batalla en las Cortes Constituyentes”, “allí nos amenazasteis con la violencia, allí nos la aplicasteis y la ley era exclusivamente para vosotros”;
afirma que lejos de reducir su capacidad de lucha y, dentro de la legalidad, han peleado en legítima batalla “y os la hemos ganado tres veces”, “y en ese terreno de la legalidad nos hemos colocado, y en él continuamos y estamos dispuestos a vivir, porque solo de esa manera servimos a nuestra Patria, que nosotros ponemos por encima de todo”.  Asegura que lo que en el fondo querían los socialistas era
“un régimen para vosotros solos. Os ha salido mal la cuenta; es de todos los españoles, tan españoles nosotros como vosotros”. Además, muestra su pesar por la penosa circunstancia de tener que escuchar a diario apelaciones a la revolución,
“que hace el Sr. Prieto. Muy perdida debéis tener la batalla en el terreno de la ley cuando tanto la proclamáis en el terreno de la revolución”. (Muy bien). No son necesarias muchas más explicaciones dadas las rotundas aseveraciones del Sr. Gil Robles, describía perfectamente la realidad y el escenario político español del momento y los difíciles tiempos que aguardaban al conjunto de la Nación ante la indisimulada actitud subversiva de los socialistas, frente a ello, su minoría se ponía, con firmeza y decisión, al servicio de la Ley y de la Patria aparcando las ideologías disgregadoras y fragmentadoras.
Tras la rotunda intervención del Sr Gil Robles, la minoría de la Lliga, en la voz siempre serena y reflexiva del Sr. Ventosa Calvell, apela a una política de
“conciliación y moderación”; critica la actitud de los socialistas en este sentido, “porque creemos que precisamente vosotros, los que decís que queréis combatir el fascismo y la violencia y la fuerza, los que decís que teméis que las derechas se apoderen de la República, sois los que con vuestras amenazas insensatas provocáis el espíritu de la violencia”. Por su parte, la minoría de ERC a través del Sr. Santaló, anuncia que se oponen a dar la confianza al nuevo Gobierno y se suma a las amenazas de los socialistas a las minorías de las derechas;
“si llega el caso de pretender vosotros imponernos sin razones, única y exclusivamente poniendo en la Mesa de la Cámara el peso de vuestros votos, conseguidos por los procedimientos que usabais en la Monarquía (Protestas), nosotros secundaremos decididamente, incondicionalmente, la actitud que ha indicado el ilustre representante de la minoría socialista”. Así, la ERC, se hacía también solidaria de las amenazas revolucionarias de los socialistas uniendo su suerte desde este momento a la conducta y obra del partido socialista. A continuación, se produce la primera intervención del Sr. Azaña en esta legislatura tras el triunfo de las derechas en Noviembre del pasado año, es decir, casi siete meses después. Pide encarecidamente al Sr. Samper que deje claro si su Gobierno se hace solidario de las rectificaciones que aparecen en el documento Presidencial referente al Proyecto de Ley de la Amnistía; considera que el documento enviado por el Presidente a las Cortes “ha querido interponer el veto suspensivo a la ley de Amnistía”,
y por ello pregunta al Sr. Samper; “¿por qué no lo ha interpuesto?, este es el problema, ¿cómo, por qué y quien le ha impedido que lo interponga?”.
Cree que el nuevo Gobierno ha torpedeado e incluso vetado la facultad de la prerrogativa presidencial establecida en el artículo 83 de la Constitución; “El señor Presidente de la República ha firmado la ley tal y como estaba, porque no ha tenido más remedio, porque el Gobierno a que pertenecía S.S. le ha obligado a firmar, negándole el refrendo necesario para devolver al Parlamento el Mensaje”. Denuncia que, por primera vez, cuando el Jefe del Estado quiere ejercitar un derecho privativo
“exclusivo suyo que le concede la ley Constitucional”, el Gobierno, “valiéndose de la necesidad de un refrendo para los actos del Presidente de la República, le niega el paso al ejercicio de su prerrogativa”;
por ello, desea advertir la gravedad del asunto por su manifiesta inconstitucionalidad. El Sr. Samper cierra la sesión replicando al Sr. Azaña; califica el discurso del Sr. Azaña de “retorcimientos dialécticos de un espíritu atormentado”; “no puedo admitir su compasión”
y asegura que se siente tranquilo por cumplir con su deber.
En la sesión del día siguiente, día 3, se debaten los sucesos ocurridos en Zaragoza y la situación social por la que atraviesa la ciudad;
el diputado de la minoría Tradicionalista Sr. Comín, junto con los señores Guallar y Serrano Suñer, denuncian la situación de la ciudad en la que se han instalado muchos revolucionarios protagonistas de los trágicos sucesos del pasado mes de Diciembre. Por su parte, el socialista Sr. De Gracia, en lugar de unirse a estas denuncias, centra su punto de mira en las condiciones en que se encuentran en las cárceles los prisioneros miembros de la UGT; hace referencia a que se cometían excesos contra personas “que habían caído en las múltiples redadas que tuvo que hacer la Policía”,
y por ello, justifica que las organizaciones obreras, “cansadas de aguantar”,
“convinieron en declarar un movimiento de carácter general”.
Solicita que se restablezcan las condiciones laborales de estos trabajadores para así acabar con la situación de desorden social. El Ministro de la Gobernación, Sr. Salazar Alonso, apunta que los hechos se inician por el estallido de una bomba frente a una Comisaría entre cuyas víctimas se encuentra un niño, ante ello, dice que la autoridad no podía inhibirse, llevándose a cabo la detención de dos hermanos como presuntos autores del atentado, momento en el cuál; “los obreros de Zaragoza se creyeron en la obligación de declarar una huelga por doce horas”.
Señala que no es ni siquiera una huelga sino una ausencia deliberada del trabajo; ante este panorama, los patronos decidieron no incorporar al trabajo a trabajadores del sector del tranvía y de los autobuses, los cuáles, decidieron secundar la huelga para ser finalmente sustituidos por otro personal; asegura que tomará todas las medidas posibles tendentes a restablecer el orden. En esta misma sesión se empiezan a discutir los PGE del presente año iniciándose la ronda con el del Ministerio de Justicia.
Unos días más tarde, el día 8, el diputado socialista Sr. Prat formula una Proposición para protestar por la legalidad de la concesión del acta del Sr. Calvo Sotelo, la Comisión le contesta que, tras la aprobación de la Ley de Amnistía, el acta de dicho diputado cobra toda su validez. A continuación, el diputado socialista Sr. Jiménez de Asúa, defiende una Proposición en contra de que pasen al Tribunal Supremo los asuntos tratados por la Comisión de Responsabilidades con arreglo al cumplimiento de la Ley del 27 de Agosto de 1931; defiende la naturaleza puramente política de esta Ley rechazando así el que sea la Justicia quien se ocupe de estos asuntos referentes a los Sucesos de Jaca, la Sanjurjada y otros; el diputado de Renovación Española Sr. Suárez de Tangil, afirma;
“una vez disuelta las Cortes Constituyentes había terminado la misión de la Comisión de Responsabilidades”;
refiere que no es culpa suya que esa Comisión de Responsabilidades de las Constituyentes no hubiese funcionado como era preceptivo y pasase tanto tiempo en inactividad, “han tenido 3 años para proceder en Justicia sobre todos esos casos, y al no hacerlo, es ahora el Tribunal Supremo el que debe de hacerlo”.
Por su parte, el cedista y miembro de la Comisión Sr Salmón, reitera los fundamentos ya expuestos para que sea el Tribunal Supremo el que se ocupe de estos asuntos,
“estamos convencidos de que las Cortes no son el órgano indicado”; igualmente, el agrario Sr. Casanueva, recuerda que muchos de los diputados componentes de la Comisión de Responsabilidades ni siquiera ya ostentan el acta de diputado; señala que lo que ahora hacen es cumplir con la Constitución y en la que se dice;
“La Cámara Constituyente, por medio de su Comisión de Responsabilidades, hará la investigación de estos sucesos”, Comisión que reitera que ya no existe al no existir la Cámara que la creó. De este modo, defiende que sea la Justicia y no la política la que dirima sobre estos asuntos;
“cuando en un sitio entra la política, la Justicia sale por la ventana”. En la sesión del siguiente día, el 9, destacar que se aprueba definitivamente el tan discutido acta del Sr. Calvo Sotelo.
La tensión de la Cámara aumenta en la sesión del día 10 con el inicio de la discusión de la derogación de la polémica Ley de los Términos Municipales; el diputado socialista, Sr. Blázquez, vuelve a defender la obstrucción parlamentaria de su minoría alegando para ello los abusos cometidos sobre los obreros por parte de los patronos; el agrario Sr. Royo Villanova le reprocha esta actitud, refiere que él cuando hacía obstrucción, al menos, “tenía la gallardía de decirlo”;  el Sr. Blázquez no se toma a bien sus palabras y le contesta: “¡Hay
que ver cuántas veces el Sr. Royo Villanova hace el Clown!”.
Tras estas palabras, el diputado de la minoría Agraria Sr. Madariaga, muestra su incredulidad a los datos aportados por el Sr. Blázquez; así, ofrece otra serie de ellos y referidos a la posible presión que ejercería la UGT sobre los trabajadores que no son afiliados a la misma; “Señor Blázquez, si lo que dice S.S. es verdad y lo que yo digo es mentira, no volveré a ocupar un escaño, si lo que digo yo es cierto y lo que dice S.S. es mentira, haga la misma promesa ante la Cámara de no volverse a sentar ahí”. (Aplausos).
Destaca el ejemplo de la localidad de Santa Olalla, lugar en el que se construye también una carretera y donde se nombra encargado al jefe de la Casa del Pueblo, al que se le atribuyen estas palabras:
“el que no haya votado por las izquierdas, no trabaja”. Asegura que toda esta situación dramática de la provincia es debida a la obra de las Cortes Constituyentes,
“sumida en la miseria por la labor del bienio trágico de la dictadura incivil que dominó España”. Al respecto, muestra su contrariedad por las maniobras socialistas y que, a su juicio, son orquestadas desde el Ministerio de Trabajo, centrando sus críticas en la figura del Sr. Largo Caballero;
“cuando un Delegado del Trabajo, Sr. Blázquez, llega a Toledo y no se somete a la tiranía de la Casa del Pueblo, se da una orden que consiste en lo siguiente: Pedimos al Ministro del Trabajo que destituya a este delegado provincial. Lo solicitan todas las organizaciones socialistas de la provincia de Toledo”, algo que, finalmente, se hacía por orden emanada del Ministro de Trabajo.
En la sesión del día 16 se discute de nuevo el Proyecto de la derogación de la Ley de Términos Municipales, continua la obstrucción socialista, en esta ocasión, a cargo del Sr. Andrés y Manso; tras sus críticas a los patronos, afirma que puede llegar a reconocer, incluso, algunos de los abusos socialistas referidos por el Sr. Madariaga anteriormente, pero su reconocimiento no es gratuito, lo hace a cambio de que se reconozca también por otros sectores de la Cámara; “que hay mucho de cierto también en lo afirmado por el Sr. Blázquez”.
Por todo ello, proponen una enmienda con la intención de llegar a una fórmula de consenso; solicita que antes de que se apruebe la ley, “se dicte una disposición que determine el jornal mínimo legal y obligatorio para las faenas del campo”,
además de poner todos los medios dirigidos a hacer funcionar con regularidad los Registros de Colocación para así obligar al patrono, “a
ir a tomar a sus obreros a esos Registros, por orden riguroso de inscripción, dentro de cada categoría y dentro de cada especialidad”. La Comisión acepta la petición y la somete a un nuevo estudio. Al día siguiente, el 17, el diputado agrario por Salamanca, Sr. Castaño, rechaza algunas de las imputaciones del día de ayer realizadas por el socialista Sr. Andrés y Manso; asegura que en la provincia los patronos están pagando jornales de hasta 25 y 30 pesetas, Bases de Trabajo que han sido firmadas por él mismo. Añade, además, que la clase patronal que trabaja las mismas horas que el obrero “no percibe como salario, las dos pesetas, ni la 1,50 que se considera como jornal de hambre para el obrero”.
El Sr. Andrés y Manso no varía su parecer y pasa decidido al ataque; reprocha a los patronos por favorecer
“los jornales del hambre”; “la clase trabajadora, porque lo queréis, va a enfrentarse con vosotros, va a luchar contra vosotros”. (Rumores). A continuación, la diputada socialista Sra. Lejárraga, se posiciona en términos similares haciendo gala de una vibrante exaltación verbal en la defensa de una de sus enmiendas al citado Proyecto;
“cuanto más crueles, cuanto más incomprensivos, cuanto más ignorantes, mejor para nosotros, porque llegará más pronto el instante, como llegó en Rusia (Rumores), en que haya que recoger en una espuerta los restos de todo lo que se hunde y de que tenga que ponerse a rehacer España los únicos que saben hacer algo por sí mismos, no los que poseen, los que trabajan”. (Rumores – Aprobación en la minoría socialista). Tras estas manifestaciones, se produce la réplica del diputado Agrario Sr. Castaño, el cual, ante las amenazas proferidas contra los patronos de Salamanca por parte del Sr. Andrés y Manso le advierte que dicha patronal; “tampoco ha vacilado nunca ni se ha echado atrás en ningún momento. Sabe el Sr. Andrés y Manso, por experiencia propia, que la clase patronal ha acudido al terreno donde le han llamado”. (Protestas).
Resaltar que estas manifestaciones, de cierta virulencia y desenfreno verbal, hasta la fecha presente, muy rara vez habían salido de los labios de un diputado perteneciente a las minorías de centro o de la derecha parlamentaria, unas palabras que pese a su evidente desacierto e infortunio (el Parlamento no debe ser nunca el escenario de este tipo de incontinencias verbales), respondían a una invitación previa al enfrentamiento por parte del diputado socialista Sr. Andrés y Manso. El Parlamento, centro de la soberanía popular, debe ser un lugar de búsqueda de entendimiento, de acuerdos o consensos; no es defendible ni justificable tampoco recoger el testigo de la amenaza y el insulto pero, es verdad, que contenerse ante las constantes y reiteradas amenazas socialistas ejercidas durante meses, cuando no años, bien pudiera ser, en ciertos momentos, un ejercicio sumamente complicado que, no por ello, excusable. Hecho este inciso, decir que la obstrucción socialista prosigue, ahora en la voz del Sr. Bilbao Castellanos que vuelve a reiterar las predicas habituales contra los patronos; tras ello, el diputado agrario Sr. Martín y Martín le recuerda que en la minoría socialista todos son patronos (tres cuartas partes de la bancada socialista, aproximadamente, tenían esta condición),
“Y el Sr. Álvarez Angulo que es empresario”,
a lo que replica el Sr. Bilbao Castellanos; “yo no hablaba de los patronos industriales, la enmienda no tiene nada que ver con eso”. (Exclamaciones); tras ello, advierte que, si se aprueba la derogación,
“los obreros de esos pueblos se defenderán por los medios que puedan”. (Grandes rumores).
El día 18 tenía lugar la histórica sesión en la que el Sr. Calvo Sotelo dirige su primer discurso a las Cortes republicanas. Previamente, se discutía de nuevo el Proyecto de Ley de la derogación de los Términos Municipales; destacar la agradable y gratificante intervención del diputado socialista Sr. Santos, muy alejada de los términos en los que se solían levantar sus correligionarios; se emplea con razonamientos muy serenos y razonados con el propósito de buscar puntos de encuentro y entendimiento, apuesta por tratar de minimizar los abusos de los empresarios y buscar soluciones de concordia; la Comisión pese a sus buenas intenciones, rechaza su enmienda al entender que muchos puntos de los que ahora propone ya están recogidos en el dictamen. Tras las reiteradas negativas de la Comisión a las peticiones socialistas, el Sr. Bilbao Castellanos se levanta para criticar la posición de intransigencia de la misma y, así, advierte recurriendo de nuevo a la desmedida incontinencia verbal del socialismo; “Engendraréis la guerra civil, porque yo, os lo digo claramente, en los pueblos aconsejo a los campesinos que no lo permitan, (Rumores). Por tanto, dad garantías a los campesinos y no llevéis la violencia a los pueblos, porque en el terreno de la violencia sois vosotros los que tenéis que perderlo todo”. (Rumores). En este punto, con unos socialistas enrocados en posiciones tan extremas, hasta la propia Comisión, por defecto, hacia lo propio también con sus criterios y decisiones haciendo muy complicado cualquier panorama proclive al consenso y el acuerdo.
Tras este enconado debate, tenía lugar la primera intervención del Sr. Calvo Sotelo en las Cortes republicanas en medio de una gran expectación, en este caso, para defender una Proposición sobre el establecimiento de normas para la nivelación presupuestaria. Hace una comparativa por periodos, del balance económico de los mismos, destacando el aumento desbordado del déficit y la deuda desde el año 1931, pese a ello, afirma;
“lo que nosotros queremos es que España sea próspera y rica”, “jamás en este tiempo que yo he vivido fuera de España he sentido el deseo, que hubiera sido malsano, mezquino y ruin, de que fracasarais los hombres de la República, para que fracasara a la vez la República, ¡Jamás! Muchas veces en privado he dicho: ¡que triunfen esos hombres!, y ahora lo declaro en público, entregando mi corazón a vosotros”.
Asegura que la razón principal de la trágica situación actual, “es que se ha agotado la base fiscal, que se ha extinguido la riqueza fiscal por los estragos que ha producido la política social desarrollada en estos últimos años”,
en ella no incluye la elevación de jornales, ya que era una medida, sobre todo en el campo,
“de estricta necesidad”. Señala que lo grave es que este aumento de jornales no se acompaña
“de un aumento del rendimiento, una mayor producción”,
cree que no es posible redistribuir la renta
“sin aumentar la producción”.
Al respecto, afirma que, si la riqueza se socializa, “en cierto grado y forma, el rendimiento desparece, y en lugar de ser una fuente de provecho, es una causa de cargas”;
asegura que si en España se redistribuyera la renta nacional entre todos de forma igualitaria;
“el resultado sería un cociente de hambre”.
Hace también referencia a la enorme política de gastos emprendida desde el año 31, destacando los gastos en personal y en Orden Público, “los gastos del Orden público aumentan en este periodo de un modo vertiginoso, con ritmo que os confiese me produce verdadero pasmo”; advierte que desde 1930 se han creado unos 10 mil agentes más encargados del orden público, “es decir, tantos como maestros de nueva creación”. (Risas y rumores).
Se refiere igualmente a los gastos del Parque Móvil de la Dirección General de Seguridad;
“con un gasto de 500.000 pesetas en 1925, 1.500.000 en 1930, 7 millones en 1932 y 13.900.000 pesetas en 1933”. (Grandes rumores); así, afirma que durante los 4 años que fue Ministro de Hacienda, el coche de dicho Ministerio
“era suministrado, sostenido y conducido por elementos del Parque Móvil, lo que demuestra que hay despilfarro y despreocupación de los intereses públicos ante los intereses privados, porque ese mismo Parque Móvil, que ahora tiene más coches, y ello es una actuación, estaba antes dirigido por un ingeniero que cobraba 6.000 pesetas, y hoy tiene un ingeniero con 15 o 18.000 pesetas, más un personal directivo que cuesta al Estado 48.000 pesetas”. Considera que en el momento que a un país “se le pide el aumento de un 200 - 300% en los gastos públicos hay derecho a servirle una paz pública, plenamente asegurada en todo momento”. Culpa de todo este desorden al partido socialista; “la causa principal radica, quizá, en la actitud del partido socialista español, y voy a decir esto con una objetividad plena, pero con una sinceridad absoluta”, “yo repaso la actuación y actitud en los últimos tiempos adoptan los partidos socialistas europeos adheridos a la Segunda Internacional, y no hallo un punto de similitud con la actitud y actuación que adoptáis, si no todos vosotros, hay excepciones y esto es lo grave, por lo menos algunos de vuestros dirigentes más significados”; “aquí constantemente la perturbación callejera del orden, en todos los pueblos europeos garantizado contra estos riesgos, aquí constantemente la relajación de los resortes de la disciplina del trabajo, con lo cual desaparece el principio jerárquico esencial en toda clase de pueblos, sean burgueses o comunistas, y Rusia sirve de buen ejemplo, aquí constantemente, esto sí que es grave, huelgas de solidaridad y huelgas políticas, tipo de huelga que no se conoce en Europa hace muchos años”; asegura que, en los tres últimos años, solo ha visto en Francia una huelga política,
“en París, duro 24 horas, el 12 de Febrero”. Destaca otra factor del gasto desmesurado; “el abuso de las jubilaciones forzosas por motivo de carácter político”,
también,
“las leyes de retiro dictadas para el Ejército y la Marina”, hace mención en este punto, a la dictada por el Sr. Azaña para el Ministerio de Guerra, la cual,
“bate todos los récords de la imprevisión y de la irreflexión” y
donde “se han retirado con el sueldo entero a perpetuidad militares supernumerarios que estaban sin percibir ningún devengo y que probablemente no hubieran vuelto a percibirlo jamás, porque ya habían encontrado puestos en la actividad privada suficientes para subvenir a sus necesidades”.
Asegura conocer algún caso, por lo que el Sr. Fernández Ladreda se levanta para decir:
“Yo”;
“aquí hay un ejemplo, no hay más que hablar” puntualiza a continuación el propio Sr Calvo Sotelo. Considera que, a su juicio, no hay más que una solución; “otorgar al Gobierno plenos poderes con plazo preestablecido que no pasara del 30 de Junio, fecha del término de la prórroga vigente, plenos poderes para que, por medio de Decretos leyes, amparados en la autoridad de confianza que suponga una votación parlamentaria, el Gobierno resuelva sobre la marcha, con medidas concretas y draconianas el problema presupuestario español”.
Concluye asegurando que en su argumentación no hay ninguna perspectiva política y que solo va encaminado al saneamiento de la sufrida hacienda española. Resaltar que su largo y elocuente discurso, sorprendentemente, es escuchado con el más absoluto de los respetos por todos los miembros de la Cámara (primero y, tal vez, el último…).
A continuación, se levanta el socialista Sr. Prieto, y lo hace visiblemente molesto al haber imputado a los socialistas todos los males de la República; entiende que la propuesta del Sr. Calvo Sotelo choca con la Constitución por lo que dice que, detrás de ella;
“palpita intensamente una maniobra política peligrosísima para el régimen republicano”.
(Rumores);
“es natural, señores diputados, que el grupo socialista, se ponga desde luego en guardia ante la propuesta que acaba de formular el Sr. Calvo Sotelo”, un peligro que dice bien pudiera acabar en una Dictadura
“que había de ser ejercida por las extremas derechas del país, las más hostiles a la esencia del régimen republicano”.
Critica que se haya levantado a dar lecciones de conducta a los socialistas cuando, a su juicio, “fue
el causante de la ruina de la Hacienda española, se levante a título de regenerador de esa misma Hacienda y…….” (Grandes aplausos en la minoría socialista y en otros lados de la Cámara).
Igualmente, recuerda que fueron los protagonistas del régimen dictatorial los que llevaron el país a la ruina y propiciaron la caída del régimen monárquico. Concluye con algunos de sus conocidos excesos oratorios asegurando que han pecado “de blandura, de benevolencia, de generosidad, pero cuando llegue la hora, que se teje minuto a minuto, del arrepentimiento por nuestras resoluciones, nosotros podremos arrepentirnos desde nuestro punto de vista de no haber sido enérgicos, más no de aquel candor que nos llevó a una benevolencia y a una generosidad de la cuál vosotros no habéis sido, ni sois, ni seréis nunca capaces”. (Grandes y prolongados aplausos). De este modo, el Sr. Prieto ponía también en la “diana” a un nuevo elemento hostil de "su" República; la fijación y casi obsesión con la figura del Sr. Calvo Sotelo, será una constante en las prédicas socialistas durante los siguientes dos años.
El día 22 se discute de nuevo el Proyecto de derogación de la Ley de Términos Municipales; prosigue la obstrucción socialista al Proyecto con la defensa de innumerables enmiendas, en este caso, de los señores Blázquez y Romero Solano; la Comisión en la boca del Sr. Madariaga entiende que todas las fórmulas defendidas por los socialistas tratan de asegurar las garantías
“para que los patronos de una localidad no puedan someter  a los obreros de ese pueblo a la tiranía de su codicia”, considera que todo ello ya está recogido en los Jurados mixtos en los que el obrero “tiene la defensa de sus propios representantes elegidos por él, tiene además un representante del Estado, que es el Presidente y, en último caso, si se cree víctima de la injusticia, apela a organismos superiores, donde también tienen representación como elemento trabajador y donde está la propia representación del Estado, que es el Ministro”.
Tras este debate, interviene el Ministro de Hacienda, Sr. Marraco, que se dispone a rebatir algunos de los datos expuestos en la anterior sesión por parte del Sr. Calvo Sotelo; así, recuerda algunos de los registros deficitarios de la época dictatorial, circunstancia que aprovecha para criticar, igualmente, la obra de los anteriores  Gobiernos del Sr. Azaña. Coincide con el Sr. Calvo Sotelo respecto a la urgente necesidad de nivelar el Presupuesto, sin embargo, quiere advertir de ciertos peligros; “¿nos lanzamos a la revolución social, consintiendo que partidos gubernamentales, como el socialista, hagan el frente único con la FAI? La economía no soporta eso”, una situación difícil de la que culpa tanto a la Dictadura como al bienio azañista; “y también el bienio, señores socialistas”. A continuación, interviene de nuevo el Sr. Calvo Sotelo, lo hace agradeciendo a la Cámara el respeto que le mostró el anterior día; “con un silencio que no sé cómo agradecer y que jamás olvidaré” .
Vuelve a establecer una comparativa de datos económicos de la Dictadura y de la República en un claro intento de hacer una encendida defensa de la obra económica realizada durante el periodo dictatorial; “lo que ha perjudicado a la Hacienda no fue la herencia de la Dictadura, que financieramente es superior a lo que S.S. ha dicho el otro día y hoy el Sr. Ministro, sino por la política de desorden social que siguió la República: la quema de los conventos…….”.
Afirma que al llegar el día 11 de Mayo del año 31 se suspendió el empréstito Morgan por los sucesos de aquellos días; “la casa Morgan consideró necesario cancelarlo, porque estimó que un pueblo donde ocurren los sucesos vandálicos que acontecieron aquel día, sin que por parte del Gobierno haya el menor estímulo de reacción y de castigo, antes al contrario, más bien de solidaridad”.
Dice que, si no se hubiera cancelado el crédito Morgan,
“como el dólar bajó, como el dólar ha perdido su paridad, como el dólar pierde el 40% de su paridad, España hubiese recibido 38 millones de dólares por lo menos, y no tendría que entregar más que el 70%, y se encontraría, por lo tanto, con una economía enorme”.
En la siguiente sesión del día 23 es replicado de nuevo por el líder socialista, Sr. Prieto; desmiente que la Casa Morgan rescindiera el convenio “que en nombre del Estado español, firmó el Sr. Ventosa como consecuencia del incendio de conventos ocurrido el 11 de Mayo, porque la rescisión del empréstito Morgan se hizo el día veintitantos de Abril y el incendio de conventos ocurrió el 11 de Mayo. No es verdad, pues, la afirmación que, entre aplausos de sus correligionarios, dejó ayer sentada su señoría”. (Fuertes aplausos - El Sr. Calvo Sotelo pronuncia palabras que no entienden).
Sin embargo, no niega
“la existencia del factor inquietud en el dinero, siempre tintineante por el miedo que produce un cambio de régimen en una nación”
que, a su juicio, fue
lo que realmente produjo la rescisión de dicho empréstito por parte de la Casa Morgan. Respecto a la quema de conventos del 11 de Mayo, cree que no es justo
“fijar la responsabilidad de una manera personal en un hombre que participaba de aquel Gobierno” (en referencia al Sr. Maura), afirma que la responsabilidad es compartida por todos los Ministros de aquel Gabinete que, en el día de antes de los sucesos,
“desde primera hora de la mañana estaba reunido en el Consejo de Ministros”
con la voluntad de tomar decisiones, fueran valientes o desacertadas. Y, así, recuerda lo ocurrido el día 10 de Mayo con aquella reunión de distintos elementos monárquicos en el edificio del diario ABC; “el 11 de Mayo tuvo una víspera, cuando el sentimiento republicano de España latía con aquel magnífico fervor, surgió de vuestra parte una provocación insólita y entonces masas republicanas, que os habían respetado, con un respeto casi rayano de devoción, se entregaron a la ira y saciaron la venganza que, en último término, debía haber recaído personalmente sobre vosotros, en algunos edificios religiosos”. Recuerda que terminada esa jornada se declaró el Estado de Guerra y que el hombre sobre el que se fijaron las responsabilidades de aquellos sucesos, “dimitió de su cargo de Ministro de la Gobernación”. Concluye afeando de nuevo a los sentimientos religiosos; “yo creía que los actos de aquel día habían herido profundamente vuestras creencias religiosas, de hombres católicos, religiosos, viendo que las gentes en su frenesí vengativo incendiaban y destruían los templos de vuestro Dios. ¡Ah! pero cuando yo saco de las palabras de S.S. la deducción de lo que se ventila aquí es que Morgan respetara o dejara de respetar su crédito, ya rescindido casi un mes antes, entonces yo veo que vuestra religión es una baja y despreciable idolatría, porque hay por encima del culto a Dios el ara al becerro de oro”. (Aplausos), “la ilusión republicana pone más alto su ideal que vosotros ponéis la devoción a vuestro Dios”. (Grandes Aplausos).
En la sesión del día 24 se trae a escena por última vez el Proyecto de la derogación de la Ley de Términos Municipales; el miembro de la Comisión Sr. Fernández Ladreda anuncia que, tras varias reuniones con la minoría socialista, no se ha llegado a acuerdo alguno de concordia o transacción con dicha minoría, así y, a pesar de estos esfuerzos, se prosigue con la discusión respecto de la derogación de la Ley de los Términos Municipales. A continuación, el diputado de la minoría Agraria, Sr. Velayos, defiende una Proposición por la que, de acuerdo al Reglamento de la Cámara, estima que el único artículo de la Ley ha sido ya suficientemente debatido, el cual y tras su defensa, en posterior votación, es finalmente aprobado por amplia mayoría de la Cámara. La minoría socialista muestra su enérgica protesta por una nueva aplicación de la llamada "guillotina" parlamentaria, el Sr. Lamoneda advierte; “la batalla hoy la perdemos aquí, pero la ganaremos. El caciquismo español morirá y nuestro partido no ha de regatear, para que aquel muera, absolutamente ninguno de sus esfuerzos”. (Aplausos).
El Sr. Fernández Ladreda insiste en la importancia de suprimir esta Ley, una Ley que dice no está presente en ningún país del mundo ya que “la economía agraria de todos los países está caracterizada por esos movimientos migratorios de las masas obreras”; para enmendarla dice que se ha establecido un salario mínimo reglado por los propios Jurados mixtos para así impedir “que los patronos pudieran someter a salarios de hambre a la gente que se viera obligada a trabajar”.
Señala, también, que han aceptado las Bolsas de Trabajo exigidas por los socialistas por lo que, habiendo cedido y admitido todo ello, no es de recibo que desde la minoría socialista se les acuse ahora de intransigencia; “no sé si verdaderamente por convicción o por arma política, se han colocado en esta actitud que verdaderamente constituye un bochorno para la Cámara”. (Muy bien - Grandes aplausos). Las distintas cesiones que hacía la coalición gubernamental no parecían ser nunca suficientes para las exigencias socialistas que encontraban cualquier excusa para seguir, tanto en el Parlamento como en la calle, alimentando el aire revolucionario con el que pretendían subvertir la legalidad vigente.
Terminando el mes, el día 29, se discute el Proyecto de Ley sobre la designación de Jueces y fiscales; el Sr. Prat, en nombre de la minoría socialista, defiende el Decreto de Mayo de 1931 que afecta a la designación de los jueces para los municipios menores de 12.000 habitantes; por su parte, la Comisión, es partidaria de volver al sistema incluido en la Ley de 1907, que permite controlar más de cerca el caciquismo de las zonas rurales. A continuación, el también socialista Sr. Andrés y Manso, sugiere que continúe vigente el Decreto de Mayo del 31, en concreto, el sistema de la elección directa y popular en funciones de Justicia; afirma, socarronamente, que este es un problema que afecta fundamentalmente a los republicanos por lo que advierte que se dirige solo,
“a los dos o tres republicanos que pueda haber en la Cámara en estos instantes”.
Anuncia que, de nuevo, se opondrán a este Proyecto derogatorio y que, para ser aprobado,
“habrá de aprobarse con la guillotina”, como ya se ha tenido que hacer anteriormente en otros proyectos de la legislatura actual. Muestra igualmente su disconformidad respecto a que toda la obra de la actual legislatura esté encaminada a derogar la legislación de las Constituyentes, así, desea advertir del desencanto existente en las masas campesinas (lo hace escasamente dos semanas antes de la revolución campesina del mes de Junio);
“divorciadas estas gentes del régimen, este no podrá sostenerse y entonces habréis abierto la brecha por donde entrará en España la guerra civil, que naturalmente, habrá de barreros a vosotros  resueltamente” (en referencia a los elementos radicales de la Cámara). Ante la sistemática y pertinaz negativa de los socialistas, lo único que se ofrecía como alternativa era el enfrentamiento y la revolución, una revolución que, tantos meses anunciada, no iba a tardar en llegar. La Comisión, por parte del Sr. Martínez Moya, critica el discurso con tintes casi apocalípticos del Sr. Andrés y Manso, cree que no se trata de una cuestión de republicanismo, siendo así, asegura que el mismo Presidente del Tribunal Supremo había pedido que este asunto se tratará de forma urgentísima ya que
“en España había casos de verdadera vergüenza, había Juzgados municipales en donde las denuncias que llegaban por hechos delictivos, se quemaban, se rompían o se guardaban, y no se tramitaba una sola denuncia”. Cree que el caciquismo estaba instalado en las zonas rurales en las que muchos de los jueces municipales son afines a las causas socialistas, siendo elegidos en la mayoría de los casos por estos, por lo que es partidario de volver al sistema de 1907. En la sesión del día 30 y, ante la inminencia de la revolución campesina dirigida y promovida por distintos elementos del socialismo (principalmente extremeños), el diputado de la CEDA Sr. Blanc, defiende una Proposición apoyando la acción gubernamental,
“declarando servicio nacional la recolección de la próxima cosecha”. Critica duramente la complicidad de otras minorías (en relación a la socialista) que asegura apoyan esos intentos subversivos y revolucionarios
“para impedir la recolección de la cosecha” (la más abundante de los últimos años).
A continuación, la referida minoría socialista, defiende otra Proposición en la que muestra su desacuerdo con el Gobierno por sus medidas represivas dirigidas contra la huelga campesina; el Sr Prat vuelve a reiterar las peticiones de los campesinos respecto al abuso de los patronos o la intransigencia de la Comisión de no escuchar sus peticiones y demandas, circunstancias que, a su entender, habrían llevado a estos a postularse en favor de una huelga general. Afirma que la derogación de esta Ley de los Términos Municipales,
“sin fórmulas sucedáneas de justicia, ha sido una provocación última”. Le contesta el Ministro de la Gobernación, Sr. Salazar Alonso, advierte que la huelga planteada pretende poner en jaque a todo el país en lugar de tratar de revertir ciertas injusticias respecto a las reivindicaciones campesinas  impidiendo, además, el que salga adelante una cosecha de grandes proporciones que cree esencial para paliar las necesidades de la Nación. Dice que no se puede admitir el que se trate de hundir a la principal industria del país como es la Agricultura, “a pretexto de huelgas contra omisiones o malos actos de un Gobierno”.
Recuerda que, al promulgar las medidas establecidas en la Ley de Orden Público, esta fue aprobada en su momento por la minoría socialista y, por tanto, es la Ley que tendrá que utilizar para restablecer el orden en caso de que este se vea alterado por la nueva intentona revolucionaria. Critica el trasfondo político de la huelga, un movimiento en donde dice se ha impuesto la táctica revolucionaria dentro del seno de la Federación de Trabajadores de la Tierra, táctica defendida por el mismo Sr. Largo Caballero; “ahora ha prevalecido aquella táctica que el Sr. Largo Caballero explicaba en sus discursos, diciendo que dentro de la legalidad no había nada que hacer, y que solo la revolucionaria sería la que solucionase el estado actual”. (Fuertes protestas en la minoría socialista). Finalmente, es rechazada la Proposición socialista y en su lugar es aceptada la defendida por el Sr. Blanc y en defensa de las distintas medidas gubernamentales dirigidas a restablecer el orden y asegurar tan importante y vital cosecha.
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El ambiente prerrevolucionario tendría en este mes de Junio su punto culminante y, sin duda, la génesis de los fastos revolucionarios tan largamente anunciados; el día 5, finalmente, se desencadenará la gran huelga campesina anunciada durante las semanas previas, destinada a impedir la recogida de una de las mayores cosechas agrícolas de los últimos años, una huelga promovida por los socialistas y, a cuya cabeza, estaban los señores Zabalza, Presidente de la FNTT (Federación nacional de los trabajadores de la tierra) y la Sra. Nelken, encargados de extender la huelga al mayor número de localidades posible. Deseaban poner en jaque a un régimen y un Gobierno que veía una gran oportunidad en la recogida de una de las mejores cosecha del siglo; una huelga largamente anunciada pese a que el Gobierno, en las últimas semanas, había accedido a algunas de las peticiones y reivindicaciones socialistas; aumentos de jornales, mejoras laborales, etc.; nada de ello hizo cambiar de parecer a un socialismo empeñado en buscar cualquier excusa para lanzarse a un movimiento revolucionario destinado a acabar con el actual orden de cosas (parecía que habían encontrado la excusa perfecta, en este caso, en la derogación de la Ley de los Términos Municipales); la República del proletariado, la revolución social como paso previo hacia una República de corte socialista, eran para ellos, propósitos innegociables y no se detendrían hasta conseguirlo. Fracasada la huelga, gracias a la firme y enérgica respuesta del Ministro de la Gobernación Sr. Salazar Alonso (que no dudó en poner en marcha todos los resortes legales que le otorgaba la Ley de Orden Público para nombrar, entre otras cosas, servicio público de la República la recogida de la cosecha), los socialistas centrarían ahora sus miradas en la revuelta catalana liderada por la ERC que, con motivo de la ilegal Ley de Cultivos que se empeñaba en implantar en la región catalana (rebasando las competencias estatutarias), se echaría también en brazos de estos postulados revolucionarios. Para muestra, lo ocurrido el día 12 de Junio, una sesión en la que decidían ausentarse de las sesiones de un Parlamento al que no reconocían autoridad ni legitimidad alguna desde que las derechas ocupaban una buena parte de la bancada del mismo. Desde esta posición de decidida rebeldía contra la legalidad republicana, encontrarán en los socialistas, a sus más fieles cómplices y firmes servidores, juntos emprenderán desde aquel instante los distintos preparativos y conjunto de acciones que desembocarán en los sucesos revolucionarios del mes de Octubre. Los acontecimientos preguerracivilistas comenzaban a precipitarse desde ese mismo instante a velocidad de vértigo, un verdadero tsunami parecía que se iba a llevar por delante toda la obra republicana.
El día 5, inicio de la huelga revolucionaria campesina, se discute en el Parlamento el Proyecto de Ley sobre la designación de Jueces y fiscales; el ahora diputado de la minoría Radical, Sr. Álvarez Valdés, se postula a favor de volver a la designación establecida por la Ley de 1907 para evitar, en la medida de lo posible, la intervención política en los mismos,
“encomendando esa función a las Salas de Gobierno de las Audiencias Territoriales” y
eliminando así la elección directa establecida por el Decreto de Mayo de 1931;
“Los nombrados por elección lo han sido por los votos de las Casas del Pueblo, y una vez posesionados, se han creído en el deber de favorecer a sus electores, no haciendo caso de las denuncias por hurtos de frutos, leñas u otros productos de la tierra, o haciendo gala de lenidad en la persecución y castigo de estas faltas”. Tras ello, se discute el Proyecto de la Reorganización del servicio de Radiodifusión; el agrario Sr. Royo Villanova defiende que la legislación corresponda al Estado, critica que la ejecución sea potestad de la región como así establece el Estatuto; “si nosotros hacemos una ley pensando en la nación española, y ellos la ejecutan pensando en la nación  catalana, los conflictos, las divergencias, los choques y las dificultades van a ser constantes”; cree que con ello se fomenta el ideario de los separatistas. Dos días después, el día 7 y siguiendo con la discusión del Proyecto de Ley sobre la designación de Jueces y Fiscales municipales, el Sr. Aráosla, miembro de la Comisión, censura que sean los socialistas los que defiendan la elección popular; “¿Y habláis vosotros de la elección popular cuando repudiáis el resultado de la que formó esta Cámara?”.
Tras una nueva enmienda de la minoría socialista defendida por el Sr. Sabrás y en la que llega a decir que la representación de la Cámara no representa a la voluntad del país, el Radical Sr. Martínez Moya, visiblemente enojado, se levanta a contestar ante la sistemática obstrucción de los socialistas, repulsa a la que se suma el también Radical Sr. Pérez Madrigal, cree fingido el republicanismo de los socialistas;
“sintieron o fingieron un fervor republicano para apoderarse de la República”
con la intención de apoderarse del poder y así implantar “la dictadura del proletariado”; cree que en ese propósito, “devoraron a los partidos republicanos de izquierda”; “devoraron la economía capitalista del país mediante una política socializante insensata”, advierte que las consecuencias ahora son visibles con un país que se muere de hambre;
“España atraviesa una crisis hondísima”. Tras estas palabras tiene lugar la intervención del diputado socialista Sr. Jerónimo Bugueda, dirige un ruego al Ministro de la Gobernación al que dice que declarar como servicio público la recogida de la cosecha constituye “el acto más grave realizado por los Gobiernos de la República”,
cree que es una medida contraproducente con el derecho de huelga de los campesinos. Seguidamente, su correligionaria Sra. Nelken (principal promotora de la revuelta), afirma que la huelga y, pese a la represión del Gobierno, está siendo un éxito y es un triunfo en la mayoría de las provincias de España; “el paro en el campo es total”; también critica a los propietarios, “se han atrevido a sacar las máquinas al campo y les han sido quemadas esas máquinas, o a aquellos que han sido muertos”;
tras estas palabras, el diputado cedista Sr. Alcalá Espinosa, la corrige; “han sido asesinados”;
a lo que la Sra. Nelken replica con una arrogancia de un más que discutible gusto;
“Muy bien, asesinados, como asesina también la Guardia Civil”. (Grandes Protestas); “ha sido porque el papá de ese patrono empezó por recibir a escopetazos a unos obreros que iban pacíficamente”; el Sr. Alcalá Espinosa la vuelve a interpelar: “De rodillas pidió que le perdonarán la vida, lo sabe S.S.”,
muestra así su enfado por estimar que está faltando deliberadamente a la verdad; palabras que llevan a la Sra. Nelken a decir;
“Ni a S.S: ni a ningún patrono, por muy patrono y muy embustero que sea, le tolero que me diga eso”. (Grandes rumores).
Cuatro días más tarde tiene lugar la tensa y agitada sesión del día 12 en la que la minoría catalana de la ERC decide abandonar las Cortes españolas por la política desarrollada en ellas, critica que se tenga la pretensión “de querer arrastrar a esa política antirrepublicana la política de Cataluña”; “Por el prestigio de la República, por el respeto y eficiencia de la Constitución, por los derechos de Cataluña, nos ausentamos de estos escaños sin asomo de despecho, con todos los respetos para la Presidencia y con afecto personal para todos, en espera de una rectificación que sea garantía de libertad y de paz para los ciudadanos y para los pueblos, Cataluña, al amparo de la Constitución, continuará su obra por las propias libertades y para las libertades españolas”; “¡Viva la República!”. (Algunos diputados contestan viva y aplauden),
mientras, la minoría de ERC abandona el salón (Rumores). A continuación, el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Samper, defiende la postura del Gobierno en relación a la Ley de Cultivos, cuya errónea interpretación por la minoría catalana ha sido la causa de estos desafueros;  afirma que el Gobierno actuó con suma cautela en esta cuestión, consultó primero
“con el Consejo de Estado y después con la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, y ambos organismos le dijeron que había motivos suficientes para entablar este recurso que autorizaba la ley”, por lo que acudió para que resolviese el Tribunal de Garantías Constitucionales; critica que en todo este tiempo no hayan referido queja alguna sobre esta circunstancia. La minoría vasca, por voz del Sr. Aguirre, sigue los pasos de la ERC; afirma que en solidaridad y cortesía con los catalanes
“decimos que esta minoría cesa en sus funciones, retirándose en sus funciones”. (Rumores). (En su decisión, mucho tendría que ver el que previamente se paralizase por el Gobierno Samper la discusión del Estatuto vasco ante los graves problemas jurídicos y políticos que estaba planteando la ejecución del Estatuto catalán).
Por su parte, el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, critica la decisión de la minoría de ERC y recuerda que en las pasadas elecciones de Noviembre, “el Cuerpo electoral ha marcado claramente su decisión, su orientación y su criterio”
por lo que, como demócratas, deben acatar esa decisión del electorado “de la misma manera que fue acatada en su tiempo la decisión anterior, que dio lugar a algo tan trascendental como el cambio de régimen”. Cree que no puede haber agravio alguno puesto que las actuales Cortes cumplen escrupulosamente con la Constitución y con la legalidad vigente. Por su parte, el Sr. Prieto, se muestra solidario con la causa de la ERC, critica no solo la decisión del Tribunal de Garantías Constitucionales sino que, además, siembra la duda de su independencia y credibilidad; así, recuerda que dicho Tribunal tiene un carácter político y como muestra de ello sería “el resultado de su elección determinó nada menos que un cambio de política y la sustitución de un Gobierno”. (Rumores);
señala que, dada su composición actual, nadie podría dudar que
“su fallo había de ser el que fue”. (Continúan los rumores), asegura que a nadie se le puede escapar ahora, que la mayoría de sus miembros “son afectos a la política del Gobierno, que han votado contra el recurso”.
(El Sr Izquierdo Jiménez: Del sufragio universal). Hace diversas acusaciones al Gobierno y a la propia composición de la Cámara en un intento de justificar sus quejas y las de las minorías catalana y vasca; así, advierte que no sabe cuánto aguantarán para seguir ocupando estos escaños;
“cuando hoy hay trenes especiales de uno a otro lado de la Península conduciendo a millares de presos gubernativos”. (Rumores); muestra su total solidaridad con la ERC; “pende solamente de un hilo, quizá muy tenue, el que, además de solidarizar con sus quejas, solidaricemos también con su actitud”. (Aplausos). No solamente deslegitimaba la composición legal y democrática de la actual Cámara, también la del Tribunal de Garantías Constitucionales que, por no contar con una composición al gusto de su minoría, era ahora puesto en el disparadero como elemento difusor de los intereses "republicanos". En la réplica del Sr. Samper y, tras las continuas y reiteradas amenazas del líder socialista, visiblemente molesto se pregunta; “¿vive la minoría socialista dentro de la ley, dentro de las leyes de la República?, ¿Está dispuesta a desarrollar sus actividades, sus propagandas, sus iniciativas, por los caminos legales?”.
El día 14 se discute acerca de la detención del diputado socialista Sr. Rubio Heredia en la provincia de Badajoz; el Ministro de la Gobernación, Sr. Salazar Alonso, hace referencia a las causas de la misma, entre ellas, el escrito del Gobernador civil de la provincia en el que se confirmaría que las acciones del Sr. Rubio han desencadenado
“en un movimiento revolucionario en el que la amenaza, la coacción y el consejo destructor han sucedido de manera alarmante, siendo mencionado el Sr. Rubio Heredia, elemento de enlace entre los que desde la Casa del Pueblo de Madrid dirigen la revuelta  y los que en esta provincia con su conducta personal, alteran la paz pública y alientan a la destrucción”.
Menciona también al Comité de huelga del que formaba parte el Sr. Rubio y a través del cual redactaba una circular en los siguientes términos:
“Es preciso que nos dispongamos a aterrorizar a la burguesía y al Poder constituido. Es preciso que demostremos que no solo somos capaces de paralizar pacíficamente durante tres días, sino que estamos dispuestos a que arda la provincia de punta a punta que, en una palabra, que estamos dispuestos a vencer. ¡A luchar! ¡A pelear!”;
una circular dirigida también a Madrid con el ánimo “de mantener este espíritu revolucionario en todos los pueblos de España”. Defiende la medida legal del Gobernador de expulsar de la provincia al Sr. Rubio, incluso, se postula a favor de que hubiese sido detenido. Estas afirmaciones provocan nuevas interrupciones no muy conciliadoras de los socialistas que le increpan con dureza, como el Sr. Aguillaume: “Le odia el pueblo”;
o
el Sr. Martínez Gil: “Y los que no son del pueblo”;
a lo que el Sr. Salazar Alonso contesta: “Todo esto, con el lazo de las amenazas, constituye un síntoma de la táctica socialista”. (Fuertes rumores en la minoría socialista); por su parte, el cedista Sr. Moreno Tirado dice: “Si les quitan a los socialistas la chulería ¿qué les queda?”. (Aplausos en gran parte de la Cámara, contrarrestados por violentas protestas de los señores diputados socialistas).
Finaliza el Sr. Salazar Alonso advirtiendo que algo se está tramando y lo hace tomando como base una serie de sucesos acaecidos tras el fracaso de la huelga;
“se va a Málaga a un paro total e inapropiado”,
relata
que en las pesquisas habituales policiales se han encontrado bombas en la localidad de Tolosa que habían sido escondidas por un concejal socialista, el Sr. Pedro Doctorriarena, unos sucesos que le llevan a considerar que estos momentos, “no son momentos sencillos, en esta hora que es grave por las amenazas que se acumulan en la Prensa, en los discursos, en las actitudes”. (Grandes protestas en la minoría socialista y contraprotestas en otros lugares de la Cámara).
Así, afirma;
“por España y por la paz estamos dispuestos a no tener en absoluto ni un titubeo y a proceder con la máxima energía”. (Aplausos y protestas). A continuación, el Sr. Prieto afirma que le resulta difícil en estas condiciones
“batirme con éxito, con la pasión que rebulle en mi pecho”,
(curioso su enfado cuando era el promotor, sino de todos estos actos, inductor de la mayoría de ellos),
deja ver su enojo por las anteriores palabras del Ministro cuando mostraba su conformidad con la detención del Sr. Rubio, califica su postura de dictatorial y, así, advierte amenazante que, si el Ministro de la Gobernación se mantiene en esta tesitura, “su respuesta pueden derivarse actitudes y conductas”. (Aplausos en la minoría socialista).
El Sr. Salazar Alonso le replica afirmando que él siempre actúa y se mueve dentro de la Ley; un Sr. Salazar Alonso del que, hay que decir, siempre encontró en sus enérgicas y valientes decisiones al frente del Ministerio, el más sincero refrendo tanto en las minorías del centro como de la derecha parlamentaria. A continuación, el diputado de la Falange Española, Sr. Primo de Rivera, recoge las afirmaciones del Ministro de la Gobernación respecto de sus sospechas de la preparación de una inminente revolución; solicita información al respecto y las medidas que tiene previstas, una revolución que corre paralela, a su entender, al proceso revolucionario que vive Cataluña y cuyo Parlamento ha desacatado al Poder constitucional y en el que, su más alto representante, “ha dicho que está dispuesto a hacer frente al Estado español incluso en un trance de guerra civil”. Acaba la agitada sesión con el debate sobre el Proyecto de Ley del Paro obrero; durante la interpelación del diputado de la Lliga Sr. Cambó, que trata de desmentir unas manifestaciones del comunista Sr. Bolívar respecto a las condiciones laborales en Rusia, algunos miembros de la izquierda parlamentaria profieren distintos gritos de Vivas a Rusia.
En la sesión del día 20 se vuelve a traer a escena el Proyecto de Ley sobre las normas de nivelación presupuestaria; el Jefe de Renovación Española, Sr. Goicoechea, defiende la gestión económica de la época de la Dictadura en la que se emitieron algunos presupuestos extraordinarios y a los que deben
“la modernización de nuestra red de carreteras y el acrecentamiento de nuestros ferrocarriles, que pasaron de 15 Km a 17.000 kilómetros”; con ello, trata de justificar la necesidad de emplear el Presupuesto extraordinario para aminorar los efectos del paro obrero. Culpa de la catastrófica situación económica de España a los anteriores gobiernos protagonistas de políticas “socializantes”; fija el foco de sus ataques en la gestión del líder socialista Sr. Prieto durante el tiempo que estuvo al frente del Ministerio de Hacienda, asegura que fue un ejemplo
“de ensayos socializantes y sectarios”,
una imprudencia para alguien que debe ser
“custodio de la fortuna pública”. Y, para dar testimonio de ello, le responsabiliza directamente de los sucesos de la quema de Conventos del año 31 junto al Ministro de la Gobernación Sr. Maura, uno
“encargado del orden público y el Ministro de Hacienda como custodio de la fortuna pública”; así,
asegura; “la impasibilidad de S.S. hubo de reflejarse en una nota oficiosa que S.S. suscribió el 30 de Mayo de 1931”, una fecha en la que el Sr. Prieto cree que ya tendría algún tipo de conocimiento de la enorme bajada de la cotización de la peseta en relación a la libra esterlina, de 48 a 57, por lo que le reprocha que solo mostrara su extrañeza al respecto afirmando:
“en esos días no había acontecido más que lo de la quema de conventos del 11 de Mayo”,
un argumento que parecía dar a entender que, aquellos graves sucesos, no pudieran tener reflejo en la bajada de la citada cotización monetaria.
En la réplica, el Sr. Prieto critica la intervención del Sr. Cambó en sus referencias a la minoría socialista, así, asegura; “no se ha gobernado en socialista en el tiempo en que nosotros hemos participado en el Poder”, cree
que es un tópico que no se corresponde con la realidad; al respecto, dice que realizaron
“una política genuinamente burguesa, este es nuestro delito, esta es nuestra falta, y no hemos aplicado ni hemos intentado aplicar soluciones de las nuestras, porque hemos sido leales, con una excesiva lealtad a compromisos previos establecidos en el que fue Comité revolucionario”.
Sobre las denuncias del Sr. Goicoechea y en lo relativo a su impasibilidad en los sucesos de la quema de Conventos, afirma que durante la noche del 10 al 11 de Mayo estuvieron en continúa cooperación con el Ministerio de la Gobernación del Sr. Maura, unos sucesos que, a su juicio, “promovieron su excitación, los ocurridos en un centro monárquico de la calle de Alcalá”;
tras ello,
el diputado de Renovación Española, Sr. Fuentes Pila, le recuerda que
aquel evento se celebró “con la autorización del Gobierno”.
Prosigue recordando que en la mañana del 11 de Mayo una muchedumbre “también frenética y enardecida”, se presentó en el Ministerio de la Gobernación, por lo que él mismo se personó en el Ministerio para tratar “de convencer a los grupos que, alocados, pedían determinadas represalias”,
sin embargo, pese a todo lo ocurrido, recuerda que no era su misión capitanear las fuerzas del Ejército y de la Guardia Civil para impedir la posterior quema de Conventos.
Durante el resto del mes se discuten los PGE, así, el día 21 y, discutiéndose el del Ministerio de Agricultura, el diputado de la CEDA Sr. Rodríguez Jurado, critica algunos aspectos del mismo, circunstancia que aprovecha para lamentar los resultados de la actual Reforma agraria, en concreto, su carácter socializante; aboga por la defensa de la propiedad en forma de pequeños asentamientos sobre los que el propietario
“tenga el estímulo y la ilusión de hacer suyo el pedazo de tierra sobre el cuál puso sus anhelos y sus angustias”.
Señala que tras las elecciones del 19 de Noviembre pasado, los electores
“votaron contra la orientación colectivista de la legislación moderna de la República”, por lo que no está a favor de que se vaya a dotar de una cifra presupuestaria para
“ejecutar la ley de Reforma Agraria en la parte que tiene de socializante y colectivista”.
Reafirma su posición favorable a la creación de esos pequeños propietarios, “de la creación de del patrimonio rústico familiar, de eso que piden y anhelan tantos millones de españoles que están hartos de tanta charanga socializante”. (Rumores). Pese a la contundente victoria del centro derecha en las elecciones de Noviembre, el giro legislativo hacia posturas más conservadoras y liberales no se había hecho todavía efectivo ni era suficientemente visible siete meses después de las mismas; a pesar de las constantes denuncias de los socialistas sobre el revisionismo “antirrepublicano”, solo pequeñas pinceladas de todo ese supuesto revisionismo a la obra socializante del pasado bienio se pudieron llevar a cabo, tales como la derogación de la Ley de Términos Municipales o la promulgación de los Haberes del Clero (con una dotación de 16 millones de pesetas), y es que la constante presión de las masas de la izquierda republicana y, sobre todo, socialista, hacían temer una reacción aún peor que la tan temida y anunciada revolución; así, las derechas seguían siendo inequívocamente timoratas en el desempeño y ejecución de sus promesas electorales, tal vez, en espera de que los vientos revolucionarios se calmaran. No parecían ser plenamente conscientes de lo inútil y estéril de sus ilusiones y propósitos y es que, aun apostando por esta posición de moderación y contención de las pasiones políticas, una buena parte de las izquierdas (encabezadas por el socialismo), no tenían intención alguna en rebajar lo más mínimo la intensidad de sus denuncias y protestas cuando no de sus amenazas, cualquier iniciativa que las derechas tuviesen a bien ejecutar, estaba predestinada a fracasar ante la soga constante de la amenaza. Un ejemplo ilustrativo de ello lo encontramos en la tan criticada Ley de la Reforma Agraria, siete meses después, seguía sin ser apenas modificada por los Gobiernos radical cedistas.
En la siguiente sesión del día 21 se trae a debate el asunto de la detención del diputado socialista Sr. Hernández Zancajo, un hecho que suponía una evidencia más del tráfico y flujo de armas entre algunos de los patrocinadores y voceros de la tan anunciada y anhelada revolución; los socialistas critican la actuación de la pareja de la Guardia civil que detuvo al diputado, por su parte, el Ministro de la Gobernación Sr. Salazar Alonso, defiende con firmeza la actuación de la misma asegurando que el diputado era portador de armas sin ser poseedor de la licencia preceptiva a tal efecto. A continuación, el Cedista Sr. Alcalá Espinosa, aprovecha la ocasión para denunciar que en la casa de un diputado socialista por Jaén se han encontrado armas en su domicilio y que, casualmente, algunas de las pistolas con las que se han cometido asesinatos recientemente “son de idéntica calidad y marca”, por lo que afirma; “yo creo que a la minoría socialista le interesa más que a nadie demostrar que no tiene el menor contacto con estos hechos, porque lo peor que le podría ocurrir sería no mostrarse como una minoría revolucionaria que quiere hacer la revolución si puede, sino como una minoría que ampara asesinatos”.
El día 25 tiene lugar una intensa sesión en la que es trae a escena la  polémica Ley de Cultivos en Cataluña; el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Samper, cree que se trata de una mera cuestión jurídica en la que la Generalidad de Cataluña ha rebasado los cauces jurídicos de la citada Ley, motivo por el cual, se trasladó la cuestión al Tribunal de Garantías Constitucionales para que este resolviese. Pide a los catalanes que acepten y acaten la Constitución en la que se dice que, en caso de disputa entre Poder Central y regional, debe dirimir el citado Tribunal de Garantías; desea apelar al compromiso y al entendimiento y no a la utilización de la fuerza ni a la suspensión de las cesiones estatales a la Generalidad. Pone a Cuba como ejemplo de mala praxis en el empleo de la represión, siendo esta la causa que desencadenaría con posterioridad el movimiento independentista en la isla. Las derechas, agrarios, Renovación Española, Tradicionalistas o la Lliga, piden al Gobierno que haga respetar la Constitución y la Ley; consideran que más que un conflicto jurídico es una cuestión de índole nacional por lo que se posicionan a favor del cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal de Garantías; así mismo, critican la resuelta actitud de rebeldía en la que, desde un primer momento, se ha instalado la Generalidad. Así, el Sr. Goicoechea advierte de la deriva independentista catalana emprendida desde hace unas semanas; señala que toda la prensa catalana, “desde la separatista a los órganos más calificados de la Generalidad, como L´Opinio y L´Humanitat, se han dedicado a despertar el entusiasmo patriótico de los catalanes, excitándoles a la Guerra contra España”. (Rumores); incluso, asegura que, en esos días, la Generalidad ha estado requisando armas;
“se han empleado en el desarme de los Somatenes y en la entrega de las armas recogidas a todos los Ayuntamientos de Cataluña, en donde están a disposición de la Generalidad”, recogiéndose unas 81.000 armas largas y 17.000 armas cortas; acusa al Sr. Lluhí de ser el promotor de esta iniciativa. Hace también alusión a la derogación de leyes por parte del Consejero de Justicia de la Generalidad, el propio Sr. LLuhí, con Decretos publicados los días 8 y 9 de Marzo y en virtud de los cuáles se dice
“a todos los Tribunales que están derogadas todas las leyes orgánicas y procesales, en lo que se refiere al funcionamiento de la organización de la Justicia en Cataluña; que los Juzgados y Tribunales no pueden recibir órdenes sino por conducto del Poder de la Generalidad de Cataluña, y que para esos efectos se les exime de la inspección de los Tribunales que residen en Madrid”.
Califica la conducta del Parlamento catalán de delictiva y con evidente “responsabilidad criminal”,
centra
sus ataques en el Presidente de la misma, el Sr. Companys.
Por su parte, el diputado de la Lliga Sr. Cambó, critica que el Parlamento catalán haya legislado intencionada y arbitrariamente sobre materias que son competencia estatal, si bien, no quiere comentar nada respecto de la sentencia del Tribunal; “el día en que aquí se comenten y se discutan las sentencias del Tribunal de Garantías, aquel día se ha desmoronado la Constitución y aquel día se ha desmoronado el Estatuto de Cataluña y ha desaparecido la autonomía que ese Estatuto pueda contener”. (Muy bien). Ofrece
muestras inequívocas de lealtad al orden constitucional y a la República por parte de su grupo, minoría que es la que más ha sufrido los agravios de la Ezquerra en Cataluña, un hecho que los ha llevado, incluso, a retirarse del Parlamento de Cataluña. En sentido contrario se sitúan los socialistas que, por boca del Sr. Prieto, lanzan duras críticas a la actuación del Gobierno; tacha de
“totalmente injusto”
el fallo del Tribunal de Garantías, cree que este no es más que otro aspecto del
“desmoronamiento de la República, tal como concebíamos nosotros”. (Grandes rumores – Aplausos en la minoría socialista); a su juicio, este es solo un pequeño conflicto de orden social, una reivindicación social, “una modificación en el sistema y cuantía del pago de la contribución de los cultivadores de la rabassa morta a los dueños de la tierra, en forma que ella constituya un detrimento para el propietario y una ventaja para el cultivador”,
y añade;
“el hecho, simplemente, de causar un rasguño, un arañazo a cierto privilegio de clase, ha motivado todo este revuelo”.
Concluye con su habitual retahíla de injurias y amenazas varias;
“a nosotros no echan de la legalidad esos señores que están en el banco azul”,
"todas las organizaciones obreras están lanzadas fuera de la legalidad, las lanzáis vosotros, ¡tortura la nuestra desde hace varios meses para poder contenerlas dentro de un cauce que vuestra obsesión antisocialista, de odio, de rencor y de envidia hacia nosotros!”. (Fuertes rumores); “Vosotros nos echáis fuera del régimen, ahora echáis inconscientemente a Cataluña. Que no nos encontremos todos fuera”. (Rumores); “tened por seguro que si vosotros, empujados por el odio antirrepublicano de todas estas gentes que os ayudan, llegáis a pelear, en términos que yo no quisiera ver registrados en la Historia, con Cataluña, Cataluña no estará sola, porque con ella estará el proletariado español”. Cualquier excusa parecía pudiera ser válida en su estrategia de buscar presuntos enemigos que amparasen y, sobre todo, justificasen sus soflamas revolucionarias, y es que la llama del enfrentamiento parecía no apagarse en ningún momento en los labios del líder socialista. Por su parte, el Sr. Azaña, secunda el ideario de clase y revolucionario del Sr. Prieto, critica a la Lliga de ser la inductora de todo este proceso;
“el movimiento que ha originado el acto del Gobierno procede de un partido dudosamente republicano”, así,
cree suficientemente motivadas y razonadas las quejas de los catalanes contra el actual Gobierno, un Gobierno al que califica de inepto por su maniobra dirigida contra el Parlamento catalán; “así como hoy Cataluña es el último bastión que le queda a la República, el Poder autónomo de Cataluña es el último Poder republicano que queda en pie en España”. (Protestas en las derechas y aplausos en las izquierdas y socialistas de la Cámara).
Los últimos días del mes se dedican al debate del siempre polémico Presupuesto del Ministerio de Instrucción Pública, generalmente, el Presupuesto que más enconos y diferencias sacaba a relucir, un hecho que era lo suficientemente ilustrativo respecto de las diferencias sociales y culturales que, teñidas por la ideología, tan profundamente dividían ya por entonces al conjunto de la sociedad española; el día 26, el diputado de la Lliga, Sr. Esterlich, se muestra contrario al principio socialista de que la cultura es parte del Estado, exclusiva del Estado, entiende que el Estado lo que tiene que hacer es limitarse “a garantizar su libre desarrollo”,
y añade;
“nosotros desconfiamos absolutamente del monopolio del Estado en materias de cultura y de enseñanza”;
también es crítico con la sustitución de la enseñanza religiosa, cree que esto no se puede realizar en un país donde la enseñanza es tan deficitaria. En líneas similares se expresa el diputado de Renovación Española, Sr. Sainz Rodríguez, critica el laicismo estatal en la enseñanza y la cultura, lamenta la finalidad política en campos como la cultura y la enseñanza; igualmente, rechaza el hecho de que la orientación cultural la estén llevando a cabo unos maestros que “están realizando una obra de propaganda política de cierto tipo por todos los pueblos de España”. Por su parte, el diputado socialista Fernando de los Ríos, apoya la obra cultural que se está desarrollando desde la venida de la II República; así, habla de las 9.000 escuelas creadas en los años anteriores, de las Misiones Pedagógicas, de las inversiones realizadas en esos años. Tras él, toma la palabra el Ministro de Instrucción Pública, Sr. Villalobos, en su interpelación, defiende el aumento presupuestario de este año, critica los bandazos que se han ido dando en este Ministerio en los anteriores años, Ministerio por el que han llegado a pasar hasta seis Ministros en el corto espacio de tres años. En la siguiente sesión del día 27 y, continuando con el mismo debate, el diputado Tradicionalista Sr. Toledo, critica las consecuencias fatales que ha tenido la sustitución de la enseñanza religiosa; pone el ejemplo de cómo se llevó a cabo en otros países, como Francia que, en el año 1.904, aprobó esa sustitución dejando un plazo de 10 años para poder desarrollarla íntegramente, en lugar de un solo año como se ha pretendido hacer en España. Lamenta las prisas y las consecuencias que todo ello ha tenido sobre la Segunda Enseñanza con unos maestros que, debido a estas prisas, no reúnen la preparación ni las condiciones suficientes para desempeñar dignamente su función educadora. A continuación, el diputado de la CEDA, Sr. Ibáñez Martín, critica
“su carácter político, luego por su sectarismo de la mayor parte de los que han intervenido en esta materia”;
y la propia calidad de los Centros,
“creados precipitadamente y dirigidos corrientemente por manos inexpertas”; por todo ello, pide acabar
“con los ensayos ministeriales. Estamos hartos ya de que el Ministerio de Instrucción Pública sea el campo de experimentación de todos aquellos que creen tener ideas geniales y que pueden imponerlas a toda la sociedad española”. Por su parte, el diputado agrario Sr. Royo Villanova, señala; “es verdaderamente triste la situación en que viven en Cataluña los españoles no catalanes, sobre todo los que no pertenecen a la Ezquerra”;
considera que muchos españoles no pueden utilizar la lengua castellana en aquella región. Cree además que nadie puede ser obligado a aprender un idioma regional y, así, dirigiéndose a los socialistas y republicanos, dice; “vosotros, que habéis defendido la enseñanza contra los frailes, ¿no vais a defenderla contra los nacionalistas?”; “¿Qué es peor para la República, que les enseñen a los niños amar a Dios, o que les enseñen a odiar a España?”; “¿queréis hacer enseñanza catalanista?, Pues ya lo dice la Constitución, hacedla vosotros. Yo tengo mi Universidad, haced vosotros la vuestra”; se muestra partidario de españolizar la Universidad catalana.
El día 28 tiene lugar un nuevo incidente con un diputado socialista como protagonista, en este caso, durante la intervención del Sr. Bruno González cuando estaba siendo interpelado por el Tradicionalista Sr. Comín, incidente en el que casi llegan a las manos; el Sr. Bruno González se refiere a los esfuerzos que tiene que realizar para no sublevarse
“muchas veces en esta Cámara de reaccionarios”.
Por su parte, el Sr. Comín, se levanta para decir que el Sr. Bruno González había afirmado previamente que los que interrumpían a la minoría socialista
“eran unos canallas”, asegura que es algo que no es la primera vez que sucede. Tras el incidente, sigue el debate sobre el Presupuesto del Ministerio de Instrucción Pública; el diputado Tradicionalista Sr. Lamamie de Clairac, pide que la dotación que se da a las Misiones Pedagógicas sea suspendida por la nula misión educadora y pedagógica de las mismas; denuncia que no hay imparcialidad “en la elección de las personas que van a realizar estas Misiones Pedagógicas”,
ni tampoco en sus métodos y doctrinas educadoras. No comprende que se dote de ese dinero a las Misiones Pedagógicas cuando existen tan graves deficiencias en la Primera enseñanza. No es atendida la petición del Sr. Lamamie de Clairac y si la enmienda del diputado de AR (Alianza Republicana) Sr. Pedregal, que solicita un aumento en la consignación de dichas Misiones, pasando de 400.000 a 600.000 pesetas.
Termina el mes con la sesión del día 30 de Junio, sesión en la que se discute el Proyecto de Ley del Paro Obrero; interviene en este debate el diputado de Renovación Española Sr. Calvo Sotelo, y lo hace hablando de la industria hullera asturiana que, a su entender, vive en una situación de privilegio respecto a otras de la Nación, una industria que disfruta de una reducción del horario de trabajo, con un jornal medio que se incrementa de 9,70 a 10,90 pesetas; “habiéndose otorgado otra porción de beneficios, subsidios, vacación retribuida, jubilaciones, orfelinato, prima de carbón, etc.”; cree que así, “se ha creado una zona privilegiada que, naturalmente, vive a expensas y a costa del resto de la economía nacional”;
considera que el problema del paro no se puede solucionar con esta política parcelada, por este motivo, apuesta para que la política económica sea unitaria, centralizada por un Consejo Ordenador Nacional. El debate discurre con un inhabitual consenso entre las distintas fuerzas políticas hasta que interviene el diputado de la minoría agraria Sr. Madariaga, el cual, siendo miembro de la Comisión, defiende una enmienda en la que censura la tendencia sindical que tiene el Proyecto, hasta el punto que cree que empeora la Ley de Términos Municipales; denuncia la arbitrariedad de las oficinas de colocación sobre las que tienen el control los elementos socialistas; tras su intervención, se levanta el diputado socialista Sr. Martínez Gil que se muestra airado por entender que, habiendo hecho muchas concesiones, viniese ahora este voto del Sr. Madariaga, se lo toma como una desconsideración anunciando que, desde este momento, deja de pertenecer a la Comisión;
“en estas condiciones no se puede estar con dignidad en este sitio”.
A continuación, el diputado de AR Sr. Barcia, al igual que el Sr. Martínez Gil previamente, anuncia también que deja de formar parte de la Comisión por entender que, con este voto de la Cámara,
“representa retirar la confianza a esta Comisión”. (Exclamaciones y rumores).
JULIO 1934
 
Solo dos sesiones tienen lugar en este mes, las dos últimas sesiones antes de los mal llamados sucesos "revolucionarios" de Octubre que, por aquel entonces, ya se empezaban a vislumbrar claramente en el horizonte, un horizonte revolucionario agitado por socialistas y nacionalistas de la ERC, y al que se iban a ir sumando, en apoyo y solidaridad, otras fuerzas de la izquierda republicana (la UR del Sr. Martínez Barrio o la minoría Azañista, cada vez más afines a las prédicas socialistas). El ambiente prerrevolucionario y guerracivilista era ya, en aquel momento, un hecho más que evidente e iba a tener un magnífico y lamentable ejemplo en la histórica sesión del día 4 de Julio, sesión en la que el líder de los socialistas, Sr. Prieto, no satisfecho con sus habituales llamadas a la revolución y a la violencia, era protagonista de un histórico incidente que resultaba muy ilustrativo de las futuras pretensiones socialistas; sacaba en mitad de la sesión su pistola (que siempre le acompañaba, algo nada extraño en la Cámara republicana….) y con la presunta intención de agredir al diputado de las derechas Sr. Oriol de la Puerta.
En la sesión del día 3 se discute el Suplicatorio del diputado socialista Sr. Hernández Zancajo, el Sr. Prieto afirma;
“el Tribunal Supremo, desde nuestro punto de vista, carece de atribuciones para acordar la detención de un señor Diputado”;
acusa al Gobierno de persecución intencionada y orquestada contra los miembros de su minoría. Hace una comparativa del caso con la detención del Sr. Primo de Rivera entendiendo que ninguno de los dos casos está justificado ya que, a su particular entender, ambos tienen un marcado carácter político;
“nuestras prédicas en orden al mantenimiento estricto dentro de la legalidad carecen, hemos de reconocerlo, de toda fuerza moral”, y que frente a ellos “hay otros elementos que se arman”, “las fuerzas de la derecha se arman con el consentimiento del Gobierno, con la autorización del Gobierno, con la protección del Gobierno”. (Rumores); y se pregunta;
“¿no ve acaso el Gobierno un mayor riesgo para las propias instituciones republicanas en que se armen los elementos de la derecha, sobre el hecho de que nos armemos nosotros?”. Parece olvidar con estas palabras que los únicos que habían declarado desde hace meses una hostilidad al mismo son los elementos socialistas, y así, con su habitual oratoria belicista, afirma;
“en todos los terrenos se nos asedia y se nos acosa”, “y no nos resignamos a sucumbir sin defensa”, “¿es que nuestras organizaciones, nuestros militantes, sabiendo como saben la dotación de armamento que las derechas tienen, incluso en muchos pueblos rurales, van a tener un espíritu tan suicida que no se apresten a la defensa?”,
y advierte;
“teniendo nosotros la sospecha, nacida precisamente de estos preparativos bélicos, respecto a los cuáles los nuestros lo son en grado de inferioridad manifiesta, decimos desde aquí a la Nación, a las Cortes y al Gobierno que estamos dispuestos a defendernos sin reparar en lo que de sacrificio exija la defensa”. La Comisión, por parte del Sr. Pellicena, recuerda al Sr. Prieto que durante las Constituyentes y formando parte el propio Sr. Prieto de aquellos Gobiernos, se dictaron leyes
“y medidas precautorias para el uso de armas cortas de fuego y regulando las sanciones que lleva consigo la tenencia ilícita”,
dice que los socialistas podían haber evitado la promulgación de estas leyes y no solo no lo hicieron; “lo habían hecho conscientemente, pues no querían que nadie, ni fundada ni infundadamente, pudiera acusarles de dejar indefensa a la República”. No se identifica con la idea del Sr. Prieto de considerar como un delito político la tenencia ilícita de un depósito de armas,
“una pistola no es una idea, y no hay nada más contrario al régimen parlamentario que las pistolas”. Las serenas palabras de la Comisión rechazando cualquier uso partidista de la violencia no calman el espíritu agitado y amenazante del Sr. Prieto, y así, hablando de la última huelga de campesinos, afirma;
“esta huelga ha dado motivo a una represión sin precedentes en ninguna época de la Monarquía española, y por eso habéis creado un estado de tremenda irritación en legiones de campesinos”, “tenemos motivos para sentirnos de todo y de todos profundamente asqueados”. (Aplausos y protestas), “estamos ya muy desligados de todo lo que representáis vosotros, mucho, muchísimo, cada vez más”, y concluye; “Frente a todas las tentativas sediciosas amparadas por el Gobierno, nosotros ejercemos nuestro derecho”. (Grandes rumores).
Posteriormente, se discute el suplicatorio del Sr. Primo de Rivera, también por tenencia ilícita de armas; el Sr. Prieto, en esta ocasión, se muestra solidario con su causa, entiende que está justificado el que “sea poseedor de armas, porque las condiciones un tanto dramáticas, en que se desenvuelve la actuación política, notoriamente imprudente, del Sr. Primo de Rivera, le crean un círculo de peligros muy considerables”,
y así, incluso se atreve a aseverar con no menos arrogancia;
“yo no quiero hacer afirmaciones excesivas porque no voy de mártir, pero probablemente si hicieran un registro en mi casa no las encontrarían en número menor”; asegura que tal y como se están poniendo las cosas,
“hay que extremar los casos de defensa personal y de prevención”; y añade;
“creo que la personalidad del Diputado debiera estar acreditada en tal forma, que la condición de Diputado le autorizará, no ya implícita, sino explícitamente, a ir provisto de un arma”; “nosotros somos ciudadanos de una categoría distinta, con más deberes que el resto de ciudadanos, pero también con más derechos que ellos”; sin duda, una declaración que deja en entredicho, cuando menos, algunas de las prédicas y del ideario socialistas al tratar de situar al conjunto de los ciudadanos en una categoría inferior a la de sus dirigentes políticos. En este punto, solicita que no corra la misma suerte que su correligionario Sr. Hernández Zancajo. El Sr. Primo de Rivera, por su parte, agradece las palabras del Sr. Prieto, “con toda la sinceridad de mi alma”, y a la minoría socialista por su posición en este asunto, dice que tras lo dicho por el Sr. Prieto
“yo no tendría apenas que defenderme”.
Habla largo y tendido de algunos de sus periplos al frente de la Falange en estos meses, asegura que ellos no han buscado nunca la violencia, si acaso, ha sido esta la que les ha buscado a ellos, a tal efecto, refiere de algunos de los momentos en que su vida ha corrido peligro en los últimos meses. El Sr. Primo de Rivera, finalmente y con el inesperado apoyo de los socialistas, corre mejor suerte en la votación que el socialista Sr. Hernández Zancajo y no es solicitado su suplicatorio.
Al día siguiente tiene lugar la histórica sesión del 4 de Julio que, como ya he referido anteriormente, nos dejaba una nueva fotografía del clima guerracivilista que ya por aquel entonces se vivía, un clima que, en gran parte, era consecuencia de la actitud de la minoría socialista y que tenía ahora su triste reflejo y protagonismo en la Cámara parlamentaria española; una tormentosa sesión que será recordada por el gravísimo incidente protagonizado por el Sr. Prieto, el cual, mientras se producía la intervención del Sr Gil Robles, desenfundaba su pistola para dirigirse amenazante hacia el diputado de la CEDA, el Sr. Oriol de la Puerta. Previamente a este lamentable suceso, la minoría Radical defiende una Proposición solicitando la confianza al Gobierno y en la que incluían unan petición para concluir hoy el periodo de sesiones plenarias y así dar oxígeno a unos miembros del Gobierno que podrían disponer de mayor tiempo para trabajar en el delicado asunto del conflicto planteado por la Ley de Cultivos con la región catalana. A tal efecto, el diputado de la minoría Radical Sr. Orozco, señala que es absolutamente indispensable
“para el mantenimiento de la disciplina y de la organización del Estado, el que el fallo dictado por el Tribunal de Garantías Constitucionales sea acatado, sea obedecido”.
Por su parte, el diputado de Renovación Española Sr. Calvo Sotelo, afirma que la Generalidad ha pasado de una rebeldía jurídica a una rebeldía
“de tipo político, y si queréis, bélico”,
mientras que el Gobierno se sigue mostrando titubeante. Critica la situación de desobediencia total de la región catalana y la fragilidad gubernamental para restablecer el orden y hacer valer el cumplimiento de la sentencia del Tribunal de Garantías; por todo ello, es partidario de no otorgar la confianza al Gobierno. Tras esta intervención, el Sr. Gil Robles se postula por cumplir íntegramente la sentencia del Tribunal lamentando que el Gobierno hubiera heredado un problema envenenado; así, afirma; “frente al Gobierno se sientan aquellos que envenenaron el problema, y que lo están llevando, en los momentos actuales, a términos de muy difícil solución, por no decir de imposible solución”. (Rumores).
Critica todas las concesiones hechas durante los Gobiernos del Sr. Azaña;
“¿Es que, posteriormente, no se han hecho concesiones a la Generalidad de Cataluña tantas cuántas veces el Sr. Azaña necesitaba en las Constituyentes unos cuántos votos de la Ezquerra para mantenerse en el Poder?”. (Grandes aplausos);
“¿Es qué en los momentos actuales persistiría la rebeldía de la Generalidad si no tuviera la evidencia de que cuenta con cómplices y encubridores en partidos que aquí tienen representación?”. (Grandes aplausos y fuertes rumores y protestas. Entre los señores Tirado y Oriol de la Puerta se produce un violento altercado, llegando a agredirse dichos señores diputados. Esto determinó un verdadero tumulto en la Cámara. El Sr. Presidente reclamó insistentemente orden sin conseguir restablecerlo); (Este es el momento del grave incidente en el que el Sr. Prieto saca su arma dirigiendo sus pasos violentamente hacia el Sr. Oriol de la Puerta). Tras una larga pausa de unos minutos, la Presidencia pide que los protagonistas de los lamentables incidentes se excusen públicamente con el propósito de recobrar la serenidad de la Cámara; el Sr. Prieto no lo hace, parece encontrar la excusa de su acción diciendo;
“he sacado la pistola después de haber visto frente a mi otra ya fuera del bolsillo”.
Por su parte, el Sr. Oriol de la Puerta se dirige al Sr. Prieto; “le invito al Sr. Prieto a que diga quién ha sacado la pistola”,
afirma que lo que es un hecho innegable es que “el Sr. Prieto la tenía”, por lo que dice; “es absolutamente intolerable que estemos deliberando en una Cámara bajo la amenaza y la presión de unos señores que pretenden, cuando no tienen razones, emplear esa clase de argumentos”.
Asegura que el incidente ha nacido de las filas socialistas cuando el Sr. Tirado ha insultado gravemente al Sr. Gil Robles en el transcurso de su intervención; “dirigiéndose a mi jefe y a la minoría a la que pertenezco, que somos unos farsantes y unos canallas”. (Denegaciones y protestas). Por su parte, el propio Sr. Tirado, reconoce que sí ha empleado el término "farsantes";
“se ha llegado a esto porque dirigí la palabra, efectivamente, reconozco que la dije, farsantes, y la dirigí porque estimaba como una apreciación política que el discurso del jefe de la CEDA no era más que una faramalla para después buscar una solución política que le colocase fuera de la claudicación en que hoy aparece ante las gentes que están fuera de la Cámara que le dieron sus votos para venir aquí, no creo que sea este un insulto excesivo para que el Sr. Oriol de un modo violento se dirigiera a mí, no suplicándome o rogándome que yo retirara esa palabra”. Acabado el desagradable incidente, el Sr. Gil Robles retoma su discurso criticando la actitud del líder de la minoría de UR, Sr. Martínez Barrio, por votar en contra de otorgar la confianza a sus antiguos correligionarios,
califica su actitud de “cainita”; “ha pretendido dar una estocada al Gobierno con las armas de los hermanos"; "en este caso, señores, parece que no ha muerto Abel. Estamos aquí dispuestos a apoyarle, para bien de España”. (Muy bien. Grandes aplausos). Posteriormente y, finalizando la sesión, el Sr. Maura en la explicación de su voto en contra de otorgar la confianza al Gobierno, afirma que espera que este debate no sea el “último de esta etapa de Cortes y quiera Dios que no sea el último de este Parlamento”. Así, en este estado de cosas y, tras una larga pausa estival, se llegaría a las sesiones parlamentarias del mes de Octubre, mes en el que se producía la entrada en el Gobierno de 3 miembros del partido más votado en las elecciones del pasado mes de Noviembre, la CEDA, y que serviría como excusa a los socialistas y sus socios "revolucionarios" para desencadenar el proceso “revolucionario” que desde hacía meses venían anunciando y que sería el causante de 1.500 muertes en el conjunto del territorio español.
OCTUBRE 1934
 
Llegaba así el momento tantas veces anunciado a bombo y platillo por los socialistas, "la revolución", una revolución a la que se suman los nacionalistas catalanes de la ERC y a la que dan sustento y apoyo moral (nunca renegaron de ella), ciertos sectores de la izquierda republicana y del nacionalismo vasco incluido. Ya he referido en diversas ocasiones que la mal llamada "revolución de Octubre" no fue otra cosa que una tentativa golpista, en toda su dimensión, para dar finitud a la legalidad vigente y que era producto del nulo convencimiento y aceptación del resultado del libre ejercicio democrático del que fue protagonista el conjunto de la ciudadanía española en el pasado mes de Noviembre del 33; demostraban así su absoluta incapacidad para aceptar el juego democrático que tanto decían defender y liderar; los españoles, hacía casi un año, decidieron dar un cambio de rumbo a las políticas del bienio, entre otros muchos motivos, por su marcado sesgo izquierdista (Constitución incluida) y antirreligioso, principalmente, postulados que no estaban en consonancia ni encajaban con la verdadera realidad social española de aquel momento; el sectarismo y la arbitrariedad ideológica dividieron en esos años al conjunto de la sociedad española y esta reaccionó demandando un cambio político hacia posturas más centradas y, sobre todo, de rectificación de la obra del bienio. Los socialistas no aceptaron desde el minuto uno estos resultados, no aceptaron el que una Nación como la española pudiera dirigir libremente los designios políticos de su porvenir y, más, cuando estos no estaban en consonancia con los suyos; en su lugar, se apropiaron del ideario y de los postulados de la República para hacerlos propios y exclusivos de sus siglas, de su partido y de sus masas, excluyendo de ella al resto de españoles, con el decidido empeño de querer presentar ante la opinión pública como enemigas del régimen al resto de formaciones políticas (algunas de intachable raigambre republicana), cuando los verdaderos enemigos del régimen, un régimen que habían claramente pervertido, eran ellos mismos. Su obstinación guerracivilista y revolucionaria y largamente proclamada durante 11 meses (desde mediados del año 33 ya hay testimonios de su desafección por la democracia tal y como era conocida...) tendría su culminación en este mes de Octubre; la tan manida "revolución" había encontrado como pretexto para su pistoletazo de salida la inclusión de tres miembros de la CEDA en el nuevo Gabinete que recordemos, una vez más, era la minoría vencedora de las últimas elecciones democráticas habidas en la República; sin duda, esta circunstancia suponía una evidencia más de que, el libre ejercicio y desempeño de los fueros democráticos, era del todo punto imposible ante la acción amenazante e insurgente de socialistas y sus socios revolucionarios. Tras los sucesos de este mes, nada volvería a ser  igual en España, el ambiente guerracivilista lo teñiría todo; los mismos protagonistas de la tentativa golpista no solo no se arrepentirían de los cientos de crímenes cometidos, de la sangre y la destrucción causada, todo lo contrario, muy poco tiempo después, no dudarían en imputárselos al mismo Gobierno por la supuesta represión ejercida sobre sus protagonistas e intentando, en un ejercicio de hipocresía supina, hacer cargo y cómplice de su "revolución" a las propias autoridades republicanas a las que con tanto empeño combatieron, en especial, a su gran obsesión en estos años, el Sr. Gil Robles, un señor que, en esa fecha, recordemos que no asumía cargo de responsabilidad gubernativa o ministerial alguna (Pese a esas denuncias de represión, nunca pudieron probar nada, y es que nunca solicitaron una investigación o Comisión parlamentaria alguna, ni ahora, ni durante los cuatro meses de los gobiernos frentepopulistas). La llama del espíritu revolucionario no se apagaría ya nunca en los socialistas, una llama a la que, ahora, se sumarían nacionalistas catalanes, comunistas, sectores republicanos de izquierda, el nacionalismo vasco y otros que, apenas un año más tarde, encarnarían lo que se dio a conocer como Frente Popular, un pacto sellado para, entre otras cosas, amnistiar y glorificar a los protagonistas de tan luctuosos y trágicos sucesos causantes de tanto dolor y tragedia por el ancho y largo del territorio español. Como elemento ilustrativo de todo ello, tal vez, bien pudieran bastar unas palabras del entonces diputado del PNV Telesforo Monzón (unas décadas más tarde, diputado en la Transición española por Herri Batasuna), que reconoció con posterioridad que el Sr. Prieto les había ofrecido, incluso, la independencia del País Vasco a cambio de su participación en esta tentativa golpista: "Si ustedes nos ayudan nos podemos entender. Yo prefiero una Euzkadi independiente a una España retrógrada y de derechas". Las pretensiones del Sr Prieto, verbalizadas en estos contactos que ambos mantuvieron previos a la revolución, creo que son lo suficientemente elocuentes e ilustrativas como para dar más tipo de añadidos o explicaciones.
Las sesiones del mes de Octubre se resumen únicamente en dos. La primera de ellas tiene lugar el mismo día 1, una sesión clave para los posteriores sucesos y en la que se produce la caída del Gobierno Samper; en ella, el Sr. Gil Robles, pone en cuestión la confianza al mismo dado que, a su entender, el conflicto con los nacionalistas catalanes no se ha resuelto de forma satisfactoria durante el periodo estival; una situación de conflicto e incertidumbre que aprovecha para pedir su lógica cota de Poder en el Gobierno tras su indiscutible triunfo electoral en las pasadas elecciones; demandaba algo que, en cualquier democracia mínimamente asentada o arraigada, resultaría un proceder absolutamente lógico y que, fundamentalmente, hacia justicia a los resultados obtenidos en la convocatoria electoral casi diez meses atrás, esto es, que el partido que había resultado ganador de las elecciones, el partido por el que un mayor número de españoles había apostado para dirigir el cambio político del país, fuese el encargado de tomar las riendas de Poder. En esta sesión, el Sr. Gil Robles estimaba que ese momento había llegado, propiciado, además, por la gravedad de los problemas que se cernían sobre el conjunto de la Nación y más, ante la constante e imperturbable amenaza del socialismo que parecía muy lejos de atenuarse. Iniciaba la sesión el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Samper, lo hacía recordando el problema heredado por su Gobierno respecto a la Ley de Cultivos del Parlamento catalán del ya lejano 12 de Abril, un pleito  ante el que se presentó recurso el pasado 4 de Mayo, es decir, pocos días después de su toma de posesión; hace también mención al fallo del Tribunal de Garantías del pasado día 12 de Junio declarando nula la Ley al entender que rebasaba competencias del Poder Central, ante lo cual, el Parlamento catalán lejos de acatarla, publicaba dos días después la misma Ley del 12 de Abril en los mismos términos de su formulación inicial. Habla de los arduos y complicados trabajos para conseguir que, durante este tiempo estival, se pudiera amoldar la Ley al ámbito competencial que le corresponde, algo que finalmente se pudo conseguir en el transcurso de la jornada de ayer, día 30 de Septiembre, cuando se publicaba una nueva Ley de Cultivos, una Ley que, asegura, ahora sí se acomoda al espíritu y letra del Estatuto y de la Constitución. Recuerda también los graves problemas de Orden Público que ha tenido que afrontar el Gobierno en todo este tiempo, unas alarmas sociales que se acrecentaron el pasado 1 de Agosto y que se vieron agravadas cuando “se manifestaron por medio de una huelga revolucionaria el 8 de Septiembre”;
señala que el Gobierno se ha encontrado “con los preparativos para una revolución inminente, y los esfuerzos por él realizados para conseguir desarticular ese movimiento con que se amenazaba, han dado como resultado, por una parte, el descubrimiento de un alijo de armas, por otra, la intensificación de los registros que determinan el hallazgo de armamentos de toda clase casi todos los días”;
todo ello, asegura, ha sido derivado oportunamente a los Tribunales de Justicia. Por su parte, el Sr. Gil Robles, muestra públicamente su contrariedad por los acuerdos que el Gobierno ha ido tomando en su afán de resolver el conflicto y en los que llegaba a presentar un nuevo Proyecto de Ley en virtud del cual, “se da ahora a la Generalidad de Cataluña una serie de facultades que antes no tenía y que no le había reconocido la sentencia del Tribunal de Garantías al mantener íntegra la competencia del Parlamento español”. Aún reconociendo las buenas intenciones del Sr. Samper, entiende que en estos meses ha quedado claro
“que
el servicio de demostrar que las vías de la concordia y transacción son imposibles cuando no se encuentra el mismo deseo y la misma buena fe por las dos partes”. (Muy bien).
Considera que es necesario un cambio de rumbo, que el país está pidiendo una rectificación que en estos momentos
“su señoría no está en condiciones de acometer”. (Muy bien. Rumores),
todo, con el agravante añadido de representar un Gobierno que no equivale ni guarda equilibrio con las mayorías que fueron elegidas en el pasado mes de Noviembre; “si la mayoría de la Cámara no sirve para gobernar, habrá que pedirle al pueblo que rectifique o ratifique la composición de la Cámara, para que, con toda dignidad, se pueda sentar en el banco azul un Gobierno y con toda dignidad podamos nosotros permanecer en nuestros escaños”. (Muy bien - Rumores). El Sr. Samper, en la réplica, muestra su sorpresa por las palabras del Sr. Gil Robles, a pesar de lo cual, seguidamente agradece su sincera colaboración prestada a lo largo de estos meses; y así, ante estas difíciles y muy comprometidas circunstancias, pide su opinión a los jefes de las distintas minorías y partidos, “especialmente, las que han contribuido con sus votos a sostener la situación actual, que expresen libremente y claramente su opinión”.
Transcurren los minutos entre rumores e improvisados debates de los parlamentarios presentes, una circunstancia que hace levantarse de nuevo al Sr. Samper para afirmar: “En señal del deliberado silencio de las minorías y teniendo en cuenta la significación del discurso pronunciado por el Sr. Gil Robles, el Gobierno se retira a deliberar y solicita del Sr. Presidente de la Cámara que se suspenda la sesión diez minutos”.
Pasados unos 30 minutos, la Presidencia lee un comunicado emitido por el Sr. Samper y en el que se anuncia su dimisión como Presidente del Gobierno de la República. Los Gobiernos “interinos”, es decir, no representativos de la mayoría de la Cámara, daban por terminada su obra ante la legítima solicitud del líder de la minoría más votada en las últimas elecciones a Cortes, la CEDA.
La siguiente sesión a Cortes tendría lugar el día 9; cinco días antes, el 4, tenía lugar el nombramiento del nuevo Gobierno y en el que se anunciaba la entrada de tres miembros de la CEDA, tres de sus elementos más inequívocamente centristas, los señores Giménez Fernández, Anguera de Sojo y Aizpun; tras este nombramiento (algo que no se correspondía con las verdaderas intenciones y aspiraciones del Sr. Gil Robles, que reclamaba, en buena lógica, su justo y lícito derecho a la Jefatura del Gobierno), se da el pistoletazo de salida a la "revolución". El día 5 tenían lugar una multitud de huelgas generales repartidas por diversos puntos de la Nación, la mayoría de ellas, lideradas por los socialistas, en ocasiones, con el apoyo de comunistas y, en menor grado, de anarcosindicalistas. En Cataluña, esta huelga es incluso secundada y promovida por los propios dirigentes públicos de la Generalidad, es decir, son las instituciones públicas (sufragadas por el conjunto de los españoles), los funcionarios de estas, los que dirigen a las masas para desencadenar la huelga revolucionaria y que culminará ese mismo día 5 a las 20:00 horas en el balcón consistorial, balcón desde el que se anunciaba la proclamación de la República catalana. Pese a su firme decisión de romper con el orden constitucional, la mayoría de las huelgas son un fracaso, muchas de ellas son de poco calado, como en Andalucía y Extremadura, lugares donde la posterior represión gubernamental tras los sucesos revolucionarios de Junio, había dejado prácticamente desarticulada toda nueva maniobra sindical u obrera; lo mismo sucedía en otros puntos de España. Así, los principales focos revolucionarios se fueron localizando en determinados puntos geográficos, como Asturias y Cataluña y, en menor medida, en otros más pequeños de Castilla y León y País Vasco. En Cataluña, a primeras horas de la mañana del día 6, la situación sería controlada merced a la rápida y ágil respuesta del Ejército, con unas tropas comandadas por el General Batet, de este modo, la República catalana tuvo una escasa vigencia de apenas 10 horas. Por su parte, Asturias se convertiría en el epicentro de la fuerza y la furia revolucionaria; los golpistas encontraron allí sus más sólidos y nutridos apoyos (el sindicato de mineros, SOMA, cándida y alegremente subvencionado en los meses y años anteriores por el Estado, tuvo un papel protagonista en todo ello); socialistas, comunistas, anarcosindicalistas, algunos apoyos del Ejército, etc., durante dos semanas, tuvieron en jaque al conjunto de las instituciones republicanas; el desastre y la tragedia producidos por estos sucesos (con un saldo de unos 1.500 muertos) serán largamente debatidos en las siguientes sesiones a Cortes.
Así, en este orden de cosas, tiene lugar la histórica sesión del día 9, día en el que se presenta ante la Nación el nuevo Gobierno Lerrouxista con la incorporación ya anunciada de los tres miembros de las derechas. A la entrada del Gobierno en el salón se produce “una entusiasta ovación que prolonga largo rato. Todos los señores Diputados, puestos en pie, aclaman reiteradamente al Gobierno y se oyen repetidos vivas a España, a la República y a Cataluña española”.
Entre el líder del PNV Sr. Aguirre y varios diputados se promueve un incidente, en el cuál, se oyen voces de ¡Fuera! ¡Fuera! (Parece ser que, en este instante, se produce una agresión del Sr. Calvo Sotelo al Sr. Aguirre, su minoría era la única que no correspondía con aplausos a la entrada del Gobierno); destacar también que permanecen ausentes de la Cámara los representantes de Izquierda Republicana, Unión Republicana, PSOE y ERC. En este contexto, el Sr. Gil Robles se levanta para defender una Proposición solicitando suspender las sesiones por el tiempo necesario
“hasta completar la pacificación y el imperio de la Ley, interrumpida por la Huelga Revolucionaria”.
Hace referencia a los
“tristísimos”
sucesos de los pasados días y, visiblemente emocionado, recuerda en un sentido homenaje, al diputado Sr. Oreja Elosegui,
“que vilmente asesinado ha sido arrebatado….” (Grandes y prolongados aplausos que impiden oír el final del párrafo).
La Presidencia de la Cámara, Sr. Alba, anuncia que se fijará una fecha para que se le rinda el merecido homenaje (había sido asesinado cruelmente por milicianos socialcomunistas en la localidad de Mondragon). Prosigue el Sr. Gil Robles calificando de
“catástrofe”
los sucesos acaecidos en los pasados días, “de un volumen que nosotros no podíamos sospechar”; elogia la actitud del Gobierno y su firme y decidido compromiso con el deber; “aplastando implacablemente la rebeldía allí donde se ha manifestado”.
Concluye afirmando;
“la representación de la República es la misma encarnación de España”. (Muy bien. Grandes aplausos y vivas a la República). Seguidamente, al tomar la palabra el Sr. Lerroux, la Cámara entera se pone en pie para ovacionarle; habla del respaldo total que ha encontrado su Gabinete y de que unos sucesos como estos les empuja a emplearse con toda firmeza para restablecer la paz y el orden. Los líderes de las distintas minorías toman la palabra a continuación para apoyar, sin tibieza alguna, la difícil obra que ante sí se le presentaba al nuevo Gabinete; esta circunstancia es advertida por el Sr. Primo de Rivera que asegura; “es la primera vez, desde hace mucho tiempo, en que nos sentimos confortados, señor Presidente del Consejo de Ministros, con un alivio español y profundo”.
Finaliza la sesión aprobándose la Proposición entre grandes aplausos al Sr. Lerroux y al Gobierno, el Sr. Lerroux grita: “¡Viva España! ¡Viva la República!”, vivas que son contestados con unánimes aplausos y aclamaciones de la Cámara.
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Las tristes y, generalmente, largas sesiones de este mes, están teñidas por el profundo amargor de los trágicos sucesos de la intentona golpista de Octubre; casi 1.500 muertos después, las Cortes se reunían y daban cuenta del resultado de esta tragedia nacional. Lejos de provocar un cambio de rumbo destinado a abordar conjuntamente y, en toda su plenitud, las acuciantes y verdaderas necesidades de la Nación, los sucesos de Octubre agigantaron todavía más las diferencias, unas diferencias ya de por sí casi insalvables entre españoles; mientras las derechas pedían (no sin razón) justicia, reparación, orden, sus socios radicales, desde las altas esferas del Poder, apostaron por una situación de templanza y de complicado equilibrio con el propósito de no abrir más heridas y dejando libre carta de acción a los Tribunales, una Justicia que, ante las innumerables presiones a las que era sometida desde amplios sectores de la izquierda, también se mostraba ciertamente tibia en no pocas de sus resoluciones; mientras todo esto sucedía, las izquierdas empezaron a mover y a jugar de nuevo sus cartas para intentar reavivar el tablero y el fuego revolucionario, así, pese al inmenso dolor y daño causados, pronto se hicieron solidarias de los sucesos "revolucionarios", y es que nunca tuvieron ni demostraron intención alguna de reprobarlos ni menos aún de excusarse por ellos, incluso, una buena parte de ellas, se solidarizaron indisimuladamente con su causa. A tal punto que, los socialistas, por su parte, llegaban a lamentar públicamente el fracaso de "su revolución", así, junto a otras fuerzas republicanas de la izquierda, no dudarían en acusar al Gobierno de una incruenta represión ejercida para dar finitud al proceso revolucionario (una represión nunca probada ni demostrada en las sesiones a Cortes, y tiempo tuvieron de hacerlo tras su triunfo electoral en Febrero del 36)); aprovecharon la tibieza gubernamental para redoblar sus esfuerzos y seguir desde sus “trincheras” su particular combate al legítimo Gobierno Radical cedista. El caldo de cultivo guerracivilista en este orden de cosas, no se detendría, al contrario, se aceleraría al encontrar los promotores y principales protagonistas de los trágicos sucesos, los socialistas, distintos y sólidos apoyos en buena parte de las fuerzas burguesas de la izquierda parlamentaria; la formación de los dos bloques ideológicos e inequívocamente antagónicos además de irreconciliables sería, desde entonces, un hecho, dos bloques que lejos de atenuar sus diferencias y conflictos, los iban a avivar hasta concluir en un conflicto armado al que, la gran inmensa mayoría de los españoles, se vieron arrastrados.
Las sesiones se abren el día 5, el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Lerroux, habla de las distintas actuaciones del Gobierno diseñadas y dirigidas a acabar con la Revolución; afirma que se ha cumplido finalmente “la profecía” que anunció el Sr. Prieto durante su investidura en Diciembre del año pasado. Señala que después del triunfo electoral,
“comenzaron las más violentas campañas contra estas Cortes”, “antes de reunidas ya había personalidades del partido socialista y de otros partidos que creían necesario disolverlas”,  y todo, con la excusa de que el triunfo se había otorgado a unas mayorías de las que no se sabía si al llegar a las Cortes “apoyarían el régimen o lo combatirían”, “a eso se llamaba encauzar la República hacia el fascismo”, y
haciendo culpable de todo ello a su propia minoría, “como principal responsable al partido Radical y a su Gobierno, que yo no presidía”;
unas amenazas de los socialistas que dice, ya desde entonces,
“empezaron a anunciar, ¡qué a anunciar!, a organizar, ¡qué a organizar!, a preparar la sublevación, la insurrección a que hemos asistido en estos pasados días”. (Muy bien).
Se congratula de la que cree que ha sido su principal obra, atraer a la causa de la República a sectores de la derecha e incluso a sectores del monarquismo. Lamenta, sin embargo, las ayudas concedidas a los obreros de las cuencas hulleras mineras,
“que ascienden a millones de pesetas, a fin de sostener aquellas industrias y a aquellos obreros”,
unos hombres que asegura
“tuvieron la pretensión de implantar un régimen semejante al de Rusia”.
Advierte que el Gobierno actuará con firmeza y sin apelar a la violencia, esperando que los Tribunales dicten justicia. Por su parte, el Sr. Gil Robles, defiende una Proposición solicitando otorgar la confianza al Gobierno con la intención de que este pueda acometer la obra de la depuración de responsabilidades. Denuncia que el eje de los antecedentes revolucionarios es obra exclusiva de un partido político,
“que compartió responsabilidades de Gobierno, que estuvo muchos meses sentado en el banco azul, imponiendo una política que obligó al apartamiento del partido radical, un partido político que, después de haber estado mucho tiempo viviendo y medrando de la monarquía y en situaciones de la Dictadura, fervorosamente se adhirió a la República, no por la República misma, sino porque entendía que en sus manos, llegando a las esferas del Gobierno, el Poder no habría de ser un fin, sino un medio para la realización íntegra de su programa revolucionario”. Dice que, por ello; “tan pronto como vio en peligro su predominio en las esferas del Gobierno, inició la preparación de la labor revolucionaria. Con documentos que reservo para otros momentos, cuando haya ahí los enemigos que hoy deberían estar y que, con su ausencia, demuestran la responsabilidad en que han incurrido. (Muy bien), con documentos que tengo aquí, para demostrar, de manera fehaciente, que la preparación del movimiento revolucionario, que los primeros clarinazos del combate, aparecieron en Agosto de 1933, cuando se veía inminente que un triunfo de las elecciones para vocales del Tribunal de Garantías Constitucionales, podrían iniciar la necesaria rectificación en la política española. Y aún digo más, en aquella ya se habían dado los primeros pasos en la preparación del movimiento revolucionario, no desde fuera, como hacen los revolucionarios que dan la cara, sino desde el mismo Poder, consumando la traición”. (Grandes y prolongados aplausos). Recuerda así el momento de la derogación de la Ley de la Defensa de la República a consecuencia de la promulgación de la Ley de Orden Público, en Julio de 1933, un hecho que venía
“a marcar el final de la actividad de las Cortes Constituyentes, eso lo sabíamos todos perfectamente”,
afirma que en la misma fecha que se publicó en La Gaceta la citada Ley se firmó,
“por el Consorcio Militar el criminal contrato de armas (Muy bien), que iba a marcar el momento culminante en que un partido político, y digo el partido político socialista, porque todos los demás eran lacayos de la revolución, (Muy bien, aplausos), iba a marcar el camino del asalto al Poder, desde entonces empezó la campaña virulenta contra el jefe del partido radical, contra el Jefe del Estado, contra las derechas”.
A su entender, las maniobras revolucionarias y golpistas de los socialistas nacen casi hace un año y medio antes, cuando veían que perdían los resortes del Poder y, al mismo tiempo, se estaba produciendo un llamativo cambio de rumbo en la opinión pública española; desde aquellos instantes empezarían a tejer y a estructurar un ideario revolucionario bajo el cual dirigir la República española hacia una dictadura de perfil socialista, bajo la cuña soviética proletaria, muy alejada del corte liberal con la que esta, en un principio, pareciera haber nacido. Recuerda las maniobras y presiones de los socialistas desde el primer día que formó Gobierno el Sr. Lerroux, en aquellos días del Otoño de 1933 con un Sr. Lerroux que sufrió la censura en aquel mismo instante en el que iniciaba su discurso de investidura ante las Cortes;
“fue víctima de una asechanza, que no era ciertamente oculta, sino que era conocida por todos”,
obligado así a ser sustituido por el Gobierno interino del Sr. Martínez Barrio, en una maniobra “que no era más que la preparación del periodo electoral, encaminada a una cosa, a quebrantar la confianza del partido radical en su jefe y amalgamar un Gobierno, apartado de la opinión, que pudiera amañar unas elecciones el día de mañana”. Prosigue afirmando que ahí no acababa la maniobra;
“era preciso ver si se podían disolver estas Cortes, y, cuando se veía que no era posible, procurar empujarnos por caminos que hicieran necesaria una disolución de las Cortes actuales”;
fruto de todo ello, dice que nace la estrecha relación entre las derechas y los radicales con el firme propósito y compromiso de servir a España. Sobre el rumbo y los desafios revolucionarios, asegura que se emprendieron cuando vieron los socialistas que pese a ejercer esa presión sobre el Gobierno y sus socios, “se llegó a la convicción de que no era posible coaccionar al Jefe del Estado para que se fuera a un cambio de política, que sería un verdadero golpe de Estado”,
algo que no iba a ser posible ni les proporcionaría ni saciaría sus deseos;
“entonces no hubo más solución que lanzarse abiertamente por el camino de la rebelión y entonces se pusieron en práctica, se apretaron los resortes que antes habían sido cuidadosamente preparados desde el Poder. Los alijos de armas, la calumnia, la delación, el espionaje de los Centros Oficiales, (Muy bien), eliminar el Ejército, (Muy bien, muy bien), el pretender quebrantar la disciplina, el aliarse todos los enemigos de la espiritualidad de España”. Concluye su elocuente intervención con palabras de admiración y de firme voluntad de compromiso y lealtad hacia el Sr. Lerroux.
Por su parte, el diputado del partido conservador republicano, Sr. Cano López, culpa de la situación actual al Sr. Samper y a su Gobierno, cree que claudicó con el asunto de la Ley de Cultivos cediendo al chantaje de la Generalidad sin que haya sabido prevenirlo ni atajarlo. Solicita la unidad de todos bajo la bandera del patriotismo y el apoyo sin fisuras al Sr. Lerroux a fin de que se depuren todas y cada una de las responsabilidades en los sucesos revolucionarios. La minoría de Renovación Española en la voz del Sr. Goicoechea, anuncia que no van a votar la Proposición pero que si otorgan su apoyo al Gobierno con el propósito de que se haga justicia. Sin embargo, muestra sus dudas de que el Sr. Lerroux y su Gobierno puedan llevar a cabo tan magna obra, un Gobierno que cree que está vacilante respecto a los delitos sumarísimos de los principales protagonistas de los sucesos y, así, se pregunta;
“¿queréis evitar para los presuntos culpables, que tienen sin duda tickets de favor, la aplicación de las penas severísimas con el que delito de traición está castigado?”,
se cuestiona si todo ello es debido a que muchos de los encausados pertenecen a la masonería. Advierte de lo que, en su opinión, ahora está demandando la sociedad española;
“lo que anhela el país es que desandéis todo lo andado desde el 14 de Abril de 1931”. (Rumores), “lo que anhela el país es una obra de rectificación y de enmienda, una obra en que edifiquéis todo lo que se destruyó, para que España vuelva a ser lo que era”.  Tras la intervención del Sr. Goicoechea, tiene lugar un incidente entre los señores Samper y Cano López, este último baja hasta el escaño del Sr. Samper con la intención de agredirle; al mismo tiempo, los señores Primo de Rivera y Álvarez Mendizábal tienen que ser igualmente separados.
Tras estos lamentables incidentes, llega la intervención del Sr. Melquíades Álvarez, que protagoniza una de las intervenciones más elocuentes, clarividentes y emocionantes de los años de sesiones parlamentarias de la República, una larga intervención en la que hacía la mejor de las fotografías de todo aquello que había y se escondía tras los propósitos y apetitos “revolucionarios”, una intervención en la que demostraba, una vez más, que este ya veterano republicano era, sin duda, uno de los grandes parlamentarios españoles de su tiempo. Denuncia que el movimiento revolucionario no iba dirigido contra la persona del Sr. Lerroux; “iba dirigido contra la solución de la crisis, contra la dirección de esa política, y cualquiera que hubiese sido el que se hallara al frente del Gobierno, formándose uno mayoritario, hubiese estallado la revolución”. Critica
la ausencia en las Cortes de los socialistas y de la izquierda parlamentaria con el pretexto de “la censura parlamentaria” (Se había impuesto en el PSOE la decisión del ala Caballerista de no acudir más a un Parlamento que no reconocían, opinión muy distinta de la que defendía el sector liderado por el Sr Besteiro);
así mismo, defiende la labor y decisión del Jefe del Estado Sr. Alcalá Zamora de ofrecer el Gobierno a la mayoría parlamentaria que había obtenido el rotundo triunfo en las elecciones de Noviembre del año pasado; “un Gobierno mayoritario, trasunto fiel de la mayoría parlamentaria, Gobierno con plena autoridad, Gobierno mayoritario, el Gobierno que convenía establecer, el Gobierno producto del sufragio", dejando así a un lado a los anteriores Gobiernos minoritarios, lastrados por su evidente interinidad;
"todo ciudadano que rinde acatamiento a la voluntad del pueblo soberano tendría que aplaudir la Constitución de este Gobierno”.
Lamenta que para la configuración de este Gobierno haya tenido que pasar antes una revolución ante la que, los anteriores ejecutivos, no pusieron ni dispusieron de las medidas oportunas para detenerla. Hace mención a las distintas notas de algunos de los partidos de la izquierda parlamentaria justo antes de la decisión del Jefe del Estado, una circunstancia que les convertía en cómplices de la revolución o, al menos, solidarios de ella, unas notas como la de Izquierda Republicana; “que lanzaba el calificativo de traidor contra el Jefe del Estado, por haber entregado el Gobierno a los enemigos de la República”, también las de otros partidos, “que se llaman republicanos”, que incluso declaraban “que estaban dispuestos a utilizar todos los medios, los legales e ilegales, confesándose, por consiguiente, partidarios de la revolución para rescatar las esencias de la República, que vosotros veníais a profanar”, “criticaban la resolución dictada por el Jefe del Estado, ellos rompían sus relaciones con los órganos representativos del Poder republicano”,
por lo que, de este modo, se situaban al margen de la vida política republicana. Afirma que todos ellos tienen una responsabilidad tremenda en lo ocurrido;
“cuando se está preparando una revolución, cuando se está amenazando con una revolución, romper toda solidaridad con las instituciones republicanas calificando de traidor al Poder más alto de la República, es fomentar el espíritu de la rebelión, es alentar la revolución, es dar, por lo menos, razones para que las gentes crean que la revolución está justificada”; minorías que, a su juicio, no están ya capacitadas para representar ninguna de las instituciones republicanas y que, al menos, deberían venir al Parlamento a explicar su actitud. Señala que el movimiento revolucionario tenía
“dos propósitos altamente criminales”; uno, desmembrar a la Patria, “sin comprender, por lo visto, lo que España, por su tradición gloriosa, significa en la historia y en el mundo”, y, de otra parte, “destruir la sociedad entera, con las instituciones que la integran, singularmente aquellas que, por su finalidad, simbolizan la alta espiritualidad de la vida”. Asegura que eso es lo que ha pasado en Asturias; “ruinas enormes, asesinatos”, “incendios, saqueos, y aquello que representaba el pensamiento, las creencias religiosas, el culto a la belleza, la Audiencia, que simboliza la Justicia, la Universidad y las escuelas, que personificaban la cultura, el teatro, que era la expresión clásica del arte, la catedral y todas las iglesias, que traslucían el sentimiento religioso, todo esto es lo que ha sido víctima de los hechos vandálicos de esos que se llaman revolucionario”. (Muy bien), “en su desarrollo se cometieron crímenes de tal naturaleza y ferocidad que, con solo recordarlos, el sentimiento de la piedad se ahuyentará para siempre de las almas más generosas y clementes”.
Hace referencia a los errores que se deben corregir de la actual Constitución, que hasta es permisiva con un cambio de régimen, de República a Monarquía “y por la iniciativa de las tres cuartas partes de los Diputados y por el voto absoluto de la mayoría de las Cortes”. Una Constitución que incluso cuenta con un artículo que hace viable “por mayoría absoluta de votos, socializar toda la propiedad y toda la riqueza sin indemnización”;
por lo que se podría transformar un régimen capitalista en socialista de forma absolutamente legal. Cree que, por todo ello, no está justificada en ningún sentido la revolución, un acto que califica como crimen execrable “al acudir a la fuerza para querer implantar sus doctrinas”; apunta que todo esto lo afirma un asturiano que era conocedor de la situación en la que se encontraba su región; “en mi provincia las autoridades estaban en manos de los enemigos, los gestores eran enemigos del Sr. Lerroux, de nosotros y de la República, clamábamos porque se les substituyera, no representaban en la provincia nada”. Concluía su larga intervención con estas palabras; “Al lado de la Justicia lo que queráis, pero que no queden impunes los delitos, que se cumpla la ley como debe cumplirse y que se sepa que estos representantes del país, que tienen la obligación de cumplir con su deber y consolidar las instituciones republicanas, al ejecutar la ley sirven al interés de España y sirven al interés de la República”. (Grandes aplausos). Unas palabras que debería suscribir cualquier demócrata que se precie, la democracia, esa misma que tanto decían defender los socialistas, está muy por encima de los particularismos y de las apetencias políticas de partido, es un medio para servir a todos los ciudadanos y no solo a aquellos que se identifiquen con una ideología o partido determinados; la democracia no es de derechas ni de izquierdas, ni socialista ni liberal, es de los ciudadanos y estos, en el mes de Noviembre pasado, habían apostado libremente por un radical cambio en las políticas del régimen republicano. Para socialistas y sus socios “revolucionarios”, la Constitución, a la que tanto empeño dedicaron en su formulación y promulgación, solo parecía solo ser válida si esta era coincidente con sus fines e intereses de partido y, más aún, ideológicos, fuera de este escenario olvidaban su vigencia y la obligación de hacerla cumplir y respetar. Este libre ejercicio democrático posibilitó un cambio político que se empezó a hacer mínimamente reconocible 11 meses después, en el mes de Octubre (mínimamente puesto que solo se incorporaron tres Ministros del total del Gobierno), a él se opusieron por la fuerza y la violencia socialistas, nacionalistas y sectores de la izquierda burguesa republicana; su solidaridad cuando no complicidad con el movimiento golpista causante de 1.500 muertos les incapacitaba para dirigir en adelante cualquier iniciativa política en España a expensas de que la Justicia dictaminara otra cosa al respecto; la Justicia dictó sentencia pero los acontecimientos iban a demostrar que ésta estaba muy lejos de que fuera a ser respetada en su fondo y letra.
Tras la intervención del Sr. Melquíades Álvarez se levanta otro de los grandes parlamentarios españoles del pasado siglo, el líder de la Lliga Sr. Cambó; lamenta que desde el pasado día 9 de Octubre hasta hoy el estado de conciencia de la sociedad española ha vuelto a decaer,
“por lo menos en cuanto yo lo conozco, ha sentido un desencanto lamentable”; “el día 9 de Octubre, cuando los sucesos de Asturias culminaban en ferocidad y en gravedad, cuando la huelga general persistía en Madrid, cuando había focos de insurrección en muchas provincias de España, grandes masas de sociedad española respiraban con más tranquilidad y optimismo que hoy”. Dice que, tras el voto de confianza al Gobierno y con muchas reuniones del Consejo de Ministros de por medio, poco o nada se ha resuelto, “no se le dice al país que hayan resuelto nada, después de cada una de estas notas oficiosas de los Consejos de Ministros se produce una depresión en el espíritu público”.
Lamenta la indefinición del Gobierno sobre su respuesta y prevención a situaciones como esta, cree que, para este tipo de delitos, muy a su pesar, solo funciona la pena de muerte; así, recuerda que en los últimos cuatro años “se han dado tres amnistías generales”,
por ello, los encausados de todos estos procesos son conocedores de que su paso por la cárcel es efímero,
“porque regirán las mismas normas que han regido en los últimos años, y a los 8, 10 o 12 meses se verán amnistiados”.
Por estos motivos, cree que se deber limitar la concesión de esa Amnistía y que, solo agravando las penas, se puede hacer una verdadera justicia;
“si en España no se crea un clima espiritual que asfixie el espíritu de revuelta y de indisciplina de los españoles, España no se librará de los grandes males que la aquejan, y el único clima espiritual que puede curarnos, que puede extirpar, que puede matar en germen ese espíritu de indisciplina social, es la floración intensa del patriotismo, de un patriotismo afirmativo, porque en España pasan los años y los siglos con afirmaciones de patriotismo en negativo”. Cree que el Gobierno debe acometer este resurgimiento y, además de resolver la crisis, restablecer “la confianza de España en sí misma y en su porvenir”.
En la siguiente sesión del día 6 siguen los debates sobre los trágicos sucesos;
la minoría Tradicionalista en la voz del siempre parco y escueto Sr. Domínguez Arévalo, critica la labor del Gobierno Samper en la prevención de estos sucesos revolucionarios, censura también muy duramente la actitud de los socialistas. Ofrece algunas explicaciones respecto del rechazo de su minoría de votar a favor de la Proposición sobre la confianza al Gobierno, en cambio, se muestra solidario para otorgarle su apoyo en todo aquello que sea política de orden y de Estado; “nos lo impide nuestra posición adversa al régimen, nuestra ideología antitética con el sector izquierdista del Gobierno”. Pide que se acometa con presteza la revisión constitucional, la aplicación sin fisuras de Justicia y “la clausura y disolución de las Casas del Pueblo, con incautación transitoria de sus fondos”.
A continuación, la minoría Agraria, en la representación del Sr. Royo Villanova, solicita que los implicados en los sucesos revolucionarios puedan venir en un futuro a retomar su lugar en el Parlamento para que así este no tenga el aspecto de una dictadura; por ello, pide al Sr. Lerroux que suprima la previa censura a los discursos parlamentarios que es lo que argumentan para no acudir a sus respectivos escaños;
“yo mismo daría cualquier cosa por ver aquí a los que han dicho tantas veces que nosotros comprometemos la República y que ellos representan la República del 14 de Abril”.
Hace mención al progresivo deterioro que ha ido sufriendo la República desde su advenimiento, una República y una Constitución que apenas han recogido los puntos suscritos en el Estatuto jurídico de Abril del 31, germen del ideario de la misma, un Estatuto en el que se hablaba de la libertad de conciencia,
“pero no se hablaba nada de lo que dice el art 26 de la Constitución”, también de la libertad de Asociación “pero no se hablaba de las cosas que al amparo de la libertad de asociación y en abuso del sindicalismo, que han suplantado al Estado, ha tomado la República”;
también de la expropiación forzosa “pero no de la confiscación de los bienes a los grandes de España por pertenecer a una clase, la confiscación sin indemnización y la socialización de los bienes sin indemnización”.
Se congratula que el Sr. Lerroux haya dado el paso de otorgar su confianza en el Gobierno a los miembros de la CEDA, así, agradece que tenga la misma confianza “en el Sr. Gil Robles que en nosotros. Y porque lo creo así, y porque el movimiento no ha sido contra nosotros, que hemos tenido representantes agrarios en tres Gobiernos distintos, sin que nadie protestara, puedo hablar así”.
Pide que a esta unión de las derechas se sumen otros sectores de las mismas, como los Tradicionalistas, una unión que ahora es más necesaria que nunca tras los sucesos revolucionarios. Estas palabras recogen un hecho significativo, el ideario de la tan combatida minoría Agraria durante el bienio azañista no era muy distinto del ideario defendido por la minoría del Sr. Gil Robles (quizás, lo que más les pudiera separar, era la apuesta inconfundible de la minoría cedista de acometer una pronta y decidida revisión constitucional), una CEDA para la que el tipo de régimen era secundario, (en principio, se posicionaba hacía un estado corporativo, de corte liberal y católico), ante todo ello y, sin dejar de asumir sus postulados ideológicos, siempre habían antepuesto los intereses nacionales a los particulares y de partido y de ahí nacía su acatamiento al régimen establecido, un acatamiento que, expresamente, el Sr. Gil Robles había formulado en no pocas intervenciones parlamentarias. Por esta razón, si se había legitimado como un soberano y legítimo ejercicio democrático la inclusión y la participación en el Gobierno de algunos miembros de la minoría Agraria, no había razón alguna, y más, desde un punto de vista de la esencia democrática, para no permitir a una minoría como la CEDA participar en labores de Gobierno, cuando esta, a diferencia de la Agraria, además había resultado vencedora de las últimas elecciones celebradas hacía ahora un año. El juego democrático si es continuamente viciado, como pretendían los socialistas, prostituye y deslegitima a la propia esencia y valores democráticos; las enormes trabas que encontró el líder de la CEDA en su acceso a las cotas de Poder para las que los ciudadanos le habían facultado, suponían el mayor y vivo ejemplo de que esa esencia democrática siempre estuvo puesta en entredicho durante los años de vigencia de esta II República.
A continuación, el Sr. Calvo Sotelo y, en representación de la minoría de Renovación Española, critica también con dureza las actuaciones del Gobierno del Sr. Samper; “por la blandura inconcebible, por la debilidad inconmensurable con que actúo al frente de los destinos del país, ha provocado el clima propicio para que estallase el movimiento revolucionario”.
Se congratula de no haber votado la moción de confianza “en aquella noche aciaga para la política española del 4 de Julio”; censura también la pasividad del Gobierno Samper y, para razonar su argumentación, lee algunos extractos de artículos del principal divulgador de la revolución, el diario asturiano Avance, diario que recuerda que ni tan siquiera fue suspendido en momento alguno. Se refiere igualmente a las responsabilidades del Gobierno del Sr. Lerroux, un Gobierno que ha pasado de un enorme fervor popular a un desánimo general; “solo hay desesperanza y desánimo”, cree que se debe a que ha flaqueado, ha vacilado, “porque el Gobierno ha sucumbido a presiones externas”. Es el primero en advertir que la "revolución" aún no ha sido vencida ni sofocada como se piensa; “se están rehaciendo espiritual y moralmente a marcha vertiginosa, hoy, los elementos revolucionarios no se consideran derrotados”, cree que solo es en un compás de espera; unos elementos revolucionarios que se sienten apoyados y protegidos
“por algo o por alguien que no es fácil de definir, por algo o por alguien misterioso”, “de marcada tradición antiespañola”
(en clara referencia a la masonería); al respecto, señala que
“los atracos, los crímenes sociales y el pistolerismo se encuentran a la orden del día”,
e incluso, se empieza a hablar de la inminencia de huelgas; “con toda naturalidad, como si todo ello fuera posible y factible”.
Solicita que, dadas las circunstancias, se haga una justicia severa, no violenta ni represiva;
“pero que tampoco haya crueldad para los 22 millones de españoles que están expuestos a sufrir a otra ola criminal semejante”.
Culpa directamente al partido socialista de los sucesos revolucionarios, asegura que su espíritu nunca estuvo presente “en espíritu parlamentario de convivencia no estuvo nunca presente desde que estas Cortes se constituyeron”; su responsabilidad va aún más lejos ya que votaron y secundaron la Constitución, una Constitución que proclama la libertad y la democracia;
“estos hombres se lanzan contra ella y lo hacen para establecer una dictadura mucho más grave, porque no van solo contra la República, contra las instituciones políticas, sino contra el régimen social y económico”. Otro agravante es la defensa de la lucha de clases de forma violenta que hace el partido socialista, una circunstancia que asegura no sucede en ningún otro país europeo;
“se ha declarado la revolución social precisamente en una provincia donde los proletariados disfrutaban un standard de vida privilegiado y podían ser considerados como los aristócratas del proletariado español”; “obreros de fábricas militares, con jubilaciones, con sueldos considerables, con jornadas no agotadoras, con preferencias para sus hijos para trabajar en las mismas fábricas, con seguridad de trabajo todo el año, y obreros mineros cuyo standard de vida era exagerado con relación a las posibilidades racionales de explotación industrial de aquellas minas de hulla, y constituye una prima que pesa sobre todos los contribuyentes españoles y, por tanto, sobre todos los demás obreros de España”, unos obreros que si hubieran vencido y hubieran impuesto el comunismo libertario
“tendrían que empeorar su condición, ya que sus similares en Rusia trabajan más y cobran menos”; considera que son unos obreros que se han lanzado a esta revolución “porque les han envenenado con el virus de la lucha de clases”; a su juicio, la eliminación de la lucha de clases solo se puede conseguir mediante la implantación de un Estado sólido que abandere una economía dirigida. Así mismo, critica al republicanismo por la situación en que se encuentra el Ejército, de su bandera histórica antimilitarista, carga la culpa de ello “a aquellas generaciones de intelectuales derrotistas, envenenadas por el recelo y por el despecho, de las que ha sido una expresión insuperable el espíritu triunfador del Sr. Azaña”,
obcecados en los reveses militares y no en los triunfos obtenidos;
“al lado de un Annual, ha habido un Alhucenas”; no comprende ese espíritu de rechazo histórico hacia las instituciones militares. Critica en este sentido la política republicana; “política esencialmente antimilitarista, reducción de unidades, selección al revés de los cuadros de mando, eliminación forzosa o pseudo forzosa en muchos casos de los mejores jefes y oficiales, supresión de los Tribunales de Honor, desmovilización de los obreros de las fábricas militares y de los ferroviarios movilizados, con los resultados funestos que todos hemos visto ahora”;
califica también de lamentables las reformas emprendidas por el Sr. Azaña, con una Cámara que puesta en pie además las aplaudía y secundaba sin titubeos; en este punto, desea agradecer  la labor del General Franco en su lucha y acierto por restablecer el orden. Dice no compartir la opinión del agrario Sr. Royo Villanova de querer hacer venir al Parlamento a las izquierdas que han participado en los sucesos; “la posibilidad de diálogo parlamentario en España ha desaparecido para siempre, por lo menos, por un largo de periodo histórico”.
Censura también la política de indultos del Gobierno del Sr. Lerroux, a su juicio,  anticonstitucional, un Gobierno que en estos más de 20 días desde los sucesos revolucionarios ha concedido ya un total de 21 indultos; así, hace mención a algunos de ellos, como el del Sr. Pérez Farras, condenado a muerte por la insurrección en Barcelona, un indulto que es propuesto por el Presidente de la República sin el previo conocimiento e informe del mismo Gobierno en un día, además (18 de Octubre) en que la rebelión no había sido aún sofocada; resalta, igualmente, la inconstitucionalidad en el hecho de que el Presidente de la República se arrogue la facultad de dictar indultos “cuando el Gobierno estima que, por razones de orden público, el indulto no procede”.
Denuncia que de los 23 condenados a muerte, se ha indultado a casi todos ellos, solo han sido dos los ejecutados y por delitos menores, saliendo favorecidos y conmutada su pena capital aquellos que atesoraban y eran los principales cabecillas del proceso revolucionario. Afirma que en la historia de España ha habido muchos pronunciamientos y rebeliones, sobre todo en el siglo XIX, pero que, a diferencia de esta, tenían una causa común;
“proferían constantemente el mismo grito y solo por España y para España se sublevaban”,
lo que explicaba la benevolencia y la indulgencia al concederse el indulto, sin embargo, considera que este caso es distinto;
“ahora ha habido un levantamiento, por primera vez desde hace tres siglos, contra la Patria, hay que remontarse al año 1.640, cuando Portugal se separó de España, para encontrar un caso parecido a este en que un militar con categoría  manda a las tropas a sus órdenes  que al grito de muera España disparen contra soldados que van a defenderla”;
así, censura que se haya ejecutado
“a dos desventurados delincuentes comunes” y, por el contrario,
“han sido indultados varios reos del delito de rebelión”. Cree que la única salida a todo este entramado político y social es la reforma de la Constitución, algo que solo es factible con unas derechas unidas; por esta razón, reclama al Sr. Gil Robles que reconsidere sus uniones y pactos con los radicales,
“cuando llegue el momento de la revisión, aquellos señores y vosotros andaréis a zarpazos, porque la ideología de aquellos señores y la vuestra, afortunadamente para vosotros, es completamente contraria, hay un abismo entre aquellos señores y vosotros, y en cambio, no la hay entre vosotros y nosotros”.
Finaliza pidiendo sumar votos para cambiar la Jefatura de Estado; “queda el vértice del Estado, y yo digo que si hay cuarenta y nueve Diputados que asocien su firma a la mía, aquí se presentará una petición de discusión para acusar por responsabilidades políticas y criminales al Jefe del Estado, que ha infringido la Constitución y ha pisoteado el espíritu representado por esta Cámara”.
En la réplica del Sr. Gil Robles, cree que, dada la situación de emergencia, el Gobierno necesita que se le dote de autoridad en unos momentos,
“en los cuáles el Gobierno está haciendo frente a otro grave intento, que será el último, de sublevación y de revolución, necesita una autoridad….”. (Muy bien - Grandes aplausos que impiden oír al orador). Asiente el Sr. Gil Robles al Sr. Calvo Sotelo afirmando que, en efecto, los revolucionarios están infiltrados en muchos de las instituciones y organismos del Estado, dice que comprende y comparte el patriotismo que reclama el Sr. Calvo Sotelo pero que su deber ahora es poner a su partido
“al lado del Gobierno para que no se desgaste y se destruya, porque el espíritu de partido no lo pongo sobre España, sino que lo pongo por debajo de ella para servirla”. (Grandes aplausos, la mayoría puesta en pie ovaciona al Sr. Gil Robles. El Sr. Rey Mora dice: ¡Y había quien dudaba de que su señoría era un caballero y un buen español!).
Lamenta la condescendencia institucional con los socialistas de los regímenes anteriores, tanto la Monarquía tanto como la Dictadura; recuerda así el año 1921 cuando
“indicaciones muy elevadas en la esfera del Gobierno obligaron a los Bancos a que dieran una suma superior a cuarenta mil duros para que se edificara la Casa del Pueblo de Mieres”, también el momento en que se concedió durante la Dictadura “al Sindicato minero de Asturias la mina de San Vicente” por medio de un crédito del Estado por un valor de 150.000 pesetas “para que se pudiera llevar a cabo la operación”; unos errores que dice se repiten con la República, “al creer que, por entregarle los resortes del mando, se transformaba en evolutivo lo que era sinceramente revolucionario, que era republicano, como antes fue servidor de la Dictadura, lo que no era más que revolucionario, embozadamente, y siempre antisocial y antiespañol”; “Es el mismo error repetido constantemente”, así, asegura; “desde el mismo Poder ha estado preparando la revolución, infiltrándose en todos los órganos de mando”; "desde el Poder, desencadena el movimiento subversivo más criminal que se ha conocido en España”. Cree que es un momento para estar unido firmemente al Gobierno por puro patriotismo y que ya llegará el momento de debatir respecto a una posible unión de las derechas, con una personalidad política sobre la que puedan fomentar la creación
de un nuevo Estado; “nos separan abismos doctrinales, pero si nos une un mismo amor a España y un concepto de nuestros deberes”. Las palabras del Sr. Gil Robles son rotundas, contundentes; por encima de intereses particulares o de partido estaban los colectivos y nacionales, no era el momento de buscar otras fórmulas políticas que, tal vez, bien pudieran haber atajado de raíz cualquier nueva intentona golpista o revolucionaria que parecía asomar de nuevo en el horizonte; deseaba anteponer sus intereses particulares a los nacionales, equivocados o no, prometía fidelidad y total compromiso al Gobierno republicano liderado por el Sr. Lerroux, sin duda, con una idea de afianzar unas instituciones ahora más debilitadas que nunca y con el firme propósito de reconducir la trágica situación que en aquellos días vivía España. Muy fácil le hubiera sido en estos momentos tomar otra vía; si hubiera sido el tan temido enemigo del régimen republicano, como durante años le habían querido mostrar los socialistas y otros sectores republicanos a la opinión pública española, bien pudiera haber aprovechado tan delicada situación para que y, en base a su mayoría parlamentaria, hacer valer esa mayoría y unirla a fuerzas de la derecha más decididamente antirrepublicana para así dar un golpe de efecto y, quizás, definitivo a la suerte de la República; no lo hizo así y no lo haría en ningún momento de la legislatura, dejando muy claro que el ensañamiento obstinado socialista y, por ende, su teoría y praxis revolucionaria, no tenían la menor razón de ser; su minoría política si acataba la legalidad y se sometía al interés general, algo de lo que los socialistas no podían en modo alguno presumir. Terminaba la sesión con la intervención del representante de la minoría vasca, Sr. Aguirre, que protagoniza la primera de las denuncias sobre la presunta represión gubernamental en su intento de restablecer el orden durante los acontecimientos revolucionarios; así, dice que no otorga su grupo la confianza al Gobierno porque “nos lo impide la situación actual de nuestro país”, “en el cual las represiones, puestas al servicio de odios políticos, están causando precisamente un efecto totalmente contrario al que se quiere conseguir”. Tras el largo e intenso debate, es otorgada la confianza al Gobierno por amplia mayoría de la Cámara.
El día siguiente, día 7, el representante de la CEDA Sr. Fernández Ladreda, hace un completo balance de todo lo acontecido en la revolución de Asturias, una extensísima y durísima intervención en la que trata de fotografiar al detalle los trágicos episodios vividos en Asturias en aquellos día del mes de Octubre, sucesos que, muchos de ellos, ha sufrido en primera persona como asturiano que es, circunstancia que le permite ofrecer numerosos y novedosos datos y relatos de los mismos (en verdad muy reveladores); entre ellos, algunos relativos a los antecedentes y preparativos de la revolución de la que, son protagonistas, algunos de los miembros de la minoría socialista. Empieza criticando duramente la inacción de los Gobiernos anteriores, señala que solo leyendo lo que publicaba el diario socialista el Avance,  “bastaba para darse cuenta de cómo ante un Poder Público débil iba uno y otro día forjándose el espíritu de la revolución, y como la inconsciencia o la complicidad del representante del Gobierno en Asturias permitía que uno y otro día se injuriase y atacase a personas, a personalidades, a Instituciones, sin respetar ni aún al Jefe del Estado, creándose así esa atmósfera de odios y rencores que, naturalmente, dio el estallido en los días trágicos de la ola roja que Asturias padeció”;
afirma que,
los representantes de los Sindicatos mineros, directores del movimiento revolucionario,
“no se recataban en conferencias, en conversaciones, en la Prensa, de anunciar el propósito de un movimiento revolucionario”. Se dirige al Ministro de Guerra Sr. Hidalgo, al que dice; “en las fábricas que tiene el Estado en Asturias, destinadas a la construcción de armamento para dotar al Ejército, perdido su carácter militar y perdidas tantas otras cosas más por la obra nefasta y demoledora del Sr. Azaña, se realizaba descaradamente en los talleres una propaganda subversiva contra los Gobiernos y el mando”; muestra su enojo dado que, desde el mes de Noviembre del pasado año, tiene anunciada una interpelación sobre estos Consorcios de Industrias Militares con el fin de solicitar que estas industrias vuelvan a tener el carácter militar que se les había quitado, sin haber obtenido hasta el momento presente respuesta alguna respecto a la misma. Igualmente, critica la actitud del Gobernador civil de la provincia al que, durante mucho tiempo, los diputados de aquella le hacían llegar hechos sumamente graves y denunciables, algunos tan ilustrativos como el que tenía lugar todos los días festivos “y aún con los estados de prevención y de alarma, desfilaban por las calles de Oviedo, Gijón y los principales pueblos de la provincia, camiones repletos de jóvenes con camisas rojas, los puños en alto y dando vivas a la revolución social”.
De esta forma, hace responsable de su inacción al Gobierno del Sr. Samper y, para corroborarlo, menciona el descubrimiento de un alijo de armas “con motivo de uno de los viajes del Turquesa a Asturias. Todo el mundo lo sabía, ¿cómo no, si yo mismo me le crucé en la carretera?, que dirigía el movimiento el Diputado socialista D. Indalecio Prieto, pero es que además, entre las personas cogidas in fraganti en la carretera, con participación directa en el movimiento, se encontraban también los Diputados socialistas señores Amador Fernández y Ramón González Peña, a los que acompañaban tres personas desconocidas”;
denuncia que no se les detuvo, lo que sirvió para facilitar la fuga “de aquellos que no podían ampararse en la investidura parlamentaria para preparar aquella serie de crímenes, de robos e incendios que tantos hemos presenciado en Asturias”.
Así mismo, también realiza la pertinente denuncia contra el Presidente de la Comisión Gestora de la Diputación provincial, el Sr Valentín Álvarez, miembro del partido Radical socialista y que mantuvo su puesto hasta la llegada de la propia revolución y a pesar “de haberse demostrado que los coches oficiales de la Diputación estaban encargados del transporte de armas de alijo”. (Rumores). Asegura que todo ello lo denunció por carta al mismo Presidente del Consejo de Ministros Sr. Samper sin recibir respuesta alguna. Para refrendarlo, lee una misiva dirigida por él mismo al Ministro de la Gobernación con fecha del 13 de Agosto, una carta en la que ofrece una serie de datos y hechos referentes a los preparativos de la revolución y donde advertía que la mayoría de los pueblos de la provincia estaban en manos de alcaldes socialistas y radicales socialistas “y cuando se sabe y lo declaran públicamente que están preparando una revolución social”;
por todo ello, en dicha carta, solicitaba la urgencia de enviar tropas a la zona minera. Acusa a los obreros mineros de ser “los factores más numerosos y más decididos de la revolución asturiana”; centra sus acusaciones en el Sindicato de Obreros Mineros, un Sindicato que ha vivido de subvenciones de la industria lo que, a su juicio, resulta vergonzoso dado que han sido empleados “para preparar movimientos revolucionarios, para destruir esa misma industria y para atentar contra la integridad del Estado”, “En pocos años la industria hullera ha entregado al Sindicato Minero más de tres y medio millones de pesetas”.
Alaba la actitud y acción del Ejército, circunstancia que aprovecha para denunciar, al mismo tiempo, a los principales protagonistas de los sucesos revolucionarios, como al directivo socialista del Sindicato minero Sr. Belarmino Tomás; también, a la que considera la principal figura de todo el movimiento revolucionario, el diputado socialista Sr. González Peña, artífice del robo de muchos millones de pesetas del Banco de España sobre los que asegura que no han sido empleados en sufragar la revolución y en aras de un ideal, “sino para escapar y vivir en un hotel confortable del extranjero, como está viviendo hoy D. Indalecio Prieto. (Aplausos)”, en un momento “en que se condenaba a millares de infelices hombres a la miseria, se les hacía en las calles perder la vida y aún en los últimos días de la revolución todavía se tiraban unas octavillas diciendo que resistieran, que España estaba en poder suyo”. Dirige también sus críticas al diario el Avance, al que acusa de haber forjado durante meses el movimiento revolucionario; “ese fue el que forjó en cuatro años, toda esta revolución y este periódico socialista estaba administrado e inspirado por el Presidente del Sindicato de obreros mineros, Amador Fernández”, diario que además estaba intervenido en su dirección y administración por el citado Sindicato de mineros;
“el Sindicato de Obreros Mineros entregó 650.000 pesetas de sus fondos al periódico para su instalación y vida”. Igualmente, amplia y ofrece una mayor visón de los detalles de lo allí ocurrido, algunos de ellos vividos en primera persona; así, recuerda que el 13 de Octubre las tropas del Coronel Yagüe entraban en Oviedo provocando “la desbandada de los revolucionarios”, día en el que se vio obligado a abandonar con su familia, “una de las últimas casas que ocupaba en la calle de José Tartiere, porque apoderados de ella los revolucionarios, en su desesperación, acordaron incendiarla”; relata como tuvieron que arrastrase calle abajo todos los miembros de su familia, incluidos niños pequeños y entre disparos de ametralladoras,
“en aquellos instantes, que muchos pensábamos si serían los últimos de nuestra vida”.
Hace mención a algunas de las atrocidades cometidas por los revolucionarios; asesinatos, robos, incendios, violaciones de muchachas, etc., queriendo destacar de entre todas ellas, el cruel asesinato del director de las hulleras de Turón, Sr. Rafael del Riego;
“aquella figura prestigiosísima de la Ingeniería española, aquel hombre generoso culto y bueno”,
(un hombre que tenía en proyecto diversos planes, incluido la construcción de un sanatorio para los trabajadores de la mina); relata que a los nueve días de prisión, “después de constantes torturas”,
fue sacado de esta y conducido al cementerio donde se le obliga a cavar su propia fosa y, cuando desesperadamente pide que sea el pueblo el que le juzgue, recibe como contestación “una cuchillada que le corta las manos, un mazazo que le hunde el cráneo y después cae el cuerpo acribillado a balazos”. (Grandes rumores. Varios señores Diputados: Y luego los indultos. Siguen los rumores).
Así, visiblemente emocionado, concluye reclamando denodadamente justicia y ayuda urgente del Estado para su tierra asturiana.
Posteriormente, el republicano liberal demócrata, el también asturiano Sr. Martínez García Arguelles, centra el objetivo de sus acusaciones respecto de los sucesos revolucionarios en los Gobernadores civiles de la provincia durante el primer bienio republicano, “que al darse cuenta de que se les marchaba la opinión pública como consecuencia de su conducta torpe y sectaria en el Poder, prepararan arteramente los alijos de armas que pudieran servirles en un día próximo para recuperar por la fuerza lo que perdían por el mandato del pueblo”;
unos hechos que luego fueron refrendados por la actitud antidemocrática del partido socialista que no aceptó la derrota de las elecciones de Noviembre de 1933. Relata y, como un hecho ilustrativo de lo que allí estaba preparándose, lo habitual que le resultaba al ir circulando con su coche por carreteras asturianas, el encontrarse con la Guardia civil haciendo registros para decomisar armas, unos Guardias a los que les preguntaba si esto también lo hacían con los obreros mineros, a lo que estos le respondían:
“¡De ninguna manera! Tenemos la orden de revisar los coches y la de no meternos con los obreros para no provocar conflictos de orden público”.
Hace un balance desgarrador de su situación personal, de lo que él y los suyos han sufrido durante estos sucesos;
“me encuentro hondamente emocionado, turbado el corazón por lo que los míos y yo hemos sufrido. Me han deshecho todo, han destruido mi clínica, mi laboratorio, toda mi labor científica de treinta y cuatro años. En los primeros días de la revolución, me bombardearon una casa, y cuando se retiraron de allí, robaron todo”; habla de cómo su familia estuvo refugiada durante días sin poder comer y casi sin poder beber agua;
“refugiados en un sótano en el que se agrupaban 50 personas, esperando diariamente ser asesinados”.
Relata también como se salvaron sus hijos de la muerte, uno de ellos, incluso, ya camino del pelotón de fusilamiento (había sido condenado a muerte); el otro, permaneció varios días en un hospital y desde el que podía observar como se llevaban para asesinar a muchos de los enfermos, los cuáles además recibían todo tipo de amenazas;
“A vosotros, cuando acabéis de curar, os fusilaremos como a ellos”. Tras éstos escalofriantes y duros relatos, el diputado de Renovación Española Sr. Fuentes Pila, denuncia los correrías y preparativos de la revolución de los diputados socialistas en Santander;
“hemos contemplado también y hemos visto como, durante todo el verano y principalmente a partir del mes de Agosto, todos los primates del socialismo, Diputados de esta Cámara, realizaban frecuentes correrías en Asturias y Santander, y que en casa de un Diputado por Asturias, doña Matilde de la Torre, en Cabezón de la Sal, se celebraban todas las reuniones preparativas del movimiento revolucionario del Norte de España”,
todo ello con la permisibilidad de las autoridades,
“porque las concentraciones de milicias, sus desfiles, eran una cosa casi cotidiana, y no solo habitual en el Norte, sino extensible en otras provincias ante la pasividad de las autoridades y del Gobierno Samper”, unas manifestaciones que recuerda que no se permitían cuando eran protagonizadas por sectores y organizaciones de la derecha.
Por su parte, la minoría Agraria por boca del Sr. Romero Radigales, denuncia al partido socialista como único responsable de la revolución asturiana, de esta forma, no quiere dejar pasar la oportunidad para advertir del nuevo y peligroso movimiento que se esta proyectando en el seno del partido socialista;
“una maniobra que ya se adivina por ahí, y es la que de parte de alguno de ellos quieren ahora aparecer aquí como apartados de ese movimiento revolucionario, cuando no persiguen otra finalidad que la de tener una personalidad dentro de la legalidad política y parlamentaria para facilitar otra vez la entrada de los demás y luego la absolución de los culpables, para que no caiga sobre ellos el peso de la ley con todo el rigor con que debe hacerse efectiva”;
una operación de blanqueamiento abanderada, a su entender, por el Sr. Besteiro, al que acusa afirmando que el mismo día que el Sr. Indalecio Prieto amenazaba con dicha revolución, “después de todos los mítines revolucionarios que hemos estado oyendo a todas horas, a ciencia y paciencia nuestra, el Sr. Besteiro, agazapado en su concha, se calló y no las desautorizó, que yo sepa, en ningún lado, ni siquiera en la Prensa, el Sr. Besteiro contribuyó como el que más a la revolución”; recuerda así las sesiones donde a los cuatro vientos el Sr. Prieto proclamaba la revolución y el enfrentamiento entre españoles ante el silencio de la Presidencia de la Cámara, el Sr. Besteiro, que nunca impidió y, ni tan siquiera molestó, a las recurrentes invitaciones a la violencia, no ya del Sr. Prieto, sino de otros tantos correligionarios socialistas (el diario de sesiones del pasado bienio no hace más que refrendar que esto fue así, sin duda un gravoso debe en la figura del Sr. Besteiro, un borrón que lastima, por desgracia, una labor generalmente encomiable y ejemplar desde su complicadísima posición en el tumultuoso parlamento republicano).
Concluye solicitando que no vuelva a suceder como en los tristes sucesos de Annual del año 1921 y se depuren todas y cada una de las responsabilidades. A continuación, cerraba la sesión el Sr. Muñoz de Diego, miembro del PLD (Partido Liberal Demócrata); denuncia la impunidad con que se aprovisionaron de armas los obreros mineros, con ametralladoras, fusiles, etc.;
“con cañones que habían recogido en Trubia, circulando diariamente un tren desde Trubia a Oviedo y surtiéndose constantemente de piezas de artillería", "circulaban por las calles todos los camiones de las Sociedades y todos los coches particulares, que habían sido habilitados por los revolucionarios, magníficamente blindados”,
cree que lo más grave de todo no es la dinamita y las armas empleadas en la revolución, sino
“esa terrible dinamita espiritual que se ha lanzado constantemente desde el periódico el Avance, envenenado a esas pobres multitudes obreras”,
reprocha duramente la impunidad con la que se había hecho, haciendo caso omiso a la prohibición que el fiscal promulgaba para que no saliaera a la calle, una justicia que no puede cumplirse ni hacerse efectiva
“porque existe un plantel de Diputados socialistas, que tienen cuartillas firmadas en blanco, que se declaran autores de todos los artículos publicados en Avance, y en el Juzgado de instrucción de Oviedo existen un centenar de sumarios y otro centenar de suplicatorios para procesar a esos Diputados estéril e inútilmente, porque hay una tradición lamentable, con la que por cierto,  hay que terminar,  por virtud de la cual los delitos políticos merecen en absoluto, por decirlo así, la impunidad más completa, y no hay posibilidad de conceder ni un suplicatorio”.
En otra larga sesión sobre los sucesos de Octubre, el día 8, el diputado de la minoría de Renovación Española, Sr. Suárez de Tangil, critica también la gestión del Gobierno del Sr. Samper haciéndole el principal responsable de los sucesos revolucionarios, ofrece algunos datos y sucesos de los mismos en su provincia de Palencia; así, solicita “la incautación de los bienes de las Sociedades Obreras, de las Casas del Pueblo y de todos aquellos particulares complicados en el movimiento, siguiendo las mismas normas que se tomaron arbitrariamente en la sesión del 11 de Agosto de 1932”. Tras él, llega el turno del ahora diputado de la minoría Radical Sr. Samper, trata de excusarse de los innumerables ataques recibidos; asegura que su Gobierno estuvo atento a todo los movimientos del periódico Avance;
“ese periódico era perseguido y era denunciado, que se ejercitaban contra él todos los procedimientos que estaban en la mano de las autoridades”, con multas que se iban hasta las 10.000 y 15.000 pesetas, resalta que, gracias a esas
“persecuciones legítimas, el director de Avance estuvo más de un mes en la cárcel”.
Algunos diputados le recuerdan que aquellas multas no se pagaron finalmente y que, mientras tanto, se seguían ejercitando acciones contra periódicos de la derecha por parte de su ejecutivo. En la línea general de la causa, culpa directamente al partido socialista de todos estos trágicos sucesos;
“el partido socialista, con motivo del advenimiento de la República, adquirió un predominio superior al que le correspondía”,
primero por la habilidad y libertad con la que se supo mover durante la Dictadura, como
“cuando se produjo la convocatoria de las Cortes Constituyentes, obtuvo una participación en las candidaturas desproporcionada a la que correspondía a sus propias fuerzas, merced a la habilidad de ellos, a la manera cautelosa de inmiscuirse en las organizaciones republicanas”;
afirma que el partido socialista cuando alcanzó el Poder,
“no se dedicó a servir los intereses de la Patria, no puso por encima de todo el interés general de la República, sino que se dedicó a organizar sus fortalezas, sus castillos, sus torreones, sus artillamientos y sus unidades de combate”.
Así mismo, recuerda las elecciones de Noviembre del año 33, con unos resultados que los socialistas no aceptaron, algo que ya era evidente incluso antes de esa fecha; así, hace referencia a como el día 13 de Septiembre, el mismo día en que se constituía el Gobierno del Sr. Lerroux, “publicaba la Juventud Socialista una nota en la que constaba esta afirmación: Hacemos patente nuestra voluntad de luchar en todos los terrenos contra los futuros fascistas españoles”,
o el 17 de Septiembre, cuando en el diario el Socialista se decía:
“Con el Gobierno del Sr. Lerroux entra España en una fase revolucionaria. Queramos o no, el proceso de la revolución española se acelera desde ahora”;
recuerda, igualmente, que el día 28 del mismo mes, el Sr. Largo Caballero decía en el semanario la Renovación:
“Nos hallamos en una etapa de la revolución social. El capitalismo ha dado de sí todo lo que podía, Estamos a las puertas de una acción de tal naturaleza que conduzca al proletariado a la revolución social”;
un día en el que el ya citado diario el Socialista publicaba:
“El partido socialista es la vanguardia revolucionaria del proletariado organizado. Los Sindicatos tienen el deber histórico de preparar su defensa, que no es otra que la revolución. La revolución no puede tener por objeto asustar al capitalismo, sino destruirlo”. Apunta que, una vez conseguido el derrocamiento del Gobierno del Sr. Lerroux, “se publica el decreto de disolución de las Cortes, que es combatido en términos abominables por el partido y por el periódico socialistas”,
momento en el que dice que se rebaja la tensión con el nombramiento del Gobierno interino del Sr. Martínez Barrio, que será el encargado de preparar las elecciones, unas elecciones que se desarrollan bajo proclamas del estilo:
“Victoria en las urnas o revolución social”. En este punto, recuerda también las manifestaciones del Sr. Largo Caballero en la localidad de Don Benito: “No hemos de cejar hasta que en las torres de los edificios oficiales ondee la bandera roja de la revolución”.
Refiere que bajo estas difíciles circunstancias, llegaba el Gobierno del Sr. Lerroux en Diciembre del año pasado, intentando acometer una política de apaciguamiento, reflexiva, que tratara de atraer a los extremismos de uno y otro lado,
“de reparación de las injusticias cometidas durante el bienio”;
una labor pacificadora que fue la que intentó llevar a cabo su propio Gobierno a partir del mes de Mayo. Así mismo, recuerda que su ejecutivo se tuvo que enfrentar nada más constituirse a la revolución campesina del mes de Junio, revolución que dice fue vencida gracias a las acciones llevadas a cabo por su Gabinete, cree que en ello está una de las claves para que el proceso revolucionario de Octubre fracasará posteriormente. Respecto a la cuestión catalana, defiende su política de contención y no enfrentamiento con las autoridades catalanas;
“hubo entonces que seguir el procedimiento de la templanza y la moderación”,
lo cual suponía un enorme sacrificio. Cita también el éxito gubernamental de desarticular el movimiento revolucionario en Madrid y en el que se producen
“la clausura de las Casas del Pueblo y registros en los que se encuentran armas en abundancia”; por todo ello, piensa que en el haber de este Gobierno se debe incluir “esta partida: la desarticulación del movimiento revolucionario en Madrid, de tal suerte que, las masas que tenían el compromiso de asaltar los Ministerios no pudieron hacer otra cosa más que fingir que los asaltaban para quedar medianamente, como valientes y como hombres, ante los demás revolucionarios con los que estaban comprometidos”;
también, desea recordar que se suspendieron en sus funciones a alcaldes socialistas inmersos en el proceso revolucionario en la región asturiana durante el periodo estival. Sitúa el estallido de todo ese proceso revolucionario, previamente tan anunciado y publicitado entre los días 1 y 5 de Octubre,
“en un instante de penumbra, es el momento de indecisión, de debilidad del Poder Público, es el instante en que va a producirse la transmisión de los poderes, un instante de interinidad, de transición, el Poder público es débil”, un momento que era buscado y el deseado por los revolucionarios. Tras ello, hace referencia al conflicto hullero, en concreto del préstamo de 600.000 pesetas que el Banco de Crédito Industrial otorgó a la industria hullera;
“se otorgó, porque amenazaban los obreros con la huelga, y la huelga se iba a fundar en que no percibían los jornales, que se les adeudaban los subsidios y las jubilaciones”,
cree que, de no darles ese préstamo, se corría el riesgo de aumentar el grado de la revolución dado que a la huelga, “se hubiera dado a ella unos tonos sentimentales y los obreros hubieran salido a la calle con las armas en la mano, diciendo, no solo que querían la revolución social, sino que se les pagasen los jornales, los subsidios y las jubilaciones que se les adeudaban”.
Concluye su larga disertación pidiendo que no se siga el ejemplo de las izquierdas durante las Cortes Constituyentes, aplicando leyes de excepción
“contra los funcionarios, contra las clases aristocráticas, contra el Clero”, medidas excepcionales que solo sirvieron para dar el triunfo de manera abrumadora a las derechas en el Noviembre pasado; “aprendamos nosotros también esta enseñanza, no despertemos movimientos reactivos con los cuáles España no puede vivir”.
El cedista Sr. Fernández Ladreda agradece el tono sereno del Sr. Samper, sin embargo, cree que no ha rebatido ninguno de sus argumentos; así, denuncia que tras las elecciones de Noviembre del año pasado, tras el vuelco electoral, la única Comisión Gestora que no se renovó fue la de Oviedo en manos de la minoría Radical socialista cuando apenas había tenido una porción muy pequeña de apoyos en Asturias, un hecho que permitía que en aquella región hubiera Gobernadores civiles como el Sr. Blanco, cuya actitud negligente en el periodo prerrevolucionario quiere denunciar. Hace referencia a una serie de actos previos como claros factores desencadenantes del proceso revolucionario; cita así el acto de Covadonga el 8 de Septiembre, que, a su entender,
“fue
el ensayo que hizo el partido socialista para ver si las masas respondían unánimemente, sin vacilar, a una orden suya, orden circulada rapidísimamente a todos los Sindicatos de una provincia de comunicaciones tan difíciles como Asturias, por medio de una red de enlace prodigiosamente establecida”,
y que para sorpresa de las mismas autoridades, “en cosa de 8 horas, se declaró un paro general”, demostrando que, en aquel momento, ya se encontraban preparados para llevar a cabo el movimiento revolucionario (acto protagonizado por la Ceda y que las izquierdas intentaron evitar recurriendo hasta la violencia). El segundo hecho dice que se produce dos días después y es referente al alijo de armas del Turquesa, que se sabe
“perfectamente que tal alijo descubierto era uno de los varios ya realizados”. Finalizada su intervención, se propone una Proposición incidental destinada
“a declarar su incompatibilidad moral con aquellos Diputados pertenecientes a la minoría socialista, responsables por participación directa o indirecta o por solidaridad tácita en los horrendos crímenes cometidos en aquella hermosa y leal provincia”,
Proposición
defendida por el jefe de la minoría de Renovación Española Sr. Goicoechea. La minoría Radical, en la boca del Sr. Guerra del Río, muestra su disconformidad con la Proposición; hace mención a los antecedentes revolucionarios de los que también culpa al partido socialista, unos sucesos que tendrían su origen en el mes de Julio del año pasado; “en pleno Gobierno de los socialistas, desde que avizoran la posibilidad de tener que abandonar el Poder, cuando, aprovechando la influencia que gracias a la candidez republicana habían obtenido, se prepara la revolución”,
días en los que ya se tuvo conocimiento y por primera vez acerca de noticias
“de aquella venta de armas realizada por organismos del Estado y dedicadas, indudablemente, a una revolución, que ya preparaban en la fecha indicada, para volver a ocupar violentamente el Poder que sospechaban que constitucionalmente salía de sus manos”; “Y esta revolución estaba latente y a punto de estallar cada día desde el 13 de Septiembre de 1933”. Incluso, asegura que el plan previsto para desencadenarla no era el 5 o el 6 de Octubre, sino el 15 de Septiembre, “y la ocasión buscada era la conducción a Madrid de los restos de Galán y Hernández, y el plan era invitar a todo el Gobierno al acto, y en aquel instante, haciendo nacer, como decían ellos, un 14 de Abril rojo, apoderarse de todos los resortes del Gobierno, secuestrando o asesinando a sus miembros y expandiendo desde Madrid, dueños del Poder, la revolución al resto de España”,
algo que dice se hizo abortar obligando a cambiar la fecha del movimiento revolucionario;
“la fecha inmediata fue señalada para el día en que el Sr. Lerroux subiera al Poder”.
Defiende también la actuación del Gobierno Samper en lo referente a los sucesos de Cataluña mediante una política de apaciguamiento, a su juicio, una política de fuerza hubiera empeorado las cosas.
Un día más tarde, el 9, se realiza el homenaje de la Cámara al Sr. Oreja Elosegui, diputado de la minoría Tradicionalista asesinado durante los sucesos revolucionarios (asesinado en la localidad de Mondragón el día 5 de Octubre por milicianos socialistas que a primeras horas de la mañana habían tomado la localidad, milicianos liderados por uno llamado Celestino Uriarte que, en una tapia cercana a la Casa del Pueblo, cruelmente lo acribillaron a balazos); el Sr. Goicoechea afirma que, mientras el Sr. Oreja era asesinado,
“un Comité revolucionario, agazapado en la fábrica de armas Alfa, y dirigido por el generalísismo de las Juventudes Socialistas, Enrique de Francisco, distribuía entre las fuerzas de que disponía los papeles que habían de realizarse y el plan todo para la acción, acción que cogía a la sociedad inerme y desprevenida”. Tras este homenaje, tiene lugar el debate sobre la Comisión de Suplicatorios, se solicita a la Cámara autorización para procesar al Sr. Largo Caballero por su intervención en los sucesos revolucionarios, un auto de procesamiento en el que se dice: “el Diputado Sr. Largo Caballero venía desde hace tiempo, por medio de su palabra en el mitin y algunas veces por su pluma en la Prensa, incitando a la rebelión, que el Sr. Largo Caballero en todos sus discursos exponía la necesidad de apoderarse del Poder violentamente, para estructurar la Nación con arreglo a sus ideas socialistas, que el Sr. Largo Caballero daba órdenes y era considerado como jefe principal, según declaraciones que obran en el sumario, que el Sr. Largo Caballero estuvo ausente de su casa desde el 5 de Octubre hasta el día 13 del mismo mes, que en los registros efectuados en la casa del Sr. Largo Caballero se encontraron documentos con interesantes y graves confidencias, planos de autos blindados, que, racionalmente, no podían tener otro empleo que los actos de fuerza”,
señala dicho auto que, ante todas estas acusaciones, el Sr. Largo Caballero
“se limita a decir que no sabe absolutamente nada, porque estuvo encerrado en su casa durante todos los días de la revolución, con orden expresa de que, si alguien llamara a su casa, se dijera que no se encontraba en ella”.
La declaración es profundamente contradictoria, ya que afirma que su propia familia reconoció al prestar declaración en el sumario lo siguiente: “declaró de manera terminante, sin vaguedades ni dudas, que el Sr. Largo Caballero, desde el día 5 de Octubre hasta el día 13, estuvo ausente de su casa”. El diputado de la minoría PDL (Partido Demócrata Liberal) Sr. Martínez García Arguelles, se muestra a favor del suplicatorio al considerar que las pruebas son evidentes; “la opinión pública según declaraciones de numerosos complicados en la revolución, dice que el director de todo el movimiento era el Sr. Largo Caballero, que él fue quien dijo la fecha, quien indicó los procedimientos que habían de seguirse, quien marcó la pauta y la táctica, y nosotros queremos que se averigüe si esto es cierto o no es cierto”,
señala que la única manera de saberlo “es conceder el suplicatorio”. (Muy bien - Aplausos). Posteriormente, interviene el diputado agrario Sr. Royo Villanova y, sobre el Proyecto del Reglamento de las Cortes, pide medidas para combatir el absentismo en la Cortes, así mismo, reitera su deseo de que vuelvan las oposiciones al Parlamento;
“para que la Prensa no tenga pretexto para decir que esto no es un Parlamento”.
A continuación, se retoma el debate sobre los sucesos revolucionarios de Asturias; el diputado de la CEDA Sr. Manglano lamenta la situación del Ejército, un Ejército que necesitó hasta ochos largos días para tomar una ciudad como Oviedo; cree que la explicación de todo ello hay que buscarla en las reformas realizadas en el Ejército por el Sr. Azaña; “el Ejército ha sido destrozado, moral y materialmente”, “y que después no se ha hecho nada para reparar y reconstruir lo por el Sr. Azaña destruido, la obra nefasta del Sr. Azaña, que aquellas reformas militares, aquel desprestigio que después ha venido sobre todos los organismos militares, esa falta de autoridad moral que hoy tienen y el no haberse deshecho esa obra nefasta, es lo que tiene la culpa de la destrucción de Oviedo”. Advierte del enorme error que supuso el que la supresión de los Consorcios Militares no se hubiera hecho con anterioridad, al respecto afirma; “no se da el caso en ningún país de que aquellos elementos propios de la defensa del Estado, aquellos elementos de producción del material de guerra, estén en manos de los enemigos de la sociedad, de los enemigos de las instituciones públicas”. Habla también de las destituciones que se han producido en los mandos del Ejército con la revolución ya en la calle, “con más de 150 casos de jefes y oficiales destituidos sin que se sepa el motivo”, cree que estas destituciones se tenían que haber realizado también antes, “porque sus actividades revolucionarias, eran de todos conocidas, uno de ellos firmaba transmitía las órdenes y firmaba los documentos llamándose Jefe del Ejército Rojo", "eso lo sabíamos todos en Madrid, además, se conocían las órdenes que mandaba mensualmente a todas aquellas cédulas comunistas que existían en el Ejército y que, desgraciadamente, todavía existen”.
Denuncia las distintas actividades revolucionarias del Teniente Coronel López Bravo, unas actividades revolucionarias que, a su juicio, “eran conocidas públicamente”, por ello pregunta:
“¿Cómo ha podido encomendársele el mando de una columna a un jefe revolucionario?”; destaca como único acierto del Ministro de Guerra, la designación del General Franco para acabar con los sucesos revolucionarios. Por su parte, el diputado agrario Sr. Rodríguez de Viguri, censura también la situación en la que se encuentra el Ejército; habla de la escasez de efectivos, de las deficiencias del mando, se lamenta de las actitudes revolucionarias de algunos de ellos; pese a ello, cree que el actual Ministro Sr. Hidalgo, ha tenido la mejor voluntad de todos los que han pasado por ese complicado e ingrato cargo. Así, pide que se incremente la dotación presupuestaria del Ministerio de Guerra, con un Ejército que, tras las reformas azañistas, solo cuenta con unos 85.000 efectivos y 8 Divisiones de las 16 que llegó a tener. A continuación, el diputado del Partido Nacionalista Español, Sr. Albiñana, pasa a realizar un desglose de las fuerzas revolucionarias y enemigas de España en las que incluye a independentistas vascos y catalanes, socialistas y las masónicas, así afirma; “en España no hay nación más que España, y los únicos nacionalistas somos nosotros, los nacionalistas españoles, los demás son separatistas”. (Muy bien).
Lanza duros reproches a los nacionalistas vascos;
“Vosotros, los separatistas vascos, habéis tenido una actuación mucho más repugnante, porque, al fin y al cabo, los de la Ezquerra catalana han sido siempre elementos revolucionarios, elementos de procederes violentos, y no han engañado a nadie, mientras que esos mansos corderos del separatismo vasco, que se titulan católicos y hasta vaticanistas, han colaborado de una manera infame con los marxistas de todos los matices en la revolución”.
En relación al socialismo, califica de perverso al socialismo español; “se distingue de todos los socialismos del mundo precisamente por esto, por su perversidad”,
señala que es el principal responsable de la revolución; en su opinión, desde esos bancos socialistas,
“se ha pregonado y se ha anunciado hasta la saciedad la revolución”. Sentencia con su habitual dialéctica directa y tendente a la exaltación de unos espíritus, ya de por sí suficientemente agitados, afirmando que, en cualquier otro país del mundo,
“medianamente justo, individuos como Azaña, individuos como Largo Caballero, individuos como Prieto, individuos como Casares Quiroga, individuos como todos los que les secundan en sus crímenes revolucionarios, habrían sido ejecutados ya en nombre de la seguridad nacional. (Muy bien), Aquí todavía se les pagan haberes pasivos y se les da escolta para que la ira popular no realice con ellos la justicia que merecen”. Concluye denunciando la participación de la masonería en los sucesos revolucionarios, cree que desde Europa hay orden de enviar emisarios masones para que,
“personalmente, investiguen la conducta de nuestras autoridades durante los pasados sucesos revolucionarios”,
lo considera un hecho gravísimo, así, solicita que no se deje pasar a estas personas por las fronteras españolas.
En la sesión del día 13 de Noviembre se aparca momentáneamente las tensas sesiones relativas a los sucesos de Asturias y
se trae a debate el asunto de la Censura Previa parlamentaria; se anuncia que el Gobierno decide concluir
“con la previa censura en lo que se refiere a las manifestaciones hechas en la Cámara y a los extractos de las sesiones que se publiquen en la Prensa, sin ninguna restricción en principio”, una censura que era la excusa esgrimida por los diputados socialistas para no asistir a las sesiones parlamentarias; pese a que esta fue finalmente suprimida, la minoría socialista no hizo acto de presencia en las Cortes en toda la legislatura (la opinión contraria del Sr Largo Caballero se impuso dentro del seno del partido). Posteriormente, se presenta el Proyecto de Ley sobre la Tenencia ilícita de armas, un Proyecto que propone aumentar las penas de delito por esta materia y con la intención de prevenir el manejo y uso de armas de la ciudadanía. Durante el debate interviene el diputado Sr. Pascual Leone, encargado de defender la posición de su minoría en la Cámara, Izquierda Republicana, la cual, se sitúa a favor del Proyecto del Gobierno; en su intervención, protagoniza duras críticas contra el Sr. Primo de Rivera por entender que fomenta la violencia para alcanzar cotas de Poder
“mediante sus famosas escuadras de Falange Española”.
El día 14 se retoma el debate sobre los sucesos de Octubre, unos debates que van perdiendo la intensidad y el apasionamiento iniciales; el diputado de la minoría Tradicionalista Sr. Lamamie de Clairac, muestra su enojo por la llegada de unos comisionados extranjeros para estudiar los sucesos; la Presidencia, Sr. Alba, asegura que no va a permitir que eso suceda, lo que aprueba la Cámara con la excepción de la minoría de UR (Unión Republicana) del Sr. Martínez Barrio; el Sr. Lamamie De Clairac agradece que esto sea así ya que advierte que la referida Comisión, además, venía de la mano de la diputada socialista Sra. Lejárraga;
“que es la que ha venido acompañando a esos señores”.
Respecto a los sucesos de Octubre desea destacar dos de las causas de los mismos;
“la infiltración de los elementos revolucionarios en todos los organismos del Estado, segunda, la imprevisión y debilidad de los Gobiernos y en especial del Gobierno Samper”.
Rechaza de plano la vuelta de los partidos socialistas; “pero, ¿es posible que nosotros vayamos a discutir de igual a igual con aquellos que están manchados en la revolución?”,
cree que no se puede volver a dotar de la condición de legisladores a aquellos que
“han llenado de sangre y lágrimas España”;
así mismo,
lamenta la ausencia de medias al respecto;
“¿no están en la calle, no están muchos en sus puestos de funcionarios, no están algunos hasta en puestos de mando como autoridades, personas pertenecientes a esos partidos y que ahora se agazapan, esperando a que llegue el momento oportuno para volver a sacar la cabeza otra vez?”. Pide, por ello, la supresión del Estatuto y de las Casas del Pueblo y la suspensión y sustitución de los Mandos del Ejército que tengan relación con la masonería. Así, alaba la labor desarrollada en el mismo por el General Franco, solicita por esta razón al Ministro de Guerra que renuncie a su cargo y se lo ofrezca al propio General para que así, “tengamos un Ministro de verdad, que sería bien recibido por el Ejército y por España entera”;
en unos momentos en los que, asegura, dos organizaciones obreras, la CNT y la FAI,
“están preparando otro movimiento revolucionario” para cuando el Estado de guerra termine. La labor del General Franco en la finitud del proceso "revolucionario" no iba a dejar indiferentes a unos y a otros, algunos vieron en su figura desde entonces, un factor sobre el que bien se pudiera acaudillar un golpe de efecto y dirigido al uso de la fuerza para situaciones de emergencia como la acontecida en Octubre, otros, verían en él y, tras su indudable éxito en Asturias, un potencial y un nuevo enemigo de sus causa "revolucionaria", una figura de la reacción dirigida contra sus señas de identidad en pro del proletariado y lo que entendían debía ser su justicia "republicana",  pero el General Franco no iba a contentar ni a unos ni a otros en aquellos duros y tan difíciles momentos, nunca se pudo probar nada que pudiera hacer temer al régimen respecto de las intenciones del General, se mantuvo en un segundo plano, firme y fiel en su compromiso de lealtad al régimen hasta casi la misma fecha del pronunciamiento del 18 de Julio del 36. Es obvio que, tras estos sucesos, el titular de la cartera de Guerra siempre trató de hilar muy fino respecto a quien debía situar en los principales puestos del mando del Ejército, a nadie se le escapaba que, dadas las circunstancias políticas y sociales del país, se había convertido en requisito imprescindible el tener próximo a mandos de confianza del Ejército con el fin de dar continuidad y plenas garantías a la labor del ejecutivo de turno; unos y otros utilizaron desde entonces los resortes del Ministerio de la Guerra en base a estas especiales circunstancias y a este cariz que los acontecimientos político sociales tomaron tras la intentona golpista fallida por los socialistas en el Octubre de 1934, la democracia republicana tenía así, otro debe más en su ya deteriorada y frágil esencia democrática por culpa de la insensatez y deslealtad manifiesta de unos pocos.
A continuación, toma la palabra el diputado de la minoría Agraria Sr. Madariaga, denuncia a los socialistas por ser los culpables de los sangrientos sucesos, unas responsabilidades que no hay que buscar solo en el Gobierno Samper, sino que, a su entender, viene de mucho tiempo atrás; asegura que desde los tiempos de la Monarquía el partido socialista se ha valido de los medios del Estado para llevar a cabo sus propósitos revolucionarios, apetitos acentuados con la llegada de la República. Lamenta la presión ejercida durante años por asociaciones socialistas como la UGT, sobre los obreros y trabajadores, asociaciones que han recibido siempre ayudas estatales, unas ayudas que se han seguido otorgando a estas filiales socialistas cuando ya eran claras y visibles sus aspiraciones violentas y prorevolucionarias. Se refiere también a los Consorcios de Industrias Militares, lugares en los que aquellos obreros que no pertenecen a la asociación socialista de la Federación de Trabajadores del Estado, “han venido siendo víctimas de vejámenes, de insultos, de persecuciones, de amenazas”.
Pide al actual Gobierno que vigile todos los puestos de la administración y del Estado que aún sigan siendo ocupados por socialistas y desde donde se continua haciendo política socialista, controlando los Jurados Mixtos y otras Asociaciones y Corporaciones desde las que, asegura, se sigue chantajeando a los obreros. No concibe que los socialistas sigan cobrando dinero de un Estado al que han combatido, “que ha querido derribar, de la Nación que ha querido llevar a la ruina, de los ciudadanos a quienes ha querido asesinar”.
Cree que ese dinero debe ir para los trabajadores, para el paro o para instituciones benéficas.
La tensión vuelve a la Cámara en la sesión del día 15, sesión en la que, por primera vez tras los trágicos sucesos de Octubre, interviene un miembro de una de las minorías implicadas en los movimientos "revolucionarios", en este caso de la ERC. Antes, se discute el Proyecto de Ley sobre el Reglamento de las Cortes, un Proyecto que pretende cambiar la medida del Quorum parlamentario por la presencia mínima de 200 diputados; con el voto favorable de la mayoría de estos, se podrán aprobar los diferentes Proyectos de Ley, una medida que pretende, principalmente, evitar la obstrucción parlamentaria. Al respecto, el diputado agrario Sr. Royo Villanova, refiere que no hay motivos para cambiar la medida del Quorum en la aprobación de leyes;
“si he sido Diputado y Senador con una Constitución en la cual se exigía la mitad más uno de los votos, ¿por qué he de cambiar yo de opinión ahora?”. Tras estas palabras, se levanta el Sr. Ventosa Roig, diputado de la ERC; su intervención apenas es escuchada por los continuos reproches e interrupciones de los diputados de las derechas, que profieren diversos agravios hacia su persona; el Sr. Gil Robles cree que antes de intervenir en los debates parlamentarios, deben ofrecer las pertinentes explicaciones de su conducta a la opinión pública. Tras esto, el diputado del partido conservador republicano (minoría del Sr. Maura), Sr. Cano López dice;
“¡Muera el Estado catalán!, ¡Muera la República catalana!”.
Pasados unos minutos, toma la palabra otro de los miembros de la ERC, el Sr. Serra i Moret, diputado que trata de excusar a su minoría de la intervención directa en los sucesos revolucionarios, así, llega a afirmar; “al mismo tiempo que os enterabais vosotros de la proclamación del Estado Catalán nos enterábamos nosotros”. (Varios señores Diputados: ¡Que inocentes!, Grandes protestas).
Se producen diversas interrupciones, en todas ellas se solicita que aclaren su participación en los sucesos, respecto a si los condenan o no, por lo que afirma;
“ni por medio de sus órganos representativos, nuestros partidos han hecho manifestación alguna de adhesión al movimiento de aquella fecha”,
unos sucesos sobre los que se declara meros espectadores de los mismos. Critica que se haga extensiva la culpabilidad a todos los integrantes de las formaciones políticas catalanas, cree que el hecho de que algunos se hayan puesto al margen de la ley,
“no puede dar lugar a que las responsabilidades políticas se diluyan, atribuyéndolas también a los que estábamos ignorantes de lo que iba a ocurrir, sino que deben concretarse en los que tomaron parte en el movimiento”. (Rumores y protestas. Varias voces: “Cobarde”). Por su parte, el diputado agrario Sr. Royo Villanova y ante los continuos ataques y reproches que están sufriendo en sus intervenciones los diputados de la Ezquerra, recuerda la violencia que sufrieron las derechas durante las Constituyentes, dice que no es un buen ejemplo ahora hacer lo mismo;
“la reciprocidad es el derecho de los pueblos incultos. Nosotros no podemos obrar con reciprocidad”.
Asegura que en Cataluña no se ha producido una revolución al estilo asturiano dado que, la agrupación de Maciá, sus diputados,
“vinieron a las Constituyentes con los votos de la CNT, se dedicaron en cuanto subieron al Poder, a maltratar a los sindicatos de la CNT, y la Confederación se les puso en contra”.
A continuación, toma la palabra el diputado de la minoría Tradicionalista Sr. Toledo, afirma que hay dos Ministerios que han dado cobijo y fuerza al proceso revolucionario, el de Trabajo y el de Instrucción Pública; “el uno con una legislación social injusta y el otro con una política cultural desacertada, que son los que dan fuerza y entronizan la revolución, los que arman a la revolución, los que llegan hasta la misma base, hasta los cimientos de la sociedad”. Denuncia que una buena parte del Magisterio español ha formado parte del proceso revolucionario mediante una enseñanza que en lugar de laica se ha convertido en antirreligiosa. Como muestra, hace mención a algunas Colonias escolares del anterior verano en las que los maestros fotografiaban a sus alumnos con el puño en alto, instantáneas que luego eran recogidas por el diario Avance, por todo ello, pide las oportunas responsabilidades. Muestra su contrariedad porque en el Consejo Nacional de Cultura, creado en Agosto de 1932,
“figura todavía una mayoría de consejeros afiliados a la política del Sr. Azaña y a la política socialista”,
un Consejo que no ha hecho diligencia alguna para reparar ni la Universidad de Oviedo ni el Instituto de la ciudad destruidos durante la revolución, ni tampoco
“sobre tantas joyas artísticas como han perecido en aquella histórica ciudad”;
Consejo, entre cuyos miembros, se encontrarían señores como Julián Besteiro y el diputado comunista Cayetano Bolívar. Igualmente, denuncia también a la Inspección Central de la Primera enseñanza cuya mayoría de miembros, asegura, pertenecen
“a un partido político ausente hoy día de la Cámara”;
del mismo modo, muestra su indignación por el hecho de que en el Boletín de Educación que publica todos los meses la citada Inspección Central, se publican ciertas normas y directrices a los maestros e inspectores para la educación; “se pide el apoyo al comunismo, a las doctrinas comunistas, y esto se ha hecho señores, hace 3 días, cuando estaba caliente la sangre de nuestros héroes, la sangre de nuestro Ejército, que de tal forma ha salvado a la sociedad”,
todo ello, con la firma y sello del Ministerio de Instrucción Pública. Por su parte, el representante de la minoría Agraria Sr. Guallar, desea recordar que la revolución de Octubre tuvo como principal objetivo a los miembros de la Iglesia; “persiguieron y mataron al sacerdote, fue el odio a la religión, el odio a la Iglesia quien armó sus manos contra sus representantes”;
señala que, desde la instauración de la República, “todos sus poderes, todos sus organismos, los Gobiernos, las Cortes Constituyentes, las Corporaciones, las autoridades subalternas, todos han procurado con el máximo empeño, la descristianización de España, todos han procurado arrancar las influencia bienhechora de la Iglesia de las diversas manifestaciones de la vida pública, de la vida social y de la vida familiar”; así, denuncia las actuaciones de algunos profesores de esta escuela laica; “hay maestros que lo primero que obligan a sus discípulos a escribir en el encerado son estas palabras atroces: No hay Dios”,  unos
maestros “que se burlan de todas las prácticas y de todas las ideas religiosas”, haciendo de estas escuelas el germen y Centros “de espiritual infección, en incubadoras de rebeldes, de desequilibrados y de criminales”. Tras él, toma la palabra el diputado Radical Sr. Álvarez Valdés, habla de la gestión gubernamental durante el tiempo que permaneció en el Gobierno y, así, recuerda algunas de las múltiples amenazas y advertencias del Sr. Prieto en la Cámara durante ese tiempo; manifestaciones como las que emitió en la sesión del 20 de Diciembre del pasado año, el mismo día de la investidura del Gobierno Lerroux y donde anunciaba que ante el temor de que algún miembro de Acción Popular formara parte del Gobierno afirmaba: “Decimos desde aquí al país entero que públicamente contrae el partido socialista el compromiso de desencadenar la revolución”, unas amenazas que, finalmente, se han cumplido; “El mismo día en que los elementos de Acción Popular sumaron su concurso al Gobierno, el mismo día, se cumplía la profecía o anuncio que se formuló en sesión de 20 de Diciembre”;
recuerda también lo que dijo en la convulsa sesión del 7 de Febrero del presente año, en la que el Sr. Prieto “hizo idéntica manifestación, con tal tono y con palabras de tal relieve, que el Sr. Ventosa hubo de recogerlas y decirle: Si vais a hacer la revolución, hacedla pronto, porque daña más a la economía nacional esa constante amenaza que la realización del hecho subversivo”,
unas amenazas que  volvió a proferir en la sesión del día siguiente, el 8 de Febrero; ante ello, cree que lo único que hizo el Gobierno fue ir actuando y decidiendo a medida que se iban sucediendo los acontecimientos. Respecto al movimiento revolucionario, afirma que no fue un movimiento de explotados contra explotadores;
“no tenían los obreros asturianos motivos para proceder en la forma que procedieron como protesta contra la clase capitalista, porque no existían razones para ello”,
eran unos mineros que disfrutaban de mejores salarios, jubilaciones, vacaciones, subsidios y demás garantías estatales que el resto de los obreros del país.
Tras estas intervenciones, se lee una Proposición incidental defendida por el Sr. Goicoechea para declarar “la incompatibilidad moral con aquellos Diputados pertenecientes a la minoría socialista responsables por participación directa o indirecta o por solidaridad tácita en los horrendos crímenes”. Tras ella, se lee otra Proposición incidental, defendida en este caso por el Sr. Gil Robles; solicitan la incautación de todos los bienes y su disolución de todos aquellos sindicatos o Asociaciones que hayan tenido participación directa o indirecta en los sucesos revolucionarios, trata así de dirimir responsabilidades dentro de los elementos directivos del movimiento revolucionario. El diputado de la minoría Radical Sr. Samper, cree que se deben buscar también responsabilidades en los Gobiernos anteriores al suyo, reitera que se muestra tranquilo y convencido de su obra al frente del Gobierno; el Sr. Gil Robles, le replica diciendo que no puede haber esa compatibilidad moral tan deseada con aquellos que han participado en esta revolución anunciada desde tantos meses atrás, por lo que, solo con una condenación “previa y explícita del movimiento revolucionario” será posible empezar a unir puentes. Finalmente, la Proposición del Sr. Gil Robles es aprobada por amplia mayoría.
El día 16 tiene lugar una nueva sesión sobre los sucesos de Octubre, otra agitada y tensa sesión en la que queda patente, una vez más, que los sucesos revolucionarios lejos de aminorar o relajar las tensiones políticas, las iba a exacerbar. La postura equidistante, casi de complicidad con los sucesos de Octubre de minorías como la del ex miembro del partido Radical Sr. Martínez Barrio, era la muestra más viva y palpable de estas posturas e idearios casi irreconciliables. El líder del partido conservador republicano, Sr. Maura, no iba a ser ajeno a esta conducta equidistante respecto a los sucesos, trata de explicar su conducta antes y durante los sucesos revolucionarios debido a las distintas opiniones vertidas sobre la misma; refiere que las políticas de la derecha,
“están adscritas a una política de guerra, el clarín de guerra es lo que las ha unido, para el clarín de guerra y para la bandera de la guerra se han unido en torno a la figura del Sr. Gil Robles”,
políticas
unidas en una obra que llaman de contrarrevolución con el propósito de eliminar todo el contenido del 14 de Abril. Habla también del sectarismo de las izquierdas durante la etapa del bienio; así, recuerda algunos de sus compromisos durante su permanencia en el Comité Revolucionario; “Mientras el Gobierno provisional fue fiel a lo que representaban los compromisos del Comité revolucionario, yo estuve en el banco azul. En cuanto se votó el art 26 a pesar de los insistentes requerimientos de mis compañeros, lo abandoné, porque entonces empezaba bien claramente la lucha de media España contra la otra media”; "El sectarismo, la incompetencia y la demagogia, que tenían una mayoría abrumadora en aquellas Cortes, era inevitable que produjeran su efecto”.
Dice que contra todo ello luchó en aquellos dos años, con tanta fuerza como las otras minorías de la derecha, por ello,
“no he querido tener participación en Gobierno alguno de los que se han ido sentando en el banco azul”. De esta forma, trata de justificar su política de moderación, de búsqueda de la centralidad; hace también autocrítica lamentando no haber llegado a conseguir ese propósito desde la dirección de su partido en la República. Afirma que, dadas las circunstancias actuales,
“mientras la República sea la lucha de un bando de españoles contra otro, la pugna, que yo considero suicida, de unas ideas frente a otras, en el campo de la lucha civil, yo a esa República no la sirvo”. Desea advertir de la peligrosidad del momento actual;
“Señores Diputados republicanos, en España hoy no hay opción, o República o anarquía y caos, y la República no puede ser más que una República democrática”,
pide a los conservadores que no repitan ni caigan en los errores cometidos por las Constituyentes, “en que no se respiraba más que pasión y odio y encono, aquello trajo la reacción vuestra, que vuestra obra de hoy no traiga otra reacción, porque si ella viene, no quedará nada”. (Aplausos). Tras sus palabras, tiene lugar la primera intervención del líder de Unión Republicana (UR), Sr. Martínez Barrio; desea fijar la opinión y conducta de su minoría respecto a los sucesos revolucionarios de Asturias, una revolución que dice empieza a gestarse
“al día siguiente de celebradas las elecciones de Noviembre de 1933”.
Recuerda que, sobre el mes de Febrero del presente año, ofreció un discurso en un teatro de Madrid donde solicitaba aclarar el acatamiento de las minorías de derechas al régimen, tras lo cual, a las pocas horas, la minoría Agraria y en la voz de su jefe, Sr. Martínez de Velasco,
“hacía una declaración de firme y leal acatamiento a la República”, un acto que dice no tuvo reflejo en el principal grupo parlamentario de la derecha española, Acción Popular; afirma que, en esa falta de declaración de su republicanismo
“es
donde tenéis que buscar y encontrar todas las dificultades de la crisis, es ahí donde está la razón de mi separación del partido radical”,
un partido Radical que se postulaba por entonces en buscar el acercamiento de la CEDA para sumar voluntades a la República. Pese a ello, asegura que su grupo nunca se ha opuesto a que la minoría de Acción Popular participase en las acciones de Gobierno, sin embargo, durante todo este tiempo, si ha pedido el que definiese su republicanismo de modo que, al llegar la crisis gubernamental del pasado mes de Octubre y, al no hacerse esta declaración pública, solo tenían dos opciones;
“allanarnos de que Acción Popular se incorporara al Poder, o rebelarnos contra esa posibilidad. Optamos por la segunda, y ese fue el sentido de nuestra nota”;
una nota que, a su juicio, no suponía guiño alguno a la revolución. Al respecto, asegura que su minoría luchó para que esta no se llevara a cabo “y de que si se hiciera fuera con la menor virulencia posible”. (Rumores). Sobre la rebelión socialista es de la opinión de que esta empezó a gestarse “el mismo día en que el partido socialista abandonó el Poder”, ”No disimuló su propósito ni su intento, la dirección del Partido Socialista Obrero español se consideró agraviada porque en la crisis del 17 de Septiembre de 1933 pasara al Poder Político de manos del Sr. Azaña a manos del Sr. Lerroux, e inmediatamente, una parte de esos hombres se lanzó a la tarea de preparar un movimiento revolucionario”;
un movimiento revolucionario sobre el que muestra un profundo desacuerdo. Por su parte, el Sr. Gil Robles, afirma que su minoría no ha realizado una política de guerra ni siquiera negativa desde el triunfo electoral, sin embargo, sí ha mostrado una “posición hostil”
contra todos aquellos que hubiesen participado en los sucesos revolucionarios. Recuerda la postura del Sr. Maura en la fatídica sesión del 2 de Octubre de 1933; “aquella histórica sesión del día 2 de Octubre de 1933, en que el ilustre jefe del partido radical fue víctima de una de las maniobras más bajas que conoce la historia parlamentaria española”;
sesión en la que el Sr. Maura defendió una Proposición encaminada a disolver las Cortes Constituyentes
“con objeto de no gastar la prerrogativa del Presidente”; una reprobación que tuvo continuación tras ser derribado el Gobierno Lerroux, dado que, en la misma situación, se situó el nuevo Gobierno del Sr. Martínez Barrio; “quien coincidió en la reprobación de aquella política y en la justificación de la medida del Jefe de Estado de disolución de las Cortes Constituyentes”. Tras ello, refiere que llegaban las elecciones de Noviembre, elecciones en las que se demostraría la contradicción del Sr. Maura, pues muchos candidatos conservadores mauristas hicieron campaña, candidatura cerrada con otras fuerzas, tanto radicales, como de su minoría Acción Popular. Trae a escena también una cita del propio Sr. Martínez Barrio, emitida durante aquel Otoño y en la que proponía como una de las posibles soluciones a la crisis política incluir en una Coalición gubernamental a la minoría de Acción Popular, lo que demostraría que, en aquel momento, el Sr. Martínez Barrio no les pedía ningún tipo de juramento de adhesión al régimen republicano. Asegura que todo el preparativo de la revolución estaba diseñado para ser ejecutado cuando algún miembro de la CEDA accediera al Gobierno, una revolución anunciada públicamente durante meses desde el principal órgano del partido socialista, El Socialista; un plan claro y anunciado con fecha y todo; “¡Atención al disco rojo!, dijo varias veces El Socialista. La llegada de los elementos reaccionarios al Poder determinará el momento en que las masas proletarias se echen a la calle”;
y así lo hizo El Socialista pocas horas antes de la revolución y en su última edición,
en la cual,
“venía la invitación clara, expresa, inequívoca de lanzar las masas revolucionarias a la calle para realizar ese programa sintetizado en la hoja que acabo de dar lectura”.
Prueba evidente de todo ello dice que son las Notas publicadas por algunas minorías de izquierda en el momento justo en que se hacía público el nombramiento de tres Ministros cedistas; unas notas
“que SS.SS. no han leído aquí, en las cuáles se dice que por el hecho de entrar nosotros, fuerza política apoyada por la opinión y fuerza política encuadrada en la legalidad vigente, en los órganos de la gobernación del Estado, rompían toda solidaridad con los órganos del régimen y daban un aliento a esa revolución….. “(Grandes aplausos que impiden oír las últimas palabras del orador).
Por todo ello, critica a las minorías del Sr. Maura y de UR de haber roto los lazos de solidaridad con el régimen,
“que son, el Gobierno, el Parlamento y el Presidente de la República”, unas maniobras que, a su entender, “dan un aliento a la revolución”.
Tres días después se trae a escena, por última vez, los sucesos de Octubre, en esta ocasión se habla de la postura ambigua de ciertas minorías respecto a la "revolución". Se iniciaba la sesión con el Suplicatorio para procesar al diputado socialista Sr. Teodomiro Menéndez por su implicación en los sucesos revolucionarios; la Comisión afirma;
“el Sr. Menéndez fue el director del movimiento hasta cierto tiempo, en que, desbordado por la pasión de sus propios correligionarios, quedó en lugar a parte y aún, en algún momento, sufrió la penalidad de una detención por las fuerzas revolucionarias”.
Lamenta el miembro de la Comisión este hecho dada la simpatía que despierta en no pocos diputados de la actual Cámara la figura del Sr. Menéndez, “con esa instintiva simpatía que quizá en todos nosotros produce la figura del Sr. Menéndez, el cual, por su vehemencia en este orden de consideraciones, merezca quizá un perdón que otros no obtuvieran”.
Pese a esa consideración especial que muchos diputados dicen tener al Sr. Menéndez, el suplicatorio es finalmente concedido. Seguidamente, el diputado de la minoría Agraria Sr. Royo Villanova, muestra su desacuerdo con algunas consideraciones realizadas el otro día por el Sr. Maura al que recuerda su oposición a la injusta Constitución republicana, para ello, cita algunos de sus artículos más polémicos, como el art. 26, en el que se niegan muchos derechos a la Iglesia y a los católicos; cree que “la fórmula con la cual nos debemos contentar y lo que yo creo que tengo derecho a pedir a la República es que conceda a los católicos la libertad que los que no lo eran tenían en la Monarquía”,
una fórmula que dice aceptaban todos los católicos. Habla también del art. 44, que se refiere a la expropiación sin indemnización y a la socialización de los bienes, lo que considera una auténtica negación “del Estatuto de la República promulgada el 14 de Abril de 1931, donde se habla de expropiación forzosa pero no de confiscación”;
por ello, dice que la Constitución no representa los principios del 14 de Abril simbolizados por el Estatuto jurídico de la misma, cree que ha sido completamente desvirtuada en su esencia. Concluye su intervención pidiendo luchar para construir un Estado fuerte y así cambiar radicalmente la deriva del régimen republicano.
Finalizada la intervención del Sr Royo Villanova, hacia uso de la palabra el diputado del nuevo partido republicano, el PNR (Partido Nacional Republicano), Sr. Rodríguez Pérez; se postula en favor de que, tras las elecciones de Noviembre del 33 y pese a la victoria de la CEDA, el Gobierno no hubiese sido ofrecido a los que califica como
“enemigos del régimen”.
En su posterior relato, pasa a denunciar una serie de hechos que, a su juicio, son “gravísimos” y acontecidos durante el presente año; “el partido socialista, en plenas Cortes y en forma solemne, declara que si la CEDA tiene acceso al Poder, se compromete a desencadenar en España la revolución", "socialistas y fascistas, fascistas y socialistas, brutalmente armados, escandalosamente armados, intolerablemente armados, luchan en la calle, haciendo, por desgracia, a España víctima de una contienda incivil y antidemocrática”, y por último, el asunto del incumplimiento por parte de la Generalidad del acatamiento de la sentencia del Tribunal de Garantías Constitucionales. Así, asegura que todos estos hechos, causaron una enorme y honda preocupación dentro de su minoría del PNR, a tal punto, que no dudaron en transmitir este sentir al mismo Presidente de la República a principios del pasado mes de Junio y donde pudieron observar que la opinión presidencial “no era propicia a nuestra opinión política”. Prosigue afirmando que, debido a la excepcional circunstancia, no dudaron en volver a intentarlo el pasado 5 de Octubre, en una reunión donde el Jefe del Estado reconoció la gravedad del momento que le empujaba a un proceso de reflexión y que sería el que le permitiría dar a conocer su decisión al respecto. Estas palabras provocan las críticas de ciertos sectores de la Cámara que consideran que esta actitud es manifiestamente anticonstitucional; diputados como el Sr. Cano López o el Sr. Izquierdo Jiménez, así lo expresan; “Todo eso es anticonstitucional, despótico y antidemocrático”. Tras las interrupciones, continua refiriendo que solo una hora más tarde de anunciar el Jefe de Estado la configuración del nuevo Gobierno con la inclusión de tres Ministros de la CEDA, su minoría,
“ante el hecho de haberse constituido un Gobierno como el actual, en el que figuran elementos y partidos que ni votaron la Constitución de la República, ni adquirieron después en el sufragio significación republicana, ni, como denuncian su programa y su conducta, han tenido otra política que la encaminada a destruir todas las esencias del régimen instaurado popularmente en España”; el Sr. Zaforteta le interrumpe para decir: “Lo instaurasteis vosotros, no el pueblo”;
tras lo cual, prosigue;
"El PNR, convencido, además, de que esa solución política lleva consigo el peligro cierto de la discordia nacional, se cree en el deber de romper toda solidaridad con las Instituciones y elementos políticos que hoy entregan la República a sus enemigos…… (Rumores), y pide al mismo tiempo, para ganarla de nuevo, imprimiéndola verdadero sentido nacional y de progreso, el concurso político de la democracia republicana”.
Por su parte, el Sr. Gil Robles, ante la magnitud de estas manifestaciones, le pregunta si cuando publicaban esa Nota sabían que la revolución venía, a lo que el Sr. Rodríguez Pérez contesta: “¡Evidente!” (Grandes rumores); además y, dirigiéndose a las derechas, asegura que ellas también lo sabrían por lo que pregunta:
“¿Aplazaron SS.SS. su entrada en el Gobierno para dejar de ser agentes provocadores de la revolución?”. (Protestas y rumores, El Sr. Calvo Sotelo: “Bueno fuera”);
tras estas sorprendentes afirmaciones, el Sr. Gil Robles verbaliza su enojo de que se emitiese aquella Nota dirigida al mismo Presidente de la República,
“para quien es una coacción intolerable en el momento revolucionario”. Pese a sus afirmaciones, el Sr. Rodríguez Pérez asegura que no defiende, de ningún modo, a los socialistas ni siquiera el movimiento revolucionario, si bien, insiste en su rechazo a la decisión de otorgar espacios de Poder a la CEDA. A su juicio, esa decisión ministerial por parte del Jefe de Estado era toda una invitación a la discordia nacional, algo que, una vez conocido el balance final de muertos y de destrucción, se demostraba que no se equivocaba; el diputado agrario Sr. Bosch Marín, le replica: “Eso es un ataque intolerable al Presidente de la República. Varios señores Diputados: Conformes”. El Sr. Rodríguez Pérez prosigue su largo relato, apuntando ahora al referido Sr. Alcalá Zamora; de esta forma, acusa a los grupos Radical y Acción Popular, como desencadenantes del proceso revolucionario a raíz de ese cambio ministerial e, igualmente, al Presidente de la República por no haber apostado por una solución de concordia y de otro signo a la finalmente propuesta. Estas afirmaciones suponían una nueva evidencia de la contumaz intransigencia de ciertas formaciones políticas republicanas a posibilitar y garantizar el libre ejercicio de las instituciones democráticas validadas y refrendadas por la voluntad y soberanía populares, este diputado incluso iba más lejos, tratando de inculpar a las derechas como inductoras de los trágicos sucesos de Octubre por el simple hecho de ocupar espacios de Poder a los que, los ciudadanos, la voluntad popular les había facultado. La forma de entender la democracia en estas formaciones políticas era, cuando menos, profundamente cuestionable y ciertamente mejorable. Concluye la sesión con las palabras del líder de la minoría de UR, Sr. Martínez Barrio, que asegura que las derechas van a tratar de cambiar toda la obra republicana, a tal punto que les acusa de estar gobernando como si fuera una “dictadura”; cree que ya ha pasado ese momento lógico de mano dura tras un proceso tan penoso y grave como el que ha acontecido, a su entender, “la paz material se ha restablecido ya en el país” (Rumores), “es hora de que el Gobierno contribuya a restablecer la paz espiritual", y lo debe hacer, a su parecer, restableciendo la legalidad y sus funciones a todos los Ayuntamientos republicanos suspendidos “elegidos el 12 de Abril”. Así, solicita que se dé por concluido el actual estado de Guerra.
En la sesión del día 20 se discute el Proyecto de Ley de los Yunteros y pequeños labradores; el Ministro cedista de Agricultura, Sr. Giménez Fernández, presenta a la Cámara  un Proyecto en el que se dan garantías y libertad para que el propietario pueda elegir al obrero que vaya a trabajar en su finca, cree que es de justicia hacerlo hasta que se solucione el problema de los Arrendamientos y, mediante un Proyecto de Ley, facilitar
“el libre acceso a la propiedad a los yunteros, a las personas capacitadas que deseen llevar tierras y que no encuentren estas tierras”;
así, afirma que no se puede impedir a todo aquel que ha conseguido una yunta, con sus apeos e instrumental, que se le deniegue ahora el acceso a la tierra. Considera que para resolver este problema la única forma “es transigiendo cada uno un poco desde nuestros puntos de vista”, por parte de unos y de otros. Buscaba así una posición conciliadora que no iba a contentar a nadie, con el agravante de que, además, no lograría acabar con las invasiones de fincas, asaltos y demás actos de sabotaje a la propiedad en el campo. El Proyecto, pese a intentar devolver al patrono, al propietario, cierta libertad de acción en la contratación, encuentra el mayor rechazo en los sectores situados más a la derecha, el cedista Sr. Daza es uno de los diputados que se muestran más críticos; recuerda los antecedentes del Proyecto que data de Noviembre de 1932, en la llamada Ley de Intensificación de Cultivos del Sr. Marcelino Domingo, Ley que piensa es un Proyecto antieconómico y que facilitó el que los campesinos “asaltaran las fincas de Extremadura, amparados en un decreto que solo servía de pretexto para proceder en esa forma, pues sus preceptos no se cumplían”.
Denuncia la obra del anterior Gobernador de la provincia, el socialista Sr. Peña Novo, encargado de desarrollar aquel Proyecto en Extremadura, un señor que, a su entender, lo que hizo
“fue saltarse lindamente todos los trámites que el derecho establecía para garantizar los derechos legítimos de los propietarios”. De todo ello se dispuso una ocupación temporal de las fincas que provocaría la desvalorización de la propiedad, de tal forma “que no existía el crédito territorial”, aumentando además el paro forzoso; cree que el actual Proyecto de Ley prorroga el nefasto Decreto promulgado por el Sr. Marcelino Domingo por lo que lamenta que esta obra sea actualizada y liderada ahora por un Ministro de la CEDA; de hecho, quiere dejar el testimonio de que los asaltos a fincas ya han comenzado en la región con el solo anuncio del inicio de la tramitación del Proyecto Ley en las Cortes. Por su parte, el diputado de la Lliga Sr. Florensa, como propietario de fincas y cultivador, critica el Proyecto; entre otras cosas, dice que atenta contra el propio derecho de la propiedad;
“porque yo también soy cristiano y también quiero dar parte de lo mío al pobre, pero que venga la ley, en una u otra forma, en medio de una alegría piadosa, a quitarme lo mío, con eso no estoy conforme”. (Grandes aplausos en casi todos los sectores de la Cámara). Un día más tarde, el 21,
el diputado Radical Sr. Diez Pastor, defiende la tradicional labor de los yunteros en la provincia extremeña, una labor ancestral del rastrojeo en aquella provincia que ahora no debe cesar y que, a su juicio, es rechazada por los propietarios por razones de índole exclusivamente político. Tras estas manifestaciones, el diputado agrario Sr. Martín y Martín dice que le duele mucho levantarse para alzar su voz contra un Proyecto de un Gobierno de mayoría de representación agraria;, critica la anterior Ley de la Intensificación de los Cultivos, no entiende la labor y funcionalidad de los yunteros, a su juicio, la yunta es un medio de transporte
“y
hay que tener donde ocuparla”,
refiere que por culpa de aquella ley, “han nacido esos miles de yunteros, porque saben que teniendo una yunta, van a tener tierras”. Por su parte, el Sr. Marcos Miranda, se une a las críticas de la Ley de Intensificación de cultivos al considerar que se hizo bajo el signo socialista, un socialismo que dice está más preocupado por el problema de la distribución de los bienes que por la problemática de la producción de los mismos, señala que el error fundamental de la política agraria en Extremadura ha consistido en creer “que el problema agrario en Extremadura era simplemente un problema de redistribución”.
A su juicio, la Ley de Intensificación de cultivos ha producido una especie de captación, “un reclutamiento forzoso al servicio de las Casas del Pueblo”,
una Ley que
“no ha buscado tampoco a aquellos obreros o yunteros que más lo necesitaban, se buscaba a aquellos propietarios que eran más enemigos de las organizaciones socialistas, se buscaba a aquellos obreros que eran más amigos de las organizaciones socialistas, siquiera estos no fuesen los más capacitados ni los más necesitados a veces”.
Día 22; se trae a la Cámara el Proyecto sobre la revisión de resoluciones de separación o jubilación de funcionarios, a través del cual, se intenta lograr la reintegración de funcionarios en la carrera judicial que perdieron su cargo a consecuencia del Decreto firmado en su momento por el Ministro de Justicia Sr. Albornoz. El diputado de Renovación Española Sr. Suárez de Tangil, denuncia que por mor de aquel Decreto,
“en la mayor parte de las destituciones de funcionarios de todos órdenes, no había expediente de ninguna clase, sino que muchos de ellos habían sido declarados cesantes  ni siquiera por una orden ministerial, sino por la libre voluntad de los inferiores jerárquicos de los Ministros; no había expedientes, sino que bastaba un volante, en que se decía que Fulano de Tal había sido separado del servicio”; unas separaciones que se hacían a través de multitud de sectarias y arbitrarias decisiones como podía ser el caso
“de un señor que tenía el título de Castilla se le consideraba incompatible con la función de administrar Justicia”. Así mismo, se refiere también al caso de los Inspectores de Trabajo, donde el Ministro del ramo, el Sr. Largo Caballero, “declaró la posibilidad de dejar cesantes a estos funcionarios”,
y así lo hizo,
“vulnerando las leyes y disposiciones existentes”,
los dejó cesantes por una Ley decretada el 27 de Junio de 1932; estima que, ya entonces, “al Sr. Largo Caballero le interesaba muy mucho constituir una organización que no fuera más sino una pieza del engranaje revolucionario que preparaba para el momento oportuno”. De la misma opinión es el diputado conservador republicano Sr. Fernández Castillejo, cree que “nunca debe separarse a funcionario alguno sin formación de expediente y sin oírle”;
entiende que un funcionario, sea cuáles sean las ideas que profese, mientras cumpla con su cometido profesional “no debe ser sancionado con la separación de su cargo”,
salvo que desde su cargo intente sabotear o boicotear al régimen. Defiende así las medidas excepcionales que se tomaron en Agosto de 1932 contra aquellos que participaron en el movimiento de sedición contra la República, pero de entre todas aquellas leyes que se promulgaron, destaca la que se hizo el 27 de Agosto del mismo año; por este motivo, critica la gestación de la citada Ley, promulgada en circunstancias escandalosas y dictada al amparo de la situación especial que se creó con el intento del golpe de Estado por personas
“movidas por apetencias o pasiones personales”.
Censura que, en aquellos días, se decretó un Proyecto de Ley de Instrucción Pública “en el que se decía que a virtud de haberse refundido las Escuelas Normales del Magisterio primario y haber excedente de personal, se atribuían al Ministro facultades discrecionales para jubilar, en número igual al que sobraban, a los profesores que quisiese, que le viniese en gana”, un Decreto que, además, fue directamente dictaminado sin que hubiera sido discutido por la Cámara; y así, quiere hacer constar que una Ley que afecta a derechos constitucionales, al interés y el derecho de tantas personas, “que separaba de la carrera a 33 funcionarios, fue iniciada, aprobada, promulgada y surtió sin efectos inocuos”.
Muestra su rechazo a que esta Ley fuera promulgada por un Director General de Primera enseñanza que, en aquel momento, era Diputado “que estaba en el escalafón y que se beneficiaba con los 33 puestos que de él desaparecían”. (En referencia al diputado socialista Sr. Llopis).
Por ello, lamenta profundamente estos agravios que se produjeron con los 33 funcionarios de las Escuelas Normales, los cuáles, fueron
“jubilados forzosamente y sin expediente en el que se les oyera”,
sin ni siquiera demostración alguna de que hubieran cometido actos hostiles contra el régimen. Solicita que estos funcionarios sean reincorporados a su escalafón profesional. La políticas del bienio azañista habían intervenido y, por medio de frecuentes y arbitrarios Decretos, en todos los escalafones de la administración, una administración en la que se infiltraron elementos afines a sus idearios y postulados, la gran mayoría al socialismo, así, con la excusa de perseguir al enemigo monárquico, los funcionarios de la administración sufrieron una verdadera purga a cargo de las autoridades republicanas y, un ejemplo ilustrativo de todo ello, eran las denuncias que de los distintos decretos y proyectos de aquel entonces ahora formulaban algunas de las minorías de la Cámara. Unas denuncias a las que se sumaba el diputado agrario Sr. Royo Villanova que se posiciona a favor de la propuesta del Sr. Fernández Castillejo, denuncia aquellas leyes que dictaron los señores “Azaña para Guerra y el Sr. Albornoz para Justicia, invitando voluntariamente a aquellas personas que quisieran jubilarse dándoles la ventaja del sueldo entero”, ”lo que se hizo con los magistrados y con los militares, ¿por qué no ha de hacer con estos catedráticos?”;
así, pide reparar los agravios contra estos catedráticos. Concluía la sesión con un corto debate sobre el Proyecto de Ley de Yunteros y pequeños labradores; el diputado de la minoría Tradicionalista Sr. Lamamie de Clairac, muestra su rechazo al mismo por entender que es la prórroga de la Ley de Intensificación de cultivos aplicada por el Sr. Peña Novo en Extremadura. Defiende que se traigan proyectos destinados a posibilitar que estos campesinos puedan convertirse en pequeños propietarios, sin embargo, es de la opinión que dar la tierra en estas condiciones, ni es justo ni es legal por atentar contra el derecho de la propiedad; recuerda que, en la génesis de todas estas leyes, estuvo presente el grave problema de la invasión de fincas; “sin formalidades legales de ningún género, sin atenerse a la ley, se entró en las fincas contra la voluntad de los dueños, impidiéndoles disponer de ellas en absoluto”.
Pocos días más tarde, el 27, el diputado de Renovación española Sr. Sainz Rodríguez, critica la arbitrariedad de la censura de Prensa versando su argumento en el ejemplo del caso del escritor José María Carretero que, ha sufrido en sus carnes, la censura de algunos de sus libros; lamenta que en estos días pasados la Policía haya requisado sus obras de las librerías
“sin que yo tenga la menor noticia previa de ninguna denuncia fiscal”, y al que, incluso, se le han impuesto multas hasta por un valor de 25 mil pesetas, lo cual,
“rebasa todas las posibilidades económicas de un escritor español”. Tras ello, se discute de nuevo el Proyecto de Ley de protección a Yunteros y pequeños labradores; el Ministro Sr. Giménez Fernández defiende la prórroga de la tan discutida Ley de Intensificación de Cultivos hasta que no se traiga a debate un proyecto que la mejore, cree que, mientras, se debe dar dignidad y trabajo a la gran cantidad de yunteros que desean trabajar para así evitar “que desaparezca una clase social de modestos labradores, necesaria para resolver el problema agrario en Extremadura”.
Considera que lo mejor forma de desarrollarla ess hacerlo a través de la voluntariedad y aceptación de los propios propietarios, algo que cree que ha conseguido tras las diversas reuniones mantenidas con ellos; sin embargo, afirma que cuando los propietarios no acceden a hacerlo voluntariamente,
“yo impongo la necesidad de mantener esas áreas de pequeño cultivo, y la impongo dando todas las garantías a los propietarios”, y así, cita el art 1 del proyecto, “que no concede derecho al yuntero, con lo cual desaparece aquella imposición tiránica de las Casas del Pueblo”. Refiere que lo que se trata de conseguir con esta medida, “simplemente es, limitar el uso de la propiedad con arreglo a las necesidades del momento, pero sin desconocer el derecho de la propiedad”; muestra su disconformidad
con que se le hubiera achacado el buscar puntos coincidentes con las izquierdas; “Yo no busco coincidencias con nadie”. Finaliza haciendo un alegato último respecto “del concepto del deber y el concepto del sacrificio, que es fe siempre y en todo caso, y más en estos tiempos en que el materialismo ha hundido a Europa entera en esa situación desgraciada que todos tenemos que lamentar”. (Grandes aplausos). Su correligionario, el diputado cedista Sr. Daza, prosigue con su firme rechazo al Proyecto; asegura que tras la Ley de Intensificación de cultivos se ha pasado de 5.000 yunteros a 18.000. Cuestiona también las afirmaciones del Ministro respecto al fracaso de la revolución campesina del pasado mes de Junio gracias a que estos yunteros estaban ocupados en las tareas del campo, asegura que, precisamente, en la provincia de Badajoz,
“los que se declararon en huelga fueron los yunteros, los obreros convertidos en yunteros por la política de la Intensificación de los cultivos”, siendo los obreros campesinos que trabajaban a jornal los que no se declararon en huelga, ya que estos, “no habían sido favorecidos por la política de intensificación de cultivos”;
unos obreros que, además, no se declaraban socialistas como si hicieron los yunteros.
Aprovecha la ocasión, como diputado extremeño, para agradecer finalmente al Sr. Salazar Alonso su labor en aquellos momentos al frente del Ministerio de la Gobernación, llevando a cabo la destitución de casi todos los Ayuntamientos socialistas de la provincia. Un día más tarde, el 28, se trae a debate por la Comisión de Suplicatorios la solicitud para procesar al Sr. Azaña por causa de rebelión; el diputado de UR Sr. Lara, rechaza el suplicatorio por entender que no hay causas para ello, niega todas las imputaciones realizadas desde la Prensa respecto de su presunta participación en la sublevación de la Generalidad por el simple hecho de que aquella coincidiera con su presencia en la ciudad de Barcelona en aquellos días (fijó durante semanas, en aquellos tormentosos días, su residencia habitual en Barcelona, ciudad en la que esta probado que mantuvo frecuentes contactos con miembros de la ERC); solicitan que sean los Tribunales los que le juzguen. La Comisión le recuerda que es el mismo Tribunal Supremo el que ha solicitado el Suplicatorio, “considerándolo como coautor de los hechos tristísimos que allí sucedieron”. Finalmente el suplicatorio es aceptado por mayoría de la Cámara. A continuación, toma la palabra el Sr. Trabal de ERC, al hacerlo, muchos diputados se levantan de sus escaños y abandonan el salón, un Sr. Trabal que, durante su intervención, califica al Sr. Azaña
“como uno de los mayores estadistas de la historia de España”. Tras su breve intervención, tiene lugar un corto debate sobre el Proyecto de Ley de protección a los yunteros y pequeños propietarios, el Sr. Daza se reafirma en que la provincia extremeña fue el lugar  en el que con más intensidad se desarrolló la huelga de campesinos, precisamente, por la presencia mayoritaria allí de los yunteros; relata que en las zonas donde se aplicó la Ley de Intensificación de cultivos triunfó la citada huelga, mientras que, por el contrario, no sucedió así donde esta Ley no se pudo aplicar; a su entender, el argumento es claro, “si los yunteros son socialistas y la huelga era socialista, tenían que declararse en huelga”.
El día 29 la Comisión de Suplicatorios solicita autorización para procesar al diputado socialista Sr. Ruiz de Lecina por su participación en los sucesos revolucionarios, suplicatorio que es aprobado por la Cámara. También se solicita autorización para procesar al diputado de la ERC Sr. Santaló por su participación en los sucesos revolucionarios en Cataluña, suplicatorio que es igualmente aprobado por la Cámara pese al rechazo de las minorías de IR, UR y nacionalistas vascos que entienden que no hay suficientes pruebas para hacerlo. A continuación, se aprueba y en las mismas circunstancias, el Suplicatorio para el diputado socialista Sr. Aguade, tras lo cual, se trae a debate el polémico Proyecto de Ley sobre el régimen de Gobierno en Cataluña; las minorías más situadas a la derecha de la Cámara, Renovación Española y Tradicionalistas, piden que quede suspendido el Estatuto por el manifiesto incumplimiento de las autoridades catalanas, denuncian las excesivas atribuciones cedidas a la Generalidad durante el bienio, la catalanización de la Universidad, etc. El Sr. Goicoechea de Renovación Española, denuncia que el Estatuto es hijo legítimo del Pacto de San Sebastián, un Pacto en el que se deja entrever que los nacionalistas catalanes lo secundaron  como paso previo para alcanzar la independencia dentro de la República, “la revolución para emancipar Cataluña de España”, censura que las cesiones catalanas no son contempladas ni siquiera en los estados federales europeos.
Finaliza el intenso mes parlamentario con la sesión del día 30, día en el que se debate el Proyecto de Ley sobre el régimen provisional en Cataluña; el diputado Tradicionalista Sr. Bilbao Eguía denuncia todas las causas y desafueros que ha traído el Estatuto catalán;
“engendrado en un momento de pasión, fruto de un pacto clandestino”,
poniendo en serio peligro la propia unidad nacional. Desea advertir del peligro del mantenimiento de la figura del Presidente de la Generalidad; “el absurdo mayor de este Estatuto, que ha estado a punto de costarnos una guerra civil, y que no puede continuar ni un día más, es la atribución a una misma persona de dos representaciones antagónicas, cuya pugna puede surgir todos los días, la representación del Estado y la representación de la región”. El diputado de la Lliga Sr. Cambó, rechaza las imputaciones respecto a que se hubiera producido un proceso revolucionario en Cataluña dado que el pueblo en ningún momento se sumó a él; afirma que solo fue un movimiento
“impulsado por la ERC, el Presidente Companys y los hombres de su Gobierno”,
cree que de haber participado también el pueblo este asunto no se hubiera resuelto en cuestión de pocas horas “y con media docena de cañonazos”
por orden del Sr. Batet. Rechaza algunas de las imputaciones realizadas a su minoría desde los escaños de las derechas tratando de equiparar en peligrosidad a su minoría con la ERC, a tal fin, pone como ejemplo de lealtad los sucesos de 1918, en los cuáles, el entonces Presidente Sr. Maura encontró en él a su principal y más honesto apoyo institucional;
“todos los que habéis sido discípulos de D. Antonio Maura sabéis que los últimos años de su vida, después de sus familiares, difícilmente podía encontrarse una persona a la que profesara mayor estima, una mayor consideración que a mí”. (Sr. Maura: Exacto).
Por ello, cree que el Estatuto en manos de los miembros de la Lliga tendría un sentido completamente distinto que en manos de los miembros de ERC. Recuerda, así mismo, las razones por las que su grupo tuvo que abandonar el Parlamento de la Generalidad ante el abuso de poder que ejercían las mayorías de la Ezquerra en unos momentos de gran angustia y sufrimiento para sus correligionarios, días en los que tuvieron que tomar la determinación
“de aconsejar a nuestros Diputados que asistieran al Parlamento catalán, no para colaborar, sino para hacerse eco de las quejas y de las protestas de nuestros amigos en toda Cataluña”.
Refiere, incluso, algunas amenazas del Presidente Sr. Companys a los miembros de su minoría en el Parlamento catalán pocos días antes de la revolución: “los señores de la Lliga, que vayan con cuidado”; asegura que eran los últimos días en los que se estaban ya formando las listas de proscripción. Tras estas palabras, concluía la sesión con una Proposición en la que se solicita que se nombre una Comisión encargada de evaluar y procurar esclarecer los hechos de Asturias para así adoptar las resoluciones pertinentes, Proposición defendida por el diputado de UR Sr. Marco Miranda. Primera vez que, oficialmente, una minoría solicitaba responsabilidades al Gobierno por haber ejercitado una supuesta represión contra los distintos elementos "revolucionarios" asturianos. Hace referencia a la visita que hizo a la ciudad de Oviedo en compañía del diputado socialista Sr. Andrés Manso y del periodista Sr. Eduardo Guzmán, relata que ha estado hablando con las familias de las víctimas y que, por ello, está facultado  para denunciar lo allí ocurrido; “ochenta personas inocentes fueron muertas, muchas de ellas mujeres y niños”. (Grandes protestas), asegura, igualmente;
“todas estas casas, sin excepción ninguna, han sido quemadas” (Rumores), en su opinión,
todo a consecuencia de los excesos de la represión de la fuerza pública; el agrario Sr. Molina Nieto le dice: “¿Por qué no visito a las familias de los guardias asesinados? A eso venís, a defender a los criminales”. (Muchos señores Diputados increpan al orador. El Sr. Presidente reclama reiteradamente orden). Tras estas palabras, el Ministro de Marina Sr. Rocha desea advertir; “se está preparando una campaña de escándalo contra España”; un diputado replica:
“gracias a esos”.
Asegura que, como Ministro del Estado, que también es, se está gestando
“la publicación de unos folletos que contengan en sus justos límites de lo que ha sido la acción del Gobierno español, que no ha sido más que una acción de defensa del Estado”;
en estas condiciones, lamenta contender con el Sr. Marco Miranda,
“que ha venido aquí llevado equivocadamente por un sentimiento que él cree de justicia, a sumarse de un modo inconsciente a esa campaña de escándalo que se prepara contra España”.
Le entristece que no se haya alabado ni agradecido en ningún momento la gestión gubernamental al respecto, ni siquiera para los que han arriesgado sus vidas por el Estado, con el agravante de que, además,
“no tenía una palabra de protesta contra los hechos vandálicos que se han producido en Asturias”.
Asegura que todas las denuncias realizadas por el Sr. Marcos Miranda, “serán depuradas ante los Tribunales”. (Grandes aplausos). Se iniciaba así una furibunda campaña de descrédito en sectores socialistas y ciertas izquierdas republicanas, muchos de ellos, desde su exilio en distintos puntos del territorio europeo (como el Sr. Prieto en París), dirigida a tratar de edulcorar el movimiento golpista en los organismos internacionales y con el único propósito de hacer recaer sobre el Gobierno su culpabilidad en los sangrientos sucesos por una supuesta e indiscriminada represión. La grieta social y política que vivía España antes de Octubre del 34 se convertiría, sin remedio, en un socavón insalvable. La actitud de los protagonistas de tan execrables sucesos, siempre muy críticos y viscerales con aquellos que conspiraron en Agosto del 32 (Sanjurjada), ahora, no solo hacían la menor autocritica o reflexión sobre lo sucedido en Octubre, sino que trataban de echar tierra de por medio y culpabilizar a los miembros de un Gobierno que, más o menos acertadamente, trataron de impedir el éxito de un golpe de Estado y de que este no se hiciera extensivo a todo el territorio nacional. Esta actitud, además de equivocada y ser profundamente injusta y desproporcionada, escondía un sectarismo y rencor que solo pareciera poder contentarse con la sed de una venganza producto de no haber conseguido sus propósitos "revolucionarios". Esos apetitos de revancha, de un rencor casi enfermizo, iban a canalizar, meses después, en la formación del llamado Frente Popular, una coalición de todas estas minorías solidarias del golpe de Estado fallido que, tras diversos desencuentros, unirían sus fuerzas para fijar como objetivo casi exclusivo el santificar aquellos sucesos que tanto sufrimiento y sangre dejaron y encumbrar así a sus protagonistas a la altura de  héroes nacionales; muchos de sus componentes, no se jactarían lo más mínimo en calificar a esa "revolución" como el "Octubre Glorioso" como veremos más adelante…. El camino hacia el enfrentamiento iba a ser imparable desde este mismo momento y, más aún, dada la actitud revanchista de aquellos que en Octubre no se dieron por satisfechos ni vencidos, a partir de ahora, la sed de venganza iba a ser su inequívoca seña de identidad; algunos piensan que el inicio de la Guerra civil se podría perfectamente fechar en aquel trágico mes de Octubre, ciertamente, no estaban muy equivocados.
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No son muchas las sesiones habidas en el mes con el que acababa el año, dos son los debates estrella en el mismo; el Proyecto de Ley de Arrendamientos y el régimen transitorio para Cataluña. Los interminables problemas del campo se trataban de paliar con la promulgación de una Ley de Arrendamientos destinada a regularizar las relaciones entre arrendador y arrendatario y en la que se procuraba atenuar el carácter socializante y estatista del Proyecto de asentamientos de la Reforma Agraria. Destacar en este mes la sesión del día 5, un día en la que tiene lugar la brillante y muy fotográfica intervención de un diputado singular, el republicano independiente Sr. Izquierdo Jiménez, el cual, tras más de 20 años de pertenencia al partido Radical y, habiendo previamente representado cargos de cierta relevancia en la administración republicana, (Gobernador civil de Gerona entre otros), daba cuenta de los entresijos, pactos, acuerdos, engaños, promesas, etc., habidos al advenimiento de la República.
En esta referida sesión del día 5 se discute una Proposición destinada a controlar el abuso de la censura previa gubernamental; el diputado de Renovación Española, Sr. Sainz Rodríguez, critica que esta censura en muchos casos se utiliza para
“defender a los revolucionarios, e impedir que se ataque a los partidos de la revolución, otras veces, a la defensa de las actuaciones personales de los señores Ministros”.
El también diputado de Renovación Española, Sr. Honorio Maura, afea a la mayoría parlamentaria el hecho de que,
“si hubieran empleado SS.SS. la mitad de celo en perseguir la literatura revolucionaria, no se hubieran producido los hechos de Asturias y de Cataluña”. (Aplausos en la minoría de Renovación Española - Protestas en otros sectores de la Cámara). A continuación, se presenta para su discusión el Proyecto de Ley del Arrendamiento de fincas rústicas; el diputado de la minoría Agraria Sr. Casanueva recuerda, al respecto, algunos de los infortunios legislativos del pasado bienio; “Don Fernando de los Ríos, que fue el primer Ministro de Justicia que entonces padecimos, se lanzó a meter mano en toda la organización jurídica de la tierra y comenzó por aquel famoso decreto de la revisión de las rentas, amenazando a los propietarios con llevarlos a los famosos Jurados Mixtos, cuyo solo nombre ponía temblor en sus carnes”.
Afirma que ante esa amenaza legal de modificar a la baja la renta y la mala cosecha de aquel año, la mayoría de los propietarios, “se avinieron a modificar la renta pactada con los colonos, porque se les decía en el decreto que se rebajarían las rentas solo por aquel año”,
por lo que una buena parte de ellos aceptaron rebajar la renta. Denuncia que la economía agrícola, “se vino al suelo, que la propiedad de la tierra no vale un céntimo, que no hay nadie que ofrezca una peseta por fincas, porque sabe que no puede poseerlas y que está a merced de lo que quiera pagar el colono”, dado que, por la ley socializante, no se permite al propietario hacerse cargo de su finca aunque la quiera cultivar él, señala que estas son algunas de las consecuencias
de aquella legislatura. Lamenta que el Sr. Cirilo del Río, estando en el Ministerio de Agricultura, no se aviniera a sacar una buena Ley de Arrendamientos para solucionar el problema de la tierra, algo especialmente frustrante dado el carácter supuestamente conservador del Ministro, “pero que siempre miraba a la izquierda”, y añade;
“yo cuando un hombre de derechas se entusiasma porque le aplauden las izquierdas, me echo a temblar”.
Muestra su esperanza de que sea esta Ley de Arrendamientos la que arregle todo el desaguisado legislativo de las Constituyentes, con un Proyecto de Ley en el que,
“se ampara al colono dándole todo aquello que tiene derecho sin merma de los derechos de la propiedad, y se impone al propietario todas las obligaciones que de la ley de Dios vienen sobre el propietario, reconociendo su derecho de propiedad, intangible mientras no entre en colisión con los demás, pero sujeto a todo lo que afecte al bien común, que es lo que tiene que dominar sobre todas las cosas de la tierra”.
Posteriormente y, sobre el Proyecto del Régimen Provisional de Gobierno en Cataluña, el diputado de Renovación Española, Sr. Honorio Maura defiende un voto particular, un voto en el que, básicamente, pide derogar el Estatuto catalán y que será largamente debatido en diversas y posteriores sesiones parlamentarias. Tras la intervención inicial del diputado Tradicionalista Sr. Bau, se produce una de las intervenciones más significativas de esta legislatura y protagonizada por el diputado independiente republicano Sr. Izquierdo Jiménez, el cual, en el día de ayer, leyó una carta de agradecimiento al Sr. Lerroux tras haber pertenecido al partido Radical durante más de 20 años. En esta intervención, saca a la luz como ha vivido en primera persona todas las covachuelas e irregularidades en la tramitación del Estatuto de Cataluña, experiencias vividas como primer Gobernador civil que fue de la provincia de Gerona tras la instauración de la República. Así, afirma que ya va siendo hora de que un republicano alce su voz en la Cámara para decir que, si el Estatuto de Cataluña se fraguó en el famoso Pacto de San Sebastián, “en él se traicionó a los republicanos”;
a tal fin, desea demostrar la inconstitucionalidad del Estatuto; “es ilegal desde su nacimiento a su funcionamiento, llegando hasta su fin”. Critica el plebiscito del mismo, que ni siquiera considera legal y, más aún, se desarrolló cuando no existía “el principio básico jurídico del Ayuntamiento autónomo, si no existía la ley de Bases de la República, con arreglo a la cual tendría que funcionar la región autónoma”;
recuerda también las presiones que tuvo que soportar de los nacionalistas catalanes y en su condición de Gobernador civil de Gerona al poco del advenimiento de la República, todos ellos, conocedores de su posición contraria al plebiscito del Estatuto; asegura que, de ningún modo, se hubiera prestado
“a la ficción de las cuatro provincias para dar la sensación a España de que la mayor parte de los catalanes querían un Estatuto, que no es verdad, que es una mentira para el pueblo catalán”. (Muy bien). Relata cómo fue aquel suceso, cuando tomando el tren de Barcelona que le iba a conducir a Gerona, un comisario de Policía,
“alegando que era por orden del Ministro de la Gobernación, Sr. Maura, me hizo descender del tren para ponerme en comunicación urgente con el propio Ministro”, por ello, dice que le recibieron en la escalinata del Gobierno civil los señores Compayns y Pérez Farrás, señores que le comunicaron los deseos del Gobierno “de que interrumpiese la toma de posesión del Gobierno civil de Gerona”; acto que, en sí mismo, suponía toda una reveladora declaración de intenciones;
“eran los funerales que se empezaban a hacer en España, porque se empezaba por boicotear al primer Gobernador civil que la República mandaba a Cataluña”;
esta era una situación similar a la que, asegura, padeció el Gobernador de Lérida. Denuncia que, en aquellos momentos, se llevaron a cabo diversos acuerdos políticos de Gobierno a espaldas de su jefe de minoría de aquel entonces, el Sr. Lerroux, días en los que el propio Sr. Maura le llamó por teléfono para decirle que el Gobierno, “había decidido ceder, haciendo que yo no fuera a Gerona como Gobernador y dándome a elegir otros cargos”; recuerda también que, cuando esto le fue comunicado al Sr. Lerroux, “se produjo con una expresión de dolor y malhumor, porque ignoraba en absoluto, en toda su extensión, aquello que se me comunicaba, siendo yo su subordinado político”.
Detalla a continuación como fue marginado el Sr Lerroux dentro del Comité revolucionario;
“se le tenía declarada la guerra a muerte desde el Comité revolucionario, desde el Gobierno provisional, se le ha tenido declarada la guerra siempre, porque así como yo, en mi pequeña magnitud, estorbaba en una provincia como Gerona, él, en su inmensa magnitud, estorbaba a los que querían de antemano apoderarse de la República para hacer lo que han con ella, deshonrarla, herirla, acaso de muerte, y no sé si hacerla desaparecer”. (Muy bien). Así, hace referencia al modo en que el Sr maura le dijo que España con aquella decisión, “había claudicado ya para siempre respecto a Cataluña y había hecho dejación, para siempre también, de su soberanía”,
circunstancia por la que, desgraciadamente, los acontecimientos posteriores le han dado la razón. Reitera de nuevo la manifiesta ilegalidad del Estatuto, un aspecto sobre lo que ningún jurista podría demostrar lo contrario, asegura tener en su posesión cartas de catalanes que confirmarían que el plebiscito sobre el Estatuto
“no lo votaron ni el 20% de los catalanes”.
Pide actuar con firmeza y valores patrióticos contra los detractores del régimen y de la unidad nacional;
“cuánto más republicano se sea, mayor obligación hay de servir a España”,
y añade; “el concepto de Patria no tiene que ser anterior al concepto de República". Finaliza su relato haciendo una dura crítica del periodo del bienio de las Constituyentes; “la tortura de dos años de denigración política en un pacto infame entre socialistas, Azaña y elementos de la Ezquerra, que era ya un engendro de traiciones futuras”. Sin duda, algunas de sus afirmaciones son muy ilustrativas de lo que fueron las depuraciones efectuadas en la administración por las altas magistraturas de la República, depuraciones dirigidas a no molestar las aspiraciones nacionalistas y, especialmente, socialistas en su decidido empeño de desviar el espíritu y carácter liberal de la República hacía un régimen federal y de corte socialista, un socialismo más apegado a sus doctrinas marxistas que a las nacionales.
En la siguiente sesión del día 6 se trae a debate el Proyecto de Ley de Arrendamiento de Fincas Rústicas; el ex Ministro de Agricultura Sr. Cirilo del Río, muestra su postura favorable a que el Proyecto posibilite al arrendatario el acceso a la propiedad y de que en los litigios entre arrendatarios y arrendadores sea un juez, es decir, la justicia, la que dictamine en lugar de los Jurados mixtos. A continuación, se vuelve a discutir el Proyecto de Ley del Régimen transitorio para Cataluña; el diputado de la minoría de Renovación Española Sr. Honorio Maura, advierte al Sr. Cambó que, en efecto, no fue Cataluña entera la que se reveló pero que, dada la representatividad parlamentaria, “desde el punto de vista del sufragio universal, se rebela Cataluña con ella”, por ello, insiste en derogar el Estatuto. Por su parte, el Sr. Gil Robles, afirma que no pretende negar la capacidad de Cataluña para regirse,
“su capacidad potencial indudablemente existe”,
sin embargo, cree que no debe formularse por medio del Estatuto, el cual fue otorgado “por las Cortes en un momento de pasión, parece que fue por los peores enemigos de la autonomía de Cataluña”; una circunstancia que
provocó dejar la autonomía en las manos de unos desaprensivos,
“que convertirían esa autonomía en un elemento de destrucción de la propia Cataluña y de la misma Patria española”.
Muestra su apoyo al Proyecto, a su vez, solicita que la autonomía quede en suspenso hasta que el Parlamento español
“vea de qué modo y en que proporciones puede devolverla a Cataluña”.
Tras sus afirmaciones, el diputado de la Lliga Sr. Sangenís, lamenta las condiciones en las nació el Estatuto, aprobado de forma intransigente, sin que la Ezquerra escuchase otras fórmulas de concordia propuestas por partidos como la LLiga o la Comunión Tradicionalista, minorías que pretendían que el Estatuto “pudiera ser la expresión de las grandes masas de la opinión catalana”. Respecto al plebiscito del Estatuto asegura que se disfrutaron de situaciones de privilegio; “las Gestoras municipales, todos los resortes del Poder de que disponía la Izquierda republicana de Cataluña”, incluso, el partido de la Ezquerra llegó a dar una nota de Prensa en la que se decía; “la opinión catalana se reflejaba unánimemente en aquel plebiscito, siendo así que todos sabéis que no fue sino la expresión de lo que se quiso que expresarán los documentos oficiales”.
Recuerda también como se fueron incrementando los atropellos de esta Izquierda Catalana con la culminación de unas elecciones municipales a inicios de este año 34 y desarrolladas en medio de grandes coacciones; “se multiplicaban los actos de favor, las falsificaciones de documentos, las intimidaciones, y gracias a ello, también ese partido, ese conglomerado político, pudo dar a la opinión pública la sensación de que había ganado en la mayoría de los Municipios catalanes”.
En este clima dice que ocurrió lo que tenía que ocurrir y con una excesiva tolerancia del Gobierno Central; “consintió que se desarrollasen todos estos hechos insólitos en la región catalana”. Prosigue afirmando que, ante los continuos abusos de los Rabassaires “y los asaltos a la propiedad, la desvalorización de la propiedad rústica, la congoja unánime del pueblo catalán”, provocaron que un grupo de diputados catalanes, entre los que se encontraban él mismo y el Sr. Cambó, solicitarán en el Parlamento español la presentación de un proyecto de inconstitucionalidad de la Ley de Cultivos, sin embargo, sugiere que el Gobierno Samper no estuvo a la altura por su dejación al respecto, una circunstancia que provocó que, en el transcurso del pasado verano, la tragedia en el campo catalán se agravara, “se multiplicaran los asaltos a la propiedad, que los escamots y rabassaires, en definitiva, preparasen la revuelta, definitiva también”. Apunta para concluir que todo ello lo denuncia como catalán, como propietario y como labrador que es; asegura que así es como se llega al golpe definitivo en los primeros días de Octubre. Detallada esta situación, solicita la derogación momentánea del Estatuto y que, al mismo tiempo, se haga con garantías de traer otra ley que recoja las aspiraciones del regionalismo catalán y español,
“que siempre tenga como tope la unidad sagrada, férrea e indestructible de la Patria”.
Un día más tarde, en la sesión del día 7,
continua el mismo debate; el diputado de ERC Sr. Trabal critica el sentido imperialista que se le quiere dar a la unidad de España, por este motivo, pide respetar la gran colectividad hispana,
“respetemos señores, dentro de España, el hermano distinto” y que se permita a los catalanes,
“que cultivemos y depuremos nuestra propia esencia”.
Al respecto del Proyecto, es de la opinión de que el Parlamento español no debe ni puede decidir sobre leyes como los Estatutos, que son producto de la voluntad de los Ayuntamientos, “y del voto, en un plebiscito, del área nacional que pide el Estatuto”,
no contempla que algo sobre lo que ha decidido una parte del país, sobre él, pueda influir la totalidad del territorio. Advierte que, para intervenir en una ley de este tipo, por encima de la autoridad del Parlamento “está el Tribunal de Garantías Constitucionales”.
(Grandes denegaciones, un señor Diputado: Ahora os acordáis de Tribunal de Garantías). Posteriormente,
el diputado de la minoría agraria Sr. Royo Villanova, defiende la suspensión del Estatuto, estima que no puede ser instaurado de nuevo sin que haya sido previamente sometido a una profunda revisión, así, espera recabar los apoyos parlamentarios necesarios para acometer su reforma. Cree que la responsabilidad política sobre los sucesos del 6 de Octubre debe recaer en las minorías regionalistas “y sobre todos los catalanes”, ya que, según el art 15 de la Constitución, la legislación corresponde a la República, “pero la ejecución corresponde a la región autónoma”. A su juicio, Cataluña no tiene capacidad política para ser autónoma por lo que el castigo no puede recaer en exclusiva sobre el Sr. Companys y sus correligionarios; “¿Quién ha elegido al Sr. Companys?, ¿le he elegido yo? No, le habéis elegido vosotros, catalanes. ¿No os dimos libertad para la elección? Pues vosotros tenéis que responder de lo que haya hecho el elegido”.
Pone como ejemplo a Alemania, nación que, cuando perdió la guerra, “el Kaiser fue destruido, pero Alemania sigue pagando las culpas del Kaiser”,
por esta razón, entiende que Cataluña debe pagar sus propias culpas;
“tiene que responder políticamente de sus torpezas políticas”. En su opinión, las derechas en un tema tan importante, deben permanecer unidas; “sobre todo en este problema, que está por encima de la monarquía o de la República”. Concluido este debate, tiene lugar otro más breve acerca del Proyecto de Ley de Arrendamiento de fincas rústicas; el diputado agrario Sr. Martín y Martín se postula a favor de las Bases principales del Proyecto; “largo plazo, prorrogable, en determinadas condiciones, a voluntad del arrendador, abono de mejoras al arrendatario”,
iniciativas que defendió la minoría Agraria durante las Constituyentes; cree que el Proyecto favorece “el facilitar la máxima producción económica y hacer posible una buena distribución, una buena, justa y ordenada distribución de lo producido”, y, además,
supone la verdadera Reforma agraria que necesita España.
Días más tarde, el 11, se trae de nuevo a debate el Proyecto de Ley de los Arrendamientos de fincas rústicas; el diputado de la CEDA, Sr. Rodríguez Jurado, critica la incertidumbre que se crea sobre el precio de los arrendamientos;
“no saber que rentan las fincas, es el no saber un propietario cuáles han de ser sus ingresos en régimen de arrendamiento”. Igualmente, censura que el contrato de arrendamiento pueda ser utilizado para fomentar la pequeña propiedad ya que, transcurridos 12 años, el arrendatario se podría quedar con la propiedad si el propietario no hiciese ademán de querer cultivarla; por esta razón, defiende el derecho del propietario a quedarse con la propiedad que le ha sido legada, unos propietarios
“que lo heredaron de sus mayores o lo conquistaron con su propio esfuerzo”
y que, ahora, pudieran tener el deseo de desear legarlo a sus hijos. Tras este debate, se retoma el Proyecto de revisión del régimen provisional del Gobierno en Cataluña; el Presidente Sr. Lerroux afirma; “nosotros no tenemos derecho a castigar a un pueblo”,
así, cree que no ha sido Cataluña la que ha secundado la rebelión, circunstancia que aprovecha para hacer una férrea defensa de la causa estatutaria. Las palabras del Sr. Lerroux son rebatidas por el diputado de Renovación Española Sr. Honorio Maura, afirma que Cataluña
“se ha sublevado contra España, y lo cierto es que España, que era inocente, ha estado a punto de perecer por culpa del Estatuto de Cataluña”, y añade;
“España ha estado a punto de desaparecer por culpa del criminal Estatuto de Cataluña” (Muy bien en la minoría de Renovación española – Rumores).
Defiende, por última vez, su voto particular solicitando la derogación del Estatuto, voto que, finalmente, es rechazado por la Cámara. El Sr. Gil Robles, por su parte, se sitúa en la línea gubernamental favorable al nombramiento de un Gobernador civil; “encargado, en el periodo transitorio, de asumir las facultades transferidas a la Generalidad en virtud del Estatuto de Cataluña”;
así mismo, defiende que el Parlamento sea el depositario de todas las facultades entregadas a Cataluña. Se postula también a favor de la no derogación del Estatuto, centralizando en la figura del Gobernador nombrado por el Gobierno, las facultades y las distintas atribuciones descentralizadas a la región catalana.
El día 12 tiene un interesante debate sobre la Política social del Gobierno, debate en el que destaca la interesante y brillante intervención del diputado de la CEDA Sr. Gallart, denuncia la legislación laboral emprendida por el Sr. Largo Caballero en las Constituyentes; refiere que la Ley de los Jurados Mixtos era una copia “de la organización corporativa nacional del Sr. Aunós”,
la cual había sido empeorada por los textos del Sr. Largo Caballero, respecto de cuya figura, se muestra sumamente crítico por ser quien abanderó una legislación “que
no dio lugar ni a un día de discusión en la Cámara Constituyente”
y,
todo ello,
a pesar de los numerosos cambios habidos en España en relación a este tipo de legislación.
Recordar antes que, la práctica totalidad de la obra legislativa del Sr. Largo Caballero al frente Ministerio de Trabajo, fue aprobada sin apenas discusión alguna en el Parlamento, aprobada cuando no impuesta por la promulgación de distintos Decretos ministeriales encaminados a desarrollar una autentica obra de ingeniería social y dirigida a introducir todo tipo de principios estatificadores y socialistas en las principales ramas de la Administración, en sus ramas social y laboral fundamentalmente; la UGT iba a dominar así amplias esferas de esta política social, una política de clase que tenía como objetivo el fiscalizar muy de cerca los movimientos de la clase patronal y burguesa supeditada ahora a los intereses obreros y sindicalistas. De esta forma, el sindicalismo iba a ser dotado de un poder dentro del Estado desconocido hasta entonces (actuaría casi como un cuarto poder estatal), llegando a arrebatar al Poder judicial el papel moderador y fiscalizador en las relaciones entre patronal y obreros y convirtiéndose en el factor fundamental de un juego en el que todos conocían de antemano quien tenía las de ganar y quien las de perder (recordemos que el Ministro de Trabajo era el Presidente de la UGT…..). Así, el Sr. Guallart afirma que la falta de garantías jurídicas son evidentes, “hemos creado un procedimiento civil, el de trabajo, a base de veredictos, dados por un Jurado popular”, con una magistratura de trabajo cuyos titulares “son nombrados por influencias políticas, cuando no por presiones caciquiles de todo orden”, “no existe tampoco ninguna garantía de esa nueva magistratura para con el Estado”,
con unos magistrados que, además,
“no se les exige ni ser imparciales, ni competentes, ni independientes del Estado”;
cree que en estas condiciones, era normal que el ejercicio de la Justicia hubiese fallado como lo ha hecho. Denuncia también el funcionamiento de los Jurados mixtos, así, cita algunos ejemplos de su calamitoso funcionamiento; en concreto, hace referencia al caso de la industria de hilados y tejidos de algodón de Cataluña donde hay más de 80 mil obreros, de los cuáles solo mil “eligieron el Jurado mixto de Arte textil”. Lo mismo dice sucede en la industria lanera catalana, en la que hay 20 mil obreros
“y votaron para elegir su Jurado solamente 26. Los únicos socialistas obreros laneros que existían en la provincia de Barcelona”,
por lo que estos, se representaban a ellos mismos,
“no podían representar a nadie más”.
Considera que estos pésimos resultados de la legislación social y laboral se debe en gran parte a que este sistema corporativo está impulsado por masas obreras no colaboracionistas con el régimen y, como ejemplo más ilustrativo, se refiere al caso de la revolución de Asturias y en la que acusa a la UGT directamente por los sucesos de Octubre; “la UGT durante el año 1934 realizó esta evolución de manera clara”, “la tendencia del Sr. Besteiro fue expulsada de la UGT”.
Cree que en el momento en que se hubiese advertido de estas intenciones de la más importante organización sindical del país en su paso hacia una
“posición revolucionaria”,
se debería haber suspendido
“la vida de la organización paritaria y se debía haber restringido sus actividades, sin dejar este instrumento en manos de los enemigos del Estado mismo”.
Pide, por todo ello, restringir la tendencia corporativa y paritaria, aminorarla en su efecto; defiende, también, la incursión en el sistema de organizaciones sindicales de tipo colaboracionista,
“hemos de crear el ambiente para que estas organizaciones existan”, creando un clima “espiritual, social y político, que haga posible la vida de esas organizaciones”; por último, se muestra a favor de la libertad sindical, “porque solo existiendo una verdadera libertad sindical será posible que crezcan organizaciones
de tipo colaboracionista”.
Acabado el debate con esta interesante y muy ilustrativa intervención del Sr. Guallart, se retoma el Proyecto de regulación de Arrendamientos de fincas rústicas; el Ministro de Agricultura Sr. Giménez Fernández, agradece el consenso casi general para apoyar su Proyecto, ofrece así algunas de las principales líneas del mismo; la renta tasada por encima de la renta libre o la estatista y la posibilidad de que el arrendatario a partir de los seis años prorrogables pueda acceder a la propiedad. Defiende también la limitación del derecho de la propiedad, propiciando que un propietario no pueda llegar a
“explotar simultáneamente 20 o 30 fincas en sitios distintos”;
señala también que, el propietario que haga uso del derecho de no prorrogar el contrato, “solo pueda usarlo para aquella finca situada donde él resida, que vaya a cultivar directamente”;
pide que este Proyecto contemple todo tipo de garantías para unos y otros, arrendatarios y arrendadores, a tal fin, critica el que se difunda un ambiente ficticio de que esta Ley tenga el propósito
“de que los arrendatarios van a expropiar a los propietarios”,
o de incluso
“que los propietarios, para evitar eso, van a expulsar a los arrendatarios”; advierte que en ese ambiente de pasión la Ley sin duda fracasará. Concluye afirmando que para desarrollar este basto Proyecto, se ha basado sobre todo en un concepto espiritualista, coincidente con los neopositivistas y
“sobre todo, para no ocultarlo y para mayor gloria, con la doctrina católica sobre el uso de la propiedad”. Tras estas palabras, finalizaba la sesión con el debate del Proyecto sobre el régimen provisional del Gobierno en Cataluña, el diputado de ERC Sr. Serra y Moret cree que el Estatuto debe prevalecer,
“no puede ni cambiarse ni modificarse por un acuerdo de esta Cámara, ni por unos sucesos, por lamentables y tristes que sean, como los ocurridos en Cataluña”, se reitera en que, si el Gobierno de la Generalidad ha cometido un acto subversivo,
“no se puede castigar a toda la región catalana”.
Critica con dureza la política gubernamental y de las derechas de la Cámara culpables de que en Cataluña este casi todo disuelto a excepción de la LLiga catalana
“o algún organismo así”.
Por ello, dice que no puede apoyar un régimen provisional
“que va contra todas aquellas instituciones, que es un instrumento de venganza”. (Nuevas protestas y denegaciones);
denuncia que todos los Ayuntamientos han sido destituidos por Comisiones Gestoras por lo que actualmente no queda ninguno de los que se formaron al advenimiento de la República,
“con una conculcación manifiesta de la ley, que no podemos de ninguna manera tolerar”. (Grandes protestas), “no solo es Cataluña la que sufre esta desviación de lo que la ley representa, es toda España” (Rumores).
Incluso, se atreve a lanzar duras advertencias a la Cámara afirmando que, si la ley no se cumple,
“no os extrañe que ocurran cosas tan anómalas”. (Grandes protestas. Un Sr. Diputado: Encima, amenazarnos"; y así, advierte; “hay que revolverse continuamente contra esos desmanes del Gobierno”
y pedir que se cumpla la ley.
El debate sobre el régimen de Gobierno provisional en Cataluña continua el día 13; el diputado agrario Sr. Calderón, defiende una enmienda en la que solicita que queden en suspenso
“las funciones que el Estatuto de Cataluña atribuye al Parlamento de la Generalidad, hasta que las Cortes, en uso de su soberanía, acuerden la rectificación del Estatuto otorgado a la región catalana por ley del 15 de Septiembre de 1932”.
Relata la serie de deslealtades de la izquierda catalana desde el primer momento del advenimiento de la República, empezando por la proclamación de la República catalana que suprimía de facto los compromisos adquiridos en el Pacto de San Sebastián; “crearon dificultades enormes a aquel Gobierno y consiguieron que se concedieran honores, hasta militares, a la República catalana y a la bandera de la república catalana”,
momento en el que tuvieron que acudir allí tres Ministros de aquel Gobierno, un hecho que, a su juicio, ponía en cuestión el que fuera un acierto;
“no debieron pasar por la humillación de ir a Barcelona los Ministros de la República, sino traer a los otros a la Guardia civil”, “Allí fueron a rogarles que quitaran la etiqueta de República catalana, nada más que la etiqueta, y que pusieran Generalidad, pero que para lo demás presentaran un Estatuto muy amplio, muy radical en materia de autonomía, y que todo sería aceptado”; “y de transigencia en transigencia, y de humillación en humillación, se hicieron dueños de la Cámara, y aquí presenciamos el espectáculo bochornoso de que aquellos Diputados de la Ezquerra se abstenían de intervenir en las cuestiones de España y no asistían puntualmente a las sesiones más que cuando lo demandaba el Gobierno para tener número suficiente de votos para el Quorum o cuando se trataba de un asunto que afectaba a Cataluña”;
pone como ejemplo al Sr. Companys que, desde su designación como Presidente de la Generalidad, “no quiso volver a esta Cámara siendo Diputado a Cortes y disfrutando de los beneficios de los Diputados a Cortes”. Denuncia que todo eso "lo toleraban aquellos Gobiernos, y cuando a su requerimiento acudían aquí esos elementos, siempre se llevaban el corretaje del viaje, y el corretaje fue el Estatuto catalán”.
La Comisión recoge algunos de los puntos de sus propuestas señalando que es el Parlamento el que debe decir sobre la manera en que se puede modificar y corregir las arbitrariedades del Estatuto. Tras ello, el diputado del nuevo partido, PNR (Partido Nacional Republicano) Sr. Izquierdo Jiménez, se posiciona a favor de la derogación del Estatuto por considerarlo anticonstitucional;
“ha sido la Constitución la que ha quedado violada, ofendida, rota y maltrecha por el propio Estatuto catalán”. El mismo debate continua el día 14, día en el que se aprueba el artículo 1 del Proyecto con los votos en contra de los partidos nacionalistas de la Cámara; la Lliga, ERC y PNV:
“Quedan en suspenso las facultades concedidas por el Estatuto de Cataluña al Parlamento de la Generalidad, hasta que las Cortes a propuesta del Gobierno, y después de levantada la suspensión de garantías, acuerde el restablecimiento gradual”. El diputado de Renovación Española Sr. Sainz Rodríguez, censura el ambiente y el estado en el que se aprobó el Estatuto, cree que todo ello influyó decisivamente en la atmósfera sobre la discusión de la propia Constitución con unos diputados que estuvieron, en su opinión, coaccionados desde el primer día de su discusión; “se sabía que la Constitución tendría uno u otro carácter, según tuviese unas u otras peticiones el Estatuto catalán”.
Considera que la Constitución española y el Estatuto, “fueron elaborados por un espíritu nacionalista de Cataluña sobre un caldo de cultivo de espíritu federal republicano”; rememora algunas de aquellas discusiones sobre lo que era o debía ser la nueva España con una anécdota muy definitoria,
“España será esto otro, o lo de más allá. Salía uno a tomar un vaso de agua al ambigú y, al volver, se encontraba con que España era otra cosa de cómo minutos antes la dejamos”; recuerda así y, como por un espacio de unos quince minutos, España fue federal con alegría del partido Radical y en especial del Sr. Guerra del Río, un federalismo que por parte de un sector importante de la Cámara era interpretado
“en un sentido nacionalista”.
Al respecto de la legalidad del Estatuto, recuerda también unas palabras del Sr. Maura durante las Constituyentes:
“Es posible, Sr. Azaña, que esa opinión, la opinión española, no haya leído el Estatuto, pero mucho menos lo han votado los que lo votaron en Cataluña, los que lo votaron de verdad. ¡Y no hablemos de los que lo votaron y no lo votaron!”.
En los últimos días del año se dirimen diversas cuestiones, sobre todo, referentes a los desórdenes sociales que se extienden por el territorio español; así el día 20 se formula una Proposición pidiendo al Gobierno medidas urgentes para paliar los desórdenes que asolan la ciudad de Barcelona; el diputado de la Lliga Sr. Solá Cañizares, lamenta que la declaración del estado de guerra no esté sirviendo para nada. Por su parte, el diputado de Renovación Española Sr. Fuentes Pila, entiende que el estado de alarma se debe extender a toda España dada la gravedad de los desórdenes públicos. En esta misma sesión se aprueba la Ley sobre la protección a yunteros y pequeños labradores. Las sesiones del año 34 concluían el día siguiente, 21 de Diciembre, día en el que se discute el Proyecto de Ley sobre la derogación de las Bases de Correos y Telégrafos; el diputado de la Lliga Sr. Cambo, defiende su posición estatista para asuntos de economía, sin embargo, para los servicios
“que no son inherentes a la soberanía del Estado, interesa a la economía del país e interesa al Estado que este no distraiga su atención ejerciéndolas directamente, administrando aquello que pueda administrar la iniciativa privada. Porque de todas las formas del socialismo, la que más me preocupa es aquella que va encaminada a apoderarse de los resortes del Estado”. Se trae también a debate la Prórroga de los PGE, la minoría de la CEDA por boca de su representante Sr. Pabón, acepta la prórroga presupuestaria; aprovecha la ocasión para criticar la partida presupuestaria del Ministerio de Instrucción Pública y, lo que es aún más grave, que se haya silenciado desde dicho Ministerio la participación indudable de los maestros en los sucesos revolucionarios de Asturias,
“que tuvieron una participación directa en la revolución”;
lamenta, igualmente, que la tan anunciada reorganización de la enseñanza no se haya producido, ni tan siquiera que haya venido a ser debatida a las Cortes. Recordar que uno de los Proyectos estrella de la República durante el periplo de las Constituyentes era la modificación, desde el Ministerio de Instrucción Pública, de la Enseñanza; la tan manida sustitución de la enseñanza de las Congregaciones religiosas no se había producido, se había quedado a mitad de camino, simplemente en un noble propósito que nunca pudo llevarse en realidad a cabo; ni los gobiernos republicanosocialistas ni, menos aún (no estaba en su agenda de partido ni ideario), los gobiernos radicalcedistas, supieron o decidieron acometer la tan costosa y laboriosa obra. Se construyeron muchas escuelas, pero no había personal docente capacitado ni dotación presupuestaria para acometer tan ingente obra y en tan corto espacio de tiempo; se intentó cambiar de golpe y porrazo, en apenas un año, algo que, en países laicos por excelencia, como el caso francés, se tardó casi décadas en desarrollar. Las promesas de nuevo caían en saco roto, la prometida y deseada enseñanza única y laica republicana nunca llegó a ser efectiva, solo se consiguió lo que en tantos otros ramos de la Administración se había llevado a efecto, una obra de ingeniería social destinada a moldear desde el Estado las conciencias y conductas de los funcionarios al servicio de éste algo, muy determinante, en la obra del Ministerio de Instrucción Pública desde el cual se instrumentalizó, política y sectariamente, la labor de un ingente número de maestros afines a los postulados socialistas y revolucionarios, muchos de los cuáles tuvieron un más que notable protagonismo en los sucesos "revolucionarios" de Asturias, como en este caso que el propio Sr. Pabón denunciaba; así, podemos decir que la tan alabada obra educativa de la II República tuvo un carácter más propagandístico que realista y efectista. Por su parte, el Ministro de Instrucción Pública Sr. Villalobos y, en alusión a las críticas por las supuestas ofensas a los sentimientos católicos, hace  referencia al art 30 de las Congregaciones religiosas en el que se dice que no podrán dedicarse al ejercicio de la enseñanza; reconoce que desde la misma llegada de la República no se ha suprimido ni un solo colegio, “a excepción de los incautados a la Compañía de Jesús”, así, reprocha al Sr. Pabón que diga que se esté llevando a cabo esa persecución a la enseñanza religiosa. Asegura que solo desea cumplir lealmente un deber,
“a defender a la República”. (Aplausos en la izquierda). En sus palabras reconoce que esta obra de sustitución de la enseñanza de las Congregaciones, ni mucho menos, se había completado, no se habían cumplido ni las expectativas ni las promesas de los anteriores Gobiernos.
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Tras el convulso y trágico año 1934 era el momento de apostar por una obra legislativa que tratara, al menos, de atenuar los gravísimos problemas económicos y sociales que padecía la Nación española. La rectificación de la obra de las Constituyentes no se realizó en la forma que las derechas tenían previsto hacerlo, ni hubo tiempo ni, quizás, un verdadero propósito de llevarlo a cabo; el miedo a abanderar una decidida obra de rectificación de la legislación republicana y que esta pudiera exaltar de nuevo furibundos episodios revolucionarios, impidieron ese propósito de enmendar la obra Constituyente. Se quedó todo en una mera intentona a medio camino de lo que en realidad se pretendía hacer; así, se derogó, más bien, se paralizó, la tan discutida y aún menos resolutiva Reforma agraria; se intentó llevar adelante una modificación y rectificación de la obra social y labora del Ministerio de Trabajo en los tiempos del Sr. Largo Caballero con el fin de minimizar las fricciones provocadas por la lucha de clases, una lucha impulsada y fomentada desde el propio Ministerio que hacia de puente como ningún otro del ideario socialista de corte revolucionario; igualmente, se paralizó (todavía más si cabe) la ya de por sí paralizada obra de la sustitución de la enseñanza, ahora con sólidos argumentos al no estar incluida en las líneas principales del programa de Gobierno radicalcedista; la reforma militar de Azaña también fue rectificada tras los sucesos de Octubre y es que, como ya he referido en su momento, el Ministerio de Guerra se convertiría en el principal centro de control de todos aquellos militares que pudieran ofrecer las mayores garantías y certidumbres a los Gobiernos de turno, con ese propósito se colocaría al Sr. Gil Robles al frente del mismo. Pero la gran obra que España necesitaba, la obra que desde hacía años cuando no décadas la Nación demandaba, la económica y, más aún, la estructural, tristemente, no se abordó como debería haberse hecho. Pese a que los datos económicos de este año fueron, seguramente, los mejores de los que disfrutó el régimen republicano (gracias a la relativa pacificación general de la Nación y una vez reducidos, que no sofocados, los ecos revolucionarios), estos resultaron insuficientes para una sociedad que siguió viviendo y padeciendo unas condiciones sociales y económicas absolutamente ruinosas, una ciudadanía y una clase media, en especial, que vivía con lo imprescindible cuando no en una desoladora carestía. Por otra parte, la otra gran apuesta de las derechas, la reforma constitucional, tampoco se llevaría a cabo; el Jefe del Estado, Alcalá Zamora, en un nuevo ejercicio de su exceso, cuando no abuso, de sus atribuciones presidenciales, se guardó muy bien de confeccionar Gabinetes que fueran solidarios de esa causa revisionista de la que nunca se mostró partidario, prefirió así dar voz y Poder a Gobiernos minoritarios, algunos de ellos interinos, que no representaban a la mayoría ni a la voluntad popular emanada de las pasadas elecciones. Al respecto, hay que decir que las derechas más combativas al régimen, Bloque Nacional y Tradicionalistas principalmente (cuyo número no superaba apenas los 40 diputados), enojados con la conducta casi obstruccionista de la Jefatura del Estado, no dudaron en hacer campaña en su contra con el fin de sumar apoyos a la causa de la revisión constitucional que les permitiera abrir el melón de un cambio en la Jefatura del Estado; veían en la figura del Sr. Alcalá Zamora un impedimento directo a su decidido empeño de orientar el régimen hacia políticas más conservadoras o de total rectificación de lo hasta ahora hecho. Otro factor de desequilibrio lo encontramos en las cada vez más escasas clases medias, que se veían abocadas también a unas condiciones de vida muy inferiores de aquellas que pudieran haber disfrutado en décadas pasadas, así, en estas condiciones de pobreza, de desesperanza y frustración generalizada, se fomentaba un caldo de cultivo hacia posiciones extremas, fascismo o bolchevismo, que iba a ser aprovechado por no pocas formaciones políticas deseosas de alimentar la necesidad y la urgencia de un abrupto cambio en el rumbo del régimen; si el fascismo no consiguió el propósito de canalizar sus doctrinas y deseos en un gran partido de masas (la Falange siempre tuvo un impacto social muy minoritario), el bolchevismo y el marxismo, por su parte, encontrarían en los socialistas y comunistas, apoyados incluso por sectores republicanos burgueses, un conducto para a través del cual reivindicar sus apetitos y anhelos de instaurar un régimen a imagen y semejanza del soviético. La confluencia de estos intereses comunes posibilitarían el surgimiento de un bloque en torno al cual se aglutinarían las distintas formaciones solidarias de los sucesos revolucionarios, el Frente Popular; de este modo, el fracaso "revolucionario" de Octubre nos llevaría a la génesis de este Frente Popular, bajo el cual, lejos de sancionar y claudicar de los propósitos revolucionarios, iban a resucitar y, con fuerzas renovadas, la exaltación y glorificación de aquellos sucesos y la de sus más destacados protagonistas. Así, los ecos "revolucionarios" lejos de apagarse, recobrarían ahora toda su intensidad al sumarse a la causa revolucionaria partidos y sectores de la sociedad que habían permanecido en cierto modo pasivos respecto al movimiento, este nuevo impulso revolucionario iba a impregnarlo todo, en especial, a partir de la segunda mitad del año. De esta forma, el sancionado socialismo pudo emerger de sus cenizas para aprovechar y, en beneficio de su causa, unos asuntos que, en un principio, eran de poca monta y de escaso calado político, los casos Straperlo y Nombela, unos asuntos que, al albur del resurgimiento de la nueva propaganda revolucionaria, serán convertidos en grandes escándalos políticos con el propósito de producir una gran impacto y resonancia política, escándalos que propiciarían la crisis de la minoría Radical y, a su vez, la descomposición y derrumbamiento final del Gobierno en coalición con la CEDA, que era lo que en definitiva buscaban.
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Pocas son las sesiones habidas en este primer mes del año; el periodo de sesiones se inicia el día 23 de Enero con la presentación de un nuevo Gobierno y en el que solo se introducían dos cambios ministeriales, el Sr. Dualde sustituyendo en Instrucción Pública al discutido Sr. Villalobos y el Radical Sr. Abad Conde haciendo lo propio en el de Marina al Sr. Rocha. El descrédito del Gobierno crecía a la par que lo hacia el descontento en la opinión; si en Octubre una buena parte de esta apoyó la decidida apuesta gubernamental para acabar con los rescoldos revolucionarios, ahora, su tibieza, su actitud timorata de pretender no soliviantar actitudes contrarias a la legalidad republicana, iba a provocar que una buena parte de las minorías y de la opinión empezasen a mirar con otros ojos a la, ya de por sí, complicada tarea gubernamental. Los rescoldos revolucionarios no se apagaban, al revés, irían recobrando el suspiro desde el mismo inicio del año; las frecuentes crisis ministeriales, como esta del mes de Enero, serían un ejemplo ilustrativo de las dificultades por las que atravesaría la coalición gubernamental a lo largo de todo este año ante la sombra de una revolución que parecía recobrar toda su intensidad.
En la sesión del día 23, como ya he referido, se produce la presentación del nuevo Gabinete; antes, la Comisión de Suplicatorios solicita el procesamiento de diversos diputados y exdiputados, entre ellos a los diputados socialistas González Peña, Margarita Nelken o Amador Fernández por publicaciones en distintos rotativos. También, interviene la Comisión de Suplicatorios y, formulados por la autoridad militar, para proceder contra los señores Indalecio Prieto, Margarita Nelken, A. de Gracia y José Tomás Piera. Tras ello, el Sr. Lerroux, explica los cambios del nuevo ejecutivo afirmando que estos no significan nada en el ideario ni propósitos del Gobierno. Tras su escueta intervención, el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, afirma que desde el día 9 de Octubre, día en el que el Sr. Lerroux recibió una clamorosa ovación de toda la Cámara como muestra de su incondicional apoyo, hasta el día de hoy, el Gobierno ha sufrido un enorme desgaste; asegura que en su ya dilatada trayectoria política pocas veces ha presenciado un desgaste semejante al que ha sufrido el actual Gobierno; “subsiste todavía la misma mentalidad de represión, en cuanto a sanciones, que existía en el primer día”,
por lo que, a consecuencia de todo ello, está naciendo “un movimiento de protesta y una campaña contra la represión, sin que esta represión, se haya efectuado todavía de manera eficaz”.
Así mismo, denuncia que se está utilizando este estado de guerra y ciertas disposiciones de la Ley del Orden Público
“para remover, como si fueran funcionarios, a los concejales y para proceder al nombramiento de Comisiones gestoras”. (Aplausos). Por su parte, el diputado del Bloque Nacional, Sr. Calvo Sotelo, cree que el Gobierno ha variado muy poco y que, incluso, se ha aumentado el número de radicales con la presencia del Sr. Abad Conde, al que alaba su categoría personal al mismo tiempo que censura su condición de pertenencia a la masonería, circunstancia a la que se suma el que se haya enviado también, “al cargo más importante que tiene la Administración española en Cataluña a otro masón también significadísimo”.
Seguidamente, muestra su contrariedad por la actitud gubernamental en relación a un documento enviado por el socialista Sr. Fernando de los Ríos y difundido en medios internacionales y en el que se acusa de métodos represivos al Ejército español, poniendo en tela de juicio sus actuaciones; reprocha al Gobierno que no haya tenido una palabra de censura,
“de reproche, de condenación, contra el Diputado español que llevaba al extranjero acusaciones tan viles, tan infames, tan indignas, tan vergonzosas, contra el glorioso Ejército español”. (Aplausos).
Defiende la revisión constitucional, entre otras cosas, para llevar adelante la propuesta de sustitución del Jefe de Estado, propuesta a la que desea se sumen otras minorías dado que, con la cuarta parte del Parlamento, se podría asegurar el éxito de la empresa. Así, espera que en España cuando haya la posibilidad de elegir un nuevo Presidente de la República por los diputados y compromisarios, “entonces el Presidente de la República así elegido tendrá una personalidad y una independencia política formidablemente superior a la del actual con relación al Cuerpo parlamentario constituido”.
Muestra también su pesar por que este proceder se haya seguido por un Presidente que ha sido elegido
“en trámite excepcional por las Cortes Constituyentes”, “es hijo directo y espiritual, aunque no lo creáis o no lo queráis, de las Cortes Constituyentes, y la única obra fundamental de las Cortes Constituyentes que queda en pie, aunque con rasguños evidentes, es la propia Constitución”. Por ello, niega rotundamente “la posibilidad moral de que tenga independencia política el Presidente de la República para iniciar la revisión de la Constitución que elaboraron las Cortes que a él le eligieron”. Tras estas palabras, las distintas minorías de la coalición gubernamental, CEDA y Agrarios entre otras, dan su apoyo y conformidad al nuevo ejecutivo del Sr. Lerroux. Acabado el debate político se inicia otro con el Problema del Trigo de fondo; el diputado agrario Sr. Martín y Martín se queja amargamente de que, al iniciar este debate, la gran mayoría de los diputados abandonan el salón cuando se va a tratar un problema tan crucial para las necesidades nacionales;
“¿y los agrarios?, ¿Y vosotros? ¿Y los demás?; Tengo frío en el corazón y no encuentro palabras con que expresar esta vergüenza”.
Denuncia la angustiosa situación por la que está pasando la industria cerealista, con unos agricultores que están pagando desde hace tres o cuatro años la economía dirigida aplicada por los socialistas cuando estos tenían la titularidad del Ministerio de Agricultura; asegura que en Castilla y, en España en general, desde hace más de un mes no se compra un solo gramo de trigo.
En la sesión del día 25 se trae a debate una Proposición no de Ley para solicitar la suspensión del estado de guerra, Proposición defendida por el único diputado de la Falange, el Sr. Primo de Rivera; acusa de haber fracasado a un Gobierno que nació producto de una revolución y que, ahora, tras la anulación de la misma, al ser una revolución inacabada, ha pasado a adoptar una posición de conservadurismo con la única intención de mantenerse en el Poder. Cree que el Gobierno sigue haciendo claudicaciones inexplicables, ejemplo de ello sería la prohibición en los cines de España de reproducciones cinematográficas de las valerosas acciones del Ejército español en los sucesos de Asturias, a su juicio, debido a una serie de presiones ante las que, finalmente, el Gobierno ha claudicado; al respecto, el Ministro de la Gobernación le recuerda que, justo en el día de ayer, se retiró el Estado de Guerra en más de la mitad del territorio español.
El día 29, se formula una Proposición incidental solicitando una regulación para la censura previa a la Prensa en situaciones de excepcionalidad como la actual, se denuncia que la censura previa, como resorte gubernamental, no ha podido evitar
“ni los movimientos insurreccionales ni sus consecuencias posteriores”.
El diputado Tradicionalista, Sr. Comín, lamenta que la arbitrariedad de la censura se cebe sobre todo con la Prensa monárquica, pone como ejemplo de esta Censura el trato que se da al partido del Bloque Nacional del Sr. Calvo Sotelo, que ha visto como sus sedes y locales han sido cerrados por el solo hecho de que un aviador, afiliado a la citada minoría, lanzase un globo a los aires con la bandera de España. Lamenta así el trato que se está dando a la minoría del Bloque Nacional y que, además, se haga de forma tan desproporcionada;
“con una minuciosidad que no se ha tenido con ninguna otra agrupación política, ni aún con aquellas que afirmaban todos los días su propósito decidido, su voluntad firme y su decisión fuerte de dar en tierra con el Régimen, fuera como fuese, aprovechando para ello todos los medios posibles”,
reprocha que, por el contrario, se esté persiguiendo a los monárquicos,
“como si fuéramos más peligrosos que aquellos anarquistas y comunistas a los que se dejó vía libre para que hicieran de España lo que quisieran”;
y añade; “más le valiera al Gobierno, en lugar de dedicarse a cazar globitos (Risas), volver la vista a Cataluña y ver como se envalentonan los separatistas y como gritan, como exigen, como amenazan”.
Advierte que elementos subversivos socialistas están tratando de reorganizarse,
“para luchar otra vez en espera de un futuro muy próximo de victoria”. Durante la respuesta del Sr. Varquero, Ministro de la Gobernación, se produce un rifi rafe con el Sr. Calvo Sotelo que le recrimina el que se les trate de equiparar con los movimientos de extrema izquierda;
“No podemos consentir que nos confunda con los extremismos rojos”;
por su parte,
el Ministro, critica que estas derechas traten de seducir al Ejército situándolo como la columna vertebral del país, unas palabras que provocan de nuevo la reacción de las minorías de derecha; da a entender que este intento de seducción es uno de los motivos por los que el Gobierno censuró el Manifiesto del acta fundacional del Bloque Nacional firmado por el Sr. Calvo Sotelo el pasado 8 de Diciembre y en el que se pedía la vuelta a los valores tradicionales con una Monarquía autoritaria y la participación del Ejército como primer agente contrarrevolucionario.
Las escasas sesiones terminan el 31; la Comisión de Suplicatorios solicita el procesamiento para los Sres. Cayetano Bolívar, Amador Fernández y González Peña por la publicación de diversos artículos en diarios como el Avance o el Socialista. Igualmente, se rinde homenaje por el fallecimiento del Sr. Sánchez Guerra, tributo unánime de la Cámara con la excepción del comunista Sr. Cayetano Bolívar que, en su primera intervención tras los sucesos revolucionarios de Octubre y, hablando en nombre de la masa trabajadora, afirma que no se puede sumar a este homenaje; la Presidencia, le retira el uso de la palabra al no querer rectificar sus palabras.
FEBRERO 1935
 
El Parlamento recobraba en este mes un cierto desahogo permitiéndole retomar algunas iniciativas legislativas, proyectos como la Ley Municipal, de Arrendamiento de fincas rústicas o el Proyecto de Ley sobre las pequeñas áreas de cultivo entre otras, este último, trataba de solucionar, de una vez por todas, el problema de los yunteros; llegaban al Parlamento después de muchos meses de una casi nula actividad legislativa a causa de los efectos de los sucesos Octubre; una calma que solo se rompería en alguna sesión en la que se trajo a escena un asunto tan polémico como el de la masonería. Este libro no ahonda en este asunto, no entra en el fondo del mismo, pero eran evidentes las concomitancias de muchos de los políticos republicanos con esta Orden; la minoría Radical, principalmente, tuvo entre sus componentes a muchos afectos a su causa (algunos en la cúspide de la Orden..), el socialista también, el mismo Ejército, etc.; las relaciones de la masonería con proyectos de marcado acento antirreligioso, mas que una casualidad, fue una evidencia en el devenir del régimen republicano. Siendo así, no interesaba a muchos su debate en sede parlamentaria, pese a ello, finalmente, salió a escena y la tensión volvió a una Cámara que vivía, por aquel entonces, momentos de inusual y casi inquietante serenidad.
La sesión del día 1 de Febrero inicia el mes con una Proposición incidental en la que se solicita que se proceda a la reposición de todos aquellos Ayuntamientos destituidos con sus alcaldes y concejales
“sin observancia de los preceptuado en la ley Municipal vigente y en lo concordante de la ley de Orden Público”. El diputado de UR Sr. Pascual Leone, asegura que muchos de los Ayuntamientos republicanos y socialistas han sido suspendidos contra la ley,
“los elegidos el 12 de Abril del 31”.
Cita algunos casos de los que es conocedor, en algunos de ellos, implicados concejales de su propio partido que han sido destituidos por
“denegación de auxilio a la autoridad civil o militar”.
Así, considera que el Estado ya no necesita utilizar estas medidas preventivas y excepcionales, ni los estados de alarma ni de guerra, ni la censura de Prensa, entiende que lo que está tratando de hacer es amordazar a la oposición “para acallar a la opinión pública”. Le responde el Ministro de la Gobernación Sr. Varquero, defiende la suspensión de estos Ayuntamientos, confirma que se han suspendido a concejales y alcaldes en aquellas Corporaciones que se empezaron a construir el 12 de Abril de 1931; “ha habido, en todo ese periodo de tiempo, concejales, alcaldes y Ayuntamientos que faltaron a su deber, de tal manera que existen por ahí expedientes que chorrean cieno”.
Critica el hecho de que los mismos fundadores de la República la declarasen la guerra;
“la Constitución y a nuestras leyes, y tenían como instrumentos para combatir a la República a esos Ayuntamientos que se eligieron el 12 de Abril o en las diferentes elecciones que hubo, y esos Ayuntamientos eran cuartelillos de la revolución desde donde se atacaba a la República, desde donde se pretendía hundir a la República y a España, y yo, por republicano precisamente, para defender a la República, hice que se suspendieran esos Ayuntamientos”. Recuerda que ya el propio Sr. Maura, sobre estos Ayuntamientos constituidos el 12 de Abril y cuando apenas había transcurrido un mes, “dio por suspensos o mal constituidos a numerosos Ayuntamientos y convocó elecciones municipales para el 31 de Mayo del mismo año”,
precisamente, en aquellos donde el caciquismo había triunfado, en los que los monárquicos habían salido triunfantes,
“pero al amparo del espíritu de insurrección que ya invadía todos los ámbitos de la Península, de aquellos Ayuntamientos salieron luego las Corporaciones más demagógicas”.
No comprende como aquellos caciques,
“convirtieron a sus sicarios en concejales y alcaldes socialistas”; asegura que, en aquellos Ayuntamientos,
“fue donde después se produjeron las mayores perturbaciones del orden público”; unos Ayuntamientos que, además, vulneraron las leyes al no renovar la mitad de sus miembros de acuerdo a la Ley transcurridos dos años tras ser constituidos;
“No lo fueron, no hubo aquel respeto sagrado a la legalidad, a la voluntad popular, a la democracia, a la libertad y a la autonomía en los Gobiernos del bienio republicano-socialista para convocar elecciones el 12, o el 9 o el 15 de Abril de 1933: se prolongó de manera abusiva e irregular el mandato de los Ayuntamientos del 12 de Abril, y ahora mismo, la representación de los Concejales que obtuvimos acta el 12 de Abril está, en la mitad, por lo menos, de su valor jurídico y moral, caducada”. Cree que estos Ayuntamientos fueron utilizados con fines partidistas y políticos, “para promover constantes motines, que no tuvieron valor de provocar esos vecindarios contra la Monarquía ni contra la Dictadura, para deshonrar a la República, para hacerla símbolo de perturbación constante y hacerla imposible para siempre”.
Se reafirma en que todas estas medidas se están haciendo al amparo de la Constitución republicana. De esta forma, lo que valía para los republicanos y socialistas el 31 de Mayo de 1931 para "depurar" de monárquicos las Corporaciones y Ayuntamientos que habían designado legalmente a sus representantes, ahora resulta que no era válido para que el Gobierno Radicalcedista procediera de igual modo, además, con el añadido de que, dicho Gobierno, lo hacía con el propósito de remover a unos funcionarios municipales que, en la mayor parte de los casos, habían auspiciado y amparado una tentativa golpista destinada a acabar con la legalidad y la vigencia de unas instituciones que decían representar. No es menos verdad también que, el Gobierno Radicalcedista, debió acometer cuanto antes el restablecimiento de la normalidad de las instituciones republicanas acabando con la prolongación ininterrumpida de los distintos estados de excepción pero, los vientos “revolucionarios”, lejos de apagarse parecían recobrar en estos primeros meses del año una inesperada vigencia, una circunstancia real que imposibilitaba bajar la guardia a los garantes de las instituciones republicanas; y es que, en efecto,  socialistas y distintas formaciones de izquierdas republicanas seguían promoviendo y fomentando unas sugestiones cuando no exaltaciones de la violencia destinadas a acabar, al precio que fuere, con el actual orden de cosas, tratando de hacer tambalear a unos Gobiernos a los que seguían sin dar carta de legitimidad alguna dentro del régimen republicano, una legitimidad que no la iban a conceder ni a reconocer ni ahora ni nunca.
Día 7, se discute una nueva Proposición incidental en la que se solicita la reforma de la Ley de la Reforma agraria defendida por el diputado de Renovación Española Sr. Suárez de Tangil; “solicitamos se someta a urgente tramitación el proyecto de ley de Reforma agraria, o que, hasta tanto eso no se haga, cesen las incautaciones de fincas rústicas de particulares”.
Desea acabar también con las incautaciones de fincas a los Grandes de España,
“que se venían verificando al amparo de las disposiciones de la Reforma agraria”;
las cuáles, tenían sobre todo un fundamento político y sectario y a consecuencia de los sucesos del 10 de Agosto de 1932. El Ministro de Agricultura Sr. Giménez Fernández agradece que no contemple esta Proposición la derogación de la Ley de la Reforma Agraria y, a pesar, de reconocer errores de bulto en su formulación; sobre las incautaciones de fincas, asegura que desde que es Ministro no se ha realizado ni una sola, “se ha procedido a la toma de posesión en las incautaciones ya ordenadas, en aquellas en que estaban formadas las listas de los asentados”,
un hecho que ha sido lo más ingrato que ha tenido que hacer al frente del Ministerio, “tener que ejecutar en determinados casos aquello que estimaba producía un perjuicio”. Finaliza la sesión con un nuevo debate del Proyecto de Arrendamiento de Fincas rústicas; siguen las críticas al mismo desde los sectores más derechistas de la Cámara, así, el Sr. Daza, censura que debido al trato de favor que se da al arrendatario respecto al arrendador o propietario;
“se va a crear la figura de un copropietario, el arrendatario, mediante la prórroga indefinida del contrato en contra de la voluntad de su dueño”.
Unos días más tarde, el 13, se inician los debates del Proyecto de la Ley Municipal; el diputado del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo lamenta el poco eco que ha tenido un asunto de la relevancia de este. Recuerda su fecunda labor al frente en la elaboración del Estatuto Municipal de 1924 en el que, entre otras cosas, se reconocía por primera vez en España el sufragio femenino (restringido a mujeres mayores de edad y solteras) y en el que, en el régimen electoral, “se organizó la representación proporcional” en lugar de la corporativa,
así, agradece que el actual régimen republicano haya conservado prácticamente en su totalidad aquel Estatuto hasta la fecha presente. Por otro lado, lamenta que, en el Proyecto, el espíritu de restricción de la autonomía municipal avanza aún más, facilitando el camino a la suspensión de los alcaldes por las autoridades gubernativas pertinentes, cree que se propicia así una deliberada falta de garantías constitucionales. Por este motivo, desea señalar que ha estado echando cuentas en su domicilio, “sobre el tiempo que ha vivido España con plenitud constitucional desde el 14 de Abril acá y no me salían más que 23 días con plenitud constitucional, esto es, la totalidad de las garantías de la Constitución en la totalidad del territorio”.
Recuerda que hasta el 25 de Agosto del 33, “no hubo garantías jurídicas”",
fecha en la que perdió su vigor la Ley de la Defensa de la República, que fue promulgada por lo que califica como el
“estrambote de la Constitución” en Diciembre de 1931,
“desde entonces acá, solo ha habido 23 días de plenitud constitucional en toda España, porque bien en un sitio o en otro, cuando no en toda España, se declaraba el estado de prevención, el de alarma o el de guerra, en el que nos encontramos desde Octubre en gran parte del territorio; desde luego, en el de alarma en toda España”, todo lo cual, a su entender, significa un claro retroceso respecto a las garantías que ofrecía el Estatuto Municipal. Habla del proceso y evolución que ha sufrido en este tiempo su pensamiento ideológico, pasando de una firme defensa del sistema democrático a una decidida apuesta por el Estado corporativo;
“El Estado, para ser democrático, ha de apoyarse en municipios libres”, sin embargo, ahora se pregunta y se cuestiona sobre los motivos por los que el Estado deba ser democrático;
“El Estado, ¿Qué gana con ser democrático?”.
Lamenta que el concepto que tenía de libertad respecto a las atribuciones municipales haya cambiado en este tiempo; “El problema ahora estriba, quizá, en evitar que a los Municipios vayan ciertos sectores del país, animados o imbuidos de un espíritu antiestatal o antinacional, revelado en los últimos sucesos revolucionarios”.
Igualmente, denuncia que, en la tan alabada democracia republicana, esta no haya ni siquiera acudido al sufragio universal en unas elecciones municipales en todo el territorio desde su advenimiento, cree que, de haberse regido por la Ley de 1.877, hubiera habido elecciones municipales en el año 33; “sin embargo, estamos en 1935 y solo se habla de ellas como de una posibilidad para dentro de unos meses”.
Muestra también su deseo de despolitizar la gestión municipal; “La Corporación municipal no tiene por misión gobernar, al Ayuntamiento se debe ir a Administrar, y la consecuencia de vuestro proyecto es que a los Ayuntamientos volverán los partidismos políticos, con lo cual se retrocederá al siglo XIX",
"¿Qué tiene que ver el alcantarillado con que un Ayuntamiento sea socialista o republicano?"; "¿Qué tiene que ver la higiene y la salubridad con que un Ayuntamiento sea liberal o conservador?”.
Está convencido que en el momento actual, si el pueblo de Madrid fuese convocado a unas elecciones municipales,
“tened la seguridad que no se van a producir sobre si ha de embellecerse Madrid en la parte Este u Oeste, si ha de celebrarse una exposición universal, etc., sino a favor de Marx o contra Marx, en favor de la unidad de la Patria o de su desintegración en estilo autonomista, y eso es completamente absurdo, es un arcaísmo y una equivocación, que yo lamentaré como español y como Diputado”. (Aplausos). La larga intervención del Sr. Calvo Sotelo, siempre interesante por la gran aportación de datos y argumentos de los que suele hacer uso, revela en esta ocasión una de las grandes impostaciones políticas que los socialistas se han arrogado durante décadas para sí mismos; la introducción del sufragio femenino en España no tuvo al socialismo a su principal y único benefactor, ello fue posible gracias a antecedentes previos, como bien refiere el Sr. Calvo Sotelo, entre otros, gracias a la promulgación del Estatuto Municipal de 1924 del cuál, él mismo, fue su promotor y principal fuente creadora (en colaboración con el Sr. Gil Robles), es decir, fue una corriente ideológica conservadora la que abrió la puerta del derecho del voto femenino en España, aunque fuera con carácter  restringido, como ya he referido (solo lo podían ejercer en las elecciones municipales las mujeres mayores de edad y, además, que tuvieran la condición de solteras). Igualmente, en este discurso, empieza a dibujar algunos trazos de su pensamiento contrario al parlamentarismo y dirigido hacia la defensa de un Estado Corporativo; la amenaza cada vez más latente de una nueva revolución y la poca firmeza que demostraba la coalición Radicalcedista para detenerla, sumado a que las derechas seguían desunidas ante sus deseos de la revisión constitucional, le hacían ahora mirar a idearios alejados de aquellos principios liberales que, en otros tiempos, hubiera defendido con viva energía y decisión.
Los debates sobre este Proyecto de Ley Municipal continúan en los siguientes días; el 14,
el diputado centrista Sr. Rubio Chavarri aplaude el sentido democrático y liberal del Proyecto. Recuerda lo sucedido con las elecciones municipales del 12 de Abril de 1931, asegura que, en realidad, no fueron unas elecciones municipales,
“y, por lo tanto, administrativas”, “el 12 de Abril no pudo ocurrir así”,
considera que sucedió así porque se habían ahogado
"todas las manifestaciones normales de la vida pública, con la desconfianza en todos, absolutamente en todos”;
reconoce que ese 12 de Abril,
“se torció el designio de las elecciones, pero con la justificación abrumadora de la necesidad de una manifestación política que no encontraba otro cauce ciudadano que el que se le abría a través de esa convocatoria electoral”.
Por todo ello, ahora, defiende que en las futuras elecciones municipales, aquellas circunstancias no se vuelvan a repetir y que se garantice el propósito fundamentalmente administrativo para las que son y deben ser convocadas. Por primera vez en el Parlamento republicano y, casi cuatro años después de aquellas elecciones municipales, un diputado y no precisamente de la derecha parlamentaria, reconocía abiertamente el dudoso proceder de aquellas; reconocía que aquellas elecciones rebasaron su jurisdicción administrativa y que, más aún, propiciaron el advenimiento de un nuevo régimen político en España.
Un día más tarde, en la sesión del día 15, tiene lugar un intenso y largo debate en el que se toca el espinoso tema de la masonería. Primeramente, el diputado de la Lliga Sr. Cambo, hace referencia al discurso del Sr. Calvo Sotelo de ayer y del que dice que ha marcado el punto de inflexión en este debate sobre el Proyecto de la Ley Municipal, afirma que ha demostrado que “conoce admirablemente esta materia”, y así, recuerda su gran obra respecto al Estatuto Municipal, lo hace reconociendo y elogiando su obra personal, un Proyecto que dice estuvo inspirado en otro de la Administración Local de Antonio Maura que, además, contó con el beneplácito de su minoría.  Rechaza, sin embargo, el nuevo ideario profesado por el Sr. Calvo Sotelo, alejado del parlamentarismo y del régimen democrático; a su juicio, en estos momentos en España, se está asistiendo
“a un periodo de debilidad del Poder Público como quizás no habíamos vivido antes, y esta debilidad, que nace en el sistema colectivo, se refleja en la Cámara, pues yo he de decir a los señores Diputados que jamás he pertenecido a una Cámara que fuera tan insensible a las heridas que se infieren al interés público como la Cámara actual”. Por esta razón, considera que el mejor sistema de representación para las Corporaciones municipales es el de representación proporcional en lugar de la representación corporativa, una representación proporcional “con primas a la mayoría”, “que mejoraría considerablemente la vida municipal española”.
Cree necesario defender y fortalecer las instituciones empezando por el mismo Parlamento y en el que lamenta que sea frecuente ver la escasa presencia de sus representantes Ministeriales. Tras esta intervención, el Ministro de la Gobernación, Sr. Varquero, alaba y destaca también la figura del Sr. Calvo Sotelo; “yo no sería un hombre sincero, leal frente a la Cámara, si no declarase aquí que me rindo ante su competencia, ante su pericia en la materia”;
sin embargo, discrepa respecto a la libre elección de alcaldes; “al
libre desenvolvimiento de los Ayuntamientos en su plena autonomía”, una libre elección que dice
“no se ensayó, ni por una semana siquiera, durante la Dictadura”.
Recuerda que, en estos últimos tiempos, se ha producido incluso la desobediencia y la deslealtad de muchos de estos alcaldes de la Administración Local, “que mantenían en constate convulsión a su Municipio y convertían su función en instrumento de discordia y en instrumento de rebelión”, por lo que cree que el Poder central debe estar en guardia y receloso en los actuales momentos de otorgar esa plena autonomía municipal. Y así, recuerda como fueron las últimas elecciones municipales del 12 de Abril de 1931, unas elecciones municipales
“que se convirtieron en un plebiscito”,
una situación que dice fue provocada por la propia Monarquía,
“porque estaban convocadas unas elecciones legislativas por el Gobierno del General Berenguer cuando, caso insólito en los anales de la política, fue derogada aquella convocatoria, y se pensó entonces en las elecciones municipales, ¡y en qué tiempo!, cuando se necesitaba, como se ha recordado aquí reiteradamente, que se manifestara el país en plebiscito acerca de la obra de los siete años de Dictadura”, ”la monarquía los había lanzado a esas elecciones anulando las otras, que eran las propias de aquellas circunstancias”;
recuerda como paisanos suyos de Córdoba, en aquella campaña electoral, no se interesaban por las cuestiones municipales,
“los espíritus no estaban para reformas urbanas”, muy al contrario, le decían: “no vamos a eso, vamos a vencer y derribar la monarquía";
asegura que la convulsión del momento
“hizo que fracasarán esos propósitos”
de hacer una verdadera política municipal al frente de esos Ayuntamientos, ello no fue posible y los pueblos se constituyeron
“con una tendencia o una combinación  de tendencia política”,
tan perjudicial como luego se pudo demostrar.
Tras este debate, el diputado conservador republicano Sr. Cano López, defiende una Proposición no de Ley en la que solicita impedir que ningún miembro de los Cuerpos armados pueda pertenecer a la masonería; trata de colocar a la masonería como la representación misma de un partido político y, así, refiere que los sucesos de la Semana Trágica de Barcelona “fueron un hecho típicamente masónico”.
Recuerda la campaña que, califica también de masónica, emprendida desde el extranjero
“contra España con motivo del fusilamiento de Ferrer”;
así mismo, la huelga de 1917,
“que fue promovida y amparada por las organizaciones masónicas”.
Igualemnte, recoge un documento oficial con la intención de demostrar el carácter masónico de los miembros del primer Gobierno republicano de 1931, del Boletín Oficial de la Logia de la Masonería del año 1931:
“A los francmasones que integran el Gobierno Provisional, al alto personal compuesto asimismo, y en su mayoría, de hermanos, nuestro aliento les acompaña. No es un secreto que la francmasonería domina poco menos que en su totalidad en el Gobierno Provisional como en los altos cargos”.
Para hacer ver la intrusión de la masonería en el Ejército, lee algunos de los nombres de los Generales presuntamente masones del mismo; “De los 21 generales de División, son masones los siguientes: López Ochoa, Miguel Cabanellas, Gómez Morato, Riquelme, Núñez de Prado, Sánchez Ocaña, Gómez Caminero, Villa Abirlle y Molero”; también, cita a algunos generales de Brigada, como los señores Miajas, Pozas, Jiménez, etc. Asegura que Barcelona es uno de los lugares donde existe un mayor número de masones, “como el General López Ochoa, el Comandante Herrero”; denuncia que en la calle Aviñó se reúnen 26 logias masónicas y 3 triángulos, “allí se han reunido Azaña con Companys, Menéndez, Pérez Salas, Pérez Fatrás; casi todos los personajes políticos separatistas”,
el Sr. Comín tras estas palabras dice:
“Fijaos bien, el Sr. Pérez Fatrás, que decía que no le fusilarían porque le salvarían los hermanos”. (Rumores).
Finaliza haciendo mención a la “combinación de mandos militares publicada en el día de hoy”, de la que destaca el nombramiento del General Caminero; “masón igualmente y autor de los incendios de Málaga (Rumores) según el Sr. Maura denunció en las Cortes Constituyentes”,
General que ha sido restituido por el mismo Sr. Lerroux suponiendo una manifiesta irregularidad legal al no haberse incluido su nombre en la pasada Ley de Amnistía. Afirma que, de acuerdo a la Constitución, la masonería no debería existir;
“cuando tenemos un art 26 en la Constitución que, a virtud de un cuarto voto de obediencia a Roma, expulsa a una entidad religiosa de España (Muy bien). Mucho menos puede permitirse entonces una sociedad secreta, internacional, antiespañola y masónica”. (Aplausos). A continuación, el diputado del Partido Nacional Republicano Sr. Izquierdo Jiménez, dice que no hay derecho “haber expulsado Órdenes religiosas a título de que obedecían un voto secreto, no hay derecho a que se persiga a organizaciones obreras a título de que mantienen una posición extremista, y luego en el orden ideológico consintáis que pueda estar hipotecada la voluntad de aquellos que reciben en sus manos los designios de la Nación en el sector militar y en el sector de la Marina, y que pueden en un momento obedecer a votos  que no sean los que les impone su propia disciplina”. Por su parte, el diputado agrario, Sr. Royo Villanova, pide al Gobierno “que
deje sin efecto el nombramiento de general en jefe del señor García Caminero. Lo pido rendidamente” y lo hace,
por su especial protagonismo en los incendios de Iglesias y Conventos de la ciudad de Málaga, momento en el que era el Gobernador militar de la provincia. Finalmente, es aceptada la Proposición no de ley del Sr. Cano López por 82 votos a 26, de estos últimos, la mayoría diputados pertenecientes a la minoría Radical. Es evidente que dentro del régimen republicano la presencia de la masonería fue notoria cuando no, en la mayoría de las ocasiones, indisimulada, muchos de los cargos electos del Parlamento eran fieles seguidores de la Logia, algunos de ellos, incluso, figuras destacadas de la misma (como el Sr Martínez Barrio); la interrelación de la República con la masonería, tal vez, podría explicar muchas de las decisiones adoptadas durante su vigencia, una República que se vendió a la opinión pública en su advenimiento como una República liberal y que, pocas semanas después, era transformada en una República socialista, estatista, laica, antirreligiosa y antiburguesa. La masonería se introdujo de forma evidente en muchos sectores de la sociedad, Parlamento y Ejército no fueron ajenos a ello y su compromiso y batalla contra algunos de los ideales de la España más tradicional, eran y fueron más que evidentes y significativos.
En la sesión del 19 de Febrero la Comisión de Suplicatorios solicita el procesamiento del diputado socialista Sr. Rubio Heredia por su implicación en la huelga revolucionaria del mes de Junio del 34. La Comisión lee algunas hojas escritas por el referido diputado con el propósito de demostrar su indiscutible e iniequívoca participación en la misma:
“¡Adelante camaradas! Se acerca el día del triunfo”; “Es preciso que demostremos que no solo somos capaces de paralizar pacíficamente durante tres días, sino que estamos dispuestos a que arda la provincia de punta a punta”; sin duda, una nueva evidencia de la participación de otro diputado socialista en los distintos preparativos y sucesos "revolucionarios" del año 34. Días más tarde, el 27, el diputado de Renovación Española Sr. Honorio Maura, defiende otra Proposición en contra de la masonería, Proposición que de nuevo es rechazada (muy especialmente por la bancada de la minoría Radical), por lo que el Sr. Honorio Maura afirma; “celebro mucho la movilización que ha tenido esta tarde la minoría radical de la Cámara, que no suele acudir en ese número a esos bancos”.
Dice que su grupo tiene conocimiento de que ciertas organizaciones masónicas “están trabajando en combinación con los emigrados socialistas de París, por medio de enlace, que consiste en unas jóvenes y viejas alemanas, judías por cierto, en contacto con aquellos revolucionarios españoles y los de aquí, que pasan la frontera semanalmente trayendo los encargos de París. Se trata de una organización masónica, apoyada por los judíos y masones expulsados por Hitler que están hoy en España. Todas estas cosas no son fantasías, son realidades”. Igualmente, censura que al General García Caminero se le haya destinado como Jefe de la División de Galicia, “de la que depende nada menos que la comarca asturiana”; lo mismo que al Sr. Gómez Morato, destinado como jefe de las fuerzas militares en la revolución de Octubre y, a cuyo mando, estaba el Sr. López Bravo, que se dirigió a la provincia para unirse a la revolución, un oficial que, “al pasar delante de la Casa del Pueblo, saludó con el puño cerrado en alto, provocando con ello una gran ovación de los elementos que se hallaban en la Casa del Pueblo”;
asegura que todo con el consentimiento del Sr. Gómez Morato. Censura también que estos nombramientos hayan sido realizados una vez votada la Proposición sobre la masonería, algo que demostraría que el Gobierno no tiene interés alguno en defender lo que la Cámara aquel día acordó. Ello, sin duda y, como ya he referido, podría demostrar el peso que la masonería tenía en aquellos instantes dentro del seno del partido Radical. Tras este debate, se produce la presentación del Proyecto de Ley sobre las pequeñas áreas de cultivo a cargo del Ministro de Agricultura Sr. Giménez Fernández; dice que tiene por objeto solucionar “el problema de los llamados yunteros en Extremadura, pero se limita exclusivamente a la provincia de Badajoz”;
unos yunteros que no piden trabajo, sino una tierra que poder labrar. Cree que, ante ello, solo hay una posible solución; “facilitarles tierra”, un problema que no se puede solucionar con la actual Ley de la Reforma Agraria dado que, al haber yunteros en muchas localidades extremeñas, “no hay tierras incluidas en el inventario". Asegura que si todos los propietarios de Badajoz tuvieran este mismo compromiso, el problema estaría resuelto pero que, no siendo así, ha tenido que formular este Proyecto de Ley y de acuerdo con la propia Federación de Propietarios; un Proyecto que propone que aquellos propietarios que tengan más de 300 hectáreas, aunque estuvieran repartidas en distintos términos municipales, “estén en la obligación de ceder el 25% de la tierra que posean, en áreas de pequeño cultivo, que tomará el Instituto de la Reforma agraria, las dará a los yunteros que la necesiten”. Entiende que con ello no se ataca al principio de la Propiedad y, aun siendo la parte afectada, muchos de esos propietarios le han llegado a reconocer que es la única fórmula para solucionar el problema de la distribución de la tierra. La iniciativa del Ministro y su Proyecto encontrarían total apoyo en la minoría Radical. Al respecto, decir que las propuestas del Ministro de la CEDA Sr. Giménez Fernández, encontraban generalmente mayor aplauso y aceptación en sectores de la izquierda parlamentaria que en la derecha a la que pertenecía; propuestas tendentes a la ponderación y al equilibrio en las relaciones entre patrono y obrero y en las que, en cierta manera, el perjudicado pudiera ser en todo acaso el propietario que podía verse obligado a ceder una parte de su propiedad sin su consentimiento. Sin embargo, sus iniciativas no contentaban por completo ni a unos ni a otros, lo que demostraba que, por más que se intentase modular y reformular ciertos idearios y principios de partido, la profunda división entre estos imposibilitaba llegar a pactos y acuerdos, no ya de Estado, sino de los que eran protagonistas colectivos tan necesitados y tan desamparados como los pequeños propietarios y los trabajadores del sufrido campo español. Todo se teñía, se empañaba de política oportunista, de intereses sectarios y de partido y, en estas condiciones, la legislación era vacua, estéril, no llegaba de verdad a los que más sufrían los enconos y las discrepancias de la escena política. Al menos, el Sr. Giménez Fernández, puso todo su empeño y encono (acertado o no), en intentar resolver los tan gravosos conflictos del campo a fin de limar esas diferencias políticas entre unos y otros, algo que no hicieron sus antecesores en el cargo, que siempre antepusieron los intereses particulares y de partido a los reales y a las necesidades y demandas de aquellos trabajadores a los que decían representar. Finalizarían las sesiones del mes el día 28, día en el que se trae de nuevo a debate el Proyecto de Ley Municipal; el diputado agrario Sr. Royo Villanova afirma que el Gobierno debe estar dotado de facultades
“que son precisas para defenderse de los alcaldes comunistas, de los alcaldes socialistas, de los alcaldes separatistas y de los alcaldes monárquicos si hubiere alguno que tuviera la tentación de repetir movimientos revolucionarios contra la República”.
Por ello, defiende que no haya autonomía contra el Estado,
“no quiero que haya autonomía contra la seguridad del Estado, que es la garantía de la libertad de todos”.
Cree que por encima de la autonomía municipal debe estar la seguridad del Estado, unas palabras que corroboran la defensa de la causa soberanista del siempre activo y combativo Sr Royo Villanova.
MARZO 1935
 
Continúan en este mes los debates referentes a la siempre difícil cuestión del campo por parte del Ministro Sr. Giménez Fernández. Se aprueba, finalmente, el Proyecto de Arrendamientos sin contentar a casi nadie, es más, las izquierdas volvían ahora con fuerza para censurarlo e intentando aprovechar en su beneficio que, además, era igualmente atacado por fuego “amigo” desde no pocos sectores de la derecha. Por otro lado, la polémica volvía a la Cámara con el proceso que se abría contra los señores Azaña y Casares Quiroga por su presunta vinculación con una serie de acontecimientos y que les colocaba en una complicada situación respecto a los pasados sucesos “revolucionarios” de Octubre del 34.
Las sesiones se reanudan el día 13, la Comisión suplicatorios solicita la denegación del procesamiento del Sr. Juan Pujol Martínez (CEDA) por delitos de injuria y calumnia al entender que no procede la querella del diputado de UR Sr. Martínez Barrio contra dicho diputado. El también diputado de UR Sr. Lara, impugna el dictamen de la Comisión, lamenta la doble vara de medir de la Comisión que se muestra a favor de la impunidad para el Sr. Pujol y no así para con los derechos de su correligionario, Sr. Martínez Barrio, agraviado, a su entender, por una falsa noticia difundida en el rotativo del Sr. Pujol. La Comisión censura que la minoría de UR siempre haya encontrado motivos que justifiquen
“la denegación de procesamiento de los Diputados que han dirigido el movimiento revolucionario de Asturias”, y, sin embargo, en este caso hace una excepción “a aquella norma de conducta general que había venido manteniendo y que al Sr. Pujol se le entregue a los Tribunales, para que el Sr. Martínez Barrio pueda defenderse, cuando tantos herederos de tantos muertos de Asturias, con arreglo al criterio de la minoría de Unión Republicana, no hubieran podido hacerlo”.
La Comisión recuerda que el Sr. Pujol ya había hecho una rectificación al aceptar que su diario cometió un error publicando una información recogida del diario El Debate sobre el mencionado Sr. Martínez Barrio. El referido Sr. Pujol, recuerda que, en el acto de conciliación, ya tuvo la oportunidad de afirmar que la noticia había sido recogida de un periódico de solvencia como El Debate y que en la misma, “agregué que era perfectamente verosímil, dada la conducta coetánea del Sr. Martínez Barrio durante el periodo revolucionario y dadas sus manifestaciones escritas el día que precedió al desencadenamiento de la revolución”, “por lo que concernía a las concomitancias morales y políticas del Sr. Martínez Barrio con la revolución, yo no podía rectificar nada”; y, para argumentarlo, lee la nota que publico el día 5 de Octubre el Sr. Martínez Barrio:
“El partido de Unión Republicana se cree en el deber de declarar ante la opinión pública, que al constituirse el Gobierno que acaba de formarse, integrado, entre otros, por un grupo político cuyo pretendido republicanismo no ha recibido la sanción del voto popular, le obliga a apartarse de toda colaboración y rompe toda solidaridad con los órganos de este régimen”.
Considera que esto es una muestra más que evidente de esa colaboración moral y política con los revolucionarios. Pregunta a la Cámara si es justo el proceder y el criterio de que existan dos varas de medir;
“una cuando se trata de Diputados socialistas y otra cuando se trata de un Diputado de Acción Popular”. (Aplausos). Por su parte, el diputado de UR Sr. Martínez Barrio, asegura que en el propósito de la Comisión se esconde un sentimiento
“de rencor y de resentimiento contra quien ocupa dentro de la vida pública posición distinta de la que vosotros ocupáis”. (Rumores).
Reitera su nula vinculación con el movimiento revolucionario de Octubre y recuerda su derecho de acudir a los Tribunales para que su dignidad quede reparada.
Un día más tarde, el 14, es aprobado el Proyecto de Ley de los Arrendamientos de fincas rústicas. Tras muchos días de debate siguen las críticas de los sectores más derechistas de la Cámara contra el espíritu del mismo por creer que atenta el derecho de la propiedad; a las mismas, se suman también las de sectores de izquierdas que estiman que, tras las modificaciones que se han ido introduciendo, los arrendatarios se ven sumamente perjudicados. Los intentos del Ministro Sr. Giménez Fernández por contentar a unos y otros caían, uno tras otro, en saco roto. En esta tesitura, el Sr. Gil Robles toma la palabra ante las grandes diferencias que parece haber suscitado el Proyecto; así, da su total benevolencia y conformidad al mismo (ejerciendo, nuevamente, un papel ponderador y de equilibrio en las enconadas disputas, más que políticas, de inequívoco carácter ideológico tan habitual en aquellos tiempos), afirma que con solo recordar la profunda anarquía que ha vivido el campo español y, en concreto, el régimen de arrendamiento durante las Cortes Constituyentes, las derechas deberían prestar todo su apoyo incondicional;
“a un proyecto que nosotros entendemos que está inspirado en un alto sentido social cristiano, bastaría que tuviera esta inspiración para que nosotros no nos permitiéramos, respecto de él, alarde ninguno de ingenio, que mejor hubiéramos podido emplear en otra clase de enemigos políticos”. (Muy bien). Por su parte, el diputado comunista Sr. Bolívar, aprovecha la explicación de su voto en contra del Proyecto para sacar a relucir unas de sus habituales excesos y salidas de tono; denuncia la represión que dice el Gobierno ha empleado en los sucesos de Asturias, solicita que se nombre una Comisión que investigue los sucesos de Asturias y así “aclarar todos los crímenes que se dice que se han cometido allí”. (Protestas). Tras ello, el diputado Radical Sr. Del Río, lamenta las distintas modificaciones que han ido empeorando el Proyecto, como es el arrendamiento a largo plazo, un plazo que ha quedado reducido a cuatro años; refiere también que, al término del lazo del contrato, “se impone por el propietario al arrendatario el contrato de aparcería, y si no, lo echa”; por estas razones, anuncia que no vota a favor del mismo. A continuación, el Radical Sr. Pérez Madrigal, apunta que con todas estas desavenencias lo que se busca y desea es la crisis ministerial. Y es que, quizás, no estaba muy desencaminado; las izquierdas ardían en deseos de derribar a un Gobierno que calificaban de hostil y enemigo de la esencia de lo que, a su modo de ver, era y debía ser el régimen republicano, por su parte, las derechas seguían desunidas; las consideradas más extremas (apenas llegaban al 10% de la Cámara), centraban sus objetivos en una pronta reforma constitucional que permitiese dar un giro radical al régimen, incluso, algunos de sus miembros, no disimulaban sus deseos de que este reventase para posibilitar la instauración de un régimen de corte no parlamentario; por otro lado, las más colaboracionistas, auspiciadas en las políticas de la principal minoría de la Cámara, la CEDA, seguían en un difícil ejercicio de contemporización tratando de moldear hacia líneas más conservadoras y centradas al régimen, dirigirlo hacia postulados más liberales (con los cuáles, supuestamente, fue presentado al conjunto de la ciudadanía, por medio de lo que era el Estatuto jurídico); pero el proceso era demasiado lento y no exento de todo tipo de dificultades y que no parecía contentar a muchos de sus correligionarios. Así, las apetencias y divergencias de unos y otros, iban a ir minando cualquier intento de validar la propia obra parlamentaria y pese a la decidida y arriesgada acción de la coalición radical-cedista para llevarla adelante. En estas condiciones, el Ministro de Agricultura, Sr. Giménez Fernández, tomaba la palabra para decir que las distintas modificaciones introducidas “no afecta a ninguno de los puntos fundamentales que se defendieron”; agradece
a todos los grupos su colaboración en el Proyecto, “a los que han aplaudido y a los que me han contradicho”; en especial, destaca la posición de los miembros del partido Radical, el apoyo que en ellos ha encontrado, unas palabras que reafirmaban el decidido esfuerzo al que, tanto radicales como cedistas, se habían comprometido para atraer a la causa conciliadora de los espíritus al mayor número de españoles posible y desde el que poder encontrar un punto de equilibrio y, tal vez, de encuentro en el cada vez más inestable régimen republicano.
En la sesión del día 15 se trae a debate la nueva propuesta del Ministro de Agricultura Sr. Giménez Fernández, el Proyecto de Ley de áreas de pequeño cultivo; el diputado de la CEDA, Sr. Azpeitia, critica estas ocupaciones temporales, cree que dentro de la Reforma Agraria no hay nada más nefasto a parte “de
la incautación de fincas sin expropiación, que es un bochorno para España, que esta serie de ocupaciones temporales, que no resuelven nada, porque no son favorables para el propietario, ya que atacan coactivamente al derecho de propiedad, ni al arrendatario, pues no le dan estabilidad en la posesión de la tierra”. Considera que dando tierra a los yunteros que careciesen de ella no resuelve en modo alguno el problema del campo, ni siquiera del paro en dicha provincia, entregando la tierra a personas
“que carecen de todos los medios necesarios para cultivarla”. El Sr. Giménez Fernández, por su parte, defiende que el Poder público pueda coartar el abuso del derecho de la propiedad condicionando su uso a ciertas condiciones, siendo una de ellas, esta para aquellos propietarios con fincas de más de 300 hectáreas, una medida que solo afecta a una pequeña propiedad de las fincas y a aquellos que voluntariamente no hubiesen aceptado la cesión de esa porción de tierras. Seguidamente, tomaba la palabra el diputado agrario Sr. Casanueva, dice que esta situación viene fomentada desde el pasado bienio en el que se expropiaban fincas y se invadían tierras con el beneplácito gubernamental; “de hombres probablemente necesitados, yo les disculpo, y que llegaban a una finca llena de arbolado y que la deshacían completamente, llevándose las encinas y dejando completamente empobrecida aquella tierra”; “Esta era la situación a la que llevó el bienio”. Asegura que, en esas circunstancias, los propietarios decidían no arrendarlas más y cultivarlas por su cuenta, aunque incluso fuera una operación ruinosa para sus intereses. Señala que hay otros medios por los que se podría paliar el problema, uno de ellos y, según conversaciones mantenidas con los propietarios de la provincia, a través de la entrega voluntaria de estos de 80.000 hectáreas lo que garantizaría el éxito de la empresa.
Día 20, vuelve la polémica a la Cámara con el tenso y largo debate referente a la acusación contra los señores Azaña y Casares Quiroga sobre ciertos delitos y sus relaciones con algunos de los sucesos revolucionarios del pasado año; el diputado de la CEDA, Sr. Moutas, dice que ha llegado a las Cortes un testimonio de acusación y unos sumarios donde aparecen “como presuntos responsables de ciertos hechos delictivos”,
todo ello, avalado por el juez instructor, Sr. Alarcón y el fiscal de la República, y en los que aparecen ciertos delitos basados en las facilidades dadas por el Sr. Azaña a elementos revolucionarios portugueses para que, “a través del suelo español y aun aprovechándose de productos de guerra fabricados dentro de España, pudieran realizar movimientos subversivos que se apuntaban y dibujaban ya en la República portuguesa”. Habla de armas en los Alcázares destinadas a ser empleadas en Portugal, del apoyo económico de su Ministerio de Guerra
“a un número importante de militares de diferente graduación”, huidos de Portugal tras el golpe fracasado de 1931. El Sr. Azaña, por su parte, denuncia que la campaña contra su persona dura ya más de 7 meses; niega cada uno de los hechos que se le imputan y defiende su labor al frente del Ministerio de Guerra, en concreto, su obra en lo referido a los Consorcios Militares; se desentiende de lo que hubiera podido pasar con todas aquellas armas pues, en aquellos momentos, ya no se encontraba a la cabeza de función ministerial alguna. Tras más de dos horas de discurso, se pregunta si todavía es posible que pueda haber alguien que se crea
“que yo he dado el armamento a los revolucionarios de Asturias”. Así mismo, muestra su total desaprobación con el sumario por entender que parece elaborado por los más irreconciliables enemigos de la República; “hay momentos en que uno quiere creer que la República se ha dispuesto a hacerse el harakiri”,
con la alegría incluida de los monárquicos que les habrá producido
“ciertos hechos del sumario”.
Se pregunta acerca de lo que hubiese imaginado el Presidente del Consejo de Ministros “si uno de los procesados, o encartados, o declarantes tuviera que ser careado con el Presidente de la República, bajo la mirada complacida e irónica de un juez monárquico”. (Aplausos y protestas).
Cree que todo esto es una contienda política contra su persona, vengativa e implacable, una circunstancia que en lugar de herirle le enaltece
“y me honra, porque entre unos y otros van a acabar de conferirme una representación que realmente nunca había soñado”;
así,
con su habitual dosis de arrogancia dice: “de manera que yo, en el fondo, estoy agradecido”. (Rumores).
Incluso, llega a entrever ciertas amenazas dirigidas contra las actuales mayorías parlamentarias a las que advierte que, de proseguir esta política,
“y lográis poner a veinte mil atmósferas al sentimiento popular republicano, lo mismo me da que este año, que el próximo que dentro de cinco años; pero si ponéis al sentimiento republicano en esa presión y en esa tensión, llegará un día en que otra riada como aquella memorable se lleve por delante muchas más cosas de las que vosotros con vuestra presencia en el Gobierno representáis, y entonces nosotros, que, aunque no se quiere creer, o se aparente que no se quiere creer, hemos sido un elemento de moderación y de freno (Rumores), no tendríamos autoridad para interponernos”; (Rumores); “Ya lo comprobaréis algún día, quizá a vuestra costa”. (Un Sr. Diputado: Las amenazas de siempre. Otro Sr. Diputado: Prieto decía lo mismo). En términos similares, a continuación, se expresa el Sr. Casares Quiroga; critica que se ha hecho una acusación sin oír previamente a los acusados, palabras que le reprochan algunos diputados como los señores Rodríguez Jurado y Suárez de Tangil, que le recuerdan que eso mismo hizo él en muchas ocasiones; “¿Ya no se acuerda su señoría de aquellos fiscales que lanzaba, cuando era Ministro de la Gobernación, en los expedientes gubernativos?”; se defiende afirmando que estaba "respaldado por una ley especial". (Fuertes rumores y protestas). Afirma que está muy tranquilo y convencido de que “jamás he cometido un acto reprochable”. (Aplausos y protestas). Tras sus manifestaciones, el Ministro de Trabajo Sr. Anquera de Sojo, visiblemente enojado, se levanta tras haber escuchado las afirmaciones del Sr. Azaña durante su largo discurso y en las que le acusaba de deslealtad; “un ataque peor que el de acusarme autor de un delito”;
molesto también de que se le haya criticado por pertenecer al partido al que hoy pertenece (la CEDA), señala que, del mismo modo, él le podía haber acusado y con razones de peso, “por
las notas que publicaron en 5 de Octubre comprometieron la República y la comprometieron porque vincularon la suerte del régimen a un solo partido, a una sola tendencia, lo que es convertir un régimen, un Estado, en una oligarquía de partido y entonces la Patria no puede subsistir”. (Muy bien).
Recuerda los momentos en los que trabajó en distintas instituciones y organismos republicanos durante el bienio azañista; Gobernador Civil de Barcelona, Fiscal de la República, etc., ofreciendo un servicio noble a la República y, todo ello, a pesar del pésimo recuerdo que aún le produce el día de la aprobación del art 26 de la Constitución (referente a la polémica cuestión religiosa); así, señala que, al día siguiente, se solidarizó con los dimitidos señores Maura y Alcalá Zamora sin renunciar por ello a su fidelidad a la causa republicana, asegura que, de haber estado en el Parlamento, hubiese utilizado todas sus fuerzas para que ese artículo no saliera adelante; pese a este hecho, reitera su inequívoca fidelidad al régimen y su relación de cordialidad con los señores Azaña y Casares Quiroga. Por todo lo referido, considera que no hay derecho que ahora “en un latiguillo oratorio, pretender arrojar a la cara de un ciudadano servicios prestados a un régimen y a la Patria”. (Muy bien). Hace referencia también a algunas de las contradicciones en las que ha caído durante su discurso el Sr. Azaña, la primera cuando afirmaba que el Consorcio se crea con el objetivo de dotar a la industria nacional y, al mismo tiempo, para que el material de guerra pudiese ser aprovechado en otros países, algo que considera un contrasentido dado el carácter de la Constitución republicana, “que condena la guerra y renuncia a ella”.
Solicita, en un discurso muy visceral y apasionado, que la Cámara “sea la que juzgue todos los actos, los referidos por el Sr. Azaña sobre su persona también, sobre unos actos en los que no siento deshonra y si nobleza por una leal colaboración con el régimen y con la Patria”. (Muy bien - Grandes Aplausos. Varios señores Diputados se acercan a felicitar al orador).
Al día siguiente, el 21, continua el mismo debate en otra larga y tensa sesión al respecto; el diputado de la CEDA Sr. Moutas reprocha al Sr. Azaña su discurso ofrecido el día de ayer;
“discurso agobiante y discurso enredoso, es de una inhabilidad que espanta”.
Habla de la difícil personalidad y psicología del Sr. Azaña y, así, recuerda citas suyas como aquella en la que decía:
“no me importa la calle”, haciendo gala de la consideración que tenía por el país y por el Parlamento; también recuerda como en las últimas elecciones generales de Noviembre del 33, las llegó a tildar de “producto de burgos podridos".
Asegura que el Sr. Azaña
"frecuentó excesivamente en el verano de 1934 la plaza de Salinas, de Asturias, en compañía de D. Indalecio Prieto”, de este modo, se remite al sumario, folio 1.388, donde consta una nota de la Dirección General de la Seguridad; “En Salinas (Oviedo), estuvo en el verano último durante tres meses, (Grandes risas), viviendo en un hotel alquilado, el Sr. Albornoz, (Exclamaciones, muchos señores Diputados pronuncian palabras que no se entienden), quien con frecuencia era visitado por los señores Prieto, Peña y Azaña”. A pesar de estas evidencias, dice que el
juez especial,
“señor Alarcón y el fiscal general de la República, que se movían según S.S. en un clima tórrido, favorable a la acusación, no estimaron oportuno continuar las investigaciones que de aquí pudieran deducirse, y reconocerá S.S. que nada hubiera tan propicio a la investigación como esta nota tan significativa”.
Denuncia también como pruebas de las irregularidades cometidas por el Sr. Azaña, sus decisiones respecto a los Consorcios Militares y cuya dirección
“estaba encomendada a elementos del Ejército afectos a S.S. porque en aquella fecha, no quedaba nadie en el Ejército que no fuera afecto a S.S.”,
y se pregunta,
“¿qué es lo que ha hecho con las industrias militares?, Destrozarlas, como su señoría destrozo al Ejército” (Muy bien - Aplausos);
unas industrias militares en las que se instaló la indisciplina y, para demostrarlo, detalla la actuación de uno de sus obreros, que incluso abofeteó
“a un Capitán laureado, dentro de un parque de Artillería”. (Muy bien, Muy bien);
unas fábricas
“militares protegidas y dirigidas por el organismo creado por S.S.” y que se llegaron a convertir en el pilar fundamental de la revolución asturiana. Por todo ello, dice que la disyuntiva es clara,
“o ha delinquido S.S. o ha delinquido el Consejo de Administración del Consorcio de Industrias Militares”.
Hace también alusión a la Prensa portuguesa que mostraba su indignación por esas bombas que han estallado en suelo portugués causando daños y víctimas irreparables; acusan directamente al Sr. Azaña como promotor del traslado de esas bombas a suelo portugués, asegura que el nombre del Sr. Azaña hoy en Portugal,
“representa la enemistad plena, el odio”. Tras estas palabras, el líder de Renovación Española Sr. Goicoechea, censura también los ataques del Sr. Azaña contra el juez especial Sr. Alarcón; destaca “la integridad, su honradez, su imparcialidad, el valor cívico con que se ha atrevido a enfrentarse con aristócratas del delito como el Sr. Azaña”. (Muy bien - Rumores). Le reprocha que criticase el nombramiento del Sr. Alarcón por la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo por entender que “carecía de facultades para hacer ese nombramiento”,
algo que recuerda si se hacía durante el bienio sin que se formulase esa protesta por parte del Sr. Azaña. Así, desea destacar su personal convencimiento de que el Sr. Azaña
“no desconocía que esas armas iban destinadas a Portugal”. Critica duramente también el que dijera al respecto que
“es una materia regulada en pactos existentes entre España y Portugal”,
asegura haber revisado todos los Pactos y Convenios entre los dos países desde el Siglo XIX y que nada de ello ha encontrado;
“Convenios en que un país regule con el otro la subsistencia de los que se rebelen contra la forma de Gobierno en esos países establecida, eso necesito verlo para creerlo”. (Aprobación); “¿Qué hubiera pensado su señoría si el Gobierno portugués hubiera concedido esos subsidios a los emigrados que llegaron a Portugal procedentes del Villa Cisneros?”.
Muestra su convencimiento de que esos subsidios no se daban como decía el Sr. Azaña por munificencia a iniciativa del Gobierno español, sino que eran “un verdadero pacto hecho por el Gobierno español con unos rebeldes, contra el Gobierno constituido de la Nación portuguesa”.
Se manifiesta en contra de un sector de la izquierda que vio en el discurso de ayer un posible renacer del jefe espiritual republicano para, desde el cual, cimentar una nueva esperanza republicana; así, aprovecha para realizar una dura crítica de lo que, a su juicio, fue el bienio que el Sr. Azaña representaba; “Periodo de barbarie sañuda y soez fue el bienio que ahora quiere S.S. resucitar (Muy bien), formas de Gobierno en que de una manera constante y sistemática, se atropellaban todos los derechos, se destruyeron todas las libertades, y todo bajo la máscara de una Constitución que se empleaba como suelen las gentes de aviesa condición emplear los guantes para que no queden impresas sobre los objetos que palpan sus huellas digitales”. (Muy bien - Aplausos). Por su parte, el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, afirma que su minoría, pese a sus enormes diferencias respecto a la figura e ideario del Sr. Azaña, no apoya en este caso la acusación; considera que los delitos referidos en la Proposición no tienen nada que ver con los sucesos revolucionarios de Octubre. Cree que todos los delitos que se les imputan son delitos políticos;
“todos ellos delitos políticos, todos ellos cometidos antes de Diciembre de 1933”;
así, recuerda que en Mayo de 1934 el actual Parlamento aprobó la Ley de Amnistía, una Ley que considera comprende los delitos referenciados por lo que no ve motivos para que se formule esta Proposición acusatoria. Estima que ahora es el momento de cambiar la política del bienio, caracterizada por su sectarismo y de división entre españoles, cree imprescindible el que no se haga nada ahora
“que pueda ser interpretado por la opinión pública como una injusticia”, “procuremos no envenenar aún más el ambiente de guerra civil en que vive España, no ahondar todavía más las distancias que nos separan”. (Muy bien). Es evidente que el Sr. Azaña conoció y, muy posiblemente, promovió de algún modo o se solidarizó con los movimientos revolucionarios, son muchas las evidencias que constatarían que mantuvo frecuentes contactos en las semanas y meses precedentes con las principales figuras revolucionarias; de hecho, durante el verano del 34, trasladó su domicilio habitual a Barcelona, lugar en el que mantuvo no pocos contactos con el Sr. Companys pero, estas palabras del Sr. Ventosa Calvell, como solía ser habitual en él, colocaban las cosas en su justa medida; si el Sr. Sanjurjo y los cómplices del intento golpista de Agosto del 32 fueron amnistiados por la Ley de Amnistía de Abril del 34, el Sr. Azaña, pese a esas evidencias de sus apetencias "revolucionarias", debía ser y, de acuerdo a esta Ley, igualmente amnistiado. Si hay un principio de justicia al que todos se deben someter, es de Ley, fuese esta más o menos justa, que se procediese así. La justicia como poder independiente, no entiende ni debe entender de colores ni apetencias políticas.
A continuación, el diputado del PNR Sr. Jiménez Izquierdo y, fiel a su costumbre, saca a escena algunos de los entresijos y pormenores estructurales del régimen republicano desde que alumbrara en Abril del 31; advierte de los peligros que acechan en el horizonte desde la perspectiva de un diputado fiel a los genuinos principios republicanos, así, afirma que los delitos que ahora se están analizando no son un mero hecho aislado;
“para mí es un eslabón de la cadena larga que se inicia antes de la República. Desde el periodo revolucionario existía la conjura de aprovechar al partido radical, a los republicanos históricos, para implantar la República y servirse después, como trampolín, de ese partido para implantar más tarde, que es lo que se ha pretendido y lo que se persigue, una República de tipo marxista; esa es la realidad”.
Recuerda el rechazo que producía la figura del republicano más ilustre en el Comité revolucionario, el Sr. Lerroux y de cómo unos radicales históricos que al mando de Lerroux
“nos sometimos a ser dirigidos por unos tránsfugas de la Monarquía, como el Sr. Azaña”.
Estima que el actual proceso no es sino
“la liquidación de una de las intentonas múltiples que se han hecho en España para traicionar el verdadero espíritu que inspiró la revolución que trajo la República, puesto exclusivamente al servicio de un marxismo republicano anarquizado, que hay que extirpar de un modo rotundo si no queremos que desaparezca algo más sagrado que la República, como es la propia Patria”.
Denuncia que todo el proceso hacia la República, desde su instauración, fue una traición constante a los señores Lerroux y Alcalá Zamora, a tal efecto, critica dura y enérgicamente al Sr. Azaña por apelar ahora
“a una convivencia que negó siempre, porque no le faltó a S.S. más que declarar que el partido radical era el partido leproso de la República”.
Igualmente, rememora como ha sufrido siendo miembro del partido Radical todas esas expoliaciones, una de ellas, cuando se quejó al entonces jefe de la minoría Radical, el Sr. Martínez Barrio, al que dijo que “era perseguido por el Gobierno del Sr. Azaña, expoliado en mi sueldo como funcionario, como ex Gobernador de la República, a pesar de un Decreto del Gobierno Provisional que me amparaba, y el Sr. Martínez Barrio, no me desmentirá, me decía: Con esos hombres (señalando a los bancos socialistas) no se puede hacer nada, se nos han apoderado de la República; hay que sacrificarse una vez más. Cuando venzamos, ya impondremos la República”; el Sr. Martínez Barrio, casi impávido, le contesta: “Demasiada literatura”. (Rumores).  Prosigue el Sr. Jiménez Izquierdo para advertir; “esa convivencia no es posible, que, efectivamente, en España existen dos bandos, uno de los cuáles está formado por los republicanos históricos, unido al de otros hombres que son hoy tan legítimamente republicanos, ¿Qué digo tan legítimamente republicanos?, más republicanos, porque en esas filas (señalando al grupo popular agrario), hay hombres que no han militado nunca en política, y ¿qué duda cabe que el que nace a la vida pública en republicano, aunque sea reciente, es más republicano que quien, para serlo, huyó de las filas del partido reformista, como el Sr. Azaña?”. (Muy bien - El Sr. Aragay: ¡Los está haciendo polvo!).
Asegura que el Sr. Azaña no ha sido nunca un republicano; “el Sr. Azaña es el jefe inconfesado del partido marxista español”; un Sr. Azaña al que dice que no hay derecho a ser “el promotor de la revolución, a ser la causa eficiente y constante de toda la serie de crímenes que se han desarrollado ensangrentado la República y deshonrando a España, a lo que no hay derecho es a provocar un Casas Viejas y a provocar un Asturias, como S.S. los ha provocado, y ahora venir aquí a decir que donde está la convivencia republicana. La convivencia republicana debía existir para expulsar a S.S. definitivamente de la vida pública de España. (El Sr. Trabal: Y que lo fusilen). Al Sr. Azaña, no porque no está probado que se ha sublevado contra España, pero a S.S. y a sus amigos sí que los hubiera fusilado yo”. (Fuertes rumores); “¿Pero qué culpa tenemos los republicanos históricos, ni los republicanos de orden, ni las clases conservadoras de España de que, a pesar de que la Constitución española establece garantías para todas las libertades, todavía haya logreros y profesionales, vagos, de la revolución, que se empeñan en dibujar un frente revolucionario?, ¿Somos nosotros los que hemos de deponer las armas?, Nunca. Son ellos quienes tienen que deponerlas”. Cree que para vencer a ese Frente Revolucionario es necesario contar con la firmeza de la Justicia y con la Fuerza Pública a través de lo que llama un Frente Nacional; “entonces si podrá haber convivencia republicana”, “pero no mientras se tiene el cinismo de decir que, en plena Cámara, en momentos en que no se ha liquidado aún el sangriento proceso de Asturias, que le estamos levantando una plataforma al Sr. Azaña, que es, para mí, el inductor de esa revolución. El Sr. Prieto, que fue su lugarteniente de hecho, no hubiera tenido nunca la valentía de dar la cara”; “¿Pero es que hay españoles tan inconscientes que no saben que si el Sr. Azaña triunfase con su partido, marxista a todas luces, nuestras cabezas no estarían seguras?”.
Continúa denunciando la obra completa del Sr. Azaña en las Cortes Constituyentes;
“que fueron el cementerio de la República; porque hay que decirlo, la República está viviendo por un milagro y del prestigio que supone el que a la cabecera del banco azul este un hombre que más que hombre es una santo de la República”. (Rumores).
Cree que alrededor de la figura del Sr. Azaña, “se están agrupando y se intenta agrupar todavía todos los elementos revolucionarios del país”.
Finaliza su larga y siempre interesante e ilustrativa exposición llamando a las minorías contrarrevolucionarias, conservadoras y republicanas históricas, para que hagan cumplir lo que incluían sus programas electorales, dando facilidades y legitimidad a los Tribunales de Justicia, pide crear
“un Tribunal popular y ante él inutilizar para siempre a esos hombres que, tenazmente, procazmente, intentan todavía erigirse en ejes de la revolución”.
Dice que él ya ha cumplido con su deber advirtiendo de todos estos peligros que acechan al régimen y advierte que si no lo hacen así
“yo habré sabido interpretar el alma nacional mejor que vosotros, y que la España que defiendo, que es la que vive en mi espíritu, será más España que la que vosotros, pudiendo defenderla, no lo hicisteis”. (Aplausos). Estas palabras del Sr. Jiménez Izquierdo dejan claro y echan por tierra, una vez más, unos de los mitos de la República, la República fue de todos y para todos los republicanos; nada más lejos de la realidad. Bien pudiera ser cierto que la República del 12 de Abril aunó bajo su causa a todos los republicanos españoles; de centro, izquierdas y derecha, pero, el giro que se dio en Junio, tan solo dos meses después hacia una República de corte socialista y decididamente antiliberal y antiburguesa, hizo que muchos republicanos, principalmente aquellos pertenecientes al republicanismo más añejo e histórico español (representado por el partido Radical sin olvidar a reformistas e incluso federales), abjurasen de la deriva de su tan añorada República, que pasaba desde aquel entonces a manos de socialistas, nacionalistas y republicanos de nueva cuña como el sector representado por el Sr. Azaña (tránsfuga de la monarquía en palabras del Sr. Izquierdo Jiménez). Fueron muchos los republicanos los que, como hiciera el Sr. Izquierdo Jiménez, denunciaron esta deriva republicana, una República de unos pocos  y para unos pocos y de la que, fuera de ella, fuera de su ideario socializante, proletario, radical y revolucionario, no había más que sospechosos cuando no peligrosos enemigos y fascistas, aunque, estos, ya fueran titulares del carnet de republicano desde unos tiempos en los que, aquellos que ahora daban lecciones y visados de íntegro y pulcro republicanismo, asistían como alumnos a sus primeras clases en primera o segunda enseñanza y tarareaban bisoña y festivamente los acordes de la marcha real de la que tanto ahora aborrecían y renegaban.
Tras el elocuente discurso del Sr Izquierdo Jiménez, el líder del Partido Conservador, Sr. Maura, advierte de los peligros de enconar los enfrentamientos y las diferencias políticas, cree que esta lucha, este odio, no beneficia a nadie;
“con esta persecución estáis logrando que todo lo que en España hay de opinión republicana se polarice en torno a este hombre”. (Rumores); afirma que él es el primero que lo lamenta
“porque soy adversario político suyo”. (Aplausos - Fuertes rumores y protestas).
Dice que hombres republicanos moderados, como los que su minoría representa, “tienen
un concepto de la política totalmente contrario al del Sr. Azaña, esos hombres, hoy se sienten atraídos por el prestigio personal del perseguido, y esos hombres sienten hoy por el Sr. Azaña, por la política del Sr. Azaña, mucha más admiración que antes”. (Nuevos rumores).
Afirma que con ello España no gana paz, sino todo lo contrario;
“aun suponiendo que consigáis la acusación total de estos hombres, lo que lograréis, en último término, es un poner un jalón más en esa lucha civil absurda en que estamos hundidos en España; esa será vuestra única victoria”;
recalca una vez más que lo que único que necesita España es paz. La maratoniana sesión prosigue con la intervención del Sr. Gil Robles que niega en rotundo el afán persecutorio contra dichos señores; defiende la pureza y la legalidad del proceso a cargo del Ministerio de Justicia y del Tribunal Supremo. De esta forma, censura las maniobras del Sr. Azaña a quien acusa de promover acciones para desencadenar un proceso revolucionario en un país vecino,
“con el cual se mantienen relaciones cordiales”. (Muy bien); desea que la Justicia sea la que esclarezca las responsabilidades oportunas si las hubiere. En lo referente a lo dicho por el Sr. Azaña y, relativo a la circunstancia de hacer coincidir el ataque hacia su persona con un ataque al régimen republicano, dice; “es un achaque viejo en su señoría lo de confundir su personal y su política con la República. Yo, señores Diputados, pienso, por el contrario, que si alguien en España le ha hecho daño a la República ha sido precisamente el Sr. Azaña”. (Asentimiento).
Sobre ello afirma;
“jamás, repito, un régimen político nuevo ha nacido en ningún sitio con mejores auspicios que la República en España, y ha sido S.S., precisamente, el que ahora se quiere identificar con la República, quien ha traído la división, quien ha traído la persecución a la República, quien ha traído la guerra civil entre españoles”. (Muy bien - Aplausos), “ha sido el que ha envenenado la vida de la Nación”. (Muy bien).
Critica que dijera que con esta Proposición las minorías de derechas quisieran llevar al país a una guerra civil, asegura que, a pesar de la política persecutoria hacia las derechas del Sr. Azaña, siempre se movieron en el terreno de la legalidad, “haciendo imposible la táctica del Sr. Azaña, que quería colocarnos fuera del camino de la ley”,
y que ahora, con unas derechas en posesión de la mayoría parlamentaria,
“no hemos sentido la tentación de abusar de nuestro poder ni en la necesidad de una revancha ideológica, sino que unidos a un partido que tiene con nosotros profundas diferencias doctrinales, hemos realizado una política de centro, esperando que fuera una política de pacificación que había hecho imposible la política de S.S.”. (Muy bien);
señala que aun liderando esta política de centro y de pacificación “se lanzan los amigos de S.S., con el apoyo moral de S.S. y de los que hoy han mostrado solidaridad con S.S. a hacer una revolución en España”. (Grandes aplausos).
Afirma también que la revolución,
“fue preparada conscientemente desde el momento mismo en que no se tenía la esperanza de conquistar a la opinión por medios legales, (Aprobación)", y siendo así, ahora, "no tenéis el menor derecho a decir que porque nosotros cumplimos la ley y recogemos las resultancias de un sumario, venimos a dividir a la opinión nacional y a instaurar una guerra civil. Sería preciso, primero, que de vosotros viniera la condenación explícita, categórica, indiscutible del movimiento revolucionario. (Asentimiento), Mientras no lo hagáis, carecéis de toda autoridad moral para venir a echarnos en cara divisiones de ninguna naturaleza”. (Muy bien); y aún añade; “Sois vosotros los culpables de ella, (Aprobación). Si el día de mañana cambiáis de rumbo, será un bien para España”. Finaliza su larga exposición afirmando que esto es una democracia y la ley es igual para todos, “vamos a someternos todos a la ley y que triunfe el que tenga razón”. (Muy bien, Grandes aplausos, Muchos señores Diputados, puestos en pie, aclaman al orador). Las llamadas a la moderación política del Sr. Gil Robles, su decidida apuesta por dar estabilidad a un Gobierno de corte centrista y moderado no servían para apagar los vientos revolucionarios que desde distintos sectores de la izquierda parecían volver a hacer sonar los tambores de guerra; daba igual las políticas que las derechas hicieran o trataran de hacer, la mayor parte de las izquierdas, no iban a permitir de ningún modo que, fuerzas que consideraban enemigas del régimen, capitalizasen los designios de este a pesar de la plena legitimidad que le daban las urnas para hacerlo. Concluye la sesión con las palabras del Sr. Presidente del Consejo de Ministros Sr. Lerroux, el cual, a pesar de las evidentes y grandes diferencias que le separan con el Sr. Azaña, afirma que como republicano y como español nada le daría más alegría que saliera exculpado de ese Tribunal, espera que así
“volverá a ser un valor conveniente en la política nacional”; si bien, las emitía no sin antes lamentar la crítica que hacia el Sr. Azaña por el hecho de ver declarar al Presidente de la República
“delante de la ironía de un juez monárquico. ¡Ah!, Sr. Azaña, para mí, que he sido sujeto carcelario, no hay jueces monárquicos ni jueces republicanos; no hay más que jueces”. (Muy bien).
Un ejemplo ilustrativo más de esa intransigencia con el adversario político tenía lugar en la sesión del día 23 en la que el diputado comunista, Sr. Cayetano Bolívar, vuelve a pedir responsabilidades al Gobierno por la represión ejercida en los sucesos revolucionarios de Asturias, hechos que no condena y de los que se hace solidario. El Ministro de la Gobernación, Sr. Varquero, le contesta airado; “ya ha visto su señoría que una Cámara culta, donde tantas cosas se dicen, con tanta libertad, con tanta tolerancia por parte de todos, levanta S.S. constantes protestas, porque afirma sin pruebas, porque injuria a la fuerza pública, porque defiende a los asesinos y a los atracadores y los pinta como víctimas”, “para defender a esos, parece mentira que haya un Diputado que se levante en esta Cámara sin sentir el rubor de ostentar a la vez la representación nacional”. Unos días más tarde, el 28, se trae de nuevo a escena el Proyecto de Ley Municipal; el diputado agrario Sr. Royo Villanova, defiende una enmienda en la que solicita; “Los servicios municipales no podrán ser interrumpidos sino por acuerdo del Ayuntamiento o por resolución del Gobierno. Fuera de estos casos, el funcionario municipal que abandonase el servicio público, se considerará  que renuncia a su empleo”; denuncia algunos de los hechos que tuvieron lugar en el pasado mes de Octubre; dice que le escandalizó como ciudadano español que en Madrid “los servicios municipales aparecieron interrumpidos, no por acuerdo del Ayuntamiento, no por disposición del Gobierno, sino por imposición de una Asociación particular, que mandó con más eficacia que el Gobierno y que el Parlamento”.
La Comisión solo acepta una parte de su enmienda: “Se considerará que los funcionarios municipales que abandonasen el servicio público han renunciado a sus puestos”. A continuación, el Radical, Sr. Salazar Alonso, defiende la propuesta; cree que tanto los Ayuntamientos como el Estado deben garantizar el servicio público, es partidario de que, en la legislación española,
“se declare que la huelga no es un derecho, sino que es un delito”;
estima que los servicios municipales nunca deben quedar interrumpidos; “y lo afirmo sin que me preocupe cualquier consideración que se produzca alrededor de mis palabras”.
A continuación,
el Sr. Calvo Sotelo se muestra contrario también al derecho de huelga, denuncia los sucesos revolucionarios de Octubre donde
“en muchas regiones españolas los Ayuntamientos fueron los organizadores de la huelga y de la rebelión, lanzando a los empleados a la huelga y suspendiendo por tanto, los servicios municipales”; pone como ejemplo de ello al Ayuntamiento de Madrid, ciudad en la que se demostró “la complicidad del alcalde que entonces presidía los designios municipales y los empleados del Ayuntamiento que fueron a la huelga”. Así, afirma que no hay derecho “a la huelga ni al lock out en un estado civilizado”, a su juicio,
ambos “constituyen un fenómeno de justicia tosca, primitiva, equivalen sencillamente a que un particular que se considere agraviado tome la justicia por su mano”; finaliza reiterando su disconformidad con el derecho a la huelga;
“debe desaparecer, por ser una forma violenta de justicia, que debe ser sustituido por la Justicia administrada por los Tribunales que representan al Estado”.
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Se presentaba un nuevo Gobierno y en el que, como nota más destacada, aparece por primera vez representada la figura del líder de las derechas, el Sr. Gil Robles, en este caso como Ministro de la Guerra. El Sr. Gil Robles seguía dando pequeños pasos dirigidos a ocupar más altas cotas de Poder, la legitimidad que le habían otorgado las urnas le daba impulso y fuerzas de no cejar en su empeño para, desde las más altas esferas institucionales, abanderar una política de moderación y orden, tan ansiadas por grandes sectores de la opinión y con el firme propósito de ampliar la base republicana con sectores que se habían visto marginados y excluidos de la obra republicana en el anterior bienio. Los pasos eran lentos, a menudo estériles y, así, los esfuerzos serían frecuentemente inútiles; las izquierdas seguían vigilantes en su propósito de impedir que, aquellos a los que tildaban como enemigos de la República, ocuparan legítimamente las magistraturas republicanas para las que la ciudadanía los había facultado en aquel Noviembre del 33. Este nuevo giro gubernamental hacia la derecha, representado por la presencia en el Gabinete del Sr. Gil Robles, iba a ser interpretado como una nueva provocación por los sectores de la izquierda que, en esta ocasión, contaron con la inesperada "complicidad" del mismo Jefe del Estado, Sr. Alcalá Zamora que, unas semanas antes, el pasado 29 de Marzo y, tratando de esquivar la investidura de un Gabinete de claro signo derechista, apostó por la formación de otro en el que solo había lugar para representantes del partido Radical y algún otro de la minoría Agraria, un Gabinete que ni siquiera se pudo presentar a la Cámara por el escaso apoyo que en ella habría de encontrar, lo que demostraba su carácter de “interinidad” (un Gobierno que apenas representaba la cuarta parte de la misma y que, durante todo un mes, no pudo ni presentarse a la Cámara); sin duda, un nuevo ejemplo del poco celo con el que el Sr. Alcalá Zamora ejercía y desempeñaba sus atribuciones presidenciales. Finalmente, no tuvo más remedio que elegir la opción que menos deseaba de todas para evitar una pronta disolución de las Cortes, algo improcedente dado el momento tan delicado dentro del contexto político y social de la Nación. El rechazo frontal al nuevo Gabinete se haría visible el mismo día de su presentación ante la Cámara, el 8 de mayo.
Entre los nuevos ministros del Gobierno aparecen figuras como las del Sr. Royo Villanova en el Ministerio de Marina o el Sr. Gil Robles en el de Guerra, se incluían en él hasta cinco Ministros de la CEDA. La apuesta del Sr. Lerroux seguía siendo clara, ampliar la base del régimen republicano incorporando a sus distintos organismos a sectores los más amplios posibles del arco parlamentario, caminando hacia el total restablecimiento de
“la normalidad legal, social y económica”.
Advierte que, para conseguirlo, se debe hacer “la pública rectificación de aquellos que, desechados o impacientes, declaran todos los días la guerra a la sociedad y al régimen”. El diputado Tradicionalista Sr. Domínguez Arévalo, justifica el deseo de las derechas por reclamar espacios de Poder dada su representación en la Cámara, se congratula por la numerosa presencia de Ministros que, en años anteriores, incluso sirvieron a la Monarquía y, así, ofrecen por primera vez en este régimen republicano, su sincera colaboración “para todo aquello que, aun cuando sea dentro de un orden mínimo, se acerque a los ideales religiosos y socialmente conservadores que hemos mantenido siempre”. (Muy bien). Tras él, el diputado de UR Sr. Lara, refiere que desde el pasado día 29 de Marzo han ocurrido una serie de hechos de gravedad, como lo era, a su entender, el haber pasado dos crisis de Gobierno con sus dos Gobiernos respectivos; da a entender que el fracaso de ese primer Gobierno (29 de Marzo) se debe a las influencias y presiones de la CEDA para conseguir más cotas de Poder, cotas que finalmente ha conseguido. Señala que esa primera crisis, está relacionada con la cuestión de los indultos y, en especial, la dictada contra el principal inductor de los sucesos revolucionarios de Octubre, el diputado socialista Sr. González Peña, una crisis que fue aprovechada por la minoría Agraria para aumentar su participación en el seno del Gobierno. Sin embargo, resalta que en aquella primera formación de Gobierno, la del 3 de Abril, con nutrida presencia de Ministros radicales, había un sincero intento de cambiar las cosas, un decidido propósito de pacificación del país y de rectificación de la política de Gobiernos anteriores;
“consintiendo la propaganda de los partidos con un criterio de mayor amplitud, ordenando que se levantará la clausura de muchos Centros políticos y sociales, adoptando respecto a las instituciones políticas de Cataluña medidas incompletas, pero inspiradas en un criterio de mayor comprensión”,
lo que posibilitó que fructificará, a su juicio, un corto periodo de paz. Rechaza que, posteriormente, el Sr. Lerroux prosiguiera con sus intentos de modificar la composición gubernamental para dar salida a opciones de una supuesta ampliación de la base del régimen republicano. Estima que el régimen republicano para que tenga estabilidad debe estar representado por partidos que hagan de
“la cuestión del Régimen su primer, su principal problema, porque cuando eso no ocurre nace la desconfianza y, como consecuencia, la intranquilidad y la inseguridad”.
Cree que este Gobierno representa,
“un paso adelante en la política iniciada el 6 de Octubre, respecto de la cual, nosotros rehusamos oportunamente toda responsabilidad",
un Gobierno del que dice que le atribuyen
"un nacimiento lícito, legítimo, pero recusable por los procedimientos a los que se ha llegado para conquistar el Poder”. (Rumores).
Por todo ello, afirma que la postura de su grupo en su relación con el Gobierno, será “una postura dura, rotunda y completa oposición”.
A continuación, el diputado de Renovación Española, Sr. Goicoechea, anuncia que su minoría, al no ser admitida en esa ampliación del régimen republicano de la que gozan otras minorías de derecha, se ve obligada de nuevo a mostrar, “la misma actitud de hostilidad que hemos mantenido siempre” con el régimen republicano. Resume las crisis ministeriales de las últimas semanas que les han llevado a defender este planteamiento; así, recuerda que, en el primero de ellos, fracasa el Sr. Lerroux en su intento de formar Gobierno por lo que, posteriormente, “se confiere el encargo de formar Ministerio al Sr. Martínez de Velasco”,
una propuesta que tampoco sale adelante y que achaca a la actitud del Presidente de la República dado que no veía oportuno en ese momento facilitar la entrada de cinco carteras a la CEDA y, menos aún, dar la cartera de Guerra al Sr. Gil Robles;
“El resultado de la crisis es que se impone al Sr. Lerroux la formación de un Ministerio extraparlamentario o antiparlamentario”, con un Gobierno que, nombrado a finales del mes de Marzo, vive un mes “a espaldas del Parlamento, porque es impotente para comparecer ante él”,
lo que considera una extralimitación constitucional; por este motivo, refiere algunos de los artículos de la Constitución con los que choca esta arbitraria decisión presidencial; un Presidente de la República al que advierte que
“no se puede constituir un Gobierno que no cuente con la confianza parlamentaria”; señala que, de este modo, el Gobierno ha estado todo un mes sin poder dar cuentas al Parlamento. Finiquitado este ejecutivo de evidente signo de interinidad, se llega a la segunda crisis, afirma que, de nuevo, “se interponen en el camino normal de su solución, las manifestaciones de voluntad por parte del Sr. Presidente de la República”, entiende que no es de recibo el que sea el Presidente de la República quien  dirija “mensajes motivados a los grupos políticos señalando una determinada dirección en sus programas o en sus orientaciones equivale a poner en discusión la propia Presidencia de la República”.
Relata que, finalmente, se formó Gobierno tras disolverse las discrepancias prevaleciendo la tendencia, “razonable, la patriótica, la saludable tendencia que hubiera debido prevalecer el 3 de Abril”,
una tendencia que debió ser aceptada
“libre y espontáneamente adoptada por el Sr. Presidente de la República”; muestra su asombro por no haber procedido así en su justo y adecuado momento. Anuncia que el nuevo Gobierno contará con el apoyo de su minoría si en lugar de buscar esa política de convivencia se reemplaza
por una política enérgica contra los aires revolucionarios;
“por una política de firmeza ante la revolución, una política de estricto e implacable cumplimiento de las leyes”, un Gobierno que, aun así, dice que merece sus simpatías
“por los diversos elementos que lo integran, elementos casi todos ellos procedentes de los antiguos partidos monárquicos”, por todo ello, no van a apoyar al nuevo Gobierno al que tampoco lo van a combatir “por lo que tiene de acentuadamente derechista” y por la presencia en el mismo de personalidades como la del Sr. Gil Robles.
Las minorías de oposición, por su parte, iban a dejar muy claro su postura de choque frontal contra el nuevo Gobierno; el primero que lo hace es el diputado de la ERC Sr. Santaló, que ve como al tomar la palabra, un gran número de diputados se marchan, y afirma:
“celebro muchísimo que los adversarios de la República”
no sean testigos de sus manifestaciones. Critica airadamente la represión gubernamental y asegura que el argumento ahora ya no tiene vuelta de hoja; “se es republicano o no se es republicano”. Por ello, dice que aspiran a la disolución de las actuales Cortes e, incluso, insinúa que la representación de la actual Cámara no representa a la soberanía nacional;
“no representáis en modo alguno a la mayoría de la opinión nacional”. A continuación, el diputado comunista Sr. Cayetano Bolívar, llama a la formación de un bloque popular para luchar contra el fascismo;
“a fin de oponernos a la marcha del fascismo, para luchar para la disolución de este Parlamento representante de la reacción más negra”; alienta la unión de ese bloque llamando a los elementos anarquistas, socialistas y republicanos de izquierda para luchar contra este Gobierno; “compañeros, que confío habréis de constituir el bloque antifascista, termino con estas dos frases: ¡Abajo el Parlamento reaccionario!, ¡Viva el bloque popular antifascista”. Por su parte,
el diputado de IR Sr. Barcia, dirige duras criticas al partido Radical por su colaboración con las fuerzas que entiende son contrarias al régimen republicano; refiere que desde el 6 de Octubre, desde el momento en que el Poder del Sr. Gil Robles es más notorio, se ha procedido “a la persecución más inicua contra todo lo que pudiera significar representación auténtica republicana”. (Protestas), una gradual presión y ejercida inteligentemente por el Sr. Gil Robles tendente a ganar cotas de Poder y con el propósito de lograr su ansiado objetivo de la revisión constitucional. Anuncia que su minoría de IR va a ejercer sobre el Gobierno,
“la mayor oposición posible, oposición que no habéis tenido y esa es la causa de vuestra mayor responsabilidad, porque con una gran libertad de acción, que no ha conocido Gobierno alguno, sin oposición durante año y medio, de tumbo en tumbo, habéis llegado a situar al país, desde el punto de vista económico y financiero, en trance tal que no sé cómo ni cuándo ni en qué forma, por hábiles y expertos que seáis, podréis reparar”. (Grandes rumores y protestas).
En contra de esta política dice que están los pocos “herederos del bienio, para nosotros glorioso”. (Grandes rumores). Finalmente, el diputado Sr. Ramos Acosta, se suma a las tesis agitadoras y subversivas del comunista Sr. Bolívar,  y lo hace solicitando la formación de un bloque antifascista y al que pide que se sumen las fuerzas de izquierda, todos unidos con la base de la masa obrera y trabajadora,
“extendemos los brazos a nuestros hermanos obreros para luchar contra el capitalismo, la reacción y la explotación de que son víctimas”. (Rumores). La radicalización de las izquierdas en torno a un ideario común de combate y de fuerza contra la legalidad vigente recobraban todo su impulso con la formación del nuevo Gobierno, al que veían como una provocación, nada les iba hacer parar hasta conseguir revertir lo que las urnas en Noviembre del 33 y, por tanto, la democracia, les había negado. Finalmente, era concedida la confianza al Gobierno por amplia mayoría de la Cámara.
En la sesión del día 16 se trae a debate el Proyecto de Ley de Imprenta; el diputado Radical Sr. López Varela, entiende que con un proyecto de este tipo se va a agravar aún más la situación; “creando una excepción más, nada menos que con la libertad de pensamiento, para dar motivo a que los elementos socialistas sumen a otras razones está también para estar aislados de nosotros”.
Sin embargo, el diputado de Renovación Española Sr. Ramiro de Maeztu, considera que este Proyecto es producto de la revolución asturiana, una revolución que piensa se debe,
“casi exclusivamente, a la obra de un periódico, El Avance”; ”que todos los días llamaba a los burgueses ladrones, bandidos, explotadores, vampiros y asesinos, y naturalmente, las gentes oyendo estas cosas, agarraron unas bombas de dinamita y entraron en Oviedo diciendo: ¡Hala Camaradas, a ellos!”;
considera que autorizar legalmente a este tipo de periódicos  puede generar el que haya
“gentes de buena fe que crean las palabras que leen en estas letras de molde consideren su deber incendiar ciudades, robar bancos, fusilar gentes y hacer todas estas cositas que han hecho los amigos de nuestros señores de la izquierda”.
Afirma que en esta profesión
“no hay derecho a mentir y no tenemos derecho a difamar, a destruir los valores espirituales de nuestra Nación y de la humanidad”. A su juicio, para conseguir la pacificación, hay que limitar ese derecho “a la calumnia, a la difamación y a la mentira”. Tras él, se levantaba el diputado de IR Sr. Barcia, considera que las multas y fianzas que tienen que asumir los diarios son un abuso desafortunado e intencionado, las 10 mil pesetas de sanción en las provincias cree que esconde la intención de que muchos periódicos de izquierdas en zonas comarcales no puedan salir a la calle; así, sugiere que aquel que lo ha haya podido redactar,
“conoce perfectamente lo que era la vida en los diarios provincianos, sabía que bien con ello daba un golpe mortal a la difusión y a las ideas de izquierda”; a su entender, se está atacando la libertad del libre pensamiento. Tras estas palabras, el diputado de la CEDA Sr. Aza, le recuerda los 142 periódicos suspendidos tras los sucesos de Agosto del 32; a lo que el Sr. Barcia contesta; “lo que ha pasado no tiene conexión con esto, porque estaba hecho al amparo de una ley”. (Exclamaciones); unas palabras en las que mencionaba la tan criticada Ley de excepción de la Defensa de la República, bajo cuyo paraguas, los gobiernos del bienio pudieron censurar y suspender a su antojo multitud de diarios y rotativos críticos con sus respectivos gobiernos, una Ley que obligó a la suspensión de una multitud de periódicos como en ningún tiempo posterior de la República se llegó hacer, incluso tras los sucesos revolucionarios de Octubre del 34; sin embargo, ahora y desde la oposición, calificaba el Sr. Barcia esta suspensión como una arbitrariedad y una maniobra manifiestamente anticonstitucionales. No seré yo el que censure la libertad de Prensa, de uno ni de otro lado, los principios liberales que defiendo me impiden del todo punto hacerlo, la Justicia es la única garante para delimitar y fiscalizar el abuso o desvirtuación de los principios contenidos en el ejercicio de la libertad de expresión, querer darle un trasfondo político a la misma es el inicio de la vulneración de los derechos y libertades de una sociedad que se dice y se autoproclama democrática.
Este apasionado debate tendría continuación en las siguientes sesiones; el día 22, el ahora Ministro de la Guerra, Sr. Gil Robles, afirma que dicho Proyecto se plantea con la intención de limitar ciertas arbitrariedades; “el de restringir, el de abolir, si es preciso, el arbitrio gubernativo, para que toda intervención en materia de ley de Prensa, corresponda exacta y exclusivamente a la acción de los Tribunales”,
no entiende que se le haya atacado afirmando justamente lo contrario. Como muestra de la buena voluntad del Gobierno afirma que, en el asunto de las fianzas, este ha quedado retirado del dictamen ante la controversia que ha levantado y dado que
“tanto molestaba a algunos defensores de la libertad de Prensa”.
Defiende así que en el Proyecto no haya
“nada de medidas precautorias, nada de intervenciones gubernativas; sanciones eficaces y severas y procedimiento rapidísimo para aplicarlas, con la intervención de un Tribunal especial”,
un Tribunal donde, si es preciso, puedan participar incluso miembros de las distintas Asociaciones de Prensa para su mayor transparencia; espera conseguir con todo ello,
“suprimir arbitrariedades de derecha y de izquierda y establecer un régimen de convivencia dentro del cual todos podamos vivir”. Los principios liberales que el Sr. Gil Robles representaba parecían suponer una cierta garantía para una libertad de Prensa que, durante casi cuatro largos años, había sido atacada y vilipendiada por las altas magistraturas de la política. Bien es verdad que si las cosas para la Prensa, en general, mejoraron aparentemente, durante la República, el libre ejercicio de la libertad de expresión y de Prensa, sin duda, no sería garantizado plenamente por ninguno de sus Gobiernos, este no iba a ser una excepción pues a tan perniciosa conducta. Un día después, en la sesión del día 23, pese a esta flexibilización del dictamen inicial del Proyecto, el diputado de ERC Sr. Santaló, advierte desafiante que su minoría va a luchar por todos los medios para impedir que se avance siquiera ni en la discusión de este dictamen;
“y hemos de hacerlo así porque estamos seguros que en esta actitud nos acompaña la gran mayoría de los que tienen un sentimiento nacional”. (Rumores). La obstrucción a cualquier iniciativa salida del Gobierno seguía siendo el referente constante en las minorías nacionalistas y de las distintas izquierdas de la Cámara, las palabras del Sr. Santaló son muy significativas al respecto. Cinco días más tarde, el día 28,
el diputado de la minoría de IR (Izquierda Republicana) Sr. Fernández de la Bandera, cuando apenas se ha discutido el artículo 1 del Proyecto, se queja de la actitud de nula cooperación por parte de la Comisión, la cual había rechazado diversas enmiendas al mismo durante el transcurso de la sesión. El Ministro de la Gobernación Sr. Varquero se queja, por su parte, de la actitud de los grupos de oposición, UR, IR o ERC, unas minorías que están llevando a cabo una indisimulada y destructiva obstrucción al Proyecto; cree que una vez establecido de nuevo el criterio gubernamental y retirado del primitivo dictamen asuntos como el de las fianzas, poco debería separarles del criterio defendido por estas oposiciones parlamentarias;
“Lo que no hace falta es ponerse en el tono airado de obstrucción a toda costa y mantener una situación parlamentaria que para el Parlamento no es un prestigio, que al país no le conviene y que me parece que a vosotros mismos os perjudica, al Gobierno, por lo menos, le produce al más grande dolor, el veros en esa posición”. (Muy bien). Pese a estos ofrecimientos y buenas intenciones, las oposiciones de la izquierda parlamentaria seguirían en las siguientes sesiones con la sistemática y pertinaz obstrucción al Proyecto. Las sesiones del mes concluyen y entre ellas, acaso, se puede destacar la corta sesión del día 29 en la que tiene lugar una breve pero significativa intervención del Sr. Calvo Sotelo, lo hacía en un momento en el que se está debatiendo asuntos económicos para definir el criterio del Gobierno respecto a los PGE y de cara al segundo trimestre del año; así, el Sr. Calvo Sotelo desea advertir de la gravedad del momento por el que estaba transitando la Nación española;
“creo que en España vivimos, de una manera subterránea y, si se quiere, subconsciente, en verdadera guerra civil, el mañana de España es una incógnita pavorosa”; estima que solo se puede corregir cambiando por completo el modelo y el ideario de las actuales políticas. El ambiente guerracivilista que vivía la Nación empezaba a ser un hecho no tan ilusorio como hace algún tiempo pudiera parecer, con unas izquierdas que de nuevo apetecían un frente común decidido a combatir una legalidad que no estaban dispuestas en modo alguno a admitir;  la división y fragmentación social se extendían por el territorio nacional como una mancha de aceite y no dejaría de hacerlo hasta su estallido final en Julio del 36.
En este sentido, la política apaciguadora de la conjunción radicalcedista de poco iba a servir para revertir los apetitos “revolucionarios” de cada vez más amplios sectores de la izquierda republicana; además, las campañas que se iban a dirigir contra el partido Radical irán minando su credibilidad y acelerando una división interna que ya padecía desde su arriesgada apuesta de colaboración con las fuerzas conservadoras de la CEDA.
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Se discute en el presente mes una nueva prórroga de los PGE (aprobados en el año 32…), unos PGE que tienen su dosis de tensión política con la llegada de la discusión del siempre polémico Presupuesto de Instrucción Pública. También se trae a debate el intento seguramente más serio durante el régimen republicano para acabar con el ingente paro obrero, especialmente, el campesino, quizás, junto con aquel del Sr. Salmón en Julio del 34 (que ni prosperó ni tuvo efecto alguno por los acontecimientos "revolucionarios" posteriores). Así mismo, la división irreconciliable entre derechas e izquierdas parlamentarias se agravaba con el transcurrir de los días, los recursos oratorios hacia el frentismo y las incitaciones a la violencia empezaban a hacerse de nuevo habituales y frecuentes dentro del recinto plenario; ciertos sectores de la izquierda (incluso de carácter republicano y burgués), no desdeñaban ya su afecto y solidaridad públicas con las causas revolucionarias de socialistas y nacionalistas, unas fuerzas que recobraban esa fuerza y virulencia dialéctica al ver que las autoridades republicanas tenían una mano cada vez más laxa para con sus asociaciones y partidos que, lenta pero pertinazmente, empezaban de nuevo a desenvolverse más frecuentemente en las calles españolas y dentro de una legalidad que, poco a poco, recobraban casi en su total plenitud.
El día 5 y sobre la revisión de los servicios traspasados a Cataluña, las minorías de UR e IR denuncian la prórroga de la Ley del 2 de Enero (aquella que establecía los parámetros para el régimen provisional de Gobierno en Cataluña), una Ley que contemplaba un plazo de solo tres meses de vigencia y que aún permanecía vigente en Cataluña (casi más de cinco meses después); solicitan que termine este régimen transitorio y que se restablezca el estatutario. Tras unas iniciales palabras, duras y abruptas del diputado de ERC Sr. Santaló, el Sr. Giménez Fernández las censura en estos términos; “mientras se invite a la concordia y no se haga condenación, clara y terminante, de los hechos que contribuyeron a la revolución de Octubre, no hay derecho aquí a decir las cosas que su señoría, Sr. Santaló, ha dicho en el día de hoy”. (Aplausos - El Sr. Martínez Rubio: ¿Cómo va a aceptar esa invitación si repartió fusiles la noche del 5 al 6 de Octubre?").
Unas palabras que son igualmente censuradas por el diputado catalán de la CEDA, Sr. Bau, afirma que como catalanes y como españoles, las palabras del Sr. Santaló no tienen credibilidad ni veracidad, para que fuera así, cree que antes sería necesario que condene los sucesos del 6 de Octubre.
El día 6 tiene lugar una de las tan frecuentes largas e intensas sesiones republicanas; las minorías de izquierda por boca del diputado de UR Sr. Pascual Leone, critican la nueva prórroga del estado de alarma en diversas provincias españolas y el estado de excepción en el resto de provincias de España, una medida que se contradice con las palabras del propio Gobierno que dibujaba un mapa de relativa tranquilidad en el conjunto de territorio español. El nuevo Ministro de la Gobernación, Sr. Portela Valladares, critica tanto las violencias de las izquierdas y las derechas, una denuncia que las situaba en un mismo plano o nivel respecto a su sometimiento al orden establecido. Al respecto de estas afirmaciones, el Sr. Calvo Sotelo afirma; “No se puede comparar a unos y otros, porque nosotros estuvimos al lado del Gobierno el día 6 de Octubre”, manifestaciones que provocan las críticas de los sectores de la izquierda que le acusan de dictador lo que, a su vez, enoja aún más al Sr. Calvo Sotelo; acusa de cobardes a las izquierdas de la Cámara, a unos hombres que, en nombre de la democracia y, nada más aprobar la Constitución; “obligabais al Parlamento o conseguíais del Parlamento que este aprobara como estrambote aquella ley de la Defensa de la República en nombre de la cual se han perpetrado crímenes tan monstruosos de los que no hay ejemplo ni par en la historia de la monarquía española”.
Sobre las palabras del nuevo Ministro de la Gobernación Sr. Portela y, en las que ponía en el mismo nivel a derechas e izquierdas, le dice que no pueden aceptarlo; “ese parangón es vejatorio, es intolerable”; “las extremas izquierdas no van ya contra la República, porque la República de las fuerzas socialistas es un verdadero simulacro, es una perfecta insinceridad, una cosa en la que ni vosotros mismo creéis”,
unos socialistas que no quieren la República como fin,
“sino para implantar la revolución social, la República social y, por consecuencia, no aman la República, desdeñan la República”.
Sin embargo, su opinión sobre las derechas es distinta;
“nosotros no vamos, como ellos, contra el régimen social. Nosotros, desde luego, somos incompatibles con la República y con la Constitución del 31; lo decimos en todas partes con perfecto derecho, que no creo que nadie pueda desconocer, pero nosotros estamos al lado de la República, cuando llegan jornadas como las de Octubre, para salvar las esencias imprescindibles de la nacionalidad y de la sociedad española, y en esos instantes el Gobierno cuenta con nuestro apoyo y con nuestros votos si es menester”.
Lamenta las medidas de apaciguamiento que se están tomando desde el Ministerio de la Gobernación en el tiempo que el Sr Portela Valladares es su nuevo titular, denuncia que el partido socialista ha vuelto a su situación de normalidad “en la vida pública española y se abran las Casas del Pueblo, y reaparezcan sus periódicos y puedan producirse en público los oradores pertenecientes a este partido”.
Cree que, ante este gravísimo problema solo caben dos opciones;
“o el marxismo aplasta a España o España aplasta el marxismo”,
no comprende que el Sr. Portela trate de dejar vivir en un régimen de legalidad al marxismo;
“el marxismo español, no tiene derecho a la contemporización, ni al respeto, ni al amparo legal del Poder Público, mientras no afirme su propósito de mantenerse dentro de la legalidad”.
Hace una viva y tenaz crítica del socialismo español comparándolo con el socialismo evolutivo europeo y, así, afirma;
“¡Cómo han de volver si quieren la fulminante destrucción de todas las instituciones sociales y burguesas y económicas y aún espirituales en que España se halla estructurada!”.
Advierte que el peligro del socialismo y el marxismo están hoy más latentes que incluso en el momento de la revolución de Octubre. A continuación, se levanta el diputado de IR Sr. Barcia, critica con dureza las palabras del Sr. Calvo Sotelo; asume la función de su minoría de tratar de buscar el entendimiento con otras fuerzas de la izquierda; “yo que he dicho ante las masas que no soy socialista, ni comunista, ni sindicalista, ni lo seré, enfrentándome con ellas les trazo el camino de la legalidad, Sr. Calvo Sotelo, y voy a buscar la cooperación de lo que, queráis o no, es parte del corazón del país y de mi pueblo, y no puedo llevarle a una guerra civil como intentan SS.SS., llevarle pues ese el camino que habéis trazado para hundir la República. Esa es vuestra maniobra”. (Aplausos). Incluso, refiere también de, como hace unos pocos días y, no sin cierta jactancia, “tuve el honor y la satisfacción de amparar, con mis servicios profesionales, a dos hombres de la Generalidad” (en referencia al Sr. Companys), a los que no cree que se les pueda acusar de traidores, “porque esos hombres han sido juzgados por un acto puramente político, por un delito de tipo absolutamente político, en el cual podemos incurrir todos”. (Rumores y protestas). Así, asegura que no incurrieron en delito alguno contra la Patria y, más aún, considera al partido socialista un partido “perfectamente legal”,
como cualquier otra minoría;
“le consideramos uno de los puntales y uno de los asientos del régimen”.
Advierte que, en el día de hoy,
“me siento muchísimo, infinitamente más próximo y más cerca de los socialistas que de S.S.”. (Rumores).
En su réplica, el Sr. Calvo Sotelo vuelve a criticar con dureza al marxismo;
“Nosotros somos incompatibles con el marxismo y el Estado debe eliminar el marxismo, debe ponerlo fuera de la ley”, “el marxismo no se arrepiente de su actitud”; pone como ejemplo unas declaraciones de días pasados del diputado socialista Sr. González Peña, principal promotor de los sucesos "revolucionarios" de Octubre del 34, el cual, “exhibía como blasón supremo de su vida privada y pública los hechos revolucionarios patrocinados por la UGT desde el año 1917 acá, y entre ellos los hechos revolucionarios de Asturias, que deben sonrojar a toda persona civilizada”.
Se reafirma en que el marxismo no se detiene en sus intenciones, que incluso matará al obrerismo, a España, “y matará, desde luego, al Sr. Barcia (Risas). ¡No se haga S.S. ilusiones! ¡No crea que va a librarse!”.
Se dirige al Sr. Portela Valladares para decirle que si no rectifica su política en pocos meses España vivirá “nuevamente bajo la amenaza de una atmósfera revolucionaria”; cree que para evitarlo, se debe hacer una política de firmeza, se debe restablecer la tranquilidad absoluta moral, sin ella, nada se podrá conseguir a pesar del aumento de los gastos en el orden público; considera que nada se conseguirá si se sigue abriendo las Casas del Pueblo “y permitir que vuelvan a presentarse ante las masas españolas, con el puño cerrado, en alto, instigando a la violencia, diciendo que el 6 de Octubre no fue más que un mero ensayo, que ya vendrá la representación completa, los hombres que, amparados o no en la investidura parlamentaria, tienen sobre su conciencia el rastro sangriento de los cientos de muertos y heridos que cayeron en aquella jornada trágica”. Finalmente, es aceptada la propuesta del Gobierno por amplia mayoría. Igualmente, se aprueba por mayoría la ampliación de tres meses “el plazo señalado para la revisión de los servicios estatales traspasados a Cataluña”.
El día 11 se trae a escena el debate sobre el Proyecto para acabar con el paro obrero; la minoría de UR en la voz del Sr. Pascual Leone se sitúa de nuevo en contra de su dictamen; por su parte, el diputado agrario, Sr. Madariaga, le recuerda que este ya es el cuarto Proyecto Ley de este tipo que presentan las derechas con la intención de solucionar el acuciante problema del paro y, así, afirma; “Pero SS.SS., que constantemente nos hablan del pueblo atormentado, del pueblo que no come y no trabaja, ni siquiera han traído una proposición de ley, un proyecto de ley, algo, en fin, porque resulta que aquí nos limitamos a criticar y después no hacemos absolutamente nada de provecho”.
Recuerda que el último fue el elaborado por el entonces Ministro de Trabajo Sr. Salmón en Julio del año pasado y que no salió adelante
“porque las izquierdas, mientras nosotros nos preocupábamos del problema, desencadenaban la revolución, una revolución que ponía en peligro de muerte la vida del país y la vida misma de la Patria”.
Posteriormente, tomaba la palabra el Sr. Calvo Sotelo, afirma que por sincero patriotismo lo apoyan, sin embargo, en su opinión, no dará los resultados apetecidos; cree que será necesario un gasto mínimo de más de 800 millones de pesetas en un plazo de 12 meses para poder paliar el paro en lugar de los 50 que se han presupuestado inicialmente, además, cree imprescindible que, para resolver este problema del paro en España, se inicie antes una etapa de paz social, “impuesta de manera decidida y denodada desde las alturas del Poder Público”, mediante una política de fuerza y de restablecimiento decidido del orden público. Un día después, el 12, prosigue esta discusión del Proyecto para acabar con el paro forzoso; el Ministro de Trabajo Sr. Salmón, lamenta las continuas críticas y reproches de las izquierdas a los propuestas e iniciativas encaminadas a atajar el ingente paro, críticas que se fundamentan en un criterio exclusivamente político e ideológico. Posteriormente, el diputado de ERC Sr. Mangrané, muestra su desencanto por el Proyecto, pese a ello, rinde homenaje a las capacidades del Sr. Calvo Sotelo al que le reconoce su gran talento, gracias al cual, en la Dictadura se pudieron hacer cosas buenas, época de la que destaca, también, la figura y obra del Conde de Guadalhorce; “soy el primero en aplaudirla, le considero un hombre de gran talento”;
una Dictadura de la que igualmente reconoce que vino
“si no con entusiasmo, en general con agrado”. Solicita en su voto particular que se quiten las subvenciones y los subsidios a los obreros parados, lo califica como limosna, entiende que no es la solución dado que el obrero lo que demanda es trabajar;
“el subsidio es un criadero de holgazanes, y a lo holgazanes no hay que dejarlos vivir, por lo tanto, fuera subsidios y venga trabajo”. A continuación, el diputado comunista, Sr. Cayetano Bolívar, protagonizaba un nuevo hilarante y desafiante discurso; habla abruptamente contra el capitalismo, del hambre;
“muchos padres, tienen que recurrir a matar a sus hijos para no morirse de hambre”;
afirma, entre otras cosas, que en España hay más de un millón de parados, que la Guardia civil fusila por la espalda a los campesinos cuando estos van a recoger bellotas…. Tras estas afirmaciones, el Sr. Moncasí dice: “esto es intolerable”;
por su parte,
el Sr. Madariaga añade:
“Los únicos que asesinan por la espalda son los amigos del Sr. Bolívar, como en Villacañas”. (Muy bien). Decir que, en estas habituales amenazas y apelaciones a la violencia, el Presidente de la Cámara Sr. Alba, tampoco mostró un parecer muy distinto al de su antecesor, Julian Besteiro, no se mostraba muy proclive a cortar de raíz, como entiendo se debería haber hecho, insinuaciones e invitaciones a la violencia cuando no casi a la guerra, vinieran de los bancos que vinieran. Quizás ese sencillo gesto hubiera puesto mucho más difícil convencer a unas masas, ocupadas en otros menesteres y preocupaciones, que el camino de la violencia era el más fácil y casi hasta el más legítimo para resolver los distintos y graves conflictos políticos y sociales de la Nación, como algunos de sus representantes parecían querer hacer creer.
En la sesión del día 13 se discute nuevamente el Proyecto de Ley sobre el Paro Obrero; el diputado Radical Sr. Guerra del Río lamenta que se esté sacrificando un Proyecto tan esencial como este por la Nivelación Presupuestaria;
“sacrificar la solución del paro a un principio honorabilísimo, eso sí, de nivelación presupuestaria, creo tan fundamentalmente erróneo esto, que solo puedo equiparar la equivocación que esta noche van a cometer la Cámara y el Gobierno, con aquella que en las Constituyentes tuvimos también los republicanos radicales el acierto de predecir”
(en referencia a la ofensa que se dio en su momento al clero rural),
“hablando del libre pensamiento, para el día siguiente otorgar el voto a las mujeres españolas y ponerlas a disposición de los curas”. (Grandes protestas).
Los señores Toledo y Calvo Sotelo dicen que esto no se puede tolerar, una protesta que no hace desistir en su propósito al Sr. Guerra del Río que añade; “Pues todos los republicanos estamos de acuerdo con que aquello fue un gravísimo error”.
Tras estas palabras, se levanta su correligionario, Sr. Iglesias Ambrosio y, lo hace, tratando de desdecir las palabras del Sr. Guerra del Río y ofreciendo el apoyo de su minoría al Gobierno; señala que compañero de minoría “ha salvado la responsabilidad entera de la minoría radical al decir que hablaba en nombre propio, El partido radical está aquí apoyando resueltamente al Gobierno”. (Aplausos. El Sr. Barcia: Espectáculo magnífico);
prosigue el Sr. Iglesias diciendo; “¿Qué queréis?, ¿qué se destroce la República?, ¿qué queréis?, ¿ir a la revolución?”.
Cinco días más tarde, el 18, la Cámara rinde su pesar por el asesinato del diputado socialista Sr. Rubio Heredia, tiroteado en un pueblo pacense por un hombre que se sentía ofendido por algunas de las publicaciones del Sr. Rubio; la minoría de UR en la voz del Sr. Casas, muestra su pesar por el asesinato, condolencias a las que se suman las minorías de la derecha. Posteriormente, la Comisión de Suplicatorios, solicita el procesamiento para los señores Indalecio Prieto, Hernández Zancajo, Nelken, Sainz Rodríguez entre otros. Seguidamente, se traía el debate sobre el dictamen de la Comisión respecto a la represión de determinados delitos y con el propósito de modificar y ampliar “los términos de la ley del 11 de Octubre de 1934”; el diputado de UR Sr. Blasco Garzón, critica que se rebajen las garantías procesales por culpa de Proyectos como este, salidos y emanados de tiempos de revolución y, por tanto, de excepción, un Proyecto en el que se da cobijo incluso a la pena de muerte de la que se muestra contrario. El ahora Ministro de Justicia, Sr. Casanueva, también se posiciona contrario a la pena de muerte, sin embargo, afirma que dada la excepcionalidad de la situación actual española, cree que a la sociedad no le queda otra manera de imponer el orden y la autoridad ante los asesinos “que ponerles en el trance de que se les diga: Tú podrás matar, pero te juegas la cabeza”, así mismo,
cree que “es preciso acabar con este matonismo que se ha extendido en España y que se va a extender cada día más, de un lado y del otro. Con eso no hay más remedio que terminar, y el único procedimiento que se puede seguir es el de decir al que esté dispuesto a ejecutar a esos delitos, se expone a perder él también la existencia”.
En la sesión del día 24, el diputado de Renovación Española, Sr. Goicoechea, solicita que se traiga el sumario instruido contra el Capitán Rojas o testimonios de los particulares del mismo y referentes “a la responsabilidad de personas que hayan ejercido función ministerial y ostentado representación parlamentaria, con objeto de que los señores Diputados, si lo creyeran oportuno, puedan, con conocimiento de causa, ejercitar el derecho que les concede el art. 120 del Reglamento de la Cámara”.
Recuerda las actuaciones parlamentarias tras aquellos sucesos de Casas Viejas y donde se denegó
“la constitución de una Comisión parlamentaria que esclareciese los hechos”;
señala que los Tribunales ya se han pronunciado por medio de un Tribunal Popular,
“que debe merecer el respeto de los auténticos partidos auténticamente republicanos",
Tribunal que declara "la existencia de 14 delitos de asesinato”
y en el que aparece “la existencia de órdenes reglamentariamente circuladas, por virtud de las cuáles las fuerzas de Asalto y de la Guardia Civil tenían el encargo de no hacer heridos ni prisioneros y de proceder, fuese como fuese y arrasando las casas particulares, a la extirpación de todos los fermentos de rebelión”. La Proposición es ampliamente rechazada por la Cámara; el Ministro de Justicia Sr. Casanueva, solicita que, antes de que todo ello pueda venir a la Cámara, haya una sentencia en firme al respecto.
En los últimos días de Junio se recobra la pasión política en la Cámara, en este caso al traerse a debate el Presupuesto del Ministerio de Instrucción Pública; el diputado Tradicionalista Sr. Toledo, rechaza la totalidad del Presupuesto ante el que anuncia van a presentar diversas enmiendas; denuncia la subida de nuevo de los gastos de personal, derivada del afán de la República de crear escuelas sin preocuparse “de la repercusión que este aumento había de tener en el Presupuesto”, y, todo ello, sin haber arreglado aún el asunto del censo escolar. Lamenta que este Presupuesto incluya ya la tan denostada Ley de las Congregaciones religiosas, con un coste de unos 4 millones de pesetas destinados a los Centros creados con posterioridad a la citada Ley, por lo que dice; “esta minoría no puede votar un solo céntimo para créditos que supongan sustitución de la enseñanza religiosa”; así mismo, critica el que se esté permitiendo desarrollar una determinada propaganda desde el Ministerio de evidente carácter socialista y comunista;
“yo tengo que decirle a S.S. que hay un conjunto de libros, seleccionados por el Consejo Nacional de Cultura, donde esta propaganda existe”.
Muestra su postura favorable a que venga con urgencia la tan manida reforma constitucional, sobre todo, en lo referente al artículo 3 de la Constitución;
“no podemos tolerar ni un momento más que con el dinero de los católicos, a través del Presupuesto del Ministerio de Instrucción Pública, se sostengan exclusivamente escuelas laicas donde la neutralidad no tiene más que una forma: la irreligiosidad y el laicismo”. Por su parte, el diputado de Renovación Española Sr. Sainz Rodríguez, defiende la labor de una obra de educación social completa, sin la cual, la República se ha visto en la obligación de crear 20.000 escuelas y, a su vez, ha tenido que “triplicar o cuadriplicar los Cuerpos coactivos del Estado, la Policía, la Guardia civil, los guardias de Asalto”. Lamenta que la cultura laicista llene toda la obra de la Instrucción Pública culpando de ello a las derechas colaboradoras con el actual Gobierno, que parecen conformarse con que se haya recuperado en las Procesiones “que cuatro guardias civiles custodien las imágenes en las procesiones de Toledo”. (Muy bien). Por su parte, el diputado de la Lliga Sr. Esterlich, deja ver su contrariedad porque todos los años y en la discusión de los Presupuestos sucede lo mismo, el de Instrucción Pública se deja para el último o uno de los últimos y es en este dónde se desatan las pasiones políticas de unos y de otros. Tras esta intervención, el diputado de AR, Sr. Claudio Sánchez Albornoz, califica de
“pésimo”
el actual Presupuesto de Instrucción Pública; hace un encendido elogio de la obra de las Misiones Pedagógicas, una obra dice también republicana y elaborada para hacer propaganda de la cultura nacional;
“una obra de justicia social”; unas Misiones que trabajan para evitar el horror de ver como en pueblos de la provincia de Madrid hay todavía mujeres “que no saben lo que es un carro o una rueda”,
o en los campos españoles, donde hay campesinos que no han escuchado música en su vida ni han asistido jamás a una obra de teatro. Sin duda, lo afirmado por el Sr Sánchez Albornoz no era discutible, se intentó trasladar la cultura a las zonas rurales más atrasadas del país, sin embargo, lo que no dice es que se hizo con una evidente intencionalidad y sesgo políticos y con un claro afán propagandístico que pervertía la noble apuesta por la cultura en España.
El debate continua el día 27,
el cedista Sr. Ibáñez Martín afirma que la cultura no debe ser patrimonio de nadie, ni siquiera del Estado; lamenta las injerencias en ese sentido de los socialistas y, para demostrarlo, cita el ejemplo de una orden dictada por el Sr. Prieto durante el tiempo que estuvo al frente del Ministerio, a través de la cual, apartaba de la Universidad “a dos figuras esclarecidas de la investigación histórica, a D. Ramón Menéndez Pidal y a D. Miguel Asín Palacio"; "el Sr. Prieto, universitario, no ha tenido rubor ninguno al poner su firma quitando a estas dos figuras de la Universidad”. El nuevo Ministro de Instrucción Pública, Sr. Dualde, habla del aumento notable de escuelas durante la República, reconoce, sin embargo, la falta de maestros para cubrir las respectivas vacantes. En relación a la Segunda Enseñanza, confirma incluso su estado caótico, afirma que en los Institutos elementales coexisten
“profesores por oposición regular, profesores cursillistas, consecuencia de un cursillo, profesores designados por arbitrio presidencial”. Tras él, el diputado de la minoría Tradicionalista Sr. Toledo, lamenta la falta de profesorado y la deficiente titulación del mismo; asegura que el Ministerio en Septiembre del año pasado tuvo que abrir un concurso pero, al no encontrar personal titulado suficiente;
“tuvo que echar mano el Sr. Ministro de personal no titulado, y ahí está precisamente el pecado original de los Institutos elementales: la falta de profesorado”, por ello, “se convirtió en una política menuda, y la creación y sostenimiento de los Centros y el nombramiento del profesorado respondieron a móviles políticos únicamente”,
dice que, así, se dan casos en los que hay “profesores de Dibujo explicando Física, hay profesores de Francés que no han visto una gramática francesa en su vida”. A continuación, el diputado agrario Sr. Alonso de Armiño y, en nombre de la Comisión, refiere que antes de la sustitución de la enseñanza religiosa y de la reorganización de la Segunda enseñanza, había ya en España un grave problema en la reorganización de la misma,
“Era verdaderamente vergonzoso que en una capital de un millón de habitantes como Madrid, hubiese solo dos institutos”;
lamenta la forma en cómo se ha procedido a llevar a cabo la reorganización de la segunda enseñanza;
“se lanzan a toda prisa a crear Institutos por toda España y se encuentran con el problema más grave en este punto: la falta de profesorado”, “se hizo pues, mal, bajo todos los conceptos, esa reforma de la enseñanza y de entonces acá venimos padeciendo este error”. En su réplica, el Sr. Toledo, denuncia el sectarismo y arbitrariedad del Consejo Nacional de Cultura, para demostrarlo, hace alusiones a algunas de las decisiones e intervenciones de dicho Consejo, un Consejo que en el año 32 publicó un Decreto diseñado para evitar el monopolio del texto único para las diferentes asignaturas y donde fijaba la selección de una serie de libros para su libre elección en cada asignatura correspondiente; entre las propuestas de esos libros, se encuentran algunos  como “Lecturas Históricas”, y en el que se dicen cosas de este tipo: “El saqueo de unos cuantos almacenes, de cuyas puertas se colgase a los acaparadores, pondría rápido fin a esas malversaciones que sumen en la desesperación a 25 millones de hombres y hacen perecer de hambre a varios millares”, libro en el que, a su entender, se hace una clara exaltación al socialismo y al sindicalismo;
“Igualmente figuran biografías de socialistas y se habla de Carlos Marx, de Friburg y otros”.
Su propuesta de reforma del Consejo Nacional de Cultura no es finalmente aceptada por la Comisión. Este apasionado debate del Presupuesto de Instrucción Pública concluye en la siguiente sesión del día 28;
día en el que, el diputado Radical, Sr. Pérez Díaz, solicita que la consignación de las Misiones Pedagógicas mantenga su valor inicial de 500.000 pesetas en lugar de las 400.000 estipuladas en el dictamen; dice no comprender el rechazo de las derechas a estas Misiones porque
“en ellas jamás se ha hecho nada que tenga un significado de parcialidad política ni sectarismo”; su voto sería rechazado por la Comisión al anteponer la exigencia de la Nivelación Presupuestaria del momento. Por su parte, la minoría Tradicionalista en la voz del
Sr.
Lamamie de Clairac, critica el sectarismo político que esconden esas Misiones Pedagógicas y en las que se ofrecen lecturas de libros como el firmado por el diputado socialista Sr. Llopis;
“Historia anecdótica del trabajo, por Thomas, y al cuál había añadido un artículo sobre Jaurés y Pablo Iglesias, con un resumen de la obra de Largo Caballero: El presente y porvenir de la UGT”,
un libro que, hasta la llegada del Sr. Dualde al Ministerio, había estado en las bibliotecas de las Misiones Pedagógicas, bibliotecas en cuyo reparto han salido especialmente beneficiadas dos provincias; “en las que más se significó la Revolución: en la provincia de Oviedo y en la provincia de León, señala que no menos de 272 bibliotecas en circulación contaban ambas provincias”;
por todo ello, duda de esa noble misión de sensibilización de los espíritus, del despertar del ansia del saber de esas Misiones como decía el socialista Sr. Fernando de los Ríos. Denuncia que ha podido recoger distintos datos “de las visitas de las Misiones Pedagógicas en que se iba a parar a la Casa del Pueblo y en que toda la labor cultura era comentar la Memoria y texto de un artículo de la CNT y de la FAI y venir, en definitiva, a exaltar la labor de la UGT”.
Sugiere, sin éxito, que las consignaciones de estas Misiones Pedagógicas se vean reducidas en el Presupuesto. Finalmente, es aprobado el Presupuesto del Ministerio de Instrucción Pública, aprobado en un inusual ambiente de cordialidad tras su previa y acalorada discusión. Finalizada su discusión, diversos diputados de las derechas, como el caso del Sr. Fuentes Pila, reconocen públicamente la obra del Sr. Sánchez Albornoz en la Universidad de Santander, una circunstancia que este recibe agradecido; la sesión finalizaba con la aprobación del Proyecto de la Ley Municipal. Añadir que, este debate del Presupuesto de Instrucción Pública, echaba por tierra otro de los mantras de la República, la de su supuesta obra cultural y su decidida apuesta por la educación; una verdad a medias. Es verdad que se intentó cambiar radicalmente el concepto de la enseñanza en España, se legisló mucho y se desarrolló una gran cantidad de proyectos destinados a acabar con el enorme analfabetismo existente en la Nación; igualmente, se intentó trasladar la cultura a las zonas más pobres y aisladas; pero se legisló rápido y mal, se intentó llevar a cabo una obra que en la que otros países más avanzados que España tardaron décadas en llevarla a término, el ejemplo más cercano e ilustrativo es el caso francés, como ya hice referencia en su momento. Se hizo de forma atropellada por medio de la caprichosa ingeniería social que, principalmente, los socialistas, trataron de introducir en todos los cuerpos de la Administración española, en este caso, animados por su profunda identificación con el anticlericalismo cuando no de un retorcido complejo antirreligioso y dirigido a acabar, sin reparar en sus consecuencias, con la enseñanza que a su cargo tenían los jesuitas y las distintas congregaciones religiosas. Era entendible que se este cambio se llevara adelante y, más aún, de acuerdo a esa separación de Iglesia y Estado que la Constitución amparaba, pero tratarlo de hacer en apenas un año como pretendieron era una apuesta condenada al mayor de los fracasos. Así, el cambio nunca se pudo llevar a cabo en su plenitud, la imposibilidad de hacerlo en tan corto espacio de tiempo, la carencia de presupuesto para desarrollarlo, la falta de recursos, la magnitud de la obra, impidieron ese cambio real y tan largamente anhelado de la enseñanza; se construyeron muchos edificios, la mayoría carentes de las infraestructuras elementales para desarrollar una eficiente labor pedagógica y, a su vez, una buena parte de ellos, también carentes de docentes y maestros capacitados para patrimonializar y dirigir tan vasta obra educativa (no estaban titulados ni cualificados la gran mayoría, de ahí el calificativo de "cursillistas"), una buena parte de ellos seleccionados para ser los protagonistas de la magna obra de ingeniería social destinada a introducir en las conciencias de los alumnos, el ideario del buen y disciplinado "republicano", del buen y disciplinado socialista o comunista de turno. La ocurrido en los susos de Octubre de 1934 fueron serían buena prueba de todo lo anteriormente descrito.


JULIO 1935
 
El mes de Julio tiene como protagonista el debate del nuevo Proyecto de los Jurados Mixtos, proyecto estrella del Ministerio de Trabajo en tiempos del Sr. Largo Caballero y que ahora quería ser modificado por entender que, lejos de resolver los conflictos de trabajo, los había deteriorado y dirigido hacia una ruinosa lucha de clases tan propia del ideario socialista. El Proyecto, trataba de instaurar como elemento garante y fiscalizador de las disputas y los conflictos laborales, a la Justicia, eliminando así el componente político que, los socialistas, intencionada y arbitrariamente, le habían querido dar durante los cuatro años anteriores. También destaca en la segunda mitad del mes el inicio de los debates del Proyecto de modificación de la Reforma Agraria, un Proyecto que, no solo no será rebatido por las izquierdas, sino que el solo hecho de su anuncio y posterior presentación en la Cámara, propiciaría que estas se ausentaran de la misma elevando la  la presión a un Gobierno, al que ni admitían ni estaban dispuestas a legitimar. La iniciativa gubernamental quedaba una vez más menoscaba y atropellada por la actitud de estas izquierdas parlamentarias que parecían más dispuestas e interesadas en utilizar el Parlamento para fomentar y promulgar una fragmentación política y social que les ayudase a ganar en la calle lo que las urnas les habían negado una año y medio antes. Las izquierdas siempre reprocharon a las derechas una declaración explícita de adhesión al régimen republicano, olvidando, que ellas nunca hicieron declaración explícita de aceptación de la legalidad constitucional republicana expresada en el mejor y más puro ejercicio democrático, la soberanía popular, una soberanía que, un año y medio antes, ya se había pronunciado sobre quién debían ser los facultados para dirigir los designios de la Nación.
El día 4 se discute la Prórroga del Estado de alarma en diversas provincias; las minorías de izquierda muestran nuevamente su rechazo a estas medidas de excepción; el Ministro de Obras Públicas Sr. Marraco, pregunta a las izquierdas;
“¿No os parece que ya habéis justificando bastante vuestra oposición y que habéis aireado suficiente el trapo rojo?”. Pide que todo el mundo cumpla la ley y advierte que la República
“esta perturbada hoy y puesta en peligro por quienes incitan al desorden y a la violencia constantemente como único medio de difundir unas ideas que, sin duda, no tienen otra propaganda posible”. (Muy bien - Aplausos).
El también diputado Radical, Sr. Pérez Madrigal, por su parte, advierte de la cantidad de bancos vacíos y dice; “son el testimonio innegable de que alienta en ese sector de la política española la subversión, porque no se puede hablar de convivencia, de normalidad y de garantías constitucionales cuando el sector más importante de las izquierdas republicanas está en la calle todavía, acompañado de las fuerzas dispersas de la revolución”,
unas minorías que, además, recuerda que no han hecho todavía “una declaración solemne de hallaros lejos de la facción revolucionaria y dispuestos a colaborar en el ámbito legal de la República”;
cree que, ante esta actitud, las minorías gubernamentales tienen derecho “a mantener nuestra posición en defensa del Estado, de la libertad y de la democracia”. (Muy bien). En la siguiente sesión del día 5, se trae a debate el Proyecto de Ley sobre la Emisión de Bonos por las Compañías Ferroviarias; el Sr. Madariaga afirma que la minoría Agraria no lo va a secundar porque los Centros ferroviarios
“son Centros de cotización y agitación al servicio de la revolución, y en sus despachos nuestras voces no tienen eco, porque ello está reservado al socialismo de sus preferencias, y así sucede que, mientras muchos de los hombres que dirigieron o agitaron el movimiento revolucionario de Octubre en los ferrocarriles, en el poco alcance que en éstos tuvo, están en sus puestos, los pobres obreros, los trabajadores anónimos que fueron arrastrados a ese movimiento a ese movimiento, se encuentran en la calle, pasando hambre, sin que su voz demandando el reingreso, previo examen de sus expedientes, sea escuchada”. Tras este corto debate, se inicia la discusión del Proyecto de Ley para reformar la legislación vigente de los Jurados Mixtos; el diputado de la CEDA, Sr. Gallart, habla de los buenos fines que persigue el mismo, como la iniciativa de poner en la presidencia de estos Jurados mixtos a los magistrados y que permitiría la sustitución de las representaciones políticas afines; un Presidente del Jurado que será el representante del Estado en el mismo y sobre el que este deposita toda su confianza. Denuncia también al aumento suntuoso del Presupuesto del Ministerio de Trabajo en los últimos años, un Ministerio que siempre ha estado bajo la sospecha de estar dominado por corrientes del socialismo; así, censura el atasco administrativo que sufrió el Ministerio, con una gran acumulación de expedientes,
“casi todos de materia judicial, que había en el Ministerio de Trabajo al terminar el bienio, en el momento de plenitud socialista, del supuesto paraíso del proletariado”; “no bajaban de 9.000, ¡Nueve mil expedientes detenidos!”,
cuando en la actualidad la cifra apenas llega a los 3.400, un Ministerio que dice trató de hacer de juez “y no supo o no pudo serlo”. El diputado Radical, Sr. Pérez Madrigal, lamenta que los Jurados mixtos no hayan sido una plataforma para el diálogo y si una “trinchera para el combate”, “allí iban los elementos paritarios, los patronos y los obreros, no con el propósito fecundo de coordinar sus intereses antagónicos, sino con el propósito funesto de despedazarse, de anularse, hallando en la ley un cauce, más que para la vitalidad de los elementos de producción, para canalizar y acumular el rencor, hasta que estallase y nos llevase a los días trágicos que hemos vivido”. A su juicio, no tienen ninguna razón de ser los Jurados Mixtos, unos Comités paritarios que dice tienen su origen en una Dictadura y se diseñaron a imagen de otra dictadura como era la italiana, y, así,
“es como los comités paritarios fueron el portillo que abrieron la Dictadura a las legiones del partido socialista obrero español, ecléctico y oportunista, que lo que quería era ir avanzando a tomar posiciones dentro del Estado burgués para hacerle trizas cuando pudiera”;
y añade; “y como la Dictadura no tenía masas y le convenía inteligenciarse con sectores sociales que la apoyaran, el socialismo obrero, si no la apoyaba, no la hostilizaba; la Dictadura en pago fue  creando en el Ministerio de Trabajo, mediante las iniciativas de los sociólogos, que glorificaba el Sr. Gallart, esta burocracia socialista que nos agobia”.
Afirma que antes de la existencia de este Ministerio de Trabajo,
“no ha habido paro obrero ni conflictos de trabajo”, estos, los ha producido y los ha traído el propio Ministerio de Trabajo. A continuación, la minoría de Unión Republicana (UR) defiende una Proposición no de ley para que el Gobierno aclare los términos legales que le han llevado a autorizar la prohibición de realizar propagandas políticas al diputado de IR Sr. Gordón Ordás; el Ministro de la Gobernación, Sr. Portela Valladares, detalla sobre el cómo se llega a esta decisión, cree que, por su persona y por su condición de diputado y ex Ministro, no se puede permitir los excesos verbales en los discursos como el que emitió el Sr. Gordón Ordás en Bilbao, donde entre otras cosas dijo: “hay que buscar el poder en la calle”,
lo que entiende es una invitación a conseguir el Poder por métodos violentos. El Sr. Gil Robles critica la doble vara de medir de la izquierda, recuerda que el señor Casares Quiroga
“me prohibió sesenta y tantos actos, siendo Diputado de las Constituyentes sin que S.S. protestara”. (Muy bien).
El día 9 continua el debate del Proyecto de Ley de los Jurados Mixtos; el diputado de IR Sr. Casas advierte;
“cuanto más desplacéis a la clase obrera de una acción legal del Tribunal arbitral que dirima los conflictos entre el capital y el trabajo, más lanzáis a la clase obrera a una acción revolucionaria”.
Defiende una enmienda solicitando que estos Jurados Mixtos sigan perteneciendo al Ministerio de Trabajo y no sean trasladados a otros Ministerios, enmienda que es aceptada por el Ministro de Trabajo Sr. Salmón. Unos días más tarde, el 12, se trae a la Cámara una Proposición no de ley para evitar los despidos en los arrendamientos rústicos; el diputado de la minoría agraria Sr. Madariaga, afirma; “yo, que he acompañado a los agricultores españoles, a los propietarios desde los primeros momentos, desde el mes de Junio del año 31, pidiendo justicia para sus casos cuando se veían perseguidos, aniquilados, vejados e insultados, y con mi significación obrerista neta que todo el mundo conoce, porque les asistía la razón, no tuve inconveniente en ir al Gobierno Provisional de la República cuando entonces no tenían los agricultores tantos defensores ni tantas Asociaciones como ahora, yo digo que entre esos agricultores, hay muchos propietarios aquí combatidos, ante los cuáles hay que descubrirse, porque son los que a compañeros nuestros, hombres del campo, les han sostenido, arruinándose, estos tres últimos años, por medio de alojamientos y de repartos, y mientras la industria, la banca y el comercio los abandonaron”. (Muy bien – Aplausos).
Lamenta la posición partidista del PNV ya que, en otras ocasiones, cuando ha denunciado estos abusos en provincias como las de Toledo, nunca encontró apoyo alguno en dicha minoría;
“¿Es que estos arrendatarios son de mejor condición, son de mejor madre y de mejor padre que aquellos pobres de la tierra de Toledo, de Malpica, Calera, Gerindote y de otros pueblos, que no tienen más patrimonio que su yuntita y sus aperos de labranza, y que sin embargo, fueron expulsados por el Instituto de la Reforma Agraria, dejándoles en la miseria?”. (Aplausos).
Dice que, en aquellos momentos, nadie se levantó “a secundar la voz de este modesto Diputado que pedía justicia para aquellos campesinos, propietarios de aquellos aperos de labranza y de aquellas yuntitas que eran el instrumento de su trabajo”. Por su parte, el diputado de ERC Sr. Trabal, posiciona a su minoría en favor de la Proposición del Sr. Irazusta; “nuestro partido se ha preocupado siempre esencialmente de restablecer el orden y la paz en el campo”. (Exclamaciones – El Sr. Trías de Bes se levanta y exclama: Decoro, decoro Sr. Trabal).
A continuación, el diputado de IR Sr. Barcia, defiende una Proposición no de ley en la que pide que antes de que se acabe el periodo de sesiones se discuta y resuelva definitivamente el dictamen sobre las acusaciones contra los señores Azaña y Casares Quiroga, cree que es un asunto que debe ser zanjado cuanto antes para salvaguardar la honorabilidad de ambos. El líder del partido Conservador, Sr. Maura, considera que habiendo cometido ya
“la torpeza de llevar esto adelante, lo primero que hace falta es ventilarlo de una vez, que España sepa a qué atenerse, no porque se trate de esta o de la otra persona, sino porque es notorio que en el fondo de todo este asunto no hay más que pasión política, esa pasión política que viene envenenado la vida de España y que mientras dure no habrá modo de que en España se haga nada eficaz”.
Termina la sesión con un corto debate sobre el Proyecto de Ley acerca de las Autorizaciones al Gobierno con la finalidad de restringir los gastos del Estado.
En la sesión del día 16 se prosigue con el debate iniciado en el día de ayer respecto al  Proyecto de Ley sobre las Autorizaciones al Gobierno con la finalidad de restringir los gastos del Estado; el diputado de ERC Sr. Santaló, muestra su disconformidad con que ahora se traiga esta política de restricción del gasto cuando previamente este Gobierno lleva votados
“en poco tiempo 300 millones de pesetas para créditos extraordinarios”; “aun vulnerando la Constitución, este Gobierno o esta coalición gubernamental votó 17 millones para el clero”,
más la dotación
“de 75 millones para una supuesta protección a la Agricultura” a los que hay que añadir los 50 millones de pesetas que dice se regalan a la Compañías ferroviarias
“para que única y exclusivamente tengan los señores accionistas la seguridad de que no les ha de faltar la parte correspondiente de su cupón”.
Todos estos gastos, asegura, son debidos nada más que a intereses particulares y chocan con la legalidad constitucional. Le contesta el Ministro de Hacienda, Sr. Chapaprieta, señala que se ha encontrado que los números del Presupuesto final del año en curso, “presentan un déficit global de 800 millones de pesetas”,
y, ante ello, tenía solo dos opciones; la apuntada por el Sr. Santaló de tratar de corregirlo en la elaboración del Presupuesto del año 36 o intentar durante este segundo trimestre, “reducir los gastos del Presupuesto para aminorar el déficit”,
camino que es el que ha escogido por entender que era mejor y más viable; así, se ha propuesto como meta reducir el déficit a final del presente año en unos 500 millones de pesetas;
“esta ley tiene como finalidad llevar a cabo una reorganización a fondo de la Administración española, suprimiendo lo que haya que suprimir, afecte a quien afecte y toque a quien toque”.
Al día siguiente, el 17, tiene lugar un debate
sobre un incidente en relación a la destitución de Ayuntamientos y su sustitución por Comisiones Gestoras; el diputado de la CEDA, Sr. Molero, afirma que en la sesión de ayer cuando defendía
“el dictamen para prorrogar las elecciones de vocales del Tribunal de Garantías Constitucionales”
(unos vocales que han de ser elegidos por los concejales de los Ayuntamientos), defendió el criterio de que dichos concejales tenían caducado su mandato legal dado que, en estos cinco años de República, no se había formalizado ni una sola convocatoria electoral a elecciones municipales; “pero que además, no era lógico que tratándose de una elección de segundo grado, que tiene, naturalmente, su origen en el sufragio universal, que elige a los compromisarios, que son los concejales, vinieran a ser estos los electores, cuando en una gran parte de los Ayuntamientos de España los concejales de elección popular están suspensos gubernativamente”;
lamenta que, ante esa denuncia que estaba dirigida a los señores Azaña y Casares Quiroga, el Sr. Martínez Barrio se diera por aludido y contestará de forma tan vehemente contra su persona. A tal efecto, recuerda que, en aquellos momentos,
“era
Presidente del Consejo de Ministros D. Manuel Azaña, Ministro de la Gobernación el Sr. Casares Quiroga, desde el 14 de Octubre del año 1931 al 12 de Septiembre de 1933, y durante ese periodo de tiempo afectaron las suspensiones de Ayuntamientos en España al número de 270, equitativamente distribuidas por todas las provincias españolas, con excepción de Burgos y de Soria”.
Las explicaciones no parecen convencer al Sr. Martínez Barrio que, de nuevo, se siente cuestionado y se levanta para defender su decisión de suspender a esos alcaldes y concejales en unos meses en los que
“se celebraron unas elecciones generales y hubo un movimiento insurreccional en España”.
Tras estas manifestaciones, el Sr. Calvo Sotelo toma la palabra para denunciar los distintos sucesos que vienen ocurriendo en la localidad cordobesa de Priego, ciudad natal del Jefe del Estado Sr. Alcalá Zamora; defiende una Proposición no de ley para que el Gobierno tome las medidas oportunas al respecto. Afirma que lo que ocurre en Priego, “rebasa todas las posibilidades normales de violencia de tipo caciquil, precisamente porque Priego es la ciudad cuna del Presidente de la República, del Jefe Supremo del Estado”, lugar donde se están cometiendo todo tipo de atropellos por parte “de antiguos y lealísimos amigos políticos del Sr. Presidente de la República, de la época en que el Sr. Alcalá Zamora no ostentaba la más alta magistratura del Estado”, unos que se llamaban "nicetistas" y dominaron la ciudad políticamente de 1914 a 1923. Afirma que al llegar “las elecciones famosas, célebres e históricas del 12 de Abril, y los hombres que habían gobernado el Municipio de Priego durante 7 años de la Dictadura no habrían cometido atropellos ni realizado tantos abusos cuando obtienen un triunfo formidable en las urnas, en unas elecciones magníficas”,
elecciones en las que no se formaliza protesta alguna y donde obtienen
“16 concejales contra ocho nicetistas”. Toda esa composición salida de las urnas es suspendida y anulada por la decisión del nuevo Gobierno triunfante en esas elecciones municipales del 12 de Abril y por medio de un Decreto del Sr. Maura del 31 de Mayo de 1931, miembro de un Gobierno “en el que, repito, estaba también como digno Consejero de la República el Sr. Martínez Barrio”,
por el que se destituye en masa “a todos los Ayuntamientos monárquicos o no republicanos triunfantes el 12 de Abril”.
Afirma que el Sr. Maura,
“destituye ab irato el Municipio de Priego, con otros varios centenares o millares de toda España, y designa una Comisión Gestora, presidida ciertamente por quien no era concejal, y se realiza así el primero de los actos de carácter gubernativo y antidemocrático que puede apuntar la República en su historia”;
y así, un régimen que nacía de unas elecciones
“puras, evidentemente honestas y honorables, que si fueron timbre de gloria para vosotros lo fueron también para la monarquía, que supo morir con gallardía cívica y electoral que no se puede poner en duda”; a las pocas semanas de su nacimiento se atrevía “a desmochar millares de Ayuntamientos por el delito único de que sus titulares tenían un carácter monárquico o por lo menos no republicano”.
Asegura que las cuentas municipales de la localidad fueron durante la Dictadura rendidas y aprobadas en su momento, no así las de los periodos posteriores al año 30,
“que no se han aprobado todavía por el Tribunal de Cuentas”; un Ayuntamiento que, recuerda, era odiado y vilipendiado en la época la Dictadura y durante la que “se acuerda poner en marcha con subvenciones del Estado, la construcción de un magnífico grupo escolar para seis grados, y este Gobierno republicano, convierte ese grupo escolar en magnífico cuartel de la Guardia Civil”. Critica la gestión de los Ayuntamientos habidos en Priego en los años 30, 31 y 32, “entronizan en Priego una política de verdadera persecución personal”;
cita como ejemplo ilustrativo el que algunos hombres condenados por homicidio,
“a los que se les llama los Mauricios, se les haya conferido el cargo de Guardias Municipales”.
Sin embargo, afirma que tras la segunda vuelta de las elecciones y, una vez constituida la Cámara en 1934, “se reanuda la persecución sañudamente, injustamente, con un tesón de que no hay ejemplo, contra la voluntad de todos, de todos los Gobiernos que de entonces acá han pasado por el banco azul”,
todo ello con el propósito de
“intentar a toda costa la subasta de las fincas embargadas”,
y
sobre las que el Ayuntamiento tiene todos los derechos (habían sido embargadas a concejales que habían desempeñado sus cargos en la Dictadura por las corporaciones republicanas a partir de 1931, tras incoarse irregulares expedientes contra dichos concejales y sobre los que oportunamente refiere y aporta datos el propio Sr. Calvo Sotelo.).
Señala que el pasado día 20 de Febrero, “ha dictado sentencia el Tribunal Contencioso administrativo de Córdoba en este expediente de las 16 subastas, declarando nulo y sin efecto el acuerdo municipal por contener toda clase de vicios de ilegalidad, declarándose no revocado, sino nulo y sin efecto”.
Sin embargo, a pesar de esta sentencia, asegura que el alcalde de Priego prosigue con las subastas. Resultado de todo este proceder, solicita las oportunas explicaciones respecto a quién manda en Priego, quién es el alcalde y si sus raíces
“no están en el pueblo, sino arriba, en la cumbre de la República”;
un alcalde que asegura, además, no puede sustentar legalmente su cargo; “se halla incurso en una manifiesta incompatibilidad, si no estoy mal informado, en cuanto participa en la administración o recaudación de contribuciones de la provincia de Córdoba”. (Aplausos). El diputado centrista Sr. Rubio Chavarri rebate los argumentos del Sr. Calvo Sotelo y niega las acusaciones que ha vertido contra el citado Ayuntamiento; denuncia las condiciones en las que se votó en las elecciones del 12 de Abril en la localidad de Priego donde la mayoría republicana de la comarca podía torcerse “por la influencia del Poder, enemigo naturalmente de la República”.
Así mismo, reconoce que, tras estas elecciones, se comete un acto “que sin duda alguna obedeció a una consideración de alta política y que fue general en todo el país: el de la suspensión de los Ayuntamientos monárquicos, pero fue seguido de unas elecciones inmediatas”,
y
en las que en Priego triunfó la coalición republicano socialista.
El día 20 tiene lugar una intensa sesión donde se trae a escena de nuevo la propuesta de acusación de los señores Azaña y Casares Quiroga; en esta sesión tiene protagonismo el siempre interesante testimonio del Sr. Izquierdo Jiménez, señala que él es y ha sido un republicano de los de siempre;
“histórico, que puso todo su patrimonio y todo su entusiasmo al servicio de lo que no era más que una esperanza antes del 14 de Abril, pero me siento defraudado, traicionado por la actitud que, desde que se proclamó la República, tomó en España el Sr. Azaña, y por eso vengo, no a acusarle, sino a enjuiciarle, con error o con acierto, vosotros lo diréis”.
Cree que de igual modo que el Sr. Azaña defendió el régimen republicano contra aquellos que se alzaron el 10 de Agosto del 32, ahora, los republicanos, tienen el derecho de hacer lo mismo contra el Sr. Azaña y otros dado que, con sus actos, han deslegitimado al propio régimen republicano. Afirma que si el Sr. Azaña se creyó
“en el caso y en el deber de defender a la República enjuiciando de un modo rápido y violento, no quiero decir injusto, a aquellos hombres que se alzaron contra el régimen, ¿cómo vais a negar a los republicanos auténticos e históricos que nos alcemos también ahora a enjuiciarle, estimando noble y honradamente que el mayor perjuicio inferido a la República es precisamente, no diré que la traición, señores de la izquierda, pero si la deserción que hizo el Sr. Azaña de aquellas normas republicanas que se establecieron para hacer posible el advenimiento de la República?”. Lamenta la postura que ha adoptado el Sr. Azaña respecto al Parlamento español, con una posición que califica de despectiva; “la ausencia de hoy del Sr. Azaña es la ratificación, una vez más, de esa posición despectiva, despreciativa, que ha tomado respecto al Parlamento español, de tal forma que, si este cumpliera sus deberes en virtud de acuerdos tomados, lo menos que haría sería conminarle por la persistencia de su ausencia. Conste pues, que no habrá cobardía en aquellos de nosotros para enjuiciarle, que la ausencia suya es deliberada”.
Critica esta postura del Sr. Azaña que, además, entiende responde a una evidente intencionalidad política;
“El Sr. Azaña es un hombre muy sagaz que sabe en qué campo opera, él sabe que lanzando a las masas, desgraciadamente incultas por su condición de humilde, la posición habilidosa de su ausencia cotiza así mejor una posición política que viene esgrimiendo a mi modo de ver, para propulsar una vez más el ambiente revolucionario del país”.
Por ello, afirma que se ve en la obligación de enjuiciarle ante el Parlamento, “porque le considero y le seguiré considerando como el único peligro serio que hay contra la República, porque con la inconsciencia de su posición, está socavando toda la vida económica y espiritual del país”. Habla también del orden jurídico de la acusación;
“nos encontramos con un acta de acusación concreta y categórica, que emana de una multitud de folios instruidos en un proceso regular”,
en el que autoridades de la Justicia española consideran que hay motivos suficientes para dictar responsabilidades acusatorias contra el Sr. Azaña. Muestra su disconformidad con que se considere al Sr. Azaña como la figura más representativa de la República;
“eso es una apostasía y una vileza en labios de quien lo diga. ¿Cómo va a ser la más alta representación de la política republicana siendo así que él se ha incorporado a la República cuando ya se presentía su triunfo y después de pedir los votos clericales en la provincia de Toledo para ser Diputado reformista?”. (Muy bien - Rumores).
Recuerda también la actitud timorata y miedosa del propio Sr. Azaña siempre que hubo que dar la cara por el advenimiento republicano; “un hombre al que no encontramos ningún miembro de Acción Republicana en un día crítico, en que seguramente estaba debajo de la cama, por miedo”. (Grandes rumores y protestas); asegura que lo puede afirmar como miembro
“oficialmente constituyente de la Junta Municipal del partido republicano radical de Madrid, que actuábamos en funciones de revolucionario, a las órdenes directas del supremo”.
Prosigue afirmando que es una falsedad decir “que al enjuiciar al Sr. Azaña se enjuicia a la República”,
cree que se enjuicia
“a un republicano, a un republicano que se incorporó cuando lo estimó oportuno a la República, pero de cuyos sinsabores, de cuyo movimiento revolucionario no participó más que en las postrimerías”.
Concluye su larga y siempre interesante disertación afirmando que el Sr. Azaña desvirtuó por completo el régimen republicano; “la desvió hacia un movimiento subversivo de tipo marxista, del cual yo le sigo considerando al Sr. Azaña el inconfesado jefe”. Desgranaba muy bien el Sr. Izquierdo Jiménez la figura política del Sr. Azaña, sin duda, a mi juicio, uno de los principales culpables de la deriva republicana hacia postulados extremistas y sectarios; si la II República española no fue dirigida ni tuvo intención de ser proyectada para el conjunto de los españoles, una buena parte de culpa hay que imputársela al Sr. Azaña, que pareció olvidar, en estos cinco años, sus postulados liberales que durante los precedentes trató de extender por la geografía española en su tenaz lucha contra la Dictadura y la propia Monarquía; ahora, se echaba en brazos de causas marxistas que muy poco tenían que ver con sus postulados liberales de antaño.
Por su parte, el diputado de la Lliga, Sr. Reig, señala que el estudio detenido de todas las acusaciones que se imputan al Sr. Azaña no son de suficiente peso como para “que la Cámara se decida a mantener una acusación”, unos hechos que
“no tienen absolutamente nada que ver con la Revolución de Octubre” y, más, tras la aprobación de la Ley de Amnistía de Abril del 34, “la Cámara no puede con autoridad moral votar la acusación contra el Sr. Azaña”.
Afirma que el ideal que le inspira para intentar que no se siga adelante con la acusación de la Cámara es un ideal “que no fue compartido por el Gobierno que presidió el Sr. Azaña, puesto que prefirió entregarse a la discordia, a suprimir al adversario, triturarlo antes que vencerlo o convencerlo”;
y así, se pregunta;
“¿vamos a continuar aquel juego trágico de las responsabilidades de los políticos españoles de todo el siglo XIX y casi todo el siglo XX, que cuando vencían querían exigir responsabilidades a los vencidos?”,
sin preocuparse de las consecuencias postreras de todo ello. Al respecto, el diputado Radical Sr. Álvarez Valdés, miembro de la Comisión, asegura;
“ni en la letra ni en el espíritu del proyecto de Amnistía están comprendidos semejantes delitos”.
El diputado de la CEDA Sr. Moutas, agradece el sincero trabajo de la Comisión en este asunto, la colaboración entre todos sus miembros, incluyendo al diputado de IR Sr. Barcia, “que hubo de darnos las gracias por la forma en que nos hemos producido”; una Comisión que dice ha cumplido fielmente con su obligación, abriendo un proceso de investigación tras haber conocido de hechos tan evidentes como la nota emitida por la Dirección general de Seguridad y recogida en el sumario,
“emitida en los tiempos en que era Director general el Sr. Valdivia, protegido del Sr. Azaña (Fuertes rumores), protegido del Sr. Azaña, ingresado en la Dirección general en tiempos del Sr. Azaña”;
una nota donde se recogía “que en el año 34 el Sr. Azaña frecuentó las playas de Asturias en compañía del Sr. Prieto”. El diputado de Izquierda Republicana (IR) Sr. Barcia, por su parte, considera legítimo que todo aquel que crea que hay indicios de delito en las actuaciones de los señores Azaña y Casares Quiroga mantenga la acusación, pero entiende que este proceso que se está debatiendo es fundamentalmente político con el peligro que ello conlleva y dada la dramática situación de enfrentamiento que vive el país. El Sr. Moutas aplaude las palabras del Sr. Barcia, hace incluso referencias amables y de sentido agradecimiento al Sr. Barcia destacando por encima de todo su amistad personal y su rigor, sin embargo, dice que sus argumentaciones no se concuerdan con la defensa que hace de un señor como es Azaña, unas palabras con “afán nobilísimo” que son todo un contraste con las que hace poco ha manifestado el Sr. Azaña, “en un célebre discurso, célebre por lo lamentable, en que aún amenazó con que, si vuelve a gobernar, el bienio quedará pálido”. (Muy bien, aplausos. Protestas en los grupos de izquierda). Tras este debate, se presenta el polémico
Proyecto de la modificación de la Ley de la Reforma agraria, el diputado de la minoría de Renovación Española Sr. Honorio Maura, considera
“absurda y antipatriótica la medida que se tomó en el año 32 contra la grandeza de España”; “absurda por dirigirse injustamente a una clase que no estuvo poco ni mucho comprometida en el movimiento que se trataba de castigar, y antipatriótica porque supone la ruina de la riqueza rústica de España”;
así, muestra su rechazo a una Ley agraria que fomentaba situaciones como las expropiaciones sin indemnización. El diputado de la CEDA, Sr. Alcalá Espinosa, dice que en el primitivo Proyecto de la Ley de la Reforma agraria, “que
estuvo a punto de llevarse a la Gaceta por el Gobierno Provisional, estaba la idea, que alimentaban algunos de los componentes de aquel Gobierno y siento por muchas razones que no se encuentren en la Cámara, de que, tan pronto como se proclamase la República, los campesinos españoles invadirían las fincas”,
una sublevación de campesinos que no se produjo, finalmente, porque la llegada de la República no se hizo de forma revolucionaria tal y como pretendían. Contra la utópica Reforma agraria señala que destaca el actual Proyecto por su afán de crear nuevos propietarios y su decidido propósito de acabar con las expropiaciones sin indemnización.
Día 23 de Julio, se discute de nuevo el Proyecto de Ley referente a la modificación de la ley de la Reforma agraria; el ahora Ministro de Marina Sr. Royo Villanova, afirma que vienen a restablecer el estatuto jurídico del 14 de Abril, “que hablaba de expropiaciones con indemnización, por ello afirma que
la Constitución está en contra del Estatuto del 14 de Abril. Este Gobierno defiende la República del 14 de Abril. Esa es la República que votó el país, de modo que la Constitución fue una defraudación a la soberanía nacional”. (Fuertes rumores y protestas). Señala que eso es lo que siempre ha defendido el partido agrario; “veníamos a restablecer el sentido de la República del 14 de Abril y el Estatuto jurídico del 14 de Abril”. Así, la minoría Agraria, seguía posicionándose y apostando por el principio de la República liberal y democrática dirigida para todos, un principio que fue el ideario con el que advino y el que provocó que amplios sectores de la sociedad, incluido una buena parte del Clero y de la propia burguesía, vieran con buenos ojos el advenimiento del régimen republicano. A continuación, el diputado de la CEDA, Sr. Daza, destaca dos de las principales novedades del Proyecto; “lo que contiene de tasación pericial contradictoria como medio de la valoración de las fincas y el pago al titular expropiado”, cree que esta reforma es una obra nacional, y, por tanto,
“toda la Nación debe pagar las consecuencias de la reforma agraria”. Considera que debe ser el Estado “el organismo jurídico y económico de la Nación, es el que ha de detraer de la fortuna privada de cada uno de sus ciudadanos la cantidad necesaria en proporción de su riqueza para distribuirla después entre los necesitados, es decir, haciendo una verdadera obra de justicia social”.
Otro acierto entiende que es el dar preferencia al arrendatario,
“dar preferencia especial para ocupar la finca que se expropia al colono que la cultiva”,
que ya la cultivaba para, de este modo, no ofrecérsela a los nuevos colonos como se hacía antes en la anterior Ley de Reforma. Contra todo ello iba a alzar su más decidida y enérgica protesta el diputado de Alianza Republicana (AR) Sr. Sánchez Albornoz, afirma que nunca imaginó encontrarse con un proyecto de Ley como el que hoy se discute;
“corresponde a las izquierdas poner el pie en el acelerador, empujar la máquina del Estado hacia el mañana, y a las derechas, frenar, hacer altos en la marcha, pero no dar marcha atrás”,
cree que esto es lo que representa el actual Proyecto de Ley, que es en sí, un intento “de anulación de la ley agraria”.
Considera que es inviable por tratar de tasar en el justo precio al que vende la finca;
“Tendremos que arbitrar fondos necesarios para comprar, en su justo valor, media España”.
Muestra también su firme rechazo a que los Grandes de España puedan disfrutar de ventajas y que tengan que ser indemnizados;
“por mercedes de los reyes, por servicios personales, no por servicios al país”; tierras que eran donadas “por mercedes de los reyes, de las que protestaron constantemente las Cortes que nos han precedido, las Cortes de Castilla”, las cuáles suponían, “la excepción tributaria de un tercio de España, porque las tierras que se donaban a los Grandes no pagaban pecho, y a consecuencia de esas mercedes enriqueñas, recaía sobre los villanos de Castilla toda la carga del erario español”. Afirma que también son unas tierras que se han transmitido de generación en generación, “a título gratuito y se han disfrutado sin pagar impuestos, y va a ser una Cámara burguesa, porque no veo aquí Grandes de España, a lo más a algún noble de segunda fila, la que va a regalar, por segunda vez, a esos Grandes de España las tierras que les regalaron ya lo monarcas de Castilla hace cientos de años”. Recuerda como ya en su momento, las Cortes de Cádiz, abolieron los derechos feudales de los Grandes señores, desde entonces, “no se indemnizó jamás a esos nobles al abolirles sus derechos feudales”. Advierte amenazante que tan convencidos están de esa obra de las Constituyentes que no van a respetar lo que salga de este Proyecto; “cualquiera que sea vuestro acuerdo no lo respetaremos, ni respetaremos los derechos adquiridos a la sombra de vuestro acuerdo”. De nuevo, el rechazo más absoluto y rotundo era la respuesta de las oposiciones de las izquierdas parlamentarias. Tras él, el diputado de Falange Sr. Primo de Rivera, cree que este tipo de grandes Proyectos,
“probablemente solo se puede realizar en coyunturas revolucionarias y que fue una de las empresas que vosotros desperdiciasteis en vuestro tiempo”. (El Sr. Guerra del Río: Exacto). Afirma que la reforma agraria exige que antes se lleve a cabo “una reorganización económica del suelo español”,
ya que es
un suelo que no es todo cultivable, “hay territorios inmensos del suelo español donde lo mismo el ser colono que el ser propietario pequeño, equivale a perpetuar la miseria de la que ni los padres, ni los hijos ni los nietos se verán redimidos nunca”,
cree que tener en esas tierras a esas familias, “es condenarlos para siempre a una miseria que se extenderá a sus descendientes”.
Critica la parquedad de la dotación presupuestaria destinada a la reforma agraria, solo 50 millones de pesetas; calcula un territorio de 8 o 10 millones de hectáreas las necesarias para que sea eficiente, por lo que su coste sería de unos 8 mil millones de pesetas, así, con los 50 millones de pesetas por año afirma; “tardaremos 160 años en hacer la reforma agraria”. Por ello, señala que hay que hacerla de manera urgente,
“aunque el golpe les coja y sea un poco injusto, a los propietarios terratenientes actuales, hay que hacerla subestimando el valor económico como se ha subestimado el valor jurídico”, “vuestra revolución del año 31 pudo hacer y debió hacer todas estas cosas”. (Asentimiento). También cree un error proceder a la expropiación sin indemnización a todos los Grandes de España, “no todos los grandes de España están tan faltos de servicios a la Patria”, un parecer que dice compartir con el Sr. Sánchez Albornoz, el cual, defiende la obra Patria realizada por el Duque de Alba.
Un día más tarde, el 24, tiene lugar una dura y polémica sesión al respecto del debate del Proyecto de la modificación de la Ley de la Reforma Agraria;
el diputado de la Lliga Sr. Florensa, muestra su posición favorable; habla desde su experiencia como propietario y labrador del campo, así, defiende la obra del buen propietario; él mismo se pone como ejemplo de buen administrador ya que del campo vive y no tiene problemas con aquellos con los que trabaja; “el hombre que tiene mucha tierra y la administra bien, que nivela, que planta y que construye, es un benemérito de la Patria”. (Muy bien). Pide que se den tierras a aquellas personas que de verdad quieren trabajarlas; igualmente, critica la obra del pasado bienio;
“en mi propia casa había gentes que estaban muy conformes en comprar tierras a tan bajo precio y en las condiciones referidas; pero cuando S.S. y sus amigos vinieron, dijeron: Ya no queremos comprar nada, porque nos lo van a regalar”. (Aplausos). Toma a continuación el testigo de la palabra el Ministro de Agricultura, Sr. Velayos, que recoge todos los argumentos anteriores sobre el Proyecto. Interesante y sin duda reveladora intervención del Ministro, intervención donde lanza duras críticas a la Ley de la Reforma agraria del pasado bienio; “aquella ley ha llevado la anarquía, la ruina al campo, que la propiedad esta desvalorizada”.
Afirma que uno de los fundamentos del Proyecto es convertir a los campesinos en propietarios y hacerlo por el camino legal, refiere que en la anterior Ley de Reforma agraria se pisoteaban y vulneraban muchos preceptos constitucionales;
“que nosotros, republicanos, demócratas y liberales, queremos mantener en toda su pureza”.
Recuerda que en la Constitución hay un precepto que deja claro
“que
no se llegará a la expropiación sin indemnización más que previa una declaración de necesidad social”
y donde también se prohíbe la confiscación, unos preceptos que han sido claramente violados por la Ley de Reforma agraria del 32. Igualmente, recuerda como la situación degeneró en un punto sin retorno tras los sucesos del 10 de Agosto de aquel año, cuando dos días después se presentaba en el Congreso un Proyecto de Ley “llamado de encartados”. Lamenta que el Sr. Sánchez Albornoz no se levantará en su momento ni una sola vez a protestar contra la injusta expropiación sin indemnización a los Grandes de España cuando se discutió el Proyecto de Ley, en una discusión donde permaneció tres meses callado, “sin haberse levantado a sostener que era forzoso expropiar a los Grandes de España sin indemnización”,
una medida que salió adelante, entre otras cosas, por la posición favorable que sostuvo y mantuvo el Sr. Azaña, del que rememora alguna de sus citas al respecto:
“efectivamente, la medida no era de justicia, pero había que dar una satisfacción a la conciencia republicana, que había que defender a la República y que andaba por ahí una clase de España que era enemiga de ella, a la cual había que despojar de sus bienes para combatirla, porque estábamos en pie de guerra”; el Sr. Velayos por el contrario dice; “Nosotros estamos en pie de paz”; asegura que “por virtud de ese discurso”, con un criterio ciertamente revolucionario, “se expropiaron esos bienes”.
Se congratula de que casi todos los oradores del actual Proyecto se hayan posicionado a favor de la indemnización en la expropiación, separándoles, exclusivamente, la cuantía y el modo de percibir las cantidades que deben ser otorgadas. Se muestra a favor de dar la tierra a quien tiene capacidades para trabajarla, algo que no se hacía en la Ley de la Reforma agraria; “daba la tierra a quien casi nunca la había labrado, daba la tierra a los jornaleros, y en la denominación de jornaleros entraban tantos, que se daba y se está dando el caso de que se ha asentado en algunos cotos a personas que no habían jamás trabajado el campo”.
Señala que ellos no respetan “esos privilegios, esas diferencias, y en nuestra ley se dice que el único que puede tenerlos es aquel que se llama por unos gestor,  y por otros labrador capacitado, que es que cultiva la tierra, que es el propio arrendatario de ella, el que sobre la tierra ha estado todos estos años”,
el cual, por su dedicación y experiencia,
“podrá lograr de la tierra el fruto que necesita”; un asentado del que esperan que sea el propietario de la tierra; “bien porque compre la tierra en los plazos que se determinen, o bien porque sobre ella se revise un censo”. Censura también el carácter socializante de la anterior Ley de la Reforma agraria; “despojaba de los bienes a quienes eran sus legítimos propietarios, no para entregárselos a otros en calidad de propietarios, para hacerlos propietarios, no, sino que de aquellas tierras se despojaba a sus dueños para entregárselas al Estado, y el Estado, que siempre había venido diciendo, a través de aquel Gobierno, que la tierra no podía haber sido instrumento de renta, recibía esas tierras, según la ley del 32, para entregárselas a los asentados, a los cuáles cobra renta, es decir, que infringía el principio que había orientado la reforma”. Considera que así no le interesaba hacer propietarios; “lo que le interesaba era destruirlos”,
“lo que hacía era despojar de la tierra a los propietarios, única y exclusivamente para que dejaran de serlo, pero sin crear otros nuevos, haciendo jornaleros, haciendo esclavos en esa tierra, porque sabían los socialistas que el instrumento de dominación más
poderoso para ellos tenía que ser
la
posesión de la tierra”.
Se pregunta que habrá pasado en los últimos tres años para que haya un montón de propietarios haciendo cola o vayan a formar cola frente al Ministerio “para vender sus tierras por un precio justo”, “¡como estaría la propiedad cuando para venderla a precio justo van a acudir atropelladamente los propietarios!”,
lo que es una evidencia más de la desvalorización que ha sufrido la tierra en estos años. Palabras muy definitorias y clarificadoras de lo que sería el Proyecto, el estatismo social iba a ser eliminado de las relaciones entre el arrendatario y la tierra, a este, se le iba a permitir ser propietario de la misma sin tener que dar cuentas al Estado; el carácter socializante de la Ley quedaba así desvirtuado fomentando a su vez la creación de propietarios libres que tuvieran el carácter y la condición indispensables para trabajar la tierra, cultivadores, labradores, en definitiva, trabajadores del campo que, conocedores de su labor, podrían hacer suya como causa nacional el desempeño de su trabajo en el campo. Bien es verdad que el Proyecto tenía muy difícil conseguir lo que se proponía, estaba lleno de buenos propósitos pero las posibilidades de éxito eran mínimas, y es que la cantidad destinada, 50 millones de pesetas, era muy poco incentivo para llevar a cabo un verdadero y profundo cambio en el campo y casi lo condenaban al fracaso desde su inicio. Además, la perdida de ese matiz socializante y el derecho a una justa indemnización, iba a desencadenar furibundas críticas en las izquierdas parlamentarias en las siguientes sesiones.
Tras el brillante discurso del Ministro de la minoría Agraria Sr. Velayos, el diputado de la CEDA Sr. Alcalá Espinosa, vierte nuevas críticas a la Reforma agraria del bienio; cree que la Reforma agraria se hizo porque se pensó que una vez proclamada la República, “los campesinos españoles se alzarían en armas, se apoderarían de la propiedad, consumarían el hecho de la ocupación, y entonces, en lo que habría de pensar era en darle forma jurídica a este fenómeno social que se habría producido  previamente. Si este fenómeno no se producía, la Reforma agraria, tal como la concibieron las Cortes Constituyentes, no tenía realidad ni aplicación posibles”, afirma que el fenómeno social no se produjo “y la República española está con la terrible indigestión de una Revolución que no ha existido y sobre la cual giran discursos, intervenciones y leyes que, naturalmente, no responden a la realidad social”.
Respecto a los sucesos del 10 de Agosto del 32, cree que el Sr. Azaña se aprovechó de ellos para triturar a los tres soportes de la Monarquía; “la Iglesia, el Ejército y los Terratenientes”. Llegaba después el turno de las izquierdas en la voz del Sr. Sánchez Albornoz, se levanta afirmando que está cansado de oír hablar en la Cámara sobre la revalorización de la tierra, entiende que la República debe tener otra misión
“que revalorizar las tierras a los grandes terratenientes españoles”. (Rumores);
“nuestra República tiene que cuidar con mayor interés aún que la economía rural española, de los altos intereses intelectuales del país”. (Rumores), en relación a la sufrida situación en que se encuentra muchos de los intelectuales de España, como los señores Unamuno, Ortega y Gasset, Cabrera y otros. Alaba las palabras del diputado de Falange, Sr. Primo de Rivera, emitidas en la sesión de ayer, incluso le augura un buen futuro,
“por su talento, por su espíritu liberal, a pesar de todo, liberal a la moderna”. (Más rumores).
Cree que con 50 millones de pesetas no se puede hacer absolutamente nada,
“que es precisamente lo que pretendéis, que no se haga nada”.
Afirma que, si la Cámara española aprueba este Proyecto, “llegará un día, yo seré el primero en lamentarlo, aunque no tenga culpa alguna en el suceso, en que veremos arder lo que no ardió el 14 de Abril”. (Rumores).
Cree estar en el convencimiento de que con todo esto se va infringir un enorme golpe a la República;
“más aún, estáis preparando un trágico mañana para España. ¡Allá vuestra conciencia!”. (Aplausos y protestas).
Las advertencias se iban hacer efectivas cuando al día siguiente, el 25, las izquierdas parlamentarias abandonaban sus escaños mostrando su frontal rechazo al Proyecto; el propio Sr. Sánchez Albornoz era el encargado de anunciarlo en el salón plenario ante la imposibilidad de encontrar puntos en común con la mayoría parlamentaria para modificarlo y tras, apenas, dos días de discusión. El Sr. Gil Robles, por su parte, lamenta la actitud de las izquierdas, pero advierte que esta medida de presión no les va hacer cambiar de criterio; “nuestra conciencia es suficientemente fuerte para que sustituya a vuestros ataques y a vuestras observaciones”.
El diputado del partido Conservador Sr. Maura, se levanta con la intención de implorar a las izquierdas que mediten bien la decisión que van a tomar por entender que esto va a suponer un nuevo golpe a la ya deteriorada convivencia social del país; dice que así no se puede continuar; “sabéis que la República así no puede vivir, que así no se consolida la República, que así hacemos la vida tan insoportable a los españoles que llegará un día en que renegarán de nosotros”, “no hagáis eso, yo os lo suplico”. Espera la reflexión serena de unos y de otros para evitar “un desastre para todos nosotros y para el régimen”. Por su parte, el diputado Radical, Sr. Iglesias Ambrosio, dice que en nombre de los principios republicanos no se puede sostener el mantener un castigo sobre unos hombres que sufrieron las consecuencias de una arbitraria Ley tras los sucesos del 10 de Agosto del 32 y por la cual, “se pretende mantener un castigo, imponer por medio de una coacción, pretendidamente doctrinal, la fuerza y la violencia del Poder contra unos hombres que han sido amnistiados por este mismo Parlamento”. Tras él, tomaba la palabra el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell; afirma que no le parece una decisión justificada la adoptada por las minorías de izquierda, tomando como fundamento de su oposición una única cuestión, la indemnización que se concede a los grandes de España,
“por sus tierras y la cuantía o la forma como se indemniza las otras tierras que son expropiadas para llevar a cabo la Reforma agraria”.
Critica además que esta actitud de las izquierdas haya venido con una declaración parlamentaria,
“que constituye para una gran parte de propietarios españoles una amenaza, que no es otra cosa el anuncio de la actuación futura”. (Muy bien), dejando así un ambiente de amenaza para que “cuando llegue el momento de vuestro triunfo obligaréis a restituir total o parcialmente las indemnizaciones que se hayan pagado en virtud de una ley votada en el Parlamento”. (Muy bien). Estima que, con todo ello, “hacéis un gravísimo daño a esta obra de convivencia que todos decimos que queremos sostener y defender”. Tras unas palabras del Sr. Gil Robles y en las que decía recoger el guante lanzado por el Sr. Maura en su ruego de buscar puentes de entendimiento y concordia, advierte que lo que no puede hacer es abdicar “de sus deberes más fundamentales”. Tras ello, las izquierdas cumplen su amenaza y abandonan el salón.
Las sesiones del mes concluyen el día 26 de Julio, en esta sesión, se trae a escena el caso Nombela, una de los dos casos de corrupción en los que el partido Radical se vería envuelto y que harían precipitar la caída gubernamental y el fin de la legislatura; una caída deseada por muchos y que aprovecharían para, en estos casos de pequeño calado, más de índole moral y ético y, por tanto, de escaso recorrido jurídico, dar la estocada definitiva al bienio del centro derecha. El caso Nombela tiene su presentación en la Cámara con una Proposición no de Ley defendida por el diputado conservador Sr. Cano López, en la que refiere
“a ciertas acusaciones de inmoralidad que se atribuyen a determinadas personalidades afectas a la Presidencia del Consejo de Ministros”; una Proposición firmada por diversas minorías; Tradicionalistas, Renovación Española o el  PNV solicitan aclarar ciertas supuestas irregularidades respecto al pago de indemnizaciones con cargo al Tesoro Colonial propiciando a que se atribuyan graves imputaciones que rozan la honorabilidad de altos funcionarios de la Presidencia del Congreso; hacen hincapié en que se traigan los expedientes y que todo ello sea debidamente aclarado ante el Parlamento. Se habla también de la ilegalidad en la destitución de dos altos funcionarios, los señores Nombela y Castro, decretada por el Consejo de Ministros y revocando una orden por un Decreto del mismo Jefe del Estado, a su juicio, un anticonstitucional proceder y que debe ser convenientemente aclarado.  El Sr. Gil Robles es el encargado de explicar todos los pormenores de lo que se ha ido haciendo desde el Consejo de Ministros al respecto; habla así de la Ponencia de tres Ministros creada para estudiar todo el expediente, Ponencia de la cual él formó parte junto a los señores Martínez de Velasco y Royo Villanova. Justifica las decisiones tomadas por el Consejo al respecto salvaguardando decidida y enérgicamente la honorabilidad de sus miembros, si bien, reconoce que de todos los expedientes de liquidación relativa a la indemnización, falta el primero de ellos; por ello, es partidario de ir al fondo de la cuestión, “para saber cuáles son los funcionarios responsables”; afirma que si el Sr. Cano López “encuentra algunos cargos que hacer a determinadas personalidades políticas o altos funcionarios de la Presidencia del Consejo de Ministros”, este es el instante para hacerlo. Por su parte, el Sr. Cano López agradece la explicación detallada del Sr. Gil Robles, aun así, advierte que, a su juicio, “ha habido anormalidades administrativas, que vale la pena que sean esclarecidas”, por lo que queda a la espera de las respectivas aclaraciones gubernamentales. Tras este debate, se discute de nuevo el Proyecto de Ley de las modificación de la Ley de la Reforma agraria; el miembro de la Comisión Sr. Álvarez Valdés, pide que, a través de este Proyecto, se favorezca la creación de pequeños propietarios; señala que ahora que han abandonado los bancos las izquierdas se debe demostrar que ellos no hacen política de clase favoreciendo a unos o a otros, haciendo “surgir legiones de pequeños propietarios”, y para así demostrar “que no hemos venido a hacer una labor parcial, una labor de secta, sino a realizar una labor de fines sociales, en favor de la economía española y de toda la sociedad española”. (Muy bien - Aplausos). Las derechas se felicitan por las facilidades que se daban a los colonos en su acceso a la propiedad; el ejemplo era el Sr. Lamamie de Clairac, que se congratula por la aprobación de este precepto que entiende va a llevar “una mayor tranquilidad a la propiedad y a las relaciones entre propietarios y colonos”. El Proyecto, sin la oposición de izquierdas presente, es finalmente aprobado por la mayoría de la Cámara.
OCTUBRE 1935
 
Tras el parón estival tiene lugar el día 24 de Septiembre una nueva crisis ministerial. Se presenta así, en este mes, un nuevo Gabinete presidido por el republicano independiente, Sr. Chapaprieta. Las ya conocidas y, cada vez más frecuentes, injerencias en sus atribuciones presidenciales del Sr. Alcalá Zamora, alcanzan en este mes su máximo exponente; planteada la crisis, con un partido Radical cada vez más  señalado por las oposiciones y la opinión pública ante la inminente llegada al Parlamento de los dos casos de corrupción (Straperlo y Nombela), el Presidente de la República trataba de sacar provecho de la coyuntura que se le presentaba para dar un nuevo y forzado giro a la formación del próximo Gabinete; así, en un primer momento, ideó incluir en el mismo a elementos socialistas que no habían participado en la revolución; posteriormente, tanteó la posibilidad de introducir  a elementos que no habían obtenido acta de diputado, como era el caso del Sr. Sánchez Román; unas apetencias puramente personales alejadas del verdadero espíritu y sentir de la soberanía nacional. Finalmente, se vio en la tesitura de continuar con un Gobierno de similares características al anterior, introduciendo ahora, en un nuevo y estéril intento de ampliar la base republicana del mismo, a un miembro de la Lliga, el Sr. Rahola y, ofreciendo la presidencia, a un republicano independiente sin pertenencia a ninguna de las grandes minorías de la Cámara, el Sr. Chapaprieta; tras ello, escondía un penúltimo intento de no dar más cotas de Poder al líder del partido que más apoyo electoral había obtenido en las últimas elecciones de Noviembre del 33, el Sr. Gil Robles. En los últimos días de mes, tendría lugar una nueva crisis gubernamental al estallar, en toda su magnitud, el escándalo del Straperlo; los partidarios de la disolución de las Cortes iban a ver con ello la ocasión propicia para acelerar el camino de la tan deseada disolución.
El día 1 tiene lugar la presentación del nuevo Gobierno presidido por el Sr. Chapaprieta, un Gobierno que trae como novedades más significativas los nombramientos del Sr. Lerroux como Ministro de Guerra, Gil Robles de Marina, Pedro Rahola de la Gobernación, Federico Salmón de Agricultura, Martínez de Velasco de Industria y Comercio. El nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Chapaprieta, anuncia la obra continuadora del anterior Gobierno, un programa de marcado tinte económico; como principal novedad advierte de la inclusión de la Lliga regionalista (Sr Rahola), con el propósito de aumentar la mayoría parlamentaria dentro del Gabinete. A continuación, el diputado agrario Sr. Royo Villanova, trata de explicar su dimisión relacionándola con su postura contraria, precisamente, a la inclusión en el Gobierno de la Lliga, advierte del peligro de esta circunstancia; cree que el Sr. Cambo nunca va a cejar en su empeño de restablecer el Estatuto queriendo hacer ver que nada hubiera pasado en el Octubre del pasado año. Relata los sucesos que provocaron su dimisión, en concreto, por un Decreto publicado en La Gaceta el pasado 8 de Septiembre y referido a los traspasos de puertos marítimos para que estos sean administrados por la Generalidad y no por el Estado, un Decreto sobre el que ni siquiera fue consultado. Por ello, reitera el peligro que supone el Sr. Cambo para el Estado;
“El Sr. Cambó es un hombre inteligentísimo y peligrosísimo por su talento, he dicho muchas veces, y lo repito ahora, que tengo mucho más miedo al Sr. Cambó que a toda la Ezquerra”;
cree que en todo lo concerniente al citado Decreto de Septiembre está la sombra del Sr. Cambo que,, con suma habilidad “ha engañado al Sr. Lerroux”, como engañó en su momento a Maura, Canalejas, Salmerón, Alcalá Zamora, “a Azaña y ha engañado a todos”. (Risas). Dice no entender que, durante la crisis y tras su dimisión, el Sr. Lerroux dejará de ser Presidente del Consejo de Ministros, parlamentariamente cree que no puede ser justificable dada la mayoría de apoyos que le sustentaba; “el Gobierno tenía mayoría, el Sr. Lerroux no debió presentar la dimisión”; así, espera que el Sr. Chapaprieta ofrezca alguna explicación de la dimisión de “su amigo” de hace más de cuarenta años; “algún elemento extraño al Parlamento le ha destituido”. (Rumores). (Recordemos que el caso Straperlo ya coleaba en el ambiente político). Por su parte, el Sr. Calvo Sotelo, critica que con esta sean ya 14 las crisis ministeriales en poco más de 4 años de régimen; comparte el criterio del Sr. Royo Villanova respecto a la Lliga del Sr. Cambo; “por su inteligencia, es mucho más peligrosa, comparto el criterio, que la Esquerra y cien Esquerras catalanas”. (Rumores).
A continuación, desea dar su opinión sobre las notas presidenciales tras la pasada crisis, unas notas explicativas emanadas de la soberanía nacional, del pueblo, y encarnada en la figura del Jefe del Estado, unas notas que advierte no se producían cuando estaba la Monarquía parlamentaria; así, afirma que el actual Jefe del Estado, solo dispone de esa soberanía en el momento en que disuelve el Parlamento; “fuera de este minuto, el Jefe del Estado de la República no posee soberanía, es mera magistratura, personificación de la Nación”. Se muestra muy crítico con el hecho de que, en la primera nota, se defendiera la formación de un Gobierno con la inclusión de elementos socialistas que no se hubieran adherido a la revolución y que, en la segunda, habiendo solicitado un Gobierno de Concentración para ampliar la base parlamentaria y, aún fracasado la propuesta, se contentase luego con formar un Gobierno
“menos amplio a su obra, y con apoyo de las Cortes, ya que no mejore, de ningún modo agrave la infortunada tirantez de la vida española”.
Por ello, afirma; “sois un Gobierno con una confianza precaria”,
encargado de no agravar más
“la infortunada tirantez en que actualmente vive España”,
como si no hubiera otra salida ni remedio para la formación de Gobierno en las circunstancias actuales. Señala que es muy grave que el Jefe del Estado tenga que razonar la no disolución de un Parlamento, “como nadie razona el no divorcio”; “razonar la no disolución de una Cámara cuando no se alegan motivos fundados en la capacidad de esta Cámara es atentar al prestigio de la misma”, una nota en la que se dice: “una preocupación, aconseja evitar, eludir, retardar, mientras con menor daño sea
posible,
una convocatoria de elecciones que pudiera ser incentivo nuevo de discordia”.
Denuncia que en el cambalache de movimientos para el encargo presidencial se ha llamado, incluso,
“a personajes políticos que ni siquiera tienen acta y que, además, fueron abatidos en las elecciones de 1933”,
entre los que estaría el Sr. Sánchez Román. Así, hace visible su desacuerdo; “no se ha disuelto ahora la Cámara española no porque el Parlamento llene su función con prestigio, no porque el Parlamento, a juicio del más alto magistrado de la Nación, responda a las exigencias del país y a las conveniencias políticas del momento, no, no se ha disuelto el Parlamento porque, con ser un daño el Parlamento y su continuación, es un daño menor al que produciría la convocatoria de unas elecciones en estos momentos”. (Muy bien). A su juicio, es un error postergar más la convocatoria electoral; “cuanto más tiempo transcurra para la apelación al sufragio, si siguen gobernando los elementos de la derecha que hoy gobiernan, forzados a constreñir sus aspiraciones y su capacidad de mando por el círculo de hierro que les rodea, será quizá más inmensa la desgracia para España”. Ante todo ello, cree que no deben consentir “que la disolución del Parlamento se convierta en grito de júbilo y de guerra de las izquierdas", "a mí me asombra que ciertas derechas se manifiesten encogidas y fluctuantes y vacilen y reculen cuando se habla de disolución, me parece esto una falta de tacto político insuperable”,
dice hablar en nombre de una parte de esas derechas y por ello afirma; “no tememos la disolución porque estamos persuadidos de que las primeras elecciones que se verifiquen en España han de ser una batalla suprema, no entre dos partidos, no entre dos idearios estrechos y mezquinos, sino sencillamente entre el ser y no ser, entre la España y la anti España, entre la revolución y la contrarrevolución”,
entre lo que sería el orden y el desorden. Censura que el Poder Presidencial este degenerando “en un Poder personal”, con invasiones jurisdiccionales constantes, para razonarlo, expone algunos casos reveladores, como el hecho de que, a día de hoy,
“no ha sido llamado a formar Gobierno D. José María Gil Robles, jefe de la Ceda, el partido más numeroso de esta Cámara”, recuerda que la habitual costumbre parlamentaria internacional es que, al constituirse una Cámara la Jefatura del Gobierno,
“corresponde siempre al Jefe del grupo más numeroso”,
a su modo de ver,
no hacerlo así “es hollar el fuero parlamentario”; no entiende como a estas alturas no se ha llamado al Sr. Gil Robles cuando ya lo han sido los señores Lerroux o el mismo Martínez de Velasco,
“que declinó el encargo hace unos cuantos meses”; cree que es una muestra más que ilustrativa de esta invasión presidencial dirigida contra la mayoría parlamentaria actual. Otro ejemplo de estas invasiones en las atribuciones presidenciales refiere que es el caso del indulto del Sr. Farrás, un indulto que se efectuó
“contra el dictamen del Tribunal Supremo y contra la voluntad del propio Gobierno”.
Así mismo, denuncia que en muchas ocasiones se han nombrado Ministros sin que estos hayan sido propuestos por el Presidente del Consejo de Ministros, como dice la Constitución que debe hacerse;
“yo afirmo por mi honor, y nadie me podrá contradecir, que ha habido Ministros nombrados por el Presidente de la República con la complicidad del Consejo, sin que este hubiera llevado a su propuesta”.
De este modo, cree que el centro de gravedad de la política española “ que con arreglo a la Constitución es el Parlamento, se ha trasladado a la Presidencia de la República”.
Vuelve a parafrasear unas palabras recientes del Sr. Sánchez Román, situación que aprovecha para realizar ciertos comentarios irónicos por su supuesta consulta a palacio para ser embestido Presidente del Consejo sin tener, siquiera, representación parlamentaria, unas palabras en las que decía “que
era preciso formar un Gobierno que venga a situarse entre los beligerantes”;
señala que de esta forma, llamaba beligerantes “a los revolucionarios y a los contrarrevolucionarios, a la rebeldía y al Estado, al desorden y al orden”,
una opinión que califica de monstruosa por parte
“de nada menos, que el pontífice máximo de la juricidad utilitaria española”. (Fuertes rumores y risas); afirma que la neutralidad
“ante la revolución es ya revolución. Entre la revolución y la contrarrevolución no hay medias tintas posibles”; y añade, “el que no está contra la revolución está con la revolución” (Muy bien);
le preocupa que esa peligrosa doctrina haya hecho presa “en las más altas y cimeras cumbres del Estado”,
y que siendo así, el Poder presidencial haya adoptado “ese patrón de la neutralidad frente a la revolución”, “no siente la revolución, pero tampoco siente la contrarrevolución, y esto es facilitar el paso a la revolución”.
Acusa al Poder Presidencial de “ser víctima de ese influjo liberaloide, de esa psicosis creada en el ambiente nacional, en gran parte por la actuación directa de políticos tan significados como los señores Azaña y Sánchez Román, el Jefe del Estado no siente la contrarrevolución”. Advierte que a un año vista de los sucesos revolucionarios de Octubre, “el morbo marxista y el separatista están más vivos que hace un año”,
ante ello, cree que es necesario una autoridad indiscutible, una ley suprema, algo que dice no sucede, sino al contrario; el Jefe del Estado, “ni tiene autoridad suprema en la ley, porque está subordinado al Poder parlamentario, ni autoridad indiscutida en su ejercicio, porque se le puede discutir, ni autoridad indiscutible en su origen, porque cabe también discutirla”. (Aplausos).
Un día después, en la sesión del día 2, continua el debate político respecto a la investidura del nuevo ejecutivo; tras una intervención del diputado comunista Sr. Cayetano Bolívar que, con su ya conocido proceder, denuncia el “fascismo” del Gobierno y solicita la formación de un Frente antifascista (ocasión que aprovecha para proferir diversas alabanzas al régimen dictatorial soviético), el diputado cedista, Sr. Ruiz Alonso, critica la vehemencia de la Presidencia para con este habitual proceder del señor Bolívar, considera que si lo que dice el referido diputado no saliera del Parlamento, “yo sería el primero en sonreír como sonríe la mayoría de los Diputados, pero como lo que dice el Sr. Bolívar en estos momentos tristes para
España no se puede consentir porque es revolucionario, porque no es formativo, sino que es demagógico, todo español que ame a España tiene que levantarse para protestar”. (Muy bien - Aplausos). A continuación, el diputado de UR, Sr. Martínez Barrio, afirma que le separan del actual Gobierno diferencias
“tan enormes, que las considero insalvables desde la mayoría de los ángulos políticos de mi visión”,
sin embargo, dadas las enormes dificultades actuales, se ve en la obligación de dar su confianza para que “su autoridad se robustezca y cuando hable con los demás lo haga en nombre de todos”. (Muy bien).
Critica la inestabilidad gubernamental, con cuatro crisis en los últimos meses, así, pide “restablecer las garantías constitucionales, hay que levantar la censura de Prensa, hay que abrir todos los Centros obreros sindicales o políticos que están cerrados políticamente”.
Defiende, igualmente, el que se afronte con prontitud una consulta electoral y en la que, al respecto, no es participe de los temores a los que hacía mención el Sr. Ventosa Calvell, cree conveniente conocer la verdadera voluntad del país y así comprobar “que seguís contando con la voluntad del país en la convocatoria electoral”, palabras que recoge el Sr. Gil Robles: “Estamos dispuestos a complacer a su señoría”. Deja entrever, al término de su intervención, que se está preparando una intentona golpista para subvertir el orden establecido y lo hacia, sin justificación ni prueba alguna, lo que produce un gran malestar en la Cámara. El Ministro de Guerra, Sr. Gil Robles, enérgico, sale al paso de estas afirmaciones; censura la actitud del Sr. Martínez Barrio; “después de traer una hablilla de la calle, ha preferido reforzarla aquí con una insidia, y eso no lo puedo consentir ni siquiera a la más alta representación del Sr. Martínez Barrio”. (Muy bien).
Asegura que su minoría se sitúa siempre enfrente de la violencia pese a que la han sufrido en sus propias carnes, una legalidad de la cual nunca se han separado y por lo que no es de recibo imputarles nada al respecto, no así el Sr. Martínez Barrio, el cual, aun diciendo que era partidario de la legalidad, “S.S. todavía no ha condenado un movimiento revolucionario que quiso llevar a España a la anarquía y a la destrucción; S.S. se ha mostrado solidario de unas fuerzas políticas que se salieron del régimen y provocaron una revolución”, por todo ello, le dice; “¿Qué autoridad tiene S.S. para echarme a mí en cara ninguna salida de la legalidad?”.
Igualmente, alaba al 100% la actitud del Ejército al que no pone tacha o sombra alguna sobre su cumplimiento del deber para con la legalidad vigente. Concluye advirtiendo al Sr. Martínez Barrio al que dice que, para otra ocasión, cuando vea los peligros de un golpe de estado,
“tienda la vista a su alrededor, no digo estrictamente entre sus amigos, sino entre sus aliados y entre sus simpatizantes. Vea su señoría si por ahí hay peligro. Aquí no hay peligro de esa naturaleza”. (Grandes aplausos). En la réplica, el Sr. Martínez Barrio, lamenta la “airada reacción” del Sr. Gil Robles y, dada la vehemencia de sus palabras, opta por recular en las denuncias que previamente había formulado; “yo soy lo suficientemente dueño de mi palabra, porque lo soy de mi pensamiento, para no decir más que lo que quiero decir, y yo no he hablado de golpes de Estado, no he hablado de sublevación militar”. (Fuertes rumores y protestas); en esta ocasión, asegura que solo se ha referido a un rumor sobre un supuesto golpe de fuerza, estima que el Ejército no va a ser quien se levante contra la voluntad popular, palabras que recoge el Sr. Gil Robles para decir: “Entonces, ¿Quién será?”. Por su parte, el diputado del partido Conservador Sr. Maura, defiende la legitimidad de las gestiones del Presidente a través de esas notas en su intento de apurar hasta sus últimas consecuencias la no disolución de las Cortes, unas notas que dice recogen la grave situación del país y en las que se pide que los partidos antepongan sus intereses a los del país. Posteriormente, el diputado de ERC Sr. Santaló, censura duramente la actitud de los miembros de la Lliga por ofrecer su colaboración al nuevo Gobierno fruto
“de vuestra apetencia incomprensible”, con un Gobierno que no va a pacificar los espíritus como dice,
“sino que los pondrá en tensión y que, correspondiendo al oído que inspira vuestras obras, piensa únicamente en el momento de la venganza, para acabar por llevar a España a la ruina”.
El Sr. Trías de Bes le contesta: “Más nos duele y avergüenza el 6 de Octubre”, a lo que el Sr. Santaló replica: “Para tratar del 6 de Octubre estoy a la disposición de S.S. y de la Cámara, nosotros no rehuimos la significación del 6 de Octubre, en orden a la República y a España, nos hacemos solidarios de esa significación”. (Protestas. - El Sr. Trías de Bes: “No decía eso su señoría hace un año");
el Sr. Santaló dice que ahora sí tendría plena justificación por la obra de los Gobiernos de estos dos pasados años.
El día 3 termina este debate político de investidura; el diputado de IR Sr. Barcia, se alegra por la presencia al frente del Gabinete del Sr. Chapaprieta, un amigo personal al que desea la mejor de las suertes; no comprende, sin embargo, que al frente del mismo no esté el Sr. Lerroux por ser un Gobierno continuador de la obra del que fuera investido el pasado 8 de Mayo. Censura que, tras la toma de posesión del Gobierno, se hayan incrementado las medidas de represión, como las referentes a la Censura, asegura que los mítines “se suspenden todos los que estaban autorizados y anunciados”;
igualmente, critica que haya sido destituido al frente del Ministerio de la Gobernación el Sr. Portela Valladares que, en su opinión, había logrado restablecer en una buena parte el maltrecho Orden Público, palabras que recoge un diputado que afirma: “¡Bien le combatíais!”. Por todo ello, anuncia que su minoría de IR reafirma su actitud de
"intransigencia"
con el nuevo Gobierno, actitud que mantendrá mientras no se restablezcan “las garantías constitucionales, se suprima la censura”. Denuncia que ya son 12 los meses “con las garantías constitucionales suspendidas” (Un Sr. Diputado: “¿Debido a qué? A vuestro levantamiento”); el diputado Radical Sr. Pérez Madrigal, dice: “¿Y los asesinatos?, ¿y los robos?, ¡Esas son las esencias! El crimen, el saqueo, la ley de la Defensa de la República, las deportaciones, los crímenes de Casas Viejas”;
el también diputado Radical Sr. Echeguren, le recuerda:
“Ciento ocho periódicos tuvisteis vosotros suspendidos”. Tras estos pequeños incidentes, retoma su discurso el Sr. Barcia, lo hace afirmando que la Izquierda republicana que representa no puede negar nunca los vínculos con esas extremas izquierdas;
“es más, la razón de ser de la izquierda republicana, es precisamente mantener la conexión, el engranaje con todos esos elementos que pueden ser captados y llevados para aprovecharlos como fuerza” (Rumores). Así, afirma;
“Con los obreros y su significación siempre. Con vosotros jamás”, “nuestras esperanzas están en el cataclismo; solo por el cataclismo podremos llegar a la realización de nuestras aspiraciones”; apunta que, de este modo, queda “bien definida nuestra posición, queda determinada nuestra actitud”. Cree que hoy en día, “la República no funciona constitucionalmente, que solo existe de nombre”,
por lo que agotarán todas sus fuerzas y mecanismos para restablecerla; califica estos momentos como
“dictadura republicana”,
con un Gobierno que no podría existir
“si los ciudadanos pudieran expresarse libremente, si la opinión pública realizase su función soberana”. Tras estas palabras de rotunda y severa oposición al nuevo Gabinete,
el Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Chapaprieta, señala que la misma Constitución deja bien clara la facultad del Presidente de la República para formar un Gobierno “en una u otra orientación”, siempre que este reúna la condición de ser mayoría en el Parlamento, una propuesta que en primera instancia no pudo llevarse a cabo por lo que, en el uso de esas facultades, intentó la formación de otro Gobierno que tuviese el apoyo de una mayoría parlamentaria. Trata de explicar cómo se decidió finalmente el Sr. Alcalá Zamora por su persona para formar Gobierno y tras fracasar anteriormente otras opciones como la abanderada por el Sr. Alba; un Gobierno que dice se pudo lograr gracias a los apoyos de los señores Gil Robles, Lerroux y Martínez de Velasco, momento en el que invitó al Sr. Cambó que aceptó de buen grado formar parte del mismo. Señala que, habiendo cumplido la ampliación de la base del Gobierno, es ahora el momento de afrontar la segunda parte de aquel programa del 8 de Mayo, “que culmina en la reforma constitucional”, a parte de los deseos gubernamentales de realizar una próxima convocatoria de elecciones; también muestra su deseo de afrontar cuanto antes la tan manida reforma de la Ley Electoral. Termina deseando que se sumen al proyecto la mayor cantidad de fuerzas posible;
“Hagamos Patria”. (Grandes aplausos). Por su parte, el Sr. Calvo Sotelo, defiende la doctrina pura de las constituciones
“que sancionan el principio de que el Jefe del Estado no nombra y separa libremente más que el Jefe del Gobierno”,
y siempre con la confianza del Parlamento. Muestra sus diferencias con el Sr. Chapaprieta al respecto, estima que el Jefe del Estado no puede dirigir la política nacional, “de ningún modo, a lo sumo, en el interregno de sesenta días que transcurran desde la disolución de unas Cortes hasta la elección para las siguientes”,
afirma que la dirección política de España, “incumbe al Presidente del Consejo de Ministros, y este es el único a quien el Presidente de la República puede nombrar y separar libremente”,
y, por tanto, según estos dos preceptos, el Jefe del Estado está capacitado “para nombrar y separar libremente a los Ministros”, “los nombra, sí, pero a propuesta del Presidente del Consejo”.
Del mismo modo, dice no comprender que la política republicana esté degenerando en un Poder personal y, asegura,
“por mi honor personal, que todo cuanto yo dije lo sé por Ministros o ex Ministros de todos los partidos que han participado en el Gobierno de la República durante esta etapa parlamentaria, porque en la otra estaba yo fuera de España”. (Prolongados rumores). Pide enérgicamente hablar con sinceridad, aunque solo sea por una vez; “¡Si hay Diputados que aplauden al Presidente del Consejo de Ministros y en los pasillos me felicitan por estas manifestaciones!”.
Se reafirma en su condición de monárquico, “cada vez más, por reflexión, y ahora lo soy también por elegancia”, señala que, para conseguir ese propósito, no desea la llegada de cataclismos como proclamaba el Sr. Barcia anteriormente; “no a base de escombros, sino a base de grandeza”. (Aplausos);
no desea tampoco restaurar una Monarquía con los defectos de la anterior, “que tuvo mucha escoria, como la tiene la República,
yo propago la restauración de lo que considero esencia inmutable del alma nacional, que no en balde España vivió durante más de un milenio bajo la forma monárquica”; “¡Que se diría de un pueblo que ha vivido durante quince siglos con un régimen determinado, que ha tenido una bandera bicolor durante centenares de años para simbolizar sus glorias y servir de sudario a los cuerpos de sus héroes, si a los cuatro  años de la República ni una sola voz se alzase en su solar para defender los colores de esa bandera!”. (Aplausos).
Finalmente, es otorgada la confianza de la Cámara al Gobierno.
Unos días más tarde, el 9, la minoría de UR, en la voz del Sr. Fernández de la Bandera, critica el cese de los Presidentes de los Jurados Mixtos; tras él, el diputado de la minoría Agraria, Sr. Madariaga, aplaude la inteligente gestión del Sr. Salmón, Ministro del Trabajo, al haber cesado a todos los Presidentes sin hacer distinciones ni preferencias, lo cual hubiera dado lugar a múltiples suspicacias y dejado a un lado
“las atribuciones ministeriales que le facultaban para esa elección personal y habiendo dejado todas las plazas a concurso”.
Defiende que, por primera vez, “se da el caso de que un Ministro tenga en sus manos el resolver acerca de la permanencia o cese de unos funcionarios y deje que la resolución se haga por concurso”,
un concurso al que dice se puede presentar, incluso, los actuales Presidentes de los Jurados mixtos. En la sesión del día 15, el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Chapaprieta, presenta los PGE del año 1936, con una reducción de gastos estimada en 259 millones de pesetas. Reitera su propósito de revitalizar la política económica española, para lo cual dice que se van a traer proyectos como el de la Repoblación forestal, el de los Combustibles líquidos y otros con el fin de resolver “problemas que no son brillantes, que son, si queréis, grises, que no llenan los escaños de esta Cámara y no producen grandes titulares en los periódicos, son los que hacen España, constituyen la manera de revivir España”. (Grandes aplausos. Muchos señores Diputados felicitan al orador). En la siguiente sesión del día 16, interviene en la Parlamento el primer diputado socialista tras los sucesos revolucionarios de Octubre del año pasado, el Sr. González Ramos, que anuncia que ha sido expulsado del partido por distintas desavenencias con su dirección; así, dice; “yo soy partidario de que el partido socialista, al que pertenecí hasta hace días, viniese aquí al Parlamento, y cuando soy partidario de una tesis no la callo”, cree que la mejor manera de combatir a las derechas es aquí en la Parlamento y no en otros foros. Pregunta “si la Cámara juzga que soy indigno de pertenecer a ella por haber sido expulsado de mi partido, (Denegaciones), yo renuncio a mi acta hoy mismo”;
siendo así dice;
“en defensa del partido socialista, de las doctrinas que profeso, de las doctrinas que amo, que enseñé y que continuaré enseñando, me tendréis en la Cámara”.
El día 22 tiene lugar el inicio de una nueva crisis ministerial, se trae a la Cámara, en una larga e intensa sesión, el caso del Straperlo. El diputado de la minoría Radical, Sr. Pérez Madrigal, hace mención a una nota publicada y cuyo protagonista es el Presidente del Consejo Sr. Chapaprieta, lo que ha motivado, “en la conciencia de este Diputado unas inquietudes, que sin haber sido comunicadas al partido a que me honro pertenecer y sin haber sido llevadas de una manera secreta al despacho del Sr. Presidente de la Cámara”  le hayan llevado a alzar su voz en el día de hoy; una nota “en la que se pone, si no en quiebra, en entredicho a un partido y a un régimen”, así, solicita conocer el autor de esta nota y de los medios que se ha valido dicha persona “para que su denuncia llegara al Gobierno”. El Presidente del Consejo Sr. Chapaprieta, advierte que el Gobierno tiene conocimiento de todo ello y que está a la espera de que los Tribunales tomen una determinación al respecto. En la réplica, el Sr. Pérez Madrigal señala;
“no podemos ni un momento más soportando los efectos de esa nota”, una nota que dice ataca a la honorabilidad  “de unos hombres que han venido prestando eminentes servicios  a la Patria y a la República”, lo que a su entender, sería “la culminación de una política sistemática, contumaz y antirrepublicana enredada contra D. Alejandro Lerroux”; denuncia una serie de maniobras que desde hace años se llevan acometiendo contra el partido Radical, minoría de la que se han escindido distintas facciones como la del Sr. Martínez Barrio (del que no sería descartable que fuera actor protagonista de la propaganda y difusión de información sobre estos asuntos de supuesta corrupción del partido Radical al que perteneció tantos años y al que ahora tan duramente combatía); “se fueron unos hombres, republicanos beneméritos; pero que quebrantaron al partido radical, que afligieron a S.S. que aspiraron justificando su emigración, a difamarle, a vejarle, a disminuirle”.
Censura que todo esto ocurre justo en este momento en que se organiza una fuerza
“política y social consistente, solvente, que asegura y garantiza al país, no solo la consolidación del régimen, sino la continuidad fecunda y activa de la sociedad española y la prosecución de la historia gloriosa de España”.
Denuncia, también, que desde las altas esferas del Poder aún persisten rescoldos revolucionarios;
“todavía no rotos por el juramento, y por el deber, y por el honor representativo”; asegura que
se va contra esa unión (entre cedistas y radicales), “que puede ser la salvación de España y hay que derribar ese bloque españolísimo para que las sugestiones marxistas, masónicas disolventes, burguesas y anarquistas en extraño maridaje se apoderen otra vez de los resortes vitales de España, para que, en nombre de la República, destrocen a España y deshonren a la República misma”, y, todo ello, con “un escrito sin firma”. Por esta razón, muestra su enojo por la labor desempeñada en este asunto tanto del Presidente Sr. Chapaprieta como del Gobierno, haciéndose cargo de una nota “de
un desconocido, un chantajista internacional”. (Rumores). Tras su larga intervención, diversas minorías y por boca de sus líderes (señores Maura o Goicoechea entre otros), piden al Gobierno que ofrezca las oportunas aclaraciones, incluso, solicitan la formación de una Comisión parlamentaria al respecto. El Sr. Gil Robles afirma que la citada nota hace referencia “a supuestas irregularidades cometidas en el verano de 1934 con respecto a una concesión de autorización para que se jugara en San Sebastián y no sé si en toda España, y que está formulada por un individuo, del cual los informes policíacos dicen exclusivamente que se trata de una aventurero internacional, estafador y chantajista, que ha sido expulsado de varios países y que ha tenido relación más o menos directa con personas que en año 1934 ejercían funciones públicas”. Por su parte, el Sr. Lerroux y, muy escuetamente, no rehúye a que se esclarezcan cuanto antes todas las imputaciones que se han derivado del caso y así tener la oportunidad de demostrar "que toda su vida ha sido una vida de rectitud";
cree que detrás de todo esto hay una clara intencionalidad política con el único propósito de provocar una crisis gubernamental.
El día 24, el ex diputado socialista Sr. González Ramos, defiende una Proposición no de ley en la que solicita que se aclare la situación en que se hallan los obreros “y empleados del Estado, la Provincia, el Municipio y demás entidades de carácter público, separados de sus cargos como represaliados en las diversas huelgas que se han declarado en la Nación y consideradas como ilegales”.
Le contesta el siempre comedido y displicente Ministro de Trabajo, Sr. Salmón, considera que el Estado ha sido “extraordinariamente generoso con las gentes que han provocado una revolución sangrienta, con quienes han atropellado los derechos de la ciudadanía y con los que se han levantado en armas contra el propio Estado”; “Contra esos no cabe alegar que hubo represalias, sino el cumplimiento estricto de la ley y la aplicación de las sanciones mínimas que en derecho cabía imponer”. (Muy bien). Afirma que no puede admitir una sola demanda de aquellos obreros que participaron en los sucesos revolucionarios, obreros que fueron despedidos de sus trabajos por su inequívoca participación en los mismos, cree que debe imperar el ejercicio de la Ley por encima de otra clase de sentimientos. El Sr. González Ramos muestra su desacuerdo con las afirmaciones del Ministro, entiende que con esa actitud se está engendrando
“la guerra civil continuamente entre españoles”,
dado que, a esos trabajadores represaliados, la única salida que les queda es “la desesperación”. A continuación, el diputado agrario, Sr. Madariaga, cree que la principal culpabilidad en los sucesos sangrientos la tienen los cabecillas del movimiento revolucionario, por ello, se muestra partidario de que venga pronto esa legislación laboral para afrontar con urgencia la situación de estos obreros represaliados ya que, a su entender, pudiera haber casos de injusticia que deben resolverse. Tras estas afirmaciones, el Ministro de Trabajo Sr. Salmón deja una puerta abierta al entendimiento afirmando que traerá, lo más brevemente posible, una ley que regularice la situación de estos obreros represaliados, palabras que hacen que el Sr. González Ramos, finalmente, retire la Proposición.
Cuatro días más tarde tiene lugar otra histórica y recordada sesión parlamentaria de la II República, sesión en la que se trata a fondo y largamente el caso del Straperlo y las consecuencias y derivaciones políticas del mismo;
la Comisión parlamentaria del caso en la voz del Sr. Arranz, informa sobre los trabajos de esta en lo referente a la denuncia de los permisos del juego, unos documentos que han sido proporcionados por el ministerio fiscal; afirma que se ha demostrado que el Sr. Strauss,
“había presentado una instancia solicitando la autorización para explotar esos aparatos en España”, así, también se averiguó que, previamente, había un Decreto “del entonces Ministro de la Gobernación, en 3 de Septiembre de 1934”, por el que “se jugó durante algunas horas en el Gran Casino de aquella capital (San Sebastián), al cabo de las cuáles, en virtud de la protesta de esa autorización levantó en la Prensa, se dio orden a rajatabla por el Ministro de la Gobernación para que cesase en seguida el juego”. De todo este entrelazado de sucesos sobre la autorización y denegación del uso del aparato, la Comisión hace diversas valoraciones, cuestiona la validez y autoría del primer expediente, el cual, pasó por diversas manos y que debería ser el informe de los técnicos y de los ingenieros, afirma que, en su lugar, lo que aparece, “es una hoja escrita sin autorizar por nadie”, un informe que, además, estaba sin firmar. Recoge afirmaciones del Sr. Benzo (Subsecretario de la Gobernación), en las que afirmaba que el aparato (una ruleta) fue probado por el Ministro de la Gobernación en compañía de otras personas, un aparato que comprobaron que bien pudiera parecer un juego perfectamente lícito por lo que se decidió que fuese inaugurado el día 12 de Septiembre de 1934 en el Casino de San Sebastián. Señala también que estuvo funcionado varios días en Mallorca, en la localidad de Formentor y que fue suspendido cuando aparecieron diferentes denuncias en la Prensa al respecto. Afirma que, en la autorización de esos aparatos se hicieron diversas gestiones, “cerca del propio Sr. Samper, aun cuando, por lo que a él se refiere, no las hiciera caso”
y que además, el diputado Radical Sr. Blasco Ibáñez, afirmó que
“por encargo de D. Aurelio Lerroux realizó esa gestión cerca del Sr. Samper para que concediera la autorización que pretendía el Sr. Strauss”;
así, afirma; “consideramos que  todo esto debe tener una sanción de índole moral”, por lo que deben ser los Tribunales de Justicia los que finalmente decidan sobre todo el conjunto de hechos. Tras esta declaración, el Sr. Salazar Alonso, en aquel entonces Ministro de la Gobernación, dice tener la conciencia plenamente tranquila; “admito todas las jurisdicciones; que me juzgue el Parlamento todo, el Juzgado de Paz, el de instrucción, las Audiencias de todo el territorio, quien quiera, para que la honradez y la inocencia puedan salir luciendo”. Asegura que jamás “dije a nadie que interpretará mis órdenes autorizando ninguna clase de juego”.
El Sr. Arranz, por su parte, advierte algunas contradicciones en sus testimonios dado que en el sumario reconoció su conformidad a la instalación del aparato. El diputado de la CEDA, Sr. Ruiz Alonso, ante la presencia de algunos diputados socialistas en la Tribuna de la Cámara como el Sr. Aguillaume, hace un paréntesis en la discusión sobre el Straperlo para afirmar;
“me obliga a preguntar a la Presidencia si la minoría socialista ha tomado el acuerdo de reintegrarse al Parlamento”; la Presidencia, en la voz del Sr. Alba, le dice que desconoce noticia nueva alguna al respecto, por este motivo, el Sr. Ruiz Alonso solicita que los taquígrafos recojan esta petición; “si la minoría socialista no ha tomado el acuerdo de reintegrarse al Parlamento español, se pregunte a todo Diputado socialista que entre en él si comparte el criterio de aquellos que robaron al Estado español 14 millones de pesetas”. A continuación, toma la palabra el Ministro de Estado Sr. Lerroux, nuevamente, breve y muy escuetamente; cree que mientras no hablen los Tribunales no hay derecho a inculpar a nadie, se levanta muy contrariado por las denuncias vertidas contra toda la minoría Radical y, así, afirma que en el momento que no forme parte del Gobierno emprenderá las medidas pertinentes dirigidas a salvaguardar la honorabilidad del partido. Tras él, toma la palabra el diputado de Falange Sr. Primo de Rivera y lo hace con el claro objetivo de centrar el escándalo, exclusivamente, en el partido Radical contra el que dirige duras criticas; “Aquí hay sencillamente, y sé que quizá por primera vez en mi actuación parlamentaria voy a suscitar un escándalo, hay un caso de descalificación de un partido político”. (Rumores y protestas); el supuesto escándalo consistía en afirmar que el partido Radical “tiene que desaparecer de la vida pública”. (Rumores).
A continuación, el Sr. Gil Robles, defiende de nuevo la posición del Gobierno favorable a esclarecer todos los hechos, una opinión que, posiblemente, no es compartida por otros elementos que buscan en todo ello nada más que una maniobra política;
“que teniendo conocimiento hace muchos meses de los papeles y de los documentos, los han guardado para el momento oportuno, a ver si podían producir una ruptura de un bloque gubernamental, que se tradujera en beneficios más o menos ilusorios para ese frente revolucionario que ha destacado ahí (Señalando a los accesos laterales del salón,), unos elementos que no tienen el valor de sentarse en los escaños”. (Muy bien - Grandes aplausos); espera, de este modo, que sean los Tribunales los que lleven al final una depuración completa del asunto. Igualmente, señala; “hay que poner en claro cuáles son los partidos y cuáles han sido las personas que han tenido contacto con esos elementos indeseables, quienes han conocido los documentos con tiempo necesario para haber formulado hace meses sus denuncias y han esperado a este momento, cuando podían quebrantar a un bloque que es hoy la única defensa posible contra los embates de la revolución que ellos significan, y vamos a ver quiénes son los cómplices y quiénes son los cómplices de ese silencio y que han ido con los chantajistas y con los estafadores en contra de esta situación”. (Muy bien); y añade; “vamos a ver cuáles son las armas con que cuenta la revolución y con que cuentan los auxiliares de la revolución que a veces se enmascaran en las actitudes legales”. (Muy bien - Grandes aplausos). El centro de todas las  miradas, la minoría Radical, muestra su parecer en la voz del Sr. Orozco; a su juicio, cree que se ha extralimitado la importancia de todo el affaire dando la sensación de que se hubiera querido producir
“la impresión ante la Cámara de un verdadero escándalo, de una cosa monstruosa, de algo que afecta a la moral pública de un modo extraordinario”, señala que no deja de tratarse de un aparato “que yo admito que sea ilícito, cuyo establecimiento lo pide un señor extranjero”,
y que, además, según informe del asesor jurídico y del ingeniero, es perfectamente lícito, de modo que, fundado en esos informes, “el que un Ministro lo deniegue o lo autorice será una cosa que podrá estar más o menos bien, que será más o menos procedente, pero que, a mi juicio, no puede ser ni un grave delito ni un grave pecado; podrá ser una incorrección, podrá ser una imprudencia, podrá ser una anomalía, pero nunca una inmoralidad, ni mucho menos un delito”; un aparato que
recuerda que, “autorizado o no, se jugó dos días en un sitio y dos o tres horas en otro”; cree que los argumentos ofrecidos son de suficiente peso como para no exagerar las cosas; “no nos rasguemos ahora las vestiduras, como si en España, no se hubiera jugado nunca”.
Considera que, lo realmente grave, sería que
“con dádivas, con promesas, con dinero, por medio de cohecho, las autoridades hayan aprobado el aparato o autorizado el juego”,
y, sobre ello, advierte que en el dictamen solo hay dos documentos en los que se hable de dinero; uno, un telegrama urgente dirigido al Sr. Strauss y en el que se lee: “Mándeme hoy mismo 100.000, pues debo efectuar pago mañana.- Santiago”; y otro, un telegrama dirigido a D. Aurelio Lerroux, “Suplicándole entregue las 50 que vencieron el día 1 de Noviembre y las 25 destinadas a Eduardo”,
por lo que parece ser que el Sr. Strauss “pide dinero a este señor”;  algo que demostraría, a su juicio, que se trata de un chantaje del Sr. Strauss “para sacar dinero a pretexto de indemnizaciones de perjuicios o de otras análogas”.
Asegura, finalmente, que el partido Radical es el más interesado en que se esclarezcan los hechos. Por su parte, el
diputado de la minoría de IR, Sr. Barcia, dice ahora hablar en nombre de su minoría y, además,
“de republicanos independientes, de republicanos de la Esquerra catalana e Izquierda Radical”, así, en representación de todos ellos, anuncia que apoyan el dictamen tal y como viene de la Comisión. Tras esta última intervención, se produce la primera votación y en la que el ex Ministro Sr. Salazar Alonso, es exculpado por un escasísimo margen, 140 votos contra 137; no así el Radical Sr. Blasco Ibáñez, que es inculpado por un mayor margen, 190 contra 70. Posteriormente, se vota la segunda parte del dictamen y en el que son inculpados las 6 personas no Diputados aparecidas en el mismo, por 166 a 14 votos. De esta forma, las oposiciones de las izquierdas parlamentarias habían aprovechado un caso menor que, acaso, afectaba más a la moral pública que a la política, para poner una estocada más a una ya de por sí casi terminal legislatura; su deseo era hacer caer al Gobierno a costa de lo que fuere y, tras esta sesión, sin duda, estaban mucho más cerca de conseguirlo.
Dos días después, la crisis se resuelve con la formación de un nuevo Gobierno encabezado otra vez por el republicano independiente Sr. Chapaprieta. La crisis, sin embargo, no iba a ser resuelta con la formación de este Gobierno, el empeño del Sr. Alcalá Zamora de no ofrecer la Presidencia del Consejo al Sr. Gil Robles, líder de la minoría con mayor representantes de la Cámara, imposibilitaba el que la Cámara tuviera una estabilidad representativa y real de mayorías que pudiera ofrecer una mínima garantía de continuidad a una obra política de cierta envergadura; la incansable y constante presión de las izquierdas ejercida desde la calle, Parlamento, Prensa y todos los medios y organismos posibles, añadido al recelo y el miedo que el Jefe del Estado demostraba a que la República se encaminará hacia una obra de revisión constitucional, provocaron que esta posibilidad ni siquiera estuviera en realidad en la mente del Sr. Alcalá Zamora. Así, el nuevo Gobierno estaba abocado a la inestabilidad y, más aún, a la fugacidad, donde las derechas, en estas frágiles e inestables condiciones, no veían otro escenario posible que una nueva convocatoria electoral desde la que, al menos, tuvieran la oportunidad de poder afianzar el cambio que en Noviembre del 33 había demandado el conjunto de la Nación. Por su parte, las izquierdas, seguían sus contactos y el acercamiento de posturas para terminar de tejer un frente común dirigido contra lo que denominaban el enemigo, las "reaccionarias" derechas, en un decidido empeño de consolidar la batalla política, social y, en definitiva, revolucionaria bajo el cuño de un pacto común fruto del cual surgiría el Frente Popular. Este nacía  impregnado de un ideario de indudable carácter revolucionario, dirigido a extirpar de la Administración republicana cualquier atisbo de obstáculo que supusiere para la consolidación de una República de inspiración socialista y esencialmente proletaria; fuera de ella, no solo se pretendía dejar a las derechas parlamentarias, sino a una buena parte del republicanismo de corte liberal y de espíritu nacional representado, por aquel entonces, en grupos como la minoría Radical que, herida casi de muerte, iba difícilmente a encontrar acomodo en el nuevo escenario político que por aquel momento se empezaba a dibujar. Así las cosas, el día 30 de Octubre se presentaba el nuevo Gobierno; el Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Chapaprieta, lo presenta como continuador de la obra de los anteriores y en el que se acentúa, sin duda, su sentido tecnócrata, la significación económica del mismo. Intervenía primeramente el diputado de la minoría Radical Sr. Pérez Madrigal, desea hacer una balance general de lo que han sido estas Cortes y, como casi siempre, realiza unas afirmaciones que, difícilmente, podían dejar indiferente a nadie;
“han sido unas Cortés inválidas que han dejado a su paso por la historia de la República jalones de claudicación, encogimiento y de cobardía”, ante unos electores que los eligieron, “para que implantásemos nuestra ley, la ley de la República liberal, democrática, tolerante, con exaltación del principio de autoridad y de la convivencia, de la justicia y el derecho”, sin embargo, dice; “fuimos inferiores a nuestro destino; nos sometimos por transacciones políticas de carácter subalterno”, a su entender, muy al estilo de lo que hiciera la Monarquía, lo que la llevó a su descrédito. Y así, se llegó al 6 de Octubre, fecha que asegura es donde se produjo la primera claudicación; “y a los traidores de la Patria, a los traidores de la Constitución, a los traidores de la República, a los traidores que las propias Constituyentes exaltaban como ley suprema, a esos traidores estas Cortes y el Gobierno de coalición que trajeron estas Cortes les perdonaron la vida”; “Pérez Farras sobrevive; y los de Asturias sobreviven, vitalizados, con oficinas técnicas montadas en los presidios para influir en el país, para influir en la República y para influir en la conciencia cobarde, encogida, deprimida e inferior a su destino, de estas Cortes”.
Censura la actitud de una Sala del Tribunal Supremo, “forja de la revolución y de las Constituyentes”, una Sala “en donde se estrellan la iniciativa y la acción del Poder ejecutivo”, y el lugar donde la revolución “tiene un elemento representativo responsable amparándole, que seguramente ha prometido a la revolución revivirla”, todo ello con la aquiescencia de las actuales Cortes, “que permiten, a pesar de ser opuestos a la revolución, que esos señores sigan haciendo la revolución, que sigan metiéndose en la médula del Estado hasta que lo hagan añicos”.
Como miembro de la minoría Radical y ante la ausencia de “mi ilustre Jefe D. Alejandro Lerroux”, dice que tiene derecho a encararse con el actual Presidente del Consejo de Ministros, el Sr. Chapaprieta, para
“pedirle cuentas”,
afirma que a él,
“no se le deshonra gratis”,
y que piensa hablar; “no hacerlo resultaría muy cómodo para vuestras especulaciones, y para las especulaciones de los altos Poderes que nos rigen”; dice que
se atreve a todo ello y a pesar de la posición que ocupa ahora en la Secretaria del Ministerio de la Gobernación gracias a que, en su momento, el Sr. Portela Valladares se hubiera fijado en su valía, según sus propias palabras. Cree que nadie debe engañarse, estas Cortes “serán disueltas en seguida, eso del bloque es una canción anacrónica.
Hay que hablar con crudeza: tiempo perdido, nada perdido; dinero perdido, nada perdido; honor perdido, todo perdido”.
Afirma que le duele todo ello por la admiración que profesa hacia la figura del Sr. Gil Robles, en una alianza de Gobierno a la que ha aportado toda su fuerza y trabajo para que dicha coalición
“radicalcedista fuese un hecho en salvación, para mí, de la República”,
sin embargo y profundamente desencantado, señala que, si ha de ser esto la República, “la República no me interesa”. Desea advertir del peligro del momento;
“no os dais cuenta de que la revolución está en la calle; de que la guerra civil es una cosa efectiva”; “y nosotros nos recluimos aquí en una campaña neumática, con nuestras intrigas, y nuestros malos humores, y nuestras encrucijadas, mientras que el país sangra, la revolución ocupa posiciones y nosotros antiespañolamente, nos escindimos”,
para alegría de los mismos revolucionarios. Concluye pidiendo al Sr. Gil Robles que, dado todo su talento y capacidad, reflexione, cree que de su actitud puede depender el mismo final y disolución de estas Cortes y, siendo así, serán reconquistadas
“por los republicanos genuinos, de la República, en la que su señoría se metió, dirán ellos, lo han dicho siempre, para traicionarla”, una circunstancia que justificará “un Gobierno genuinamente republicano, y se justificará entonces el acoso a las clases conservadoras españolas, y se justificará entonces la arenga a las falanges revolucionarias; y entonces será tarde para que reflexionemos”. Un hecho es evidente, la trayectoria política del Sr. Pérez Madrigal era clara, no era dado a morderse la lengua ni a poner freno con nada ni con nadie, parecía lanzar todo aquello que pensaba tal y como le venía, lo hizo siempre, una “naturalidad” que no es muy habitual en la escena política, y el precio a pagar era caro. Una vez más, denunciaba desde las mismas covachuelas ministeriales a las que ahora pertenecía, el acoso constante al que se había sometido a los distintos Gobiernos de la legislatura y, en especial, a su minoría Radical; de un lado, por unas izquierdas revolucionarias que nunca abdicaron de sus intenciones subversivas para acabar con la legitimidad de unas Cortes de signo derechista y, por otro, por un Jefe del Estado que nunca dio paso a un Gobierno verdaderamente representativo de aquello que las urnas dictaron en Noviembre del 33. En esa equidistancia imposible, que no contentaba ni a unos ni a otros, se movieron los muchos Gobiernos creados casi con escuadra y cartabón por el Jefe del Estado Sr. Alcalá Zamora que, en estas circunstancias, se ganó las desafecciones de uno y de otro lado. La República sangraba por todas y cada una de sus más altas magistraturas, había agotado la gran mayoría de sus opciones y todas fueron creando mucha mayor desazón que ilusión o esperanza, una esperanza que, acaso, pudiera acabar con el ruido de sables de la calle. Este último intento para salvar la deriva final del régimen no iba a cambiar las cosas y el Sr. Pérez Madrigal, conocedor de todo ello (por haberlo vivido en uno y otro lado como pocos tuvieron la oportunidad de hacer), advertía de tan crítico momento para el régimen republicano. Dejaba muy claro que la República, sin verdaderos republicanos, sin republicanos representativos de un auténtico y noble espíritu nacional y, por encima de ideologías o de intereses de partido, no podía ser viable y, en efecto, no se equivocaba. A continuación, el diputado Radical Sr. Samper, rechazaba, sin embargo, las palabras de su correligionario Sr. Pérez Madrigal;
“la minoría radical no puede ampararlas, antes bien, las rechaza”.
Posteriormente, el diputado de ERC Sr. Santaló, rechaza de plano las maniobras políticas del Gobierno al considerar que siguen el mismo número de diputados radicales en su seno;
“yo sospecho que no consideráis terminada vuestra misión pretendiendo todavía continuar repartiendo millones, a pesar de que lo prohíbe la Constitución, al Clero, si es preciso (Exclamaciones), a los nobles, a los grandes terratenientes, a las Empresas Ferroviarias (Protestas); pretendiendo continuar sojuzgando. (Grandes protestas)”.
El Sr. Chapaprieta, tras una interpelación del diputado de IR Sr. Barcia solicitando explicaciones al Gobierno sobre la gestación del caso Straperlo, recuerda como tomó posesión de la Presidencia del Consejo el día 25 de Septiembre, tras lo cual, tan solo dos o tres días después, el propio Presidente de la República le informó íntegramente de la famosa denuncia del Sr. Strauss; “y la cuestión me pareció lo bastante grave para no tomar una resolución en el momento”; creyó que antes de tomar una resolución,
“debía averiguar quién era el firmante de la denuncia”,
por ello, encargó a la Policía “que recabará toda la información precisa de dicho Sr. Strauss”.
Señala que el Consejo de Ministros tras su estudio, decidió enviar los distintos documentos el 17 de Octubre a los Tribunales para luego, “publicar la nota que a la Prensa di aquella noche”.
Asegura que eso es todo lo que ha ocurrido en torno a este asunto. Por su parte, el Sr. Gil Robles, defiende en todo momento la gestión que ha hecho el Gobierno y los grupos afectos a él respecto al asunto del juego, habiendo trasladado todo en cuanto hubo oportunidad al fiscal de la República y, posteriormente, dándolo a conocer a la Cámara para su discusión. Sobre las palabras del Sr. Barcia referentes a lo que hubiera podido pasar si esto les hubiera ocurrido a los hombres del bienio, le recuerda algunos de los casos ocurridos en aquellos tiempos, como el asunto de las irregularidades del trigo y el asunto de los tabacos en Junio del 32, o el caso más lacerante de Casas Viejas y en el que el Sr. Azaña se negó a la formación, incluso, de una Comisión Parlamentaria. Concluye diciendo que este es el primer Gobierno que da este ejemplo en la política española afrontando con esta amplitud
“jamás conocida, el cauce a una investigación judicial y parlamentaria”, por ello, “no nos puede dar lección ninguna el Gobierno del bienio, con el cual tiene S.S. una solidaridad política innegable”, en referencia al Sr. Barcia. A continuación, el Sr. Gordón Ordás, se levanta para lamentar que, en todo este año, no haya podido venir para tratar de esclarecer la represión gubernamental ejercida durante los sucesos de Asturias de Octubre del 34; asegura que tuvo la ocasión de ir a Asturias para investigar in situ los hechos posteriores a la revolución; “cuando ninguno de vosotros se atrevía a aparecer por Asturias”; sus palabras provocan continuas protestas e interrupciones haciendo recordar por momentos un ambiente muy parecido a aquel en el que se desarrollaban las sesiones en las Constituyentes durante las intervenciones de los escasos diputados agrarios. Asegura que hizo una investigación “minuciosa y detenida, con el alma encogida por el horror”, (El Sr. Martín Artajo: Lo habéis provocado vosotros); el Sr. Aza le replica: "Lo que sí sé es que S.S. conoció primero que nadie los crímenes cometidos por la revolución y no tuvo una palabra de condenación para ellos".
Prosigue el Sr. Gordón Ordás censurando que no se le haya dejado en todo este tiempo hablar; el cedista Sr. Rodríguez Jurado, le pregunta si en tiempos de Azaña se permitía contestar y este le dice:
"en tiempos de Azaña había una libertad absoluta de Prensa". (Grandes rumores).
Tras todas estas denuncias y ahora que tiene voz en el Parlamento, dice que por fin es el momento de hablar, "de Asturias, y de León, y de Palencia y de Madrid y de tantas provincias españolas donde se han sembrado el horror". (Protestas);
advierte que si puede hablar algún día
"será desde el Poder". (Grandes exclamaciones y risas). Tras estas afirmaciones,
el Sr. Gil Robles, categórico dice; "Si S.S. hubiera puesto en esto todo el interés que ha puesto en ir a revolver por Asturias los bajos fondos de la revolución, para extraer una porción de infamias y lanzarlas sobre los institutos armados (Muy bien), hubiera podido aclarar lo que no ha querido aclarar"; "Su señoría en el mes de Noviembre dio por concluidos sus intentos de plantear la cuestión; muchos meses han transcurrido luego y S.S. ha podido hacerlo en los términos que hubiera tenido por conveniente". Le pide que proponga ese debate para formalizar una Comisión parlamentaria sobre el asunto; "no se quede en el aire, yo tengo que decir que esos malos tratos que S.S. achaca a la Guardia Civil son una absoluta y total falsedad y que su señoría tendrá que traer aquí la prueba, que eso es quizá lo que S.S. no quiere, que es muchísimo más fácil escribir largas cuartillas y hacer grandes manifiestos sobre hechos acerca de los cuáles una cuidadosa investigación está demostrando la absoluta falsedad de los asertos". (Muy bien).
Afirma que lo que desea el Gobierno es "arrebatar a S.S. lo que quiere ser una bandera de justicia y es una bandera de calumnias contra el Ejército". (Muy bien - Grandes aplausos).
El Sr. Gordón Ordás, en su réplica critica que el Sr. Gil Robles le acuse de ir predicando la revolución, afirma que, si acaso, hay que achacárselo al propio Sr. Gil Robles; "se pasó meses enteros por España predicando esta doctrina: la resistencia al cumplimiento de las leyes que S.S. consideraba injustas", "y esto es tan revolucionario como salir con las armas en la mano a la calle (Rumores), para imponer violentamente un régimen".
Aprovecha la ocasión para lanzar duros reproches al Sr. Gil Robles, del que trata de destacar su carácter antirrepublicano, un hombre que se ha introducido en la República "sin ser republicano",
un Sr. Gil Robles que asegura que se cree
"el hombre providencial para restablecer en España un sentido religioso estatal, a eso lo sacrifica todo".
Respecto al citado régimen republicano, añade una nueva condición para ser considerado como tal (por si ya hubiera pocas);
"el que no es laico no es republicano (Rumores), porque lo que caracteriza a la Republica, substancialmente, es precisamente el establecimiento del laicismo de Estado".
Recuerda que ya advirtió en tiempos de las Constituyentes que el principal peligro para la República "era su señoría",
no así los elementos monárquicos como pudiera pensarse; el Sr. Gil Robles tras estos agravios le interrumpe diciendo: "Pero, ¿Acepta o no S.S. venir a discutir lo de Asturias?";
le replica el Sr. Gordón Ordás diciendo que contestará a eso cuando él quiera. El Sr. Gordón Ordás, en sus constantes denuncias acerca de la represión en los sucesos de Asturias de Octubre del 34, nunca aportó prueba documental alguna, quizás, por ello rehusó a entrar en un debate a fondo y sincero sobre la cuestión. En estas afirmaciones, restringía, aún más, la condición de republicanismo ya que, a su juicio, para serlo también se debía ser laico, de tal forma que, eran tantos los condicionantes impuestos por las izquierdas para adoptar el patrón del republicanismo que corrían el peligro de excluirse a ellos mismos. Finalmente, en votación, se otorga la confianza al Gobierno por 163 votos a favor y 17 en contra.
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El nuevo Gobierno poco tiempo iba a tener para desempeñar una destacada o fecunda obra legislativa; la Cámara estaba ya, por aquel entonces, más pendiente de la esperada y casi deseada nueva convocatoria electoral, si bien es verdad, con no muchas esperanzas de que esta pudiera desatrancar el paroxismo institucional al que los distintos intereses políticos venían sometiendo a las instituciones republicanas. El aspecto técnico y económico del gabinete promovió y facilitó la aprobación de distintas leyes de este perfil, como la Ley de las Comunicaciones marítimas, de las Restricciones de la sacarina y el azúcar, el Proyecto sobre los Impuestos reales, etc.; la más criticada de todas ellas, fue la abanderada por el entonces Ministro de Guerra Sr. Gil Robles, una Ley sobre la Movilización militar, muy mal vista en las izquierdas parlamentarias que ya advertían de ciertos movimientos sospechosos dentro del Ejército que ahora, en manos del Sr. Gil Robles, no hacía sino acrecentar sus sospechas y su recelo de cara a sus futuras intenciones. En los últimos días de mes, el estallido de un nuevo caso de corrupción, el caso Nombela, daría la estocada definitiva a la legislatura. El punto de no retorno estaba más cerca.
En la sesión del día 6 la Comisión de Suplicatorios solicitaba el permiso para procesar a los señores Largo Caballero, Ruiz de Lecina, Sainz Rodríguez, Calvo Sotelo y otros.; seguidamente, se debate una Proposición no de Ley acerca de la continuada censura de Prensa gubernamental; el Sr. Basilio Álvarez denuncia el que sean ya más de 13 los meses que están los periódicos amordazados, pide enérgicamente que se restablezca la libertad de Prensa. A continuación, el nuevo Ministro de la Gobernación, Sr. Pérez de Blanco (del que cabe decir, sin duda, que era un político de más que notables dotes oratorias), se congratula por la circunstancia de que, desde que es el titular del Ministerio de la Gobernación, el orden público en general "ha sido perfecto",
si bien, puntualiza que ha habido tres intentonas graves de alterarlo y que han sido sofocadas con éxito; la primera de ellas, el intento de conmemorar "como hechos gloriosos"
el  5 de Octubre pasado los sucesos revolucionarios del pasado año, "que toda conciencia honrada tiene que rechazar";
el segundo,
el acto del Sr. Azaña y en el que se concitó una gran cantidad de gente y, finalmente, la última crisis;
"En ninguna de las tres ocasiones ha ocurrido nada. Lo he reconocido y me complazco en reiterarlo". Pide que se deje pasar el tiempo hasta que se templen los ánimos, se debe esperar a que
"muchas personas corten su relación espiritual con los revolucionarios y les vuelvan la espalda".
El Sr. Rodríguez Pérez, al escucharlo le dice;
"Pero, ¿cuál es la actuación pública de los partidos republicanos de izquierda, por desgracia de la República?"; "¡Si es un constante amparo al espíritu revolucionario de las masas!, Pero ¿no vemos, en cada acto que se celebra, a la mayoría de los asistentes poner los puños en alto como manifestación de un sentir marxista?";
palabras que son contestadas por el ex diputado socialista Sr. González Ramos:
"Y se pondrán más cada día". (Protestas). El Ministro, por su parte, asegura que la mayoría de los asistentes a ese tipo de actos son "socialistas revolucionarios",
por lo que mientras se mantenga ese espíritu revolucionario y su defensa, el Gobierno no tendrá otra alternativa que mantener esta censura previa.
Al día siguiente, día 7, se trae el polémico Proyecto de Ley de Bases para la reorganización de la movilización militar; las izquierdas de la Cámara critican la arbitrariedad del Proyecto y la acumulación de competencias que bajo el mismo se otorgan a su autor, el Ministro de Guerra Sr. Gil Robles, que entiende que ha quedado claro que el motivo de disputa es  puramente de índole político;
"atribuyendo al Sr. Ministro de la Guerra unos propósitos determinados en orden a una posible movilización de toda la vida pública de España, sin justificación alguna".
Las izquierdas aprovechan el debate de este Proyecto para atacar con saña a la figura política que representa el Sr. Gil Robles, generalmente, su blanco predilecto; así, el diputado de ERC Sr. Trabal, califica el Proyecto de "Fascista, cedista, papista" y
en el que se ven claramente las intenciones personales del Sr. Gil Robles; "los peones que S.S. mueve y coloca estratégicamente contra un enemigo hipotético", "Su señoría pretende tener en la mano la movilización civil de toda la población española", incluso, en tiempos de paz lo que lo hace más peligroso bajo su punto de vista. En su larga disertación, llega a acusar al Sr. Gil Robles de "petulante, autoritario".
En línea similar, se sitúa el Sr. Fernández Castillejo, si bien lo hace en un tono mucho más comedido y templado; cree que, con este Proyecto el Sr. Gil Robles se arroga sobre sí competencias que rebasan el ámbito constitucional. Por su parte, el Sr. Gil Robles, solo contesta a las que califica como “palabras sensatas” del Sr. Fernández Castillejo; afirma que no rechaza valorar todas las enmiendas que estén por venir; así y, pareciéndole razonables las propuestas del Sr. Fernández Castillejo, estaría dispuesto a considerar que el Decreto fuese traído previa aprobación del Consejo de Ministros; el Sr. Fernández Castillejo, a continuación, le solicita que se acepte el conjunto de lo solicitado en su voto particular; el Ministro de Guerra le replica afirmando que considera intolerable aceptar esta propuesta, es decir, "admitir, en bloque, en espíritu y letra, todo aquello que a S.S.
a pretexto de que es una limitación de facultades abusivas del Ministro de la Guerra, pueda introducir en el proyecto", así, afirma; "vosotros, que habéis dejado en manos de todos los Ministros de la Guerra todas las facultades que habéis tenido por conveniente, queréis limitarlas ahora porque hay un Ministro de una determinada significación, que os ha demostrado plenamente que con ello no quiere hacer política de ninguna especie".
Solicita, por ello, que se le dé un trato de igualdad respecto al que se ha dado "a todos los demás Gobiernos y a todos los demás Ministros de la República". (Muy bien - Aplausos).
En la sesión del día 8 el diputado de Falange, Sr. Primo de Rivera, denuncia que hace dos noches en Sevilla fueron asesinados dos jóvenes falangistas por lo que se pregunta;
"¿Señoritos fascistas? El uno, modesto pintor, el otro, un humilde estudiante y empleado de ferrocarriles";
lamenta la situación de caos en que se encuentra la ciudad de Sevilla.; “a la Falange puede decir que ni una sola vez se le ha probado una agresión", refiere sobre el presente caso;
así, afirma que cuando muere un obrero alistado a la Falange y es señalado como inductor de asesinato
el partido comunista,
"no se cierra un solo Centro comunista, no se impone una sola sanción a ningún comunista conocido, no ocurre nada", sin embargo, al contrario, cuando tras varios asesinatos de miembros falangistas, "reciben unos tiros unos cuantos comunistas en la puerta de su Centro, sin más averiguaciones, el Gobernador de Sevilla encarcela, no a los que presume autores, sino a quince de los dirigentes de la Falange, e impone a cada uno 5.000 pesetas de multa y acuerda la clausura de todos los Centros de la provincia".
Denuncia amargamente estas decisiones arbitrarias contra su formación; "en España se está agitando, cada vez más violento, un estado revolucionario terriblemente amenazador para los tradicionalistas y para vosotros, los liberales burgueses, para los republicanos de izquierda"; asegura que este es el tono "del movimiento revolucionario que se prepara; esto es lo que se agita cada vez
más áspero, cada vez más hostil, cada vez más seco bajo estas coaliciones, más o menos probables, de los socialistas con los republicanos de izquierda, esto: una dictadura de tipo asiático, ruso, sin el menor resto de aquella emoción sentimental que alentó en sus principios a los movimientos obreros. Esto es lo que se está preparando en España, esto es lo que está rugiendo bajo la indiferencia de España (Muy bien), y en muchas provincias de España donde no hay censura, y en otras donde la hay, se publican periódicos comunistas y casi todos los domingos se celebran mítines de propaganda comunista, donde hay puños en alto".
Visiblemente indignado, reclama al Gobierno para estos dos falangistas asesinados,
"vuestra gratitud y admiración, porque en medio de la distracción criminal de casi todos, estos hombres humildes en primera línea de fuego cayendo uno tras otro, muriendo uno tras otro para defender a esta España que acaso no merece su sacrificio". (Aplausos).
Le responde el Ministro de la Gobernación Sr. Pérez de Blanco, afirma que en esta ocasión lleva "toda la razón el Sr. Primo de Rivera. Los dos muchachos que han sido vilmente, cobardemente asesinados en Sevilla se encontraban realizando un acto cívico de completa inocencia y legalidad",
en concreto, pegando carteles "de propaganda de la Agrupación política a la que pertenecían".
Reconoce que la autoría de que esta noticia no saliera en Prensa como denunciaba el Sr. Primo de Rivera es suya, ya que considera que cumplía con su deber;
"me parece que todo lo que sea dar pasto al sentimiento mimetista de las gentes poco cultas es faltar a un deber elemental de la defensa de aquellos que en una ocasión como ésta han sido víctimas de una mala idea de sus adversarios". Las denuncias del Sr. Primo de Rivera demuestran que su formación, incluso con Gobiernos de adscripción próximos a la derecha parlamentaria, era duramente e implacablemente perseguida, mientras que, por el contrario, a los defensores y amparadores de la "revolución" y, con la supuesta garantía que les daba su etiqueta de "republicanismo”, se les otorgaba una condición mucho mejor para desde la cual poder desarrollar y llevar a cabo sus amenazas y frecuentes violencias callejeras.
Cuatro días más tarde, en la sesión del día 12, el Radical Sr. Pérez Madrigal aprovecha una interpelación para lanzar duras críticas de nuevo al Presidente del Consejo, Sr. Chapaprieta; tras las denuncias que va hacer, dice que no sabe si después del día de hoy podrá seguir perteneciendo a la minoría Radical, sin embargo, cree que es su deber hacerlo como un acto de servicio al país. Señala directamente al Sr. Chapaprieta de ser el culpable "que ha provocado la extinción, la disolución, la desmoralización del partido radical histórico", de ser el instrumento político "en estas Cortes que ha destrozado la única base que tenían las derechas españolas para realizar, para continuar una obra iniciada" y el que ha llevado a la minoría de la CEDA "de vicisitud en vicisitud, de embate en embate, de ilusión en desengaño a levantar su bandera solidaria, la bandera de sus ideales, de su pureza, de su pulcritud".
Le acusa, también, de haber despojado al Sr. Lerroux de las altas esferas del Poder republicano, un Sr. Lerroux al que en una reciente reunión de su minoría dice que vio
"llorando acongojado como un niño; yo vi el símbolo, el patricio, la revolución estrangulada, el rango histórico de su consecuencia republicana; y le veía deshonrado, desposeído del Poder, vejado y apartado al dolor, al desgarro y al llanto, acosado por altas y poderosas ingratitudes".
Critica duramente la obra económica del Sr. Chapaprieta, pasada y presente, en particular se ceba con la reciente Ley de Restricciones;
"es una inoportunidad política evidente en un país en que hay cientos de miles de padres de familia en paro forzoso, es un arma política formidable contra la organización política que dio el triunfo a las derechas en Noviembre de 1933, porque ella va directamente contra la clase media, contra el funcionario, contra el pequeño labrador"; así mismo,
le acusa de beneficiar a los de su casta, a la banca privada y su filiales, "que son clientes del Sr. Chapaprieta". Cree que favoreciendo ciertos intereses particulares y personales del Presidente del Consejo se está desarrollando la actual política económica española, lo que, a su juicio, es un ilícito y desleal proceder. Por su parte, el Sr. Chapaprieta, muy vehemente, afirma que de ningún modo puede admitir "afirmaciones genéricas y gratuitas", además, sin prueba alguna como las que le ha dirigido el Sr. Pérez Madrigal, asegura que de haberlas hecho fuera de la Cámara, ni siquiera las hubiera contestado; defiende su conducta encuadrada dentro de la más estricta legalidad. A su causa se suman los miembros de las minorías gubernamentales, como el Sr. Martínez de Velasco o el Sr. Samper que, en nombre de la minoría Radical, reitera que lo referido por el Sr. Pérez Madrigal se debe "a su propia y personal iniciativa". Finalizaba la sesión con el diputado de ERC Sr. Santaló, lo hace criticando la nueva prórroga de 30 días del estado de alarma, una situación que se prolongaba ya durante 13 meses ininterrumpidos, desde los sucesos de Octubre del 34.
Un día más tarde tiene lugar una tensa y tediosa sesión que tiene como principal y único protagonista al diputado Radical Socialista, Sr. Gordón Ordás, que aprovecha una simple interpelación para desatar toda su ira e inquina contra la figura del Sr. Gil Robles (algo que no era nuevo y más siendo su protagonista el Sr. Gordón Ordás). Se levanta primeramente para denunciar la prohibición gubernamental de impedirle participar en actos públicos, uno de ellos el 6 de Octubre en la ciudad de Oviedo (justo en el aniversario y en el principal foco de la revolución socialista del año pasado); así, pregunta porque no se le ha dejado hablar en los últimos cuatro meses, unas suspensiones que dice hacían mención a sus constantes ataques, entre otras cosas,
"a la política simbolizada por el Sr. Gil Robles y a mis campañas en torno a la política de negocios". Para justificar sus teorías, pasa a protagonizar un durísimo y desmesurado ataque político y, sobre todo, personal contra la figura del Sr. Gil Robles. Trata de justificar su campaña de difamación recordando que él mismo fue el primero en que
"públicamente dije que era un error, que el Sr. Gil Robles significaba para la República un gran peligro por su talento, por su audacia y por su acometividad",
y, siendo así y por lo que significa su persona, por la total desviación de lo que debe ser la República, "yo realicé mi campaña". Dado lo extenso de su intervención para lo que suele ser habitual en una interpelación, el Presidente de la Cámara Sr. Alba, le recuerda que está excediendo el tiempo de la misma, lo que provoca una enérgica protesta del Sr. Gordón Ordás que dice sentirse agraviado respecto a otros diputados de la Cámara. Por esta razón, el Ministro de la Gobernación, Sr. De Pablo Blanco, pide que se haga una excepción en esta ocasión y se le dé el tiempo que necesite, cree que es un error entrar en polémica con él dada su clara intención de buscar polémica y réditos políticos en dicha intervención. Así, continúa hablando del antirrepublicanismo del Sr. Gil Robles, cree, a su entender, que la República debe ser gobernada por republicanos; "mientras el Sr. Gil Robles no pueda reivindicar para su partido esta cualidad, no tiene derecho a formar parte de ningún Gobierno de la República".
Recuerda la fecha del 4 de Octubre del 34 cuando se formó un Gobierno mayoritario "y los partidos republicanos publicaron entonces una serie de notas que marcaban clarísimas posiciones frente a un hecho que se consideraba de extrema gravedad";
habla de la desconfianza que generaba la figura del Sr. Gil Robles en aquel momento, su dudosa apuesta por un régimen democrático. Ante estos continuos reproches y ataques al Sr. Gil Robles, algunos diputados, visiblemente enfadados, interrumpen su intervención, como el Sr. Fernández Martos: "Yo protesto contra esto Sr. Presidente, eso no es una interpelación". El Sr. Alba llama la atención de nuevo al Sr. Gordón Ordás, al que dice que, quizás, sería conveniente hacer este tipo de apreciaciones personales para un día en el que estuviera presente en el Salón el propio Sr. Gil Robles. En este nuevo incidente, vuelve a intervenir el Sr. De Pablo Blanco que, nuevamente, pide al Sr. Alba que deje terminar al Sr. Gordón Ordás para
no prolongar este desagradable incidente,
"y que me parece que no tiende sino a producir una maniobra política, que por mi parte no estoy dispuesto a consentir". (Muy bien - Aplausos). Lejos de cambiar su actitud, el Sr. Gordón Ordás continúa profiriendo duros ataques al hoy ausente Sr. Gil Robles;
"¿Qué confianza puede inspirar el hombre que confiesa reiteradamente que repudia la Constitución y la tacha de antipatriótica, sectaria y cobarde, sin tener rubor, para gobernar con esa misma Constitución y permitir que con ella gobierne su partido?". Dice que solo un señor como es el Sr. Lerroux, "que parece que se ha hecho cándido en la vejez, ha podido tener confianza en el Sr. Gil Robles, maestro en encender simultáneamente una vela a Dios y otra al diablo". (Rumores).
Sobre la política de negocios y en la que denunciaba una serie de hechos delictivos dentro de las instituciones republicanas y, motivo por el cual, fue censurado por el anterior Ministro de la Gobernación Sr. Portela Valladares, afirma que ya advirtió que era necesario en la República española,
"una caza de ladrones", "porque todo el mundo tiene la seguridad de la serie de hechos delictivos que se han cometido". (Un Sr. Diputado: El de los 14 millones del Banco de España, por ejemplo).
Prosigue afirmando que se debe llevar a cabo una labor depuradora respecto al enriquecimiento de personas que ostentan cargos públicos;
"no solamente en los políticos y en los administradores de rentas públicas, sino en las gentes que viven a su alrededor, y a algunas de las cuáles hace tres o cuatro años, se les veía sin una peseta y hoy tienen, a ojos vistas, una situación económica que es preciso aclarar". (Aplausos y fuertes rumores); al respecto,
el Sr. Calzada dice: "Entrarán en la revisión los 14 millones del Banco de España", tras lo cual, interviene el Sr. Comín: "¡Pocos aplausos en los alrededores del orador!",
palabras que provocan un enorme incidente en la Cámara con fuertes protestas desde las izquierdas; los señores Sánchez Albornoz, Fernández de la Bandera y Barcia lanzan airadamente reproches al Sr. Comín y, desde la derecha, los señores Calvo Sotelo y Bau
"avanzan en actitud violenta hacia las minorías de la izquierda". El Sr. Alba tiene que pedir de forma reiterada orden en la sala;
"Este es un espectáculo vergonzoso", "Una crítica por severa que sea no puede justificar la agresión personal". (Fuertes protestas); pero no consigue su propósito, siguen los reproches, un diputado de las derechas afirma:
"Nos han llamado ladrones"
en referencia al Sr. Fernández de la Bandera que, durante el incidente, había afirmado:
"Los ladrones, ahí".
Tras el lamentable incidente, prosigue su interminable relato; señala que, de ningún modo, ha apoyado ninguna revolución, niega que dijera que tuvieran que conseguir el Poder desde la calle y, para demostrarlo, recuerda algunos trazos de aquel discurso que ahora se le trata de imputar; "para nosotros el Poder está en calle, propaganda, pasión y votos, y a ella habremos de venir a buscarlo. Solo así podrá constituirse un Gobierno de izquierda republicana con la debida fuerza y autoridad". Afirma que, atendiendo a estas palabras, un Ministro de la Gobernación no puede decir que esto suponga
"una propaganda de violencia en la calle", un discurso, en el que también figura la siguiente afirmación: "Reitero, una vez más, mi criterio contrario a la lucha revolucionaria en la calle".
Al respecto, cree que el Sr. Gil Robles se ha posicionado, incluso, más aún a favor de la revolución, para lo que echa mano de algunas de sus citas con el propósito de demostrar que, a su particular entender, son más incendiarias que cualquiera de las proclamas revolucionarias socialistas; citas como las emitidas el 15 de Diciembre de 1934; "Tenía la seguridad de que la llegada nuestra al Poder desencadenaría un movimiento revolucionario",
"y en aquellos momentos en que yo veía la sangre que se iba a derramar, me hice esta cuenta: puedo dar a España  tres meses de aparente tranquilidad si no entro en el Gobierno, Ah, pero entrando, ¿revienta la Revolución?. Pues entonces que estalle, antes de que caiga sobre nosotros, antes de que nos ahogue"; en su particular conclusión y, a través de estas afirmaciones, se puede llegar a proclamar que el Sr. Gil Robles "provocó la revolución". (Rumores), como así, en efecto, asegura y justifica;
"me es imposible condenar a los autores de los tristes hechos revolucionarios acaecidos, sin condenar al mismo tiempo a los culpables de que tan dramática situación llegará a producirse y desarrollarse",
ante unos hechos que dice
"estaban previstos por todo el mundo", hechos que, previamente, había que haberlos ido desarmando "con hábiles medidas políticosociales en vez de provocarlos con determinaciones insensatas"; de este modo, afirmaba que suscribía "mi insolidaridad con todos los órganos del régimen mientras no se rectifique la inmensa torpeza cometida", y, más aún, "el partido socialista obrero y la UGT, a pesar de lo que han realizado en estas horas de extravío, merecen el respeto de todos los auténticos republicanos, quienes desertarían de su deber si no se opusieran denodadamente a todo intento de aniquilar o fascistizar desde el Poder estas organizaciones obreras, indispensables a la marcha progresiva de la República". Así mismo, censura la habilidad y obstinación del Sr. Gil Robles de intentar acabar con el movimiento obrero "que se agrupa bajo las banderas socialistas". Concluía así su "interpelación" y tras más de dos horas destinadas a denigrar, casi en su totalidad, la personalidad política y humana del Sr. Gil Robles, sin duda, con claras intenciones y derivaciones políticas; unas manifestaciones donde dejaba bien claro que, no solo se hacía solidario de las causas "revolucionarias" socialistas, sino que, además, imputaba la culpabilidad de los trágicos sucesos de aquellos días al mismo Sr. Gil Robles (que no ostentaba entonces cargo gubernamental alguno) y por el mero hecho de intentar ocupar mayores cotas de Poder recogiendo así el encargo de unos ciudadanos españoles que, meses antes, habían elegido a su formación política, la más votada y, por tanto la más aceptada, para dirigir el nuevo rumbo de la política republicana.
Tras la interminable intervención del Sr. Gordón Ordás, toma la palabra, visiblemente molesto, el Ministro de la Gobernación Sr. De Pablo Blanco. Muestra su asombro por la actitud del Sr. Gordón Ordás dado que, siendo diputado y,
"uno de los Diputados más elocuentes del Congreso, donde tiene su asiento por derecho propio y por deber inexcusable, que a veces yo estimo que abandona" (no había venido a su escaño desde el inicio de la legislatura por decisión propia), "no viniera aquí a reclamar contra el autor del desafuero, el Sr. Portela Valladares, las explicaciones naturales y consiguientes de esta actitud equivocada del Ministro";
afirma que, más asombro aún le producía era que, lejos de referirse en su extenso discurso a los hechos denunciados, "se dirigían sistemáticas acusaciones contra la actuación política del Sr. Ministro de la Guerra",
cree que, en todo ello, esconde una finalidad,
"eludir habilidosamente una discusión a la que gallardamente le llamaba el otro día desde aquí el Ministro de la Guerra sobre la cuestión de Asturias". Afirma que no es verdad que el Sr. Portela Valladares haya obstaculizado o prohibido las actuaciones públicas del Sr. Gordón Ordás, un Ministro que hubiera podido y debido defenderse de esas acusaciones desde su escaño,
"si el Sr. Gordón Ordás hubiera ejercitado su derecho de interpelar, su derecho de crítica en este caso". Tras estas palabras, el Sr. Gordón Ordás dice: "Toda la Cámara sabe por qué no venía yo al Parlamento". (Denegaciones).
El Ministro prosigue y le recuerda; "los actos del Poder Público, señor Gordón Ordás, se discuten en el Parlamento"; "no puede ampararse en la Prensa, teniendo aquí un escaño en el cual debe estar sentado". (Muy bien - Aplausos). Considera que hoy su deber es defender al Sr. Portela Valladares y, más, cuando lo que ha dicho el Sr. Gordón Ordás no es cierto ni se ajusta a la realidad; para corroborarlo, trae la copia de todas las órdenes
"que el Sr. Portela Valladares dio a los gobernadores civiles de las provincias con relación a las intervenciones del Sr. Gordón Ordás, y no existe la de impedir que él actuara",
tan solo refirió que, antes de autorizar los actos y las intervenciones de los señores Gordón Ordás y Zugazagoitia, "se le consultara a él"
con el fin de que el Sr. Gordón Ordás pudiera desarrollar
"una labor de agitación allí donde las pasiones se encontraban caldeadas y donde los sucesos revolucionarios de Octubre habían tenido una más virulenta repercusión, y buena prueba de ello es que el Sr. Gordón Ordás ha podido hablar y ha hablado en poblaciones distintas de aquellas en donde estos sucesos se desarrollaron".
Afirma que el Sr. Gordón Ordás si se hubiera limitado "a un ataque más o menos acre de la actuación política del Sr. Lerroux, del Sr. Gil Robles, de los partidos que estaban ejerciendo las funciones públicas desde el Gobierno, seguramente el Sr. Ministro de la Gobernación no hubiera dado esa orden", pero que lejos de ser así, el Sr. Gordón Ordás,
"siguió, desde el principio de aquellos sucesos, un camino profundamente peligroso para la paz pública y, a mi juicio, para la tranquilidad y la conveniencia de la República, dedicándose a una labor de agitación", incluso, dice que "de difamación de las autoridades", en especial, contra los que representan "a los institutos armados de la Nación".
Hace mención a alguna de estas citas agitadoras protagonizadas por el Sr. Gordón Ordás: "La enorme gravedad de la situación creada por la represión en las provincias de Asturias, León y Palencia, no me permite esperar más tiempo silencioso sin incurrir en tácita complicidad con el crimen". (Rumores); "Pero yo condeno también y con más severidad aún, los crímenes de la represión"; "En las cárceles más importantes de Asturias, León y Palencia estuvieron ingresando durante mucho tiempo, y todavía gotea, presos bestialmente machacados a golpes, unos por la Guardia civil en el momento de la detención, otros dentro de los cuarteles de dicho Instituto o por los Guardias de Asalto",
denuncia también vejámenes y otras presiones contra dichos presos;
"se ha golpeado inhumanamente a los detenidos para arrancarles declaraciones o por el sádico goce de atormentarlos".
Por todo ello, afirma; "mi conciencia repugna de estas cosas que el Sr. Gordón Ordás quería propalar en los mítines que el Sr. Ministro de la Gobernación hubo de impedir";
considera un error que un señor que ha llegado a ser Ministro de la República haya hecho entrega de toda esta documentación a los diputados para que lo consulten, con la seguridad "de que quedarán horrorizados de que una persona que tiene responsabilidad política de quien ha sido Ministro de un régimen, vaya por esos pueblos y esos campos predicando tales cosas a ciencia y paciencia de las autoridades". (Aplausos), documentación en la que se incluye todo tipo de ataques furibundos contra la autoridad. Le recuerda que estando en Villafranca del Bierzo, en un tiempo en que el Sr. Gordón Ordás era Ministro y, en un acto que celebró allí, la gente del pueblo se echó en su contra y tuvo que pedir el amparo y protección de las autoridades a las que ahora tanto critica, un lugar en el que, cuando se vieron rodeados por los vecinos del pueblo, se dirigió al Comandante del puesto para decirle: "¿no le he dicho a usted que despeje la gente?", y al ver que no se hacía como él quería y, sin conseguir lo que se pretendía, volvió a dirigirse al Comandante en estos términos:
"Pues si no se van por las buenas, échelos usted a tiros", un relato que asegura aparece en un archivo registrado en el propio Ministerio de Gobernación. En este punto, afirma que no hay derecho "a andar pueblo por pueblo difamando a las autoridades y a aquellos institutos armados que constituyen a la vez la gloria de España y el sostén de la República (Aplausos), como S.S. lo está haciendo, olvidando no solo sus responsabilidades, sino aún sus deberes"; sostiene que, todas estas denuncias, debería haberlas llevado a los Tribunales en el mismo momento que las iba conociendo. Así mismo, critica con firmeza las acusaciones dirigidas contra el Ministro de la Guerra Sr. Gil Robles;
"no hay razón alguna para lanzar todos los días, como un inri, a la frente del Sr. Gil Robles esas manifestaciones que, al poner en tela de juicio su conducta, no puede evitarse que supongan también una duda respecto de su caballerosidad"; por este motivo,
pide que los republicanos "si en efecto sinceramente lo son, en vez de procurar lanzar de la República a los que vienen a ella, les abran los brazos". (Muy bien); y concluye su reveladora y terminante declaración; "porque la República, Sr. Gordón Ordás, es España, y deberá estar gobernada por nosotros, pero en cuanto tenga de bueno, de adelanto y de progreso, debe ser para todos los españoles". (Grandes y prolongados aplausos. Muchos señores Diputados se acercan a felicitar al orador). Las elocuentes palabras del Ministro dejaban por los suelos las repetitivas difamaciones del Sr. Gordón Ordás que, nuevamente, venía al Parlamento sin prueba documental alguna, denunciando unos sucesos pasados que ni siquiera había tenido la gallardía de presentarlos durante ese tiempo en el Juzgado correspondiente, como era preceptivo; el Sr. Gordón Ordás sería uno de los grandes abanderados en estos meses de soliviantar e insuflar aliento a los vientos y soflamas revolucionarias de las izquierdas que, lejos de apagarse, cobraban ahora todo su vigor ante la expectativa de ver una legislatura claudicante y agonizante.
El día 14 tiene lugar un debate de corte económico; se discute el Proyecto de Ley sobre el impuesto de Derechos reales; el diputado de la CEDA, Sr. Azpeitia, pide al Ministro de Hacienda que, por el bien de todos, se modifique seriamente el dictamen de este Proyecto porque de no ser así, se daría la paradoja de que
"en unas Cortes eminentemente conservadoras realicen, en el momento inicial, un fuerte atentado contra el patrimonio familiar y, a la larga, consoliden un impuesto progresivo exageradamente violento". (Aplausos en distintos sectores de la Cámara). El Presidente del Consejo Sr. Chapaprieta, titular también de la Cartera de Hacienda, no se solidariza con la propuesta; "me conviene decir a la Cámara y al país que hay proyectos sin los cuáles el Ministro de Hacienda no puede continuar en este banco",
defiende su obra económica por entender que es necesaria y fundamental para España. Por su parte, el diputado de la minoría Radical, Sr. Pérez Madrigal, insiste, una vez más, en sus ataques contra la obra y ejecutoria ministerial del Sr. Chapaprieta; muestra su total rechazo a esta maniobra, censura que, siendo miembro de una minoría que forma parte de la coalición del Gobierno, venga todos los días
"a mortificar, a zaherir a quien, accidentalmente, pero con honor y dignidad, ostenta hoy aquí la representación de los partidos que apoyan al Gobierno". (Grandes aplausos en distintos lados de la Cámara). El también Radical Sr. Samper, reitera también, una vez más, que su minoría no se solidariza de ninguna manera con la actitud del Sr. Pérez Madrigal. Pocos días más tarde, el 20, tiene lugar un nuevo debate de índole económico,
en esta ocasión, con el problema monetario de fondo; el diputado de Renovación Española Sr. Calvo Sotelo, afirma;
"es necesario dar seguridad plena, no solo a los extranjeros sino también a los españoles".
Al respecto, cuenta una singular anécdota que sucedió hace unas pocas semanas cuando estaban en España "Los negociadores de algún Banco extranjero para estudiar el otorgamiento de un crédito bancario al Estado español, o al Banco de España",
durante su estancia, presenciaron el entierro de la señora del Sr. Largo Caballero; "presenciaron el desfile silencioso de aquella masa de muchos millares de ciudadanos, con el brazo en alto, y supieron que entre aquellos ciudadanos seguramente estaba el hijo del Presidente de la República, con el brazo en alto también, y aquellos hombres se volvieron a su patria diciendo que no podían tratar……..".  (Aplausos que impiden oír el final). Unas palabras que provocan la intervención del Sr. Chapaprieta, cree poco acertado mezclar al hijo del Jefe del Estado en este debate, a lo que contesta el Sr. Calvo Sotelo que solo pretendía reflejar,
"la temperatura moral de la disolución que reina en mi Patria y que da lugar a esto: a que el hijo del Sr. Presidente de la República se manifieste socialista".
Un día más tarde, el 21, se aprueban por votación diversos Proyectos de Ley, el de Comunicaciones marítimas, de Restricción de materias sacarinas y azúcar y la modificación de la Ley de Vagos y Maleantes. Seguidamente, se trae a escena un supuesto incidente en el homenaje al General Pavía; el Ministro de la Gobernación, Sr. De Pablo Blanco, lamenta que el diputado de IR Sr. Lara trate de hacer causa política antirrepublicana unos hechos que califica de anecdóticos y que, además, como él mismo refería, basados
únicamente "en rumores públicos".
Lamenta el proceder de este diputado de utilizar el Parlamento para hacer propaganda de las más episódicas historias con la única intención de sacar rédito político; al respecto, el Sr. Gil Robles, confirma que a ese acto no hay ido ni un solo militar en activo. Ante la perseverancia del Sr. Lara en sus denuncias, el Ministro Sr. De Pablo Blanco le sugiere que haga mención al tipo de delito que han cometido cuando "a diario se levantan aquí los Sr.es Diputados a hacer críticas acerbas del sistema parlamentario; si van por esos pueblos censurando a la República; si van por ahí Diputados socialistas, que no cobran unos derechos pasivos, sino unos derechos activos del propio Parlamento, haciendo una labor contraria a él". (Grandes aplausos); le dice al Sr. Lara que le hubiera gustado que de su boca hubiera salido
"una protesta enérgica contra una rebelión que se dirigió, efectivamente, contra el Estado y que tantas vidas costó en Asturias". (Grandes y prolongados aplausos. El Sr. Diez Pastor: Es un disco muy gastado.- Protestas). Nuevamente, las elocuentes y siempre contundentes afirmaciones del Sr. De Pablo Blanco, dejaban casi sin opción de réplica a aquellos que tuviesen la intención de utilizar cualquier causa menor para hacer objeto de escándalo; todo ello, con el único propósito de dar por finiquitada cuanto antes la legislatura y abrir el melón de una disolución de Cortes que les permitiera dar forma política a sus propósitos revolucionarios. Sin embargo, el Sr. Lara, lejos de dar por finiquitado el asunto, les acusa de fomentar el espíritu revolucionario, y lo hace por las previas acusaciones que se les hace a ellos de acudir a actos en los que hay millares de personas "que levantan los puños", algo que incluso justifica; "a nuestro juicio, el impulso que mueve esos brazos sale de ahí, (Señalando al banco azul), que si no hicierais la política desatentada que estáis haciendo". (Protestas y aplausos).
Tras estas palabras, se produce un pequeño incidente entre algunos diputados de las izquierdas y los Ministros de Guerra y Gobernación que provoca que el Sr. Alba de por zanjado el debate. En opinión del Sr. Lara y, respecto a la exaltación comunista y revolucionaria que se estaba formando y desarrollando en diversas capas de las sociedad española, esta era causada y provocada por el mismo Gobierno; acusaba así injuriosamente a un Gobierno que tenía que ser el garante, precisamente, de acabar con esta deriva social y lo hacía, además, con el agravante de que esta era impulsada por sectores no muy lejanos a los que el Sr. Lara representaba y con el único fin de acabar con la legalidad y vigencia del Gobierno radical cedista.
El día 26 tiene lugar un nuevo debate de perfil económico, tan del gusto del Gobierno tecnócrata del Sr. Chapaprieta; se traen a escena el Proyecto de Ley sobre la modificación de la contribución de las Utilidades de la riqueza mobiliaria y el Proyecto de la reforma de la Ley del Timbre del Estado. A continuación, el diputado de ERC Sr. Trabal, defiende una Proposición relativa a la libertad de la propaganda en Cataluña, critica que se permita hacer uso de la misma a partidos y organizaciones monárquicas y, por el contrario, "se prohíbe la de los partidos republicanos".
Aprovecha la circunstancia para criticar también con dureza a los miembros de la Lliga a los que acusa de tener un doble lenguaje, el que emplean en el Parlamento y el que posteriormente utilizan en Cataluña, más cercano a las tesis nacionalistas. Les acusa de coaligarse en el Parlamento español con fuerzas no republicanas, "y eso alarma poderosamente al país, y alarma poderosamente al país porque la fe republicana de esos Diputados, de esos gobernantes, de esos Ministros, no está probada ni contrastada". Por su parte, el Ministro de la Gobernación Sr. De Pablo Blanco, lamenta que el Sr. Trabal haya hablado de multitud de cosas con una exclusiva finalidad política y poco o nada haya defendido su Proposición; le reprocha que esté hablando en nombre de un partido político como es la ERC;
"la culpable de la situación en la que se encuentra Cataluña", ya que si esta minoría no se hubiera sublevado el día 6 de Octubre, no hubiera habido necesidad "de estas cosas que tanto censura y critica S.S. cuando todas ellas estaban en manos de la Generalidad"; "ni los Centros de la Ezquerra hubieran tenido que estar cerrados, ni la censura de Prensa se hubiera tenido que imponer, ni el estado de excepción legal hubiera tenido que permanecer tanto tiempo en Cataluña". (Muy bien).
Así, le ofrece una serie de datos en los que se demostraría, incluso, el trato casi de favor de la que goza la Ezquerra respecto de la Lliga;
"desde el día 11 de Octubre último al 22 de este mes se han celebrado en Barcelona 65 actos públicos, que tienen esta clasificación; de Acción Popular, 6; Lliga catalana, 9; radicales, 3; indefinidos, 2; católicos, 1; monárquicos, 1; tradicionalistas, 2; frente marxista, 1; sindicalistas, 3; socialistas, 9; federales, 2; Unión Republicana, 2; Izquierda republicana, 3; Esquerra, 22". Las rotundas manifestaciones del Ministro, una vez más, dejaban casi sin lugar a la oportuna réplica a los distintos oradores que, por lo general, únicamente buscaban sacar rédito político a cuestiones alejadas del verdadero interés común, una situación que daba un semblante aproximado de lo que se estaba convirtiendo la Cámara republicana en estos últimos coletazos de la legislatura.
El inicio del fin del Gabinete presidido por el Sr. Chapaprieta se iba a acelerar con la celebración de la sesión del día 28, día en el que se trae a escena el Caso Nombela; el diputado de la minoría Radical Sr. Rey Mora, hace referencia a un documento que en el día de ayer fue puesto a disposición del Presidente de la Cámara Sr. Alba y en donde se hacían "determinadas imputaciones sobre hechos supuestamente irregulares", unos documentos que ya han tenido eco en la Prensa y en la opinión pública por lo que afirma que andan "las lenguas maledicentes haciendo comentarios relativos a este asunto". El diputado agrario Sr. Royo Villanova, por su parte, cree que no es necesario la formación de una Comisión Parlamentaria, defiende que sean los Tribunales los que tomen la decisión final sobre el asunto;
"¿Qué del expediente resultan indicios de culpabilidad para algún funcionario o ex funcionario público? Se pasa el tanto de culpa a los Tribunales. ¿Qué resulta acusado algún Diputado? Que venga el suplicatorio",
pide que todo se haga acorde a la Constitución; "¿Quiénes somos nosotros, porque un señor haga una denuncia, para paralizar todo el aparato legislativo y nombrar una Comisión, como la otra vez?".
Afirma que en caso de que haya alguna responsabilidad, "se busca, sin escándalos y sin sacar las cosas de quicio, por medio de un expediente administrativo, que vendrá aquí";
no es partidario de convertir el Parlamento en una Convención o similar. A continuación, el Ministro de Guerra Sr. Gil Robles, cree que siendo una denuncia que afecta a los miembros de un partido como es el Radical, "ni el
Gobierno ni la Cámara tienen, a mi juicio, derecho a interponerse en el camino de esos esclarecimientos en nombre o interés de ese partido que tiene representación en el Gobierno de cual formo parte"; así, pide que cuanto antes se forme
"una investigación todo lo amplia y extensa que quiera la Cámara".
Como ya dijo el pasado 26 de Julio, asegura que la tramitación de dicho expediente,
"por parte del Sr. Presidente del Consejo, no pudo ser más clara, más diáfana y más noble",
un Sr. Lerroux que sobre ello dijo;
"este asunto yo no lo quiero resolver; que se nombre una Ponencia de tres compañeros"; así, asegura que él no hubiera seguido un solo día en el Gobierno si hubiera visto "en el Presidente del Consejo la más leve sombra en este o en otro asunto". Tras su intervención, el
diputado conservador republicano Sr. Cano López (que recordemos fue el diputado que destapó el caso el pasado 26 de Julio), afirma que el Sr. Nombela ha presentado la denuncia
"porque no se ha hecho justicia, porque no se destituyó, como debía haberse hecho, fulminantemente a quien, acusado de prevaricación, ocupaba la Subsecretaría de la Presidencia del Consejo de Ministros". (Rumores). Finalmente, por mayoría, se acuerda la formación de una Comisión parlamentaria.
Tras el debate del caso Nombela, se trae a escena el Proyecto de Ley de la modificación de Derechos reales; el diputado Independiente republicano, Sr. Izquierdo Jiménez, se muestra contrario a la subida de impuestos propuesta por el Sr. Chapaprieta, cree que es necesario fomentar una política encaminada a desarrollar y potenciar la industria nacional, siendo este el único camino viable para que España se aparte definitivamente de la revolución;
"robustecer su economía, impulsar su capital, hacer que venga del extranjero una cantidad respetable de numerario".
Reconoce al Sr. Chapaprieta "unas facultades financieras extraordinarias y una buena intención fuera de toda duda",
sin embargo, esa labor cree que va a provocar un grave
perjuicio "al régimen en estos instantes", y añade; "S.S. está haciendo una política financiera teniendo estrangulada la verdadera conciencia de las fuerzas de la derecha que constituyen esa mayoría. Y yo digo a S.S., ya está bien que desde que hay República en España, y se dice que hay democracia, no hayamos logrado ver que formen los Gobiernos aquellos elementos que real y auténticamente representan a la opinión nacional; ya está bien que S.S. sea el marxista de turno de República porque desde que la República ha venido hemos tenido la desgracia los republicanos de ver jamás brillar lo que debe ser base de toda República, que es la soberanía del pueblo; no hemos podido ver nunca, a través de casi ninguna crisis, por no decir ninguna, que los destinos de España hayan quedado en manos de aquellos hombres que tienen derecho a llamarse sus representantes, porque la opinión pública les había otorgado la confianza del sufragio universal en número bastante para que en estos escaños, que representan la soberanía del pueblo, hubiese los votos necesarios para apoyar cualquier política" y que en su lugar aparecía "el marxista de turno",
como es ahora el caso del Sr. Chapaprieta, acabando así con la esperanza que muchos españoles habían depositado
"que fuera una República auténtica, basada siempre en el sufragio universal".
Continua su relato en esta línea diciendo; "primero fue Azaña, apoyado por los socialistas, apoderándose durante dos años del Gobierno de España sin tener ninguna fuerza parlamentaria auténticamente suya",
una circunstancia que luego han seguido representantes de otras minorías "que no representaban ninguna fuerza más que la personal suya, han hecho una política francamente marxista; y ahora es S.S.".
Afirma que, ahora, cuando España tenía la esperanza de que gobernasen esas mayorías de derecha,
"que representan la soberanía del pueblo mientras no haya otras elecciones; cuando España tenía la esperanza de que toda aquella política del bienio iba a ser borrada por una legítima política de derechas, con fracasos o con triunfos, que eso corresponde a su competencia o patriotismo, España ve angustiada, como S.S. no solamente comente la injusticia y la torpeza de traer este problema candente y gravísimo de extraordinaria trascendencia económica a unas Cortes que S.S. mismo califica de agonizantes, sino que también estrangula la posibilidad de que esas fuerzas de derecha puedan gobernar antes de que vuelvan a enfrentarse con la opinión pública, porque no otra cosa significa el que S.S. dijera que no podía dejar en libertad a la mayoría para emitir su opinión respecto a este dictamen", palabras que dice confirmó en su momento el propio Sr. Chapaprieta; "Yo no puedo dejar en libertad a esa mayoría"; le recuerda que lo dijo porque sabía que
"esa mayoría no podrá votar en conciencia este proyecto de Derechos reales, y si lo hiciera, faltaría a su verdadera conciencia".
Sobre los rumores que se escuchan en relación a una posible crisis de Gobierno, algo que dice que le atemoriza, advierte que cuando llegue el momento de que
"por no estar conforme la Cámara con la política de S.S." se llegue a producir la tan temida crisis, el culpable sería el propio Sr. Chapaprieta; "sería S.S. el culpable de que se hubiera producido esa crisis por aferrarse a que se aprobarán proyectos que repugnan a la conciencia del Parlamento español y a la del país", y, ante esto, dice que solo es posible dos soluciones; "que se formará un nuevo Gobierno con otro marxista de turno", "o que se produjera una disolución de las Cortes"; siendo así, advierte del enorme peligro que ello significa dado que,
"el camino de los hombres que hemos estado aquí más de dos años con la esperanza de que se hiciese una política como corresponde a la realidad de más de 300 Diputados que pensamos en derecha dentro de la democracia republicana, si en una nueva elección no tuviéramos un triunfo rotundo para que esa esperanza pudiera mantenerse, sería dedicarnos a hacer la labor que se ha hecho ahora, a no dejar gobernar, a marcharnos de la Cámara, a decir que no eran buenas las Cortes porque no habían triunfado las derechas".
Por todo ello, quiere dirigirse enérgicamente y con un sentido respeto al Sr. Chapaprieta;
"no tiene derecho a continuar un minuto más en el banco azul si no tiene la confianza absoluta de que estos proyectos que impone a la mayoría han de ser votados por esta con arreglo a su conciencia", imponiendo proyectos "que repudian la conciencia del país y la mayor parte de los Diputados". Las palabras del Sr. Izquierdo Jiménez eran lo suficientemente elocuentes como para añadir algo más respecto a la gravedad del momento por el que transitaba el régimen republicano.
Por su parte, el diputado Tradicionalista Sr. Toledo, defiende una Proposición no de ley que refiere sobre el incumplimiento de ciertos artículos de la Ley de Presupuestos del pasado 29 de Julio y, en referencia al Ministerio de Instrucción Pública; lamenta la situación en que se encuentra la Segunda enseñanza tras la sustitución de la enseñanza religiosa, refiere que los cursillistas casi han desaparecido, muchos accedieron sin la titulación exigida; denuncia que no hace ni dos meses, "han sido nombrados 146 cursillistas encargados de curso, sin título alguno, elegidos simplemente por bandería política". Asegura que la consecuencia de todo ello, es "la caída vertical de la enseñanza media en España".
A tal efecto, solicita al actual Ministro de Instrucción Pública que se acometa de una vez por todas la reforma de la Segunda enseñanza,
"pero una reforma de la Segunda enseñanza con sustitución o supresión de Centros de Segunda enseñanza, de acuerdo con lo que quiere la voluntad nacional".
Igualmente, denuncia la composición sectaria y política del Consejo Nacional de Cultura del que dice que todos conocen la ideología de sus componentes;
"Todos sabemos que sentían en cierto modo esa propia revolución asturiana. Hay que decirlo con toda claridad y valentía, y el que quiera decir lo contrario tiene que hacerlo con todas sus consecuencias. recuerda, además, que 15 de sus miembros y según la propia normativa, "debieron cesar a los tres años de ser nombrados".
También desea recordar que hay un mandato de las Cortes,
"para que se traiga un proyecto de ley reformando todas esas cosas que hay que reformar",
algo que no han hecho ninguno de los Ministros titulares del Ministerio desde que en Noviembre de 1933 ganaron las derechas las elecciones. Apenas se queda con una buena declaración de intenciones del actual Ministro de Instrucción Pública, el Sr. Bardají, que pasó casi inadvertido en el tiempo que estuvo de titular del Ministerio.
DICIEMBRE 1935
 
Escasas sesiones las desarrolladas en este mes, con un Gobierno que el día 7 de Diciembre y, tras una épica y agónica sesión, caía finalmente producto del resultado del intenso debate del segundo de los casos de corrupción en el que, algunos de sus miembros y pertenecientes a la minoría Radical, se habían visto envueltos. Un caso aún menor si cabe que el del Straperlo dinamitaba por completo al ya herido Partido Radical que, acosado durante meses por una buena parte de las izquierdas parlamentarias, veía como a esa labor se sumaban también algunas minorías de la derecha más antirrepublicana deseosas de mejorar su representación parlamentaria y con el fin de pescar algún rédito electoral de la jauría de grillos en la que se había convertido la propia minoría Radical. Las izquierdas iban a aprovechar la ocasión para desencadenar una contumaz crítica contra el Gobierno por estos casos de corrupción, la misma  izquierda que, sin embargo, en ningún momento hizo la mínima crítica u objeción por los sucesos revolucionarios de Octubre del 34 que costaron la vida a cerca de 1.500 españoles; se pusieron de perfil ante aquella tentativa golpista, es más, a estas alturas, no algunas, si no la práctica totalidad de ellas, se solidarizaban indisimulada y abiertamente con su causa; así, dos pequeños casos de pequeña monta y, (reitero que más de índole moral que política) en los que, incluso, los Tribunales difícilmente hubieran podido encontrar indicio de causa penal alguna, fueron el desencadenante de sus más desaforadas críticas contra la credibilidad y legitimidad del Gobierno. Con esta actitud inequívocamente partidista y sectaria, el frentismo y la pasión política desorbitada iban a estallar como un polvorín haciendo polarizar definitivamente a la sociedad española en dos bandos absolutamente irreconciliables; la estabilidad del régimen desde este mismo instante, pendería de un muy difícil y casi imposible equilibrio; el abismo se asomaba a pasos agigantados.
El día 3 el diputado conservador Sr. Cano López, denuncia el grave deterioro del Orden Público en el país; afirma que la realidad
"es que el número de atentados sociales va aumentando cada día de tal forma que el país está, con razón, atemorizado. No hay ciudadano de ninguna clase que tenga su vida garantizada".
Estima que, durante el presente año, se han producido del orden de entre 400 y 500 atentados terroristas. Por ello, critica al Gobierno al que califica de ser un Gobierno
"blandengue", por no acatar siquiera lo que dicen los Tribunales, unos Tribunales que han condenado a muerte a varios de estos terroristas mientras que el ejecutivo, "no ejecuta las sentencias de los Tribunales".
Defiende así la implantación de una política represiva dura y en la que tenga cabida la pena capital; "cuanto esto suceda, no veremos sentencias de los Tribunales absolviendo, por ejemplo, a hombres como Largo Caballero acusado de ser el principal autor de la revolución; no veremos a policías que, habiendo tenido la misión de vigilarle y acompañarle, se olvidan por completo de todo lo sucedido y rectifican totalmente en el momento del juicio oral". Pese a las múltiples acusaciones de la supuesta represión sangrienta llevada a cabo por el Gobierno, con aportaciones de datos que, en la mayoría de las ocasiones, no solo no se contrastaban sino que ni siquiera se asemejaban a los oficiales, cabe decir que el Gobierno indultó a la casi totalidad de los principales protagonistas de los trágicos sucesos de Octubre del 34; de tal forma que, esta política que casi bien pudiéramos calificar como de apaciguamiento y llevada hasta un límite en el que se incumplían las propias sentencias de los Tribunales, no sirvió absolutamente para nada, al revés, el fuego "revolucionario" no se iba a apagar con unos socialistas y socios inequívocamente guerracivilistas que no permitirían, bajo ningún concepto, que la República, su República, estuviera en unas manos que no fueran las suyas.
En la sesión del día 4 se trae a debate el Proyecto de Ley de la modificación de los Derechos reales, en su discusión por artículos; el diputado republicano Independiente Sr. Izquierdo Jiménez, vuelve a reiterar sus quejas por la maniobra del Sr. Chapaprieta de intentar aprobar Proyectos de Ley que van contra los intereses de la mayoría parlamentaria y, por ende, de la misma voluntad popular. Habla de sus conversaciones en los últimos años con banqueros extranjeros y de sus deseos de inyectar capitales y traer inversiones a España, algo que siempre se ha frenado "ante la amenaza de una política marxista o ante la realidad de una revolución en las calles,
y la desgracia nuestra, la de esta Cámara, de sentido predominantemente conservador, estriba precisamente en que no podemos ver como prospera ni uno solo de los principios de la política conservadora",
y todo ello, a su juicio, por la obcecación de un Ministro de Hacienda "que no siente otra preocupación que la de levantar una bandera, llena de sedas y oriflamas, diciendo al país que es un magnífico Ministro", "sin preocuparle en absoluto lo que va a ocurrir dentro de poco".
Critica el que se traten de introducir ahora en el escenario económico este tipo de gravámenes e impuestos, justo en un momento en el que "el capital español parece que se disponía a despertar de su letargo tradicional y a salir un poco a la circulación";
"para nivelar el Presupuesto S.S. tenía otros procedimientos mucho más justos, que son esos que dejo señalados: gravar el capital fijo, favorecer el capital circulante, gravar las cuentas corrientes, impulsar el numerario a salir al exterior, desgravar las transmisiones directas, que son la base y fundamento del patrimonio familiar",
y, así,
"no herir en lo más íntimo la conciencia y el sentimiento en el orden familiar, no herir al ahorro español, que casi no existe".
Pide que se tengan en cuenta sus propuestas dado que, de no hacerlo,
"habréis contraído una responsabilidad gravísima ante las derechas españolas que os votaron a los que hoy día sois la mayor parte de la base del Gobierno". Finalmente, sus enmiendas son rechazadas por amplia mayoría de la Cámara, 98 votos y solo 2 a favor, votos de los señores Ramiro de Maeztu y Calvo Sotelo.
Al día siguiente, el 5, tiene lugar un acalorado debate a consecuencia de la Proposición no de ley que defiende el Sr. Calvo Sotelo y referente a lo ocurrido en el pabellón Urumea de San Sebastián durante la celebración de un mitin de marcado acento nacionalista, a su entender; "la procacidad de que dieron muestra los oradores y parte del público en el mitin del Urumea de 24 de Noviembre fue verdaderamente infame".
Intenta diferenciar al nacionalismo catalán del nacionalismo vasco por el componente racista de este, el cual, funda toda su personalidad "en un odio salvaje, enfermizo, en un odio repulsivo a España, no al estado español", "en el odio a los españoles y a la nacionalidad española, en el odio a la historia de España".
Para argumentarlo y tratar de ilustrarlo recoge algunas citas del ideario del fundador del PNV, Sabino Arana:
"El partido nacionalista solo ha nacido y vive para la Patria, que es Bizkaya libre en Euzkeria libre. Al Gobierno de Madrid ningún buen vizcaíno le llama Gobierno central, sino Gobierno de la nación dominadora. Para nosotros sería la ruina el que los maketos residentes en nuestro territorio hablasen euzkera. Los idiomas españoles son lenguas regionales de la Nación española. El euzkera es lengua nacional de Euzkalerria. A ningún vasco puede hacérsele de Nación española o francesa ni a tiros de cañón, porque España y Francia son naciones latinas y el vasco no es latino, sino vasco. Ya los sabéis euzkeldunes, para amar el euzkera tenéis que odiar a España. Sin pizca de dignidad y de respeto a vuestros padres, habéis mezclado vuestra sangre con la española o maketa, os habéis hermanado o confundido con la raza más vil y despreciable de Europa. Prefiero la extinción total de Bizkaya a una Bizcaya maketa, independiente y regida por los reyes de nuestros padres. El españolismo es un mortífero virus. España es la Nación más degradada y abyecta de Europa". Recuerda que hace un tiempo ofreció un discurso en el propio pabellón de Urumea y en el que afirmó que "preferiría una España roja a una España rota",
pese a las numerosas críticas que recibió por ello; considera que las izquierdas, de una forma muy distinta a la suya, también quieren a la Patria, algo que, a su entender, es incompatible con un ideario nacionalista. Recuerda, a continuación, los privilegios con los que ya cuentan los ciudadanos del territorio vasco; "la soberanía tributaria, tenéis la facultad de establecer impuestos concertados con el Estado como os plazca, con toda clase de libertades y de posibilidades. Ahora mismo, aquí se está discutiendo leyes tributarias como las del impuesto sobre la renta, el de Utilidades, el de Derechos reales, y vosotros estáis tan tranquilos, porque estos aumentos fiscales que van a soportar todos los demás españoles no os llegan a vosotros, no os rozan a vosotros". (Aplausos);
entiende que con la política tributaria del Sr. Chapaprieta, los ciudadanos de aquella región no tendrán que pagar los nuevos recargos, mientras que el resto de españoles sí; por todo ello, advierte al Presidente del Consejo Sr. Chapaprieta que, ante todos estos titubeos y vacilaciones, el deber es acometer ahora lo más importante, que no es precisamente la gestión económica; "España es lo primero"; pide firmeza al Sr. Chapaprieta para que se decida a resolver, sin titubeo alguno, el problema del nacionalismo, un Sr. Chapaprieta del que espera oír que "de manera resuelta que el nacionalismo y el separatismo están condenados a muerte desde el punto de vista de la legalidad". (Muy bien - Grandes aplausos).  El Sr. Chapaprieta, por su parte, agradece en nombre del Gobierno las palabras patrióticas del Sr. Calvo Sotelo;
"por las cuáles le felicito, no solo yo, le felicita el Gobierno, le felicita España". (Muy bien - Aplausos). Le dice que en estas materias el Gobierno está totalmente del lado del Sr. Calvo Sotelo; apoya su sentido de españolismo al decir que prefería una España roja a una España rota y, así, le asegura que los actos como los de Urumea no se volverán a repetir.
A continuación, tiene lugar la respuesta de la minoría vasca; el Sr. Telesforo Monzón se reafirma en sus tesis nacionalistas, en su decidida defensa del euskera, etc.; recuerda también los sucesos de Cuba, Filipinas y Puerto Rico cuando demandaban su autonomía, algo que pedía también el Sr. Antonio Maura en su momento a gritos para no perderlas y, en su lugar, se desencadenó la persecución; "en vez de autonomía, envía lo que, por lo visto, va a mandarnos ahora el Gobierno: persecución". (Grandes protestas); cree que esa autonomía en el País Vasco puede llegar tarde,
"pero puede ser tarde como lo fue en Cuba". (Grandes protestas que duran un largo rato). Por su parte, el jefe de la minoría del PNV, Sr. Aguirre, se autoproclama un convencido nacionalista vasco, culpa directamente a los monárquicos de ser los representantes de un ideario por el cual
"España, durante cuyo dominio se perdió todo el mundo". (Las protestas se hacen a cada instante más vehementes y ruidosas y no permiten oír al orador). A continuación, el Sr. Irujo con sus palabras, caldea aún más el ambiente de la Cámara; señala que es difícil hablar en una Cámara
"exaltada de fervor patriótico y cegada por la pasión", dice que tanto a los hombres republicanos del Gobierno y a los que le secundan, "les está manejando una maniobra monárquica". (Grandes protestas); "no os bastó con matar a la Monarquía con vuestras torpezas, queréis acabar también con la República y con la libertad". (Protestas). En su réplica, el Sr. Calvo Sotelo califica la tarde de hoy de memorable, "trágicamente memorable en cierto modo, hacéis una pública profesión de vuestro separatismo",
algo que choca de modo incalificable cuando en estos días van a defender una Proposición no de ley "oponiéndoos a que se construya el ferrocarril que desde Burgos va directamente a Santander, alegando que es Bilbao el puerto natural de Castilla". (Aplausos), por lo que dice que, en lo político, "fractura de la unidad nacional", pero en lo económico, "apretáis los lazos, apretáis los vínculos para oponeros a que el ferrocarril vaya a Santander"; los califica por esta interesada postura de ser unos "verdaderos farsantes". (Muchos aplausos); una actitud que dice no le coge de sorpresa, a su juicio, ya era evidente en la sesión dice del día 9 de Octubre del año 34 tras los sucesos revolucionarios, cuando tras el vibrante y emocionado discurso patriótico del Sr. Lerroux, se levantó toda la Cámara a gritar Vivas a España y, sin embargo,
"vosotros, ahí, quietos, sentados tranquilamente, silenciosos, sin levantaros, sin proferir un grito y juntar vuestras manos";
dice que ello supuso
"una lección magnífica",
y añade;
"realmente no hacían falta vuestras declaraciones de hoy, porque, en definitiva, aquel día os declarasteis incompatibles con el sentido de la Patria que aquí florecía".
Cree que es evidente que el PNV se ha posicionado como un partido separatista, por lo que, "a ese partido ya no se le puede dar Estatuto". Tras estas afirmaciones, se levanta el diputado Independiente republicano, Sr. Izquierdo Jiménez, dice que lamenta profundamente que la defensa de la bandera de la unidad nacional parta solo del bando de los monárquicos, una posición a la que él, como republicano se une; "yo la comparto, pero la reivindico para los republicanos, porque la mayor parte de los republicanos, al menos yo, también están frente a esa posición separatista de alguna provincia española". Advierte que en el país hay "un sentimiento de animadversión a la República por entender que la mayor parte de los republicanos no comparten ese sentimiento de defensa de la unidad patria, y yo frente a eso me alzo"; por ello, critica que desde hace meses esta parada una Proposición no de ley suya en la que solicita "que fueran expulsados de la Patria todos los traidores a la unidad de la misma";
desea alzar su voz como un modesto republicano histórico para decir;
"frente al regionalismo, toda la comprensión de los republicanos, pero frente al separatismo, los fusilamientos en la plaza pública". Una pena que las brillantes intervenciones del siempre elocuente Sr. Jiménez Izquierdo terminasen de esta forma tan apasionada y poco afortunada, reitero así, mi rechazo a la inducción a la violencia venga de donde venga, sin color político alguno, y más, en un escenario como es el Parlamento, la voz de la Nación y de la ciudadanía. Bien es verdad, que había motivos más que suficientes para alzar la voz y mostrar un resuelto enojo por los ataques casi constantes que estaba sufriendo el sentimiento nacional, el sentimiento patrio español (ni de izquierdas ni de derechas, sin ideologías, la Patria, la Nación no las tiene ni siente), pero el Parlamento no podía ser escenario, como pretendían otras minorías, para enconar aún más, los ya de por sí encendidos ánimos.
Un
día más tarde, el 6, tenía lugar una corta sesión en la que y, al respecto de lo que se había debatido en la sesión anterior, el Sr. Calvo Sotelo solicita que no se lleve adelante la construcción de la línea de ferrocarril Trespaderne - Bilbao tras lo que califica como sonrojante sesión de ayer, con la declaración clara y favorable de independentismo por parte de los miembros del PNV.
Así se llega a la histórica y recordada sesión del día 7 de Diciembre, una de las más agitadas y tormentosas, sin duda, de estos años de sesiones; sesión que traerá consigo la caída del Gobierno y la posterior disolución de las Cortes iniciándose el último episodio y, sin temor a equivocarme, el más indecoroso de todos los habidos en la II República española, aquel que iba a ser protagonizado por el Frente Popular; pero todo a su tiempo. Se debate largamente el Caso Nombela, una interminable sesión que finaliza casi al amanecer del día siguiente y que empieza con la intervención del Sr. Muñoz de Diego, miembro de la Comisión Parlamentaria, que se levantaba para leer el dictamen dirigido a examinar la denuncia presentada por el Sr. Nombela
"sobre supuestas irregularidades cometidas en el expediente de indemnización a la Empresa África Occidental". Lee los numerosos pormenores del expediente para resolver finalmente que, el Sr. Lerroux, actuó con todo rigor y transparencia al desentenderse enteramente de tomar cualquier decisión o iniciativa al respecto;
"quien pudiendo resolver por sí mismo, requiere los asesoramientos de personas, de la imparcialidad, de la limpieza moral, de la austeridad del Sr. Ministro de la Guerra, del Sr. Royo Villanova y del Sr. Chapaprieta", por el contrario, "se establece la responsabilidad política del Subsecretario Sr. Moreno Calvo", dado que, según consta en los autos, fue consciente de que "un expediente completo había sufrido extravío, y cuando ese expediente falta, el Sr. Moreno Calvo no instruye ninguna diligencia ni da cuenta oficial de su desaparición". El diputado de Falange, Sr. Primo de Rivera, censura que en la Ponencia de los tres Ministros; Royo Villanova, Martínez de Velasco y Gil Robles, no hubiera acuerdo y sin este supuesto acuerdo y, a toda prisa,
"sin solicitar el crédito extraordinario de las Cortes, se libra un cheque contra el Tesoro colonial y se da una orden contra el Tesoro, que ha sido substraída del expediente y que ha venido a destiempo, traída por el Sr. Moreno Calvo, en cuyas manos estaba"; un momento en el que decidía intervenir el Sr. Nombela para trasladar la cuestión al Consejo de Ministros y, en cuya deliberación, se determinó lo contrario de lo que se había dictaminado en el supuesto acuerdo del Consejo, "en el primer acuerdo, o conato de acuerdo", decidiéndose finalmente, "que se instruyera nuevo expediente de indemnización de daños y perjuicios",
un segundo expediente del que dice que "es otra vez un intento de asalto al Tesoro colonial", incluso, la segunda liquidación, es todavía "más vituperable que la primera". Pasa a desarrollar, a continuación, un estudio pormenorizado de las cifras y de la supuesta indemnización que se hubiera debido conformar, así, estima que serían 1.118.807 de pesetas las que deberían ser abonadas a la Compañía por daños y perjuicios; "o sea, 2 millones menos de lo que quería regalar el Sr. Moreno Calvo a la Compañía África Occidental"; para dar mayor claridad a todo lo que ha aportado, dice; "os invito a todos a que impugnéis este cálculo mío con el tiempo que queráis"; y añade, "os aseguro que hay un error de 2 millones de pesetas en la nueva liquidación que pensaba someter, sin duda, a nueva resolución del Consejo de Ministros el Sr. Moreno Calvo".
Cree que es urgente hacer una regeneración de la política para sanearla; "es indispensable que esto no se tolere un instante más".
Se dirige al Sr. Gil Robles, al que dedica vivos elogios personales y profesionales, para pedirle que mire por el interés general de España y al que advierte "de la peligrosa vecindad de gentes y estilos absolutamente descalificados";
en referencia a su cooperación en el Gobierno con el partido Radical. Afirma que ya en sus declaraciones del pasado 26 de Julio,
"su señoría supo aquel intento de cobro ilegal, contra el Tesoro colonial, de una indemnización mal acordada; S.S., estoy seguro que con la mejor intención del mundo, no denunció esto, no llegó a una ruptura pública con los que trataban de asaltar el Tesoro colonial". Tras su notable exposición de datos llegaba el turno tuno de las oposiciones, ronda que inicia el exdiputado socialista, Sr. González Ramos; aplaude y califica de "irrefutables" los datos y los argumentos del Sr. Primo de Rivera, así, centra sus críticas en el partido Radical y en la figura de su líder, Sr. Lerroux; tras sus múltiples denuncias, algunos diputados radicales le increpan por su doble vara de medir al no haber hecho lo propio e, incluso, haber mostrado su solidaridad respecto de los sucesos revolucionarios de Octubre del 34, el Sr. Oria de Rueda le dice:
"Pero armasteis una revolución para que no subiera la Ceda al Poder",
a lo que le responde; "Yo le digo a S.S. que lo que lamento es que la revolución no haya triunfado". (Grandes rumores. - El Sr. Martín Artajo: ¡A la calle! Esto no se puede consentir. - El Sr. Alberola: Estuvo escondido los días de la revolución).
Se producen diversas interpelaciones y alusiones como las del Sr. Alberola, con increpaciones mutuas, todo ello en un clima de extremada tensión en la Cámara y a causa de las provocadoras manifestaciones del Sr. González Ramos que continúa sin intención alguna de bajar el nivel. Tras hacer un breve inciso, prosigue hablando del término Patria del que ofrece una particular visión;
"¿no sabéis que nuestro concepto de Patria es hermanar con todos los hombres y no localizarlo dentro de la Península Ibérica?". (Continúan los rumores y protestas).
Considera que este tipo de denuncias, (del Sr Nombella) deben llevarse a los Tribunales, y si no obró así fue porque "la conciencia pública no se fía ya en los Tribunales de que vosotros sois inspiradores". (Fuertes protestas. - El Sr. Salazar Alonso: Sobre todo, desde lo de Largo Caballero). Desea expresar la notoriedad y la gravedad de unos hechos que los sitúa en el periodo que va desde Noviembre del 33 hasta ahora;
"porque son de tal magnitud los hechos que acontecieron desde el año 1933, en que el Sr. Lerroux asumió la responsabilidad del Poder", algo que cree que solo puede ser reparado con la celebración de unas elecciones;
"la única autoridad que puede decir quiénes son los verdaderos responsables, quienes tienen que pasar del banco azul o del escaño de Diputado o de la poltrona de un Ministerio a la cárcel como delincuente";
manifestaciones que, de nuevo, provocan duros enfrentamientos con el orador. Y concluye afirmando; "cuando se amplió la base del Gabinete para que gobernasen las derechas, en menos de dos años, no ha habido más que Straperlos, muerte, hambre y miseria". (Protestas). Muy detallista y escrupuloso el Sr. González Ramos en denunciar casos como el del Straperlo, pero parecía "olvidar" otros casos donde la corrupción fue suplantada por todo un intento golpista destinado a subvertir una legalidad y una democracia que tanto decía defender.
Tras esta intervención se levantaba el diputado de la minoría Radical, Sr. Pérez Madrigal; afirma que ya no se siente afín a este partido Radical, un partido que pese a ser atacado por todos se muestra
timorato;
"sin reaccionar con la virilidad y con la presteza que yo subjetivamente estimo", sin embargo, asegura que siempre será fiel a la figura del Sr. Lerroux. Defiende también al Sr. Tayá, un hombre sexagenario, "casi descalzo, en ruinas, demandando para comer un pedazo de pan y agobiado cotidianamente por la pesadumbre, que le impulsa a la locura, de que el Estado español le deba millones y millones. Y no es el Sr. Moreno Calvo el que le ha alumbrado al mundo social a este acreedor; es la Dictadura, es el Sr. Primo de Rivera". (El Sr. Primo de Rivera: Exacto). Destaca igualmente la figura y profesionalidad del Sr. Moreno Calvo, sin embargo, en relación al Sr. Nombela, deja entrever su animadversión por su actitud y forma de actuar;
"su declaración intrépida, irresponsable", sobre la que se ha montado "todo el tinglado de nuestra pasión y todo el tejido de ese dictamen absurdo y contradictorio". Califica de contundente y muy completa la exposición del Sr. Primo de Rivera, "con un alto sentido nacional y patriótico",
en la que se prueba "la diligencia del Sr. Nombela" para poner freno al "asalto al Tesoro colonial". Ofrece, posteriormente, una serie de datos con la intención de salvar la honorabilidad del Subsecretario de Estado, el Sr. Moreno Calvo. Cree que con este escándalo la única finalidad política que se está buscando
"es frustrar la obra política de D. Alejandro Lerroux", así como su pensamiento político; "único que ha prendido en la conciencia nacional de cuantos pensamientos políticos han iluminado a los jefes de partidos republicanos desde el 14 de Abril",
mientras que, a su juicio, el Sr. Nombela, "es un soldado, es un funcionario improvisado al servicio vehemente de lo que considera un ideal",
un gran trabajador y además intrépido;
"el más inocente, el que no lleva ninguna mala intención, sino la infundada creencia de prestar un servicio a su país", por todo ello le respeta; "es el instrumento brillante, seguramente contra su voluntad, de designios infames". A continuación, se levanta el diputado agrario Sr. Royo Villanova, reitera la pequeñez e insignificancia del caso Nombela; “es cosa pequeña, minúscula, comparada con los problemas que tiene la República y con las irregularidades que se han cometido en la República".
Lamenta las denuncias del Sr. Primo de Rivera respecto al tesoro colonial como si este hubiera sido asaltado desde el Estado; se muestra contrariado por “la insidia y la murmuración, el creer que hay un negocio en que se trata de robar y de asaltar el Tesoro, y que hay abogados del Estado y catedráticos de Derecho administrativo que informan que deben hacerse esos asaltos".
Reitera su opinión de que deben ser los Tribunales los que dicten sentencia, asegura además que, en su trabajo desde la Ponencia, dejó claro la obligada reparación que se le debía al Sr. Tayá y desde la que acusaba a la Dictadura de no haber sabido resolver este conflicto; así, afirma que, por un lado, "estaba un señor con la laureada de San Fernando que dice que el Sr. Tayá no tiene razón, y por otro, un abogado del Estado que dice que sí la tiene. Y, señores, entre un abogado del Estado y la laureada, ¿con quién me voy a ir? (Risas). No se trataba nada más que de hacer justicia.".
Cree que lo que se está dilucidando es cosa puramente política, que solo busca un fin político con la intención
"de quebrantar todo lo que se pueda del régimen". (Grandes protestas y rumores), considera que no hay chanchullos ni prevaricación alguna; "nosotros salvaremos a España y defenderemos la legalidad y nos opondremos a que vuelvan los desórdenes del bienio y a que vengan la reacción o la Dictadura". Por su parte,
el diputado de la minoría Radical, Sr. Samper lamenta, una vez más, los ataques del Sr. Pérez Madrigal al Presidente de la República, reitera que "la minoría radical no puede aprobar sus palabras". (Rumores);
dice que nadie de su grupo puede estar conforme con ellas, palabras que provocan la reacción de su correligionario, el ex Ministro Sr. Salazar Alonso: "yo lo estoy"; un incidente que demostraba la evidente descomposición interna que, por aquellos días, sufría la minoría Radical.
A continuación, el miembro de la Comisión Sr. Martínez Moya, recuerda el motivo de la denuncia del Sr. Nombela; "porque dice que se ha tramitado el expediente con precipitaciones injustificadas y con preocupación manifiesta por parte del Sr. Moreno Calvo para conseguir una resolución que fuese favorable a África Occidental, S.A, más concretamente dicho, al Sr. Tayá, y como consecuencia de esto él estimaba que se había intentado un atraco al Tesoro colonial"; una denuncia que llega tras pasar desde el Consejo de Estado a la Ponencia del Consejo de Ministros. Tras ello, el Sr. Nombela no queda convencido con la resolución y decide acudir "a otros procedimientos", "viene al Parlamento, hace otras gestiones distintas y, como consecuencia de ello, se produce el segundo acuerdo del  Consejo de Ministros"; tras lo cual solicita al Gobierno, "que sea el Gobierno el que pida al Parlamento una reintegración de su honorabilidad, y el Sr. Nombela, porque el Gobierno no resuelve, va a visitar al Presidente del Consejo de ministros, acompañado del Sr. Fernández Castillejo, y allí manifiesta una especie de ultimátum, manifestando que si en breve plazo no se resolvía, entonces el acudiría al Parlamento; y se le ofreció resolverlo en un Consejo de Ministros siguiente, y porque no se resolvió trae esta denuncia al Parlamento". Hace encendidos elogios del Sr. Nombela, como patriota y como militar, persona que recuerda tiene en su poder la Laureada de San Fernando; "como funcionario no ha cumplido con ninguno de los caminos que la ley le impone, ni con las normas del cumplimiento de sus deberes que le son exigibles",
cree que una cosa es el celo profesional para vigilar el Tesoro colonial y otro tomarlo como algo personal y llevarlo hasta sus últimas consecuencias. A continuación, se levanta el diputado conservador Sr. Cano López, recuerda a la Cámara que fue el primero que denunció en el mes de Julio el presente caso, en una ocasión donde salvo la honorabilidad del Sr. Lerroux;
"salvé por completo la responsabilidad de cada uno de los miembros y del Gobierno entero"; sin embargo, vista la actual conducta del Sr. Lerroux, "ya no puedo decir lo mismo y salvar a S.S., por lo menos, encubridor de los delitos que vamos a tratar"; en aquellos primeros momentos pensaba que el Sr. Lerroux había sido engañado por el Sr. Moreno Calvo,
"y que, equivocadamente, había S.S. llevado aquellas propuestas al Consejo de Ministros".
Afirma que, tras las declaraciones del Sr. Gil Robles y en las que decía que solo había un acuerdo,
"no hay derecho ahora a venir con subterfugios diciendo que hubo dos acuerdos, lo que puede interpretarse mal". Reprueba algunas actuaciones posteriores, como el hecho de efectuar el pago pese a todo lo acontecido con anterioridad, un pago de 3.033.000 de pesetas y, además, hacerlo con cargo al Tesoro colonial y no por el medio preceptivo de otorgar un Crédito extraordinario aprobado en las Cortes; también reprueba el que se haya suspendido de sus cargos a los señores Nombela y Castro sin que esa destitución fuera llevada al Consejo de Ministros
"ni al refrendo del Presidente de la República", ni haber formado expediente "ni a esos funcionarios ni al Sr. Moreno Calvo".
Considera que, si se demuestra que el Sr. Moreno Calvo cometió esta serie de irregularidades, es entonces cuando habrá que valorar las responsabilidades políticas del Sr. Lerroux en todo este asunto ya que, el Sr. Moreno Calvo, "fue amparado hasta el final por el Sr. Lerroux", por lo que estarían exentos de toda culpa todos los demás Ministros de aquel Gabinete. Tras él, interviene el diputado de IR Sr. Marco Miranda que defiende un voto particular pidiendo ampliar responsabilidades a todo el Gobierno; considera que la mayor responsabilidad recae en el Sr. Lerroux al haber mantenido en su cargo al Sr. Moreno Calvo;
"pero de ella no puede desligarse el resto del Gobierno"; señala que ahora la que debe actuar es la Cámara, pero que el juicio definitivo "lo ha de pronunciar el Tribunal del pueblo, que es el más alto Tribunal".
Su voto particular es rechazado.
La tendencia del debate cambia radicalmente con la intervención del diputado de la minoría Tradicionalista Sr. Toledo; defiende un voto particular en forma de acusación pese a la ausencia voluntaria del Sr. Lerroux en la sesión de hoy de la que se había previamente ausentado, supuestamente, debido a las altas horas de la madrugada por las que esta sesión transitaba. Empieza su intervención analizando todo el expediente del asunto en el que dice que se ha llegado a encontrar nada menos que hasta cinco irregularidades; la primera; "desaparición en el expediente del incoado en virtud del cual se ordenó la liquidación de 520.000 pesetas, que dio origen a la disposición ministerial de Mayo de 1931; segunda irregularidad: la desaparición en el expediente donde constaba la conformidad de la Sociedad anónima África Occidental con esta supuesta liquidación; tercera irregularidad, que denunció ante la Cámara, y que nadie ha dicho: una falsificación que existe en el expediente, en el folio 31 vuelto; en el informe hecho por el Sr. Martín, Juez instructor, folio 31 vuelto, en la última línea, antes de la firma, aparece con escritura diferente, una frase", frase
que lee a la Cámara. La cuarta irregularidad hace referencia a documentos sin registrar y, finalmente, la quinta dice que es debida a que, "en el expediente figura el pase del Sr. Lerroux a estudio del Consejo de señores Ministros, y en ese pase no hay fecha ninguna".
De todo ello, resalta la irregularidad referente a la falsificación de la escritura, "con diferente máquina después de haber sido firmado el informe por el juez instructor, ha originado que se haya adosado al expediente, sin registrar, una conformidad de África Occidental sin la cual era imposible que el expediente hubiera seguido adelante y hubiera sido sometido al Consejo de Ministros". Denuncia que, tras diversas actuaciones fallidas, se llega a la deliberación del Consejo de Ministros del 11 de Julio sobre la que nadie sabe si hubo o no hubo acuerdo,
"yo estimo que no hubo acuerdo. No lo hubo de derecho y no lo hubo de hecho". Acusa al Sr. Lerroux de firmar al día siguiente la orden sin el previo acuerdo del día 11 en el Consejo de Ministros; "esta responsabilidad derivada de firmar el Sr. Lerroux no habiendo existido acuerdo, yo digo que es una falsedad de documento público".
Respecto a la destitución de los señores Nombela y Castro afirma; "ha sido una destitución en virtud de una arbitrariedad ministerial",
un caso en el que quiere resaltar que su minoría no ha apreciado absolutamente nada, "a través de todo el expediente, que roce siquiera a la intervención del Sr. Presidente de la República". (Muy bien), desea destacar esta circunstancia para demostrar que no le ha movido en todo ello finalidad política alguna. Así mismo, desea hacer constar que, en un debate de la enormidad política del presente, las únicas palabras que se han escuchado al Sr. Lerroux han sido: "Y estamos unidos" y para dirigirse al Sr. Gil Robles, un acto que dice muy poco del Sr. Lerroux. Tras la defensa de este voto particular, el Sr. Primo de Rivera aplaude la perfecta exposición de hechos del Sr. Toledo, recuerda que es una votación en la que se juega el honor de la propia Cámara; "en la deshonra del Parlamento iría envuelta la deshonra de casi todos nosotros";
un debate que dice esta ahora planteado en la defensa del voto particular del Sr. Toledo, en el que se acusa de responsabilidad política al Sr. Lerroux, o en la defensa del dictamen de la Comisión y en el que se acusa de responsabilidad política al subsecretario Sr. Moreno Calvo. A tal efecto, centra sus más duras criticas en la figura del Sr. Lerroux; "hay una cosa inequívoca: cuando, según decís todos, según consigna la propia Comisión en su dictamen, no hay acuerdo del Consejo de Ministros, D. Alejandro Lerroux suscribe una orden de pago en que se dice: En cumplimiento de acuerdo de Consejo de Ministros, hágase esto"; "esto en términos penales, es una falsedad; esto, en términos políticos, es un motivo de descalificación". Por su parte, el diputado de la minoría Conservadora, Sr. Maura, ofrece el apoyo de su minoría al voto particular del Sr. Toledo
"después del magistral discurso del Sr. Toledo, no hay nada que decir"; "el discurso del Sr. Toledo ha sido una fotografía exacta, exactísima de lo que es el expediente". El Sr. Barcia, diputado de IR, pide ir más allá; cree que las responsabilidades se deben extender a todos los miembros del Gobierno;
"señores de Renovación, si extendéis todo lo que pedís por las responsabilidades políticas, con las consecuencias que tenga, a todo el Gobierno, se dará el caso de que nosotros nos sumemos a vuestro voto". (Exclamaciones).
Por su parte, el Sr. Gil Robles, recuerda que ante los deseos del Sr. Lerroux de inhibirse en el asunto, se formó la ya conocida Ponencia de tres Ministros, un expediente que no estaba al completo y que solo se refería a la liquidación de daños y perjuicios, expediente que, además, ya había sido debidamente analizado por el Abogado del Estado, el Sr Martínez Almeida. Señala que, en el siguiente Consejo de Ministros, se les preguntó sobre su valoración acerca de dicho expediente y es cuando el Sr. Royo Villanova afirmaba; "está conforme con el juicio emitido por el juez instructor del expediente", y cuando él mismo, reconoce que, habiéndoselo entregado unas horas antes, apenas había tenido tiempo de analizarlo debidamente por lo que aceptaba la opinión del Sr. Royo Villanova (que sí lo había analizado en tiempo y forma), una fórmula que también emplea el otro miembro de la Ponencia, el Sr. Martínez de Velasco. Esta circunstancia, a su entender, "no constituye un acuerdo, que no puede constituirlo, aunque tengo la seguridad de que el Sr. Lerroux creyó de buena fe que podía haber un principio de acuerdo, esto ocurre constantemente en todos los Consejos de Ministros", un hecho que no es nuevo
debido al gran número de expedientes que tienen que atender diariamente, generalmente, sin formalizarse acuerdos en el sentido estricto hasta que en el siguiente Consejo de Ministros
"se vuelve a estudiar la cuestión y se ratifica o se rectifica el criterio". Por este motivo, dice que en lugar de actuar con exceso de ligereza dentro del Consejo de Ministros lo que ha habido "es un exceso de celo y de trabajo, estudiándolo en dos Consejos", y que, tras todo este proceso de análisis, "se tomó el único y exclusivo acuerdo, formalizado por el Secretario del Consejo (Sr. Lucía) e incluido en la nota oficiosa y con todos los requisitos necesarios para que pudiera surtir sus plenos efectos en la vía administrativa". (Muy bien). Critica con dureza las palabras del Sr. Barcia por sus deseos y apetitos de extender las responsabilidades a todos los miembros del Gobierno, dice que no se puede convertir las Cortes "en un juzgado de guardia",
le critica que se quiera apropiar de la moralidad pública y
"echar paletadas de cieno sobre toda una política, sobre todo un Régimen y sobre toda una Patria". (Muy bien - Grandes aplausos).
Buscar esas supuestas responsabilidades políticas en los miembros del Gobierno dice que solo se hace con el único fin del "descrédito de los hombres que gobiernan",
lanzando así responsabilidades sobre un bloque de partidos que componen la coalición gubernamental; "ya correrá por ahí entre las gentes que no saben discernir donde está la política, la administrativa o la penal; no faltará un sector de prensa infame que, sabiendo que calumnia, que algo queda, lo procure hacer circular para ver si de esa manera…… ". (Grandes aplausos que impiden oír el final del párrafo); una circunstancia que dice interesa políticamente dado que, las actuales fuerzas gubernamentales,
"son
el único valladar contra un empuje revolucionario, derribarlo, destruirlo entra dentro de la táctica de SS.SS". Afirma que están conformes con el dictamen de la Comisión que busca delimitar las responsabilidades oportunas actuando en justicia; así, cree que nadie puede llevar la bandera de la moralidad como pretendía el Sr. Barcia; "en esa bandera de moralidad estamos todos unidos". (Muy bien); este es el ejemplo que, asegura, pretenden dar a toda la Nación.
Espera el esclarecimiento de todo para que,
"en medio de tantas amarguras y pequeñeces ahora alumbra un sol de justicia en la política española".
(Los Sr.es Diputados puestos en pie aplauden al orador). En las posteriores votaciones, queda desechado el voto de acusación particular contra el Sr. Lerroux por 119 contra 60. Respecto a la votación sobre la responsabilidad del Sr. Moreno Calvo, es aceptado por 164 a 48, por lo que quedaba finalmente inculpado. Tampoco sería aceptado el tan aplaudido voto particular de los señores Toledo y Fuentes Pila, por 110 a 40.
Tres días más tarde, el 10, se anunciaba que el Gobierno estaba en crisis, la caída del mismo aceleraría el proceso de disolución de las Cortes; los tambores "revolucionarios" del Frente Popular parecían ya avistarse en un horizonte cada vez más cercano en un país que se aproximaba a toda velocidad al abismo sin que nadie supiera o quisiera, a estas alturas, ponerle freno.




1936

Caído el Gabinete del Sr. Chapaprieta, llega el turno del timorato y fugaz Gobierno del Sr. Portela Valladares, encargado de preparar la convocatoria electoral de Febrero; un Gobierno compuesto por elementos afines al partido de centro que el Sr. Alcalá Zamora había querido diseñar (aún sin el respaldo de la opinión ni del Parlamento), como canalizador del voto moderado y tras el estrépito sufrido por la minoría Radical; un partido de centro en torno a la más que discutida y controvertida figura del Sr. Portela Valladares. No solo no lo consiguió, sino que la deslealtad cuando no la falta de entidad política, moral y personal del mismo Sr. Portela, influyó de manera decisiva en el resultado final de las elecciones de Febrero, cuando abandonaba  apresuradamente la Jefatura del Gobierno en mitad del recuento electoral; y lo hacía superado y, más aún, atemorizado por los graves desórdenes públicos causados por las fuerzas y masas frentepopulistas que parecían querer ganar en la calle sin esperar siquiera a que las urnas hubieran todavía hablado, como era preceptivo y legal. Con esta censurable actitud, que yo calificaría hasta de cobarde dada tan alta magistratura que representaba, propiciaba un inaudito traspaso de poderes antes de finiquitado el recuento, un hecho que sería decisivo para el triunfo final en las mismas de los elementos del Frente Popular (con el añadido de que el traspaso de poderes recaía en la figura de Azaña, uno de los firmantes y socios principales del programa revolucionario del Frente Popular….). Sobre la legitimidad y legalidad de los resultados hablaré más adelante largo y tendido, el fraude electoral fue un hecho evidente, claro, rotundo; fruto del mismo y, con el "triunfo" de los que apetecían la revolución, el frentismo y la revancha de lo que en Octubre del 34 se perdió, España quedaba sentenciada a una lucha que desde hacía tiempo se venía anunciando por la casi totalidad ya de los sectores políticos y sociales de las izquierdas parlamentarias ; a estos deseos y apetitos, no a mucho tardar, se sumarían algunas derechas, colmadas en su paciencia ante la imposibilidad de poder ejercer mínima y dignamente la representación parlamentaria que les había sido delegada y más aún, tras el indudable y más que discutible triunfo de las candidaturas frentepopulistas que pervirtieron a su antojo los verdaderos deseos de la expresión y voluntad popular (como más adelante podremos ver). Y lo iban a conseguir, el mes de Julio sería el punto y final del tempestuoso régimen republicano. La corta legislatura frentepopulista iba a suponer el ejemplo más ilustrativo de lo que no debería ser nunca un Parlamento que se autoproclamaba democrático, cualquier parecido con él, en esos escasos cuatro meses, fue fruto de una fortuita casualidad.
ENERO 1936
 
En este mes no hay sesiones plenarias, el Jefe del Estado, interesadamente y, fruto de una dudosa legalidad, buscó adelantar la convocatoria electoral al 16 de Febrero para impedir que este Gobierno provisional, diseñado casi a su medida, tuviera tiempo para rendir cuentas al Parlamento y, por ende, al conjunto de la Nación española. Una nueva maniobra ilustrativa del abuso con que ejercía sus atribuciones y facultades presidenciales, algo que le granjeó siempre muchos enemigos tanto a la derecha como a la izquierda parlamentarias. Su obstinado empeño en no ofrecer el Poder ejecutivo al jefe de la minoría más votada, Sr. Gil Robles, hizo que, estos cambalaches, fueran la norma habitual de su conducta al frente de la Jefatura del Estado; ahora, de nuevo, lo volvía hacer, otorgaba la Presidencia provisional del Consejo a un político que contaba con una presencia en el Parlamento casi testimonial rodeado, además, de un grupo de tecnócratas muchos de ellos ajenos a la vida parlamentaria republicana, un nuevo ensayo que no representaba, ni mucho menos, al verdadero sentir de la opinión pública y que se haría evidente tras conocer los resultados del mes de Febrero (su intento de crear un partido de centro en torno a la triste figura del Sr. Portela Valladares supuso un fracaso estrepitoso). La voluntad personalista Presidencial se imponía así al de la verdadera esencia democrática representada por la soberanía popular. El único propósito que buscaba esta formación gubernamental en su estéril afán de representar un supuesto centro político como contrapeso al extremismo de izquierdas y derechas, era el dirigir un seguro traspaso de poderes y hacer viable y real ese contrapeso político de los extremismos en las futuras Cortes; ninguno de sus propósitos se harían realidad.
La única actividad plenaria se reduce a la sesión de la Diputación Permanente del día 7 de Enero; día en el que se anuncia la dimisión del Gobierno del Sr. Chapaprieta. Es designado un nuevo Gabinete presidido por el Sr. Portela Valladares, desaparecen los Ministros de la CEDA y son sustituidos por independientes republicanos de tendencia centrista además de por Ministros que, ni siquiera, son poseedores de acta de diputado. Tras ello, se lee el dictamen de la Comisión de suplicatorios denegando la concesión del solicitado para proceder contra D. José Antonio Primo de Rivera por supuesto delito de excitación para cometer el de rebelión militar; un dictamen que, sin discusión, es aprobado. A continuación, se lee el Decreto por el que el Presidente de la República, Alcalá Zamora, disuelve las Cortes y hace el llamamiento para nuevas elecciones, convocadas para el día 16 de Febrero la primera vuelta y el 1 de Marzo la segunda. El diputado de la minoría conservadora, Sr. Maura, muestra su contrariedad por la forma y contenido de estos Decretos, recuerda que antes estaba pendiente una acusación contra el Gobierno, "firmada por la Décima parte de la Cámara", una acusación motivada, "que había de venir a la Diputación permanente, porque las Cortes estaban cerradas, para que por esta se le diera la tramitación que fuere"; señala que no ha sido así y, es más, ni siquiera el Sr. Portela y el resto de los miembros del Gobierno se encuentran hoy presentes; cree que todo esto se lleva a cabo
"a través de un Gobierno que no tiene más significación que la del favorito del Presidente de la República". (Muy bien), "que está compuesto por seis Ministros que no son Diputados y por cuatro que no tienen detrás a nadie, aunque sean Diputados. Frente a todo lo que representan los partidos políticos, el Presidente de la República, con un Gobierno que está acusado ante el Parlamento y que no representa absolutamente nada más que su voluntad, disuelve el Parlamento". Desea que conste en el Diario de sesiones, que un republicano, "del 14 de Abril, que luchó contra la Monarquía rompiendo con todo su pasado, rompiendo con todas sus relaciones, rompiendo con todas sus amistades, rompiendo con toda su familia, con todo lo que era, dice ahora aquí que esto es veinte veces peor que aquello, que contra esto estoy, que me siento absolutamente tan enfrente de esto como me sentía enfrente de la Monarquía, y que no tengo nada que ver, ni de cerca ni de lejos, con esta República, que ni es la del 14 de Abril, ni tiene nada que ver con la del 14 de Abril. Y me importa que conste que dice esto el compañero de penas y fatigas del actual Presidente de la República, que junto conmigo luchó contra todo esto y que hoy ha venido, desde la más alta magistratura del Estado, a hacer bueno todo lo que la Monarquía realizó en los últimos tiempos". El más fiel y casi ya único escudero del Sr. Alcalá Zamora, rompía definitivamente los lazos con este por sus entresijos y artimañas presidenciales, la soledad en la que iba a vivir el Jefe del Estado a partir de este instante sería una constante; atacado y censurado por unos y otros, todos mostrarían sus deseos públicos de que esta Jefatura recayese en otra persona algo que, en sí mismo, iba a suponer un enorme hándicap para el propio régimen republicano como en su momento veremos. Posteriormente, toma la palabra el diputado de la CEDA, Sr. Giménez Fernández, suscribe las palabras del Sr. Maura, desea constar su protesta como jurista al considerar que esta disolución no es la primera de las Cortes, "esta es una segunda disolución de Cortes", afirma que la primera ya se produjo en el otoño del 33 tras finiquitar el periodo de las Cortes Constituyentes (Estas afirmaciones del Sr. Giménez Fernández sobre la segunda disolución de las Cortes cobrarán una gran relevancia meses después, en Abril, cuando las minorías frentepopulistas, en la voz del Sr. Prieto, las utilizarían como argumento para llevar a cabo su irregular procedimiento destinado a cambiar la Jefatura del Estado). Por su parte, el diputado de UR Sr. Martínez Barrio, censura que las palabras de los señores Maura y Giménez Fernández coloquen "en punto de discusión los decretos que se acaban de leer", protesta por ello y, sorpresivamente, anuncia que se ausenta de la reunión;
"no es posible hacerlo, y como no tengo medios para impedirlo, porque no soy el Presidente de la Diputación Permanente de Cortes, ni quiero contraer la responsabilidad de estar presente en los instantes en qué tal se hace, disintiendo de la Diputación permanente de Cortes, que, a mi juicio, se desborda de sus atribuciones, me ausento de la reunión".
No sería el único en hacerlo, también se ausentan el resto de minorías de la izquierda; los señores Santaló, Rodríguez Pérez, Sánchez Albornoz y Horn. Esta polémica de la segunda disolución de las Cortes será abordada en el mes de Abril, cuando, finalmente, sería sustituido de la Jefatura del Estado el Sr. Alcalá Zamora por medio de una maniobra irregular y más que discutiblemente constitucional, promovida por los socialistas con la ayuda de los sectores de la izquierda parlamentaria.
FEBRERO 1936
 
Llega el momento decisivo, la hora de la verdad, en la convocatoria electoral del día 16 unos y otros parecían jugárselo absolutamente todo, el ambiente guerracivilista impregna las propagandas de la campaña, revolución o contrarrevolución; no se habla de economía, de agricultura, de la Justicia, de los inmensos problemas sociales que sufre la inmensa mayoría de los ciudadanos de España, no; la única idea que se vende a los sufridos españoles es comunismo o fascismo, no hay otra opción, no existían otras alternativas, la posibilidad de una confrontación cada vez se veía y se intuía más cercana y la campaña de hostilidades dibujada y desarrollada por muchos de los candidatos y sus respectivas minorías, especialmente, desde las autoproclamadas revolucionarias izquierdas del Frente Popular, no planteaba otra posibilidad, victoria o guerra. En ese escenario casi prebélico se acude a las urnas el día 16, pero las elecciones no van a transcurrir como era exigible en un régimen democrático; las masas frentepopulistas en la misma madrugada del día 17 (es decir, 3 días antes de que se pudieran a dar a conocer los resultados finales, previstos para el día 20) empiezan a salir y a agitar la calle pidiendo tomar las instituciones por entender que, y sin el conocimiento de resultado oficial alguno, han ganado las elecciones (los primeros recuentos oficiales decían lo contrario, daban la victoria a las derechas…..); la presión que ejercen en esas fatídicas horas es del todo punto difícilmente soportable, los desmanes son continuos y las autoridades se ven desbordadas por los acontecimientos, la estabilidad democrática pendía en aquellos instantes de un hilo. Ante este estado de cosas, en la mañana del día 19, el Sr. Portela Valladares y, en un acto de irresponsabilidad inaudita, abandona la Jefatura del Gobierno, sin duda, desbordado y superado por unos acontecimientos que se veía incapacitado de abordar, circunstancia que obligaba al Sr. Alcalá Zamora a buscar una urgente alternativa, un Jefe de Estado que, temeroso de agitar aún más los ya encendidos y desbordados ánimos, ofrecía la Presidencia del Consejo, arbitraria e irresponsablemente, al Sr. Azaña, hombre que no había escondido su solidaridad con la causa revolucionaria de los frentepopulistas y de la que era una de sus figuras más representativas. En estas circunstancias, el ejercicio final del recuento fue una autentica comparsa, una burla a la misma esencia democrática; todo iba a suceder muy rápido; Gobernadores civiles sustituidos por otros afines a la causa frentepopulista, actas manipuladas (tachadas, raspaduras, borradas, manipuladas a lápiz), urnas forzadas, sobres abiertos y un largo e interminable listado de irregularidades y tropelías serían el resultado de todo este despropósito. De este modo, unas autoridades de carácter interino y afectas, sin disimulo alguno, al Frente Popular, tomaron impunemente al asalto las instituciones, desde las cuáles, pudieron hacer y deshacer a su libre albedrío con toda aquella documentación electoral que les fue entregada y que desde el día 19 obraba en su poder. En estas condiciones y en un estado prebélico como en el que parecía encontrarse España (más de 40 asesinatos reconocidos durante la contienda electoral) y, entregadas las instituciones a aquellos que anhelaban y se solidarizaban con los revolucionarios del "Octubre rojo o Glorioso" (como ellos mismos lo calificaban), asegurar que el resultado final de las elecciones fue el que ofrecieron casi una semana después y que esa era la verdadera voluntad popular, es simplemente un deseo y un apetito sectario autocomplacido que nada tiene que ver con la realidad de lo que realmente aconteció. Se podría hablar largo y tendido del fraude que se produjo en el proceso del recuento pero, la gran extensión del libro me impide meterme a fondo con este interesante y, sin duda, esencial y decisivo asunto, me limitaré a dar testimonio de las numerosas tropelías que, en sede parlamentaria, padecieron una buena parte de los diputados de las derechas que legalmente habían conseguido su acta de diputado (el libro Fraude y Violencia de Roberto Villa y Manuel Álvarez Tardío, ilustra como ningún otro el enorme fraude democrático que se cometió en aquellas elecciones), y es que, aproximadamente, en torno a unas 50 actas pasaron ilegal y arbitrariamente del bando de las derechas a los frentepopulistas; de este modo, con estos resultados, debidamente pormenorizados (los que realmente se pudieron contabilizar una vez fiscalizadas las múltiples  argucias y tropelías que en ellas se cometieron), las izquierdas frentepopulistas difícilmente pudieran haber tenido opción alguna, por sí mismas, de formar un Gobierno acorde a su programa "revolucionario, hubieran tenido que depender de otros factores y minorías no afectas a la causa revolucionaria para acceder al Poder, sin duda, una labor harto complicada. A modo de ejemplo ilustrativo respecto del tamaño de fraude, la CEDA pasó de tener 101 escaños iniciales a quedarse finalmente en 88; en sentido contrario se movió el PSOE, pasó de tener 88 a 99 escaños finales, lo que le permitió ser "el vencedor" final de las elecciones; otro dato ilustrativo es que, de las 459 actas, solo 187 tenían el acta asegurada al constituirse las Cortes, por tanto, el pastel no era nada desdeñable, casi 300 actas estaban en el aire al iniciarse las sesiones y la maquinaria frentepopulista, ya con las instituciones en sus manos, no dejaría pasar la ocasión para construir como fuere una mayoría parlamentaria que le garantizase llevar a cabo sus propósitos revolucionarios. Tendremos ocasión de ver en el análisis de los siguientes meses que si de ellos hubiese dependido, muy posiblemente, no hubiese tomado posesión de su acta un solo diputado de condición ya no derechista, sino hasta del centro republicano en las Cortes frentepopulistas. En aquellos días, fascista era todo aquel que osase discutir, no ya cualquier tipo de afinidad para con el régimen republicano, sino a la misma "revolución" de Octubre del 34 causante de la muerte de 1.500 españoles, fascista en aquellos días bien pudiera ser cualquiera que no enarbolase el puño en alto o no cantase la internacional, fascista podía ser todo aquel que osase hacer cualquier tipo de objeción u oposición alguna al ideario frentepopulista; en estas condiciones, la paz, distaba mucho de ser más que una mera ilusión y un cada vez más lejano sueño.
En este mes de Febrero tampoco hay sesiones plenarias, se desarrollan algunas sesiones de la Diputación Permanente, como la del día 21; día en el que se lee un Decreto ley firmado por el ya Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Azaña, relativa a la concesión de la amnistía
"a los penados y encausados por delitos políticos y sociales". El Ministro de Justicia, Sr. Lara, afirma al respecto;
"el Gobierno se ha encontrado también con que un estado de ánimo y de ambiente público que pedía reiteradamente, y en término, en muchas partes clamorosos, que si había de ir a esa medida se fuera a ella lo más rápidamente posible". Por su parte, el diputado de la CEDA Sr. Giménez Fernández, pide que se fije como fecha tope de la amnistía el 16 de Febrero, día de las elecciones. A continuación, toma la palabra uno de los principales inductores y promotores de los sucesos "revolucionarios" de Octubre del 34, sino el principal, el socialista Sr. Largo Caballero; afirma que no se puede modificar la voluntad de una opinión pública que ha hablado en las pasadas elecciones y que esa misma opinión pública,
"no vería con gusto que se hiciera la excepción respecto a los delitos que se hubieran podido cometer en estos días siguientes al 16 de Febrero", entiende que, "conceder la amnistía con esas limitaciones, sin saber siquiera si hay o no delitos, no merece la pena". Cree que el Gobierno tiene razón al decir que esta medida tiende "a pacificar los espíritus, y no quedarán completamente pacificados, con seguridad, si ahora ven que la Diputación permanente ha hecho esa excepción". Finalmente, el Proyecto de Ley es aprobado; de esta manera, todos los encausados y protagonistas de los trágicos y sangrientos sucesos de la "revolución" de Octubre, sin duda, muchos de ellos, asesinos con las manos manchadas de sangre inocente, saldrían a la calle.
Al respecto de este Proyecto de Amnistía decir que distaba mucho de ser una herramienta para curar heridas, de saldar y reparar agravios y calmar los espíritus como se decía, al revés, suponía, principalmente, una carta de libertad para todos aquellos que fueron los protagonistas de uno de los hechos históricos más luctuosos y trágicos de nuestra larga historia como Nación, una impunidad en toda regla para unos "revolucionarios" que, en una buena parte de los casos, acreditaban delitos de sangre y que, lejos de arrepentirse, salían del presidio con el propósito de hacer propaganda y causa revolucionaria para extenderla sobre la ya sufrida y dividida sociedad española, todo, con la complacencia y beneplácito complaciente de las nuevas autoridades frentepopulistas. No significaba tregua o reparación alguna, se intentaba dar continuidad a una "revolución" que no era sino y, vista la actitud del nuevo ejecutivo, una prolongación de un conflicto bélico inacabado. Como muestra ilustrativa de todo ello, serían las manifestaciones del 27 de Febrero del principal inductor y fiduciario de la revolución asturiana, el diputado socialista Sr. González Peña, manifestaciones realizadas en la Radio y ofrecidas a toda la opinión pública española: "La revolución de Octubre no fue ineficaz, porque evitó que se implantará el fascismo en España. A pesar de que fuéramos vencidos, no decidimos recluirnos en nuestras casas. Hay que seguir luchando por el triunfo definitivo del socialismo. Seríamos hipócritas si no dijéramos que no nos satisface el programa del Frente Popular. Aún no se ha aplicado la amnistía a algunos condenados por tenencia de explosivos y armas. Para una nueva revolución deben constituirse grupos de personas que no entiendan nada de juricidad y puedan realizar una labor depuradora quitando malas hierbas". Las palabras del Sr. González Peña creo que son suficientemente ilustrativas de lo que se preparaba y de lo que tristemente habría de venir, la sensación que se vendía es que media España "oficiosamente" ya había declarado prácticamente la guerra a la otra; o estabas a favor de la "revolución" o estabas contra ella, no había otra alternativa.
En la sesión de la Diputación Permanente del día 26, el Sr. Maura defiende una enmienda respecto a la Proposición de Ley para que el Parlamento catalán restablezca sus funciones;
"El Parlamento catalán se reúne, nombra su Gobierno y en el acto vuelve a entrar en todo vigor la Ley del 2 de Enero, que creo que nosotros tenemos facultades de derogar. Nosotros no podemos meternos a legislar; podemos resolver una cosa que el Gobierno necesite, pero nada más". Cree que entre las atribuciones de la Diputación Permanente no está la de legislar y, con este Decreto, afirma que "se deroga el artículo 1 de la Ley del 2 de Enero, y con ello, el Parlamento catalán recobra todas sus funciones".
Considera que esto es innecesario y que lo que se debe hacer es dotar al Parlamento catalán para que recobre posteriormente todas sus funciones. Por su parte, el diputado socialista Sr. Largo Caballero, dice que se hubiera mostrado más satisfecho con una propuesta del Gobierno
"que implicase la reintegración absoluta del Estatuto a Cataluña",
entiende que la opinión pública ha expresado en las urnas esa firme voluntad; "eso es indiscutible"; a pesar de ello, se muestra dispuesto a votar la propuesta del Gobierno, un Gobierno que ha tenido, a su entender, la cortesía con los miembros de la Diputación de tratar de no tocar aspectos legislativos sensibles como es la derogación directa de la Ley pero, a pesar de ello,
"aquí ni aún esto vale, por lo que se ve, ni aún esta consideración es suficiente para estos elementos" (en referencia a los diputados presentes y no pertenecientes al Frente Popular). Tras estas palabras, el Sr. Maura le recuerda que frente a esa voluntad popular
"que se ha manifestado con mayoría en las elecciones últimas hay otra voluntad popular, que ha tenido casi tantos votos como los de aquella", así, hace una invitación para que se atengan a las circunstancias del momento; "esta Diputación permanente no son las Cortes recién elegidas", unas Cortes que son del signo opuesto a las anteriores por lo que sugiere que, por el bien de todos, se respeten los unos a los otros y a las distintas opiniones que se viertan. Finalmente, es aprobado el Proyecto con la inclusión de la enmienda del Sr. Maura. Una vez discutida, el Sr. Martínez Barrio dice que ha votado la enmienda ante el peligro de que no saliera aprobada la propuesta del Gobierno; el Sr. Largo Caballero, tras estas palabras afirma; "No ante el peligro; ante la evidencia de que sería desaprobada la propuesta del Gobierno".
Decir que, en esta Diputación Permanente, compuesta por 16 diputados, había mayoría de votos conservadores, Ventosa, Cid, Melquíades Álvarez, Maura, etc., una representación acorde a la representatividad obtenida en las anteriores Cortes toda vez que, las salidas de las pasadas elecciones, aún no se habían constituido.
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En este mes se formaliza la composición de la Cámara, salen a relucir las primeras y extremas e insoportables diferencias políticas en el debate de las actas, en unos debates donde se hacen evidentes las innumerables irregularidades y el deliberado falseamiento que de las mismas se hace; durante la formalización de la composición de la Cámara y, con el transcurrir de las sesiones, se ve como día a día va menguando la presencia de los diputados de las derechas ante la intransigencia de la Comisión de actas de dar validez a unas actas que legítimamente habían obtenido en las elecciones. El falseamiento y la arbitrariedad de todo este proceso se hace público a través del propio desarrollo de unas sesiones que ponían en evidencia la presunta legalidad y procederes democráticos que un Parlamento debiera tener por bandera; en esta tesitura, las derechas asistirán casi impávidas a estas burdas y, en no pocas ocasiones, soeces manipulaciones e irregularidades sabedoras, quizás, ya en aquel momento, que en un Parlamento así, las funciones representativas de la soberanía nacional que les habían sido delegadas por sus electores no las iban a poder desarrollar con un mínimo de garantías y, quien sabe, si ya esperando a que otro tipo de "acontecimientos" posibilitarán o facilitarán un giro radical del estado de cosas ante un Parlamento que no dejaba de ser una sombra de lo que debiera ser una verdadera Cámara representativa de la soberanía y la voluntad popular. Y es que, en efecto, desde este mes, los movimientos y preparativos inserruccionales en ciertos sectores del Ejército empiezan a ser más que tibios rumores de covachuelas clandestinas. Los acontecimientos se iban a precipitar ante la composición y, sobre todo, la ejecutoria de un Parlamento que añoraba más una dictadura al más puro estilo soviético que un sistema representativo de libertades y auténticas esencias democráticas.
Las sesiones empiezan el día 16, se constituye la mesa presidida por el Presidente de más edad, el Sr. Carranza y el Presidente interino de la Cámara, Sr. Martínez Barrio. En esta sesión inicial de apertura de las Cortes se producen ya los primeros y serios incidentes, lo que da solo una ligera muestra de lo que será de ahora en adelante el ambiente de las sesiones en esta legislatura, una sesión que se inaugura con puños en alto y cantos a la Internacional de una buena parte de los diputados del Frente Popular (bancada socialista y comunista, principalmente). Así, terminando la sesión y una vez anunciado el Orden del día para la sesión del día siguiente, 17 de Marzo, el diputado de IR Sr. Fernández Ossorio y Taffal, se levanta para solicitar "de la Presidencia un viva la República, lo que originó manifestaciones de muchos Sr.es Diputados puestos en pie con vivas al Régimen y al Gobierno"; tras estas palabras, se produce
un incidente, supuestamente originado por la negativa del antes referido Sr. Carranza a dar vivas a la República, y es que, previamente, había sido "invitado" a proferir esos vivas a la República por un buen número de diputados; lejos de amedrentarse, el Sr. Carranza se reafirma en su negativa: "No me da la gana", una respuesta que aumenta la tensión de la Cámara. El momento es aprovechado por algunos diputados (con el diputado comunista Sr. Uribe al frente), que se levantan a entonar, puño en alto, las notas de la Internacional; repito, esto solo era el estreno de la legislatura del Frente Popular, una sesión rutinaria de composición de la Mesa (a la que frecuentemente no acudían muchos diputados) se convertía en un convulso teatro de propaganda revolucionaria. Unos días más tarde, tiene lugar una nueva sesión de gran agitación y tensión, algo que será, como ya he referido, la norma habitual en esta corta legislatura, y es que lo excepcional, a partir de ahora, será que las sesiones se desarrollasen en un ambiente de serenidad y de una voluntad conciliadora. Así, en esta sesión del día 20, se produce la primera polémica por las actas, en este caso las de Salamanca; el diputado socialista Sr. Andrés y Manso se levanta para emitir su protesta acerca de las irregularidades de las actas, en una provincia en la que las minorías de derechas habían obtenido un holgado triunfo. Apunta que la Comisión solicita que sea la Cámara la que decida sobre el acta del Sr. Casanueva al no existir "probanza de los cargos que en esa protesta se formulan", una protesta que es también secundada por "el Frente Popular de Salamanca", que solicitaba la nulidad de las actas de los cinco puestos de las mayorías y uno de las minorías; a su entender, dicha petición está basada en una serie de indicios,
"uno de ellos se refería a coacciones y violencias que se habían ejercido en Salamanca durante el periodo electoral y en las elecciones mismas. Otro de los motivos era la compra de votos y sobornos de electores". El protagonista de esta denuncia, el diputado agrario Sr. Casanueva, formula la preceptiva protesta y pasa a ofrecer una serie de datos para tratar de demostrar la legitimidad de su escaño, tras lo cual, toma la palabra el diputado de IR Sr. Fernández Clérigo, y lo hacía para afirmar que sería conveniente y en vista de la situación, "que se deliberase otra vez sobre la situación de este acta y que, a este efecto, la Comisión pudiera, de nuevo, cambiar impresiones respecto del propio dictamen, suspendiéndose la sesión hasta que la Comisión pueda dictaminar definitivamente". (El Sr. Pérez Madrigal: ¡El primer pastel de la temporada!". (Acto seguido este Sr. Diputado abandona su escaño, produciéndose, entre grandes rumores y protestas, un incidente al que pone término la Presidencia con repetidas llamadas al orden). Finalmente, se acepta lo formulado por el Sr. Fernández Clérigo y queda suspendido este debate. Tras el mismo, se discute lo acontecido en las elecciones de Valencia, el diputado de la CEDA, Sr. Serrano Suñer, defiende un voto particular referente a estas; censura que la Junta electoral no haya computado los resultados electorales de determinadas secciones donde las derechas han obtenido el 90% de los apoyos cuando, en otras secciones, como en Buñol, Benimoll y otras en las que el Frente Popular ha obtenido unos apoyos que llegan "a alcanzar el de 95 y 96% de votantes", han sido validadas "sin protesta por parte de nadie"; de este modo, solicita que se computen todos esos votos. El Sr. Vargas, en nombre de una Comisión presidida por el socialista Sr. Prieto, no acepta el voto del Sr. Serrano Suñer.
Cuatro días más tarde, el 24, se discuten las actas de Burgos;
la Comisión de Actas niega el acta al diputado de las derechas Sr. Estévanez alegando que "es
el Presidente de Sindicatos Católicos Agrícolas de la provincia de Burgos y ser esta Sociedad adjudicataria del servicio público de retirada de trigos en dicha provincia"; entiende la Comisión que existe un nexo "no solo jurídico, sino de relación directa y económica, entre el Sr. Estévanez y la Federación de Sindicatos Agrícolas".
No es atendida la posterior defensa del Sr. Estévanez que asegura que, como Presidente de la Federación, no tiene "remuneración ni sueldo, ni tiene interés directo en el asunto que se trata"; pese a sus esfuerzos,
su acta es finalmente rechazada. En la sesión del día 27, el diputado comunista Sr. Uribe, pide que sin demora que se empiece a ejecutar el programa del Frente Popular, solicita no seguir enredados en el asunto de determinadas actas; "Entre esas actas hay algunas, de las derechas, que serán objeto de discusión, y otras, del Frente Popular, sobre las que no será preciso discutir, porque vienen absolutamente limpias". Sin duda, toda una declaración de intenciones de lo que estaba por venir.
El último día de mes, el 31 de Marzo, tiene lugar la discusión de las actas de Granada, una discusión que marcará un punto de no retorno entre las oposiciones y el Frente Popular, (si bien es verdad que ese punto era ya, tristemente visible, desde la propia campaña electoral); la intransigencia cuando no las múltiples artimañas e irregularidades de la Comisión de actas llegan a hacer convencer a las derechas que, dentro de este Parlamento, su función va a ser nula y meramente testimonial; el sectarismo y la arbitrariedad alcanzan unas dosis que obligan a plantear en distintos sectores de la derecha parlamentaria que, el actual régimen, les impide ejercer con una mínima dignidad la representatividad para la que los ciudadanos libremente les habían facultado. Desde este momento, una buena parte de estas derechas parlamentarias asistirán como meros testigos a las sesiones, como unos osados notarios del Estado encargados de dar acto de fe de lo que allí iba a ocurrir; no es difícil de imaginar que, no pocos de sus representantes, ya conocerían por aquel entonces los distintos movimientos que se preparaban desde otras instituciones y esferas  ante la deriva de un régimen parlamentario que, bien pudiéramos calificar, cuando menos de dudosamente democrático; de este modo,  quien sabe si empezaban a contemplar y a dar crédito y validez a distintas opciones, entre ellas, hasta el uso de la fuerza (algo que, comprando los argumentos de ciertas izquierdas parlamentarias del momento, bien pudiéramos calificar como un movimiento "revolucionario"…..), con el propósito de subvertir unos acontecimientos en los que entendían que la legalidad había sido deliberadamente mancillada y en camino de ser aplastada. Así, en esta sesión del día 31, como ya he referido, se inicia la discusión de las actas de Granada que ahondarán, en mayor medida, ese ya insalvable abismo existente entre las derechas y las izquierdas parlamentarias; el diputado de la CEDA, Sr. Giménez Fernández, se levanta para defender un voto particular en contra del dictamen de la Comisión de Actas y en el que se solicita que se anulen las elecciones de Granada para que, "con arreglo a la ley, se proceda a nuevas elecciones". (Unas elecciones que habían ganado claramente las candidaturas de la derecha). Acusa a la Comisión de actas de utilizar distintos criterios según la provincia y en función de los resultados obtenidos por parte de la coalición frentepopulista, así, advierte; "la confianza de la minoría Popular agraria en la ecuanimidad de la Cámara está a punto de quebrantarse e incluso de desaparecer",
se muestra rotundo respecto a la deriva dictatorial de estas Cortes;
"pensamos que el voto de las Cortes va a ocasionar una tendencia que, de prosperar, representaría la sustitución de la voluntad popular, base de un régimen democrático, por el imperio absoluto de una mayoría discutible, esencia de los regímenes totalitarios". Por ello, anuncia que su minoría se retira de la discusión de las actas parlamentarias para no ser cómplice de esta lenidad; "constituid el Parlamento como os plazca; no ya con nuestros discursos o con nuestros votos, pero ni siquiera con nuestra presencia, seremos un obstáculo a la libertad y a la rapidez de vuestras deliberaciones"; "al retirarnos en esta solemne ocasión, en espera de vuestros actos, dejamos en vuestras manos, señores de la mayoría, la suerte del sistema parlamentario". (Muy bien. Fuertes protestas en los bancos de la mayoría. - Varios señores Diputados dan vivas a la República. - La minoría Popular agraria, abandonando sus escaños, se retira del salón de sesiones). A continuación, el representante de la minoría de Renovación Española, Sr. Goicoechea, suscribe lo dicho por el Sr. Giménez Fernández y anuncia que también se retiran de estas deliberaciones; "¿Qué valen ni qué representan nuestras actas ni nuestra investidura frente a la situación dramática, trágica (Un Sr. Diputado: Para vosotros), en que se encuentra a la hora presente España, (Fuertes rumores y protestas), con un Gobierno que se reconoce a sí propio incapaz para mantener la obediencia de quienes siguen los impulsos de una repugnante dictadura roja?". (Grandes protestas). (Un Sr Goicoechea que, muy posiblemente, por aquellas fechas, estaba ya inmerso en diversos preparativos destinados a dar por finalizado el régimen republicano).
Esta actitud de su minoría dice que responde "al convencimiento honrado de que en este Parlamento es imposible la convivencia entre el Gobierno, la mayoría y las oposiciones". (Grandes rumores y protestas). Igualmente, la minoría Tradicionalista se ausenta de la Cámara, su representante, el Sr. Lamamie de Clairac, señala que aparte de esta cuestión de las actas es igualmente reprochable la actitud "en que venís", entiende que todo ello hace pensar que se va a rebasar incluso el programa del Frente Popular, "sin que nuestras protestas ni nuestros discursos sirvan absolutamente para nada"; "nosotros, cuando vemos que no hay posibilidad de discusión ni de actuar en el Parlamento tenemos que decir que aquí no hay nada que hacer". Por su parte, la Lliga regionalista no abandona la Cámara, sin embargo, anuncia en la voz del Sr. Ventosa Calvell; "no podemos participar en la discusión de las actas; no queremos compartir ninguna responsabilidad en los acuerdos que se tomen"; un criterio al que se suma la minoría Agraria de los señores Cid y Martínez de Velasco.
El líder de los socialistas, Sr. Prieto, a pesar de haber presentado la dimisión como Presidente de la Comisión de actas en días precedentes (quien sabe si viendo venir lo que se avecinaba con este asunto de las actas), se solidariza con todo lo que de ella salga;
"mi conformidad es absoluta, total y terminante respecto a cuántos dictámenes sobre actas figuran en el Orden del día que llevan mi firma y al servicio de cuya defensa estoy aquí";
así, se muestra convencido de que las actas de Granada deben ser anuladas. Denuncia la actitud de las derechas que entiende solo se puede deber a una explicación; "alentar un complot existente. (Grandes aplausos que impiden oír las palabras del orador), o que quieren inducir a él", y añade; "Nosotros desde esos bancos dijimos que un día íbamos a hacer la revolución. La hicimos, con fortuna o sin ella; lo que no hemos hecho es pronunciar palabras por las vías que no arrostra la responsabilidad directa de un movimiento subversivo, sino que constituyen a lo sumo, una cobarde inducción". (Aplausos).
Para el Sr. Prieto, su intentona golpista era una noble causa revolucionaria, una causa que nacía del no reconocimiento y aceptación del resultado de unas democráticas elecciones; sin embargo, saca ahora a relucir su proverbial bravuconería dirigida contra un supuesto complot (ahora ya no era una causa revolucionaria) del que absolutamente nadie, a estas alturas, se había hecho responsable o fiduciario (como si hizo él durante meses y desde el mismo foro parlamentario anunciando y casi detallando los planes de la revolución) y, con la notable diferencia de que, este, parecía estar inspirado en la ya por entonces manifiesta irregularidad con la que el Frente Popular había accedido a los resortes del Poder y en los modos en que parecía lo iba a ejercer. No seré yo, en todo caso, el que haga causa y defensa de método de fuerza alguno y que sea el detonante de un más que posible derramamiento de sangre y, menos aún, entre conciudadanos de una misma nación, sin embargo, creo que tengo el derecho y es, hasta de justicia, poner las denuncias y las palabras del Sr. Prieto en su justo y merecido lugar. A mi juicio, eran denunciables por legitimar el uso de la fuerza y la violencia en favor de una causa destinada a acabar con la vigencia de unas legítimas instituciones, (pese a que se vendiera como una noble causa de un matiz nostálgico y “revolucionario” en pro de una clase social desprotegida); un guion que parecía invertirse cuando la causa, siendo de índole similar (acabar con la legalidad institucional), no se ajustaba a su ideario y pensamiento que parecía estar movido por un sectarismo vulgar y rancio absolutamente alejado de los intereses colectivos y nacionales que, por otra parte, como representante soberano del parlamento, tenía la obligación de defender; no solo nunca lo hizo sino que siempre antepuso los intereses de partido a los generales y nacionales. Sin duda, el Sr. Prieto tenía las espaldas muy anchas y la boca muy suelta para etiquetar y, dentro de un mismo patrón, quien era un romántico revolucionario y quien un enemigo y peligroso fascista. Tras él, el miembro de la Comisión, el socialista Sr. Gomáriz, reivindica la bandera de la legalidad dentro de la Comisión y afirma;
"no hemos declarado la nulidad de ninguna circunscripción que afecte a los votos de derechas". Denuncia que las elecciones de Granada se han producido "en un ambiente de matonería, de escopeterismo, de coacción pública y privada" y es que, a su juicio, se han cometido todo tipo de irregularidades; concesión ilícita de armas a las derechas, notarios coaccionados, etc., por lo que solicita su oportuna anulación;  "hay 58.200 electores que no han votado válidamente a favor de las derechas", todo ello, a consecuencia de lo que llama "organización del terror", señala, igualmente, que
hay unos 28.776 votos que son también de dudosa legalidad y, como argumento para reforzarlo, utiliza el porcentaje tan desigual en favor de las derechas respecto de las izquierdas en diferentes pueblos de la comarca (recordemos que el Gomáriz era vocal de la Comisión de Actas y hablaba, por tanto, en nombre de ella). Señala que la corrección de todos estos votos irregulares posibilitará dar un vuelco al resultado,
"que hace remontarse a la candidatura de izquierdas, en límites insospechados y extraordinarios sobre la candidatura de derechas". Tras la intervención de la Comisión de actas, toma la palabra el diputado comunista Sr. Mije, que, en este caso, ofrece como argumento principal para la anulación de estos resultados el haber asistido
"al acto fenomenal, de entusiasmo indescriptible, presenciado en el campo de los Cármenes de Granada el día 8 de Marzo. Con ese hecho tenemos la convicción absoluta de que en Granada se han falseado las actas como quizá no se ha hecho en ningún otro punto de España";
señala al respecto que, no es que
"le demos valor a ningún acta de derecha; tenemos la convicción de que han sido conseguidas en España con el atropello, el amaño y el soborno". Recuerda así el acto en el campo de los Cármenes y en el que asegura se concentraron "125.000 o 130.000 almas pidiendo, unánimes, la anulación de las actas". Es decir, en este caso, el Sr. Mije ofrecía como prueba de fe para la anulación de unas actas representativas de la soberanía y la voluntad popular, el presunto éxito de la celebración de un mitin de partido casi un mes después de finalizadas las elecciones; es evidente que se califican por sí mismas estas argumentaciones que, además, ilustraban, la "dudosa" interpretación de la legalidad de la que hacían gala no pocos miembros de la actual Cámara republicana.
Respecto a la postura de la CEDA, desea advertir que tras ella se esconde algo; "esa gente prepara un golpe de Estado",
por lo que quiere avisar al Gobierno y a la Cámara, "y decimos al pueblo de España que no nos cogen desprevenidos; que estamos dispuestos a contestarles en el terreno que ellos quieran presentarse". Señala que, en estos momentos tan graves, hay que llevar el programa de Frente Popular adelante y sin titubeos, "para afrontar todo lo que intenten llevar a efecto los elementos de las derechas", y advierte que el pueblo, a parte de la anulación de las actas de Granada, quiere tierras para los campesinos de Granada; "y hay que dárselas, y hay que dárselas quitándoselas a estos señores que hoy huyen de aquí para desafiarnos en la calle, donde nos encontrarán". (Aplausos). Concluye el debate de estas actas el Sr. Prieto, reitera su conformidad y la justicia "de la  nulidad propuesta en el dictamen que lleva mi firma", dice que desde que es diputado en el año 1918,
"jamás se presentaron desde entonces actas tan maculadas, tan sucias, tan emporcadas como las de Granada"; denuncia también los métodos puestos ahora al servicio de una desatinada empresa electoral por el Gobierno,
"que presidía el Sr. Portela significaban una regresión política verdaderamente bárbara".
Refiere también que el Frente Popular, "ha conseguido, en la mayoría de los casos, saltar sobre esos obstáculos"
y asegura que, ante la enormidad y contundencia de este debate, las derechas han preferido darse a la fuga; "ahora vendrán las campañas de la Prensa diciendo que hemos cometido esta tarde un atropello".
Además, considera que era aquí en el Parlamento el lugar donde había que debatir pese a lo apasionado y acalorado que pudiera suponerse el desarrollo de este asunto, la mejor manera de dejar claro los criterios de unos y de otros; a su entender y, en su habitual tono irreverente rayano en lo descortés;
"ese partido, la Ceda, de acuerdo con el Gobierno, arma a multitud de gentes indeseables, para impedir a los hambrientos el gesto soberanamente heroico de ir a protestar contra su miseria depositando la papeleta a favor del Frente Popular". (Aplausos).
Tras esta intervención, se aprueban las actas de Zaragoza y se inicia el debate de las actas de Cáceres. El también socialista Sr. Valentín, denuncia las maniobras de las derechas en las elecciones de Cáceres, asegura que el Frente Popular ha ganado "por muchos miles de votos",
critica a la Prensa que denunciaba que "habíamos asaltado la Diputación"; y, así, pide que se aprueben dichas actas para acabar "con el escándalo promovido intencionadamente por móviles muy mezquinos de parte de las oposiciones de la Cámara". (Lo decía tras anunciarse el dictamen de la Comisión de actas que daba el triunfo y, supuestamente, analizadas las mismas, a las candidaturas del Frente Popular, modificando lo que había sido un claro triunfo inicial de las derechas). Hay que resaltar que el Sr. Valentín es un diputado que estuvo implicado en la manipulación histórica y más que suficientemente probada de las actas de Cáceres; un señor que, como miembro del Frente Popular, solicitó se le hiciera entrega de toda la documentación de actas con la banal excusa de querer documentar que estas habían sido manipuladas por las derechas, una circunstancia que le permitió hacer y deshacer a su antojo durante aquellas lamentables jornadas, todo ello, con la deliberada connivencia y complicidad del nuevo Gobernador Civil de la provincia (designado, como tantos otros, días antes de conocerse los resultados y nada más situarse el Sr Azaña al frente de la Presidencia del Consejo de Ministros). Finalmente, en estas anómalas circunstancias, eran aprobadas las referidas actas de la provincia de Cáceres.


 

ABRIL 1936

Creo no equivocarme si digo que este mes de Abril es, posiblemente, el mes con las sesiones parlamentarias más convulsas y agitadas de toda la legislatura republicana (que ya es decir), el clima de tensión alcanzaría un paroxismo extremo en el que el marco de la palabra no pareciera ser suficiente ya para dirimir las enormes diferencias entre unos y otros; en él tienen lugar debates con decisivos asuntos de fondo, como aquel donde se discutía la arbitraria e ilegal maniobra de las izquierdas republicanas para sustituir al Presidente de la República o los nuevos e intensos debates sobre el tan polémico y decisivo asunto de las actas, debates de actas del que destacaba uno de los episodios más irreverentes y estrambóticos (por la forma en cómo fue debatido y finalmente tramitado), las actas de Cuenca. La impunidad y la parcialidad de la Comisión de actas cobraba toda su magnitud en la discusión de estas actas donde las derechas, de nuevo, comprobarían como lo que habían ganado en las urnas lo perdían en una Cámara que tenía el dudoso valor de autocalificarse como soberana y "democrática". A destacar la forma en la que tomará posesión de la suya el Sr. Calvo Sotelo que, pese al decidido empeño de la Comisión y las minorías de izquierda en que esto no sucediera, le será finalmente concedida ante el temor y, sobre todo, a consecuencia del cada vez mayor respaldo y peso político que el Sr. Calvo Sotelo iba atesorando, una anulación que podría sin duda soliviantar a las fuerzas de la llamada contrarrevolución y, de este modo, facilitarles el ganar en la calle lo que en el Parlamento, día a día, sesión tras sesión perdían. Pero, como ya he referido, un hecho, aún más grotesco todavía, tendría lugar en el primer debate ordinario de la nueva legislatura y una vez acabada la discusión de las actas parlamentarias; el 3 de Abril, en esta primera sesión ordinaria, el líder de los socialistas, Sr. Prieto, se levantaba para en una Proposición no de ley (otra de tantas donde se debatían generalmente sucesos menores; desórdenes sociales, propuestas de tipo económico, solicitud o formulación de nuevos proyectos, etc.), proponer, ni más ni menos, que la sustitución del actual Jefatura del Estado en manos del Sr. Alcalá Zamora (en efecto, el mismo que, para no avivar más los ánimos ya suficientemente encendidos de los frentepopulistas, les entregaba los resortes del Poder en mitad del recuento de las pasadas elecciones) y, todo ello, incluso, antes de que hiciera uso de la palabra y diera a conocer su programa de Gobierno (de cara a su investidura), el que era el nuevo Presidente del Consejo de Ministros, el Sr. Azaña. Así, la primera iniciativa "legislativa" de la legislatura consistía en quitar de en medio a aquel que les había puesto en bandeja de plata un Poder que, ahora ostentaban, y que les fue entregado en aquellos tumultuosos días del pasado mes de Febrero, circunstancia que demostraba que la figura del Sr. Alcalá Zamora no era representativa de los deseos ni apetitos revolucionarios de los elementos que configuraban el Frente Popular; sus objetivos iban más allá, reclamaban y deseaban, que la máxima jefatura del Estado recayera en alguna figura que fuera afín o solidaria de su causa. La excusa que argumentaron y fabricaron para sustituirle era peregrina cuando no discutiblemente constitucional, entendían que no había motivo para la disolución de las Cortes del mes de Enero (iniciativa promovida por el propio Sr. Alcalá Zamora), una disolución sin la que no hubieran tenido opción alguna de alcanzar el pedestal del Poder; sin duda, todo un ejercicio de "coherencia" y pulcritud democrática. Es decir, durante dos años habían esgrimido como causa de sus teorías revolucionarias el que las derechas y su coalición con los radicales no cumplían ni respetaban los preceptos constitucionales, sin embargo, ahora, en la primera iniciativa legislativa de la legislatura y, en una mera Proposición no de ley, asestaban un golpe prácticamente mortal a las instituciones republicanas de las que se consideraban sus más fieles custodios, pisoteando y cercenando la tan manida legalidad constitucional de la que durante años fueron sus más acérrimos fiscales; y es que para ellos si parecía estar legitimado y facultado hacer y deshacer a su antojo con las leyes y las garantías constitucionales, era "su República", y ellos eran los únicos dueños de su destino; calificar a un Parlamento que actuaba tan sectaria y arbitrariamente como una ejemplar democracia, más bien parece un  ejercicio de hipocresía y el propio curso de las sesiones irían demostrando el escaso rigor y pulcritud democrática con el que éste se desenvolvía. Decir que, de estas tumultuosas y tormentosas sesiones del mes de Abril (por emplear un vocablo lo más aséptico posible), destaca la histórica sesión del día 15 y en la que, entre los múltiples y continuos menosprecios y amenazas de las minorías de la izquierda, el Sr. Calvo Sotelo protagonizaba un recordado e histórico discurso en el que denunciaba la innumerable multitud de desórdenes públicos habidos desde el mismo instante en que el Frente Popular se había hecho dueño de los resortes del Poder. De entre todos ellos, destacaría uno por encima de todos, el asesinato del Alférez del Guardia Civil Anastasio de los Reyes el día 14 de Abril, día en que se celebraba los fastos conmemorativos del quinto centenario de la República; su cobarde asesinato a quemarropa y por la espalda marcaría un hito en la escalada, ya sin retorno, de una violencia que se había extendido a todas las esferas del país y de la sociedad española. Dada la magnitud y los efectos tan decisivos que este crimen tendría, me detendré en su momento en este suceso para analizar detenidamente lo que fue uno de los principales desencadenantes de lo que ya por aquellos momentos parecía casi inevitable, el conflicto armado entre españoles.
El primer día de Abril tiene lugar la discusión sobre las actas de Cuenca;
el diputado Radical Sr. Sierra Rustarazo, rechaza el dictamen de la Comisión en el que se solicita una nueva anulación de actas en otro de los lugares donde las derechas habían ganado. Ofrece una serie de datos en los que se observa que el número de irregularidades en las elecciones de la provincia han sido de muy poco y un más que discutible calado. Asegura que estos hechos no son de gravedad, son nimios, "y no pueden invalidar unas elecciones como las de Cuenca, en que ha habido una mayoría aplastante por parte de los candidatos triunfantes".
Desea resaltar, igualmente, lo improcedente que resulta que se le quiera quitar el acta de diputado al cedista Sr. Casanova ya que, aunque le sustrajesen los 2.978 votos como quiere la Comisión, seguiría teniendo más del 40% de los sufragios y, por consiguiente, le permitiría mantener su acta. Critica seguidamente al Sr. Portela Valladares, cuyo Gobierno "intentó desarrollar en Cuenca la misma política de violencias que desarrolló en otras provincias”; concluye su intervención leyendo una carta del Gobernador de la Provincia Sr. Andreu y en la que explica los motivos de su dimisión; "por los hechos que él mismo denuncia y que está dispuesto a demostrar públicamente",
una misiva en la que deja claro las constantes presiones a las que les someten desde las altas esferas políticas del nuevo ejecutivo del Sr. Azaña. La Comisión, por boca del socialista Sr. Rufilanchas, afirma que en Cuenca existieron coacciones y las atribuye a las actuaciones del propio Gobernador Sr. Andreu, al que acusa de monárquico y de "afinidades políticas con la derecha". Habla de las amenazas y coacciones de los propietarios; "el problema fundamental en las elecciones de Cuenca no es el del 40%, es de las coacciones, el de los amaños, el de las falsedades que vician toda la elección, con independencia de que se haya obtenido o no el 40%". Sus argumentaciones se definen de nuevo por sí solas, la supuesta falsedad de las actas no venía de si en esta se había obtenido o no el 40% necesario para conseguir la representación de la mayoría en dicha circunscripción, en esta ocasión, eran falsas por diversas y supuestas acciones de los propietarios de la provincia que, por supuesto, no eran acreditadas como debiera ser preceptivo. Aseveraciones de esta índole serán muy frecuentes en los labios del Sr. Rufilanchas, miembro de la Comisión de actas, lo que define, casi fotográficamente, la ejecutoria de los trabajos de esta Comisión. Tras estas palabras, el Sr. Sierra Rustarazo lamenta el tono y lo referido por el Sr. Rufilanchas, además, "sin aportar ni una sola prueba documental". A tal fin, hace referencia a las pruebas caligráficas, las cuáles demostrarían que las firmas de las secciones no llevan la de una sola mano como era debido. Pese a sus denuncias, finalmente, el dictamen sería aprobado siendo así anuladas las actas de la provincia conquense.
Concluido esta discusión, tiene lugar el debate de las actas de Pontevedra; el diputado Radical Sr. Guerra del Río, denuncia diversas irregularidades en diversos distritos de la provincia, Lallín y otros pueblos de la comarca; con unas actas que dice pasan de mano en mano, que son "arregladas" en los días sucesivos a la elección y en las que, llegados al sábado, "la Junta provincial del censo de Pontevedra suspende por tercera vez el escrutinio, siguiendo órdenes del Gobernador civil", según consta en acta; todo ello, porque todavía no se habían "arreglado"
las actas de Lallín. Señala que, tras muchas peripecias, esas actas llegan a mano del Gobernador y, este, decide
"detener a los candidatos radicales que han denunciado todos estos hechos y manda subir a su despacho, junto con estos candidatos, al presidente y al secretario de la Junta de Censo, al delegado de la Junta Central y a otros candidatos, incluso del Frente Popular".
Tras ir abriendo los sobres en el despacho, el delegado del Gobernador decide que hay que encarcelar a los dos candidatos radicales y "suspende la reunión de la Junta provincial del Censo hasta el Sábado, porque había que arreglar todas aquellas actas";
así, ese mismo sábado y con esas actas "que han sufrido toda esa odisea, se proclama la candidatura". Denuncia toda esta serie de irregularidades, los seis días que estuvieron los pliegos electorales en Lallín que pertenecían a cinco localidades de la provincia; "los suficientes para decidir el resultado de la elección", "no pudieron ser rescatados sino por orden terminante de la Junta Central del Censo, con intervención de la Guardia civil, y ni siquiera estaban en la Administración de Correos, sino que el Administrador de Correos, cometiendo un evidente delito, los había entregado a uno de los candidatos y al apoderado o al delegado del gobernador, para su manipulaciones". Finalmente, en votación, es aprobado el dictamen de las actas de Pontevedra; la Comisión no acepta las apelaciones del Sr. Guerra del Río, entre otras razones, porque si son tenidas en cuenta, el candidato favorecido sería el Radical Sr. Emiliano Iglesias, lo que demostraría la intencionalidad puramente partidista de dichas alegaciones. Finaliza la sesión con la aprobación del acta del Sr. Pérez Madrigal por 114 votos contra 65, circunstancia que le permitía estrenar su acta como nuevo diputado de la CEDA; así, en cinco años, pasaba de pertenecer al partido Radical Socialista a la minoría del Sr Gil Robles previo paso por la minoría Radical, un vaivén y trasiego que, bien podría explicar e ilustrar y, en torno a su particular figura, todo lo acontecido desde el nacimiento de una República de corte liberal a su transformación en una República de corte socialista y antiburgués.
El día 2 tiene lugar la intensa sesión en la que se concede el acta del Sr. Calvo Sotelo. Antes, se trae a debate de nuevo las actas de Salamanca; el Sr. Galarza, ahora vocal de la Comisión de actas, solicita otra vez la nulidad de las mismas y la repetición de las elecciones (recordemos que elecciones en las que habían ganado con claridad las derechas); afirma que si alguna duda le había proporcionado el estudio de dichas actas "ha sido por el hecho de venir proclamado en ellas el Sr. Gil Robles". Habla de compra de votos, de tácticas caciquiles de los patronos, etc., todo ello sin aportar ni una sola prueba documental; para sustentar esta decisión, acreditaba como principal "prueba" el hecho de que el Sr. Gil Robles había sido proclamado diputado, es decir, toda una Comisión de actas iba a estudiar la posible nulidad de las mismas por el mero hecho de que el Sr. Gil Robles hubiese resultado elegido libremente por sus conciudadanos salmantinos….  Su correligionario, el socialista Sr. Andrés y Manso, rechaza que la Comisión quiera aprobar el dictamen de las actas de Salamanca con la sola anulación del acta del Sr. Lamamie de Clairac (no le parecía suficiente), quiere llamar la atención
"a los partidos republicanos"
de su error al intentar aprobar estas actas;
"la casi totalidad de votos que en el escrutinio se atribuye a las derechas han sido comprados con dinero del Estado y con dinero de los candidatos",
dice que las violencias y coacciones que se han llevado en la provincia son de tal envergadura que, incluso, dejarían pequeñas las cometidas en Granada. Habla de los incidentes y sucesos protagonizados por "los escopeteros" de las derechas y, así, para reforzar su argumento, afirma que él no trae como pruebas documentales ni actas notariales ni presenciales ni de ausencia, "yo os traigo, señores republicanos, certificaciones de defunción".
Denuncia asesinatos y todo tipo de coacciones de las derechas, todo ello, de nuevo, sin una sola prueba documental en relación a lo denunciado, solo "con hechos crudos y bien claros", según sus propias palabras.
Tras este debate tiene lugar la primera intervención parlamentaria de la diputada comunista Sra. Ibarruri; una intervención que da una idea de lo que va a ser y, era ya, su pensamiento e ideario guerracivilista; refiere que la minoría comunista se adhiere a todas estas denuncias de los socialistas; "con palabra magnífica y emotiva, el compañero Manso demostraba los crímenes que han realizado los hombres que figuran en la candidatura de Salamanca", denunciando "esa estela de sangre que van dejando dondequiera que pasan los elementos representativos de la Ceda"; anuncia que desean impugnar esas actas "porque en ellas va el Sr. Gil Robles, el jefe a quien desearía encontrar aquí para decirle a su cara que es un histrión ridículo salpicado con la sangre de la represión". (Sus palabras y razonamientos son claros, tenían que ser impugnadas porque en ellas había salido el Sr. Gil Robles, simple y llanamente). Ya en esta su primera intervención parlamentaria y, en una discusión sobre el dictamen de la Comisión de actas, aprovecha la ocasión para hablar de los sucesos de Asturias (único tema de debate para el que vino a levantar su voz en el Parlamento, no lo haría para hablar de alguna otra cuestión en ninguna de sus pocas intervenciones, su único argumento sería reivindicar y levantar la bandera de la venganza y la violencia sin rubor alguno); señala que tiene el honor "y el orgullo de representar a los mineros de Asturias, a los trabajadores revolucionarios que en
Octubre del 34 se levantaron en armas, no contra la República, sino para dar a la República un contenido social de que carece, no contra la democracia, sino para defenderla e impedir que las libertades democráticas de los trabajadores fueran pisoteadas por la pezuña fascista, vengo aquí a pediros a vosotros, compañeros del Bloque popular, para que repudiéis las actas de Salamanca, porque los trabajadores que os han elegido repudian a los hombres que forman esa candidatura". Dice que como diputada asturiana ha presenciado el dolor de las madres asturianas, "cuyos hijos han sido torturados en su presencia"; asegura que toda esta represión "fue dirigida, fue inspirada, o al menos tolerada por uno de los que figuran en las actas de Salamanca que nosotros condenamos y repudiamos, por Gil Robles"; y, en nombre de esas madres y trabajadores represaliados, "yo pido que Gil Robles y todos sus compañeros del Gobierno Lerroux-Robles sean encarcelados, sean sometidos a procedimiento judicial para responder de los crímenes que han cometido", advierte que si no se hace esta Justicia,
"los trabajadores están dispuestos a hacer justicia". Concluye su violenta exposición afirmando; "Solo quiero advertir al Sr. Presidente que cuando se discuta la actuación del Gobierno Gil Robles referente a la represión deseo que se me reserve el uso de la palabra". (Grandes aplausos). En un debate sobre la legalidad o no de actas a diputado, en su lugar, había dirigido un mitin en defensa de la causa "revolucionaria" de Octubre del 34 y en el que pedía, sin disimulo alguno, las cabezas de unos dirigentes que tuvieron que actuar denodada y enérgicamente para impedir que el conjunto de la Nación se viera convertida en un régimen al más puro estilo soviético. Es obvio decir que había minorías parlamentarias del Frente Popular que, en poco o en nada, se parecían a aquellas formaciones políticas representativas de las causas y esencias democráticas que tanto decían defender, una de ellas, sin duda, era el partido comunista de la Sra. Ibarruri.
Tras ella, el socialista Sr. Gomáriz y miembro de la Comisión, señala que al estudiar las actas de Salamanca han comprobado que no difiere mucho
"de la fisonomía electoral de las derechas en circunscripciones como Ciudad Real, la de Toledo y, en general, todas aquellas en que las derechas han tenido predominio", sin embargo, recuerda que se deben a una labor de análisis objetivo más que subjetivo; "dentro de un criterio político y parlamentario", por ello, afirma que no encuentran suficientes motivos para la nulidad de las actas y de acuerdo a ese criterio objetivo. Refiere que otra cosa son las cuestiones de las denuncias sobre los crímenes cometidos, recuerda que todo eso está contemplado en el programa del Frente Popular, "cuya sanción está pregonada en nuestro programa, que hemos de cumplir" y, por ello, dice que en su momento se pedirá
"el enjuiciamiento del Sr. Gil Robles, que lo enjuiciaremos; pídase el castigo de los culpables, por acción o inducción, de los crímenes de Asturias, y nuestros votos estarán prestos para conceder el suplicatorio, o para encarcelar o para lo que sea".
(Ni más ni menos que todo miembro de la Comisión de actas parecía convertirse en juez y parte solicitando el enjuiciamiento de un diputado…..). Además, asegura que es verdad "que han triunfado por la trayectoria de estas coacciones, porque han triunfado por los amaños electorales, porque han triunfado por los manejos de los resortes económicos que oprimen a los que tienen que votar", motivos, por los que les hubiera gustado anular dichas circunscripciones y que, de haberlo hecho, "hubiéramos sentido una satisfacción de conciencia individual, pero no una satisfacción de conciencia política", y añade; "el Sr. Gil Robles personifica lo más nefasto de la represión de los sucesos de Asturias, de la represión contra la conciencia trabajadora, de la represión contra el liberalismo, pero señores Diputados, mientras vivamos en un régimen parlamentario, que yo declaro que lo siento, mientras vivamos en él...... (La Sra. Ibarruri: Yo no lo siento)". Finaliza afirmando que por un criterio no partidista y arbitrario no pueden anular las actas, "para lo que no encontramos motivo bastante y lo sentimos". En efecto, ni más ni menos que un miembro de una Comisión de actas (encargada de dar fe y garantías a la estricta legalidad sobre la representación parlamentaria de unas Cortes que son la sede de la soberanía y la voluntad popular), asegura lamentar el que no pudiese anular unas actas que reconoce llevan el membrete y la seña de la legalidad, testimonio indiscutible de que una buena parte de las instituciones republicanas habían ido a parar a manos de elementos que nada tenían que ver, ni menos aún representaban, un verdadero espíritu democrático y de defensa de los derechos y libertades del conjunto de ciudadanos de la Nación española. El derecho y la ley habían sido sustituidos por la más burda vulgaridad y la desfachatez más sectaria y miserable de partido; el odio, la inquina llegaban a límites como este, en el que un miembro de una Comisión parlamentaria (supuestamente, hablando en nombre de todas las minorías de la Cámara), aseguraba que el ganador de las elecciones de la anterior legislatura, el Sr. Gil Robles, iba a ser encausado para gusto de la mayoría de la actual Cámara que, más que una Cámara, parecía ya un auténtica Convención jacobina.
Tras este nuevo desafuero de la Comisión de actas, se trae a debate las actas de Orense; el diputado del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo, asegura que se levanta no con el ánimo de convencer a las mayorías de izquierda, "una porfía que sería vana, que sería estéril", dado que, a su entender, "lo que se ventila está ya fallado". Desea agradecer el apoyo de los electores de Orense que, por tercera vez consecutiva, le permiten renovar su acta de diputado. Advierte de las irregularidades cometidas por la Comisión de actas, dice que el país, "percibe la falta de unicidad y de continuidad de pensamiento dirigente en las deliberaciones de esa Comisión"; "en unos casos se aprueba o se anula por razón de actas notariales, y en otros, prescindiendo de actas notariales existentes, se anula o se aprueba también, que en unos casos se estiman indicios de nulidad los altos porcentajes de votación y en otros casos los altos porcentajes de votación se consideran compatibles con la legalidad y la validez de la elección". Asegura que, además, han tenido en contra al propio Gobernador de la provincia, respecto del cual dice que es conocedor que llegó a afirmar: "sabemos que el Sr. Calvo Sotelo tiene fuerza aquí, y no trataremos de arrebatársela, se la respetaremos; pero a los demás candidatos de las derechas se les perseguirá a sangre y fuego, con toda saña".
Menciona la diferencia de criterios de la Comisión según y en función de las circunstancias de cada provincia; en Pontevedra se aprueban los porcentajes altos de votación, así como en Lugo y La Coruña y, sin embargo, por igual motivo, "los anuláis en Orense". Denuncia también las irregularidades que califica de escandalosas cometidas en La Coruña, donde se ha creado un precedente funesto para la política española; al respecto, asegura que el miércoles siguiente "al domingo de la elección, en forma más o menos tumultuosa, un grupo de gente, logró hacerse con los pliegos de 143 secciones, los cuáles fueron sustraídos, y gracias a esa sustitución, siendo el resultado electoral favorable a cinco candidatos de izquierda y a 12 de derecha, en los nuevos datos falsificados, pergeñados, escritos con trazos caligráficos, según los que han visto los documentos, verdaderamente absurdos. Se pergeñan esos documentos y aparecen falsificadas las actas de 23 Municipios correspondientes a 143 secciones",
y, en base a esa adulteración, "son proclamados 13 candidatos de los cuáles 8 habían sido derrotados".
Destaca de esta forma que lo que parece valer para una provincia no vale para otra; en Orense, todo lo que había sido legal en Pontevedra o La Coruña, no era admitido y, todo ello, sin aportar documento notarial alguno. Advierte del momento crucial por el que está atravesando España, cree que con estas manifiestas irregularidades de las actas se está tratando de convertir el Parlamento español en una Convección. Denuncia, igualmente, que las anulaciones de actas de Orense puedan tener su fundamento en que no hayan sido elegidos los candidatos de la candidatura marxista; a tal efecto, recuerda que la Cámara tiene un sello, "un cuño marxista"; y así y, dirigiéndose a los elementos republicanos de izquierda,
"los elementos burgueses",
les dice que no sabe si se han dado cuenta de que el problema de ahora en España no es una cuestión del tipo de régimen o Estado;
"no es de Monarquía ni de República, sino que es un problema de burguesía o comunismo". (Rumores y protestas). Se muestra también crítico con los diversos intentos de la izquierda para anular sus derechos como diputado desde que ya saliera elegido por primera vez en 1931, cuando se encontraba expatriado en Lisboa, o en 1933 cuando lograron retrasar su investidura seis meses que, finalmente, se pudo hacer efectiva gracias a la Ley de Amnistía de Mayo del 34 y por la que pudo regresar a España; afirma que, ahora, "en 1936, las izquierdas vuelven a arrebatarme la investidura". También recuerda que, en esta ocasión, ha logrado conseguir 70.000 votos legítimos en la provincia de Orense y a los que hay que sumar los 186.000 votos que ha obtenido por Madrid, es decir, más de 250.000 sufragios, así, señala que a la gente le extrañara que un candidato que ha obtenido todos esos votos, "se le considere incapaz políticamente para entrar en el Parlamento a la misma hora, a las 24 horas mejor dicho, de haber dado paso a ese Parlamento, con viento fresco y en popa, a otros candidatos que han obtenido muchos menos votos y, además, amañados".
Dice que es conocedor de que nada de lo que diga hará cambiar de opinión a la Cámara; "doy por aprobado ya un dictamen que propone la anulación de las actas de Orense", asegura que sale del Parlamento "con el pensamiento alto y la frente limpia y sin odios y rencores. Sois adversarios míos la mayor parte de cuanto os sentáis en esta Cámara". (Un Sr. Diputado: ¡Afortunadamente!"; incluso, llega a decir y pese a todo lo anteriormente referido; "deseo y pido a Dios, a mi Dios, aunque no sea el vuestro. (Rumores. - La Sra. Álvarez Resano: Eso de rodillas Sr. Calvo Sotelo); "que os deseo el máximo acierto en vuestras deliberaciones, por el bien de España, que está por encima de todo, que es, en definitiva, el ideal supremo para todos", afirma que lo desea "con el ánimo sereno y el corazón limpio. Yo no salgo de aquí con odios, con rencores ni con enconos; salgo con el ánimo tranquilo, después de haber cumplido un deber elemental de ciudadanía y después de haber prestado un servicio al Parlamento". Refiere así mismo que no le importa el acta ya que, a España, "se la puede servir aquí y fuera de aquí, y yo la serviré fuera de aquí, rindiendo culto a mis ideales, rindiendo culto a mis convicciones y contribuyendo, en la medida de mis modestas fuerzas, a que las gentes de orden se unan (Rumores),  a que las gentes de orden, sí, que comulgan con mis ideas, se unan en aras del ideal supremo de la Patria española, con un viva a la cual termino (Rumores), cualesquiera que sean vuestras imprecaciones. ¡Viva España!, ¡Viva España!, ¡Viva España! (Aplausos. - Los señores Diputados responden con vivas a España y a la República. El Sr. Calvo Sotelo intenta abandonar el salón).
Tras el posterior ruego del Presidente de la Cámara, Sr. Martínez Barrio, para que no abandone su escaño, el Sr. Calvo Sotelo retoma su lugar en el mismo.
Por su parte, el diputado de IR (Izquierda Republicana) Sr. Fernández Ossorio Tafall, afirma que las elecciones fueron calificadas por la Junta de escrutinio "como de un gigantesco straperlo electoral";
en una provincia de Orense donde dice que la Comisión ha demostrado que dos tercios de los votos de los ganadores "son falsos, amañados". Una de las razones que argumenta para esa supuesta falsedad de los datos y las actas es que, aquel día 16 de Febrero, llovió incesantemente en la provincia y que dadas las dificultades de transporte, "la apatía de nuestros labriegos, sobreexcitada, le impele a no ir al colegio electoral a emitir el sufragio" (la lluvia era también un argumento "válido" para anular actas en lugares donde las derechas habían ganado….); otro de sus argumentos para esta supuesta falsedad de las actas lo fundamenta afirmando que en los centros de ciudadanía más importantes, como es la capital Orense, no se llegó al 60% del voto, una circunstancia que no puede explicar el que, por el contrario, en localidades aldeanas hubiera un porcentaje de votos superiores al 90%; sin duda, toda una razón "de peso"… Tras estas afirmaciones, donde la minuciosidad y el rigor quedan, cuando menos, en entredicho, el Sr. Calvo Sotelo afirma que no quiere seguir escuchando las banales excusas de la Comisión; "yo creo que ningún profesional del Derecho, que ningún hombre con conciencia jurídica, después de anular las actas de Orense, pueda aprobar las de La Coruña, ni después de aprobar las actas de La Coruña pueda anular las de Orense". Cree que, en las condiciones actuales de la Cámara, puede servir mejor al país fuera de ella, con una Cámara "con nutridas falanges marxistas que por primera vez en tan amplio volumen han venido a ella", entiende que permanecer en ella, "será también una fuente inagotable de sacrificios penosos y de situaciones difíciles", de modo que, anulando estas actas, "me podéis proporcionar, una comodidad, una tranquilidad".
Ofrece sus agradecimientos a toda la Cámara y, finalmente, abandona su escaño. Tras ello, el miembro de la Comisión Sr. Baeza Medina y, ante el cariz que ha tomado la discusión del acta del Sr. Calvo Sotelo, decide que se debe volver a analizar detenidamente el expediente respecto a dichas actas para, posteriormente, traer un nuevo dictamen y someterlo a votación con la intención de demostrar que en las decisiones de la Comisión no les mueve
"la pasión política de tipo personal".
Prosigue la sesión con la discusión de las actas de La Coruña; el diputado del Frente Popular Sr. Barrena, de nuevo y sin acreditar prueba documental alguna, asegura que la victoria frentepopulista en la provincia ha sido rotundo; señala que solo en algunas cabezas de partido no vence esa candidatura de izquierdas,
"en Arzúa y en Carballo, controlados de una manera tiránica por las derechas, triunfa la candidatura de derechas"; sin apenas discusión, las tan discutidas actas de La Coruña son también aprobadas. Decir que, en La Coruña, el cómputo del escrutinio se prolongó hasta el día 24 de Febrero, los resultados de 188 actas no se correspondían
con las certificaciones de las mesas; "España se ha vuelto Coruña", llegó a decir el mismo Sr. Alcalá Zamora tras ver como se procedía con el recuento electoral. Las autoridades interinas exigieron la presentación inmediata de las actas de 56 colegios y amenazaron con una huelga general si no se encontraba una solución "satisfactoria para las izquierdas". Los candidatos de las derechas fueron incluso arrestados por un día acusados de fraude; en estas condiciones, eran aprobadas las actas de la provincia de La Coruña.
Posteriormente, tras la deliberación de la Comisión de actas, el Sr. Anso, miembro de la misma, anuncia que se han aprobado finalmente las actas de Orense, entre ellas, la del Sr. Calvo Sotelo y con el voto en contra de los miembros de la minorías socialista y comunista, todo ello, con el afán de la Comisión de buscar la equidad y la transparencia y con un noble "espíritu de equidad y justicia", el cual, dice que ha costado "grandes sacrificios de tipo personal y sacrificios de tipo político"; y para que así, "uno de los más enemigos más encarnizados del Régimen, de los gobiernos republicanos y del Parlamento, no pueda salir, con justicia, a la calle a decir que nos hemos entregado a una persecución sañuda e injusta". (Rumores y protestas). Pesaba más en los miembros de la Comisión el impedir que, en las conciencias de las masas de la derecha y tras esta sesión, pudieran ver en la figura del Sr. Calvo Sotelo un mártir de la causa monárquica y antimarxista; el interés indisimulado partidista quedaba de nuevo patente y reflejado en el proceder de los miembros de la Comisión de actas. Tras ello, el diputado comunista Sr. Uribe, enrabietado por la decisión de la Comisión, insulta gravemente al Sr. Calvo Sotelo diciendo que todo esta tan claro que, "el mismo fascista Calvo Sotelo se ha librado muy bien de defender las actas de Orense";
advierte que, al respecto de la revolución social, esta no la tienen que temer los republicanos como decía el Sr. Calvo Sotelo, sin embargo, "sí los fascistas como Calvo Sotelo y compañía". Critica con dureza a la Comisión por haber cambiado el dictamen y admitir a este
"fascista". Por su parte, el vocal de la Comisión de actas, el socialista Sr. Galarza, dice que tiene poco que decir porque se adhiere
"a las muy elocuentes palabras que acaba de pronunciar nuestro camarada comunista"; asegura que ese es el mismo pensar y el "mismo estado de ánimo de la minoría socialista". Por si a estas alturas todavía había alguna duda de la "imparcialidad" y proceder de acuerdo a derecho de esta Comisión de actas, todo un vocal de la Comisión y, en representación, según sus propias palabras, de la minoría socialista a la que pertenece, se hacía solidario de los insultos y amenazas a un diputado que había obtenido legítimamente su acta y que muy lejos estaba de que le hubiera sido regalada, como casi pretendían haber hecho creer; el Sr. Calvo Sotelo había ganado justa y legítimamente gracias a ser, nuevamente, uno de los diputados con más apoyos de la ciudadanía española dentro de la Cámara republicana. En la réplica del miembro de la Comisión Sr. Anso, se producen distintas interrupciones en forma de nuevas acusaciones e insultos;
"Sr. González Peña: Por el causante de muchos crímenes de Asturias", "Sra. Ibarruri: ¡Viva la República del proletariado!", "Sra. De La Torre: El mérito de este señor es haber hecho 5.000 muertos en Asturias". Finalmente, queda aprobado el dictamen y, con ello, el acta del Sr. Calvo Sotelo por 111 votos contra 79 (de las minorías socialista y comunista). Concluye la larga sesión con un breve debate sobre las actas de Salamanca; el diputado Tradicionalista Sr. Lamamie de Clairac, defiende, inútilmente, su acta que es anulada por una causa análoga a la que utilizara en su momento como base de su defensa el diputado de las derechas Sr. Estévanez en las actas de Burgos; en este caso, al ser Presidente de la Federación de Sindicatos de Salamanca. Asegura que dejó dicho cargo el pasado 30 de Enero, unas semanas antes de las elecciones; toda su defensa es inútil y es rechazada por la Comisión que anula su acta por incompatibilidad con el cargo.
Un día más tarde, el 3, tiene lugar una de esas sesiones que suelo calificar como históricas del régimen parlamentario español, no ya solo republicano, y lo era por su singularidad y por el atropello constitucional flagrante que se llevaba a cabo; en esta ocasión, el partido socialista y sus socios del Frente Popular defienden, en una mera Proposición no de ley, el relevo del Jefe del Estado. El argumento como veremos era peregrino y escondía una intencionalidad política evidente; así, con esta iniciativa, echaba a andar la obra legislativa de las Cortes del Frente Popular, sin duda, otra nueva declaración de intenciones futuras. Se iniciaba la sesión formalizando la mesa del Parlamento tras la finalización de las discusiones sobre las actas; a continuación, se lee un Decreto del Sr. Presidente de la República (7 de Enero de 1936), referente al art 81 de la Constitución que obliga a que el acto de disolución de las Cortes sea motivado. Con arreglo a la lectura de este Decreto, se lee seguidamente una Proposición en la que de acuerdo al párrafo cuarto del art 81 de la Constitución, el primer acto de las nuevas Cortes será: "examinar y resolver sobre la necesidad del Decreto de disolución de las anteriores. El voto desfavorable de la mayoría absoluta de las Cortes llevará añeja la destitución del Presidente",
todo ello, se ejecutará en el plazo previsto de 20 días, antes de los cuáles, deben estar todas las actas presentadas y entendiéndose acordada la destitución del Presidente "cuando a favor de ella se pronuncien, en votación nominal, la mitad más uno del número efectivo de Diputados que compongan la Cámara". La Proposición es defendida por el socialista Sr. Prieto; afirma que no puede suscribir ese criterio presidencial de que no se tratará de una de las dos disoluciones a las que tiene derecho el Presidente durante su mandato;
"y esta opinión no la improvisamos al exponerla ahora"; una posición que ahora sienten reforzada porque la casi totalidad de las "fuerzas representadas en esta Cámara han pregonado exactamente lo mismo que nosotros pregonamos hoy".
Con ello, desea dejar claro desde ya mismo, todo lo concerniente respecto al porvenir de la Presidencia de la República ya que, si domina este criterio de que las pasadas Cortes fueron la segunda vez que el Presidente las disuelve, se podrá entender que, "estas Cortes no pueden ser disueltas por D. Niceto Alcalá Zamora". (Muy bien. Grandes y prolongados aplausos que muchos señores Diputados puestos en pie, tributan al orador). Tras estas manifestaciones, el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Azaña se hace solidario de los argumentos del Sr. Prieto, para, seguidamente, ofrecer algunas pinceladas y algunos de los objetivos contemplados en el programa político del nuevo Gabinete de cara a su más que probable investidura; habla del bienio, de las elecciones, de su programa, protagonizando de nuevo, de uno de sus recurrentes e inacabables discursos; entre otras muchas cosas, recuerda algo que ya advirtió hace un año;
"Volveremos al Gobierno cabalgando sobre la opinión pública. Pues bien señores; estamos cabalgando sobre la opinión pública". (Grandes aplausos); "Nosotros nos hemos encontrado el día 19 de Febrero del año 36 con un país abandonado por las autoridades, Sr.es Diputados". (Muy bien-Aplausos);
y, dirigiéndose al Sr. Portela, le dice que en esta ocasión el día 19 se encontró que
"S.S. estaba en la Puerta del Sol y sus gobernadores en las provincias, y cuando somos
llamados de Gobernación no había casi ninguno, ni gobernadores, ni funcionarios subalternos en los Gobiernos, ni nadie que pudiese responder ante el nuevo Gobierno de la autoridad provincial y local. Y yo entonces sentí la aprensión justificada de lo que podía pasar", y se pregunta; "¿Es que se puede pedir a las muchedumbres irritadas o maltratadas, a las muchedumbres hambreadas durante dos años, a las muchedumbres saliendo del penal, que tengan la virtud que otros tenemos de que no trasparezcan en nuestra conducta los agravios de que guardamos exquisita memoria?". (Grandes aplausos). Prosigue diciendo; "mucha gente, mucha, anda por ahí desalentada imaginando que un día España va a amanecer constituida en un soviet", entiende que esta creencia pueda influir en las conciencias de lo que califica como "vulgo", pero no así "que lo crean, propaguen y lo sostengan personas que conocen la política y militan en ella, ya me parece que pasa de los límites de lo licito y de lo tolerable y constituye una agresión";
un ambiente que luego es propicio para crear
"la atmósfera necesaria para que los golpes de fuerza y de violencia sobre el país prosperen";
da a entender que, ante esta conducta temeraria, el Gobierno no se va a quedar quieto;
"No somos un Gobierno claudicante, delante de una subversión social". Menciona de esta forma, "las agresiones y reacciones ofensivas de los intereses lastimados por la política del Gobierno. Sí, es cierto, vamos a lastimar intereses. ¡Qué le vamos a hacer!"; reitera que van a lastimar los intereses "que constituyen la parte principal del desequilibrio que padece la sociedad española"
y, para corregirlo, dice que están las políticas del Frente Popular. Recuerda que les acusaban de ello durante las Constituyentes;
"y advierto que eso no es nada para lo que está por venir"; "¡Ahora quisieran los que nos acusaban de acabar con la economía española que aquella obra política no se hubiera interrumpido, porque ahora señores, el sacrificio tendrá que ser mayor!". Quiere también advertir que ahora vienen "a romper toda concentración abusiva de riqueza, dondequiera que esté, a equilibrar las cargas sociales", y asegura que, si contra ello se produce una reacción ofensiva, como la que se produjo contra la labor de las Constituyentes,
"habremos perdido la última coyuntura legal, parlamentaria y republicana de atacar de frente el problema y resolverlo con justicia". (Prolongados aplausos).
En este rotundo y directo discurso no podía faltar sus particulares puntillitas de arrogancia al afirmar que, hace un año, no existían pero que, ahora, con el triunfo electoral, "todo el mundo ahora ha caído en la cuenta de que en España no hay más política posible que la que este Gobierno representa. ¡Ya veis qué descubrimiento! Yo estoy habituado a que me den la razón tardíamente".
Tras su larga intervención, el diputado centrista Sr. Portela Valladares, reconoce que pudo haber errores durante su gestión;
"¿Qué hubo defecciones en las autoridades cuando él se encargó del Gobierno? Quizá". (Fuertes rumores); respecto a si los gobernadores civiles se ausentaron de manera muy laxa y hasta evidente llega a reconocer;
"Algunos sí, otros no".
Habla también sucintamente de su abandono del Poder, afirma que fue "porque las elecciones tenían un carácter plebiscitario, y en el Poder, o se tiene aquella autoridad que el Sr. Presidente del Consejo reclamaba, o no se está en él; autoridad moral, sobre todo; por la fuerza, por las bayonetas, no se está en el Poder". Concluye asumiendo las responsabilidades políticas que pudiera haber respecto a esta disolución de las Cortes, "estoy dispuesto a aceptarlas tal como el Congreso, supremo soberano, decida". Estas afirmaciones del Sr. Portela revelan claramente que, él mismo, asumía y reconocía que se produjeron errores y que hubo una desatención por parte del Poder que él representaba respecto a las garantías y la fiscalización que este pudiera ofrecer en aquellos días y en los que se decidía tan decisivamente el futuro y el porvenir de la Nación española.
Posteriormente, se levanta el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell aportando, como era habitual en él, claridad y luz al panorama siempre confuso y turbio de la política parlamentaria republicana; afirma que el mismo Decreto del 7 de Enero, en su preámbulo, se trata de la primera disolución de Cortes ya que el Decreto del 8 de Octubre de 1933 se refería a unas Cortes Constituyentes,
"que  no tenían plazo determinado de duración, que tenían una finalidad esencial, específica, que consumieron con su propio ejercicio y que, por consiguiente, la resolución del Sr. Presidente de la República de disolverlas no debía computarse en el número de disoluciones que el art 81 de la Constitución le atribuye". Entiende que careciendo de un plazo para su finitud, las Constituyentes unas vez concluido su fin, tenían que ser disueltas en algún momento al no poder durar indefinidamente, así, era obligación del Presidente de la República el disolverlas en algún momento; "era siempre necesario un acto del Presidente de la República", y sin cuyo acto no podrían ser disueltas salvo que lo hubieran decidido por su propia voluntad y, siendo así,
"No es, pues, natural que un acto forzoso e inevitable se compute en la facultad de disolver", por lo que su planteamiento es claro;
"no debió computarse la disolución de las Cortes Constituyentes en el número de veces  que el Sr. Presidente de la República puede ejercitar su facultad de disolver", algo que además está implícitamente contemplado en el propio Decreto de Octubre del 33 y en el que figura una clara exposición de motivos, "en que se razona perfectamente que aquella disolución no implica el ejercicio, dentro de la limitación establecida en el art 81, de la facultad de disolver atribuida al Presidente de la República". De esta forma, a su juicio; "todos los que refrendaron aquel Decreto, como el Sr. Portela, y todos los Ministros que refrendaron el Decreto del 7 de Enero de este año, asumieron la plena responsabilidad política de aquel Decreto".
Denuncia la supuesta validez del acto que defiende la Proposición no de ley y por la cual, "el Parlamento puede decretar que es indisoluble y que ya el Presidente de la República ha agotado la facultad de disolver" de modo que, "no puede disolver más". Cree que, en este caso, el voto del Parlamento no tiene ningún valor, para ello hace falta definir cuáles son claramente las competencias de cada cual al plantearse dos posiciones irreconciliables entre dos altos Poderes; el del Presidente de la República, que cree que no ha agotado sus dos prerrogativas de disolución y un Parlamento que opina lo contrario, que las ha agotado; ni él mismo se ve capaz de asegurar que este enorme pleito pudiera ser resuelto ni por el propio Tribunal de Garantías Constitucionales; lo que sí dice tener claro es que es del todo punto ilógico resolver este conflicto "en una Proposición no de ley". Advierte de los riesgos de todo ello, de los riesgos de meterse ahora en un periodo de elección presidencial, "que en el momento presente representaría, con muchas probabilidades, la elección de una persona que constituiría la seguridad de una perturbación permanente durante todo el tiempo de su mandato". (Rumores). Sin embargo, la otra solución dice que sigue siendo igual de mala, si el Parlamento decide que ha habido necesidad de disolver las Cortes y se agotan estas prerrogativas presidenciales, se conseguiría convertir la Cámara
"en una Convención que se sitúe por encima de todos los Poderes",
con el peligro que ello supone siendo España un sistema unicameral, sin otra Cámara que fiscalice y pueda
"controlar a la otra". El Sr. Prieto, en su réplica afirma que es una interpretación que no comparte ya que, de ser así,
"solo es posible una elección de Presidente de la República cuando preponderen los elementos que son afines al Sr. Ventosa". (Rumores de aprobación).
Le dice que no pide ejercer un derecho, "sino cumplir un deber",
y es saber
"si la disolución que estamos examinado es la primera o segunda",
un derecho que recoge la propia Constitución, entiende que la responsabilidad es puramente personal del Presidente de la República; al respecto, lo tiene claro, el Presidente de la República
"ha de subordinarse, como es su deber y le obliga su lealtad, el Sr. Presidente de la República a la voluntad del Parlamento". Finalmente, en votación, es aprobada la Proposición por 181 votos contra 88. El mandato del Sr. Alcalá Zamora quedaba pendiente de un hilo, la maniobra política estaba preparada y estudiada a conciencia; el actual Presidente, de corte liberal, conservador, católico y burgués, no servía ni entraba en modo alguno en los planes del programa revolucionario de los frentepopulistas; el plan de su sustitución iba a tomar impulso en los próximos días, la suerte estaba echada.
En efecto, la ejecución final del plan se realiza en otra de las históricas sesiones parlamentarias de la República, la del 7 de Abril. Una sesión que se inicia con un debate en el que se acuerda y, según el Decreto del 22 de Febrero aprobado en la Diputación Permanente de aquel día, la concesión de la Amnistía y a solicitud del Presidente del Consejo de Ministros
"por delitos políticos y sociales", tras lo que consideran la "inequívoca significación del resultado de las elecciones a Diputados a Cortes", y con el propósito de "la tranquilidad de la vida nacional". De esta forma, se daba oficialmente carta de libertad a todos los protagonistas de los trágicos sucesos de la "revolución" de Octubre, la inmensa mayoría de ellos, lejos de mostrar cualquier signo de arrepentimiento por su participación en tan luctuosos sucesos, hacían bandera pública de ellos. El ejemplo más paradigmático lo encontramos en el principal promotor de los sucesos revolucionarios de Asturias, el diputado socialista Sr. González Peña, el mismo que al día siguiente de acordarse por Decreto la amnistía y por la que salían a la calle todos los encausados en los procesos revolucionarios, por radio y a todos los españoles, anunciaba que no se arrepentían de ellos sino que, al revés, proponía seguir trabajando y ahondando en la obra revolucionaria para facilitar la llegada de una República socialista.
En esta misma sesión y, por otro Decreto con fecha del 26 de Febrero,
"se autoriza al Parlamento catalán para reanudar sus funciones al efecto de designar el Gobierno de la Generalidad". Tras ello, llega el momento culminante en el que se retoma el asunto de la destitución del actual Jefe del Estado Sr. Alcalá Zamora. Así, se lee la referida
Proposición no de ley proponiéndose:
"que las Cortes para los fines del último párrafo del artículo 81 de la Constitución, declaren que no era necesario el decreto de la disolución de las Cortes del 7 de Enero de 1936". Tras su lectura, el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, censura la irregularidad que supone plantear un tema así mediante una Proposición no de ley, se pregunta;
"¿es que vamos a seguir menores trámites al más alto Poder de la República que para construir una pequeña carretera o un ferrocarril?".
Entiende que debe tramitarse y resolverse
"previo nombramiento de una Comisión especial",
encargada de emitir dictamen para que luego sea la Cámara la que resuelva. El Sr. Prieto, por su parte, asegura que las condiciones y requisitos que se mencionan en el art 106 de la Cámara se han cumplido por lo que se entenderá
"acordada la destitución del Presidente cuando a favor de ella se pronuncien en votación nominal, la mitad más uno del número efectivo de Diputados que constituyan la Cámara".
Se reafirma en la legalidad de lo que se está haciendo sin que en ello haya afán de arbitrariedad política. De este modo, la propuesta del Sr. Ventosa y Calvell es rechazada por amplia mayoría.
A continuación, el líder socialista, Sr. Prieto, defiende su argumentario que va implícito en la la citada Proposición no de ley; califica de penoso el encargo que le han hecho hoy de defender esta Proposición en la que se solicita la aplicación del art 81 de la Constitución;
"estimando que no fue necesaria, por el momento y por las circunstancias en que fue adoptada, la disolución de las Cortes". Dice que en contra de lo que decía el Sr. Ventosa, la Proposición que está ahora defendiendo "abre de par en par las puertas a la disolubilidad", y no la indisolubilidad a la que también hacía mención. Se reafirma en su postura; "quien en la actualidad ejerce la Presidencia de la República no puede disolver estas Cortes",
pese a ello, estima que la actual Cámara,
"puede ser disuelta desde el primer día en que fuera reemplazado D. Aniceto Alcalá Zamora en la Presidencia de la República". Señala también que la actual Presidencia, "habiendo extinguido sus facultades, nosotros abrimos de par en par las puertas del Palacio presidencial a otro ciudadano que, al ir ungido por el voto del pueblo, tenga la facultad omnímoda de disolver este Parlamento cuando lo estime indispensable". (Muy bien - Aplausos). A su juicio, una vez aprobada la Constitución, aquellas Cortes estaban sometidas al precepto de esta, "que señalaba como máximo de duración de todas las Cortes del plazo de 4 años",
por lo que, "tenían una regla y una finalidad, incluso en la parte constitucional, no totalmente cumplidas, porque no hay sino recordar que el decreto del 3 de Junio de 1931 las asignaba en la exposición de motivos las siguientes finalidades: Constitución, Estatuto de Cataluña, ratificación de la obra legislativa del Gobierno provisional, leyes orgánicas complementarias de la Constitución, juicio de las responsabilidades del régimen caído, reformas pactadas por los partidos de la Conjunción".
Considera que el Presidente de la República,
"disolvió las Cortes Constituyentes en virtud de la facultad que tiene concedida por el art 81 de la Constitución; usó de su prerrogativa", en su opinión, del todo punto "inmotivada y guiada por el deseo de dar a la República española una conformación, no con ajuste a la voluntad del país, sino a los dictados de un criterio personal cuya primera obligación desde tan alto cargo consiste en someterse a la soberanía del país". (Muy bien); un criterio que dice también compartían algunas minorías de la derecha y, para demostrarlo, echa mano de algunos discursos del Sr. Gil Robles efectuados en fechas pasadas. Recuerda también unas palabras del diputado cedista Sr. Giménez Fernández, concretamente en la sesión de la Diputación Permanente del 7 de Enero y en las que afirmaba;
"esta decisión del Sr. Alcalá Zamora era la segunda disolución de las Cortes",
por todo ello y, dirigiéndose a los miembros de la CEDA, cree que todos deben afrontar sus propias responsabilidades en este asunto. Afirma que es notorio, "que aquella disolución se hizo, no con el limpio afán de recoger los nuevos estados de opinión que eran bien patentes en el país, sino por el afán atropellador e inconsciente de seguir queriendo modelar los órganos de la soberanía del país de absoluta conformidad con un criterio personal que siempre debe estar subordinado a la opinión del país"; un cambio de opinión del país que dice es evidente ante "la magnitud de las vilezas cruentas cometidas en algunas provincias españolas y singularmente en Asturias, cuyo dolor no es en nosotros solamente solidario con nuestros amigos y correligionarios, sino porque nos comporta como españoles mientras España no liquide justicieramente tan monstruosos excesos", y añade; "siendo, repito, visible el cambio de opinión, el Sr. Presidente de la República no entregó el Poder a los elementos que, a virtud precisamente de ese cambio, tenían derecho a ocuparlo", "Se obstinó, utilizando instrumentos como los que le ofrecía aquella costumbre, quizá excesivamente libre, del Sr. Portela Valladares en cuanto a procedimientos electorales (Risas), en fabricar un partido que se acomodara al criterio, al parecer, a la opinión del Sr. Presidente de la República. (Muy bien); un intento que no se logró "por el ímpetu verdaderamente arrollador de la opinión pública, que saltó todos los obstáculos con que quiso entorpecer su camino el Poder Público";
por todo ello, dice que no pueden de ningún modo aprobar y consentir dicho Decreto de disolución. Cree que son suficientes argumentos de peso para que tengan la convicción de que
"no se procedió cual debía procederse en la disolución de las Cortes", "negamos nuestro asentimiento a esa resolución, y sabiendo lo que vamos a votar, lo que ello determinará automáticamente por imperio constitucional, la destitución del Sr. Presidente de la República", para que así, dicho cargo lo ocupe "otro hombre que cuente con el respeto admirativo de la opinión pública tal como ésta se ha manifestado en la última contienda electoral", y todo con la intención y, pese a las denuncias de que esta Cámara pueda convertirse en una Convención,
"de que quede libre la potestad de disolver este Parlamento cuando quien ocupe ese sitial lo juzgue conveniente con arreglo a la libertad que la Constitución le confiere".
De esta forma, asegura;
"no pretendemos erigirnos en Convención; sabemos que somos fiel expresión de la voluntad del país, quizá expresada en proporción numérica inferior a la que nos corresponde"; afirma que están dispuestos a renunciar al mandato, "pero a renunciarlo dignamente, a renunciarlo con altivez que solo es posible entregándolo a quien por la Constitución tenga facultades para ejercer esa potestad". (Muy bien. Los señores Diputados de la mayoría, puestos en pie, tributan prolongados aplausos al Sr. Prieto).
Finalizada su larga intervención, tomaba la palabra el jefe de la CEDA, Sr. Gil Robles;
"el que nosotros personalmente tuviéramos el criterio de que el Decreto del 7 de Enero último agotaba la facultad presidencial, no quiere decir que encontráramos bueno el camino que se seguía para llegar a esa declaración",
considera que puede deberse a un fallo de la propia Constitución o de los legisladores de las Constituyentes, creando un problema
"de competencia entre dos Poderes del Estado que tienen igual rango constitucional".
Cree que en esta decisión presidencial no ha habido abuso de Poder, al disolver las Cortes no se ha producido el hecho de que la nueva Cámara fuera del mismo corte que la anterior, lo que querría decir
"que la disolución ha sido innecesaria y que el Presidente de la República ha abusado de su Poder", por el contrario, dice que ha nacido una Cámara "de signo ideológico contrario, lo cual significa que las Cortes anteriores se habían aparatado de la opinión del pueblo",
lo que demostraría que la disolución era correcta; "la disolución estuvo bien hecha, porque el Presidente, en el uso de su facultad constitucional, había procurado poner de acuerdo la representación popular y la voluntad del pueblo".
Asegura que el Sr. Prieto no quiere seguir ese camino porque lo más fácil es seguir lo que dice el art 81 de la Constitución y no "ir por el camino difícil del art 82", "por la dificultad de un Quorum; en segundo término, porque el art 82 implica una consulta al pueblo, cuyo resultado, en la elección de compromisarios juntos con la Cámara, puede determinar un cambio de política",
les dice que si tan seguros están de que la opinión pública está de su lado,
"id claramente, noblemente, con la arrogancia que corresponde a vuestro convencimiento y a vuestra fuerza, por el camino del art 82".
Asegura que ese debe ser el camino y no con una Cámara
"que se permite dar una tercera vuelta a las elecciones", pero de no ser así, y "al amparo de unos argumentos artificiosos que solo pueden tener valor por la dialéctica del Sr. Prieto, queréis conseguir una destitución del Sr. Presidente de la República en contra del espíritu del art 81, no pretendáis que los demás os acompañemos en ese camino. Cargad vosotros con la responsabilidad de vulnerar en su espíritu la esencia de la Constitución". (Fuertes protestas).
Señala que no le extraña la posición al respecto de los socialistas y comunistas porque siguen su ideario político pero, sí le llama la atención, la posición de otras minorías, de las izquierdas burguesas; "partidos republicanos de izquierda que estén prestándose a una política que lleva derechamente a la liquidación de una República democrática". (Aplausos en las minorías de la Ceda). En su réplica, el Sr. Prieto dice que lo que van a hacer
"es abrir de par en par las puertas a la opinión pública del país para que ella se manifieste, y ella se manifestará a través de los compromisarios, marcando el signo de predominio de las ideas que actualmente preponderen, en la elección del nuevo Presidente de la República";
con su recurrente arrogancia, afirma;
"Ya sabéis señores del Gobierno, como tenéis que hacer la elección; os lo pide un hombre inmaculado en estos menesteres, el Sr. Gil Robles". (Aplausos),
y añade;
"se necesita tranquilidad, Sr. Gil Robles, para que su señoría se levante en el día de hoy a exigir semejantes garantías";
le recrimina que, con su política, "ha deshonrado una fuerza política recién nacida a la vida pública nacional". (Protestas); "después de lo de Granada, después de haber visto S.S. de acuerdo con el Sr. Portela, después de haber sabido que los mediadores en esta relación eran hombres de tan exquisita limpieza moral como Juan March, ¿Cómo se atreve S.S......? (Grandes aplausos que impiden oír el final de la frase"; "carece S.S. de todo título para hacer tales manifestaciones en este momento";
le acusa, además, de ganar suciamente unas actas, por lo que le vuelve a recriminar y a desafiar en su tono desafiante y ya de sobra conocido;
"es de entre todos los que se sientan en esta Cámara, quien menos títulos tiene para expresarse como en estos momentos lo ha hecho". (Grandes aplausos).
En la réplica del Sr. Gil Robles, le afea al Sr. Prieto que haya vuelto a caer en sus habituales excesos oratorios,
"que no son dignos de un orador de su categoría";
prosigue criticando a las izquierdas;
"lo que vosotros habéis hecho en muchas provincias de España, desde el día de las elecciones hasta el del escrutinio, arrebatándonos más de 40 actas en aquellos sitios. (Grandes protestas que impiden oír el final de párrafo del orador)", y añade; "Y vosotros, hombres puros del sistema electoral, apuntaos de ahora en adelante, para siempre, las anormalidades de La Coruña, y las de Cáceres, y los atropellos de Granada, y las enormidades de Cuenca". Un Diputado tras esto dice: "¡Si debimos anularlas todas!".
Por estos motivos, dice que se apartaron de la discusión de las actas; "porque queríamos dejaros íntegra responsabilidad de la formación de un Parlamento que nace con un vicio de nulidad de atropellos y de violencias. Que quede, Sr.es Diputados, esto también en las páginas indelebles del Diario de Sesiones, para que conste que una fuerza política que siempre ha luchado en la oposición ha luchado de ilegítimo todo lo que vais a hacer". (Aplausos y protestas). Por su parte, el diputado de la Lliga Sr. Ventosa y Calvell, recuerda que ambos Decretos, el de 1933 y el de 1936, fueron refrendados por algunos  de los que hoy son miembros del actual Gobierno; "por consiguiente, si el Gobierno que refrendó aquel decreto aceptó y no objetó la teoría en él desarrollada por el Sr. Presidente de la República, resulta muy fuerte, Sr.es Diputados, que ahora aquellos mismos hombres y aquellos mismos partidos, formando el Gobierno actual, desechen la teoría que entonces aceptaron y se solidaricen con la teoría sostenida en la proposición formulada por el Sr. Prieto respecto al alcance de la prerrogativa presidencial".
Una Proposición que supone además el conflicto entre dos Poderes y, en donde el Sr. Prieto, estimaba que debía prevalecer la superioridad del Parlamento, "y que a él debía someterse el otro Poder, el representado por el del Presidente de la República"; al respecto, le recuerda; "no hay dentro de la Constitución un Poder que sea por su esencia superior al otro";
"es imposible sostener que el Parlamento es en todo caso superior al Presidente de la República, ya que este, al menos, por dos veces, tiene la facultad de disolver el Parlamento".
Cree que este conflicto entre Poderes lo debería de resolver el Tribunal de Garantías Constitucionales, igualmente, asegura que con esta Proposición, se tiende a crear un clima de inestabilidad y de crisis, algo que a su juicio no es infundado,
"pues el Gobierno acaba de decretar la suspensión de las elecciones municipales", un momento en el que entiende sería necesario "un mínimo de sentido de solidaridad entre todos los españoles para asegurar que esa alta magistratura reúna las condiciones indispensables para la normalidad del régimen, vais a provocar, en condiciones anormales, una crisis y una elección presidencial", circunstancia que se produce porque, a su juicio, "falseáis el art 81 de la Constitución", como apuntaba previamente el Sr. Gil Robles. Recuerda que el art. 81 es claro;
"en el caso de la segunda disolución, el primer acto de las nuevas Cortes será examinar y resolver sobre la necesidad del decreto de disolución de las anteriores", es decir, solo plantea la cuestión de
"examinar, única y exclusivamente, si el decreto de disolución fue necesario"
y no sobre si el Decreto de disolución de las anteriores Cortes fue o no fue oportuno,
"ni si fue procedente".
Tras estas palabras, recuerda que llegada la crisis del 9 y 10 de Diciembre, cuando se llevaron a cabo las consultas y a las que fueron diputados como el Sr. Besteiro, Maura, Iranzo, Martínez Barrio, Unamuno, etc.; "todos ellos aconsejaron al Sr. Presidente de la República la disolución de las Cortes. ¿Es qué vais a sustituirle ahora porque siguió vuestros consejos?". (Rumores. - El Sr. Álvarez Angulo; Los siguió muy tarde).
Además, dice que el resultado electoral refrenda la teoría de que el Presidente acertó con dicha disolución, pues con ello daba paso a la verdadera voluntad del país que no pareciera estar representada por las anteriores Cortes, por lo que vuelve a preguntarse;
"¿Cómo podéis decir ahora que no ha habido necesidad de disolver las anteriores Cortes?” y, recuerda; "el art 107 del Reglamento, en relación con el art 82 de la Constitución, establece que la destitución del Presidente han de proponerla cien Diputados; que esa proposición viene a la Cámara, anunciándose previamente el debate con tres días de anticipación; que la votación, en lugar de ser nominal, como en el caso del art 81, es una votación por bolas, y que, en definitiva, no da aún lugar a la destitución del Presidente de la República, sino a que se tome en consideración la iniciativa de los cien Diputados para que la Cámara formule una propuesta de destitución que implica el apartamiento momentáneo de sus funciones del Presidente de la República y la convocatoria de elecciones de compromisarios, que se han de reunir con los Diputados si procede o no la destitución del Presidente de la República, y, en el caso de que caso de que acuerden que no procede la destitución del Presidente, se produce automáticamente la disolución del Congreso". Todas estas dificultades, dice que no justifican "el cubileteo mediante el cual transformáis el caso de destitución previsto en el art 82, en el caso más fácil y llano del art 81, que no tiene más finalidad ni más objeto que el de decidir una cosa tan precisa, tan concreta, tan escueta, como si la Cámara anterior ha sido bien o mal disuelta, si ha sido necesario o no la disolución".
Cree que con su decisión no se solucionada nada, al revés; "agraváis la crisis presidencial", "por un abuso de los votos de la mayoría y con una extralimitación de la Constitución, y con ello producís una grave crisis en el país, que viene aumentar las graves dificultades del momento presente". Concluía anunciando que su minoría se iba a abstener en esta votación para no tomar responsabilidad alguna en una decisión tan irregular como la que se iba a tomar. Una vez más, el Sr. Ventosa y Calvell ofrecía la nota de juiciosidad y proporcionalidad, colocando un debate de tinte marcadamente político, en su justo y oportuno lugar, el jurídico y constitucional; sus palabras son tan elocuentes que dejan fuera de lugar cualquier explicación añadida; la maniobra de destitución era manifiestamente anticonstitucional, de evidente ilegalidad y, además, escondía una clara intencionalidad política arbitraria y sectaria que dejaba al margen, nuevamente, los intereses comunes y generales de la cada vez más maltrecha y zaherida sociedad española.
Por su parte, el diputado centrista Sr. Portela Valladares, hace mención al art 81 de la Constitución el cual, dice que es terminante; "es la Cámara quien ha de juzgar de la facultad presidencial; es el Congreso quien tiene la soberanía en este punto, atribuida por la Constitución, no solo para resolver sobre si la disolución estuvo o no justificada, si era o no necesaria, sino también para decir si era primera o segunda disolución". Cree que, así, el Parlamento tiene toda la autoridad en este proceder y más teniendo en cuenta el posterior resultado de las últimas elecciones;
"nos rendimos a la voluntad de las Cortes, que son las soberanas", "no hay otro órgano más que las Cortes, a mi juicio, para decidir y para estimar si se ha procedido o no bien al disolver el pasado Parlamento". Respecto al Decreto del 7 de Enero, dice que fue refrendado por aquel Gobierno;
"por mi muy especialmente",
responsabilidad que acepta totalmente; un Decreto que fue dictado "por disposición mía, sin lo cual, no hubiera aceptado el Poder el 14 de Diciembre". Por ello, dice que, en caso de buscar responsabilidades, antes esta la suya que la del propio Presidente de la República;
"¿Iba a aceptar yo el Poder para llevar una vida efímera y estéril de quince o veinte días y caer en el Parlamento, en un Parlamento notoriamente hostil y notoriamente estéril?", asegura que aceptó el Poder "para realizar un pensamiento, para llevar adelante un propósito que tenía por base la disolución de las Cortes". A continuación, toma la palabra el diputado del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo, afirma que el Decreto del 7 de Enero fue mal dictado, "por el momento en que se publicó, toda vez que España vivía instantes de fiebre, llenos de pasión y hubiera sido aconsejable encalmar los ánimos o, al menos, buscar contacto con la ciudadanía en otras elecciones, antes de lanzarse a la aventura de unas de tipo general. Fue mal dictado, sobre todo, por la forma en que se entregó y por la persona a quien se entregó", entregado a "un señor que no era Gobierno ni oposición, que no era Diputado a Cortes, que contaba con cinco Ministros y subsecretarios en aquel Gobierno, pero que no podía representar un volumen de opinión suficiente para aspirar a la constitución de un partido centrista con poderes dirimentes en el futuro parlamento". (Rumores de aprobación). La Proposición dice que plantea la circunstancia de que fue innecesario el Decreto de disolución y, siendo esa la esencia de la Proposición; "estamos completamente fuera del art 81 de la Constitución".
Entiende, sin embargo, el que se quiera hacer una censura contra el Presidente de la República; "lo confirmo, lo acepto, lo hemos dicho antes que nadie, antes incluso que los hombres de la izquierda" pero, todo este proceder, solicita que se haga en conformidad con la legalidad, en base al art 82, "porque si se quiere aplicar el art 81 hay que ir a la causa electoral específica y genuinamente electoral de que habla el art 81, y en la proposición es de esta causa de la que precisamente se prescinde en absoluto".
Cree que la disolución de las Cortes tiene únicamente dos variantes posibles de acuerdo con la Constitución, que haya sido necesaria o que no haya sido necesaria y ha de formularse "en virtud de un hecho", el resultado de las elecciones; unas elecciones que para su minoría reconoce ha sido adverso por lo que tienen el derecho a decir "que esa disolución fue innecesaria", sin embargo, le produce asombro que las izquierdas, en vista de los resultados, puedan atreverse a decir ahora que ese Decreto de disolución era innecesario, lo que a su entender, crea un precedente y una jurisprudencia gravísima. Considera que todo esto que se plantea en la Proposición del Sr. Prieto, "tiene
todo el tufillo, tiene todo el sello, todo el estilo de un acto convencional, quiérase o no, porque no se puede decir sinceramente que esta actitud se ampara de una manera estricta en el art 81, sino que, al contrario, lo vulnera, ya que se trata de llegar al resultado del 82 por el procedimiento más rápido y sencillo del art 81". Con esta hábil artimaña, denuncia que en el día de hoy nace la tan mencionada Convención; "nace en el día de hoy por este acuerdo, más, oídlo bien, que si, por el contrario, hubierais convalidado el decreto y hubierais dejado ahí al Sr. Alcalá Zamora, empotrado en la Presidencia de la República y maniatado frente al Parlamento, sin poderlo disolver legalmente; muchísimo más". Critica que toda esta maniobra se pretenda llevar adelante en el momento actual, en una ambiente nacional desbordado, "preñado de gravísimos problemas, cuando se produce un éxodo de centenares de miles de españoles de unos pueblos a otros pueblos y de unas provincias a otras provincias, porque no se les garantiza la vida; cuando ha habido que suspender las elecciones municipales"; así, les pregunta si ellos mismos están convencidos respecto de si "las elecciones que ahora se convoquen para compromisarios y que han de ser preparatorias para la futura elección de Presidente de la República tendrán un sabor más ciudadano y una pureza más plena que lo que se pudiera esperar de unas elecciones municipales suspendidas apenas anunciadas".
Concluye lamentando por España que hoy se formalice esta Convención por lo que anuncia que se abstendrán en la votación de la Proposición; "para que nadie pueda achacarnos nuestros votos a maniobra que no encaja en nuestro espíritu ni en nuestras convicciones". (Aplausos y rumores). Las palabras del Sr. Calvo Sotelo son también de enorme elocuencia, reflejan el sentir del conjunto de las derechas; estas, también deseaban y con la misma intensidad, seguramente, la destitución de un Jefe de Estado que no había dejado de sobrepasarse en algunas de las atribuciones para las que la Constitución le había facultado, pero las contradicciones de las izquierdas para llegar a este camino eran evidentes y, más, cuando se habían hecho solidarias en su momento de los dos Decretos de disolución que ahora cuestionaban por intereses particularistas e ideológicos de partido; tomaban un atajo de indudable y manifiesta ilegalidad para dar rienda suelta a sus apetencias sectarias e ideológicas que se anteponían, una vez más, al verdadero interés nacional y colectivo; además, en una cuestión de la magnitud de esta. La deriva antidemocrática del Frente Popular quedaba de nuevo patente por la ejecutoria de una maniobra del calibre de toda una improcedente e ilegal sustitución de la Jefatura del Estado; por causas mucho menores acusaron a las derechas durante dos años de ser unas reaccionarias al no hacer valer unos preceptos constitucionales que ahora ellos, tan indisimulada y públicamente, pisoteaban y mancillaban.
El diputado del partido conservador republicano Sr. Maura se levanta, a continuación, un tanto airadamente para contestar al Sr. Portela que, tras interrumpirle en el inicio de su discurso, provoca la respuesta amenazante del Sr. Maura:
"Mida S.S. los adjetivos, porque estamos demasiado cerca". (Risas y rumores).
Sigue creyendo que la disolución de las Constituyentes no puede contar como la primera disolución; recuerda que "una de las condiciones que se me impusieron a mí y que impusieron al Sr. Portela, era la de que el Gobierno había de tener homogeneidad de determinados problemas, y, entre otros, en este; en el de que los Ministros habían de estar conformes en que la disolución de aquellas Cortes era la primera, porque había que refrendar un Decreto, y ese Decreto, si no estaban conformes en ello los Ministros, podía provocar una crisis"; le asombra una vez refrendado el Decreto y, haciendo alusiones directas al Sr. Portela,
el que
"después de haber nacido a la vida política en la República exclusivamente merced a un capricho presidencial (Rumores), merced a un capricho presidencial, (Muy bien), y de deber al Sr. Presidente de la República todo su ser político dentro de la República, se pueda venir aquí, a soltar en medio del hemiciclo, como un fardo, no solo su responsabilidad, sino a la persona que lo ha exaltado del que es criatura....., iba a calificarla, no la califico". (Muy bien. Aplausos).
Califica de gravísimo lo propuesto en esta segunda Proposición no de ley defendida por el Sr. Prieto;
"todos los adjetivos que queráis poner para aumentar el concepto de gravedad me parecerán pocos", cree que la opinión pública va a decir al respecto; "habéis obrado exclusivamente por pasión, que no habéis tenido más objetivo que el de cobraros unas viejas cuentas (Rumores)", empleando un camino tortuoso "porque por el camino legal no podíais derribarle". Todo ello, lo sostiene a pesar de que era un convencido que "el derrotero que el Sr. Presidente trazaba a la República era funesto", un hecho por el que durante mucho tiempo ha combatido para que lo cambiara sin conseguirlo. Cree que este proceder "es mortal para el régimen parlamentario", y, advierte acerca de lo que hoy se están jugando "es más que un mero pleito político y personal: es la esencia de la República". También las palabras del siempre equidistante y, generalmente, un tanto oportunista Sr. Maura, dejaban al descubierto la maniobra política ilegal que las izquierdas trataban de llevar a cabo; recuerda cómo se formuló el segundo de los Decretos, el del 7 de Enero del presente año, que suscribieron muchos de los que ahora aseguran que fue inoportuno e improcedente, un Decreto en el que, antes de su conformación, se decía que resolvía sobre lo que por entonces se entendía era la primera de las disoluciones de las Cortes llevadas a cabo por el Sr. Alcalá Zamora, ninguno de ellos puso la mínima objeción entonces. De hecho, eso explicaría que el representante de la CEDA Sr. Giménez Fernández, fuera el único que, en aquella sesión de la Diputación Permanente, se levantará para advertir que esa era, a su juicio, la segunda disolución de las Cortes, palabras que no fueron tomadas en consideración por ninguno de los allí presentes. (y que ahora, parecían compartir repentinamente el criterio del Sr Giménez Fernández). La maniobra abanderada por el Sr. Prieto, era a todas luces, improcedente y de un profundo y marcado sectarismo, además, escondía unas dosis de incoherencia difícilmente soportables y que lo situaban en una conducta política sin precedentes en la historia del parlamentarismo español.
Finalizaba las intervenciones el Sr. Fernández Castillejo; insiste en las denuncias que otros oradores han expuesto anteriormente, afirma que es una monstruosidad
"decir que no fuera necesaria una disolución que pedíais a gritos y os fue favorable"; un acto que califica, incluso, de golpe de Estado;
"con todos los respetos, golpe de Estado, movimiento convencional. Iniciáis un golpe de Estado. ¿Quién garantiza que este primero sea el último?". Les critica que hayan pasado por encima de la Constitución; "y para atropellar la más alta magistratura de la República, vulnerando un artículo de la Constitución; gravísimo acto"; "queréis desprenderos del Jefe del Estado porque creéis que no interpreta, que no sirve, desde vuestro punto de vista, los intereses de vuestra política";
critica también y, muy duramente, al Sr. Portela, por su especial protagonismo en todos estos sucesos. Considera que se crea con ello un precedente peligrosísimo; "Los golpes de Estado, las injusticias, las inician unos; pero no sabemos quiénes, en inevitables reacciones, las siguen, ni quienes las acaban". Lamenta que estén participando en lo que "quizá el historiador de mañana pueda calificar diciendo: Las segundas Cortes de la República inauguran un mandato con un golpe de Estado". El siempre ponderado y prudente Sr. Fernández Castillejo va todavía más lejos y advierte que lo que hoy se está produciendo es directamente un golpe de Estado. Motivos no le faltaban para enjuiciarlo así, la Constitución estaba siendo vulnerada a ojos de todos los españoles; se creaba con ello un precedente histórico que deslegitimaba por completo unas ya de por sí desprestigiadas instituciones "democráticas" republicanas. En la votación, finalmente, sería aceptada la Proposición de los socialistas y sus socios frentepopulistas, 238 a favor y 5 en contra.
Seguidamente, concluido el turno de todos los oradores, a las 10 y cinco de la noche, se lee una notificación en la que la Mesa de la Cámara se encarga de dar cuenta al Presidente de la República
"del resultado de la votación y del acuerdo de la Cámara. Entretanto, se suspende la sesión". La sesión se reanuda casi a las 12 y media de la noche, se lee acta de las actuaciones de la Mesa del Congreso, la cual, habiendo acudido al domicilio particular del Sr. Alcalá Zamora, anuncia que la única respuesta que habían obtenido era la siguiente:
"S.E. se hallaba descansando y que ningún precepto constitucional le obligaba a recibir personalmente la notificación".
Tras ello, la Mesa decide acudir al edificio oficial del Presidente, el Palacio Nacional, "e hizo entrega al Sr. Sánchez Guerra, en su calidad de Secretario general de la Presidencia de la República, de la comunicación del Presidente del Congreso trasladándole el acuerdo adoptado por las Cortes en la sesión de hoy para que lo hiciera llegar a su auténtico destinatario". Se da lectura, a continuación, al art 74 de la Constitución por el que se nombra Presidente de la República en funciones al Presidente del Parlamento Sr. Martínez Barrio, que efectúa su promesa de acato a la Constitución republicana entre grandes aplausos y vivas a la República. Con ello, mientras los españoles dormían o descansaban en sus domicilios, durante la madrugada, el Parlamento y, a través de una "rutinaria" Proposición no de Ley, destituía al Jefe de Estado de la República; no sé si estamos en condiciones de, al menos, pensar que se había llevado a cabo un golpe de Estado en toda su dimensión o, sin duda, en algo bien se le pudiera parecer…. Finaliza la histórica sesión con la aprobación de una Proposición no de ley en la que se acuerda suspender las actividades parlamentarias hasta el día 15 de Abril,
"una vez pasada la festividad de proclamación de la República". Este era el proceder "democrático" con el que se resolvían los grandes asuntos de Estado por parte de los miembros y los socios del Frente Popular, los mismos que, meses atrás, alzaban sus más enérgicas protestas por entender que se vulneraban los preceptos constitucionales cuando el Gobierno radical-cedista decidía otorgar la cantidad 16 millones de pesetas a un Clero que se había quedado sin retribución estatal alguna de acuerdo a la arbitraria  Constitución que habían promulgado para el beneficio de unos pocos, y es que parecían tener la piel muy fina para asuntos de un calado evidentemente mucho menor que los que representaba toda una maniobra dirigida para “liquidar” al mismo Jefe del Estado y en la primera iniciativa parlamentaria de la recién estrenada legislatura.
Hasta el día 15, en el que se presenta el nuevo Jefe del Estado, tienen lugar dos únicas sesiones de la Diputación Permanente; en la primera del día 11, se trae a debate el Proyecto del Decreto Ley referente al dictado de las normas "sobre la celebración de elecciones generales de compromisarios para la elección de Presidente de la República", en el que se dice que serán proclamados aquellos "que obtuvieran mayoría de votos en las respectivas circunscripciones". El diputado de la minoría Agraria, Sr. Cid, formula al Gobierno una petición para que esa elección de compromisarios tenga las mayores garantías con la intención de asegurar, "que no se dé el caso de que únicamente puedan proclamar candidatos a compromisarios los elementos del Frente Popular";
para ello, solicita que se restablezcan los Ayuntamientos
"de elección popular del 12 de Abril de 1931 y los de 1933",
y así, todos los elementos políticos puedan
"utilizar aquellos concejales, que representan a todos los partidos, y así se podría hacer con garantías para todos la proclamación de candidatos".
El Gobierno, a través del Ministro de Justicia, Sr. Lara, le contesta con una inocua y simple declaración de buenas intenciones sin fijar nada concreto al respecto. Por su parte, el líder del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo, defiende también las garantías de esta elección, pide que en ella "resplandezca en todas aquellas calidades que puedan ser la base sólida y pura de la designación de nada menos que todo un Jefe del Estado". A tal fin, solicita al Sr. Lara que traslade diversas cuestiones al Gobierno, como las referidas a la forma anómala
"en que se va a producir el cuerpo electoral en los próximos comicios"; hace también mención a esa inexistencia de "Ayuntamientos de elección popular",
por lo que la elección se puede encomendar a
"unas Comisiones gestoras de carácter gubernativo". Afirma que, tras publicar hace pocos días el Gobierno un Decreto suprimiendo el estado de alarma en Cuenca y Granada y, con motivo de las próximas elecciones a Cortes en dichas provincias, el Gobierno no puede aplicar un criterio distinto para las elecciones a compromisarios dada la trascendencia de esta convocatoria en la que se va a elegir al próximo Jefe del Estado; no entiende que se suspenda en dichas provincias el estado de alarma y se mantenga en el resto del país, en lo que era una clara y nueva demostración de arbitrariedad del Gobierno; por ello, advierte que, estas Comisiones gestoras, pueden actuar como elementos coactivos para el elector, especialmente,
"en aquellos Municipios españoles en que han triunfado fuerzas hostiles a las del Frente Popular". Finalmente, es aprobado el Decreto ley con el único voto en contra del Sr. Calvo Sotelo.
En la sesión de la Diputación Permanente del día 13, se lee el artículo único del Proyecto de Ley de la elección de los compromisarios para la elección del Presidente de la República. El diputado de la minoría Agraria Sr. Cid, solicita el cese del Estado de alarma ya que, si para dos provincias que van a celebrar elecciones a Cortes el próximo 3 de Mayo se ha llevado a efecto,
"con mayor motivo debe alzarse en todas las demás provincias, en las cuáles la elección de compromisarios se va a verificar con fecha anterior a aquella". Dice tener datos de la provincia que representa, Zamora, y de algunas más que demostrarían
"la verdadera inferioridad en que se va ir a la lucha, de verdadera imposibilidad si no se levanta ese estado de alarma y no se da plenas garantías".
Les ofrece cartas de elementos fieles republicanos de su provincia, "en las que me recuerdan los tiempos en que ellos y yo éramos perseguidos por la Dictadura; los procedimientos son los mismos: destierro de personas significadas a más de 100 km del lugar de residencia, multas por valor de muchos miles de duros, destituciones a granel". Por ello, se pregunta respecto a la utilidad de ese buen propósito del Gobierno para dar facilidades a la proclamación "si luego no hay las garantías debidas en la elección". El Sr. Calvo Sotelo, a continuación, también reconoce que el Proyecto ahora "facilita la proclamación de candidatos a compromisarios",
sin embargo, sigue estando en entredicho que el Gobierno garantice
"la libre emisión del sufragio".
Como decía el Sr. Cid, no solo en Zamora está imposibilitada la convivencia,
"por la acción de la violencia, muchas veces corporal, que se ha desarrollado bajo la égida y a veces la dirección personal de las autoridades municipales", de esta forma,
asegura que allí donde triunfó el Frente Popular y donde no se han querido
"mantener los Ayuntamientos del 12 de Abril, se han constituido Comisiones gestoras gubernativas", unas Comisiones designadas por elementos del Frente Popular, las cuáles, "responden al ambiente de la mayoría de las localidades respectivas", pero más grave aún, advierte es lo que ocurre en los Municipios donde no triunfó el Frente Popular, con una constitución de Comisiones gestoras
"que solo pueden representar la minoría de los vecindarios respectivos", y en los que los principios constitucionales y democráticos son sistemáticamente vulnerados. Asegura que lo que ocurre en la provincia de Zamora ocurre en otras muchas provincias españolas y, en algunas, "en proporciones de insólita gravedad",
como en Badajoz, Córdoba, Cáceres, Murcia o en Alicante, provincias en las que, en muchos pueblos,
"es imposible la vida a todos aquellos que pertenecen a un determinado sector político de derechas", "hay pueblos donde han tenido que emigrar centenares de familias ante la imposibilidad de continuar viviendo bajo la actuación férrea, injusta, de turbas o masas", en no pocas ocasiones, dirigidas "por las autoridades locales".
Por todo ello, entiende que no puede haber garantía alguna para la emisión del sufragio,
"bajo la autoridad de esos alcaldes y concejales que no son de elección popular, sino designados de manera caprichosa y arbitraria". Considera así que la elección del Presidente de la República, "va a ser una evidente caricatura si se hace bajo la férula de Comisiones gestoras que en muchísimos Municipios en España están procediendo con unos temperamentos y modos de violencia de que no hay precedente en la vida pública española". Finalmente, el Decreto es también aprobado con el único voto en contra del propio Sr. Calvo Sotelo. La maniobra de la sustitución de la Jefatura del Estado estaba calculada al milímetro, no solo bastaba con pasar por encima de la legalidad republicana, sino que, además, había que preparar y cocinar las condiciones en las que se iba a llevar a cabo la posterior elección; un Decreto previo había hecho posible el designar Comisiones Gestoras en los Ayuntamientos no afines a la causa frentepopulista; las elecciones municipales, de nuevo, habían sido suspendidas para mejor ocasión. Así, las elecciones del nuevo Jefe de Estado estaban objetivamente diseñadas para la elección de un ciudadano español solidario y afín a la causa revolucionaria y del frente populista; en estas condiciones, pocos pudieran tener dudas de quien sería el candidato finalmente elegido……
En este orden de cosas, llegaba otra de esas históricas sesiones parlamentarias republicanas, aquella del 15 de Abril de 1936, una agitada y casi violenta sesión que se iniciaba con la intervención del todavía Presidente del Consejo de Ministros, Sr Azaña, lo hacía para adelantar algunas pinceladas de lo que iba a ser el programa de legislatura en compañía de los frente populistas. Tras su intervención, tomaría la palabra el Sr. Calvo Sotelo que lo hacía para alzar su voz en uno de los discursos más brillantes y vibrantes de la historia del parlamentarismo español (lo hizo especial tanto la dureza y magnitud de sus denuncias como su brillante y elocuente exposición de motivos); discurso en el que ofrecía una serie innumerable de datos que daban una mínima idea de la ingente cantidad de desórdenes públicos acaecidos desde el triunfo del Frente Popular y de la gravedad del momento que España estaba padeciendo; una larga intervención en la que sería frecuentemente interrumpido y duramente contestado por las izquierdas con una retahíla de insultos y amenazas que no eran sino el reflejo mismo del deterioro social y político en el que por aquel entonces estaba inmerso el conjunto de la Nación española. La tremenda y triste sesión estaba muy condicionada por una serie de sucesos previos que agravaban el ya de por sí muy deteriorado desorden público, sin duda, el principal de todos ellos, el asesinato del Alférez de la Guardia Sr Anastasio de los Reyes, asesinado a sangre fría y por la espalda en el día de ayer durante el desfile de los actos conmemorativos del quinto aniversario de la República, un hecho fundamental y trascendental para entender lo que estaba por venir hasta el estallido final de la guerra civil; por ello, dada la enormidad que supuso toda esta serie de sucesos acaecidos tras el fatal asesinato, haré un largo inciso sobre ellos en el transcurso del relato, no de esta histórica sesión que, tal vez, refleja cómo ninguna otra, la terrible división social y política que se vivió entre españoles durante la II República, y si en la sesión del día siguiente (16 de Abril) y en la que el Sr Calvo Sotelo se volverá a referir a ellos más explícitamente, un día en el que, además, tendrá lugar los trágicos sucesos ocurridos durante el cortejo fúnebre del referido Oficial de la Guardia Civil. Tras ellos, el camino hacia la guerra parecía ensancharse como nunca antes, ni el más incrédulo, hubiera podido imaginar.

  15 ABRIL 1936

La sesión se iniciaba, como ya he referido, con la intervención del Sr Azaña en uno de sus habituales y extensos discursos y en el que anunciaba alguna de las principales líneas del programa del Frente Popular (discurso en el que evitaba hacer referencia alguna al principal problema del momento, el orden público, ni siquiera lo hacía en un día en el que las calles de Madrid se habían convertido en una guerrilla urbana a gran escala, suceso de los que tenía pleno conocimiento); hace referencia a medidas como la amnistía;
"reparaciones debidas a los que han padecido persecuciones políticas, como son funcionarios y obreros víctimas de medidas de este orden; en la investigación y depuración de los abusos y extralimitaciones legales ocurridos y que se comprueben por los órganos adecuados del Poder, con motivo de los sucesos políticos del año 1934"; habla de la derogación de la Ley del 2 de Enero de 1935, circunstancia que permitía recobrar de nuevo en todo su vigor el Estatuto catalán; así mismo, "de la reforma del sistema electoral del Tribunal de Garantías constitucionales; la reforma de la Ley Electoral del Tribunal Supremo"; también, hace mención a las obras públicas que, desde ahora, van a tener un control del Gobierno y en el que se harán estudios previos de las verdaderas necesidades de las mismas y del modo sobre a quién va a repercutir en su adjudicación, intentando evitar que sea en beneficio de grupos de interés y, si lo haga y recaiga, en los propios intereses nacionales, "económicos y políticos del país".
Sobre la Reforma agraria, anuncia que en unos pocos días se traerá un Proyecto de Ley
"derogando la contrarreforma agraria del año 1935"; "y el proyecto de rescate readmisión de los bienes comunales, rescate de los que hayan sido
usurpados y readmisión  de los que convenga introducir nuevamente en el patrimonio comunal; otra ley rectificando o revisando los desahucios que se han decretado en aplicación de la ley de Arrendamientos vigente; una nueva ley de Arrendamientos"; "otra ley permitiendo la consolidación de la propiedad de los arrendatarios, y una ley, que vendrá más tarde, en que se toman ciertas disposiciones con tierras procedentes de donaciones y mercedes de la Corona y que pondrán a disposición de la Reforma agraria la masa de tierras que el Estado español necesita para hacer estas reformas sin sacrificarse hasta derramar la última gota de su sangre en sus venas".
Anuncia, también, que se restablecerá toda la legislación social de las Cortes Constituyentes; "por lo pronto, se derogarán las derogaciones hechas por el Parlamento anterior; tiempo habrá después de mejorar y completar aquella legislación".
Igualmente, espera conseguir desarraigar la violencia de la sociedad española, desea que "haya sonado la hora en que los españoles dejen de fusilarse los unos a los otros". (Muy bien),
y añade;
"nosotros no hemos venido a presidir una guerra civil; más bien hemos venido con la intención de evitarla; pero si alguien la provoca, si alguien la mantiene, si alguien la costea en la forma en que en nuestro tiempo puede sostenerse una guerra civil (Muy bien), nuestro deber Sr.es Diputados, tranquila y sonrientemente, estará siempre al lado del Estado republicano". (Muy bien - Grandes aplausos).
Acaba con sus típicas declaraciones en favor del fervor y sentir republicanos;
"República y República y redención de España", "sépase que nosotros somos republicanos y que con la República queremos restaurar y retupir el espíritu de España" para conseguir el saneamiento y la pacificación del pueblo español.
El diputado del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo, a continuación, protagoniza un también largo y emocional discurso denunciando la situación dramática que vive el país a consecuencia del triunfo de las políticas del Frente Popular; así, afirma que tras oír el discurso del Sr. Azaña, ha quedado "invadido mi espíritu de cierta perplejidad", ya que no ha hecho mención alguna a la gravísima situación social y de orden público que atraviesa en estos momentos España. Señala que hoy, casi dos meses después de las elecciones, de la actuación
"de los hombres que constituyen este Gobierno, cuando la garantía de la vida en la calle es una cosa inexistente (Grandes rumores y protestas), cuando por todas partes se pasea la amenaza de la disolución social y se grita, como se gritaba ayer por las muchedumbres uniformadas: ¡Patria no, Patria no!, cuando al grito de ¡viva España! se contesta con ¡vivas a Rusia!, y cuando se falta al honor del Ejército y se escarnecen todas las esencias de la Patria (Fuertes y prolongados rumores y protestas), cuando todo esto está ocurriendo durante seis, siete u ocho semanas, yo me pregunto, ¿es posible tener calma?. Envidio a S.S, Sr. Azaña, por la muestra formidable de su temperamento frívolo. Protesto de esa calma, como otros españoles que están viviendo en la inquietud y en la zozobra y que no saben si España existe o ha muerto". Afirma que desde el pasado 16 de Febrero, "dijerase que se ha volcado sobre España un ventarrón de fuego y furor"; y, de esta forma, pasa a relatar toda una serie de datos y sucesos ocurridos desde el referido 16 Febrero hasta el día 2 del presente mes de Abril, en apenas mes y medio:
"Asaltos y destrozos, en Centros políticos, 58 (un Sr. Diputado: ¿y desde el 6 de Octubre?); en establecimientos públicos y privados, 72; en domicilios particulares, 33; en Iglesias, 36; (un Sr. Diputado: Muy poco, cuando no os han arrastrado a vosotros todavía) Incendios, en Centros políticos, 12; en establecimientos públicos y privados, 45; en domicilios particulares, 15; en Iglesias, 106; de las cuáles 56 quedaron completamente destrozadas; huelgas generales, 11; tiroteos, 39; agresiones, 65; atracos, 24; heridos, 345; muertos, 74. (La Sra. Ibarruri: ¿Cuánto dinero habéis tenido que pagar a los asesinos? - La Sra. Nelken: Vamos a traer aquí a todos los que han quedado inútiles en Asturias. - La Sra. Ibarruri: Sería más cómodo arrastrar a los asesinos). El Presidente de la Cámara, Sr. Jiménez de Asúa, pide orden y que se deje continuar la exposición al Sr. Calvo Sotelo, a lo que contesta el Sr. Calvo Sotelo;
"y hago constar que mientras la Presidencia me ampare en mi derecho permaneceré impertérritamente en pie, dispuesto a decir todo lo que tengo que decir", (Nuevas interrupciones: Todas las agresiones han partido de vosotros.- ¡Qué cinismo!), intenta proseguir para decir; "Advierto que las interrupciones que tengan carácter ofensivo, viniendo de algunas personas para mí no lo serán". (La Sra. Ibarruri: id a decid esas cosas a Asturias. - Continúan los rumores). Continua su intervención afirmando que entregará para que conste en el Diario de Sesiones todos los datos,
"cuya lectura omito para no prolongar mi intervención". Afirma que el Sr. Azaña, "se limitaba a calificar de tontería el incendio de Iglesias. (Denegaciones. - El Sr. Sánchez Albornoz: Pero, ¿Cuándo lo ha dicho?). Nunca, Sr. Azaña, se puede calificar así el incendio de un templo. (Rumores y protestas. - El Sr. Presidente reclama orden. - La Sra. Nelken: Hay cosas que no se pueden oír con paciencia, ni con campanilla ni sin ella). Señala a continuación; "los sucesos más graves han ocurrido cuando su señoría llevaba ya al frente del Gobierno, no días, sino semanas; si fue el 19 de Febrero cuando su señoría tomó posesión de la Presidencia y era ya el 13 de Marzo cuando ardía, a doscientos pasos del Ministerio de la Gobernación, la iglesia de San Luis"; así, informa que esta misma noche, en Jerez, han ardido otros varios conventos; "un periódico y un centro político; en tanto la fuerza pública está recluida porque el representante de la autoridad le prohíbe salir a la calle", apunta que los edificios que han ardido en Jerez son; "el convento de San Francisco, de Santo Domingo, de Las Mínimas, de Las Reparadoras, del periódico Guadalete y de un centro de derechas". (Varios señores Diputados: Para que falta hacían). Como prueba de la gravedad del momento, recoge algunas citas como la del Sr. Asín en un mitin del pasado 5 de Abril en Cartagena, que afirmaba:
"No debemos contentarnos con quemar una o mil iglesias. Eso es un espectáculo que tiene algo de fausto, algo deslumbrante, más o menos magnífico, pero que no tiene base sólida para garantizar nuestro bienestar en el día de mañana. Única manera de hacer efectiva nuestra liberación económica es expropiando a la Deuda privada, al banco de España; expropiando a todos los que explotan y expolian al pueblo español". (Aplausos y protestas). Hace referencia, posteriormente, a los efectos de esa política de orden público, "que yo calificaría más bien de desorden público, por condescendencia o por inhibición de las autoridades del Estado",
algo que, en cierto modo, se justifica por la presencia de elementos marxistas en esa mayoría gubernamental; "calificado por su interpretación materialista de la Historia, de la política y de la vida".
Para demostrar la imagen que se tiene en el mundo de España ahora, cita lo publicado en un periódico que no es de ideología derechista, L´Ere Nouvelle:
"Desde el día 1 de Marzo, en todo el país reina el desorden. ¿Y qué desorden? En casi todos los grandes centros los elementos de extrema izquierda han emprendido una campaña de violencias que toda democracia debe condenar. Es singularmente paradójico reprochar a los regímenes de dictadura el uso de la fuerza y proceder exactamente como ellos cuando la ocasión se presenta. Nadie ignora que los atentados se suceden en ciertas ciudades desde hace un mes. Y se conocen al detalle, a pesar de la censura de Madrid, los odiosos actos cometidos contra muchas Sociedades representativas de doctrinas opuestas a las del nuevo régimen. Estos mismos excesos prueban que el Gobierno de Madrid está siendo desbordado por sus aliados de extrema izquierda".
Por todo ello, dice que si un Estado "no puede garantizar el orden, la paz, los derechos de todos sus ciudadanos..... ¡Qué dimitan los representantes de ese
Estado!
(Fuertes rumores y protestas); "¿qué importa que hagáis el programa de orden económicosocial si os falta lo de más importancia, la premisa, la primera piedra, que es la posibilidad de trabajar?". (Aplausos en la derecha. - La Sra. Nelken: Se pueden hacer campos de concentración, para dar gusto, como en Alemania e Italia). Duda de si el Gobierno quiere realmente mantener el orden social y a tenor por una serie de hechos que desea mostrar; "Me fundo en estas consideraciones: primera, que el sistema del Frente Popular es un santo y seña soviético, es una consigna soviética. (Risas y protestas)",
un ideario creado en Rusia como fórmula transitoria para la revolución comunista, algo que, de momento, solo ha triunfado en Francia y España; asegura que no ha cuajado porque en otros países el socialismo no se ha coaligado de esta forma con el comunismo, "negándole el paso al Frente Popular".
Prosigue diciendo;
"el Frente Popular español y el Frente Popular francés son ya una excepción en la vida política europea contemporánea; pero esta excepción se agrava en cuanto a España, porque no hay exacta paridad entre uno y otro.
Porque el comunismo francés es, proporcionalmente, menor que en España; porque el partido socialista francés está integrado en la II Internacional, es evolutivo y no revolucionario ni partidario de la acción directa",
todo ello, aumentado por la casi ausencia de la clase media en España, una circunstancia que en Francia no se produce. Señala que, por todos estos motivos,
"el Frente Popular francés es mucho menos peligroso que el Frente Popular español".
Otro hecho clarificativo de todo ello “es
la bolchevización progresiva del partido socialista español", algo que está reflejado en documentos como "el proyecto de programa para el partido proletario único del partido comunista; el programa que sirvió a la revolución de Octubre de 1934, y el anteproyecto del nuevo programa del partido socialista, redactado por la Agrupación socialista madrileña"; documentos en los que se aceptan como postulados válidos,
"la liberación de Galicia, Vasconia y Cataluña, reconociendo el derecho de autodeterminación de los pueblos, aunque quieran llegar a la independencia total de España". (Rumores, Varios Sr.es Diputados interrumpen).
Asegura que estos partidos quieren y, así lo recogerían estos documentos, "la conquista del Poder para el proletariado por todos los medios que sean posibles" (Afirmaciones y rumores) pero, con el agravante de que no les basta con el sufragio, sino que, además, se postulan en favor "de la licitud de todos los medios para implantarlo", por lo que dice que tiene derecho "a considerarlo ensamblado con la política general del Gobierno". (Grandes rumores. - La Presidencia reclama orden).
En ellos también se recoge los deseos de socializar íntegramente la industria española;
(Un Sr. Diputado: Lo haremos sin discutirlo).
Habla seguidamente del Ejército, refiriendo que en el anteproyecto socialista se pide "la supresión del Ejército permanente y el armamento general del pueblo. (El Sr. Álvarez Angulo: Hace 50 años lo pedía ya). Al respecto, cita algunos epígrafes del programa del partido comunista y en el que se llega a solicitar, "la liberación inmediata de Marruecos, la disolución del Ejército, Guardia civil y de Asalto; la liquidación de generales, jefes y oficiales; la elección de comandantes por los soldados, etc."; circunstancia que aprovecha para recoger unas declaraciones de hace escasos días del Sr. Largo Caballero en el Cine Europa: "Hace falta que se purifiquen todos los mandos del Ejército e ir a una organización tal que si es preciso para la garantía de la República que los generales vayan a ser cabos y los cabos generales, se vaya".
Advierte que todas estas fuerzas son las que apoyan y dan sustento al Gobierno, unas fuerzas
"que van a la instauración del comunismo en la forma política de una dictadura del proletariado". (Rumores); y, a continuación, recoge más testimonios del diputado socialista: “esperan el momento decisivo, que no tardará en llegar, que se aproxima a pasos de gigante, y que nosotros señalaremos"; "Cuando llegue ese momento, que nosotros señalaremos, la clase trabajadora habrá de conquistar el Poder por los medios a que tiene derecho pacíficamente, y si es preciso por las circunstancias especiales, saltaremos por encima de todos los obstáculos". (Rumores).
Señala que este es un paso evolutivo para completar la revolución de Octubre del 34, como ya algún diputado ha señalado, lo que dará paso
"a la instauración del comunismo" (Rumores. - El Sr. Presidente del Consejo de Estado: La instauración del comunismo, Sr. Calvo Sotelo, sería fatal para S.S. y para mí). Evidentemente; solo que yo lo percibo, y me parece que S.S. no se da cuenta del peligro"; "aunque fatal para S.S. y para mi desde luego, porque yo tengo el honor de figurar en sus listas negras". (Grandes rumores); "pero lo más grave es que resultaría fatal para España". Por ello, le pregunta al Sr. Azaña si está desarrollando una política preventiva "para evitar un conato de comunización española" y si, a su vez, ha procurado "evitar la introducción de armamento con destino a fines comunistas en España", y añade; "¿Es que no sabe S.S. que se están armando grupos proletarios para dar el golpe el día que tengan los medios suficientes en su mano?, ¿Es que no sabe S.S. que se desarrolla en los cuarteles una política enorme de indisciplina?". (Grandes y prolongados rumores). Hace mención a este deterioro del orden social, material y espiritual que sufre el país y, como botón de muestra, se refiere al desfile del Ejército en el día de ayer en varias ciudades españolas con motivo del 5º aniversario de la República y sobre el que "se profirieron gritos ofensivos contra el honor de los hombres que desfilaban uniformados". (Rumores). (Sucesos acaecidos ayer en el Paseo de la Castellana de Madrid donde era vilmente asesinado el Alférez de la Guardia Civil Sr Anastasio de los Reyes); "¿No cree S.S., Sr. Azaña, que se está elaborando un ambiente morbosamente contrario a la gran institución militar, que no es la institución de una forma de Gobierno, sino de la Patria misma, y el soporte del Estado que a todos nos interesa?". (Aplausos y rumores).
Así, advierte; "nos encontramos con 110 Diputados que quieren implantar el comunismo en España y que se llaman ministeriales, que influyen en el Gobierno y en la política del Gobierno. ¿Es qué vamos a permanecer fríos e indiferentes como si no mediasen intereses supremos?". (Rumores). Afirma que pretenden evitar la tragedia de países como Hungría o como la que está viviendo Rusia,
"queremos que esa tragedia se evite en España y decimos al Gobierno que a él le incumbe esta misión y que para cumplirla no le faltarán los votos ni la opinión de los que aquí estamos". (Rumores); anuncia que, si el Gobierno se muestra vacilante, "estamos dispuestos a oponernos por todos los medios, diciendo que el ejemplo de exterminio, de trágica destrucción que las clases conservadoras y burguesas de Rusia vivieron no se repetirá en España, porque ahora mismo, si tal ocurriese, nos moveríamos a impulsos de un espíritu de defensa que a todos nos llevará al heroísmo, porque antes que el terror rojo.......". (Rumores).
Respecto a las palabras del Sr. Azaña referentes a la misión justiciera y reparadora en Asturias, le dice que allí, en Octubre de 1934, hubo dos cosas;
"hubo una revolución y hubo una represión. Respecto a la represión ya sabemos lo que piensa el Gobierno; el Gobierno piensa que allí han podido cometerse delitos",
y, así, se pregunta sobre lo que piensa el Gobierno acerca de la misma revolución; (la Sra. Ibarruri: Se alzaron para defender la República contra el fascismo); pregunta si el Gobierno "cobija, sanciona y aprueba lo que se hizo en Octubre en Asturias"; a su juicio, eso es lo que España ahora quiere saber. Concluye su vibrante y enérgica intervención asegurando que, ante las reiteradas amenazas del Sr. Largo Caballero respecto a la imposición de la dictadura del proletariado, antes que eso, España se salvará "con una fórmula de Estado corporativo y autoritario". (Aplausos y protestas). El panorama español descrito por el Sr. Calvo Sotelo era desolador, describía un escenario de un país sin presente ni futuro, la gravedad del momento no podía dejar indiferente a nadie, agravado, sin duda, ante el porvenir que se presentaba con el desembarco en las instituciones republicanas de los representantes del Frente Popular.
Sus advertencias respecto a las connivencias entre socialistas y comunistas eran claras, con datos objetivos y muchos de ellos de una contundencia difícilmente superable; la deriva ideológica del partido socialista era, por aquel entonces, más que evidente, arrastrado por corrientes defensoras de postulados marxistas y dictatoriales pro soviéticos; ante esta amenaza, se posicionaba en la defensa de una postura de firmeza y representada por un estado corporativo y autoritario. Lamentablemente, en aquellos momentos, el Parlamento no parecía el escenario propicio, no ya para llegar a acuerdos o iniciativas legislativas de consenso o dialogadas, sino ni siquiera para minimizar o dirimir las enormes diferencias entre unos y otros, unas diferencias que se presentaban ya insalvables desde la revolución de Octubre del 34 y de cuya responsabilidad cabe imputársela por completo a un socialismo que, lejos de rectificar aquella vituperable acción, sumaban ahora a sus teorías revolucionarias y conspiratorias a unos comunistas que querían ir mucho más allá de lo que estas teorías  en un principio preconizaban.
El líder de la CEDA Sr. Gil Robles, toma la palabra avisando que tratará de no emitir muchas palabras dado el ambiente de pasión y más, "tras la vigorosa intervención del Sr. Calvo Sotelo". Protagoniza un discurso que, pese a sus buenos propósitos y como ha sucedido con la
intervención del Sr. Calvo Sotelo, se ve continuamente interrumpido con manifestaciones groseras cuando no de una violencia ciertamente desmesurada. Sobre los comentarios del Sr. Azaña a la política de su minoría la CEDA en el anterior Gobierno, le recuerda que ellos no pudieron desarrollar con plenitud sus políticas tal y como las hubieran deseado;
"no teníamos integridad de autoridad tampoco, no nos ha permitido realizar en el orden social aquello que nosotros hubiéramos querido hacer". (Rumores).
Señala que no le duele reconocer que, pese a las enormes diferencias ideológicas entre ellos y los frentepopulistas y, en todo aquello tendente a reequilibrar los desequilibrios sociales, de salarios y similares;
"nuestros votos estarán a disposición de S.S.". (Un Sr. Diputado: No los queremos). Desea también resaltar la contradicción en la que cae el Sr. Azaña pues en su discurso hablaba de su amor por España mientras que, a su vez, se muestra colaborativo en la acción de Gobierno con grupos
"que se dicen internacionalistas, que niegan la Patria, que propugnan su disolución y que recientemente han amparado a grupos que, en manifestaciones públicas, se han permitido dar el grito de ¡Muera España!". (Muy bien). A continuación, habla brevemente de la situación gravísima del orden público, le pide al Sr. Azaña que diga quien son esos agentes provocadores "que actúan libremente" y a los que pide que se les castigue; entiende que el Gobierno dispone de medios suficientes para "descubrirlos, perseguirlos y castigarlos, y a estas horas; viniera la violencia de donde viniera, tenía que haber desaparecido del ámbito de la política española",
de no ser así, considera que quedaría demostrada la propia incompetencia del Gobierno. Asegura que se han encontrado
"con una revolución antidemocrática, que lo que quería era cerrarnos el camino legítimo que habíamos conquistado con nuestros votos; y ahora, cuando ha llegado el momento de acudir al pueblo, no habéis tenido en cuenta que las fuerzas de derechas se equiparan en número a las que ha tenido el Frente Popular, ateniéndonos solo a las Juntas del Censo, descontando las actas de votación que se anularon violentamente en aquellos días de abandono del Poder que transcurrieron desde las elecciones hasta el jueves del escrutinio". Denuncia que, en estos momentos, en muchos pueblos y aldeas de España, "se está desarrollando una persecución implacable contra las gentes de la derecha; que se multa y encarcela, y se deporta, y se asesina a gentes de derechas por el mero hecho de haber sido interventor o apoderado o directivo de una organización de derechas durante estos tiempos; que ahora, a los que estamos actuando dentro de la legalidad, se nos persigue y se nos atropella".
Advierte del peligro de todo ello,
"y es que los partidos que actuamos dentro de la legalidad empezamos a perder el control de nuestras masas, empezamos a presentarnos  ante ellas como fracasados; comienza a germinar la idea de la violencia para luchar contra la persecución" y, siendo así, solo les quedará como solución decir a estas masas que se vayan a otras organizaciones, a otros "núcleos políticos que les ofrecen, por lo menos, el aliciente de la venganza cuando ven que dentro de la ley no hay una garantía para los derechos ciudadanos". (Grandes aplausos).
Hace mención a la otra mitad de la población que ahora se siente desprotegida y casi perseguida y que asegura "no se resigna implacablemente a morir; yo os lo aseguro. Si no puede defenderse por un camino, se defenderá por otro. Frente a la violencia que allí se propugna, surgirá violencia por otro lado, y el Poder público tendrá el triste papel de espectador de una contienda ciudadana en la que se va a arruinar, materialmente y espiritualmente, la Nación. La guerra civil la impulsan, por una parte, la violencia de aquellos que quieren ir a la conquista del Poder por el camino de la revolución; por otra, la está mimando, sosteniendo y cuidando la apatía de un Gobierno que no se atreve a volverse contra sus auxiliares, que tan cara le están pasando la factura de la ayuda que le dan"; estima que, en este orden de cosas, la democracia misma está en cuestión y debido a que el Sr. Azaña, "va a presidir la liquidación de la República democrática"; "Si no se rectifica rápidamente el camino, en España no quedará más solución que el de la violencia; o la dictadura roja que aquellos señores propugnan, o una defensa enérgica de los ciudadanos que no se dejan atropellar".
Afirma, también, que no pide clemencia, sino que el Gobierno aplique una verdadera justicia ya que,
"cuando la guerra civil estalle en España, que se sepa que las armas las ha cargado la incurría de un Gobierno que no ha sabido cumplir con su deber frente a los grupos que se han mantenido dentro de la más estricta legalidad". Lamenta, para concluir, que estos meses pasados hayan sido presididos por la anarquía; "su señoría no se podrá quitar jamás de encima esa mancha; quizá pueda atenuarla con una actuación en el futuro. Que para entonces es necesaria una convivencia, ¡ah!, nosotros estamos dispuestos a ella", por el interés supremo de la Patria"; "es preferible saber morir en la calle a ser atropellado por cobardía". (Grandes aplausos). El ambiente guerracivilista se palpaba tristemente en el ambiente; las palabras y denuncias del Sr. Gil Robles, en las que, incluso, se ofrecía para colaborar con las fuerzas burguesas de izquierda de la Cámara con el fin de que estas no se asociarán a las fuerzas marxistas, no iban encontrar eco alguno en las mayorías de la misma, más bien al contrario. Las izquierdas no parecían estar dispuestas a recoger ni tan siquiera el guante del diálogo pese a ser las que dieron la estocada mortal a la convivencia en España en lo que ya calificaban como el "Octubre Glorioso".
En esta línea se sitúa la intervención del siempre fecundo y brillante diputado de la Lliga Sr. Ventosa y Calvell; denuncia que se está creando un ambiente de Guerra civil, con un orden público que en los últimos dos meses, "ha sufrido transgresiones, ataques, violencias, que exceden, no solo de lo que puede llamarse corriente, sino de lo que haya ocurrido alguna vez en España"; algo que,
incluso, dice que tiene su reflejo
en el propio discurso del Sr. Calvo Sotelo, durante el que se han producido numerosas interrupciones y, en ninguna de ellas, "se negaba los hechos".
Cita otro error que califica de irreparable de las políticas del Sr. Azaña, el referido a la aplicación de algunos conceptos de la reforma agraria, como la readmisión de los ya 70.000 asentamientos realizados en los dos meses de Gobierno frentepopulista, entiende que, lo que se ha hecho con esta arbitraria medida, son unos asentamientos
"que tal vez en muchos casos sería mejor calificar de invasiones, que ha causado una lesión gravísima a la riqueza agraria española destruyendo  tierras de pastos o de montes".
Hace mención también a la mala gestión de la sustitución y elección del nuevo Presidente de la República, una crisis presidencial,
"abierta en aquellas condiciones, con aquella violencia, saltando por encima del texto constitucional, era todo lo contrario de lo que podía y debía hacerse para restablecer la confianza pública", haciéndolo al día siguiente "de haber ido a una suspensión de las elecciones municipales"; reitera que, además, pasando por encima de la propia legalidad constitucional y saltando "por un precepto terminante de la Constitución, acudiendo a la interpretación notoriamente arbitraria de un texto para destruir fulminantemente al primer Magistrado de la Nación".
Por todo ello, asegura que, ahora mismo,
"España es el país de mayor incertidumbre de Europa", "No hay en Europa ningún otro país que viva en un régimen de incertidumbre comparable al en que vive España".
Advierte al Sr. Azaña que se encuentra en una situación excepcional; "S.S. cuando emite ideas que tienen que chocar con el ideario de los partidos socialista y comunista, tiene la virtud y el mérito de hacerse aplaudir por ellos";
resalta que, incluso los partidos de la clase conservadora (en referencia a la CEDA) y, como ya asegurado previamente el Sr Gil Robles, están dispuestos
"a otorgarle a S.S. la confianza creyendo que puede ser S.S. una garantía contra demasías y excesos",
le dice que no se debe a una "conformidad de programa con S.S.", ni siquiera ideológica, se debe a que su figura representa a día de hoy, "una garantía para el sostenimiento de los derechos y de los intereses legítimos tal y como están reconocidos y amparados por la Constitución de la República española". (El Sr. Presidente del Consejo de Ministros: Se han dado cuenta de que no soy un monstruo. - Risas),
por lo que considera que se la he impuesto una misión que puede ser histórica; "una misión extraordinaria, que es la de superar el periodo revolucionario, estabilizar un régimen y poner término al ambiente de guerra civil que reina hoy en España";
asegura que, para esto, "puede contar con el modesto concurso de esta minoría". Las palabras del Sr. Ventosa Calvell, encaminadas a buscar la ponderación y el entendimiento, tampoco iban a ser tenidas en cuenta por el Sr. Azaña que rechazaría de plano todos sus argumentos y ofrecimientos de colaboración; la posibilidad de cooperar en políticas de Estado contra las fuerzas solidarias de la violencia y la revolución eran frenadas en seco por los elementos burgueses de la izquierda parlamentaria, los cuáles parecían encontrarse mucho más cómodos colaborando y cooperando con estas fuerzas subversivas alejadas de todo espíritu de concordia y de las más elementales esencias democráticas.
En la posterior réplica de los distintos representantes de las fuerzas de la izquierda de la Cámara, se va a demostrar y a hacer más que palpable, esa nula intención de colaborar, en lo más mínimo, con las fuerzas de la derecha y del centro republicano, al contrario, encontrarán estas propuestas de diálogo el más rotundo de los rechazos cuando no el soez insulto y hasta la más deleznable invitación a la violencia; una muestra más de que, las cada vez más menguadas derechas parlamentarias de la Cámara republicana, tenían más una mera presencia testimonial que una real y efectiva representatividad delegada de la voluntad popular. De esta forma, empezaba el serial del insulto y el desprecio, de la vejación al diferente y lo iniciaba el representante de la minoría socialista, Sr. Llopis, que reafirmaba su ineludible compromiso con las políticas del Frente Popular; critica que se haya pretendido echar sobre los partidos obreros la culpa de lo ocurrido
"en España a partir del 16 de Febrero",
unos hechos que, a su juicio, cabe enjuiciarlos y casi a excusarlos por lo ocurrido antes de esa fecha en España, "y nadie tiene derecho a sorprenderse de lo que ha ocurrido en España. Y mucho menos las derechas",
derechas
a las que critica la forma en que llevaron la campaña electoral, que se dedicaban a proclamar que si ganaban las izquierdas
"ocurrirían asesinatos, violaciones, quemas, asaltos a Bancos, etc, etc.";
dice que, con ello, lo que trataban de hacer, "era traducir su propio pensamiento, lo que estaban dispuestas a hacer ellas con nosotros si no hubiésemos triunfado".
Ante los anuncios de las derechas de que se iban a asaltar Bancos, asegura que esto no se ha producido;
"los habéis asaltado vosotros, hombres de derecha, retirando 500 millones de pesetas de las cuentas corriente que teníais en España", refiere que ya habrá momento de hablar de los asaltos a las fincas y que "de los incendios también hablaremos". Se muestra solidario con la irritación de las masas populares, ya que, "no hay ningún elemento de izquierda en España que no haya sentido en su cuerpo o en su espíritu las huellas de los dos años que hemos dado en llamar el bienio negro". Prosigue afirmando que al llegar el 16 de Febrero no ocurrió nada pese a los temores de las derechas y que, los posteriores sucesos violentos son, incluso, imputables a las propias derechas; "y porque no ocurre nada y porque las derechas habían anunciado un programa completo de hechos catastróficos hay que hacer que ocurran. Y ocurren, ¿Cómo?". (El Sr. Carranza: ¡Esto es el colmo! - Rumores y protestas). Recuerda que tras el triunfo del 16 de Febrero, en Madrid,
"hay una manifestación pacífica que no puede llamarse siquiera manifestación, sino de grupos de obreros que se acercan a la cárcel para ver si salen o no los presos. Y cuando están esperando noticias de estos, pasa un automóvil, desde él dispara y se producen los sucesos que todos los señores Diputados recuerdan";
dice que todo comienza con esta provocación y que, pese a ello, las masas
"no reaccionan, no responden";
señala que, al ver que no pareciera haber tenido el efecto buscado,
"se atenta contra nuestro compañero Jiménez de Asúa. Y pareciendo, por lo visto, poco todavía lo que han hecho, atentan contra nuestro compañero Largo Caballero, no en la forma que ha referido la Prensa, sino un atentado en toda regla";
unas provocaciones que
"las ha habido en Madrid y en toda España". Asegura que está en condiciones de afirmar
"que todos los sucesos, todos, han sido provocados por las derechas".
En su exposición de motivos, habla de los incendios de las Iglesias y sobre los que dice que, a los socialistas, "no nos interesa que se quemen las iglesias. No está en la tradición socialista, aunque sí lo está en la tradición popular española"; y casi hasta lo justifica diciendo; "lo que pasa, es que la Iglesia ha sido beligerante en esta lucha. Más que de esta lucha, desde que hay lucha de clases, la Iglesia, para su desgracia, se ha puesto del lado de una de las clases sociales, de la clase enemiga de los
trabajadores, de la clase proletaria"; una Iglesia que
ha sido "el instrumento más eficaz de la burguesía" y que desde el advenimiento de la República se ha mostrado beligerante contra las ideas republicanas; "Los pastorales de los Obispos, cada pulpito, cada confesionario y cada sacristía han sido lugares o sitios de tipo electoral contra el Frente Popular"; y añade; "a nosotros no nos interesa, repito, quemar iglesias y conventos"; "esperamos algún día apoderarnos del Poder político, llegar al Poder político, podríamos utilizar entonces esos edificios, como se han utilizado en otras partes, y si los quemamos es evidente que no los vamos a poder utilizar". Por todo ello, asegura que todos estos sucesos, "han sido réplica o respuesta a provocaciones de que han sido objeto quienes hayan realizado o cometido estos actos; que jamás se encontrará que la iniciativa de esos actos ha salido o ha podido salir de alguna de nuestras organizaciones"; de este modo, solicita "el desarme de las derechas. (Un Sr. Diputado: Y de las izquierdas. - El Sr. Carrillo: De las derechas. Si sois vosotros los que estáis armados, los únicos que tenéis armas. - Otro Sr. Diputado: Que registren las Casas del Pueblo. - El Sr. Álvarez Angulo: Que registren las Iglesias, que es donde están ahora las armas). Reitera su petición de que se desarme a las derechas y que se actúe "con toda energía contra los provocadores"; "que se republicanicen los Cuerpos encargados de guardar el orden público, que se republicanice la Magistratura, que se republicanicen los funcionarios"; que se cumpla cuanto antes el programa del Frente Popular; "que se castigue a los que han huido con el dinero de España, con esos 500 millones que han salido de las cuentas corrientes". Sostiene que mientras se cumpla el programa del Frente Popular los socialistas mostrarán su total adhesión y confianza al nuevo Gobierno.
Tras estas palabras, toma la palabra el diputado comunista, Sr. Díaz Ramos, Secretario General del PCE, un señor que desarrolla una larga y violenta disertación repleta de amenazas personales y de señalamientos públicos a distintos diputados de la derecha parlamentaria, una exaltación del lenguaje guerracivilista que es recogido con muchos vítores y aplausos por muchos sectores de la Cámara y que, incluso, parece amparado por la misma Presidencia de la Cámara que pareciera inhibirse no queriendo molestar la indecorosa intervención del diputado comunista en el que es, sin duda, uno de los discursos más vergonzosos y censurables de la historia parlamentaria española; repito que, lamentablemente, aplaudido y respaldado por amplios sectores de la izquierda parlamentaria. Su línea argumental está basada, casi en exclusiva, en señalar a los dirigentes de la derecha y a los que acusa, nada más iniciar su intervención, de ser las fuerzas de la reacción motivo por el que tienen que pagar y responder
"ante el Gobierno y ante el pueblo de una serie de hechos, de una represión sin igual, de unas torturas difíciles de encontrar en ningún país civilizado, de asesinatos sin cuento con motivo de la represión por el movimiento de Octubre",
denuncia también el que hoy hayan traído una Proposición sobre el orden público con el único fin de evadir sus responsabilidades, una represión que dice fue mandada por el Sr. Gil Robles, "que no está presente, porque larga el muerto y se marcha, como ocurre con todos los cobardes". (Grandes protestas en los sectores de la derecha). El Presidente de la Cámara, Sr. Jiménez de Asúa, le dice que mida sus palabras (única vez que lo hace en todo su disparatado discurso), y este, lejos de contenerse, afirma;
"esa podrá ser la tradición de y costumbre de una Cámara de cuellos tiesos (Risas). Esta es una Cámara de cuellos flojos y de puños fuertes que tiene que decir al pueblo la verdad tal y como la siente".
Sostiene que el pueblo no estará tranquilo hasta que los responsables de las represiones "ocupen las celdas que han abandonado nuestros compañeros, los obreros antifascistas, como consecuencia del Bloque Popular"; "es una vergüenza para la República y para el pueblo que Gil Robles se siente en esos escaños cuando tiene que responder de todos esos asesinatos en la represión de Asturias". (Rumores y protestas).
Advierte a las derechas;
"os va a ser muy difícil romper el Bloque Popular", con unas fuerzas que deben ir juntas "para continuar dando golpes a la
reacción y al fascismo en España, y, después, ya veremos donde vamos a parar".
Habla de las provocaciones de las derechas y, para justificar esas denuncias, acude a un relato, cuando menos, de una argumentación difícilmente explicable y soportable, asegurando que ya las tenían previstas para los actos del día de ayer en el 5º aniversario de la República; así, advertían en el diario Mundo Obrero que grupos armados, "en combinación con algunos militares de la República, tenían el propósito de actuar",
para que, en el transcurso del desfile, “pudieran
disparar contra las multitudes", "para que las Fuerzas del Ejército, en medio de la confusión, dispararan contra el pueblo, a fin de que después pudieran las derechas justificar que la provocación había partido de elementos socialistas y comunistas, porque sobre esa base se hacía la propaganda por algunos elementos reaccionarios en los cuarteles",
asegura que de todo ello, "tenemos pruebas". Yendo en sus provocaciones unos cuantos pasos más allá, pone en la diana públicamente al Sr. Gil Robles; "Yo no sé cómo va a morir el Sr. Gil Robles. (Un Sr. Diputado: ¡En la horca! - Grandes protestas); sé cómo han muerto el sargento Vázquez, Arguelles y otros compañeros, en defensa de la República y por orden del Gobierno, del que formaba parte el Sr. Gil Robles. No puedo asegurar como va a morir el Sr. Gil Robles, pero sí puedo afirmar..... (Las últimas palabras producen grandes protestas)".
Estas protestas duran un largo rato a pesar de los esfuerzos de la Presidencia, Sr. Jiménez de Asúa, llamando al orden a la Cámara que no así al orador pese a la gravedad de sus manifestaciones. El Sr. Calvo Sotelo, incrédulo, protesta; "Se acaba de hacer una incitación a un asesinato"; por su parte, el diputado de la CEDA Sr. Ceballos, dice;
"eso es provocar el asesinato y no se puede tolerar";
palabras que avivan las protestas y contraprotestas, entre ellas de la Sra. Ibarruri:
"Si os molesta eso, le quitaremos los zapatos y le pondremos las botas"; a lo que responde el Sr. Gil Robles:
"Os va a costar trabajo, con botas o sin ellas, porque me sé defender". (Aplausos en las minorías de derechas. - Continúan los rumores),
y añade;
"Que conste que no soy asesino como vosotros". Las protestas se recrudecen, se viven momentos de extrema tensión en la Cámara, incluso, en la zona de la Tribuna de Prensa y desde la que algunos periodistas también emiten palabras que no se perciben claramente. Tras diversos intentos fallidos, el Presidente de la Cámara logra encauzar la más que complicada situación. Lejos de retractarse y, con la permisibilidad del Presidente de la Cámara, prosigue el Sr Díaz Ramos con sus soflamas guerracivilistas, lo hace para tratar de demostrar lo que ha ocurrido respecto al orden público; así, lee declaraciones anteriores del Sr. Gil Robles con la intención de que se vea el lenguaje que este utilizaba antes del 16 de Febrero;
"No tendremos compasión con los cabecillas. En España sobran 15.000 hombres";
palabras que provocan el enojo del Sr. Gil Robles que se levanta enérgico para decir: "Eso no es verdad. Eso es una invención de S.S. Yo no lo he dicho jamás. Es absolutamente falso. Yo no lo he dicho nunca. Lo que digo, lo defiendo; lo que hago, lo mantengo". (Grandes rumores y protestas).
Estas palabras no le hacen retroceder en lo más mínimo en sus aseveraciones y asegura que, el día 16 de Febrero, estaba todo preparado por parte de las derechas; "especialmente de la Ceda, para que se pusiera en práctica esta amenaza hecha en los discursos de Gil Robles respecto a eliminar 15.000 hombres". (Protestas en las derechas). Prosigue diciendo que tienen sus
"carpetas llenas de provocaciones de las derechas desde el 16 de Febrero hasta el día de hoy" y que se ha descubierto
"en estos días por parte de la Policía como ciertos grupos, tenían documentación sobre objetivos de asesinatos de miembros del Frente Popular", una provocación que dice "cada día es más fuerte"; cree que todo es debido a la consolidación de la República, "que cuenta con el apoyo del Frente Popular y cuenta además con el apoyo de los trabajadores".
Pide que se tomen todas las medidas posibles contra
"todos los que conspiran contra la República y contra el pueblo"; refiere que pese a esas provocaciones, "el Bloque popular no podrá ser roto por las maniobras de las derechas"; sin rubor alguno, asegura que el partido comunista, del cual era su secretario general, aspira a la dictadura del proletariado; "aspira a la dictadura del proletariado, pero el partido comunista apoyará con toda su fuerza el Gobierno republicano de izquierdas",
ya que la diatriba presente es
"democracia o reacción al fascismo" (equiparaba con ello dictadura del proletariado y democracia…..).
Señala que es necesario consolidar en España "la situación creada por el triunfo del 16 de Febrero, para no tener más la pesadilla de que de nuevo la reacción pueda dominar en España y pueda sentarse en el banco azul".
Pide también al Sr. Azaña acelerar todo lo referente a las responsabilidades de los Gobiernos del bienio,
"pues no hay que olvidar que los cinco mil muertos de Asturias y todo lo allí ocurrido", (recordemos que la cifra oficial de los fallecidos de Asturias rondaba la trágica cifra de unos 1.500 y el Sr. Díaz Ramos y su formación política tuvieron, sin duda, mucho que ver en el desarrollo de aquellos trágicos sucesos); afirma que hay que hacer ver al pueblo que se hace justicia. Prosigue su interminable relato hablando del problema del paro, es partidario de sustraer los bienes de los terratenientes y de la Iglesia para entregárselo a los trabajadores;
"la expropiación de los bienes de la Iglesia es indispensable realizarla"
para destinarlos a sus propósitos de transformación social. Sobre el Ejército, dice que los mandos militares más importantes no deben estar "en manos de elementos reaccionarios y fascistas, enemigos de la República",
apuesta por un Ejército
"democrático"
y, para ello,
"queremos la depuración en todos los Cuerpos armados, para que se responda a la nueva situación creada después del triunfo del 16 de Febrero", todo, para acabar entre otras cosas, "con la pesadilla del Golpe de Estado, que no se oculta, que se dice por ahí, vox populi, que se organiza", "no queremos que se repita lo del 10 de Agosto y por eso pedimos la depuración del Ejército; no queremos que se puedan contar en el Ejército los elementos de marcada tendencia reaccionaria, como lo son Franco, Goded y otros del mismo carácter"; así, desean un "Ejército republicano fuerte; un Ejercito del pueblo y para el pueblo". Se dirige al Gobierno para decirle; "no puede tomarse a broma lo del Golpe de Estado"; "las amenazas hechas en los discursos de los señores Gil Robles y Calvo Sotelo no quieren decir otra cosa", por ello, pide que también se acometan con urgencia las medidas del pacto del Frente Popular al respecto; a su particular entender, esto no es pedir venganza sino que se haga "exactamente igual que se hizo con nosotros"
en los dos años anteriores y, así, "que las organizaciones de tipo revolucionario y fascista sean disueltas en España, como medida de salud para la República".
Concluye su lamentable serial guerracivilista advirtiendo que ahora hay dos bandos en lucha, la reacción, representada por las derechas y "las fuerzas democráticas", "integradas por los elementos obreros y republicanos de izquierda", y, ante ello, hay que preservar, sobre todo, la obra iniciada por el Frente Popular;
"la situación es esta: democracia contra reacción";
pide permanecer unidos para vencer a la reacción e, incluso, impedir
"que se puedan sentar en los escaños del Parlamento hombre como el Sr. Gil Robles, que tienen que responder de los atropellos y asesinatos cometidos en Asturias". (Aplausos en la minoría comunista). Creo, sinceramente, que sus palabras hablan por sí mismas y es innecesario añadir nada más, lo más lamentable es que lo hacía en nombre de la “democracia”……..
Por su parte, el diputado del POUM Sr. Maurín, sigue una línea no muy distinta a la del diputado comunista Sr. Díaz Ramos, un discurso también con marcado tinte guerracivilista. Anuncia que, "por esta vez", el POUM votará la confianza del Gobierno del Sr. Azaña; critica algunos pasajes de su discurso, como el hecho de haber manifestado  que su objetivo fundamental es que hubiera calma, advierte que esa calma no llegará
"mientras no se haya hecho justicia"; "en el país no habrá calma mientras no se haya ventilado la represión de Octubre de 1934, con sus tres mil muertos"
(hace un momento eran 5.000, ahora, repentinamente, bajaban a los 3.000); también, pide justicia para con los 30.000 encarcelados y entre los que recuerda que estaban los señores Azaña,
Largo Caballero o Companys; "hombres representativos de distintos sectores del movimiento popular que integran esta Cámara"; asegura que esa justicia tiene que ser,
"la ley del Talión. (Rumores). Quiere decir, diente por diente, quiere decir ojo por ojo"; a su juicio, los propios obreros asturianos, "quieren la ley del Talión, quieren la revancha, quieren el desquite, quieren el equilibrio, y solamente cuando este equilibrio natural se haya producido en el país, Sr. Azaña, podrá haber calma".
Advierte de los peligros de que pudiera volver a triunfar la contrarrevolución, "se iría directamente al fascismo",
no entiende como las derechas "tienen la osadía, después de todo lo que han hecho durante el bienio negro, de venir a pedir aquí explicaciones a la mayoría de la Cámara"; así, la disyuntiva es clara;
"o triunfará el socialismo o triunfara el fascismo".
Critica también al Gobierno del Sr Azaña por ser menos revolucionario, de tipo
"más conservador que el Gobierno de 1931-1933",
lo que supone, a su entender, una contradicción al no haber en esta ocasión ningún elemento socialista, "que le daban un tono más avanzado del que podía tener representado solamente por republicanos". Dirigiéndose al Sr. Azaña afirma que el 16 de Febrero no ha triunfado un movimiento republicano en sí, "Es el movimiento de Octubre, son las masas trabajadoras, es el movimiento obrero, representado por Largo Caballero, por Indalecio Prieto, por González Peña, por los hombres encarcelados en Octubre, lo que ha triunfado", lo que supondría una nueva contradicción del Gobierno pues entiende que en el país existe "una mayoría socialista y comunista, y sin embargo, hay aquí un Gobierno de tipo republicano".
Tras estas manifestaciones, toma la palabra el diputado de la minoría Agraria, Sr. Cid; señala que el discurso del Sr. Azaña del pasado día 3 de Abril,
"mereció la general aceptación de la opinión pública española", así que esperaba que aquellas palabras tuvieran después reflejo en la realidad, como hizo en su momento en la declaración radiofónica "que mereció unánimes elogios y que contribuyó grandemente también a pacificar los espíritus, sobresaltados en aquel momento por el triunfo de las izquierdas".
Sin embargo, cree que todo lo que ha sucedido después ha demostrado "que los hechos no se han correspondido con las palabras de entonces", unos hechos que demuestran que la violencia sigue presente, persisten los incendios, los desórdenes, etc., por ello, pide que los hechos se correspondan con las palabras y las buenas intenciones. Recuerda que son ya dos meses del Gobierno Azaña,
"y están todos esos elementos deseando que acabe la guerra civil, esos fusilamientos de unos a otros, que se aplique la ley inexorablemente a todos, a las derechas y a las izquierdas". Concluía la larguísima y, sin duda, triste y trágica sesión, con la intervención del diputado anarco sindicalista Sr. Pestaña, el cual afirma que es imprescindible
"republicanizar las instituciones que sirven al Estado". Recoge las palabras del Sr. Calvo Sotelo sobre la quema de los conventos, algo que, a su juicio, no es nuevo; "la tradición continua",
recuerda que de niño ya se quemaban Iglesias, circunstancia que la trata de justificar afirmando que el español siempre ha visto "al fraile como un parásito y en el cura un enemigo secular de la clase trabajadora, de la justicia, y por esta razón es ya algo que está en el pensamiento colectivo, es algo que persiste a través del tiempo este odio a la iglesia". Pide ser audaces en esta nueva obra para que no vuelva a suceder lo del 33;
"¿Qué la audacia a veces comete crueldades o injusticias? Pues bien, vale más cometer injusticias y crueldades siendo audaces, que por no serlo dejar que vuelvan a retornar los tiempos pasados y que tengamos que lamentar otra vez un hecho como el del 33", y añade; "ahora que está el régimen en las manos del pueblo, en las manos de los hombres que han sufrido las consecuencias de un error, no volvamos a caer. Seamos audaces". Tras esta vibrante y, a la vez que, lamentable y penosa sesión, quedaban posicionadas claramente las distintas líneas "del frente", la Nación parecía estar avocada, trágicamente, a un conflicto civil de gran envergadura, la renuncia al pacto e incluso al diálogo de las izquierdas burguesas republicanas y su posicionamiento y entendimiento con las minorías fiduciarias de la dictadura del proletariado, partidarias, además, de continuar y afianzar la obra inacabada de la revolución de Octubre del 34 (como expresamente habían manifestado en la sesión de hoy), echaba por tierra cualquier posibilidad de entendimiento dentro del marco político y parlamentario; el camino hacia la tragedia parecía ya, en aquellos momentos, imparable.
Al día siguiente, tras la épica sesión de ayer, el día 16, tiene lugar otro intenso y enconado debate donde el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Azaña, replica a todos los oradores que tomaron la palabra en la referida sesión; afirma que tienen un pacto y se deben a un programa de Gobierno y, así, dice que no se debe olvidar que ya gobernó durante dos años y medio con los socialistas, los cuáles, también trajeron la República;
"Estos señores vienen aquí con el mismo compromiso, con el mismo derecho, con la misma resolución"; cree que, mientras se muevan dentro de la Constitución y la legalidad, todo es posible, incluso, quiere resaltar que el mismo partido comunista, "no es un partido ilegal". (Si lo era la Falange, pero no un partido que explícitamente y, en boca de su Secretario General en la sesión de ayer, apostaba por la dictadura del proletariado y se mostraba beligerante y amenazante contra el adversario político, ahora ya enemigo). Sobre los comentarios vertidos por el Sr. Calvo Sotelo y referentes a su opinión personal acerca de la revolución de Octubre del 34, sigue sin censurarlos de forma clara y rotunda; apenas, deja entrever no sentirse solidario con aquel proceso;
"si los Gobiernos que ha habido en España desde Octubre de 1934 hasta el nuestro hubieran cumplido con su deber, este problema no estaría planteado. Es muy fácil venir ahora a hacer estas interrogaciones cuando ha habido durante año y medio o dos años en España unos Gobiernos que se han estado tapando los oídos para no percibir los alaridos que cundían por todo el ámbito español". (Aplausos).
Sin haberlos denunciado como procedía y más dada la alta magistratura que ahora estaba destinado a ocupar, en cambio, si censura vivamente la supuesta represión habida después de aquellos sucesos; califica de anarquía la situación de los dos pasado años, anarquía del propio Estado;
"abolida la Constitución, abolida la responsabilidad, abolida la legitimidad de los órganos públicos por la pura violencia, por la pura injusticia, por la más terrible y sanguinaria represión".
Recuerda que durante la campaña electoral se han proferido contra ellos
"las enormidades más truculentas que puedan cruzarse en la polémica entre partidos", con la intención de hacer creer al país que su victoria supondría "el derrumbamiento de la sociedad española; que íbamos a saquearlo todo",
sin embargo, dice que después "se ha visto que no"; consumado el triunfo del 16 de Febrero, todos aquellos que lanzaban aquellas enormidades, ahora se dirigen a él para tratar de pactar; "Sr. Azaña, tiéndanos la mano", una circunstancia que no duda en censurar;
"¿Pero no habíamos quedado que mis manos estaban manchadas de crímenes?". Así, le dice al Sr. Ventosa Calvell que él no está obligado a hacerlo;
"no tengo posición política para echarle una mano a nadie"; "Pierdan SS.SS el miedo y no me pidan que les tienda la mano",
señala que el Gobierno a quien tiene que tender la mano
"es a la Constitución, al régimen, y a la libertad de todos los ciudadanos, pero nada más".
Afirma que el perfil político que él representa no va a cambiar lo más mínimo, "no se va a alterar ni en una centésima de línea, que yo estoy aquí lo mismo que el año 32, con el mismo programa político del año 32, con las mismas convicciones, con la misma autoridad, con la misma resolución".
Por otro lado, señala que en Octubre del 34 algunos creyeron que el enemigo estaba ya muerto, "estuvieron esperando a la puerta de su tienda el paso del cadáver de su enemigo; pero resulta que ese enemigo no se había muerto",
incluso, creyeron que no habría más República en España, "ni republicanos ni nada", y así, "se formaron todo género de licencias, y una de las más graves fue esto que hicieron con el decreto del año 34 sobre la expulsión de los obreros por motivos políticos",
una medida que califica como "violenta", por la cual, el Ministerio de Trabajo,
"abolió las jurisdicciones creadas por la República para la resolución de los conflictos de Trabajo", destruyendo la obra de "justicia social y de la magistratura social de las Constituyentes" e implantando "la suya sobre la violencia";
así, en un tono agrio y hasta amenazante, impropio de la alta magistratura que representa, dice; "¿No queríais violencia, no os molestaban las instituciones sociales de la República?. Pues tomad violencia, Ateneos a las consecuencias"; considera que aquellos despidos de los obreros obedecían a decisiones arbitrarias gubernamentales (recordemos que fueron, muchos de ellos, los que participaron activamente en los trágicos sucesos "revolucionarios"); "¿No fuisteis violentos, desleales y desconsiderados en el año 34?; ¿con qué derecho venís a pedirme ahora que restablezca instituciones que vosotros habéis querido destruir?".
Por todo ello, dice ahora que duda de estos interesados acercamientos de los sectores conservadores que le quieren cargar "con tal cúmulo de confianzas y responsabilidades como para hacerme árbitro de la paz pública y del salvamento de la sociedad española. ¡A mí, a mí personalmente, que estuve un año sentado en aquel banco respondiendo de delitos que no había cometido!".
Critica las palabras del Sr. Gil Robles, incluso rechaza su mano tendida a la posibilidad de un Gobierno de corte puramente republicano, le reprocha que tenga una tendencia excesiva "a la demagogia" y que haya llegado a decir que intentará frenar todo hábito de violencia dentro de sus masas y que, en el caso de fracasar;
"puede llegar una ocasión cualquiera en que tenga que decir a sus huestes que se vayan a disfrutar por lo menos el aliciente de la venganza"; le afea estas palabras
por la gravedad de lo que en ellas se dice; "¿con qué autoridad increpa S.S. a esos hombres que un día por venganza o por desquite se han lanzado a una revolución?".
También le reprocha que apele a algo tan censurable como la venganza que, en su opinión, en la política está fuera de lugar;
"en política lo que importa es tener razón, sobre todo tener razón".
Advierte que lo que hay ahora en el ambiente,
"es un plan completo de agresión contra la paz pública en daño del régimen republicano".
(Muy bien),
algo que le recuerda a tiempos pasados de las Constituyentes; "esta de ahora es exactamente igual a aquella, exactamente igual: asaltos, ataques a personas, eso que se llama provocaciones, fuga de capitales que todavía no han llegado al volumen del año 1931, pero que obedecen a los mismos móviles y buscan el mismo efecto; todo esto no es una maniobra contra Patria, ni un ataque al orden social; es un ataque a la República",
asegura que, atacando al Gobierno y dado que este defiende a la República, se hace daño
"al régimen republicano".
(Un argumento ya muy característico en él, asociando su figura y lo que esta representaba a la misma República). Respecto a la cuestión del orden público afirma que no todas las regiones se encuentran igual, pone como ejemplo de calma y serenidad los casos de Asturias y Cataluña; señala que en Asturias solo ha habido
"pistoletazos cambiados entre bandos enemigos",
lo mismo que en Cataluña;
"No ha ocurrido nada serio, ni siquiera leve", sin embargo, lo que sí tiene claro es que, lo que se entiende por provocaciones, se han producido
"delante de aglomeraciones republicanas o socialistas por gente enemigas suyas. Eso no se puede discutir. Eso es exacto";
si bien, reconoce a su vez; "la reacción violenta en contra de esas provocaciones, además de ser desmedida, es enojosamente perjudicial y va en contra de aquello mismo que la manifestación reactiva se propone conseguir". Advierte que ve difícil encontrar puntos de coincidencia con las oposiciones ya que, el programa del Frente Popular es, sobre todo, "la reinstauración de la República en su Constitución y en sus partidos republicanos", "Ni el partido socialista, ni el partido comunista se acaban en el Frente Popular, ni yo tampoco". (Prolongados aplausos). El Sr. Azaña marcaba así, muy nítidamente, las distancias políticas con todos aquellos que no secundaran las políticas y el programa del Frente Popular y sus socios, cerrando definitivamente la puerta del diálogo y el entendimiento al resto de formaciones de la derecha y una buena parte del centro político que hacían sus últimos y estériles esfuerzos para alejar de los resortes del Poder a los partidarios y solidarios del golpe de Octubre del 34 y, por tanto, principales enemigos del ya frágil marco constitucional.
Por su parte, el líder del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo y, tras escuchar las palabras del Sr. Azaña, dice que le queda claro que el Frente Popular "es inconmovible e indestructible"; en relación a las afirmaciones del propio Sr. Azaña y referentes al hecho de que hubiera actuado como un simple consejero para que no se llevase a término la revolución, así, le recuerda aquella nota del día 5 de Octubre firmada por su propia minoría de AR y en la que calificaba "de monstruosidad el hecho de que el Poder moderador confiara las funciones ministeriales a miembros pertenecientes a la fuerza política que obtuvo el triunfo electoral mayoritario en unas elecciones", considera además que "es una blasfemia en
labios de quien se precia de ser demócrata y dice rendir siempre culto a los principios de este orden". Por ello, le encumbra como "beneficiario de esa revolución", y por ello, le pregunta; "¿Con qué autoridad ética se puede rechazar un movimiento revolucionario cuando se está cosechando, usufructuando, administrando los efectos políticos de ese movimiento?", un movimiento que ha sido "la gesta, la iniciación, el germen de vuestro éxito electoral del 16 de Febrero",
siendo el
criterio defendido por el mismo Sr. Largo Caballero. Refiere que en un reciente discurso, este último afirmaba: "El 16 de Febrero no es otra cosa que el Octubre rojo de Asturias"; dice que siendo así, al ser vivido y administrado políticamente por el Sr. Azaña, cabe preguntarle;
"¿cómo podrá S.S. rechazar la revolución de la que no fue participe ni consejero?"; "Si su señoría estima que este fruto político es efecto de aquella causa, yo necesito que diga concretamente si cobija, si ampara, si presta su asentimiento a lo que ocurrió en Asturias durante aquella revolución, a lo que allí hizo el comunismo, al racionamiento de subsistencias, a la requisición de todos los elementos económicos, a la supresión de la moneda, al asalto a los Bancos, a la muerte del ingeniero Riego, y del magistrado Suárez, y de los hermanos de la Doctrina cristiana, y a todo lo que trajo consigo aquella revolución. (Rumores). Su señoría ¿da o no da conformidad a todo esto?".
Cree que no se puede comparar la política de los socialistas de antes de 1935 con la de después ya que, ahora, hablan constantemente de la conquista del Poder en un proceso claro de bolchevización y, mientras tanto, la política del Sr. Azaña, no siendo el ejecutor de esos programas, facilita esa política que lo impregna todo, el orden público, económico, etc. En este contexto, a las críticas del Sr. Azaña por la retirada de capitales, le contesta diciendo que la única finalidad que esconde ello es un fenómeno "de inquietud y de pánico", sin finalidad alguna de atacar al régimen social, "sino defenderse de los peligros que se cree que ponen en riesgo ese régimen social"; le reprocha que haya llegado a decir que para revertirlo se tomarán medidas sancionadoras de algún tipo, algo que no ayuda y que, además, "hace sembrar el pánico". Sobre la aplicación del principio de la política de autoridad, hace referencia a los sucesos de Madrid ocurridos en la tarde de hoy y en los que, con el motivo del entierro del oficial de la Guardia civil, el Alférez Anastasio de los Reyes; "al recorrer la comitiva que formaba el duelo el paseo de la Castellana, fue saludada con una cerrada descarga. (Un Sr. Diputado: Por parte de los pistoleros fascistas que iban en la manifestación. - Grandes protestas y manifestaciones contradictorias).
(En este suceso, uno de los autores de los disparos sería el Teniente de la Guardia de Asalto Sr. Castillo, que acudió al mando de su sección de Asalto para, supuestamente, reprimir los incidentes que se estaban produciendo, Teniente que acabaría disparando contra alguno de los miembros del cortejo fúnebre, presuntamente, uno de ellos acabó con la vida de un joven falangista de apenas de 19 años. Recordemos que el cortejo trataba de rendir honores al ya referido Oficial ante el empeño gubernamental de impedir cualquier tipo de homenaje o tributo, incluso, de carácter privado (un Oficial que era asesinado por la espalda por milicianos cuando asistía como espectador al desfile conmemorativo del quinto aniversario de la II República). Critica también el hecho de que, por primera vez, la censura haya hecho acto de presencia "en una esquela mortuoria",
concretamente
en el diario ABC, en la esquela del referido Alférez;
"aparece la incrustación del censor en una esquela mortuoria, profanada y deshonrada de esta manera". (Fuertes rumores y protestas). A continuación, tras este relato,
se producen fuertes discusiones y en relación al Cuerpo de la Guardia civil, en el tono acostumbrado en los sectores de la izquierda con el propósito de desprestigiarlo y, en los de las derechas, dando sentidas muestras de apoyo y gratitud por sus servicios prestados; el Sr. Calvo Sotelo dice en el transcurso de estos incidentes: "Mentecatez inmensa es la que supone que un Diputado de la mayoría se atreva a impugnar las alusiones que acabo de dedicar al Cuerpo de la Guardia civil". (Los Diputados de la mayoría, puestos en pie, producen fuertes protestas).
Los incidentes no acaban, al revés, el Sr. Alonso Ríos eleva el tono de los mismo llamando "cobarde" al Sr. Calvo Sotelo, que dice:
"¿pero es que vamos a llegar al extremo de que se prohíba a un Diputado formular su juicio de respeto de la Guardia civil, aunque sea elogioso?". (Protestas). Reitera su defensa de la subsistencia de un orden social, "que creemos comprometido gravemente en estas horas por la política vacilante del Gobierno de la República",
considera que la rectificación de hoy del Sr. Azaña,
"ha agravado, quizá, la situación de las cosas por ese tono literario y ensayista"
y poco efectista de cara a la realidad de hoy; así, pide que el Gobierno se defina claramente "y defienda el orden social" contra quienes lo combaten y lo minan; "Esos no somos nosotros; están ahí y solo ahí". (Señalando a los partidos socialista y comunista. - Aplausos).
Destacar la importancia y la relevancia (como ya previamente he relatado) de los sucesos que denunciaba el Sr Calvo Sotelo, en concreto, los referidos a lo acontecido hace escasos dos días en los fastos ceremoniosos del quinto aniversario republicano, haré un meditado inciso para extenderme en el relato de los mismos. El día 14 de Abril, al paso de los miembros de la Guardia Civil, una parte de los asistentes (algunos de ellos uniformados con sus camisas rojas), empezaron a proferir insultos y a entonar el cantico de batalla de los mineros asturianos en la “revolución” asturiana de Octubre del 34, el UHP (Uníos Hermanos Proletarios). El Alférez de la Guardia Civil, Sr Anastasio de los Reyes, enojado con esa descortesía para con el Cuerpo Benemérito al que tantos años había prestado sus servicios, reprochaba la actitud a alguno de los presentes; su protesta tendría consecuencias fatales, sería vilmente asesinado con un tiro por la espalda a escasos metros de la Tribuna de autoridades que presidía el acto en el Paseo de la Castellana de Madrid. Dos días después (16 de Abril) tendría lugar el entierro del Oficial de la Guardia Civil; a mi modesto entender, los sucesos acaecidos en ese día, supondrían el detonante definitivo para dirigir inexorablemente a la Nación española al abismo trágico de la guerra civil. Sí, no me equivoco si digo que tras lo acaecido aquel día, la epopeya nacional quedaba definitivamente marcada y escrita; muchos oficiales y miembros del Ejército que, hasta aquel entonces, no habían mostrado una actitud especialmente beligerante o de desaprobación hacia el régimen republicano, tras ellos, modificarían radicalmente su actitud y visión para con este (una buena parte de ellos, asistieron al sepelio y vivió in situ la guerrilla urbana que tuvo lugar durante su recorrido, el drama de lo vivido era la mejor fotografía de la situación de la descomposición social absoluta a la que había llegado España). El vil asesinato (como todos los que se produjeron) a sangre fría del Alférez Anastasio de los Reyes, provocó que muchos de ellos decidiesen asistir a su sepelio para mostrar su repulsa y, los gravísimos sucesos, supondrían la confirmación de su desafección definitiva con el régimen republicano; un sepelio al que las autoridades gubernamentales pusieron todo tipo de trabas para que no se llevara a efecto, de hecho, si pudo celebrarse fue porque miembros de la Guardia Civil, compañeros del fallecido y, por la fuerza, literalmente robaron el cadáver del depósito de cadáveres con el firme propósito de despedirlo con honores, pese a la decidida negativa del Director de la Guardia Civil, Sebastián Pozas (un general que acabaría afiliándose al partido comunista, por cierto). Como evidencia significativa e ilustrativa de ese empeño de dar la mínima cobertura cuando no de imposibilitar el acto que se pretendía organizar, fue lo ocurrido con la esquela mortuoria publicada en el diario ABC y a la que hacía referencia en su discurso el Sr Calvo Sotelo; el Gobierno ejerció la censura incluso en una esquela de un finado, impidiendo que se dijera que este pertenecía a la Guardia Civil y ocultando la hora y lugar donde iba a tener lugar el sepelio, hasta ese punto llegaba el sectarismo y arbitrariedad de las autoridades frentepopulistas.
Durante la celebración del Cortejo por las calles de Madrid se produjeron todo tipo de desmanes e incidentes de una enorme resonancia y magnitud, a mi entender, insuficientemente recogidos y detallados por la historiografía tradicional, tal vez, dada la trascendencia que posteriormente tendrían en muchos otros y trágicos sucesos posteriores. Así, la comitiva fúnebre estaba acompañada por diversas personalidades y autoridades; el director de la Guardia Civil General Pozas, el de la Dirección General de Seguridad Sr Alonso Mallol, diputados como el Sr Gil Robles o el de Renovación Española Sr Honorio Maura, el Jefe Superior de la Policía (que fue uno de los primeros en ser agredido), a los que acompañaban, además, no pocos compañeros del asesinado y en compañía de numerosos miembros y Oficiales del Ejército (muchos de ellos armados). Las provocaciones que sufrió la comitiva fúnebre en su recorrido por las calles de Madrid no fueron pocas precisamente, a las mismas, muchos elementos de esta respondían con enérgicos y encendidos gritos de Vivas a España y Vivas a las fuerzas armadas, gritos que eran contestados violentamente por los grupos de la extrema izquierda que, repartidos por distintos puntos del recorrido, veían en ellos una provocación. Los sucesos e incidentes, ya numerosos, aumentan en intensidad cuando la comitiva llega a la altura de la calle Miguel Ángel, lugar en el que, desde un edificio en construcción, es recibida a tiros (en distintos puntos de las calles de Madrid les aguardaban francotiradores pertenecientes a organizaciones de la extrema izquierda que al paso del cortejo abrían fuego indiscriminadamente); pese a ello, el cortejo fúnebre, al que cada vez se sumaban más ciudadanos, decide continuar sin alterar ni el rumbo ni los planes previstos. Minutos después, nuevos disparos tienen lugar a su paso por la calle Recoletos, descargas emitidas desde un edificio también en obras y que minutos después será tomado por algunos de los Guardias y Oficiales que, en todo momento y, como ya he referido, iban armados encabezando la comitiva (sin duda, el relato creo que describe suficientemente el estado de anarquía en el que casi se había acostumbrado a vivir la sociedad española); del edificio son sacados varias decenas de obreros que son trasladados a la Dirección General de Seguridad, no muy distante del suceso. Tras ello, el cortejo llegaba a la Puerta de Alcalá, lugar en el que el coche fúnebre partía hacia el Cementerio de la Almudena, concluyendo en ese punto los honores al malogrado Oficial de la Guardia civil. Sin embargo, la mayor parte de los asistentes, enrabietados y enfurecidos por todo lo vivido en las últimas 48 horas, no parecía contentarse con dejar así las cosas, el carácter religioso y de homenaje al Alférez se había transformado en toda una manifestación de protesta contra el régimen republicano en manos ahora de los frentepopulistas; en este punto de máxima tensión, el Gobierno, debidamente informado de todo ello y dada la cercanía de este acto al Congreso de los Diputados (lugar en el que se celebraba la épica sesión de ayer, día 15 de Abril), decide actuar; manda una sección de Guardias de Asalto a cuyo mando se encontraba el Teniente Castillo (perteneciente a la Unión Militar Antifascista y distinguido militante socialista, en concreto, distinguido miembro de las Juventudes Socialistas e instructor de la fuerza Paramilitar La Motorizada). Nada más llegar a la altura de lo que era ya una manifestación popular, efectúan una serie de descargas fruto de la cuál fallecía el dirigente falangista, Andrés Sáenz de Heredia, primo de Primo de Rivera (uno de los seis fallecidos en estos trágicos sucesos de aquella tarde, a parte de los numerosos heridos, algunos de cierta gravedad). En el transcurso de las actuaciones de los Guardias de Asalto, el Teniente Castillo efectuó una serie de descargas contra los manifestantes, si bien, parece que su actuación pudo ser fruto de un nerviosismo incontrolado al verse rodeado e increpado por muchos de los manifestantes; hay mucha controversia y confusión sobre este suceso, ante la duda, prefiero dejar mi punto de vista en un terreno intermedio (las acusaciones contra la actuación deliberada del Teniente Castillo son cuantiosas, pero ante la ausencia de certidumbre plena no estoy en condiciones de asegurar nada al respecto), lo que si parece quedar claro es que, a consecuencia de esos disparos, fallecería un joven falangista y el precio que pagaría el Teniente por ello sería muy caro. Llegado a este punto, decir que tengo más que suficientes elementos para denunciar la actuación del Teniente Castillo, sí, el mismo que durante la mal llamada revolución de Asturias se negó a actuar contra los mineros en su propósito de acabar con la democracia y el régimen republicano, es de sobra conocida su excusa y argumentación para hacerlo: “yo no disparo contra el pueblo”; bien, en esta ocasión pareció olvidar lo que dijo apenas un año y medio antes, ahora, no le tembló el pulso lo más mínimo para disparar no ya contra el pueblo, sino contra un cortejo fúnebre que trataba de honrar a un compañero (agente de la Guardia Civil) vilmente asesinado dos días antes (no sabemos si para este oficial de Asalto el término pueblo era solo exclusivo de aquellos que, amenazantes y, puño en alto, pretendían instaurar una cruel y rancia dictadura al más puro estilo soviético); sinceramente, creo que sobran hacer más argumentaciones sobre este dudoso proceder y la sospechosa “contradicción” en la actuación del Teniente Castillo. Lo que no cabe duda es que este luctuoso hecho sería clave para “entender” execrables sucesos posteriores, como el posterior asesinato dos meses después del propio Teniente Castillo que, desde entonces, se convirtió en el blanco elegido por los falangistas, muchos de ellos, presentes en el cortejo fúnebre ahora ya convertido en manifestación incontrolada. ¿La respuesta del Gobierno a estos hechos?, casi doscientos detenidos, la gran mayoría de ellos pertenecientes o afines a la Falange; además, hay que decir que durante la misma tarde, el propio Presidente de la República Sr Azaña, recibió a los miembros de algunas asociaciones y organizaciones obreras de izquierda y frentepopulistas (seguramente, no ajenas a los trágicos sucesos) que le transmitieron su indignación y su preocupación por las provocaciones “fascistas” (recordemos que, estos a los que acusaban y tildaban de fascistas, salieron a la calle para tratar de honrar el vil asesinato de un Oficial de la Guardia Civil y darle su merecido sepelio, algo que el Gobierno trato deliberadamente de impedir; no puedo justificar que lo hicieran no pocos de ellos pistola en mano, pero creo que el relato de los sucesos puede dar una ligera idea de como andaban las cosas por aquellos momentos, pese a lo cual, insisto, no podemos en modo alguno justificar el empleo de armas ni de unos ni de otros). Horas después, el Gobierno emitía una nota en la que expresaba y prometía una respuesta contundente contra “ese terror fascista”, además, anunciaba que tomaría medidas excepcionales contra los oficiales del Ejército que intervinieron en el sepelio, sin duda, una resolución gubernamental que propició que, una buena parte de ellos, se declarasen desde ese instante abierta e indisimuladamente beligerantes al régimen (Los preparativos de la sublevación militar de Julio encuentran aquí su punto de inflexión; si hasta entonces había muchas dudas e indecisiones al respecto, estos sucesos les ofreció la excusa perfecta para aunar a su causa a un nutrido grupo de oficiales que, desde estos días finales del mes de Abril, se sumaban, ya sin mirar ni dar un paso atrás, a unos preparativos de cuya cabeza más visible era el General Mola que, tras estos acontecimientos, tampoco dudaría respecto a lo que estaba por venir. Los últimos días de este mes de Abril serían decisivos en la elaboración y confección de los planes del mismo, unos planes que no se pueden entender sin la perspectiva de todo lo ocurrido en estos dos últimos días). A la vez que se encadenaban todos estos sucesos y, también en el transcurso de esa misma tarde, era sustituido en la Cartera de la Gobernación el Sr Amos Salvador por el Sr Casares Quiroga (se dijo que por una enfermedad…), sin duda, una señal del giro represivo que se quería dar al Gabinete para con todas aquellas organizaciones y asociaciones que no fueran afines a la causa frentepopulista. El posterior carácter represivo y dirigido solo contra una parte de los españoles, se verificará en las próximas sesiones y en ello tendrá un papel protagonista el propio Sr Casares Quiroga, como más adelante podremos comprobar. En definitiva, concluida esta trágica jornada, el camino hacia la guerra parecía ya imparable, muchos de los Oficiales del Ejército que, a estas alturas, no habían mostrado desafección o reprobación al régimen, o si al respecto, tenían o habían tenido algún género de duda, a partir de este momento no la iban a tener.
Retomando el hilo de la sesión y, tras las elocuentes denuncias del Sr Calvo Sotelo, toma la palabra el Ministro de Estado Sr. Barcia, pide a los miembros de la mayoría y
ante las continuas interrupciones, incluidos ataques personales a los miembros de la oposición; "que moderen su entusiasmo y que frenen su fervor"; trata de excusarlos por su edad, por su inexperiencia política;
"carecen de la experiencia necesaria para saber que existen muchas maneras, muchos procedimientos y muchos caminos para marchar hacia una meta".
Asegura que las derechas no son quienes para dictar normas ni moralidad sobre el orden; "estamos para defender el orden tal y como lo sentimos" y será la historia quien dirá "si se sirve mejor desde ahí con vuestra actitud o desde aquí con nuestros actos". (Grandes aplausos). Finalmente, el diputado socialista Sr. González López, formula una Proposición para otorgar la confianza al Gobierno;
"para la defensa del régimen republicano y el cumplimiento del programa del Frente Popular", afirma que es prioritario "republicanizar nuevamente la República"; una confianza que finalmente es otorgada en votación por 196 votos a favor y 18 en contra.
Día 18, se trae a debate una Proposición no de ley referente a la privación de beneficios a los militares retirados (una medida excepcional que se tomaba tras los graves sucesos de los pasados días y donde numerosos militares habían tenido un papel protagonista como asistentes a los diversos actos; ellos serían los señalados y no los francotiradores que, apostados en distintos de la ciudad, pretendían abatir a balazos a los miembros del cortejo fúnebre del Sr Anastasio de los Reyes), el diputado de la CEDA Sr. Guerra García, critica el Proyecto desde un punto de vista jurídico por entender que se conculca
"los más elementales principios de derecho e incluso de nuestra Constitución y de nuestras leyes penales".
Para analizar todo este asunto, se remite al Decreto del 25 de Abril de 1931 en el que se autorizaba a los militares "para retirarse o para acogerse a los beneficios" que en él se disponían. Afirma que las Cortes Constituyentes dejaron así "delimitados los derechos al retiro con todos sus haberes y todos sus derechos, incluso obtener y perfeccionar sus derechos para las cruces y el percibo, así como todos los demás que pudieran gozar en lo sucesivo los militares". (El Sr. Álvarez Angulo: Menos el de conspirar).
Considera que los haberes de los militares "constituyen un derecho patrimonial", por lo que, siendo así, se pregunta; "¿con que facultad puede nadie, ni las Cortes, ni un Tribunal, privarles de él si no es mediante la correspondiente indemnización.....? (El Sr. Álvarez de Angulo: Que no conspiren). Prosigue y, contestando a estas interrupciones, dice que la legislación española ya contempla la sanción para todo tipo de delitos y actos, incluidos los que incurran los militares, sin embargo, considera algo muy grave el que,
"al socaire y con ocasión de unos hechos muy lamentables, se traiga precisamente un proyecto que viene a vulnerar todas estas leyes que se hallan en vigor". Cree que, esa penalidad, "es infinitamente mayor que las que se establecen en el vigente Código penal". Así mismo, considera que lo que se va hacer con este Proyecto "es despojar a una clase de ciudadanos, por sus ideas políticas, precisamente de lo que más estiman, no por ser suyo, sino por constituir el sustento de sus familias". (El Sr. López Goicoechea: Lo que hace falta es ser un buen ciudadano), a lo que le responde; "¿Y va S.S. a negar a nadie su carácter de buen ciudadano?. Señala que todos tienen una obligación para con el cumplimiento de la Constitución y este Proyecto, a su juicio, vulnera determinados preceptos constitucionales y lleva implícita una sanción gravísima, la confiscación de bienes;
"la de mayor repugnancia, la más repugnante, abolida en casi todas las legislaciones, pues si mal no recuerdo, solo existe en dos, y para eso una de ellas la rusa", "Si la pena de confiscación se restablece por medio de esta ley, habremos iniciado un retroceso impropio de una sociedad civilizada"; una confiscación de bienes que es la pena "más grave e injusta de todas",
ya que no castiga al culpable,
"sino también a sus familiares, a los que de él dependen";
"¿con qué derecho vais a castigar a esos descendientes y esa cónyuge por hechos de que no son responsables o por ideas en que no participan?". (Aplausos). Critica el momento en el que ha venido a discusión este asunto, una Ley que se ha acordado en el Consejo de Ministros,
"precisamente en el momento en que se decretaba la disolución de las Ligas fascistas", se pregunta si no debe "seguirse el mismo criterio con todas las demás milicias que en España actualmente existen".
Por su parte, el diputado de la minoría Agraria, Sr. Rodríguez de Viguri, rechaza también el Proyecto; señala que lo que perseguía el Sr. Azaña con aquella Ley, "es que salieran del Ejército esos señores, (Muy bien), los que podían tener una adhesión profunda al régimen monárquico"; un sectarismo que dice es incompatible con un régimen democrático; así, pone como ejemplo al Sr. Bolaños, que siendo militar y perteneciendo a un partido republicano, al socialista, "no ha sido inquietado jamás en su papel de protagonista y de militante del partido socialista por ningún Gobierno de ideas contrarias, que han podido también adoptar una medida análoga a esta". (Muy bien). Hace referencia también a algunos datos del Decreto de Abril de 31, un Decreto en el que, antes de su publicación, ya había dado lugar a que se hubiesen retirado otros oficiales;
"los que no quisieron firmar la adhesión a la República, porque en los primeros días del régimen republicano se dio un plazo de tres o cuatro días para que todos los Jefes y oficiales del Ejército expresaran por escrito su adhesión al nuevo régimen".
Recuerda que hubo algunos oficiales que no quisieron plasmar su firma y así, lo que se hizo, "fue retirarlos con el haber que por Clases pasivas les correspondía, y esos que sí son decididamente y francamente hostiles al régimen y, sin embargo, esos continúan, sin que se les pueda aplicar ninguna de esas sanciones",
una circunstancia que demostraría la irregularidad e injusticia de lo que ahora se quiere aplicar. Tras él, el diputado de la minoría de Renovación Española Sr. Suárez de Tangil, se suma al rechazo de la totalidad del Proyecto por representar
"un vejamen para los que ella se refiere, ya que somete a normas de excepción a una parte de los retirados que no alcanzan a los demás retirados civiles ni militares".
Afirma que supone "la violación del pacto, del convenio bilateral, entre los retirados y el Estado", "representa un precedente fatal el que ese pacto pueda alterarse un modo unilateral por el propio Estado, así como que se cumplan los compromisos contraídos con esos oficiales retirados, a los que se facultaba para aceptar o no los beneficios del retiro. Eso no se puede hacer sin concederles una opción al reingreso. Podían retirarse siempre que se cumplieran esos requisitos. ¿No se cumplen? Deben tener la opción de pedir el reingreso en activo".
Añade que también supone un vejamen para los que se acogieron a la Ley Azaña, "porque es indudable que se les hace de peor condición que a todos los retirados militares que no se acogieron a ella; es decir, que se dicta una ley de excepción para un núcleo de retirados militares que no afecta a los demás retirados, jubilados o pasivos, tanto civiles como militares".
Lo compara con las leyes de excepción salidas los días posteriores al 10 de Agosto del 32, leyes que castigaban "a toda una clase social como la de los Grandes de España, sin aquilatar donde estaba la culpa y donde la inocencia". Critica que ahora se quiera imponer de nuevo una Ley de excepción producto del recelo gubernamental; "el fantasma del miedo vuelve a invadir las altas esferas del Gobierno". (Rumores y protestas).
La Comisión, en la voz del Sr. Fernández Clérigo, afirma que la Ley se aplica para unos cuantos de estos "que se acogieron a unas ventajas que les otorgó una ley de la República y que ninguna otra ley les había otorgado"
y que han aprovechado estas ventajas que la República les ha ofrecido, "para perturbar el orden, para pertenecer a Asociaciones ilícitas, para realizar actos subversivos contra el régimen público",
por lo que dice que, es ahora de ley, hacer que la República se defienda. Por su parte, el diputado del Bloque Nacional, Sr. Calvo Sotelo, no comprende la urgencia para debatir así esta Ley, además, con la visible y evidente intransigencia de la Comisión (ha rechazado las 14 enmiendas presentadas hasta el momento) pese a que, la mayoría de ellas, en nada transgredían a la base ni al fundamento esencial de la misma. Señala que esto les ha servido como un ejemplo clarificativo
"de lo que vayan a ser estas Cortes"
y, advierte que, si este es el camino, para todo lo que sea obra legislativa,
"no se habrá de contar con nuestra colaboración, reservándonos siempre el derecho de comparecer cuando convenga a los altos intereses nacionales y a la defensa de nuestra posición política aquí"; un Proyecto que, políticamente hablando, "es un acto de convención que realiza este Parlamento". (Quedaba claro que la equidad y la Justicia para todos estaban muy lejos de los propósitos gubernamentales).
Pide que el Gobierno se defina ante "las inmensas facultades con que acaba de ser revestido, facultades de orden dictatorial, no se dude". Asegura que, la Dictadura misma, jamás estuvo revestida "de una facultad tan amplia y rotunda como la que ahora al Gobierno le otorgáis con esta ley".  (Protestas y rumores).
Por último, interviene el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Azaña, habla de los antecedentes de este Proyecto de Ley, de los centenares de militares retirados conforme al mismo, los cuáles,
"entrometiéndose en actividades clandestinas o francamente subversivas, demuestran de una manera peligrosa, aunque muchas veces no sea delictiva, su oposición, no ya a este Ministerio o a otro semejante, sino al régimen republicano". Recuerda que, una vez instaurada la República, a las 24 horas, "el Gobierno Provisional publicó una proclama dirigida a las fuerzas del mar y tierra en la que se les ofrecía la opción de prestar juramento de fidelidad al nuevo régimen o abstenerse de prestarlo y abandonar su carrera. Justo es de decir que la casi totalidad de la oficialidad española en pocos días prestó el juramento de fidelidad a la bandera nacional republicana". Afirma que la República,
"adoptó una medida prudente, generosa, eminentemente liberal",
permitiendo el retiro con las mismas condiciones de las que disfrutaban para el resto de su vida,
"en situación de poder seguir usando el uniforme al que naturalmente han de estar apegados, y disfrutar la consolidación de ciertos beneficios y cruces, etc, que tiene el personal militar".
Un retiro que, pese a los escépticos del momento, se acogieron unos 12.000 oficiales y sin ningún tipo de presión por parte del Ministerio. Afirma que nadie puede ignorar que una buena parte de los actores de los sucesos del 10 de Agosto del 32, "eran oficiales retirados en esta situación",
incluso, denuncia que, durante el bienio de las derechas, algunos de estos oficiales han estado maniobrando y entregados "a este género de actividades" y que, ahora, con el actual Gobierno, estas actuaciones se repiten de manera todavía más visible. No habla de actividades delictivas en sí, se trata “de
una agitación mantenida sordamente, al margen de la ley, sin caer nunca dentro de ella, haciendo un daño que penetra en la moral y en el prestigio propiamente dicho, del Ejército activo, es decir, del Ejército",
actividades que les hace confundirse con los miembros de este Ejército activo y, a los cuáles, se les ve pasear de cuartel en cuartel, "de guarnición en guarnición trayendo y llevando especies subversivas, propósito subversivos", unas actuaciones
que, en su opinión, "producen un efecto de escándalo"; cree que, habiendo sido privilegiados por la República, "laboran y trabajan contra ella". Por ello no se arrepiente en absoluto que esta Ley se haya votado, una Ley que además va a aportar unos ahorros "al Tesoro español de 650 millones de pesetas". Asegura también que nadie se meterá con ellos si no conspiran; "con que no vayan ligeramente por las calles de la ciudad pistola en mano a disparar tiros, con que no traigan y lleven recados de carácter político de guarnición en guarnición o de cuarto de banderas en cuarto de banderas", con ello bastará para que puedan sentirse seguros, asegura. Finalmente, es aprobado el Proyecto por 212 votos a favor y solo 4 en contra. El Proyecto era arbitrario y en la línea de la ejecutoria legislativa del Frente Popular, simulaba una auténtica Ley de excepción con el propósito de depurar todas las ramas y los Cuerpos del Ejército. Bien es verdad que, a estas alturas, dentro de él, era evidente que se estaban produciendo algunos movimientos y maniobras conspirativas ante la deriva imparable del actual Parlamento republicano, algo que, de algún modo, podría justificar el empleo de este tipo de leyes de excepción tan del gusto del ejecutivo azañista. (Las leyes de excepción y más en este periplo republicano, tenían un componente sectario difícilmente compatible con el interés general, lo que las hacía de muy difícil condición para ser mínimamente justificables). Para el Sr Azaña estas actitudes de los militares suponían un escándalo y, en efecto, algunas de ellas lo podrían ser (ya he referido que, pese a la dureza y dificultad del momento, no es justificable que muchos de ellos exhibiesen impunemente sus armas por las calles de Madrid), sin embargo, no pareciera tampoco serlo, el que francotiradores de organizaciones afines a los frentepopulistas disparasen impunemente desde las azoteas y las obras de los edificios a aquellos que salían con la intención de rendir tributo a un compañero fallecido, circunstancia que suponía una nueva demostración de que las autoridades del Frente popular no tenían intención ya alguna de legislar por y para todos, el rigor de la Justicia se aplicaba en un solo sentido y esto no iba a cambiar.
Unos días más tarde, el 29 de Abril, el diputado agrario Sr. Madariaga, tomaba la palabra para hablar sobre la situación de la provincia de Toledo; hace referencia a la situación del orden público, a los métodos y los modos en que se aplica la Reforma agraria y a la aplicación de las disposiciones del Ministerio de Trabajo en la citada provincia. Denuncia que las Bolsas de Colocación no funcionan porque "no quieren determinados elementos que funcionen, porque son instrumentos caciquiles", por lo que no puede concurrir a esos puestos ninguno que no sea afecto a la UGT,
"que es la única organización del Frente Popular que tiene organizaciones". Es contestado por el Ministro de Agricultura Sr. Ruiz de Funes; habla del amparo de las actuaciones llevadas a cabo en la provincia por mor de la vigencia de un Decreto que dice está articulado, "interpretando tres preceptos de la ley de Reforma agraria de 1935, es decir, el instrumento legal que SS.SS. construyeron para llevar a cabo la Reforma agraria",
una Ley que recoge una novedad respecto a la de 1932 de las Constituyentes y es el hacerla extensiva a todo el territorio nacional, "sin determinación de extensión de ninguna clase", declarando que, en todo el territorio de la República, "podrá el Instituto de Reforma agraria, declarar de utilidad social y expropiar cualquier finca cuya adquisición se considere necesaria para la realización de algunas de las finalidades previstas en esta ley".
Así, defiende la aplicación legítima de la Ley en la actuación de las ocupaciones de estos yunteros en la provincia; cree que es un deber del régimen republicano dar de comer a estas familias de yunteros. Por su parte, el diputado comunista Sr. Mije, denuncia como se trató en su momento a los 40 mil yunteros de Extremadura, los cuáles, gracias a la labor del nuevo Ministerio de Agricultura "han sido repuestos" a sus trabajos. Cree que lo que se debe hacer es incrementar el ritmo de la aplicación de esta Reforma agraria en la provincia de Toledo, además de "quitar el privilegio político que han tenido los Sindicatos agrícolas católicos en la provincia de Toledo"; considera oportuno y legítimo "atacar a fondo a los grandes terratenientes". Posteriormente, toma la palabra el diputado socialista Sr. Rufilanchas que, en su línea, dirige un ataque de marcado acento personal contra el Sr. Madariaga y del que dice que si hay una persona
"que carece de autoridad moral para impugnar la política que en materia de Reforma agraria y de aplicación de las leyes sociales se lleva a efecto en la provincia de Toledo, es el Sr. Madariaga". Critica que ahora pidan justicia cuando, a su juicio, fueron ellos los que "malbaratasteis los Jurados mixtos, quienes suprimisteis la representación obrera", en una provincia en la que, además, "las Casas del Pueblo estuvieron cerradas". De esta forma, defiende el antagonismo de las políticas del Frente Popular respecto a las políticas de las derechas y de Acción Popular; "cuanto más daño haga, daño legítimo, claro está, daño en aras de la justicia social; a lo que vosotros significáis en España, más lealmente se cumplirá el pacto del Frente Popular. No ha de ser motivo de alegría nunca para el Gobierno que sus determinaciones promuevan aplausos en los bancos de las derechas. Cuánta mayor sea la indignación, cuanto mayor el encono, cuánto más agria la oposición vuestra, ello dará motivo para que piense el Gobierno que se está cumpliendo rectamente y dando satisfacción plena a los anhelos del pueblo, a lo que se pactó en ese frente electoral y a lo que el pueblo exige luego del triunfo del 16 de Febrero". (Aplausos). Por su parte, el diputado de la CEDA Sr. Giménez Fernández, hace referencia a la Ley de Arrendamientos producto de la cual fue tachado de socialista y, sin embargo, “hoy se me tache de ultraconservador".
Lamenta el uso que posteriormente se haya podido hacer de la Ley, también de si se han cometido abusos o no se ha cumplido como esta venía,
"no soy responsable de las barbaridades que se cometieron en su aplicación";
unos abusos contra los que protestó en diversas ocasiones desde su escaño y que le llevó a firmar una Proposición al efecto, abusos que, a su entender, son los culpables de que hoy estén en las oposiciones. Sin embargo, asegura que la cifra de 187.000 desahucios es desproporcionada, no se ajusta a la realidad, sugiere que esos datos se traigan con las pruebas oportunas. En su réplica, el Ministro de Agricultura Sr. Ruiz de Funes, dedica generosos elogios a la figura del Sr. Giménez Fernández, siendo de las escasas veces que, por iniciativa propia y desde las filas de las izquierdas parlamentarias, se rinde algún tipo de respeto y pleitesía a figuras de la derecha política parlamentaria, lo que demostraba que, en este caso, el Sr. Giménez Fernández contaba con más detractores dentro de sus propias filas que en las adversarias. El ejemplo seguido por el siempre correcto y displicente Sr. Ruiz de Funes fue, lamentablemente, un pequeño grano de arena en el desierto revolucionario de la izquierda parlamentaria. Así, agradece su intervención;
"ya sabe S.S. que yo le miro con profunda simpatía",
siendo correspondido por el mismo Sr. Giménez Fernández;
"Corresponde a la que yo siento por S.S.".
La última sesión del agitado y convulso mes de Abril corresponde al día 30 y, para no ser menos, tenía lugar otra intensa y larga sesión tan del gusto de esta corta legislatura, la de hoy, sobre las tan polémicas actas de la provincia de Cuenca. El diputado de Renovación Española, Sr. Fuentes Pila y, respecto a la actuación de la Junta Provincial del censo de Cuenca, desea formular una pregunta al Gobierno en relación
"a lo acontecido en el acto de proclamación de candidatos el pasado domingo". Afirma que, una vez reunida la Junta provincial del Censo, se produce la denuncia de uno de los candidatos que aspiran a representación en dicha provincia, el Sr. Álvarez Mendizábal, que solicita a dicha Junta,
"que únicamente fuesen proclamados candidatos por dicha circunscripción aquellos señores que, habiendo luchado en las elecciones anteriores, hubiesen obtenido el Quorum o el 8%".
Tras la deliberación de la Junta provincial, se llega a una conclusión;
"únicamente pueden y deben ser proclamados aquellos candidatos que hubiesen obtenido el 8%",
una circunstancia que provoca un nuevo recurso contra este fallo por parte de los candidatos proclamados de las derechas,
"como de los que no pudieron serlo por esa cortapisa aceptada por la Junta provincial del Censo",  en este caso, a la Junta Central que, a su vez, ha derivado a la decisión del Parlamento sobre el mismo; por todo lo referido, hoy trae aquí esta interpelación. Denuncia que la Junta provincial del Censo de Cuenca, estimando la reclamación y la demanda del Sr. Álvarez de Mendizábal, "se ha apartado en un todo de la resolución del Parlamento, del acuerdo del Parlamento, adoptado en virtud de la discusión de las actas de Cuenca", vulnerando, además, el Decreto del Gobierno "convocando a nuevas elecciones en la circunscripción de Cuenca". Como prueba de lo dicho, presenta el dictamen de la Comisión de actas en el que se propone "la nulidad de las elecciones celebradas en la circunscripción de Cuenca", acuerdo aceptado por el mismo Parlamento y en una decisión adoptada por supuestas irregularidades, amaños y coacciones, lo que aconsejaba realizar una nueva elección en la citada provincia y no la celebración una segunda vuelta ni la repetición de las elecciones. Como segunda prueba, presenta el Decreto del Gobierno
"convocando a elecciones en la circunscripción de Cuenca",
y en el que se declaraba la nulidad de dichas elecciones y en el que, además, se pone fecha de las nuevas; "el Domingo 3 del próximo mes de Mayo se verificará la elección, y en su caso, la segunda vuelta se efectuará el 17 del mismo mes", lo que dejaría bien claro la teoría que defienden respecto a que se trata de una nueva elección, "no de repetir una elección de segunda vuelta".
Solicita que se ofrezcan todas las garantías en el proceso de elección de los candidatos y en los métodos del recuento de los mismos conforme a la legalidad vigente. A continuación, el miembro de la Comisión de actas, el socialista Sr. Rufilanchas, le recuerda la coincidencia dentro de la Comisión para anular las elecciones por motivos como el hecho de no haber alcanzado el 40% exigido por ninguno de los candidatos y que, aun habiéndolo logrado, las elecciones hubieran debido repetirse por "vicios de fondo".  Afirma que, si la Cámara "hubiera negado el motivo de nulidad basado en que no se alcanzó el Quorum, entonces sí, entonces se hubiera repetido la elección, pudiendo participar en ella todos los candidatos";
el Sr. Fuentes Pila le pregunta: "¿por qué el Gobierno ha dicho en el decreto de convocatoria lo contrario?"; la respuesta del Sr. Rufilanchas se basa en remitirle a lo que le diga el Ministro de Justicia respecto al criterio del Gobierno. Le recuerda, además, los preceptos legales en los que se recoge el buen hacer y criterio de la Comisión anulando los resultados de dichas elecciones y posponiendo unas nuevas en las que solamente pueden participar, "aquellos candidatos que ya fueron votados en las elecciones del 16 de Febrero de 1936".
Por su parte, el citado  Ministro de Justicia, Sr. Lara, sigue la misma línea, recuerda que en las pasadas elecciones ninguno de los candidatos alcanzaron el Quorum "o tanto por ciento de sufragios que la ley exige para que la elección y consiguiente proclamación de Diputados se puedan considerar válidas",
siendo así, el Gobierno publicó "un decreto de convocatoria de la nueva elección",
de modo que, en la nueva elección y, por preceptos legales, solo podrán participar "más que determinados candidatos de los que participaron en la primera". Tras ello, venía la denuncia del Sr. Álvarez Mendizábal a la Junta provincial en la que solicitaba la aplicación de la ley electoral de 1933 y por la que no se pueden declarar candidatos
"ni participar en la elección subsiguiente sino aquellos que, habiendo tomado parte en la primera, hubieran obtenido el 8% de los sufragios emitidos", algo que, finalmente, acepta la Junta; sin embargo, esta resolución produce el rechazo "de los señores que resultan perjudicados por este acuerdo, y entablan ante la Junta Central del Censo un llamado recurso de queja",
Junta Central que se declara incompetente, razón por la cual, el Sr. Fuentes Pila trae ahora el asunto a la Cámara.
Tras las explicaciones, el Sr. Fuentes Pila insiste en sus argumentaciones, así, defiende una Proposición en la que pide que se declare que las elecciones,
"convocadas para el día 3 de Mayo próximo en la provincia de Cuenca serán nuevas elecciones y no tienen, por tanto, el carácter de la segunda vuelta de las anteriores, anuladas por el Congreso",
y todo ello
tras haber denunciado previamente al Ministro de Justicia las irregularidades, "las anormalidades y verdaderas arbitrariedades realizadas por la Junta provincial del Censo de Cuenca". Recuerda el acuerdo parlamentario alcanzado tras el debate del dictamen sobre dichas actas, declarando nulas las elecciones y, por lo tanto, nulas las actas de las mismas, unos hechos de los que ahora, el Sr. Rufilanchas, parece querer desdecirse forzando el argumento "en torno a porcentaje, al tanto por ciento y al Quorum" y, olvidando con ello, sus afirmaciones en el debate de las actas de Cuenca cuando contestando al Sr. Sierra Rustarazo, el propio Sr. Rufilanchas afirmaba;
"el Quorum, que el tanto por ciento, que el 40% no tenía importancia alguna con relación a las actas de Cuenca, sino lo que tenía importancia capital e invalidaba fundamentalmente aquellas actas eran los vicios". Estas manifestaciones dejarían en evidencia la tergiversación de la Ley que, nuevamente y, a ojos de todo el Parlamento, pretendía llevar a cabo el Sr. Rufilanchas y, con el agravante, de hacerlo siendo la voz de toda una Comisión de actas. Pese a la contundencia y evidencia de los argumentos, el Sr. Rufilanchas se mantenía en sus trece; señala que la Cámara aprobando el dictamen de la Comisión, aceptó esa excepción de forma,
"si se acepta esa excepción alegada podrá resolverse sobre el fondo, pero ha de ser necesario tener en cuenta la motivación primera", por la que no habiéndose obtenido "el 40% ninguno de los candidatos, y así lo reconoce la Cámara, fuerza es que juegue el precepto legal que afecta a la carencia de ese Quorum". El Sr. Fuentes Pila, le vuelve a recordar, cordial y serenamente y, pese a lo irrefutable de su argumentación, "el motivo primordial de la anulación de las actas de Cuenca no se refiere a que haya alcanzado o no el 40%";
refiere que la forma es primero que el fondo,
"y si no se cumple la forma no podremos entrar en el examen de fondo".
A continuación, el Sr. Rufilanchas e, insistiendo en su "argumentación", habla del Decreto de Mayo del 31 y en el que se dice;
"cuando no se ha logrado el 40% se declara nula la elección de ese candidato, y se acuerda, por tanto, la nulidad de las elecciones para él", por lo que siempre "la elección es nula, y ha sido correcta la fórmula de la Comisión cuando propuso la nulidad de las elecciones de la provincia de Cuenca". Tras ello, interviene el diputado de la Lliga Sr. Ventosa y Calvell, advierte de la trascendencia tan enorme que tiene este asunto y por lo que puede afectar al mismo régimen parlamentario. El caso le parece un absoluto despropósito;
"simplemente monstruoso porque, de ninguna manera, puede justificarse ni la actitud del Gobierno, ni menos aún el acuerdo adoptado por la Junta provincial del Censo de Cuenca".
Recuerda pasajes de la discusión de las actas de Cuenca en la Cámara con las  intervenciones del Sr. Sierra Rustarazo y del Sr. Rufilanchas, que decía que el asunto de no haber llegado al 40% no tenía importancia, "porque, aun cuando se alega en la primera parte del dictamen de la Comisión que los candidatos no han obtenido el 40% de los votos, el motivo primordial, el más importante de todos, consiste en que hay amaños, hay coacciones y falsedades que invalidan totalmente la elección";
o estas otras manifestaciones en las que el Sr. Rufilanchas afirmaba: "Lo que si tenemos que manifestar a la Cámara es que, ya se votó que el 40% no existió o bien se acuerde que las elecciones son inválidas, se han de votar conjuntamente, esos dos problemas que a la Cámara se someten, y que, quedando invalidada la elección, ha de ser el Gobierno el que convoque nuevas elecciones". (Aplausos en las minorías de derecha. - Exclamaciones en la mayoría); algunos diputados gritan: "Nuevas elecciones".
De modo que deja claro y da prueba de fe que, era el propio Sr. Rufilanchas, el que hablaba de nuevas elecciones; "ni S.S. ni la Comisión, ni nadie planteó el problema de la segunda vuelta". (Aplausos).
Tras esta muy ilustrativa aclaración, dice que el Gobierno convocó nuevas elecciones, "en un decreto en el cual se equiparan absolutamente y sin distinción alguna, en cuanto al procedimiento de la elección, las de Cuenca y las de Granada". (Asentimiento). Le parece igualmente monstruoso que, habiéndose producido así el Gobierno a través de un Decreto, venga ahora la Junta provincial del Censo de Cuenca y se arrogue la autoridad "para rectificar la inadvertencia del Gobierno y modificar el decreto y variar la convocatoria de la elección".
Considera que estando vigente el Decreto del Gobierno, es este el que tiene que prevalecer sin duda,
"y en virtud de ese decreto tienen que celebrarse las elecciones en Cuenca". (Muy bien).
Las afirmaciones, las argumentaciones, la hemeroteca misma eran de una contundencia evidente; la arbitrariedad y la manifiesta ilegalidad gubernamental, además de serlo y de haber quedado patente y enjaulada en sus propias contradicciones, empezaba a ofrecer datos y sólidos argumentos para creer que el estado de derecho corría un serio peligro en manos de quienes no parecieran mirar nada más allá que en sus particulares intereses y en sus apetitos ideológicos; el broche final a todo este asunto lo iba a poner, con su habitual vehemencia y exposición pormenorizada de datos, el Sr. Calvo Sotelo, haciendo hincapié tanto en los argumentos políticos como en los jurídicos y con el propósito de demostrar el nuevo atropello al que sometía el Gobierno frentepopulista al conjunto de la Nación y de su ciudadanía en la sede de su soberanía. Hace referencia al Decreto gubernamental en el que se formalizaba unas nuevas elecciones con sus respectivas fechas para la primera y segunda vuelta, "y se inicia un periodo electoral que en el último domingo tuvo el acto solemne de proclamación de candidatos", ante lo cual, el Sr. Fuentes Pila formulaba una pregunta al Gobierno "recabando de él una contestación categórica sobre esta pregunta: ¿El Gobierno mantiene el decreto de convocatoria de las elecciones de Cuenca?".
En esencia, dice que ese sería el planteamiento, señala que si este es mantenido por el Gobierno no puede tolerar la posterior injerencia de la Junta provincial del Censo y, si no es así y alega las excusas que está defendiendo en representación del Sr. Rufilanchas, se pregunta;
"¿por qué no ha derogado el decreto antes de que se reuniese la Junta provincial del Censo y se produjesen los incidentes que están obligando a la Cámara a perder dos o tres horas en la tarde de hoy?". Señala que como miembro que es de la Junta Central del Censo,
"a la cual me honro en pertenecer como presidente de la Academia de Jurisprudencia y Legislación",
puede asegurar que
en ella se generó un intenso debate y en la que
"todos estuvimos de acuerdo en entender y reconocer que lo hecho por la Junta provincial del Censo de Cuenca era una monstruosidad jurídica y un precedente insólito en la vida electoral española".
Igualmente, se pregunta a cuento de qué y con qué fines
"inconfesables", "se ha llegado a este acuerdo en la Junta provincial del Censo",
y, además, porqué
"¿ha estimado la propuesta del Sr. Álvarez Mendizábal, denegando el derecho de los electores de la provincia de Cuenca a votar el próximo domingo a otros candidatos distintos de los que en 16 de Febrero obtuvieron por lo menos un 8%?".
Cree tener la respuesta a todo ello y, así, afirma que entre los candidatos "no contendientes en la pelea del 16 de Febrero que aspiraban a la representación de las Cortes por la provincia de Cuenca el próximo Domingo", a parte de uno perteneciente a la minoría de IR (Izquierda Republicana) y de cuyo nombre no se acuerda, se encontraban dos nuevos candidatos; "uno, meteórico, que amaneció candidato y voluntariamente dejó de serlo en seguida, el General Franco; otro, que era candidato, que es candidato y que será candidato, pese a las actitudes híbridas del Gobierno y aún de la Cámara hasta el mismo día de la elección, D. José Antonio Primo de Rivera". (El Sr. Díaz Ramos: Jefe de pistoleros).
Aprovecha la circunstancia para alabar la figura del Sr. Primo de Rivera al que desea que obtenga la confianza de la provincia de Cuenca siempre y cuando "SS.SS no le cierren el paso de otra manera". Afirma que el resultado de todo ello, si prospera finalmente el criterio de la Junta provincial del Censo,
"es la eliminación del cuadro de candidatos por la provincia de Cuenca de D. José Antonio Primo de Rivera". A su entender, la Proposición ya ha conseguido uno de los efectos que deseaban, dar un alcance nacional a este asunto y evitar que se hubiera quedado circunscrito a la provincia de Cuenca, agradece así que, sin pretenderlo, al Sr. Primo de Rivera "le habéis rendido un homenaje insospechable y prestado un servicio inmenso". (Un Sr. Diputado: Por los asesinatos que ha cometido).
Prosigue diciendo que, pese a los intentos de la Junta provincial del Censo para que
"no pueda ser, legalmente, candidato D. José Antonio Primo de Rivera", si el pueblo lo desea,
"será auténtico Diputado". Y añade; "seguid con vuestras risas sarcásticas mientras en España el derecho a la vida es un mito, que no sabe hacer respetar e imponer este Gobierno, este Gobierno claudicante". (Grandes protestas);
igualmente,
censura que se presenten
"como un país de democracia a la hora en que acabamos de celebrar unas elecciones para compromisarios con suspensión de todas las garantías". (Se reproducen las protestas); "Seguid así que nosotros vamos anotando hecho tras hecho. El Domingo último, elecciones para compromisarios presidenciales bajo el régimen de suspensión de garantías, que el Ministro de Justicia, en el seno de la Diputación permanente de las Cortes, había ofrecido casi de una manera categórica que se levantaría antes de ese acto electoral. En Cuenca el próximo domingo, unas elecciones en las que se trata de deformar y de limitar la soberanía que vosotros llamáis popular, impidiéndola manifestarse en pro de candidatos determinados. Elecciones en Granada el próximo domingo a falta de las más elementales garantías de la vida y de los derechos políticos. La ley del embudo es vuestro santo y seña. Seguid, seguid así, que estamos tomando nota y ya llegará nuestra hora". (Aplausos y protestas). Las elocuentes afirmaciones del Sr. Calvo Sotelo sacaban a relucir, en toda su plenitud, lo que escondía la nueva artimaña del Gobierno frentepopulista, impedir a toda costa que el Sr. Primo de Rivera obtuviera su acta de diputado, mediante la cual, consiguiera un aforamiento que sería la circunstancia que les impediría llevar a cabo sus ulteriores propósitos para con el líder de la Falange; el presidio y el posterior asesinato. Una nueva muestra del sectarismo y la arbitrariedad gubernamental que aplaudía cuando no glorificaba a candidatos solidarios y protagonistas de los trágicos sucesos del golpe de Octubre mientras que era inflexible con aquellos que, desde el otro extremo político, mostraban sus simpatías con otro tipo de causas “revolucionarias” (si por revolucionario se podía calificar el modo de entender la política el Sr Primo de Rivera del que, por cierto, decir que fue un diputado que no puso nunca ni una sola tacha de ilegitimidad al propio régimen republicano). La violencia solo era bien vista y casi aceptada según el barrio de donde esta procediera, algo insólito en un régimen que se decía llamar a sí mismo "democrático", como ya, en muchas otras ocasiones he referido. 
Concluida la intervención del Sr Calvo Sotelo, el diputado agrario Sr. Calzada, suscribe la opinión del resto de minorías a favor de la Proposición del Sr. Fuentes Pila y aprovecha la ocasión para recordar los sucesos acontecidos respecto a las elecciones que se van a celebrar en Granada; denuncia que, ayer mismo, fueron detenidos algunos diputados "por el Gobernador de Granada, se ha negado a recibirlos, así como a los candidatos de aquella circunscripción", así, anuncia que "la candidatura del Frente Nacional ha sido retirada" ante la seguridad de que "las elecciones de Granada es asunto definitivamente zanjado"; afirma que los criterios que les han llevado a sumarse a esta decisión son "por no comprometer en la persecución brutal e injusta a nuestros amigos  y por el gesto de asco de no participar en una farsa como la que allí se va a realizar". (Protestas y aplausos. - El Sr. Álvarez Angulo: Se han retirado por miedo a ser derrotados). Las violencias amparadas desde las altas magistraturas frentepopulistas impedían, por completo, acometer cualquier iniciativa o tentativa encaminada a garantizar unas elecciones limpias y justas y en las que se pudiera reflejar, con un mínimo de garantías, el resultado y los deseos de la voluntad popular; las derechas, ya no más extremas, sino las reconocidas como republicanas (como eran los agrarios), cedían de nuevo en la defensa y amparo de sus atribuciones y derechos constitucionales sabedoras de que su esfuerzo era estéril y no dejaba de ser una nueva invitación a la violencia y un frentismo en el que no estaban dispuestas a participar. Finalmente, la Proposición del Sr. Fuentes Pila sería rechazada.
Continuaba la agitada sesión con un debate sobre la readmisión de los obreros despedidos a consecuencia de su participación en los sucesos revolucionarios de Octubre; el diputado de la CEDA, Sr. Bermúdez Cañete, denuncia presiones de alcaldes y autoridades que obligaban a la readmisión de dichos obreros por medio del ejercicio del sometimiento a todo tipo de coacciones a los patronos. Unos alcaldes que, asegura, se dirigen en términos como estos a los patronos:
"si no me firmáis lo que aquí yo os presento, no os puedo garantizar vuestra seguridad personal cuando tengáis que atravesar  esta plaza o salir por esa calle", y que, siendo esto así, "muchos patronos, yo no tengo aquí sino aludir al caso de Posadas  y de la Rambla, tienen su cuerpo, moral y físicamente, atravesado por los puñales asesinos"; "pero naturalmente, la mayoría dan su bolsa primero que su vida y firman el pacto que el alcalde les ofrece, con las cláusulas que él quiere"; de tal modo que, "se obliga a pagar un determinado número de jornadas por un indeterminado número de días, por regla general, sin que tengan aquellos jornales la menor relación con las necesidades del trabajo y, sobre todo, sin que guarden proporción alguna con el capital que estos patronos disponen".
Denuncia también las coacciones que se están llevando a cabo para realizar los asentamientos de los yunteros, asegura que bastaba con la firma del alcalde en la notificación
y, "reunidos en el Ayuntamiento los elementos de la Casa del Pueblo, decían: Vosotros cinco, a la finca de D. Fulano; vosotros seis, a la de D. Zutano";
así,
esos hombres a la mañana siguiente, montados en su burro y no dos (lo mínimo requerido para una yunta), "iban a tomar posesión de las fincas";
en esas condiciones,
"trazaban un cuadro y roturaban la tierra".
A su entender, cree que se produce un doble atropello;
"desposeen a un propietario de su finca, y después le ordenan al propietario: ahora vas a tener que mantener a este individuo hasta que coja su cosecha",
incluso, dice que se dan tierras a yunteros que no lo son quitándoselas a otros que si tienen esa condición, todo, por influencias y connivencias políticas de los obreros con las autoridades locales. Refiere que las circunstancias económicas finales de todo ello son muy graves, dando lugar a que se viva en una total anarquía en las tierras de Extremadura y Andalucía, territorios en los que se da el caso de que cualquier alcalde "de monterilla puede disponer como quiere de la vida y hacienda de las personas"; una situación de anarquía que está produciendo "la huida de estos patronos y con ella la huida de los pocos capitales que quedaban". Denuncia también la proliferación de abusivos jornales que, en Andalucía, "son casi el 50% más altos que los jornales reales del año pasado y que, desde luego, son muchísimo mayores que los que corresponden a su nivel económico". Se dirige también al Ministro de Trabajo, Sr. Ramos, al que critica por haber promulgado un Decreto que es "el más revolucionario que se haya publicado en el mundo moderno, desde que en 1.789, el 4 de Agosto, se abolieron en Francia los derechos señoriales y el régimen feudal", un Decreto que es el relativo a esta readmisión de los obreros despedidos y en cuyo preámbulo se dice que se realiza con el propósito de alcanzar una política de pacificación, para lo que se solicita; "se readmita a los obreros despedidos a partir del 1 de Enero de 1934, y que a todos ellos se les abone, no solamente el tiempo de trabajo que no hicieron, sino, además, una indemnización, conforme a los medios de los patronos y a los intereses de los obreros". Asegura disponer de un glosario de datos al respecto, "que no se publican en España", considera que si todos estos datos se conocieran,
"¡qué diferente sería la actitud de aquellos que sienten la realidad nacional del momento!"; se vería como cada día que pasa, "el déficit de la balanza de pagos, es decir, de la verdadera riqueza nacional, aumenta en 1,1 millones de pesetas, o sea, que al final de un año, a este ritmo de crisis y de decadencia, nos encontraremos con que el Estado tiene cerca de 1.000 millones de pesetas más de déficit en su Hacienda".
Con todo ello, desea advertir del peligro del momento que se está viviendo en España. Por su parte, el diputado socialista, Sr. López Goicoechea, critica las argumentaciones "políticas" del Sr. Bermúdez Cañete, asegura que sus denuncias no se ajustan a la realidad y al que trata de afear afirmando que todo ello es debido por "ser un perfecto indocumentado en estas cuestiones, por su ausencia del país, cuando todos las hemos vivido y todos las hemos padecido".
Reprocha duramente los argumentos del Sr. Bermúdez Cañete, asegura que la anarquía
"es el desprecio a la ley que se ha tenido durante dos años en que han gobernado los correligionarios del Sr. Bermúdez Cañete", unos años en los que los correligionarios del Sr. Bermúdez Cañete asaltaron la Ley haciendo desaparecer, incluso, "los fondos de las Delegaciones y de las Inspecciones del Trabajo"; llega a asegurar que se llevaron hasta los muebles de las oficinas. Censura duramente las manifestaciones del Sr. Bermúdez Cañete de forma airada y, a pesar, de la cordialidad y corrección con la que este se había producido, le dice que no puede hablar de anarquía "sin documentos, como lo hace el Sr. Bermúdez Cañete";
este le responde: "Aquí los tengo".
Y en efecto, así lo hace, al final de esta agitada sesión, ofrece multitud de documentos para que consten en el diario de sesiones; se leen una buena cantidad de documentos aportados por el Sr. Bermúdez Cañete en los que se detallan sucesos como asaltos a casas por parte de elementos comunistas, asaltos a fincas protagonizados por miembros de las Casas del Pueblo, detenciones de directivas de miembros de Acción Popular en Andalucía y un largo serial de sucesos que no hacían sino demostrar cómo se había apoderado de la Nación un caos y una anarquía que, lejos de detenerse, parecía que se incrementaban en su número y gravedad a medida que transcurrían los días.
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La agitación y la tensión siguen en aumento, las sesiones del Parlamento se convierten en un serial de continuas refriegas, tras el dramático mes de Abril, cambiar esta tendencia parecía ya imposible; en este caso, llega el turno de asuntos como la polémica Ley de la Readmisión de los obreros despedidos que saca a relucir, de nuevo, los tan apasionados debates sobre los sucesos de Octubre del 34. La tensión y las nuevas formas políticas del Frente Popular tienen también su reflejo con motivo del debate referente a los sucesos ocurridos durante las elecciones en Granada; las ilegalidades y arbitrariedades parecen ser el santo y seña de las nuevas autoridades republicanas que, además, se ven incapaces de detener el imparable deterioro de la convivencia; los sucesos trágicos y las violencias se multiplican, al Parlamento se traen por parte de las derechas innumerables casos de denuncias de violencias ejercidas contra ellas con la anuencia y casi el beneplácito de unas autoridades frentepopulistas que parecen ver con indiferencia, cuando no con complacencia, el sufrimiento y persecución diaria de aquellos a los que califican como reaccionarios y fascistas enemigos de la República; unas autoridades que, a partir del día 19 de este mes, contarán con la solidaridad del nuevo Jefe del Estado, el Sr. Azaña. Una fecha que dará lugar a otra de las ya referidas sesiones históricas de la República, día en la que se presenta el nuevo Gabinete a la Cámara para su investidura, con el Sr. Casares Quiroga al frente que, desde tan alta magistratura, afirmaría decidida y abiertamente, que se hacía solidario de la causa revolucionaria y frentepopulista situándose enfrente de todos aquellos que rechazasen o tuviesen intención de hacer mínima oposición u objeción a ese ideario, de hecho, se declarará públicamente beligerante ante ellos; ponía así al conjunto de las oposiciones parlamentarias, a las que públicamente tildaba de enemigas, en el punto de mira de su sectaria y arbitraria política (bien se podría calificar como un proceder indecente, dado tan alto cargo que representaba, supuestamente, en representatividad de todo el conjunto de españoles).
El día 5 tiene lugar el debate del Proyecto de Ley en el que se dictaban
"las normas para la tramitación de recursos contra sentencias de Jurados mixtos en materia de salarios y despidos"; el diputado de la CEDA, Sr. Fernández Heredia, critica el Proyecto por entender que es un ataque directo a la obra del Sr. Salmón al frente del Ministerio de Trabajo. Recuerda los frutos tan aplaudidos de la Ley Salmón y entre los que se encontraría la creación de la Magistratura de Trabajo, un Tribunal Central capaz de ser juez competente para dirimir los conflictos entre patronos y obreros. Tras este debate, interviene el diputado Tradicionalista Sr. Gamazo, que desea preguntar al Ministro de la Gobernación por los sucesos acaecidos en el día de ayer en Madrid,
dice que son "de una gran trascendencia para la vida de España"; asegura que "la vida de España señores, está entregada a la anarquía". (Fuertes rumores y protestas), unos hechos que califica de "barbarie",
por lo que solicita al Gobierno que trate de velar por la vida de los ciudadanos. Al respecto, el Sr. Calvo Sotelo afirma; "arrastrar mujeres indefensas es un acto de barbarie, y bárbaro quien lo realiza y bárbaro el que lo aplaude".
(Unos sucesos relacionados con el supuesto rumor malintencionado respecto de que algunas mujeres estaban repartiendo caramelos envenenados con el propósito de acabar con las huestes obreras y de la izquierda popular); el Gobierno no contesta y queda aplazado el debate para otra sesión. A continuación, se inicia una nueva discusión sobre el polémico Proyecto de Ley de la readmisión de los obreros despedidos; ante las desproporcionadas críticas de ayer a cargo del diputado socialista Sr. López Goicoechea y en las que llegó a inferir desmesurados e inapropiados adjetivos dirigidos al novel político cedista Sr. Bermúdez Cañete al que, además, trató de desacreditar poniendo en cuestión la cuantiosa documentación que aportó, su experimentado correligionario Sr. Pabón, se levanta para defender enérgicamente la obra del ex Ministro Sr. Salmón; censura todos y cada uno de los datos aportados por el Sr. López Goicoechea en la sesión de ayer que, a su entender, defendió sin aportar prueba documental alguna. Le invita además a que diga un solo nombre "de un delegado o inspector enviado por el Sr. Salmón, nombrado por la Ceda como interino, que se llevase los fondos de una Delegación o de una Inspección", y añade; "yo me solidarizo con todos los que se enviaron, porque los nombré yo"; de no rectificar, le dice que se tendrá que atener a las consecuencias; "si no dice el nombre de nadie que se haya llevado dinero y haya sido nombrado por la Ceda". (Muy bien). Muestra su visible enfado por la utilización gratuita de ciertos términos y calificativos empleados por el Sr. López Goicoechea, como el de "señoritos"; "Ya cansa un poco eso de los señoritos. (Rumores). Ya cansa un poco que desde esos bancos se hable, desde la altura de unos trabajadores honrados, a unos señoritos vagos y sin honra". (El Sr. Muñoz de Zafra: ¡Claro! - Protestas); "El Sr. López de Goicoechea es abogado en ejercicio, yo soy catedrático de Universidad; me gano el pan tan honradamente como él; yo no tengo ningún otro recurso; vivo de mi trabajo, lo mismo que él. Toleraré que se me hable desde una altura intelectual superior a la mía, desde una altura económica superior a la mía; pero desde una altura de decoro y moralidad superiores, ni al Sr. López de Goicoechea ni a nadie". (Muy bien. Aplausos).
Recuerda quien fue el primer delegado interino que nombró siendo él mismo director general, en concreto, el delegado de Sevilla, un delegado que reunía las mejores condiciones para el cargo;
"doctor en Derecho y doctor en Filosofía y Letras; tenía acreditados, en más de cinco Universidades extranjeras, sus estudios sociales; ha realizado en Andalucía la mejor obra de tipo social que existe, el Sindicato Agrario de Bollullos, que con su ayuda económica ha repartido entre sus afiliados, en un año, 1.300.000 pesetas",
delegado que, además, sacó el número dos de las Oposiciones cuando ya el Sr. Salmón no era Ministro, siendo, por tanto, delegado en propiedad; "Ese señorito, ése, fue el que nombré yo". (Aplausos). Asegura que, aun siendo delegado en propiedad por oposición, el actual Gobierno,
"en cuanto vino, le destituyó para nombrar a un correligionario de S.S.".
Lamenta que, dadas las dramáticas circunstancias en las que se encuentra el país, haya traído a debate un tema tan menor como este. Le critica que utilizase un discurso "de bajo vuelo", un discurso "sobre cosas menudas, ajenas al debate, y principalmente sobre cosas que atacaban a la moral de las personas, basándose en argumentos y afirmaciones que no son exactos", todo ello, para contestar a un recién llegado a la política como el Sr. Bermúdez Cañete. Las duras acusaciones del Sr. Pabón no hace rectificar en lo más mínimo al Sr. López Goicoechea, que insiste en sus argumentaciones asegurando que los Delegados nombrados por la CEDA cometieron múltiples irregularidades, reitera sus denuncias sobre los robos de muebles de oficina, por lo que el Sr. Pabón reitera; "mientras S.S. no me dé nombres de un delegado o inspector enviado por la Ceda que se haya quedado con los fondos, S.S. quedará aquí como un calumniador", unos datos que el Sr. López Goicoechea en ningún momento ofrece o acredita.
Por su parte, el joven diputado de la CEDA, Sr. Bermúdez Cañete, al no haber recibido respuesta a ninguna de sus interpelaciones de la pasada sesión por parte del Ministro de Trabajo, se levanta de nuevo para denunciar como se están haciendo los distintos alojamientos de campesinos, unos alojamientos en los que, a su juicio, se cometen evidentes abusos de Poder y extralimitaciones de los alcaldes, los cuáles, utilizan medidas como organizar "unas milicias rojas, que cachean a los individuos y los meten en la cárcel, bien por llevar armas blancas, bien por no cumplir las disposiciones sobre alojamientos que dicta el alcalde". Reprocha las palabras del otro día del Ministro de Trabajo Sr. Ramos, cuando afirmaba que el Decreto buscaba la paz y la concordia entre los españoles y, como ejemplo, cita lo ocurrido en el diario ABC respecto a los obreros readmitidos, unos obreros a los que llegaron a publicar un artículo en el diario Mundo Obrero y en el que se expresaban en estos términos:
"ABC sigue siendo lo que fue siempre: el enemigo público número 1 de los trabajadores. Para ABC no significa nada la República ni el triunfo del Frente Popular", "más tarde o más temprano tiene que haber un choque entre nosotros y los señoritos fascistas", lo que demostraría "cuál es el fruto triste de odio y lucha que produce este decreto". Denuncia también la grave situación económica y financiera de España, en gran medida, causada por el caos y el pavoroso desorden público; sugiere que se tomen medidas urgentes para revertir esta grave situación, medidas encaminadas a restablecer
"el orden material", "hay que restablecer la autoridad. Para lo cual no hay más remedio que arrancarla de manos de los alcaldes"; solicita también que se envíen "delegados gubernativos o unos jefes de Orden Público para la realización de la reforma agraria y de toda la actuación de patronos y obreros en el campo, quitándoles a los alcaldes el orden público". Sugiere al Ministro que supere la política de partido "para servir a la política nacional", y así mirar con justicia y equidad también a los patronos, "a los que ahora se reclaman cantidades que solo deben pagar porque obedecieron a un Gobierno", entiende que se debe superar esta política partidista que solo busca "procurar votos" y regir desde una política con "criterio nacional de engrandecimiento". (Muy bien. Aplausos). Le contesta el miembro de la Comisión, el socialista Sr. Zabalza, ex Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra (un diputado que tuvo un claro y notorio protagonismo en los sucesos revolucionarios de la revuelta campesina de Junio del 34), y que, ya en esta su primera intervención parlamentaria, deja claro su posicionamiento inequívocamente revolucionario; responde al sosegado y, más aún, documentado discurso del Sr. Bermúdez Cañete con una soflama guerracivilista repleta de todo tipo de amenazas a los patronos y a los miembros de las derechas parlamentarias; "debo confesar que no acabo de salir de mi asombro al ver la actitud de los señores de la derecha", "hace apenas dos meses en el país, en unas elecciones en las cuáles se han agotado contra nosotros todos los recursos para falsear la voluntad nacional, ha pronunciado su fallo condenando la política de SS.SS"; unos señores de la derecha que en vez "de sentarse en el banquillo de los acusados a responder de todos los hechos que el país ha lanzado en su propio rostro" se dedican a criticar a un Gobierno "popular, que, si acaso tiene alguna falla, es la de haber sido excesivamente tolerante con gente que durante dos años no ha tenido ninguna clase de respetos para la dignidad humana". Defiende la autoridad ejercida por los alcaldes, "están sirviendo a la causa del orden de la única manera en que ellos pueden hacerlo",
a los que llama,
"camaradas alcaldes";
se solidariza, como socialista, en todo su proceder con ellos; "han resuelto problema del paro". Pide reiteradamente que las derechas paguen por los crimines de la represión; "Esos son los crímenes de que SS.SS. tienen que responder antes de venir aquí a hablar en favor de las ovejas. Antes de eso están estos crímenes, y como ellos millares y millares. ¡Responded ante España de ellos! ¡Responded ante las viudas de Asturias!"; "¡Responded ante los campesinos apaleados y abofeteados; responded ante todos esos crímenes, que es la historia negra, sangrienta de SS.SS, responded de todo ello antes de venir a hablar de anarquía, sembrada por vosotros"; "Por tanto, no se quejen, cuando recogen la cosecha que durante dos años estuvieron sembrando, de que ahora se vuelva en odios y en persecución contra SS.SS. (El Sr. Bermúdez Cañete: ¿Me permite S.S.?). No le permito nada".
Asegura también que toda esa miseria y analfabetismo de esas humildes poblaciones es obra exclusiva de la Monarquía;
"y SS.SS., que estuvieron con el Gobierno, SS.SS, que son los dueños de la riqueza nacional y que solamente los han utilizado con sus fines egoístas, pensando únicamente en SS.SS.".
Acusa a las derechas también de la situación miserable de los campesinos por lo que les dice que, ahora, "les toca a SS.SS. aguantar su vela"; "SS.SS. están levantando la indignación de los hombres del Frente Popular y nos obligan a esas intervenciones; si ahora les amarga, aguantarse; la verdad siempre es amarga". Prosiguiendo con ese tono guerracivilista, impropio de ser escuchado en un Parlamento, se dirige a los Ministros del Gobierno a los que dice; "Han podido ver SS.SS, claramente como con estos hombres no hay convivencia posible", "son hombres que utilizan la libertad que se les concede, unas veces para conspirar, otras para perseguir a los hombres, otras para hacer una política egoísta de clase"; "La riqueza en sus manos es un peligro".
Defiende así la obra de los alcaldes que, a su particular entender, hacen un gran servicio a la Nación, "son los verdaderos defensores del orden, mal que le pese a estos señores"; en consecuencia, pide al Ministro de Trabajo que ampare a estos alcaldes y, al de Agricultura, que acelere la obra de la Reforma agraria, al respecto, sugiere que habrá que buscar el dinero de los Bancos;
"donde lo guardan los amigos de SS.SS", y
bien sea a través de empréstitos voluntarios o "forzosos si es preciso", incluso, no tiene reparo alguno en solicitar amparo y defensa para las milicias rojas; "que no son milicias hechas para asaltar ni robar ni para matar obreros, como la morisma que trajisteis vosotros, sino que son milicias al servicio de la República"; "dispuestas a defender esta situación, cuando las conspiraciones que estos señores
están urdiendo en la sombra den su resultado, señores del Gobierno, salir a la defensa de la República para hacer morder el polvo de la derrota a esos señores y lograr que en España haya lo que debe haber". (Muy bien- Grandes aplausos). No puede haber un ejemplo más claro y significativo de quien y quienes amparaban y parecían desear un enfrentamiento civil, este discurso injustificable y execrable retrataba a los acólitos de la “revolución”, un discurso que, además, era aplaudido y jaleado por amplios sectores de la Cámara, sus palabras lo decían todo. Terminaba el debate con la intervención del
diputado comunista Sr. Mije; sigue una línea muy parecida a la del Sr. Zabalza, asegura que el hambre en el campo "no se puede solucionar con la metralla de los fusiles de la Guardia civil". Igualmente, critica a las derechas por su supuesta represión contra los protagonistas de los sucesos revolucionarios de Octubre del 34;
"aquellas represiones bárbaras, aquellas matanzas enormes que dejarán huella negra en la historia de Asturias durante el periodo que vosotros estuvisteis en el Poder". También le reprocha al Sr. Bermúdez Cañete que hubiese opinado sobre la Unión Soviética, diputado al que acusa de colaborar en un diario desde el que se hacen
"campañas monstruosas contra la Unión Soviética".
Al día siguiente, el 6, se vuelve a traer el debate del Proyecto de Ley de la readmisión de los obreros despedidos; vuelve a hacer uso de la palabra el Sr. Bermúdez Cañete que, en esta ocasión, desea contestar a todas las interpelaciones que ha recibido al respecto, algunas de ellas, en un tono difícilmente justificable y de dudoso gusto; lamenta el trato que se da a la oposición, "oposición cotidianamente más dolorida por las injusticias que materialmente se cometen contra nosotros y que culminan en los sucesos de anteayer en Madrid". Pese a los insultos y groseros desprecios que ha recibido, contesta de forma pausada y con la esperanza de poder encontrar puntos de entendimiento, así, espera que los respectivos Ministros puedan responder a sus proposiciones
"para darles las gracias por haber colaborado a la obra de engrandecimiento de España". (Aplausos). A continuación y,
sobre la política desarrollada en el Ministerio de Trabajo, el diputado socialista Sr. López Goicoechea, vuelve a criticar la obra del Sr. Salmón al frente de dicho Ministerio; se reafirma en los datos aportados en la sesión anterior, como el referido a la Junta Nacional del Paro, que dice se convirtió "en instrumento  de política y de favoritismo del Gobierno de la Ceda", favoreciendo a individuos y a Sociedades "de carácter particular"; vuelve a referirse a algunos casos sin concretar datos, fecha o prueba documental alguna. Tras él, vuelve a tomar la palabra el
diputado cedista Sr. Pabón, de nuevo, para reiterar su firme defensa de la obra del Sr. Salmón; ofrece una serie de datos destinados a probar que los cargos de delegados puestos ahora en tela de juicio por el Sr. López Goicoechea no tuvieron finalidad política alguna; lo hace con un propósito tan firme y dedicido que, incluso, se atreve mandar callar a los rumores provenientes de la bancada de la minoría Agraria; "A mí me interesa discutir claramente, porque creo que tengo la razón, y no me conviene el alboroto ni de ahí ni de aquí". Ante las denuncias de abusos e irregularidades formuladas por el Sr. López de Goicoechea, trata de rebatirlos mediante una minuciosa exposición de datos y, referentes, a la tramitación y la incuestionable transparencia de todos esos expedientes de ayudas y concesiones a la región de Murcia; con igual propósito, ofrecía también otra serie de datos para dar fe de la misma transparencia en la gestión realizada desde su cargo en el Ministerio de Trabajo, todo ello, con una gran carga de emotividad y vehemencia. Recuerda que, en aquel entonces, fue Director general del Trabajo, cargo en el que se encontró con seis jefes, "cuatro, en mi conciencia, eran socialistas", asegura que, pese a esa condición, conservó en sus puestos a todos y "fue respetuoso con todos", por ello, afirma que no se sometería al juicio fácil de sus partidarios, sino "al juicio de mis adversarios; que se les pregunte si ellos creen, en conciencia, que yo propugné, que yo defendí, que yo incurrí en alguna inmoralidad, y si esos jefes socialistas lanzan la primera piedra o la mínima acusación contra mí quedaré descalificado como político"; y concluye; "yo estuve y estoy en la pobreza, acostumbrado a todas las privaciones, y no mancharía el nombre de mis hijos con la sombra de la menor inmoralidad. No acuse S.S. de inmoralidad al Sr. Salmón ni a mí, que sus acusaciones son falsas". (Muy bien - Prolongados aplausos). Por su parte, el Sr. López Goicoechea se reafirma en sus acusaciones, en concreto, en lo referido sobre las concesiones de la Junta del Paro, afirma que la ley "podrá decir lo que diga, lo cierto es la composición de esta Junta y los nombres de estos señores son una expresión clara y terminante de que el Sr. Salmón no solamente era Presidente, sino que era el Ministro de Justicia y Trabajo y todos estos componentes pertenecían a las minorías que integraban entonces el Gobierno, que era radical-cedista". (Rumores).
A continuación, el diputado Tradicionalista, Sr. Gamazo, vuelve a referirse a los sucesos de hace dos días en Madrid; unos sucesos que empiezan por el intento de asalto
"en el convento de Franciscanos, a primera hora de la tarde del día 4; incendio del colegio de niños de San Vicente de Paul, incendio en la Iglesia de San Sebastián, en la iglesia de Raimundo Luilio prendieron la puerta de la esquina de la calle de Juan de Austria"; otro incendio en el colegio de Nuestra Señora del Pilar, donde "las pobres monjas se descuelgan, con unas sábanas, por los balcones"; "Una señora francesa apaleada en la Calle de los Pinos Altos",
una señora que, posteriormente, se ha sabido que ha fallecido. Prosigue con otro suceso en el metro de Tetuán en el que un matrimonio francés fue apaleado "a los gritos de ¡Abajo los envenenadores!"; igualmente, denuncia el lamentable suceso de la calle Ponzano de la que es triste protagonista una vecina del barrio, dice que no hay derecho a que, al grito de "es una envenenadora",
"la saquen a la calle, la arrastren, y tenga treinta heridas en la cabeza y un ojo medio perdido".
Un suceso similar que se repite en la Calle Villamil, en este caso, con cuatro monjas en un Patronato de enfermos, "una de ellas Andrea de Miguel, en Cuatro Caminos, son arrastradas; pierden parte del cuero cabelludo", sucesos que son un claro signo de la carencia de autoridad del Gobierno. Lamenta que sobre todos estos sucesos se imponga sectaria y arbitrariamente la censura;
"acalla todas estas noticias, que solo aquí se divulgan con claridad; pero en el extranjero el ambiente respecto de España es horroroso", es allí, fuera de las fronteras
donde se mira con intranquilidad todo lo que sucede en España. En relación a que las izquierdas tratan de combatir el fascismo, afirma; "y yo os digo que el fascismo lo creáis vosotros. En las elecciones de Valladolid estuve enfrente de Primo de Rivera. En aquella ocasión, ¡qué pocos votos tuvo en España! Pues bien; yo os digo que, en las elecciones de Cuenca, en los pueblos donde yo he estado, digan lo que digan las actas, los primeros lugares eran para Primo de Rivera. Esa es vuestra obra". Hace referencia a la elección del nuevo Presidente de la República que, asegura, será el Sr. Azaña (por si a estas alturas hubiera algún “indeciso”…); "Algunos ciudadanos cree que eso hará cambiar la suerte de España y que podremos vivir con más tranquilidad. Yo me pregunto: ¿Cómo desde más lejos va a poder cambiar S.S. los rumbos y los caracteres de desastre que lleva nuestro país, si desde cerca no puede impedirlo?". (Aplausos). Tras estas palabras, el diputado del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo, se refiere a estos datos que dan una idea
"de los episodios de violencia, de lucha, de sangre, de incendio y de destrucción material y espiritual ocurridos en España desde el 1 de Abril hasta el 4 del corriente mes de Mayo";
tras ello, el Sr. Casares Quiroga, le pide que añada los hechos ocurridos el día 6, "con fascistas, en Santander, disparando tiros contra familias tranquilas, para que esté la estadística completa",
a lo que le responde el Sr. Calvo Sotelo que los recoge con gusto ya que se trata de una documentación detallada y objetiva, con víctimas de
"guardias civiles, otras, socialistas, y otras, fascistas", por tanto, esa relación,
"que desconocía, con mucho gusto por mi parte será incorporado".
La relación resumida que ofrece sobre los sucesos ocurridos hasta el día 4 de Mayo sería: "muertos, 47; heridos, 216, de los cuáles casi 200 graves; huelgas de toda especie, 38; bombas y petardos, 53; incendios totales o parciales, y en su mayor parte de iglesias, 52; atracos, atentados, saqueos, agresiones, etc, 99",
todo
ello, afirma que "es
un cromatismo verdaderamente siniestro en el que pueden apreciarse todos los matices de la maldad, de la barbarie suelta, del salvajismo, y también, ¿por qué no decirlo?, de la autoridad ausente, cuando no cómplice";
además, hace mención a lo que llama nota antiespañola de todos estos sucesos, circunstancia que aprovecha para referir que, con motivo del entierro "de esos hermanos Badía, cobardemente asesinados, lucieran espléndidamente los colores de la bandera separatista con la estrella solitaria ante las autoridades del Estado y de la República, sin la más leve protesta".
Desea añadir que todos estos execrables sucesos tienen también "el matiz más criminal, el más infrahumano, de brutalidad inimaginable",
que consiste
"en la muerte a puñetazos, mordiscos y palizas de las turbas, de turbas que se amontonan en círculo alrededor de una víctima indefensa, que unas veces es, como en Lebrija, un teniente de la Guardia civil de paisano e inerme, y otras son, como anteayer en Madrid, pobres mujeres, algunas de las cuales están moribundas, una ha muerto, según me dicen; y que, rodeadas de una maraña de arpías y de fieras, van poco a poco muriendo, desangrándose, desgarradas, sin un gesto de humanidad en nadie, precisamente por esta falta de autoridad que antes he aludido". (Fuertes y violentas protestas).
Se producen momentos de tensión, en los que el diputado socialista, Sr. Álvarez Angulo, le dice: "La culpa la tenéis vosotros, que habéis mandado con los caramelos a las mujeres"; la Sra. Ibarruri, en su línea, pide que se traiga ya a la Cámara el debate sobre Asturias, a lo que se suma la Sra. Nelken:
"Los verdugos no tienen derecho a hablar".
Prosigue tras estas interrupciones el Sr. Calvo Sotelo preguntando al Gobierno sobre las medidas que está adoptando o piensa adoptar;
"¿Qué piensa hacer el Gobierno y que ha hecho el Gobierno?", con una política que dice parece haber cambiado tras ser nombrado el Sr. Casares Quiroga Ministro de la Gobernación (Quien sabe si con el desarrollo de esta política, estaba haciendo méritos para ser el próximo Presidente del Consejo de Ministros..). Continúa diciendo que, tras estos sucesos, se han producido numerosas detenciones, se calcula que, entre 10.000 y 12.000 españoles,
"muchos por ser fascistas, otros por parecerlo, otros por haberlo sido",
por lo que pregunta al Ministro sobre el fundamento "de esa política de encarcelamiento en redadas". Hace visible también su malestar e indignación por que el Estado haya consentido que milicianos marxistas suplan "a las fuerzas del Estado, que nunca deberían prestarse a tales sustituciones". (Fuertes rumores). Así, pregunta al nuevo Ministro de la Gobernación, Sr. Casares Quiroga; "¿Cómo y por qué hay ciudadanos pertenecientes a una determinada fracción política que, invistiéndose de hecho de una autoridad que no les corresponde, cachean, registran, detienen y ejercen facultades policíacas, amparando unas veces y suplantando otras a los gobernadores civiles, que en provincias como Murcia y Valladolid han tenido que enfrentarse con estos elementos?". Tras sus palabras, toma la palabra el Ministro, el Sr. Casares Quiroga, lamenta unos hechos que dice condena el Gobierno y que califica de execrables e incalificables; censura el hecho de que hayan sido producto de unas mentiras y bulos malintencionados provocando el levantamiento de
"determinados barrios de Madrid, los barrios donde vive la gente popular, que tiene reacciones fieras porque tiene corazón". (Rumores).
Asegura que hasta la fecha no sabe quién ha lanzado ese bulo de los caramelos envenenados pero que, en el instante que se averigüe; "¡Ay de aquel que la haya lanzado!".
Seguidamente, señala que también le horroriza el resultado de uno de los registros realizados en una casa donde se han encontrado unas balas llamadas
"dum-dum",
que, sorprendentemente, afirma habían sido fabricadas "para atravesar un día los pechos proletarios", en un claro intento de tratar de poner al mismo nivel este suceso con los graves sucesos de hace dos días y con una indudable intencionalidad política (“balas para pechos proletarios”….); un suceso al que da mucha más cobertura en su respuesta que por el que inicialmente se le había preguntado y relativo a los sucesos de los supuestos caramelos envenenados; así, continua afirmando  que la pistola de un hombre fue requisada y se encontraron diferentes cartuchos, todos ellos con este tipo de bala dum-dum, a la que describe como una bala
"cuyas cabezas están cortadas para dejar desparramarse el plomo de sus casquillos y destrozar las carnes y los huesos de aquellos a quien alcancen". (Grandes protestas. El Sr. Presidente reclama orden). Peses a estas insinuaciones, asegura que no se dirige con ello a nadie, "acuso a aquellos que las han empleado, y me dirijo a aquellos que otras veces se llaman sus amigos. ¿O es que ahora os arrepentís?". (Risas, rumores y aplausos); les recrimina en esta forma por el hecho de que el detenido era uno de esos retirados "a quienes queríais conservar esos beneficios, el que preparaba estas armas para utilizarlas contra el pueblo". (Fuertes rumores y protestas). Afirma que, por todo ello, ahora las que le preocupan son las violencias de las derechas, ya que "no me preocupa la revolución social", por lo que advierte; "¡Han caído nuevamente gentes de nuestros partidos! ¡Ha habido, otra vez, coches, coches con gente con pistolera, que no era precisamente proletaria, que ha vertido, otra vez, la sangre de nuestros partidos del Frente Popular! Contra eso iré constantemente, antes que nada y por encima de todo.". (Grandes y prolongados aplausos). El Sr. Casares Quiroga se situaba así, y en un momento de la gravedad de la presente, como el garante de la seguridad de los españoles, pero no del conjunto de ellos, se hacía solidario y mostraba toda su perseverancia en la vigilancia y la seguridad de los elementos y organizaciones del Frente Popular dejando en un segundo plano al resto de organizaciones y partidos de la derecha, a las cuáles, casi criminalizaba como presuntos culpables e incitadores de los distintos desórdenes públicos únicamente dirigidos a crear una mayor inestabilidad gubernamental, es decir, señalaba como culpables a aquellos que, precisamente, traían casi a diario al Parlamento las distintas denuncias sobre los múltiples desórdenes y violencias públicas que el Gobierno parecía no estar dispuesto a atajar como debiera ser preceptivo, una contradicción difícilmente explicable.
Tras la intervención del Ministro, el diputado socialista Sr. Rufilanchas, pide que solo se publiquen en el extracto del Diario de sesiones los documentos que han sido leídos en la Cámara para así evitar; "pueda burlarse la censura de Prensa (Muy bien), y pueda darse publicidad a hechos que no han tenido en la Cámara la controversia de la opinión". (Muy bien) (En clara referencia a los datos y documentos que el Sr. Calvo Sotelo pretendía dejar sobre los desórdenes públicos en el país). El Sr. Gamazo, por su parte, censura la actitud del Sr. Casares Quiroga "de inculparnos a nosotros, porque nosotros, que somos los que sufrimos las consecuencias y las personas que con nosotros están identificadas en ideas religiosas, ¿cómo íbamos a ser los que lanzásemos la noticia e hiciéramos correr esa especie?",
entiende que no hay razón alguna para ello, "seríamos los propios asesinos de los nuestros". Pese a la agresividad y beligerancia demostrada en la contestación del Ministro, agradece su respuesta y dice; "me basta con esas palabras". No es tan displicente
el Sr. Calvo Sotelo que califica de argucia y de patraña las manifestaciones del Sr. Casares Quiroga, que dejaba entrever que han sido personas de las derechas "capaces de inventar infundios, estupideces criminales, como eso de los caramelos envenenados"; asegura que los que actuaron el lunes en las calles de Madrid, "han sido electores de los representantes del Frente Popular". Le dice que, al contrario que las extremas izquierdas, los hombres de derecha sienten "con los hombres que ocupan ese banco azul, cualquiera que sea su filiación política burguesa encajada en la Constitución republicana vigente, una mínima afinidad de orden moral y material que les sitúa en una proximidad mucho mayor, aunque a vosotros os parezca esto absurdo y queráis recusarlo, que la que pueda existir entre vosotros y vuestros vecinos del Frente Popular". (Protestas en la mayoría); tras un insulto salido desde las bancadas de la izquierda, afirma; "ello es incompatible con el decoro del Parlamento". (Grandes protestas).
Reitera y prosigue con sus denuncias pese a las negativas y evasivas del Sr. Casares Quiroga; "al lado de las autoridades públicas y oficiales del Estado constituido actúan erigidas en autoridad facciosa, aun cuando no lo parezca, elementos sociales, elementos sociales que poseen armas, no solo cortas, sino largas, que las esgrimen y exhiben, que con ellas al hombro o en el bolsillo realizan funciones policíacas y que vejan, por consiguiente, al resto de los ciudadanos españoles". Prosigue hablando del fascismo, que lo califica como un movimiento no de acción sino de reacción; "En Inglaterra, como no hay comunismo, no hay fascismo apenas". (Rumores y protestas); comunismo que lamenta sí esté presente en España, "quiéranlo o no SS.SS", una
circunstancia que permite el avance de este fascismo,
"no como organización determinada, que es lo de menos, sino como un sentimiento de defensa nacional, incoercible, indefinido, que muchos no saben precisar ni estructurar, irá creciendo hasta que desaparezca ese peligro social". (Fuertes rumores y protestas). Solicita que se incluya en el extracto del Diario de sesiones los datos y la abundante documentación sobre los sucesos y los desórdenes públicos, una costumbre parlamentaria que no comprende que se intente suspender ahora; "sentiría mermadas mis prerrogativas sin razón legal ni título moral en el caso de que lo que se ha concedido siempre, se me negase ahora", señala que en el caso de no ser así, se verá en la obligación de leerlo todo en la sesión de mañana para que así queden reflejados en el Diario de sesiones. (Aplausos). La Presidencia, finalmente, no autoriza a que se adjunten al diario de sesiones.
En la sesión del día 7 se leen toda la serie de sucesos y de desórdenes públicos acontecidos desde el 1 de Abril hasta el pasado 5 de Mayo como así advirtió el Sr. Calvo Sotelo en la sesión de ayer, una multitud de ellos y entre los que destacan: incendios de Iglesias, asaltos a sedes de Acción Popular, bombas en casas de particulares (médicos, abogados, etc.), infinidad de conflictos laborales y huelgas, asaltos a fincas, crímenes como los del Magistrado Sr. Pedregal o los hermanos Badía, manifestaciones con vítores y mueras a España, amenazas y agresiones a la Guardia civil y un largo etc. Tras ello, se trae nuevamente el debate del Proyecto de Ley de la readmisión de los obreros despedidos; el Ministro de Trabajo, Sr. Ramos dice que este Proyecto es producto "de la acción social de estos dos últimos años"; "el decreto del 29 de Febrero no es más que un decreto restaurando una legalidad social violentamente vulnerada por el Sr. Anguera de Sojo",
el cual, en un Decreto estableció
"que las huelgas derivadas de los sucesos de Octubre eran ilegales, y dijo que, a partir de aquel momento, los Tribunales laborales, sin más, rechazaran cualquier pretensión que formularan los obreros que hubieran participado en las huelgas";
pregunta si con ello es considerado un revolucionario como denunciaban los señores Vidal Guardiola y Bermúdez Cañete, lejos de ser así, para él,
"es un timbre y una ejecutoria de un hombre que realiza los compromisos  que ha contraído con el Frente Popular". (Muy bien).
Así, cree que su Decreto viene a restablecer la legalidad jurídica "vulnerada", una reparación a unos hombres "a quienes se cerró arbitrariamente el acceso a los Tribunales".
A su juicio, este Decreto tiene la finalidad de la concordia y la pacificación ya que, no puede haberlas, "cuando ha habido una vulneración tremenda de las normas elementales que rigen las relaciones entre patronos y obreros", y solo se puede alcanzar, "restableciendo el estado de derecho".
Además, les recuerda que esos obreros despedidos en el mes de Octubre de 1934, "y durante todo el año de 1934 no podían dejar de estar comprendidos también en la amnistía",
por lo que sería la aplicación
"a la materia social de la amnistía general votada para los delitos políticos".
Sobre el cobro de las indemnizaciones durante el tiempo en que sus sueldos estuvieron suspendidos (recordemos, una vez más, que se trataba de unos trabajadores que participaron activamente en los trágicos sucesos de Octubre del 34), las defiende pese a las denuncias del Sr. Bermúdez Cañete, cree que estos obreros no son delincuentes y tienen derecho a ese cobro, cobro del que se ha beneficiado el mismo Sr. Bermúdez Cañete al que recuerda que, supuestamente, participó en los sucesos del 10 de Agosto del 32; una acusación que niega en rotundo el Sr. Bermúdez Cañete, "Estuve en Múnich todo el mes de Agosto", incluso, asegura que nunca fue monárquico. Aprovecha la ocasión el Sr. Bermúdez Cañete para mostrar su protesta recalcando que lo que están ahora demandando es que sea el Estado el que pague esas indemnizaciones y que estas no recaigan sobre una clase social, en este caso sobre los patronos. En esta réplica, el Sr. Bermúdez Cañete dice sentirse confundido por las palabras del Ministro del Trabajo, el cual, se ha permitido el lujo "de sacar a relucir mi modesta vida"; visiblemente molesto, afirma que lo que ha sido en su
vida no es "más que un modestísimo estudiante de Economía", (Rumores), fruto de lo cual, consiguió aprobar unas oposiciones "a la Dirección de Comercio del Ministerio de Industria y de haberlas ganado, con bastante buena puntuación, me encontré, estando de vacaciones reglamentarias de un mes en Alemania, con que el Sr. Domingo me dio de baja por monárquico o revolucionario; yo que jamás había pertenecido a un partido monárquico".
Así es como dice que le quitaron
"el único medio de vida que yo tenía en España, la dirección de un periódico", motivo por el cual, ha tenido que "andar por esos mundos", Londres, París o Abisinia misma. Le dice al Ministro que su única obsesión ha sido "el progreso económico de España",
y que, por este motivo, viendo el Proyecto del Ministro cuando aún permanecía en París, decidió desarrollar con premura esta interpelación por considerarlo perjudicial y, sobre todo, indiscutiblemente revolucionario; un Decreto que, a su juicio, destruye
"el principio elemental de la rentabilidad de la empresa", es decir, "que se ha de producir más de lo que se gasta".
Advierte de la deficiente rentabilidad que en España estaría producida, entre otras razones, por la obligatoriedad que se impone al empresario, al patrono "de tener un colaborador que no sea de su agrado", sobre todo, un perjuicio que es notorio en la pequeña empresa, lo que, a su vez, produce un evidente desorden. Considera que el Decreto, "destruye los fundamentos de la libertad del empresario"; refiere también que la finalidad que se persigue no se ha conseguido, en lo relativo a la "concordia y solidaridad nacionales", cree que, precisamente,
"se ha conseguido lo contrario",
se producen en muchas empresas revueltas por no admitir a estos nuevos trabajadores. Recuerda que los trabajadores fueron despedidos por los patronos conforme a un Decreto perfectamente legal del Gobierno,
"porque no se habían reintegrado a su trabajo, porque habían ido a una huelga que evidentemente era revolucionaria. ¿O es qué no es revolucionaria una huelga en que todo el mundo se ha lanzado a la calle a disparar tiros y a no trabajar?"; por ello, dice que no es posible "constreñir al patrono a su readmisión, cuando en todos los códigos de trabajo del mundo, empezando por el ruso, tiene derecho a despedirlo", y añade; "¿Por qué razón el empresario español, al despedir a sus obreros por ese principio fundamental de todos conocido, ratificado por una Orden ministerial, va a verse ahora en la necesidad, no ya de admitirlo, sino además de pagarle una indemnización, como si hubiera cometido el empresario un delito?". (Un Sr. Diputado: Claro que lo ha cometido. - Rumores). Además, recuerda que no todos los despedidos lo fueron por motivos políticos por lo que solicita que sean los Tribunales los que se encarguen de fiscalizar todo este proceso para así dotarle de una mínima legalidad alejada de la arbitrariedad política. El carácter socializante del Proyecto era evidente, la lucha de clases que propugnaba, tratando de hacer a los patronos ciudadanos de peor condición que los obreros y por el único hecho de su supuesto distinto ideario político y, sobre todo, de clase, era también más que evidente; los obreros tenían que ser readmitidos, principalmente, por su noble y justa lucha "revolucionaria" en los sucesos de Octubre del 34; el Estado republicano a través de sus más representativas y altas autoridades, se hacía así indefectiblemente solidario con aquellos que intentaron subvertir la propia legitimidad republicana a través de la lucha y la violencia, sin duda, un nuevo asalto (otro más) a la esencia y espíritu democráticos.
El siguiente día, en la sesión del día 8, se debatía el Proyecto de Ley relativo a la organización de la Guardia Presidencial; el diputado de Renovación Española Sr. Fuentes Pila, se pregunta por la finalidad de esta Guardia Presidencial, si es "protocolaria, decorativa, de pompa", afirma que, buscando precedentes, estos, acaso, se podrían encontrar en "la Guardia Borgoñona" de los Austrias o la Guardia de Corps de los Borbones o, incluso, en la Guardia Pretoriana
"de César Augusto”. (Rumores). Entiende que la creación de esta Guardia Presidencial choca y está en contradicción
"con vuestra significación republicana".
La respuesta del Gobierno es corta y determinante; entiende que, actualmente, es un servicio de escolta imprescindible; finalmente, sin apenas debate, es aprobado. Al respecto, es significativo el uso que hizo el Presidente de un régimen que se proclamaba republicano de las distintas dependencias oficiales e institucionales del propio régimen; el Sr. Azaña fue una de las personalidades más críticas con todo aquello que tuviera cualquier tipo de significación con la Monarquía y, muy especialmente fue muy crítico con la pomposidad con que esta y sus acólitos se desenvolvían pero, hay que decir que, a parte de esta Guardia Presidencial de la que gustó rodearse (y en un momento en que las arcas del Estado no pasaban por uno de sus mejores momentos precisamente), llevó a cabo una profunda remodelación sin precedentes en el Ministerio de la Guerra (dependencia que más pareció amoldarse a sus gustos personales) y en sus nuevas dependencias como Presidente del Estado (también, no dudo en dejarse ver frecuente y recurrentemente por un Palacio Real que años atrás tanta tirria le daba); así, mandó enviar gran parte del riquísimo nobiliario del Palacio de la Granja de San Ildefonso para ser llevado a su recién estrenada residencia de Gobierno y a las dependencias del mencionado Ministerio de la Guerra, no le debía parecer suficiente el que tenía y del que durante décadas pasadas disfrutaron sus tan despreciados representantes de los tiempos de la Monarquía. Este asunto de la Guardia Presidencial, por tanto, encajaba perfectamente en los nuevos gustos y apetitos de la nueva "pompa" republicana. Cuatro días más tarde, el 12, se lee el acta de la comunicación de la Comisión parlamentaria encargada de trasladar al domicilio del Sr. Azaña su propuesta para su designación como Presidente de la República y su dispositivo para acompañarlo hasta el Palacio "para prestar la promesa que determina el art 72 de la Constitución". Además, se leen distintas comunicaciones, como el de la dimisión del cargo de Presidente del Consejo de Ministros por parte del mismo Sr. Azaña, la dimisión de los Ministros de su gabinete y el nombramiento como nuevo Presidente del Consejo del Sr. Augusto Barcia, todos ellos, fechados en el día de ayer, 11 de Mayo.
El día 14, tiene lugar una sesión de la Diputación Permanente en la que se acuerda prorrogar el estado de alarma en el conjunto del territorio debido a la situación continuada de desórdenes públicos generalizados, sesión que contaba ya con la presencia del nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Casares Quiroga. Se formula una protesta por el cedista Sr. Carranza y lo hace recordando un caso análogo de Septiembre de 1935, donde señores como Santaló, Sánchez Albornoz y algunos otros rechazaron, en aquel momento, la prórroga del estado de alarma por entender que la Diputación Permanente no era un órgano competente para llevarlo a cabo, incluso, el Sr. Santaló argumentaba en aquel momento que era manifiestamente anticonstitucional. Pese a esta protesta, se decide ampliar el estado de alarma por mayoría de votos de los miembros de la misma con la única abstención del Sr. Calvo Sotelo; este, denuncia que desde el éxito del Frente Popular, no se ha podido levantar ni un solo momento el estado de alarma en el país, incluso, denuncia que se han llevado a cabo elecciones a compromisarios para la elección Presidencial sin que se hubiesen restablecido, en momento alguno, las garantías constitucionales. Así mismo, denuncia las innumerables detenciones arbitrarias que se vienen produciendo en los últimos tiempos;
"a título de fascista se está persiguiendo a infinidad de españoles que no tienen nada que ver con Falange Española"; además,
pide que se aclare respecto cual ha sido el criterio elegido para concluir que "Falange Española o cualquiera otra organización que acepte el fascismo es ilegal";
recuerda a tal fin, unas palabras pronunciadas hace tiempo por el ahora Presidente de la República, Sr. Azaña y en las que decía; "la ilegalidad de las organizaciones políticas es una función judicial, habrá de ser declarada por los Tribunales de Justicia, nunca por las autoridades gubernativas".
Todo ello, a pesar de que un Tribunal de la Audiencia de Madrid, "ha declarado legal a Falange Española como tal organización, porque sus estatutos se acomodan a disposiciones vigentes y están aprobados por la autoridad competente".
El nuevo Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Casares Quiroga, afirma que esa sentencia ha sido recurrida y que habrá que esperar a que decida finalmente al respecto el Tribunal Supremo. Aclara que el Gobierno ha decretado de mutuo propio la ilegalidad de la citada organización por la suma de actos violentos individuales de sus componentes; "actos realizados que parecían responder a un plan perfectamente coordinado de violencia y ataque contra la República". Decir que si hubiese seguido ese mismo prisma y criterio para el resto de formaciones políticas, el partido socialista difícilmente hubiera podido escapar a ese mismo proceso de ilegalización, desde luego, en un peligroso juego en el que, sin duda, compraba más papeletas que ningún otro.
El 19 de Mayo asistimos a otra de esas citas parlamentarias históricas de la II República y en la que tiene lugar la Presentación del nuevo Gabinete y con el Sr. Casares Quiroga como nuevo Presidente del Consejo de Ministros, un Presidente que se levanta para ofrecer las principales líneas de su programa de Gobierno. Protagoniza un discurso que destaca por su beligerancia hacia las derechas y las distintas oposiciones parlamentarias, incluso, vertiendo reprobables e inadmisibles amenazas desde tan alta magistratura del Estado y en la que, dejaba muy claro, que la línea divisoria política era ya del todo punto irreconciliable entre las dos corrientes ideológicas, con el agravante, además, de ser amparada y avivada por el mismo Presidente del Consejo de Ministros. Así, afirma que es un Gobierno que es estrictamente "de Frente Popular", "el Frente Popular está aquí representado íntegramente y todos nosotros representamos el espíritu de ese Frente Popular", pide ejecutar el programa de una forma mucho más determinante; "necesitamos dar a nuestra labor una intensidad, una velocidad de ritmo que no podía haber
alcanzado
hace dos meses", "hoy es indispensable que ese ritmo sea acelerado",
para ello, es necesario acometer la ya señalada reforma del Reglamento de la Cámara, una necesidad que ahora
"es mucho más intensa y más urgente" y con el firme propósito de impedir que se entorpezca la obra legislativa de aquellos que "no siendo afectos al Parlamento, encuentran medio en el ejercicio de las funciones parlamentarias de retrasar sus labores y de hacerlas estériles".
Otra de sus intenciones afirma que es "la necesidad de proceder enérgicamente a la defensa de la República";
un régimen que dice que está tan arraigado que
"cuanto se haga para derribarla es un sueño loco, y nunca pasará a tener consecuencias graves cualquier intento que se haga para atacar a fondo a la República".
Señala que se tiene que acabar, tras cinco años, con los continuos ataques a la República;
"estando yo en la cabecera del banco azul prometo que durará lo menos posible", así, asegura que la República "será respetada, y, si no, se hará temer". Considera que, ante los ataques del enemigo, "la táctica de la simple defensa no basta. Es más eficaz para aquellos que representan el impulso que vosotros representáis, hombres del Frente Popular, la táctica del ataque a fondo. Digo que se ha acabado de tener contemplaciones con los enemigos abiertos, ni siquiera con los enemigos enmascarados de la República"; a
un enemigo que asegura; "iremos a aplastarle"; "Yo no puedo presenciar tranquilo con mi espíritu republicano como, cuando los enemigos de la República se alzan contra ella y son llevados a los Tribunales, algunos de estos Tribunales perdonan sus culpas y los absuelven". (Grandes y prolongados aplausos);
apunta, en su desafiante y amenazante intervención (y en la que llega a calificar repetitivamente a las oposiciones parlamentarias directamente como enemigas), que, estos enemigos, "crecen; no es ya que ladren, es que intentan morder; y yo os digo, amigos: cabalguemos; pero a galope y pasarlos por encima". (Aplausos). Proclama y reafirma su lucha contra el fascismo, una lucha en la que espera confirmar todas aquellas "conquistas que hemos realizado en compañía del proletariado, ¡ah!, yo no sé permanecer al margen de esas luchas y os manifiesto, señores del Frente Popular, que contra el fascismo el Gobierno es beligerante". (Muy bien).
Apuesta por seguir la línea de las Constituyentes;
"conservar el espíritu y las directrices de las Constituyentes para seguir marcando cual ha de ser la legislación social de la República", que, básicamente es, "el programa del Gobierno anterior, llevado con toda rapidez"; reafirma también su propósito de llevarlo adelante con el apoyo de las distintas minorías que componen el Frente Popular, "de esta mayoría, de esa mayoría, no de otra"; quiere también reiterar y dejar claro; "nosotros representamos al Frente Popular. Yo siento el orgullo de esta representación", y tras ello, añade, con advertencia incluida; "yo trabajo con aquella mayoría que ha dado nacimiento a este Gobierno y no quiero de ninguna manera contar con mayorías de recambio", "o tengo el apoyo de esa mayoría o ha terminado mi misión", "Para mí el Frente Popular es algo más que una alianza electoral; para mí es un inmenso oleaje de renovación. Son las multitudes proletarias y de pequeños burgueses de España, multitudes de obreros, de republicanos de España puestos en pie con un ímpetu alentador que yo quiero representar a la cabecera del banco azul con este Gobierno".
Como ejemplo, hace referencia a los sucesos de Madrid de hace algunos días, con un Frente Popular que declaró que los autores de esos desmanes
"no pertenecían a este Frente aquellos que, saliéndose de la ley republicana, trataban de imponer su voluntad de una manera violenta y espasmódica. Pues esta es la lección que hay que aprender". Sus palabras eran, sin duda, impropias de todo un Presidente del Consejo de Ministros, de un Presidente que tiene la obligación de representar al conjunto de los ciudadanos de una nación; dejaba claro que solo iba a hacer defensa y protección de una parte de los españoles, de aquellos que defendieran los postulados del Frente Popular, fuera de él, sus palabras eran claras, fuera de él solo había enemigos a los que había que combatir. Había sido protagonista de un lamentable discurso de investidura en el que llamaba abiertamente a la división y al enfrentamiento, en el que dejaba y situaba al margen de la legalidad a un conjunto de españoles por el simple hecho de no procesar los idearios revolucionarios del Frente Popular. Por su parte, el Jefe de la CEDA Sr. Gil Robles, tras este incendiario y vituperable discurso de investidura, afirma que esta crisis ministerial se ha producido
"con daños exclusivo de los grupos republicanos de izquierda", y así, "los beneficios de la situación política exclusivamente van a recogerlos, ahora y en el futuro, los grupos obreristas vinculados al Frente Popular"; unos grupos que presionando así, intentaran legitimar el fracaso del actual Gobierno y al que cree que, a no mucho tardar, dirán;
"dejadnos el camino a nosotros, los hombres que hemos preparado la ruina al país, porque ese es el medio de llegar a la revolución"; advierte que esta revolución, "de modo descarado se está anunciando todos los días en el mitin, en la conferencia, en la actuación subversiva",
todo ello, ante la pasividad casi contemplativa del mismo Gobierno. Respecto al asunto del fascismo, recuerda que es un asunto en el que ya fijó su posición allá por el año 33, cuando ante "la política persecutoria para las derechas por parte del Gobierno de que formaba parte el Sr. Casares Quiroga empujaba también a muchas gentes por caminos y senderos de la violencia". Así, reitera que su partido no siente cercanía alguna con ese movimiento; "ni entusiasmos ni concomitancias con la ideología fascista",
algo que obedece "a una profunda convicción personal y de partido", un partido que, ante todo, tiene y representa un carácter nacional por lo que no se siente representado por una ideología y un movimiento exterior que lleva "un sello extranjero, que no se acomoda a la idiosincrasia y a la tradición del pueblo español";
"tenemos que rechazar en el fascismo todo lo que tiene de socialismo de Estado absorbente, que va contra las personalidades integrantes del Estado y que va a la misma anulación de cuanto de noble y de espiritual existe en la personalidad humana", y, además, "nosotros, por nuestra condición de creyentes, no podemos en modo alguno aceptar una táctica que sirve única y exclusivamente para la conquista del Poder por el camino de la violencia".
Asegura que esas tendencias fascistas obedecen a una serie de circunstancias, como es, especialmente, la crisis de la democracia que, por desgracia, dice no solo afecta a España, "está haciendo crisis en una gran parte del mundo"; una democracia que asegura que en España, en estos momentos, está puesta en cuestión, achacándolo a las políticas desarrolladas por todo  aquello que representa el Frente Popular;
"cuando al llegar unas elecciones como las del 16 de Febrero, lanzando a la calle a las masas, se les arrebata a los partidos unas cuantas actas; cuando otras son anuladas, contra toda razón, en el Parlamento; cuando se repite la elección en las circunstancias vergonzosas de Granada y Cuenca; cuando se va a la máxima ficción de las elecciones de compromisarios, ¿cómo le vamos a pedir a nuestra opinión, cómo le vamos a pedir a nuestra gente, cómo le vamos a pedir a la masa de España que crea en esa democracia que vosotros, los defensores tradicionales de ella, no habéis hecho que destrozar en pedazos?". (Muy bien). Y siguiendo esta línea, denuncia que los mayores ataques a la democracia provienen fundamentalmente de las izquierdas; "Los grandes ataques a la democracia no han venido de nosotros; los grandes ataques a la democracia, de esos escaños y de esos partidos han venido, y ahora no nos pidáis que las masas de derecha caigan de rodillas ante el ídolo de la democracia cuando habéis sido vosotros los que os habéis apresurado a despedazarlo".
Cree, además, que la propagación del fascismo se debe a los propios gobernantes actuales, con un fascismo que se está
"nutriendo, día a día, de los perseguidos, de los multados, de los encarcelados contra toda razón y toda justicia y de aquellos que, militando en partidos legales, se ven igualmente perseguidos, vejados y oprimidos"; "la cárcel, la deportación y la multa, cuando son injustas, avivan el sentimiento de tal manera, que se graba en el fondo del alma......." (Protestas e interrupciones). Denuncia estas persecuciones de tipo gubernativo, salidas del mismo ejecutivo, persecuciones "de elementos que S.S. ni controla, ni dirige, ni logra que le obedezcan"; advierte que con esa "masa de perseguidos, con esa masa de hombres todos los días sancionados injustamente, se están nutriendo estas tendencias
fascistas".
Igualmente, asegura que el ritmo de la actual política gubernamental viene dirigido desde Rusia;
"no la trazan los grandes intereses nacionales, sino que los trazáis vosotros (Dirigiéndose a los marxistas), con las órdenes de Moscú". (Aplausos y protestas); unas masas que reivindican "la exaltación de todos nuestros valores espirituales y materiales" y que no están dispuestas "a esta sangría constante de la Nación, a este desprestigio de nuestra Patria en el extranjero". (Protestas). A su juicio, estas masas reclaman el ejercicio de un Gobierno imparcial que sepa encauzarlas dentro de la legalidad. Por ello, advierte al Sr. Casares Quiroga que si se sigue alimentando este clima de injusticia; "llevará a España a una situación de guerra civil, en la cual todos aquellos partidos que se mueven dentro de la órbita legal, llegará un instante en el que no tengan nada que hacer"; "¡Triste situación la de un Gobierno que, en una interinidad que está en la misma naturaleza de las cosas, va a ser testigo impotente de esa guerra civil que se prepara!". (Rumores). Cree que cumple con su deber advirtiendo de todos estos peligros que acechan al panorama español;
"de haber llamado la atención del Gobierno y descargando íntegramente nuestra responsabilidad"; "Nosotros no vamos por los caminos de violencia; pero cuando esas fuerzas que claramente preparan la revolución rebasen al Gobierno y lo arrollen, como todos los días dicen, habrá una fuerza social que, sin ánimo de violencia, estará al lado de la autoridad para cumplir su deber, y si la autoridad falta, para poder dar a su Patria el sacrificio último que se puede pedir a un ciudadano". (Exclamaciones, rumores y aplausos). El Sr. Gil Robles demostraba, una vez más, su nula vinculación e, incluso, su firme rechazo al fascismo y a las ideas que no tuvieran un sello puro y auténticamente nacional, un fascismo y un autoritarismo que además repudia por ser contrario a su espíritu liberal; critica duramente las palabras del Presidente del Consejo, Sr. Casares Quiroga, por suponer una invitación al frentismo y a la aceleración de una guerra civil que, incluso, refería que ya está casi anunciada.
A continuación, pide la palabra el diputado del Bloque Nacional, Sr. Calvo Sotelo que, dadas las numerosas interrupciones que ha sufrido en su discurso el Sr. Gil Robles, pide de antemano el amparo de la Presidencia para que el suyo sea escuchado con el mismo respeto con el que ellos escuchan las distintas intervenciones de las otras minorías. Primeramente, hace referencia a la renuncia del titular de Hacienda Sr. Franco que, 24 horas después de la toma de posesión de su sucesor, manifestaba que "la situación de la Hacienda pública española es la más grave después de la perdida de las colonias", una circunstancia que se contradice con las palabras del Sr. Casares Quiroga que si se ha referido a esa política de gastos que tiene previsto hacer para remediar el Paro forzoso y en la que ha dejado bien claro "que el Gobierno necesita afrontar una política de gasto público estatal en gran escala", por lo que
se cuestiona la política económica que desea emprender el ejecutivo. A tal efecto, cree que la política económica actual, "está dirigida y controlada por los adversarios resueltos e irreconciliables de la economía en cuyo seno nos movemos", "la política económica está controlada por el marxismo", una política avalada por un Decreto, "el de readmisión de los represaliados", Decreto cuyo fin era aliviar la presión marxista; "se dictó con el plácet previo de sus organizaciones, para servirlas y para agradarlas",
así, recalca el hecho de que en España aquel que no pertenezca a una organización marxista no puede trabajar, pese a haber readmitido a los obreros represaliados, "las organizaciones marxistas se dirigen a los patronos exigiéndoles que expulsen a ciertos obreros que llevan a veces más de diez, quince y veinte años al servicio de esos patronos, porque han cometido o cometen el horrendo delito de no pertenecer a las susodichas organizaciones", unos obreros que piden que sean sustituidos "por obreros que no conoce el patrono y que son impuestos a rajatabla por los Sindicatos marxistas".
Apunta, en ese sentido y refiriéndose a las diferencias entre el socialismo francés y el español actual que, el primero, está  representado por la figura del Sr. Leon Blum; "¡Y qué diferencia de lenguaje y qué distancia de tono y que inmenso abismo entre los matices constructivos y la espiritualidad gobernante que se revela en las palabras que León Blum pronuncia ante el Congreso nacional de su partido y la tónica que domina en las palabras de D. Francisco Largo Caballero en el discurso que pronuncia ante los Diputados y compromisarios que le obsequiaron con un banquete el día 11 del actual!; palabras que se diferencian de las que el otro día proclamaba el Sr. Largo Caballero en uno de sus discursos:
"¿Pero qué concepto tienen de la clase obrera y de la lucha de clases los que dicen que seamos pacíficos, que no molestemos, que se desenvuelva la gobernación del Estado y que procuremos que la producción obrera?"; un discurso repleto de retahílas marxistas y en el que, entre otras cosas, afirmaba: "En paro forzoso se van a gastar 1.000 millones. ¿Y qué? Se gastan los 1.000 millones y el paro seguirá como hasta aquí o en aumento porque los burgueses no tienen remedio, porque el capitalismo ha periclitado, porque el proletario está capacitado para gobernar y debe gobernar, porque hay que suprimir la propiedad privada y no hay más remedio que suprimirla y socializar la propiedad", criterio que dice es típico "del marxismo revolucionario". Advierte del peligro que supone el que estos argumentos marxistas revolucionarios se estén imponiendo y haciendo hueco en las políticas del Gobierno; "esas fuerzas, controlan el Gobierno. Nadie lo duda, nadie lo puede dudar; pero después de las palabras que el Sr. Casares Quiroga ha pronunciado en la tarde de hoy, menos aún. El Sr. Casares Quiroga se ha amarrado voluntariamente con unas ataduras férreas, con unas ligaduras políticas que nadie podrá romper, a todas las fuerzas, incluso a las más extremistas, del Frente Popular"; denuncia que todo ello es una táctica que siguen estas corrientes sociales marxistas; "siguiendo las indicaciones del Sr. Largo Caballero". (Un Sr. Largo Caballero que, como de costumbre y dentro del recinto parlamentario, asiste en completo y riguroso silencio mientras escucha las duras manifestaciones del Sr. Calvo Sotelo). Respecto al asunto del fascismo, recoge las palabras del Sr. Casares Quiroga en las que afirmaba que ante el fascismo el Gobierno se mostrará beligerante y entre los vítores de las minorías de las izquierdas, algo que dice le ha asustado un poco por el hecho de defender una beligerancia "frente a un grupo de ciudadanos españoles", entiende que el Gobierno "nunca puede ser beligerante, Sr. Casares Quiroga; el Gobierno debe aplicar la ley inexorablemente, y a todos".
En su opinión, el fascismo corrige "los excesos y abusos del capitalismo" y, en ese mismo punto, sostiene que tiene ciertas conformidades personales con estos principios del fascismo; en este momento, es interrumpido por el socialista Sr. Alonso González, al que le dice: "Hace falta ingenio para interrumpir"; tras lo cual,
se produce un intenso rifi rafe entre ambos y en el que el Sr. Alonso González emplea sus ya conocidos recursos difamatorios: "Ya sabemos que lo es S.S. pero no tiene el valor de declararlo públicamente", palabras que hacen replicar enérgicamente al Sr. Calvo Sotelo que descalifica también al Sr. Alonso González: "S.S. menos que nadie puede prohibirme la expresión legítima de mi pensamiento. Su señoría es una pequeñez, un pigmeo", una desafortunada réplica que saca a relucir la peor cara del Sr. Alonso González: "yo soy tanto como S.S., aquí y en la calle", "¡Aquí y fuera de aquí!", "Su señoría es un chulo", "yo voy solo a todas partes y S.S. lleva pistoleros"
y, dirigiéndose a las derechas afirma desafiante:
"Vosotros tenéis el deber de callar y debéis callar"; tras los avisos reiterados de la Presidencia dice que se calla por la Presidencia:
"pero no por esos individuos, a los que no respeto aquí ni en ninguna parte. Estamos pecando de tolerantes". (Fuertes rumores).
No contento con esto y ante el silencio del Sr. Calvo Sotelo, hace intención de dirigirse hacia él, sin embargo, finalmente, abandona la Cámara en compañía de otros diputados de su minoría. Tras este incidente, prosigue el Sr. Calvo Sotelo intentando recobrar la serenidad en su discurso, afirma que se da la paradoja de que
"controlan una economía burguesa elementos que indiscutiblemente son enemigos de esa economía" y, también, del propio Estado burgués, lo que produce un evidente deterioro del principio de autoridad que afecta al conjunto del territorio nacional; "unos cuántos millones de españoles viven sojuzgados por unos déspotas rurales, monterillas de aldea, que cachean, registran, multan, se incautan de las fincas, parcelan y dividen la tierra, embargan piaras de ganado, centenares y millares de reses, individuos que realizan toda clase de funciones gubernativas, judiciales o extrajudiciales, con total desprecio de la ley, desacatando a veces las órdenes de la autoridad superior, pisoteando los Códigos vigentes y no reconociendo otro fuero que el del Frente Popular, que lleva trazas de convertirse en un derecho divino". Prosigue citando algunos ejemplos de esta anarquía general, así denuncia que "trescientas iglesias por lo menos han sido incendiadas desde el 16 de Febrero. (Protestas), y sobran los dedos de la mano para contar las personas a quienes se les ha exigido alguna responsabilidad por estos hechos",
una vara de medir que se aplica en sentido contrario para los que no son de esa condición izquierdista;  circunstancia que aprovecha para relatar como un chico en Villapacín, provincia de Valladolid, lleva más de dos meses de cárcel
"por el horrendo delito de que al cruzarse por las calles de Madrid con una manifestación jubilosa del Frente Popular se le ocurrió gritar ¡Viva España!". (Rumores y protestas).
Sobre las supuestas amenazas a la República aludidas por el Sr. Casares Quiroga, le dice que las mismas
"están en las filas de los republicanos"
y más concretamente, le recomienda mirar en cierta dirección para ver de dónde salen; "habrá que mirar más que enfrente al lado, y al lado siniestro". Recuerda como un ejemplo de autoridad la figura del Sr. Primo de Rivera, palabras que provocan diversas interrupciones y numerosos rumores y protestas en la Cámara; una autoridad que ni siquiera cuestionaba el Rey, que se hizo respetar por todos; "se hizo respetar de la clase obrera y del socialismo español, que colaboró con la Dictadura (Protestas),
como lo atestiguan los cargos desempeñados por el Sr. Largo Caballero, el Sr. LLaneza y otros", lamenta que el principio de autoridad esté ausente en unas calles españolas en las que "se grita: ¡Muera España y Viva Rusia!". (Grandes protestas); cita así, algunos ejemplos más, como en Turón, en donde es delegado gubernativo "Fermín López, amnistiado, de los condenados a muerte por los sucesos habidos en Turón (Rumores) en la revolución de Octubre";
un señor que ante la circular que pedía la detención de las personas sospechosas para el régimen, "se ha permitido detener a once o doce personas de Turón y entre ellas figura José Gómez Fernández, el mayor de los diez hermanos huérfanos de José Gómez, empleado de la Hullera de Turón, asesinado durante aquellos sucesos por lo que fue condenado a muerte el hoy delegado gubernativo". Por todo ello, ruega que haya una autoridad "sobre todos y para todos; la pido en nombre de la ley"; momento en el que se dirige  al Sr. Casares Quiroga; "compadezco a S.S. por la empresa que tiene sobre sus hombros; S.S. miraba a aquellos grupos (Señalando a las minorías socialista y comunista), y suspiraba, pidiendo una sonrisa y reclamando aplausos (Grandes risas), y yo le digo que si S.S. les daba todo lo que piden, logrará su colaboración; pero, cuando se lo niegue, aunque sea por exigencias, por conveniencias de la Patria, cosechará su ingratitud violenta, y si se lo otorga, entonces cosechara la maldición de la España inmortal". (Aplausos).
El diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, desea resaltar las diferencias entre el tono empleado el otro día por el Sr. Azaña y el del actual del Sr. Casares Quiroga; considera que el Sr. Azaña se movió en el plano de la serenidad, "por encima de los partidos políticos, extendiendo la invitación a la colaboración y a la concordia", mientras que el Sr. Casares Quiroga se ha producido con un espíritu de enconada beligerancia; "con espíritu de parcialidad manifiesta, parcialidad que yo considero incompatible con aquella labor  que debe realizar el Gobierno en los momentos actuales", con un fondo en sus palabras que, a su juicio, "constituye una lacra de la sociedad española: el espíritu persecutorio"; lamenta que en sus palabras lo que palpitaba era lo contrario, "no la serenidad del
gobernante,
sino un espíritu de apasionada parcialidad".
Advierte que en todos los países donde se ha instaurado el fascismo, "han sido países en los cuáles primeramente pudieron prevalecer desórdenes, persecuciones difusas, algo de lo que viene ocurriendo en España. Yo os llamo la atención sobre la similitud evidente que existe entre la situación social de España, entre la situación de orden público en España en el momento actual y la situación en que se encontraba Italia en los años 20 y 21 y la situación en que se encontró Alemania en años anteriores"; cree que es evidente que, actualmente, en las masas la situación social está provocando ganar adeptos continuamente al fascismo de muchos "que se lo hubieran negado antes de las elecciones del 16 de Febrero".
En relación a las diferencias entre el Frente Popular francés y el español afirma que, como español, se avergüenza de ello, motivo por el cual aprovecha para denunciar el extremismo del caso español; "porque en Francia, después del triunfo de los partidos del Frente Popular, vosotros habéis visto como la normalidad no ha sido alterada";
cree que "las fuerzas que integran el Frente Popular francés
han hablado con un alto sentido de responsabilidad de Gobierno, no pronunciando palabras de guerra, Sr. Casares Quiroga, sino palabras de paz, de concordia y de apelación a la confianza pública, porque comprende que sin esta confianza no podrá instaurar su programa, que ningún programa podrá prevalecer sin ella". (Muy bien). Por ello, le pide al Sr. Casares Quiroga; "abandone S.S. la afición al aplauso de los sectores extremistas que constituyen la mayoría", le recuerda que tiene la obligación de representar a todos; "es el representante de todo el país", "el que debe amparar a todos dentro de la ley". Finalmente, se vota a favor de la confianza al Gobierno por 217 votos a 61.
Concluye la sesión con la intervención del diputado comunista Sr. Uribe, explica el voto de su minoría en relación a la confianza al nuevo Gabinete, de nuevo, empleando un impropio e indecente ideario guerracivilista; habla del pacto del partido comunista con el Frente Popular, "que ha ido con las fuerzas republicanas y el partido socialista a la campaña electoral, que hemos hecho morder el polvo al fascismo y hemos cambiado la situación";
señala algunos de los puntos prioritarios del Frente Popular; "el problema de las responsabilidades de Asturias", "la indemnización a las víctimas de la represión", el problema de paro y la necesidad "de entrar a fondo en los organismos del Estado que sabotean y torpedean todas las instituciones democráticas de la República".
Culpa del actual clima guerracivilista a las derechas;
"porque la guerra civil que se desencadena en España no parte hoy del proletariado, ni de las masas populares, sino de los sectores a los cuáles están adscritos los señores Calvo Sotelo y Gil Robles", con provocaciones, asegura, de toda índole; denuncia así las actividades "de algunos elementos del Ejército donde radica uno de los peligros fundamentales de la República y no por parte del proletariado, que es que ha traído la República y el que ha dado la vida por el régimen democrático".
Se muestra crítico con los Tribunales que, a su entender, provocan al pueblo con esas "constantes absoluciones de fascistas por parte de los Tribunales en todos los rincones de España"; lamenta el que no se esté haciendo justicia para el pueblo, con unos Tribunales "que hacen justicia en nombre vuestro, en nombre de la reacción, ponen en libertad a los fascistas". (El Sr. Esparza: El Parlamento no puede discutir a los Tribunales. Fuertes protestas).
Pide cambiar, incluso, la composición de estos Tribunales, "que no administran justicia, para que hagan justicia en beneficio del pueblo". En su vengativa y difamatoria oratoria, afirma que la crisis "y la catástrofe económica, no viene por el triunfo del Frente Popular", esta viene por "la política que realizan los grandes terratenientes y el gran capital financiero",
denuncia también la falta de libertades habidas en lo que califica como "el bienio negro"; algo que asegura que tiene que cambiar con el triunfo del Frente Popular y, así, advierte; "las masas populares hemos luchado en Octubre para impedir vuestro triunfo, hemos luchado después para pedir que os consolidarais en el Poder, hemos luchado el 16 de Febrero para echaros del Poder y queremos echaros para siempre de la gobernación de España".
En la sesión del día 20 se discute el Proyecto de Ley de la Provisión de Cátedras de Institutos, con el que se deroga el art 30 de la Ley de Presupuestos del 29 de Junio de 1935. El diputado de la CEDA, Sr. Pabón, recuerda los antecedentes de todo este proceso cuando tras ganar las derechas las elecciones de 1933, se acordó desde el Ministerio elaborar un informe sobre lo realizado en este asunto hasta ese momento y en el que se reflejaba y, según ese minucioso estudio, cuantiosos errores "y gravísimos desaciertos que afectaban a múltiples aspectos de dicha Segunda enseñanza, bien en relación a los edificios, bien en relación al profesorado, bien en relación al material científico o al material escolar, bien en la relación importante de creación de los Centros con el lugar geográfico donde habían sido asignados". Tras ello, se llevaron a cabo, tomando siempre como base el referido estudio, la aprobación de los artículos 33 y 30 de la Ley de Presupuestos de los años 34 y 35 respectivamente, "que son lo que ahora vamos a derogar". El primero de ellos, el art 33; "obligaba a que antes de proveer con carácter definitivo las plazas de estos Institutos el Ministro hiciese una reorganización de la Segunda enseñanza" y el 30, "obliga a traer al Parlamento la reorganización, a que sea el Parlamento el que la haga", además de también obligar, no solo a reorganizar los Institutos, "sino una reforma del plan de estudios".
Muestra su contrariedad porque con la derogación de esta reorganización, "queda exclusivamente al arbitrio y a la responsabilidad del Ministro de Instrucción Pública"; por ello, en su voto particular, defiende que antes de convertir estas plazas interinas en definitivas, "es preciso lo que se llama reorganización, conocer cuáles Institutos responden a una verdadera necesidad y cuáles pueden ser ampliados. Pero no ha de estar condicionada a una reforma de estudios".
Finalmente, es rechazado el voto particular del Sr. Pabón quedando así bajo el criterio exclusivo del Ministro de turno el proveer "definitivamente las plazas ocupadas por encargados de curso o catedráticos interinos en los Centros de Segunda Enseñanza".
A continuación, se trae a debate el Proyecto de Ley de la derogación de la Ley de Jurados mixtos; el diputado agrario Sr. Madariaga lamenta que se vaya a restablecer la Ley de Noviembre de 1931 del Sr. Largo Caballero sobre los Jurados Mixtos. Defiende la labor y la Ley del Sr. Salmón y su Proyecto de Julio de 1935, que posibilitaba  reformar la citada Ley de los Jurados Mixtos del 31 y en el que pretendía,
"recoger las enseñanzas que, a su juicio, proporcionaba la aplicación de la ley de 1931 y reformarla en tres o cuatro extremos",
uno de ellos y, recogiendo las opinión de la representación obrera y patronal, establecer
"los Jurados mixtos de empresa o de industria", un criterio que fue aceptado con unanimidad y que hacía que las representaciones "patronal y obrera debían elegirse por sufragio directo",
chocando con algo con lo que no estaba de acuerdo el Ministro del Trabajo Sr. Ramos, que defendía el criterio marxista y de sus respectivas Agrupaciones "de mantener  la representación mayoritaria a través de los Sindicatos".
Otra modificación que introducía la Ley Salmón recuerda que era aquella en la que se decía que los Presidentes de los Jurados mixtos
"han de pertenecer a la carrera judicial o fiscal",
lo que generó en su momento muchas protestas y multitud de opiniones;
pretendía así acabar con unos Jurados mixtos que en España
"eran un oasis al servicio del favor político",
una medida que cerraba
"las puertas a la posibilidad del favor", lo que provocaba ahora estas "vivísimas protestas". Cree que, antes de la iniciativa del Sr. Salmón, no existían ni la independencia "ni la idoneidad que debían tener estos funcionarios del Estado", así, aprovecha la ocasión para honrar la labor del entonces Ministro del Trabajo Sr. Salmón; "para honra suya, para ensalzamiento de la función, para dignidad y mejora de la propia organización  de los Jurados mixtos, prescinde de todo esto y da entrada en las
presidencias de los Jurados mixtos a funcionarios de las carreras judicial y fiscal"; de modo que, asegura, que frente al arbitrio político que suponía "la designación libre de los Presidentes de los Jurados mixtos, el Sr. Salmón nombró para esos cargos a magistrados y jueces en los que encontró la competencia adquirida a través de los años", garantizando de esta forma su independencia. Habla también de la creación, en la referida Ley, de los Tribunales Industriales destinados para acabar con la doble jurisdicción de tipo laboral; "las funde en una sola";
unos Tribunales que son suprimidos ahora para quedar todo al único arbitrio del Ministro de turno, "cosa sometida a los vaivenes políticos y a los partidismos de cada instante" y en claro perjuicio de la independencia tan anhelada por el Sr. Salmón. Por su parte, el diputado socialista Sr. Tanegua, asegura que la legislación de las Constituyentes no se hizo "para atender a peticiones de nuestra clientela política", sino por un verdadero sentimiento de ayudar "a implantar en España unas normas de relación entre patronos y obreros",
acabando, en la medida de lo posible, con las luchas entre ambos; contra todo ello dice que se levantaron los elementos de la derecha, una clase conservadora que, en su opinión, "poco le interesa ni le preocupa media hora menos de jornada ni una peseta más de salario; acostumbrada a hacer en España su libre voluntad, porque se consideraban amos de las tierras, de las máquinas y del pensamiento de las ideas del trabajador". En esa férrea defensa de la clase sindical y obrera, llega a defender los postulados revolucionarios de Octubre de 1934;
"Estos hombres que ahora claman pidiendo respeto para su derecho al trabajo olvidan que en el mes de Octubre del año 1934 otros hombres como ellos, con hijos, con mujeres que mantener, por un concepto de su dignidad civil, por estimar que para la vida de España hacía falta una gesta romántica, sacrificando cuanto eran y cuanto valían en provecho de la historia civil de España, dejaron quietos los instrumentos de trabajo para rebelarse contra el Poder coercitivo de un Estado que había saltado por encima de su Carta fundamental" (Muy bien - Aplausos);
añade que, estos trabajadores, estos obreros, se encontraron con la circunstancia de que "otros les sustituyeron", "y los ocuparon al amparo de la fuerza coercitiva del Estado", por lo que sugiere; "cuando la vida civil española recupera un poco su prestigio y su libertad, vuelvan a sus puestos aquellos que los abandonaron por defender a la República y salgan a la calle los que entraron a sustituirles sin mérito la mayoría de las veces, sin concurso en ningún caso y solamente por favor". Critica también el establecimiento de esos Tribunales especiales presididos por Magistrados, es de la opinión de que estos no pueden ser imparciales ni neutrales, "porque tendrán siempre el concepto de la función que han realizado en las diversas dependencias del Estado y no comprenderán, repito, el sentido humano de las leyes sociales". Esta intervención supone una nueva muestra de la solidaridad socialista con el movimiento golpista de Octubre del 34, un movimiento que califica como "causa romántica". Se posicionaba, igualmente, en contra de la legitimidad de los Tribunales para ejercer la función fiscalizadora de las relaciones entre patronos y obreros como pretendía la derecha, sujetos así ahora a una política de clase; a su particular entender, la Justicia es una herramienta del estado burgués contraria a los intereses de clase y, por ende, a los intereses de los obreros y del proletariado.
Tras su intervención, el diputado anarcosindicalista Sr. Pestaña, afirma que con la actual Ley se pretende restablecer
"una conquista ganada por la democracia obrera al capitalismo",
reconoce que, incluso, con un espíritu de clase,
"yo no soy hombre que se ande con ambages ni eufemismos",
si bien, señala que ese espíritu de clase también lo hay cuando un juez llega a la presidencia de un Jurado mixto, cree que un juez nunca va a decidir en favor de los trabajadores y sí "a favor de la clase que cree que está más cerca de él". Recogiendo las palabras del Sr. Madariaga respecto su opinión de que los socialistas y sus organizaciones "persiguen a los trabajadores que no piensan como vosotros", también y, con una inusual honestidad en el Parlamento republicano, reconoce que es un hecho real, "Y es verdad, es una dolorosa verdad"; asegura que, él mismo, ha combatido contra ese criterio dentro de un Sindicato, que trataba de imponerlo no dejando trabajar a un obrero porque no pensaba "como los obreros que tenían mayoría en el Sindicato o en el taller", unos obreros que obedecen "forzosamente, muchas veces contra su voluntad, a influencias externas"; a lo que añade que, en muchas ocasiones, "he reprochado a mis camaradas de organización esto",
y a quienes ha llegado a decir: "¿Por qué dejáis a un obrero sin colocación si es un padre de familia?. ¡Qué importa que sea católico! ¡Qué importa que no tenga idea ninguna! ¡Qué importa que tenga ideas opuestas a las vuestras!"; a su juicio e, independientemente de su condición, es un trabajador "y tiene derecho a trabajar en el taller, en la fábrica, para ganarse el pan",
sin embargo, lamenta que no suela suceder así, estos mismos obreros son los que le aseguran que muchos patronos despiden a obreros por sus ideas socialistas, anarquistas o republicanas;
"Es una confesión franca, brutal si se quiere, pero es la realidad. La vida en España desde hace muchos años se desliza por los cauces que no son los de la equidad y el respeto. Ha bastado que uno piense de determinada manera para que se le persiga y acorrale", y refiere que, entre estas injusticias, "hay que admitir aquella que beneficie a los que llaman débiles".
No cree que todo esto se arregle con la equidad de una determinada Magistratura; "esta es una lucha a muerte en que triunfarán unos o triunfaremos otros", lamenta que tenga que ser así cuando es
algo que se podría solucionar con un poco de generosidad de las clases conservadoras que deberían ceder en algo sus privilegios. Afirma que si hubiese alguien que investigase a fondo el procedimiento y método de los Jurados mixtos vería que, en esos conflictos sociales, de cada diez casos, "nueve se han debido al incumplimiento por la parte patronal de las bases pactadas con los trabajadores, y que solo un caso tiene por fundamento la petición de una mejora o reivindicación"; se atreve a augurar que con el nuevo Proyecto de Ley de los Jurados mixtos esta situación debe mejorar, evitando, si no en su totalidad, "por lo menos una gran parte de estos conflictos". El Sr. Pestaña desgranaba a su particular y, sobre todo, sincera y honesta manera, una realidad social que afectaba a las relaciones del trabajo, él mismo reconocía que había sido protagonista de los excesos cometidos por su propio sindicato al impedir acceder al trabajo a aquellos trabajadores que no pertenecieran ni defendieran las políticas del mismo, algo que sin prejuicio político alguno censuraba. Es de alabar y, más, en su condición de pertenencia y de defensa de la causa del Frente Popular que, al menos, tuviera la gallardía de reconocer los vicios presentes en las relaciones del trabajo tanto de unos como de otros, aparcando a un lado la siempre complicada y, a menudo, innecesaria y estéril pasión política; estas buenas intenciones, con ejercicio de autocrítica incluida y, dentro del conglomerado de formaciones y organizaciones frentepopulistas, no serían más que un pequeño oasis en un lúgubre desierto de revanchismo y frentismo.
Por su parte, el agrario Sr. Madariaga, en su réplica reitera que a los obreros que no pertenecen "a las organizaciones a que pertenece S.S. no se les permite trabajar y se declaran huelgas para que estos individuos sean expulsados, y se firman bases de trabajo, en las cuáles se hace constar taxativamente que para poder trabajar hay que pertenecer a una de estas dos grandes Centrales Sindicales que hay en España. Esta es una cosa que la sabe todo el mundo; esto es lo que yo combato y contra lo que yo me rebelo". Apuesta por hacer respetar las condiciones del obrero, que se llegue a la creación de un seguro integral con cargo al Estado, "que ponga a los trabajadores a cubierto de esas vicisitudes",
de tal modo, que es prioritario que el trabajador tuviera, a parte de la cobertura de accidentes o de la jubilación, cobertura
"en caso de enfermedad, inherente a la condición humana; la reparación debida al trabajo, las condiciones higiénicas necesarias a la salud". Tras estas palabras, intervenía y, para cerrar la sesión, el diputado del POUM Sr. Maurín, pregunta acerca de la razón por la que aún no se han detenido a los autores del asesinato del periodista Luis de Sirval (ocurrido en los sucesos de Octubre del 34), un crimen que califica como
"el que ha sido considerado como la representación genuina de la barbarie contrarrevolucionaria", unos asesinos que dice fueron absueltos "por los Tribunales de la Contrarrevolución".
Un día más tarde, el 21, se discute de nuevo el Proyecto de Ley de la derogación de la Ley de los Jurados Mixtos; el diputado de la CEDA Sr. Gonzalo Soto, cree que el Poder Público junto a la representación obrera y patronal,
"debe presidir todas estas discusiones, toda esta elaboración de la legislación laboral".
Defiende también que el Poder Público no esté ausente "de estos organismos, ni pertenecer a una clase, porque está por encima de todas". Sugiere, como uno de los motivos de la derrota de las izquierdas en 1933; "la angustia que sentían la producción nacional ante la forma en que se venían produciendo los Jurados mixtos. Llevados allí los presidentes por un espíritu de clase, convirtieron los Jurados mixtos, no en un instrumento de conciliación, no en un medio de conciliación, sino en una trinchera de combate, destructora de aquella armonía que debe reinar entre los elementos de la producción, desde un punto de vista económico y nacional".
Cita numerosos países donde al frente de estos comités paritarios se encuentran
"una Presidencia salida de la Judicatura o de la Magistratura", países como Bélgica, Italia, Alemania, Francia, Portugal, Méjico o Perú. Por su parte, el socialista Sr. Tomás Tanegua y, en nombre de la Comisión, ataca a los sectores conservadores representados por el propio Sr. Gonzalo Soto diciendo que, la actual labor de los mismos, tiene connotaciones muy parecidas a la de 1933 al dirigir sus ataques a una legislación social que aún "no ha iniciado su función protectora de la clase trabajadora; se empieza ya por ustedes, representantes de una clase social". (Denegaciones. El Sr. Fernández Heredia: Representantes de la Nación).
Durante su intervención, hace callar de una forma abrupta al Sr. Bermúdez Cañete e, igualmente, hace lo propio con el resto de los sectores conservadores de la Cámara a los que pide enérgicamente también que se mantengan callados; "Es una cosa repugnante que un Parlamento......." (Grandes protestas que corta la Presidencia).
Prosigue su alegato contra las masas conservadoras afirmando que una gran parte de ellas, "ha vivido siempre al margen de la ley". (Fuertes protestas - La Presidencia reclama orden).
Tras su agria intervención, es rechazada la enmienda del Sr. Gonzalo Soto. Finalmente, sería aprobado el único artículo del Proyecto de derogación de la Ley de Jurados Mixtos de 1935.
A continuación, tiene lugar el debate del Proyecto de Ley de Desahucios de fincas rústicas; el diputado de la CEDA, Sr. Giménez Fernández, cree que gracias a su Proyecto de la Ley de Desahucios de Marzo de 1935 se limitaron mucho los abusos; desea señalar que, en muchas ocasiones, los desahucios,
"los lanzamientos de la tierra por parte del cultivador han sido razonables y legítimos". Refiere que hay otros muchos casos en los que los arrendatarios, "cansados del cultivo, han abandonado la tierra, teniendo el propietario que hacerse cargo de ella". Pide articular todas estas injusticias trayendo con prontitud una Ley de Arrendamientos que trate de paliar todos estos abusos, no sin por ello lamentar los abusos que se hubieran podido cometer durante su mandato al frente del Ministerio de Agricultura, unos errores que achaca, principalmente, al intrusismo político al que no es ajeno su propio partido, con unos señores que dice pertenecieron primero a los partidos turnantes, para pasar luego a las filas de la Unión Patriótica y que, al llegar a la República,
"del antiguo partido conservador pegaron un salto al radical socialismo", un lugar al que han llegado a pasar tanto a las filas del comunismo como del fascismo.
Por todo ello, dice que ya es hora "de que todos reunidos hagamos unos partidos de personas decentes, echando a los sinvergüenzas, que son los que desde dentro desprestigian a los partidos". (Muy bien - Aplausos). Le contesta el Ministro de Agricultura, Sr. Ruiz de Funes que, en su línea, utiliza un tono templado y sereno y, más, tratándose de una respuesta al Sr. Giménez Fernández, acaso, el único diputado de las derechas que consiguió ser interpelado con una debida corrección y un noble y plausible espíritu de cordialidad por parte de las izquierdas parlamentarias. Así, afirma que es una ley que viene a reparar defectos o injusticias de anteriores leyes como la de Arrendamientos del año 35, una Ley que estima era un buen Proyecto que, además, se complementaba con otro como era la Ley del Acceso a la propiedad. Sin embargo, muestra su pesar porque el Proyecto inicial del Sr. Giménez Fernández se torciera tras la enmienda planteada por el Sr. Aperribay y en la que defendía que el arrendador
"podía convertir el arrendamiento en aparcería, y si el arrendatario se negaba a hacerlo, quedaba finido el contrato de arrendamiento"; una enmienda que como jurista le causaba perplejidad ya que, "yo no conocía que un contrato se pudiera modificar por una sola de las partes, ni concebía tampoco que cuando una de las partes no aceptaba la modificación de contrato caprichosamente propuesta por la otra, quedara finido el contrato si no se había producido inexorablemente su terminación". Esta enmienda recuerda que produjo una verdadera revolución en la Cámara propiciando, a su vez, el que se combatiese duramente la citada Ley de Arrendamientos que tuvo su inicio con una enmienda del Sr. Valentí, el cual, logró "esa declaración favorable del Sr. Giménez Fernández", un hecho que supuso una tempestad para el propio Sr. Giménez Fernández; "quedó aislado dentro de su propia minoría, como un terrible revolucionario que pretendía por medio de las leyes agrarias subvertir el orden de la economía y de la propiedad de España". Tras sus palabras, el Sr. Álvarez Valdés le contradice afirmando que eso no es cierto: "Aquí estamos todos los que hemos votado esos proyectos y éramos de aquella minoría y seguimos siéndolo".
Prosigue el Ministro sugiriendo modificar dicha Ley por entender que se favorece al desahucio; defiende la ponderación de este Proyecto de Ley que está por encima de luchas partidistas, que está a favor de la justicia social y, por ello, solicita a la Cámara que obre en consecuencia;
"dejando a un lado toda contienda política, en estas leyes de justicia social que está reclamando el campo español". (Grandes y prolongados aplausos).
La convulsión y la tensión vuelven a la Cámara en la sesión del día 22 con la discusión de las actas de Granada tras las elecciones celebradas apenas unas semanas antes;
el diputado de la CEDA, Sr. Calzada, lo califica como
"un gigantesco amaño electoral". Dice que solo se levanta para cumplir con su deber y para que toda España conozca
"como habéis ganado las elecciones de Granada", en unas elecciones donde "se ha consumado toda clase de atropellos con tal de lograr el triunfo". Denuncia que los trece diputados que van a tomar posesión de su escaño por aquella provincia no son la verdadera representación del pueblo; "solo representan a un Gobernador complaciente, a un Gobierno parte en la contienda y a unas masas que en la brutalidad, en la agresión y en la injusticia han buscado el camino del triunfo".
Como ejemplo de lo allí ocurrido, desea leer una de las actas levantadas de un colegio del pueblo de Mecina Bombarón en las que, el presidente y el adjunto, denunciaban la ilegalidad de la misma con estas afirmaciones: "Amenazados por diversas agresiones y reconociendo el peligro en que nos encontrábamos, convinimos verbalmente toda la Mesa en aplazar la votación hasta el domingo siguiente, y en atención a la poca seguridad que tenían nuestras vidas; pero el presidente de la Comisión gestora, D. José Ruiz y Ruiz; el vocal mismo de la misma, D. José Jiménez Hidalgo y demás secuaces nos amenazaron con que no saldríamos del colegio mientras no terminara la elección, poniéndose los grupos en las puertas y tomando los puntos estratégicos, teniendo que volver a reanudar la votación";  "Las listas de votantes no se apuntaban por la Mesa, y al llegar las cuatro de la tarde se presentó en el colegio el Secretario interino del Ayuntamiento, D. Juan Moreno, con toda la documentación electoral hecha
previamente en la Secretaría del Ayuntamiento, apareciendo en ella que, de 60 o 70 que habían votado, resultan 320 votantes, negándose la Mesa a firmar la documentación, amenazando otra vez el presidente de la Comisión gestora que si no firmábamos pronto, tomarían medidas violentas contra nuestras personas".
Afirma que una vez presentada la documentación a la Junta del Censo, leyeron el acta ante el Presidente de la misma y en la que hicieron constar que "hasta los fallecidos habían votado, incluso varios ausentes, entre ellos doña Mercedes Suárez Coto, que hace varios años había fallecido en Valor". Recuerda también que fueron unas elecciones que ya habían sido previamente anuladas y en las que se habían quedado sin acta importantes figuras de la escena política (entre ellos el diputado socialista Sr. Fernando de los Ríos);
"personalidades muy relevantes de esos partidos y era preciso proporcionársela. Para eso estaban los votos de la Comisión y los de la Cámara, y para ganar las nuevas elecciones estaba el Poder, generosamente ofrecido en todo instante". Así mismo, señala que la minoría de Acción Popular, "pudo conseguir, cuando menos, las minorías en Granada sin lucha",
y añade;
"representantes de partidos políticos de aquella localidad vinieron a hacer proposiciones al jefe de Acción Popular en este sentido, ofreciéndole que si era retirado el nombre de uno de los candidatos, el partido socialista y los demás partidos coaligados con él en el Frente Popular no tendrían inconveniente en que Acción Popular se llevara los tres puestos de minoría en la provincia de Granada". Para probarlo, lee la carta dirigida por el Sr. Gil Robles al Ministro de la Gobernación al tener conocimiento de estas proposiciones. Recuerda además como una Comisión, “integrada por representantes de Acción Popular y por los presuntos candidatos visitó al Gobernador para anunciarle que, formando una coalición, estaban dispuestos a presentarse a luchar por las mayorías en la circunscripción de Granada”, algo que escuchó con sorpresa el mismo Gobernador, por lo que les dijo: “Pero señores, ¿ustedes lo han pensado bien?; ¿ustedes saben los jaleos que va a haber por esos pueblos?”. Asegura que, en estas condiciones, “empieza la campaña electoral en Granada, con una censura de Prensa implacable y personalmente ejercida por el propio gobernador, sin que las derechas, sin que la candidatura de Frente Nacional tuviera medio alguno de comunicarse con sus electores, ya que el único periódico de derechas existente en aquella localidad había sido quemado en los vergonzosos sucesos ocurridos algunos meses antes”. (Rumores). Seguidamente, habla de otro caso en el que un alcalde de una localidad granadina no les permitió dirigirse a las masas y, en esta situación, la misma Comisión gestora les llegó a decir: “Aquí no habla absolutamente nadie; aquí lo que hace falta es matar". De este modo, el alcalde, “detuvo inmediatamente a los candidatos”, incluido al diputado Sr. Serrano Mendicute, un hecho que no pareciera importar al alcalde ya que, para él, "eso era un papel mojado; que él detenía a Diputados y a todo aquel que se le pusiera por delante". Apunta que, finalmente, pudieron salir de dicha localidad
"entre dos grupos colocados a los lados de la carretera, que los agredían a tiros y pedradas",
llegando así a Diezma, lugar en el  que se empleó
"otro género de terrorismo",
consistente en detener a los amigos de los candidatos una vez estos abandonaban la ciudad visitada, o como lo ocurrido en Baza, donde fue apaleado brutalmente
"el catedrático de aquel Instituto, Señor Huidoro, que por haber cruzado palabra con los candidatos, una vez estos abandonaron el pueblo, le hicieron salir violentamente de allí",
logrando salvar la vida gracias a la ayuda de un vecino de la localidad. Hace mención también al caso de la localidad de Illora, donde "en presencia del alcalde, que lo contemplaba acodado sobre el balcón del Ayuntamiento, se fueron sacando de la Iglesia, una a una, todas las imágenes, lanzándolas al fuego y, a cada uno de estos lanzamientos, tocaba el himno de Riego la Banda Municipal". (Rumores y risas); un alcalde que asegura que, gracias a los votos de las izquierdas, "dentro de muy poco tiempo, va a sentarse en estos bancos".
Relata que ante toda esta serie de sucesos y tropelías tuvieron que retirarse de las elecciones; "no quedaba otro camino que retirar la candidatura del Frente Nacional, como en efecto, se hizo", con ello, no querían comprometer a sus amigos "que eran brutalmente apaleados, encarcelados y expulsados de los pueblos por el solo hecho de haber cruzado la palabra con nosotros y, por otra parte, nos daba asco tomar parte en una farsa que ya estaba ensayada, que estaba perfectamente preparada, y en la que nos correspondía únicamente el papel de comparsas".
Unas tropelías que no solo afectaban a la candidatura del Frente Nacional, incluso a la Independiente formada por aspirantes
de clara representación izquierdista;
"Ortega y Gasset, Barriobero y Sánchez Roca",
unos señores,
"que nada tienen de común ideológicamente con nosotros, en un mitin celebrado en Granada el día 2 esbozaban ya sus recelos acerca de la forma en que se iban a celebrar, con respecto a ellos, las elecciones de aquella circunscripción" y así lo reflejaban los propios carteles electorales de sus candidatura y en los que se decía: "Contra el pucherazo.- Votad a Ortega y Gasset, Barriobero y Sánchez Roca". Tras estos ejemplos, prosigue afirmando que las elecciones de Granada se celebraron "en un ambiente de absoluta indiferencia, acudió escasísimo número de electores a votar en los colegios", dirige sus quejas directamente al actual Presidente del Consejo y anterior Ministro de la Gobernación, el Sr. Casares Quiroga; "quien conocía perfectamente la forma en que se desarrollaban las elecciones en Granada, y que permitió al gobernador civil que acorralara a latigazos a una provincia como único medio de amordazarla", cree que su actuación es la "verdadera deshonra de un sistema, que suponen las elecciones de Cuenca y de Granada". Asegura que tras "el robo descarado de actas en los días siguientes a las elecciones, luego de la conducta de la Comisión de actas, más tarde de la farsa cómica de la elección de compromisarios", aquellos a los que se les suponen los más firmes defensores de la democracia, las izquierdas, "la habéis envilecido primero y deshonrado después". (Aplausos y protestas),
y añade; "para vosotros, democracia y libertad consisten en atropellar a quien no piensa igual que vosotros, en condenar al hambre al obrero que no quiere someterse a la tiranía de vuestros Sindicatos, en aplastar al enemigo"; por todo ello, cree que es indudable que se deben sacar consecuencias que, a su juicio, son "las de que la España que está fuera de aquí sabe que esas injusticias son los estertores de un régimen liberal y un concepto democrático moribundo". (Protestas - Aplausos).
Aporta diversos documentos para que consten en el diario de sesiones, entre ellas, las comparativas de los resultados de las elecciones de los meses de Febrero y de Mayo y en los que se observa como los votos de las derechas, de ser mayoritarios en Febrero, pasan a ser en Mayo (tan solo tres meses después), casi anecdóticos mientras que, por el contrario, las izquierdas crecían exponencialmente, invirtiéndose por completo los resultados del mes de Febrero. En muchas de las secciones, las derechas no obtenían ni siquiera un solo voto.
La respuesta corre a cargo del miembro de la Comisión, el socialista Sr. Gomáriz, considera que los datos aportados por el Sr. Calzada no son de suficiente entidad y que corresponden "a un acto de propaganda política", pero no solo eso, incluso le afea por defender, a su particular modo de ver, una doctrina
"netamente fascista". (Rumores. - Varios señores Diputados: ¡Ya está la palabra; ya salió!); y se reafirma;
"son fascistas"
todos aquellos que dicen no creer en el Parlamento ni en la democracia y si en el Estado totalitario; "el Sr. De la Calzada defendía una doctrina absolutamente fascista".
Incluso, se atreve a afirmar que las violencias contra los candidatos de derechas tenían una justificación (recordemos que era un miembro de la Comisión parlamentaria); "cuando se ha hecho de la pistola arma electoral en la primera vuelta y se ha perseguido a la gente y ha habido muertos y heridos, es muy peligroso presentarse ante el público", "era muy peligroso para los Diputados de Acción Popular acudir ante las masas de la provincia de Granada, porque esas masas sabían hasta qué punto se las había vejado y perseguido".
No desea rebatir las aportaciones realizadas por el Sr. De la Calzada por entender que corresponden a una intencionada propaganda política; "no encuentro la alegación de un solo hecho concreto ni acusación concreta que, sirva para acreditar que en la provincia de Granada se ha falseado la voluntad popular". Las denuncias del Sr. Calzada eran, en sí mismas, de una gran contundencia, defendidas y expuestas con una gran detalle y un buen número de relatos y sucesos acaecidos en aquellos días en la provincia y, en los que advertía, de la incuestionable ilegalidad de unas elecciones celebradas en un clima de violencia que no era sino el reflejo de la división social y política que en aquellos momentos vivía España; unas elecciones desarrolladas y ejecutadas de acorde al ideario y los intereses de las doctrinas frentepopulistas, carentes de toda garantía y certificación de la verdadera voluntad popular secuestrada ya, en aquellos momentos, por las autoridades gubernativas del Frente Popular; las palabras de todo un miembro de la Comisión, el socialista Sr. Gomáriz, lejos de despejar dudas, dejaban muy claro las verdaderas y reveladoras intenciones de los elementos más devotos a la causa e ideario frentepopulista.
A continuación, el diputado de la CEDA, Sr. Giménez Fernández, solicita traer una nueva Ley Electoral; recoge algunas de las palabras del Sr. Gomáriz al que llega a reconocer que se pudieron cometer ciertos abusos en algunas localidades por parte de partidarios de las minorías de las derechas, como en Orjiva, Motril o Huéscar, pero cree que en las elecciones del 3 de Mayo “se ha hecho lo mismo de mal; pero con tal perfección, que de lo actuado no ha quedado ni rastro”;
igualmente,
admite que el Sr. De la Calzada no ha presentado testimonios notariales,
“pero no por ello deja de ser perfectamente exacto”, considera que, si hubo defectos en la primera elección en Granada,
“defectos ha habido en la segunda”. Hace mención a la acusación en relación a los supuestos escopeteros, dice que, si acaso, estos serían platónicos, “porque en aquella elección no se supo que mataran a nadie”.
Lamenta que los alcaldes que permitieron esos atropellos no hayan sido destituidos y, en este punto, interviene uno de los protagonistas de alguno de los incidentes referenciados por el Sr. Calzada previamente, el diputado de la CEDA, Sr. Serrano Mendicute:
“A mí se me tuvo encerrado cuatro horas y durante todo este tiempo se estuvo preparando al pueblo para asesinarnos a la salida del lugar, tomando trincheras en la carretera, a ciencia y paciencia de las autoridades del Gobierno y sin permitirnos hablar con el Gobernador de la provincia”.
Prosigue el Sr. Giménez Fernández afirmando que para evitar todas estas cuestiones y métodos caciquiles es preciso apostar por un sistema electoral basado en la representación proporcional, “en la que no hagan falta coaliciones que deshonran, que perjudican y que molestan a los que en ellas tienen que formar parte”,
ya que tanto izquierdas como derechas, han tenido que coaligarse con partidos de corte totalitario en su intento de alcanzar el porcentaje de votos necesario, un sistema en el que por un solo voto,
“depende tener 10 Diputados o dos Diputados y para conseguir ese voto se apela a las mayores barbaridades y a los mayores atropellos",
fomentando y ahondando todavía más en la ya de por sí profunda división entre españoles. Recuerda como uno de los peores episodios de su vida
“lo ocurrido en la discusión de las actas en estas Cortes de 1936";
un día en el que incluso el Sr. Prieto se marchó de la presidencia de esa Comisión de actas
“porque no sabía si ese criterio se seguiría aplicando con la misma inflexibilidad” (en relación a la anulación de las actas de Granada), con una Comisión que variaba continuamente los criterios en función de ciertos intereses partidistas; recuerda como también dimitió de la misma,
“del cargo de vocal de la Comisión de actas de un ilustre Diputado de la Izquierda Republicana que se indignaba al ver que se vulneraba totalmente el acuerdo tomado para hacer una cosa que por razones de conveniencia de tipo político”.
Finalmente, es desechado el voto particular del Sr. Giménez Fernández que, pese a tener un alto grado de aceptación en distintos sectores de la izquierda parlamentaria, no consigue que ninguna de sus propuestas sea aceptada por la Cámara.
Pocos días más tarde, el 26, se trae el Proyecto de Ley del desahucio de fincas rústicas, el Sr. Giménez Fernández vuelve a defender diversas enmiendas tratando de hacer valer, a su vez, los aspectos más positivos de su Ley de Marzo del 35 y, como es habitual en él, con buenas y conciliadoras palabras evitando en lo posible el enfrentamiento con los sectores de la izquierda. Así, censura el que, en muchas ocasiones, el abandono de la tierra ha sido protagonizado por el arrendatario; "casos en los que los renteros no pagaban la renta y que en vez de permitir que se les iniciara un desahucio, cuando les dijeron que les iban a desahuciar, se fueron sin haber pagado la renta"; por ello, entiende que en estos casos, sería injusto que estos arrendatarios fueran repuestos en sus tierras sin tener que "satisfacer lo que dejó de abonar". Además, desea advertir que todo ello está basado en un supuesto que es falso, "que todo propietario es más rico que el arrendatario", algo que, quizás, si se pueda dar en las grandes fincas que no así en las pequeñas extensiones. Por este motivo, critica que en este artículo se condene "a todos estos pequeños propietarios, más pobres que los arrendatarios, a que entreguen otra vez la tierra a éstos". Estas más que razonables sugerencias y, sobre todo, con el propósito de establecer puentes de entendimiento, tan del gusto del Sr. Giménez Fernández, son contestadas por el miembro de la Comisión, el diputado socialista Sr. Zabalza que, por el contrario, encuentra en la amenaza y la descalificación la forma de contestar al siempre respetuoso y conciliador diputado de la CEDA; empieza denunciando que en los Juzgados municipales se han hecho, "especialmente desde los tiempos en que se cambiaron los jueces de elección popular por otros hechos a dedo para servir exclusivamente a los intereses de los terratenientes, muchas enormidades y no solo en las cuestiones de prevaricación a las que se refería el Sr. Giménez Fernández, hasta el punto de que a la mayoría de esos jueces habría que llevarlos ante el piquete de fusilamiento, porque no merecen otra cosa". Advierte que la Comisión ha llegado al máximo
"a que puede llegar".
Vuelve a decir que esta Comisión no ha creado estos problemas; "se ha encontrado con un hecho que no ha producido ella; que se ha producido principalmente por culpa de SS.SS", y, además, culpa de que se haya permitido "que individuos totalmente identificados con los intereses de una clase se hayan dedicado a perseguir a la otra, al amparo de la ley que aprobaron S.S. y el Parlamento de entonces". Así, dice que se han encontrado con un hecho sangrante por lo que ahora,
"como ocurre en toda operación, tenemos que hacer sangre cuando necesitamos reparar los daños que esa ley injusta ha causado".
Vuelve a reiterar que esos jueces municipales, esos secretarios de Ayuntamientos, se han mostrado en todo momento
"dispuestos a servir al terrateniente", capaces incluso de hacer
"demostrar que aquello que fue un lanzamiento injusto, una expulsión arbitraria de un arrendatario, fue en realidad un acto voluntario"; asegura que no se marchaban voluntariamente sino arrojados "por los guardas del señor o por la Guardia civil". Y aún más, afirma con rotundidad que tiene el convencimiento absoluto "de que no hay ningún usurero en los pueblos que haya militado durante este tiempo en los partidos de izquierda; han estado con S.S., han sido de la Ceda y de los radicales, y al amparo de estos partidos han realizado estas injusticias". (Protestas). Por todo ello, se ratifican en su posición, manteniendo así, "el compromiso que tiene el Frente Popular con todos estos arrendatarios que vosotros habéis desahuciado sin ninguna clase miramientos". Poco más que añadir……
Al día siguiente, el 27,
se debate de nuevo el Proyecto de Ley de la revisión de los desahucios de fincas rústicas; tras diversas enmiendas rechazadas a algunos miembros de las derechas, la Comisión y, en el artículo Adicional del Proyecto, acepta por fin un voto particular del Sr. Giménez Fernández; un voto en el que solicita no proceder
"contra aquellos cultivadores directos de fincas propias o de sus padres, no mayores en conjunto de 50 hectáreas de secano o cinco en regadío, que las hayan reclamado y obtenido para continuar en el cultivo directo llevado por sus ascendientes o colaterales de primer grado antes de 1931".
Este, agradecido por este gesto de la Comisión, dice que el logro es fruto del trabajo y de la constancia que ennoblece las labores parlamentarias y que, con ello, al menos, se ve congratulado de evitar algunas de las injusticias que este Proyecto llevaba implícito en su dictamen. Tras estas palabras, queda aprobado el artículo Adicional y, por tanto, el Proyecto Ley de la revisión de los Desahucios de fincas rústicas.
A continuación, se trae a debate el Proyecto de derogación de la Ley de la Reforma agraria de 1935 que trata de restablecer la vigencia de la Ley de Septiembre del 32; el diputado de la Lliga Sr. Florensa, dice que no se pueden hacer esos asentamientos en masa que ahora se están haciendo, cree conveniente que desde el propio Ministerio de Agricultura se fomente la enseñanza a los cultivadores y labradores para ejercer con rigor las tareas que le han sido encomendadas en el campo, se muestra partidario de que los miles de asentados, al menos, conozcan las labores que en ese asentamiento van a ejercer. Dice que expone todas estas consideraciones por encima de cualquier interés partidista, "por encima de las diferencias ideológicas y de clase", movido solo por un estímulo, "el estímulo de la Patria, hoy tan desacreditado". Termina su discurso entre distintos aplausos salidos de las bancadas del centro y la derecha parlamentaria. Por su parte, el
Sr. Giménez Fernández, hace mención a las partes esenciales de la Ley de la Contrarreforma agraria de 1935; la primera, la derogación de la Ley de Septiembre del 32; la segunda, la incorporación a la Ley del principio del acceso a la propiedad y, por último, el principio del patrimonio familiar; lamenta que se quiera derogar todo cuando en aquella Ley se salvaban principios que eran aprovechables de la Ley de 1932. Critica que se quiera hacer una derogación completa con un único fin partidista quedándose por el camino consideraciones tan estimables como el principio del patrimonio familiar. Igualmente, muestra su disconformidad con que, al socaire de restablecer sí o sí la Ley del año 32, se haya incluido en este Proyecto un precepto que considera "es una deshonra para la Reforma agraria, cual es el castigo con la privación de bienes infligido a determinada clase social; protesta en nombre "de los principios supremos de justicia", por el atropello que supone "de privar de lo que era legítimamente suyo a unas personas que por el hecho de estar incluidas en una clase determinada por el azar de una ceremonia palatina, privándoles de lo que les sirve para sustentar a su familia"; le parece monstruoso querer ir contra una clase social y con el arbitrio y el abuso de la confiscación, y solo por una condición de clase; "destruir una clase social determinada"; "privar de la indemnización de los bienes a quienes se cubrieron grandes de España, sin aplicarla a los grandes potentados de la tierra, cosa que quizá sería más lógica que castigar a esos señores que tuvieran aquella debilidad". Le contesta el Ministro de Agricultura Sr. Ruiz de Funes, estima que, dentro de esa Ley del 35, había una serie de defectos que hacían necesario reformar la legalidad de la Ley del 32, "que recogía nuestras aspiraciones políticas y los principios que nos inspiraban". Defiende el actual Decreto de Contrarreforma agraria y en el que aparecen disposiciones como la que se refiere
"a la forma de declarar la utilidad social, a la de proceder en las ocupaciones temporales y a la de aplicar los asentamientos en las fincas declaradas de utilidad social".
Refiere que se han realizado dos tipos de asentamientos, los de los yunteros y los asentamientos "de campesinos individuales y colectivos"; cree que no ha habido precipitación en estos asentamientos, incluso, se han hecho revisiones "por los propios servicios de Reforma agraria" para corregir los posibles defectos. Así, estima que lo más importante ahora es llevar a cabo esa Reforma agraria para paliar el problema urgente de la redistribución de la tierra. Agradece algunas de las consideraciones hechas por los Sres. Florensa y Giménez Fernández sobre la política ministerial de la liberación del precio del trigo, todo en un inusual ambiente de cordialidad entre los distintos oradores. Finaliza afirmando que la Reforma agraria,
"como una necesidad de justicia social, ha de ser obra de todos". (Grandes aplausos).
Día 28; se vuelve a discutir el Proyecto de Ley de la derogación de la Reforma agraria de 1935. Igualmente, es aprobado por amplia mayoría el Proyecto de Ley de la revisión de los desahucios de fincas rústicas. Finalizaba la sesión con la admisión de las actas de Cuenca, entre ellas, la del Sr. Álvarez Mendizábal. Un día más tarde, el 29, se desarrolla un debate sobre asuntos económicos; el diputado del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo, critica que se siga en esta aparente "sensación de normalidad" respecto al poder legislativo y representado por la rutinaria actividad parlamentaria cuando
"todos los demás poderes, toda la vida española, son la personificación del caos, del desorden y de la irregularidad";
le parece un espectáculo grotesco y absurdo. Reitera que el problema esencial de toda esta tragedia nacional deriva de la falta del principio de autoridad gubernamental; "la ausencia de un Estado", con un Gobierno y unos Ministros "que desgobiernan, y, por consiguiente, no hay un Estado"; un Estado que asegura en las últimas semanas ha sido suplantado por
"elementos ajenos a la organización estatal, que están corroyendo las bases de la vida española y preparando un mañana pavoroso, si Dios no lo remedia, que sí lo remediará. Por algo soy creyente y lo espero así". (Muy bien, Muy bien). Relata los sucesos que han padecido estos días "unas distinguidas personalidades extranjeras"
en Madrid que tuvieron que pagar "la alcabala que a título de caridad para el Socorro Rojo les reclamaban unos señores uniformados, con brazaletes también rojos";
además,
soportaron diversas paradas en el ferrocarril en la localidad de Miranda debido "a conflictos sociales allí desencadenados";
y,
al llegar a Madrid, al hospedarse en un Hotel, una huelga les obligaba a hospedarse en otro, por lo que
"están deseando marcharse de España, como es lógico". (Rumores y risas). Así, pide  "Restableced la autoridad señores del Gobierno. Todos los Ministros sois unos parásitos de la anarquía, vivís de la anarquía, porque no la podéis contener, porque para contenerla tendríais que perder el oxígeno político que os dan esas fuerzas extremas. Tened el valor de morir matando la anarquía y se salvará España". (Grandes aplausos).
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Se debaten en este mes distintos Proyectos de Ley emanados del departamento del Ministerio de Justicia, todos ellos, encaminados a politizar, todavía más, los distintos organismos y cuerpos dependientes de la Justicia, en un intento de lo que, por entonces, calificaban como “republicanizar” la Justicia; una Justicia cada vez más dependiente de los vaivenes políticos y, por consiguiente, colaboradora cuando no amparadora de la sectaria y arbitraria legislación emanada de las Cortes frentepopulistas, empeñadas en proseguir su imparable camino hacia una dictadura de corte socialista. Una arbitrariedad política que tendría su máxima expresión y fiel reflejo en la sesión del día 2, fecha en la que no es aceptada el acta de diputado del Sr. Primo de Rivera obtenida legítimamente por la provincia de Cuenca y pese a las evidencias de haber sido el candidato más votado por elección popular; en una sesión, donde el miembro de la Comisión de actas, el socialista Sr. Rufilanchas, ofrecía una nueva muestra muy reveladora de la degradación política a la que se había llegado, protagonizando un discurso más propio de un vulgar bandolero que de un parlamentario representante de la soberanía popular y nacional. Además, resaltar también la recordada sesión del día 16 de Junio, otra de esas históricas e irrepetibles sesiones de la historia parlamentaria española (que no por ello, dejaban de ser un espectáculo lamentable y un reflejo de la trágica situación de España en aquellos tiempos), sesión que, sin duda, reflejaba como pocas antes lo habían hecho, la máxima tensión y profunda división que vivía el Parlamento. El ambiente prebélico era evidente y, a su vez, el señalamiento de la figura más resplandeciente y clarividente de la oposición del momento, el Sr. Calvo Sotelo, iba a ser desde entonces (ya lo venía siendo), una constante ejercida desde diversos sectores de la izquierda que, indisimuladamente, señalarían, un día sí y otro también, a aquellos miembros de la oposición que, como el Sr. Calvo Sotelo, tuvieran la osadía de levantarse de su escaño a realizar objeción o critica alguna de la obra “revolucionaria” frentepopulista. Así, la guerra civil se asomaba amenazante sobre un país en manos de un Gobierno que, lejos de tratar de apagar los fuegos que en el horizonte se dibujaban, incluso los azuzaba y en una labor en la que tendría mucho que ver el propio Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Casares Quiroga que, desde un primer momento, tomaba decidida e inequívoca posición en favor de una sola parte de españoles señalando a la otra como enemigos de la República; la sesión de ese día 16, dejaría una marca indeleble en la figura política del Sr. Casares Quiroga, triste día en la que puso sobre la diana al mismo Sr. Calvo Sotelo haciéndole único responsable de lo que estuviera por venir……
El 2 de Junio tiene lugar un intenso y acalorado debate relacionado con las actas de Cuenca; el diputado de la CEDA Sr. Giménez Fernández, defiende un voto particular en el que solicita la repetición de las elecciones tras analizar las innumerables irregularidades encontradas en las actas; trata de demostrar las similitudes entre las elecciones de Granada y las de Cuenca empezando por la formalización de un pacto electoral, un pacto en el que las fuerzas de izquierda, socialistas e izquierda republicana, "unen sus fuerzas, muy tranquilamente, a las del centro, que representa persona tan caracterizada como el Sr. Álvarez Mendizábal, Ministro del Gabinete de Portela, y ese pacto se hace de tal suerte que, a cambio de los votos que el Sr. Álvarez Mendizábal tenía en Cuenca, el Gobierno le garantiza su inclusión en la candidatura del Frente Popular".
Otra de las similitudes con las elecciones de Granada es el previo ambiente de coacción, "el ambiente de coacción que hubo en Granada en una broma comparado con el que ha habido en Cuenca".
Así, con esta falta total de garantías, transcurrió las elecciones llegándose a negar, incluso, "el derecho a ser proclamado al Sr. Primo de Rivera, con lo cual se le negó todo derecho de intervención en las elecciones". Además, denuncia la propia acción gubernativa que llega a tales extremos que, "son los propios delegados gubernativos los que aparecen efectuando actos como el robo de actas, caso de Villamayor de Santiago, en donde el delegado gubernativo recogió las actas, ya depositadas en la Cartería, mediante un recibo que entregó".
Señala que, en otra localidad, Canalejas, "los señores del Frente Popular se niegan a que se computen los votos al Sr. Primo de Rivera simplemente porque era una opinión del gobernador, según manifestaron y consta en acta"; enumera, una tras otra, múltiples anomalías de este tipo; coacciones, mayor número de votos que electores, etc. En su opinión, las tropelías son aún mayores y más evidentes que en la provincia de Granada, por lo que dice; "si en Granada anulasteis, en Cuenca también debéis anular".
Referente al argumento que se emplea "contra la nulidad de las actas de Cuenca o contra el cómputo a que se refiere el voto particular de mi querido amigo Sr. Serrano Suñer estriba en que de uno u otro modo puede salir favorecido el fascismo",
cree que hoy en día hablar de fascismo es peligroso ya que se califica de fascista a personas que pueden ser cualquier cosa
"menos fascistas"; "si aquí no hubiera esa prevención contra el fascismo, las actas de Cuenca se anularían; que el motivo principal que hay para que las actas de Cuenca no se anulen es la prevención contra eso que se ha dado en llamar fascismo". (La Sra. Ibarruri: Pistolerismo. - Protestas y contraprotestas). Insiste en que lo más lógico y lo que más interesaría a todos "es que el fascismo fuera un partido que actuara dentro de la legalidad". (Fuertes protestas). Cree que con el sistema y la política que se está desarrollando, "se está incrementando el fascismo en vez de contenerlo". Por su parte, el diputado de Renovación Española, Sr. Suárez de Tangil, dice que viene a hablar de un hombre ausente, "a quien vuestro odio, vuestro sectarismo y vuestra ferocidad tienen recluido en la cárcel de Madrid". (Grandes y prolongados rumores).
Afirma que no le extraña lo ocurrido en las elecciones de Cuenca ya que esta Cámara se ha distinguido por ser
"unas Cortes iconoclastas, donde los más altos valores representativos no tienen asiento en ellas. Ahí está el caso de Don Melquíades Álvarez (Grandes risas), el caso del Sr. Cambó, el caso del Sr. Lerroux (Rumores. El Sr. Presidente agita la campanilla. - El Sr. González Peña: Y el Sr. Estévanez, que no le nombra). Afirma que como "testigo presencial que fui de la elección de Cuenca", tratará de dar "una visión panorámica, planimétrica, como si dijéramos, de lo que yo he visto, pues como digo, he sido testigo de mayor excepción".
Desea hablar en primer término de las irregularidades cometidas en la no proclamación del Sr. Primo de Rivera, señala que la ley no dice que "la no proclamación impida a un candidato el ser elegido Diputado si reúne votos suficientes para ello", y este sería el caso; "el Sr. Primo de Rivera ha obtenido el mayor número de votos en la provincia de Cuenca";
advierte que, como testigo presencial, "he visto escrutinios en los que a la cabeza de todos los candidatos iba D. José Antonio Primo de Rivera",
no puede comprender que se quiera evitar que tome asiento en esta Cámara,
"no computándole los votos". Igualmente, denuncia que en las propias Mesas se negaban
"a la computación de votos", y, aún más, "se negaban a admitir las protestas formuladas por los cuatro apoderados allí presentes"; sostiene que, por este tipo de procedimientos, "se le han quitado a D. José Primo de Rivera más de 20.000 votos". Afirma que España puede ver hoy con asombro como "se puede burlar la voluntad popular manifestada hacia un señor que obtiene el máximo de sufragios sin intervención, sin apoderados, sin siquiera ser proclamado candidato por la Junta del Censo"; critica por todo ello y con dureza a las izquierdas, que se apropian de las doctrinas de las democracias; "falsos apóstoles del dogma de la democracia, que decís que se impone la voluntad de la democracia, del pueblo, acudís a un formulismo rutinario de la Junta del Censo, de unos cuantos señores, para no computar los votos al candidato proclamado"; y añade, "¡Y habláis de violencias y de coacciones!". De todo ello, centra el epicentro de sus críticas en el Sr. Álvarez Mendizábal, al que califica de tránsfuga, cree que su transfuguismo a los sectores de la izquierda ha permitido dividir a los partidos en dos bandos irreconciliables en las elecciones de Cuenca y, todo, para ocupar el deseado escaño en el Parlamento; unos tránsfugas que dice han sufrido todos los partidos, sin embargo, desea hacer hincapié en el singular caso del Sr. Mendizábal, el cual, hace pocos años se declaraba un ferviente monárquico y que ahora ha perturbado "la normalidad política en la provincia de Cuenca, es al que, si la Cámara no rectifica su criterio, se votará y se convalidará como Diputado a Cortes".
A continuación, llegaba la contestación de la Comisión y lo hacía en la voz del socialista Sr. Rufilanchas; califica las denuncias de las actas como "una labor política, carente de toda base probatoria" por parte de las derechas. Como ejemplo, pone la localidad de Almendros, localidad en la que las derechas han ganado con más sufragios de lo que lo hicieron en Febrero como así ha ocurrido en Alarcón y en alguna otra localidad; asegura que la sola aportación de estos datos debería ser suficiente para que "la Cámara y el país y convencerán a todos de que no es fundada la impugnación que se hace de las actas de Cuenca".
Rechaza todas las imputaciones sobre las actas sin ofrecer en ningún momento prueba documental alguna, incluso, denuncia prácticas caciquiles por parte de la derecha allá por el mes de Febrero; "donde al colono y al trabajador se le obligó, en el mes de Febrero, a que se abstuviera de votar, o a que se emitiera el sufragio en favor de las derechas"; en su opinión, el resultado de estas elecciones del mes de Mayo lo que hace es ratificar lo acertado de la decisión de la Comisión,
"que al examinar las celebradas en el mes de Febrero entendió que no respondían a al auténtico sentir electoral de la provincia de Cuenca";
cree que ahora que triunfan las candidaturas de izquierdas, "se evidencia que hemos sido consecuentes, lógicos y acertados en nuestra posición", unos resultados que han demostrado, a su particular entender; "la provincia de Cuenca ni es derechista, ni existen en ella indicios suficientes para que pueda irse al copo por dichas fuerzas". De este modo, asegura que los resultados de ahora son los lógicos y normales y en los que, los candidatos elegidos por las derechas, señores Casanova y Gosálvez, han demostrado que tienen un arraigo político en la provincia del que carecen los señores Primo de Rivera y Goicoechea, "porque la opinión pública española repudia los desmanes del fascismo";
el Sr. Suárez de Tangil le interrumpe para recordarle:
"¡Pero si han salido en los primeros lugares!".
Prosigue el Sr Rufilanchas haciendo mención al intento de atentado sufrido por el Sr. Álvarez Mendizábal, al respecto, cree que las anteriores manifestaciones del Sr. Suárez de Tangil "son una invitación directa a cometer....... "(Protestas y contraprotestas. - El Sr. Presidente reclama insistentemente orden);
lejos de procurar aliviar la tensión, el Sr. Rufilanchas afirma;
"para nosotros el fascismo es el último baluarte del capitalismo; es el asesinato organizado al servicio de la reacción, (Rumores), y que unas derechas como las que figuran en el partido de Acción Popular, matan a los trabajadores arteramente, les quitan el trabajo, envilecen sus jornales, les persiguen implacablemente.......". (Aplausos y protestas. - Se cruzan increpaciones entre las minorías de izquierda y derecha. El señor Presidente utiliza el altavoz y los timbres amplificadores para dominar el estado agitado de la Cámara). Pese a este clima ya casi desbordado, añade; "La irritación que mis palabras producen en esos bancos me hace pensar que no estoy desencaminado en mis juicios". (Nuevas protestas); califica de "torcida conducta política" la que están siguiendo las derechas e, insiste; "vosotros, las derechas españolas, que perseguís al trabajador arteramente......."; unas palabras que, nuevamente, provocan distintos incidentes en el interior de la Cámara, con diputados puestos en pie y en los pasillos. Lejos de serenar su discurso, afirma; "Y vosotros, es hora ya de que os diga claramente, utilizáis como vanguardia al fascismo para que defienda, mediante el atentado personal y el terrorismo, vuestra causa". (Denegaciones y fuertes protestas); dice que, si repudiasen los crímenes de la Falange,
"no veríamos representantes de la Ceda unidos en candidatura electoral con los elementos de la Falange". (Aplausos), señalando el caso del Sr. Serrano Suñer que, como representante de la CEDA,
"ha sido el más ardiente defensor de la validez del acta del Sr. Primo de Rivera". (Grandes rumores). El Sr. Serrano Suñer aprovecha la ocasión para (pidiéndole previamente permiso y, en una actitud extremadamente comedida y serena a pesar de la imprudencia y los lamentables excesos verbales del Sr. Rufilanchas) recriminarle el hecho de que, a su juicio, no ha debido mencionarle siendo miembro de la Comisión en un caso como este, cuando lo que ha hecho ahora, "no es ni más ni menos lo que hice con vuestro correligionario Sr. Pradal. Los señores Jiménez de Asúa y el Sr. Prat, si estuvieran aquí presentes, podrían ser testigos de que yo defendí con pasión una posición de objetividad, después de un estudio minucioso del expediente, en las Cortes del 33, cuando nosotros teníamos mayoría, en defensa del Sr. Pradal al discutirse las actas de Almería, y como yo voté también con los Diputados socialistas cuando se trató de invalidar las actas de Huelva. Eso es lo que S.S. ha debido de manifestar a continuación de esa afirmación, que, hecha en este momento y sin esas aclaraciones, es grave y no es correcta". (Aplausos). Finaliza el Sr. Rufilanchas insistiendo en que no hay elemento alguno que pueda demostrar que se deban anular las actas de Cuenca, reitera su opinión de que el Sr. Primo de Rivera no debe ser diputado "porque no reúne el número suficiente de sufragios y porque tienen más que él, según demostraré más tarde, los señores Casanova y Gosálvez"; denuncia, de nuevo, que las coacciones parten de las derechas; "Las elecciones amañadas y la coacción electoral las habéis venido practicando vosotros siempre, y queréis hacer ahora bandera política de unas elecciones, cuando el Parlamento y el país pueden juzgar que no aportáis elemento alguno y que se trata solo de afirmaciones gratuitas, carentes de toda base". (Aplausos).
Terminada lo que bien podríamos calificar como incalificables y, desde luego, fuera de todo lugar respuestas de la Comisión; en este punto, llegaba el turno de réplica del Sr. Giménez Fernández, el cual y, tras oír las improcedentes manifestaciones del Sr. Rufilanchas, dice que lamenta "la molestia que les causé", ya que ni siquiera ha obtenido "el respeto y la consideración que otras veces" sí ha tenido. Dice que prescindirá de ahora en adelante de "predicar en el desierto,
porque hoy me he convencido de que todo lo que sean apelaciones a la convivencia aquí, son perfectamente inútiles". (Muy bien - Aplausos).
Esta sería la última vez que el Sr. Giménez Fernández se levantaría para hacer del uso de la palabra en el Parlamento republicano; su actitud siempre conciliadora y, más aún, encaminada a confraternizar con el rudo adversario político y para disgusto de muchos de sus correligionarios de partido, se apagaba definitivamente ante la inutilidad de sus frecuentes pero, en el mayor de los casos, estériles esfuerzos. Las manifestaciones vergonzantes y amenazantes del Sr. Rufilanchas dejaban claro, una vez más, las intenciones “democráticas” de los nuevos ejecutores de las políticas frentepopulistas; sin aportar dato alguno, con una arrogancia y una falta de decoro difícilmente superables y, en un escenario como es un Parlamento, daba por concluidas las explicaciones que le habían sido solicitadas, fijando únicamente su interés en desprestigiar cuando no en descalificar al adversario político, incluso, llegando al soez insulto o al calificativo de enemigo del régimen por el mero hecho de tratar de llevar a cabo un intento de digna oposición parlamentaria; un supuesto enemigo al se le combatía impidiendo ejercer sus más libérrimos derechos como representante de la voluntad popular, la cual, estaba ya secuestrada y en manos de instituciones sectarias y defensoras exclusivamente de intereses partidistas, ajenas a los verdaderos intereses colectivos y generales.
Este era el caso, sin duda, de las elecciones de Cuenca, donde las artimañas de la Comisión de actas tenían ahora un único y firme propósito, que el Sr. Primo de Rivera no tuviera, en modo alguno, la posibilidad de tomar posesión de un escaño que, lícita y legalmente, había obtenido en la contienda electoral; con este proceder y sin la cobertura del aforamiento parlamentario, los días del Sr. Primo de Rivera estaban contados como finalmente así sucedería. Por su parte, el
diputado de la CEDA, Sr. Serrano Suñer, defiende la candidatura del Sr. Primo de Rivera y lo hace del mismo modo como en su momento
"defendí la proclamación de los candidatos socialistas en aquellas Cortes en las que teníamos mayoría",
la defiende, incluso, en detrimento del acta de un miembro de su propia minoría, del Sr. Casanova, algo que recalca que podría ser ilógico desde un punto de vista político pero, no desde un punto de vista moral, "de dignidad colectiva, y de decencia pública es absolutamente inexcusable".
Asegura que para evitar la candidatura del Sr. Primo de Rivera se acudió a este expediente, "absurdo y grotesco de que estas elecciones del 3 de Mayo eran una segunda vuelta de las 16 de Febrero, contra los propios términos, inequívocos del acuerdo del Parlamento de anular las elecciones de Cuenca porque los candidatos no alcanzaron el 40%"; trata de demostrar que este expediente electoral, "es fruto de todos esos atropellos, de todas esas habilidades, para preparar bien el ambiente a favor de determinada candidatura y en contra de determinado candidato, a pesar de toda esa bastardía electoral, resulta que el Sr. Primo de Rivera tiene votos para salir por los lugares de minorías, y lo voy a demostrar con cifras del mismo expediente". Y prosigue afirmando; "La Junta provincial del Censo tomó aquel extraño acuerdo de la segunda vuelta, y un señor a quien llaman el gobernador civil de Cuenca, fundado en un extraño acuerdo, publicó una circular en el Boletín Oficial de la provincia que decía que el Sr. Primo de Rivera no se le podían computar votos en las mesas electorales"; así,
siendo un edicto de un gobernador, las masas de izquierdas y de derechas que presidían las mesas electorales, "creyeron que aquello era artículo de fe y en una porción de secciones no se computaron al Sr. Primo de Rivera los votos que no obstante salían de las urnas". Para demostrarlo, ofrece los votos obtenidos por el Sr. Primo de Rivera en algunas de las secciones, dice que en el propio expediente electoral se observa que el Sr. Primo de Rivera "obtuvo todos esos votos en estas secciones y que no se computaron por virtud de lo ordenado por el Sr. gobernador civil de Cuenca". El cómputo de votos totales, tras ofrecer y relatar innumerables datos, asegura dan una victoria del Sr. Primo de Rivera sobre el resto de candidaturas, se reafirma en que en todas las aritméticas posibles y sobre las secciones en las que pudiera haber alguna duda, el ganador final siempre sería el Sr. Primo de Rivera y, en el peor de los casos, por una diferencia de 53 votos; a tal efecto, recuerda que algunos de los diputados presentes en las Cortes, lo son por un solo voto de diferencia… Por todo ello, afirma que el Sr. Primo de Rivera tiene mayoría de votos "y debe ser proclamado Diputado".
Pese a la detallada exposición y la minuciosa aportación de datos, la Comisión, por boca del Sr. Rufilanchas, reitera que no daba lugar a la repetición de las elecciones en Cuenca.
Concluía la sesión con la intervención del diputado cedista Sr. Valiente, que ofrece nuevos datos sobre distintas secciones de la provincia que confirmarían la victoria y la candidatura del Sr. Primo de Rivera, una señal inequívoca, a su juicio, de que por primera vez en la Historia de España,
“el fascismo atrae la atención de España”, por mucho empeño que el Gobierno trate de poner para evitarlo y con un Sr. Primo de Rivera que
recuerda,
“continua preso, sin causa jurídica ninguna, en la cárcel de Madrid".
Lamenta que todo ello se esté produciendo en medio de un ambiente de violencia que no cesa; así, trata de refrescar la memoria con las incitaciones a la revolución durante meses por parte del Sr. Prieto, “desde esos bancos, anunció muchas veces la revolución y vosotros os habéis alzado con la paternidad de la misma: el año 17, 30 y 34”; señala que “uno de vuestros procedimientos es la revolución cuando conviene a la defensa de vuestros ideales”,
mientras que, en cambio, frente a ello, “no encontráis fuerzas revolucionarias",
pero advierte; “tanto va el cántaro a la fuente que al fin se rompe”. (Grandes rumores); y así, y sin ánimo de reproche, se pregunta; “¿O es que no va a resultar lícito que en un momento dado seamos todos revolucionarios?”. (Rumores).
(Esta es una cuestión que se ha planteado en diversas ocasiones en el libro, la etiqueta "revolucionaria", ¿era exclusiva de unos pocos o se podía hacer extensible a todos?...). Entiende que ese no es el camino que se debe seguir y que, de no anular parcialmente las elecciones de Cuenca, “Si no lo hacéis, España aprenderá, y la derecha, callada, día tras día, ante tanto acoso y tanta obstinación, sabrá defender también sus principios en el terreno al que vosotros la queráis llevar”. (Aplausos).
Un día más tarde, el 3, se trae a la Cámara el Proyecto de Ley “regulando la Constitución del Tribunal especial para exigir responsabilidades a los jueces, magistrados y fiscales”; el Sr. Calvo Sotelo califica este Proyecto de Ley de excepción, porque en virtud de ella, “se van a aplicar a los jueces y magistrados normas que no rigen para los demás ciudadanos en igualdad de hipótesis, ni siquiera para los demás funcionarios del Estado”. Una Ley con un carácter marcadamente “represálico”
y,  para demostrarlo, “basta recordar la fecha en que S.S. lo presentó y cuando fue elaborado por el Gobierno", después de un juicio celebrado “ante el Tribunal de Urgencia de Madrid el día 20 de Mayo”, y
en el que se celebró la vista “por los incidentes ocurridos el día 2 de aquel mes en la manifestación o desfile que todos los años se celebra en conmemoración de la gloriosa efemérides de la guerra de la Independencia”, en cuya sentencia fueron absueltos “todos los acusados, de los cuáles uno lo había sido por haber hecho dos disparos –se trataba de un oficial retirado del Ejército-, y los otros por haber proferido gritos que se llamaron subversivos”. Recuerda que días después de los sucesos, el Sr. Casares Quiroga realizó un discurso en contra de ese oficial retirado,
“por haber empuñado una pistola que, según el Sr. Casares Quiroga, servía para disparar con bala dum-dum”. Asegura que cuenta con el expediente de aquello y en el que figura el propio informe de los peritos, informe en el que se afirma que los proyectiles “eran de calibre corriente” (Grandes rumores); en este momento, un diputado le pide que vaya al asunto de forma airada, el Sr. Calvo Sotelo le contesta, igualmente airado: “Váyase del salón si no le gusta oírme”; otro diputado dice: “Se nos acaba la paciencia";
rematando el desagradable incidente la Sra. Ibarruri:
“A quien vamos a tener que echar es a S.S.". Prosigue con lo ocurrido en el mencionado Juicio y en el que el denunciante, "un paisano apellidado Monteagudo", junto a los testigos (entre los que había Guardias de Asalto), declaraban haber oído gritos que calificaban de subversivos:
"¡Viva España!, '¡Viva el Ejército!, y algún ¡Viva el fascio!"; señala que
esto es todo lo que se prueba en el sumario sobre los sucesos de aquel día. Lamenta que tras este fallo judicial se haya llegado a la génesis de este Proyecto que tiene como principal fundamento, "someter a juicio y a revisión la apreciación que en conciencia hagan de su función los jueces y magistrados", intentando someter a su vez a la servidumbre a los Tribunales españoles, "sobre la base de interponer entre la ley y el juez que la aplica una especie de criterio político o de atmósfera popular, democrática, cambiante".
Sostiene además, que el Proyecto de Ley es anticonstitucional,
"al elegir el Tribunal de Responsabilidad"
y al
"estructurar el Jurado que forma parte substancialmente de este Tribunal", recuerda que la Constitución dice que la responsabilidad de los jueces "debe exigirse ante el Tribunal Supremo", un Jurado llamado a esclarecer las cuestiones de responsabilidad criminal y  civil, en una materia civil en la que va a tener que decidir un Jurado que no es técnico sobre la materia; a tal fin, recuerda que la Constitución "exige un Jurado especial con capacidad e independencia". Lamenta igualmente que el Ministro de Justicia haya sido conducido por los extremismos de su coalición hacia la promulgación de este Proyecto, como censurables dice que son también las actuaciones de dicho Ministro al frente del Ministerio de Comunicaciones, actuando allí "como Ministro estampilla, firmando en blanco algunas combinaciones desatentadas de personal", y que han dado lugar "a que un servicio telefónico vital para el Estado, como es el de la red oficial, esté hoy, en gran parte, en manos de extremistas". (Muy bien - Fuertes protestas). En la réplica, el Ministro de Justicia, Sr. Blasco Garzón, lamenta el tono del discurso del Sr. Calvo Sotelo; defiende que el Jurado especial puede y debe tener competencias y responsabilidades en material civil y criminal, una circunstancia que no choca con el articulado constitucional; a su entender, esto es un caso que garantiza la
"igualdad ante la ley, porque a todos los ciudadanos, por los delitos que cometamos y que están incluidos en la ley del Jurado, nos juzga el Jurado, y nosotros queremos hacer de igual condición a los magistrados". Así y mediante este Proyecto, un simple ciudadano de a pie, tenía la misma capacidad, facultades y condiciones que un Magistrado, las palabras del Ministro no dejaban lugar a la duda.
A continuación, se discute una Proposición no de ley relativa a la sustitución de la enseñanza religiosa; el diputado de la Lliga Sr. Trías de Bes, denuncia los excesos que se están cometiendo en el propósito de acelerar el proceso de esta sustitución, asegura que, al socaire de esa sustitución, "se han realizado actos que yo considero verdaderos abusos, extralimitaciones y delitos"; "se han clausurado establecimientos de enseñanza, quedando la masa escolar en la calle, sin enseñanza. Además, se han clausurado establecimientos de enseñanza que no eran congregacionales, sino simplemente establecimientos privados, amparados por la Constitución y por la ley", y todo ello bajo el pretexto "de que allí enseñaban confesionalmente, sin ser establecimientos confesionales".
Incluso, denuncia que se están produciendo deliberadamente delitos de incautaciones y confiscaciones lo que supone una verdadera expropiación que la misma Constitución ni siquiera contempla, "porque ni se ha acordado la utilidad social, ni la adecuada indemnización". Por su parte, el diputado socialista Sr. LLopis, defiende estas medidas por estar encaminadas a cumplir estrictamente lo que dice el artículo 26 de la Constitución y el art 30 de la Ley de Congregaciones; "artículos que SS.SS. no han querido que se cumplieran",
a su juicio,
algo típico dice de las clases conservadoras. Así, recuerda que fue el Sr. Pareja Yébenes el que trajo en Diciembre de 1933,
“un proyecto de ley aplazando la sustitución", al poco de ganar las derechas las elecciones.
Desea resaltar que en el primer bienio se construyeron 13.000 escuelas mientras que en el segundo apenas 3.521; sugiere que no le gusta que se emplee la palabra confiscación sino el de ocupación ya que esas escuelas no quieren vender ni alquilar sus edificios para la escuela laica por lo que parece natural “que se produzca la ocupación. Con la ocupación temporal de esos locales que han de permanecer cerrados mientras los niños están en las calles, por falta de locales, hemos terminado”. (Rumores). Pide por ello que se cumpla la ley; "que se suprima la enseñanza congregacional, porque lo peor que puede hacer la República es dejar que se siga prostituyendo las conciencias de los niños". (Exclamaciones. - Aplausos).
El día 4 se discute de nuevo el Proyecto de Ley del Tribunal especial para responsabilidades judiciales; el diputado de la CEDA, Sr. Ceballos, recuerda que lo que la Constitución pide es “traer un Jurado de capacidades",
y más, cuando se trata de un Jurado "para enjuiciar nada menos que a jueces y magistrados que a jueces y magistrados por faltas o delitos que hayan podido cometer en el ejercicio de sus funciones". Por este motivo, le parece gravísimo que formen parte de este Jurado “asociaciones inscritas en el censo social”, de las que asegura que todos saben que
“la inmensa mayoría de esas asociaciones inscritas en el censo social son marxistas”; así, los propios jueces y magistrados, van a ser juzgados en sus responsabilidades por “sindicatos marxistas”. Tras él, el Sr. Barros de Lys denuncia el sectarismo del Proyecto por suponer un peligro para la independencia de la Justicia; cree que la justicia “ni es republicana ni es monárquica; la justicia si se administra con criterio político, deja de ser justicia”.
Consigue finalmente que, al menos, la Comisión acepte una de sus propuestas, que los miembros de este Jurado carezcan de antecedentes penales.
Posteriormente, tiene lugar un tenso y agrio debate respecto a la sustitución de la enseñanza religiosa, un debate en el que sale a relucir nuevamente el enconamiento político entre izquierdas y derechas; en este caso, el incidente es protagonizado por el Ministro de Instrucción Pública, Sr. Barnés que, acalorada y desproporcionadamente, contesta a una Proposición defendida por el diputado de la CEDA Sr. Pabón. Este, abre el debate afirmando que no concibe que el Estado suprima una enseñanza “sin que el Estado enseñe allí donde antes enseñaba",
algo que asegura que no se hace en ningún otro país. Afirma que, según los artículos 26 y 30 de la Constitución y de la Ley de Congregaciones religiosas, se prohíbe a estas la enseñanza estableciéndose plazos para esa supresión de la enseñanza, sin embargo, según la legislación vigente, “es absolutamente preceptivo que vaya unida la supresión de la enseñanza religiosa a la sustitución de esa enseñanza por la enseñanza de Estado”. A la critica que se hacía respecto al porque las derechas no llevaron a cabo la sustitución de esa enseñanza, reprocha, igualmente, que las izquierdas tampoco lo hicieran en el primer bienio y, para refutarlo, refiere que cuando se constituyó la Cámara en el año 33, “había terminado el plazo que la ley marcaba para sustituir la Segunda enseñanza y la sustitución no se había hecho".
Denuncia que además de estos cierres de colegios se producen incautaciones verificadas
“por personas no llamadas a nada que se refiera a la supresión ni a la sustitución de la enseñanza religiosa”
y así, en las últimas semanas, se han incendiado diversas escuelas, de las que cita algunas que lo han sido en Madrid y, donde a causa de ello, más de mil niños se han quedado sin escuela. Así mismo, afirma que algunas han sido “incautadas por la llamada guardia roja”, a las que hay que añadir las que han sido clausuradas arbitrariamente “por Alcaldes, Ayuntamientos y Comisiones gestoras”; señala que, en total, “en 25 días, al margen del Ministerio y de la Inspección, entre incendiadas, clausuradas tumultuariamente, incautadas por guardias rojas y clausuradas por personas que nada tienen que ver con el problema, se han cerrado 79 escuelas, con 5.095 escolares”. Tras estas palabras, el diputado de Renovación Española, Sr. Sainz Rodríguez, muestra su satisfacción porque al frente del Ministerio esté el Sr. Barnés, del que dice que desde joven está formado "en un profundo respeto a la tolerancia de las ideas", por lo que cree que no será nunca ejecutor, "si es fiel a su conciencia, de una política de represión de las ideas religiosas". Sin embargo, se queja de las extralimitaciones legales que se están cometiendo, con intromisiones estatales, incluso, dentro de los centros privados. Para sorpresa del propio Sr. Sainz Rodríguez y, pese a las adulaciones previas al Sr. Barnes, este se levanta ofreciendo una actitud de inusitada brusquedad y de rotundo rechazo a las diferentes postulados y exposiciones de las derechas provocando el desaire de estas; afirma que con la fe puesta
"en que la obra creadora de una gran enseñanza oficial es la que tendrá que aventar, echar fuera del palenque de la cultura esa enseñanza mezquina, pobre que dan las Congregaciones religiosas". (Rumores y aplausos. - Un Sr. Diputado: No se puede oír eso. - Casi todos los señores Diputados de las minorías de derecha se ausentan del salón, entre las protestas de la mayoría que, puesta en pie, aplaude reiteradamente al Sr. Ministro).
Pese a estas rudas manifestaciones iniciales, dice que espera que esta obra "se desenvuelva en un ambiente de paz". Sin embargo, continúa atacando con dureza las políticas del pasado bienio; "Porque vosotros sois los que habéis puesto en la desesperación a todos aquellos que quieren vivir dentro de la ley y amparados por el Gobierno"; denuncia que en ese bienio no se ha cumplido lo que la ley decía al respecto de la supresión de la enseñanza de las Congregaciones religiosas,
"no habéis ido a la prohibición, que era el cumplimiento severo de la ley  a que estaba obligado el Gobierno, ni habéis ido a la sustitución”. Concluye posicionándose cerca de los postulados revolucionarios; "habéis producido la indignación en ese terreno, como en todo, y la gente que ha ido cerrando esos colegios, esos centros de enseñanza, era la misma gente que en tumultos rabiosos, encolerizados, quemaban aquí y allá una iglesia o un colegio”, a su juicio, las derechas están siempre empeñadas
"a desafiar constantemente el espíritu izquierdista",
producto de lo cual son estas actuaciones de violencia, "que este Ministro es el primero en condenar".
El Sr. Pabón, en su réplica y, ante la actitud e inesperada respuesta del Ministro, lamenta que el respeto que pidió para el Sr. Llopis no haya sido recíproco para con su persona; "durante el tiempo que han hablado todos los representantes de las minorías, la mayoría, no ha es que haya interrumpido, es que constantemente se ha reído de nosotros, se ha divertido, nos ha voceado colectivamente, nos ha hecho preguntas e interrupciones, que yo no quiero ni puedo reproducir".
Recuerda a tal efecto, las palabras finales del Sr. Llopis, "diciendo que la enseñanza del catolicismo era la prostitución de la conciencia del niño, y esto fue coreado y aplaudido estruendosamente por la mayoría".
Pese a los intentos de moderación y templanza en sus palabras y con el propósito de no "despertar en S.S. la viveza de su carácter", esto no ha ocurrido así, "y la viveza de S.S. ha ido más allá de lo que yo podía suponer". Por ello, denuncia la actitud y las palabras del Ministro al que ha oído decir que su misión "es acabar con la mezquindad de esa enseñanza",
por lo que entiende que no debe extrañar
"que mis compañeros de minoría se hayan retirado y que yo, que me he sentado aquí y he permanecido por un deber de cortesía a S.S., que podía en algún momento hacerme alguna alusión, tenga que retirarme también como mis compañeros". (Un Sr. Diputado: Buen viaje).
Tras una breve intervención del Sr. Barnés intentando explicar sus anteriores palabras respecto a la mezquindad de la enseñanza de las Congregaciones (explicaciones que no parecen ser del todo convincentes para el sector derechista de la Cámara), el Sr. Pabón le reitera sus quejas por la conducta de las mayorías, le dice que esa provocación no solo ha partido de las palabras del Ministro;
"han sido dos horas constantes sin permitirnos decir una palabra, sin hacer nada que no fuera tomarnos a broma"; lamenta que hayan tenido que oír, incluso,
como se preguntaba respecto a "que pensamos de los homosexuales a un Diputado de esa minoría", por esta razón,
afirma dolido; "es demasiado ya".
Así, profundamente indignado, asegura que se va por obediencia "a la actitud de aquellos que se han ido", reclamando a las mayorías que no se pueden olvidar del obligado respeto parlamentario; dice que ahora,
"nos ha tocado perder y no podemos venir ahora con palabras de convivencia, sino a sufrir las consecuencias de nuestra derrota con sentido heroico"; "lo único que os pido es que se otorgue respeto a las minorías". Pide efusivamente que reflexionen sobre todo ello ya que esta noche, "se han pasado todos los límites de lo que he visto en la Cámara"; a tal efecto, recuerda las palabras de hoy del Ministro;
"sus primeras palabras al levantarse a hablar son para gritarnos que hay que acabar con la mezquindad de eso que nosotros defendemos"; de esta forma y por solidaridad con su minoría, abandona el salón. Pese a sentirse profundamente agraviadas las derechas de la Cámara, el Sr. LLopis, lejos de buscar un punto de pausa y serenidad, hurga más en la brecha reprochando la actitud de las mismas; critica que las derechas hayan aprovechado "hoy como ayer, el motivo de la supresión del Cristo de las escuelas antes, y la sustitución ahora, para fomentar esas manifestaciones "espontáneas". Califica de "sarcasmo" el
que los católicos manifiesten ahora que "han defendido siempre la libertad de enseñanza en España", asegura que jamás ha ocurrido así; "¡Lo dicen ellos, que durante siglos no han permitido en el país que en ningún momento existiera una conciencia disidente!", y añade; "¡Si son ellos los que han controlado, no solamente las conciencias sino los estómagos de todos los españoles!".
El día 9 se trae a debate el Proyecto sobre las Normas para el nombramiento del Presidente del Tribunal Supremo; el diputado de la CEDA, Sr. Martín Lázaro, lo critica porque tiene como fin derogar "la Ley de 8 de Octubre de 1932",
una Ley que permitía constituir una Asamblea encargada de elegir el Presidente del Supremo, Asamblea formada "por las más altas representaciones de la Magistratura, del Foro, de las Facultades de Derecho y de las Corporaciones jurídicas del Estado". Ahora, advierte que, con el nuevo Proyecto, dicha Asamblea en su primera rama (la de las Facultades de Derechos y Colegios de Abogados), estará compuesta por "25 empleados públicos libremente elegidos por el Gobierno de entre los que tengan la categoría de jefe superior de Administración y título de abogado".
Con todo ello asegura que se pone en cuestión la tan pregonada división de Poderes de Montesquieu puesta en práctica "para advertir que la mayor parte de las veces las corrupciones de la Administración de Justicia provienen de las injerencias de la política".
Lamenta que se haya acabado así con un sistema de elección ejemplar y en el que se requería se contase con más de 40 años, tener el título de letrado y que fuera español y en el que, incluso, se llegó a más; "había de elegirlo una Asamblea que se disolviera inmediatamente después de la elección a fin de que no ejerciera influencia sobre él. Dicha Asamblea había de estar compuesta por las máximas capacidades del Estado, por las personas más imparciales".
Les censura que habiendo conseguido todo ello, "que habéis tenido esa gloria, vais a malbaratarla, vais a destrozarla. El proyecto es precisamente el aniquilamiento de toda esa majestad del Presidente del Tribunal Supremo".
Señala que de los 75 miembros de esa Asamblea, donde la mitad más uno son 38 votos, en manos del Gobierno quedarán "los 25 empleados públicos que él libremente elija, más 15 de los presidentes de Audiencia territorial", de esta forma, "serán siempre 40 votos de que dispone incondicionalmente el Gobierno en una Asamblea de 75";
así, no tiene dudas de lo que se está persiguiendo; "queda convertida en una pequeña maniobra para que con distinto nombre salga elegido el mismo que hubiese nombrado el Gobierno si hubiese tenido la libertad de hacerlo con solo poner su firma al pie del correspondiente decreto". El miembro de la Comisión el Sr. Gomáriz, alejado de su habitual discurso proclive al choque dialéctico, admite algunas de las sugerencias del Sr. Martín Lázaro y ofrece una nueva composición de esa Asamblea para elegir el Presidente del Supremo;
"decanos de los Colegios de Abogados de Madrid y Barcelona; segundo, 7 representantes de la Administración general del Estado, que designará el Consejo de Ministros entre los funcionarios que tengan estas dos cualidades: la de letrado y categoría de jefe superior de Administración, 7 decanos más, elegidos por sorteo entre las 12 Audiencias territoriales",
todo ello, dice, que con el propósito de demostrar que no están movidos en modo alguno por sectarismos o posiciones partidistas.
Dos días más tarde, el 11 de Junio, se discutía la Prórroga del estado de alarma; el diputado de la CEDA, Sr. Carrascal, denuncia que han sido numerosas las ocasiones que se han dirigido al Presidente del Consejo Sr. Quiroga para pedirle
"que ponga fin a esos desmanes cometidos contra nuestros Centros, contra nuestras organizaciones y contra nuestros elementos; pero lo cierto es que unas veces se nos hace caso y otras no, y que además se siguen haciendo detenciones, continúan siendo clausurados nuestros Centros, sin que por parte del Gobierno y del Sr. Ministro de la Gobernación se tomen medidas severas"; "no solo no ha cesado el estado de violencia, sino que se extiende por todas las regiones de España, por todos los pueblos de España", lamenta el estado actual de desorden y de anarquía en el conjunto de la Nación, "es interminable la lista de atropellos, de coacciones, de detenciones arbitrarias, de heridos, de muertos, de saqueos, de explosión de bombas y petardos, de incendios de iglesias que ocurren en España".
No comprende que se prorrogue el estado de alarma ya que, aun poniendo todos los resortes a disposición del Gobierno para que acabe con esta situación de emergencia, de nada sirve "y esta situación de violencia continúe en todos los puntos de España"; pese al rechazo de su minoría, es finalmente prorrogado el estado de alarma. Posteriormente, se discute el Proyecto de Ley de las obras del Gabinete de Accesos y Extrarradio de Madrid y se aprueban el Proyecto de Ley para la derogación de la Reforma Agraria de 1935 y el Proyecto de Ley para regular la constitución del Tribunal especial destinado a exigir responsabilidad a los jueces, magistrados y fiscales. Al día siguiente, el 12, tiene lugar un corto debate
sobre la situación de la provincia de Almería, día en que tiene lugar una breve intervención del Sr. Calvo Sotelo, que desea explicar su no rotundo a la nueva prórroga del estado de alarma, un estado de excepción que dice
"no ha servido hasta hoy para otra cosa que para dirigir, acentuar y ensangrentar cada vez más la horrorosa anarquía en que se está debatiendo la vida española". (Grandes rumores).
Cuatro días más tarde, el 16, tiene lugar una de las sesiones más tensas y dramáticas de la historia parlamentaria española, una sesión donde quedaba patente, una vez más, la división infranqueable existente entre derechas e izquierdas; enfrentamientos verbales, insultos, llamadas de las izquierdas a combatir y acudir a la violencia, equidistancia de la Presidencia de la Cámara que parece no querer detener oportunamente estas excesos y violencias, etc. En esta triste y polémica sesión, se verá nítidamente como las izquierdas van a ir estrechando el cerco de la amenaza y señalamiento sobre la figura del Sr. Calvo Sotelo, convertido ya, por aquel momento, en el principal líder de las oposiciones parlamentarias. Las derechas inauguran el debate trayendo a escena el siempre espinoso asunto del Orden Público. En una recordada y no menos impecable intervención, el Sr. Gil Robles se levanta para defender una Proposición no de ley en la que solicita al Gobierno que acabe con el estado de anarquía ya generalizado por todo el territorio nacional, refiere que, a tal fin, los Gobiernos del Frente Popular han dispuesto de todos los resortes del Poder; "habéis tenido toda clase de medios extraordinarios: leyes de excepción votadas por estas Cortes; suspensión de garantías constitucionales, mediante prórrogas de estado de alarma, a las cuáles en la misma Diputación permanente dieron sus votos las fuerzas de la derecha".
Cuestiona la sistemática y arbitraria aplicación de los estados de excepción por parte del Gobierno y, lo hace, cuando son ahora una realidad, "los miles de encarcelamientos de amigos nuestros, las deportaciones, no hechas por el Gobierno muchas veces; sino por autoridades subalternas rebeladas contra la autoridad del Gobierno de la República, las multas injustas impuestas a diario en esas ciudades y en esos pueblos, los atropellos a todo lo que somos y significamos";
"En vuestras manos, el estado de excepción no se ha nutrido de equidad; ha sido una arbitrariedad continua, un medio de opresión; muchas veces, simplemente, un instrumento de venganza";
un estado de excepción que es utilizado para combatir al que no piensa igual, al diferente; "aplastar a aquellos que no tienen el mismo ideario que vosotros, que tienen la valentía de no compartir vuestros ideales". (Muy bien).
Así, desea relatar la enumeración de hechos y sucesos relativos al estado "de la subversión de España" y
correspondiente al periodo que va del 16 de Febrero hasta el 15 de Junio:
“Iglesias totalmente destruidas, 160; asaltos de Templos, incendios sofocados, destrozos, intentos de asalto, 251; muertos, 269; heridos de diferente gravedad, 1.287; agresiones personales frustradas o cuyas consecuencias no constan, 215; atracos consumados, 138; tentativas de atraco, 23; centros particulares y políticos destruidos, 69; asaltados, 312; huelgas generales, 113; huelgas parciales, 228; periódicos totalmente destruidos, 10; asaltos a periódicos, intentos de asalto y destrozos, 33; bombas y petardos explotados, 146; recogidas sin explotar, 78 (Rumores)”.
Posteriormente, hace un balance de los datos referidos solo al periodo desde que el Sr. Casares Quiroga está al frente del Consejo de Ministros que, lejos de mejorar la estadística, reflejarían con toda su crudeza "cuál es el desconcierto de España" desde que es Presidente el referido Sr. Casares Quiroga, un periodo que va del 13 de Mayo al 15 de Junio:
“Iglesias totalmente destruidas, 36; asaltos de iglesias, incendios sofocados, destrozos e intentos de asalto, 34; muertos, 65; heridos de diferente gravedad, 230; atracos consumados, 24; centros políticos, públicos y particulares destruidos, 9; asaltos, invasiones e incautaciones, 46; huelgas generales, 79; huelgas parciales, 92; clausuras ilegales, 7; bombas halladas y explotadas, 47”. Cita algunos casos ilustrativos de todo ello, como el caso del Guardia civil que es herido por "elementos societarios", ocurrido en la provincia de Córdoba
y "al que las turbas, con el alcalde a la cabeza, le hacen entrar violentamente en la Casa del Pueblo y le degüellan con una navaja barbera". (Fuertes rumores y protestas).
Pese a la declaración ministerial del Sr. Casares Quiroga del pasado viernes destinada a acometer medidas de urgencia, afirma que solo en las últimas 48 horas;
"han ocurrido en España nada menos que los siguientes incidentes: unos heridos en Los Corrales (Santander), un afiliado a Acción Popular herido gravemente en Suances; un tiroteo al polvorín de Badajoz; una bomba en un colegio de Santoña; cinco heridos en San Fernando; un Guardia civil asesinado en Moreda; un dependiente muerto por milicias socialistas en Villamayor de Santiago; (El Sr. Almagro: Al Guardia civil y al obrero lo habéis matado vosotros.- Rumores y protestas); dos muertos de derechas en Uncastillo; un tiroteo en Castalla (Alicante); un obrero muerto por sus compañeros en Suances; unos fascistas tiroteados en Corrales de Buelna (Santander); varios cortijos incendiados en Estepa; un directivo de Acción Popular asesinado en Arriondas; un muerto y dos heridos gravísimos, todos de derecha, en Nájera; un muerto y cuatro heridos, también de derecha, en Carchel (Jaén); insultos, amenazas, vejámenes a las religiosas del Hospico de León; cuatro bombas en varias casas en construcción, en Madrid". Lamenta tener la certeza de que, de ningún modo, el Gobierno conseguirá poner fin a ese estado de subversión nacional; "porque este Gobierno nace del Frente Popular, y el Frente Popular lleva en sí la esencia de esa misma política, el germen de la hostilidad nacional. Mientras dentro del bloque del Frente Popular existan partidos y organizaciones con la significación que tienen el partido socialista -que acabará por tildar de fascistas a todos aquellos que no piensen como el Sr. Largo Caballero-, y el partido comunista, no habrá posibilidad de que haya en España un minuto siquiera de tranquilidad". Cree que los grupos republicanos saben muy bien donde van, tanto la minoría de UR como  de IR;  "Estáis unidos, atados a la responsabilidad de esos grupos y tenéis que ver con tristeza como un día se mofan de vuestras escasas fuerza en el país, como otro día os obligan a votar, quizá contra vuestras convicciones, cosas que están dentro de su programa y no dentro del vuestro",
en una férrea disciplina que es contraria al interés nacional y, ante lo cual, solo protestan en sus reuniones de partido, lugar en el que "sois los primeros en condenar violentamente la política de los sectores obreros, que van conduciendo a España a la ruina y a la desesperación". (Muy bien - Grandes aplausos. - Rumores).
Esas protestas de los pasillos, asegura que han tenido su reflejo en la Prensa ya que en ella ha sonado incluso la palabra Dictadura, "pero ha sido en vuestros labios, pidiendo plenos poderes, hablando de la necesidad de una Dictadura republicana", y, así, "Sois vosotros los que estáis extendiendo la papeleta de defunción de un régimen parlamentario, al régimen liberal, al régimen democrático. Ya le distéis un golpe de muerte con el nacimiento de estas Cortes y la aprobación de determinadas actas; pero ahora estáis prostituyendo la democracia con el ejercicio de la demagogia, y ha llegado el momento en que vosotros mismos extendáis definitivamente su papeleta de defunción al pedir una dictadura republicana".
Y concluye afirmando que un país puede vivir en una Monarquía o República, en un sistema soviético o fascista, pero no en un estado de anarquía;
"como únicamente no puede vivir es en anarquía, y España hoy, por desgracia, vive en la anarquía".
A continuación, tomaba la palabra el diputado socialista Sr. De Francisco, critica que
"no haya utilizado debidamente esos medios, no haya hecho cuanto estaba en su mano, cuanto debiera hacer para acabar con esas situaciones difíciles de violencia, que nosotros entendemos que como principales factores tienen a los elementos por vosotros representados".
Cree que la subversión es causada por las derechas y, así, cita los casos en los que las derechas no se avienen a cumplir las leyes, no respetando incluso una ley "tan modesta como la del Descanso dominical, reclamada insistentemente por los trabajadores del Comercio",
y en la que se vulneran todas las leyes de carácter social, como las de la jornada de 8 horas, "la de jornada mercantil" o la de la misma de maternidad. Reprocha el que la clase patronal y capitalista y, en defensa de sus intereses,
"falta a todas esas leyes, falta a ellas deliberadamente, y yo a eso lo llamo verdadera subversión, porque es oposición a la ley, burla de la ley".
Recuerda la supresión de la Ley de Términos Municipales y otras leyes de carácter social, una legislación republicana que, a su juicio, ha sido sistemáticamente pisoteada por las derechas y las clases que estas representan; "Eso para mí es la verdadera subversión". También se refiere a los movimientos de persecución y represión ejercidos durante los Gobiernos del Sr. Gil Robles, siendo "sordo a todas las reclamaciones"
que se produjeron en España. Por todo ello, dice que no se puede achacar a la clase trabajadora y a su representación política en la Cámara el hecho de tener "el propósito deliberado de producir conflictos al Gobierno".
Entiende que para reclamar al Gobierno lo que este quieren que realice, previamente, se deben presentar credenciales respecto a lo que han hecho las derechas anteriormente, unas derechas que dice aún están inéditas ya que nada han hecho por la economía del país, por la producción o la industria nacionales; "todavía estamos esperando a que saque el dinero de donde lo haya para resolver el paro obrero". (Muy bien), un problema el del paro que dice "es un mal hijo del propio régimen capitalista y, o desaparece con el régimen, o no desaparecerá jamás"; así, espera que se realice esta transformación del régimen "en la que vosotros no creéis, en la que nosotros tenemos puestas absolutamente todas nuestras esperanzas". (Muchos aplausos). Es verdad y, no le faltaba razón al Sr. De Francisco, que las derechas estaban casi inéditas en cuanto a su obra legislativa en el régimen republicano pero, lo que no dice, es que en sus dos años de Poder, en los que los republicanos radicales llevaron principalmente la vara de mando (ante la persistente negativa presidencial a ofrecerlo al Sr. Gil Robles), poco o nada se pudo hacer ante la amenaza revolucionaria y la posterior revolución de la que su minoría fue su principal y lamentable protagonista, apenas hubo tiempo para hacer nada productivo ni en lo económico, ni en lo laboral, ni en lo social y en ello tuvo que ver y mucho la antidemocrática actitud de su minoría, un quiero y no puedo ante unos vientos revolucionarios que impidieron acometer los reales y graves problemas que ya por entonces tenía planteada la Nación española.
Llega a continuación, la también recordada intervención del Sr. Calvo Sotelo que, en una apasionado discurso, se suma a las anteriores denuncias del Sr. Gil Robles; un discurso histórico del ya por entonces el principal líder de la oposición, una figura que según avanzaba el tiempo se iba agrandando por la elocuencia y la contundencia de muchas de sus manifestaciones; en este caso, protagoniza una intervención encaminada a denunciar hasta la propia legitimidad del vigente régimen republicano y en el que las continuas interrupciones y vejaciones a las que se ve sometido por parte de las izquierdas parlamentarias, dan testimonio y fe del verdadero enconamiento y ensañamiento de estas hacia su cada vez más alargada figura. Advierte al iniciar su intervención que es la cuarta vez que en el transcurso de tres meses se levanta a hablar del problema del Orden Público y, siendo así, "lo hago sin fe y sin ilusión"; un problema que dice se agrava día tras día, “España en esta atmósfera letal, revolcándose todos en las angustias de la incertidumbre, se siente caminar hacia la deriva, bajo las manos, o en las manos de unos Ministros, sin duda inteligentes, yo eso lo reconozco, que, sin embargo, son reos de su propia culpa, más exactamente dicho, de su propia culpa"; “Vosotros, vuestros partidos o vuestras propagandas insensatas, han provocado el 60% del problema de desorden público, y de ahí que carezcáis de autoridad”. Afirma que, al Gobierno, “le acecha políticamente la muerte; es un Gobierno sin ayer y sin mañana”
y, como ejemplo, refiere lo que viene sucediendo en las últimas sesiones parlamentarias en las que reina “ese ambiente de abulia y de indiferencia que se percibe en este Parlamento durante las sesiones normales". Entiende que para que un Parlamento pueda desarrollar una obra fecunda y eficaz, es necesario que antes haya resuelto los problemas esenciales de la vida de los ciudadanos, “el orden y la paz”; a su entender,
“hay
un fondo endémico en el desorden nacional en que desde hace años se desarrolla la vida del país”, por ello, desea hacer un relato sobre cuáles han sido las causas de este sistemático desorden en España y, lo hace, evitando hacer recaer todas ellas en la República de la que reconoce que, por sus distintos Gobiernos, han pasado hombres de gran valía intelectual, “mezclados a veces con mediocridades también evidentes". Sin embargo, cree que no residen ahí las causas, ni en la misma razón del régimen, “ni la Monarquía tiene la exclusiva del orden, ni la República el monopolio del desorden”,
un desorden que, en su opinión, cabe en todas las formas de Gobierno. Advierte que la República “ha creado casi tantos agentes de la autoridad como maestros y que el orden público ha aumentado en España en estos últimos cuatro años en cerca de 150 millones de pesetas por año, cifra fabulosa, cuya capitalización permitiría resolver algunos de los problemas cancerosos que pesan sobre la vida española”; así, refiere que los agentes de la autoridad equivalen en número “en casi la mitad de las fuerzas que constituyen el Ejército en tiempo de paz. Porcentaje abrumador, escandaloso casi, no conocido en país alguno normal”.
A su juicio, en España hay ahora dos tipos de desórdenes, el económico y el militar, el primero como consecuencia de “la hipertrofia de la lucha de clases, que destruye fatalmente la economía nacional”; y, el militar, a consecuencia “de
la degeneración de concepto democrático, que arruina todo sentido de autoridad nacional”.
Para demostrar e ilustrar sus teorías, hace una comparativa entre la situación de los obreros españoles con la de los franceses; mientras que los obreros franceses reivindican la libertad sindical, los españoles desean “el monopolio de determinada sindical” (en referencia a la CNT), de modo que, lo que se pretende, “es que el marxismo sea una condición previa, sine qua non, para el trabajo”, lo contrario que en Francia, donde los obreros franceses han conseguido
“que no sea impedimento para trabajar el marxismo”.
Hace mención también a la comparativa de los aumentos de salarios, unos salarios que en Francia son uniformes y en España
“son a voleo; en unos sitios altos, en otros medios y en otros bajos”; afirma que los aumentos de salario en Francia “son moderados; del 7 al 15 %, los aumentos de salario en España, en algún caso, rebasan el 100%”. (Rumores y protestas), en algún caso, se han llegado “a extremos inconcebibles”, como el caso de los obreros de navegación mercante que llegan a cobrar diariamente 4,50 pesetas en gastos de manutención;
“y yo os digo no hay familia de clase media española, con más de cinco o seis individuos que gaste diariamente en manutención por cabeza 4,50 pesetas".
Frente al Estado que califica de "estéril", apuesta por un Estado integrador, "que administre la justicia económica y que pueda decir con autoridad, no más huelgas, no más lock outs, no más intereses usurarios, no más fórmulas financieras de capitalismo abusivo, no más salarios de hambre, no más libertad anárquica, no más destrucción criminal de la producción, que la producción nacional está por encima de todas las clases, de todos los partidos y de todos los intereses". (Aplausos), y añade; "A este Estado le llaman muchos Estado fascista; pues si este es el Estado fascista, yo, que participo de la idea de ese Estado, yo creo en él, me declaro fascista". (Rumores y exclamaciones).
Posteriormente, se refiere al desorden del principio de la autoridad, un desorden que viene impuesto "desde abajo a arriba", con un régimen republicano que "no se funda ni en la libertad ni en la autoridad". Sostiene que uno de los más lamentables choques que se están produciendo es el que se ha tenido lugar
"entre la turba y el principio de autoridad, cuya encarnación más augusta es el Ejército",
lo lamenta por entender que en España es imprescindible tener un buen Ejército y al que ahora cree que se le está faltando el respeto debido, con un antimilitarismo heredado de los republicanos del siglo XIX; pese a ello, afirma que está en condiciones de asegurar que no cree que haya
"un solo militar dispuesto a sublevarse en favor de la monarquía y en contra de la República. Si lo hubiera sería un loco, lo digo con toda claridad". (Rumores), si bien, añade; "considero también sería loco el militar que al frente de su destino no estuviera dispuesto a sublevarse en favor de España y en contra de la anarquía, si esta se produjera". (Grandes protestas y contraprotestas). Para mostrar ese desafecto por la institución castrense y, a su vez, el desorden generalizado que afecta también al propio prestigio militar, desea hacer mención a algunos hechos acaecidos recientemente, de los cuales destaca el suceso ocurrido en Palenciana, provincia de Córdoba, donde un Guardia civil es "separado de la pareja que él acompañaba, es encerrado en la Casa del Pueblo y decapitado con una navaja cabritera". (Grandes protestas); tras estas manifestaciones, se producen momentos de tensión, algunos diputados gritan contrariados por entender que es falso; el Sr. Calvo Sotelo insiste en que este suceso ha tratado de ser ocultado por la censura y lo ha tenido que en leer en "Le Temps, de París y que ha circulado por toda España". (Exclamaciones). Tras estas palabras, se dirige a la Presidencia quejándose de que el Sr. Carrillo ha afirmado que todo esto es una canallada; se producen momentos de gran tensión que trata de cerrar el Presidente de la Cámara, Sr. Martínez Barrio, el cual, se posiciona en contra del propio orador: "se dan por retiradas las palabras del Sr. Calvo Sotelo"; el también diputado del Bloque Nacional, Sr. Suárez de Tangil, protesta: "¿Y las del Sr. Carrillo?".
Continúa denunciando el estado de desorden general, con más de 300 muertos y
"1.000 o 2.000 heridos y centenares de huelgas";
afirma que nada funciona, como no funcionan ni ejercen su función los Gobernadores civiles y entre los que figura "un anarquista con fajín, y he nombrado al Gobernador civil de Asturias, que no parece una provincia española, sino una provincia rusa". (Fuertes protestas).
Se compadece de la labor que ha recaído sobre las espaldas del Sr. Casares Quiroga, palabras que hacen saltar al Presidente del Consejo: "Todo menos que me compadezca S.S. Pido la palabra",
al que responde el Sr. Calvo Sotelo:
"El estilo del improperio característico del antiguo señorito de la ciudad de La Coruña". (Grandes protestas). Tras estas palabras, se producen nuevos incidentes en la Cámara. (Varios señores Diputados increpan al Sr. Calvo Sotelo airadamente). Concluye haciendo alusión a las últimas palabras del Sr. Largo Caballero fuera del recinto parlamentario (en el Parlamento se expresaba muy poco como ya he referido en alguna otra ocasión), en la ciudad de Oviedo;
"con mayor estruendo, con mayor solemnidad, con mayor rotundidez, ha acentuado su posición política"; lugar donde ha afirmado que "ellos van resueltamente a la revolución social, y que esta política, la política del Gobierno del Frente Popular, solo es admisible para ellos en tanto en cuanto sirva al programa de la revolución de Octubre, en tanto en cuanto se inspire en la revolución de Octubre"; cree que de ser esto así, "sobran discursos, sobran planes, sobran propósitos, sobra todo; en España no puede haber más que una cosa: la anarquía". (Aplausos).
Tras esta vibrante y rotunda intervención, tomaba la palabra, también de forma impetuosa, el Presidente del Consejo de Ministros Sr. Casares Quiroga y sus primeras palabras son definitorias; afirma que el Sr. Calvo Sotelo ha pronunciado palabras tan graves que
"antes que el Presidente del Consejo de Ministros quien ha pedido la palabra diré que, impulsivamente, ha sido el Ministro de la Guerra", le advierte que, "después de lo que ha hecho S.S. hoy ante el Parlamento, de cualquier caso que pudiera ocurrir, que no ocurrirá, haré responsable ante el país a S.S.". (Fuertes aplausos).
Así, con estas manifestaciones, el mismo Presidente del Consejo de Ministros Sr. Casares Quiroga, situaba también en el blanco perfecto de las iras a la figura más carismática de las oposiciones, un hecho sin precedentes en la historia parlamentaria española. Critica el que haya utilizado el apoyo incondicional al Ejército buscando un fin;
"no basta que algunas personas amigas de S.S. vayan haciendo folletos, formulando indicaciones, realizando propaganda para conseguir que el Ejército, que está al servicio de España y de la República, pese a todos vosotros y a todos vuestros manejos, se subleve". (Aplausos);
e insiste en señalar al Sr. Calvo Sotelo por sus afirmaciones de esta tarde;
"Insisto, si algo pudiera ocurrir, S.S. sería el responsable con toda responsabilidad". (Muy bien - Aplausos).
Cree que el Sr. Calvo Sotelo aprovecha cualquier ocasión para destruir toda la obra republicana y todo buscando dos propósitos; “buscar la perturbación parlamentaria, para acusar una vez más al Parlamento de que no sirve para nada, y el de buscar la perturbación en el Ejército, para apoyándose, quizá, en alguna figura destacada, volver a gozar de las delicias de que antes hablábamos"; "No sueñe en conseguir éxito, Sr. Calvo Sotelo".
Asegura que el Ejército mientras esté bajo su mando cumplirá con su deber; "apoyar el régimen constituido y defenderlo en cualquier caso. Téngalo por seguro S.S., aunque la risa le retoce", está seguro de que todas esas cosas se van a quedar en nada, más que para revelar una cosa, "que algunas actividades van poniéndose al descubierto". (Muy bien).
Respecto a la Proposición, critica que se haya dado a entender que el Gobierno no hace nada en lo referente al desorden público y en la que casi tolera "los actos subversivos",
unos actos de exaltación "que son aquellos mismos que durante dos años, que a muchos de nosotros nos han parecido un poco largos, han vejado, perseguido, encarcelado, maltratado, torturado, llegando a límites como jamás se había llegado, creando un fondo de odio, de verdadero frenesí en las masas populares, y que vengan a reprocharnos las consecuencias de todo esto. ¡Pero si estáis examinando vuestra propia obra!". (Muy bien).
Entiende que las huellas de esa política no pueden corregirse en cuestión "de dos días y a testarazos". Niega que el Gobierno haya fracasado en todas estas actuaciones contra los desórdenes públicos, "Vosotros bien sabéis que no", y para ilustrarlo, pone como ejemplo las manifestaciones que tilda de fascistas,
"alargando las manos, injuriando a los Ministros, rodeando los Centros Públicos, gritando, disparando tiros";
al respecto, le pregunta irónicamente si ya se ve en alguna de estas manifestaciones. Rechaza las distintas denuncias e imputaciones sobre el estado de anarquía y de inquietud del país, en su lugar, describe un país muy alejado del verdadero escenario de desorden y anarquía que sufría la casi totalidad de la Nación, un país en el que, a su particular entender, sus calles están llenas de gente;
"por todas partes, sin preocuparse de que pueda pasar nada extraordinario, y a pesar de esa inmensa fábrica de bulos que tenéis preparados para lanzar todas las noches, el Ministro de la Guerra y el Ministro de la Gobernación tan tranquilos, sabiendo que no ha de pasar nada"; si bien, al menos, llega a reconocer que no hay una paz absoluta en España; "No, hay la relativa paz, la suficiente para que algunas de las regiones de españolas estos días hayan visto abarrotados sus hoteles con extranjeros que venían a buscar un poco de tranquilidad en España; hay la suficiente para que SS.SS. y todos nosotros podamos andar por ahí delante sin que nadie nos perturbe, ni siquiera esos fanáticos, no sé si jinetes o simplemente peatones, del Socorro Rojo, de los cuáles tanto se habla". Prosigue diciendo que sería insensato "negar que se ha producido un estado de perturbación, que afirmo es inferior al que había hace cuatro meses", y ante el cual, el Gobierno está dispuesto a terminar con él; asegura que el ejecutivo que preside está atajando todos los actos violentos, incluso los del Socorro Rojo; "Esos no son ni del Socorro Rojo, ni son del Frente Popular, ni tienen nada que ver con nosotros".
Asegura que, como ferviente defensor de los valores democráticos, actuarán dentro de ellos para acabar con este desorden; "Es una cuestión de fe y no voy a pedir a SS.SS. que la compartan". Sin embargo, vuelve a posicionarse de un solo lado al decir "aquí tenemos el pistolerismo metido en la clase patronal". (Rumores), afirma que esa lucha de clases es una realidad, "no solo por una parte, sino especialmente por la otra"; ante ello, advierte que el Gobierno no se va a quedar de brazos cruzados. Estas palabras, si no llevasen firma, bien pudiéramos pensar que las había suscrito un joven y apasionado político en un mitin o en la plaza de un pueblo ante unas fervorosas masas complacientes y sumisas a las directrices del partido de turno, pero no, lo grave era que las protagonizaba y firmaba el Presidente del ejecutivo del Parlamento español; son definitorias, en sí mismas, del estado del enorme deterioro de la convivencia social y política que vivía y sufría España.
Lejos de enderezarse la sesión, la tensión aumenta con la intervención de la diputada del partido comunista Sra. Ibarruri, que protagoniza uno de los episodios parlamentarios más lamentables y execrables del régimen republicano y, muy posiblemente, de la historia parlamentaria española; un discurso repleto de referencias a la violencia y al odio que deja patente, una vez más, la absoluta imposibilidad de entendimiento alguno dentro del recinto parlamentario entre los sectores de la izquierda y la derecha políticas. Todo su guerracivilista discurso es continuamente jaleado por amplios sectores de la izquierda, mientras que, y ante la gravedad de las acusaciones y de las descalificaciones, la Presidencia de la Cámara, encarnada en la figura del Sr. Martínez Barrio, asiste complaciente sin querer hacer ademán o propósito alguno de frenar una intervención que, en lo único en que se fundamenta, es en la extensión del odio y, sobre todo, la justificación de la violencia. La Sra. Ibarruri afirma que en esa anterior relación de sucesos del Sr. Calvo Sotelo ha ignorado que, "después de la quema de algunas iglesias, en casa de determinados sacerdotes se han encontrado los objetos del culto que en ocasiones normales no suelen estar allí". (Grandes rumores).
Habla de la dualidad del juego de las derechas,
"que mientras en la calle realizan la provocación, envían aquí unos hombres, que con cara de niños ingenuos (Risas), vienen a preguntarle al Gobierno qué pasa y a donde vamos (Grandes aplausos)". Denuncia que alguien muy conocido por todos, "manda elaborar uniformes de la Guardia civil con la intención que vosotros sabéis y que nosotros no ignoramos, y mientras, también, por la frontera de Navarra, Sr. Calvo Sotelo, envueltas en la bandera española, entran armas y municiones con menos ruido, con menos escándalo que la provocación del Vera de Bidasoa, organizada por el miserable Martínez Anido, con el que colaboró S.S. (Muy bien - Grandes aplausos); y para vergüenza de la justicia española, no se ha hecho justicia ni con él ni con S.S. que con él colaboró". (Prolongados aplausos. - El Sr. Calvo Sotelo; Protesto contra esos insultos dirigidos a un ausente). Desea mencionar no los hechos ocurridos desde el 16 de Febrero, sino antes de esa fecha, "porque las tempestades de hoy son las consecuencias de los vientos de ayer"; así, censura el hecho de que tras abandonar el Poder los republicano socialistas se alzaron a él los hombres "barnizados de un republicanismo embustero",
(parecía olvidar que habían ganado unas elecciones en las que, mujeres como ella, habían podido ejercer por primera vez en su vida el derecho al voto);
señala que, desde entonces,
"no se cumplían las leyes de trabajo; se derogaba, como decía el compañero De Francisco, la ley de Términos Municipales; se maltrataba a los trabajadores, y todo esto iba acumulando una cantidad enorme de odios, una cantidad enorme de descontento, que necesariamente tenía que culminar en algo, y ese algo fue el Octubre glorioso, el Octubre del cual nos enorgullecemos todos los ciudadanos españoles que tenemos sentido político, que tenemos dignidad, que tenemos noción de la responsabilidad de los destinos de España frente a los intentos del fascismo". (Muy bien); unos actos que tuvieron lugar dice durante la etapa
"que certeramente se ha denominado bienio negro", dos años en los que, asegura, "se asesinaban a trabajadores que se distinguían en la lucha y también hombres de izquierda: Canales, socialista; Joaquín de Grado, Juanita Rico, Manuel Andrés y tantos otros, cayeron víctimas de estas hordas de pistoleros, dirigidas, Sr. Calvo Sotelo, por una señorita, cuyo nombre, al pronunciarlo, causa odio a los trabajadores españoles por la que ha significado de ruina y de vergüenza para España (Muy bien), y por señoritos cretinos que añoran las victorias y las glorias sangrientas de Hitler y Mussolini". (Grandes aplausos). Reitera su defensa de los sucesos revolucionarios y sangrientos de Octubre del 34; "del "Octubre glorioso", "que significó la defensa instintiva del pueblo frente al peligro fascista", un pueblo que dice sabía lo que le iba en ello, "no solamente la vida, sino la libertad y la dignidad". Denuncia la represión posterior en la que, a su entender, se llegaron "a extremos de ferocidad tan terribles, que no son conocidos en la historia de la represión en ningún país";
"Millares de hombres encarcelados y torturados; hombres con los testículos extirpados; mujeres colgadas de un trimotor por negarse a denunciar a sus dueños; niños fusilados; madres enloquecidas al ver torturar a sus hijos; Carbayin, San Estaban de las Cruces; Villafría; La Cabaña; San Pedro de los Arcos; Luis de Sirval. (Los señores Diputados de la mayoría, puestos en pie, aplauden durante un largo rato)".
Prosigue criticando de forma casi obsesiva toda actuación de las derechas en el pasado bienio, sin hacer mención alguna a lo que la Proposición decía; "cultivasteis la mentira de las violaciones de San Lázaro; cultivasteis la mentira de los niños con los ojos saltados; cultivasteis la mentira de la carne de cura vendida a peso; cultivasteis la mentira de los Guardias de Asalto quemados vivos", con la intención "de hacer odiosa a todas las clases sociales de España la insurrección asturiana, aquella insurrección que, a pesar de algunos excesos lógicos, naturales en un movimiento revolucionario de tal envergadura, fue demasiado romántico, porque perdonó la vida a sus más acerbos enemigos, a aquellos que después no tuvieron la nobleza de recordar la grandeza de alma que con ellos se había demostrado". (Grandes aplausos); toda una serie de mentiras dirigidas para alentar el ataque contra el sentimiento religioso o de fomentar el espíritu de venganza entre "las fuerzas que iban a Asturias a aplastar el movimiento fuesen, no dispuestas a cumplir con su deber, sino impregnadas de un espíritu de venganza, que tuviesen el espolique de saber que sus compañeros habían sido quemados vivos por los revolucionarios". Y, fruto de todo ello, dice que se llega al 16 de Febrero, día en el que el pueblo, "de manera unánime, demuestra su repulsa a los hombres que creyeron haber ahogado con el terror y con la sangre de la represión los anhelos de justicia que viven latentes en el pueblo".
Entiende como algo natural y lógico la respuesta actual del pueblo, con unas huelgas que se producen
"porque los trabajadores no pueden vivir, porque es lógico y natural que los hombres que sufrieron las torturas y las persecuciones durante la etapa que las derechas detentaron el Poder quieran ahora conquistar aquello que vosotros les negabais". Reclama al Gobierno que haga sentir el peso de la ley sobre aquellos que "se niegan a vivir dentro de la ley", refiriéndose, en concreto, a ciertos miembros del Ejército; "generalitos reaccionarios que, en un momento determinado, azuzados por elementos como el Sr. Calvo Sotelo, pueden levantarse contra el Poder del Estado, hay también soldados del pueblo, cabos heroicos, como el de Alcalá, que saben meterlos en cintura". (Muy bien). Igualmente, asegura que cuando el Gobierno inicie "la ofensiva republicana, tendrá a su lado a todos los trabajadores, dispuestos, como el 16 de Febrero, a aplastar a esas fuerzas y a hacer triunfar una vez más al Bloque Popular". Asegura también que hay que agrandar el abanico de las responsabilidades, no vale con hacer solo "responsable de lo que pueda ocurrir a un Sr. Calvo Sotelo cualquiera, sino que hay que comenzar por encarcelar a los patronos que se niegan a aceptar los laudos del Gobierno"; "hay que comenzar por encarcelar a los terratenientes que hambrean a los campesinos; hay que encarcelar a los que con un cinismo sin igual, llenos de sangre de la
represión de Octubre, vienen aquí a exigir responsabilidades por lo que no se ha hecho";
cree que, solo haciéndolo así, el Gobierno contará con todo el apoyo más firme,
"más fuerte que el vuestro, porque las masas populares de España se levantarán, repito, como en el 16 de Febrero, y aún, quizá, para ir más allá, contra todas esas fuerzas que, por decoro, nosotros no debiéramos tolerar que se sentasen allí". (Aplausos). La guerra civil, tras escuchar estas afirmaciones, no era un peligro que se oteaba en el horizonte, era ya casi un hecho que, algunos, como la Sra. Ibarruri, casi apetecían y anhelaban.
La serenidad de la Cámara trata de ser recobrada con el discurso siempre clarividente y pausado del diputado de la Lliga el Sr. Ventosa Calvell, sus acertadas y precisas palabras solían ser un oasis de serenidad, moderación y mesura dentro del desierto del fuego y la pasión en el que se movía habitualmente la Cámara republicana; afirma que el Sr. Gil Robles "ha hecho un relato impresionante" sobre la situación real que se vive desde el pasado 16 de Febrero, pero que, aun causándole alarma todos esos datos ofrecidos, más alarma le ha causado "la posición adoptada por el Sr. Presidente del Consejo de Ministros, que dando pruebas de un optimismo realmente inexplicable, encontraba que la situación  era bastante agradable y bastante soportable", incluso, llegando a negar "el carácter dramático de estos hechos", unos hechos que han tratado de "excusarlos y explicarlos, los mimos representantes de las minorías socialista y comunista, el Sr. De Francisco y la Sra. Ibarruri".
Considera muy grave lo que hoy ha pasado y, más, con el "argumento que ha estado esgrimiendo la Sra. Ibarruri, con ovaciones clamorosas de la mayoría, repitiendo en parte un argumento formulado por el mismo Sr. Presidente del Consejo de Ministros, diciendo que lo que pasa ahora viene justificado por lo que ocurrió dos años antes". Censura que el hoy Presidente del Consejo, haya aparecido, "una vez más, como beligerante ante los conflictos que se producen en España, y ha tenido S.S. palabras que no pueden conducir a otro resultado que a enconar la violencia en las luchas entre unas clases y otras y entre unos españoles y otros". (Muy bien).
Reprocha duramente también los intentos de las mayorías de acabar con la independencia judicial, "diciendo que tienden a republicanizar la justicia", pero a él estos propósitos no le convencen, tiene claro que, en realidad, "van encaminadas a destruir la independencia del Poder judicial",
sin el cual, no se puede garantizar la vida de un Estado democrático; un intento de republicanizar la justicia que en el fondo es un intento de "someter a la Justicia a vuestro pensamiento". Afirma que es esta la situación real que vive el país;
"subversión en el orden público, subversión en el orden moral, desorden jurídico, desorden económico", que culmina con el hecho de que el anarquismo, representado por la CNT y, por medio de la "Organización social de la Columna Libertaria", está ya establecido en algunas regiones españolas, "y en ella el Alcalde ejerce una autoridad o para decir que no se paguen los alquileres o para establecer o imponer los asentados o para intervenir en todas las condiciones de la vida agraria, destrozando la economía española". Por todo ello, entiende que la Proposición es justa; "esta situación no puede seguir, no puede subsistir". A su entender, las consecuencias parlamentarias son evidentes y es "la impotencia parlamentaria", ya que, pese a los propósitos gubernamentales y los aplausos de sus colaboradores, la situación persiste o incluso se agrava día a día; "porque el Gobierno, para obtener la asistencia parlamentaria y los aplausos de la mayoría  y el voto de confianza, incurre en claudicaciones de palabra, cuando no son de hecho, por parte de los elementos socialistas y comunistas la asistencia parlamentaria no significa otra cosa que una táctica encaminada  a ir preparando una revolución, que proclaman, que anuncian, que desean y que propugnan".
Por su parte, el diputado del POUM Sr. Maurín, dice no estar para nada conforme con lo dicho por el Sr. Ventosa; ataca con dureza al Gobierno, sin embargo, lo hace por su poca beligerancia en su lucha "ante el problema del fascismo", y, como ejemplo de ello, señala la permisividad con que se deja pronunciar "discursos de tipo fascista como el pronunciado por el Sr. Calvo Sotelo" (Expresarse libremente dentro del Parlamento podía traer consecuencias como se ve).
No comprende como existiendo en la actualidad una agitación mucho más revolucionaria que en el año 1931,
"el Gobierno es menos de izquierda, menos avanzado, menos revolucionario que el de entonces",
cuando contaba entre sus miembros con tres Ministros socialistas. Así mismo, advierte como otra contradicción el que, en el actual Gobierno, no formen parte los hombres
"que representan Octubre, los hombres que simbolizan aquella gesta".
Critica que, en estos cuatro meses, el Gobierno no haya llevado a cabo "ni la centésima parte de lo que contiene el programa del Frente Popular";
lamenta también que, la tan anunciada amnistía, no ha sido concedida todavía por el Parlamento, así como muchos de los represaliados del movimiento de Octubre aún
"no han sido readmitidos", en concreto, se refiere a los militares sublevados, "Farrás, Bosch, Luengo, Conde, Escofet". No se muestra partidario tampoco de la prórroga de los estados de alarma, “con la suspensión de las garantías constitucionales gobiernan las derechas", no sucede así con las masas populares que, en su opinión, no lo necesitan; "Es a través de la Constitución, es a través de la democracia, es a través de la libertad, como nosotros podemos combatir el movimiento contrarrevolucionario"; "los peligros de la democracia se vencen con la democracia misma". Advierte que el Parlamento actual "no representa la inquietud popular" y se comprueba por la casi nula obra del programa del Frente Popular en el mismo, un descontento que se ve en las numerosas huelgas que hay por todo el país, lo que es un movimiento representativo "de masas representantes de la verdadera esencia de la Nación". Denuncia también los peligros del fascismo; "hay una situación prefascista en el país; existe el fascismo, ataca el fascismo; lanza bombas el fascismo; ametralla el fascismo; dispara las pistolas el fascismo; es absuelto por los Tribunales el fascismo; habla desde los bancos de la contrarrevolución el fascismo". Para acabar con este fascismo, pide firmeza al Gobierno, un Gobierno al que cree que se deben incorporar los representantes de esas masas obreras, "por los representantes del Frente Popular"; y que debe acometer la nacionalización de las tierras, "los ferrocarriles, la gran industria, las minas, la banca"; de no ser así, asegura que la Contrarrevolución será más intensa,
"y tal vez ya sea tarde para contener los desmanes del fascismo".
A continuación, el Sr. Calvo Sotelo se levanta para contestar a las distintas alusiones, algunas de ellas, en forma de veladas amenazas que ha ido recibiendo; así y, en primer lugar, se dirige a la Sra. Ibarruri, a la que dice que esa señorita de la que afirmaba que todos conocen,
"no acaudilla ninguna de las organizaciones de tipo delincuente";
además, afirma que
"los apellidos del padre de esta señorita no pueden suscitar el menor rescoldo de oído ni de pasión en ningún buen español, porque fue él quien pacificó Marruecos".
La Sra. Ibarruri dice;
"¡Vamos!";
el Sr. Calvo Sotelo, visiblemente molesto, pregunta; "¿Es que cabe desconocer que muchos de los que se sientan ahí y ahí (Señalando varios escaños de la mayoría), colaboraron con el General Primo de Rivera?". (Fuertes rumores),
unas
palabras que producen momentos de gran tensión en la Cámara. Respecto a las manifestaciones del Sr. Casares Quiroga, se dirige a él en estos términos; "para que S.S. dé lecciones de prudencia, es preciso que comience por practicarla, y el discurso de S.S. de hoy es la máxima imprudencia que en mucho tiempo haya podido fulminarse desde el banco azul".
Le dice que le asiste el derecho y es su deber el denunciar la situación en que se encuentra el Ejército español dado que, en las actuales condiciones en que se encuentra España, "es la columna vertebral" de la misma y, además, porque en España se está desatando "una furia antimilitarista que tiene sus arranques y orígenes en Rusia y que tiende a minar el prestigio y la eficiencia del Ejército español".
Recoge también las afirmaciones del Sr. Gil Robles sobre sus quejas, con razón,
"del silencio que hasta ahora ha reinado en torno a las manifestaciones vertidas aquí por la Sra. Ibarruri";
a tal fin, tiene en su poder un recorte del diario Mundo Obrero, un recorte que la propia censura "ha consentido íntegramente sin tocar una tilde, sin tachar un coma"; y así, aprovecha la ocasión para citar algunas de las manifestaciones de la diputada comunista al referido diario: "Han quedado en Asturias fuerzas del odio, fuerzas del crimen, fuerzas represivas que tienen el regusto de los crímenes cometidos", unas fuerzas que "aún promueven conflictos y comenten atentados y provocaciones indignantes";
"El problema de Asturias es especialísimo. Debería comprenderlo el Gobierno. Allí se ha asesinado por centenares a hombres indefensos. Allí se ha torturado a la población. Allí se ha robado, se ha incendiado. Ni uno solo de los que componían las fuerzas represivas está libre de culpa. Entonces, ¿Por qué han de seguir en Asturias los que en cada momento provocan y disparan contra el pueblo cuando se divierte pacíficamente en una verbena?". Afirma que esto es "lo que el Gobierno de la República consiente que se publique sin tachar una tilde, sin suprimir una coma". Por ello, se reitera en su defensa al Ejército, "ante la embestida que se le hace y se le dirige en nombre de una civilización contraria a la nuestra y de otro ejército, el rojo". De todas estas cosas asegura que hablaba el Sr. Largo Caballero en Oviedo a las 24 horas de que el Gobierno emitiese una circular donde se prohibían
"ciertos desfiles y ciertas exhibiciones"; cuando en Oviedo, en esos días, "han paseado tranquilamente uniformados y militarizados, cinco, seis, ocho o diez mil jóvenes milicianos rojos, que al pasar ante los cuarteles no hacían el saludo fascista, que a S.S. le parece tan vitando, pero si hacían el saludo comunista, con el puño en alto y gritaban: ¡Viva el ejército rojo!". Critica también el tono del Sr. Casares Quiroga, del que dice que solo ha escuchado "tres o cuatro discursos en mi vida, los tres o cuatro desde el banco azul, y en todos ha habido siempre la nota amenazadora"; y añade; "bien Sr. Casares Quiroga. Me doy por notificado de la amenaza de S.S. Me ha convertido S.S. en sujeto, y por tanto no solo activo, sino pasivo, de las responsabilidades que puedan nacer de no sé qué hechos"; no le preocupa porque "mis espaldas son anchas; yo acepto con gusto y no desdeño ninguna de las responsabilidades que se puedan derivar de actos que yo realice, y las responsabilidades ajenas, si son para bien de mi patria (Exclamaciones) y para gloria de España, la acepto también". Concluye afirmando:
"es preferible morir con gloria que vivir con vilipendio". (Rumores); a su vez, invita al Sr. Casares Quiroga a que
"mida sus responsabilidades estrechamente, si no ante Dios, puesto que es laico, ante su conciencia, puesto que es hombre de honor; estrechamente, día a día, hora a hora, por lo que hace, por lo que dice, por lo que calla. Piense que en sus manos está el destino de España, y yo pido a Dios que no sean trágicos". (Aplausos). Decir, al respecto, que este podría ser el momento en que la Sra. Ibarruri afirmó que estas habían sido las últimas palabras que pronunciaba en la Cámara el Sr. Calvo Sotelo; hay mucha literatura al sobre este hecho, pero mi trabajo se basa en la certidumbre de lo que está escrito en las actas de la serie histórica del diario de sesiones del Congreso y, en estas, no se hace mención alguna a esta circunstancia. Es verdad que una investigación, un trabajo sobre las actas del diario de sesiones puede ofrecer, lamentablemente, algunas lagunas y estas, principalmente, son todas aquellas palabras que fueron excluidas de las mismas por decisión de la Presidencia; estas de la Sra. Ibarruri debieron ser una de ellas. Yo las coloco en este momento (analizadas las actas donde intervino la Sra. Ibarruri, todo apunta a que podría serlo), si bien, sobre la certeza de las mismas lo único de lo que nos podemos valer como fuente histórica para incluirlas aquí son los testimonios de dos de los diputados presentes en aquella sesión, los señores Tarradellas y Salvador de Madariaga que aseguraron que, en efecto, estas palabras de la Sra. Ibarruri se habían producido (El Sr. Tarradellas se sentaba a escasos bancos del Sr. Calvo Sotelo). Esta amenaza no dejaba de ser más que una de tantas de las que se proferían contra la que era, ya por entonces, la principal figura política de las derechas parlamentarias.
Tras estas nuevas y elocuentes afirmaciones del Sr. Calvo Sotelo, el diputado socialista Sr. De Francisco, reitera su rechazo a la violencia, sin embargo, a su vez, se contradice afirmando; "casi siempre hallamos perfecta explicación para esos mismos hechos, por dolorosos que parezcan", y, más aún, incluso los justifica ya que, a su entender, todos responden "a un estado de excitación, de irritación, que no son hechos realizados, como decía nuestra compañera Dolores Ibarruri, por el placer de realizarlos",
sino que, como todos los hechos,
"tienen una causa a que responden". Critica las afirmaciones del Sr. Calvo Sotelo sobre el marxismo, le dice que no ha descubierto nada diciendo que el partido socialista es marxista; "desde su fundación, responde a esos principios marxistas". Respecto a las reiteradas afirmaciones y en relación a la presencia del Sr. Largo Caballero en el Consejo de Estado en la época de la Dictadura, dice que tampoco lo hizo en forma de colaboración como lo quieren hacer ver;
"El compañero Largo Caballero ha ido al Consejo de Estado, incluso contra el criterio de algunos camaradas nuestros, pero ha ido, como a todas partes, de una manera digna, no aceptando un nombramiento de Gobierno, ni a título de colaboración, sino consecuente con los principios mantenidos por nuestra organización de penetrar en todos los organismos del Estado, de la Provincia y del Municipio, en representación exclusiva, por resolución firme y clara de la Unión General de Trabajadores de España",
añade que, además, nada le debía al Sr. Primo de Rivera,
"ni jamás se hubiera prestado a hacer algo que hubiera significado agradecimiento o colaboración con la Dictadura" (El Sr. Gil Robles: Fue creado el cargo a medida. Por Real decreto). Recoge las palabras del Sr. Gil Robles para que se traigan en un debate amplio todas las responsabilidades de actuaciones políticas pasadas, circunstancia que aprovecha para hablar del movimiento “revolucionario” de Octubre; "que SS.SS. ahogaron en sangre con una crueldad desconocida totalmente en nuestro país; a desear eso, repito, no nos gana S.S"; señala que,
al respecto, tienen numerosos documentos probatorios de todo ello. (Decir que nunca, ni una sola vez, ningún diputado de la izquierda presentó prueba documental alguna de las tan denunciadas represiones a las que tan frecuentemente hacían mención). Finaliza refiriéndose al asunto de los plenos Poderes sobre los que dice que no es partidario, pero advierte de que, si las causas son lo suficientemente graves debido a los manejos "a que se dedican los hombres que vosotros representáis aquí, el capitalismo español", y a los que acusan de ser los causantes "de la mayor parte de los sucesos que se están dando en la calle", entonces defenderán esos plenos Poderes "y lo que fuera". (Aplausos).
Seguidamente, se lee por parte del Sr. Martínez Barrio una Proposición incidental que anuncia acaba de llegar a la Mesa y en la que se dice: "como resultado del debate producido al discutirse la Proposición no de ley, firmada por los grupos de oposición", "Que el Congreso declare no haber lugar a votar la Proposición indicada y en su lugar se vote la confianza de la Cámara al Gobierno para la realización del programa del Frente Popular". Ante esta nueva y, sorprendente situación, el Sr. Gil Robles se levanta para mostrar su enojo por entender que es un procedimiento anómalo que pone en práctica la mayoría parlamentaria, afirma que se trata una Proposición "de no ha lugar a deliberar un poco disfrazada". (Denegaciones), sustituyéndola por "no ha lugar a votar". Afirma, visiblemente molesto que, en estas nuevas e inesperadas circunstancias, se pueden quedar votando la confianza al Gobierno y, dicho lo cual, el Sr. Gil Robles y los señores que le rodean abandonan la Cámara. La imposibilidad de ejercer una mínima oposición fiscalizadora de los excesos y abusos del Gobierno del Frente Popular parecía del todo punto imposible, las derechas se veían así en una tesitura casi imposible y en una parálisis absoluta de sus funciones y atribuciones de representación parlamentaria. Tras este nuevo incidente, el diputado socialista, Sr. Galarza, señala que está plenamente justificada la Proposición ya que, a su entender, la defendida previamente por las derechas buscaba solo un fin político (como solían ser buena parte de ellas);
"habilidosamente redactada, para poderla explotar fuera de la Cámara diciendo que la mayoría, republicanos, socialistas y comunistas, ha votado en contra de una proposición  en la que se pedía que restableciese el orden público, nosotros no podíamos caer en esa habilidad de las derechas";
por ello, entienden que no corresponde votarlo, "Lo que corresponde votar, como consecuencia del debate, es la confianza del Gobierno". (Aplausos). Creo que sobran comentarios, los hechos son tozudos y claros.
La durísima sesión termina con la intervención del diputado de la IR, Sr. Marcelino Domingo, considera que el interés del debate de hoy residía solo en tratar de desacreditar al mismo Gobierno que, "en definitiva, dentro de la República, los Gobiernos de izquierda, estaban incapacitados para la conservación y garantía del orden público, y se atenían para justificar esta actitud, a la situación presente de la realidad española". Cree que la actual situación, "es una herencia de otro régimen, de otras situaciones políticas y de otros Gobiernos", así, asegura; "Monarquía y Dictadura ofrecen esta realidad: una herencia de trastorno moral, de perturbación política, de desorden público, que se traslada a la República y que se le deja a la República como herencia".
Hace un breve repaso de los pasados cinco años para tratar de demostrar la culpabilidad de las derechas en el camino recorrido hasta llegar a la presente situación; habla de los logros y las bienaventuranzas del primer bienio de la República,
"¿Cómo saludaron las fuerzas conservadoras este hecho magnífico y ejemplar, que de haber perdurado hoy daría a España el ejemplo único de las posibilidades fecundas de una democracia nueva? Empezando contra aquel Gobierno, aquella situación política y aquellas fuerzas sociales una de las campañas más anárquicas, demoledoras, antiespañolas que se han producido jamás". (Aplausos); asegura que todo lo intentaron, "de la injuria más baja a la calumnia más vil", todo lo creyeron legítimo "para colocarse frente a aquella situación política y destruirla". Continúa su personal visión del periodo republicano afirmando que, tras ello, gobernaron las derechas y desertaron de "esta calidad política, la de la honradez".
Critica de forma muy airada el que las derechas se lanzaran a una brutal represalia, "y a estos hombres políticos, a unos los encarcelaron sin respetar su prestigio, hundiéndolos en un buque, infamándoles con todas las acusaciones, u otros les lanzaron encima todos los vilipendios, los disminuyeron en su autoridad, en su crédito público"; asegura que así es como
"envenenaron y desencadenaron las pasiones populares". En esta línea de marcado acento pasional, muy en la línea con lo que suele ser el discurso habitual en ciertos sectores de la izquierda, dice;
"cuando se les ve, se advierte con verlos y oírlos, que no tienen nada que hacer en la República, que no la han sentido jamás", (pareciera que si no era sentida como ellos la sentían muy difícilmente se podía ser republicano)
y así, aprovecha para también dirigir duros ataques al Sr. Calvo Sotelo tras su intervención de hoy; "Si el discurso de uno de estos hombres tuviera el efecto que posiblemente él ha aspirado a producir, todos los actos realizados en la calle, los de mayor desmán, los más insultantes, los más violentos, los más demagógicos, todos los actos cometidos en la calle, no representan para el desorden público un acto de mayor gravedad que el realizado por ese hombre con su discurso". (Muchos aplausos). Concluye diciendo; "somos hombres formados dentro de disciplinas morales y civiles, a las que queremos servir con lealtad";
queremos una
"autoridad que nazca del impulso que el sufragio universal ha dado nuevamente a la República”; “nosotros pedimos autoridad porque tenemos el convencimiento de que con nuestra colaboración se la damos al Gobierno a quien se la pedimos". (Grandes aplausos). Finalmente, es votada la Proposición que otorgaba la confianza al Gobierno por 207 votos a favor y ninguno en contra tras la salida de las oposiciones de la Cámara, indignadas al no dejárseles ni siquiera la opción de que se votase su legítima Proposición.
El día 17 se retoman los Proyectos propuestos por el Ministro de Justicia, en este caso, el Proyecto de Nombramientos en la Justicia Municipal; el diputado de la CEDA, Sr. Esparza, cree que es otra nueva intromisión del Ministro de Justicia Sr. Blasco Garzón en la independencia del Poder judicial; "es puramente arbitrario, no tiene más que un móvil esencialmente político, no se quiere con él más que inferir un hachazo más a la independencia del Poder Judicial en una de sus ramas, que es la subalterna", la que más afecta directamente "al pueblo". Critica que se haya suprimido sistemas como el de elección directa o el de oposición por el arbitrario y, sobre todo, político de la elección directa por el Ministro de Justicia, así,
"absolutamente todos los cargos de la Justicia Municipal, jueces, fiscales y suplentes de unos y otros, quedan en manos del Ministro de Justicia". Entiende que se podía haber respetado el sistema de elección "por las Juntas de Gobierno de las Audiencias"
para así garantizar que la elección no recayera en una sola persona. En términos similares se expresa el Sr. Ceballos, cree que el actual Proyecto choca con los ideales democráticos y liberales que tanto dicen defender la izquierdas republicanas;
"políticamente es una inconsecuencia en cuanto esos ideales de democracia que manifestáis propugnar, porque no hay nada más antidemocrático que llevar precisamente a unas designaciones como las de jueces y fiscales municipales la égida ministerial",
donde la elección y decisión final siempre va a recaer en el Ministro de Justicia de turno. Las diferentes enmiendas de las oposiciones son sistemáticamente rechazadas por la Comisión en la voz del diputado socialista Sr. Gomáriz. Un día más tarde, el 18, el Sr. Calvo Sotelo denuncia que en el día de hoy ha recibido un telegrama "expedido por el Gobernador civil de Oviedo" y en el que se vierten amenazas contra su persona;
"Solo un atolondrado o un inconsciente puede decir lo que usted de Asturias y de mi persona"; "En esta provincia, hasta ahora, el orden solo lo perturban gentes que simpatizan con u obedecen a usted o a sus afines. Aquí el único anarquista peligroso es usted". Estima que es intolerable que una autoridad gubernativa subalterna se dirija así y al respecto de un discurso parlamentario de un diputado, algo que "sale de su órbita e invade la del Diputado al proceder en semejante forma",
un pleito que es "de dignidad para la investidura parlamentaria"
y para el Poder Público, por lo que desea dar conocimiento al Presidente de la Cámara y ponerlo en manos del Gobierno. El cerco sobre la figura del Sr Calvo a Sotelo día a día se iba haciendo más estrecho.
Unos días más tarde, el 23 y, tras un breve debate sobre la Política del Gobierno en las Islas Canarias, el diputado de la LLiga Sr. Ventosa Calvell pregunta sobre el telegrama atribuido al Gobernador civil de Oviedo dirigido contra el Sr. Calvo Sotelo; entiende que no le parece que "ninguna persona sensata y razonable pueda discutir que este telegrama es constitutivo del delito previsto y penado en el artículo 161, número 3 del Código Penal". Lamenta decir que lo dicho al respecto por el Presidente de la Cámara el Sr. Martínez Barrio no se corresponde con las publicaciones en Prensa que aparecen todos los días; lee, con este propósito, publicaciones de todos los matices políticos y copias de documentos recibidos por los distintos diarios sobre el citado telegrama y donde se afirma que es dirigido por el Gobernador civil de Oviedo al Sr. Calvo Sotelo; señala que la censura en Oviedo,
"que está en manos del Sr. Gobernador civil, permitió circular noticia de que el gobernador había enviado el telegrama al Sr. Calvo Sotelo, y luego, en cambio, la ejerció en el sentido de impedir el comentario de crítica y de protesta por el texto de este telegrama". Considera que, aunque lo haya expedido el Gobernador civil u otra persona, no deja de ser un delito por lo que es "perseguible de oficio". Por todo ello, pregunta al Gobierno y al Presidente de la Cámara sobre este flagrante delito "que constituye un atentado al fuero parlamentario y a la inmunidad y a las prerrogativas de los Diputados", si se han hecho averiguaciones al respecto y si se ha producido rectificación alguna del propio Gobernador. Entiende que el fiscal tiene que actuar de oficio en este asunto y, así, "impedir que sea groseramente insultado un Diputado por su intervención en los debates parlamentarios"; recuerda que un diputado a Cortes solo debe responder ante la autoridad del Presidente de la Cámara. El propio Presidente de la Cámara, Sr. Martínez Barrio, califica de "artes dialécticas" las palabras del Sr. Ventosa por lo que pasa directamente la contestación al Ministro de la Gobernación, Sr. Moles, el cual, anuncia que, ante el cúmulo de insinuaciones vertidas
contra el Gobernador civil de Asturias, este había dimitido en el día de hoy, una circunstancia que hace que el Sr. Ventosa retire su Proposición.
Posteriormente, el diputado de la CEDA Sr. Bermúdez Cañete, formula diversas cuestiones al Ministro de la Gobernación; pregunta sobre unas quejas de algunos de sus electores en Madrid respecto a las detenciones de algunos familiares "porque hay quien asegura que pertenecen a Falange española"; a tal efecto, enseña una sentencia del Tribunal Supremo que declara lícita a la Falange por lo que no cabe explicación
"para mantener semanas y meses en la cárcel a muchachos que no tienen sino un hondo sentido nacional y un ardiente de que en España vayan las cosas mejor"; razón que cree suficiente para solicitar al Gobierno que se tomen medidas al respecto. A continuación, se interesa también sobre la veracidad de que el Comandante Romero haya sido enterrado envuelto en la bandera comunista, bandera "que pertenece, por consiguiente, a un Estado extranjero". (Risas y rumores), porque de ser así, personas a las que representa dice que tienen el derecho entonces "de ser enterradas con la bandera que juraron; bandera que no es de un régimen monárquico, como falsamente se pretende, sino la primera de las nacionales que se han formado en el mundo moderno". (Grandes rumores). Ante las continuas interrupciones y reproches desde los sectores de la izquierda afirma que, si bien no es importante el asunto desde el lado político, sí tiene una "importancia sentimental, nacional y tradicional"; el Sr. Ministro de Justicia le dice: "Sr. Bermúdez Cañete, perturba menos S.S. hablando de cuestiones económicas". Así mismo, pregunta si están prohibidas las milicias ya que, en ese mismo entierro, se han permitido "delante de los miembros del Gobierno, que desfilen con sus uniformes las milicias"; recuerda que la Justicia tiene que aplicarse igual para todos, de tal forma que, si es permitido para unos, no es de recibo que luego se prohíba lo mismo a otras organizaciones que tienen en cambio, "muy hondo un sentido nacional y espiritual que les falta a esas otras fuerzas que sus señorías dicen representar". (Fuertes protestas); se producen rumores y quejas por sus palabras, el Ministro de Justicia le reprocha sus palabras diciendo: "es una insensatez". Por su parte, el Sr. Bermúdez Cañete protesta contra esas alusiones; "No tiene derecho S.S. a hablar como lo hace del sentido nacional de esas fuerzas. Yo tengo un sentido nacional, espiritual y patriótico más elevado, más hondo y más bien probado que S.S.". (Muy bien - Aplausos). A continuación, se lee una Proposición defendida por distintos sectores de las izquierdas (Ibarruri, Moles, Galarza, Cayetano Bolívar, entre otros) y en la que se pide responsabilidades penales para el ex Ministro Sr. Salazar Alonso; "deducido del sumario instruido por el asunto Strauss, que tramitó luego el Juzgado especial" y, tras el estudio y análisis de las certificaciones sumariales, "acusan de indicios racionales de criminalidad contra el Excmo. Sr. D. Rafael Salazar Alonso, presuntas responsabilidades penales contraídas en el ejercicio de su cargo de Ministro de la Gobernación",
así mismo, se acusa de responsabilidades de delito de prevaricación contra el ex Ministro Sr. Eloy Vaquero, sometiéndose a las Cortes "la propuesta de acusación"; por todo ello, se acuerda mantener "ante el Tribunal de Garantías Constitucionales la acusación contra el Excmo. Sr. D. Rafael Salazar Alonso, como presunto responsable de los hechos arriba referidos".
El 24, continua el debate sobre la Proposición acusatoria contra el Sr. Salazar Alonso, el Ministro de la Gobernación Sr. Moles, lee las acusaciones que hay contra su persona; el diputado de la minoría Radical Sr. Guerra del Río, afirma al respecto;
"sigo deplorando que las Cortes españolas continúen repitiendo su lamentable historia de acusar cada una de ellas a los adversarios caídos". (Rumores), lo afirma pese a que, "incluso cuando, como en el presente caso, tengo la evidencia de que en el fuero de la conciencia de la mayoría de los Diputados que van a votar esa acusación late la seguridad de la inocencia del Sr. Salazar Alonso". (Grandes rumores y denegaciones). Finalmente, se acuerda para la tramitación de la Proposición nombrar una Comisión de 21 Parlamentarios acorde a la proporción de la representación parlamentaria de cada minoría. Tras ello, tiene lugar un nuevo debate sobre la política del Gobierno en las Islas Canarias; el Sr. Gil Robles ante esta situación dice visiblemente enojado: "¡Y no hay que discutir aquí! ¡A Canarias por tercer día!". A continuación, el diputado anarcosindicalista Sr. Pestaña lamenta que, ante la grave situación de hambre y miseria que atraviesa el país, se traiga a debate asuntos como el del Straperlo, cree que no es normal perder toda una tarde en este asunto cuando hay tantas cosas que necesitan urgente solución. Por todo ello, pide que el Gobierno traiga obra legislativa al Parlamento;
"es indispensable dar la sensación de que hay una mayoría, un Frente Popular, un Gobierno que quiere gobernar para España y para los españoles".
Un día más tarde, el 25, tiene lugar un debate sobre la ratificación y ampliación del Decreto de Ley del pasado 21 de Febrero referente a la Amnistía; el diputado de la CEDA Sr. Cimas Leal, lamenta el momento en que viene a debatirse un Proyecto como este, con un país en un estado tan grave de anarquía y de desorden generalizado. Al respecto, afirma que el delito religioso no puede ser contemplado como un delito político; se muestra también en desacuerdo sobre la fecha tope de la amnistía, el 21 de Febrero, al respecto, recuerda que en la anterior Ley de Amnistía de 1934 la fecha tope fue modificada por la gracia de la Comisión pasando de la inicialmente propuesta, 3 de Diciembre de 1933 al 14 de Abril de 1934, un hecho por el que el diputado socialista Sr. González López dijo en aquel momento:
"Afortunadamente, el proyecto ha sido mejorado por la Cámara  y la parcialidad terrible, injusta, inicua, que respiraba el primitivo proyecto ha sido mejorada por la buena voluntad de la Comisión".
Por su parte, el diputado socialista Sr. Jiménez de Asúa, critica que en aquella Amnistía de 1934 más que buscar una pacificación buscaba el enfrentamiento, "no era una bandera de paz, un armisticio, sino que era un banderín de guerra". Afirma que las diferencias entre ambas son notables, en aquel entonces se daba la amnistía "a unos hombres que no pertenecían a la República, que no estaban dentro de la República, y ahora se entrega la amnistía a los hombres del Frente Popular";
otra diferencia es lo relativo a la fecha tope; señala que en la Amnistía de 1934 se pretendía fijar la fecha tope para no incluir en esa amnistía los delitos cometidos durante la revuelta anarcosindicalista de Diciembre de 1933 y, ahora, se fijaba la del 21 de Febrero sin intencionalidad política alguna, solo por ser coincidente con la fecha de la entrada en vigor de la resolución del Decreto de Febrero. En lo referente a los delitos de tipo religioso, le dice que no será político desde el punto de vista del criterio jurídico tras la separación de Iglesia y Estado, pero no deja de ser por ello un delito político social. Pide que se apruebe una Amnistía de carácter general, de gran amplitud que trate "de pacificar los espíritus de los hombres que vivían perseguidos durante los Gobiernos del Bienio anterior", con una fecha tope de acuerdo a la legalidad y recogiendo todos los delitos político sociales a los que ya se ha referido. Tras él, el diputado sindicalista, Sr. Benito Pabón, manifiesta que la lección que dieron las derechas en la Ley de Amnistía anterior debe servir de ejemplo ahora a las izquierdas, una Ley de Amnistía del año 34 que no trató de pacificar los espíritus, sino todo lo contrario,
se hizo
"una Amnistía completamente partidista",
ya que, a su juicio, antes nunca había ocurrido en una Ley de Amnistía lo que ocurrió en aquella, la cual recuerda que tenía dos fechas tope, la del 3 de Diciembre y la del 14 de Abril, "y se hizo distinción para los que habían cometido una clase u otra de delitos políticos, fijando para unos la fecha tope en 3 de Diciembre del 33 y ampliándola para otros, de una manera arbitraria e injusta, hasta el 14 de Abril de 1934, y así
se dio el caso de injusticia máxima" de que salieran de las cárceles "aquellos que quizá las derechas no querían que salieran; los dirigentes del movimiento anarcosindicalista de Diciembre de 1933", y por el contrario, permaneciendo en ellas, "los meros ejecutores de aquella sedición, de aquel intento revolucionario, los pobres campesinos, continuaron dos años más en la cárcel por la enorme injusticia que cometieron las Cortes anteriores",
siendo este uno de los motivos, en su opinión, por los que el pueblo ha castigado a las derechas en las elecciones del 16 de Febrero. Recuerda lo que se decía en el programa del Frente Popular;
 "Lo primero a que se obliga el Frente Popular es a conceder por ley una amplia amnistía de los delitos político sociales cometidos posteriormente a Noviembre de 1933, aunque no hubieran sido considerados como tales por los Tribunales", "se hablaba de que había 30.000 presos político sociales en España; se decía que había que votar por la libertad de esos 30.000 hombres; los carteles sobre la amnistía llenaban todas las paredes de España, y la razón principal del movimiento del pueblo a favor del Frente Popular fue esa razón sentimental".
Pide que se cumpla tal y como viene definido en el citado programa.
Posteriormente, intervenía el diputado socialista Sr. Rufilanchas y, en su ya conocida línea oratoria tendente a la incontinencia verbal, recuerda la política injusta y cruel de las derechas en el pasado bienio, en la que, en su opinión, se encarcelaba a obreros injustamente, una
"represión brutal del movimiento de Octubre" que hizo levantar a la ciudadanía
"contra los que ocupaban los puestos de Gobierno para perseguir a masas ciudadanas del país",
contra todo ello asegura que se revelaron los hombres del Frente Popular, hombres que recuerda  prometieron en sus campañas la concesión de una amplia amnistía que reparase todas aquellas injusticias. Censura además la lentitud de la aplicación de la Amnistía para lo cual trae a colación el ensañamiento que han sufrido hombres humildes,
"como son los marineros del Turquesa, a quienes todavía se niega la entrega de los documentos que pueden permitirles trabajar y vivir, y obligándoles de esta forma a estar a punto de tener que mendigar para poder llevarse un pedazo de pan a la boca". Desea que el Gobierno dé satisfacción a lo pactado, un pacto que es producto "del impulso popular", cumpliendo su deber y satisfaciendo "a aquellos que supieron sacrificarse en los momentos de máxima dificultad"; igualmente,
recuerda al Gobierno que si ahora gobierna el Frente Popular "es, primordialmente, en virtud de los actos realizados por estas personas para quienes pedimos la amnistía". Respecto a los delitos cometidos en la revolución de Asturias, afirma; "si los Tribunales de justicia hubiesen aplicado la ley rectamente, no necesitaríamos nosotros ahora comprender en la amnistía hechos que pueden tener apariencia común. Si a los que en Asturias, en un episodio netamente revolucionario, requisaron efectos o bienes, se les hubiera considerado autores simplemente de delito de rebelión, como es correcto en técnica, y no se les hubiera estimado también autores de delitos contra la propiedad, no habría por qué incluir ahora en la ley de Amnistía estos hechos, que en una concepción objetiva, no tienen carácter político". Niega el derecho de que la amnistía pueda ser concedida a los elementos de la derecha, más cuando ahora, "son precisamente los elementos derechistas, que es el fascismo, más o menos disfrazado, el que actúa en forma insurgente contra la República".  Por ello, dice que esta Ley tiene que referirse al pasado, "a lo que nosotros prometimos entonces, y no es posible que a quienes están en actitud insurgente
contra el Estado republicano se les conceda la amnistía";
algo que también hicieron las derechas en la pasada Amnistía con los revolucionarios anarcosindicalistas del mes de Diciembre del 33;
"¿Amnistía para vosotros? ¡Si precisamente en el pacto del Frente Popular se dice lo contrario!"; "Para los que reprimieron el movimiento de Octubre lo que ha de haber no es amnistía, sino exigencia de responsabilidad; no será extraer de la cárcel a los que en ella se encuentren -no hay ninguno por desgracia- sino llevar a prisión a quienes se excedieron al reprimir ese movimiento generoso de adhesión a la República";
apunta que la situación política actual es, "o con el fascismo o contra el fascismo".
De esta forma, considera y, en su habitual obstinación enfermiza contra las derechas parlamentarias, que es
inútil que las derechas reclamen un simple gesto del Gobierno frentepopulista;
"es totalmente estéril que solicitéis ahora una gracia que no tuvisteis la magnanimidad de conceder cuando aquella amnistía de 1934 se discutió y fue por vosotros votada con ese espíritu mezquino de persecución y con aquel banderín de guerra civil a que aludía el Sr. Jiménez Asúa". (Aplausos). Así de simple, para el Sr. Rufilanchas era legítimo dar un golpe de Estado en aquel Octubre de 1934; en pro de una causa noble y "revolucionaria" estaban justificadas la violencia y la sangre, sin embargo, esos ímpetus "revolucionarios" se convertían en un execrable crimen cuando se trataba y, desde la autoridad y la legalidad, reprimir una tentativa golpista con el único propósito de restablecer el orden y la paz. Una línea muy similar defendía, a continuación, el diputado comunista Sr. Uribe, que afirma que la Ley de Amnistía no es sino "la solidaridad plena del pueblo español con todos aquellos que durante dos años lucharon, con los medios a su alcance, en contra de la reacción y del fascismo, y en cuya lucha, fueron a dar con sus huesos en la cárcel o el presidio",
entre ellos, él mismo; en un período, el del pasado bienio, en el que desarrollaron diversos actos que cataloga como de carácter social y político y dirigidos a combatir a la política del bienio, con actuaciones como la
"huelga de campesinos y todo el movimiento de Octubre; pero al lado de estos dos grandes movimientos tenemos una lucha tenaz, persistente y perseverante de todas las fuerzas proletarias, de todas las fuerzas republicanas democráticas contra la política de la reacción que triunfó en Noviembre del 33; lucha en contra de los propósitos de Acción Popular y de las fuerzas fascistas de instaurar en España ese régimen que tanto ansían"; y
en una lucha, dice, "por las libertades democráticas"; "que las gentes de la reacción procuraban arrebatar al pueblo español", una circunstancia que provocó el que tuvieran lugar, "como no podía dejar de suceder, los encuentros entre las fuerzas populares obreras y democráticas y el poder de la reacción que desarrollaba esa política, y cuando después de Octubre comenzó a vincularse en España el Frente Popular para impedir las ejecuciones, para impedir las penas monstruosas aplicadas por los Tribunales contra los hombres más representativos, la palabra y el concepto y el sentimiento de amnistía fue uno de los primeros que aglutinaron a todas estas fuerzas obreras y democráticas". Por ello, defiende que la amnistía sea lo más amplia posible, "con objeto de que ninguno de los incursos en delito de tipo político social pueda quedar fuera de ella", dándole así la justificación a la causa y a la lucha contra lo que califica como la "reacción", "lo que nos ha permitido triunfar frente a nuestros enemigos". Concluye su nuevo discurso frentista y revanchista haciendo mención a las actuaciones de las izquierdas en el pasado bienio, asegurando que la lucha contra el fascismo continua y, siendo así, es lícito combatirle en la calle; "los que combaten a nuestro lado no pueden estar en la cárcel, ya que en la cárcel no se lucha contra la reacción, contra la reacción se lucha en la calle".
A continuación, el diputado de la CEDA, Sr. Guerra García, asegura que el actual Proyecto no es una ratificación del Decreto Ley del 21 de Febrero sino una ampliación; afirma que esta Ley de Amnistía es un indulto
"general disfrazado, y el indulto general disfrazado es anticonstitucional". Recuerda que, precisamente, los socialistas en las Constituyentes,
"se declaraban enemigos de toda clase de indultos, porque no había cosa más desmoralizadora que la serie de indultos repetidos y continuos que se venían concediendo", pese a que en España se siguen haciendo leyes severas "para darnos el gusto de no cumplirlas", y, siendo así, "Todos los que van a la cárcel desde hace algún tiempo, cuando se les condena a penas mayores de dos años parece que no les importa absolutamente nada; ya saben que tarde o temprano, en virtud de esta serie de amnistías, han de salir a la calle".
Les recuerda algunas de las citas de algunos de los diputados de izquierdas en la defensa de sus argumentos contra la fecha tope de la amnistía de 1934 y en las que pedían al Gobierno que fuera magnánimo, generoso, cuando era un momento en que para vosotros "la piedad y la generosidad no tenían límite, para administrarla a los vuestros, naturalmente, pero la regateáis cuando se trata de administrarla a los adversarios". Por este motivo, defiende ahora que del mismo modo se sea también generoso en esta Ley de Amnistía ya que, no haciéndolo así,
"invitáis a lo que no debe existir en un pueblo, que es la violencia". Defiende en su voto particular que la fecha tope se lleve a finales de Mayo, "para comprender lo mismo a derechas que a izquierdas, sin olvidar a los que están sufriendo condena por lo sucedido en Alcalá de Henares". (Prisión en la que se encontraba encarcelado el Sr. Primo de Rivera, cuya detención fue posterior al día 21 de Febrero, fecha tope propuesta por el Decreto Ley, de ahí, entre otras causas, la principal finalidad de la misma…..). Su enmienda es rechazada por la Comisión en la voz del socialista Sr. Gomáriz.
Las sesiones de Junio concluyen el mismo día 30;
se trae a debate el dictamen de la Comisión de Presupuestos sobre el Proyecto de Ley
"prorrogando para el tercer trimestre del año en curso las Presupuestos generales del Estado aprobados para el año 1935";
el diputado de la CEDA, Sr. Bermúdez Cañete, en otra muy accidentada intervención, se muestra en contra del mismo. Califica de "absurda política económica y fiscal"
la desarrollada desde el Ministerio de Hacienda ya que, según este, proponía esta prórroga de los Presupuestos y, a su vez, se publicaba en "la Prensa censurada" la concesión de "16 millones y medio de pesetas para sustituir a la enseñanza religiosa"; califica este hecho de inaudito y extraordinario, un gasto que a su juicio es un derroche y que no mejora la educación ya existente; "desgarráis de su alma los sanos principios de la educación española". (Protestas y contraprotestas).
De sus viajes y charlas con "escritores librepensadores extranjeros", dice que estos le han transmitido su preocupación por la utilización que se hace de la educación en España; "se está sustituyendo aquella sanísima y noble y caballeresca y cristiana educación castellana, por una ilustración sin sentido." (Grandes protestas). Lamenta el desagradable espectáculo que se ofrece a diario "en la calle y en los campos de España". (Nuevas protestas), una circunstancia que cree que es producto "por la ilustración que les dais". (Se reproducen las protestas y contraprotestas).
En un momento de su intervención se produce la interrupción del socialista Sr. Álvarez Angulo: "¿Cuándo empieza en serio la sesión?", palabras que enojan al Sr. Bermúdez Cañete:
"Si S.S. no comprende lo que hay de serio en estas cuestiones, peor para S.S.";
tras oír estas palabras, el Sr. Álvarez Angulo va más allá:
"Su señoría es un clown de circo formidable";
a lo que responde muy enojado el Sr. Bermúdez Cañete: "Su señoría es un imbécil si dice eso": palabras que no hacen callar al Sr. Álvarez Angulo: "A mí no me llama imbécil S.S.". (Se promueve un vivo y violento incidente entre este Sr. Diputado y el Sr. Bermúdez Cañete, originándose un tumulto, que corta la Presidencia con energía, restableciendo el orden).
Concluido el incidente, se discute el Proyecto de Ley de la ratificación del Decreto de Amnistía, el cedista Sr. Taboada entiende también que no se trata de una ratificación de dicho Decreto sino una ampliación del Proyecto de amnistía, algo que quedaría claro en el título del mismo Proyecto;
"Dictamen de la Comisión de Justicia ratificando y ampliando el decreto de amnistía de 21 de Febrero"; un dictamen en el que
"se han incluido figuras de delito y hechos que no estaban comprendidos en la amnistía publicada por decreto". Siendo esto así, al no ser una mera ratificación de aquel Decreto sino una ampliación, considera que se trata de una amnistía nueva por lo que la fecha tope puede ser perfectamente cambiada y, para lo cual, propone la fecha del 10 de Mayo; "fecha de la elección del actual Presidente de la República". En la misma sintonía argumental se sitúa el diputado Tradicionalista Sr. Requejo, entiende igualmente que la Amnistía es más que una ratificación una ampliación ya que algunos delitos comunes han sido englobados dentro de esos delitos político sociales; así, solicita también que se modifique la fecha tope que entiende deber ser coincidente con el momento de que esta Ley esté finalmente promulgada. Señala que es una Ley que se trajo, como ya dice su propio preámbulo, con la intención de pacificar los espíritus, sin embargo, parece que desea perseguir lo contrario, siendo además una amnistía que, como reconocía el Sr. Rufilanchas, "no es para nosotros"; una afirmación que parecía querer recordar otras pasadas manifestaciones del Sr. Jiménez de Asúa en un mitin en la localidad de El Escorial: "La República somos nosotros"; afirma que esto, en resumidas cuentas, es lo que está sucediendo con la Ley de amnistía; "La amnistía para nosotros", por todo ello, pide que se trabaje entre todos "para laborar en beneficio de la Patria común".
La respuesta de la Comisión corre a cargo del Sr. Rufilanchas, afirma que no es una ampliación; señala que el Gobierno, concediendo en ese punto las solicitudes de las derechas, no ha querido cargar con la responsabilidad de variar la fecha tope fijada en la mencionada Diputación Permanente. Sobre la petición de Sr. Requejo de ampliar la fecha tope, le contesta afirmando que las izquierdas han tenido que hacer un verdadero esfuerzo
"y renunciación y hacer un gran sacrificio al ver como continúan las cárceles, luego de promulgada la ley de Amnistía, muchos camaradas nuestros que han ido a la comisión del delito arrastrados por las provocaciones de ese fascismo que S.S. defendía aquí y cuyo grito de guerra lanzó ante la Cámara", y añade; "nosotros hubiéramos querido incluir en este dictamen de amnistía todos los delitos políticos realizados por los hombres del Frente Popular después del triunfo electoral del 16 de Febrero".  Sobre el hecho de conceder la amnistía "para vosotros", para las derechas,
afirma sin ningún rubor que ello no puede ser de ninguna manera; "Ni puede hallarse en el pacto del Frente Popular ni ese espíritu del Frente Popular puede concedérosla, porque en la misma base de acuerdo en que se dice que se concederá por ley amplia amnistía a los delincuentes políticosociales, se dice también que se exigirá responsabilidad a los que intervinieron en la represión del movimiento de Octubre, y los que se han llenado de responsabilidad al reprimir ese movimiento habéis sido precisamente vosotros", y así, se reafirma, no se desdice en lo más mínimo en sus afirmaciones y lo hace entre los vítores de ciertos sectores de la Cámara;
amnistía sí para los hombres del Frente Popular, "pero no habrá jamás amnistía para las fuerzas políticas que SS.SS. representan". (Aplausos). Era ya de una obviedad aplastante como para evitar tener que volver a repetir que
La República era para unos pocos, a estas alturas, es difícil siquiera dudar de que la República solo podía ser disfrutada por unos pocos "afortunados", se gobernaba y legislaba, sin disimulo alguno, solo para un grupo de españoles y estas palabras del Sr. Rufilanchas eran suficientemente ilustrativas de ello.  En su réplica, el Sr. Requejo, insiste en que el Decreto se amplía,
"en cuanto a los hechos delictivos", y, siendo así, no hay razón "de orden jurídico ni de orden social que pueda impedir esa ampliación en cuanto a la fecha tope". Además, afirma que no tiene el fundamento de generalidad que debe tener toda Ley de amnistía y, para tratar de demostrarlo, recoge las afirmaciones últimas del Sr. Rufilanchas cuando reconocía que esa amnistía no puede ser de ninguna manera "para vosotros". Así, apela
"al testimonio de la Cámara. Las leyes no tienen carácter de generalidad si no se dan para todos",
sin embargo, en la actual advierte que se excluye "a todos los que cometieron iguales delitos desde el 21 de Febrero acá". (Rumores y exclamaciones). Quiere advertir que, teniendo como tienen innumerables reos las izquierdas en las cárceles españolas,
"vais a hipotecar la libertad de esos infelices a la pasión de no abrir la cárcel a José Antonio Primo de Rivera y a todos los de Falange". (Rumores),
cuando no hay un precepto jurídico alguno que impida ampliar esa fecha tope. Finalmente, es rechazado por la Comisión el voto particular del Sr. Requejo.
Por su parte, el diputado sindicalista Sr. Benito Pabón, defiende el que se hubiera traído la fecha tope hasta el momento actual y coincidente con la promulgación de la propia Ley de Amnistía. Afirma que, tras la efervescencia lógica del triunfo del Frente Popular, se desencadenaron unos hechos que han provocado que "centenares de obreros, no de derechas, sino comunistas, socialistas, sindicalistas están condenados y se encuentran en las cárceles a consecuencia de este fervor, de ese entusiasmo que produjo el triunfo del Frente Popular y de la natural y lógica reacción que contra la época de opresión se operó en las masas populares". Piensa que el criterio de la Comisión es provocado "por la conveniencia política de esos que llamáis sectores, constituidos por D. José Primo de Rivera y muy pocos más";
esa conveniencia política dice que es lo que separan las tesis defendidas por el Sr. Rufilanchas y la suya, por lo que dice; "yo no sacrifico a los míos con tal de ver a los adversarios en las cárceles, y cuando son muchos más los míos que los otros, yo, hasta por conveniencia política, procuro que salgan todos, tanto más cuanto que conozco la inutilidad del procedimiento político del encarcelamiento".
A su juicio, manteniendo en la cárcel a José Antonio Primo de Rivera y a los suyos se les está facilitando un pedestal. Esta coherencia política y de conciencia ideológica libre y transparente del Sr. Benito Pabón, no encontraría eco alguno en los demás representantes de la izquierda política que no admitirían ninguna de sus formulaciones. Por último, interviene el Sr. Albiñana, el cual entiende que se debe hacer extensible la amnistía "a todos los condenados después del 16 de Febrero";
reclama su total solidaridad con todos esos confinados, "yo digo que todos esos héroes, esos españoles valientes, con los que proclamo mi solidaridad, todos esos fascistas que hay en las cárceles (Fuertes rumores), que levantan el brazo al grito de ¡Arriba España!....". (Se reproducen los rumores, que impiden oír claramente el final del discurso). De esta forma, quedaba sumamente claro que se prefería mantener en la cárcel a súbditos del régimen frentepopulista que arriesgarse a sacar de ella al que era líder de la Falange, Primo de Rivera, era esto el fin último de la Ley de Amnistía. La sesión concluye con la aprobación de dos Proyectos de Ley, el de la  prórroga de los Presupuestos del año 35 y el referente al nombramiento de funcionarios para los cargos de la Justicia municipal.
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Y llegó el casi anunciado Apocalipsis…… Como ya he reiterado en diversas ocasiones, desde hacía tiempo y, sobre todo, en ciertos sectores de la izquierda (socialistas y comunistas especialmente), pareciera que se buscaba un conflicto, un enfrentamiento, una apetecida revancha de la fracasada intentona "revolucionaria" de Octubre del 34; cualquier excusa pareciera ser válida para dar salida a su sed venganza y revancha. Los vientos "revolucionarios" no se apagaron nunca, ni siquiera en el preciso momento de ser sofocada aquella trágica "revolución"; la mecha de la ira siguió viva y fue alimentada desde distintos sectores sociales y políticos; socialistas, comunistas, nacionalistas y anarcosindicalistas, es decir, los principales benefactores del Frente Popular, no persiguieron otro fin más que el anular cualquier corriente opositora que discutiera lo que debía ser "su República", la República de unos pocos y para unos pocos; fuera de su amparo y cobertura, todos eran enemigos, todos eran unos reaccionaros facciosos. Durante más de dos años se toleró, tanto por derechas (por el Gobierno Radical cedista) como, sin duda, por las izquierdas, desfiles militarizados, con banderas rojas, puños en alto, cantos a la Internacional o Vivas a Rusia, (en el otro extremo vivió una exigua Falange, sus masas fueron  más reducidas y, a diferencia de otras organizaciones, no pudo disfrutar de una legalidad de la que si disfrutaron aquellos que si fueron actores protagonistas del Octubre del 34); de esta forma, se vio como algo casi lógico y normal esta improcedente conducta de exaltación de ideas revolucionarias cuando no de violencias a las que parecía que había obligación de acostumbrarse; producto de todo ello, fue la progresiva e imparable banalización de aptitudes y estereotipos exportados de regímenes dictatoriales, comunistas principalmente. La reacción contraria a este tipo de manifestaciones discutiblemente democráticas, empezó a asomar la cabeza tímidamente en estos meses de gobiernos del Frente Popular, cuyos representantes y altos dignatarios, en no pocos de los casos (especialmente, el encabezado por el Sr. Casares Quiroga) amparaban cuando no se hacían solidarios de estas formas y aptitudes filo comunistas. Pese a que ese movimiento de reacción era todavía débil y escaso (las masas de Falange nunca llegaron a ser un grupo ni siquiera representativo de una parte de la sociedad, en el Parlamento su mayor éxito fue tener un diputado), las autoridades republicanas no dudaron en lanzarse a perseguir sin pausa ni desmayo a ese fantasma del fascismo en su intento de hacer ver que todos aquellos que no siguieran sus postulados eran acólitos de aquel, todos aquellos que no seguían las directrices e idearios frentepopulistas eran enemigos de la República, todos lo que alzaban su voz en el Parlamento protestando y denunciando la situación de anarquía y caos que vivía el país eran ya, por aquel entonces, unos indiscutibles y peligrosos acólitos y cómplices del fasccio; así, el Sr. Gil Robles lo era, el Sr. Calvo Sotelo lo era, casi podríamos decir que hasta una parte no precisamente pequeña de la sociedad veía ya en la figura del Sr. Lerroux y lo que este representaba (uno de los padres del republicanismo español), a un representante del fascismo represivo burgués; y en efecto, fueron señalados y hacía ellos dirigieron toda su cólera y visceral ira; el Sr. Calvo Sotelo correría la peor suerte de entre todos ellos y su asesinato sería el desencadenante último y final de lo que algunos parecían buscar desde hacía no poco tiempo. La República liberal del 14 de Abril se había transformado, en apenas cinco años, en una supuesta democracia en la que se empezaba a perseguir a la mitad de la población por mor de su conciencia y pensamiento distintos de aquellos que, desde las altas esferas del Poder, dictaban las normas y las conductas a seguir, régimen que era una ficción en sí mismo de los valores y esencias democráticas que tanto decía proclamar; una democracia que, incluso, prácticamente expulsó de sus instituciones a aquellos que más lucharon durante décadas por su instauración en España (radicales, reformistas, federales y un largo etc), un conjunto de republicanos históricos que vieron como la República por la que tanto lucharon les había sido secuestrada por una República a imagen y semejanza exclusiva de socialistas y comunistas que la lideraban acompañados en su viaje por unos nuevos republicanos, republicanos de nueva cuña y de clase burguesa que, invitados a la fiesta y complacidos con  puestos y cargos de alto copete, contemplaban como meras comparsas los fastos de la gran orgía revolucionaria.
Contadas son las sesiones que tiene lugar en el mes de Julio, poco tenía ya de importancia la obra legislativa que se tratará de desarrollar en el Parlamento, desde el mismo día 1 de Julio y, en otra de esas sesiones para la historia parlamentaria republicana y española, se demostraría que la crisis institucional y nacional lo invadía ya absolutamente todo;
ese día
tenía lugar un agrio y largo debate sobre la situación del campo en España; sesión histórica sin duda por la dureza de los argumentos y los apasionados debates que no eran sino la fotografía más real y exacta del estado de enfrentamiento y preguerra existente ya por aquel entonces en España, algo que tendría su más fiel reflejo en la amenaza de muerte que, en el transcurso de la misma, dirigió el diputado socialista Sr. Galarza al Sr. Calvo Sotelo, un triste y lamentable episodio que ilustraba el epitafio de estas Cortes republicanas. En este orden de cosas, iniciaba la referida y larguísima sesión el diputado de la minoría agraria Sr. Cid, que se levanta ya desde el inicio de su intervención con un tono muy distinto del que suele ser habitual en él, proclive, casi por exceso, a la serenidad y la condescendencia; aquí, pasa a emplear un tono más tosco y firme contra la ejecutoria de la política gubernamental. Desea hacer mención a un error que es sistemático en cuanto se habla del campo y que se refiere a estimar que de un lado no hay más "que obreros agrícolas de un lado, y de otro, grandes terratenientes absentistas", un error por cuanto en el campo hay "16 millones de españoles que, en su mayoría, son modestísimos cultivadores, modestísimos productores, a los que afectan estos problemas en grado sumo, y millones también de arrendatarios a los que así mismo afectan, y no puede verse con esa simplicidad que supone decir: obreros y terratenientes".
Respecto a lo que viene sucediendo con la recogida de la cosecha, afirma que los alcaldes muchas veces, en lugar de actuar como tales, actúan
"como presidentes de Comités revolucionarios, sin freno",
alcaldes o Ayuntamientos "que en la mayoría de las veces se da el caso de que constituyen una prolongación de la actuación de la Casa del Pueblo".
Incluso, dice que se ha dado el caso de que, en determinados pueblos, "haya venido actuando una llamado Tribunal Rojo, a presencia del cual se llevaba a los patronos que se negaran a pagar las cantidades que pedían los obreros que se habían presentado al llamado trabajo de tope y riesgo, de que luego he de ocuparme; ese Tribunal los juzgaba y se les condenaba al pago de determinada cantidad de pesetas". Continúa diciendo que a los agricultores se les practica registros "por las personas de peor reputación del pueblo";
asegura, a tal efecto que,
"en algún pueblo, la cantidad que tuvieron que pagar ascendió a 100.000 pesetas".
Hay incluso alcaldes que, para hacer más fuerza y obligar a que pague el patrono, "han llegado a encarcelar, no al patrono, sino a su esposa",
obligándoles a que tengan que transigir; denuncia invasiones de fincas, robos de rebaños, etc., todo ello agravado por la impunidad con que actúa el llamado Socorro Rojo (milicias frentepopulistas), el cual profiere verdaderos atracos; asegura que en las carreteras hasta
"desvalijan los automóviles y después los queman". (Protestas).
Afirma que este estado de anarquía, "imposibilita la explotación agrícola y de toda clase",
agravado con la proliferación de los alojamientos que, pese a que se niegue la existencia de los mismos, certifica que sí los hay, "porque tengo oficios de alcaldes con los que mandan alojados", y
de una forma dice versallesca, "pues se le dice al patrono que tiene menos obreros de los que en realidad necesita y se le amenaza con que si no toma los que precisa se pondrá en conocimiento de la autoridad provincial". Denuncia además que
"no hay Bolsas de Trabajo y debía haberlas", los obreros que se mandan
"no son aquellos a quienes pudiera corresponderles en turno a la Oficina de Colocación, sino que son los más amigos o paniaguados del alcalde".
No comprende la razón por la que se carga solo sobre los patronos agrícolas la responsabilidad casi única de dar trabajo en España, "¿es que son de peor condición que el resto de patronos españoles?; tampoco entiende que se intente solucionar el paro obrero
"echándolo sobre una clase social únicamente, sobre todos los propietarios agrícolas"; en este sentido, pregunta porque no se hace lo mismo con los obreros industriales y no se envían esos obreros parados "a los industriales para que los sostengan". Afirma que no se puede pretender que el grave problema del paro obrero sea solo asumido por una clase
"como la agrícola, llevándola a la ruina y a la desesperación"; con el agravante añadido de que los patronos agrícolas, además, deben pechar también con la carga del laboreo forzoso, una Ley que dice está muy bien planteada pero que tiene el grave error de estar
"en manos de esos alcaldes y esos presidentes de las Comisiones gestoras, entregados a las Casas del Pueblo, es un arma terrible, que permite que cuando a aquellos les viene en gana, por dar satisfacción a un encono, manden una comunicación a los propietarios diciéndoles que tienen que hacer tales o cuales labores con los obreros que les remiten", con unos alcaldes que obligan a estos propietarios "a admitir en sus fincas los obreros que les señalan".
Denuncia otra modalidad de trabajo que está proliferando en zonas como Andalucía y Extremadura,
el llamado “tope y riesgo”;
"frente a la cual no hay defensa posible de los propietarios, que es lo que los trabajadores llaman a tope y riesgo", "Llaman tope porque acuerdan ir a una finca determinada y calculan ellos el número máximo de obreros que allí pueden hacer la labor que ellos quieren realizar; por eso tiene que ser el tope", y le llaman el riesgo, "fundándose en que corren el riesgo de que luego no se les pague". (Risas).
Afirma que, en realidad, el riesgo es para el pobre propietario cuando se le presentan en su finca sin previo aviso alguno; "40, 60, 80, lo que les da la gana, una verdadera invasión"; "Se acude a las autoridades y las autoridades no exigen que esos obreros que se salgan de la finca, sino que les amparan y protegen obligando al propietario a que les pague, y si no les paga el propietario va a la cárcel, y si muchos en Andalucía y Extremadura están en la cárcel es porque se ha negado a pagar esas exacciones ilegítimas".
Lamenta las condiciones a las que se ven sometidos los patronos que tienen que soportar todo tipo de coacciones de los obreros y, en esas condiciones, se ven obligados a aceptar las Bases de Trabajo; asegura que frente a las observaciones o peticiones de los obreros,
"ellos hacen las suyas, argumentando, razonando y defendiéndose, e inmediatamente surge la imputación: Esos patronos son unos egoístas, son unos ambiciosos cerriles; si ponen dificultad son unos fascistas, están boicoteando al régimen"; sin embargo,
estima que, "los desgraciados, lo que están haciendo es defender sus pesetas hasta donde pueden hacerlo".
De esta calamitosa situación del campo dice que no solo protestan los propietarios sino también los arrendatarios, por lo que hace alusión a una reunión de estos arrendatarios en la provincia de Córdoba y en la que trasladaban sus quejas al Gobierno denunciando "que les roban los frutos del campo"; se quejan de los enormes perjuicios que les están causando estos alojamientos no a los terratenientes, sino incluso a ellos mismos. Por esta circunstancia, el agricultor asegura queda recudido de esta forma, "a un señor que tiene una caja para pagar las pesetas que se le diga que ha de pagar por cada cosa, que ni dispone de sus bienes ni de sus labores, ni de los obreros, y que en todo tiene que hacer lo que le manden”; y no le puede quedar ni el consuelo de la protesta, "porque entonces le dicen que es un fascista, que boicotea al régimen y le meten en la cárcel";
así, advierte;
"la situación no puede ser más dramática". Pregunta a los Ministros de Trabajo y Agricultura si hoy en día "en España es delito ser agricultor", un agricultor que es llevado a la ruina junto a la de toda su familia, "y se le coloca en una situación de desigualdad y de desesperación en que se hace imposible el ejercicio de la agricultura".
Concluye su larga exposición de denuncias afirmando que la única siembra que se está recogiendo de todo ello, "es la de odios entre unos y otros españoles".
El Ministro de Trabajo, Sr. Lluhí, responde a la visceral intervención del Sr. Cid y, lo hace, pasando directamente al ataque, acusando de todos estos desmanes a las mismas derechas, afirma que lo que ha producido esa siembra de odios en el campo,
"es la actitud de SS.SS. y el fracaso económico de SS.SS. durante todo el bienio pasado", en un bienio donde se rebajaron los jornales del campo, con salarios de obreros impagados, donde se instauró una política de clase;
"porque la única política de clase que se ha hecho en España es la que han hecho sus señorías durante esos dos años pasados; la política de clase de no atender ninguna de las reclamaciones de los obreros y dejar que los patronos, sin sanción, atropellaran las bases que sus señorías mismos dictaban". Asegura que es un hecho comprobado que "hubo persecuciones de tipo político por parte del Gobierno de SS.SS. o que permitieron que en la mayor parte del campo español se persiguiera a los hombres por sus ideas políticas". Cree que el rendimiento de la producción, pese a los jornales bajos de los obreros, es el normal, algo de lo que también culpa a las derechas;
"si no hubiera existido esa siembra de odios, que yo atribuyo a SS. SS, cuando participaron en el Gobierno, porque SS.SS. han sido un Gobierno de clase, todo el mundo hubiera interpretado perfectamente lo que quería decir rendimiento normal". Así, en un problema de la magnitud del campo y que había sido ampliamente dibujado por el Sr. Cid, lejos de aclarar o disipar dudas sobre las distintas actuaciones ministeriales, dirigía sus imputaciones y sus acusaciones de todo ello a los Gobiernos del bienio anterior sin asumir ninguna responsabilidad de los más de cuatro meses en los que, los Gobiernos frentepopulistas, estaban en el Poder.
El diputado agrario Sr. Madariaga, por su parte, lamenta que los Ministros no hayan hecho una sola alusión a la situación de anarquía que vive el campo;
"Desorden en el campo, falta de garantías, incumplimiento de las leyes sociales, aplicación indebida de la reforma agraria. De todo eso, nada",
y que todo se zanje diciendo; "Vosotros tenéis la culpa de todo lo que pasa", cree que esto lo pueden decir
"los demagogos de izquierda, pero no unos gobernantes que sientan la responsabilidad de su cargo". (Muy bien).
Denuncia la situación desastrosa actual del campo español, "En el campo español no se respetan los más elementales derechos que salvaguardan la libertad humana; movimientos vindicativos, rencorosos, de brutales represalias se están produciendo en un frente muchísimo más grande cada día que pasa; se arrasan propiedades, los robos y los sacrilegios se erigen en ley, la moral familiar se ve vilipendiada, la libertad de educación y de enseñanza confiscada, los pueblos y las personas sufriendo la más terrible tiranías, sin que se respete ningún derecho. En definitiva, el terror, la violencia, la muerte constituyen el guion de gran parte de los campos españoles". (Sr. Zabalza: Esta describiendo el bienio negro). Afirma que el orden público no existe, "una máscara trágica de partidas de la porra, que se atribuyen toda autoridad, coaccionan, apalean, encarcelan, sin que nadie salga al paso de esta situación ilegal, brutal y revolucionaria; los centros enemigos, tenemos aquí una lista numerosísima, en cuanto no son afectos cacique pueblerino y a su clan, se ven cerrados y perseguidos". Prosigue su relato afirmando que las fuerzas marxistas, "que hoy dominan en todos los pueblos españoles tienen empeñada una lucha, desde su punto de vista, contra todo el orden existente, y van, naturalmente, a realizar su política, que es subvertir el orden social hasta conseguir el dominio absoluto; después de la desaparición del capital privado, la dictadura del proletariado";
asegura que las demás fuerzas que componen el Frente Popular, "no representan nada en los pueblos españoles". Tras estas palabras, el socialista Sr. San Andrés, afirma enérgico: "Lo procedente sería que un representante de un partido de orden, como el Sr. Madariaga, se produjera en forma que, por lo menos, no excitara los ánimos de los que estamos escuchando con demasiada paciencia". (Rumores y protestas. - Un Sr. Diputado: El Sr. Madariaga está cumpliendo con su obligación. - Siguen los rumores).
Continua el Sr. Madariaga apuntando que, pese a las críticas contra la gestión anterior, puede demostrar que hoy más que nunca se incumplen todas las leyes sociales; en relación a las Oficinas de Colocación dice que no funcionan ni nunca lo han hecho desde que las instauró por Decreto el Sr. Largo Caballero, unas oficinas que dice no son tales, "son nidos de extremistas que no cumplen ninguna de las disposiciones dadas por su señoría. No las cumplen porque el propio Ministerio ha empezado por faltar a la ley";
asegura también que, al que no lleva el carnet socialista,
"aunque esté inscrito en la Oficina de Colocación, no le toca trabajar jamás, y si porque se muere de hambre va a pedir que le inscriban en la Sociedad, le obligan a pagar 40 o 50 duros. Hay en las Delegaciones de Trabajo millares de denuncias. ¿Por qué no se cursan? ¿Por qué no se sancionan?". Se dirige para concluir al Ministro de Trabajo, y lo hace rogándole que no se haya molestado por sus palabras;
"siento mucho que el Sr. Ministro de Trabajo haya podido molestarse conmigo por mis manifestaciones; créame que se lo digo con entera sinceridad";
dice que ya han transcurrido cuatro meses desde que están en el Poder y es lícito preguntarse sobre lo que ha realizado el ejecutivo para mitigar el hambre y los problemas del campo; la Sra. Ibarruri, sorprendentemente, le da la razón: "En eso tiene razón"; antes de concluir, pide perdón también al Gobierno; "disculpad mi dureza de expresión y algunos conceptos expuestos por mí en forma que hayan causado molestia; pero es que me preocupa hondamente la tragedia del agro español, la tragedia de todos". (Aplausos).
A continuación, tiene lugar el último discurso del Sr. Calvo Sotelo en el Parlamento días antes de su asesinato, discurso muy en la línea de los anteriores, repleto de hirientes interrupciones e insultos cuando no de amenazas por parte de las izquierdas parlamentarias. Dice que se ha atendido de forma "en algunos momentos obsesa"
a la cuestión social del campo mientras que apenas se han ocupado del aspecto técnico del mismo,
"de la transformación de los cultivos, de la preparación técnica del suelo español para que pueda rendir agrícolamente lo que necesita la economía nacional"; lamenta, en este sentido, la falta de continuidad respecto a la política de planes hidráulicos que había iniciado el Conde de Guadalhorce. Censura que, en cambio, se esté luchando entre una y otra Reforma agraria (esta sería la tercera en menos de cuatro años), con leyes y contraleyes, todo como medio para buscar una reestructuración de la propiedad
"en su sentido jurídico, para sustituir a determinados titulares por otros provenientes de una clase que hoy no es de propietarios";
critica que la propiedad sea ahora por estos motivos deficitaria no pudiendo atraer a nadie, por lo que es secundario "el que esta explotación sea individual o colectiva y que se halle en manos de un gran terrateniente o de un pequeño cultivador, arrendatario, aparcero u obrero". Por todo ello, cree que lo que hay que averiguar es como esa explotación agrícola termina en déficit; habla así de dos factores, el precio y los costos. Afirma que esta subida de los precios agrícolas afecta siempre en mayor medida a las clases menos pudientes, un hecho que podría explicar "la especie de recelo o de prejuicio que siempre se ha sentido hacia la elevación de los precios agrícolas, muchas veces con notoria exacerbación de la lógica";
cree que
si se sube el trigo, aunque sea en escasa cuantía, subirán los precios de elementos de primera necesidad como el pan, repercutiendo sobre manera sobre las clases más humildes; refiere que en estos mismos días aparecían notas alarmistas en los periódicos porque subían las patatas, y se pregunta;
"¿Y qué queréis que suceda a la hora en que está subiendo todo como consecuencia de vuestra política social?".
Todo ello, cree que es debido al peso que tiene la ciudad sobre el campo, algo que resulta paradójico ya que, en España,
"en el orden económico, es el campo el que pesa o el que debe pesar sobre la ciudad";
señala que al campo se le somete a una servidumbre,
"que consiste en que tenga obligación de pagar cara los productos de la industria, o sea de la ciudad, y en cambio, tenga el deber, a su vez, de vender baratos sus productos".
A su entender, todo ello contrasta con las palabras del otro día del Sr. Casares Quiroga, cuando hablando del desorden público, se quedaba asombrado al ver que este afirmaba;
"¡Si Madrid brilla de alegría!, ¡Si los cafés están llenos y abarrotados!",
por lo que dice; "He ahí la visión de España que no es más que la suma de los cafés de la ciudad, y el campo solo sirve para servir a esta".
Respecto a los costos que antes mencionaba y a diferencia de los productos que son bajos, estos son altos, unos costos que son dirigidos por dos factores, "mano de obra y rendimiento"; dice que, respecto a la mano de obra, suscribe lo dicho anteriormente por el Ministro de Trabajo y del que quiere decir que lamenta el tono que ha empleado en la tarde de hoy;
"de hombre poco gubernamental, de hombre poco animado  del sentido de responsabilidad, que tan antipático suele ser su expresión desde el banco azul".
Continúa asegurando que el problema fundamental de todo ello reside en el rendimiento y en él afecta sobremanera el estado de anarquía en el que vive todo el campo español. A su juicio, el aumento de la descapitalización está agravando las cosas; así, "se reduce a cero el valor en venta de una gran parte de la propiedad rústica de España, que no tiene compradores, pues en muchos casos no produce renta, sino déficit, y en otros muchos casos, aunque produzca renta, vive bajo la inquietud y la hipoteca de las leyes más o menos sectarias y draconianas que aquí puedan elaborarse", lo que provoca además un grave daño al fisco,
"pues ya veréis el efecto de esa descapitalización en la recaudación de los impuestos de Derechos reales y de Timbre, por no citar la Contribución Territorial".
Desea hacer mención también a la situación actual de los arrendatarios agrícolas, para lo cual, dice que no hay mejor muestra que el documento oficial que
"las Asociaciones de arrendatarios de Córdoba han dirigido al Gobierno", en el que se pide al Gobierno que, con urgencia, se adopten medidas para salir "del atolladero formidable en que se ven situados",
y, todo ello, pese a que estas Asociaciones están en consonancia con la política actual del Gobierno; solicitan medidas al Gobierno como
"una ley que permita dar por cancelados esos contratos de arrendamiento, petición que también formulan los arrendatarios de Málaga".
Considera que la cuestión radica en que "es un problema de subsistencia de la sociedad española", de seguir así, en Octubre, finalizado el año agrícola, se producirá "un colapso formidable". Desea destacar que en los últimos tiempos ha recibido en su casa a muchos pequeños propietarios de varias provincias y le hacen ver las tremendas dificultades que están padeciendo;
"hombres trajeados mucho más modestamente que la mayor parte de los Diputados de esta Cámara"; "no son terratenientes, no son ricos burgueses en el sentido peyorativo en que vosotros usáis el vocablo, y todos me decían lo mismo: No puedo vivir Sr. Calvo Sotelo; no tengo dinero; llevo dos meses fuera del pueblo; no puedo volver a él, porque allí me meten en la cárcel o me pegan una paliza, y ya no tengo dinero con qué vivir en Madrid",
asegura que en esta situación hay millares de pequeños propietarios. No comprende que, ante esta dramática situación generalizada en el campo, la solución sea crear legalmente 75 mil yunteros y 100 mil asentados, cree que en estas condiciones "trabajarán con pérdida, y no podrán resistir los avatares de la lucha", y si, además, van a ser favorecidos con ayudas y subsidios estatales, "entonces serán unos parásitos privilegiados. ¿Se trata de suprimir unos privilegiados para crear otros? Eso será una agricultura de biberón";
resultado de todo ello, son los dos fenómenos que antes mencionaba, la descapitalización y la proletarización. Afirma que
"según el Sr. Casares Quiroga, la ciudad ríe, pero no reirá mucho tiempo si el campo sigue llorando". (Muy bien - Aplausos); un campo que dice tiene unos problemas que "son superiores al Estado liberal democrático parlamentario", con el agravante de que no son capaces de ofrecerle continuidad; "ya lo dije:
en 1935, cinco Ministros de Agricultura, en los últimos 4 años, no sé cuántos habrán sido", y añade; "estáis obligados fatalmente a ser servidores de un interés proselitista y sindical, que es el que os dirige",
con unas líneas programáticas frentepopulistas muy definidas que son continuadoras de lo que fue la revolución de Octubre y, para corroborarlo, recoge lo afirmado en el periódico más representativo de aquella revolución, el Avance, que hace pocos días ha vuelto al panorama nacional, "previo el otorgamiento por el Estado de un subsidio de cerca de un millón de pesetas"; "en donde se afirmaba que el proletariado asturiano se alzó en armas en unión de sus hermanos de clase de toda España el gobierno capitalista y sustituirlo por el poder de los trabajadores, no para sustituir un gobierno republicano por otro republicano. Quien diga lo contrario no dice la verdad". Por ello, afirma que eso fue en definitiva la revolución de Octubre, "Un intento de implantar el comunismo", y así, el actual Gobierno burgués y apoyado en esas fuerzas
marxistas, dice que
"tendrá que fracasar";
un Gobierno que vive de espaldas a la realidad, con una clase media que crece en todo el mundo, "y el que no lo entienda así, es porque quiere cerrar los ojos a la evidencia llevado por su sectarismo". (Grandes rumores y protestas). Afirma que en todas partes crece el volumen de la clase media,
“y por eso se han producido las revoluciones fascistas, reacción instintiva contra el intento de…”. (El Sr. Muñoz de Zafra y otros Diputados pronuncian palabras que no se perciben. - Grandes rumores y protestas). Continúa diciendo, en un ambiente de la Cámara ya enrarecido y sumamente tenso;
"Esta es la raíz de la revolución fascista, la reacción de las clases medias, que no se resignan a ser proletarizadas como lo están todos los habitantes de Rusia";
al respecto, hace mención a como compra el Gobierno ruso el trigo a precios irrisorios a los cultivadores, "y vendiendo el pan a precios elevadísimos al resto de la nación"…. (Grandes y prolongados rumores), y añade; "¡Explotación, farsa, crimen!" (Nuevas interrupciones), "por fortuna, señores, no os indignéis mucho, no tendréis ocasión de ensayar vuestras especulaciones absurdas (Protestas) ¡No os dejaremos! (Aplausos), ¡No os dejaremos!".
Concluye con una Cámara ya muy sobreexcitada, haciendo referencia a la situación del campo en Italia en 1920 que sufría una situación muy parecida a la actual española, un año 1920 en el que "hubo 189 huelgas agrarias, en las cuáles participaron un millón de huelguistas, las invasiones de tierra que no se impedían, las contribuciones comunales destinadas abiertamente por la Administración socialista a la confiscación de la propiedad"; "Las clases rurales, consternadas y atontadas por las continuas intervenciones del Estado, que no tenían por objeto los fines superiores de la nación, respondiendo únicamente a las reclamaciones parlamentarias del momento". Relata que, en el año 1922, "más de un tercio de los miembros inscritos en el partido fascista estaba formado por miembros rurales. En los Sindicatos, dos terceras partes eran rurales". Con estos datos, se dirige a los agricultores españoles; "especialmente a la pequeña y media burguesía rural, y a los arrendatarios, y a los cultivadores de la tierra", a los que les dice; "su remedio no está en este Parlamento, ni en otro que como este se elija, ni en el Gobierno actual, ni en otro Gobierno que el Frente Popular forjase, ni en el Frente Popular mismo, ni en los partidos políticos, que son cofradías de cloróticas de contertulios, está…… (Interrupciones que impiden oír al orador). Me habéis de oír. (El Sr. Bilbao pronuncia palabras que no se perciben)"; a continuación, el diputado socialista Sr Bilbao censura que trate hacer apología del fascismo, a lo que el Sr. Calvo Sotelo dice: "Tengo derecho…." (Protestas e increpaciones); "Yo les digo a los agricultores españoles que la solución de sus problemas se logrará en un Estado corporativo que……" (Nuevas y tumultuosas interrupciones impiden oír al orador).
Ante la convulsión producida en la Cámara, el Sr. Calvo Sotelo se ve prácticamente en la obligación de interrumpir su discurso y dice: "He terminado Sr. Presidente". (Fuertes aplausos en las derechas). La tensión que venía padeciendo desde hacía meses, se veía reflejada en las propias expresiones y argumentaciones del propio Sr Calvo Sotelo, en esta su última intervención antes de su asesinato, se postulaba más por soluciones de fuerza que por un régimen parlamentario al uso, su ideario liberal se esfumaba ante la imperturbable y contumaz amenaza que el actual sistema parecía permitir contra su persona.
Al terminar su intervención, el Presidente de la Cámara, Sr. Martínez Barrio, reprocha a las derechas los aplausos dirigidos al Sr. Calvo Sotelo, dice que, si estos
"quieren significar que el momento en que han de terminarse los discursos en la Cámara corresponde señalarlo a SS.SS., de esos aplausos tendrán SS.SS. que arrepentir inmediatamente que recapaciten en la forma en que se producen". No deja de ser curiosa esta actitud de la Presidencia de la Cámara reprochando a las oposiciones el hecho de que simplemente aplaudan las manifestaciones de uno de los jefes de sus minorías, mientras que, sin embargo, ha permanecido generalmente en un “ruidoso” silencio y pasivo ante los recurrentes y frecuentes insultos y amenazas proferidas desde las bancadas de la izquierda parlamentaria contra las derechas y las respectivas oposiciones de la Cámara. Tras estas palabras de la Presidencia, el diputado de la CEDA Sr. Aza, se levanta para decir;
"Son un homenaje a su talento". (Grandes rumores, protestas y contraprotestas. - Muchos señores Diputados de la mayoría abandonan sus escaños, dirigiéndose a los ocupados por las minorías de extrema derecha); tras lo cual, el Sr. Martínez Barrio le expulsa de la Cámara. A continuación, el líder de la CEDA Sr. Gil Robles, se levanta enérgico para protestar por esta expulsión de su correligionario; protesta por las palabras del Sr. Martínez Barrio en nombre de su minoría y mientras él ha permanecido "completamente sereno en medio de este incidente". Afirma que los aplausos de su minoría, a los que él se ha sumado, respondían a una doble causa;
"la adhesión a unas manifestaciones que en su esencia, prescindamos de detalles y de cuestiones accidentales, eran sentidas por todos nosotros, como por un sector de la opinión española", y, en segundo lugar, debido a las múltiples interrupciones que "a lo largo de esta tarde, en el discurso del Sr. Cid, primero, y en los discursos del Sr. Calvo Sotelo y Madariaga, después, han partido de esos bancos (Señalando a los del Frente Popular), en los cuáles no ha habido la menor serenidad para escuchar las razones de un adversario que viene aquí a cumplir con su deber, y lo que nosotros echamos de menos, Sr. Presidente, fue la autoridad de S.S., que cuando se emplea a fondo es perfectamente eficaz, no se hubiera interpuesto en el camino de ciertas interrupciones que, al ser sistemáticas, implicaban un desconocimiento del derecho del Sr. Calvo Sotelo".
Igualmente, protesta por la injusta expulsión del Sr. Aza de la Cámara, que disculpa por el momento pasional que se vivía en esos momentos, un diputado que lo único que hacía era "solidarizarse con quien ha sido objeto de constantes interrupciones". Tras esto, tienen lugar varios minutos protagonizados por un intercambio duro de impresiones entre los señores Gil Robles y Martínez Barrio, este último, incluso hace amago de retirarse de la Cámara por sentirse deslegitimado por las derechas. Finalmente, ambos aceptan mutuas disculpas permitiéndose al Sr. Aza retornar a su escaño.
Prosigue el debate con la siempre escueta intervención del diputado Tradicionalista Sr. Domínguez Arévalo, muestra su rechazo total a la obra gubernamental; lanza un mensaje que deja claro, en cierto modo, el sentir de la situación que se vive en España en aquellos días; "tengo fe en el porvenir económico de España el día, tal vez no lejano, en que se produzca una reacción salvadora". (Aplausos). La inminencia de que algo de gran calado se estaba preparando tiene su más fiel reflejo, sin duda, en las palabras que acababa de pronunciar el Sr. Domínguez Arévalo. Por su parte, el diputado socialista Sr. Zabalza y, en el ejercicio de sus habituales habilidades dialécticas dirigidas a la división y al enfrentamiento, vuelve a caldear un ambiente de por sí ya tenso de la Cámara; se levanta en nombre de la minoría socialista y lo hace para denunciar el propósito de las derechas de aprovechar cualquier ocasión, cualquier interpelación, para estar bombardeando
"al Gobierno del Frente Popular desde el día en que se constituyó la Cámara". Sobre el asunto de la anarquía, dice que se requiere "todo el grande cinismo que apreciamos en estos señores para atreverse a hablar de la anarquía del campo cuando aún no están liquidados los dos años de atropellos constantes que han tenido que sufrir los campesinos durante los tiempos del bienio negro"; advierte que no olvidarán jamás lo sucedido en aquel tiempo; "sobre todo recordamos mucho lo que fue aquel episodio verdaderamente bochornoso para un país civilizado que se produjo en el mes de Junio de 1934. Entonces, atropellando los derechos de nuestros compañeros, después de cerrarles todas las puertas y de cerrar también todos los oídos a sus demandas razonadas, después que nuestras organizaciones, haciendo uso de un derecho legal, van a una huelga pacífica"; "¡Necesita uno toda la serenidad y toda la fuerza de la voluntad para recordar aquellos episodios sin crispar los nervios!"; "fueron cogidos nuestros compañeros  de sus pueblos, y llevados en montón, entre guardias civiles, esposados como criminales".
Obviando la cuestión que en esta sesión se estaba tratando, recuerda con añoranza los sucesos revolucionarios;
"a partir de Octubre, ya aquello no fue una persecución: fue un acorralamiento en el que se echaron por tierra hasta los últimos respetos que caben ante la persona humana, y la Justicia no fue más que un instrumento de venganza en manos de los caciques"; "ese fue el panorama de sombras que nos ofrecieron estos señores que hablan ahora de encarcelamientos de patronos, que hablan ahora de persecuciones en los pueblos". Acusa a las derechas de haber convertido a los campesinos en revolucionarios, "por la persecución constante, por la persecución tenaz, por el hambre, por la injusticia continua"; señala que están recogiendo ahora "la siembra que hicieron en los campos españoles"; y añade para concluir; "Los enemigos sois vosotros, que jamás toleraréis a la República; vosotros que recurristeis a todas las maniobras criminales para hundirla"; "sois los que queréis explotar en beneficio vuestro, en beneficio de vuestra política fascista, los dolores, los sufrimientos del campo español". Mas sosegadas y conciliadoras son las palabras del diputado de la Lliga Sr. Florensa, refiere que en la tarde de hoy había acudido a la Cámara con verdadera ilusión dado el tema que se iba a tratar, sin embargo, ahora ya de madrugada, esta ilusión se ha convertido en amargura,
"al escuchar discursos elocuentísimos, llenos de doctrina; pero también henchidos de una pasión furiosa, en virtud de la que unos y otros, más que beligerantes en el orden de las ideas, eran como enemigos irreconciliables prontos a saltar unos encima de otros". Cree que ante la exposición de datos del Sr. Cid, los Ministros lo único que han aportado han sido reproches a los Gobiernos anteriores;
"pero eso no remedia la situación real y trágica en que hoy se está ventilando el porvenir de España";
lamenta, en concreto, las palabras de su paisano, el Ministro de Trabajo Sr. Lluhí;
"yo he visto a S.S. producirse en una actitud de ataque, en una situación de vehemencia tal, que, descontando lo que hay de temperamento y de carácter, me ha producido una sensación de honda amargura, que no tengo porque silenciar en este momento",
cree que la urgencia de la situación no permite discursos de ese tipo. Señala que, dada su acreditada experiencia como labrador, le permite decir que ni todas las tierras son aptas para los asentamientos ni todos los campesinos y asentados "reúnen aquellas condiciones psicológicas y morales necesarias para ser administradores de sí mismos, empresarios de su propio trabajo".
Llega, a continuación, el turno del diputado socialista Sr. Galarza, que es protagonista del, posiblemente, uno de los discursos más vergonzantes de la historia del parlamentarismo español (sino el que más) al dirigir hacia el Sr. Calvo Sotelo toda su inquina y odio más repugnante, le señalaba como próxima víctima de un atentado que acabaría con su vida. Así, dice que se levanta a hablar como un deber ante la reclamación de muchos campesinos de la provincia que representa, Zamora, la misma que el Sr. Cid y que le transmiten su asombro
"que un Diputado agrario en las Cortes del Frente Popular, y más con la jerarquía y la significación política del Diputado agrario que es jefe de su minoría, se levantara a hablar de los problemas del campo".
Habla de nuevo de los habituales tópicos del discurso socialista sobre los terratenientes, de los patronos usureros, de los campesinos que sufren la usura de los propietarios, de los jornales del hambre, males causados y amparados, a su juicio, por las
derechas que ahora se levantan hipócritamente a defender los intereses de los campesinos; hace mención también a lo que hicieron las derechas en los años 34 y 35 y como las causantes de la actual situación del campo, de los jornales de aquellos años, de las condiciones del campesinado, de los caciques, de la persecución de la Guardia civil; así, pregunta; "¿En nombre de qué habláis de anarquía en el campo, si sois vosotros los verdaderos anarquistas del campo español?". (Aplausos).
Prosigue afirmando que  tienen que estar aguantando día tras día, "interpelaciones que nos llenan a todos de asombro", como el hecho de que el Sr. Calvo Sotelo se levante a defender la independencia de la Justicia; "¡El Sr. Calvo Sotelo, compañero de D. Galo Ponte y subordinado del Sr. Primo de Rivera!", ocasión que aprovecha para recordar los 7 años de la Dictadura; "¿Qué nos vais a hablar vosotros de dignidad del Poder Público cuando la habéis ejercido con esa verdadera indignidad?", y añade; "no podemos permanecer en silencio, no podemos permanecer inactivos cuando vemos que se utilizan esos escaños para surgir, nacer, desarrollar y progresar quien quiere ser jefe del fascismo, quien quiere terminar con el Parlamento, quien quiere terminar con nuestros partidos, no por la voluntad popular, sino por la fuerza bruta, por la violencia". Concluye su discurso con una amenaza directa dirigida contra el Sr. Calvo Sotelo al que, incluso, llega a desear su asesinato; "Pues bien, yo digo una cosa, lo digo bajo mi exclusiva responsabilidad: mi partido, las organizaciones obreras que siguen a mi partido, han condenado siempre la violencia individual; la condenaron siempre, la condenaremos siempre. ¡Ah!, pero yo proclamo una cosa: la violencia……………" (El final de la frase no se consigna por orden del Presidente. - Aplausos y rumores). En estas palabras que se omiten deliberadamente del Diario de Sesiones, afirmaba que la violencia es lícita en el caso de ser empleada contra el Sr. Calvo Sotelo, para el cual contemplaría como legítimo, incluso, el mismo asesinato (asesinato que se haría efectivo 12 días después y en el que el propio Sr. Galarza, muy posiblemente, tendría mucho que ver….) Tras estas incalificables manifestaciones, el
Presidente de la Cámara
Sr. Martínez Barrio, anuncia que estas palabras no se contemplarán en el Diario de Sesiones ya que no se puede amparar el uso de la violencia en modo alguno, algo que no parece hacer rectificar al Sr. Galarza, sino más bien lo contrario; "esas palabras, que en el Diario de Sesiones no figurarán, el país las conocerá, y nos dirá a todos si es legítima o no la violencia". (Rumores, el Sr. Presidente agita la campanilla reclamando orden). Creo que es obvio decir que las palabras del Sr. Galarza no merecen ningún tipo más de añadido.
Tras este gravísimo incidente, el diputado comunista Sr. Mije con su intervención, no va a ayudar, precisamente, a rebajar el tono de extrema tensión de la Cámara; se levanta en nombre de la minoría comunista y afirma que estas interpelaciones de las derechas,
"vienen coincidiendo, no por una casualidad, con determinados movimientos de espuelas y de sables en ciertos cuartos de banderas".
Critica a las derechas por todas las situaciones de penuria que sufre el obrero, denuncia el intencionado boicot de los propietarios a la siembra, a poner las tierras en rendimiento,
"la rebeldía de los grandes propietarios del campo no hay duda que encierra el propósito de dejar perder la cosecha".
Pide que se recoja la cosecha ya que, "no es solo propiedad de esos grandes terratenientes, sino que debe ser considerada de utilidad social",
una situación de hambre que entiende que el Gobierno no debe en modo alguno permitir. Afirma que hoy en el campo, "no se realiza ni el 5% de los desmanes que podrían producirse respondiendo a la actitud de las derechas", si bien, advierte que "esta cordura tiene un límite", y, así, directamente pasa a la amenaza; "porque si se llega en el campo a la desesperación, seguramente no se preguntará al Gobierno como se está
preguntando hoy y con la misma tranquilidad, porque las cosas van a cambiar la faz de España de arriba abajo. No perderlo de vista". Advierte también de lo que califica como intentos de coacción de los grandes propietarios, que para esta quincena de Julio "intentan celebrar una gran concentración", concretamente en Madrid, "para coaccionar al Gobierno, que no pueden seguir así y que no pueden cumplir las bases de trabajo que hoy están estipuladas en el campo. Pues sabedlo bien; pedimos que se prohíba esa concentración, esa demostración de tipo fascista, y si el Gobierno no la prohíbe, recordad lo sucedido el 8 de Septiembre de 1934, cuando los grandes terratenientes catalanes intentaron tomar por asalto a Madrid para protestar contra la ley de cultivos".
Anuncia también que tienen preparada una Proposición de ley socialistas y comunistas
"pidiendo para los pequeños arrendatarios la rebaja del 33, del 50 y hasta la condonación del pago de la renta, si en realidad se demuestra que el estado de la cosecha no les permite pagarla".
A u particular entender, la Proposición de hoy de las derechas tiene la intención de crear una sensación
"de que no se puede vivir en una situación de izquierda, en una situación de Frente Popular";
les advierte, tanto a las derechas como al propio Sr. Calvo Sotelo, "por ahí no conseguirán nada"; "El Frente Popular, más unido que nunca, estará al lado del Gobierno para cumplir todas las condiciones que tenemos firmadas en el pacto, para dar de comer a esos agricultores, para quitar la tierra a todos los grandes de España y dársela a esos pequeños campesinos"; incluso, defendiendo la violencia, "obligando, por la violencia si fuera necesario, a entrar en cintura a esos grandes propietarios". Y reitera sus advertencias al Sr. Calvo Sotelo, no suficientemente satisfecho por lo visto con que, previamente, le hubiesen amenazado de muerte; "si el Sr. Calvo Sotelo ha dicho que no pasaremos, sí pasaremos; hoy con la República democrática, y mañana con algo más, aunque al Sr. Calvo Sotelo le pese, y tenga, indiscutiblemente, que tragar todo el veneno que están tragando aquellos que, como él, defienden intereses seculares en España". (Aplausos).
Por su parte, el diputado de la CEDA, Sr. Bosh Marín, tras hablar acerca de la interpelación del Sr. Cid y al que apoya en todo lo manifestado, desea advertir sobre la gravedad de lo ocurrido en la sesión de hoy; "hoy en la Cámara se ha manifestado un fenómeno que tiene una gravedad extraordinaria, y es que esa violencia no se ha manifestado en la lucha de partido a partido, ya se traduce en algo también característico en la política de pueblo, en la lucha personal. Yo marcho hoy de la Cámara muy disgustado, porque he oído al Sr. Galarza una frase que no quisiera haber escuchado jamás estando en estos escaños". (El Sr. Romero Solano: El Sr. Calvo Sotelo llamó criminales a los rusos). Tras él, se levanta de nuevo el Sr. Cid; se dirige directamente al Sr. Galarza por sus continuos reproches a la minoría que representa, dice que sus palabras no le han causado sorpresa,
"porque el Sr. Galarza no sabe elevarse a debates de altura"; afirma que hoy se ha producido "como de ordinario suele actuar, muy a ras de tierra", presentándose como hombre terrible "decidido a no dejar títere con cabeza en el partido agrario, a pasar a la Historia propugnando el atentado personal". Critica al Sr. Galarza por haberse comportado como si en plena campaña electoral estuvieran; "nos ha vuelto a repetir el conocido disco, que empleó tanto en las elecciones, del trigo, de los harineros, de la usura; disco que le dio muy poco resultado en la provincia de Zamora, como lo proclaman los ochenta y tantos mil votos, cerca de 90.000 que tuvimos nosotros, frente a los treinta y tantos mil que obtuvo el Sr. Galarza". Le recuerda que, pese a sus denuncias, nunca ha interpelado protesta alguna contra los resultados electorales; "cuando le pasaban al Sr. Galarza esas cosazas, que hoy nos contaba, de que llegaban las elecciones y tenía que soportar que hubiera un cacique que impedía le votasen a él para favorecer a otro candidato",
nunca ha impugnado ni ha formulado protesta ni denuncia conocida. Lamenta, y más dada la hora que, habiendo planteado un debate de altura respecto a los problemas del campo,
"se me lleva a una cuestión política de campanario y yo voy siempre al terreno que se me quiere llevar",
con unas afirmaciones del Sr. Galarza en las que parecía dar a entender que los patronos pudieran coger y elegir al peso en una plaza pública a los campesinos; lamenta amargamente el tono en que ha derivado finalmente este debate. En su réplica, el Sr. Galarza, lejos de arrepentirse o de mostrar algún signo de rectificación en sus manifestaciones, prosigue con su habitual tono descortés cuando no ciertamente grosero; afirma que no sabe si su discurso es más o menos elevado "que los elocuentísimos, ligeros y aéreos del Sr. Cid" (Risas); así, reitera que el partido agrario “está integrado por caciques, usureros y harineros". Pese a que asegura que "no quería descender a cuestiones personales", hace mención, incluso, a las relaciones de los familiares del Sr. Cid con la Compañía Eléctrica, unas palabras que producen el lógico enfado del Sr. Cid: "Eso sí que son insidias y a faltas a la verdad"…….. (Rumores y protestas). Durante unos minutos, el Sr. Galarza insiste en ofrecer datos al respecto y el Sr. Cid, visiblemente enojado, le reitera la falsedad de esas afirmaciones:
"Cuando venga el expediente a la Cámara, quedará S.S. como debe, a los pies de los caballos". Con este desagradable incidente provocado por la actitud descortés y de muy bajo vuelo del Sr. Galarza, como el propio Sr. Cid decía, concluía, quizás, la sesión más triste y lamentable de las desarrolladas durante el periodo republicano y que ponía casi el epitafio final al mismo.
En la sesión del día 2 se discute el Proyecto de Ley de Rescate de bienes comunales; el diputado sindicalista Sr. Pestaña defiende la necesidad de restituir
"a los Municipios españoles, aquellos bienes que arbitraria e ilegítimamente le fueron arrebatados", para que los Municipios "puedan desenvolverse en su plena personalidad". Critica la obra de la Monarquía que trató "de destruir la base de sustentación de los Municipios, porque sabía que arrebatándoles sus medios económicos terminaría por dominarles políticamente". A continuación, se trae a debate el Proyecto de Ley de la Ampliación de la Ley de Amnistía; el diputado de la CEDA, Sr. Guerra García, cree que respecto a lo dicho en este artículo 1 y en el que se incluyen los robos y los hurtos dentro de estos delitos político sociales;
"se trata de una colección de delitos comunes que están fuera de la órbita de toda amnistía, y por ello ésta qué vais a votar pugna con el art 102 de la Constitución, porque se trata, al fin y al cabo, de un indulto general", considera que, lo relativo al móvil político y social, va a ser prácticamente imposible apreciarlo al tratarse de, no ya de una amnistía, sino de indulto general camuflado,
"que se refiere a una colección de delitos comunes". Un día más tarde, el 3,
se sigue debatiendo el Proyecto de Ampliación de la Ley de Amnistía; el diputado cedista, Sr. Taboada, pide la supresión del artículo 2 del dictamen ya que, en virtud de las excepciones que establece este artículo, quedan privados de los beneficios de la amnistía;
"las personas constituidas en autoridad; los funcionarios públicos que hubieran delinquido al tratar de reprimir movimientos de rebelión, de sedición o de simples alteraciones de orden público; los militares que hayan sido excluidos total o parcialmente de la ley de Amnistía de Abril de 1934 y los comprendidos en ella en cuanto a las penas que entonces no les fueron remitidas", no entiende que haya excepción alguna cuando se contempla en este Proyecto de ratificación "todos los delitos políticosociales, sin excepción alguna". Acto seguido, toma la palabra el socialista Sr. Gomáriz que, en nombre de la Comisión, no admite el voto particular;
"cuando los que están investidos de autoridad, al reprimir un movimiento político se exceden e incurren en delito, este no puede calificarse de político",
y añade, "El agente de autoridad que al querer
detener a un delincuente político sobrepasa los límites de sus atribuciones y le maltrata o le asesina, ése no comete un delito político, ni siquiera por el móvil; es simplemente un delito vulgar y corriente que está bien definido en el Código penal". El Sr. Taboada no acepta la teoría del Sr. Gomáriz por la cual,
"el individuo que comete un homicidio, un asesinato u otra clase de delito, siendo rebelde o sedicioso, pueda estimarse delincuente político y, en cambio, el que comete el agente de la autoridad, que representa y defiende al Estado, al excederse en la represión de la sedición o rebeldía, no pueda ser incluido en el concepto de delito político en que incluye al rebelde o sedicioso". Por su parte, el Sr. Albiñana se posiciona a favor del voto particular del Sr. Taboada; así, se pregunta,
"¿Por qué, señores Diputados, al infortunado que sustrae un pan para saciar su hambre se ha de retener en la cárcel y a los ladrones que roban millones, al socaire de sucesos revolucionarios, se les incluye en la amnistía?"; ¿Por qué al infeliz que tiene la desgracia de herir a otro en legítima defensa se le deja también en la cárcel y, en cambio, los que ensangrentaron sus manos asesinando inocentes víctimas de la revolución ha de incluírseles en la amnistía?". (Muy bien). Afirma al respecto; "el concepto de delito social o político es una habilidad del materialismo penal y liberalesco, para labrar la impunidad de los grandes crímenes cometidos al amparo de la revolución"; una circunstancia que entiende es injusta, por lo que dice; "¡O todos a la calle, o todos a prisión!". Todo parecía valer y estar justificado para sacar del presidio a los “héroes revolucionarios” y, en cambio, delitos menores, sin carácter político alguno, quedaban al margen de los beneficios de la Ley; una arbitraria Ley que además fijaba una fecha con el único propósito de impedir que el Sr. Primo de Rivera fuera puesto en libertad y aun suponiendo un claro perjuicio para otros correligionarios de las ideas frentepopulistas. Finalmente, el voto particular del Sr. Taboada sería rechazado.
A continuación, se levanta el diputado de la CEDA, Sr. Guerra García; cree que en casi todos los casos de supuestos excesos en la represión de delitos por parte de los agentes de autoridad o de funcionarios públicos, pueden encontrarse causas de justificación, como así dice el Código penal en su art 8;
"El que obra en cumplimiento de un deber, o en el ejercicio legítimo de un derecho",
por lo que considera que ya no es ni debe ser delito. Afirma que el programa electoral del Frente Popular les obliga,
"os encadena ahora y os obliga a intentar cumplirlo",
en el cual, no se contempla excepción alguna como aquí se quiere introducir ahora, vulnerando, además,
"los principios más elementales de una amnistía". Así, entiende que esta excepción no representa un concepto de Amnistía, "sino la creación de una nueva ley penal. Resucitáis un hecho que estaba ya olvidado, que había desaparecido, a los efectos penales; lo volvéis a considerar delito". Le contesta el Sr. Galarza en nombre de la Comisión; afirma que las autoridades "que hubieron delinquido por haber cometido excesos en la represión, no lo hicieron, no lo pudieron hacer por un móvil político ni por un móvil social",
culpa a los Gobiernos de los años 34 y 35 por no haber procedido contra los excesos cometidos por esas autoridades y por lo que, al no haber sentencias de los Tribunales al respecto, no se puede examinar el carácter político o social de aquellos excesos represivos; "pero SS.SS., conocedores de los excesos, no quisieron encausar a los que los habían realizado, no los encausaron, y ha sido necesario el triunfo del Frente Popular para que los fiscales y los jueces promuevan, los unos, las querellas, y dicten, los otros, los autos de procesamiento en aquellos casos en los cuáles debieron actuar los Gobiernos vuestros, no los del Frente Popular".
Le parece
"una asombrosa paradoja",
que desde los bancos de la derecha deseen el debate
"sobre las responsabilidades de las autoridades en la revolución de Octubre", y que
incluso, antes de hacerlo, los quieran incluir en esta Amnistía; sugiere que estos delitos de ferocidad "solo se pudieron cometer y han podido permanecer, como han permanecido, sin castigo porque el Gobierno que entonces había era solidario de algunos actos, que aplaudía y promovía". (Aplausos). Seguidamente, interviene el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, desea hacer algunas consideraciones sobre este artículo 2 del Proyecto, un artículo que dice es el que da carácter a todo el conjunto; cree que este art 2,
"se aparta de los beneficios de la amnistía a todos aquellos que pudieran haber delinquido en el ejercicio de funciones de autoridad o en el mantenimiento del orden".
De ese modo, estima que esta amnistía ampara y "representa una glorificación de los hechos revolucionarios y la preparación de futuras subversiones". Defiende que la Amnistía pretenda el olvido de los hechos delictivos para tratar buscar la pacificación de los espíritus,
"pero no estamos conformes con una amnistía que represente el olvido de todos los excesos que se puedan haber cometido solo porque más o menos vagamente, más o menos directa o indirectamente se les pueda atribuir un móvil político social subversivo del orden constituido, porque eso representa la preparación de subversiones y revoluciones futuras".
Por todo ello, anuncia que su minoría vota contra este concepto revolucionario de la Amnistía en el que se otorga el favor de la ley para "los que atacan el orden y en contra de los que lo defienden", y añade; "yo os digo que esto significa establecer una prima en favor de la revolución, cosa que puede ser interesante para los elementos extremistas de izquierda o de derecha, pero no lo es para los que tienen la misión de defender el Poder público y para quien es el representante de las instituciones y de la Constitución". (Aplausos). Es contestado en esta ocasión por el socialista Sr. Gomáriz en nombre de la Comisión; habla de la habilidad que le caracteriza al Sr. Ventosa para tratar ahora de demostrar que los republicanos
"estamos dando una prima a la revolución". (destacar que, antes de estas afirmaciones, alababa las dotes parlamentarias del Sr. Ventosa,
"a cuya altura polémica no trataré jamás de situarme"). Finaliza reiterando la posición de la Comisión; "el delito que el funcionario público comete en una represión más allá de la obediencia debida no es delito político" y no siendo delito político, "no podemos amnistiarlo".
Unos pocos días más tarde, en la sesión del día 8 de Julio, se traía a escena el Proyecto de Ley de la Jubilación de funcionarios de las carreras judicial y fiscal; el diputado de la CEDA, Sr. Ceballos, muestra su oposición a que se rebaje la edad de jubilación de los 70 a los 65 años; también, el que se pueda jubilar a los funcionarios judiciales cuando "actúen o se produzcan con manifiesta hostilidad a las instituciones políticas que la Constitución consagra",
cree más oportuno decir que "se manifiesten con hostilidad continuamente al cumplimiento de los deberes que las leyes imponen"; estima que como otros anteriores proyectos de tinte jurídico, este atenta contra la independencia de la Administración de Justicia y, en este caso, se castiga a los funcionarios judiciales "por sus ideas políticas, en contra de lo que taxativamente proclama la Constitución, que no permite castigos ni diferencia de trato a los funcionarios por ideologías políticas".
Considera que se está dirigiendo todo intencionadamente hacia un camino totalitario, "cuando desde estos bancos se habla de conceptos más o menos fascistas, surge ahí la protesta airada y la bullanga, pero cuando sois vosotros los que hacéis fascismo con vuestra conducta y con vuestra legislación, ¡ah!, entonces eso le llamáis republicanizar la Justicia, republicanizar el Estado". (Muy bien). No comparte esa idea de justicia republicana, la justicia no debe ser "más que justicia a secas", una justicia que no puede ser de ningún partido. Resalta lo poco oportuno del Proyecto, cuando España se está ahogando por todos lados en la anarquía; denuncia que hay muchas provincias,
"en las que la Prensa extremista se está señalando con dedo a dignísimos fiscales y funcionarios judiciales, para que las masas atenten contra ellos y empleen la acción directa contra ellos",
de esta forma,
reitera su petición al Ministro de que la Administración de Justicia recobre la independencia obligada, que no satisfaga la voluntad de los partidos extremos; "lo que desean es la destrucción total del edificio actual para levantar sobre sus ruinas un edificio socialista, y no se defiende el edificio republicano y democrático, que vosotros tenéis el deber de defender".
Su propuesta es rechazada por la Comisión en representación del Sr. Gomáriz. Posteriormente, se discute brevemente el Proyecto del Rescate de Bienes Comunales.
Tras este debate, el diputado del POUM Sr. Maurín, dirige un ruego al Sr. Ministro de Instrucción Pública; cree que es evidente que en el país faltan escuelas, calcula que entre 25.000 y 30.000 escuelas para atender a los más de un millón y medio de niños sin escolarizar, con un 45% de la población analfabeta. Pide por ello y, tras 5 años de República, se supriman por fin la enseñanza de las Congregaciones religiosas para que así encuentren ocupación estos maestros, un proceso de supresión de la citada enseñanza que, a su entender, se está haciendo de manera muy lenta. Hace mención también al problema que se crea con la fundación por parte del Gobierno de 5.300 nuevas escuelas ya que, por esta razón, los Tribunales tienen que seleccionar ahora a otras tantas plazas de maestros y un gran número de esos Tribunales, "se encuentran, desgraciadamente, en manos de elementos del profesorado de las escuelas, completamente reaccionarios"; a tal fin,
enumera una lista de "gilrroblistas, monárquicos, tradicionalistas, fascistas" etc. Asegura que, siendo así, es imposible "la republicanización de todas las instituciones del Estado", y, en particular de las escuelas. Se dirige al Ministro de Instrucción Pública para pedirle explicaciones de todo ello, del porque estos Tribunales están en manos "de elementos descaradamente contrarrevolucionarios"; le pide que "corte de raíz el hecho de que los Tribunales seleccionadores de los maestros en España sean elementos del bienio negro y elementos de la contrarrevolución". A continuación, toma la palabra el diputado Tradicionalista Sr. Requejo, que desea dirigir un ruego al Ministro de Justicia; lamenta las condiciones en las que se desenvuelve la Iglesia española dentro del régimen republicano, algo que entiende no sucede en ningún otro país; así, habla de los destrozos e incendios de Iglesias, de las intimidaciones a los párrocos, etc. Durante su intervención, se produce un suceso anecdótico a la vez que revelador de lo que en estos momentos se está desenvolviendo en España; el diputado Tradicionalista Sr. Comín, muy asiduo y activo en la legislatura anterior, protagoniza su primera interrupción en esta legislatura, motivo por el cual la Presidencia le llama la atención, una circunstancia que provoca a su vez la protesta del Sr. Comín: "Parece mentira. La primera vez que hablo aquí"; el Sr. Martínez Barrio le contesta: "esperamos que no sea la última, pero a su tiempo", produciéndose la réplica del Sr. Comín: "Puede que sea la última"; sus palabras eran, sin duda, toda una declaración de futuras intenciones y sumamente reveladoras. Prosigue su relato el Sr. Requejo hablando de casos de profanaciones de imágenes sagradas, de extorsiones a párrocos, torturas, etc.; aporta alguna fotografía de todo ello para, finalmente, preguntarse;
"¿A dónde vamos a parar?".
Asegura que en todos los Estados
"se respeta el espíritu religioso de los ciudadanos",
incluso, cree que en Rusia se respeta más. Así advierte;
"si establecéis dos castas de españoles con esas persecuciones a los católicos" y
en la que se establece, "un privilegio a favor de los que no son católicos,
porque pueden perseguir impunemente, ya lo estáis viendo, a todos los que profesamos la religión católica". (El Sr. Suárez Picallo: Antes del 16 de Febrero perseguían los curas).
El Sr. Requejo, enojado, le contesta:
"Los curas no han perseguido a nadie";
se producen varios minutos de interrupciones cruzadas ante la protesta del Sr. Requejo que desea terminar su argumentación; seguidamente, recoge los artículos de la Constitución donde se ampara el libre ejercicio del culto y la práctica de cualquier religión en España, artículos y leyes que, a su juicio, son sistemáticamente incumplidas. Solicita que se respeten las leyes, que se respete el culto y a las personas que profesan esas doctrinas y creencias, se pregunta si eso es pedir mucho. Terminaba la sesión con la intervención del cedista Sr. Bermúdez Cañete, diputado que desea denunciar la situación de anarquía que actualmente se está viviendo; muestra sus quejas por la situación de las huelgas en la ciudad de Madrid, en donde tienen lugar en la actualidad hasta un total de cinco; "la de la madera, la de los obreros de las fábricas de perfumería, la de ascensores y calefacción y, por último, la de la construcción"; así,
estima que aproximadamente "un 50% de la población trabajadora de Madrid no trabaja", por lo que este año y, atendiendo a otras variantes, “en la capital de la República, el 50% de la renta no se producirá. Yo creo que no es aventurado afirmar que en el resto de España está ocurriendo lo propio”. Dice que en lo que respecta a la situación de las calles, "está a la vista de todos también que Chamartín se halla a punto de quedar incomunicado con Madrid", además, advierte que es una zona cercana a Madrid, "donde viven incluso algunos elementos del Gobierno, corre el riesgo inminente de no poderse comunicar con la capital sino por medio del tranvía". Hace referencia también al espectáculo de los atentados y asesinatos acaecidos en la ciudad; "todos hemos de coincidir en que es imposible que continúe en España, y especialmente en Madrid, la criminalidad vergonzosa que se está produciendo. Nadie sabe actualmente si él o sus familiares van a ser heridos o muertos por balas fratricidas". Denuncia la arbitrariedad de las detenciones contra jóvenes de su partido que nada han tenido que ver en los sucesos ocurridos en el distrito de Chamartín; insiste en que la labor de la Policía debe consistir
"en perseguir a los verdaderos criminales, que no están entre esa juventud española que muchas veces se llama fascista sin debérselo llamar, porque son ante todo españoles".
El día 9 se discute de nuevo el Proyecto de Ley de la Jubilación de los funcionarios de la carrera judicial y fiscal; el diputado de la CEDA, Sr. Guerra García, denuncia como está transcurriendo los debates dentro de la Comisión respecto a este Proyecto; desea citar algún ejemplo ilustrativo de ello, como el referido al día en que un miembro de la misma y, en una supuesta alusión al Sr. Jiménez de Asúa, llegó a decir:
"Porque si lo único de que se trata de eliminar a unos cuantos magistrados, estos no son otra cosa que alfilerazos que no sirven más que para mortificar al enemigo, yo soy partidario de la disolución de la Magistratura"; tras lo cual, otro miembro de la Comisión asegura que asintió pronunciándose en estos términos: "No a los 60 ni a los 65, a los 25, antes de que entren".
Así mismo, dice que el Sr. Jiménez de Asúa y en el seno de la Comisión se expresó en estos otros términos:
"¿Pero no se han dado cuenta SS.SS. de lo que esto supone? Porque es que entre los 72 y los 67 años hay algunos magistrados de cierta tendencia a quienes tal vez SS.SS. no quieren sacrificar";
cree que todas esas circunstancias se deben saber y conocer. Considera también que dicho Proyecto es anticonstitucional; para demostrarlo, cita algunos artículos de la Constitución, como el 25: "no podrán ser fundamento de privilegio, ni mucho menos de excepción ni peor trato, las ideas políticas o las creencias religiosas",
o el 41, que garantiza "a todos los funcionarios públicos, sin excepción, la inamovilidad en sus cargos y les protege contra toda clase de jubilaciones o separaciones",
algo que, además, está en contra de lo que se proclama en el artículo 2 del Proyecto con unos magistrados y fiscales que no podrán
"sentir ni manifestarse, porque en seguida incurrirán en esa falta a la promesa que vosotros consideráis";
unas faltas que podrán ser motivo para la jubilación, "cuando en realidad lo que vais hacer con ellos es una verdadera separación", suponiendo una auténtica confiscación de sus derechos, "porque todos esos funcionarios, sin excepción, cuando ingresaron en su carrera, con arreglo a las normas de la ley de 1.870, adquirieron el derecho a que su vida profesional durara hasta cumplir  los 70 años". De nuevo, sus consideraciones no son atendidas por la Comisión. Tras este debate, se prosigue con el del Proyecto de Ley del Rescate de los Bienes Comunales; el diputado agrario, Sr. Rodríguez de Viguri, denuncia el recelo que este Proyecto ha creado entre los propietarios españoles porque parece encaminado a afectar tanto a los bienes comunales como los propios. En lo relativo al despojo, afirma que solo puede hacerse de los bienes comunales y no de los propios ya que, estos bienes comunales, "son los únicos que, con arreglo a la legislación española se prohibió su venta, mientras que, en cambio, la venta de los bienes propios fue autorizada".
Le contesta el Ministro de Agricultura, Sr. Ruiz de Funes, defiende su criterio de "dotar a los Municipios de este poder de regirse por sí mismos, tenemos el deber de ponerles, junto al poder, los medios de corregir, en cuanto esté de nuestra mano, esas desigualdades"; dirigiéndose al Sr. Rodríguez de Viguri, le dice que celebra
"que esta posición nuestra coincida con lo mejor de la tradición española", porque, en definitiva, "vamos a cumplir la función social de la propiedad". (Muy bien - Aplausos). Concluye la sesión con las palabras del diputado de Renovación Española Sr. Fuentes Pila, formula un ruego al Presidente del Consejo de Ministros denunciando que el Secretariado de la Olimpiada Popular que se va a celebrar en Barcelona ha permitido que haya partidos internacionales de hockey en donde la representación de España "se dividirá en 3: España, Cataluña y Euzkadi", con el agravante de que se va a celebrar en la propia Nación española.
El día 10 de Julio de 1936 tiene lugar la última sesión plenaria del parlamento republicano, solo tres días antes del asesinato del Sr. Calvo Sotelo; terminaba así un periplo de casi, justamente, cinco años de sesiones en el que se intentó implantar y asentar un régimen republicano que nacía casi sentenciado desde su primera sesión, pues ya aquel 14 de Julio de 1931, el carácter liberal con el que advino la República fue casi por completo desahuciado tras el más que discutible proceso electoral habido en el mes de Junio de 1931; unas elecciones que otorgaban a la Cámara unas mayorías que en nada se parecían ni reflejaban la verdadera realidad política y social de la España del momento; la República liberal había sido rebasada súbitamente por una República socialista y antiburguesa, una República y, como ya he referido en no pocas ocasiones, de unos pocos y para unos pocos; así, el fracaso sería el más probable de los escenarios como así finalmente sucedió. En efecto, este día 10 supondría el epílogo a las Cortes republicanas, en ella se discutiría el Proyecto de Ley del Rescate de los Bienes Comunales; el diputado de la Lliga, Sr. Trías de Bes, cree que se debe establecer como fecha tope el año 1.854 y no el 1.808 como sugieren los sectores izquierdistas de la Cámara; así, advierte; "vais a destruir una situación jurídica que tiene su origen y su base en leyes del Estado, dictadas en plenitud de soberanía; leyes que obligaban a los Ayuntamientos o les permitían vender esos bienes, y que compraron, con arreglo a una legislación, ciudadanos españoles; leyes que sirvieron a los Ayuntamientos para con la enajenación de bienes satisfacer muchas de sus necesidades",  una legalidad que da legitimidad a esas adquisiciones y que ahora, "vosotros negáis el derecho a sus titulares, que lo ostentan en virtud de una sentencia judicial, de una prescripción o de otro título jurídico reconocido y amparado por las leyes; desconociendo todo eso, lleváis a cabo una profunda subversión del orden jurídico". Su voto particular es rechazado por la Comisión no sin antes tener que escuchar las habituales desafortunadas e inapropiadas manifestaciones del diputado socialista Sr. Zabalza, que se muestra favorable a que los Ayuntamientos puedan obtener esos bienes que cree fueron apropiados indebidamente por la realeza; afirma que los bienes que pertenecieron a los Ayuntamientos,
"a los Ayuntamientos deben volver, porque lo necesitan para asegurar su vida económica y para asegurar el pan de los infinitos campesinos a quienes les fue arrebatado por las artimañas de los leguyelos durante los pasados tiempos"; asegura soez y despreciativamente que eso es lo que persiguen; "Esa es la finalidad que perseguimos. Si la logramos, nos importan un comino todas las protestas y gritos que sus señorías profieran en mandato de los despojadores". (Aplausos).
Tras ello, tiene lugar la defensa de la última Proposición de ley y, por tanto, iniciativa legal que se debatía en las Cortes republicanas, en la que se pide un auxilio económico de 60.000 pesetas para las familias de las víctimas de la galerna que sufrió los pasados días diversas zonas del Cantábrico, en especial, en los lugares de Candás y Santoña; finaliza el turno de intervenciones en defensa de la misma, el Sr. Fernández Vega. Es esta, la intervención de dicho diputado, la que cerrará definitivamente la voz del Parlamento de las Cortes republicanas antes del inicio de la Guerra Civil.
El 15 de Julio se celebra la trágica sesión de la Diputación Permanente,
sesión que tiene lugar dos días después del asesinato del líder del Bloque Nacional Sr. Calvo Sotelo. Los señalamientos y las amenazas, tantas veces emitidas y reiteradas desde el mismo Parlamento por ciertos sectores de la izquierda frentepopulista se habían cumplido, fruto de esa miseria, rencor y odio, tenía lugar una trágica sesión de la Diputación Permanente que, a pesar de la dureza y tragedia del momento, no iba más que a demostrar que la reconciliación entre españoles era, en aquel momento, absolutamente imposible; resolver sus múltiples diferencias en el marco de la palabra eran esfuerzos vacuos e inútiles; iba a quedar demostrado definitivamente que, en el recinto de la palabra, no se resolverían nunca sus enormes y profundas diferencias. Intervenía primeramente el Sr. Suárez de Tangil, el cual, en nombre de las minorías Tradicionalista, Renovación Española y Bloque Nacional, da lectura a un documento (Un documento que no está íntegro tal y como el Sr. Suárez de Tangil lo emitió debido a que la Presidencia, el Sr. Martínez Barrio, no incluyó algunas de sus partes en el diario de sesiones, en concreto, extractos donde se implicaba y acusaba directamente al propio Gobierno del asesinato del Sr. Calvo Sotelo):
"No obstante, la violencia desarrollada durante el último periodo electoral y los atropellos cometidos por la Comisión de actas, creímos los Diputados de derechas en la conveniencia de participar en los trabajos del actual Parlamento cumpliendo así un penoso deber en aras del bien común, de la paz y de la convivencia nacional"; "El asesinato del Sr. Calvo Sotelo, honra y esperanza de España, nos obliga a modifica nuestra actitud"; "Bajo el pretexto de una ilógica y absurda represalia ha sido asesinado un hombre que jamás preconizo la acción directa, ajeno completamente a las violencias callejeras, castigándose en él su actuación parlamentaria perseverante y gallarda, que le convirtió en el vocero de las angustias que sufre nuestra Patria. Este crimen, sin precedente en nuestra historia política, ha podido realizarse merced al ambiente creado por las incitaciones a la violencia y al atentado personal contra los Diputados de derechas que a diario se profieren en el Parlamento. *Tratándose del Sr. Calvo Sotelo, el atentado personal es lícito y plausible*, han declarado algunos"; "Nosotros no podemos convivir ni un momento más con los amparadores y cómplices morales de este acto. No queremos engañar al país y a la opinión internacional aceptando un papel de farsa de fingir la existencia de un Estado civilizado y normal, cuando en realidad, desde el 16 de Febrero vivimos en plena anarquía, bajo el imperio de la monstruosa subversión de todos los valores morales, que ha conseguido poner la Autoridad y la Justicia al servicio de la violencia. No por esto desertamos de nuestros puestos en la lucha empeñada, ni arriamos la bandera de nuestros ideales. Quien quiera salvar a España, a su patrimonio moral como pueblo civilizado, nos encontrará los primeros en el camino del deber y del sacrificio". Tras leerlo, lo entrega a la Presidencia y hace ademán de retirarse pero, el Sr. Martínez Barrio, le pide que se quede para escuchar sus palabras; asegura que comprende el dolor que están sufriendo dichas minorías, pero a su vez, advierte que no debe extrañar al Sr. Suárez de Tangil,
"que todo lo que no es substancial en el cuerpo escrito que acaba de leerse, todo lo que significa inculpaciones que pueden estar justificadas por ese estado de dolor, pero que no las justifica ciertamente la realidad, no pase al Diario de sesiones". (El Sr. Gil Robles pide la palabra); reitera su decisión de que aquellas expresiones que sean producto de una pasión exacerbada, no deben tener cabida en el Diario de sesiones;
"unas acusaciones sobre las que no quiero entrar"; "en estos instantes solo enunciarlas contribuiría a envenenar los ánimos aún más de lo que se hallan"; muestra su deseo de que el Sr. Suárez de Tangil no lo tome como una descortesía sino como un deber del lugar que ocupa. Estas manifestaciones provocan que el líder de la CEDA Sr. Gil Robles tome la palabra para decir que ha escuchado las palabras del Sr. Martínez Barrio
"con natural alarma"; no cree oportuno que se pueda arrogar "la facultad de tamizar las manifestaciones hechas por los Diputados en una sesión de la Diputación Permanente"; a su juicio, tacharlas del Diario de sesiones, "significa un atentado al derecho, que nunca ha sido desconocido de las minorías, y que pondría a los que estamos en ciertos núcleos de oposición en la necesidad de considerar si es posible que así habríamos de continuar en la Diputación Permanente y en las Cortes". El Sr. Martínez Barrio le replica asegurando que cumple estrictamente con su función reglamentaria y que lo hace "como tributo que debía al Sr. Suárez de Tangil" para tratar de no agravar los ya graves problemas que sufre en la actualidad el país. El Sr. Gil Robles, por su parte, no cree que de las palabras del Sr. Suárez de Tangil se pueda deducir esa atribución parlamentaria que tiene la Presidencia,
"para suprimir injurias, quitar expresiones malsonantes o eliminar conceptos que pudieran ser delictivos". Reitera que la actitud "que adopta el Presidente es extraordinariamente alarmante para las minorías. Si la inviolabilidad de un Diputado queda sometida a las normas de la Mesa, a un criterio, que yo tengo la seguridad de que ha de ser inspirado en este caso en los más altos y patrióticos móviles, pero que puede, evidentemente, coartar un derecho, la función parlamentaria está de más", dice que, si es así, "nosotros tenemos que declarar que la investidura parlamentaria no nos sirve para nada".
Tras estas palabras, el Sr. Suárez de Tangil se solidariza con lo dicho por el Sr. Gil Robles y dice; "para quien se va a marchar, para quien mientras no cambie la situación en España y dure este Gobierno, va a hablar por primera y última vez, probablemente, en la Diputación permanente de las Cortes, poco queda por decir". No cree oportuno prolongar este debate sobre el Reglamento, "a todas luces, desde mi punto de vista, extemporáneo"; dice que por su parte ha cumplido con su deber; "creo que, con todo comedimiento y respeto, dominando la situación de mi ánimo". Tras ello, el Sr. Martínez Barrio manifiesta que espera y desea que
"la retirada de las minorías de los grupos Renovación Española y tradicionalistas, que han delegado su derecho en S.S., sea transitoria y que las circunstancias bonancibles para todos nos permitan contar de nuevo dentro de la Cámara con la cooperación de SS.SS.". (El Sr. Suárez de Tangil abandona el Salón). Por su parte, el Ministro de Estado Sr. Barcia, dice que solo por el dolor que
"embargaba al Sr. Suárez de Tangil, y que yo de corazón comparto, no puso inmediata rectificación a algo dicho por el Sr. Gil Robles", ya
que, en su opinión, "es mucho más que una injuria, que es una imputación calumniosa", y lo hace por la situación en la que ha podido refrenar sus sentimientos.
Tras este incidente, el Sr. Gil Robles toma la palabra con la intención de ser breve y, así, habla de la quinta Proposición gubernamental para prorrogar el estado de alarma, siendo la tercera que se solicita a la Diputación permanente; entiende que la conducta del Gobierno,
"al traerla precisamente hoy, antes de las 24 horas de una suspensión de sesiones, a nuestro juicio injustificada, constituye una violación clara y notoria del espíritu democrático de la Constitución del 31", cree que para llevarlo a cabo deberían estar operativas las Cortes por ser las únicas facultadas para "ratificarlas o rectificarlas". A su entender, en esta suspensión de Cortes no hay más objeto que, "sustraer a la publicidad necesaria, y que reclama la opinión pública, sucesos tan graves, sucesos tan escandalosos, sucesos tan criminales como los que ha motivado la comunicación del Sr. Suárez de Tangil".  Le contesta el Sr. Martínez Barrio, afirma que el Gobierno no ha tomado la iniciativa "de suspender las sesiones de Cortes más que de un modo formulario; la iniciativa de la suspensión de las sesiones durante 8 días me corresponde a mí"; sobre si ha desbordado las facultades de la Presidencia, dice que lo desconoce y que ello le corresponderá reclamarlo por su minoría en la próxima sesión de Cortes señalando que acatará lo que en ellas se decida. Dice tener la conciencia tranquila y que si lo ha hecho es por el bien del país;
"con el propósito de librar al país de una situación dificilísima, de resultados imprevisibles, que de antemano me tenía atemorizado. Me parece que planteo la cuestión con toda claridad, con toda desnudez".
Los argumentos del Sr. Martínez Barrio no convencen al Sr. Gil Robles, apunta que no se trata de una censura contra la Presidencia ya que, a nadie,
"le puede caber duda alguna de la rectitud de los propósitos que han movido a S.S. a tomar la iniciativa a que viene refiriéndose. Tenemos la absoluta seguridad de que los móviles más nobles y más levantados han influido en su ánimo para tomar esa decisión".
Le dice que su responsabilidad esta atenuada porque "ha tomado una iniciativa de consejo, de petición", ante la cual, el Gobierno, "ha tomado la resolución, luego en el orden político, la responsabilidad íntegra cae sobre el Gobierno",
denuncia así el abuso gubernamental de estas facultades que le han sido atribuidas por la Constitución queriendo evadir un debate público sobre la gravedad del momento. Prosigue echando en falta en una sesión como esta al Presidente del Consejo de Ministros, el Sr. Casares Quiroga, del que recoge sus palabras de hace un mes y referentes a la seguridad de las medidas que adoptaría el Gobierno y que con su autoridad, "sin teatralidad, sin excesos de gestos ni de palabra" se restablecería el orden, a su juicio, un exagerado optimismo que además se reflejaba en cosas como;
"El Gobierno tiene en estudio la posibilidad, incluso, de levantar la censura, permitiendo a los periódicos emitir libremente su opinión; pero, desde luego, tenga S.S. la seguridad de que los textos parlamentarios serán respetados".
Y a tal efecto, refiere lo sucedido con un periódico en el día de ayer, el cual,
"quiso publicar unas palabras muy nobles del Sr. Calvo Sotelo al aceptar toda responsabilidad que sobre él quisieran echar, en plena sesión, la censura ha sido implacable y lo ha tachado", y donde se decía: "ni el homenaje al muerto, ni el respeto debido a las palabras en que
aceptó una responsabilidad y un muerte con que Dios quiso honrarle, ni el respeto tampoco a la palabra del Presidente ni a la inviolabilidad de las palabras contenidas en el Diario de sesiones; la censura ha sido implacable para unos y para otros".
Se pregunta en relación a la efectividad y los resultados del  estado de alarma en manos del Gobierno y, para demostrarlo, ofrece nuevos datos de sucesos acaecidos en el último mes, los cuáles se solapan a los que ya denunció hace justamente un mes en el Congreso; datos referidos desde el 16 de Junio al 13 de Julio inclusive:
"Incendios de iglesias, 10; atropellos y expulsiones de párrocos, 9; robos y confiscaciones, 11; derribos de cruces, 5; muertos, 61; heridos de gravedad, 224; atracos consumados, 17; asaltos e invasiones de fincas, 32; incautaciones y robos, 16; Centros asaltados o incendiados, 10; huelgas generales, 15; huelgas parciales 129; bombas, 74; petardos, 58; botellas de líquidos inflamables lanzadas contra personas o cosas, 7; incendios no comprendidos los de iglesias, 19. Esto en veintisiete días". Afirma que esta es la prueba más palpable y real de que en cuatro meses de estados de excepción continua el Gobierno ha fracasado en todos sus propósitos; "ni el derecho a la vida, ni la libertad de asociación, ni la libertad de sindicación, ni la libertad de trabajo, ni la inviolabilidad del domicilio han tenido la menor garantía con esta ley excepcional en manos del Gobierno, que, por el contrario, se ha convertido en elemento de persecución contra todos aquellos que no tienen las misma ideas políticas que los elementos componentes del Frente Popular". Prosigue diciendo; "las sentencias de los Jurados mixtos no se cumplen; el Ministro de la Gobernación puede decir hasta qué punto los gobernadores civiles no le obedecen; los gobernadores civiles pueden decir hasta qué punto los alcaldes no hacen caso de sus indicaciones; los españoles pueden decir como en muchos pueblos del Sur existen Comités de huelga, los cuáles dan el aval, el permiso, la autorización para que se pueda circular por carretera". Pone como ejemplo de este absoluto desorden lo que viene sucediendo en estos días en la huelga de la construcción en Madrid, con unas organizaciones sindicales "que son las que han dejado incumplido reiteradamente un laudo del Ministerio de Trabajo, cuyo fracaso no tiene precedentes en la historia política de ningún país; son las propias organizaciones que apoyan al Gobierno las que no quieren o no pueden cumplir las órdenes que emanan de la autoridad", y como muestra, los muertos ayer a tiros en Madrid en la Glorieta de Cuatro Caminos, "bajo las balas de otros hermanos de trabajo, que, en plena subversión contra el Gobierno, no acatan las órdenes emanadas de la autoridad"; "Las obras paradas, los obreros tiroteándose, Madrid abandonado, la autoridad por los suelos. ¿Para eso queréis una prórroga del estado de alarma?". Ante todo este cúmulo de sucesos afirma que ya conoce el recurso del Gobierno para excusarse de su fracaso;
"esto es una maniobra fascista, esto es un ataque de los enemigos del régimen"; un estado de violencia que asegura que es un hecho que le causa desde hace tiempo una "hondísima preocupación", algo que ha hablado en privado en más de una ocasión con algunos de los ahora presentes en la Diputación permanente; por ello, recuerda una vez más, "que en España está creciendo de día en día un ambiente de violencia; que los ciudadanos se están apartando totalmente del camino democrático", producto de lo cual, se está desarrollando el tan denostado fascismo que, a su juicio, no es
más que “el ansia, muchas veces nobilísima, de libertarse de un yugo y de una opresión que en nombre del Frente Popular el Gobierno y los grupos que le apoyan están imponiendo a sectores extensísimos de la opinión nacional. Es un movimiento de sana y hasta de santa rebeldía, que prende en el corazón de los españoles".
Todo este estado general caótico y de anarquía dice que ha culminado, "en el episodio tristísimo de la muerte del Sr. Calvo Sotelo", asegura que no quiere hacer política de esta muerte, solo un significado
"tributo rendido a un hombre consecuente hasta el final con sus ideas, valiente en la exposición de las mismas, que no ha claudicado en momento alguno, que ha mantenido siempre alta y enhiesta la bandera de su ideal y que por esto mismo ha muerto de la manera más criminal y más odiosa"; así, sus palabras son "un homenaje a su memoria", pero no por ello y, dadas las circunstancias en las que se ha producido su muerte, cree que debe quedar perfectamente definido "nuestro pensamiento y queden plantados los jalones de lo que nosotros creemos gravísimas responsabilidades que en torno a ese suceso se han producido". Dice que es conocedor que muchas personas quieren establecer parangón entre dos crímenes, los del Sr. Calvo Sotelo y el Teniente Castillo; "que se han producido con una leve diferencia de horas. Yo esos parangones no los admito. En primer lugar, porque tanto condeno una violencia como la otra. Ante el cadáver del teniente Castillo tengo yo idéntica condenación que para todos esos actos de violencia, y no pienso en sus ideas, ni en su actuación", sin embargo, lamenta el que se pretenda hacer esa analogía entre ambos; "pretender ligar un acontecimiento con el otro, como muchos sectores afectos a la política del Gobierno han hecho, eso es, a mi juicio, la mayor condenación que puede tener toda la política que vosotros estáis desarrollando"; ante lo cual se pregunta; "¿Qué tenía que ver el Sr. Calvo Sotelo con el asesinato del teniente Castillo?¿Quién ha podido establecer la menor relación de causa a efecto entre su actitud y la muerte de este teniente?";
cuando además el Sr. Calvo Sotelo ha reiterado siempre expresamente su rechazo y condenación a todo tipo de violencia; no admite que se puedan ligar dichos sucesos ya que con ello lo que se intenta es rebajar la gravedad del suceso,
"que no ha sido una pasión política la que le ha quitado la vida al Sr. Calvo Sotelo, que no ha sido un momento pasional de unos cuantos ciudadanos ofuscados, sino que ha sido una represalia ciega, ejercida por aquellos que tenían una relación más o menos directa con el teniente Castillo" (recordemos que sus asesinos, los Fernando Contes, Cuenca y cía, según salieron de velar el cuerpo de su compañero, se subieron en el vehículo de la Motorizada para asesinar al Sr Calvo Sotelo previa intentona fallida de hacerlo con el propio Sr Gil Robles, apenas tardaron 3 horas en llevarlo a cabo).
Sostiene que
"la gravedad del hecho es enorme",
y que su deber, por duro que sea, es denunciarlo, aún a sabiendas y ser conocedor "de las consecuencias que para mí personalmente pueda tener", y más, dada la
"gravedad de las manifestaciones que voy a hacer". Así, lamenta de nuevo que no esté presente el Sr. Casares Quiroga porque a él quiere hacer referencia por entender que, en este suceso, hay una clara responsabilidad gubernamental;
"Pero la responsabilidad del Gobierno no es solo criminal; la responsabilidad del Gobierno es tremenda en el orden político y en el orden moral".
Recuerda que hace apenas ocho días el Sr. Calvo Sotelo le citó en uno de los pasillos de la Cámara y le dijo:
"Individuos de mi escolta, que no pertenecen ciertamente a la Policía, sino a uno de los Cuerpos armados, han recibido una consigna de que en caso de atentado contra mí procuren inhibirse"; ante la gravedad del hecho, le pidió consejo y, así, se dirigió al Ministro de la Gobernación Sr. Moles, al que pudo ver unos días después en su despacho en el Ministerio asegurándole que "en absoluto de él no había emanado ninguna orden de esta naturaleza". Por ello pregunta, "¿Quién dio esa orden? ¿Quién dio esa consigna? Me atrevo a decir que el Sr. Ministro de la Gobernación, no. No me atrevería a decir otro tanto de organismos subalternos dependientes del Ministerio de la Gobernación". Afirma también que el Sr. Ventosa Calvell lo sabe porque él mismo se lo contó; "Contra el Sr. Calvo Sotelo se prepara un atentado. Ha habido por parte de organismos dependientes del Ministerio de la Gobernación, aunque nunca del Ministro de la Gobernación, órdenes para que se deje impune el atentado que se prepara. Usted lo sabe; usted y yo somos testigos de
que esta advertencia se ha hecho al Gobierno, de que esa amenaza se está cerniendo sobre la cabeza del Sr. Calvo Sotelo",
amenaza que finalmente se ha cumplido. No pone en cuestión la actuación del Ministro de la Gobernación, pero sí de los organismos dependientes del Ministerio y del Gobierno, por lo que se pregunta; "¿se estableció la debida vigilancia alrededor de una persona seriamente amenazada para evitar el atentado?";
algo que
cree que no se ha hecho. A parte de estas responsabilidades, dice que se pueden derivar otras y así se dirige a las mismas Cortes, donde recuerda que están cansados de oír todos los días
"excitaciones a la violencia contra los Diputados de la derecha", entre ellas, contra su propia persona. Para ilustrarlo recoge algunas de las dirigidas al Sr. Calvo Sotelo; "¿Es que no recordamos, aunque las facultades presidenciales, interviniendo oportunamente, quitaran ciertas palabras del Diario de Sesiones, que el Sr. Galarza, perteneciente a uno de los grupos que apoyan al Gobierno dijo en el salón de sesiones, yo estaba presente y lo oí, que contra el Sr. Calvo Sotelo toda violencia era lícita?"; "¿Es que ese hecho no implica responsabilidad alguna para los grupos y partidos que no desautorizaron esas palabras?¿Es qué no implica una responsabilidad para el Gobierno que se apoya en quien es capaz de hacer una excitación de esa naturaleza?".
También hace alusión de nuevo al ausente, el Sr. Casares Quiroga, al que le atribuye la máxima responsabilidad en el orden moral ya que al llegar a esa alta magistratura estatal, "no ha prescindido del carácter demagógico que impregna todas sus actuaciones",
un Presidente que llegó a afirmar que "frente a las tendencias que podía encarnar el Sr. Calvo Sotelo u otras personas de significación ideológica parecida, el Gobierno era un beligerante";
no puede comprender que el Gobierno se convierta en beligerante contra los propios ciudadanos, un Gobierno que tiene que ser un instrumento equitativo de justicia para todos. Así mismo, recuerda el suceso acaecido durante el transcurso de un debate sobre el orden público (sesión del 19 de Mayo) y en el que el Sr. Casares Quiroga recaía la responsabilidad integra de lo que pudiera suceder en la persona del Sr. Calvo Sotelo. Continúa haciendo mención a lo que se decía estos días en ciertos
periódicos,
"inspirados por elementos del Gobierno", "que se iba a producir ese acontecimiento, que era inminente en la noche pasada, en la que viene, que el observatorio está vigilante, que va a surgir en seguida lo que se teme", añade que "ya se está dibujando la responsabilidad. Y esa noche cae muerto el Sr. Calvo Sotelo, a manos de agentes de autoridad", y así, rotundo, afirma; "El Sr. Calvo Sotelo no ha sido asesinado por unos ciudadanos cualquiera, el Sr. Calvo Sotelo ha sido asesinado por agentes de la autoridad". Ante estas palabras, el Sr. Martínez Barrio le advierte que se está todavía investigando sobre el crimen y que es aventurado sacar conclusiones extrajudiciales; por su parte, el Sr. Gil Robles dice que es conocedor de todo ello, pero que está ejerciendo un deber como parlamentario y que, además, no pretende acusar a todos los agentes de la autoridad;
"han sido determinados agentes de la autoridad, que, probablemente, el mismo Cuerpo a que pertenecen estará deseando en estos momentos que sean expulsados, que sean arrojados de su convivencia". Cree que es un hecho innegable que el Sr. Calvo Sotelo "se resistió a entregarse a los que llegaban a su domicilio, y que únicamente cuando uno de ellos le exhibió el carnet en que acreditaba su condición de oficial de la Guardia civil, el Sr. Calvo Sotelo se entregó"; un agente de autoridad que "iba acompañado de Guardias de Asalto, de paisano o de uniforme, y en una camioneta de la Dirección general de Seguridad, que después fue dejada en el mismo Ministerio de la Gobernación o en el cuartelillo que está al lado, esto no puede negarlo nadie". Critica que, ante todo ello, el Gobierno se ciña a la
exclusiva labor de los Tribunales,
"sin haber tomado ninguna medida para ver quienes habían sido esos oficiales que han ido con la camioneta y acompañando a los Guardias de Asalto, los que habían dispuesto el servicio, los que han estado reclutando voluntarios entre determinada compañía o determinada sección del teniente Castillo, para con ellos ir a ejercer una represalia y una venganza sobre la persona del Sr. Calvo Sotelo". Cree que las diversas actuaciones del Gobierno en torno a la investigación tiene suma gravedad ya que solo ha publicado una nota que califica de "anodina" y
en la que solo se hace mención que los Tribunales se ocuparán del asunto, como si fuera todo ello "una cosa baladí" el que un jefe político, un parlamentario, "sea arrancado de noche en su domicilio por unos agentes de la autoridad, valiéndose de aquellos instrumentos que el Gobierno pone en sus manos para proteger a los ciudadanos; que le arrebaten en una camioneta, que se ensañen con él, que le lleven a la puerta del cementerio, que allí lo maten y que le arrojen como un fardo en una de las mesas del depósito de cadáveres".
Recuerda, tras estas afirmaciones, aquellas palabras del Sr. Calvo Sotelo cuando el Sr. Casares Quiroga le endosaba la completa responsabilidad de lo que pudiera suceder de ahora en lo sucesivo y en las que afirmaba que tenía las espaldas muy anchas y proclamaba;
"Señor, la vida podéis quitarme, pero más no podéis, y es preferible morir con gloria que vivir con vilipendio";
por lo que afirma; "le ha llegado la muerte con gloria". Culpa al Gobierno de la responsabilidad moral "al patrocinar una política de violencia que arma la mano del asesino; de haber, desde el banco azul, excitado la violencia; de no haber desautorizado a quienes desde los bancos de la mayoría han pronunciado palabras de amenaza y de violencia contra la persona del Sr. Calvo Sotelo. Eso no os lo quitaréis nunca", y añade; "tened la seguridad de que la sangre del Sr. Calvo Sotelo está sobre vosotros, y no os la quitaréis nunca"; una responsabilidad que, a su juicio, irá creciendo si tratan de "pretender paliar los acontecimientos", de suavizarlos, aliviar la gravedad de los mismos por intereses partidistas por lo que esa responsabilidad, "alcanzará a todo el sistema parlamentario y manchará de barro y de miseria y de sangre el mismo régimen". Decir que ni en un caso de la enorme relevancia y gravedad como el presente, el Gobierno pareció cambiar en algo su actitud o beligerancia partidista, de hecho, bien pudiéramos decir que sirvió incluso para acrecentarla; 24 horas después del asesinato cerraba todos los centros y locales de la minoría de la que era líder el asesinado, Renovación Española, medidas similares que también se adoptaron con otras formaciones de las derechas parlamentarias mientras los asesinos y sus acólitos pudieron desempeñarse como si nada hubiera pasado……
Ante este insólito y esperpéntico panorama, anuncia que se están pensando muy seriamente volver a acudir al Parlamento; "hay un abismo entre la farsa que representa el Parlamento y la honda y gravísima tragedia nacional", en el que se incita a la amenaza constante al contrario, "todos los días, por parte de los grupos de la mayoría, por parte de los periódicos inspirados por vosotros, hay la excitación, la amenaza, la conminación a que hay que aplastar al adversario, a que hay que realizar con él una política de exterminio. A diario la estáis practicando: muertos, heridos, coacciones, multas, violencias". Por todo ello, dice; "Nosotros no estamos dispuestos a que continúe esta farsa"; "Vosotros podéis continuar; sé qué vais a hacer una política de persecución, de exterminio y de violencia de todo lo que signifique derechas. Os engañáis profundamente: cuanto mayor sea la violencia, mayor será la reacción, por cada uno de los muertos, surgirá otro combatiente",
con una violencia que asegura se volverá contra ellos de seguir así, tras lo cual, un diputado dice:
"Ya llegó en Octubre", a lo que responde el Sr. Gil Robles diciendo que de eso ya hablarán:
"que estoy deseando hablar". Concluye afirmando rotundo que el actual Gobierno del Frente Popular es el Gobierno "de la vergüenza, del fango y de la sangre".
Tras el enérgico, sentido y elocuente discurso del Sr. Gil Robles, el Ministro de Estado Sr. Barcia, da a entender que no quiere situarse en el nivel que el Sr. Gil Robles se ha situado; "yo dejo al Sr. Gil Robles con su conciencia y con el sentimiento de su deber libre y solo para que un día se dé cuenta del acto que acaba de realizar"; solo puede entenderlo por ser producto de la pasión del momento, una pasión
"que conturba de tal manera el espíritu de S.S."
y
que ha hecho salir de su boca palabras de amenaza como "El día de mañana seréis devorados por los triunfadores"; le dice que, muy al contrario, están deseando que se pacifiquen todos los espíritus y se acabe con toda esta espiral de violencia,
"y no llegarse al grado de paroxismo en que se ha colocado S.S.".
Desea excusarse de la responsabilidad actual afirmando que los Gobiernos del Frente Popular habían recogido un país deshecho,
"un país desesperado, que no tenía ni honra ni paz ni instante de tranquilidad, y sobre el que la zozobra e injusticia se cernía por todos lados"; sostiene que los propósitos del Gobierno han sido enderezar, desde el primer momento, la fatal herencia recogida y que con mayor o menor éxito lo hacen "llenos de patriotismo",
una herencia de una política de represión,
"de opresión, de persecución, y de partidismo". Le pregunta al Sr. Gil Robles acerca de la presunta Prensa instigadora de la violencia e inspirada por el Gobierno, cree una irresponsabilidad lanzar ese tipo de acusaciones en un momento como el actual; "a S.S. le consta que el Gobierno ni inspira ni aplaude, ni puede aplaudir ni tolerar ninguna de esas campañas que su señoría condena como nosotros". Desea concluir ya y no extenderse más porque, dado el tono empleado por el Sr. Gil Robles, lo que no desea es
"exacerbar más esta situación, por sí tan delicada y difícil". Señala que será la Justicia la que esclarezca definitivamente todo, para que, "suceda lo que suceda, brille la verdad y se imponga la justicia".
A continuación, hace uso de la palabra el líder de la minoría socialista Sr. Prieto, que inicia su discurso con estas palabras:
"Los estados violentamente pasionales a que es tan propicio el espíritu del Sr. Gil Robles son, con toda evidencia, contagiosos; digo esto porque yo me siento casi bajo el imperio del contagio";
sacaba así, una vez más, su proverbial y habitual arrogancia incluso en un momento tan dramático como el presente. Dice que el Sr. Gil Robles no ha sido justo en su apasionado discurso, censura que
"Ha venido a realizar un acto político",
cuando, a su entender, habían venido a debatir exclusivamente sobre si al Gobierno se le concedía o no la prórroga del estado de alarma por 30 días más (Se había asesinado al líder de las oposiciones y considera que no hay lugar ni es ocasión para hablar de ello.). Cree injustas todas las acusaciones vertidas contra el Gobierno del que dice que no quiere hacer de defensor; critica que le haya acusado, incluso, de encubrimiento del asesinato del Sr. Calvo Sotelo; así, afirma que la minoría socialista,
"no puede secundar en este momento el acto político que quiere realizar, que ha realizado el Sr. Gil Robles, por creer que no está en el recinto propio para ello", ni tampoco desea entrar en el habitual juego "de reto, de desafío" tan propicio dice en el Sr. Gil Robles; "No quiero dar a S.S. pretexto alguno para cierta finalidad que persigue; he visto claro que el Sr. Gil Robles busca incluso la sombra del más minúsculo incidente para adoptar una actitud extrema, que pudiera ser la retirada de las fuerzas que él acaudilla de la función parlamentaria, a cuenta de no sentirse con vigor espiritual suficiente para hacer frente a la turbonada de violencia de los elementos de derecha, que, según él mismo ha confesado, hoy desbordan de su posición política. No quiero dar pretexto a S.S. para semejante cosa"; afirma que será en el Salón de sesiones donde "habremos de contender con el Sr. Gil Robles".
Prosigue y, en lo referente al asesinato del Sr. Calvo Sotelo, señala que es un hecho lamentable, un asesinato que le sirve para equipararlo con otros habidos antes, en concreto, el ocurrido en Octubre de 1934 con el asesinato de Luis Sirval, tratando así de hacer analogía entre el asesinato de un periodista en mitad del fragor de un proceso “revolucionario” (del que su grupo político fue el actor principal), y el del líder de la oposición parlamentaria; recrimina al Sr. Gil Robles que en sus palabras
"no ha habido recuerdo análogo para otras víctimas. Sagrada era la vida del Sr. Calvo Sotelo, indiscutiblemente, pero no más, para nosotros, que la de cualquier ciudadano que haya caído en condiciones idénticas";
y, para no desentonar en su argumentario habitual, no falta la cita a la revolución de Octubre;
"las enormes ferocidades cometidas con ocasión de la represión de los sucesos de Octubre de 1934 han determinado este arrastre en un rosario sangriento"; y es aquí, donde trata de nuevo de establecer analogías y paralelismos entre este asesinato con lo sucedido en Asturias; "En los hechos mismos de Asturias. ¡Cuántos hay análogos, semejantes, iguales al que ha costado la vida a nuestro compañero D. José Calvo Sotelo! Fijémonos en uno de relieve, por la nombradía de la víctima: el caso de Sirval es exactamente igual que el de Calvo Sotelo, y vosotros no tuvisteis el valor de corregir aquellos terribles excesos, sino que en realidad, los aprobasteis, porque llegasteis, indirecta o directamente, al encubrimiento; encubristeis a los autores, los premiasteis, los glorificasteis";
todo ello, dice que luego se volvió contra ellos mismos. Así, y aún condenando un tanto de soslayo los sucesos actuales, "los condenamos y los deploramos",
le dice al Sr. Gil Robles;
"no tiene derecho a creer sus manos totalmente limpias y pulcras de responsabilidad porfía por enfangar a los demás". Concluye y, como rasgo de su identidad, con su habitual tono bravucón y a menudo desafiante, diciendo que los desmanes de la fuerza pública, "los crímenes de los individuos pertenecientes a la fuerza pública, la falta de respeto a la vida humana en España no empezó el 16 de Febrero"; "las luchas políticas y religiosas, en España empezó el presente ominoso período en la época de vuestro mandato, no sé si bajo vuestra inspiración, pero, por lo menos, bajo vuestro silencio y vuestro encubrimiento".
Seguidamente, interviene el diputado comunista Sr. Díaz Ramos, Secretario General del PCE, el cual, ni siquiera en una sesión del carácter tan trágico como era esta, disimula o trata de disfrazar su ideario revolucionario y guerracivilista; no parece que hubiera quedado saciado con la eliminación de la principal figura de la oposición parlamentaria. Critica ferozmente el discurso del Sr. Gil Robles, cree que lo ha realizado con fines exclusivamente políticos;
"encaminado a agravar la situación de la calle; que tiende a intensificar la guerra civil, preparada paso a paso por las derechas en España". Dice que las derechas no aceptan pacíficamente el resultado del 16 de Febrero, desde ese triunfo del pueblo,
"han venido trabajando intensa y extensamente en toda España, produciendo perturbaciones, manifestándose de forma descarada contra el régimen que en la actualidad tenemos en nuestro país". Relaciona también este suceso, de nuevo, con los sucesos de Octubre; "cuya represión fue la más cruenta que ha conocido la Historia", unos hechos represivos que la derecha dice nunca condenó, y añade; "hoy, que se encuentra fresca todavía la sangre vertida en Asturias, olvidan que para tener autoridad moral en la condenación de un hecho que es consecuencia de la política realizada por ellos, es preciso que, al repasar la Historia, sobre todo la de los dos últimos años, se condene, en primer lugar, con toda energía, a los que dieron origen a aquellos hechos tan monstruosos".
Como si de una sesión dedicada a la represión de Octubre del 34 se tratase, prosigue hablando de ella asegurando que duda que haya habido en otro país del mundo una represión así,
"ni siquiera en aquellos dominados por Gobiernos fascistas como Alemania, Italia"; afirma que, con el consentimiento del Gobierno, "se llevaron a aquella región tropas moras para que pasaran por el filo de sus gumías a los mineros españoles". Señala también que, de la misma como protestaron entonces, protestan ahora,
"como españoles, sin tener en cuenta el partido político o la clase a que pertenecen las víctimas; porque estos hechos son de tal monstruosidad que todos debemos condenar".
Refiere que no pueden apoyar la utilización política que se quiere dar a este asesinato por los mismos ejecutores de aquella represión, utilizando móviles políticos
"para empeorar la difícil situación que ellos han creado a España y a la República",
y prueba de ello, es el discurso del Sr. Gil Robles, del que llega a decir que "demuestra haber perdido la cabeza"; critica que haga esta utilización política intencionada para seguir alimentando "esa actuación de complots contra el régimen a que antes me refería". A tal efecto, advierte que las fuerzas obreras se están organizando en estos días, unas fuerzas obreras que hasta hace unas fechas "tenían alguna discrepancia"
y que, sin embargo, ahora se unen "y han acudido al Gobierno para ofrecerle toda su fuerza a fin de defender a la República, y eso lo hacemos porque estamos completamente seguros que en muchas provincias de España, en Navarra, en Burgos, en Galicia, en parte de Madrid y otros puntos se están haciendo preparativos para el golpe de Estado que no dejáis de la mano un día tras otro",
una situación ante la que dice están muy vigilantes y con el firme propósito de defender
"la España democrática donde haya bienestar para los obreros y para las clases populares"
y no la España inquisitorial representada por la represión de Octubre, sobre esto dice; "el 90% del pueblo español el que está de acuerdo con el régimen republicano, con un régimen democrático, y el 10% restante el que no pierde la ocasión de buscar todos los procedimientos de provocación, de atentados personales contra el pueblo".
Trata de afear al Sr. Gil Robles el que no se haya levantado a condenar el atentado del teniente Castillo, a lo que le contesta el Sr. Gil Robles:
"Eso lo he hecho aquí y en todas partes, si S.S. no lo ha oído yo no tengo la culpa".
Prosigue diciendo que hay que manifestarse por igual ante los dos asesinatos; "ante estos hechos de terror individual"; y, seguidamente, sin siquiera condenarlo,
acusa a las derechas y a los fascistas "de toda esta lista de víctimas a que me he referido antes, causadas desde el 16 de Febrero hasta la fecha"; igualmente,
critica al Sr. Gil Robles que siga apoyando al fascismo (del que en no pocas ocasiones había renegado públicamente). Refiere que es necesario que las fuerzas del Bloque Popular conozcan
"cuáles son los propósitos de estos discursos del Sr. Gil Robles; cuáles son los propósitos de los elementos de derechas que no quieren dejar tranquilo nada y que no quieren acatar lo que ha representado el triunfo de la gran mayoría del pueblo español", incluso, dice que el Gobierno "se ha quedado corto al no meter mano a fondo a los elementos responsables de la guerra civil que hay en España", y, por este motivo; "nosotros hemos presentado una Proposición de ley para que el Gobierno pueda declarar ilegales todas las organizaciones que no acaten el régimen en que vivimos, entre ellas Acción Popular, que es una de las más responsables de la situación, y los periódicos que la representan"; "No queremos venganza, pero sí queremos justicia; cuando se haga lo que pedimos, se lo aseguramos al Gobierno, no habrá guerra civil"; toda una declaración de intenciones sin duda. Concluye pidiendo la unión de las Fuerzas del Bloque Popular para dar su total apoyo al Gobierno que ahora es cuando más necesita esa ayuda,
"para aprovechar todas las fuerzas democráticas de España en la lucha que rechace definitivamente los intentos criminales y subversivos que preparáis"; "tengo la seguridad de que el 90% de los españoles arrollará cuanto intentáis hacer".
Por su parte, el Sr. Portela Valladares, se pregunta si es posible continuar así y ante una emergencia nacional y una situación de esta gravedad;
"¿se puede prolongar indefinidamente, con estrago para España y para la República? Piénsese que el hecho que lamentamos y condenamos puede abrir un nuevo ciclo en la Historia de España".
Entiende que por encima del apasionamiento político está la Patria, cree que es momento de parar y reflexionar unos y otros para que
"tratemos de remediarla y de llevar por otros caminos la vida política de nuestro país";
trata de compararlo con la situación actual francesa que dice es similar, con un Gobierno del Frente Popular
"y unas derechas que tienen la misma violencia, violencia ideológica y las mismas pretensiones que las derechas españolas", sin embargo, dice que allí las "inquinas entre partidos no se traducen en el asesinato, en las muertes, en los medios extremos que aquí han llegado".
Cree que ha llegado el momento de decir unos y otros, "¡Alto el fuego!".
Tras el Sr. Portela, toma la palabra el diputado de la Lliga Sr. Ventosa Calvell, fija primero la posición de su minoría, contraria a facilitar la prórroga del estado de alarma al Gobierno, cree que esta es un arma que se dota al Gobierno para restablecer la paz, la tranquilidad, y ello exige
"que el Gobierno al que se la conceda sea la representación de todos los ciudadanos, sin excepción alguna";
a tal fin, recuerda un debate de hace unos días con el Sr. Casares Quiroga y en el que este,
"se declaraba beligerante, contra una tendencia, contra una parte de la opinión pública española",
además, recuerda que, en las pocas intervenciones del Presidente del Consejo, este proceder ha sido habitual, con unos discursos que le
"dan el carácter de beligerante dirigiéndose a una parte considerable de la opinión pública española".
Por ello, en estas condiciones, "no podemos otorgar a un beligerante un recurso excepcional",
todo ello, además, agravado con el evidente y sistemático fracaso del Gobierno, una situación que, en cuatro meses en que ha tenido
"el recuso de suspensión de garantías, ha empeorado, haciéndose realmente, insostenible".
En relación a las acusaciones relativas al momento en el que el Sr. Gil Robles estuvo en el Gobierno y sobre que la fuerza pública no estaba también exenta de responsabilidades, le parece una argumentación "absolutamente inadmisible"; cree que, sin entrar a valorar actuaciones de unos y de otros, acusar de actuaciones pasadas como fundamento para esclarecer la trágica situación presente no tiene ninguna razón de ser. Lamenta que esta política partidista alejada del espíritu colectivo nacional sea la imperante, una circunstancia que aprovecha para recordar que le entristece profundamente el que, en sus numerosas intervenciones parlamentarias y en las que se levantaba para llamar la atención acerca de la gravedad y urgencia del momento (lo hizo en muchas ocasiones, como bien dice), nada de ello hubiera conseguido;
"he de declarar que por parte del Gobierno y de los elementos del Frente Popular han tenido estas excitaciones mías más bien poca fortuna, porque todo ofrecimiento de colaboración a esa obra de concordia ha sido desdeñosamente rechazado". Lo que si dice tener claro es una cosa; "que está en la conciencia de todos: si hay alguna persona que no sea adecuada para restablecer la convivencia civil entre los españoles y para poner término al espíritu de guerra civil que existe, esa es el Presidente del Consejo de Ministros, Sr. Casares Quiroga", por su actitud y personalidad cree que es "más bien apto para encender la guerra civil y la discordia  que para restablecer la normalidad, que todos dicen que propugnan", motivos por los que, de ningún modo, pueden darle un voto de confianza ni poner en sus manos estos recursos excepcionales. Sobre la situación de violencia, dice que en la calle es evidente y, en el Parlamento, todos han sido testigos en los últimos tiempos de tumultos "producidos por elementos que forman la mayoría gubernamental, de la cual han partido insultos, injurias, ataques e incitaciones al atentado personal constantemente. ¿Es que, después de ello, estos mismos elementos están capacitados y autorizados para hablar de convivencia?". Una violencia que se manifiesta en todos los ámbitos, también en la Prensa e, incluso, manifestada "en la misma obra legislativa, que ha tendido a desarticular y a destruir todos aquellos resortes e instrumentos de Gobierno sin los cuáles es imposible ejercer eficazmente la autoridad, ha culminado últimamente en el asesinato del Sr. Calvo Sotelo".
Sobre este, dice que condena todos los atentados, como condena la comparación o justificación que se quiere hacer de este respecto del Teniente Castillo;
"no es posible establecer una comunidad en la execración y en las características entre el asesinato del Sr. Calvo Sotelo y otros hechos violentos que se haya producido"; el del Sr. Calvo Sotelo dice que tiene claras connotaciones especiales; "no solo por la condición extraordinaria de la persona, por sus dotes personales, por su actuación parlamentaria, por ser representante de un gran movimiento de opinión, sino también por las circunstancias en el que el hecho se ha producido".
Recuerda consternado lo relatado anteriormente por el Sr. Gil Robles respecto a una conversación que tuvieron la semana pasada en las Cortes,
"debajo de la Tribuna Presidencial; estaba el Sr. Gil Robles cerca de mí; en esto, bajó de su escaño el Sr. Calvo Sotelo, le llamó y estuvieron hablando algunos minutos",
transcurridos estos, el Sr. Gil Robles le contaba el asunto de los rumores y preparativos del atentado contra dicho diputado y en los que se pedía que "se hicieran los ciegos y los sordos" los miembros de su escolta, palabras que le produjeron un sobresalto en su espíritu por el hecho de pensar que
"elementos subalternos que puedan existir en la Dirección General de Seguridad o dependientes del Gobierno tuvieran ya dentro de su pensamiento lo que después se ha traducido en una horrenda realidad". Cree que, dada la inmensa gravedad de los hechos, el Gobierno a estas horas debería haber esclarecido ciertos aspectos del asesinato, en lo referente a que autoridades (fuesen guardias de Asalto o civiles, etc.), han participado en el mismo, algo que ya debería conocer la opinión;
"No es posible que permanezca en la incógnita de un largo sumario", entiende que una vez detenido el individuo que conducía el coche, "a estas horas la opinión pública debía saber si eran o no eran los autores individuos del Cuerpo de Asalto",
un hecho respecto del cual, el propio Gobierno, debería estar más que interesado que se esclareciese y en el que, si además, en él hubiesen participado agentes de la autoridad,
"es indispensable que la sanción se aplique inexorablemente, sin tardanza ni demora".
Estima que ningún asesinato previo y por la propia magnitud y significación del actual resiste comparativa alguna, un asesinato de un representante
"de una fuerza de opinión en pugna con la que está en el Gobierno, que es asesinado por quienes aparecen como agentes de la autoridad a las órdenes de este Gobierno"; "Esto es gravísimo, y es necesario que se sepa"; pide por ello la máxima responsabilidad al Gobierno para su esclarecimiento, un Gobierno que, mientras tanto, está por completo en entredicho; así, denuncia que no es de recibo que se declare beligerante contra una parte de los españoles;
"gobernar no significa ampararse en una parte de la opinión pública, en la que ha dado los votos, y dejar a la otra parte del país sin el amparo de los derechos y de las leyes".
Por todo ello, reitera que su minoría no puede conceder al Gobierno esas medidas de excepción.
Le contesta escuetamente y sin aportar nuevos y significativos datos el Ministro de la Gobernación, Sr. Moles, (un Ministro casi inédito en los meses que ha estado frente al cargo pese a los enormes conflictos sociales y políticos del momento), reconoce que el Sr. Calvo Sotelo le mostró
"su recelo respecto de la conducta de dos de los agentes encargados de su custodia nombrados el día anterior", y al que dijo que no sabía nada de ese cambio de la escolta, "que sería cosa del servicio, pero que, en aquel mismo momento ordenaba que esos señores fuesen aparados de su custodia, que se restableciera la que él deseara y que él mismo diese los nombres de los agentes", siendo sustituidos los agentes aquel mismo día. Sostiene que, desde el mismo momento en que le avisaron de madrugada de la noticia del luctuoso suceso, el Ministerio se puso a trabajar sobre el caso; desmiente que desde este salieran órdenes contradictorias al respecto y, como muestra, asegura que los dos agentes de la autoridad dependientes del mismo y apostados en la casa del Sr. Calvo Sotelo, trataron "de impedir o puso dificultades a la realización del acto que se trataba de cometer". Anuncia que ya hay algunos detenidos miembros del Cuerpo de Asalto y puestos a disposición de la autoridad judicial; "todos los posibles autores o posibles participantes que estuviesen de servicio aquella noche están detenidos";
afirma que es lo único que puede aportar por el momento para no injerir en las averiguaciones judiciales. Qué duda cabe que sobre el asesinato del Sr. Calvo Sotelo se podría escribir otro libro, lo que es indudable es que la participación en el mismo de la Motorizada (escolta personal del Sr. Prieto), dejaba en un y, cuanto menos, muy dudoso lugar, al propio Gobierno; a ciencia cierta es hasta la fecha complicado saberlo, de todas las teorías acerca del mismo, todo podría apuntar a que aquel que finalmente disparó sobre el Sr. Calvo Sotelo bien pudiera haber sido Luis Cuenca, una afiliado al partido socialista y escolta personal del Sr. Prieto (hay otra teorías, entre las que apunta también a un Teniente de la Guardia de Asalto que iba en el vehículo y que estaba al mando del Capitán de la Guardia Civil Fernando Contes, también presente en el vehículo de la Motorizada); hay mucha literatura sobre todo ello y, lamentablemente, poca ciencia y rigor sobre el caso y es que, las investigaciones e indagaciones policiales y judiciales que se hicieron sobre el mismo, "misteriosamente" desaparecieron de la Dirección General de Seguridad en torno al 25 de Julio, apenas 10 días después de que se celebrase esta célebre sesión de la Diputación Permanente, se apunta a que fueron robadas por unos milicianos no muy lejanos de la “jurisprudencia” del Sr Prieto…., repito, sobre todo ello se podría escribir un libro y ciertamente no poco extenso. Lo que no hay duda es que, más de 80 años después de su asesinato, las sombras siguen siendo mucho mayores que las luces, muchas son las incógnitas que existen a fecha de hoy sobre el caso, tal vez baste decir, por el momento, que días antes de su asesinato le fue cambiada la escolta y que estos dos nuevos hombres que le fueron asignados por el Ministerio de la Gobernación, del que era titular el huidizo y esquivo Sr. Moles (seguramente, muy dirigido y sometido por otras altas esferas…), parece más que probable que tuvieran algún tipo de connivencia y/o pertenencia con entidades frentepopulistas, casualidad o no pero, sin duda, una evidencia más de que el asesinato del Sr. Calvo Sotelo se venía preparando y gestando desde hacía tiempo; la excusa peregrina de ser moneda de cambio del anterior asesinato del Teniente Castillo no se resiste por sí sola, había no pocos intereses de ciertos poderes en hacer desaparecer de la escena pública a la que era, ya por aquel entonces, la única figura de las derechas que, con ciertas garantías, podía aglutinar en torno a su persona una verdadera y gran movilización de masas dispuesta a hacer frente a la deriva filo comunista del régimen republicano en manos de los frentepopulistas. La parquedad en la contestación del Ministro Sr. Moles y, teniendo en cuenta que lo hacía ante la presencia del Sr. Prieto, no despejaba precisamente duda alguna sobre la autoría del crimen, más bien al contrario. Decir al respecto que, los principales sospechosos de este vituperable asesinato, a los pocos días, estaban combatiendo en el frente de Somosierra y en el que, casualidades de la vida, se encontrarían (casi con toda probabilidad), con los hermanos Miralles (aquellos que hicieran sonar la Marcha Real en la reunión del Círculo Monárquico allá por el 10 de Mayo de 1931), muy ligados a Calvo Sotelo y a su formación política, circunstancia que ilustraría, sin duda, como el Gobierno frentepopulista fue “laxo” (por decirlo civilizadamente) en su firmeza y decisión de buscar y ajusticiar a aquellos que fueron los que participaron en este crimen de Estado y es que, quizás, tenían mucho más que silenciar que interés por emprender investigación alguna. Recordemos que muchos de los que viajaron en el vehículo de la Motorizada Nº17, eran amigos o compañeros del Teniente Castillo y que, aquella misma noche de su asesinato, acudieron al domicilio del Sr Calvo Sotelo tras haber velado poco antes el cuerpo del Teniente Castillo; la sed de venganza lo invadía y cegaba todo, incluso los ojos de la Justicia gubernamental que no quiso ver la obviedad de lo ocurrido en torno al asesinato del líder de las oposiciones parlamentarias; sed de venganza irrefrenable, sin distinción, aquella noche salieron de “cacería” sin dar importancia a la identidad de la víctima; primero fueron a por el  Sr. Gil Robles, ausente este, fueron a por los hermanos Miralles, ausentes también y sabedores todos ellos del peligro que corrían permaneciendo en casa (salvo Manuel, que salvó la vida encaramado en la cornisa del edificio durante el “registro” que llevaron a cabo), quedaba la última “bala”, bala destinada a Calvo Sotelo, total, les cogía de paso, todos ellos residían en la Calle Velázquez de Madrid….
Por su parte, el diputado de la IR, Sr. Marcelino Domingo, refiere que ayer mismo tuvieron una reunión en la sede del partido (Izquierda Republicana), a la que dice que si hubiera asistido el Sr. Gil Robles, seguramente, hubiera obrado en la sesión de hoy con "un concepto de mayor justicia que el que ha tenido"; una reunión ensombrecida por el dolor y la gravedad del momento y donde y, pese a las profundas diferencias políticas, todos los miembros del partido
"lamentábamos y protestábamos contra el hecho de haberse producido", emitiendo una nota posterior de condena y de servicio a la ley. Dice que es la primera vez que asiste a una Diputación Permanente y que, contrariamente a lo que pensaba, las pasiones políticas no han quedado aparcadas y el tono no ha sido el esperado,
"y no ciertamente por parte de quienes representan la mayoría, sino por parte de quienes representan la oposición"; una oposición de la que dice estar convencido que va a continuar con su labor de excitar los ánimos, "excitar los ánimos excitados, envenenar la guerra donde exista, agudizar y extremar las diferencias". (En su relato, parece que excitar los ánimos era denunciar el asesinato del actual líder de las oposiciones parlamentarias y a manos de la escolta personal de uno de las principales figuras de la coalición gubernamental….).
Señala que cumple con su deber de representar a su minoría para decir; "nos asociamos al dolor que significa la pérdida de uno de nuestros compañeros y al dolor que supone siempre la pérdida de todos los que caen víctimas de este estado de violencia, a expresar nuestra adhesión al Gobierno",
independientemente del Gobierno que fuere, por entender que es prioritario darle autoridad destinada a acabar con este clima de violencia y fortalecer el orden público. Dice al Sr. Gil Robles que no rehúyen el debate, que espera que se produzca en momentos donde el apasionamiento no sea la bandera, por lo que cree acertada la decisión de suspender las Cortes durante unos días hasta la semana próxima;
"entonces plantearemos nosotros este debate, llegando hasta donde creemos que han de llegar las responsabilidades en la producción de este ambiente, en los estímulos a la rebelión, en las provocaciones que determinan este estado de violencia, en todo";
todo ello, con el propósito de fortalecer el Poder público para que sea capaz de restablecer el orden y la paz. A continuación, interviene brevemente el diputado de ERC Sr. Corominas; muestra su dolor por
"ver caer a un hombre que se había distinguido alta y noblemente en las luchas políticas"
pero, dicho esto, muestra su repulsa por el posterior acto político que se ha producido y a consecuencia de este asesinato, hace visible toda su rabia contra las oposiciones y las derechas a las que califica de "oposición de guerra civil", asegura que no quiere entrar en estas provocaciones vertidas por el Sr. Gil Robles.
A continuación, interviene el diputado de la minoría Agraria Sr. Cid, se levanta para afirmar que su minoría lleva ya mucho tiempo reclamando insistentemente a los Gobiernos del Frente Popular, "poner freno de inmediato a la caza de unos españoles por otros", "pedimos eso una y otra vez al Gobierno", porque era evidente y se estaba viendo venir que, no poner término a esta situación, derivaría en situaciones trágicas. Rechaza los argumentos
del Sr. Prieto respecto a su creencia de que para acabar con esta situación de desorden general es necesario antes
"proceder contra los hombres a quienes consideraban responsables por su actuación ministerial";
entiende que si es así, "pudieron acudir a ella" ya que tiempo han tenido para hacerlo, algo de lo que no hubiera rehuido al considerarse un hombre "que responde siempre de sus actos";
y añade; "deseando estoy yo, por muchas ganas que tenga el Sr. Prieto tengo yo muchas más, que llegue el momento de discutir lo que pasó en Octubre" y además, "conocida la nobleza y la lealtad de su señoría, tengo la convicción finísima de que ha de ser el primero en variar ese juicio que exponía aquí, formado, por desconocimiento, sin duda, de muchas cosas que sabrá en su día, cuando hablaba de encubrimientos y demás por los hombres que entonces actuábamos"; asegura que tiene la conciencia tranquila de su deber,
"no tengo que retractarme de nada en lo que hice". Respecto a la prórroga de la alarma, recuerda que ya se han concedido dos anteriormente sin que nada se haya solucionado, sino más bien lo contrario, se ha continuado con el mismo clima de violencia,
"esa pugna de crimen sobre crimen, de represalias de unos contra otros",
una serie de crímenes que condena sin color ni distinción; tan execrable dice es el crimen cometido
"en la persona del teniente Castillo, como el realizado contra el Sr. Calvo Sotelo, como los anteriores y como los posteriores". Aquí hace un inciso y, sin nombrarle, se dirige al diputado socialista Sr. Galarza y a sus amenazas en las Cortes al Sr. Calvo Sotelo;
"mi lástima y mi consideración para quien, en un momento de inconsciencia, pudo declarar lícito y plausible el atentado personal contra el Sr. Calvo Sotelo". Dedica también unas palabras de recuerdo al Sr. Calvo Sotelo, al que reconoce
"dotes excelsas que este hombre tenía y la desgracia que para España representa su pérdida", y lo hace
pese a sus evidentes diferentes doctrinas e ideales; "la actuación noble, honrada y elevada que tenía dentro de su ideario, servía a España con lealtad  y ponía todo su esfuerzo en la prosperidad y el engrandecimiento de la Patria", una muerte que, dada las circunstancias en las que se ha producido, "provocan una mayor repulsa en toda conciencia honrada".
Cree que el Gobierno está cometiendo un grave error respecto al silencio y a la censura informativa que está ejerciendo en relación a los presuntos autores del atentado, considera que sería bueno que dijera los nombres; "diciendo quienes son, poniendo en claro si han sido elementos pertenecientes a agentes de la autoridad" y así, mostrar a la opinión pública que el Gobierno está decidido "a aplicar la sanción merecida y a dar la reparación debida a un Cuerpo que por merecer respeto, la consideración y el afecto de todos los españoles, es el primer interesado en que se sepa que elementos que pudieran pertenecer a él y ser indignos de ello se habían puesto al margen y el Gobierno se preocupaba de aplicarles la sanción oportuna". (Transcurridas 48 horas, no había información alguna del Gobierno al respecto de este suceso).
Concluye afirmando que no puede prestar su apoyo al Gobierno para prorrogar el estado de alarma ya que, pese a su buena voluntad,
"los hechos no han estado en ningún momento en relación con sus palabras"; considera que, en manos de este Gobierno, "se está deshaciendo España y se está deshaciendo la República".
Una vez han intervenido todos los oradores de las distintas minorías, el Sr. Gil Robles toma la palabra de nuevo para mostrar su coincidencia con el Sr. Ventosa Calvell al señalar que no es nunca un argumento el que las violencias actuales "jamás estarían justificadas por violencias en que pudieran haber incurrido anteriores Gobiernos". Igualmente, recoge los deseos del Sr. Cid de que se traiga a debate los sucesos de Octubre,
deseos
a los que se suma el Sr. Aizpun: “Deseo al que yo me sumo”;
asegura que es un tanto extraño que, llevando cuatro meses de Cortes,
"y habiendo sido motivo principal de propaganda en los partidos del Frente Popular la exigencia de responsabilidades, no se haya tomado todavía ninguna determinación, como no sea un conjunto de declaraciones platónicas de ciertos elementos del Frente Popular y una Proposición de ley elaborada por la minoría comunista que si de mí dependiera mañana mismo se aprobaría sin quitarle punto ni coma". Desea hablar de las responsabilidades de todos y, por esta razón, se dirige ahora al Sr. Prieto; "también las responsabilidades de S.S. y las de todos aquellos que prepararon el movimiento revolucionario y desencadenaron la catástrofe sobre España, sobre la República, sobre Asturias, para que se pongan en claro las crueldades tremendas que en la rebelión se produjeron, porque todo lo hemos de contar y exponer con documentos, con pruebas, con testimonios fehacientes. También aportaremos los que se refieran a extralimitaciones posibles, o probables, o seguras, de la fuerza pública y aquellos otros encaminados a determinar la responsabilidad que cada cual tuviera en la preparación o la inducción de ese movimiento"; "Vamos a discutir esto cuando SS.SS. quieran". Refiere que esto es todo lo que quería decir, "en la que probablemente será la última etapa de nuestra actuación en estas Cortes, pero ello no será obstáculo para que aquí volviéramos precisamente el día que se tratara de las responsabilidades de Asturias. Donde sea, en el Parlamento, ante un Tribunal, en la plaza pública, cuando S.S. quiere vamos a discutir ese punto. Si nos retiráramos de las Cortes, volveríamos exclusivamente para ello", para que así, se acabe de una vez, "con esta ficción de exigir unas responsabilidades que en el fondo no se atreven a acometer". Concluye dirigiéndose al siempre equidistante Sr. Portela Valladares, al que dice que el espíritu de colaboración no la han roto las derechas; "hemos venido a estas Cortes, cuando ya había muchas voces que nos decían que aquí no teníamos nada que hacer, a asegurar el funcionamiento normal de los órganos y e instituciones nacionales; pero, poco a poco, se nos va expulsando de la legalidad; poco a poco nuestros esfuerzos caen en el vacío; poco a poco, las masas españolas se van desengañando de que por el camino de la democracia no se consigue nada"; critica que esto se utiliza como excusa para alimentar un supuesto complot cuando en los pasillos del Parlamento, "en conversaciones, en órganos periodísticos se habla constantemente de intentos o de conatos dictatoriales; los partidos obreros están diciendo que meta de sus aspiraciones es llegar  a la dictadura del proletariado". De esta forma, asegura rotundo; "Vosotros sois los únicos responsables de que ese movimiento se produzca en España. A las elecciones del 16 de Febrero llevamos nosotros el aliento de los grandes partidos nacionales con un sentido plenamente democrático; si ese sentido está muriendo en España, no es por nuestra culpa, sino por culpa de los Gobiernos, porque lo que pudo ser posible en un momento, en vuestras manos se convirtió en una farsa más".
Concluye la sesión el Sr. Prieto, ahora rehúye de sus pretensiones respecto a la cuestión de Asturias, no parece tener muy claro en este momento el querer entrar en el fondo de todo ello, así, trata de desdecirse afirmando que lo único que intentaba argumentar es la arbitrariedad que suponía determinar la fecha del 16 de Febrero
como la fecha de “la iniciación del período de anarquía" y que, por ese motivo, "he señalado la similitud de desmanes cometidos entonces con desmanes descritos ahora por el Sr. Gil Robles; pero yo no pretendía embarullar cuestiones ni echar sobre lo actual la misma tierra que, indiscutiblemente, se echó sobre lo anterior". Finalmente, se produce la votación relativa a la prórroga del estado de alarma y su posterior aprobación por 13 votos a favor, 1 abstención y 5 en contra. Se levanta la Sesión a las 14:55 horas; ¡Quedan escasamente poco más de 50 horas para que comience la Guerra Civil en España!

DESDE MI PERSPECTIVA

Realmente, una vez resumidas y detenidamente analizadas las casi 30.000 hojas de los diarios de las 641 sesiones de la II República, estaría ya todo sobradamente dicho, es material más que suficiente para que cada cual saque sus propias y personales conclusiones. Yo trataré de exponer la mía y empezaré haciéndolo cronológicamente, desde el advenimiento del régimen republicano hasta su finitud y en cuanto a las sesiones plenarias se refiere, que son y han sido la   principal fuente de mi estudio.
La llegada de la República supuso un aire nuevo para una parte no precisamente pequeña de la sociedad española que apetecía y anhelaba un cambio, social, cultural, político, un cambio que, finalmente, se produciría por la parálisis y la errática política que desde hacía algún tiempo venía padeciendo el conjunto de la Nación española. La República no dejaba de ser un deseo apetecido por distintas clases sociales, así, sería una rotunda equivocación pretender hacerla desviar, como intentaron recurrentemente los socialistas, hacia un conflicto de lucha de clases; defensores de la República los había en sectores obreros, campesinos, industriales, clase media, querer asociar la idea de la República como una causa exclusiva del obrerismo o el sindicalismo fue uno de los primeros y más grandes errores de la misma, y es que hasta ciertos sectores del Clero vieron con buenos ojos su advenimiento (hay que recordar que en la bancada del partido Radical, el partido republicano español por excelencia, tomaría asiento algún miembro de la Iglesia, Basilio Álvarez entre otros), una condescendencia que rápidamente se extinguiría a consecuencia de los sucesos de la quema de Conventos e Iglesias de Mayo del 31.
Pero la República, pese a ser objetiva y fervientemente defendida por ciertos sectores de la sociedad española, nacía con no pocos vicios. Se apoyaba en una causa fundamentalmente revolucionaria y representada por un Comité que se autoproclamaba revolucionario y, entre cuyos propósitos, figuraba la toma del control del Estado aun pasando por encima de la legalidad vigente. Y así sucedería en los sucesos de Jaca de Diciembre de 1930, el plan previsto era llevar a cabo un golpe de Estado con el apoyo de ciertos sectores del Ejército que ya contaba, por aquel entonces, con ilustres militares afectos a la causa republicana, el caso más ilustrativo el del General Queipo de Llano. Esta  intentona golpista fue teñida de tintes “revolucionarios”, expresión con la que trata de edulcorar, habitualmente, una buena parte de la izquierda política y social, sus fines y propósitos doctrinarios, propósitos no siempre en consonancia con el marco institucional y democrático que con tanto ahínco, generalmente, se empeñan en patrimonializar; así, la revolución de Jaca, como ya he referido en otras ocasiones, no dejaba de ser (lejos de esas ensoñaciones románticas revolucionarias) una intentona golpista destinada a acabar con el legítimo régimen de una de las naciones con la más rica historia política, social y cultural conocidas; el fracaso de la intentona golpista evitó que, en aquel mes de Diciembre de 1930, tuviera lugar un cruento derramamiento de sangre inocente. Si legitimamos este tipo de "revolución", debemos entonces replantearnos el aceptar también como "legítimas" otro tipo de "revoluciones" de signo y propósitos contrarios que, al socaire de la banalización y la aceptación de las precedentes, pudieran llegar a ser también aceptadas y admitidas como un modelo de acción a seguir, un hecho, que  llevaría a deslegitimar y a desvirtuar por completo la vigencia y garantías de cualquier tipo de institución democrática que se precie; si justificamos los “apetitos” revolucionarios de uno y otro signo, estamos negando la justificación de la existencia de la democracia y sus instituciones.  Y es que, los parámetros para discernir que revoluciones son justas y buenas y cuáles no, ¿Quién los decide?; si legitimamos una “revolución” tenemos que ser lo suficientemente objetivos y consecuentes para afrontar otras que pudieran venir y de sentido contrario, sino, debemos entender y aceptar que ninguna “revolución” (una solución de fuerza) puede ser amparada y fomentada por alguien que se autoproclame un fiel servidor de la causa y de los fines democráticos.
Otro de sus grandes vicios nacía de su ilegitimidad puramente legal; las elecciones del 12 de Abril demostraban, en su cómputo general de votos, que los adeptos a la República habían perdido las elecciones, independientemente de que estos hubieran obtenido el triunfo en un buen número de las poblaciones más populosas del país, los números eran claros y las cuentas no salían. Y aún más, recordemos que las elecciones eran municipales, se debatía y se trataba de una mera elección de carácter administrativo, se elegían alcaldes para mejorar la calzada, la salubridad, el transporte, es decir, las infraestructuras, los recursos o los servicios de las distintas ciudades españolas; así, de unas elecciones municipales, legal y jurídicamente, no puede sostenerse ni llevarse a cabo un cambio de régimen, no puede emerger un nuevo modelo de Estado y, más aún, cuando los números además no acompañaban. Como cargo a favor de los miembros del Comité revolucionario y sus fieles acólitos republicanos decir que, pese a todo ello, se debe también imputar a las autoridades monárquicas la cesión casi voluntaria de Poderes que hizo, unas autoridades que poco o nada hicieron para hacer valer lo que la verdadera voluntad popular, expresada en número de votos, había decidido; prácticamente entregaron las instituciones y los resortes del Estado a unos miembros del Comité revolucionario que, incrédulos, veían como el Poder les era prácticamente entregado. Los republicanos aprovecharon esta confusión y desorden iniciales para movilizar a sus masas y, así, tomaron las plazas de distintas ciudades; Eibar, Madrid, etc., el miedo a un conflicto civil pesó mucho más que el tratar de proteger, dentro de la legalidad constitucional vigente, un Estado que por momentos pareciera desmoronarse. La actitud del General Sanjurjo al mando de la Guardia Civil, dejando prácticamente a su suerte a la más alta magistratura del Estado, el Rey Don Alfonso XIII, daría la puntilla final a la Monarquía. La República era proclamada, casi entregada a los miembros del Comité revolucionario, ya Gobierno Provisional, el 14 de Abril de 1931 que, en estas condiciones, tomarían posesión de sus cargos ante las muestras de fervor de una buena parte de la ciudadanía. Pero la alegría duró muy poco y es que fueron muy pocas las semanas de verdadera paz y concordia de las que pudo disfrutar el régimen republicano.
Desde un primer momento, la iniciativa legislativa a desarrollar por el Gobierno Provisional republicano fue incesante; se formularon multitud de Decretos dirigidos, más que a cambiar un modelo político, a cambiar un modelo de sociedad que estimaban caduco y atrasado y, en ello, pusieron toda su dedicación y empeño. Esta vasta iniciativa tenía su fundamento jurídico en el Estatuto que se publicó en La Gaceta el día 15 de Abril del 31, tan solo tres días después de las elecciones; un Estatuto que anunciaba una serie de normas jurídicas sobre las que se fundamentaba la legalidad y el soporte jurídico del nuevo régimen republicano y que estaría vigente hasta la aprobación de la Constitución, un Estatuto jurídico del que la ciudadanía española era completamente ajeno. En él parecía plasmarse ese espíritu liberal con el que supuestamente había nacido la II República, un espíritu que fue lo que permitió que, a esta causa republicana, se sumaran desde sectores de la clase media hasta una buena parte de la intelectualidad española de la época, incluso, ciertos sectores del Clero como ya he referido en otras ocasiones. Este espíritu liberal se reflejaba en los distintos artículos del mismo, así, en el artículo 3º, se reconocía, “la libertad de creencias y cultos”, en el 4º, “la libertad individual” y los “derechos ciudadanos”, incluyendo en ellos los correspondientes a la “personalidad sindical y corporativa, base del nuevo derecho social”. En el artículo 5º se reconocía el derecho de propiedad, aunque con una salvedad; “el derecho agrario debe responder a la función social de la tierra” y ello, motivado por el "abandono absoluto en que ha vivido la inmensa masa campesina española, al desinterés de que ha sido objeto la economía agraria del país, y a la incongruencia del derecho que la ordena con los principios que inspiran y deben inspirar las legislaciones actuales”. Es decir, poco había de socialista en el inicial espíritu jurídico legislativo del nuevo régimen. Pero, todo esto, estas buenas intenciones y propósitos, pronto iban a cambiar y ello significaría, al mismo tiempo, el principio del fin de la estabilidad y paz sociales y, por ende, del propio régimen republicano.
Los ya largamente comentados sucesos de la quema de Conventos del mes de Mayo del 31, alejarían para siempre a muchos sectores y colectivos sociales que, hasta ese momento, habían permanecido, cuando menos, a la expectativa del devenir de los acontecimientos. En efecto, los sucesos ocurridos tras la celebración de la Junta Monárquica del 10 de Mayo significarían un antes y un después, unos sucesos de los que el régimen nunca se recuperaría y, en ello tuvo mucho que ver la forma en cómo el Gobierno Provisional gestionó y actúo tras los mismos; titubeantes y remisos a la hora de frenar los disturbios, eligieron la más fácil pero, sin duda, la peor de las opciones, no echarse en su contra a las masas obreras y anarcosindicalistas que por aquel entonces ponían toda su fe y esperanza en la obra del nuevo régimen. La maquinaría de la ingeniería social republicana se ponía indefectiblemente en marcha desde ese mismo momento, se iba a fomentar  la idea de que el régimen tenía dos enemigos declarados; los monárquicos y aquel que más duramente había sufrido los trágicos sucesos, el Clero; sin embargo, bajo su paraguas, quedarían a resguardo y, con sus espaldas anchas y bien cubiertas, el resto de  sectores sociales que serían los que obtendrían del Gobierno el salvoconducto de un republicanismo del que se excluiría a un buen número de españoles. La persecución al monárquico tendría su reflejo en la campaña electoral de Junio de 1931; el Gobierno aprovechó la coyuntura de aquellos sucesos atribuyendo a los monárquicos los desórdenes que desde aquel momento se iban a producir en el país, así, se impidió que estos se organizarán y pudieran acceder, con unas mínimas garantías (que ya ni siquiera de igualdad), a la consulta electoral (recordemos que, al frente de la Fiscalía en aquellos momentos, estaba el ínclito Ángel Galarza…). Casi disueltos por completo tras los sucesos del 10 de Mayo, solo quedaba y, como última opción para cambiar el signo del régimen, el que las derechas republicanas de los señores Maura y Alcalá Zamora obtuvieran unos resultados lo suficientemente dignos y amplios que sirvieran de contrapeso a las mayorías de las izquierdas republicanas que, ya por aquel entonces, tan solo dos meses después de su advenimiento, planeaban una República alejada de las orientaciones liberales con las que esta había nacido.
Pero esto no sucedió; estas derechas republicanas, cuyas principales figuras eran los ya referidos Alcalá Zamora y Miguel Maura, en esos dos fatídicos meses, en lugar de concienciar y organizar a sus votantes de cara a la próxima y trascendental consulta electoral, se ejercitaron y emplearon a fondo en su desempeño legislativo al servicio de la incipiente administración republicana, dejando a un lado, el sufragio que se avecinaba; no solo no movilizaron a sus masas, incluso, con sus actuaciones las desmovilizaron; y es que la ejecutoria gubernamental en la represión de los sucesos de la quema de Iglesias y Conventos, ante los que casi se pusieron de perfil, provocarían que las masas conservadoras republicanas se lo pensaran muy mucho a la hora de ejercer su derecho al voto en favor de unos partidos que, claramente, a su entender, habían hecho dejación de funciones casi amparando a los revoltosos y a los causantes de tan incalculables destrozos al patrimonio religioso y artístico español; pero más daño fue el que provocaron en el orden moral dado que, una gran parte de la sociedad española, desligaría por completo desde entonces sus deseos y simpatías hacia el nuevo régimen republicano.
Toda esta concatenación de sucesos tendría su reflejo en las elecciones del 28 de Junio; la contienda electoral fue ya entonces un ejemplo de lo que habría de venir; la conjunción republicano socialista se movilizó en unos extremos de propaganda nunca antes vistos, su ideario era contundente y directo, los verdaderos republicanos eran ellos, fuera de ese escenario, se ponía la etiqueta de ciudadanos de segunda categoría a aquellos que no se hicieran solidarios de esa causa "republicana", luego, las Comisiones Gestoras designadas en más de 3.000 Ayuntamientos harían el resto. En efecto, los Decretos del mes de Mayo dictaminaban la suspensión de los resultados de aquellos Ayuntamientos en los que, en las pasadas elecciones de Abril, solo se había presentado una única candidatura, así, estos fueron sustituidos arbitrariamente por concejales y alcaldes afines a la "causa republicana", en su gran mayoría, pertenecientes al partido socialista o al Radical socialista. A través de ellos y, en connivencia con los Gobernadores civiles de las respectivas provincias, se creó un tejido electoral favorable a los republicanos y socialistas que no solo hacía olvidar el viejo caciquismo del periodo monárquico, sino que, por momentos, pareciera empeorarlo, de tal forma que, la burguesía rural, alineada generalmente a los sectores e idearios conservadores, quedaba bruscamente desarticulada ante la virulenta irrupción de esas Comisiones Gestoras en manos, ahora, de los nuevos señores caciques, los socialistas; el caciquismo rural de antaño era así sustituido por un nuevo caciquismo socialista de inequívoco corte prorrevolucionario.  En esas condiciones, se llegó a la consulta electoral de Junio, la conjunción republicano-socialista había situado hábilmente sus candidaturas bajo ese entramado político-jurídico-social, un entramado protegido y al amparo de las nuevas instituciones republicanas; el resultado de todo ello otorgaba una composición de una Cámara en la que, más del 80% de las actas, pertenecían a diputados de las izquierdas republicanas; entre socialistas y radicales socialistas sumaban casi 180 diputados cuando en su historia parlamentaria nunca habían llegado a superar la exigua cifra de 6 escaños…… De esta forma, la Cámara republicana nacía bajo otro vicio que el régimen no iba a soportar ni a superar, no representaba a la verdadera realidad social de aquella España, una España donde la Iglesia y las clases conservadoras tenían un peso indudablemente mucho mayor que la ridícula representación que obtuvieron en las elecciones Constituyentes; cómo se puede explicar sino que, dos meses antes, en las elecciones municipales, los monárquicos, pese a su derrota en las grandes ciudades, obtenían unos resultados de 5 a 1 sobre los republicanos y, ahora, tanto ellos como las derechas (republicanas y no republicanas), casi desaparecían de la escena política. Desde el mismo 14 de Julio, fecha en la que se iniciaba las sesiones a Cortes, se vio que la artificiosa República liberal era ya un recuerdo ilusorio ante la revolucionaria y fulgurante aparición de una República de corte socialista, antiburguesa y antiliberal; la República “de unos pocos” iniciaba así su marcha hacia ningún sitio.
Los vientos "revolucionarios" e izquierdistas de la nueva Cámara fueron visibles desde el mismo momento en que esta abría sus puertas, el espíritu de clase lo impregnaba todo; aquellos a los que se empezó a calificar como “reaccionarios” eran los monárquicos, los patronos, el clero, las derechas, la burguesía, la Guardia civil; por el contrario, los republicanos, los ejemplares ciudadanos iban a estar representados por el obrerismo, el campesinado, el sindicalismo, el proletario de turno; de repente, una gran parte de la ciudadanía quedaba etiquetada como reaccionaria y al margen del plácet y la benevolencia republicanas y, solo, por su condición de clase. La aplastante mayoría socialista en la Cámara imponía, en esas ya primeras sesiones parlamentarias, el espíritu de clase sobre una acomodada izquierda burguesa republicana que se contentaba con participar y llevar ficticia e ilusoriamente los resortes del Poder. Resaltar, sin embargo, que ese espíritu de clase no tenía su reflejo en la identidad y significación de los representantes socialistas en la Cámara, debemos recordar que, de los ciento veinte diputados socialistas, apenas treinta y siete figuraban inscritos formalmente como obreros, el resto eran burgueses: abogados con bufete, ingenieros, arquitectos, catedráticos; incluso, se puede decir que también hizo aparición el tipo de "señorito" socialista, alojado en buena casa, con coche propio, que recorría las distintas localidades de la geografía española excitando a las masas contra el "odiado burgués", ya fuera agricultor, comerciante, industrial o profesional, el cual, con los beneficios justos, cumplía fielmente con la tributación que el Estado le marcaba. Por su parte, los republicanos, imbuidos del fragor del éxito, tenían ciertamente un papel secundario, se hacían una ilusión de que gobernaban. Se hizo así evidente en estas primeras tentativas legislativas que había una intencionada propensión a contentar a la minoría socialista, la cual, pronto llegó a dominar la moral y la conducta de la Cámara Constituyente; poco a poco, el marxismo iría corroyendo el espíritu liberal con el que había nacido la República, se iría proyectando lo que bien pudiéramos calificar como un "socialismo en frío", ni contigo ni sin ti, pero yo te dejo hacer y, en efecto, no perdió un solo momento en llevarlo a cabo.
Los agitados debates de la Constitución constituirían el punto de no retorno; uno de los principales promotores del anteproyecto constitucional, el socialista Jiménez de Asúa, dejaba claro en la sesión del 27 de Agosto que el Proyecto constitucional que se traía para su discusión era, ante todo, una Constitución de izquierdas; “hacemos una Constitución de izquierdas y esta Constitución va directa al alma popular"; "es una Constitución de izquierda. Esta Constitución quiere ser así para que no nos digan que hemos defraudado las ansias del pueblo".
Más claro el agua, de esta forma, cuando en un futuro los ciudadanos otorgasen su confianza a políticas conservadoras o alejadas de los postulados socialistas o de izquierdas, el conflicto ya estaba planteado, iban a tener que convivir con una Constitución que no estaba dirigida ni estaba pensada para todos, únicamente, para aquellos que se postulasen dentro de idearios de izquierda; más vicio y sectarismo que lo que el Proyecto constitucional proponía era difícil de superar y, más aún, pretenderlo justificar desde tan altas magistraturas representativas del conjunto de la soberanía nacional. Otro ejemplo ilustrativo lo encontramos en la sesión del día 4 de Septiembre en la que el Ministro socialista, Fernando de los Ríos, daba su total consentimiento al Proyecto por ser línea continuadora de lo que llamaba el proceso
"revolucionario",
una Constitución de la que dice;
“no es hija de las fuerzas que aquí nos concentramos, sino hija de los sectores republicanos y socialistas que aquí nos reunimos”. Decir que ya fue toda una declaración de intenciones en su momento, el hecho de que el Gobierno rechazase traer a debate el primer anteproyecto que se elaboró de la Constitución a cargo de la Comisión Jurídico Asesora, un anteproyecto más cercano a postulados liberales y diseñado por el prestigioso jurídico consulto Sr. Ossorio y Gallardo; este, fue sustituido por un segundo anteproyecto en una Comisión ya claramente dominada por los socialistas: 5 socialistas, 3 Radicales socialistas que, junto a los 2 nacionalistas, eran abrumadora mayoría en la misma. Así, el camino que se emprendía era el de una República para los socialistas y sus acólitos en lugar de una República, no ya para todos, ni tan siquiera para el conjunto de los republicanos. No en vano, a eso se reduce la táctica marxista revolucionaria, subir al Poder por cualquier vía y crear desde el Gobierno, mediante el Gobierno, las condiciones objetivas necesarias para fabricar el socialismo. Con la aprobación de la Constitución, de evidente corte y sesgo socialista, se pasaba de un “socialismo en frío” a un indisimulado socialismo de Estado.
Los aires “revolucionarios” ya se respiraban desde las primeras sesiones parlamentarias, una serie de diputados de la extrema izquierda (ellos mismo se autoproclamaban así), como los señores Pérez Madrigal, Barriobero, Jiménez y Jiménez, Sediles y otros tantos, muy pronto serían calificados por el ilustre Ortega y Gasset como “Jabalíes” por sus habituales y frecuentes chanzas cuando no vulgares expresiones y, en muchas ocasiones, agresiones verbales fuera de contexto; “la República no es eso”, ya advertía el propio Ortega sobre lo que empezaba a cocerse dentro del Parlamento. Las escasísimas derechas parlamentarias se iban a encontrar, desde un primer momento, con un ambiente extremadamente hostil como para poder desarrollar y ejercer la simple labor oratoria; tomar la palabra se convertiría, la mayor de las veces, en una prueba de auténtica superación personal; constantes interrupciones cuando no todo tipo de descalificaciones e improperios, se convertían en el sonido habitual de las sesiones plenarias; este ambiente y espíritu se iba a deteriorar todavía más durante el transcurso de los debates sobre la Constitución. El empeño de las derechas para aliviar o aminorar cuando menos el sesgo socialista y marcadamente anticlerical de la Constitución, provocaría la dura reacción de las mayorías que no estaban en modo alguno dispuestas a llegar a soluciones de consenso. Hasta tal punto no querían ni deseaban permitir injerencia alguna en el camino que habían diseñado para la República que, incluso, llegaban a cuestionar de forma hasta ciertamente indecorosa. en algunos de los casos, el acceso de la mujer al ejercicio del sufragio universal (pese a que finalmente y, a duras penas, fuera aprobado), medían al milímetro lo que ese derecho podía suponer de cara a la idea que habían forjado de lo que debía ser su  República; es digno de recordar, a modo ilustrativo, algunas de las manifestaciones de diputados de la izquierda parlamentaria que se arrogaban para sí las bienaventuranzas de la democracia pero que, en sus actos, bien parecieran ser mucho más reaccionarios que aquellos a los que tildaban de serlo; un ejemplo de ello lo encontramos en la sesión del 1 de Septiembre del 31, cuando el Radical Álvarez Buylla y tras afirmar en la que era su presentación a la Cámara: “los curas no merecen mi saludo”, advertía de los riesgos que suponía conceder el voto a la mujer: "es un elemento peligrosísimo para la República, que la mujer española merece toda clase de respetos dentro de aquel hogar español que cantó Gabriel y Galán como ama de la casa; que la mujer española, como educadora de sus hijos, merece también las alabanzas de los poetas; pero que la mujer española como política, es retardaría, es retrógrada; todavía no se ha separado de la sacristía y del confesionario, y al dar el voto a las mujeres se pone en sus manos un arma política que acabaría con la República y extendería el ejemplo de esos bancos a toda la Cámara".
Todo ello, en una intervención donde reconocía, abiertamente, las verdaderas intenciones de los afines a la causa socialista: "Ya vendrán vuestras actuaciones y esta República evolucionará hacia una República socialista; pero por el momento es una República burguesa”. Dentro de las filas del partido Radical, eran inmensa mayoría los partidarios de no conceder el voto a la mujer, entre ellos, el tan significado Guerra del Río, que advertía en la sesión del 30 de Septiembre a los socialistas: "Con nosotros han conquistado la República, para que, juntos también, evitemos este peligro”; "llamo la atención a los republicanos de lo que esto significa, y yo les digo, negar el voto a la mujer, no, pero que se reserve la República el derecho para concederlo a una ley Electoral, para negarle al día siguiente si la mujer vota con los curas y la reacción”. (Aplausos y protestas); "lo que tememos es que esas mujeres que no están manejadas precisamente por las organizaciones obreras, sino por los curas, por los frailes (Fuertes rumores). Y si os queda alguna duda, ahí tenéis el barómetro (señalando a la minoría vasconavarra), que indica el tiempo". (Risas y rumores). Un día más tarde,
el 1 de Octubre, sería una mujer, la diputada Radical socialista, Sra. Kent, la que alzaba su voz contra el derecho de voto de la mujer; “en este momento vamos a negar el voto a más de la mitad de los individuos españoles, y es preciso que las personas que sienten el fervor republicano (muy bien), el fervor democrático y liberal republicano, nos levantemos aquí para decir, es necesario aplazar el voto femenino”.
Así mismo, el socialista Ovejero, defendería a continuación un voto particular que recogía el derecho de la mujer al sufragio pero introduciendo una condición, que estas fuesen españolas: “y al mismo tiempo que españolas, trabajadoras”, añadiendo que es partidario además de conceder el voto: “a las mujeres que hayan emancipado su conciencia del confesionario, que es el enemigo del espíritu democrático”;
condicionaba en este caso el derecho de la mujer en función a su condición y conciencia religiosa.
Recordemos que,
finalmente,
sería concedido el derecho al sufragio femenino pese a todas estas cortapisas de un buen número de correligionarios de la izquierda, y lo haría por un estrecho margen, 161 votos a favor y 121 en contra; un voto en contra del que fueron protagonistas los radicales, prácticamente al completo, los Radicales socialistas, casi toda Acción Republicana del Sr. Azaña y, en menor medida y porcentaje, las llamadas "reaccionarias" derechas que en estos debates se postularon más decididamente por conceder este derecho a la mujer (aprox. un 15% de sus miembros se opusieron a él).
Los debates se fueron intensificando con la cuestión federal donde las exigencias de las minorías catalanas fueron, poco a poco, in crescendo tratando de imponer un Estatuto de cuyo contenido el conjunto de los españoles desconocía casi por completo; el ciudadano de a pie, era desconocedor de las distintas atribuciones y cesiones estatales que en él habían sido ya predeterminadas. Otro punto de profundo desencuentro lo encontraríamos en los arduos debates sobre la propiedad, donde, finalmente, se aprobaría un artículo 42 que dejaba abierta la posibilidad a que cualquier bien pudiera ser expropiado sin indemnización por causa de utilidad social, teoría defendida por los socialistas de la Cámara, otro paso más hacia la futura socialización de la propiedad, asunto contra el que las derechas mostrarían un frontal rechazo. Pero el punto culminante, el causante del desencuentro final entre derechas e izquierdas y que calaría como un puñal en el conjunto de la sociedad española sería el asunto religioso, el debate del polémico artículo 26 de la Constitución. De nuevo los socialistas tomaban la iniciativa gubernamental sobre tan polémico asunto; defendían el laicismo, la separación de Iglesia y Estado, la disolución e incautación de los bienes de las Órdenes religiosas, la enseñanza única y laica, la prohibición de las manifestaciones religiosas en la calle, etc. Las restricciones de derechos para con la Iglesia, seriamente disminuidos respecto a otras asociaciones, sindicatos o partidos era evidente; el principio de incautación de bienes, la prohibición de libre reunión o la de ejercer la labor de la enseñanza, hacía ver a un grupo importante de la ciudadanía que se estaba legislando con la intención de establecer distintas categorías de ciudadanos en función de su clase y de sus simpatías respecto al régimen republicano. Bien es verdad que, pudiera ser acaso entendible, el tratar de restar o incluso suspender ciertas atribuciones a una Iglesia que, en no pocas ocasiones, había injerido inoportuna  e inapropiadamente en la vida política española, circunstancia que también había sido demasiado habitual y recurrente con otra institución, el Ejército, pero lo que ahora se trataba de hacer iba mucho más allá; sin un punto intermedio, se buscaba casi descristianizar por completo y de forma un tanto abrupta a la sociedad española, cuando esta, en una gran parte, se autoproclamaba religiosa y cristiana. La separación de Iglesia y Estado, algo que estaba ya legitimado en muchas de las constituciones europeas y que pretendía establecer un nuevo modelo de relaciones entre ambas instituciones, era una herramienta más de la ejecutoria del propio desarrollo del estado liberal, que entendía que no debía poner barrera ni prejuicio alguno sobre las conciencias o los sentimientos individuales de los ciudadanos, así, el estado aconfesional sería el postulado sobre el que se fundamentaba y articulaba. Pero la Constitución republicana no se detenía ahí, pretendía ir mucho más allá, la separación de Iglesia y Estado no le bastaba, no le era suficiente, una separación que, en el fondo, no era real, pues ahora la Iglesia estaría más sometida, controlada y subyugada por un Estado que la privaba de ciertas libertades que si concedía a otros organismos, instituciones e, incluso, otras religiones (con las que no se mostró beligerante), un Estado que, además, trataba de incautar y apropiarse de unos bienes que no dejaba de ser toda una confiscación ilegítima e indisimulada (algo que la misma Constitución prohibiría explícitamente en su articulado).
Así, en España se pretendía ir hacia una especie de laicismo exprés pese a que la gran mayoría ciudadana se declaraba católica; sirva como ejemplo ilustrativo de todo ello el que, en el país laico por excelencia, Francia, el laicismo estatal tardó décadas en llevarse a efecto y alcanzar su plenitud, aquí, de un plumazo y sin consenso alguno, se quería acabar con la libertad de la conciencia religiosa del conjunto de la sociedad española, es decir, lo que en Francia tardó en hacerse 30 años aquí se pretendía hacer en uno….. En estas condiciones, el mismo Presidente del Consejo, Alcalá Zamora y, en la sesión del día 9 de Octubre, advertía de los peligros de esta deriva que, más que laica, era abierta y decididamente anticlerical: "el derecho de los católicos sufre en el proyecto de la Constitución, estas limitaciones: una merma evidente del derecho de elegir profesión, esclavizar en diversas aplicaciones el derecho de reunión, una restricción de la garantía de la propiedad, más o menos afirmada para todos, otra mutilación del derecho de enseñar, una merma del derecho de asociación, y en definitiva, un desconocimiento relativo de la propia practica de Culto y de la religión como pleno,  porque se trata de una Iglesia que afirma a los fieles que pudiendo ser laicos o Clero, pueden los unos y los otros pertenecer a otros grupos que la Constitución no puede omitir”; pero sus advertencias cayeron en saco roto, la obra de la ingeniería social republicana ponía toda su maquinaria a funcionar y en la sesión del día 13 de Octubre, sin duda, una de las sesiones más tensas y polémicas de las que se dieron en la II República, Manuel Azaña alzaba su voz para proclamar a los cuatro vientos: “España ha dejado de ser católica”; afirmaba además que poco le importaba lo que pensase la Iglesia al respecto de lo que el Proyecto constitucional se proponía: "¿Le conviene?, ¿no le conviene?. Yo lo ignoro; además no me interesa; a mí lo que me interesa es el Estado soberano y legislador”. Esta intencionada e improcedente declaración, nada tenía que ver con la realidad religiosa y social de la España del momento, una declaración que ahondó aún más y, de forma torpemente caprichosa, las diferencias entre la Iglesia y una gran masa de católicos con la República, que no tardarían en encontrar su hueco en el inestable y nuevo escenario político en la ya cercana gestación de la CEDA, un partido que se empezó a idear y a formular tras estas desafortunadas declaraciones de Azaña, afirmaciones que, sin duda, causaron el efecto contrario al que se pretendía.
Además, en esta ocasión, defendía también la disolución de la Orden de los Jesuitas que, pese a no estar en el dictamen inicial, fue incluida tras la intervención del Sr. Azaña lo que empeoraba para la Iglesia y los católicos las condiciones iniciales del mismo. Y en efecto, las manifestaciones de Manuel Azaña empeoraron sin remedio las cosas; las derechas, que ya mostraban su frontal rechazo a un artículo que declaraban era, ya no solo perjudicial a los intereses de la Iglesia y a los católicos, sino, además, manifiestamente anticonstitucional, ahora, con el añadido de la disolución de los jesuitas, desatarían toda su ira y rechazo a cualquier iniciativa en pro de la obra constitucional; las palabras de Gil Robles terminando la maratoniana sesión eran determinantes del estado de ánimo de las escasas derechas parlamentarias: “Señores, de hoy en adelante no podemos continuar”; “Hoy, frente a la Constitución, se coloca la España católica, hoy al margen de vuestras actividades se coloca un núcleo de diputados que quiso venir en plan de paz, vosotros les declaráis la guerra, vosotros seréis los responsables de la guerra espiritual que se va a desencadenar en España”. En la República, tras este tormentoso e histórico debate, ya nada sería igual, la posibilidad de un acercamiento o concordia ideológica quedaba definitivamente dilapidado; si la cuestión social era ya en aquel entonces un problema casi constante en el día a día del régimen republicano, a partir de ahora, con una sociedad irreconciliablemente dividida y, ante un proyecto constitucional que parecía hecho a la medida de solo unos pocos, la paz social iba a convertirse en una auténtica quimera para desgracia de los ya sufridos españoles. Al día siguiente, el Presidente Alcalá Zamora y el Ministro de la Gobernación Miguel Maura, dimitirían de sus cargos, la parte conservadora del Gobierno dejaba este a su suerte ante las decisiones que en materia religiosa estaba tomando, la deriva gubernamental hacia posiciones más a la izquierda continuaría sin freno hasta la llegada de la crisis de Diciembre del 31, fecha en la que los radicales de Lerroux, ante el rumbo emprendido y el imparable peso que los socialistas iban adquiriendo en la ejecutoria gubernamental, salían del Gobierno.
Una evidencia más de esa deriva ideológica que, a partir de ese momento, dirigía la directriz y ejecutoria política del Gobierno republicano-socialista, sería la aprobación el día 20 de Octubre de la polémica Ley de la Defensa de la República, una ley de excepción que otorgaba al ejecutivo facultades extraordinarias y que le permitía atribuirse la tutela y potestad única sobre todo aquello por lo que se entendía que era ser un buen y obediente ciudadano “republicano”; de esta forma, las supuestas agresiones al régimen republicano quedaban al arbitrio exclusivo del Ministro de la Gobernación de turno, en esta ocasión, recayendo en el poco o nada conciliador Casares Quiroga, al que y, entre otras atribuciones, esta ley de excepción le facultaba: "La difusión de noticias que puedan quebrantar el crédito o perturbar la paz o el orden público”; “Toda acción o expresión que redunde en menosprecio de las instituciones u organismos del Estado”; “la apología del régimen monárquico o de las personas en que se pretenda vincular su representación, y el uso de emblemas, insignias o distintivos alusivos a uno o a otras"; “la falta de celo y la negligencia de los funcionarios públicos en el desempeño de sus servicios”; por tanto, la Constitución no les era suficiente, había que dejar una salida legislativa por la que el Gobierno, libérrimamente, pudiera ir más allá y atribuirse facultades extraordinarias dirigidas a defender lo que ellos entendían debería ser la República; así, en posesión de estas atribuciones excepcionales, se pudo suspender periódicos, cancelar mítines, publicaciones de libros, suspender a jueces y magistrados, a funcionarios de toda clase y condición, todo, por entender que no estaban en la buena línea y conducta de lo que era y debía ser un buen y fiel servidor republicano dentro de lo que era "su República". Una Ley aprobada por Decreto sin el mínimo consenso y diálogo con las oposiciones que, desde la aprobación del polémico artículo 26, se habían ausentado de los debates constitucionales, Ley que, incluso, permanecería vigente después de aprobada la Constitución, a tal efecto, sería refrendada en el mes de Diciembre incluida como un texto adicional transitorio de la Constitución; y es que ya lo decía Manuel Azaña en su presentación como Presidente del Consejo el día 15 de Octubre: "la República tiene derecho a ser respetada, repito, y si no fuese respetada, el Gobierno la hará temer". (Aplausos).
En noviembre de aquel año 31, la principal iniciativa legislativa se trasladaba fuera del recinto parlamentario y lo hacía mientras los diputados permanecían entretenidos en unos debates parlamentarios notablemente más sosegados y de menor agitación; esto era posible gracias a que las escasas derechas parlamentarias permanecían casi pasivas y ausentes en la elaboración de una Constitución en la que, ante la intransigencia de las mayorías, poco o nada parecían tener que decir. Así, la iniciativa legislativa era trasladada en aquellos días a las "covachuelas" del Ministerio de Trabajo del socialista Francisco Largo Caballero, el cual, iba ir tejiendo a través de distintos Decretos que no pasaban por el filtro de las Cortes (Largo Caballero poco se dejó ver en ellas), todo un entramado social de claro corte y signo socialista; así, diversas capas de la administración social y laboral fueron hábilmente diseñadas bajo la égida socialista, una serie de disposiciones que tendrían un eco tremendo en el devenir de los conflictos sociales futuros y que, lejos de mejorarlos, los iba a empeorar y agravar de una manera formidable. Así, el 27 de Noviembre de 1931 se aprobaba la Ley de los Jurados Mixtos, unas instituciones de Derecho público encargadas de elaborar las bases de trabajo entre patronos y obreros, en ellos se discutirían horarios, salarios, duración contractual, etc.; una Ley que dictaba un presidente del propio Jurado mixto, que no dejaba de ser un ciudadano sin garantías, elegido al azar, y que, a veces, ofrecía la garantía de ser y producto de ese espíritu de clase, enemigo declarado del patrono de turno. Un jurado compuesto por dos patronos y dos obreros y en el que finalmente dirimía un presidente que tenía potestad legislativa y soberana, un presidente que había sido designado por el Estado, por el Ministro de Trabajo, que era el al final el que, en caso de recurso, quien decidía, es decir, en este caso el patrón de la UGT, Largo Caballero (cuando la patronal planteaba al Ministro recurso, bloqueo y al "lock-out"; cuando el recurso provenía del obrero, derecho a la huelga. Las estadísticas de las constantes huelgas durante el régimen republicano están ahí, hablan por sí solas). De esta manera, bien pudiéramos decir que las mallas del entramado socialista se extendieron sobre todas las ramas de la administración y del tejido productivo español, del comercio, la industria, la agricultura, todo un entramado donde no se sometía el juicio y el recurso a ninguna garantía procesal, ante el conflicto laboral, solo había un juez, aquel que había dictado la ley, el Ministro. A mi entender, no había precedente alguno de la existencia de un organismo, de una institución estatal tan carente de garantías, evidentemente, especialmente para el patrono. La lucha de clases tenía así su preceptiva legislación, el Estado se convertía de esta forma en garante de esta lucha de clases siendo además juez y parte de la misma; así, el socialismo seguía apoderándose de todo el entramado estatal para beneficio propio, muy lejos de cualquier noble intención de instituir un régimen por y para todos.
En pocos meses, de este Ministerio del Trabajo saldrían más de cien leyes y decretos, un Ministerio dirigido por el mismo secretario general de la UGT, posiblemente, el único ministerio que no debía tener a su cargo el secretario general de ninguna organización sindical a la hora de tratar de edificar el nuevo sistema laboral, y más, con la conflictividad que ya en aquellos momentos planteaba la otra gran organización sindical de la Nación, la CNT. Posteriormente, se crearía la figura de los Delegados provinciales de Trabajo y a los que se otorgaba, prácticamente, la exclusividad en los conflictos de trabajo al margen de los demás organismos del Estado. Los socialistas, de esta forma, creaban una especie de Cuarto Poder, el Poder Social, el cual pareciera operar por su cuenta, sin los poderes del Estado o contra los poderes del Estado, como un Estado dentro de otro Estado. Desde ese Poder, la lucha de clases estaba estatificada, controlada y dirigida por el mismo Estado; el burgués, el patrono era el culpable, era el causante de todos los males del obrero y del campo, la culpa es del capitalismo al que hay combatir; de esta forma, la lucha de clases se trasladaba al campo y a las calles de España, el camino hacia la dictadura del proletariado parecía ya no estar tan lejos.
El año 31 concluía con la aprobación de la Constitución, una Constitución que nacía también de vicio, dirigida por y para unos pocos, aquellos que tenían la fortuna de votar en socialista o declararse de izquierdas; qué duda cabe que no era una Constitución para todos que defendiera la causa común, los intereses generales y nacionales, y así, lejos de cerrar heridas, esta iba a ser el detonante de un constante frente de batalla que agravaría, aún más, la ya profunda brecha social y política de España. Los efectos de esta crisis tendrían su reflejo en la misma política, el Gobierno afrontaba en Diciembre su primera gran crisis; los radicales, hastiados de la prominencia socialista en la toma de decisiones gubernamentales, salían voluntariamente del Gobierno para pasarse a una decidida y arriesgada oposición. Desde aquel momento, los republicanos históricos, los auténticos valedores del régimen republicano, pasaban a una firme oposición (de una República por la que tanto lucharon) con el propósito de buscar un centro político (sin por ello renunciar a sus postulados ideológicos de izquierda, algo que nunca hicieron), un centro político que parecía no encontrar su hueco en el régimen republicano y desde el que se pretendía atraer a la causa republicana a otras esferas y sectores de la sociedad que habían sido sistemáticamente rechazados y excluidos por la particularidad de las políticas de la conjunción republicano-socialista. Y es que, estos, parecían empeñados en hacer una República exclusivista, para ellos, deliberadamente diseñada para unos pocos y que impedía consolidar un régimen del que se habían adueñado unas elites alejadas de los verdaderos intereses comunes de la Nación, alejados, en definitiva, del alma y espíritu nacional.
Las leyes complementarias de la Constitución se debatieron durante el año 1932 principalmente, sin embargo, el Gobierno republicano-socialista no trajo a debate la primera de las leyes que, cualquier democracia que se precie de serlo, debiera haber planteado, la del Tribunal de garantías constitucionales; este Tribunal, en un régimen democrático, es el garante y fiscalizador de la legalidad de las distintas iniciativas legislativas emanadas del Parlamento, fiscalizador de su encaje dentro de la carta magna; pero el Gobierno republicano no estaba por la labor de hacerlo así, prefería seguir planteando  iniciativas de marcado sesgo ideológico dando continuidad a su obra de ingeniería y alquimia sociales; así, se trajeron leyes como aquella de la secularización de los cementerios, la de la supresión del Presupuesto del Culto y el Clero y otras tantas y en las que, el laicismo estatal, parecía querer ir unos pasos más allá en su intención de dar un acento, más que antirreligioso, profundamente anticatólico al Proyecto constitucional y es que, el resto de religiones, no sufrieron las restricciones a las que se sometía a la religión católica. Estos proyectos contra la libertad de conciencia, que escondían un fin descristianizador, marcarían un inesperado giro doctrinario en el partido Radical que, hasta la llegada del régimen republicano, había mantenido una posición más decididamente anticlerical y laica que cualquiera de las otras minorías de la Cámara; a partir de ahora y, en aras de buscar la anhelada centralidad y moderación republicana, se postularía por cooperar con las minorías Agraria y Vasconavarra en su batalla contra el sesgo ideológico de estas leyes complementarias. De esta forma, votaría en contra de la supresión del Culto y el clero, una Ley que dejaba a un conjunto de la ciudadanía, a un grupo no precisamente pequeño de españoles, sin el sustento y soporte estatal que todas las demás asociaciones, partidos, sindicatos o federaciones si tenían y disfrutaban.
El Gobierno continúo trayendo a las Cortes Proyectos de Ley sin la tutela y fiscalización de un Tribunal de Garantías de modo que, difícilmente, toda esta vasta obra legislativa, podía ser modificada ni siquiera supervisada mientras estas Cortes mantuvieran su vigencia. Lo lógico hubiese sido que las Constituyentes hubiesen finiquitado su función una vez aprobada la Constitución para que, de esta forma, fuera la ciudadanía, la voluntad popular la que, en unas nuevas elecciones, definiera y formulara la legislación complementaria que se le habría de dar a esa Constitución (recordar que la Constitución republicana no fue sometida al refrendo de los ciudadanos, los españoles no tuvieron siquiera la oportunidad de rechazarla o aceptarla, les vino impuesta por las elites políticas republicanas), pero no fue así, el sesgo ideológico de la coalición gubernamental impidió dar formulación a cualquier alternativa que no fuera aquella salida de la fuerza arrolladora de la mayoría de la Cámara; así, en estas condiciones, socialistas, radicales socialistas, nacionalistas catalanes y distintos grupos de la nueva izquierda republicana, se sumaron a este proyecto de marcado sesgo ideológico y doctrinario; con estos firmes y sólidos apoyos, se pudo acometer la discusión de dos de las leyes más polémicas del programa republicano-socialista, la Ley de la Reforma agraria y el Estatuto de Cataluña.
La Reforma Agraria fue otro de los grandes vicios que hicieron de la República un régimen inviable además de casi utópico; este polémico Proyecto de Ley trató, básicamente, de sustraer la tierra a los terratenientes y grandes propietarios para entregársela y repartirla entre pequeños labradores y cultivadores que, en muchos de los casos, ni siquiera tenían esa condición; una redistribución de la tierra sin ningún otro fin, se proporcionaban tierras improductivas, en la mayor parte de los casos, sin el instrumental necesario para trabajarlas y sobre los que era rentista el propio Estado en lugar del propietario; así, estableciendo un régimen de colonato sobre una tierra improductiva (tierras generalmente infértiles y de secano) lo único que producía era más miseria y descontento en un campo, de por sí, ya enormemente deteriorado y abandonado por las anteriores administraciones. A esas demagógicas condiciones con la que se pretendía regular el Proyecto, había que sumar otros condicionantes que aún lo empeoraban; la expropiación sin indemnización, la estatificación de la propiedad y la colectivización de la producción, unos caminos que lo único a lo que conducían era al mismo fin: el socialismo. La demagogia socialista era clara y en ella caían los humildes y sufridos campesinos, "la tierra para el que la trabaja", "nosotros te damos la tierra"; los campesinos se lanzaban así y en masa a asaltar fincas creyendo que sería la panacea; pero dar la tierra al campesino no lo era todo. Para que la medida fuera efectiva había que darle tierra transformable en riqueza, la tierra por sí sola no es riqueza, es un solo un factor de la cadena de la producción. La tierra es riqueza cuando se industrializa, cuando se facilitan medios, cuando se le añaden el trabajo y el capital, es decir, funciona como cualquier otra empresa capitalista, no hay más; las utopías de la revolución rusa no podían funcionar en España porque tampoco funcionaron en Rusia, así de simple, lo demás era engañar al sufrido campesino. La empresa, por tanto, era fundamentalmente ideológica, de nuevo sobre el tapete la lucha de clases; había que quitar al poderoso, al terrateniente, al poseedor de la tierra, en definitiva, al enemigo del régimen, sus posesiones, su propiedad, porque la República "somos nosotros"; lo que no decían era que, la gran mayoría de los propietarios españoles eran humildes, la tierra era pobre y los recursos escasos, la tierra por sí misma no generaba riqueza; en efecto, la mayoría de esos propietarios eran pequeños propietarios que no dejaban de pertenecer a las esferas más humildes de la clase media por lo que, esa redistribución, más que de la tierra de la pobreza, generaba indefectiblemente más pobreza, generalizaba la miseria. Además, mantener al campesino en un régimen de colonato dependiente del Estado no favorecía la productividad que se pretendía; el campesino no veía la tierra como suya, esta era del Estado, trabajar una tierra pobre en recursos, con nulos medios, con grandes sacrificios y además con el añadido de no tenerla en propiedad, generaba una desafección que, sumada a la nula productividad, aumentaba el descontento del campesinado.
Las promesas de "la tierra prometida" republicana nunca llegaron al campo español, al revés, la crisis se hizo general y más honda y, a ello, se sumó el descontento y  el desorden social que se hizo perenne en el agro y campo españoles, y la culpa no era ni de la burguesía ni del patrono, pese a que hubiera en algunos de estos (que sin duda los hubo, recelosos y temerosos de lo que estaba ocurriendo con sus propiedades), un decidido rechazo a cualquier iniciativa gubernamental que pudiera desvirtuar la legitimidad de lo que era su propiedad. De esta forma, el cultivador, a lo sumo, se convertía en un proletario dependiente del Estado que, a cambio de su sacrificado trabajo, percibía una pequeña renta del Estado gracias a la que seguía malviviendo, eso sí, con su parcela de tierra desposeída, sustraída al terrateniente y "rico" propietario de turno; vamos, socialismo en estado puro. Pero eso no era todo, el Proyecto empeoró con la formulación de nuevas leyes, como la desastrosa Ley de la Intensificación de cultivos que prácticamente legitimaba la invasión de fincas; el Ministro de Agricultura Sr. Marcelino Domingo, ordenó a los ingenieros del Instituto de la Reforma Agraria que, sin esperar a la formación de un inventario general de tierras, entregasen estas a los campesinos; a esto se le llamó "intensificar cultivos". Así, Peña Novo, Gobernador civil de Extremadura y, por su propia cuenta, decretaba a su antojo la invasión de fincas. Además, se elaboraba a parte un inventario para expropiar cientos de miles de fincas, ordenando por vía confiscatoria, (contraria incluso a preceptos constitucionales) la expropiación de cientos de miles de hectáreas pertenecientes a la Grandeza de España. El resultado de todo ello fue un semillero de pleitos de revisión y una desvalorización tal de la tierra como nunca antes se había producido.
Las cosas no iban a mejorar con los debates del Estatuto; las exigencias nacionalistas sobre las competencias regionales, algunas ya comprometidas en el famoso Pacto de San Sebastián e, incluso, ya prejuzgadas previamente en el propio Estatuto (que había sido plebiscitado el año anterior y que los nacionalistas creían que debía de ser inamovible), hicieron por momentos temer en algunas minorías de la Cámara que en Cataluña se iba hacia un Estado abiertamente federal; las distintas cesiones sobre la enseñanza, educación, orden público, Universidad y otras tantas, por el contrario, nunca parecían saciar el apetito de los nacionalistas; al respecto, el diputado de los agrarios, Royo Villanova, mostraba su parecer al advertir de ciertos peligros y excesos de lo que se estaba regulando: “es francamente intolerable que se enseñe a los niños que España no existe y que lo que existe es una Federación de pueblos ibéricos”; “es ayudar a la independencia, subvencionar la independencia con mis medios, mis recursos y mis servicios públicos”.
Por su parte, Ortega y Gasset y en uno de sus últimos discursos parlamentarios, el 2 de Junio de 1932, poco antes de su marcha de la Cámara republicana (producto del hartazgo y el naufragio político y social que ya padecía por aquel entonces el régimen), denunciaba la deriva ideológica que estaba tomando la República, con un Gobierno que legislaba y actuaba: “para grupos particularistas territoriales o de otro género, no se ha hecho todavía a fondo, y puede y debe hacerse desde ahora, una gran política republicana nacional”. Ese era sin duda otro de los vicios de la República, la ausencia completa de una verdadera política de carácter nacional; los particularismos de clase, de partido o regionales, estaban muy por encima de la misma conciencia y alma nacionales. En una línea similar se situará el histórico republicano, Melquíades Álvarez que, ese mismo día, decía que una vez cedida la enseñanza: “se formarán en Cataluña generaciones que sintieran ardoroso amor a su pequeña patria, a una patria que era la única, pero serían generaciones divorciadas por el pensamiento de esta Patria española que les había concedido la autonomía”. El tiempo que se dedicaba a estos debates del Estatuto era sin duda desproporcionado teniendo en cuenta cual era el mayor y más grave problema que en aquellos momentos la Nación tenía planteado, el campo, la agricultura; así, la Reforma agraria se mantuvo siempre en un segundo plano por mor de los compromisos que el Gobierno republicano-socialista había contraído con los nacionalistas catalanes, unas minorías que, como la ERC, se hacían ahora imprescindibles para su supervivencia en la Cámara tras al paulatino abandono de otras minorías a la causa del Gobierno azañista.
Este asunto estatutario, donde se debatía sobre la territorialidad y la soberanía del conjunto del territorio español, hizo mella en distintas capas sociales, una de ellas el Ejército, que veía con suma preocupación el cariz que iba tomando todo el entramado del debate estatutario. A ello, hay que sumar que en el Ejército había un importante sector que nunca tuvo fe ni sincera adhesión al régimen republicano; las reformas en forma de Decreto de Manuel Azaña y, en especial, la Ley del retiro voluntario, provocaron que, desde un primer momento, distintos elementos del estamento militar estuvieran siempre vigilantes ante cualquier iniciativa capaz de poner en algún aprieto al régimen. Algunos de los numerosos oficiales que se adhirieron voluntariamente a la Ley del retiro, gracias a la que percibían el 100% de su salario en activo (recordar que una vez retirados cobraban los mismos emolumentos que estando en activo, sin duda, iniciativa que no ayudaba, precisamente, a la ya de por sí maltrecha hacienda republicana, una nueva muestra de que pesaba más en el Sr. Azaña la ideología que la economía); aprovecharon el inesperado aumento de su tiempo de ocio para tramar, durante el segundo trimestre del año 32, un golpe destinado a acabar con las políticas del Gobierno azañista. En el golpe participaron destacados monárquicos liderados por  un descontento General Sanjurjo; el miedo a una federación del territorio español, la fuerte carga ideológica legislativa del Gobierno, (sobre todo en lo referente al sentimiento religioso), las reformas azañistas en el Ejército, el paro obrero, en definitiva, la crisis generalizada de un sistema, provocó que, algunos sectores del Ejército, empezaran a ver como un peligro, no ya tanto al régimen, y si al propio Gobierno republicano; de hecho, en sus distintas declaraciones sumariales posteriores, sus protagonistas siempre aseguraron que el golpe no iba contra el régimen sino contra lo que llamaban “el Gobierno del terror”, un golpe dirigido contra lo que se entendía era una política de clase de la que se excluía a un buen número de españoles. No seré yo quien apoye cualquier iniciativa que abandere y patrocine la violencia; si rechazo rotundamente lo que se proclamó como “revolución” de Jaca, este suceso también es igualmente censurable; con lo que no me puedo solidarizar es que la historia sea tan sectaria y oportunista que el primero sea calificado como un proceso “revolucionario” y este otro como un golpe de Estado, golpe de Sanjurjo o Sanjurjada; o los dos son movimientos “revolucionarios” o los dos son golpes de Estado, no es lícito hacer equidistancia en función de la posición ideológica de sus protagonistas. Puestos a hacer crítica y una comparativa de dos sucesos de similar identidad, decir que, acaso, de mayor calado era el primero de los dos dado que estaba destinado a subvertir la vigencia de un sistema legítimo que era secular y consustancial a la Nación española, la monarquía; el segundo, se quedaba en teoría “más corto” en sus propósitos, al tener como fundamento principal el sustituir un Gobierno por otro sin herir en ello la esencia republicana del mismo pero, en ambos, la ejecutoria era la misma y, por tanto, recriminable, el empleo de la violencia bajo cuya égida siempre mueren inocentes. Si este, la Sanjurjada, fue una intentona golpista, seamos coherentes, no nos dejemos llevar por la interesada y siempre partidista ideología y llamemos a las cosas por su nombre; el de Jaca, si, también fue una intentona golpista en toda su expresión, no hagamos legitimaciones e invitaciones a una violencia venga esta de donde venga, y es que legitimada una legitimadas todas. Este inciso lo hago dado que la historiografía tradicional es muy “caprichosa” a la hora de etiquetar este tipo de revoluciones y soluciones golpistas…
Las consecuencias de esta fallida intentona fueron duras e inmediatas; si antes de él las autoridades republicanas veían enemigos de la República en cualquier rincón o esquina, a partir de ahora, la simple sospecha de ser enemigo del régimen se extendería a muchos más sectores de la sociedad; el carnet de republicano quedaba así restringido a un número mucho menor de españoles. El Gobierno adoptaría una serie de drásticas medidas tras el golpe, como la expropiación de fincas rústicas y derechos reales sin indemnización y por causa de utilidad social de todas las personas que participaron en el complot del día 10 y,
solo, por un mero "indicio" de culpabilidad; la Ley de excepción de la Defensa de la República iba a ser la herramienta elegida para castigar a los culpables o sobre todos aquellos que recayera ese "indicio” de haber tenido algún tipo de responsabilidad en cuanto a su participación en el mismo; la doctrina política y sectaria de nuevo pasaban por encima del arbitrio de la Justicia. Así, las Cortes en este mes de Agosto de 1932, votaron una Ley encargada de expropiar los bienes rústicos de todas las personas que perteneciesen a una determinada clase social, en concreto de la Grandeza de España, solo por el hecho de serlo y por esos “indicios” de supuesta culpabilidad. Durante este proceso, el Gobierno hace la acusación, instruye el proceso, incluso no oye a los encartados, inventa la pena, la aplica sin recurso y ejecuta el fallo sin garantías. Con esta arbitrariedad manifiesta, un Gobierno que había formado parte de un Comité Revolucionario durante los años 30 y 31 y, con el propósito de abanderar una “revolución” encaminada a finiquitar un régimen legalmente constituido, ahora, sus protagonistas y, solo por una presunta culpabilidad, sin ninguna otra justificación, ejercieron una implacable expropiación; de todo ello podemos concluir que, la diferencia entre estos dos procesos "revolucionarios" estribaba, básicamente, en que una de ellas era la "revolución" buena y justificable, y la otra, en cambio, no era tal, era un burdo golpe de Estado de “facciosos” monárquicos a los que había que castigar sin ni siquiera juicio previo. Las palabras de Azaña el día 18 de Agosto dejaban muy claro sus intenciones futuras: “porque no nos engañemos, o nosotros, los republicanos, tomamos todas aquellas medidas que conduzcan al desarme de las cabilas monárquicas que se alzan contra nosotros o son las cabilas monárquicas las que con nosotros acaban” (Grandes aplausos); ”o acabamos nosotros con ellos o ellos acaban con nosotros, Esta es la situación que hay planteada en España y desconocerla es ganas de perder el tiempo y dejar que la República se nos vaya de las manos”. (Grandes y prolongados aplausos); “estamos en pie de guerra”. (Los diputados puestos en pie dan una clamorosa y prolongada ovación con vivas a la República. El Sr. Álvarez Angulo grita: ¡Abajo la juridicidad!”. La Cámara republicana parecía haberse convertido más en una triste Convección jacobina que un Parlamento en el que residiese y se ejerciese la verdadera representación de la soberanía nacional; se fomentaba abiertamente ya no la política de la lucha de clases, sino una lucha de bandos, de buenos y malos, un Gobierno que venía a decir; “la República es así y no podrá ser de ningún otro modo”. La obra legislativa se iba a acelerar tras estos sucesos sin casi demora alguna, así, se aprobarían en Septiembre los dos grandes Proyectos estrella de la legislatura, el Estatuto de Cataluña y la Reforma Agraria; el giro hacia la izquierda, con el añadido del sólido y firme apoyo de los nacionalistas, era ya por aquel momento un hecho más que constatado.
En efecto, la persecución al enemigo se acentúa en aquellos meses, al albur de la intentona golpista, parecía que todo estaba justificado con tal de impedir que los monárquicos o los afines a su causa tuvieran ni la más mínima y remota posibilidad de acceder a los resortes del Poder o a tener algún tipo de notoriedad en la administración republicana. Con este propósito, se trajo en Octubre el Proyecto de Ley de la Cesación en sus cargos de los concejales nombrados por el artículo 29 de la Ley electoral; con la promulgación de este Proyecto se inicia la depuración de posibles elementos monárquicos en los Ayuntamientos en los que todavía no se habían designado Comisiones Gestoras. La protesta de las oposiciones pidiendo que esto se hiciera por cauces democráticos, es decir, por medio de la convocatoria de unas elecciones municipales, no encontraba eco en unas mayorías que se negaban a admitirlo; parecían olvidar que la República había nacido precisamente de una convocatoria a elecciones municipales, unas elecciones municipales que nunca se llegaron a convocar durante los cinco años de vigencia del régimen republicano. También se traería la ya mencionada Ley de la Intensificación de cultivos que no era otra cosa que, prácticamente, legitimar la ocupación de fincas por parte de los campesinos y los yunteros; la carga ideológica y sectaria aceleraba la deriva de un régimen en el que la lucha de clases parecía alcanzar su máxima expresión mientras la sufrida ciudadanía, el conjunto de los españoles, veían que todas aquellas promesas con las que advino el nuevo régimen, lejos de cumplirse, parecían ahora más lejanas que nunca.
Pero lo que parecía que se iba a convertir en un periodo de Convección sin fecha aparente de finitud y con la impostura añadida de una carga demagógica e ideológica sin precedentes, cambiaría bruscamente en Enero de 1933, con los trágicos sucesos de Casas Viejas; unos sucesos en los que el Gobierno Azaña emplearía unos métodos extremadamente represivos y anunciados desde la misma Dirección General de Seguridad, órgano dependiente del Ministerio de la Gobernación; había que sofocar como fuese una serie de sucesos revolucionarios promovidos por los anarcosindicalistas y que estaban previstos para el inicio del año. Y es que la pobreza, los altos índices de paro, la inutilidad de unos Jurados Mixtos, (generalmente, en manos de las Casas del Pueblo cuando no del alcalde socialista de turno), impedían el acceso al trabajo de muchos sufridos obreros, muchos de ellos afiliados a la CNT, la cual, no acababa de encontrar su asiento y acomodo en un régimen donde el Ministro encargado de los asuntos sociales y laborales era el mismo Secretario General de la organización rival, la UGT. Las luchas entre ambas organizaciones no dejo de ser una constante durante la República, el control que ejercían los socialistas sobre estos Jurados mixtos, al igual que sobre las Bolsas de Colocación, hacían imposible la ejecución de la vía de la “acción directa” (negociación directa del obrero con el patrono sin mediación estatal alguna) defendida por los elementos cenetistas. La revolución anarcosindicalista ideada para este inicio de año era conocida por el Gobierno y contra ella dirigió toda su fuerza represiva, pero la represión no era muy del gusto de ciertos sectores de la izquierda republicana que la asociaban a tiempos pasados, de la monarquía y la dictadura, por lo que no la querían para el régimen republicano. Sin embargo, la orden de la Dirección General de Seguridad era clara, hacer una “razzia” y no dejar heridos; ¿resultado de todo ello?, más de 20 fallecidos en una revuelta de una pequeña localidad de humildes obreros y campesinos. Lo peor de ello no fue siquiera la desproporcionada represión que ejercieron a su llegada las fuerzas de Asalto a la localidad cuando la situación estaba ya, más o menos, controlada, lo más censurable fue la gestión que, posteriormente, hizo de la crisis el Gobierno Azaña; durante meses rehuyó dar explicaciones a las Cortes, así, sus habituales intervenciones parlamentarias de más de dos horas (incluso para temas menores), se convirtieron repentinamente en escuetas y tibias explicaciones que trataban de esquivar cualquier responsabilidad gubernamental sobre los sucesos; de hecho, no se consiguió el que se diera luz a una Comisión parlamentaria que investigará los hechos. Pese a ello, salvaría inicialmente la situación con la aprobación de una controvertida confianza parlamentaria al Gobierno y en la que, quedaba patente, las difíciles ecuaciones aritméticas que había que empezar a tejer para garantizar la estabilidad del ejecutivo. Sin embargo, las consecuencias políticas de todo ello no tardarían en llegar.
Lejos de amainar o templar la ideologización de la legislación ante el complicado panorama que se presentaba con el asunto de Casas Viejas, el Gobierno traería a escena una de las leyes más polémicas de la legislatura, la Ley de las Congregaciones religiosas, quizás, con la intención de enmascarar y distraer el sombrío panorama que se le presentaba; en ella se dictaba que las Órdenes quedaban incapacitadas para el ejercicio de la enseñanza, sus bienes serían confiscados por el Estado, se prohibían las manifestaciones públicas del culto (como las procesiones); medidas de escaso perfil liberal ante las que protestaba el agrario Royo Villanova, que estimaba que debían sacudirse por el bien de todos:
“de ese espíritu sectario, bolchevique, fascista, antiliberal y antidemocrático” del actual Gabinete más empeñado en azuzar y agitar las conciencias y sentimientos religiosos que en atender, ya no con la misma, sino con igual intensidad, los distintos problemas económicos, laborales y sociales que estaban dinamitando el cada vez más difícil equilibrio por el que transitaba la sociedad española. Hasta tal punto llegaban las desavenencias dentro de las mayorías parlamentarias que, uno de los más fieles correligionarios de los gobiernos republicano-socialistas, el ahora diputado de la Izquierda Radical Socialista (grupo escindido de los Radicales socialistas), Botella Asensi y, en la sesión del día 22 de Marzo, criticaba que el Estado se entrometiese incluso en los distintos nombramientos eclesiásticos, lo cual: “implica una excepción en contra de la personalidad y del derecho de la Iglesia". En la misma línea, pocos días después, el día 5 de Abril y, en una intervención a cargo del agrario Sr. Cid,  preguntaba si la enseñanza privada iba a seguir la deriva laicista de la pública ante la prohibición a las Congregaciones de ejercerla; la Comisión del Proyecto, no solamente no supo responder, sino que se mostró huidiza sin dejar clara una respuesta, lo que motivo que tuviera que intervenir el propio Ministro de Justicia, A. Albornoz: “la función docente, lo mismo sea pública o privada, la instrucción pública, la educación nacional no puede ser, con arreglo a la Constitución sino laica”; unas palabras que dejaban muy claras las intenciones estatificadoras del Gobierno que pretendía pasar por encima del derecho de los padres y de los tutores para elegir el tipo de enseñanza que deseasen para sus hijos.
Pero la enseñanza laica, la educación única nunca llegó a imponerse completamente pese al decidido empeño que el ejecutivo puso en ello; es verdad que la República trató de dar un aire nuevo a la cultura y a la educación en España, pero solo se quedó en eso, en un mero intento. La estatificación de la enseñanza estaba también incluido en el ideario socialista y gracias a ello se crearon muchas escuelas, sin embargo, solo se consiguió suprimir en una pequeña parte la enseñanza de los Congregaciones religiosas; se crearon Misiones Pedagógicas en los pueblos, se dio carácter laico a la educación, pero todo tuvo más un componente puramente ideológico que superaba al propósito de conseguir unos resultados satisfactorios en cuanto a la mejora de los paupérrimos niveles de escolarización y, sobre todo, de alfabetización de la sociedad española. Pese a este notorio incremento en la creación y fundación de escuelas, su número siguió siendo deficiente, la falta de presupuesto no pudo ocultar que muchos de los edificios adquiridos no reunían, ni siquiera, las condiciones ni los materiales mínimos exigidos para ofrecer una enseñanza de garantías y de calidad al alumnado. La ideologización lo impregnaba absolutamente todo y la escuela no iba a ser menos; así, fue necesario fabricar en serie maestros, profesores de segunda enseñanza, inspectores. Aproximadamente se calcula que un 80% de estos maestros eran declarados Radicales socialistas y socialistas; había inspectores de Primera enseñanza que incluso no disimulaban en desarrollar una política Radical socialista; el Consejo Nacional de Educación también estaba en manos socialistas y desde el que se promocionaban libros y editoriales de claro ideario socialista e, incluso, comunista. El Gobierno republicano-socialista, obsesionado con esta cirugía social, dinamitaba el Presupuesto estatal con el propósito de crear escuelas destinadas a sustentar y fomentar su ideología y su propaganda sobre todo aquello que entendían que debía ser la República. Sin duda, hubo un intento de hacer más atractiva la cultura, de hacerla más cercana al conjunto de la ciudadanía, de fomentarla y de introducir a la infancia en el sistema educativo, pero ello tenía, ante todo y por encima de todo, una intencionalidad descarada y resueltamente ideológica; de hecho, los protagonistas de los sucesos "revolucionarios" de Octubre, encontrarían un sustento importante en el nuevo profesorado creado por la administración republicana que, a falta de titulación y de clasificación profesional en la mayoría de los casos (muchos de ellos eran simples cursillistas), se dedicaron a hacer de simples voceros desde las aulas de los vientos revolucionarios.

Distintos hechos marcarían lo que hace unos meses parecía imposible, la caída del Gobierno republicano-socialista; el primero de ellos fue, sin duda, los referidos trágicos sucesos de Casas Viejas y su posterior nefasta gestión gubernamental; el siguiente, serían las elecciones municipales del mes de Abril (no de carácter nacional, solo en aquellas localidades administradas por las tan polémicas Comisiones Gestoras, algo más de 2.500 aproximadamente), unas elecciones donde la victoria recayó en las fuerzas de la oposición parlamentaria y, la última, la victoria de los conservadores en las elecciones de vocales del Tribunal de Garantías Constitucionales en el mes de Septiembre; un Tribunal que, finalmente, fue creado durante el mes de Mayo y que nacía con otro de los innumerables vicios del régimen republicano, no tenía jurisdicción ni podía entender sobre las leyes promulgadas antes de la fecha de su creación; en efecto, así el Gobierno azañista trataba de cimentar y salvaguardar su obra legislativa, su pirámide ideológica sin que el Tribunal pudiera revisar ni fiscalizar respecto a la legitimidad constitucional de sus leyes y decretos, una nueva argucia tan del gusto de las mayorías parlamentarias de las Constituyentes. Las Constituyentes deberían haber agonizado ahí, la obra Constituyente estaba ya acabada y amortizada por aquel entonces, pero el Gobierno de Azaña pareciera querer morir matando; aún agonizante, hubo intentos de seguir confeccionando ficticias mayorías parlamentarias ajenas por completo a la verdadera voluntad popular. Así, en el mes de Junio y tras una pequeña crisis ministerial (la llamada crisis de los cinco días), el Jefe del Estado, Alcalá Zamora, iniciando sus tan conocidos abusos y excesos en el ejercicio de su atribuciones y facultades constitucionales, llegó a ofrecer la Presidencia a los socialistas, señores Marcelino Domingo y Prieto; la división y fragmentación que por aquel entonces ya sufría el partido Radical socialista y las dudas de otras pequeñas minorías, impidieron llevar adelante una maniobra que sin duda hubiera agravado sobremanera la ya de por sí complicada situación social y política de España; y es que si hubiera sido por los socialistas (muy activos ya en aquellos días donde se intuía el final de las Constituyentes), las Cortes no se hubiesen disuelto de forma natural y, posiblemente, menos aún dentro del orden constitucional (ya había manifestaciones de Largo Caballero en ese sentido….). El último coletazo gubernamental consistió en traer en Julio la Ley de Orden Público, una Ley que tenía una intencionalidad muy clara y que escondía una nueva argucia última de las autoridades republicanas de las Constituyentes; había que acabar con presteza con la vigencia de la Ley de excepción de la Defensa de la República para evitar que esta y, en el caso de unas próximas elecciones, recayera en manos de Gobiernos de signo contrario, Gobiernos que pudieran utilizarla contra sus propios intereses como ellos lo habían hecho contra aquellos que calificaban como enemigos de la República; tenía que ser sustituida por una que encajase (ahora sí) dentro del armazón constitucional y esta era la Ley de Orden Público. Esta sería la obra final de las Constituyentes; en el mes de Septiembre de 1933, inmediatamente después de conocerse los resultados de las elecciones de los vocales del Tribunal de Garantías constitucionales, se ponía fin al periplo de tan convulsa legislatura. En este mes de Septiembre, bien se podía decir que, una buena parte de la Cámara, se había pasado a la oposición, algo impensable al iniciarse el año, es decir, un sector importante de la Cámara se había pasado a la oposición de su propia obra; todo mientras en la calle crecía, como la espuma, la verdadera oposición. De esta forma, el Gobierno Azaña, el Gobierno de la lucha de clases y la división social, el Gobierno del partidismo y el sectarismo ideológico, el Gobierno de "la República somos nosotros", presentaba su dimisión acosado por una crisis política, social y económica de considerables dimensiones. El impulso e intento reformadores, legítimos y sin duda necesarios en una país profundamente atrasado, habían quedado postergados por una obra sectaria, una maniobra de cirugía social que imposibilitó llevar a efecto la necesaria y verdadera cirugía que el país venía demandando, la económica, social y laboral, es decir, estructural, algo que el país andaba pidiendo a gritos desde hacía muchas décadas; así, el mal llamado, a mi juicio, como "bienio reformista", no llegó a completar en realidad ninguna de las grandes reformas estructurales que el país necesitaba, la excesiva y atropellada obra legislativa casi nunca fue completada, con una Cámara que estuvo más entretenida en desarrollar tareas de lo que he calificado como "alquimia social" que en atender los verdaderos problemas y necesidades de la Nación. Las palabras del exdiputado socialista Algora. en la sesión del día 7 de Septiembre, recogían muy bien el estado de ánimo general que se vivía por aquellos momentos en España; afirmaba que había un clamor nacional para que el Gobierno se fuera, su sentir personal era que este Gobierno:
"sino se le echa violentamente, no se marchará de ninguna forma".
De esta forma, el 13 de Septiembre se formaba el nuevo Gabinete presidido por el Sr. Lerroux;
un Gobierno con radicales y elementos de la izquierda republicana que, sin renunciar a los postulados de izquierda, parecía acaso un tanto más centrado y presentaba un menor componente ideológico, su principal fundamento era ampliar la base social de la República, muy constreñida por las políticas del bienio; un programa que se resumía en pocos y claros apartados; intención de dulcificar la aplicación de las leyes laicas, acomodar a la realidad el ritmo de la sustitución de la enseñanza religiosa y no haciéndola a golpe de impulsos ideológicos que no previeran las consecuencias que pudiera tener sobre el alumnado; aplicar la Reforma agraria sin esa carga ideológica que trasladaba la lucha de clases al campo pero, sobre todo, su principal propósito era conseguir restablecer la paz social. Y lo trató de hacer desde la formación de un Gobierno de marcado e inequívoco acento izquierdista con la inclusión en el Gabinete de dos Ministros de la minoría Radical socialista, uno de ellos, el reconocido anticlerical Botella Asensi. Sin embargo, todo fue un intento inútil, los socialistas no iban a permitir que la República estuviera en unas manos que no fueran las suyas; desde este mismo mes de Septiembre, había ya datos evidentes y objetivos de que, ya por aquel entonces, empezaban a diseñar los primeros pasos de lo que ellos calificaban como "revolución", que se desencadenaría, finalmente, un año más tarde; las palabras de aquellas semanas en mítines y asambleas en las que era protagonista Largo Caballero, dejaban claro que sus propósitos no eran precisamente democráticos, iban más allá, los términos "dictadura del proletariado", "asaltar el poder" y similares se iban hacer habituales y reconocibles en los labios de ciertos sectores del socialismo. La maniobra insidiosa y vituperable que prepararon en la sesión de investidura del Gabinete Lerrouxista, el día 2 de Octubre, era toda una declaración de intenciones; en esa sesión, Prieto pretendió incapacitar al candidato a la Presidencia del Consejo, Alejandro Lerroux, para presidir el nuevo Gobierno, al efecto, se votó una censura contra ¡un Gobierno dimisionario!, lo nunca antes visto. Así fue, nada más terminar Lerruox su intervención en la presentación del nuevo Gabinete, el líder socialista, Indalecio Prieto, se levantaba para defender una Proposición donde planteaba no otorgar la confianza al nuevo Gobierno (un voto de censura en toda regla), sin que este todavía hubiera pedido la confianza a la Cámara; repito, lo nunca antes visto en la historia parlamentaria. Las palabras del líder de los socialistas en aquella sesión dejaban clara sus futuras intenciones: “declaro en nombre del partido socialista obrero español, que la colaboración del partido socialista en Gobiernos republicanos, cualesquiera que sean sus características, su matiz y su tendencia, ha concluido definitivamente”. (Prolongados aplausos en la minoría socialista). Ante esta situación, Lerroux se vio casi en la obligación de presentar su dimisión al día siguiente sin apenas haber tenido la oportunidad de presentar su candidatura; sin el apoyo de los socialistas, sin el concurso tampoco de la minoría de Azaña (AR), el cual, en una maniobra donde el término traición pareciera quedarse pequeño (al negar la confianza al nuevo Gobierno pese a que Lerroux había incluido en él al Sr. Santaló, miembro de su minoría), en definitiva, sin la suma de votos y apoyos necesarios, cualquier esfuerzo sería estéril frente a  la inusual e incalificable iniciativa de socialistas y un sector de la izquierda republicana.
El Presidente de la República, Alcalá Zamora, en un nuevo ejercicio de incómodo y dudoso equilibrio respecto a sus atribuciones presidenciales, nombraba entonces un ejecutivo presidido por el Radical Martínez Barrio, también de marcado signo izquierdista y muy alejado de la opinión pública del momento, un Gabinete interino encargado de elaborar la consulta electoral prevista para el mes de Noviembre. La campaña electoral sería durísima, revolución o fascismo; la fragmentación social era evidente, tras dos años de Gobiernos del bienio azañista la división social era ya, por aquel entonces, más preocupante incluso que la política; la herencia del bienio no podía ser más nefasta; en la campaña electoral no se hablaba de salarios, de mejoras laborales, de seguros del trabajo, de saneamiento económico, de mejoras de la sanidad o la educación, de equilibrio presupuestario, no, revolución o contrarrevolución, ¡no había más!; dos años y medio de República y España se había trasladado a un oscuro Medievo político y social. Las derechas se agruparon en torno a la formación liderada por Gil Robles, la CEDA y, en ella, aglutinaron a la gran mayoría de los católicos que habían visto seriamente lesionados sus intereses durante la época del bienio; un tiempo en que, la alianza entre radicales y cedistas, iría tomando forma y gracias a un empeño casi personal de Alejandro Lerroux, deseoso de aumentar la base social de la República. El resultado de las elecciones, las primeras en la historia de España en las que participaba la mujer, daban un giro radical a la composición del Parlamento, se invertían prácticamente el número de diputados de derechas y de izquierdas; las hasta entonces escasas derechas copaban junto al centro republicano casi el 80% de las actas; por su parte, las ahora escasas izquierdas republicanas, iban a dar su particular bienvenida al nuevo Parlamento con la anunciada revolución anarquista de los primeros días de Diciembre, una salvaje revolución a la que los socialistas en las semanas posteriores mostrarían su total apoyo y solidaridad.
La postura de los socialistas ante el resultado de las elecciones democráticas fue del todo punto reprobable y censurable, sin precedente histórico alguno; denunciaron supuestos amaños nunca probados y menos aún demostrados para tratar de justificar su nula aceptación de la legitimidad salida de las urnas; así, el ya conocido "la República somos nosotros" se haría una constante, un mantra sobre el cual asociar y alentar sus ideas "revolucionarias" y anunciadas a los cuatro vientos por  Prieto en las mismas sesiones parlamentarias, y, así, lo haría desde la primera sesión ordinaria de la legislatura, de nuevo, en la misma sesión de investidura del nuevo Gabinete lerrouxista; unas ideas que no eran otra cosa que la preparación de un golpe de Estado (camuflado como proceso revolucionario) desde el cual subvertir una realidad emanada de la voluntad popular que tanto parecía indigestar al sectario ideario de los socialistas. El partido socialista llevó su bandera guerracivilista hasta los extremos de etiquetar como fascista a todo aquel, no ya monárquico o de derechas sino, incluso, republicano y que no tuviera una visión del proceso histórico social equivalente o similar a la del ideario marxista del partido. Era una obviedad que, por aquel entonces, en España pudiera haber, a lo sumo, no más de "6 o 7 fascistas" abiertamente declarados (obviamente, hablando en un sentido figurado), y a lo mejor me excedo; el fascismo, afortunadamente, ni cuajó ni cuajaría es esos años de la República como si lo hizo en otros países del entorno europeo; pero este empeño socialista de crear un enemigo ficticio, un enemigo que siguiera legitimando su apuesta por la lucha de clases, posibilitó el surgimiento de la tan temida reacción a esa continua y decidida acción de azuzar a un enemigo más ficticio que real; sin embargo, esa reacción, no sumaría ni nutriría en realidad verdaderas falanges de fascistas como parecieran haber deseado algunos de los jerarcas socialistas. Estos, de momento, se contentaban con centrar toda su visceral ira sobre el líder de la CEDA, Gil Robles, al que trataban de señalar como el principal potencial enemigo del régimen y al que algunos querían asimilar a un ideario fascista que, por aquel entonces y, como ya he referido, era absolutamente inexistente en España y del que, el propio Gil Robles, renegaba en no pocas ocasiones.
Los excesos de la campaña electoral, en un clima de revolución o contrarrevolución, fueron evidentes y, posiblemente, dentro de ese escenario, ninguna de las formaciones se libró de crear un ambiente inusual y especialmente agresivo cuando no violento en sus intentos de atraer a las masas a su causa; las derechas cayeron en el error, a mi juicio, de hacerle y seguirle el juego a las izquierdas; la centralidad y la moderación eran los escenarios que había que ocupar ante la deriva decididamente revolucionaria que habían adoptado grandes sectores de la izquierda española; estas habían dejado claro que la República era de su exclusiva propiedad (una propiedad que deseaban negar constitucionalmente a los españoles), esta se debía construir bajo su criterio único y exclusivo, de este modo, situarse o rebajarse a ese nivel, era abandonar definitivamente la posibilidad de encontrarse en un espacio común desde el que moldear un régimen que aún tenía y ofrecía posibilidades de ser moldeado; el fin que se debería perseguir no era otro que el encajarlo dentro de la realidad de la sociedad española dejando de lado la inútil y torpe carga ideológica a la que en los últimos tiempos se la había sometido. Algunos lo entendieron así; Lerroux, junto a otras elevadas figuras republicanas, como el caso del Melquíades Álvarez (republicanos de viejo cuño y de incuestionable trayectoria republicana), personalidades que dedicaron y emplearon una buena parte de sus vidas en el propósito de traer la República a España (eso sí, desde un prisma y una conciencia nacional y no de partido), supieron ver pronto que esa era la única posibilidad de hacer posible y viable el régimen; la República no podía ser para unos pocos, ni para algunos, ni siquiera para muchos; la República debía ser para todos y en ello pusieron todo su empeño, para que esta fuera asimilada por el conjunto de la sociedad y esta la pudiera ver como algo propio, como suya, como una obra de carácter nacional y no exclusivista y particularista como hasta entonces se había hecho.
Pero los excesos de la campaña no fueron iguales, ni siquiera comparables; son muchas las excentricidades que en aquellos días se escucharon, pero había una sustancial diferencia; las derechas de Gil Robles llegaron hablar de la creación de un estado corporativo, encendieron y avivaron la mecha del sentimiento religioso para atraerlo a su causa, hablaban de la reforma constitucionalidad, sin embargo, nunca hicieron el mínimo ademán de subvertir una legalidad que aceptaban y desde la cual querían y decían trabajar; los socialistas, por su parte, ya en aquellos días de Noviembre del 33 estaban en otra cosa, y la muestra más palpable eran las palabras que Largo Caballero dirigió a sus masas el día 9 de Noviembre en la localidad de Don Benito, una intervención de la cual podemos destacar algunos extractos, quizás algo extenso pero, sin duda, revelador de lo que, en un importante sector del partido socialista, se tejía en aquellos momentos:
"Pero ha llegado el momento de hablar con toda claridad", "La Monarquía cayó. Cayó por el empuje de unas elecciones municipales. Mucha gente, y sobre todo en el extranjero, elogió aquel sentir típico de España, que el 12 de abril se desembarazaba de los obstáculos tradicionales pacíficamente. Pues yo os digo que este movimiento pacífico que entonces nos pareció digno de alabanza, fue el primer error de la revolución española. Y ahora nos encontramos con que el enemigo retoña y hoy vuelve a poner en peligro la vida de la República. Tenemos ya una experiencia. El pueblo español ha visto que en vez de agradecerle su gesto pacífico quiere volver a sojuzgarle de nuevo. No les extrañe que si la historia se repite y es preciso volver de nuevo a un movimiento revolucionario, este no sea pacífico. Y la culpa será de ellos". "Pensamos entonces ser la más fuerte base de la República y creímos que nuestro deber era consolidarla. Y por eso aceptamos desde el Gobierno provisional que se convocaran unas Cortes inmediatamente. Ese fue el segundo error de la República española. Fuimos a unas Cortes, prematuramente, antes de hacer la revolución, para que luego la hubiera sancionado el parlamento. (Ovación.) Que no extrañe a nadie que si otra vez nos vemos en parecidas circunstancias, el pueblo se acuerde que fue un error ir tan precipitadamente a la convocatoria de un Parlamento”; “La lucha política no está desligada de la lucha económica Los políticos superficiales no se dan cuenta de una cosa que ocurre ahora y que no ocurría en la primera República. Y no es otra sino que entre el proletariado y la burguesía, la lucha económica y la lucha política van unidas. Los obreros luchan diariamente contra sus patronos para mejorar su situación económica. ¿Cómo pensaba nadie que pudieran dar el voto a sus explotadores? (Aplausos.) ¡Ah!, eso no lo habían tenido en cuenta. Ahí el error de los republicanos. Creen que la lucha política está desligada de la lucha económica y que el obrero puede llegar a colaborar con su patrono en la actividad política. Ahora, en estas elecciones, van a salir de un error, que, por otra parte, les va a costar muy caro"; "Los Radicales están facilitando la vuelta de la Monarquía. La candidatura que forma el frente antimarxista está compuesta por fascistas, monárquicos y los republicanos conservadores y radicales. ¿Qué diferencia hay – pregunto– entre los unos y los otros? Ninguna. En cierto modo, los últimos son peores, porque los radicales son los que están facilitando la vuelta de la Monarquía"; "Porque la clase obrera no se va a contentar de aquí en adelante con simples leyes. Tiene el propósito de luchar por la conquista del Poder político, y no vale que esta manifestación mía la tergiverse los enemigos. Lo decimos nosotros francamente. Vamos por todo el Poder político. (Ovación). "Hay que crear unos instrumentos de gobierno eminentemente socialistas. Al hacer estas manifestaciones no nos conformamos con pensar que va a haber en el banco azul dos ministros socialistas. No basta con eso para gobernar. Os lo dice un hombre que ha estado sentado en el banco azul dos años y medio. Solo por estar en el banco azul no se gobierna. Hacen falta otros elementos. Hay que tener todos los gobernadores socialistas. Hay que tener el Poder judicial, que hoy está en manos de la burguesía. Y todos los medios coercitivos del Estado. Pero no los resortes de Gobierno creados por la Monarquía, sino los que instaure el propio Poder socialista. Es preciso, para que haya un Poder socialista,
tener en la mano todas las palancas del Gobierno. Se dirá: «¡Ah, ésa es la dictadura del proletariado!» Pero, ¿es que vivimos en alguna democracia? Pues ¿qué hay hoy más que una dictadura burguesa? ¿De quién es hoy el ejército, la fuerza pública y el resto de las instituciones del Estado, sino de la clase burguesa?"; "Se nos ataca porque vamos contra la propiedad. Efectivamente. No ocultamos nuestro pensamiento. Vamos a echar abajo el régimen de propiedad privada"; "El paro obrero es la gangrena del capitalismo. Vamos hacia la revolución social. Nosotros creemos que el paro obrero es una consecuencia del régimen capitalista, y que no se puede resolver más que con el socialismo. El paro obrero es la gangrena que derribará al capitalismo. Por consiguiente, la aspiración del Partido Socialista no es la de ganar las elecciones para tener el gusto de arrebatar, nada más que porque sí, el triunfo a las derechas, sino para inaugurar una nueva etapa revolucionaria. Es preciso que la República llegue a todos los ciudadanos, y para ello tiene que ser una República social y no burguesa. Tardaremos más o menos, pero no ocultamos que vamos hacia la revolución social. ¿Cómo? (Una voz del público: Como en Rusia.) No nos asusta eso. Vamos, repito, hacia la revolución social. Y yo digo que la burguesía no aceptará una expropiación legal. Habrá que expropiarla por la violencia. (Ovaciones) ¿Cómo vamos a esperar de una clase burguesa que se opone a unas simples leyes sociales que vaya a consentir que se la expropie? Mucho dudo que se pueda conseguir el triunfo dentro de la legalidad. Y en tal caso, camaradas, habrá que obtenerlo por la violencia"; "Estamos, de hecho, en plena guerra civil Ya han iniciado los enemigos la guerra, y dicen por boca de Gil Robles que si el Parlamento no les sirve irán contra él. Pues bien. Nosotros respondemos: vamos legalmente hacia la evolución de la sociedad. Pero si no queréis, haremos la revolución violentamente. (Gran ovación.) Esto, dirán los enemigos, es excitar a la guerra civil. Pongámonos en la realidad. Hay una guerra civil. ¿Qué es si no la lucha que se desarrolla todos los días entre patronos y obreros? Estamos en plena guerra civil. No nos ceguemos, camaradas. Lo que pasa es que esta guerra no ha tomado aún los caracteres cruentos que, por fortuna o desgracia, tendrá inexorablemente que tomar. El día 19 vamos a las urnas. Pero es fácil. Basta con tener voluntad. Más no olvidéis que los hechos nos llevarán a actos en que hemos de necesitar más energía y más decisión que para ir a las urnas";
"Figuraos lo que sería, compañeros, si triunfara la reacción. Eso hay que evitarlo. Primero, en las urnas. Luego, en la calle. (Ovación.) ¿Excitación al motín? No. No es eso. Simplemente decirle a la clase obrera que debe prepararse bien para todos los acontecimientos que ocurran, y el día que nos decidamos a la acción, que sea para algo definitivo que nos garantice el triunfo sobre la burguesía"; Si se atreven contra nosotros, estamos decididos a todo lo que sea. Si sacamos de las urnas lo que yo espero, es seguro que las derechas intentarán actos, al paso de los cuáles tendremos que salir. Y en ese momento, mujeres, no detengáis a vuestros maridos. Dadles ánimo. Solo con eso no se atreverán nuestros enemigos a atentar contra la libertad de la clase trabajadora. Y si se atrevieran, estamos decididos a todo lo que sea. (Ovación prolongada.)"; "Tenemos que luchar como sea, hasta que en las torres y en los edificios oficiales ondee, no una bandera tricolor de una República burguesa, sino la bandera roja de la Revolución socialista “.
Dicho esto, que menos que plantearse algunas cuestiones: ¿Qué o quiénes eran los verdaderos enemigos de la República?; ¿Peligro fascista?, ¿Cuál era el verdadero peligro para la consolidación de la República? Estas palabras son solo entendibles para alguien que tuviera el único empeño y deseo de instaurar en España un modelo político-social de corte soviético; sin duda, el odio había calado en un sector no precisamente pequeño de la sociedad española y, este, estaba siendo canalizado en aquellos momentos por un buen número de mandatarios socialistas que anteponían la violencia y la lucha de clases a los verdaderos intereses del conjunto de los ciudadanos españoles; las declaraciones de Largo Caballero hablaban por sí mismas. Nada más que añadir.
Por su parte, el líder de la CEDA, Gil Robles, no hizo una declaración fehaciente, fervorosa de su republicanismo, entendía la cuestión del régimen como algo más accidental, insustancial respecto a lo que para él la Patria representaba, pero lo que no hay duda es que siempre dijo y, en no pocas ocasiones, que aceptaba la legalidad vigente y desde ella se comprometía a trabajar para los intereses comunes de España. Y así lo hizo desde un primer momento; incluso, cedió a los radicales numerosas actas logradas por su minoría en la segunda vuelta de las elecciones, renunciando así a una cómoda mayoría que, sin duda, más fácilmente le hubiera posibilitado emprender la tan deseada reforma constitucional que pretendía hacerla más asimilable a las clases conservadoras que su formación política representaba. Sus palabras en la sesión del 19 de Diciembre son claras: "acatamiento leal al Poder Público", además de tratar de colaborar con lo que fuera menester: "para procurar la consecución del bien común"; consideraba que, en aquel momento, el pueblo español había votado contra lo hecho en las Cortes Constituyentes y no contra el régimen republicano, al que se sometía para el cumplimiento y mantenimiento de la legalidad vigente. El enemigo, en este orden de cosas, era más ficticio que real y el ejemplo más notorio es que, siendo con diferencia la minoría más votada, la vencedora de las elecciones, daba un paso atrás y cedía los resortes del Poder (que por aquel entonces no demandó ni solicitó) a los radicales de Lerroux, y lo hacía con el propósito de caminar, de forma serena y pausada, hacia la ejecución de un programa que traía como principal sustento y fundamento el ampliar la base de la República, hacerla asimilable al mayor número de españoles posible; cedía así la ejecución y proyección de la mayor parte de su programa e ideario político en beneficio de una causa común auspiciada y abanderada por el republicano de mayor solera de la Cámara, Lerroux.
Pese a estas evidencias y, en la misma sesión de investidura, los socialistas en la voz de su líder, Prieto, anunciaba a la Nación que no reconocía lo que las urnas habían dictado (hablaba el 19 de Diciembre de irregularidades electorales, irregularidades que nunca llegó a probar), y que el único camino a seguir para defender a la República, "su República", era la revolución, el camino de la violencia. Advertía en aquella histórica sesión del día 19 de los peligros que acechaban a la República, de la cual ya no eran solo enemigos los monárquicos y las derechas, sino también los propios radicales, los republicanos históricos que durante décadas lucharon por traer el régimen republicano a España; así, el lenguaje guerracivilista empezó a ser el sonido común y recurrente en algunos de los representantes socialistas: "Hablo con entera lealtad: enemigos, que no nos encontraremos jamás en el camino de nuestra vida, de los hombres en cuya representación ha hablado el Sr. Gil Robles, cuando llegue, si llega, (porque para oponernos a ello habremos nosotros a todo lo que sea menester), la hora de la catástrofe (aplausos en la minoría socialista), cuando llegue esa hora, si llega, si hemos de señalar una traición, nuestra nobleza nos obligará a no imputarla a vosotros (dirigiéndose a las derechas), sino a adjudicarla a vosotros (Señalando a la minoría radical, aplausos en los socialistas). Anunciaba Prieto que si se ofrecían a Gil Robles espacios de poder dentro del régimen ellos acudirían a la violencia; de nuevo cabe preguntarse: ¿Quién o quiénes eran los verdaderos enemigos de la República?; yo, al menos, lo tengo claro. No pareciera bastarle ni ser suficientes estas insinuaciones e incitaciones a la violencia y, así, en la sesión del día siguiente, el 20 de Diciembre, Prieto quedaba de nuevo retratado ante el conjunto de la opinión pública española: "Nosotros sentimos que se ha roto fundamentalmente el compromiso revolucionario que adquirimos con vosotros el año 1930". (Grandes rumores); "han abierto un periodo revolucionario", "decimos que sentimos la obligación de defender, por todos los medios, los compromisos que dejamos incrustados, como postulados esenciales de la República, en la Constitución, y decimos que frente al golpe de Estado se hallará la revolución", (Grandes protestas en las derechas, aplausos en los socialistas), "decimos Sr. Lerroux y señores diputados, desde aquí, al país entero, que públicamente contrae el socialismo el compromiso de desencadenar, en este caso, la revolución". (Gran tumulto con fuertes rumores en las derechas que impiden terminar la frase del Sr. Prieto, correspondidos con aplausos en los socialistas). Reitero una vez más;
¿Quién o quiénes eran los verdaderos enemigos de la República?; el camino hacia la "revolución" se había iniciado y nada ni nadie haría retroceder, en lo más mínimo, las intenciones socialistas que habían prefijado, claramente. cuál era su último objetivo; la dictadura del proletariado, una República de corte socialista y de significación inequívocamente totalitaria.
Un hecho revelador de todo ello tendría lugar en Enero del 34, cuando el ala moderada del partido, no fiduciaria de ese camino revolucionario, fue sustituida de la dirección y la representatividad del partido; Julián Besteiro fue sustituido en ese mes de la Presidencia de la UGT, su negativa a ese camino de violencia le mantuvo desde entonces en una situación marginal dentro del socialismo español abanderado, desde entonces, por el ya aclamado como Lenin español, Largo Caballero al que, el propio Besteiro, llegó a proclamar como el mayor peligro y amenaza para la paz de la Nación española, aún mayor que el supuesto "enemigo fascista", un enemigo encarnado entonces para las izquierdas en la figura de Gil Robles. En aquel mes de Enero, también se publicaría el Decálogo del Joven Socialista del que, por si alguien a estas alturas tenía aún dudas sobre quien era el verdadero enemigo, no ya del régimen, sino del conjunto de la Nación española, facilito el extracto de lo que en él se decía:
1. º Los jóvenes socialistas deben acostumbrarse a las movilizaciones rápidas, formando militarmente de tres en fondo.
2. º Cada nueve (tres filas de tres) formarán la década, añadiéndole un jefe, que marchará al lado izquierdo.
3. º Hay que saludar con el brazo en alto –vertical– y el puño cerrado, que es un signo de hombría y virilidad.
4. º Es necesario manifestarse en todas partes, aprovechando todos los momentos, no despreciando ninguna ocasión. Manifestarse militarmente, para que todas nuestras actuaciones lleven por delante una atmósfera de miedo o de respeto.
5. º Cada joven socialista, en el momento de la acción, debe considerarse el ombligo del mundo y obrar como si de él y solamente él dependiese la victoria.
6. º Solamente debe ayudar a su compañero cuando este ya no se baste a ayudarse por sí solo.
7. º Ha de acostumbrarse a pensar que en los momentos revolucionarios la democracia interna en la organización es un estorbo. El jefe superior debe ser ciegamente obedecido, como asimismo el jefe de cada grupo.
8.º La única idea que hoy debe tener grabada el joven socialista en su cerebro en que el Socialismo solamente puede imponerse por la violencia, y que aquel compañero que propugne lo contrario, que tenga todavía sueños democráticos, sea alto, sea bajo, no pasa de ser un traidor, consciente o inconscientemente.
9. º Cada día, un esfuerzo nuevo, en la creencia de que al día siguiente puede sonar la hora de la revolución.
10. º Y sobre todo esto: armarse. Como sea, donde sea y «por los procedimientos que sean». Armarse. Consigna: Ármate tú, y al concluir arma si puedes al vecino, mientras haces todo lo posible por desarmar a un enemigo.
El Decálogo era promulgado por la Dirección de las Juventudes Socialistas, de la que formaba parte un muy joven Santiago Carrillo… El camino emprendido hacia la violencia era evidente, la deriva "revolucionaria” indiscutible, y es que el enemigo ficticio del fascismo parecía habitar en el lugar donde más se alzaba la voz contra él, las Casas del Pueblo. Ese camino "revolucionario" tenía, en otra histórica sesión, 7 de Febrero de 1934, voz y eco público nacionales a través de las nuevas amenazantes manifestaciones de Prieto: "viendo aplastado y desecho el republicanismo"; "y amenazador, ese sector derechista con una pujanza a cuya insolencia yo no pondré reproches", "viendo que, tras las amenazas de las derechas, se levanta esta tarde S.S. a ensanchar a su favor el portillo de la fortaleza y a decir, que basta con que esos señores se pongan un apelativo de republicanos para que tengan perfecto derecho a gobernar el país" (Rumores), "viendo todo esto, y que en la izquierda, somos la única fuerza combatiente posible con eficacia"; "nosotros advertimos, si el golpe de mano, el golpe audaz, el asalto al Poder, la vulneración de la Constitución, la destrucción de las esencias constitucionales por las cuáles hemos peleado, nos ponen en pie, nos lanzan a la lucha, ¡ah!, entonces……….", “dijimos que frente a la dominación de los enemigos del régimen, al golpe de Estado, a la vulneración de la Constitución, a la destrucción de aquello que para nosotros es un mínimo, y que aspiramos a ampliar, contra ese movimiento se encontrará la revolución”; "frente al ímpetu y a la traición que destruyan y aniquilen las esencias constitucionales y cierren al proletariado el camino de su rendición, nuestro deber, repito, es la revolución, con todos los sacrificios, con toda la tristeza y amargura de los castigos  con que S.S. nos conmina". (Aplausos). A ojos de toda la Nación y durante no pocos meses los socialistas advirtieron claramente que sus intenciones iban más allá de un escenario puramente constitucional o jurídico; apostaban y se lo jugaban todo al frentismo y al guerracivilismo, herramientas que se convertirían, desde entonces, en sus más firmes aliados y principales señas de identidad y que, en tantas ocasiones, fueron proclamadas en el interior de las paredes custodias de la soberanía nacional.
Así, en este orden cosas, el nuevo Gobierno radical-cedista trataba de serenar y calmar los espíritus conociendo de antemano que una minoría, la más representativa del sindicalismo y el obrerismo, hicieran lo que hicieran, la tendrían siempre enfrente cuando no amenazante y desafiante dado que, todo aquello que se moviera fuera de su esfera, de su doctrina e ideario, sería etiquetado como enemigo de la República cuando no un peligroso fascista. La inmensa obra que había que emprender y acometer, en todos los órdenes, estaría continuamente subyugada por esta espada de Damocles revolucionaria que siempre se mantuvo altiva en espera de ser lanzada contra el enemigo; cualquier iniciativa legislativa durante esos meses de legislatura previos al periplo "revolucionario" (este daría su pistoletazo de salida en el mes de Junio con la revuelta campesina), encontraría siempre la más firme y contumaz oposición de los socialistas a la que, con el transcurrir de los meses, se irían sumando otras fuerzas del arco de la izquierda parlamentaria republicana; nacionalistas catalanes, azañistas agrupados en una nueva formación con antiguos radicales socialistas (Izquierda Republicana); el grupo de escindidos de la minoría Radical encabezados por Martínez Barrio (Unión Republicana), y otras tantas. El Gobierno radical-cedista solo encontró una cierta y tibia cooperación en las pequeñas fuerzas de la derecha más tradicional y conservadora, cooperación muy vaga y más ficticia que real, siempre deseosas de acudir a una nueva cita electoral en la que esperaban aumentar su presencia y peso parlamentarios y, por tanto, su poder de decisión, estas si, declaradamente antirrepublicanas (nunca hicieron acatamiento formal al régimen republicano si bien, su número era escaso, apenas alcanzaban la cifra de 40 escaños en una Cámara de más de 470). La cooperación con tradicionalistas y el bloque de Renovación Española fue una cooperación meramente circunstancial y circunscrita a algunos muy puntuales asuntos de Estado; una minoría antirrepublicana que proclamó inútilmente la unión de todas las fuerzas de la derecha con el fin de combatir los excesos y los peligros revolucionarios; invitaciones a las que Gil Robles ni siquiera prestó oídos convencido de que su unión junto a los radicales era la única opción viable  y posible (en aquellos momentos) para dar estabilidad al régimen y, por ende, a España. Por tanto, apenas una minoría de 40 diputados, de un arco parlamentario de más de 470, como ya he referido, representaba el verdadero frente opositor al régimen republicano, una minoría que apenas sumaba el 10% de la voluntad popular; en estas condiciones, buscar y tratar el presentar enemigos y verdaderos peligros para el régimen era una burda falacia, sin duda, intencionada y empleada por ciertos sectores de la izquierda con el propósito de legitimar su teorías socializantes cuando no revolucionarias ciertamente alejadas del verdadero sentir del espíritu y conciencia nacionales.
El programa de la CEDA, en estas condiciones, nunca se pudo llevar a efecto, cedieron a los radicales la bandera y la iniciativa legislativa, esperaban mejores oportunidades para llevar a cabo su programa orientado, sobre todo, a una amplia revisión constitucional. Si se intentó acometer la revisión de algunas de las arbitrariedades e irregularidades constitucionales que tuvieron lugar durante el bienio; así, se procuró devolver a sus puestos a los funcionarios suspendidos o "invitados" al retiro por su supuesta condición ideológica no identificada con el republicanismo; en el bienio, tras los sucesos de Agosto (en donde se inició una verdadera purga de funcionarios en la Administración) más de 100 jueces y magistrados fueron suspendidos y jubilados (años 32 y 33) funcionarios que fueron suspendidos aún habiendo permanecido absolutamente ajenos a los acontecimientos subversivos; ahora se les intentaba reincorporar en sus puestos. Un ejemplo muy ilustrativo de todo ello tuvo lugar en el Tribunal Supremo, más de 40 magistrados habían suplido esas “jubilaciones” con capacidades profesionales ajenas por completo a la función judicial. Igualmente, se trató de revertir la dramática situación que vivía el campo; el Proyecto de la Reforma Agraria y, como ya he referido en distintas ocasiones, supuso un fracaso absoluto, rotundo, no solo no mejoró las condiciones del agro y campesinado, sino que objetiva y manifiestamente las empeoró radicalmente. Así, se traía a la Cámara en el mes de Febrero la derogación de la nefasta Ley de los Términos Municipales; el control de las Bolsas de colocación por parte de los socialistas era casi absoluto en muchas de las provincias españolas, aquel que no perteneciese a la Casa del Pueblo de turno o no estuviera afiliado a la UGT difícilmente tenía opciones para acceder al mercado del trabajo; los patronos tenían verdaderos problemas para seleccionar a los obreros y es que estos, además, les venían impuestos a criterio de los alcaldes (sin elecciones municipales, una gran número de ellos pertenecían al partido socialista) y de las Casas del Pueblo; hubo patronos que se negaron a aceptar estas condiciones, preferían arriesgarse a ver asaltadas sus propiedades cuando no arrasadas o quemadas. En la sesión del 26 de Febrero del 34, el socialista Martínez Gil, con su intervención en defensa de la “rebusca” de la aceituna, dejaba clara la posición socialista respecto del asalto a las fincas por parte de campesinos y yunteros que, a su juicio, era un derecho: "es que vosotros siempre, a la rebusca de la aceituna, que es costumbre de toda la vida, lo llamáis robo, como todo lo que no os parece bien". El rechazo de los socialistas a esta derogación fue, como en cualquier otra iniciativa, de frontal y sañuda oposición; la denostada Ley de Términos Municipales establecía fronteras entre pueblos, sin atender a ningún criterio; un campesino, un obrero, solo estaba capacitado para trabajar dentro de los lindes de su término municipal, si el término era pequeño y con gran población, las dificultades de encontrar trabajo eran enormes, pero si el término era grande y la población escasa, las condiciones eran mucho más favorables para encontrarlo; así, era una auténtica lotería el acceso al trabajo al quedar, la mayoría de las veces, supeditado al azar y en función del término municipal en que se estuviera residiendo; de este modo, había localidades colindantes donde, en una, no se podían cubrir las necesidades laborales reales y, sin embargo, a escasos kilómetros, había otra ahogada sin posibilidad real de ofrecer trabajo a sus convecinos; la Ley, estableciendo barreras entre municipios, impidiendo lo que pudiéramos llamar movimientos migratorios de los trabajadores, no permitía enmendar unas ya de por sí dramáticas situaciones laborales agravando, aún más, los complicados conflictos del campo. Pese a todo ello, los socialistas no querían que se derogase la Ley, teniendo en su poder las Bolsas de Colocación de los distintos términos municipales, su derogación dejaba en el aire y en la incertidumbre la seguridad laboral de sus masas y afiliados, sin cuyo carnet, resultaba extremadamente difícil acceder al mercado de trabajo.
Por otra parte, no sería justo no reconocer que, con los socialistas en el Poder, entre la innumerable obra legislativa (mucha de ella elaborada a través de Decretos que escapaban al filtro de la Cámara), se consiguieron ciertas ventajas notables para los trabajadores; seguros sociales, mejora salarial, horarios, permisos regulados como el referente a la maternidad, etc.; pero todo esa ardua labor legislativa se llevó a cabo teñida de un componente ideológico impropio de un país que decía ir hacia el camino del progreso; se impuso una doctrina ideológica basada por y para la lucha de clases, yo te doy esto porque se lo quito a otro, al ogro, al empresario, al patrono, al opresor, al enemigo; se legisló a impulsos sectarios para ganar el pulso ideológico, al "enemigo" había que quitarle el pan para entregárselo a los míos, no se legisló con equidad ni justicia para todos. Un ejemplo demostrativo fue lo que ocurriría con los trabajadores de la industria hullera de Asturias; los mineros asturianos consiguieron unos jornales nunca antes vistos, muy por encima del jornal medio del obrero español, detrás de este trato de favor estaba su indisimulado apoyo a las corrientes “revolucionarias” que durante meses estuvieron pertrechando y fomentando; las masas obreras debían ser complacientes y estar decididas a apoyar la noble causa revolucionaria que asegurase el éxito de la empresa, y no había mejor manera que dotarlas y satisfacerlas con los medios económicos apropiados; así, con el gancho de un más que generoso subsidio estatal del que, ni de lejos, nunca pudo disfrutar ningún otro colectivo de la administración española, se organizaron para acabar con el mismo Estado, aquel que era la fuente de sus ingentes ingresos…… De esta forma, la tan procaz y fecunda legislación, no impidió acabar con la pobreza del campo, al revés, los rendimientos y la productividad del agro cayeron en picado y el conflicto social empezó a enquistare sin vislumbrarse un porvenir mejor, sin duda, un perfecto caldo de cultivo desde el que seguir ensayando y propulsando la lucha de clases.
Problemas en el campo, desorden social, huelgas, amenazas revolucionarias; la tarea del Gobierno radical-cedista era basta, enorme; los efectos de las tensiones sociales y la permanente amenaza revolucionaria socialista tuvieron su reflejo en la inestabilidad ministerial, se tuvieron que afrontar en este periodo frecuentes ajuste ministeriales; así, en Mayo y tras la aprobación de la polémica Ley de Amnistía (se amnistiaba a los encartados en los sucesos de la intentona golpista de Agosto del 32) y, producto de ella, llegaba el Gobierno de Samper, último gabinete antes de los sucesos de Octubre. La parálisis legislativa era evidente, las continuos vaivenes ministeriales impedían dar continuidad a la obra reformadora y rectificadora de las Constituyentes (la coalición con la derecha no parecía ser bien vista en un número no precisamente pequeño de los miembros de la minoría Radical). Pese a las quejas y denuncias de las izquierdas de que se vulneraban preceptos constitucionales y se derogaba por completo la obra del bienio azañista, a lo más que se llegó es a paralizar, a detener la frenética marcha de la obra legislativa de marcado sesgo partidista del bienio; acaso, se frenó la ya de por sí paralizada sustitución de la enseñanza (aquella en manos de las Congregaciones religiosas), se derogó ciertos apartados de la tan discutida Ley de la Reforma Agraria, se detuvo también la discusión de la obra estatutaria, pero en sí, la obra republicana del 31 todavía era reconocible por más que las izquierdas tratasen de advertir lo contrario, la moderación y la prudencia fueron la respuesta a los vientos revolucionarios que lo invadían todo desde el mismo inicio de la legislatura, unos vientos que impidieron elaborar y abordar una obra fecunda y de completa revisión de la obra Constituyente; sin embargo, esta circunstancia, en labios de Indalecio Prieto parecía otra cosa: “Estamos dispuestos con nuestras fuerzas, con los arrestos de que dispongamos, a impedir esa maniobra para acabar con el régimen, en la que vosotros sois, quizá inconscientemente, cómplices vergonzantes; habrá una lucha entre dos Españas que pugnan y pelean, en un drama angustioso, por preponderar; ”el partido socialista jura aquí poner el máximo empeño, en el terreno que sea, para evitar que la reacción se apodere de nuevo de los destinos de España y destruya lo que tiene de honrado, de esencial y legítimo la República española". (Aplausos en la minoría socialista); así se pronunciaba el día 2 de Mayo, día que se presentaba el nuevo ejecutivo de Samper; de nuevo aparecía la sombra alargada del enemigo republicano, es decir, más de lo mismo, “la República somos nosotros”, cualquier otro escenario había que combatirlo por su condición de reaccionario, de “faccioso”. En esa misma sesión, Gil Robles le contestaba criticando que socialistas y republicanos de izquierda enarbolasen la bandera de ese ficticio republicanismo auténtico: “¡Republicanismo neto a los que estáis a todas horas diciendo que la República para vosotros no es más que un medio para llegar a la revolución social!"; una sesión en la que de nuevo dejaba una declaración expresa e inequívoca de su acatamiento al régimen establecido: “cumpliendo un deber patriótico, en plena realización de sus deberes ciudadanos, se levanten aquí día tras día, no con palabras, sino con hechos, a proclamar que esa fórmula abstracta y teórica que nosotros ponemos en nuestro programa, de acatamiento al Poder constituido, es de hecho por nosotros un acatamiento a ese Poder en la forma del régimen que el pueblo ha establecido, y nosotros hemos proclamado con hechos que estamos sirviendo y que estamos defendiendo a la República para por medio de ella, salvar a España sobre todo”. (Prolongados aplausos y aclamaciones);
“Lo que vosotros no podéis admitir es que nosotros nos conduzcamos con la lealtad con que nos estamos conduciendo constantemente”; el supuesto enemigo del régimen y con todos los elementos del partido republicano por excelencia, el Radical, aplaudiendo, ofrecía así una nueva garantía y certidumbre de su acatamiento a la legalidad republicana, algo que el partido socialista, en ningún modo y en aquellos momentos, podía ofrecer.
En medio de esa parálisis política y social y, ante los tambores revolucionarios que cada vez con más fuerza sonaban, emergía en las Cortes el día 18 de Mayo la figura de Calvo Sotelo tras finalizar sus penosos años de castigo y deportación, consecuencia de la intransigencia de unas autoridades republicanas que no tenían escrúpulos en pedir indultos para revolucionarios anarcosindicalistas, para revolucionarios de sus causas afines, pero que se mostraban implacables para con aquellos que tenían como pena su condición de monárquicos; Calvo Sotelo se vio así excluido de cualquier indulto o Ley de Amnistía de la que si disfrutaron con anterioridad socialistas, comunistas o anarcosindicalistas que, pistola en mano, hacían tambalear un día sí y al otro también los resortes del régimen republicano. Así, llegaba a la Cámara republicana, sin duda, uno de los parlamentarios más excelsos de la historia parlamentaria española, y lo digo sin tener en cuenta e independientemente de la condición ideológica del protagonista (y es que también fueron excelsos parlamentarios, sin duda, hombres como Melquíades Álvarez, el agrario Royo Villanova, el diputado de la Lliga Ventosa Calvell, o el mismo Cambó, entre otros enormes y muy cualificados parlamentarios de aquel entonces, algunos de afinidades ideológicas un tanto dispares); desde este momento, no ya por el número de diputados de su minoría, Renovación Española (que siempre fue escasa), sino por la magnitud y la repercusión de sus intervenciones y, en tan breve espacio de tiempo, se convertiría en la principal figura de las oposiciones parlamentarias; sus vibrantes y magníficas exposiciones y relatos no dejarían indiferente a nadie y, menos aún, a unas izquierdas que desde bien pronto fijaron sus vistas en él como un potencial peligro como fuente aglutinadora de grandes masas de la derecha que, de este modo, pudieran hacer cuestionar la disputa del bien más preciado de las izquierdas revolucionarias; la calle.
Junio fue el mes elegido para desencadenar el primer brote revolucionario; la intención de las masas campesinas dirigidas por significados dignatarios socialistas (Zabalza y Margarita Nelken entre ellos) era impedir la recogida de la cosecha más importante del campo de los últimos años; había que poner las mayores trabas y dificultades posibles a la acción gubernamental y encontraron aquí la situación más propicia para hacerlo. Durante las semanas previas se había estado discutiendo con el Gobierno la mejora de distintas condiciones laborales de los campesinos, se firmaron mejoras en los jornales, horarios y otras tantas que, en nada hicieron cambiar las aspiraciones y apetencias revolucionarias socialistas, cuyo fin único era volver a tomar el Poder al precio que fuere. El Gobierno se defendió declarando la cosecha de interés nacional y para ello aplicó con decisión la Ley de Orden Público con el propósito de apaciguar estos primeros brotes revolucionarios. Desde ese momento, el que era por aquel entonces Ministro de la Gobernación, Salazar Alonso y, en base a su determinación para detener la huelga revolucionaria, sería añadido a la lista, ya por entonces interminable, de "fascistas" peligrosos, lista acuñada por los promotores de la "República somos nosotros". Pero aquí no se detenía la amenaza; el Gobierno Samper se debió enfrentar paralelamente a otra "revolución" encubierta, esta proveniente de Cataluña y dirigida por la ERC; en este caso, la amenaza nacía por la improcedente promulgación de la Ley de Contratos de Cultivos por parte de la Generalidad, una Ley que rebasaba las competencias cedidas a la autonomía catalana; la sola intención del Gobierno Samper de que fuera el Tribunal de Garantías el que resolviese sobre el particular (la Generalidad desacataría la sentencia del Tribunal), sería el desencadenante esgrimido por los nacionalistas catalanes para declararse en rebeldía y decidir no acudir más al Parlamento español como medida de coacción y protesta. A esta rebeldía, "casualmente", se sumarían los socialistas que, en aquel día, se solidarizaban enteramente con la causa de los republicanos catalanes. Así, la coalición revolucionaría quedaba forjada y los preparativos de la misma, a partir de este momento, tomarían el tren de la alta velocidad durante el periodo estival; una serie de acontecimientos de suma gravedad se iban a ir sucediendo ante la pasividad y excesiva templanza del dubitativo Gobierno Samper. Bajo su mandato, es notorio que se percibía en el ambiente una alarmante crisis de autoridad ante el desafío revolucionario, crisis de autoridad que se atribuía a la propia debilidad del Gobierno. Los indicios de que la tan anunciada revolución estaba llegando eran ya evidentes en aquellas fechas; con motivo del Congreso que en El Escorial clausuró la minoría de la CEDA, se declaró en Madrid la huelga general. En aquellas semanas, casualidad o no, Azaña fijaba su residencia accidental en Cataluña desde donde establecería un contacto casi constante con los miembros de la Generalidad y los líderes de la Ezquerra; por su parte, rotativos como El Socialista o El Avance (también órgano del PSOE) desarrollaban una campaña revolucionaria y anunciaba la revolución casi a fecha fija. Mientras, el Gobierno se movía a impulsos de los acontecimientos, cuyo volumen excedía a las posibilidades de cualquier Ministerio; así, se irían descubriendo alijos de armas en distintos puntos de la geografía españolas, principalmente en Asturias y Madrid; un alijo de armas en Muros de Nalón (Asturias); en la Ciudad Universitaria de Madrid se encontró un camión cargado de fusiles y, en un solar, centenares de pistolas. Se encontraban también armas y explosivos en los domicilios de significados socialistas, entre ellos algún diputado a Cortes (Rubio Heredia, Hernández Zancajo, Gabriel Morón, etc.), igualmente en las Casas del Pueblo; y es que ya la última sesión antes del inicio del periodo estival parecía presagiar lo que estaba por venir, aquel día, en la tormentosa e histórica sesión del 4 de Julio, el líder de los socialistas, Indalecio Prieto, empuñaba su pistola contra el diputado de la CEDA Oriol de la Puerta, un monumental incidente que, tal vez, era toda una declaración de intenciones de lo que estaba por venir.
En efecto, durante aquel verano los vientos revolucionarios no dejaron de sonar, más bien lo contrario, se buscaba solo una excusa para desencadenar la furia revolucionaria. Llegado Septiembre se llevarían a cabo una serie de registros en distintos puntos de España en los que se incautaron toneladas de armas a dirigentes y afiliados socialistas, el ejemplo más significativo de todo ello es el suceso del vapor Turquesa en las costas asturianas, el día 11 de Septiembre, un enorme cargamento de armas que esperaba ser recepcionado en la costa por algunos ilustres dirigentes socialistas (Prieto, González Peña, Negrín….); armas también se encontrarían en diferentes Casas del Pueblo (Madrid), en la Ciudad Universitaria, y en tantos otros sitios de la geografía española, lo que demostraría que el proceso “revolucionario” que se pretendía desencadenar, no estaba enfocado a una zona geográfica concreta (hasta en 26 provincias habría heridos y muertes por la violencia desatada).
Y llega así Octubre de 1934; la mala gestión de los acontecimientos subversivos y la falta de autoridad en relación al dudoso acatamiento de la Generalidad respecto a lo que deberían ser sus competencias autonómicas fueron las razones esgrimidas por el líder de la CEDA Gil Robles, para que, en la sesión del 1 de Octubre, no confirmase su confianza al ejecutivo, un acto que provocaba la inmediata dimisión del Gobierno Samper en el curso de la referida sesión. La publicación en La Gaceta el día 4 de Octubre de la entrada en el ejecutivo de tres miembros de la CEDA, fue la última mecha que haría prender la tan anunciada "revolución". Los supuestos enemigos de la República, de "su República", no podían ejercer su derecho a entrar en el Gobierno pese a que hubiesen sido meses antes la fuerza más votada; once meses después, las izquierdas seguían sin aceptar la legitimidad de un resultado obtenido fruto de la voluntad popular, las advertencias durante meses de dirigentes como Prieto o Largo Caballero, finalmente, se cumplían; ¿Resultado de todo ello? casi 1.500 muertos, un país ensangrentado y más dividido que nunca; aquí empezó y, sobre todo, se gestó, sin duda alguna, la guerra civil, y es que desde entonces ya nada sería igual, un “Ejército revolucionario” de aproximadamente 30.000 hombres trataba de acabar con la legitimidad republicana para instaurar un régimen de corte soviético; el soñado comunismo libertario, la dictadura del proletariado parecía hacerse realidad. La campaña se venía gestando durante meses y, quizás, años; los socialistas en aquella región de España, a través de los sindicatos mineros, alentaron e insuflaron (y, quizás, no me quede corto si digo que casi desde los sucesos revolucionarios de 1917), un espíritu revolucionario que, finalmente, estallaría en este mes de Octubre del 34. Sin duda, la permisibilidad y tibieza del Gobierno Samper tuvo su parte de culpa, solo así se puede entender que un diario como el Avance llevara meses libremente alentando y fomentado esta "revolución" ("Si Cataluña se levanta no se levantará sola"; era un ejemplo de uno de sus titulares de aquellas fechas); y es que mientras se clausuraban y suspendían periódicos, el principal altavoz revolucionario socialista pudo tranquilamente expandir los ecos revolucionarios sin que el ejecutivo le molestase. El Sindicato Minero Asturiano (SOMA), subvencionado por el Estado (incluso, por el Gobierno radical-cedista), fue sin duda el principal eje de la revolución en Asturias, dentro de él se estuvo preparando y gestando  durante meses el movimiento subversivo ante la pasividad de los distintos Gobiernos, conocedores, además, de los frecuentes movimientos por la zona asturiana de ilustres socialistas, que fueron vistos con sus vehículos en no pocas ocasiones por algunas de las carreteras asturianas, entre ellos, el mismo Indalecio Prieto; así mismo, el Consorcio de Industrias Militares, fue el que facilitó el mayor número de armas a los revolucionarios (pasó de manos militares a manos civiles a consecuencia de las reformas de Azaña). En este contexto, el partido socialista era dueño del espíritu de la República y ese espíritu era decididamente revolucionario, nadie dudaba en aquellos momentos de que los socialistas, tarde o temprano, utilizarían los resortes de Poder que aún manejaban para desencadenar una intentona revolucionaria, una intentona golpista. Los socialistas contaron con el favor siempre de la Prensa republicana de izquierdas, una Prensa que había estado hasta última hora espiritualmente al lado de los partidos que hicieron la revolución; pese a que no patrocinaron la subversión en su fase violenta, sin duda lo hicieron en las fases anteriores a la que desencadenó la violencia y la batalla. Los partidos republicanos, si bien no participaron activamente en la misma, fueron fiduciarios de ella; Acción Republicana, rompió el día 5 de Octubre sus vínculos con los órganos de la República y anunció su propósito de apelar "a todos los medios" para rescatar la República, "su República". El resultado de todo ello sería un abismo ideológico, social y político entre españoles que lejos de resolverse, iba a enconarse en los siguientes meses.
En efecto, lejos de aprender de lo ocurrido en aquel Octubre, socialistas y una buena parte de la izquierda republicana no cejarían en su empeño de seguir trabajando (fuera de un Parlamento al que se negaron a acudir), en pro de una "revolución" dirigida a acabar con la legitimidad de las instituciones republicanas. El Gobierno no supo sacar provecho de su triunfo, es más, tardó poco en ser cuestionado por la tibieza con la que aplicó la justicia sobre los encausados en los trágicos sucesos, circunstancia que sería aprovechada por las oposiciones del arco izquierdista parlamentario para, en aras de una supuesta e incruenta represión, fomentar y desplegar una propaganda de un victimismo dirigido a verter sobre el Gobierno todo tipo de acusaciones y sospechas acerca de sus represivas actuaciones en la región asturiana. Represión y excesos seguramente los hubo, recordar que se envió un Ejército de unos 40.000 hombres con instrucciones claras de restablecer el orden a la mayor presteza; murieron seguramente muchos inocentes, pero tratar de encausar a aquellos que, sin duda, se jugaron su propia vida por restablecer la paz, además de ser profundamente injusto, es legitimar la acción de aquellos que, con su acto de cobardía y villanía, trataron de dar un golpe de Estado por una causa puramente sectaria e ideológica ajena a los verdaderos intereses generales de la sufrida ciudadanía y de la golpeada Nación española; los únicos culpables de aquellos sucesos son los que levantaron la bandera de la "revolución" y puño en alto proclamaban el comunismo libertario, no otros; la Justicia con ellos debió ser inflexible, justa y equilibrada pero inflexible, para hacer ver al conjunto de la ciudadanía, de izquierdas, de derechas, de centro, del Norte, del Sur, republicanos y monárquicos, que este no era ni podía ser el camino para resolver absolutamente conflicto político o social alguno. Pero no fue así, el Gobierno se mostró timorato, dubitativo; las acusaciones de represión, de violencia, de excesos pesaron sobre un ejecutivo que trató de buscar una situación de equilibrio, de condescendencia en un inútil esfuerzo de intentar contentar a todos, de no soliviantar los ánimos, una tibieza que provocó que las llamaradas y rescoldos revolucionarios no se apagaran en ningún momento, más bien al contrario. No comprendían que, hicieran lo que hicieran, fueran duros o timoratos, activos o pasivos, firmes o conciliadores, gran parte de las izquierdas, socialistas, comunistas e, incluso, las izquierdas republicanas burguesas, estaban a otra cosa; la República era suya y no contemplaban que estuviera en manos de aquellos a los que consideraban sus enemigos, hiciesen o no sinceras declaraciones de republicanismo. Al Gobierno se le acusó de represión, pero de las más de 20 sentencias de muerte que se dictaron, (una pena capital de la cual por muchos y diversas razones no soy partidario), solo finalmente dos se llevaron a efecto y que, además, recayeron sobre unos individuos que poco o nada tenían que ver con los verdaderos cabecillas de los trágicos sucesos, pagaron así “justos” por pecadores mientras los auténticos protagonistas de la tentativa golpista tardarían no muchos meses en recobrar la plena libertad sin tan siquiera antes haber renegado, en lo más mínimo (más bien al contrario), de su participación en unos sucesos que provocaron la muerte de casi 1.500 españoles. Siendo así, no les faltó tiempo para y, según recobraban la ansiada libertad, volver a alzar la bandera y el grito de la "revolución" e, incluso, jactarse de su participación en lo que llegaron a denominar el "Octubre glorioso". Así, la reconciliación y la concordia nacionales, para aquellos que en torno al Frente Popular posteriormente se congregaron, no tenían cabida ni estaban entre los propósitos de un ideario que se fundamentaba, principalmente, en reverdecer aquello que en Asturias se perdió; el afán de revancha y la glorificación de aquella “revolución” fueron los tristes e incomprensibles caminos que eligieron llevando así a un callejón sin salida al régimen republicano al que tanto decían querer y defender. La división en el partido socialista no impidió que los ecos revolucionarios se apagasen, un Julián Besteiro relegado de las altas directrices del partido, sería el encargado de tratar de establecer puentes con la más alta magistratura del Estado, Alcalá Zamora, su finalidad era el indulto de penas para los más significados dirigentes socialistas involucrados en el proceso sedicioso. Así, Largo Caballero y otros tantos, verían redimidas sus penas (recobró apenas un año después la libertad pese a que el Fiscal, Valentín Gamazo, hubiera solicitado una pena condenatoria de 30 años de prisión….), algunos, incluso, vieron conmutada la pena capital a la que fueron condenados; pese a esta benevolencia institucional, nada haría cambiar sus propósitos. Fueron infructuosos los múltiples intentos de Besteiro para hacer que los miembros de su minoría retornasen a la vía parlamentaria, al Parlamento, el ala Caballerista impondría una vía extraparlamentaria más acorde con sus apetitos revolucionarios, así, no harían acto de presencia en el Parlamento hasta ver colmadas sus aspiraciones, los asientos socialistas en el resto de esta legislatura permanecerían vacíos.
Los rescoldos revolucionarios fueron manifiestamente visibles durante el año 1935; aun así, el Parlamento pudo gozar de una cierta paz y estabilidad durante los seis primeros meses del año, y ello, a pesar de que las escasas izquierdas republicanas mostraban un frontal rechazo a cualquier iniciativa legislativa emanada de los distintos Gobiernos radical-cedistas, recordando mucho a los métodos obstruccionistas de los meses precedentes del partido socialista. Por mucho que se diga, por muchas veces que se repita, el mal llamado bienio negro de las derechas y radicales poco pudo hacer de obra rectificadora de las Constituyentes; debemos recordar que el mismo día que el Gobierno se presentaba a la Cámara y por tanto a la Nación, era anunciada y proclamada toda una "revolución", esta durante meses fue preparada y casi relatada como un serial desde la misma sede parlamentaria, de este modo, la iniciativa legislativa y política ante esta amenaza, sumada a la actitud decididamente obstruccionista de las izquierdas, resultó ser un vano e infructuoso intento que impidió desarrollar, en estos dos años de legislatura, una obra ya no ya de rectificación, sino de reparación o saneamiento de la desastrosa situación social y económica en la que se encontraba sumida la Nación española. La obra no fue fecunda, sin duda, iniciativas como la tan aplaudida del Ministro de Trabajo Salmón sobre la modificación de la discutida Ley de los Jurados Mixtos, se quedaron en estériles buenas intenciones ante los vientos revolucionarios que se llevarían todo por delante. Por su parte, los intentos de traer la paz social al campo fueron abanderados por el Ministro de Agricultura, el cedista Giménez Fernández, intentos baldíos donde sus siempre cuestionadas medidas casi encontraron más eco y apoyo en las izquierdas parlamentarias que en los bancos de las derechas; un Ministro que luchó para que los miles de yunteros tuvieran una pequeña parcela de tierra que les permitiera desarrollar los trabajos de su yunta y ello le acarreo duros enfrentamientos con los sectores más férreos de la derecha que, de nuevo, creían ver amenazadas sus propiedades. La medida no satisfizo ni a unos ni a otros pero, al menos, los denodados esfuerzos y llamadas a la conciliación del Ministro propiciaron que el fuego de combate en el campo se apaciguara en parte durante aquellos meses, los resultados de la cosecha del año 1935 demuestran que en algo se avanzó en ese sentido.
Sin embargo, la obra, como casi todas las desarrolladas en el régimen republicano, no sería completa; la derogación (solo en parte) de la tan criticada Ley de la Reforma agraria solo se pudo conseguir finalmente cuando la legislatura empezaba a agonizar, en el mes de Julio; tampoco se hizo nada aparente en materia de enseñanza o educación, ni se iba para atrás ni para adelante, un punto muerto que pareciera pretender no molestar ni avivar unos rescoldos revolucionarios que, a medida que transcurría el año, parecían recobrar una inusitada fuerza, circunstancia que, tan solo unos meses antes, hubiera parecido una pretensión más propia de lo ilusorio. La llama de la "revolución” se encendía y las izquierdas parlamentarias lo sabían, sus escasas fuerzas de la Cámara presionaron el acelerador de la obstrucción y, más, cuando en el mes de Abril se formó un nuevo Gabinete, ahora ya, con la presencia de hasta cinco diputados de la CEDA (toda una provocación "reaccionaria"…); su continuo y pertinaz rechazo a la legitimidad de los resultados de las elecciones de Noviembre del 33 evidenciaba que nada haría cambiar en sus propósitos de fomentar la discordia y la división para quebrar la estabilidad gubernamental (avivar la división y fragmentación del partido Radical fue uno de sus objetivos más apremiantes, con ello entendían que se lograría finiquitar la legislatura, y no se equivocaban...). Y la ocasión propicia para ello no tardaría en llegar, y es que durante el verano del 35 se iban a destapar los casos de corrupción del Straperlo y Nombela; esta legislatura no sería, tristemente, tampoco la destinada a dar la tan ansiada estabilidad política y social a España y lo pudo haber sido si los distintos Gobiernos hubieran tenido el suficiente coraje y firmeza de llevar adelante, sin rubor ni recelo alguno, su obra y propósitos en lugar de tener la vista permanentemente puesta en la reacción que esta ejecutoria pudiera causar en aquellos que tenían como único deseo, el fracaso y derrumbe de cualquier iniciativa y obra gubernamentales.
De este modo, las mismas fuerzas que se pusieron de perfil o, cuando menos, no habían mostrado su explícito rechazo a los trágicos sucesos de Octubre del 34, las izquierdas republicanas de los señores Martínez Barrio, Azaña, Barcia, Casares Quiroga, etc., sacaban ahora a relucir todo su arsenal inquisidor ante unos hechos que, pudiendo ser reprobables (sobre todo, desde una ejemplar conducta moral y ética), no tenían, ni de lejos, la notoriedad y la magnitud de toda una tentativa golpista dirigida a acabar con las instituciones republicanas; la legislatura, en manos de un tecnócrata independiente republicano,  Chapaprieta, (más interesado en asuntos de índole económica que otra cosa), agonizaba sin que en ello ayudase, además, la postura claudicante del Presidente republicano, Alcalá Zamora que, empeñado en no ofrecer la jefatura del Gobierno al líder del partido más votado, Gil Robles y, en un nuevo ejercicio de cuestionable gusto democrático, facilitaba y ofrecía el Poder a políticos que apenas tenían siquiera una mínima representación parlamentaria y, por tanto, peso alguno en la opinión pública, como era el caso del propio Chapaprieta. El pueblo, el conjunto de los españoles, dos años antes había elegido un cambio hacia políticas conservadoras de forma clara y rotunda y, en ningún momento, estas apenas tuvieron la mínima oportunidad de desarrollar el programa por el cual fueron elegidas, se prefirió adoptar por parte del Presidente de la República una postura equidistante, de difícil cuando no de imposible equilibrio y con el fin de no soliviantar o agraviar a aquellos que, desde hacía ya tiempo, habían apostado por el recurso de la violencia y las armas como medio para dirimir los litigios políticos y sociales en España. Ninguno podremos saber qué hubiera pasado si, de acuerdo con la aritmética y la lógica de unos resultados de signo y en esencia irrefutablemente democráticos, se hubiera facilitado la gobernabilidad a la minoría vencedora de aquellos pero, qué duda cabe, que el Parlamento hubiera tenido otra laboriosidad, otro desempeño en el ejercicio de sus funciones legislativas, no sabemos si mejor o peor, pero seguramente se hubieran acometido y de forma más decidida, algunas de las reformas sociales y económicas más demandadas por el conjunto de la ciudadanía; quien sabe, además, si los acólitos de la "revolución" hubieran tenido mucho más complicado armar su tejido revolucionario que culminaría con la formación de un Frente Popular, a través del cual, se daría cobertura, propaganda y apología del Octubre "Glorioso". Y es que en efecto, en aquellos meses de Noviembre y Diciembre de 1935, la deseada creación de un Frente Obrero Único dio paso a la formación de un Frente de inequívoco acento antifascista y revolucionario (si bien, había que tener en cuenta que el abanico ideológico que para ellos abarcaba el término fascista iba desde el centro ideológico pasando, incluso, por los radicales republicanos…..); socialistas, sindicalistas, anarquistas, nacionalistas, comunistas y los republicanos burgueses de la izquierda intensificaron sus contactos y reuniones en aquellos meses para dar forma a lo que se daría en llamar Frente Popular.
Los anhelos y apetencias de este Frente eran claros; amnistía para los que ya consideraban héroes "revolucionarios" de Octubre, readmisión de los obreros implicados en los procesos revolucionarios, reparaciones para ellos y sus familias (indemnizaciones incluidas), purga de funcionarios (jueces, maestros, Ejército), clausura de los partidos y asociaciones de la derecha, etc. Únicamente el partido de Sánchez Román (PNR) no se sumó a esta invitación que daba continuidad a un ideario inserruccional y de confrontación y a la que si se sumaron los partidos burgueses de la izquierda republicana (los Azaña, Barcia, Sánchez Albornoz, Martínez Barrio, etc.); minorías que durante meses intentaron tamizar en alguno de sus puntos el programa abiertamente revolucionario que, sobre todo, socialistas y comunistas trataron de implantar; así, finalmente, unificados criterios y postulados, unieron sus firmas a ese compromiso deseosos de impulsar con más intensidad la obra emprendida en aquel Abril de 1931; quizás, algunos de ellos, desconocían que, a estas alturas, las esencias de la República de Abril del 31 habían fenecido hacía mucho tiempo. Los aires revolucionarios lo impregnaban todo en estas confluencias frentepopulistas y, así, la unión de todas estas formaciones no pasaba de ser puramente circunstancial; en el Frente obrero, liderado por comunistas y socialistas (en especial, el ala Caballerista), no dejaban de alardear públicamente que se sumaban a este Frente con el único propósito de reparar con presteza las injusticias y represalias del Octubre rojo, amnistía general y reparaciones para los héroes "revolucionarios", para los luchadores de la "libertad y la legalidad republicana" y, una vez conseguido, sus propósitos irían mucho más allá, desde el establecimiento de una República socialista de corte y a semejanza soviéticas, hasta la nacionalización de la banca, nacionalización de la tierra, colectivización, etc. Las palabras y citas de destacados firmantes del programa frentepopulista en aquellos días, Largo Caballero, el líder del POUM Maurín o el Secretario General del Partido Comunista Díaz Ramos, no dejaban lugar a la duda respecto a las intenciones futuras de todos ellos; la alianza con los republicanos de izquierdas, con la burguesía republicana era meramente circunstancial, una vez conseguido el triunfo electoral, cada uno lucharía por sus intereses y los suyos eran muy claros. De esta forma, se trataba de justificar, de legitimar los asesinatos de Octubre del 34, dado que estos se consideraban unos asesinatos puramente "políticos" en aras de un ideal legítimo y democrático por lo que era un derecho el amnistiarlos al que precio que fuese, con esta premisa, era de justicia encausar a los que en aquellos momentos representaban a la legalidad, a la autoridad, a los garantes de los derechos y las libertades constitucionales, ellos eran los asesinos a los que había que enjuiciar por perseguir y represaliar a los que en Octubre del 34 se alzaron en favor de esa "libertad revolucionaria"; así, el Ejército, el Gobierno, la Guardia Civil, las Fuerzas del Orden, todos ellos eran los miembros de un cuerpo represivo al que había que ajusticiar por sus múltiples tropelías y asesinatos (en aquellos momentos algunos denunciaban, sin criterio alguno, hasta más de 5.000 asesinatos cometidos por las autoridades y Fuerzas del orden en los sucesos de Octubre….); la amnistía no sería para ellos, al revés, había que sacar de la cárcel a los promotores de los sangrientos sucesos para que su lugar lo ocupasen aquellos que se jugaron su propia vida en su intento de restablecer el orden y la legalidad republicanas. Con estos mimbres nacía en aquellos días el ideario frentepopulista, cuyos miembros mostraban una piel extremadamente fina con los escándalos de la moralidad pública del partido Radical mientras que, al mismo tiempo, sellaban un pacto encaminado a sacar de las cárceles a todos aquellos que empuñaron las armas para acabar con la legalidad y las instituciones republicanas en aquel "Glorioso" Octubre del 34.
La alianza entre radicales y cedistas llegaba a su fin en Diciembre del 35, una alianza que tres o cuatro años antes hubiera parecido una ilusión ciertamente difícilmente imaginable. Fue, pese a todas las dificultades y los escasos resultados, una alianza leal y sincera (no exenta de enormes dificultades por la condición, como anteriormente he referido, inequívocamente izquierdista y republicana de muchos de los miembros del Partido Radical); ambas formaciones intentaron atraer a las masas, al conjunto del electorado hacia posiciones más centradas y moderadas, una ampliación de la base republicana que no se pudo llevar a efecto porque al no apagar por completo los vientos revolucionarios, la polarización que ya sufría la sociedad española no se detendría; los conflictos sociales siguieron candentes pese a que sería, sin duda, el año en que la República pudo disfrutar de unos mayores niveles de paz y estabilidad social (bien es verdad que esta nunca fue plena, no lo sería nunca en los cinco años). El precio que pagaron los radicales por su alianza con las fuerzas de la derecha fue excesivo, escisiones casi continuas y rumores de escándalos que durante meses corrieron por los pasillos del Parlamento; la lealtad de Gil Robles y la estrecha unión personal que forjó con Lerroux impidió que la alianza quebrase antes de aquel mes de Diciembre. Las derechas de la CEDA tampoco fueron reconocidas nunca en su generosidad permitiendo que fuera la minoría Radical (una fuerza con bastante menor representación parlamentaria), la que abanderara y patrocinara el ejercicio del Poder; fueron siempre tildadas de enemigas del régimen cuando, muy al contrario, trataron de posibilitar que en él pudieran tener encaje el mayor número de españoles posible; muy fácil les hubiera sido no facilitar la investidura y provocar la repetición de las elecciones en Diciembre del 33 al no ser escuchadas ni atendidas sus demandas y peticiones, de acuerdo a la inapelable victoria que en ellas habían obtenido. Además, recordemos que siempre mantuvieron una distancia de seguridad con otras fuerzas de la derecha más decididamente antirrepublicana y a las que, de haber tendido la mano, les hubiera allanado sobremanera el camino para su deseada y apetecida reforma constitucional poniendo en un verdadero brete al propio sistema republicano tal y como este advino; no lo hicieron por compromiso y lealtad a su Patria (una lealtad mal entendida y es que muchos no entendieron esa postura tibia y equidistante que no se correspondía con la fuerza de los votos que las elecciones les había otorgado), a cambio, recibieron el calificativo de reaccionarios cuando no de subversivos facciosos. Así, llegados a ese punto y, ante la estocada final que se asestaba a la credibilidad del partido Radical, por última vez, Gil Robles demandaba al Presidente de la República lo que le correspondía de acuerdo a derecho y a la decisión de la voluntad popular, la Presidencia del ejecutivo. La sañuda negativa de este abocaba al país al peor de los escenarios posibles en un momento en que las pasiones políticas volvían a encenderse para ya no volverse a apagar; así, una fratricida contienda electoral sería el germen del ocaso final del régimen; en ella, los verdaderos republicanos, los históricos republicanos representados por el partido Radical, desaparecerían casi por completo del escenario político, la República se había quedado casi sin republicanos; dos fuerzas de extremos radicalmente opuestos se la iban a llevar por delante y, muy posiblemente, independientemente del resultado electoral que se produjere; y una República sin republicanos no podía ser en modo alguno posible.
Los sucesos acaecidos desde mediados del mes de Febrero han sido suficiente y ampliamente analizados en los relatos del diario de sesiones, sesiones que reflejan el espíritu en que se desenvolvieron unos y otros; la democracia nacía prácticamente muerta con unas masas de izquierdas que, unidas en torno al Frente Popular, iban a dirigir todas sus políticas e ideario contra la otra mitad de españoles por el hecho de no ser solidarias, no ya de esa ideología de izquierdas, sino por haber pertenecido o situarse junto a aquellos que intentaron reprimir la intentona golpista; la firme defensa del "Octubre Glorioso" dejaba claro que el espíritu revolucionario estaba más vivo que nunca y, de este modo, se utilizaron las paredes del Parlamento para desatar la más vulgar y obscena cólera vengativa contra la otra España. La traición, cuando no la cobardía de Portela Valladares, entregando el Poder en el crucial momento del recuento del escrutinio, dejaba a merced de los revolucionarios (que llevaban días en la calle ejerciendo todo tipo de presiones y violencias para declarar antes de conocerse los resultados la victoria frentepopulista), el proceso final del recuento electoral; en esos días, del 17 de al 20 de Febrero, días en los que Azaña había sido ya designado Presidente del Consejo (Alcalá Zamora prefirió hacer entrega del Poder a alguien que nunca hizo declaración expresa de censura o crítica de los sucesos de Octubre y con los que, incluso, simpatizaba o confraternizaba), se hicieron y cometieron todo tipo de tropelías. Especialmente gravoso fue el protagonismo de unos Gobernadores civiles designados al efecto, Gobernadores solidarios de la causa frentepopulista, protagonistas de todo tipo de desmanes, de arbitrariedades e irregularidades que imposibilitaron conocer el verdadero resultado final de las elecciones; sin disimulo alguno, se falsificó la documentación para que esta llegase a las Juntas Provinciales de Censo ya adulterada. Me remito de nuevo al mejor estudio que hasta la fecha se ha realizado sobre todo ello; “1936: Fraude electoral”; libro donde se detalla pormenorizadamente como algo más de 50 actas pasaron de las derechas a las izquierdas sin acta notarial alguna y pasando por encima de una legalidad que era pisoteada y mancillada desde las más altas esferas y magistraturas del Poder. El mismo Presidente de la República, Alcalá Zamora, reconocería años después su enorme error en sus impagables memorias (recordemos que salieron a la luz hace poco más de 15 años….), y en las que relataba como las hordas frentepopulistas se hicieron con el control de unas actas que, cuando no fueron robadas, fueron borradas, tachadas, etc. El vicio que apuntalaba el final de la República nacía de unas elecciones amañadas que pervirtieron la legitimidad y la expresión de la voluntad popular, una voluntad que, en modo alguno, tendría su real reflejo en la posterior composición de la Cámara. Esto significaba, en sí mismo, un ejercicio de cruel revanchismo convertido ahora en una nueva intentona golpista de aquellas izquierdas solidarias de la “revolución” que, por medio de nuevo de la extorsión cuando no de la violencia, modificaban a su antojo el verdadero sentir de la opinión y de la voluntad popular.
Los tensos debates sobre las actas están ahí, los diarios de sesiones reflejan como se fueron anulando una tras otra las actas donde las derechas habían ganado claramente; Cuenca, Granada, La Coruña, etc.; con una Comisión de actas que esgrimía las razones más absurdas y peregrinas para anularlas, una Comisión que hablaba como representante, como la voz del Frente Popular y no en representación del conjunto del Parlamento; un ejemplo ilustrativo son las palabras del Vicepresidente de la misma, el socialista Gomáriz en la sesión del 31 de Marzo durante la discusión de las actas de la provincia de Salamanca, donde llegaba a asegurar que les hubiera gustado anular dichas circunscripciones y que de haberlo hecho: "hubiéramos sentido una satisfacción de conciencia individual, pero no una satisfacción de conciencia política", incluso, llegaba a afirmar que lamentaba no poder anularlas: "para lo que no encontramos motivo bastante y lo sentimos"; reitero, este señor era el que hablaba en nombre de la Comisión parlamentaria de actas y cuyo presidente era Indalecio Prieto….. Pero este no fue el único golpe que se daría a la legalidad institucional, a ello hay que sumar que, en la primera sesión ordinaria a Cortes, el 3 de Abril, finalizada la configuración de la Cámara y una vez terminados los debates de las actas, los socialistas por boca de Prieto y, en representación de todas las fuerzas del Frente Popular, presentaban en una simple Proposición no de ley una propuesta para pedir, ni más ni menos, que la sustitución del Jefe del Estado, Alcalá Zamora; sí, el mismo que dos meses antes les había puesto en bandeja de plata los resortes del Poder. Una manifiesta ilegalidad constitucional les permitía llevar a cabo lo que algunos diputados, como el moderado Fernández Castillejo entre otros, calificaron como todo un golpe de Estado; lo hacían ahora aquellos que tuvieron la piel muy fina en los años que estuvieron las derechas en el Poder para azuzar la bandera "revolucionaria" por entender que estas no cumplían los preceptos constitucionales, que no seguían le letra y la obra de las Constituyentes, sin embargo, ahora se hacían acreedores de toda la "legitimidad" para, en la primera sesión ordinaria de la legislatura (para que esperar más…) y, en el primer punto del orden del día, llevar adelante la mayor vulneración constitucional que un demócrata acaso pudiera imaginar, la sustitución arbitraria y anticonstitucional de la Jefatura del Estado republicano con el propósito de situar en su más alto pedestal al principal fiduciario de su programa revolucionario, el Manuel Azaña. Una evidencia más de que la alianza de republicanos de izquierda, nacionalistas, comunistas y socialistas, apuntaba a metas mucho más altas, no disimulaban, sin rubor alguno, que la República debía recorrer caminos más profundos hacía una proletarización de corte socialista, al más puro estilo soviético; es difícil entender como a esta propuesta se sumaron fuerzas burguesas que viajaban en compañía de aquellos que se habían propuesto como único fin el establecimiento de esa dictadura del proletariado. La excusa esgrimida para la sustitución presidencial era una burda y un chalaneo impropio de un régimen que se autoproclamaba democrático; entendían que la disolución de las Cortes del mes de Enero era la segunda de las dos disoluciones facultadas al Presidente de la República (la primera sería la ocurrida  en Octubre del 33 con la disolución de las Constituyentes), lo que imposibilitaba que esta legislatura pudiera ser disuelta por él; algo que escondía una burda artimaña además de una evidente contrariedad dado que, cuando se disolvieron las Cortes Constituyentes, los ahora firmantes de la Proposición, entendieron que aquel no era un Decreto de disolución sino que se daba simplemente finitud al periodo Constituyente una vez concluida su funcionalidad, por lo cual y, según sus propios criterios y testimonios de aquel entonces, esta (del mes de Enero) debía ser la primera de las disoluciones y no la segunda; además defendían que esta, ahora ya convertida en segunda disolución, no había sido necesaria, olvidando quizás que, durante meses, estuvieron resueltamente apelando a ella y, en no pocas ocasiones, incluso, la exigieron al mismo Alcalá Zamora para así acudir a una cita electoral que deseaban y, producto de la cual, se habían apoderado del Poder; es decir, no aceptaban la disolución cuando durante meses estuvieron apelando a ella….. Una nueva incongruencia y argucia por la que trataban de dar rienda suelta a sus apetitos revolucionarios, unos apetitos que serían saciados finalmente con la elección como Jefe del Estado de Manuel Azaña, promotor y principal benefactor de las alianzas y pactos de las izquierdas republicanas burguesas con las izquierdas revolucionarias. Azaña, otrora defensor de causas liberales en décadas pasadas, pareció olvidarlas en estos años de fulgor revolucionario, quizás, a consecuencia de los siempre insaciables apetitos del Poder.
El plan había sido un éxito, les había sido entregada prácticamente la totalidad de los resortes del Poder y no iban a perder ni un solo instante en llevar adelante las promesas incluidas dentro del programa frentepopulista; así, todos los protagonistas de los sucesos de Octubre del 34, escasamente un año y medio después, durante la primavera del 36 recobrarían la libertad, algunos de ellos llegarían a ostentar diversos y relevantes cargos públicos, incluso actas de diputado (como ejemplo más ilustrativo, uno de los principales promotores de los sucesos revolucionarios, el socialista González Peña); al mismo tiempo, la Generalidad y el Estatuto recobraban su plena vigencia entregando la Presidencia de nuevo a aquel que se levantó contra las instituciones republicanas, Companys; además, se detendría arbitrariamente a distintos elementos y líderes derechistas, entre ellos al líder de la Falange, José Antonio Primo de Rivera, para quien no se contemplaba los beneficios de la Ley de Amnistía (ya no saldría vivo de la cárcel), una arbitrariedad que dejaba clara y rotunda el diputado socialista Rufilanchas en una de las agitadas sesiones del mes de Abril: “la amnistía para nosotros”, solo para ellos, para los dueños de la República. El plan "revolucionario" no se frenaría en esos meses de la primavera del 36; se readmitirían en sus puestos a los obreros despedidos por su participación en los sucesos “revolucionarios”, además, con indemnización incluida (muchos de ellos con delitos de sangre…); se dictaban de nuevo Proyectos que fomentaban las invasiones de fincas (a tal fin, era derogada la derogación de la Ley de la Reforma agraria); se sustituyeron, sin disimulo alguno, jueces y magistrados por otros más afectos a la causa revolucionaria (más que republicana), también maestros, funcionarios, se cerraron colegios y sindicatos católicos, se clausuraron asociaciones y partidos de la derecha, entre ellos el de Renovación Española, incluso, familiares del ex Presidente de la República Alcalá Zamora sufrieron detenciones arbitrarias de fuerzas policiales; el desorden social no paraba de crecer a un ritmo antes nunca visto; huelgas, robos, asesinatos, asaltos a fincas, quemas de Conventos e Iglesias y una larga e inacabable lista de sucesos pasaron a ser el pan nuestro de cada día, un caos total y absoluto que tenía reflejo en las tumultuosas sesiones parlamentarias, donde los insultos, las amenazas personales, la descortesía más soez y vulgar eran la nota común salidas desde los bancos de las minorías frentepopulistas hacia las cada vez más escasas y mermadas fuerzas de la derecha que acudían estoicamente a unas sesiones donde, más que ejercer con dignidad su cargo de representatividad de la soberanía, trataban de dar acto de fe de todas las arbitrariedades e irregularidades que allí se cometían. Era sin duda el Gobierno de unos contra otros y las cosas no iban a mejorar con la llegada a la Presidencia del ejecutivo de Casares Quiroga que, en la sesión del día 19 de Mayo, día de su investidura, afirmaba sin rubor que serían inflexibles con las oposiciones, una sesión en la que invitaba a los miembros del Frente Popular a emplearse a fondo para combatir a un adversario convertido desde entonces en enemigo común; así, afirmaba que la República: “será respetada, y, sino, se hará temer". Consideraba que ante los ataques del enemigo: "la táctica de la simple defensa no basta. Es más eficaz para aquellos que representan el impulso que vosotros representáis, hombres del Frente Popular, la táctica del ataque a fondo. Digo que se ha acabado de tener contemplaciones con los enemigos abiertos, ni siquiera con los enemigos enmascarados de la República"; día en que, además, amenazaba directamente al líder más destacado de las oposiciones, Calvo Sotelo y al que hacía públicamente responsable de lo que sucediera a partir de ese momento. Los términos “señoritos”, fascistas, reaccionarios, asesinos, adjetivaciones y vulgaridades impropias de un Parlamento democrático, fueron la moneda de cambio habitual que recibieron las escasos elementos de las derechas parlamentarias por el simple hecho de ejercer su derecho de oposición parlamentaria, bien es verdad que, seguramente, muchos de sus miembros, estaban ya por aquel entonces más pendientes de otra “revolución” que se empezaba a dibujar amenazante en el horizonte; en aquellos momentos, y es que los ruidos de sables en no pocos sectores del Ejército eran ya evidentes ante un país que pareciera desangrase por momentos.
Pero esos ruidos de sables ya sonaban antes, rugieron con toda su intensidad en aquel trágico Octubre de 1934, los rescoldos "revolucionarios" se trasladaban ahora a una Cámara que, en una gran parte, se solidarizaba e, incluso confraternizaba con ellos. La Amnistía que se aprobó daba carta de libertad a unos revolucionarios que no eran sino, en mucho de los casos, criminales que habían extendido el horror por amplias zonas del territorio español, principalmente en Asturias. La revolución no estaba acabada, el ambiente prebélico creado ya entonces recobraba ahora todo su vigor e intensidad con la carta de libertad, con el blanqueamiento institucional de aquellos que pretendieron acabar con las propias instituciones republicanas, unas instituciones que no les servían ni les eran suficientes para sus apetitos de su soñada dictadura socialista. Las palabras del principal promotor de la intentona golpista de Octubre del 34, el diputado socialista González Peña, el 27 de Febrero, pocos días después de ser proclamadas "vencedoras" de las elecciones las candidaturas frentepopulistas, daban una clara idea de que, no ya que se arrepintieran de sus actos o, al menos, aparcarán sus apetitos revolucionarios, no, al contrario, en una intervención por radio y a toda la opinión pública española (discurso que ya referí en su momento), llamaba a extender la propaganda y la urgencia revolucionaria por entender que la obra estaba inacabada y a la que invitaba a sumarse al conjunto de la ciudadanía; estaba claro que, aquellos que fueron los primeros en hacer sonar el ruido de sables, no se arrepentían por ello y además parecía sonarles bien la melodía que de ellos salía…. Al respecto, también es interesante recordar algunas de las citas de las memorias deAlcalá Zamora y en las que deja claro como tuvo lugar este Proyecto de Ley Amnistía y los efectos que este produjo: "Los sindicalistas anárquicos pusieran en la calle a autores de crímenes horribles y comunes, y toleró algo más grave. Hubo pequeños patronos de talleres domésticos llevados en familia, donde ésta se vio obligada a convivir con los asesinos del padre o del hermano"; "En el Banco de España, según me refirió su exgobernador Zavala, se exigió por el Gobierno la readmisión de quien había disparado siete tiros de pistola contra un subgobernador, que se libró de la muerte mediante maniobras violentas y peligrosas del automóvil en que iba; y también la de otro empleado, reo de muerte por robo con homicidio". Sin duda, unas afirmaciones más que reveladoras de lo que se pretendía llevar a cabo con ese Decreto de Amnistía; en definitiva, estos señores eran los que venían a "democratizar" el régimen y a expulsar a aquellos que tildaban de “fascistas” de las instituciones republicanas… No es de extrañar, por tanto, todo lo que en aquellos próximos meses acontecería en la Cámara frentepopulista. (Su condición de republicana había sido ya ampliamente rebasada).
En este orden de cosas, en el Parlamento seguía sobresaliendo la alargada figura de Calvo Sotelo, sin duda, el líder de las oposiciones que, ante la elocuencia y rotundidad de sus intervenciones, más molestaba y perturbaba las conciencias de las izquierdas parlamentarias; fue objeto de continuas y frecuentes amenazas salidas de las bancadas de estas; las más recordadas, seguramente, las de la Dolores Ibarruri (que llegó a advertir que había emitido sus últimas palabras en el Parlamento) y la del socialista Ángel Galarza que, en la sesión del día 1 de Julio, llegó a amenazarle con el asesinato sin jactarse ni inmutarse por ello, al contrario, se reafirmó y no retiro sus inaceptables amenazas (sin olvidarnos de la ya referida a cargo de todo un Presidente del Consejo, Casares Quiroga). Y así, tan solo 12 días después, el 13 de Julio, se llegaba al penúltimo vicio del régimen, al paroxismo de una violencia que ponía punto y final a un régimen que había nacido de por sí con muchos vicios; Calvo Sotelo era salvajemente asesinado, asesinado por miembros de la Motorizada, la escolta personal de Indalecio Prieto, un asesinato que se había preparado durante bastante tiempo atrás (no fue, como quisieron hacer ver, una moneda de cambio por la muerte del Teniente Castillo, se ha podido comprobar que se venía gestando desde tiempo atrás, el asesinato del Teniente solo fue la excusa para llevarlo a cabo). Recordemos que, previo a él, hubo dos intentos fallidos de asesinato; primero se buscó en su casa al líder de la CEDA, Gil Robles (se salvó porque en ese momento no se encontraba en su domicilio) y, posteriormente, se intentó el asesinato de los hermanos Miralles (los que hicieron sonar la Marcha Real aquel 10 de Mayo de 1931 en el Círculo Monárquico) y que ahora eran destacados simpatizantes del partido de Calvo Sotelo, Renovación Española. Como Gil Robles, dos de los tres hermanos se salvaron porque no habían dormido esa noche en su domicilio en previsión de que pudieran ser detenidos. Los Guardias de Asalto (iban en otra furgoneta, la dirigida por el Teniente Máximo Castillo; junto a Fernando Condes, los cabecillas de todo aquel operativo….) efectuaron el registro y allí no encontraron a ninguno dado que, el otro hermano, Manuel, consiguió salir por la ventana y aguardar en la cornisa hasta que concluyó el mismo. La “comitiva fúnebre”, la de la Camioneta nº 17, si lograría alcanzar su objetivo, introducirse en el domicilio de Calvo Sotelo (los domicilios de las víctimas elegidas tenían en común que se encontraban en la misma calle, C/Velázquez, números 3, 21 y 89, este último el domicilio de Calvo Sotelo).
Una buena parte de la izquierda pretendió justificar este execrable asesinato (como lo eran todos) por el previo asesinato ocurrido solo unas horas antes, en la noche del 12 de Julio, en este caso del teniente de la Guardia de Asalto Castillo a manos de pistoleros supuestamente derechistas (a día de hoy, no hay certidumbre alguna sobre su autoría); de esta forma, tendría lugar el vicio final del régimen republicano al tratar de equiparar el asesinato de Calvo Sotelo con el también, sin duda, injustificable asesinato del agente de seguridad; un agente que, hay que recordar, participó en la insurrección golpista de Octubre del 34 y en diversos sucesos en los que fue, incluso, acusado de asesinato (recordemos su participación en los sucesos del día 16 de Abril del presente año durante el sepelio del Alférez de la Guardia Civil Anastasio de los Reyes y en el que, a consecuencia de sus disparos, falleció un joven de 19 años de afiliación falangista, familiar de Primo de Rivera..). No puede justificarse un asesinato (ni ninguno) por lo acontecido previamente en un espiral de violencia sin freno y, aún menos, tratar de equiparar la figura del principal líder espiritual de las oposiciones parlamentarias con un agente de una más que dudosa credibilidad implicado en diversas causas penales sin resolver (el Teniente Castillo, a pesar de demostrarse su autoría en los luctuosos sucesos del 16 de Abril, nunca fue procesado o encausado en proceso judicial alguno, de hecho, pudo desenvolverse con toda normalidad en el desempeño de su cargo como un agente más de la “autoridad”); y es que la soberanía popular, estaba representada y encarnada en una pequeña parte en la figura de Calvo Sotelo y, sobre este, elementos afines y muy cercanos a destacadas autoridades gubernativas frentepopulistas (las mismas que se deshicieron de todas los expedientes e investigaciones judiciales de su asesinato a los pocos días de iniciado el conflicto bélico y que, a día de hoy, siguen sin aparecer….), decidieron con su vil asesinato, adulterar violentamente el libre juego y ejercicio del sufragio y de la voluntad populares, una soberanía que ahora residía en las manos de un Gobierno que decía y casi alardeaba gobernar para una sola parte de los españoles (recordemos que ya lo advirtió el propio Casares Quiroga en la sesión del día 19 de Mayo, el Gobierno sería beligerante contra una parte de la sociedad española…). Nada puede ser más ilustrativo de las intenciones y propósitos de las autoridades frentepopulistas que, ante la magnitud de todo un asesinato del principal líder de las oposiciones (suceso inédito en las democracias del ámbito europeo), una de sus primeras reacciones sería clausurar todos los centros de la minoría de Renovación Española apenas 24 horas después del luctuoso suceso (partido del que era líder el asesinado), amén de la clausura de otros centros y locales de otros tantos partidos de las derechas parlamentarias; por el contrario, los protagonistas reales de su salvaje asesinato no sufrieron causa penal alguna siendo incluso protegidos y casi encubiertos por las autoridades frentepopulistas (recordemos que en casa de la socialista Margarita Nelken fue escondido uno de sus autores, F. Rey y que el mismo Prieto, encubriría al Guardia Civil Fernando Condes…). Era más que evidente que a la altura de aquellos cálidos días del mes de Julio del 36, la democracia republicana ni estaba ni se la esperaba, había sido ampliamente rebasada por una lamentable e injustificable Convención jacobina frentepopulista. La reacción al asesinato tendría su respuesta tan solo cuatro días más tarde, el 17 de Julio, con una sublevación de las tropas destinadas en Melilla; a ella se sumaba aproximadamente la mitad de la oficialidad del Ejército que, en Diciembre de 1930, pretendía acabar por la fuerza con el régimen monárquico Alfonsino para implantar una República de la que, como tantos otros españoles, ahora parecían aborrecer. Se daba inicio a la trágica epopeya española.                    
CONCLUSIONES FINALES

Poco se puede añadir más, los hechos, las palabras están ahí, una buena parte de las manifestaciones de sus protagonistas también; las esperanzas depositadas en un régimen que venía con la aureola de un cambio dirigido a auspiciar y propulsar un nuevo rumbo muy pronto se difuminaron, demasiado pronto. Al inicio de mi relato, dejo claro que no será este libro en el que se trate de hacer ningún tipo de valoración sobre el sistema, sobre el tipo de régimen, sea este monárquico o republicano, tan igual de lícitos ambos; al respecto, como ya referí en su momento, yo me hubiese posicionado en el parlamento republicano junto a la entonces combativa minoría Agraria; a pesar de mi condición de monárquico, considero que por encima de cualquier régimen, a mi particular entender, está la Nación, la Patria, a ella se la presta servicio y se la quiere independientemente del régimen del momento. De esta forma, hubiese tomado posesión de mi escaño expectante y, ciertamente dubitativo, con la incertidumbre de ver si el nuevo régimen iba aportar, iba a suponer en verdad, el tan necesario cambio y la tan ansiada mejora social, económica y cultural de mi Patria, de España; una incertidumbre y recelo que aumentarían cuando pronto empiezo a ver que, desde las primeras sesiones del Congreso, esto difícilmente podría ser factible y más aún creíble. Tras unos primeros meses de duda, de incertidumbre, las mayorías parecen querer apostar y decidirse a que esta República no sea ni vaya a ser para todos y, así, no tardarían en jactarse públicamente de sus anhelos y apetitos revolucionarios (no completamente satisfechos con la llegada misma de la República), de su irrenunciable izquierdismo ideológico, de su marcada postura antiliberal, de su anticlericalidad, de sus deseos de dejar fuera de ella a aquellos a los que, desde un primer momento, califican como reaccionarios por el mero hecho de pensar diferente; y yo, desde ese hipotético escaño, me rebelo, y me levanto junto a los agrarios a pedir que la Constitución refleje el verdadero sentir popular nacional y no el de unos pocos, que no se haga recurrente la tan perniciosa costumbre española de hacer apología de vencedores y vencidos, que en su lugar se trate de aprovechar esta oportunidad, quizás única, para coser definitivamente viejas heridas y construir entre todos un país mejor; pero no, los agrarios no serían escuchados y, lejos de acercar posturas, de ofrecer un sincero y sentido diálogo, se elige el camino de la división, el frentismo, y es entonces cuando a esta minoría Agraria, sin abdicar de su compromiso de lealtad con el régimen republicano (porque con ello entendían que servían lealmente a su Patria), se la excluye de él y sí, por el solo hecho de pensar diferente, por tener otra concepto o ideal de Estado y de Patria. Ese es y sería el principal fracaso de la República, nacía y se construía para unos pocos, no se hizo para dar serenidad y sustento al espíritu y alma nacionales, a tal punto, que en el mismo año que advino, llegó incluso a marginar a aquellos que fueron los que más pelearon y trabajaron por traerla, los republicanos de aquella minoría Radical que terminó siendo repudiada por otros que, hacía bien poco, habían estrenado su carnet de republicanos.
Y es que es ahí donde reside el gran embuste de la República, no, no fue una lucha entre republicanos y monárquicos, nacionales y rojos, ¡no!, reducirlo a eso es faltar a la realidad o hacer una versión simplista y de un rigor histórico ciertamente discutible; una buena parte de republicanos se mantuvieron fieles a las esencias de la República, de aquella República del 14 de Abril, intentaron y lucharon por hacerla atractiva a todos los españoles, esa bandera fue siempre gallarda y honradamente portada por distintas minorías hasta el fin mismo de la República; si, y lo hicieron los radicales, con mejor o peor acierto (pagaron un precio muy caro por ello), y lo hicieron una buena parte de los históricos federales, y lo hicieron minorías como la representada por los intelectuales de la época (Ortega, Marañón y Ayala), o los liberales republicanos de Melquíades Álvarez; todos ellos trataron de defenderla, de protegerla frente aquellos que, casi desde su mismo advenimiento, se apropiaron de ella para desnaturalizarla, para arrancarla del alma nacional; como bien dijera el ilustre Ortega y Gasset en su momento: "la República no es eso", la República no es ni podía ser socialista, la República no es de nadie porque debía ser de todos y para todos. Yo desde ese escaño agrario hubiese alzado mi voz para denunciar la manipulación histórica que, en especial, los socialistas hicieron de ella; la pervirtieron y la viciaron de tal modo que, poco más de un año desde su instauración, era ya irreconocible, se había hecho profundamente antipática, por lo que no pocos empezaron a ver con añoranza otros tiempos donde las cosas, sin ser ejemplo de nada, sin ser épocas quizás dignas de ser recordadas, acaso ya parecían sin duda mejores.
Y así, sentado en ese humilde escaño agrario, hubiese también ofrecido mi apoyo a la alianza de cedistas y radicales, porque en ella pudo estar la clave de que la República se consolidase, haciéndola más sosegada, más serena, más accesible; es verdad que, seguramente, menos intensa, pero más manejable para ser moldeada, sin prisas, con el firme propósito de que nadie quedara fuera del camino que ahora se empezaba a trazar. Pero no fue posible, los socialistas no entendieron otra cosa que el hacerla de su exclusiva propiedad porque con ello saciaban los apetitos doctrinarios de partido que no eran ni de cerca, los del conjunto de los españoles, amenazaron recurrentemente con la violencia para apropiársela obligando a disfrazarse de enemigos a aquellos que durante más tiempo y más encarecidamente lucharon por ella, los verdaderos y genuinos republicanos. Estos, para atraer a su causa a un mayor número de españoles, renegaron incluso de muchos de sus principios e ideales republicanos, lo mismo que una buena parte de las derechas que, de querer cambiarlo todo, de desear reformarlo todo, pasaron a ser "cómplices" de la aventura republicana en compañía de aquellos que más genuinamente representaron el espíritu republicano de carácter inequívocamente nacional; pero no fue posible, el tsunami revolucionario se lo llevó todo y con él las esperanzas de que juntos pudiéramos cambiar lo que en décadas como país no supimos construir.
Soy muy duro, es cierto, y creo que con motivos y argumentos más que sobrados (las actas de las sesiones parlamentarias son muy claras, están ahí, son públicas), con el socialismo de la época, un socialismo español que no estaba acorde ni en sintonía con otros socialismos de aquella Europa, más posicionados y situados en lo que bien pudiéramos calificar como primeros brotes de la social democracia moderna, destinada a ser la fiscalizadora de los excesos y abusos del capitalismo; aquí se miraba como espejo y sin complejo alguno a Rusia, al más rancio y tosco marxismo, pero Rusia y su revolución no podían ni debían ser ejemplo de nada. España era otra cosa, su sociedad era otra cosa, su realidad era otra cosa, los españoles era otra cosa, su esencia patria era otra cosa, la República debió ser otra cosa; el experimento prosoviético que se intentó trasladar a España solo podía fracasar porque las condiciones político sociales de ambos países en nada se parecían ni tenían similitud alguna. Se intentó hacer todo muy deprisa, sin orden, sin pausa, azuzando y agitando innecesariamente a una sociedad que buscaba pan y trabajo y que, a cambio, solo recibió desorden, caos, violencia, miseria y pobreza, ninguna de las promesas con las que vino el régimen republicano se hicieron realidad, ni una sola; todos los parámetros, sociales, económicos, agrarios, comerciales, financieros, cinco años después no solo mejoraron, habían empeorado formidablemente dejando a una sociedad dividida y mucho más empobrecida que antaño. La experiencia socialista que se pretendió llevar a cabo con la condescendencia difícilmente explicable de ciertos sectores de la burguesía republicana fue un fracaso estrepitoso, histórico a todas luces. Culpo por ello a los socialistas, tanto prietistas como a largo caballeristas por igual (las intervenciones de Prieto en la Cámara no me dan motivos para verlo como aquel político moderado del partido socialista que la historiografía tradicional nos ha pretendido vender, más bien todo lo contrario, sin duda, uno de los principales actores y hacedores de nuestra miserable guerra); todos se hicieron solidarios y portaron con orgullo la bandera de la "revolución", una revolución a un país que nunca apeteció hacerla, y lo hicieron  engañando y llevando a unas masas obreras y campesinas a una ideologización sin sentido bajo la cual desarrollar y fomentar una lucha de clases que les hubiera podido ofrecer un escenario de presunta legitimidad a "su revolución"; pero solo se consiguió fomentar más odio y división y, con el agravante, de que se hizo a ojos y oídos de todo el mundo, desde el pulpito del mismo Parlamento. Los socialistas se adueñaron, robaron, secuestraron la República al conjunto de españoles para hacerla solo suya, de su propiedad, una propiedad que no querían para aquellos a los que llamaban "reaccionarios", para los patronos, los terratenientes, los "señoritos", los facciosos, pero ellos sí, si podían tener una propiedad que al resto negaban, propiedad de la tierra, de la calle, de la administración, de la cultura, de la bandera, del Parlamento, del Estado, en definitiva, de la conciencia misma, de la individual y de la colectiva, en un ejercicio de totalitarismo sin precedentes sobre una Nación que desde hacía más de 100 años estaba pidiendo a gritos libertad y prosperidad; los insaciables apetitos revolucionarios socialistas se comieron las ansías y las ganas de un país que quería abrirse al mundo, se apropiaron de alma nacional para dividirla y enfrentarla, le cerraron las puertas a la esperanza y le cortaron las alas a una libertad y una prosperidad que desde mucho tiempo antes ansiaban volar. Y de ello fueron cómplices aquellos republicanos de nuevo cuño, la nueva burguesía republicana que, al amparo y cobijo de los resortes del Poder, permitieron con su equidistancia, cuando no con su complicidad, ofrecer los recursos de las instituciones republicanas a aquellos que querían acabar con ellas; los Azaña, Casares Quiroga, Albornoz, Barnés, Barcia, Martínez Barrio, Portela Valladares y tantos otros se vendieron al mejor postor desde su sitial de las altas esferas de un Poder desde el que contemplarían impávidos como la Patria se desangraba sin que ofrecieran o propusieran nada para remediarlo, hicieron de rémoras del gran tiburón "revolucionario" siendo, finalmente, los meros intermediarios y los voceros de una lucha de clases que nadie pidió ni deseaba cuando aquel 14 de Abril de 1931 llegaban jubilosos los fastos republicanos.
Así, yo como otros muchos y, desde ese "mi escaño" agrario, hubiese terminado aborreciendo de esa República de unos contra otros, de buenos y malos, de revolucionarios y contrarrevolucionarios, deslegitimada completa y absolutamente por unos Gobiernos frentepopulistas que la secuestraron con una irreverente sed de venganza y con una indecente oratoria guerracivilista. De esta forma, la República sin republicanos no podía prosperar, en el año 36 la Cámara se había quedado vacía de aquellos históricos y genuinos republicanos<, los Melquíades Álvarez, Lerroux, Castrovido, Ortega y Gasset, Unamuno, Marañón, Juan Castrillo, Iglesias Ambrosio, Izquierdo Jiménez, Zulueta, Anguera de Sojo y tantos otros que dedicaron una buena parte de sus vidas a soñar en republicano y que, acaso, una vez imaginaron que llegaría ese nuevo régimen republicano con marcado alma nacional y superador de conflictos añejos y que, tal vez, permitiera abrir nuevos y esperanzadores horizontes; sin embargo, no sucedió así, lamentablemente, esa República pasó a las manos de los Díaz Ramos, Cayetano Bolívar, Largo Caballero, Prieto,  Ibarruri, Zabalza, Galarza, Rufilanchas, Andrés y Manso, Nelken, Casares Quiroga, Barriobero, Balbontín, Hernández Zancajo y tantos otros personajes de segunda cuando no de tercera y cuarta fila, movidos únicamente por un sectarismo y una excentricidad ideológica impropios de una Cámara que se autoproclamaba democrática; el intercambio de ideas, la palabra y la excelsa oratoria fueron tristemente sustituidas por el instinto primitivo, el rencor, la insensatez, la desfachatez más soez, el insulto barato, el desprecio, el odio, sí, el odio. Pero siempre nos quedara, al menos, el recuerdo de los serenos y siempre elocuentes discursos de los Royo Villanova, Melquíades Álvarez, Izquierdo Jiménez, Ventosa Calvell, Ortega, Casanueva o el mismo Cambó, de tantos otros que nos dejaron su brillante y distinguida oratoria tras la cual intentaron advertir del peligroso rumbo que pronto tomaría la República y entre los que quiero hacer mención especial al socialista Julián Besteiro; desde la discrepancia ideológica no puedo sino reconocer que ejerció un noble papel en la Presidencia de un Parlamento tan extremadamente complicado y fue, sin duda, la figura más destacada y, sobre todo, más digna del socialismo español de la época. Trató sin éxito apartar las soflamas marxistas en su minoría y acaudilló en torno a su persona un socialismo más de corte y espíritu nacionales que, de haber tenido alguna notoriedad y relevancia, qué duda cabe que otro gallo hubiera cantado tanto a la República como al conjunto de los españoles; así, su elevada figura política debe ser, seguramente, reparada por unos y recordada por todos. Sin embargo, estas sugerencias y advertencias de tan ilustres españoles nunca fueron atendidas y menos aún escuchadas; como tampoco lo sería la sobria y categórica denuncia de esos excesos y abusos que se cometían en un régimen claudicante de los derechos y libertades, en la excelsa oratoria del que, como ya he referido en anteriores ocasiones, ha sido la voz de uno de los parlamentarios más brillantes de la historia parlamentaria española, Calvo Sotelo; su figura ha quedado casi hoy olvidada víctima de múltiples e injustificadas acusaciones de fascista, señorito y tantas otras vejaciones de las que fue objeto sin que nadie, desde la Presidencia, quisiera o supiera ponerlas freno, un acoso sistemático que culminó en su execrable asesinato; vejaciones que parecieron ser la única fórmula de respuesta que encontraron algunos para replicar a los sobrios argumentos y recursos oratorios de tan excelsa figura política. Eliminaban así a la única figura política que, de verdad, reunía las condiciones personales y políticas capaces de aglutinar en torno a su persona a un gran partido de masas que pudiera hacer frente a las políticas del frentismo y de venganza frentepopulistas, por este mismo motivo y, sabedores de ello, a punto estuvieron de no otorgarle el acta de diputado que tan merecida y legítimamente los ciudadanos le habían otorgado. Así, aquel que trató de combatir noblemente con el recurso de la palabra, con el intercambio de ideas, pareceres o argumentos a ese tren revolucionario que amenazaba con atropellar todo, sería señalado como un vulgar fascista y reaccionario y por el simple hecho de denunciar aquello que, en sí mismo, era lo más fascista y reaccionario que una democracia podía soportar y tolerar. En un Parlamento corrompido y roído por el odio, ganaron la batalla aquellos que menos categoría y altura política atesoraban, los defensores de una democracia en la que no creían ni menos aún respetaban, y todo ello lo pago un país que sufría y padecía los ruidos de sables de una Cámara ya frentepopulista que no republicana (y es que en Febrero del 36 se puede decir que perdió esa categoría) una Cámara que, de espaldas a la realidad, a las ilusiones y a las penurias nacionales, nació con vicio y murió de vicio.
Y esto es todo lo que sobre este siempre difícil y complicado tiempo tenía que decir, ha sido una profunda satisfacción personal después de dedicar tantas horas de esfuerzo y de estudio, haber podido llegar a hacer una fotografía, no sé si lo más completa posible, de todo lo que fueron aquellos años que, en mi opinión, han sido los más duros y tristes de la larga y fecunda historia española; una fotografía en la que ha habido sorpresas, sobresaltos, desilusiones, confirmaciones, amarguras, incomprensión, gratitud; he descubierto con la detenida lectura de las actas de los diarios de sesiones, nuevos horizontes que los libros, las ilustraciones, los medios visuales difícilmente pueden alcanzar, un nuevo prisma de una serie de sucesos que aún contados y oídos cientos de veces para mí han supuesto un viaje hacia lo desconocido; las historias y relatos que tantas veces había escuchado han quedado reducidos a pequeñas anécdotas ante la magnitud de tan vibrante y emocionante relato contado por sus propios protagonistas, sin duda, un mundo y una perspectiva completamente diferente, viaje en extremo apasionante al que no quise renunciar pese a que cuando me embarcaba en él, era plenamente conocedor de su lamentable y trágico final. Por todo ello, me resulta muy difícil comprender (diría que completamente imposible) que tantos años después siga habiendo defensores de un régimen, o si mejor se quiere, de unos años que fueron trágicos en su conjunto para España; se mire por donde se mire e independientemente del prisma del que se quiera mirar, la II República no fue sino la violenta explosión de una serie interminable de errores y despropósitos que durante muchas décadas fueron fragmentando y lacerando la conciencia y el alma nacionales; división, rencor, odio, venganza, insolidaridad, violencia; todos ellos fueron fieles compañeros de viaje del régimen republicano, hacerse solidario de una causa así solo puede demostrar un afán de incomprensible revanchismo ideológico que es absolutamente incompatible con los valores y esencias de la democracia que, con sus virtudes y defectos, debieran ser ejemplo de aprendizaje y superación de errores pasados; las nuevas generaciones, en modo alguno, deben ver ni tener como modelo un régimen que, disfrazado de democracia, ejercía camufladamente sobre una buena parte de españoles el peor y más rancio de los totalitarismos. Es ciertamente lamentable cuando no asombroso ver como en la actualidad una parte precisamente no pequeña del socialismo (mantengo la esperanza de que no todo él, como espero que llegue ese día en el que este socialismo recobre de nuevo su sentido nacional y el sentido y espíritu de Estado, por y para todos, que hoy lamentablemente parece haber vuelto a perder) que, en compañía de otros nuevos viajeros nostálgicos del triste periplo republicano, quieren patrimonializar la memoria histórica de toda una Nación haciéndola de nuevo suya, exclusiva de sus intereses y fines partidistas (seguramente, con la vista puesta en un cambio de régimen y a imagen y semejanza de aquel triste y trágico periodo), sustrayéndola de la auténtica memoria, individual y colectiva cuando, precisamente, son aquellos que más tendrían que callar y dejar de dar lecciones de memoria por su triste y nada aleccionador papel en la misma, sin duda, un socialismo actor protagonista de aquellos lamentables sucesos acaecidos antes de nuestra cruenta guerra. Y es que, ¿cómo van a enarbolar la bandera de la memoria histórica aquellos que fueron los indiscutibles culpables y actores principales del golpe de estado llevado a cabo en Octubre de 1934?; aquellos que fueron los protagonistas de las amenazas, el chantaje, la extorsión en la calle y en el Parlamento contra aquel que pensaba diferente, los secuestradores de las conciencias al servicio de una lucha de clases de la que se alimentaron para vender sus vientos y sed "revolucionaria"; si tan interesados están en hacer memoria histórica que la hagan pero a conciencia, sin ambages ni partidismos, que acudan y penetren en el fondo de la historia aparcando intereses particulares, pequeños, de partido, ideológicos, en definitiva, de muy bajo vuelo; tal vez, de esta forma pudieran llegar incluso a conocer lo que en realidad algunos de sus antiguos correligionarios dijeron y defendieron en los diarios de sesiones a Cortes en aquellos años (las actas de las mismas están a disposición de todos y estas muy difícilmente engañan) algunos de ellos, incluso, remisos a que la mujer pudiera ejercer el derecho al voto (Prieto, Nelken entre otros), contrarios a la propiedad, a la equiparación de derechos y libertades para todos, defensores de la confiscación de bienes, contrarios a la libertad de conciencia, divulgadores y promotores de la dictadura del proletariado, negacionistas del sufragio universal cuando este no era favorable a sus intereses, voceros de la amenaza y la revolución, solidarios de las leyes de excepción, recelosos de la libertad del librepensador, de la libertad de expresión y subsidiarios de la suspensión de la Prensa libre; ¿En nombre de quién hablan respecto de esa memoria histórica?; ¿qué memoria histórica?, ¿la suya?; desde luego en nombre del conjunto de españoles no, de la "memoria histórica" tampoco, ni siquiera en nombre de los grandes padres del republicanismo español que no pueden ver ni reconocer en este partido socialista el digno albacea de una República que ellos mismos secuestraron y trituraron.  La única memoria y auténtica memoria está ahí, y esa es el relato histórico, un relato que esta a disposición de todos, que puede ser consultado por cualquiera que tenga una mínima dosis de curiosidad, yo solo hago de simple intermediario para dar a conocer lo que realmente pudo suceder en aquellos trágicos años que ahora algunos quieren reverdecer y de paso maquillar, dotándolos de unos matices "románticos" que son, aparte de un profundo embuste, un falseamiento puramente partidista y sectario de la realidad histórica; no nos dejemos engañar por el sectario e interesado impulso de la desmemoria histórica, partidista e infectada de tergiversada ideología, solo desde el juicio crítico individual nos podemos sobreponer a los peligros de una rancia política que se quiere adueñar, a través de los resortes de un Estado cada vez más ideologizado, de nuestra propia conciencia y espíritu en favor de esos intereses particulares y partidistas carentes de rigor histórico alguno. En pleno siglo XXI debemos aceptar como lógica la esencia de los valores democráticos, qué duda cabe, pero el camino sigue y no nos podemos quedar ahí, debemos ir mucho más allá, caminemos hacia la completa desideologización de la política secuestradora de conciencias y  voluntades, y es que la personal identidad del individuo debe estar por encima de unas ideologías y de unos intereses de partido que desoyen y neutralizan la genuina conciencia y personalidad del éste, del elector en definitiva. Juicio y espíritu crítico por encima de todo, individual e intransferible, solo así podremos tener el certificado de garantía para exigir que la ideología anteponga sus intereses particulares y de partido a los comunes, a los de todos; izquierdas y derechas sometidas al juicio crítico, al juicio analítico de cada individuo, de cada alma, de cada uno de nosotros, que no se casa con nada ni con nadie, que no entiende de idearios y sí de intereses y proyectos comunes dentro de los cuáles, tal vez, podamos algún día encender e iluminar una verdadera conciencia nacional, de Patria. Y la Patria es de todos, es la suma de conciencias y voluntades individuales y juntos la podemos dibujar, diseñar, moldear, superando los vicios ideológicos del pasado, vicios como los que arruinaron a la II República, que fue secuestrada y la trataron hacer de unos pocos y para unos pocos, para unos sujetos desprovistos de alma y conciencia verdaderamente nacionales y, así, la intentaron moldear a golpes de machete, a voces en el Parlamento, a gritos en la calle, con periódicos suspendidos y cárceles llenas, a porrazos en el campo, con fuego en las Iglesias, con amenazas e insultos al diferente; no, eso no lo quiero yo ni para mí ni para las generaciones de mis hijos. No copiemos, no echemos en falta jamás aquello que nos dividió y enfrentó, no enarbolemos orgullosos banderas con rapaces o franjas moradas que nos enfrentaron y dividieron, las nuevas generaciones merecen que sus mayores hayan aprendido de los errores pasados para que estos no se vuelvan a repetir; nuestro legado no debe ser ni de izquierdas, ni de derechas, construyamos un espacio común por y para todos, hagamos conciencia nacional y recuperemos el alma nacional sin ideologías fragmentadoras; en definitiva, hagamos Patria y no sintamos nunca vergüenza por ello, la Patria no entiende de ideologías, hagamos una Patria para todos, un espacio de acogida para una gran familia que no atiende ni entiende de ideologías y si de esfuerzos comunes, nuestro hogar común de la que nuestros hijos un día no muy lejano se puedan sentir orgullosos. Qué bonito suena y qué difícil es, ¿verdad? En nuestras manos está el cambiarlo, no convirtamos de nuevo el presente en un Diario de un Fracaso.


Breve epílogo final
 
No ha sido mi intención ni he pretendido en ningún momento hacer apología de enfrentamiento o sectarismo ideológico, en todo momento he querido huir de ello, mi forma de entender España está muy por encima de tan burda y fácil propuesta, no es un libro para tratar de posicionar o fijar ideologías de derechas o de izquierdas, de división; que duda cabe que la lectura de las sesiones republicanas me han llevado a adoptar una posición de indiscutible firmeza y dureza contra formaciones políticas como las representadas por el partido socialista, mi deber, en mi papel como analista crítico de los sucesos históricos me obligaba a ello, muy por encima de pensamientos o intereses ideológicos. Así, deseo acabar y, dando muestra del sentimiento personal que para mi conlleva el término Patria, recordando a todos aquellos que, por culpa de los que levantaron como símbolo nacional la bandera de la división y la fragmentación cuando no del odio, tuvieron que abandonar su Patria (no incluyo, desde luego, a aquellos que, puño en alto, hicieron del asesinato un oficio), a aquellos que se vieron obligados a huir de España a causa de un conflicto al que, una gran mayoría de ellos, fueron casi empujados. España es de todos, la República que les vendieron no, fue construida para unos pocos y es nuestro deber ahora recordar a todos, a todos los que sintieron y desearon una España solo que en formas diferentes; así, luchemos por construir memorias para conciliar y reparar a todos, por encima de aquellas sectarias políticas partidistas e interesadas; no ganaron unos y perdieron otros, perdimos todos. Tengamos altura de miras y cerremos por fin unas heridas que ya en parte cosieron las generaciones que vivieron aquella tragedia, tengamos la suficiente gallardía y grandeza para construir una España POR Y PARA TODOS.






Diariodeunfracaso.es
Esta será la página web a través de la cual todo aquel que desee participar, sugerir o establecer cualquier debate al respecto de la temática principal del libro podrá y está invitado a hacerlo; en ella temporalmente se irán recogiendo distintas curiosidades, anécdotas, efemérides, referentes históricos relacionados con las sesiones republicanas; un foro abierto desde el que estáis invitados a participar para resolver dudas, plantear temas, abrir debates o, simplemente, visionar un espacio destinado a aquellas personas con inquietudes históricas de nuestro pasado más reciente y, lamentablemente, más convulso. Un espacio de encuentro donde, además, si se diera la ocasión, podamos dirimir diferencias y estériles enconos ideológicos que nada ayudan ni favorecen a la construcción de un país mejor y del que ninguno nos sintiéramos extraño.
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Que mejor que la historia te la cuenten los propios protagonistas de la misma. Este libro trata de diseccionar todo lo ocurrido en el convulso periodo de la II República española a través de lo que sus principales actores dijeron y reflejaron en las actas del diario de sesiones republicanas; gracias a ellas, viajaremos y, en un corto espacio de tiempo de cinco años, desde la incertidumbre y la ilusión a la pesadilla de la cruenta guerra civil entre españoles. Fueron muchos los factores y los desencadenantes que propiciaron y nos llevaron a caer al precipicio de la guerra y las actas nos dejan claro que hubo algunos que empujaron mucho más fuerte que otros en lo que fue la caída de todos.
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Il Republica: Sus protagonistas te cuentan lo
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